INDICE ALFABETICO POR MATERIAS 



A 

ABOGADO. 

Ver: Hóbeas Corpus Notificación, l; Recurso extraordi- 
naria, 9. 

ABSENTISMO. 

Ver: Recurso extraordinario, 59. 
ABSOLUCION DEL ACUSADO. 

Ver: Impuestos internos, 4, 7. 

ACCIDENTES DE TRANSITO 

Ver : Daños y perjuicios, 2, 9. 

ACCIDENTES DEL TRABAJO. 

Ver: Constitución Nacional, 12; Recurso extraordinario, É>3. 
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ACORDADAS. 

i. Juramento de la Constitución Nacional por los Magistra- 
dos, Funcionarios y Empleados judiciales ! p. 15. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



2. fr'jímit'it de turnas y conocimiento de bis causas correspon- 
dientes a las Juzgados Federales de la ciudad de Córdoba : 
p. t% 

3. Permanencia en la Alcaidía del Palacio de Justicia de mu- 
jeres deten idus, que r^táli a dÍ8po»icÍÓH de los Tribunales: p. 19. 
i. Nombramiento de personal en los Juzgadas y las Fiscalías 
y Dcfcnsonjis Federales en las Provincias ¡ p. 20. 

5. Restricciones en lu utilización de la energía eléctrica en el 
Pal ne ¡o de Justicia y en los ed i fíe ¡as puestos bajo lu sujier- 
¡nleud^Ui'ia de. la C.Jsjijireniii : p. 21. 

6. Inclusión de jos fiuicíoiiaHos/TfiipleaTlos y otrreTos fhrln- 
Justicia Nacional en el régimen establecido por el decreto 
Ü 8271/49 : p. 22. 

7. Distribución de la* causas correspondiente» a las tribuna- 
les creadas par los decretos Xrw. 42.">l¡/4"i y 4257/45 - p. 23. 

8. Lista de con jueces para la Corte Suprema y la Cámara 
Federal de la Capital para el corriente año: p. 27. 

9. Li*ta de con jueces para las Cántaras Federales del Inte- 
rior, las Cámaras de Apelación de las Territorios Nacionales y 
los Juzgados Federales en las Provincias para el corriente año: 
P. 28. 

10. Honores a la tripulación del rastreador "Fouruicr": 
p : 3$ 

11. Turnos de los juzgados federales Nros. 1 y 2 de la Capi- 
tal : pi ¡14. 

12. Régimen de* turnos y conocimiento de las causas corres- 
pondientes a los Juzgados Federales <lc la ciudad de Córdoba: 
P . 8& 

13. Ejercicio de la superintendencia de ta Corte Suprema con 
respecto a la Justicia Nacional de la Capital y de! Interior: 

p. 35. 

ADOPCION. 

Ver; Servicio militar, 2. 

ADUANA 

Importación. 

En general. 

1. No habiéndose formulado el aviso que autoriza el art. 808 
de las OO. de AA. corresponde considerar que basta las 48 
doras posteriores a la entrada del buque no tenía el interesado 

(') Ver t;imlii¿n: impuestos inlcmoa, 8; Iteetirno extraordinario, 
7: Itcciirxo nrdinnrio de apelación, 8, 11. 
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rpnnro alcuno que señalar respecto a la existencia de loa tejidos 
de Si SiXajfin eonsignado a su nombra La inexataicia do 
diJS al acreditada por el Vista deapu s de cump « o 
Sarmenté el procedimiento aduanero «tableado, al c<mi- 
^bar quc el cajún se hallaba vacío, encuadra en « 
de -diferencia inferior o menor" prevista en el art de 
las mismas Ordenanzas y autoría la ex.^enem del pa^ode los 
derechos de aduana con arreglo a lo manifestado: p. 654 



Aforo. 



2 La facultad de la Administración Aduanera para 
weijaTha de §cr ^rr<mm*n*^W l ^'^gpggfegT; 
líenlo, máquina o dispositivo que por sus c?*^*""^ ~ 
ticas no se ajuste estrictamente a los eoneep os de la expresada 
nomenelatura de la tarifa, es inherente a la fbnatf» 
cumbc a aquella repartición publica y con mayor r»znu «1 M.- 
2c «le Hacienda, euyas resoluciones sobre tal materui , pue- 
en provocar controversia ante la Justicia y el correspondiente 
fronKSntc, de ésta, si resultasen «loramente arbitrarias, 

p. 52a. 

Libre de derechos. 

Gemxáttdadr*. 

3. Las importaciones que gozan d* liberación o menor ^ dere- 
cho condicional, constituyen un régimen de excepción dentro 
dí lS norJia V Prácticas aduaneras, caracterizado por las 
SuSTcioues que se imponen a los beneficiarios y «V»™™** 
Plimiento da lugar a la cancelac ó» de a franquicia y al cobro 
de los derechos pertinentes y de las multas establecidas : p. 642. 
Eitabteci miento* que elaboran materia prima nacional. 

4. No está comprendida en la liberación de derechos adua- 
nera» que autoriza el art. 33 de !a ley 12.345 la hojalata que 
"e importa para envasar producto* elaborados eon mater a 
nrinm naeional ; pero lo* derechos abonados en tal concepto 
SueXi sai ^ recuperados si el material vuelve al exterior como 
Lvase dTprodietos de fabricación nacional, con arreglo a los 
términos del art. 40 de la misma ley: p. *97. M 

5. Las maquinarias que se introducen y destinan 

mientos industriales que elaboran materias primas de produc- 
ción nacional -liberadas del pago de derechos a*";™™- 
estén sujetas a la comprobación periódica de la exac^tud de 
«u destino y a la prohibición de ser vendidas sin la previa au- 
torización de la Aduana ; p. 642. ^ ,„ 

6. El .art. 36 de la ley 12.345. sanciona dos transgresiones de 
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divertía naturaleza ; una consistente en estar la* men-adcría* 
"fuera del sitio o condición en que naturalmente deberían en- 
contrarse", y la otra en tullíanse "en lugar, estado, condición 
utilización que implique una transgresión al motivo de la 
franquicia". 

La empresa qii" introdujo libre de derechos maquinarias des- 
tinadas a establecimientos que elahoran materia prima de pro- 
duceión nacional, y bis vendió sin eonoeimiento de la Aduana 
y sin comunicar a los compradores la exención con que habían 
sivlo introducidas, incurre en transgresión al nrt. 3fi de In ley 
12.345 y es pasible de pena aunque el comprador baya aplica- 
do las máquinas ni motivo de la franquicia ¡ p. 642, 

Cata» vario». 

7. La franquicia que acuerda el art. 2 V . inc. mi de la ley 
11,281 (t. a,) respecto de los artículos destinados a la fabrica- 
eió'ri de helMcr^- aromáticas. enoL país comprende solamente 
los necesarios parn hacerlas, con presein ciencia de íos emplea" 
dos en la instalación de las unidades y en la atención de la 
garantía ele las máquinas a que el fabricante se obliga frente 
a los adquireutes : p. 474. 

Operaciones varias, 

8. La recepción de la mercadería en e| puerto de embarque, 
por el buque encargado de su transporte, la realidad de éste y 
!a existencia de Tos efectos a bordo de ht embarcación en el 
momento de su arribo al puerto de destino, son hechos que se 
documentan legalmente, mediante el otorgamiento de los cono- 
cimientos por el aírente transportador, la visación consular y el 
manifiesto general de la carpa presentado a las autnridades 
aduaneras del puerto de destino, a la llegada del buque. 

La desaparición de esa mercadería debe ser denunciada por el 
capitán al formal i?ar la entrada del buque o en el término 
hábil para la enmienda del manifiesto y por el consignatario 
cu el plazo de las 48 horas siguientes a aquel acto; en cuyo 
defecto la Aduana cobrará a estos últimos los derechos corres- 
pondientes a la mercadería que, expresada en los conocimien- 
tos y en el manifiesto general, aparezca consignada a rus ór- 
denes: p. 65Í). 

Infracciones. 

Manifestación Inexacta. 

9. La exactitud de \<<s términos de la declaración previa for- 
mulad n en ocasión del despacho, requiere que refleje la verdad 
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une defina el artículo en todos sus caracteres esenciales y par- 
de manera que p. pación a. cmncubr sm es uer- 
/x, con la correspondiente partida del arancel perro ta el ajim te 
de los derechos debidos aunque se prescindiera del aeto fie Ja 
verificación. , . • 

Una declaración que se limita al enunciado Perico de la par- 
ida ^3* "puesta en morona para motores", respecto de una 
Í rea cria que, además de esa ShaMaJ, hállase integrada por 
s msitivos y accesorio, divemos previstos en dial mina por - 
as de la tarifa, prescinde de la norma especial vigente que 
■Stímnln preeminente ia mercadería en cuestión , y viola os 
art.s,l()25 y 1020 de las 00. A A., haciendo procedente la san* 
eión impuesta y autorizada por el art. 09 del t. o. i p. •>_,!. 

Procedimiento. 

10. No es definitiva ni tiene fuerza de eos» jmgg '« reso- 
lución del Ministerio de Hacienda que si bien w» breseyo en el 
binario instruido eo„ m«»t¡vo de un déficit feUttgNM^ 
artificiar™ los estados^leuiostrajivos de inversión y tU*tinn ¿« 
m mercadería importada, admitió en. sus fundamentos -¡fcgg^ 
bilidad de ocultaciones, errores, omisiones, maniobras nn li o- 
sas del industrial y aun inconducta de SOS empleados <| ue ] <>- 
.Irían orovocar la ulterior declaración de responsabilidad de 
3, no optante la aprobación de los atados y el sobres^ 
n iento dispuesto. Por ello y porque el « ^ 

forma de decisión o pronunciamiento que ponga torrmm . a un 
Mimaría aduanero nn ba sido previsto m autorizado por las 
Zonzas . procede la revisión dé la mencionada resolución 
administrativa : p. 1G4, 

AFIRMADOS. 

1, Para establecer si la contribución que se cobra por el a li- 
mado es o no ennfiseatoría. debe tomáis,' como base de rompa- 
mrión el pago de aquella al contado: p. 7J1. 

2. No procede considerar confiscatorin el .-obro de * 

7, (l .ieJ ) * nacional en concepto de afirmado con respecto al in- 
V vo vlr es de «'fcflO m/n antes de ta *R«M 
"a mejora, según el perito único desamado en el yieioo 
fué adquirido poco después por el actor al precio de $ 11.8 -> 
m o„e la nacional, si no hay razón para no atribuí. • . d forja- 
Ha a dicha mejora teniendo en cuenta que la pentatlón s o 
estaSl le na estimación presuntiva que no se apoya sobre lia- 
S ¡ muividnafisadas, el inmueble ^estaba tasado , « 
$ 1.870 ni/n. para el pago del impuesto territorial > la iquna 
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leneia entre la obra pública y la valorización que produjo os 
insiisceptiMe do una exacta determinación : p¡ 731. 

AGIO. 

Ver: Precios máximos. 1. 2. 3. 4: Recurso extraordinario, 20. 

22. 

AGRAVANTES. 

Ver: Homicidio, 3. 4, 6. 

Ver: Ciudadanía y natural izución. 1. 
APREMIO. 

Ver? Constitución Nacional, 8; Fianza, 1; Impuestos internos, 
8 : Jurisdicción y competencia. 14 ; Recurso extraordinario, 63. 

ARBITROS. 

Ver: Impuesto de justicia, 1. 

ARRENDAMIENTOS RJÍRAIJES. 

Ver; Recurso extraordinario. 29. 

ATENUANTES. 

Ver; Homicidio, 2. 

AUTENTICACION, 

1. Satisfechos l«s requisitos que, para autenticar los procedi- 
mientos judiciales con efecto en la República, exigen las leyra 
44 y "il33. la legalización de los mismos con el fin de ser pre- 
sen tailos en el extranjero, hállase reglada por el decreto de 
mayo 20 de Í88¡5 cuyas diligencias corren a cargo del Minis- 
terio de Relaciones Exteriores y Culto, art. 13. inc. 13, de la 
ley de Organización Ñ* 13.529, por lo que cnrrespnnde devolver 
al juzgado de procedencia el exhorto destinado a un tribunal 
extraujem y remitido por aquel a la Corte Suprema "a loa 
fines He \hs certificaciones correspondientes": p. 66. 
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Ver: Recurso extraordinario. 8. 
BUQUE. 

Ver: Aduana, 1, 8. 



AMABA DE ALQUILERES, 

Ver : Constitución Nacional, 7 : Recurso extraordinario. 2. 
C AMABA FEDERAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 3, 4 5, 8; Notificación, 3: 
Reenrso extraordinario. 18; Recurso ordinario de apelación, o, 
11, 12, 14. 

CAPITAL FEDERAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2; Recurso extraord i inario, 
7*2; Recurso ordinario de apelación. 11; Remisión de autos, >■ 



Ver : Recurso extraordinario, 43. 



CIUDADANIA Y NATUBALIZACIOH f), 

1, La inhabilitación para obtener la eiudadaníu establecida 
por el decreto del 19 de diciembre de 1931, reglamentario de 
la ley 346 respecto de quienes hayan sufrido condena criminal 
por delitos contra la propiedad, aun mediando indulto, conmu- 
tación o amnistía, tiene el carácter de una calificación moral 
de quienes los han cometido, formulada en atención a Ja ex(- 
(reneia de conducta " irreprochable" que para otorgar aquél a 
impone el mismo precepto. Es, pues, ineficaz la invocación de 
haberse operado la prescripción de la pena para obtener la 
ciudadanía: p. 1G0, 



(!) Ver también: JuriBdiiiU'.íi y competencia» 9; Recurso uxtraor 
dhi.irio, 11, U. 
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COMISO. 

Ver: Recurso extraordinario, 7; Recurso ordinario de apela- 
ción. P. 

COMPRAVENTA 

Ver: Aduana, fi. 7; Expropiación, 3; Impuesto a los réditos, 1; 
Impuestos internos. 10. 12, 13, Ifi; Precios máximos, 4; Recur- 
so extraordinario, 37. 

CONFISCACION. 

Ver: Impuesto. 2. 

CONGRESO NACIONAL. 

Ver: Hábens corpas, 2. 4 t 5. 

CONSTITUCION NACIONAL (>). 
Principios generales. 

L Las disposiciones lépales vigentes con anterioridad a la 
actual Constitución Nacional subsisten en tanto no se opongan 
a l»s normas que ella establece : p. 254. 

Derechos y garantías. 
De'fnsa en Juicio. 

Principia* gentralét, 

2. La garantía constitucional de la defensa en juicio no obs- 
ta para que la misma sea reglada por la ley en beneficio de la 
corréela substanciación de las cansas o en protección de los le- 

— "gTtTmrw mfereség -JgJcs. .litigantes, ni requiere la doble ínstan- 
. e'* 1 judicial : p. 41. 

3. La garantía de la defensa eu juicio requiere que, además 
de oírse al procesado, se le dé oportunidad de probar los hechos 
conducentes a su defensa: p. 58. 

4. La garantía constitucional de la defensa en juicio no im- 
pide que la ley rcglnmente las condiciones necesarias para at- 
inar como querellante en las cansas criminales y excluya a los 
supuestas damnificados residentes en el extranjero: p. 60. 



(11 > Ver también: Húboos rorniin, 1, 2, .1; .lucres, 1¡ Jurisdicción 
v competencia, 2; Recurso extrooniittnrio, 4, 11, 20, 21, 22, 24, 41, 42, 
43. 44, 4.f, 4«, 40, fi3, AS, 71, 72: lírctirwi Ottlirnirin ilo a polución, 2. 
12: Rctroactivíamd, 1. 



CONSTITUCION NACIOSAI. 759 

ewi : p. 701. * 
Procedimiento y «enfeudo. 

(I Imnorta violación de 1a defensa en juicio y debe ser pero- 

eer nrueba de descargo ante la autor dad policial ni se auraiuu 

deapuS ante la jnstiaa correccional : p. 58 
7. Es violatoria de la defensa en ¿«icio la rcsolucm n d el a 
r£ m .H Ppntral de Alquilares de la Provincia de Santa *e por 

@S? Sil Uto. ^^sM^^i 

..inujil resnecto del dueiio de un ínmnehlc sin haberle aaao 
SSÉh^S defenderse, pues las actiiacionea de pnmer» 
ín^aneia fueron «BHÍdtó contra cl «^f^ZrTaaas'paS 

I9&2¡ «" finalizar el procedimiento sesudo ante la 
gffi 7 disidas tañólo a uno de ta.. componentes 
SgSáSS v no a esta última, que sólo intervino en wgm- 
da^cií%a imputar lo resuelto sin su participa^: 

8.' 'Si" procedimiento de apremio no es lesivo de la defensa en 
inicio: p. 543. , . 

9 Es violatoria de la defensa en juicio asegurada por e L art. 
» de la Constitución Nacional, la sentencia que, a 
Ministerio Público, sin oír al interesado n. darle VB&Üm. 

nr^:r^ - ****** 

quiere la doble instancia judicial : P- «04. 

Derecho de propiwltd. . , „ 

11 El derecho de propiedad que asegura la Cl > mt j tn 7" *¿; 
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que, a efecto de establecer la indemnización de un accidente 
del trabajo, determinó el salario que ganaba el obrero, debe 
concluirse que existía un dercelio adquirido amparado por la 
Constitución Nacional, que no ba podido ser válidamente alte- 
rado por un fallo posterior en un juicio entre las mismas par- 
tes por indemnización de secuelas del mismo accidente, mani- 
festadas con posterioridad al primer pronunciamiento: p. 113. 
13. El efecto retroactivo atribuido por el legislador a una 
norma civil no es violatorio de la Constitución sino cuando 
vulnera derechos adquiridos: p. 303. 

U. Aun cu el supuesto de leyes de orden público, la suprema 
necesidad de lu garantía del orden y la seguridad peñérales 
imponen el respeto esencia] de los derechos irrevoeables y ex- 
plícitamente reconocidos por sentencia judicial o transacción 
válida, pero no liay óbice constitucional que impida ta modi- 
ficafióu por una ley que revista aquel carácter del reprimen 
vigente respecto de las derechos aun litigiosos ; p. 303. 

Igualdad. 

16. Kl principio de la igualdad no impide que la legislación 
contemple de numera distinta situaciones que considera dife- 
rente*! con nd que el criterio de distinción no sea arbitrario, 
no responda a un propósito de hostilidad a personas o grupos 
determinados de ellas ni importe indebido favor o privilegio 
personal o de grupo: p. 41. 

16. La garantía constitucional de la igualdad no se opone a 
que la ley reglamente las condiciones necesarias para actuar 
como querellante en las causas criminales y excluya a los su- 
puestos damnificados residentes en el extranjero: p. 69 

Oonititueionalidad e inconstitucionalidad. 
Leyes nacionales. 

Praoe*óUt: 

17. El ari, 808 del Cód. de Procedimientos en lo Civil y Co- 
mercial de la Capital, interpretado en el sentido de que la in- 
terposición de la acción de nulidad que autoriza no impide 1h 
ejecución del laudo arbitral no es violatoria de la defensa en 
juicio y del derecho de propiedad ni del principio de la igual- 
dad: p. 41. 

1S. Si bien es exacto que la Corte Suprema ha admitido la 
valides de los actos procesales cumplidos con arreglo a las le- 
yes en vigencia en la oportunidad en que se los dispuso, esa 
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doctrina reconoce excepción en los supuestos en ipie ¡a aplica- 
S Sí la leí nosterior no causa tíravamen a los interesaos, 

sin efecto ta prueba de peritos ordenada > ' «Y/ " ' ," v 
Tasaciones la intervención prevista por el nrt. 14 «lo la lej 
13.264: p. Gt)5. 

Decretos nacionales. 

¡mj>»>x'»x interno*. 

10 T,a reaíamentHeión General de Impuestos Internos hi sido 
dttada íor Ti '. B. en nso de m» facultado* ennsütue.onales: 
p. 479. ( 
Vario*. 

20. i.» disposición del doerotn # IW^ÍI ! 1{>r * «gj **2 
fonm el Unmcn por el art. 18 de la ley 189 no o* 

v o aí,r a denicreelio do propiednd en los caso, en que. por no 
m Í en % monto del pr4> «1 Í»P9^ S» ™J' n 

!Je' ,",'pen» ( *ión (pie manda ¡M&K debe carpir el expropia- 
do enn parto de las costas: p. t>83. 
impuestos y contribuciones provincial*". 
Vari***. . . 
21 Procede mta,r ln aw»*B««**« repelón * * P*¡ 

tratarse de mi gravamen idéntico al cpic acó oí tirPr " 

el eiml tienen participación las pro\ mt ws *i r 
contribuyeme de este impuesto nacional: p. W 

Ordenan»*, municipales. 

22. La declaración de inennstitucinnalidml efeetuada (¡or ^ la 

„Wp"l f„nd».l, en I» perita M vi» puW.c» por 1™ P» 
tes y las líneas de la compañía i p. 

OOHTEABAKDO 

Ver: Recurso ordinario de apelación, 8. 
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CONTRATO. 

Ver; Aduana. 6, 7i Daños y perjuicios, 1; Expropiación, 3; 
Tmrmesto a los réditos, Ij Impuestos internos, 10, 12,' 13, 16; 
Jurisdicción y competencia, 12: Precios máximos, 4; Recurso 
extraordinario. 29, 35, .17, 71. 

CONTRIBUCION DE MEJORAS. 

Ver: Afirmado», 1. 2. 

CONTRIBUCION TERRITORIAL. 

Ver: Afirmarlos, 2. 

CONVENCION CONS TITUYENTE . 

Ver : Recurso ordinario de apelación, 2. 

CORTE SUPREMA. 

Ver: Autenticación, 1; Constitución Nacional. 18, 22; Cosa 
juzgada, 1; Costas, 2. 3: Daños y perjuicios, 6. 7, 8; Ilonora- 
rlo% 2; Jurisdicción y eoinpeteneia. 8. Ü, 12. 13. 14; Peneio- 
nes militares. 5 : Prueba. 1 : Recurso de nulidad, 1 ; Recurso de 
reposición, 1," "2¡j¡ Recurso extraordinario, 8. 11, 12. 13. 18, 19, 
35. 5|, ."i."). 57. fi3. 77. 78; Recurso ordinario de apelación. 2. 3. 
4, 7. s. ID, 12. 14; Remisión de autos, 1. 

COSA JUZGADA {<). 

1. Rechazadas cu la sentencia que fué apelnda sólo por el 
Fiscal de Cámara, la dpfensa de prescripción y la que se funda 
en el hecho de la liquidación de la sociedad aetora, dicho re- 
chazo quedó firme y un corresponde pronunciamiento de la 
Corle Siiprcma id res >eto: p. 703. 

COSTAS (»). 
Naturaleza del juicio. 

Daños y perjuicios. 

1. No hahiendr» razón suficiente para eximir ríe las costas al 
TCstado. vencido cu un pleito sobre indemnización de los daños 



(1) Vct tnmliii'rv: AdmWie, 10; Cutis! itmmn Xacionnl, 12; Resurjo ' 
i-vtr;n>ril inri rio, 

t-¡ Ver eMnihiui: (VuiNtitución Nncirm¡il. 20: lícnirso do aclarn- 
torLi. 1 : líci'iirso iTitiníirm rio «peine ion, í>. 
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proveniente» de un accidente, corresponde imponerle el pago 
de aquéllas: p. 91. 
Desarrollo del juicio. 
Pwlitlatumte. 

3. La sola manifestación de existir nueva jurisprudencia de 
la Corte Supremo es insuficiente para eximir de las costas a 
quien desiste de la acción por esa circunstancia. Tampoco pro- 
cedería eximirlo en el caso de que el actor haya entendido re- 
ferirse a fallos que son anteriores a su demanda y, ademas, 
condenatorios en costas a los actores : p. 517. 
8, Procede eximir del p«« de costas a quien desiste de la 
acción en virtud de que, ciando en trámite el juicio, la Corte 
Suprema ha resuelto un ca^ieual rechazando la demanda sin 
costas: p. 543. 

CULPA. 

Ver: Daños y perjuicios, 1, 2, 3, 4, 5, 9 ; Jurisdicción y compe- 
tencia. llj Recurso extraordinario, 48. 



CHEQUE. 

Ver: Impuestos internos, 2; Jurisdicción y competencia, 16 
Mandato, 1. 



D 

DAÑOS Y PERJUICIOS ('). 
Colpa. 



1 Corresponde rechazar la demanda del Estado en la parte 
referente al cobro, en concepto de indemnización de danos y 
perjuicios, de los sueldos que pagó al personal de un dispen- 
sario durante el tiempo que permaneció inactivo por la demo- 
ra en su instalación debida a la negativa del locador a entre- 
car la casa en que debía funcionar, si hay razón para imputar 
a la propia actora por lo menos parte de los daños cuya repa- 
ración pretende: p. 204. 

(i) Ver también: Costil», 1: Rceurno oslniordiiiario, 58. 
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Extracontractual. 

2. Aunque el accidente se baya debido a culpa concniTetite 
del conductor del vehícntfi y del niño de seis años que resultó 
víctima, tia es justo coloca* en un mismo plano, para apreciar 
la responsabilidad y mis eonseci icncias. ln natural imprevisión 
d< l menor y la exifíihle precaución y conciencia de sus actos de 
un conductor de vehículos, habilitado, mn experiencia y obli- 
gado a conocer y cvítnr, cu lti medid» de lo posible, los peligros 
inherentes al ejercicio de su oficio con relación a terceros: p. 
fi.12. 

Caso fortuito. 

3. Si los testimonios hábiles de varias personas coinciden 
fundamentalmente en un relato de los hechos se<rún e! cual lo 
ocurrido se debió a fuerza mayor, ht imputación de impericia 
o negligencia ni patrón del remolcador como causal del acci- 
dente, requiere pruebas con una fuerza de convicción i\\ie no 
tiene el dictamen del perito ojival de una de tas partes, que 
distiente del propuesto por la parte contraria, fundado sobre 
todo en los linfas proporcionados por bis oficiuns respectivas, 
conforme a ios cuales el viento y bt envíente def din y liora 
del sucedo ni» pin I ¡eran tener Tos graves efectos a que se refie- 
ren L>s tesiÍL'us presenciales, porque no es razonable preferir 
es;i deducción teórica ni testimonio de la ¡rente de mar que 
estuvo presente en la emergencia : p. ISO. 

4. A falta de prueba que permita imputar al patrón de una 
chata remolcada o a su tripulación la rotura del cable que la 
unía a! remolcador, o falta de realización de las maniobras, que 
liubierau podido efectuarse a raíz de ese accidente, no cabe 
atribuirle responsabilidad por los hechos ocurridos. Tampoco 
procede responsabilizarlo por el choque con una baliza «icurri- 
dn después de haberse tendido un nuevo cable, si no se La pro- 
bado que haya realizado alguna maniobra imprudente durante 
el remolque y está demostrado que chocó debido a la dirección 
que a la chata imprimió el remolcador al que hallábase total- 
mente subordinada. Asimismo, no procede responsabilizar al 
parrón del remolcador respecto de quien no se ha probado que 
baya procedido con culpa o negligencia, constando, por el con- 
trario, que los hechos ocurrieron por fuerza mayor proveniente 
del estado del íiehipo y de] río: p. 180. 
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Responsabilidad del Estado. 
CtoneraUdadei. 

5. El Estado os responsable por el auto de uno de sus ajrentes 
que procediendo erni culpa n ncjilipeneia y en ejercicio de sns 
funciones, lia producido un flafio a otras personas : p. fi32. 

Casos yarlos. 

6. La provincia demandada es icsponsahle por los daños y 
perjuicios ocasionados al actor por la apertura de un camino 
en el campo de aquél declarada irregular por ta Corte Supre- 
ma en el fallo que decidió el interdicto promovido pnr el mis- 
mo: p. 241. 

Determinación de la indemnización. 
Daflo material. 

7. Habiendo admitido In demandada la procedencia de la re- 
paración del daño moral originad» pnr un accidente ferrovia- 
rio, no corresponde disentir ese punto ante la Corte Suprema, 
y sí solamente fi.iar o! monto de «quól y del daño material te- 
niendo en cuenta la condición económica, edad y situación de 
Emilia del cansante, lo que pudo representar durante su vida 
probable en cnanto a la asistencia de su mujer e hijas si no 
hubiera nenrrido el accidente que le ocasionó la muerte y la 
falta de fijeza de los Snirresos (pie obtenía dado la índole de 
[as actividades a que se dedicaba: p. 91. 

8. La jrrave imprecisión de la prueba de los daños cuya in- 
demnización reclama e! actor obliga a resolver en favor del 
deudor las dudas que de ello se sipuen. 

Demostrado que la apertura de un camino en el campo del 
actor, efectuada por orden de la autor idad provincial y decla- 
rada irregular por la Corte Suprema, impuso a aquél la eons- 
trucr-ión de un alambrado que después tuvo que levantar, res- 
pecto del cual es deficiente la prueba de sus características, 
e'ase y estado de los materiales utilizados, y costo de la mano 
de obra empleado para colocarlo y levantarlo, corresponde 
aplicar la norma del art. 220 del Todito supletorio: p. 241 

9. Para fijar el monto do la indemnización^ que el Estado 
debe papar a la madre del menor que resultó víctima de un 
accidente de tránsito, eorresponde tener en cuenta la concu- 
rrencia de culpas y la circunstancia de que la muerte de un 
liijo menor de edad importa la privación de un bien Ruseepti- 
Me de apreciación económica : p. 632. 
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DECRETOS LEYES. 

Ver: Constitución Nacional, 20; Jubilación de empicados na- 
cionales, 1 ; Jurisdicción y competencia, 3 : Ley de sellos, 2 ; 
Pensiones militares. 1, 5; Precios máximos, 2, 4; Prescripción, 

I, 2; Recurso extraordinario, 11, 17, 23; Servicio militar, 1, 2. 

DEFENSA EN JUICIO. 

Ver: Constitución Nacional, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 17; Juris- 
dicción y competencia, 6, 7; Recurso extraordinario, 2, 8, 33, 
42, 43, 45, 52. 

DEFRAUDACION. 

Ver - Recurso ordinario de apelación, 11, 14. 
DELITOS. 

Ver: Ciudadanía y naturalización, 1; Homicidio, 1, 3, 4; Ju- 
risdicción y competencia. 11, 15, lfi, 17, 18; Multas, 1 : Pres- 
cripción, 5: Prueba, 2. 3. 4; Violación, 1. 

DEMANDA 

Ver: Constitución Nacional, 21; Costas, 2, 3; Jurisdicción y 
competencia, 1, 13, 19; Recurso extraordinario, 39, 52, 59, 65. 
71, 73; Remisión de autos, 1. 

DEMANDAS CONTRA LA NACION. 

Ver : Recurso ordinario de apelación, 6. 

DENUNCIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 10. 
DERECHO DE PROPIEDAD. 

Ver: Ciudadanía y naturalización, 1; Constitución Nacional, 7, 

II, 12, 13, 17, 20; ll/ibcas corpus. 2; Recurso extraordinario, 
42, 53. 

DERECHOS ADQUIRIDOS. 

Ver: Constitución Nacional, 12, 13. 

DESALOJO. 

Ver: Recurso extraordinario, <¡¡>, 71. 
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DESISTIMIENTO. 

Ver; Costas, 2, 3; Recurso extraordinario, 55. 
DESPIDO. 

Ver: Ley <le sellos, 1; Reenrso extraordinario. 28, 30. 

DIRECCION GENERAL DEL IMPUESTO A LOS REDITOS. 

Ver: Reenrso ordinario de apelación. 9. 

DOMICILIO. 

Ver: Hábcas eorpas, 2; Recurso extraordinario. 9. 42, 

DOMINIO PUBLICO. 

Ver: Recurso extraordinario, 1. 

E 

EBRIEDAD. 

Ver: Homicidio. 3. 4. 

EJECUCION DE SENTENCIA. 

Ver: Sentencia. í. 

EJERCITO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 15, 17; Pensiones mi íl ¡tares. 
1. 2. :i. 4. 5: Recurso extraordinario 15. 17. 40, 57. *8; Servicio 
itii litar, 1, 2. 

EMBARGO. 

Ver: Prescripción, 4. 

EMOCION VIOLENTA. 

Ver: Homicidio. 5. 6. 

EMPLEADOS BANCARI08. 

Ver: Recurso extraordinario. 8. 
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EMPLEADOS DE COMERCIO. 

Ver; Recurso extraordinaria 28, 30. 

EMPLEADOS FERROVIARIOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 30. 

EMPLEADOS PUBLICOS 

Ver: Fianza, 1; Honorarios, 1; l'apo. |¡ Recurso extraordi- 
nario, 3. 

ENCUBRIMIENTO. 

Ver: .Jurisdicción y competencia, 15, 

ENTIDADES AUTARQUI0A8 

Ver: Recurso ordinario de apelación, 7. 

ERROR. 

Wr: Aduana, 10; Impuestos internos, 15; Recurso de aclara- 
toria, t ; Recurso de ípieja. 1; Recurso extraordinario. 48. 4Í>. 

ESPECULACION. 

Ver: Precios máximos, 1. 2, 3, 4; Recurso extraordinario. 
20. 22. 

EXCUSACION. 

1, Ks improcedente el pedido de excusación fundado eu cau- 
dales no comprendidos en el art. 75 del Cód. de Proceda, en lo 
Criminal: p. 522. 

EXHORTO. 

Ver: Autenticación. 1; Extradición, 4, 

EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO. 

Ver: Recurso extraordinario, 56. 

EXPORTACION. 

Ver: Aduana, 4. 
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EXPROPIACION (>)• 
IndcmniiaciÓa. 

Generalidades. . 

1 El nrecento legal que limita al valor objetivo del bien 

¥h indemnización excluye los , «jo» 
puramente personales, pero no suprime la facultad judicial de 
la apreciación del precio: p. 547. 
Determinación del valor r**l- 

2. Consentida la expropiación por la If»^™.^ 1 ^; 
y habiéndose alcanzado el j«tipr«io del bi en objeto de la 
transferencia por acuerdo de las partea 

tatka en el Tribunal de Tasaciones de la ley P;¿ b * a \ W £ 
udispc.isable fijar judicialmente un valor distinto al deja 
vSr» S í mam en relación a la tierra y bus mejo ras a 
S tm de la toma de posesión, a 4* * """TC 
«peciales que autoricen un i™u»« a ¡ n 7 to Ji t r f« l, £' J"X 

3. Corresponde fijar como preeio de la f ar 'f** ™ ^ 
expropiada por el Gobierno el m.fimo por el cual su dueno se 
había comprometido a venderla a un tercero en esa época: 
p. 583. 

Otro* daños. 

4 Corresponde acordar al dueño del inmueble expropiado 
ta SS3SL correspondiente a la «mfS^ffi 
en el ourovecbamíento de la chacra lindera a la expropiada, 
l f«5SK« m una sola explotación, teniendo en cuenta 
no Xh "disminución sufrida por la producción que subvenía 
YiS aecefi ¡m* de una familia labriega, sino ¡ambiente en 
el ble objeto del juicio se encuentra la casa habitación ^ gal- 
pones aguadas, corrales y demás mejoras que constituyen la 
m TdaTa explotación conjunta de ambas fracciones, cuja 
¡StopeLible reposición en la chacra no expropiada requerirá 

B e T y co™ P oñde &fflfe en el ^itftó 
íxproJiacioTde una partida de caucho l«s d^¿* 
,mr la intervención de la mercadería —pastos de aliiia«e ( iajj, 
S s„c«l " ?or deshidrataeión y curso de ¡f^P¡P^ 
S directa e inmediata de ellos no es la expiración s m 
perjuicio de que puedan ser objeto de una acción indepen- 
diente: p. 583. 

n\ v7 r lambió- Conatituiifin National, 18, ¡20; %g^H¡'Jf 

36- Becuna ordinario de npclación. W. 
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Procedimiento. 

Procedimiento judicial. 

A. Xínpuna razón ¡ni pide encomendar h! Tribuna] fie Tasar io- 
nes |h determinación de la superficie del inmueble expropiado ¡ 
p. <¡í>r>. 

EXPULSION DE EXTRANJEROS 

Ver: Hábea* corpüs, 1. 

EXTRADICION (>). 

Extradición con países extranjeros. 

G*n*ralidadei. 

1. Atento lo dispuesto por el art. 2(1 del Tratado de Monte- 
video un os admisible el acogimiento del inculpado a la juris- 
dicción de los tribunales argentinos fundado en el art. fifi9 del 
(Val. de Procedimientos pii lo Criminal : p. 28f>. 

2. En ím actuaciones snhre extradición el criterio judicial 
debe ser favorable al propósito de beneficio universal que itis- 
pira a dicha institución ¡ p, 285. 

Identidad de U persona requerida. 

3. ¡'robinia Ta identidad d<-] requerido y un adoleciendo el 
enjuiciamiento de dcficieneiti que obliprne o autorice a tomar 
en considenición lo que pl inculpado alega sobre su residencia 
al tiempo dp consumarse el delito, para demostrar que no se 
tnitw de la misma persona, procede hacer hipar a la extradición 
pedida : p. 285. 

Extradición interprovincial 

4. Habiéndose desprendido del conocimiento de la cansa el 
|uC4 exhortado, por hallarse aquella radien da en el tribunal 
de apelación en razón del recurso concedido a la defensa, co- 
rresponde que la extradición sea requerida a dicho tribunal : 
p. 61. ' 

EXTRANJEROS. 

Ver: riiibeas corpns. 1; Jurisdicción y competencia, 9, 



' Ver tamhi¿n: .TiimdU'viAii y i-íunjictcivi'in, 0. 



HA HE AS CORPUS 



771 



F 

FERROCARRIL. 

Ver: Costas, 1; Daños y perjuicios, 7; Jurisdicción y com- 
petencia, 1; Recurso extraordinario. 30; Recurso ordinario 
de apelación, 7. 

FIANZA (>). 

1. El fiador de un empleado público puede oponer la pres- 
cripción anual del art. 4037 del Cód. Civil, en el juicio ordi- 
nario de repetición subsiguiente al de apremio por el que se 
ejecutó la fianza : p. fi2G. * 

FRAUDE. 

Ver: Recurso extraordinario, 38. 

FUERZA MAYOR. 

Ver: Daños y perjuicios. :i. 

O 

GENDARMERIA NACIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 18. 

GRAVAMEN. 

Ver: Constitución Nacional, 18; Recurso extraordinario. 7, 
8, í). f¡5; Keeurso ordinario de apelación, 5. 

H 

BABEAS CORPUS {?). 

1. La amenaza a la libertad como hecho susceptible de in- 
vocarse para deducir el recurso de hábeas corpus conforme 
al art. Üí> de la Constitución Nacional, requiere ineludiblemente 
no sólo que de la relación de los hechos que la constituyan 
resulte su verosimilitud y la naturaleza y entidad del riesgo 

(i) Ver también: Pago, I. 

(i) Ver también: Recurso extrnordinnrlo, 13. 
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Ojie afectaría la libertad individua], sino también ln demos- 
tración de su positiva existencia, de sns caracteres y moda- 
lidades en orden a la necesidad de j uzear la real concurrencia 
dn osas particularidades y !a pravo consecuencia ipie con el 
recurso se procura impedir. 

No procede, pues, el hábfax cor¡ni¿¡ fundado en la amenaza 
de expulsión del país que pesa sobre el interesado y en la nu- 
lidad ele |a dilipencia de la notificación a ese propósito praeti- 
cada por las autoridades policiales, si de la exposición de los 
Itcrhos resulla ipie dicha dilípenein no .sólo no enufipura ame- 
naza a la libertad sino que importaría hacer conocer al tacú* 
rrenle la existencia de actuaciones en la- que le correspondería 
invocar los derechos que considera asistirle, aún antes de qué 
se adopte cualquier disposición que pudiera afectar esa liber- 
tad: p. 4ó7. 

2, El art. 2Í> de la Constitución Nacional de 194Í) no ba In- 
novado en cnanto a la naturaleza del recurso de htíbem c$?(xit$* 
siendo de estricta observancia la juriqirudeneia existente al 
respecto. 

Kl htthfits rnrpHs tiene por finalidad asegurar la libertad per- 
sonal o física. La defnción o arresto que importa privación 
de la libertad personal dispuesta por autoridad incompetente, 
y aun la amenaza de ello, son las causales exclusivas del háboas 
corpas previsto en el nrt. 2f> de la Constitución Naciuual. 
El fh'ihfttx corpiix como remedio universal de la violación de 
cualquiera y cada uno de- los derechos individuales en par- 
ticular es inconciliable con los régímenea lépales, civiles y 
penales establecidos de acuerdo con los arts. 26 y 35 de la 
Constitución Nacional, que especialmente prevén lo> atentados, 
sea contra la libertad de prenda, o de la de trabajo o las que 
pudieran afectar el ejercicio del derecho de propiedad o la 
inviolabilidad del domicilio etc.. determinan las sanciones en 
su respectiva materia y naturaleza en las causas de respon- 
sabilidad (pie se intentaren en su consecuencia, y proveen con 
las leyes procesales los medios para haeer cesar de inmediato 
la anormalidad. 

Es improcedente K [ reenrsn de htibens cnrpnst deducido con el 
objeto ile amparar el libre ejercicio de los derechos de u.sar 
y disponer de los bienes, de locomoción, de trabajo, de con- 
tratar y de publicar las ideas por la prensa, que se pretenden 
vulnerados p»r la clausura de un diario dispuesta por una 
Comisión lüeameral del Conpreso Nacional: p. 60íi. 

3. Kl recurso de húhcm cnrpm tiene en lo Constitución Na 
ciortal de una mayor amplitud que en la anterior, corres 
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ser; PÜS?S£§^ 

Tasará : p, 60(S. r¡„»l¡«lHil asegurar la libertad 

4. El MMm rorpus tiene por iinnliUati asi r r m 

pernal o física «o Ng^tó^S?^^ 

55 5nTv¿ W - n ""dio * un »h .«l« ordenacly por 
^S^l^^ «¡ Congreso de la Nnemn i p. 

HOMICIDIO ( ) 

Homicidio simple. 

i \o Éometé homicidio edificado sino el delito previsto en 

¡ at fiSS OM. Penal, ^.^^^ VÍdS * ? 
a ( miter eon el deliberado propósito de robar a 
para adelantarse a nna presunta reaee.ón defensa d, Éste, 

s -,.•„■=;, ¡reí ."¿s arsars .... ~ 

3. toirespoimi ' , homicidio simple en atencum 

o^T^^^jle mane/a especia. ; «a estado de 
ricoholiucio», sin llegar a la embriaguez total que, por 
(i) Ver t.in.bi$n: JuriaaH-tfn y edáp****", U, > v 
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demás. habría resultado uu agravante por do haber nido invo- 
luntaria o occidental, y sus demás antecedentes, corresponde 
enndenarln a la pena de 17 años de prisión ; p. 512. 

Homicidio calificado. 

5. Atento ii lo ( pi«- tridamente dispone el urt. 80, inu 1» 
de| (od. I'enal, corresponde aplicar la pena de prisión perpe- 
tua, no obstante sus Imenos antecedentes, íi¡ responsable de 
haber iludo muerte a *u esposa, de filien estaba sepai'ndn. ní 
las constancias de untos no permiten presumir que aquél se 
hallase en estado de emoción violenta al tiempo de ejecutar el 
• rimen ni que ne trate de un cuso de exceso cu la defensa 
desde que Taita la prueba de Ta «presión (pie la habría pro- 
vocade : p. MI. 

6. Corresponde calificar como homicidio cometido con ate- 
vosía, aiinqué no sea posible aplicar la pena correspondiente 
por no medial- recurso del Procurador Pineal, al consumado por 
quien dió muerte a su amante mediante varios disparo» de 
revólver efectuados Fría y sigilosamente y sin riesgo contra la 
víctima mientras ésta dormía y después de baher reflexionado 
serenamente acerca del plan ideado; todo lo cual y la falta 
de circunstancias que hagan excusable la acción elimina la 
posibilidad de que mediare emoción violenta: p. 448. 

7. Corresponde aplicar la pena de prisión perpetua al autor 
de un homicidio calificado cometido mientras la víctima dor- 
mía, eon el fin de apropiarse de su dinero, único móvil que 
triiliti id victimario: p. ü$~t. 

HONORARIOS (*). 

Empleados a sueldo de la Nación. 

1. El art, 97 de la ley 11.683, sólo autoriza a los represen- 
tantes del Pisco a percibir honorarios cuando éstos hayan 
sido fijad*» por ta sentencia. De esa norma no se desprende 
que, a falta de regulación, el Pisco esté obligado a perseguir 
al vencida para cobrarte honorarios: p. 

Regulación. 

2. No procede recular los honorarios correspondientes a 
bis trabajos realizados ante la Corte Suprema en un juicio 
sobre expropiación mientras no se hayan hecho las regula- 
ciones referente?, a los practicados en las inst amias anterio- 
res: p. 53. 



(t> Vit tnnihn-n: Hei-urto itnliiiiiriü dv u\mlnA6a, !>. 
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HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

Wr: Recurso Extraordinario, 0: Recurso ordinario de ape- 

lilClóll, 8. 

HURTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia. ÍS. 

I 

IGUALDAD. 

Ver: Coiwtiluutón National. 15, 1<>. 17; Recudo extraordina- 
rio, 41, 42, 47, 4H. 

IMPORTACION. 

Ver: Aduana, 1. 2. 4. o. (¡. 7: Impuestos internos, 1: Re- 
curso extraordinario. 7. 

IMPUESTO (»). 

Interpretación de normas impositivas. 

1. Las excepciones a las leyes impositivas deben ser inter- 
pretada* restrictivamente y en Indo cafin ser consecuencia de 
textos clan»; e inequívocos «pie no susciten razonable duda: 
p. 474, 

Confiscación. 

2 Para detcriaiiuir el carácter confiseatorio del gravamen 
municipal cobrmlo a una empresa telefónica interprovincial, 
hay Que tomar en cuenta el total de los ingresos, gastos y 
.'ravániencs de ella para referir al mismo el monto del que 
se intenta repetir. Habiéndose referido 1» prueba de la pro- 
ductividad de la compañía a sus actividades en e! municipio 
litigante, eorresponde rechazar In impugnación: p. 1-3. 

IMPUESTO A LAS VENTAS. 

Wr: Recurso extraordinario. 5fi. 



;l) Vt-r tiiuibiéii: CmwtÍtu«¡6ii KaeiiMinl, Jl. Iiupucuto » 
réditoí, l; Rwumo extraordlnatio, 48: Hentc-ncin. I, 
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IMITKKTOS INTERNOS 



IMPUESTO A LOS REDITOS (>). 

Réditos del comercio, de la industria, profesiones, etc. 

1. Es innecesario examinar si una sociedad ha hecho profe- 
sión habittíftl rtc la compraventa de bienes mices, a efecto de 
cobrarle el nnpue«ÍQ cojrreS¡»iMÚente a esa actividad cuando 
realice una operación de ese género, si clin figura entre las 
<|Ue\ según los respectivos estatutos constituyen el ODpÉO de 
la sociedad: p. 213. 

2. I..is compañías de seguros de vida deben pagar e] impues- 
to a los réditos, como aírenles de retención, sobre las uttli- 
■ la des asignadas n sus asegurad -s. deducidas de éstas el im- 
porte de las ni >b iv primas abonadas por ellos para poder pul 
ticipar de dichos beneficias: p. «(57. 

IMPUESTO DE JUSTICIA. 

1. La ejecución de una sentencia arbitral es un procedi- 
-mie-irto ejecutivo inieinl ante la justicia, comprendido en Ion 
términos del art. 94, iric. a) del decreto 0432 44 —ley 12.922—: 
p. 692. 

IMPUESTO TERRITORIAL. 

Ver: Afirmados, 2. 

IMPUESTOS INTERNOS <~). 
Régimen represivo. 
Defraudación y simples infracciones 

1. Im infracción prevista en el nrt. 140 del T. O. de las 
leyes de impuestos internos tío es meramente forma). Por su 

-^ht-P imippiibap i óii no * ' « i r novísima y fatal In imposición da 
pena, sino que. su naturaleza permite demostr-r la inexistencia 
del hecho que la eonatítaye y la improcedencia de tas saivumes 
ipie uor respondería imponer como consecuencia. 
Los derechos de importación (pie dicha norma manda aplicar 
conjuntamente con la inulta participan de los caracteres de 
ésta, ajtwtando su medida a la escala de aquél'os: p. 274. 

2. La prueba de la infracción a las normas de iinpnestos in- 
ternos pueile ser directa o por vía de presunciones. Si las 
¡imitaciones de los libres de bodega no concuerdan con la.s 
constancias de las facturas referentes a op. raciones que lian 

(1) Ver también: Recurso extraordinario, pí»; Recurso ontinari» 
de apelación, i*. 

(-) Ver t;oiit'ii-n: foioct itue'u'm Nacional. 10; l'rescnpi'iitTi. tí: He 
.•urtr» extraordinario, !S; Recurso onliaariti fte ¡i|m'I¡h*h*'ii. 14. 



r ■Kt^ÜIjSr ,.o <l,f,-,u,.,r . 
w'u.'l .Instruir!,, i»"!»"* >» »port«""» * '» R»* 

tributo sea efectivamente elimido; ps, 581, Wi. 
| " k, a t S de ¡a ley 3*64 -27 del T. O.- né mng 
*i so . violación rorn.nl de ta* leyes y i^lmm-ntos de "i - 
os i ni™*- Mas. meditada 1h .«Ht.-Halidafl de la 
tos munuft. -n ■ hitmnos cabe presumir la mlencmn 

aVso f u-1.« presunción P«<^ «er «ltwH-liacb «mbw ta 
bn™ < os . 1H1Í-1.U elemenlos (le jiih-ta traídos a lo, autos por 
o con r huvontr. Probado el falso asiento, es dec.r. la . mate- 
2 LnZ.l fin la infracción, v debiendo presumirse la intención 
Ef ía «1» s o Ta prnéba feluieiente de su inoee^m W 

So basta une ta* maniobras necearías para compMar la eui- 
^„ b! S m ;Siva nn bayan sido Carecidas * que los m^K» 
de su existencia sean equívocos; p. Jíh. 

5 a ^mentación Vieneral de Impuestos Internos forma 
parte de í« 1-v de la materia y su violación afecta el ^line* 

f&^SS^S k *m « -misiones penad.* por 
| SílI lev MU (27 del t ; > no «: n^pen sabl 
M ue haya tenido t, i{ rar d expendo |ff .u-fm ^™ ft , J 1 £ 
ib, es requisito para el papo del impuesto. La g4$gg"^ 
X une se Lava aplicado una multa del decuplo del g^ttNm 
sm í.nular cnrfr'. por este último no basta, pues, para ,,bs«l er 
íf 21 m laiMno debe decirse de et.alquier otra u n- 
niobn, por ntjn de la cual él tributo «ea efectivamente eb* 

7 ^"rX hdts ; raciones o„ los librea oficiales son prueba 

lufic n.te de I» materialidad de ta infraecióu y d.eha falsedad 

r buvente P lo cual, acreditada la discordancia entre m ue- 
íaí y f% te ta absolución del intercedo requiere que el mismo 

ompVue * positivamente su inocencia, pues ta ■££ e reúne- 
3a de qm' las maniobras necesaííáa para completar la e*a- 
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siúu impositiva mi hayan sido esclarecidas, un autoriza a 
absolverla: p. 703. 

Procedimiento. 
Via contenciosa. 

8. Xo corresponde incluir cu el juicio ih' apremio sobre 
rubro de impuestos ínterin* sino cu el contencioso que. verse 
-ubre la multa impuesta ppr tuf rflt'fión a <t¡< lias normas, la 
riaMióu referente al cobro de Ins derechos de aduana previs- 
tos en el art. 14!* di 1 ! texto ordenado de las mencionadas leyes, 
aplicados, eimio la multa de euyn carácter participan, a raí?, de 
uu sólo y mismo hecho: p. 274. 

9. Las circunstancias de que el empleado de Impuestos Inter- 
nos encargado de la pertinente iuvefitipaeión carezca de título 
de contador o perito mercantil, no haya prestado juramento 
y tenjia interés en e] resultado de) sumario, no autorizan para 
invalidar su informe basado en el examen de los libros, de la 
firma Rumariádn, (pie puede demostrar la inexactitud de sus 
conclúsioiiea mediante la prueba de desearpo tanto cu la ¡hsi- 
táñela administrativa eomo en la judicial: p. 703. 

Alhajas. 

10. Resultando de los elementos de prueba reunidos en el 
expediente que las alhajas encontradas en poder tlel contri- 
buyente estallan destinadas a ser vendidas elaudest i ñámente, 
en la inicua fi rma ipie antes enajenó otras, y no siendo admi- 
sible que mi emnrreiante eon negocio de compraventa ignore 
que procedía en violación de la Iry. corresponde imponerle una 
inulta equivalente al décuplo del impuesto que pretendió de- 
fraudar: p. .VJ4 

Vinos. 

11. Ks improcedente hi impugnación del informe del perito 
designado en la tufilamna judicial formulada por el repre- 
sentante del Fisco, por haberse efectuado el análisis sobre 
muestras que carecían de la tarjeta de identificación, después 
de haber consentido (pie se hicieran en esas condiciones y de 
haber conocido el resultado de la peritación; tanto más si 
existían en poder de la Administración las "secundas mues- 
tra^" que ella pudo presentar para el análisis pericial y no lo 
hizo, consintiendo, en cambio, que la prueba se efectuara sola- 
mente con Jas "terceras muestras" existentes cu poder del 
contribuyente: p. :Hl. 

12. Ln* mermas previstas por las partes en una operación 
de compraventa de vinos no pueden oponerse al Fisco Nn- 
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«.,„.! rara SwBBSW re.l.u.-io» del tapetó 

tida en la déclaíaeiófi W f*Sg J ^ é *£ l tffiS cuantn 
m,, «re«e¡nde t ,<-m de 1n estipulado entio '""W^gJ, ,.„, 
TZnu». «ta diferencia ^^^^^S, % 
la re^Ianientaeióti viponlc da por P™™,™^,, w R j, 

sitiva y fijando com? sanción la pinn maj 

las normas en e<meursu: p. 47.». ...Urna muestra 

I s¡ m *>. «.tu* '««SSSS & 

, le vino clivi.li.l-> en ta «^.-S ,¿ „ÚU r W(t>'>" '1 

i„l„r n . ? .lo ta °V'" " «Mastaw vetativo. • 

,!,« primen» ' P \'J ,,„„,,„ m „j„.» al • rror Ó 

„„ mismo vino, y a ta_6i "» bnii ffl ,„ 

g&^jsssS sg£ era « « •** - 

IU( fiaran en los lil.ros onuaies os u .. (ksvn .. 

tributado e! impuesto campo "Jj"**- . "la investí «rae iún 

imposibilito la ^««'^'"V 1 ^ S1W HM, de «on.erem. que 
;V7 '(Í4 _27 del i. «•—: P- - 0J * 
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IMPUESTOS MUNICIPALES 

Ver: Impuesto, 2; Teléfonos. 1. 

IMPUESTOS PROVINCIALES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 1H, 21: Sentencia, 1. 
INCIDENTES. 

V>r: Jurisdicción y competencia, 20. 

INCOMPATIBILIDAD. 

Ver: Jueces, 1. 

INDULTO. 

Vit: Ciudadanía y naturalización. 1. 
INMUEBLES. 

Ver: Afirmados, 2; Coimtilut-ión Nacional, 7, 21; Espropin- 
i íi'hi, 4, 6; Impuesto a loa réditos, 1 ; Recurso extraordinario, 58. 

INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 10. 

INTERDICTOS. 

Ver : Daños y perjuicios. 6. 

INTERE8E8. 

Ver: |»n K o ; 1. 



JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES. 

Jubilaciones. 
Determinación del monto. 

1. El decreto n* 26,214/44 es aplicable- a las jubilaciones 
acordada* e impide elevarlas sobre la base del cómputo del 
nitor locativo de 1u casa y de las asignaciones extraordinarias 
percibidas por el interesado antes de jubilarse, si omitió soli- 
ritar ese cómputo con anterioridad a la vigencia del mencio- 
nado decreto : p. 282. 



J 
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JUBILACION DEL PERSONAL DEL COMERCIO, ACTI- 
VIDADES AFINES Y CIVILES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 10. 

JUECES (>). 

1 No existe incompatibilidad cutre el ejercicio de la magis- 
tratura judieial y el del mandato de constituyente, q» no m- 
«Mrm S ingerencia política sino el cumplimiento de una 
ímrennneiáble función pública: p. 522. 

JUICIO DE APREMIO. 

Ver: Constitución Nacional. 8; ÍÉR 1¡ In,n,,e ^ JPJg^S 
8 ; Jurisdicción y competencia, 14; Recurso extraordinario, 63. 

JUICIO EJECUTIVO. 

Ver: Impuesto de justicia, 1; Jurisdicción y competencia, 21; 
Keeurso extraordinario, 63. 

JUICIO ORDINARIO. 
Ver: Fianza, 1; Pago, L 
JURISDICCION Y COMPETENCIA (-). 
Principios generales. 

l A loa efecto» de la jurisdicción ba de atenderse al estado 
de £&3BB¿ en el momento de la demanda y la eontesta- 
¡óí de modo que, radicado un juicio ante los tr.bui.ales com- 
etcntes, no es admisible la ulterior invocación d 1 fue jo Me- 
l»i JnhT¿ la base de un hecho sobreviniente, cual es el t raspa*) 
de t empr^ ferroviaria, de capital británico al Estado 

f^S$S*b de que en la Capital de la República to- 
dos lo* tribunales de justicia tengan carácter nacional en vir- 
tud de lo dispuesto por el art. 94 de la Constitución Nacional, 
o obU a ^aplicación de las normas legales vigentes en ma- 
lcría de fnrldieción y competencia en tanto no se opongan a 
los precepto» constitucionales : p. 574. 

^%si'z;x&?™>'>>.*- ******** h % 

'(i)" VOT l.n,b¡ín: Krt»dir¡6», I: Roer» c»t.«ofdl».ri., 1S¡ Be- 
miBifm do írtM, 1, 2. 
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Prórroga. 

Trámites Judiciales. 

3. Ni 1111a de las partes del .juicio ha expresado, dentro del 
plazo que tija el decreto 4206/40, su disconformidad respecto 
de la remisión del expediente a ta Cámara de Apelaciones de 
los Tor-ítonos del Norte la cansa debe continuar radicaría en 
la Cámara Federal de Apelaciones de Paraná y ser decidida 
pm' ésta sin (pie oliste a pilo la rectificación formulada por la 
misma, parte con posterioridad al vencimiento del plazo aludi- 
do; p, HÍ). 

4. Si no obstante hal>éi>p]e.s notificado la concesión del re* 
etiMb de apelación en relación, las partes no comparecieron 
ante la Cámara Federal de Paraná, y, notificadas ante ésta 
por mita de la instalación de la (Vanara de Apelaciones de \m 
Territorios del Xnrte. omitieron mani Testar si optaban por la 
intervención tío ésta o de aquélla, corresponde atrihnir el eonn- 
eiiniento de la cansa al trihunal mencionado en sejrundn tér- 
mino: p. r»fl7. 

5. Xo obstante la nata raleza del procedimiento de consulta 
establecido por el art. 42 de la ley 15:12. los juicio» elevados 
por esa vía a la respectiva Cámara Federal no han sido excluí- 
dos de la disposición establecida por el art. 3" del decreto 
4256/45 y están comprendidos entre ''las cansas pendientes en 
las que le corresponde entender se(rún la .jurisdicción territo- 
rial establecida". 

Si tío obstante habérseles notificado la resolución (pie ordenó 
elevar bis antas en consulta, las partes no comparecieron ante 
la Cámara Federal de Paraná y, notificados ante ésta por nota 
de la instalación de la Cámara de Apelaciones de los Territo- 
rios del XiO'tc. omitieron manifestar si optaban por la inter- 
vención de ésta o de aquélla, corresponde atribuir el conoei 
niiéhto de la causa al tribunal mencionado en secundo término: 
p. ".8(1. 

Conflictos entre jueces. 

6. La resolución que deniega el pedido de suspensión del trá- 
mite de| juicio, un es vomitoria del art. ílí) del Código de Pro 
cedimieutos Crimínale* si no existe trabada cuestión de com- 
petencia, no se ha t mondado pedido de extradición ni menos- 
cabado la defensa y d inl presado no se halla privado ile su 
libertad personal: p. 06. 

7. r.a .justicia federal tien" prefación p¡ira .juzgara la persona 
procesada al mismo tiempo anle ella y ¡inte los tribunales de 
una prowneiai por dos delitos distintos. 





JURISDICCION V COMCETENCU W 

Ello no mBw m la P# r VÍ T Ín LS dflTSela 
toda actuación e» tanto no interfiera la acción de la justicia 

federal ni trnbe la defensa del encausado: p. 725. 

Cuestiones de competencia. 
Intervención de U Corta suprema. 

8 No ^responde a la Corte Suprema decidir una «ustión 
do iSencia .obre la cual sólo se ha pronunciado en el Ji n- 
&3 %m *• Apelaciones de la just 'í''? *j exiwdient" <*n* 
támara Federal que se ha negado a recibir el expediente ■ 
vX por .Mur.Ha para qne lo falle en segunda mstan,,a. |>. 

534. 

Competencia federal. 
Por la nurtari». 

CatMM* excluida* de la comprime™ federal. 

Correapohdé a los tribunales de I.. juatu-ia ordumrui .uno- 
Ser deíS Taettuieionea referentes a la P™ b * ^* r Vl1 
nacimiento de nn extranjero, .endiente a la obten^m de 1" 
i-arta de ciudadanía argentina: p, .41 
Causas pénale». 

LnK» criminal en .,«<• ™1« «' *?W * fcgg** 
S^li-Bíffla de jubilación del denunciante «n que de la 
1^» deaprend 1 » la esencia ^'«^«^í 

ShSiSS? 55* «• * w,,npc,, " ,, " !, M " 

ral que investigar: p. 742. 

CompotencU prigtnirU d e U g«t« Bnpwm*. 



J ? e«f« dt;»íom<St¡roí y t¡o**uhtre*. 
Embaidor» T ■toWw» «tr»l«t». . 

11 Tomnete a la Curte Suprema conocer original- ámente < n 

histro consejera de una embajada extranjera en la Jepfc 
hiiea. que ha aceptado expresamente la junsd,ce.on del Tnbu- 

S 1 : Escena a la ,ompeteneia originaria de la Corte Suprema 
Wd&í fS cumplimiento de «ontrato promovida por nn 
^^Z^mmm comercial de una embajada ca- 
Ta, era si ^ a .'d ima, en contestación al re.pierimiento que 
:* le form lé p-p que exprese «i el demandado se somete o no 
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i la jurisdicción de la Corte Suprema, ha hecho saber que él 
í.'o»a fie inmunidad <ii ]ikinitít k'H : p, (i(¡. 

13. La Curte Suprema no r« competente para conocer en íor- 
*nft originaria de la demanda sobré cumplimiento de contrato 
deducida piir nn particular centra «■! apresado comercial de 
una embajada extranjera que. después de promovida áqrtílta, 
dejó de pertenecer a dicha embajada: p. 00. 

ütíMtm ** '¡»'r fu parte una ¡iriuineia. 

14. 1.a sola circunstancia de tratarse tíe un procedimiento in- 
cidental, como el de apremió, tendiente al cobro de la multa 
impuesta por una infracción a hi ley de solios cometida en una 
cáuaa contra una provincia seguida auto la Curte Suprema, DO 
bastía paro autorizar la intervención de esta última en arpié!. 
Habiéndose desprendido la Corto del conocimiento de] asuntó 
mediante el envío de las correspondientes actuaciones al juez 
federal a h* efectos de la ejecución de la multa, no le corres- 
ponde pronunciarse acerca del acogimiento a los beneficio'; de 
la lev 13,649 posteriormente formulado ante ella por e! actor: 
p, ófi. 

Competencia penal. 

Delito» m particular. 

15. Xit enrresponde a la justicia federal sino a la ordinaria 
conocer de la cansa referente al delito de encubrimiento del 
hurto de cosas del Ejército: p. 89. 

V tirios. 

16. El delito de libramiento dé cheque siu provisión de fun- 
dos reprimido por el art. 302 del Código Penal se comete en el 
acto ile la entrega del documento, oportunidad eti que se ataca 
la fe pública ipie se procura defender, aunque el librador no 
sea pasible de pena sino cuando deja de pasarlo en el plBzo 
qué dicha disposición establece. El juez del fugar en que fué 
entregado el cheque es el competente para conocer del respec- 
tivo proceso aunque otro sea el lugar donde tiene su sede el 
Banco contra el cual fué librado el documento y se hizo el pro- 
testo : p. ó(10, 

Competencia militar. 

17. Corresponde a loa tribunales castrenses conocer de la 
causa referente a los hechos delictuosos imputados u un militar 
en actividad y previstos y penados en el respectivo código de 
justicia; en el penal y en el decreto 5:1(1/45 : p, 153 
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18. Corresponde a la justicia militar el conocimiento de la 
causa instruida contra un gendarme, por el homicidio que lia 
cometido eu acto del servicio: p. 506. 

Contribuciones e impuestos locales. 

19 los jiiecps nnciunales carecen de competencia para cono- 
cer de la demanda sobre coiingimcióii de impuestos províno- 
les- carácter que reviste la dación en pago que, en un juicio 
sobre repetición de impuestos correspondientes a anos anterio- 
res a en va acción se allanó la provincia, hace el actor de ln 
suma que considera debe papar por el ano en curso —menor 
fiue la reclamada por la oficina recaudadora— solicitando que 
en lo sucesivo se conforme el cobro al criterio aceptado en di- 
cha causa : p. 1í»í>. 

Sucesión. 

Fuero de «tracción. 

20 A la Cámara de Apelaciones que con arreglo a lo dispues- 
to por el art. 3* del decreto 425G/45 es competente para inter- 
venir en un juicio sucesorio, corresponde conocer también de 
los incidentes del mismo: p. . r >10. 

Aeehnea prraomilrx de tos «frreíorra. 

21. El juicio sucesorio titrae las ejecuciones por «-obro de im- 
puestos provinciales ; lo cun] no importa violación de las auto- 
nomías locales: p. 221. 

JURISPRUDENCIA 

Ver: Constitución Nacional. 1*; Cmtas. 2: Habeas corpus, 2¡ 
Recurso extraordinario, 44. 

■ 

JUSTICIA DE PAZ LETRADA, 

Ver : Jurisdicción y competencia, 8. 



LEGITIMA DEFENSA. 

Ver: Homicidio, 2, 



LESIONES. 

Ver : Prescripción, 5. 



7Bf, MKJACtós ni ros Aí? 

LEY. 

Ver: Constitución Xa- ional, 1, 2, 4, 11. 13, 14, ló, l(i f lf»; 
llábean corpas, 3; L'.y de sellos, 2; Proscripción, 1. m ¿ ; Recur- 
so extraordinario, -d, 21. 22, 47: Retrnnotividad. 1. 

LEY DE SELLOS ('). 
Exenciones. 

í. La queja (Inducida en un juicio donde se discute el cobro 
de. una indemnizai-íún por despido, debe set admitida eu papel 
simple, de acuerdo con lo dispnest" en el decreto n* 10.580/44. 
h-y 12.921 : p. 4fi. 

2. Corresponde se admita cu papel simple el recurso relacio- 
nado rnn la aplicación de leve» del trabajo, estando las partea 
dentro de los términos del decreto n" 10,:»H(» del 28 do abril de 
1ÍU4: p. 573. 

Infracciones y penas. 

3. La renuncia al mandato formulada cotí posterioridad aJ* 
llipiidiieión de! sel lanío y a 1» intimación de su reposición es in- 
operante a lus efectos de esta última: por lo rpie corresponde 
imponer al mimdntario la milita del quíntuplo del impuesto 
adeudado y remitir los antas al juez federal en turno a lew 
efecto* del cobro: p. fifí». 

LEYES PROVINCIALES. 

Ver: Recurso extraordinario. 31. 

LITISC0HTE8TA0I0N. 

Ver: .lurísdic : ón y competencia. 1 : Recurso extraordinario. 51, 

LO C A CI O M PE CO SA S . 

Ver: Dafims y perjuicios. 1; Jubilación de empleados naenma 
les. 1 : Recurso extraordinario. 2o. 2!). 35. 71. 



(1) Ver también: ( .malí Ilícito N'arinnnl. 9; Juriadieeirín y rom 
|n>tem»ifi. 14: n><*iif»n cxtrnordinafln, 3Í*. 



MAM DATO (')■ t . . iln 

1. Aun enaiido mi haya existido M nd.Mt^ 

& la a,tora para que pudu-ni iirmnr detcrn ' "«^''J^U 

«obre bancos locales: p. 331. 
MEDIDAS PARA MEJOR PROVEER. 

Ver: Pensiones müitnres, 5. 
HEDIDAS PRECAUTORIAS. 

Ver : Prescripción. 4, 

MENOR DE EDAD. 

Ver: Daños y perjuicio*. » ; Pnwha. 2: Violación, 1. 

MILITARES. .... 

Ver- ¿rúidieeifil» y competencia. 1| 17, Pi&SWÉ^fc 
res 1. I, 3. 4. 5; Recurso extraordinario. I», 17, 40, -.7, «, 

Servicio militar. 1. 2. 

hihistros. . 

Ver: Aduana. 2, 10| Antenticaeióu. I¡ RtiM» «minan*, de 
apelación, 7. 

MULTAS ( s ). . 

& por acto, ^ñ^^J^JSS^ a las 
pula contra lf materia fijen, como una 

pcu-el art. 43 del Cód. Civil : p. 397. 

,ii Ver tnmb»-: Uv de «lio», 3; R^u™" extraordinario, *L 

JUBfa&tt ft¡«r **** 
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MUNICIPALIDADES 

\Vr : Coust itución Nacional. 22; Impuesto. 2; Teléfnmw. í. 

N 

NACION. 

Wr: RecutSO ordinario de apelación, I. 2, tí, 7. !>, 
NOTIFICACION <■). 

1. liii notificación del emplaza míenlo pura enm parpar unte el 
tribunal de apelación hecha al letrado de hi parte? qué actúa 
por derecho propio, no suple la que corresponde efectuar al 
interesado: p. 24K. 

2. Vencido el t Armiño del emplazamiento sin que la parte linya 
comparecido ante el tribunal de apelación corresponde imt i fi- 
liarla por m»ta. bis resoluciones que se dicten : p, 248. 

3. A falta de comparecencia de bis partes ante la Cámara 
Federa) de Paraná cotí motivo del recurso de apelación conce- 
dido m relación en la causa tramitada ante el juzgado letrado 
de un territorio, corresponde notificarles por nota las resol <t 
eionefl (pie se dicten : p. 507. 

O 

OBRAS PUBLICAS. 

Ver: Afirmados. 2. 

ORDEN PUBLICO. 

Ver: Consl itución Nacional, 14. 

ORDENANZAS DE ADUANA. 

Ver: Aduana. í. 0. 10. 



<i. Ver tAiUbicn: .luristlirc¡i>ii r r»in|>ptpin>ui, i, ~¡. 



PENSIONES MILITARES 



P 

FAGO < l ). 
pago indebido. 

Repetición de lo pa^do «ta , mM .„ m j t> a | 

PAPEL SELLADO. 

Ver: Omslitunóa R«M fl í ¿ * ^ **' ^ 
extraordinario, 39. 

PARTIDA DE NACIMIENTO. 

Vét: .Jurisdicción y rompetcnoni, 9. 

PAVIMENTO. 

Ver : Afirmados. 1, 2. 

SU* 6, i^ss 

o * i ¡i G 7> Impuestos internos, 1, ¿, % *>t i<*, ^ . 

2. .t, 4, o, o, ( , _ Mll | !as i , Precios máximos. 1 : l wj- 

dtaflfe >' eompc encía, 16; M ^ Re ,, irso ordinario do 

criiwión. 3. 4 ; Recurso extraordinario, o , 

apelación. 12; Violación, 1. 

PENSIONES MILITARES (-) 
pensiones a los militares. 

cjírci.o «ti*» ¡££MB^^Jffiw» M t 
■mn une por servicios proJacl.» re ™»™ „ , ¡ | ¡ )f , 7 -,. 

VA ae-ersto ley 28M W.^ "Í^ViJitL^ttir entro Ins ^tirados 
tación a ttim los ^^H^J^^^^ ^ esa si- 
po,- done í '(ieum de ascenso y ojjienea no se 

' . . Ar:.„„„l.,H 1 *>: Coi.ntitneH.il 

¿& I w¡*** - m 
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tuación. tiene indudable valor «<>! ara torio respecto del sentido 
y alcance de la deposición legal discutida y robustece la con- 
clusión (le que no procede distinguir entre los oficiales según 
que *e huyan retirado a su solicitud o por no ludir?- sido ascen- 
didos: p. 317. 

Inutilización para la carrera militar. 

Ej/rrth.. 

2. La sola circunstancia di- t\\w el accidente liaya ocurrido en 
un cuartel del ejército no ha si a para considerarlo acaecido en 
acto del servicio, expresión que se refiere a los netos relativos 
n las funciones que corresponden a h>s militaren por id hecho 
de pertenecer a las fuerzas armada», en cumplinncuiii de una 
orden n iíc una obligación impuesta por las leyes o los regla- 
mentos. Así. no corresponde considerar ocurrido en acto de 
SCryiCÍO y no hace surgir derecho n pensión militar el accidente 
sufrido por uu conscripto en un intervalo de descanso de las 
tan as que cumplía en el tnller de herrería de la Escuela de 
Artillería, til golpear en el yunque una cápsula utilizando un 
clavo y un nutrí illo. sin <|uc mediara orden o necesidad alguna 
de hacerlo; p, í»!')2. 

3. Ilajo el régimen de la ley 4707, para la existencia de dere- 
cho a pensión de retiro, se requería que el militar quedare in- 
ut ¡listado para la carrera de las armas, como consecuencia de 
enfermedad <■ defecto físico producidos en servicio activo y por 
actos ile servicio, no siendo en t roí ees requisito para tal derecho, 
la existencia de incapacidad |iara la vida civil: p. 687. 

4. I<as cuestiones referentes a la aptitud para el servicio de 
la* armas son de carácter técnico militar y están reservadas a 
ta decisión de las pertinentes autoridades militares: p. (¡87. 

5. Kl ciudadano (pie a raíz del accidente sufrido mieiitraH 
cumplía la conscripción, po es apto pora todo servicio y debe 
ser clasificado contó "disminuido en sus aptitudes físicas", se- 
gún fo in formado por la Junta Superior de Reconocimientos 
Médicos, con motivo de la medida para mejor proveer dictada 
por la Corle, tiene derecho a una pensión de retiro que. no ha- 
hiéndnse hecho cuestión por las parles aecrea de la extensión 
con que se le había acordado antes por la sentencia respectiva, 
debe ser equivalente al cuarenta por ciento de| sueldo de cabo, 
conforme a lo dispuesto por el decreto 22.ó.")!) -Ti : p. 687. 

PERITOS. 

Ver; Afirmados, -; Constitución Nacional, 1¡S : Daños y fier- 
juicios. íl: Impuestos internos, 11; Prueba. 1, 
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JURIDICAS. 

Ver: Multas, 1. 

PODER DE POLICIA. 

Ver¡ Iít'riirso extraordinario, 1. 

PODER EJECUTIVO. 

Ver: Constitución Nacional. 1í>: Pensiono, militar**, 1. 

POSESION. 

Ver: Expropiación. 2. 

PRECIOS MAXIMOS ('). 

1. La substitución del raimen de lü Wy 12$ í ra * O^f 
12.830. no importa dejar impunes las infracciones de la pri- 
mera: ¡J, "2. 

2 Las leves represivas .le maniobras artistas, entre ellas la 
ion han ereado un r-Vinum de clara y d»|mta tipie.dnd 
tirano a loa normas generales del Cód^o Penal enjnudupo- 
tffttijft sobre prescripción BOU inaplicables m tygmjff* 
ftúuS contemplan, eoinn resalta de los decretos l.i.i.SI/ífi J 
m59/46 v de las leves 12.830 y 13.402. normas tpic aun W 
mM la tmmé de la ley 12.391 por el arl. 19 de la ley 
12.830 so,i de estricta observancia. MM «*1 » lt, » líl ^pnulucc 
y nniplía los «loantes de nquclla : p. 2Í)0. 

1 1 leves venresivas de maniobras agiotistas, entre ellas la 
| fflSn So un raimen rlc clara y distinta tildad 
«SE a £S normas perales del ^fft^^^ 
Meiones sobre prescripción son inaplicables a los cosos «pie 
aquéllas contemplan: p, 472. 

a r< lS Jir( s 1" 2* v 1t¡ de la ley 12.59L así como los decretos 
%i^ mm v Í07.(i2t¡, ripen respecto de las relaciones del 
SS« « I** «fes afectados por la «propia- 
SE pon. na contemplan los conrüctns .pie a raíz de esta ptte- 
sSárse entre íl propietario y torceros admírente* de la 
mercadería expropiada : p. 



(i> Ver tnmbtfn: Recurso c-xtraonliicmo, 20. 
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PRESCRIPCION ('). 
Tiempo de la prescripción. 

Leyes especiales. 

J'frfi'iK iDii.rp mflü. 

1. Puesto fjuc dé l« luaptieabílidad de las norma* generales 
del & Penal eespeeto de las ihíraé^íoiiesi de la ley 12.391, íió se 

sítíUC f|lH' til pltSITipcíÓll JllYiM'lulsl Hit plicdu Imitar «poyo Ctl 

i*l decreto-ley Í0;531/4(J. cuya vigencia perdura para los' rasos 
anteriores n la derogación de dicha ley por la líí.XÍO y es apli- 
cable a fns hechos producido!; durante ei curao de aquélla, co- 
rresponde revocar la sentencia rpie desestimó la prescripción 
fundada únicamente en la ¡naplicahilidad del citado código V 
devolver la cau^a para qw« se pronuncie nuevamente: p. 800. 

2. ()c la iiinplii-anilidad de Tas normas generales del Código 

respecto de las iu Traer iouc?: de la ley TS.iíitl no se sigue 
rpte la pisescri] 'Í6n no pueda hallar mi apoyn en el dei-retodéy 
1"i.">:il '-II!. cuya vigencia perdura para l.ffis cus»ss anteriores a la 

derogación de la ley 12..V1] V producid» durante id cUI'mo de 
éata¡ siempre «pie los actos de prneedi miento admiuisi ra ti vo o 
judicial tu» hayan importado interrupción ¡ p, 47*-í. 

Prescripción en materia penal. 
Generalidades. 

3. Xo habiendo recaído pronunciamiento Condenatorio no es 
oponilile Im prescripción de (a pena: p. 47Í». 

Interrupción. 

4. Sun actos ínterruptivos de la prescripción, de acuerdo ctün 
to dispuesto cu el nrl. A' de la ley 1 1 .¿Wíí, los realizólos para 
adelantar los 1 ni mi les conducentes al eumplimicutn de la pelin. 
cualquiera fuese su rebultado. Tiene ew carácter el pedido for- 
mulado con el objeto de obtener el remate del camión embnr* 
gado. aunque im haya prosperado por razones procesales, atd 
como otro posterior por el eiiai se solicita la expedición de los 
testimonios necesarios para promover la ejecución de la pena : 
p. 7:it¡. 

Tiempo. 
Cóiligo P+nnl. 

5. I ludiendo transcurrido desdo la Fecha en que fueron come- 
tidas las lesione*, graves y leves el plazo f liado en h<a arts. í't'2. 
ine. % y del C. Penal en orden a lo establecido en los arlv 

(1^ Ver IíiiiiIpi.ti- r'iiiil:i<l:oii;i y iinttimlizni-iún, 1; Cvnn juiwftcIUt 
I: Fianza, I: Pofo, l¡ pre*li»< iinixinin*. 2. 3; Re«'nrm> (•xtrnnnlinnríii. 

l!<\ 22. 
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fl 9 v 00 del mismo, sin W e huya mediado ^^«^¡^ 
, *1 I art. fe corresponde -Clarar preser.ptH la ion 

penal : p. 42!). 

La preseripeió» de la imHi. para rep.inñr un hu-hn que 
importa el mismo tiempo inlraeeum » Ib ■■ «> al |¿f. 

Kentaelén de impuestos internos se npe por la 1<'> " ■■*■>■ 

p. 479. 

PRESUNCIONES. 

Ver: Impno.os ijiteiw*, 2. *í Itmm oxtram-dinHr.o, j». 
PRISION. 

Ver: Homicidio. 2, =í. 4. 7: lftMnto ..rdhiario ftp apeleelóil, 
12; Violación. 1. 

PROCURADOR. 

Ver. Ley de cellos. 3, 
PROVINCIAS. 

Ver: Constilneión Xa<*m«1. 21. 22; Daños | ft :^|2¿ 
Impuesto. 2; .Turisdipción y competencia, h 1% toJ^f? 
¿Xonlinario. 1. 4, fi, 9, 31, 45. 5¡ ; Sentene.a. 1 ¡ M»M *• 

PRUEBA (')• 

i en El S v.Mpuuimi e *ito do explicaciones a ^|f^W^^ 
í idicial v si bien « abe- decretarlo « inslnueia de parte, en pie- 
iSliiiié deducida corresponde a la Corte Supre- 
ma decidir e nales son las pertinente*: p. K>ü. 

prueba en materia penal. 

* \n hüMendo ¿tros testimonios sobre el hecho que el de la 
proíu v "tí . v ,1 de dos menores, corresponde tener en ene,, 
e eVt- s últimos, piirlieularmente el que denuncia 17 anos 
d d d e H carácter a que f* refiere la primen, ^ » 
fS^ iM «rt. 27d del Cód. de Proeeds en lo Cnm.nal p.^7 . 
3. A los ere,t„* del inciso 7 del nrt. -Ufi del Cod. de l ro<. 

síirK-V:, 8 ;. 1 ?^ >■ ***** 

tonVin. 0; BeettCTffl ,.j¡lr¡u»r.linano. .10. 
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('nanitalcs, es prueba suficiente de la existencia del delito de 
violación, la de la defloración consumada y la declaración de 
Ijis víctimas coincíilcute eon el relato de los hechos proporeio- 



4. A los fines de Ta indagación es inobjetable la validez de 
las dci'liirfo iniieN de tai* víctimas de Ion delitos de violaeión y 
estupro: p. 385. 



QUERELLA 

Ver: Constitución Nacional. 4. 11. 16; Recurso extraordinaHo. 



1. ( Ion arreglo a lo dispuesto en el art. de la ley 50, pro- 
cede reelífiear el ermr materia] cometido con respecto a la 
imposición «le las costas en la resolución dictada en un juicio 
sobre expropiación : p. 55. 



RECURSO DE NULIDAD ( 2 ). 

1. Es improcedente el recurso de nulidad contra la sentencia 
de segunda instancia si no ha sido rondado ante la Corte Su- 
pri ma y del examen de aquella no Kulfre causal (pie lo justifi- 
que : p. 3!)7. 

RECURSO DE QUEJA (P$. 

1. Corresponde archivar las act unciones deducidas con moti- 
vo del error que, se<;fui el recurrente, se habría cometido en un 

(i) Ver tumMeii: Reí' un o tic rc|HwiriAti, 1, 2: Recurso extruunli 
un rio. 7. 

i-i Ver tjMiitiii'ii: ('onnlttTiciMp N:ii-innul, 17; Recorto cJitríiorili 
nr.n... 41, »>2, 74. 

i- 1 * Ver tmnbtfn: [,$y >K* wlltw. 1. 




R 



RECURSO DE ACLARATORIA ('). 




MtCElWO KXTRAOHDINARI» W 

Aoméfi, ot juioin cuy» setene» '""tiva la p ja P 
RECTOSO DE REPOSICIOH (»)• ■ 

Aflurntorin i p. 

RECURSO EXTRAORDINARIO <=). 
Requintos comunes 
Tribunal de justicia. 

ate? fJRsa? sss " '¡= é» 

lns ineees provinciales: p. 2fí". 

«' E S »r. «<l«.te el rasw xtnordinuío ItUtf*» o» I» vio- 

CinesUó» JnsUcUbl*. , . . ¿¡. Vj 
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republicano tic í-ohicruo previsto en !¡i Institución Nacional: 
p. 267. 

5. Xo son susceptible* «le remiro extraordinario las resol n - 
eiunes de Iijs. tribunales electorales, dictadas en el ejercicio de 
sus funciones específicas : p. (i08. 

Gravamen. 

6. La cuestión referente ii la ilcgatidnd de la aplicación dé la 
multa por el gobernador de ana provincia, que importarla sa- 
car a Ja recurrente (jé sus jueces naturales, no .subsisto luego 
di' su apelación ante la justicia federal, porque la sanción apa- 
rece así impuesta en definitiva por mi magistrado de la juris- 
dicción requérida por la apelante: p. T2. 

7. Ks improcedente por falta de gravamen, el recurso extra- 
ordinario interpuesto contra la sentencia que, si bien desestimó 
la nulidad de la resolución de la Aduana, revocó esta en e! 
único punto que pudo ser y fué objeto de apelación. La cir- 
cunstancia^ de que la resolución administrativa mandara comi- 
sar, además, otras mercaderías no pertenecientes al recurrente 
no basta para sustentar el recurso extraordinario. Tampoco 
procede admitirlo .sobre la base de (pie la sentencia recurrida 
se baya referido, además, a la eliminación de la firma impor- 
tadora para afirmar que es medida irremisible por lus tribuna- 
les de justicia, sin decidir nada al respecto cu la parte dispo- 
sitiva, si tío medió recurso de «ría ratona tendiente a salvar la 
omisión, si la hubo: p. 

8. El pronunciamiento del Tribunal Hancarin que. por no me- 
diar litigio entre las partís, declara su incompetencia para ree- 
dificar en abstracto el dictamen de la Comisión Asesora Hono- 
raria acerca de la clasificación correspondiente a un empleado, 
«•uve» vafor declarativo reconoce la recurrente, no importa vio* 
laeióu de! derecho de defensa desde que no está en tela de juí- 
eio la existencia de una efectiva lesión a los intereses del recu- 
rrente, causada por el premune i ¡ni liento declarativo iludido, 
ni es a jichi Itlc por medio del recurso extraordinario sobre la 
liase de esa supuesta violación y de la inteligencia de la ley 
l'i.lütT y del decreto 15.355/4<¡, puesto que la decisión de la 
l'orte Suprema sería meramente teórica: p. 3(i7. 

9. La impugnación de iuconstitueionalidad formulada contra 
el ;irt. tíf¡ de la ley ~it77 de ta Provincia de Buenos Aires, en 
cuanto impone a los abogado?, domiciliados fuera de su territo- 
rio la obligación de efectuar aportes a la Cuja de Previsión 
aunque no puedan gozar de sus beneficios mientras no trasla- 
den su domicilio a la provincia, un basta para sustentar el re- 
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curso extraordinario contra la resolución que ordena depositar 
judietulinente ¿1 importa de los honorarios si esta exigencia 
responde también — *egñn lo declara en formu irrcvieible la 
sentencia apelada— a otros fines no cuestionados y el pronun- 
ciamiento no « ansa gravamen ni recurrente ni decide una cues- 
liún real y eOttéreta. pues se ignora si la Caja, que no lia sHo 
oída e« el incidente, decidirá percibir o no los aportes: p. ztlt. 
Subsistencia de los requisitos. 

10. El acogiñuéntn a la exención de multa que el solicitante 
fui nuda éórifftWtte a lo dispuesto por la ley 13 '149. implica el 
desistimiento del recurso extraordinario interpuesto: p. 55. 

11. Habiendo sido derogadas por el decreto 1113/50 las dispo- 
siciones de los decretos 6605/43 y 13.6*1. 46 qne se oponían a 
la natural ¡nicii'm de alemanes y japnnciu». carece de objeto que 
be Corte Suprema se pronuncie «cerca de 1» interpretación de 
las normas derogadas y de su validez constitucional^; por lo que 
pruceile remitir h* ant^s al tribunal de procedencia para qne 
el caso sea resuelto con arreglo al decreto vigente: p. I4i. 

12. Importa desistimiento implícito del recurso extraordinario 
la formulación ante la Corte Suprema de peticiones que deben 
tramitar y ser decididas en la instaiieia ordinaria, como en el 
caso de quien pretende acogerse ante aquélla a los beneficios 
de la tev 13.64Í): p. 159. 

13. Habiéndose declarado Incompetente para continuar en- 
tendiendo en la causa el juez federal respecto de cuya inter- 
vención se lia interpuesto, ante la respectiva cámara, el recurso 
de babeas corpus, fundado en las inmunidades parlamentarias 
del procesado, resulta evidente que ha desaparecido la causal 
que dió origen a las actuaciones, por lo que cualquier resolución 
de ln Corte Suprema importaría un pronunciamiento abstracto 
que le está expresamente vedado: p. 453. 

Requisitos propios. 
Cuestión federal. 

Cuestione» fedérale* simples. 
Intorpietirién do Ih 1*JM UdmlM. 

14. Procede el recurso extraordinario fundado en la inter- 
pretación del decreto del 10 de diciembre de 1!>31, reglamenta- 
rio de la ley 340 : p. lfiO. 

15. Ks proceden le el recurso extraordinario si el escrito en 
que «*1 mismo se interpuso se halla suficientemente fundado 
v está en cuestión la inteligencia del art. 16 y otros del Cap. V. 
Tít. 111. de la ley 4707. en el cual basa su derecho el recurren- 
te; p. 687. 
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16. Tratándose de decidir si el alcance del art. 3" de la ley 
11.585 comprende o excluye diversos notos de procedimiento 
realizados cu el juicio, procede el recurso extraordinario fun- 
dado en la interpretación de dicha norma: p. 736. 

17. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que interpreta el art. 41, im\ 3. del decreto N' 145&4/4ti — ra- 
tificado por la ley 12.913 — en sentido opuesto al sustentado 
por el recurrente: p. 738. 

Lpyca f<?<ler:ili>* «le (■nriietor pron-sn]. 

18. DÉ cuestión referente ¡i In competencia de una cámara 
federal es de índole procesal y ajena a la jurisdicción extra- 
ordinaria (le la Corte Supremo: p. 4ó3. 

Int«rpT«ucl«n de oír*» borm«a j utas fed«rkl«i. 

19. No importando apartamiento <le lo resuelto e» su opor- 
tunidad |>"i* la Corte Suprema ni palmario desconocimiento 
de lo decidido por la Cámara en el fallo que aquélla confirmó 
por la vía del recurso extraordinario, no procede el que ahora 
se intenta contra la resntueión de 2* instancia que dispone la 
forma f»n (po* debe liquidarse el beneficio acordado por e] fallí» 
definitivo de la causa: p. 580. 

CHfft'ionr» fedérala cnmpleja*. 
[ncanatltuclonaadmd de normu y icton mclonalen. 

20. Procede el recurso extraordinario fundado en que la in- 
terpretación de la ley 12.591 en que se basa la sentencia ape- 
lada para desestimar In prescripción invocada, viola disposi- 
ciones del Código Penal y contraría el art. 29 de la Constitución 
Nacional que dispone la aplicación, aun con efecto retroactivo, 
de la ley penal más favorable al imputado : p. 290. 

21. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
aplica una ley nacional impugnada por el apelante como in- 
constitucional : p. 303. 

22. Procede e| recurso extraordinario fumlndo en In inter- 
pretación de la ley I2.Ó91 y en que el recluí üo de la prescripción 
alegada viola disposiciones del Cód. Penal y contraría el nrt. 20 
ile la Constitución Nacional que dispone la aplicación, aun con 
efecto retroactivo, fie la ley penal permanente más favorable 
al imputado: ps. 290 y 472. 

Cuestiones no federales. 

Interpretación de intrn\mt « («TÍO* ettulttiM 

23. f,a intcrprel ación del art. 67 del decreto 33.302/40 (ley 
12.021 1 m» constituye cuestión federal sino (te derecho común. 



. irectíftíád rxtbaobiukabiu 7*í 
por lo que tío hasta pn™ fútate en el pe^Oi») extra- 

24 1,1 La°intc'rpíet 1 K.iÓTi de lu % 11.544 no constituye M 
federal a los efectos del rceurso extraordinario aun cuando se 
invoquen cláusulas constitucionales que no privan a aquella de 
*n carácter de lev común: p. 223. 

25. La interpretación de la ley 13.581 no instituye ttfttfe 

Í¡B ,€I U cuestujñ referente ni rófíimen de la jornada de trabajo 
de los serenos, decidida por aplicación de una resolución de la 
Secretaría de Trabajo y Previsión considerada compatible con 
la 1154-1 por el tribunal apelado, es de derecho común 
v „« basta para fundar el recurso extraordinario aunque se 
invoque la ley 11.726, aprobatoria de la coiweucu.ii de W^h- 

^"xo^rmile el recurso extraordinario contra la sentencia 
([ ue decide el juicio por aplicación de disp^eiotiea de derecho 
coiiuin . p. ■ ■ - unrinas comunes —como lo son 

iTlev 11 7¿ >^cí decreto n' 33.Ü02/4S, ley 12.5121- no dan 
libar al recurso extraordinario: p. 700. 

29: Es ajeno al recudo extraordinario \o referente al .nodo 
de celebración de los contratos y a la aplicación del art. 11 tie 
la lev 12 842, sobre arrendamientos rurales: p. 7Ü1. 
30. Es improcedente el recurso exlracmliiiario fundado j-nu- 
^.ámente en la interpretación del art. ^^M^l 
-de índole eomiin como la ley 11.72» y el decreto 33..l02/4.>- 
conforme al cual a partir de su promulgación queda compren- 
dido en las disposiciones del decreto í».302/4o que enumera, 
m el personal ineorponulo al régimen jubdator.o de terro- 
viarios establecido por la ley 10.(150 y compl ementan as: p, 728. 
InierimUicién th normas y acto» 1w<th* en uencrnl. 

31 Son irrevisible* en instancia extraordinaria las cuestio- 
né que versan exclusivamente sobre puntos de derecho local, 
eomo son bis atinentes a la interpretación y alcance de las leyes 
provinciales aplicadas por el tribunal apelado salvo que se 
trate de un proiuineiamieutu arbitrarm: p. o4¿. 

Inferí "{tarifa de nfirnui* toralia ilr ftrírtVfíi mi rufo*. 

32 La interpretación del art. 808 del Códijí» de Procedi- 
mientos en lo Civil y Comercial de la Capital no constituye 
tiiestióu federal: p. 41. ... . A . 

33 Lo referente a la recusación de los ministrado.» judi- 
ciales es cuestión condicionada por eircunstaneiaB de hecho, 
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regida pur la respectiva ley procesal y ajena ti la jjrarnutín de 
la defensa en juicio, que en modo alguno ha sufrido menoscabo 
si la recurrente ha tenido oportunidad para ejercer el derecho 
de recusar: p. 45, 

34. La cuestión referente a la constitución del tribunal de 
I» causa no ps de naturaleza federal ni lo decidido sobre ella 
n< susceptible de revisarse por la vía de] recurso extraordina- 
rio ; p, 547. 

35. Xo reviste carácter federal el punto relativo a saber si 
determinada cuestión se lia lia o no com prendida en la litis 
— en el ensn, la referente al uso del departamento alquilado — . 
por lo <|iie no incumbe a la Corte Suprema rever las conclu- 
simies establecidas id respecto en la sentencia recurrida: p. 72¡í. 

EjctuxiAn »/» fruí ctn/ttio»rn iif heako. 

Expropiación. 

36. El punto referente a la deterin ¡nación del precio de la 
eoga expropiada, o sea la exactitud de la equivalencia de 
hi indemnización con el valor de lo expropiado, es cuestión de 
1 ice lio y piiieba ¡nsi.sceptible de dar hipar al recurso extra- 
ordinario: p. 547. 

Impciostoi y Uw, 

37. Las conclusiones de la senleiicia apelada referentes a la 
comprobación del destino de la chafalonía y piedras correspon- 
dientes a las alhajas desmontadas, así eomo a la venta y pago 
del impuesto de alhajas cuya ausencia se advirtió en ladina* 
pección que encabezó el sumario, no son susceptibles de revisión 
por vía del recurso extraordinario: p. 223. 

38. Éo procede el recurso extraordinario fundado en la in te- 
ndencia del nrt. 27 de la ley de impuestos internos (t. o.) 
si la sentencia apelada no considerii aplicable al caso dicho 
precepto pon pie no se han probado falsas declaraciones, actos 
u omisiones «pie tuvieran "por mira defraudar los impuestos 
internos" y el Fisco no pretende (pie dicha norma pueda ser 
aplicada aunipic no esté probada la intención de defraudar: 
p. 22H. 

39. No pr de rever por vía del recurso extraordinario las 

conclusiones de una sentencia respecto de la aplicación del 
nrt. 94. i ne. k) del decreto ÍM32./44, fundadas en los términos 
de la demanda y en el alcance (pie corresponde atribuirles: 
p. 580. 

Vartoi. 

40. Las eoiii ln-iimics de la sentencia apelada respecto de las 
circunstancias en rpie se produjo el uccidcntc que fundamenta 
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el reclamo de pensión militar, se refieren a cuestiones de hecho 
ajenas al recurso extraordinario : p. 592. 

Relación directa. 

Xorma* extrañas ul jufoto. 
Di». Mkloae» conrtlWdwiilM. 

41. No procede el recurso extraordinario fundado en que la 
ejecución del laudo de un amigable componedor 
se ha deducido ta acción de nulidad que prevé el art. 808 del 
Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial de la Capital, 
es violatorio de los arts. 14. 16, 17, 18, 19, 28 y 33 de la 
anterior Constitución Nacional en cuanto importa un despojo 
no autorizado por la ley, una condena en una «ola instancia y 
tina desigualdad respeeto de los demás litigantes; p, 41. 
'2. No procede el recurso extraordinario fundado en la viola- 
ción de tas normas constitucionales que aseguran la defensa en 
inicio, la igualdad y la propiedad, contra la sentencia que 
interpreta las normas procesales respeetivfifi en el sentido de 
une el mandatario de loa directores de «na sociedad foránea, 
domiciliados v residentes en el extranjero, carecen de perso- 
nería para querellar criminalmente en el país sobre la base de 
mi poder otorgado también afuera : p. 69. 

43. Las cuestiones referentes a las cesantías de empleados 
dispuestas sin forma de juicio, son ajenas a la garantía cons- 
titucional de la defensa: p. 72. t 

44. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el 
art 19 de !a Constitución Nacional derogada y 30 de la vi- 
iícnte, sobre la base del principio consagrólo por ellos de que 
nadie puede ser obligado a baecr lo que 1» ley no manda, 
cuando él punto litigioso ha sido resuelto por interpretación 
v aplicación de preceptos comunes y locales, o por ruiones de 
origen jurisprudencial o doctrinario en materia federal : p. dito. 
46. La constitución del tribunal local que ha fallado la causa 
es cuestión regida por las leyes procesales de orden también 
local que gobiernan el punto y no da lugar al recurso extra- 
ordinario por invocación de las garantía» constitucionales de a 
defensa en jiiU'io aun cuando lo decidido versara sobre Ja 
reculación de alguno de sus miembros : p, 604. 

46. No procede el recurso extraordinario fundado en que Jo 
decidido impone al recurrente una obligación carente de base 
legal, punto que en definitiva depende de la interpretación 
del art. 11 de la ley 12.842, norma de carácter común : p. 701. 
47 La garantía de la igualdad no abre la apelación extra- 
ordinaria a los fines de revisar la heterogeneidad de la apli- 
cación de las leyes no federales: p. 701, 
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ürntt aria* ron fuititiimtui»* in» ftdtffítrM *■ ftvtrtírt fíftínmutidaní 
Fundamento* de orden román. 

48, Kn procede el recurso extraordinario Cumiado ea ser ve- 
latorio ilnl principio coitstitnoion&l de lti igualdad el ar$. TH7 
■ leí f Civil interpretado en el sentido di* que mi puede ser 

invocado por ■•! Estado que sostuvo un del lio ¡i robrar las 

diferenciar, de impuesto pagado can arreglo a una liquidación 
erróneamente presentada por una de sus reparticiones contra 

!fi sentencia <jiie i videra inaplicable dicho artículo al cuso 

1*> autos pnr haber im diado la neLdiL'f neia inexcusable prevista 

cu el nrt. f*20 de| citado Wm1í<*«i. f bínenlo éste de derecho 

común y de hecho irrevisilite pnr medio del reeui-.ni de refe- 
rencia : p. 4fí. 

49. \*<i procede el recurso extraordinario fundada en la vio 
laeiúu de las cláusulas eonstitucimudes referentes a tus !><*■ 
recta*, tíd Trabajador <pie, según el recurrente, provendría 
itej error cu que habrían incurrido tanto el juez de la causa 
niiiiii ta CVinuira de Apelaciones de la Justicia ilel Trabajo, 
en la apreciación det alcance y espontaneidad fie la renuncia 
tpie a su earjio formulara aquél- p«>r vía de la deficiencia del 
análisis de tos distintos elementos ríe juicio aeutnulailos a la 
cansa v pnr defecto en la aplicación de los principios de de- 
recho común <pie 1'ÍL'i'ii o] caso: p. *2Jlí. 

■ r >0. t'N improcedente el recurso exlr.fnrdinari» dedurldt> con- 
tra la sentencia qué fundada en disposiciones de derecho común 
y local y en circunstancias de hecho suficientes pitra susten- 
tarla, decide que mientras el interesado no obtenga autoriza- 
ción d' 1 la autoridad administrativa para efectuar las enns- 
írttCCÍonéS que le perini! irían luieer efectiva ta servid umhre 
que reclama, no ineinnhe a la justicia pronunciarse sobre mi 
derecho a éstji * p. «'110. 

51. ha decidido respecto al alcance de! art. f¡7 del decreto 
u" 33.302 l.'i. ley I2i92t, por la sentencia apelada, es invvisiblc 
pOr la Porte Suprema, que no puede conocer al respecto ni 
aun sobre la base de ta existencia di* decisiones encontradas 
sobre la materia : p 7í>0, 

Fundamento» de oiám loc»t y protr*»). 

52. Siendo una cuestión de índole procesal la referente a la 
determinación de -los límites de la litis y no tratándose de 
un falto arbitrario, iio proeerfe el reenrsn extraordinario fun- 
dado en que pnr basarse la condenación dispuesta por aquél cu 
incapacidades; no enunciadas en la demanda se habría violado 

lll defensa en juicio : p. 11'V 
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- i V ' i,,, ,1o i,rn»iwlti«l al miniarse i,nleiimiwieiiiii 
violado i-l i eie,»o .1. pr ip. < m „r U ,la en el pi'Düiní- 

"i ,„ „' !„,„!. j».r vt'vsiir «Are «iostionei <Ts tarto > <U * 

pecho local : ii. "M. . . , , 

pu t-aso lU' iNlhcsiun a i " trifilas ,ou urre¡í n u 
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Fundamentos «lo hecho. 



06. K» improcedente ,1 «cuno f^f"»'*' ^¡S^S'ü 



Heuteitcíí) 

mil 



ai-enUiiliiK por H t-imlnlnivenle : p. #*■ . 

SLlrttfi de Jenela .peM- «S™** $g^Sg$ ¿¡ 

,¿ ñutos por m exist.r grgbft ¡ofófo > 

eilailo nuevamente trjc* *fi^£fflg&£ la «W*i 
^n.lo «Helia «mel^um sufieienf© p-n» «*<»™ 
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apelada <■ irrevisible por la Corte Su pruína, no procede el 
recurso extraordinario fundado por el Procurador Fiscal en 1» 
interpretación del nrt. 29 de la ley 12.313. «pie enroco así de 
reine ión directa coii la materia del pronuiieiauiieato: p. :ío;t, 

58. Ha procede el recurso extraordinario contra Iei sentencia 
r|ur desecha la indemnización pedida por un yacimiento de 
anüla y sílice existente en el inmueble expropiado, sobre la 
liase ríe qüfl las circunstancias de beelio rpie menciona permiten 
concluir que él valor atribuido al yacimiento es solamente 
presunto t p. ñ17. 

59. Xo procede él recurso extraordinario contra la sentencia 
que fundada efi razones de hecho suficientes pura sustentarla. 
de>""iiiicc la existencia de .sucursal de la tic tora en el país y 
rechaza. l'" r cMo, su demanda sobre repetición de las sunui- 
pagada* cu eoncepta d>'l recargo dé absentismo previsto eií el 
art. 1 f i de la ley I U»S2 . t. iO : p. 724. 

Resolución contraria. 

i¡fí, Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de 
la Cámara de Apelaciones en lo Gome re tal de la Capital rtette- 
fjjjtcria ihd fuero federal, fundado por el reeiir <*ntc en nonna*. 
federales : p. ó74. 

Sentencia definitiva. 

61. iiecha/.aiio el recluso extraordinario por Calía ile senten- 
cia definitiva, la viabilidad del que pueda interponerse cuando 
aquélla ¡se dicte cm cuestión a conicuitilar en su oportunidad: 
p. (¡1 

62. No .'s sentencia definitiva a los eiecto> i|d iveurNi extra- 
ordinario el auto por el cual se desestima la nulidad ipir la 
aetora funda en \» circunstancia de suscribir e! fallo dictado 
por i cámara civil de la Capital. Un vocal ipie con anterio- 
ridad m habría desprendido del conocimiento de )n$ actuado- 

ni*s : p. 547. 

Juicio» ite ipTerolo y ejecutivo. 

63. Ki recurso extraordinario es. en principio, improcedente 
cu [os juicio* cieeiitivos o de apremio, nuiupic se invoque la 
ioeonstitucionalidad de la ley que estubleee esos procedimientos. 
Tampoco |>< autoriza la circunstancia de que la sentencia, inter- 
pretando las normas ipie rijíen al apremio, decida ni> tratar 

itcstiones constitucionales planteadas por el recurrente ; 
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v Ú bi&i esto .l.u-tiina admite fe!ff| ™ p j** f*% 
I, „ nne la interveneíún -le a Corte Supina -i! tt> 
?™XEn««ria «ara tutelar el deroel.n H.vueado esa «ir- 

! ñtV,.ni,nto do «na envión de » 
sor sin t'»'"^ 111 W 01 ,,lí,n,,v W ]lWl ' 1 

Vu||9. . 

fii T n resoLáctfih míe dértíega el pedido ÜP que **' j^gfi£f 

ordinario : p. 4%. 

65. Es imWeedénte el reenrso oxtramdmann eontra la^u_ 
t»L ¡.ir, i!., si bien reehaza U demanda sobro desalo^, expnsa- 
a ! I dercoho del actor para KjgfeV valor eit otro 

fia gravamen ¡rwípaíAWe al recurrente : p. m 

fifí \\. reviste el enraeter de sontenein definitiva a les e torios 

decidió el litijriM: p. 580. 

Tribunal superior. 

67. La sor.teneia de la Suprema Corte do 4i.st.jm do la 1 n»- 
v ineiu do Buenos Aires mníinnatona. por vía del roe s« 
l n oabil Umd de lov enm-edido » la parto ao ora, M tal 

: th I ! Sajo que éii mmw fouea recható la 
StaXlS os la del M.peLr trdmual do la eansa a W M 
refiero el arl, 14 tío la ley 48: p. MW, 

fíft Fs ¡mt>roeedeiité ol roenrs.» exlraordinarm enntra el ErtjíQ 
fu/h, S, S rte de .Insta la do la Provimui do Ita Arres 

ÍS^^W^R * ~l s r rior de 
1 eansa . loa efecto* del art. 14 do la loy 48: p. 41-. 
69 U Su p ema Corte de la Provinem d, Méndez» M # | 
IJdi.iHri.r e! Mi, W ri«r mm local a I.» eíee.os dol art. 14 
de la ley 4H i p. 700. 
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Requisitos formales. 

Introducción de la cuestión federal. 

Opt'tfllHnhlil. 

Piantiaiultiito en 84 UiiUncU. 

70. Ks improcedente el recurso extraordinario fundado en 
Una cuestión federa] planteada por pru tu* ra vez en el oh- rito 
il<- ex] ircsiñii de a-rravios, si aquélla pudo ser prevista 6 íntro* 
ducida en primera instancia y no ffcn" turnada en inniMdcracióii 
por e] ful lo dr In Cámara: p. títW. 

71. Sis improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
¡neoratttMciomdidud de la ley VJ.OM reformada por la le> 
13.2ft8 1 1 1 ti*, no obstante haber podido iscr prevista y planteada 
por el actor citando promovió la demanda, sobre desalojo, fué 
Tardíamente invocada dcspmV¡ del rallo de primara instancia 
<pie rechazó la acción, en el escrito (fe interposición del recurso 
de inaplicahilidad, sin darse conocimiento de fila al demandado 
ni habérsela dividido por la cámara de apelaciones al fallar 
dicílrt i'i'ciiNi : ji, 723. 

l'l.uitnjuiiento en el escrito Ue Interpomeioti del rccttiso eiOr.iorilui.u lo. 

72. Aun cuando la < 'oustirueión Nacional actualmente en vi- 
l'im- haya sido san cimiada después de la fecha en que el recu- 
rrente expresó agravios contra la ficOteiteia de primera instan- 
l*ih cíe los tribunales de la justicia del trabajo de la Capiial 
Federal, y antes del fallo de lí* instancia, no procede el reciñan 
extraordinario randado en las cláusulas de aquélla, si no se 
intentó si. meter esa cuestión id conocimiento del tribunal fie la 
(;ansá y se las invocó* por primera vcü en el escrito en que fce 
interpuso dicha recurso: p. 223. 

73. Es improcedente el recurso extraordinario si la cuestión 
federal en que se funda nn fué planteada oportunamente, a 

pesar de que era previsible antes del fallo recurrido, máxime 
si •>(• tiene en consideración (pie dicho pronunciamiento confir- 
mó el de primera instancia que había lieeho 1 turar a la de- 
manda ; p. ~' lr *. 

Interposición del recurm 

t r r mi Hii. 

74. Kl recurso extraordinario interpuesti, en suicidio de la 
«■ii.-viióii de nulidad planteada, es improcedente: p. -la. 

75. Nío procede el recurso extraordinario interpuesto en sub- 
sidio de otro de reconsidera ei< in que fm* declarado iinproee. 
dente - pi finí* 



RKCUK80 (HílHNAUlu DE AP|S.S$TOS 



/■■ ii (irfrtnirífíi'. 

77 IVi «'de H rariirso oxlnumbiiano si el «-M-rilo en oí cu ai 

.ll. pronunciáis I» «'«.rio Suprema: ->n2. 
Resolución. 

Revocación de la sentencia apelada. 

7« Par tratarse un inir.i.. snlnv oimv"" "etrto de peWJig 
s , miada antennnm.nte !a ^ntoiieift de- 
iniliUl > nai» r m»» ■ ii«mi«,i .li vit ver los ¡mtos 

riniiiva por I» mm Sfeipeepa, q»* 1 OTí W0 .i , *¡' \,L i ia sido 

miento del pVit» <-on rl aleance del art. V>. - parce, 
ley 48: p. 087. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION. 
Tercera instancia. 

Generalidades. w , 

1 v rt nrm-iMle él recurso rfuario de apelaewu mpecto 

„ asttr* «•••«« v. ;";;¡ i ' lil 

on un imeio ni qno <'s porto lu Nm-ion: p. .11. 

f ^eirennsJn-ia de qu, ,, un ^ 1 

limo .Wisu'm formal sobre .1 pun ... * lujJ g V , 

-r|o a lo dispuesto por el art .1 <l< m .<> 

r gSéSftaSS - o. «o » - 

«nir I.. Crl- Rupron». 0., I"» .•»-* P»<**W Sí 
|fy 40511 : p. 519. 
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bentencia definitiva. 

Cima ¡tto. 

5. \.n tercera instancia ordinaria sólo procede respecto de las 
sentencias definitivas o m*h aquéllas que ponen fin al pleito 
o impiden su prosecución, no siendo aplicable a «'Mr recurso 
rl procedimiento de equiparación admitido pura e] extraordi- 
nario ri'sjKvtn de Ii»s auto* (pie causan gravamen irreparable: 

jk. r.iíí. m. 

6. No procede el recurso ordinario contra Iil resolución tjue 
se limita ,i exigir ** I cumplimiento del requisito previsto <'n el 
art, 1* de la ley 11. «34: p. 510. 

Juicio» en fine la Nación es parte. 

7. T,a intervención del Ministerio de Transportes, al que se 
tuvo por partí*, en el juicio seguido contra ntiíi empresa 
ferroviaria adquirida por la Nación, prueba que es Ésta J 
na entidad autárquiea la fpie inlerviene en la causa ; piu- 
lo que. rim rtrregld al firt. 3. ine. 2", de la ley 405:1, procede 
el recurso ordinario de apelación para ante la forte Suprema: 
p. T!>1. 

8. \o procedo el recurso ordinario de apelación en teñera 
instancia aute la forte Suprema respecto de la sentencia de 
Htm cámara federal que versa solire la falta de derecho de los 
defensores de los contrabatí ¡listas pura detraer el monto de ^u» 
Inmnrarios del valor de la mercadería comisada ¡ p. 22(1. 

9. Puesto que la Nación no puede tener interés legítimo en 
prolonga? un litivrio cuya solución le lia sido favorable y el 
:irt. !i7 tic la ley 11.683 (t. o.) ¿filo autoriza a tos representantes 
del Fisco a percibir honorarios cuan fio éstos hayan sido fijados 
por sentencia, es improcedente el recurso ordinario de apela- 
ción interpuesto por In Dirección de Réditos contra la senten- 
cia que ai bien le e* favorable, ordena pagar las cretas por su 
orden : p. 3í*3. 

10. rtabieudo aceptado el proCtirador (fecal federal que se fije 
como precio por la expropiación la suma establecida por el Tri- 
bunal de Tasaciones y no excediendo de § .1.000 t la diferencia 
entre ella y la determinada en la sentencia de que apela — con 
prescíndencifl de las condenaciones accesorias— deba declararse 
improcedente el recurso ordinario de apelación para aute la 
' orle Suprema, previsto en el nrl. 3", ine. 2 V , de la ley 4055: 
p. 4.11. 
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Causan criminales, 

11 Cotí tumi* » l«> dispmsio por el art. 4* de la Wh 

diñará, de apSaei&u contra las sen t enejas de la Cámara tede- 
de la Capital en la* caumis sobre defraudación de rentas 
naeínnales, entre ellas las aduaneras: p. -0-. 
12. La aetual CoHfttitiH.mil Nacional no se opone a la ttb«* 
te, eia leí art. $ ine. ¡H de la ley 40.15; por lo que nmritt te 
. . -i ' nte la l^ovte Suprema interpuesta .ontra la jen oh- 
S S una "'amara Federal de tr^mienibr.* que condeno al 
procesado h 1H añas de prisión: p. -;>4. 

13 Procede el m-urs» ordinario ile apelación para ante la 

s Sa la sentencia dictada por una Cmnnr., 

Fnleral del Ulterior en una eausa sobre defraudación de lo» 
inmuestos íutentos: p 331, , 

14 Procedí* el recurso ordinaria de apelaeión pan» ante 

Corte S í nu eontn. la sen,. ia di.tada por una ('amara 

peral leí interior en una causa mtito defraudación de los 
impuestos inlenuK: p. 341. 

RECUSACION. 

Ver: Recurso extr;mrdiu¡ui». 33. 4"i. 

REBUTE. 

Ver: Prescripción, 4. 

REMISION DE AUTOS. 

1. Declarada la incompetencia de la Curl- Suprema p&m &■ 
nncer de una demanda promovida ordinariamente ante *U«, 
2 proe«,le remitir las actuaciones al tribunal competente amo 

archivarlas: p. fifí. ■ . ., 

2. La declaración de su incompetemua por ¡Jarte de lo£t£Uni 
nal.* de la Capital por entender que la causa es de juris«U - 
cWlderll^l 1 auto' iza. en lo. j&K* dfN* la rem.sion de 
los álitos a la justicia federal para la continuación de su tía- 
mite nulo rila : p. ">34, 

RENUNCIA. 

Ver: Ley de «ellos* 3; líreurso extraordinario. W. 

REPARTICIONES AUTARQUICAS. 

Ver: llecurso ..rdinari" de apelación. 7. 
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REPRESENTACION DEL PISCO. 

Vit: l["nn>nir¡ii.v. 1 : Impiio-stas interina. 11: K<vui»u onUiutrin 
■ [<■ apelación, !». 

RESOLUCIONES MINISTERIALES. 

Vi r: Aduána, 2; 80. 

RETRO ACTIVIDAD ('). 

L Kl principio de ¡JfrrfríWcli viciad ilt 1 hi* tcyrs . u materia 
civil ti 1 1 es ¡le úédcn co>iatit1i<íií)nal : p« 303. 

ROBO 

Vit ÍTomíeiflio, l. 

S 

SECRETARIA DE TRABAJO Y PREVISION. 

VtT: Bttfi'iií'M» i'Xl raonlinana. ¿tí. 

SEGUNDA INSTANCIA. 

Veí IJ.'i imsi. i'\tt-;!i.nliiiJ]ri<t. 70. 72. 
SEGURO. 

VWj fiiipiií'strt ;< ios rAilttos, *2i 

SENTENCIA (-). 
Ejecución. 

1. N'íi <■> pertinente, ¡1 t íitiiií ti* 1 fjfi'iii'itm dr sentencia, p>i 1111 
juicio sobre repetierón ile Íuipiio,síiw (•(irrespcimliciite* a años 
anteriores, la petición temlienle a obtener (pie la provincia re- 
i-tltji en [«¡mu triluitn ild afín en rursr». 110 riuapmidnin en 
la lilis una sama ¡íiejipr nw la exigida pm- lais oficinas recau- 
dadoras ti© a«|in'-lla : p. la!'. 

(<> V&t tiiiJil<U-n : 1 "i'imtttiiciíiii Xíniiniíil, t-t; Kccurtm cxtríiardi 
liarió 20, '¿'2. 

i-) Vit hiiiihii'ii : Atlu»tt;i, 2; CantrtUucíAil Nürkuail, lí, 12, II; 
Oosn iOKRafltt, i; ilonornrioM, ); Jitipiu^to «le jiiftietn, l; Pri»i*ri¡)eion, 
1; lí-mrsci do RtlUdait, 1; Iteiairno ili» (|iiej;i, 1; Reíuítto cxlrtiuriliiui- 
r¡«. 7, 21, 27, 30, 30, .12. 83¡ . r '<>. 57. 58, 8P, 60; (11. 02. 83, 04, tífl. 
fifi l1S- 70. 7:í: lícmrvo imtiiuirín <li' :i}i<>1rH-tt'tn, .1, D, 10. 12. 



SERVICIO MILITAR. 

1 No está comprendida «ti I* exceiíeifa e | L 41 ; 
L 4" de loa decretos 19.2*5/45 y 14.5gl/f5 - c.udadano uu ■ 
SMe con su Personé a la M,» * *j ■ hjnm.- 
m II1BV or de edad, no ittcapeitadn para tn.ha.iar: . 

2 No está e.mmremlido ei, la exeepnon provista r» el ait. 41 
L 3* iS B* 14.584/411, el ciudadano que «wtu'iie se. 

ú. sos 'm de la denominada "madre Je crianza aunque 
, i 1 s i« sol,re la adopción «H« #>. * 
habeU realizado con arrecio a tes <fcNMHnn« <T« I» 
ll* 13.252: p. 73*. 

SERVICIOS PUBLICOS. 

Ver; Cowítíttictón Xaeioiud. 22; Teléfono^ L 

SERVIDUMBRES. 

Ver: líi'eursn extraordinarm. 50 

SOBRESEIMIENTO. 

Ver: ÜtdwánSi tfy 

SOCIEDAD. 

Ver: Constituyó.. Naeinna). 7; Cusa juz-ada. 1: bnnueslo a 
los réditos. 1 ; lieenrso extraordinario, 4¿. 

SOCIEDAD CONYUGAL. 

Ver: Mandato. 1. 

SUCESION. 

Ver: Jurisdicción y enni|ieti-ueia. 1*11. 21 

SUPERINTENDENCIA. 

Ver: Ueeurso extraordinario, 3, 

SUPREMA CORTE DE LA PROVINCIA DE BUENOS 
AIRES. 

Ver: Iterursu extraordinario. (ít, 6& 

SUPREMA CORTE DE LA PROVINCIA DE MENDOZA. 

Ver: ¡feímrso extraoMíriárid, ^9. 
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■¡ l;Jtn \ \\. M i í 



TELEFONOS ('). 

1. El grrogUQén mtinieipal euya ray/m de ser está en la ocu- 
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TERCEROS. 

\"er: Daños y per.juiciojt. Ü: Expropiación, 3; Precios niáxi- 
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TERMINO. 

Ver: Aduana, B; .Jurisdicc ión y c^npetciu-ia. :t ; Notificación. 
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TERRITORIOS NACIONALES. 

Ver: XntH'iraciñn. ft 

TESTIGOS. 

Ver : Prueba. 'Jt f '.i. 

TRANSACCION. 

Ver: Constitución Nacional, 14. 

TRANSPORTE. 

Ver: Aduana. 8. 
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TRIBUNAL DE TASACIONES. 

\'er: Constil lición Nacional, 1*: Expropiación. 2, b: [íecurso 
ordinario de apelación, Id. 

TRIBUNAL SUPERIOR. 

Ver: Recurso extraordinario. (¡7, <it*, bí>. 

(i) Vit también: Oonititneifin Naeloaní, 22¡ Impuest n, 2: 
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TRIBUNALES DE TRABAJO. 

|r#rs Constitución Nacional. 12; Reemw extraordinario, 23, 
:tn. 4fl. U, 53; 67, 72. 



VIA PUBLICA. 

Wr: Constitución Nacional, 22; Teléfonos. 1. 
VIMOS. 

Ver: Impuestos internos, 11. 12, 13. 14, 13. Ifi. 

VIOLACION. 

Ver: Prueba, 3, 4. 

1 Correspondí! imponer eafctfifi unos di' prisión a i|uicu ha eo- 
inctido reiteradamente los dehi.* de violación y estupro cal iti- 
cados con respecto a sus dos hijas menores fie cuya vida m- 
moral es responsidde pm su t<ninportarnicnto hacia ellas: p. mh 
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DISCURSO PRONUNCIADO EL 1* DE FEBRERO DEL 
AÜO DEL LIBERTADOR GENEKAL SAN MARTÍN POR 
Eli PRESIDENTE DON LUIS R. LONGHI, EN 

EL ACTO DE INICIACIÓN DEL ¿m JUDICIAL 

Eximio. Señor Presidente de la Xaeión. 

Excma. Señora Doña María Eva Duarte <|c Perón. 

Excmo. Señor Ministro de Justicia. 

Señores Magistrados de la Nación y de las Provincias. 

Señoras y Señores. 

Excelencia : 

Cúbeme, señor, la profunda satisfacción de deciros 
que esta ceremonia emocionadauiente iniciada bajo el 
signo tutelar del Libertador General don José de San 
Martín en el centenario de su excelso tránsito hacia la 
gloriosa región de la inmortalidad donde perpetuamen- 
te moran los sagrados númenes de la Patria, es cere- 
monia que a designio deliberado presidís por derecho 
propio, tanto fuere en razón de la elevada potestad de 
que constitucionalincnte estáis investido por el consenso 
de un pueblo ansioso de destinos mejores, como por el 
indiscutible e irrebatable título que aute propios y ex- 
trnñOK habéis logrado conquistar de paladín de la juH- 
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tieía social, la que. ante el juicio de Dios que os guía 
desde las alturas y la gratitud de los hombres que den- 
tro y fuera de la argentina tierra sopesan el renovado 
jh !pitar de vuestro corazón ahito del sublime amor por 
la causa de los desposeídos en el multiforme cuadro de la 
desheredación material o espiritual que agobia a la hu- 
manidad y os bendice por la ininterrumpida sucesión de 
culminantes obras de fructífero gobierno que a cada ins- 
tante realizáis al impulso de ese fervoroso palpitar, es 
también justicia, justicia de áureo cuño, que en acción y 
pensamiento sin tregua ni descanso, pugna por dar a 
nula ser humano cuanto la Providencia distribuyó a 
manos llenas entre los mortales y por lo mismo, señor, 
igualmente os otorga sitial de privilegio en los altos 
escaños de la justicia argentina que en la órbita de sus 
funciones y en la confluencia de ideales comunes, com- 
parte con vos la augusta misión de aproximarse al su- 
premo mandato de la Creación condensado en una sola 
eterna Verdad : justicia entre todos los hombres y jus- 
ticia para i* los hombres. 

lias ío Ai-h > con ser tanto no os bastante aún, si no 
expresara con acento inconfundible de categórica afir- 
mación exenta de menguadas vibraciones, que tan pre- 
ciada presencia en este acto al cual concurrís en estre- 
cha comunidad de alma con vuestra dignísima esposa 
doña María Eva Duarte do Perón, que sostiene con vos 
en apretad' esfuerzo la redentora antorcha encendida 
en el hogar común para iluminar en todos los continen- 
tes el sendero de los que hnsta ayer no más recorrieron 
los ásperos caminos de la desesperanza entre las som- 
bras do la injusticia ; y, al que asistís, también, en com- 
pañía del Señor Ministro de Justicia vuestro eficaz co- 
la dorador en ponderadles reformas vinculadas con las 
lateas que aquí se cumplen cotidianamente y ante cuyos 
estrados un día fuera armado incorruptible caballero de 
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la justicia —honrando así, señor, por todo ello y super- 
abundantemcnte a esta simbólica casa de la diosa The- 
mis en cuanto tiene de representativo física, espiritual 
c institucionalinentc— si no afirmara, repito, que vues- 
tra presencia compromete de manera absoluta el profun- 
do e imperecedero reconocimiento del Poder Judicial 
de la ftepública en el doble orden nacional y provincial 
tan brillantemente representado en este recinto y el de 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación en particu- 
lar, reconocimiento amplio y sin reservas de ninguna 
índole que en nombre de todos sus magistrados de in- 
distinto fuero o jurisdicción, me hago un público deber 
en proclamar. 

Pero es que, además, con ser lo ya expuesto sufi- 
cientemente valioso por sí sólo para exornar de fúlgido 
brillo a esta ceremonia de iniciación del año judicial 
que se renueva en virtud de una feliz iniciativa elevada 
a la categoría de público mensaje del Poder Judicial de 
la Nación a sus comitentes directos o indirectos, esa pre- 
sencia vuestra como Jefe de Estado copartícipe en la 
dirección y responsabilidad de la función pública con- 
fiada a cualquiera de los representantes del Pueblo, 
le asigna asimismo una especial trascendencia, cuyos 
reales alcances corresponde señalar en todo cuanto con- 
cierne al exacto significado del acto que se celebra bajo 
tan brillantes auspicios y al que igualmente le propor- 
ciona singular realce la espectabilidad de un selecto 
auditorio —señoras y señores— cuya asistencia obliga 
también al más reconocido agradecimiento. 

Menester será, pues, detenerse en una breve f un- 
damentación de motivos indispensables para caracteri- 
zar la naturaleza o mejor dicho, el significado de un 
acto al cual se pretende revestir de un relieve desacos- 
tumbrado en los sucesos comunes o de rutina protoco- 
lar, t Cuál es, entonces, ese significado especial y cuál 
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la fuerza do convicción que ie alienta f ¿Por qué impe- 
rativo tic conciencia aflora la idea y ceta cobra impulso, 
adquiere forma exterior y se irradia en sucinta predi- 
cación que sin mengua del augusto lenguaje de los jue- 
ces, intenta resonar como cántico de fraternal exhorta- 
ción dirigida a quienes quieran oír y comprender la 
eterna verdad de la Justiciar ¿Por qué y para qué el 
Poder Judicial de la Nación abre de par en par las sóli- 
das puertas del templo guardián de In Cofistitaoión y 
de las leyes de la República y sus magistrados — ofi- 
ciantes civiles del credo detuocrátieo-republieano asen- 
tado sobre la libertad jurídica no licenciosa de los liom- 
brms v la igualdad de los destinos humanos — se ade- 
la man hacia el pórtico para platicar en voz alta con sus 
conciudadanos, renovando y actualizando así en la me- 
dida de las nuevas circunstancias en que le corresponde 
actuar pura afianzar sin desmayos la irrevocable deci- 
sión de un pueblo erguido sobre sí misino por la férrea 
conducción del gobernante disenador de una nación 
soc-ialmcntc justa, económicamente libre y políticamente 
soberana, la fe jurada a la Patria, la Constitución y 
las leyes de In Nación? 

Por una sola razón, simple de toda simplicidad y 
fácilmente perceptible n travesóle sumarísimos concep- 
tué desprovistos de cualquiera inflexión doctrinaria 
une pudiera oscurecerla: porque sean cuales fueren las 
modalidades y atribuciones que fc< han sido conferidas 
para el ejercicio de su tremenda función, el Poder in- 
dicia] es también órgano de gobierno que como los res- 
tantes Poderes instituidos, nace del Pueblo, por el Pue- 
blo y ¡jara el Pueblo y por tanto como aquellos —sin 
omnipotencia jactanciosa ni ¡impropiadas actitudes hie- 
i áticas pasatistas— no puedo permanecer aislado en 
la zona de la penumbra del misterio ni situarse o parecer 
- i 1 nado en inaccesible cima para la generalidad de los 
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hombres cguo habitan, producen y Luchan ¡en el suelo 
patria; porque al igual de los demás Poderes del Esta- 
do debe rendir espontánea cuenta de sus propósitos, 
tanto más acabadamente cuanto que en sus manos está 
la vida, la libertad, el honor, la seguridad, la tranquili- 
dad y la efectividad del bienestar general de totlos; y 
porque, finalmente, destinado a regular el sincronismo 
de los frenos y contrafrenos instituciones que ajustan 
la acción do gobernantes y gol>emados, mucho más si 
estas fuerzas desarmonizaran entre sí o saltaran de sns 
carriles, debe exhibir las palancas de contención cons- 
titucional ile que dispone y también, por <pié no decirlo, 
las palancas supletorias de emergencia fundidas en el 
precioso metal de uua justicia que debiendo estar pró- 
xima a la divina, neutralice el contrapeso de las energía» 
retardalrices, a fin de que ambas piezas del mecanismo 
institucional argentino pulimenten sin fricciones des- 
gastadoras y a la perfección posible, la obra maestra de 
la conservación y dignificación humana dentro de la 
estabilidad de las formas políticas de gobierno y sin 
que el individuo, la sociedad y el Kstado repeliéndose 
de continuo o avanzando descompasada mente, se trans- 
formen en fuerzas antagónicas de destrucción común. 

He ahí, señoras y señores, el hondo significado de 
esta ceremonia (pie al prologar la iniciación del año 
judicial, está delineando la posición del Poder Judicial 
en el <. unipliniiento de funciones catín vez más complejas 
en el reajuste del nuevo orden jurídico-social argentino, 
que exige jueces que no marchen de espaldas a la reali- 
dad de una despiadada lucha entablada entre las fuerzas 
del bien y del mal y reclama no sólo el res|>eto en primer 
término de la ley escrita sino, además, el acatamiento a 
la suprema ley moral. Es por ello, en suma, que este 
neto refirma el solemne compromiso ya contraído con 
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anterioridad, de comparecer ante el Pueblo, enunciando 
propósitos de propio perfeccionamiento, rubricando me- 
dios para lograrlo y perfilando una línea de conducta 
extraída del inédito Código do la Moral, con el objeto 
de que la letra de la ley de los hombres no se convierta 
en instrumento ciego de injusticia ni contradiga el por- 
tentoso mandamiento de la ley de la vida: el bien co- 
mún, ese precioso don quo condensa en la idea funda- 
mental que preside toda la creación humana, Ja única 
razón de su existencia. 

Entendido así y aleccionados por dura experiencia 
propia y extraña, que el mundo actual continúa no obs- 
tante estremeciéndose entre el estertor apoplético de 
lu injusticia más sórdida y la embriaguez de la discordia 
más enconada, será preciso templnr sobreagudamente 
la ospndn de la justicia, a fin de que el goce del bien 
común no se estatice en quimera de mejores tiempos ni 
so convierta en des human izado botín de guerra de mi- 
núsculos grupos sociales o raciales que renegando del 
preexistente orden natural, descifran o hacen descifrar 
las palabras de la ley escrita con la hermética clave de 
los pretores, en un febriciente empeño de retornar al 
abuso del derecho o al uso abusivo de la libertad, legiti- 
madores intocables de odiosos privilegios y BÓrdidas 
fuentes de la explotación del hombre por el hombre. 

Y éso no es, no ha de ser nunca jamás, ol bien 
común a que aspira una humanidad que rasgando los 
velos más tupidos ha llegado a comprender por fin, que 
el Sumo Hacedor al crear al hombre a su imagen y se- 
mejanza, no pensó ni remotamente marcarlo con ol 
perenne sello del sufrimiento. Ese bien común así tor- 
pemente adoptado al egoísmo do los poderosos do aden- 
tro y de afuera, no es tampoco el bien común propi- 
ciado y amparado por la Constitución Nacional y cuya 
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salvaguardia en el pacífico e integral goce de todos fué 
confiada en ultimísima instancia a la protección de los 
jueces, que debiendo ser eruditos en la cieneia del De- 
recho, lian menester para ser jueces de verdad y virtud 
probada, repasar en el gran libro de la Justicia inma- 
nente, de esa Justicia superior que todo lo abarca v que 
sobreviviendo a los pueblos y al derecho codificado de 
las naciones, es índice determinante para reconciliar 
al hombre con el hombre pero reconciliándolo al mismo 
tiempo, con la libertad en el orden y con la sociedad en 
la armonía. 

Bien común o bienestar general según lo esclarece 
con acentuado trazo humanístico el generoso e incom- 
parable Preámbulo de la Constitución Nacional eleva- 
do a la sublimidad de un ideal de inmediata realización 
por el pensamiento conductor de la Nueva Argentina, 
que propugna para todos los hombres de la tierra —sin 
límites, fronteras, credos o razas— el definitivo adveni- 
miento de un justieialismo reparador en trance de re- 
modelar un inundo mejor, mundo más perfecto y gran- 
demente más justo en cuanto tiene de vasto y complejo, 
que afirmo la paz interna y la externa indispensables 
para eslabonar la continuidad evangélica del amor so- 
bre la tierra y que en síntesis de maravillosa superación, 
proporcione la inextinguible felicidad de saborear el 
delicioso licor de la vida, decantado del zumo amargo 
de los padecimientos que envenenan el presente corro- 
yendo el futuro, goces comunes para todos y sin exclu- 
siones de nadie, delicias y goces que permitan estallar 
la alegría del vivir en el preciso instante que se de- 
rrumbe el pedestal de la prepotencia, el orgullo, el pri- 
vilegio y ía injusticia, que se derrumbe para siempre a 
ios pies de una humanidad liberada al fin del dolor de 
los humildes y de la miseria material y espiritual de los 
pueblos. 
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Excmos. Presidentes dé los Supremos Tribunales 
de Provincia. 

Señores Magistrados federales y nacionales. 
Señores Profesionales y auxiliares de la Justicia: 

Kn nomine cíe |m Corte Suprema de Justieia de la 
Nación que me honro en presidir y al agradeceros vues- 
tra asistencia en ceremonia tle tanta jerarquía os doy 
ln bienvenida más cordial. Reunión es ésta de la gran 
familia .indicia I argentina congregada en el solar que 
guarda tradiciones comunes y alentada por un mismo 
anhelo: exaltar la virtud de la Justicia. Siendo pues, 
reunión de-familia, permitid que os hable si bien breve- 
mente de menesteres nuestros, con el corazón en la 
mam». 

Se ha dicho antes que toda la existencia humana se 
concreta en uim irrefrenable aspiración de bien común 
y se ha recordado, también — sin pretensión de revela- 
ciones sorprendentes — que incumbe a los jueces la 
augusta misión de afianzarlo en la órbita de las funcio- 
nes y atribuciones que le han sido asignadas. Con esc 
doble propósito, e| legislador ha dotado a los jueces de 
los instrumentos legales- necesarios, librándolos al sa- 
ber, la probidad y la conciencia de los magistrados, Rl 
derecho escrito, la doctrina y la jurisprudencia comple- 
mentan el sistema. / 

Todo así parece de urna simplicidad manifiesta rei 
teñidora en el tiempo y el espacio, de cuanto acontece 
en el universo desde que el hombre para"' salir del rei- 
nado de la ley de la selva, viósc obligado a implantar el 
gobierno de Ips jueces. Sin embargo, duele decirlo, en- 
tonces y ahora, no ha bastado como no basta por sí sola 
la instrumentación legal o doctrinaria para afianzar la 
justicia entre los hombres, esto es, hi justicia como Vir- 
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tud y la justicia como Verdad. Diversos factores conspi- 
ran en contra y de su confrontación a la luz de la reali- 
dad circundante en cuanto al juez, lu ley, la doctrina, el 
medio, la época, los prejuicios y la etapa consagratoria 
del bien común para cuyo afianzamiento liase armado 
pacientemente todo el aparato judicial, caln-n algunas 
observaciones sobre las cuales muy someramente y aiu 
comprometer otras opiniones que no fueren las propias, 
nunca resultará superfluo discurrir en el seno de la 
familia judicial. 

iCómo lia de ser y cómo debe comportarse el Juez 
en una época en que sorprendentes transformaciones 
jurídico-cconómico-socialcs exceden en velocidad al apro- 
piado reajuste de las leyes y las doctrinas? En m¡ opi- 
nión, ya no basta con el Juez erudito, lenl, de inmacula- 
da fama, sin codicia, manso y de buena palabra, según 
la clásica semblanza de don Alfonso el Sabio. En un 
mundo como el actual de continua y profunda desar- 
monía, en que el curso de Ion acontecimientos diarios 
deja de ser ordinario para convertirse en extraordinario, 
el Juez que no quiera rendirse impotente ante la iujusti 
cia manifiesta, no lia de trepidar en las soluciones ex- 
traordinarias extraídas de las líneas y entrelineas del 
legislador pero sin descuidar tampoco los mandamientos 
superiores de la moral y los eternos principios del Bien 
y dé la Verdad. 

Ei r mi ble mal de la justicia humana, enseñaba Je- 
remías Bcutliam, lo constituye el terror a la innovación 
que no siga el curso do la marcha gradual o se adelante 
al tiempo más oportuno, miedo de atacar el abuso del 
derecho en cualquiera de sus causas que nadie osaría 
defender abiertamente, pero que en el atrevido plantea- 
miento de un Juez capaz de eosas extraordinarias im- 
portaría fiara los espíritus timoratos, tanto como ab- 
jurar de lo doctrina de la perpetuidad de las citas 
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jurisprudenciales pasadas en autoridad de principios 
intocables, aun cuando que con ellos y pese a toda la rec- 
titud y nobleza de corazón de los jueces, pudieran re- 
niñe luirse has cadenas de la injusticia. 

Es por ello, precisamente, que al poner punto final 
a estas íntimas reflexiones articuladas en voz alta co- 
mo si se hablare a solas consigo mismo, quepa agregar 
sin intención ofensiva para nadie en una meditación 
que emerge del rígido examen de la propia conciencia, 
que en esta hora crucial de la vida nacional orientada 
por indomable voluntad d infatigable brazo hacia una 
Nueva Argentina cada voz más grande pero cada vez 
mas socialmente justa, el Juez que siendo sabio, probo y 
de buena fama, no obstante se abroquela en el quietismo 
de la fría aplicación de la ley sin percibir las inconmen- 
surables dimensiones del Derecho como fuente reno- 
vadora do la felicidad humana, es, apenas, un apocado 
caminante por los majestuosos senderos do la Justicia. 

Excmo. Señor Presidente : 
Señoras y señores: 

Bajo la advocación de Dios, fuente de toda razón 
y justicia, declaro solemnemente inaugurado el presente 
año judicial. Quiera, Él* iluminar las mentes y fortalecer 
las conciencias délos magistrados déla República, para 
{pie al tiempo dé administrar i ni parcialmente justicia 
entre los hombres, sin dar nunca de más, tampoco midan 
con mezquina vara. 
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ACORDADAS REFERENTES AL JURAMENTO DE LA 
CONSTITUCION NACIONAL POR LOS MAGISTRADOS, 
FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS JUDICIALES 



En Buenos Aires, a loa catorce días del mea de marzo de 
mil novecientos cuarenta y nueve, reunidos en su Sala de 
Acuerdos el Señor Presidente de ta Corte Suprema de Justi- 
cia de la Nación, doctor don Tomás I). Casares y los señores Mí* 
nistros doctorea don Felipe Santiago Pérez, don Luis R. Lon- 
jrhi, don Justo L. Alvares Rodríguez y don Rodolfo O. Valen- 
EUeta, con asistencia del señor Procurador General de la Nación 
doctor don Carlos G. Delfino, 

Considerando : 

Que en vista de que la Constitución sancionada por la 
Convención Nacional el once del corriente dispone en su ar- 
tículo 32 que "nadie puede ejercer empleos y funciones públi- 
ca* civiles o militares «i previamente no jura ser fiel a la 
Patria y acatar esta Constitución" y cu el ít* de las disposicio- 
nes transitorias se impone la prestación de dicho juramento a 
"todo ciudadano que se halle actualmente en el ejercicio de 
una función pública", juramento que el Presidente de cada 
Cuerpo prestará ante este último y los miembros del mismo ante 
su Presidente. 

Y que en conocimiento de que el Exemo. Señor Presidente 
de la Nación prestará el juramento de que se trata el dieciséis 
del corriente, 

(l) En el tomo 213 de lo* Fallos de la Corle Snprems ostá publi- 
cada la acordada referente a la «iij^rintcndcaci* sobre los tribunales de 
justicia de la Capital Federal (püg. 185). 

En el tomo 214, está publicada la acordada de honores de la Corto 
Suprema con motivo del fallecimiento del 8r. Ministro Dr. D. Justo Lu- 
cas Alvaros Rodrigues (pág. 309). 

En el tomo 215 están publicadas los acordadas de la Corte Suprema 
referentes a la constitución de los tribunales de enjuiciamiento (pfig. Ít65). 
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Acordaron ¡ 

T) Fijar el día dieciocho del corriente a las catorce, para 
que el Presidente de la Corte Suprema «Himpla ante ella «on 
lo mandado en los preceptos que se acaban de citar, reciba 
luego el de tos señores Ministros y el del Procurador General 
de tu Nación y Ja Corte el de los Presidente» de las actuales 
Cámaras Federales, de la Justicia Letrada de los Territorio*. 
Civiles, Comercial, Crimina) y Correccional, de Paz Letrada y 
del Trabajo de la Capital Federal (art. 94 de la nueva Cons- 
titución). 

Acto ¡seguido los señores Presidentes de las ("amaras reci- 
birán el juramento de los demás miembros fie ella», y cada 
Cámara el de los Señores Jueces. Fiscales. Asesores de Meno- 
res y 1 WVnsnrcs de sus respectivos fueros. Todo ello en el 
mismo acto para las Cámaras, jueces y funcionarios con asiento 
en la Capital Federal, La ceremonia tendrá lugar en la «ala 
de Audiencias de esta Corte. 

Loa señores Presidente» de las Cámaras Nacionales de Ape- 
lación que tienen su. asiento fuera de la Capital Federal dis- 
pondrán lo pertinente para cpie, a la mayor brevedad, sea reci- 
hido el juramento de los miembros de ellas y de las magistra- 
dos y funcionarios de las respectivas jurisdicciones. 

Las Cámaras y los jueces adoptarán las providencias per- 
tinentes para recibir el juramento del personal de su depen- 
dencia. El del personal dependiente de la Corte Suprema será 
recibido en la oportunidad y forma que el Tribunal disponga. 

Con el objetó precedentemente expresado e( señor Presi- 
dente hará las comunicaciones que correspondan a los Presiden- 
te» de las Cámaras para que éstos las hagan a su vez a los 
miembros de ellas, j, teces y funcionarios de sais fueros res- 
pectivos. 

Con lo (pie terminó el acto, ordenando «e registrase en el 
libro correspondiente, por ante mí de que doy fe. — Tomás 

I». CASARES. _- PkI-II'K SaNT!A(íO PÉ«EZ. — LUIS R. LoNOHI. — 

Justo Aí.vaurz TlonidorKz. -- Roooliyi (í, Valenzuela. — Cab- 
i.os Gf. DeLFISO. Ramón T. Mén&ez (Secretario). 



En Buenos Aires, a los veintiún días del mes de marzo de 
mil novecientos cuarenta y nueve, reunidos en su Sala de Acuer- 
dos el señor Ministro Decano de la Corte Suprema de la Na- 
ción. Doctor don Felipe Santiotro Pérez y los señores Ministros 
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Doctores don Luis 1?. Longtii, clon Ju»iu L Alvaro Rodríguez 
y don Rodolfo O. Valciuuela, 

Considerando : 

Que en el día de la frclia bn tenido luííar en él salón do 
la Presidencia del Tribunal la reunión de los señores Presiden- 
tes de las Cámaras de Apelación de la Capital, convocados a 
efecto de verificar el resultado del juramento de fidelidad a la 
nutria y acatamiento u la Constitución Nacional vigente toma- 
do el 18 del corriente a ¡os ministrados y funcionarios de los 
tribunales de la Capital. ■ 

Que de lo tratado en ta reunión mencionada se dejó cons- 
tancia en el acta suscripta por todos los concurrentes, de la 
que resulta que el juramento de referencia ha sido pretorio 
por la totalidad de los magistrados y funcionarios requeridos 
para ello, excepto por uquellos que expresamente se mencionan 

' R 6 Quedada la jerarquía y funciones de los interesados y 
atento las razones con que se lia expresado la omisión ret cri- 
da, se hace necesaria la remisión de los antecedentes respecti- 
vos al Poder Ejeeutívo Nacional. . 

En su mérito, decidieron enviar en el día copia auténtica 
del presente acuerdo y del acta que en él se menciona al l oder 
Ejecutivo Nacional por intermedio del Ministerio de Justicia 

Con lo que terminó el acto ordenando se registrase en el 
libro correspondiente por ante mí de que doy fe — Felipe 

SANTIAGO PÉREZ. - LVH R. LONGHI, - JUSTO L.AX**Xj¿ 

Rodríguez.. — Rodolfo G. Valenzuela. — Ramón T. Mévac. 
(Secretario). 



ACORDADA SOBRE EL REGIMEN DE TURNOS Y CONO- 
CIMIENTO DE LAS CAUSAS CQttgESEO^E^Ea.A 
LOS JUZGADOS FEDERALES DE LA CIUDAD DE 

CORDOBA 

En Buenos Aires a los cinco días del mes de mayo de 
mil novecientos cuarenta y nueve reunidos en BU ítajj de 
Acuerdos el Señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia 
W a **tor don Felipe S. Pérez y 1« señorea M.nis- 
tros Doctores don Luis R- Longhi, don Justo L. Alvjrcz Rodrí- 
guez, don Rodolfo G. Valennuela y don Tomas D. Casares. 



18 



FAM.OS DE LA CORTE SUPREMA 



i 'onsidcrando : 

Que la ley X* 13.278 dispone en .su art. 8 crear otro Juz- 
gado Federal cu la ciudad de Córdoba con la misma jurisdic- 
'■í6ji y competencia del que actualmente funciona ou dicha ciu- 
dad estableciendo en su art. 10 que esta Corte Suprema rcpln- 
menlnrá la forma en que han de distribuirse los asuntos en trá- 
mite entre los juzgados existentes y los nuevos a que se refiere 
ta presente ley; fijará los turnos para conocer en las nueva* 
causas y determinará la fecha en que comenzará el funciona* 
miento de eütos últimos, una vez que hayan sido instalados. 

Que por decreto del P. E. X* 8024, de fecha 4 de abril 
dé 1949, ha sido designado el Juez titular del nuevo juzgado, 
quien después de haber prestado juramento ante esta Corte 
Suprema e integrado el personal del Juzgado, manifiesta por 
nota de fecha 3 del cte. que ge halla en condiciones de insta- 
larse en dependencias de la Secretaría Electoral. 

Que se hace así necesario reglamentar provisionalmente el 
régimen de tumos, conocimientos de causas y fecha de inl-ia- 
eión ile funcionamiento dpi nuevo Juzgado a que se refiere 
el art 10 de la ley 13.278. 

Que la desigualdad de trabajo entre el Juzgado Federal 
primitivo y el creado debe compensarse en el régimen de turnos. 

!*or lo tanto se resuelve ; 

V) Que el Juzgado primitivo X* 1 continuará conociendo 
en todas las causas (pie actualmente tramitan .¡ante él y de las 
que se inicien con anterioridad al 12 de mayo/de 1949. 

2*) Que hasta nueva disposición, elJaáevo Juzgado Fe- 
deral X* 2 estará excesivamente de turno para las causas que 
se inicien a partir del 12 de mayo de 1949, fecha en que comen- 
zará el funcionamiento de dicho Juzgado. 

3*) Que a partir de ta fecha que esta Corte Suprema de- 
termine oportunamente, el turno para la recepción de las cau- 
sas será mensual, debiendo iniciarlo el Juzgado primitivo N* 1. 

4") Comunicar al P. E. la presente Acordada. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente por ante mí de 
que doy fe. — Felipe Santiago Pérez. — Luí» R, Loxgiii. — 
Justo L. ái.vakez Rodríguez. — Rodolfo G, Valejízuela. — 
Tomás I), Casares. — Ramón T &¿n4ez (Secretario). 
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ACORDADA SOBHE ¡PERMANENCIA EN LA ALCAI- 
DIA DEL PALACIO DE JUSTICIA, DE MUJERES DE- 
TENIDAS QUE ESTAN A DISPOSICION DE LOS TRI- 
BUNALES 

En Buenos Aires, a los cinco días del mes de mayo de mil 
novecientos cuarenta y nueve reunidos en la Sala de Acuerdos 
del Tribunal el señor* Presidente de la -Corte Suprema de Jus- 
ticia de tu Nación Doctor don Felipe Santiago Pérez y los se- 
ñores Ministros Doctores don Luis Ii. Longhi, don Justo L. 
Álvarez Rodríguez, don Rodolfo O. Valenzucla y don Tomás 
D. Casares. 

Considerando : 

Que la custodia, <n '¡i Alcaidía del Pulacio, de las muje- 
res detenidas y puestas a la disposición de Ks tribunales de 
justicia, origina dificultades, mayores aun d-rante la noebe, 
por la falta de instalaciones adecuadas para el debido aloja- 
miento de aquéllas, a lo cual se agrega que la mnyor parte 
de los detenidos y la totalidad del personal encargado de su 
guarda son varones. 

Que basta tanto sea posible subsanar los inconvenientes ori- 
ginados por la falta de local adecuado, es necesario adoptar las 
medidas tendientes a obviar dichas dificultades y a evitar 
que puedan producirse otras fácilmente previsibles. 

Que no existe en cambio inconveniente insalvable en que 
las detenidas permanezcan alojadas en la Alcaidía durante las 
horas de la mañana o de la tarde. 

Por ello y en ejercicio de la facultad de superintendencia 
de la Corte Suprema, se resuelve: 

1*) Que desde el 16 de mayo de 194' *w mujeres deteni- 
das, comunicadas b incomunicadas, sób podrán permanecer en 
la Alcaidía det Palacio de Justicia durante los horas en que 
se halle en su despacho el tribunal a cuya disposición estén. 

2*) Que se haga saber esta resolución a las Excmas. Cá- 
maras de Apelaciones en lo Federal y en lo Criminal y Correc- 
cional de la Capital, a efecto de que la pongan en conocimiento 
de los magistrados que dependen directamente de ellas. 

3*) Que asimismo se comunique esta resolución al Señor 
Jefe de la Policía Federal y al Señor Director General de Ins- 
titutos Penales, a los efectos pertinentes. 

Todo lo enal dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 



20 



*MM& DR LA CORTE SUPREMA 



uicasp y registrase en el libro correspondiente, por unte mí de 
que doy fe. — Felipe Santiago Pérez. — Luis R. Longiii, — 

Jt*STO L. Al.VARKZ ROtmtOÜF& — líODíyLtXl G. VALENZUB- 

la. — Tomas D. Casares. — llamón T. Ménfaz (Secretario). 



ACORDADA SOBRE. NOMIUt AMIENTO DE PERSONAL 
EN LOS JUZGADOS Y LAS FISCALIAS Y DEFENSO- 
RIAS FEDERALES EN LAS PROVINCIAS 

En Buenos Aires, a los seis días del mes de jimio del año 
mil novecientos cuarenta y nueve, reunidos en la Sala de Acuer- 
dos del Tribunal, ol Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia fie la Nación, doctor don Fplipe Santiago Pérez, y 
los señores Ministros doctores don Luis li. Lorighi, don Justo 
L. Alvarez Rodríguez, don Rodolfo G. Valenzuela y don To- 
más I). Casares. 

Dijeron : 

Que teniendo presente el limitado personal con que cuen- 
tan bis actuales fiscalías y defcnsnrías en lo federal, circuns- 
tancia ésta que reduce sus posibilidades de promoción, 

Acordaban: 

1*) Que los Jueces de Spiíeión, Procuradores Fiscales y 
Defensores de Pobres, Incapaces y Ausentes en lo Federal con 
asiento en Provincia, al elevar a la Corte Suprema las propues- 
tas de nombramiento con sujeción a las normas que establece 
el art. 29 del Reglamento, tendrán respectivamente en cuenta 
la situación de todo el personal de los Juzgados, Fiscalías y 
Oefensorías de su jurisdicción. 

2*) Dejar sin efecto la Acordada de fecha 19 de setiem- 
bre de 1047 en cuanto se opone a la presente. 

Todo lo cnal dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nícase y registrase en el libro correspondiente, por ante mí de 
que doy fe. — Felipe Santiago Pérez. — Luis R. Longiii. — 
Ji'üto L. Alvahez Rodríguez. — Rodolfo G. Vale?ízuet.a. — 
Tomas D. Casares. — Ramón T. Méndez (Secretario). 
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ACORDADA SOBRE RESTRICCIONES EN LA UTILIZA- 
CION DE LA ENERGIA ELECTRICA EN EL PALACIO 
DE JUSTICIA Y EN LOS EDIFICIOS PUESTOS BAJO 
LA SUPERINTENDENCIA DE LA CORTE SUPREMA 

En Buenos Aires, a los nueve días del mea de junio de mil 
novecientos cuarenta y nueve, reunidos en la Sala de Acuer- 
dos del Tribunal el señor Presidente de ta Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, doctor don Felipe Santiago Pérez y los 
señores Ministros doctores don Luis R. Longhi, don Justo 
L. Alvares Rodríguez, don Rodolfo O. Valcnzuela y don To- 
más D. Casaro*. 

Considerando : 

Que en reciente decreto el Poder Ejecutivo de la Nación 
ha señalado Ta urgente necesidad de aplicar importantes res- 
tricciones en ta utilización de la energía eléctrica durante las 
horas de mayor consumo y ha dispuesto la adopción de las 
medidas pertinentes, 

Que corresponde prestar al Poder Ejecutivo Nacional la 
colaboración necesaria para alcanzar la Tcducción que se ha 
propuesto, adoptando las disposiciones pertinentes, entre ellas, 
la modificación del horario de funcionamiento de los Tribuna- 
les de Justicia de la CapitaT. cuya superintendencia ha sido 
confiada a esta Corte Suprema por el art 94 de la Constitución 
Nacional. 

Resolvieron : 

V) Durante el período comprendido entre el día diez in- 
clusive del mes de junio en curso y e! día catorce inclusivo del 
mes de noviembre próximo, las oficinas que funcionan en el 
palacio de justicia, en los edificios puestos bajo la superinten- 
dencia de la Corte Suprema por decreto del P. Ejecutivo, y 
en los correspondientes a los tribunales de justicia de la Capi- 
tal Federal instalados fuera de ellos, atenderán al público des- 
de las once horas cuarenta y cinco minutos hasta las diecisiete 
horas cuarenta y cinco minutos, excepto los días sábados en que 
los atenderán de nueve a doce horas. 

2*) El personal de las oficinas mencionadas podré per- 
manecer en ellas hasta las dieciocho horas treinta minutos al 
sólo efecto de cumplir las tareas de orden interno que no hu- 
bieran podido realizar durante el horario de atención al publico. 
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•T) La» limitaciones precedentes no regirán respecto de 
a) La justicia de instrucción y correccional cuando huyo 
«pie tomar declaraciones o realizar otras diligencias imposter- 
gables fuera tle las horas .señaladas, haciéndolo saber en cada 
caso al Intendente del Palacio de Justicia. 

h) El Fiehero Nacional de Enrolados y Secretaría Elec- 
toral. 

e> El Registro de la Propiedad. 

(I) La Alcaidía del Palacio de Justicia 

+?) El Señor Presidente de la Corte Suprema adoptará 
las medidas complementarias qne estimare convenientes para 
obtener la reducción de referencia. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se pu- 
blicase y registrase en el libro correspondiente por ante mí de 
fine doy fe. — Felipe Santiago Pérez. — Litis R. Lonaih. — 
Justo fj, Alvarez RodrIouez. — Rodoteü O. Valenzuela . — 
TomXs D. Casares. — Ramón T. Mfndez ( Secretario). 



ACORDADA SOBRE INCLUSION DK LOS FlTsíCIONA- 
KIOS. EMPLEADOS Y OBREROS DE LA JUSTICIA NA- 
r ION AL EN EL REGIMEN ESTABLECIDO POR EL 
DECRETO .V 8271/49 

En Bueno* Aires, a los veintiocho días del mes de julio 
del año mil novecientos euarenta y nueve, reunidos en ta Ral» 
de. Acuerdos del Tribunal el Señor Presidente de la Corte Su- 
prema ile Justicia de la Nación doctor don Felipe Santiago 
Pérez y los señores Ministros doctores Aon Luis R. Longhi, don 
Rodolfo O. Valenzuela y don Tomás D. Casares, 

Considerando : 

l¿ue el art. V del Decreto N* 8271 de fecha » de abril del 
corriente año dispone incluir en el régimen que instituye, h 
Lis funcionarios, empleados y obreros del P. E. con exclusión 
de las funcionarios comprendidos en el art. 46 de la Constitu- 
ción Nacional. 

Que por el art. V del mismo Decreto se solicita del Presi- 
dente del Tribunal, la colaboración necesaria a fin de Que se 
incluya al personal de la Justicia Nacional en el aludido re- 
pinten. 
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<jtic dadas las final idadcg que persigue el P, E. con !a nc- 
dida adoptada y nm la sitia excepción de loa señorea Jueces 
respecto de los cuates se hit establecido un procedimiento para 
juzgar su responsabilidad ; este Tribunal considera conveniente 
incluir en dicho régimen a los funcionarios y empleados de la 
Justicia Nacional, 

Por ello resolvieron : 

1*) Excepto los señores Jueces, todos los demás f unció 
narios, empleados y obreros de la Justicia Nacional se hallan 
incluidos en el raimen establecido por el Decreto del P. K. 
N* 8271 de 1949. 

T) Comunicar la presente acordada al Poder Ejecutivo 
y a los respectivos Tribunales. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mi de 
que doy fe. — Fcmpe Saxtiaoo Pérez. — Luis R. Lonohi. — 
Rodolfo O. Valenzeiti„\. — Tomás D. Camkes. — /¡formo» T. 
Méndez í Secretario). 



ACORDADA SOBRE DISTRIBUCION DE LAS CAUSAS 
CORRESPONDIENTES A LOS TRIBUNALES CREADOS 
POR LOS DECRETOS Nos. 42^/4» y 4257/45 

En Buenos Aires a los ocho días del mes de septiembre de 
mil novecientos cuarenta y nueve reunidos en la Sala de Acuer- 
dos del Tribunal el señor Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, doctor Felipe Santiago Pérez y los 
señores Ministro* doctores don Luis R. Longhi, don Rodolfo 
O. Vatenstuela y don Tomás 1). Casares, 

Acordaron : 
Considerando : 

Que el señor Presidente de la Cámara de Apelaciones para 
la Justicia Letrada de los Territorios del Norte ha presentado 
el 5 de agosto próximo pasado la nota agregada a fs. 1 y 2 
del expediente de superintendencia letra F. N* 21, en la que 
textualmente dice : 

"Señor Secretario de la Corte Suprema de la Nación. 
Tengo el agrado de dirigirme a V. 8., en mi carácter de Pre- 
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sálente de la Cámara de Apelaciones con asiento en Resisten- 
l ia, para poner, por su digno intermedio, a la consideración 
del alto Tribunal Ir conveniencia do reglamentar Eos alcances 
del art, 3» del decreto ley 4256/1945, en cuanto prevé el des- 
tino de las causas en trámite de segunda instancia, en H mo- 
mento de la instalación del nuevo tribunal. Dice el referido 
precepto, refiriéndose a ta Cámara de Apelaciones de Resis- 
tencia: Una vez instalada, 1c serán remitidas por la Cámara 
Federal de Apelación de Paraná, las causas pendientes en la 
que le corresponda entender según la jurisdicción territorial 
establecida, si hubiere conformidad de partes. Se entenderá 
que existe esta conformidad si las partes dentro del término de 
cinco días de instalado el tribunal no manifestasen expresa- 
mente su voluntad de que la causa continúe en la jurisdicción 
del tribunal en que se halla". En presencia de ese texto, 
podría discutirse si los cinco días que las partes tienen pura 
ejercitar la opción por el nuevo tribunal, cuentan dcsrl? la 
fecha de la instalación de éste, o desde la notificación a las 
p;n't-'s de una providencia en que se tes haga saber aquel 
hecho. En favor de la primera solución podría argumentante 
pon el texto literal del precepto transcripto. Para apoyar la 
sririnda, habría de reclamarse la aplicación analógica de las 
normas procesales, que toman como punto de partida de los 
términos, la fecha de 1p notificación de las respectivas provi- 
dencias, y se aduciría, además, que siendo la instalación de un 
tribunal un hecho y no una norma jurídica, su conocimiento no 
puede presumirse. Asimismo la disposición transcripta hace 
posible que, después de planteada y resuelta la cuestión del 
comienzo del término de la opción, se plantee otra, encaminada 
a determinar cuando existe conformidad de partes. jtl>ebe pre- 
valecer "obre la voluntad expresa de una de las partes — en el 
Sentido de que la causa quede en el tribunal en que se halle — , 
la manifestación en contrario de Ir otra parte, y aún el mero 
silencio de ésta? A favor de la afirmativa puede argumentarse 
otra vez con la letra de la disposición que usa el plural — "par- 
tes" — -j para referirse a quienes tjenen qne manifestar expre- 
samente su voluntad de que la cansa continúe en la jurisdic- 
ción del tribunal en que se hallen para que aquella solución 
se impoiura. Para sostener la negativa, podría decirse que el 
término "partes" no ha sido empleado con referencia a cada 
una de las causas, sino a todas y que, en consecuencia, sería 
suficiente la manifestación de una sota de las partes en cada 
juicio, para que la causa quedara radicada en la jurisdicción 
del tribunal en que se hallara. En apoyo de esta tesis habría 
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de argüirse también eon la consideración de que no aparece 
probable que el legislador Humara eonfnrmidad de partes a la 
disconformidad expresa de las misma*, como ocurriría en el caso 
de oue una de ellas hubiera pedido que el expediente quedara 
en el tribunal de Paraná, y la otra, que pasara al de Resis- 
tencia. De acuerdo con la secunda tesis, la única finalidad de 
la última parte de la disposición sería interpretar el silencio 
de cada parte como manifestación de su voluntad de que el 
expediente se radique en la nueva Cámara. Dejo sometidas 
estas cuestiones, a la consideración de la Corte Suprema, con 
el propósito de evitar las demoras que podría originar en la 
labor del tribunal que presido, el planteamiento de una de 
ellas, o de ambas, en forma simultánea o sucesiva dentro de 
cada expediente, en desmedro de los propósitos de celeridad 
procesal que determinaron la creación del nuevo órpano judi- 
cial. Con tal motivo, me complazco en saludar a V. 8. con mi 
consideración más distinfruida. Fdo. : Ftrmmfltz del Casal". 

Que requerido el pertinente dictamen del Sr. Procurador 
General, éste se ha expresado en la forma siguiente: 

"Suprema Corte: Considero que el artículo 3* del decreto 
4256/1945 es suficientemente claro tanto en cuanto dispone 
que el término de cinco días corre desde que se haya instalado 
el trihunnl. como en cuanto a que la conformidad que prevé 
es la de todas las partes que intervengan en el juicio. No creo 
pues necesaria ninguna reglamentación ul respecto. Las enes- 
tiones que en cada juicio puedan articular los litijíantes de- 
berán ser materia del pertinente pronunciamiento judicial en 
el caso concreto. Buenos Aires, agosto 25 de 1949. (Fdo.) : Car- 
los Gabriel Delfino". 

Que al establecer la presunción de la conformidad de la* 
parte* en la remisión de las causas a las Cámaras de Apela- 
ciones creadas por el decreto 4256/1945. para el caso de que no 
manifestaran lo contrario dentro del término de cinco días do 
instalado dicho tribunal, el art. $ del mencionado decreto 
ti* 4256/1945 — necesariamente presupone que el hecho de la 
instalación debe ser conot-ido por los interesados pues de otro 
modo no podrían hacer uso del derecho qne les concede—. 

Que los decretos 4256/45 y 4257/45, por lo» cuales fueran 
creadas las Cámaras de Apelaciones para la justicia letrada de 
los Territorios del Norte y del Sud, respectivamente, no preven 
la forma en que deberá hacerse conocer a las partes la instala- 
ción de esos tribunales. 

Que es conveniente evitar las dificultades y los conflictos 
que visiblemente pueden surgir a raíz de esa omisión, como 
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lo pone de manifiesto tu presen t lición 11 que se ha hecho refe- 
rencia al comienzo, uniformando el criterio que deberá seguirse 
a los efectos expresadas, en ejercicio de ln facultad de regla- 
mentación que los arts. 11 de la ley 27 y 10 de la ley 4055 
acuerdan a esta Curte Suprema. 

Que a falta de disposición lr«ral que establezca en qué fur- 
nia se hará saber a las partes la insta lncíón de las Cámaras de 
A I (elación de referencia, corresponde atenerse a lo dispuesto en 
el título IX de la ley nacional de procedimiento* n° 50. pues la 
situación que se prevé en los «rts, !í y 7 de los decretos men- 
cionados equivale a un em placimiento para que las partes ha 
■ran 080 del derecho que en ellos se les otorga, lo nial requiere 
la enr respondiente notificación personal o por cédula. Este es, 
por lo demás, el medio más adeeuado de «semino- a las partes 
el ejercicio del derecho de opción que los decretos le confieren, 
el cual podría resultar, de otro mudo, seriamente obstaculizado 
en razón de fas distancias (pie separan a los nuevos tribunales 
de aquellos en que tramitan Jos juicios y de las consiguientes 
dificultades de comunicación, que podrían impedir el conoci- 
miento de la instalación de los nuevos tribunales en tiempo 
oportuno para efectuar la opción en el plazo fijado, que resul- 
taría reducido y uno menor, cuando no vencido. 

Que en cuanto a la segunda cuestión planteada cu la pre- 
sentación de referencia es indudable que, como lo expresa el Sr. 
Procurador General, a los efectos de la remisión de una causa a 
los tribunales creados pnr los decretos aludidos, se requiere la 
conformidad, expresa o tácita, de las partes que actúan en ella, 
exigencia claramente establecida en el primer apartado de los 
mencionados decretos. El setnindo apartado de esos artículos se 
limita n prever el caso de silencio, sin alterar la regla preceden- 
temente mencionada. 

Por tanto resolvieron : 

1") ÍTneer saber a las Cámaras de Apelaciones creadas 
por los decretos 4256/45 y 4257/45, a las Cámaras Federales 
de Apelación de Paraná y La Plata y a los señores jueces le- 
trados de líawson y Esipie). que la instalación de los tribunales 
creados por los decretos mencionados deberá notificarse por 
cédula en cada juicio a las partes del mismo, a partir de cuya 
notificación se contará el plazo de cinco días a que se refieren 
los arts. 3 T y 7* r respectivamente, de dichos decretos. 

2*) Que sólo deben ser enviados a loa tribunales crea- 
dos por esos decretos las causas en que mediara la conformidad 
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expresa o taeita en la forma que aquéllos establecen, de lns 
partos que intervienen en cada una de aquéllas. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron ordenando se regis- 
trase en el libro correspondiente, por ante mí, de qué doy fe. 
— Felipe Santiago Pérek. — íitíttí R. t^^anu — Iíodolfu 
O. Valenzuelv — Tomas D. CASABES. — fíirnrtio K, Rey (Se- 
cretario). 



ACORDADA SOBRE LISTA DE COXJ FECES. PARA LA 
CORTE SUPREMA Y LA CAMARA FEDERAL DE 
LA CAPITAL 

En Bueno* Aire.s a diecinueve días del mes de diciembre 
de mil novecientas eiuirenta y nueve reunidos en su ShIb di- 
Acuerdos el Sr. Presidente de la C-írto Suprema de Justicia 
do la Nación Dr. don Luis R. Lonjrhi y lns Sres. Miuistros Dres. 
don Rodolfo O. Vn'cnzuela, don Tomás D. Casares, don Feli- 
pe Santiago Pérez y don Atilio Pernal no con el fin de formar 
para et año mil novecientos cincuenta la lista de conjueces para 
esta Corte Suprema a que so refiere el art. 23 de la Ley de 
Procedimientos v el me. 3" del art. V de la ley 4162 la cual es 
extensiva a la Cámara Federal de Apelación de la Capital 
(ine. 3' del art. 2* de la misma ley), se practicaron las respec- 
tivas insaculaciones resultando designados para la 

Curte Suprema de Justicia </* ta Saeión y Cámara Fedcrni 
de Apelación de la Capital, los doctoren; Carlos Ibarguren, Ju- 
lio M. Laffitte, Carlos M. Lascano, Juan Francisco Muñoz Dra- 
ke, Arturo Seeber. Ramón Porcel de Peralta. Alfredo Labouglo. 
.losé Pedro Pcllegrini, Carlos Sáenz. Jesús II. Paz (h.), Ra>- 
ínundo L. Fernández. (JuiUermo Acuña Anzorena, Adolfo Ci- 
ehero, Manuel Pórtela Ramírez, Luis María Rezzónieo, Luis 
María Salvadores, Héctor Sáenz Qucsada, Luis Gttenu*», Faus- 
tino J. Legón, Rodrigo Amorortu. Jor|íe Cabra] Texo, Juan 
Luis Alvarado, Juan A. Moyano, Javier López y Eugenio Mor- 
deglia. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron ordenando se íegis- 
trase y comunicase en el libro correspondiente, jtor anlc mí de 
que doy fe. — Luis R. Lonuiii. — Rodolfo O. Vai.enzuela. — 
TomAs D. Cakahes. — Felipe Santiago Pérez. — Atilio Pes- 
saono..— Ramón T. Mímhz (Seeretario), 
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ACORDADA SOBRE LISTA DE CONJUECES PARA LAS 
CAMARAS FEDERALES DEL INTERIOR, LAS CAMA- 
RAS DE APELACION DE LOS TERRITORIOS NACIO- 
NALES Y LOS JUZGADOS FEDERALES EN LAS 

PROVINCIAS J 



En Buenos Aires a veintidós días del mes de diciembre de 
mil novecientos eiin renta y nueve, reunidos en su Salade Acuer- 
dos el Sr. Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación. Dr. don Luis R. Longhi y las Sres. Ministros Dres. 
don Rudolfo G. Valenzwela, don Tomás D. Casares, don Feli- 
pe Santiago Pérez y don Atilio Pessagno con el fin de formar 
para el año mil novecientos cincuenta las listas de eonjueees 
p:irn las Cámaras Federales de Apelación de La Pinta, Jíaliíji 
Blanca, Paraná. Córdoba, Rosario, Mendoza, y Tiicumán (inc. 4* 
del Jirt. 2* de la ley 4162), y para la* Cámaras de Apelación de 
los Territorios del Norte y del Sud y finalmente la lista de 
abogados que con arrean a la ley del '2$ de setiembre de 1H78 
deben suplir en el próximo año a tos Jueces Federales de 
Sección, legalmente impedidos o recusados y ejercer las fun- 
ciones <Ie Fiscales ad-hac, se practicaron las respectivas in- 
saculaciones resultando designados para la 

Cámara Federal de Apelación de Im, Plata, los doctores: 
Donaln Santiago Criscuolo. Fulgencio Romero, Horacio J. Las- 
cano. Dalmiro E. Alsina. Enrique RivaroJa, Ceferino Merbil- 
háa. Dionisio Ondarra, Juan Leandro Servini, Roberto J. Ta- 
magno, Jorge Isla, 

Cámara Frdtral de. Apelación de Bahía Manea, los doc- 
tores: Ramón Andrés Castro, Francisco Servini, Rodolfo Hora- 
cio Guillón. Armando José Franeomano, Fermín Rodolfo Moisá, 
Gualterio Monaselli, Mario José Olaciregui, Adriano Pillado, 
Roberto Sabores, Bernardo Víctor Vila. 

Cámara Fedtral de Apelad»» de Partí ná, los doctores! 
Abralinm Bartoloni Ferro, Angel Gómez del Río, (darlos Alva- 
rez Daneri, Pedro B. Rico. Pedro T. Guziním. Manuel A. Acebal, 
Ramón C. Ferreyra, Eduardo Salpudo, Víctor A. Ferrari, 
Oscar Godoy, 

Cámara Federal de Apelación de Tucumán, los doctores: 
José Bulacio Gómez. Miguel de la Rosa, Luis N. Bossi, Raúl 
D. Mendilahami. Adolfo Piossck, Rafael Racedo Aragón, José 
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Rodríguez, Ernesto C. Gutiérrez, Komán A, Area, Eloy Suá- 
rez (h.). 

Cámara Federal (fc Apelación de Mendoza, los (doctores: 
Alfredo Jorge Amaya, Alario G. Arroyo. Pedro F. Capredoni, 
Alberto Cor ti Videla, Eduardo Godoy, Julio Liismartres José 
E. Leal, Alfredo Mazzitca, César Soler. Alfredo Lnis Vargas. 

Cámara Federal de Apelación de Córdoba, los doctores: 
Roberto Peralta Pérez, Luiz Vélez, Roberto Buteler, Horacio 
J. Ferreyra, Carlos Ernesto Dcheza, Antonio Avalos, Pablo 
Lozada Echcniqne, Héctor Massa, Jorge Bazáu Carreras, Jor- 
ge Moreyra Hernán. 

Cámara Federal de Apelación de Rosario, los doctores: 
Juan J. Colombo Berra, Juan Luis Houreode. Enrique líossi, 
Carlos Ortiz Grognet, - Manuel L. Cansino, Lnis A. Gómez, 
Modesto J. Borras. Gnilermo Antonio Bollero, Francisco Ca- 
tcula, Angel José Natalio Borzone. 

Cámara de Apelaciones para la Justicia Letrada de los 
Territorios Nacionales del Norte, tos doctores: Juan Aguirre 
Contte. Marcelino Castelán. Marcelino Sánchez y Sánchez. Ra- 
món Alberto Castelis. Mariano Gómez, Carlos Alberto Tabo'a- 
da. Humberto S. Dalurzzo, Julio E. Acosta, Luis Adolfo 
Vitón, Mario Mai pegan. 

Cámara de Apelaciones para la Justicia Tetrada de tos 
Territorios Nacionales del Sud, los doctores: Félix R, Angulo, 
Jorge Adolfo Méndez Caldeira. Roberto Domingo Catalano 
Nava, Ismael Marcial Gal i na. Manuel A. Garasino, Arístides 
Lorenzo Sacriste. 

Juzgadas Federales de ta Capital, los doctores: Humberto 
Campagnalc, Alfredo Rega, Enrique tJsandrzaga, Luis M. Sal- 
vadores, José Miguel Rojas, Agustín Rodríguez Jurado, Dal- 
miro Terán, Carlos Juan Zavala Rodríguez. Carlos M. Giulifl- 
nt Fonrouge, Julio Dasscn, 

Juzgados Federales de La Plata, los doctores: Luis Moría 
Boffi lioggcro, Eduardo Bartolomé Stnrla, Heriberto Ras- 
talseky, Julio César Lczcano Gorondo, José Rafael Troso, 
Mariano Federico Martínez. Huiro Díaz, Abel Ripa Albcrdi, 
Arturo H. Madina. César Díaz Cisncros. 

Juzgados Federales de Córdoba, los doctores: Fidel Al- 
fredo Centeno, Lisardo Noviüo Saravia, José Fiad, David 
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Linares (h. f, Lm-as L de Olmos. Jorge Moyano Fragueiro, 
Jnrfrp López Peña, Manuel Augusto Fcrrer, Carlos A. Ber- 
nardo. Horacio Valdéz. 

Juzgados Federal** de Rosario, los doctores: Po M. Oléese. 
Pedro CatTilío, -Juan 1S. Bemone, Guillermo A, Pollero, Cúneo 
Ornar Main i. Manuel I). Juano. Kelinen O, Maro, Alfredo Ar- 
fini, Arturo Madermi. Domingo I*. V. Varea. 

Juzgado federal dt Bahía Planea, los doctores: Eduardo 
A. Murpliv, Santiago Cenoz, Adriano Pillado, Ricardo Muñoz 
«le Toro, Alberto de basa, jf»íj A raída. Florentino Asestarán. 
Fermín tturridz, Antonio Tridcnti. Jor<re Duarte. 

Juzgado Federal de Men-rd**. los doctores: Alberto H. 
Berna. Horacio Oscar Peluca, Amadeo Pnrieelli, José I, B. 
ojea, Luis García, Horacio Bustos Berrendo, Mareos Cildoz, 
Ismael -fose Mirto Manj/iarotti, Bartolomé Marehetto. Fernan- 
do A. Lilia. 

Juzgado Fvdtral dr Santiago litl Entero, los doctores: Luis 
Albírilnud. Leónidas ('«Milla Mariano B. Paz, Victorio P. Per- 
nigotti. Jasé Jírnaeio ('áceres. Juan D, Chamarreta. Santiago 
Dardo Herrero. Anterior I!. Ferre.vra. Jorge A. Castro, Bainón 
de In Bi'ia (h.L 

■ Juzgada Federal de Azul, los doctores: Salvador Maria 
Irigoyen. Palmiro Bartolomé B< liano. Héctor Kieardo Soler, 
Carlos A. Leí va. Nicanor Blas Allenile, Héctor Santopaolo, En- 
rique M, Lecot. .himi Efraín Pereyra. Bartolomé José Ronco, 
Emilio Severinn Puente. 

■litigado Federal de Ib II Ville. tos doctores: .Julio S. Alia- 
ba Orórtojrut. Übaldo Bergallo Andrade, Severo (Jerez Padilla, 
Ihiiro Leonel li, Emilio P. Mojnri, Manuel K. Bizarro (h.), Sem 
M. Rodríguez, Enrique A. Iteynn. .Posé Luis Rodríguez, Lina- 
mén Onix Soria. 

Juzgada Federal dr Santa Ft. ly« doctorea : Faustino 
Pena, Pedro Vicente Vallero. Andr-'s V. Mathurin, Francisco A. 
Caminos ^\ l \. Francisco Vitlae-sema, M. Urbano Somatan, Jor- 
ge Bonnet. Constantino Caselln. Jorge ChrUtie, Fernando A. 
Albornoz. 

Juzgad» Federal di Tmchimiíh. los doctore»: Julio V. Abre* 
ííú. Jorge Sixto Antón i. Arturo Carreña Díaz, Miguel de la 
liosa. Baúl .losé Fernández Cornejo. Baúl Martínez Moreno, 
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Edmundo Mena, Miguel Angel del Valle Molina. Ramón A. 
Rodríguez, Nicanor Rodríguez del Busto. 

Juzgado Federal de Concepción del Uruguay, los doctores: 
Virgilio Barbierí, Juan José Bonelli, José María Gallillo, Mi- 
guel Angel García, Carlos !>. Girard, Julio A. Girad. Fa- 
bián López Meyer, Lueilo López Meyer, Abel S. López Sal 
vat ierra, Pedro Isidro Mas. 

Juzgado Federal de Corrientes, los doctores; Saturnino S. 
Erro, Pablo Edgardo PoHtis, Julio C. Izaguirre. Saúl Edmundo 
Lorrambeberc; Josó Roberto Mobnndo, Diómenes Guillermo Ro- 
ías. Benigno S. Martínez, Carlos A. Lotero Siijrueira, Juan 
José Ortiz César Fedullo. 

Juzgado Federal de San Nicolás, los doctores i Efntín C. 
Merlo, José Carlos Molitiaro, Miguel C. O'Brien, Mateo Mi Ca- 
sales, Juan Carlos Scrvini, Ricardo Del Campo, Juan Luciano, 
JorRp Iíaroldo Balado, José C. Pérez Galarraga, Arturo E. 
Porthé, 

Juzgado Federal de Bío Cuarto, los doctores: Hoel Muñoz 
Grandi, Juan Miguel Cassidy, Osear T. Pinero, Miguel Pérez 
Vidcla, José M. Pendarys, Roberto C. Avcndaño. Carlos Alber- 
to Mnssa, Ricardo González Acliával. Julián Maidnna. Domingo 
Grandi. 

Juzgado Federal de Paraná, los doctores: Julio M. Calde- 
rón, Víctor A. Ferrari, Benjamín Vicyra, Luis María Calvoso, 
Eduardo F. Garbillo Guerra, Abrabam Bartoloni Ferro, Emi- 
lio Z. Castelltort, Fermín (Jzín Olleros, Carlos Alberto Fedcrik, 
Saúl García. 

Juzgado Federal de tf/í» Luis, los doctores: Carlos M. 
Arias, Adolfo Abelardo Barbeito Fígueroa, Eduardo Daract, 
Pedro Pablo Despouy, Nicanor E. Liceda, Emilio L'Buíller, 
Luía A. Luco. Moisés Montero Mendoza, Orlando Osorio, Vi- 
eente A. Zupo. 

Juzgado Federal de 8au Rafact (Mendoza), los doctores: 
Manlio Ardigó, Francisco J. í Jai lardo. Luis Julián Agüero, 
Angel Augusto Vázquez Avila, Manuel S. Vi la. Armando Osear 
Pérez Pesee, Luis Bustelo, Garios Carson, Ernesto Arturo 
Ueltschi, Emilio José Reynaud. 

Juzgado Federal de Mendoza, los doctores: Juan Carlos 
• Orfila, Enrique Cherubini, Alberto Anastasio Oehoa, Roberto 
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Mosso Furlntti, Angel Ernesto Fuentes, Raúl Abalos, Alexis 
Ivúii de üuldrich. Humberto Alejandro Moresehi, Armando Ló- 
pez Echave, Héctor Latino Córdoba. 

Juzgado Federal de Jujuy, los doctores: Salomón Jorge, 
Edmundo Silvano Méndez, Fabriciano Cotquí (h.), Sirio Alber- 
to Farfán, Héctor Carrillo, Jorge González López, Rolando 
Corte, Gregorio Horacio Guzmán, Arturo Sánchez Mera, Ro- 
mualdo Portal. 

Juzgado Federal de La Rio ja, los doctores: Gustavo Adol- 
fo Castellanos, José Ignacio Fernandez del Moral, Francisco 
Gabriel Gallardo, Germán Kammerath Gordillo, Roque Joaquín 
Roldan, Juan Carlos Yacante, Litis M. de la Fuente, Anselmo 
Cándido Vargas, Carlos Mario Felipe Lanzillolfo, Arturo En- 
rique Roque. 

Juzgado Federal de San Juan, los doctores: Carlos lí»*a- 
ñ>z Zavalla, Domingo Su las. Horacio Videla, Osvaldo Maurin 
Navarro, Edgardo Gómez, Jorge Gattoni, Elio Mario Sánchez 
Gallostegui, Bernardo Crisanto Romero, Oscar Silva Rufino, 
Osvaldo D. Gan:betta. 

Juzgado Federal de Salta, los doctores: Eduardo Ramos, 
Justo J. Aguilar Zapata, Ernesto Samson, Carlos Alberto Po- 
sadas. José O. Arias Almagro, Julio Díaz VilUlba, Roberto 
San Milhín, Juan Carlos Cornejo, Raúl Fiore Moulés, Guillermo 
De los Ríos. 

Juzgado Federal de Cataniarca, los doctores: Armando 
Correa, José Luis Lobo, Luis Alberto Ahumada, Augusto^ Cósar 
Acuña, Guillermo Franco, Atanoslo Aristóbulo Casas Nóblega, 
Víctor J. Navarro Peñalva, Raúl Angel Cardoso, Felipe E. 
Pon ferrada, Pablo Estanislao Robledo. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron ordenando se re- 
gistrase y comunicase en el libro correspondiente, por ante mí 
de que doy fe. — Luis R. Lonohl — Rodolfo G. Valenzuh- 
t, A . — Tomas D. Casabes. — Felipe Santiago Pérez. — Atujo 
Pessaono. — Ramón T. Méndez (Secretario). 
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ACORDADA DE HONORES A LA TRIPULACION DEL 
RASTREADOR "FOURNIER" 

En Buenos Aires, a loa catorce días del mes de octubre del 
año mil novecientos cuarenta y nueve, reunidos en su Sala de 
Acuerdos, el Sr. Presidente de la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación, Dr. Luis R. Longhi y los Sres, Ministros Dres. 
don Rodolfo G> Valcwuela y don Tomás D. Casares y con asis- 
tencia del Sr. Procurador General de la Nación Dr. don Carlos 
G. Dclfino: 

Teniendo en cuenta: 

Que cu el día de la fecha llegarán a esta Capital los restos 
de la tripulación del Rastreador "Fournier" que han podido 
ser rescatados. 

Que corresponde al Tribunal asociarse al duelo producido 
por el luctuoso suceso que afecta al país y rendir el juato home- 
naje que merecen quienes abnegadamente perdieron la vida en 
cumplimiento del deber. 

Resolvieron : 

T) Disponer que la bandera permanezca a medía asta lu- 
días 14, 15 y 16 del corriente en el Palacio de Justicia y en los 
demás edificios de los Tribunales de la Capital Federal así 
como en todos los Tribunales Federales de la Nación y Letrados 
de los Territorios Nacionales. 

2') Dar asueto al personal de todos los Tribunales de la 
Capital durante el día de la fecha a partir de las trece horas a 
fin de que pneda asistir a ta ceremonia de recepción de los 
restos de los tripulantes rescatados. 

3 T ) Asistir en corporación a la llegada de dichos restos y 
al acto del sepelio e invitar a los señores magistrados, funcio- 
narios y empleados de los Tribunales de la Capital Federal a 
concurrir a esos actos. 

4*) Enviar una corona de flores en ocasión del velatorio 
p inhumación de los restos. 

Todo lo cual dispusieron, mandando se registrase esta Acor- 
dada en el libro correspondiente y se comunique, por ante mí 
de que doy fe. — Luis R. Longhi. — Rodolfo G. Valenzue- 
kA, — Tomas D. Casabes. — Carlos G. Delfino. — Ramón T. 
Méndez (Secretario), 
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ACORDADA SOBRE TURNOS DE LOS JUZGADOS 
FEDERALES X* 1 y 2 DE LA CAPITAL 

En Buenos Aires a los dos días del mes de diciembre, del 
año niil novecientos cuarenta y nneve, reunidos en su Sala 
de Acuerdos el Sr, Presidente de la Corte Suprema de Jus- 
ticia de la Nación, Dr. don Luis lí. Longhí y lo» Sres. Minis- 
tros Dres, don Ro¿ >lfo G. Valenzuela, don Tomás D. Casares, 
ilon Felipe Santiago Pérez y don Atilio Pe&sagno; 

Dijeron : 

Que en fecha 30 de noviembre ppdo.. el Sr. Juez Federal 
de la Capital a cargo del Juzgado N* 1 comunica a esta Corte 
Suprema que se encuentra con el despaeho al día y en con- 
diciones de recibir cansas nuevas. 

Que en consecuencia y habiendo desaparecido los motivos 
que decidieron al Tribunal a adoptar las disposiciones pre- 
vistas en los puntos 2» y 3* de la Acordada fecha 27 de di- 
ciembre del año ppdo., se resuelve: 

V) Que a partir del día 5 del corriente y hasta fin de 
mes estará de turno el Juzgado Federal N* 1 de esta Capital 
para el conocimiento de todas las causas previstas por el Có 
digo Penal y leyes complementarias. 

2") Que en lo sucesivo y de acuerdo con lo que dispone 
el art 47 del Reglamento para la Justicia Federal y Letrada 
de los Territorios Nacionales, dicho Juzgado se turnará men- 
talmente con el X* 2 para Ja distribución de tas referida» 
causas. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron ordenando se comu- 
nícase y registrase en el libro correspondiente, por ante mí 
de que doy fe. — Luis R. Lonoeil — Rodolfo G. Valenzue- 
la. — Tomás D. Casares. — Felipe Santiago Pérez. — Ati- 
lio Pessaüno. — Ramón T. Métuiez (Secretario). 
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ACORDADA SOBRE EL REGIMEN DE TURNOS Y CO- 
NOCIMIENTO DE LAS CAUSAS CORRESPONDIENTES 
A LOS JUZGADOS FEDERALES DE LA CIUDAD DE 

CORDOBA 

En Buenos Aires, a los 26 día» del mes de diciembre del 
año 1949, reunidos en m Sala de Acuerdos, el Sr. Presidente 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, Dr. don Luis 
R. Longhí y los Sres. Ministros Dres. don Rodolfo O. Valen- 
zuela, don Tomás D. Casares, don Felipe Santiago Pérez y 
don Atilio Pessagno; 

Dijeron: 

Que con fecha 9 del corriente mes el Sr. Juez Federal 
de Córdoba a cargo del Juzgado N* 2 comunica qne desde el 
12 de mayo de este año hasta la fecha, han tenido entrada en 
su Juzgado dos mil seiscientos cincuenta expedientes. 

Que en consecuencia y habiendo desaparecido los moti- 
vo» que decidieron al Tribunal a adoptar las disposiciones 
previstas en los puntos 1* y 2* de la Acordada de este Tribu- 
nal de fecha 5 de mayu del corriente año se 

Resuelve : 

Que a partir del día 1* de enero próximo los dos Juzgados 
de Sección con asiento en la Capital de Córdoba, se turnarán 
mensualmente en ta distribución de las causas, debiendo el 
Juzgado N* 1 iniciar el tumo. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron ordenando se re- 
gistrase en el libro correspondiente, haciéndose las comunica- 
ciones respectivas, por ante mí de que doy fe. — Luía R. 
Longhi. — Rodolfo G. Valen zuela. — Tomas D. Casares. — 
Felipe Santiago Pérez. — Atilio Pessaono. — llamón T. Mén- 
dez (Secretario). 



ACORDADA SOBRE EJERCICIO DE LA SUPERINTEN- 
DENCIA DE LA CORTE SUPREMA CON RESPECTO A 
LA JUSTICIA NACIONAL DE LA . CAPITAL Y DEL 

INTERIOR 

En Buenos Aires, a los dieciséw días del mes de febrero, 
Año del Libertador General San Martín, mil novecientos cin- 
cuenta, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal el Sr. 
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Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, Dr. 
don Luis R. Longhi y los Sres. Ministros Dres. don Rodolfo 
G. Vaienzuela, don Tomás D. Casares, don Felipe Santiago 
Pérez y don Atilio Pessagno, con asistencia del Sr. Procura- 
dor General Dr. don Carlos Gabriel Del fino, el Sr. Presidente 
Dr. don Luis R. Longhi y los Sres. Ministros Dres. don Rodol- 
fo O. Valenzuela, don Felipe Santiago Pérez v don Atilio 
Pessagno, eipresaron: 

Que la superintendencia sobre los jueces y tribu nales 
que integran la justicia de la Nación es facultad que, con- 
ferida ahora con la extensión señalada a esta Corte Suprema 
do Justicia por el art. 04 de la Constitución Nacional, reclama 
imperiosamente la correcta y homogénea estructura reglamenta- 
ria que rija, en cada jurisdicción, el funcionamiento de las 
actividades de aquéllos y de su* órganos auxiliares. Las Cá 
maras de Apelaciones de la Capital, a cuyo cargo ha corrido 
la superintendencia de loa tribunales a los que aquel mismo 
precepto ha dado carácter nacional, carecen de reglamentos 
conformados a la referida disposición constitucional. 

Que también como medida uniforme y correlativa de la 
anterior, la revisión del cuadro de los agentes de la adminis- 
tración judicial resulta impostergable no sólo porque esta 
Corte Suprema no ha intervenido hasta ahora en la desig- 
nación del personal que se desempeña en los tribunales a los 
cuales la Constitución ha dado carácter nacional y cuyas 
designaciones deben serle sometidas paru satisfacer cumpli- 
damente tas exigencias ineludibles de la Superintendencia que 
el artículo 94 le acuerda, sino porque análogas razones a las 
que inspiraron la revisión dispuesta en la cláusula 4* de las 
disposiciones transitorias de la Constitución Nacional respecto 
de los magistrados deben también privar tratándose del perso- 
nal de su dependencia. 

El Sr. Ministro Dr. don Tomás D. Casares manifestó 
respecto del segundo punto, que tratándose como se trata de 
rargns estrictamente subordinados — pues las designaciones 
de origen judicial, es decir que no son hechas por el Poder 
Ejecutivo, comprenden sólo hasta el cargo de Secretario — , el 
criterio y orientación con que se los desempeña será el del 
Superior, quien tiene en todos los casos el deber y la efectiva 
posibilidad de hacerlos prevalecer. No cabe, en consecuencia, 
analogía con la revisión dispuesta en la disposición transito- 
ria recordada. Y si respecto a este personal la existencia de 
un nuevo orden no plantea problemas de orientación o de cri- 
terio la "revisión" propuesta sólo puede referirse a proble- 
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mas de conducta y disciplina para cuya solución no cabe seña- 
lar un tiempo ni un modo especiales. Trátase del ejercicio 
normal de la superintendencia, que es deber de todo tiempo 
y para cumplir el cual ningún tribunal ni magistrado de la 
que es hoy justicia nacional dejó de tener, por el hecho de 
entrar en vigencia la nueva Constitución, las facultades ne- 
cesarias, atribuidas y regladas por las respectivas leyes or- 
gánicas. 

Como lo declaró esta Corte en la Acordada del 31 de 
marzo de 1949, el hecho de que la Justicia de la Capital fuera 
puesta bajo la superintendencia de la Corte Suprema (art. 94 
de la Constitución) no produjo la derogación de las leyes 
citadas, y respecto al ejercicio, por parte de las Cámaras y 
los Jueces de dicha justicia, de la superintendencia inmedia- 
ta en sus respectivos fueros, esa Acordada la mantuvo en los 
mismos términos en que venía ejerciéndose. En cuanto a la 
.Justicia Federal y de los Territorios Nacionales la reforma 
constitucional no introdujo variante en el régimen de super- 
intendencia establecido por las correspondientes leyes orgá- 
nicas y por el Reglamento sancionado por esta Corte el :í 
de mArzo de 1948, 

En consecuencia, a su juicio no está justificado que .se 
disponga por la Corte Suprema la revisión a que se refiere el 
punto secundo de 1» resolución que si' considera. 

Por tanto, resolvieron : 

Art, r. — Las Cámaras de Apelaciones de ln Capital, a 
cuyas jurisdicciones la Constitución hu «lado carácter nacio- 
nal, enviarán a esta Corte Suprema de Justicia un proyecto 
de reglamento para cada una de ellas, jueces, organismos y 
funcionarios de su dependencia inmediata que, consultando las 
modalidades y exigencias de sus respectivas competencias, com- 
prenda, exclusivamente, todo cuanto se vincule con la particu- 
lar organización e inmediato funcionamiento administrativo de 
cada rama, así como las normas para las designaciones de ofi- 
cio, criterios para el escalafón del persona) que por la índole de 
sus sen-icios aconseje reglas especiales, turnos y sorteos para el 
conocimiento de las causas, régimen de reemplazo en las excu- 
saciones y recusaciones y demás pormenores inherentes al mejor 
ordenamiento y desarrollo de la función específica de cada 
jurisdicción. 

Los espectivos proyectos deberán ser presentados antes 
del 31 de marzo próximo. 

Art. 2' — Dentro del plazo aludido, todas las Cámaras de 
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Apelaciones de la Justicia Nacional elevarán asimismo a esta 
Corte Suprema las declaraciones juradas de bienes que deberán 
prestar todos los Brea. Camaristas, Fiscales de Cámara Jueces 
y demás funcionarios de su respectiva jurisdicción; asi como la 
nómina del personal que integre el cuadro de sus agentes en ía 
organización judicial y anexos de su dependencia, cuyos nom- 
bramientos no corresponda efectuar al P. E., debiendo com- 
prender en aquél las revalidaciones, promociones y nuevas de- 
.«agnaciones que demande la medida a que se alude en el segundo 
considerando, debiendo luego expresar, finalmente, en su caso, 
los motivos de las alteraciones o modificaciones que afectaran 
ni persona] en su presente situación de revista e informar acerca 
de las actuaciones que pudieran beberse promovido. . 

Art. 3* — La nómina mencionada precedentemente, de- 
berá ser acompañada con la ficha individual Jo los agentes, 
la declaración jurada de bienes respectiva y empleos público» 
o privados que desempeñe independientemente del que ejerza 
en la administración judicial, y consignar, por último, las mc- 
«3 idas disciplinarias de que haya sido objeto. 

Art. 4* — La actuación de los tribunal?* que integran la 
Justicia de la Nación, en las cuestiones inherentes a la superin- 
tendencia confiada a esta Corte Suprema, deberá ser puesta 
en su conocimiento por comunicaciones dirigidas por los Presi- 
dentes de las Cámaras de Apelaciones respectivas a la Secre- 
taría de la Corte, ante la cual se iniciarán también las gestio- 
nes de i^ual naturaleza que deban deducirse luego ante los 
otros Poderes del Estado, con los cuales sólo la Corte Suprema 
mantiene relaciones en representación del Poder Judicial. 

Art. 5* — llágase saber a los efectos de su mejor cumpli- 
miento. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mi de 
<iue doy fe. — Luis R. Loxnm. — Rodolfo G. Valen zuela. — 
Tomas D. Casabes (en disidencia con respecto a la "revisión" 
del personal dispuesta en el punto 2*). „ Felipe Santiago 
Pérez. — Anuo rtxs.w.xo. — Carlos U. Delfiso. — Ricardo 
h. Rey (Secretario). 
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Año del Libertador G ex eral Sast Martín, lf>50 



Febrero 



LIBERTO L. TRAÜIIETTI Y OTROS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA - Prórroga. Trámite* jmiiriuhs. 

Si una de las partes del juicio lia expresado, dentro del 
plazo que fija el decreto 4256/45, bu disconformidad res- 
pecto de la remisión del expediente a la Cámara de Apela- 
ciones de los Territorios del Norte la causa debe continuar 
radieada en la Cámara Federal de Apelaciones de Paraná y 
Kcr decidida por ésta sin que obste a ello la rectificación 
formulada por la misma parte con posterioridad al ven- 
cimiento del plazo aludido. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Encuentro ajustada a derecho la resolución de fs. 
23, con adición de fundamentos a fs. 27, dictada por la 
Cámara de Apelaciones para la Justicia Letrada de los 
Territorios Nacionales del Norte, por virtud de la cual 
se declara la incompetencia de dicho Tribunal para co- 
nocer en la presente causa sobre excarcelación, en ra- 
zón de no existir en la misma conformidad de partes 
para que sea sustraída del conocimiento de la Cámara 
Federal de Paraná (Decreto-Ley N* 4256 ¡45, art. 3'). 
Concnerdan, por lo demás, dichas resoluciones con lo 
dispuesto sobre ese punto por V. E, en Acordada de 
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8 de setiembre ppdo., conforme bajo ese aspecto como 
allí se expresa, con lo dictaminado por el suscrito. 

Las cuestiones sobro jurisdicción son de orden pú- 
blico y Ja que corresponde a esta causa quedó fijada, 
con respecto a la Cámara Federal do Paraná, a rafe do 
la notificación de fs. 16, opción hecha a continuación 
por los interesados, y resolución de fs. 17 vta.; todo ello 
en los términos de la interpretación atribuida al citado 
nrt. 3* por la Corte Suprema en la expresada acordada. 
La rectificación ulterior de aquéllos acerca do la opción 
preindicadu (fs. 19) es, pues, extemporánea. 

Corresponde, por ello, dirimir la presente contien- 
da negativa trabada entre las Cámaras referidas, cu 
favor de la competencia de la de Paraná. Buenos Aires, 
enero 20 de 1950. Año del Libertador General San Mar- 
tía. — Carlos G. Del fino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de febrero, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que en la acordada de fecha 8 de setiembre del año 
próximo pasado, esta Corte Suprema declaró que a los 
afectos de la remisión de una causa a las Cámaras crea- 
das por los decretos 4256145 y 4257|45 se requiere la 
conformidad, expresa o tácita, de las partes que actúan 
en ella, conformo a lo dispuesto por los íirts. 3 y 7 de 
dichos decretos, el segundo apartado de los cuáles so 
limita a prever el caso do silencio, sin alterar la regla 
mencionada, y, en consecuencia, resolvió "que sólo de- 
ben ser enviadas a los tribunales creados por esos de- 
cretos las causas en que mediara la conformidad, ex- 
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presa o tácita cu la forma que aquéllos establecen, de 
l«s partes que intervienen en una de aquéllas". 

Que, por consiguiente, la disconformidad expresa 
de una de las partes — eu el caso, la defensa — con la re- 
misión del expediente a la Cámara de Apelaciones de 
los Territorios del Norte, basta para que ella deba con- 
tinuar radicada en la Cámara Federal de Apelación 
de Paraná y ser decidida por ésta. 

Que efectuada la opción dentro JcL plazo fijado por 
el decreto 4256145, la rectificación formulada con pos- 
terioridad al vencimiento del misino es extemporánea, 
como resulta de lo dispuesto eu el nrt. 3 de dicho decre- 
to y lo sostiene la resolución dictada a fs. 23 por la Cá- 
mara de Apelaciones del Norte y el dictamen del Sr. 
Procurador General agregado a fs. 29. 

Por tanto, se declara que la Cámara Federal de 
Apelación de Paraná es la competente para conocer de 
la presente causa. En consecuencia, remítansele los autos 
y háguse saber a la Cámara de Apelaciones de los Te- 
rritorios del Norte en la forma de estilo. 

* 

Luis R. Lovghi — Rodolfo 0-. Va- 
LENZtrüLA — Tomás D. Ca- 
sares — Felipe Santiago 
Pérez — Atjlio Pessagno. 



PACTOLO S. K. LTDA. v. P1EDRARENA S. A. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqwsiios propio*. Cuestiones no 
fedérate*, interpretación de norma* focales de procedimientos. 

, La interpretación del art. 808 del Código de Procedi- 
mientos en lo Civil y Comercial de ta Capital no consti- 
tuye cuestión Federal. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa tn 
juicio. Principios generales. 

La garantía constitucional de la defensa en juicio no obs- 
ta para que la misma sea reglada por la ley en beneficio 
de la correcta -substanciación de las causas o en protección 
de los legítimos intereses de los litigantes, ni requiere la 
doble instancia judicial. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Ignahlad. 

El principio de la igualdad no impide que la legislación 
contemple de manera distinta situaciones que considera - 
diferentes con tal que el criterio de distinción no sea 
arbitrario, no responda a un propósito de hostilidad a 
personas o grupos determinados de ellas ni importe inde- 
bido favor o privilegio personal o de grupo. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: RcquMtos propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al inicio, Disponiciones constitucionales. 

No procede el recurso extraordinario fundado en que la 
ejecución del lando de un amigable componedor contra 
el cual se b& deducido la acción de nulidad que prevé el 
art. 808 del Código de Procedimientos en lo Civil y Co- 
mercial de la Capital, es violatorio de los arts. 14, 16, IT. 
18, 19, 28 y M:í de la anterior Constitución Nacional en 
cnanto importa un despojo no autorizado por la ley, una 
condena en una sota instancia y una desigualdad respecto 
de los demás litigantes. 

CONSTITUCION NACION AL: ConxtituaouítlttUttt e imountitmh- 
nali'ttut. Le>tcs nacionatr*. ¡'mcesules. 

El art. 808 del Cód. de Procedimientos en lo Civil y Co- 
mercial de la Capital, interpretado en el sentido de que la 
interposición de la acción de nulidad que autoriza no 
impide la ejecución del laudo arbitral no es violatoria 
de la defensa en juicio y del derecho de propiedad ni del 
principio de la igualdad. 



Dictamen tiel Procühadür Geiíeiial 

Stiproiun Corte: 

El recurso extraordinario deducido a fs. 112 vta. 
do los autos principales, por cuya denegatoria se ínter- 
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pone esta queja, no está fundado de acuerdo con las 
exigencias del artículo 15 de la lev 48, según la inter- 
pretación que Y. E. lia dado a la citada disposición 
legal. 

Siendo ello suficiente para determinar su improce- 
dencia, corresponde desestimar el presente recurso di- 
recto. — Buenos Aires, diciembre 20 de 1949. — Carlos 
G. Dclfivo, 

FALLO DE LA CORTE Sll>REMA 

Buenos Aires, 9 de febrero, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos "Recurso de hecho deducido pol- 
la demandada en los autos Pactólo B. B. L. v. Piedra- 
rena S. A.", para decidir sobre su procedencia. 

Considerando : 

Que, en síntesis, el recurso de queja interpuesto por 
denegación del recurso extraordinario, se funda en que 
la ejecución del laudo del amigable componedor contra 
el cual se lia deducido la acción de nulidad autorizada 
por el art. 808 del Código de Procedimientos en lo Civil 
y Comercial de la Capital, es violatoria de los arts. 14, 
16, 1", 18, 19, 28 y 33 de la anterior Constitución Nacio- 
nal, en cuanto importa un despojo y una confiscación 
-no autorizados por la ley, una condena en una sola ins- 
tancia no obstante existir legalmente dos y una desigual- 
dad respecto de los demás litigantes; por lo cual se 
pretende que la precitada norma procesal, interpretada 
en el sentido de autorizar dicha ejecución, es inconsti- 
tucional. 

Que, desde luego, el punto referente a determinar 
el sentido y alcance del art. 808 del Código de Procedí- 
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micntos, no reviste carácter federal y es ajeno a la ju- 
risdicción extraordinaria de esta Corte Suprema (Pa- 
lios: 209, 197). 

Que siendo así, las cuestiones de constitucionalidad 
planteada» por el recurrente, en cnanto se fundan en 
lo que a juicio de éste dispone la ley procesal, carecen 
de relación directa c inmediata con la materia del li- 
tigio. 

Que, por otra parte, las normas constitucionales 
invocadas por el apelante no obstan a que la defensa 
en juicio de los derechos sea reglada por la ley en be- 
neficio de la correcta substanciación de las cansas o en 
protección de los legítimos intereses de los litigantes 
( Fallos: 185, 242; 205, «8; 207, 200) y. en el caso con- 
creto de autos, os indudable que la interpretación atri- 
buida por la sentencia de fs. 111 a los arts. 535 y 808 
de la respectiva ley procesal, no priva al recurrente de 
los medios necesarios para la protección de su patri- 
monio en él supuesto de que prosperase la acci ¿n de nu- 
lidad que lia intentado, como resulta de lo dispuesto 
pof el art. 541 dé| citado código de procedimientos. 

(¿ue la garantía constitucional de la defensa en 
juicio no requiere la doble instancia judicial (Fallos: 
212, loo; 214, 41 :?) y en cuanto a la pretendida violación 
de la igualdad, la sola consideración de tratarse de pro- 
cedimientos y tribunales de diferente naturaleza que 
los previstos en los demás títulos del código respectivo 
basta para poner de manifiesto la inexistencia de aqué- 
llas, pues es principio admitido por la jurisprudencia 
de esta Corte Suprema que la garantía constitucional 
de referencia no impide que la legislación contemple 
de manera distinta situaciones que ennsidern diferen- 
tes con tal que el criterio de distinción no sea arbitrario, 
no responda a un propósito de hostilidad a personas o 
grupos determinados de ellas e importe indebido favor 
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o privilegio personal o de grupo (Fallos: 205, 68 ; 207, 
200; 209, 28 y 377). 

Qne la invocación de los arts. 19, 28 y 33 de la an- 
terior Constitución Nacional bo refiere a las garantías 
precedentemente examinadas, por lo qne tampoco es 
suficiente para sustentar el recurso interpuesto. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General desestímase la presente queja. 

Luis R. Longu i— Rodolfo O. Va- 

LENZUELA — TOMAS D. Ca- 

sares — Felipe Santiago 
Pürez — Atilio Pessagko. 



TEODORO VAZQUEZ ARCOS v. AMANDA R, 
CASABONE 

RECURSO EXTRAORDINARIO- Requisitos formulen. Interposición 
del recurso. Término. 

El recurso extraordinario interpuesto en subsidio de la 
cuestión de nulidad planteada, es improcedente ('), 

RECURSO EXTRAr BINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. Interpretación de normas tócale» de procedimientos. 

ho referente a la recusación de los magistrados judiciales 
es cuestión condicionada por circunstancias de hecho, re- 
gida por la respectiva ley procesal y ajena a la garantía 
de la defensa eu juicio, que en modo algnno ha sufrido 
menoscabo ai la recurrente ha tenido oportunidad para 
ejercer el derecho de recusar {*). 



(I) 9 de febrero. Fallo»: SOS, 534; 211, 1534. 
(9) Falle.: 811, IJ34. 
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ARISTODEMO A. CANTARELH v. J. NOEL Y Cía. 

LEY DE SELLOS: Esturiones. 

La queja deducida en un juicio donde se discute el cobro 
de tina indemnización por despido, debe ser admitida en 
papel simple, de acuerdo con lo dispuesto en el decreto 
n' 10.586/44, ley 12.f>21 ('). 



JUAN IGNACIO A. 8. AZAROLA GIL 

JUfilSniCdOX Y C03IPETE.XCIA. Competencia federal. Com- 
petencia originaria de ta Corte Suprema, Agentes diplomáticas y ««- 
sulares. Embajadores y MitiistrQí extranjeros. 

Compete a In Corte Suprema eonoecr originariamente en 
la causa seguida por bomicidio culposo contra el hijo de 
un ministro consejero de una embajada extranjera en la 
República, que ha aceptado expresamente la jurisdicción 
del Tribunal (=). 



S. A. Cía. ARGENTINA DE ELECTRICIDAD v. 
NACION ARGENTINA 

KFXVnSO EXTíiAOliDlXAIiíO: ü^imitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias ion fundamentos no federales o federales consenti- 
dos. Fundamentos de orden común. 

No procede el recurso extraordinario fundado en ser vio- 
Jatorio del principio eonstitiu-ional de la igualdad el art. 7í>7 
del O Civil interpretado en el sentido de que no puede 
ser invocado por el Estado que sostuvo un derecho a cobrar 
las diferencias de impuesto pagado con arreglo a una li- 
quidación erróneamente presentada por una de sus repar- 
ticiones, contra la sentein-ia que considera inaplicable dicho 
artículo al caso de autos por haber mediado la negligencia 



(1) 13 de febrero. 

(2) 13 de febrero. irVillos: lí'4, tlfi; 2WI, 3fír.; 214. 81. 
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inexcusable prevista en el art, 919 del citado código» fun- 
damento éste de derecho común y de hecho irrevisible por 
medio del recurso de referencia. 



Sentencia del Jl:ex de Paz Letrado 

Bs. Aires, 17 de mayo de 1949. 
Autos y vistos estos autos de los cuales 
Resulta : 

I. Luis Laman en representación de la Compañía Argen- 
tina de Electricidad, demanda al Pisco Nacional por repetición 
de la suma de $ 1.375,80, abonados en concepto de impuesto de 
Contribución Territorial, o lo que en definitiva resulte de la 
liquidación a practicarse, con más mis intereses y las costas del 
juicio, fundado en los siguientes hechos: 

La compañía que representa es propietaria de tres inmue- 
bles ubicados en la Capital Federal, situadas en las calles En'?.- 
cano s/n. y vías del Ferrocarril Central Buenos Aires; Avda. 
San Martín n* 2955 y Avenida Cruz 3112, registrados bajo 
partidas números 80.254 ; 232.848 y 56.322, respectivamente. 
Sobre dichos inmuebles oportunamente, se efectuó la tasación 
fiscal a los efectos del impuesto, resultando valuados en $ 50; 
S 154.000 y $ 1.000, respectivamente. 

Que conforme a las expresadas valuaciones la compañía 
abonaba de buena fe y puntualmente los impuestos que le exi- 
gía la Administración de Contribución Territorial, obteniendo 
los respectivos recibos. Acompaña las boletas por 1946 de los 
tres inmuebles. 

Expresa la actora que con posterioridad a los pagos efec- 
tuados, en fecha 20 de setiembre de 1947 se le comunicó por la 
Administración de Contribución Territorial, que en cumpli- 
miento de las disposiciones del art 5» de la ley 11.285 se ha- 
bían rectificado las valuaciones arriba mencionadas, fijándose 
las nwevas en $ 1,500; $ 178.500 y $ 2.000, a partir de los años 
1943, 1938 y 1944, respectivamente, de acuerdo a las boletas 
que se acompañan, y atento n lo cual debía ingresar las canti- 
dades que sumadas constituyen el monto de la demanda, lo que 
abonó previa protesta. 

Interpuesto el reclamo administrativo de devolución del 
impuesto, no se hizo lugar al mismo, por parte de la Adminis* 
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irAción de Contribución Territorial. Apelada dicha resolución 
el Poder Ejecutivo de la Nación, por medio del decreto núm. 
11.109, rechazó definitivamente, en la vía administrativa, la so- 
licitada devolución. 

Funda la acción en lo establecido por ta jurisprudencia de 
1a Suprema Porte Nacional en el fallo publicado en el tomo 167, 
página 5, que transcribe, y que es del 28 de noviembre de 1932, 
v otros fallos más recientes que coinciden con aquél ; t. 154, 
páfr. 162; t. 188, pán. 293; en el art. 26 de la ley 11.285 y en que 
si algo ha dejado de pagar, ello se debe pura y exclusivamente 
a un error del o de los funcionarios que efectuaron en su opor- 
tunidad la valuación de los terrenos en cuestión. Sostiene que es 
inaplicable el art. 797 del Cód. Civil invocado en el decreto a que 
se ha hecho referencia, 

Afirma finalmente el apoderado de la compañía, que en 
¡os terrenos de propiedad de su representada no se lia efectuado 
ninguna modificación que pudiera dar lugar al cobro de los 
impuestos que pretende el Fisco. 

II. Corrido traslado de la demanda, lo contesta en repre- 
sentación del Fisco Nacional, el doctor Angel Daray, que solici- 
ta se la rechace, en todas sus. partes, con costas. 

Manifiesta (pie la actora pretende repetir sumas abonadas 
a la Administración que representa, por los inmuebles registra- 
dos bajo partidas núms. 80.254, 232.848 y 56.322, en concepto, 
para las dos primeras, por omisión de superficie cubierta, y 
para el último, por mayor impuesto derivado de nueva edifica- 
ción (art. .V. toe. b, de la ley 11.285), 

Remitiéndose a las actuaciones administrativas acompaña- 
das, dice que su representada tiene resuelto negativamente el re- 
clamo formulado, fundado, para las dos primeras propiedades, 
en que al practicarse, la valuación correspondiente se deslizó un 
error en él calculo de la superficie cubierta de los mismos, deter- 
minando ello una diferencia de valuación; y en cnanto a la 
última, en que c! propietario al realizar nueva edificación no 
ttuinplió con la notificación proscripta por la ley 11.285. 

Funda la aplicahilidad al caso del art. 797 del Cód. Civil, 
en la equidad, principio de derecho civil que no permite enri- 
quecerse con lo ajeno y que en esa norma no requiere, en toda 
liberación, In existencia de dos errores, uno por el que aeeptn 
la liberación y otro por el que da la misma. Se remite también 
a lo preceptuado por el art. 796 del Cód. Civil. 

Acerca de la jurisprudencia de la Suprema Corte, invocada 
por el actor, y su improcedencia al caso, sostiene: a) sobre la 
retroactividad de las leyes impositivas; que no oeurre en el plei- 
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to, desde que no media una nueva ley o decreto, siendo la ley 
impositiva la misma y obedeciendo el cobro impugnado a una 
rectificación de cálculo aritmético ; b) sobre el efecto liberatorio 
del pago del impuesto, los efectos del pago pueden quedar sin 
efecto kí se ba interferido un vicio del consentimiento, art. 1045 
del Cód. Civil, regla aplicable a los actos emanados del poder 
publico y privado del Estado. La Administración, advertida del 
error en que se había incurrido al practicar la liquidación im- 
positiva, la rectificó y cobró la diferencia, lo que implicaba 
dejar sin efecto la liberación acordada. No puede admitirse un 
desdoblamiento interpretativo del art. 797 del Cód. Civil, según 
sea la administración o un particular quien invoque la misma 
fundado en la existencia de un error. Se contrariaría en esa 
forma la igualdad ante la ley que consagra la Constitución Na- 
cional en su art, 16, por lo que, desde ya, plantea el recurso fe- 
deral ; y sobre c) la seguridad de las transacciones inmobiliarias 
no estaría afectada, pues la propia ley de contribución territo- 
rial vela por la misma, según surge de lo dispuesto por su art. 25. 

Concluye la contestación, afirmándose que en el caso con- 
curren los elementos que caracterizan el principio del enriqueci- 
miento sin causa, a saber ; falta de justa causa ; aumento del pa- 
trimonio de la demandante y consiguiente lesión del patrimonio 
de su representada; y así contrariando a la equidad, se legali- 
zaría el enriquecimiento de la primera por un error de la admi- 
nistración. Por todo solicita el rechazo de la demanda, con costas. 
Reconoce que la demandante no introdujo modificación alguna 
en la propiedad registrada bajo el n* 56.322, habiendo sido las 
obras realizadas por su anterior propietario. 

III. De conformidad de partes se declaró la cuestión de 
puro derecho, quedando conclusa para ser resuelta : 

* 

Y considerando: 

Qne la actora reclama la devolución de $ 1.375,80 pa- 
rados bajo protesta efectuada en forma, suma que le fuera, 
exigida por la Administración de Contribución Territorial 
en virtud de la rectificación de las valuaciones de tres in- 
muebles de su propiedad ubieados en esta Capital Federal y 
situados en las calles Erézeano s/n. y vías del Ferrocarril Cen- 
tral Buenos Aires, Avda. San Martín n* 2955 y Avenida Cruz 
n* 3112. respectivamente, registradas bajo las partidas núms. 
80.254, 232.848 y 56.322. Valuados dichos intime' lea en * 50; 
* 154.000 y $ 1.000, fueron revaluados en $ 1.500 ¡ $ 178.300 y 
$ 2.000, a partir de los años 1943, 1938 y 1944, respectivamente, 
resultando así la actora adeudar en concepto de impuestos atra- 



so 
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gados, cantidades cuya suma constituye el importe de la de- 
manda. 

Que la accionante obró puntualmente, en las oportunida- 
des establecidas por la Administración de Contribución Terri- 
torial el impuesto liquidado de conformidad a jas primitivas 
valuaciones, otorgándosele las correspondientes boletas de paso. 
Que la demandada reconoce, expresamente, el carácter de pro- 
pietaria de la actora, como, asimismo, que las modificaciones 
efectuadas, en la finca registrada bajo el n fl 56.322 se introdu- 
jeron por el anterior propietario, quien no es parte en esta 
litis. 

Planteada la cuestión en los términos expuestos, corres- 
ponde decidir si Ja Administración ha tenido derecho a perci- 
bir las sumas cobradas de menos por los años que formuló el 
cargo de conformidad a las nuevas valuaciones. 

Sostiene la demandada que. advertida del error en que se 
bahía incurrido al practicar las liquidaciones impositivas a 
carpo del actor, las rectificó y en uso del derecho que le acuer- 
da el art. 7Í)7 del Cód. Civil, cobró la diferencia resultonte. 
Que a tenor de lo dispuesto por el citado artículo: "El que 
por error aceptó una liberación de su acreedor, que también 
por error se Ja díó, queda obligado a reconocerlo nuevamente 
como a su acreedor por la misma deuda, con las mismas ga- 
rantías y por instrumento de igual naturaleza", al verificarse 
el cobro la Administración ejercía simplemente su derecho de 
dejar sin efecto la liberación acordada por error. 

Tal defensa es, a juicio del suscripto, inaplicable en el 
caso, desde que si bien la transcripta disposición legal acuerda 
at que por error de hecho da a su deudor una liberación, el 
derecho de exigir que éste le reconozca nuevamente como acree- 
dor por la misma deuda, no es menos cierto, que tal derecho no 
puede ejercerse: "cuando la ignorancia del verdadero estado 
de las cosas proviene de una negligencia culpable" (art. 92U 
del CÓd. Civil). 

Y, si como lo señalara el l>r. Tomás I>. Casares, en el ilus- 
trado fallo de la Cámiira Civil la. de la Capital que se registra 
en "La Ley" t. ¿í5, p. 757, "el juicio sobre la exeusahi Helad 
del error debe ser, en el caso de los impuestos particular- 
mente riguroso", pues "la intervención del contribuyente, 
en la determinación del monto de los impuestos a calcular 
sobre una valuación, se reduce al consentimiento o la objeción 
tic la valuación" siendo "ajeno a los cálculos con los cuides la 
valuación que se le notifica fué establecida"; si el contri- 
buyente que considera excesiva la tasación, tiene por la ley 
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de contribución territorial n v 11.285 derecho a efectuar un 
reclamo a la junta creada al electo por el art. 6, pero esta- 
bleciéndose que. "las resoluciones de la Junta son inapelables", 
forzoso es concluir que la disposición del art. 797 del Cód. Civil 
no ampara, en el sub-júdice a la demandada. 

El contribuyente de buena fe, después de satisfecho el 
impuesto liquidado, de conformidad a los cálculos efectuados 
«obre la valuación que la Administración sancionaba, tiene 
ciertamente derecho a creer que su obligación queda absolu- 
tamente extinguida y que el pago le acuerda estabilidad y 
certeza para reglar su situación económica. Puede, sin duda, 
el Piseo advertido del error» rectificar loa cálculos y aumentar 
la valuación, cobrando, en adelante, el impuesto que resulte, 
pero no se puede admitir que intente percibir el aumento con 
relación a los años anteriores hasta el término de la prescrip- 
ción, diez años, pues ello implicaría tornar ilusorios los dere- 
chos y tranquilidad del contribuyente en el cumplimiento de 
sus obligaciones fiscales. Esta es la verdadera razón, como lo 
expresa el Dr. Casares en su recordado voto, por la cual no 
puede la demandada aducir un error por parte suya para jus- 
tificar el cobro complementario de impuestos pagados y "no 
porque cT efecto liberatorio del pago constituya uu derecho 
patrimonial adquirido absolutamente inatacable". 

En el mismo sentido, la Corte Suprema en el caso Magnaseo 
y Cía. Ltda. v. Provincia de Buenos Aires (J. A. t. 40, p. 46) 
había establecido: "Si se admitiera como causa válida el error 
posible en la tasación practicada por el fisco, después de exi- 
gido y satisfecho el tributo, se crearía una situación de ver- 
dadera incertidumbre para el contribuyente". 

El alto tribunal tenía igualmente resuelto (J. A., t, 29, 
p. 121) que: "No es función ni obligación de los particulares 
fiscalizar, controlar o apercibir al Estado por el descuido o 
ineficacia de los encargados de organizar la buena percepción 
de la renta cuando ello no afecta sus derechos". 

Era doctrina de la Corte, definiendo la naturaleza de los 
impuestos y su pago (el citado caso Magnaseo v. Provincia 
de Buenos Aires), de que si bien éstos, no son obligaciones 
que emergen de los contratos, pues su imposición y la fuerza 
compulsiva para el cobro son actos de gobierno y de potestad 
pública, no puede djfcconoeerse, sin embargo que el acto del 
pago crea una situación contractual entre el Estado y el con- 
tribuyente exteriorizada por el recibo que el primero otorga 
al segundo y en virtud del cual, el deudor obtiene del Fisco 
la liberación de su obligación y éste último queda despro- 
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visto do todo medio legal para redamarle de nuevo el curo- 
plimiento cíe aquélla. 

Que esta uniforme y bien definida jurisprudencia de l.i 
Corte Suprema ha sido reiterada ampliamente en los casos 
de la índole del presente, que se registran en J. A., t. 4, 1947 
y t. II, 1948. p. 520. 

Que en tanto se virtual ieen por el Hon. Congreso las 
previsiones pertinentes del Art. 95 de la Constitución Nacional, 
la doctrina q«e informa los fallos del alto tribunal, de sólido* 
e irrebatibles fundamentos, es de estricta aplicación en el 
sub judice, por "respetables principios de organización judi- 
ciaria y por la autoridad jurídica que revisten los fallos de 
la Corte Suprema" (Cámara Federal de Mendoza. '<L« Lev", 
t. 50, p. 195). ' 

Por estas consideraciones, PALLO: haciendo lugar a la 
demanda y en consecuencia condeno at Fisco Nacional a pa- 
irar a la actora la suma de S 1.375,80 *%; con intereses al 
tipo de los que cobra el Banco de la Nación Argentina, a 
partir de ta fecha de notificación de la demanda. Sin costas 
por ser la cuestión resuelta de puro derecho y haber podido 
creerse la demandada con razón ¡t litigar. — Pedro í. Alvéiéi 
Sprrmi. 



sentencia i>e la cámara i>k apelaciones de la jt'sticla dk 

Taz Letrada 

Bs. Aire». 7 de noviembre de 1949. 
Vistos y Considerando : 

Que esta Sala, al dictar sentencia en la cansa N* 25.159. 
r«u fecha 19 de octubre del año en curso, declaró la proce- 
dencia de l;i acción de repetición por carecer de justa causa, 
el pago efectuado en concepto de Contribución Territorial, en 
base a diferencias de cómputos que aumentaban el gravamen, 
con respecto a períodos ya satisfechos por el contribuyente, 
y citó cu apoyo de ese pronunciamiento, la doctrina sentada 
por la Corte Suprema Nacional, en sentencia de fecha 31 de 
octubre de 1947, registrada en el tomo 4%página 630 del Re- 
pertorio "La Ley*. 

La situación que so presenta en autos, es idéntica a la 
que motivó el pronunciamiento antes referido y por tales 
fundamentos que en lo pertinente se dan por reproducidos. 
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uorresponde desechar loa agravios expresado* por la parte de- 
mandada. " 

Considera este Tribunal, que en lo que a las costas del 
juicio se refiere, los antecedente» administrativos y demns 
elementos que obran en autos, son suficientes como para dis- 
crepar con el Sr. Juez, eu cuanto exime de su pago al vencido 
y por ello debe modificarse la sentencia en tal sentido. 

Por ello y fundamentos de la sentencia, se la confirma 
en lo principal y se la reforma en cuanto exime de costas ni 
vencido. — Germán D. Pmín Balcarce. — Esteban Molla Pe- 
ttwflli — Alejamlro Funes Lastra. 



Dictamen del Pisocvííadoti General 

Suprema Corte: 

De la lectura del escrito de fs. 122 ¡124 no advierto 
que el interesado plantee ante V. E. cuestiones de ca- 
rácter federal, sino de hecho y de derecho común que, 
por su naturaleza, no incumbe considerar a la Corte 
por la vía extraordinaria del artículo 14 de la ley 48. 

Correspondería pues declarar improcedente el re- 
medio federal intentado, declarando que Ja apelación 
ha sido mal concedida a fs. 124 vta. — Buenos Aires, 
diciembre 16 de 1949. — Carlos G. Del fino. 



FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de febrero, Año del Libertador (Jo- 
ñera 1 San Martín, 1950. 

Vistos los autos: "Cía. Argentina de Elect. S. A. 
c.| Fisco Nacional s.j ♦ 1.375, 80 (ordinario)", en los 
qoe se ha concedido a fs. 124 vta. el recurso extraordi- 
nario. 



54 



FALLOS DE t.\ CORTE SUPREMA 



Considerando : 

Que la sentencia apelada confirma la de primera 
instancia cuyos fundamentos acepta, entre ellos el re- 
ferente a la inaplicabilidnd del art, 797 del C. Civil al 
caso de autos por considerar que el erro* invocado por 
la actora es inexcusable, en los términos del art. 929 
del eitado cuerpo legal. 

Que este fundamento de derecho común y de hecho 
es irrcvisiblc por esta Corte Suprema, basta para sus- 
tentar la sentencia apelada y pone de manifiesto la 
falta de relación di recta e inmediata entre la norma 
constitucional que garantiza la igualdad y la cuestión 
resuelta por el fallo recurrido. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, declárase improcedente el recurso extraordi- 
nario concedido a fa. 124 vta. 

Lns lí. Líwghi — Tomás I). 
Casares — Fempe Santiaoo 

PÉREZ — A TI LIO PhSSAONO. 



ANTONIO CORTEZ v. S. A. GELATINAS ARGENTINAS 

RECURSO FX TRA O R DI XA RIO : liequmtos propio». Cuestiones »i 
fcilcrahs. Interpttiad6n de normas \j actos comunes. 

La interpretación del art. 67 del decreto 33.302/45 (ley 
12.921) no constituye cuestión federal sino de derecho 
común, por lo (pie no hasta para fundar en ella t*l re- 
curso extraordinario {>). 



(') 1« de febrero. Fallos; ¡Lí; 210, 1*1; 211, 1447. 
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S. A. ULTRAMAR PETROLERA ARGENTINA v. DIREC- 
CIÓN GENERAL IMPOSITIVA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Subsisiettcia 
de los requisitas. 

El acogimiento a la exención de multa que el solicitante 
formula conforme a lo dispuesto por la ley 13.649, implica 
el desistimiento del recuno extraordinario interpuesto (')• 



NACION ARGENTINA v. P. P- PACHANO Y CÍA. 

RECURSO DE ACLARATORIA. 

Con arreglo a lo dispuesto en el art. 232 de la ley 50, 
procede rectificar el error material cometido con res- 
pecto a la imposición de las costas en la resolución dic- 
tada en un juicio sobre expropiación. 

HONORARIOS: Reputación. 

No procede regular los honorarios correspondiente» a 
los trabajos realizadas ante la Corte Suprema en un juicio 
sobre expropiación mientras no se hayan hecho las regu- 
laciones referentes a los practicados en las instancias an- 
teriores. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de febrero, Año del libertador Ge- 
neral San Martín, 1950. 

Autos y vistos : 

Siendo exacto lo expuesto por el representante de 
la parte demandada en el escrito precedente y de acuer- 



(l) 1(3 de febrero . KüHob: 20», 341. 



Sfi 



fallos di: la corte suprema 



do con lo dispuesto por e' art 232 de la ley 50, rectifícase 
el error material en que sé ha incurrido en la sentencia 
de fs. 227 y declárase, en consecuencia,, que las costas 
del juicio deben ser pagadas por la parte actora. 

En cuanto al pedido de regulación formulado en la 
última parte del escrito de referencia» no La lugar por 
no ser procedente mientras no se hayan efectuado las 
regulaciones correspondientes a los trabajos realizados 
en las instancias anteriores (Fallos: 211, 1248). 

Luis B. Lonohi — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessagn-o. 



MARCO A. CHIAPPE v. PROVINCIA DE BUEXOS AIRES 

JUJtlSDlCCIOX Y COMPETES t.'I A: Competencia fetleml. Com- 
petencia originaria fie ta Corte Suprema. Cumas en nue en parte una 
provincia. 

La sola circunstancia de tratarse de un procedimiento 
incidental, como el de apremio, tendiente al eobro de 
la multa impuesta por una infracción a la ley de sellos 
cometida en una causa contra una provincia seguida ante 
la Corte Suprema, no basta para autorizar la interven- 
ción de esta última en aquél. Habiéndose desprendido la 
Corte del conocimiento del asunto mediante el envío de 
las correspondientes actuaciones al juez federal a los efec- 
tos de la ejecución de la multa, no te corresponde pro- 
nunciarse acerca del acogimiento a los beneficios de la 
ley 13.6-tít posteriormente formulado ante ella por el 
actor. 

Dicta men t def, Piiocluadou Geneiial 

¡Suprema Corte: 

Con la sentencia de fs. 232, V, E. se ha desprendido 
del conocimiento de 1» presento cansa en lo que concier- 
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nc a la aplicación de la ley de sellos, enviándola para su 
ejecución al Sr. Juez Federal de la Capital. 

Debe, pues, acudir el interesado ante quien corres- 
ponda para hacer valer las exenciones que invoca en el 
escrito precedente (sentencia de fs. 241 y constancia 
de fs. 241 vta.) — Buenos Aires, diciembre 23 de 1949. 
— Carlos O. Delfhio. 

FALLO DE LA CORTE SLTREMA 

Buenos Aires, 16 de febrero, Año del Libertador Ge- 
neral San Martín, 1950. 

* ' Vistos los autos "CUiappe Marco Antonio (Suc. 
Antonio Cliiappc) contra Buenos Aires, la Provincia 
soW interdicto de retener la posesión", para deeidir 
con respecto a lo pedido a fs. 247. 

Y Considerando: 

Que la remisión dispuesta a fs. 232 de los autos al 
Sr. Juez Federal en turno, lo fué "a los efectos del co- 
bro de la umita" aplicada en ese pronunciamiento, del 
sellado liquidado a fs. 228 y del correspondiente a las 
actuaciones posteriores. Ello porque tales tramitacio- 
nes, en cnanto imponen el apremio del infractor — art. 
145 y sigtes. de la lev de sellos— son ajenas a la juris- 
dicción originaria dé está Corte, cuya intervención, en 
presencia de lo dispuesto en el art. 96 de la Constitución 
Nacional no autoriza la sola circunstancia de tratarse 
de procedimientos incidentales — doct. Fallos: 168, 84; 

210, 48 y otros—. 

Que el trámite impreso a la causa en primera ins- 
tancia — fs, 239 y sigtes — ha conducido a la expedición 
por el juez del certificado previsto en el art 93 de la ley 
de sellos y su envío a la Dirección General Impositiva 



se 
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"a los efectos pertinentes" o sea para la realización 
por la misma de "las gestiones de cobro* \ que prevó 
el texto citado y reglamentan los arts. 145 y sigtes. 

Que como quiera que tales gestiones consisten se- 
gún se ha dicho en el apremio del deudor —ajeno a la 
jurisdicción de esta Corte— en cuyo trámite es admisi- 
ble la excepción de pago; y toda ves* que de ser perti- 
nente el acogimiento formulado a fs. 247 a los benef icios 
de la ley 13.fi49, sería procedente el pago simple del 
sellado adeudado, — sin perjuicio de las cargas que la 
ley citada pudiera imponer— resulta ser la propuesta 
a fs. 24 7, efectivamente, una cuestión de cuyo conoci- 
miento se lia desprendido el Tribunal por virtud do su 
resolución de fs. 232. 

En su mérito se deeide no hacer lugar a lo pedido a 
fs. 247. 

Lns R. Loxom — Rodolfo G. Va- 
LEXzrBLA — Tomás D. Ca- 
sares — Felipe Santíago 
PÉrtEZ — Atilio Pessaóno, 



VICTOItlO CHAVEZ 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* y garantía*. Defensa «i 
juicio. Principios generales. 

La paran tía de la defensa en juicio requiere que, además 
de oírse al procesado, se le dé oportunidad de probar- 
los hechos conducentes a su defensa. 

CONSTITUCION NACIONAL: Ihrerho* y garantía*, Defenm « 
juicio. Procedimiento 1/ sentencia. 

Importa violación de la defensa en juicio y deb*: ser 
revocada la sentencia condenatoria dictada sobre la base 
de aet naciones en las cuales no se dió al procesado opor- 
tunidad de ofrecer prueba de descargo ante la autoridad 
policial ni se admitió In que ofreció después ante la jus- 
ticia correccional. 
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Dicta mkx del PitocimADOit Genera?, 

Suprema Corte; 

Do los autos principales de esta causa se desprende 
que el agraviado — que alega ser inocente — lia sido con- 
denado sin que en ninguna de las dos instancias por- 
que ha pasado el proceso se le diera oportunidad de 
producir prueba de descargo frente a la acusación de 
que es objeto. 

En las actuaciones policiales aparece como el impu- 
tado Chavea presta declaración indagatoria el día 22 
de agosto ppdo. (fs. 7) y cómo el sumario se eleva ese 
mismo día al Jefe de Policía (fs. 7 vta.), quien sin mas 
trámite dicta su resolución al día siguiente o sea el 23 
de agosto. En la instancia correccional y en oportuni- 
dad de la audiencia señalada a los efectos del art. 588 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, Chaves 
ofreció producir abundantes medidas de prueba sobre el 
hecho en cuestión (fs. 21 y 22), pero el Juez "a-qno" 
no las consideró indispensables. 

La omisión que acabo de observar, por serlo de uno 
de los elementos esenciales del proceso (prueba de des- 
cargo), importa n mi juicio una violación del art, 29 
de la Constitución Nacional en cuanto el mismo garan- 
tiza el derecho de defensa en juicio, 

En consecuencia, y de acuerdo con lo resuelto en 
199 :4:J2, opino que corresponde hacer lugar a la presente 
queja y revocar la sentencia do fs. 24 vta., y el auto de 
fs. 24 que no hace lugar a la producción de las medidas 
de prueba ofrecidas por el recurrente. —'Buenos Aires, 
diciembre 2!» de ÍÍHÍ). — Carlos O. Delfino, 
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FALLO DE LA COR1E SCPIÍEMA 

límalos Aires, l(i de f olivero, Año del Libertador Ge- 
neral San Martín, 1950. 

Vistos los autos *' Recurso de hecho deducido por 
el procesado en la causa Chave?. Victorio s.¡ escándalo 
y desorden*', para decidir sobre su procedencia. 

V Considerando : 

Que cnn arriarlo a la jurisprudencia de esta Corto 
—Fallos : 211, losé; %ÍM, 449 y otros— la garantía de la 
defensa en juicio requiere, además de la audiencia del 
procesado, el proveimiento de alguna oportunidad para 
probar los hechos conducentes a su defensa. 

Que seííún lo pone de manifiesto el dictamen del 
Sr. Procurador General, el trámite seguido en la especie 
no ha brindado a Victorio Chávez la ocasión menciona- 
da, en cuanto en primera instancia su única intervención 
consistió en la declaración indagatoria tomada a fs. 7 
y en segunda instancia la prueba de descargo ofrecida 
le fuó desee! imln de plano — fs. 24 — . 

Que así las cosas el agravio constitucional invoca- 
do en el recurso existe configurado en la causa. 

Que el Tribunal n» encuentra atendible la razón 
do extomporaneidad invocada para denegar el recurso 
extraordinario — fs. 27 vta. y 29 vta. — planteada como 
fué la pertinente cuestión federal en la primera oca- 
sión — a raíz de la denegación de la prueba — en que, 
dado el ritmo impreso id juicio y la condición del pro- 
cesado, pudo razonablemente serlo. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General se declara mal denegado el recurso ex- 
traordinario a fs. 29 vta. 
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Y proveyendo en cuanto al fondo del asunto, se re- 
voca la sentencia do fs. 24 vta. y el auto de fs. 24, de- 
biendo la causa ser tramitada por el Sr. Juez apelado 
con arreglo a derecho. 

Lris R. Longiu — Tomas D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Peuez — Atilio Pessagno. 



FOLC'H Y Cía. 

RECURSO EX TRAORDIXA RIO : Requisitos propios. Sentencia de- 
finitiva. Concepto y generalidades, 

Rechazado el recurso extraordinario por falta de senten- 
cia definitivo, la viabilidad del que pueda interponerse 
cuando aquella se dicte es cuestión a contemplar en su 
oportunidad (*). 



JUAN GUILLERMO PEDRETTt 

EXTRADICION: Extradición interproi:incial. 

Habiéndose desprendido del conocimiento de la causa el 
juez exhortado, por hallarse aquélla radicada en el tri- 
bunal de apelación en razón del recurso concedido a la 
defensa, corresponde (pie la extradición sea requerida á 
dicho tribunal. • 

Dictamen del Phocurauoh General 

Suprema Corte : 

En este sumario que se instruye contra Juan Gui- 
llermo Pedretti por hurto, el señor Juez de Instrucción 



(i) 16 de febrero. 
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de la capital solicitó ¡a extradición del procesado que se 
encuentra detenido en Jujuy, donde se le sigue proceso 
por el delito de extorsión. 

Al contestar la rogatoria, el Juez exhortado trans- 
cribe la parte dispositiva del fallo condenatorio de pri- 
mera instancia, y agrega que la causa se encuentra en 
la Sala Segunda del Kxcnio. Suprior Tribunal de Ju- 
,juy, por haber sido recurrida la sentencia (fs. 32). Ante 
lo expuesto, el Juez de Instrucción de lu Capital eleva 
ln actuado a V. K. por considerar que el Juez del Cri- 
men de Jujuy rechaza su competencia, contrariando la 
norma del art, 39 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal (fs. 34). 

De lo precedentemente relacionado se deduce que 
el magistrado requerido se ha concretado a informar 
el estado en que se encuentra la causa radicada en su 
jurisdicción, sin abrir juicio sobre la extradición pe- 
dida. 

Como se expresa en el dictamen de fs. 33, estimo 
que debe ¡asistirse ante quien corresponda en la priori- 
dad para juzgar al acusado. Hasta el momento no hay 
conflicto t ra batió en condiciones de ser dirimido por 
V. K, — Tíñenos Aires, febrero 13 de 1951), Año del Li- 
bertador (leñera] San Martín. — Carlas 0, Del fina, 

FALLI) DE LA CORTE SUPREMA 

Hílenos Aires, 27 de febrero, Año del Libertador Gene- 
ral San Marlín, 1950. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que habiéndose desprendido el magistrado provin- 
cial del conocimiento de la causa por hallarse ésta ra- 
dicada en la Sala 2a. del Superior Tribunal de Justicia 
de Jujuy en razón del recurso de apelación concedido 
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¡i la defensa, corresponde que la extradición sea reque- 
rida a dicho Tribunal, cuya decisión respecto de ese 
podido eliminaría todo conflicto en el caso de ser favo- 
ral- lo y liaría entonces innecesaria la intervención de 
esta Corte Suprema. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, devuélvanse las actuaciones al Sr. Juez de 
Instrucción de la Capital Federal a fin do que proceda 
en la forma expresada. 

Luis R. Losmn — Rodolfo G. Va- 
lejízuela — Tomás D, Casa- 
res — Felipe Santiago Pé- 
rez — Atilio Pessagno. 



- k 

CARLOS A. FERNANDEZ ORDOXEZ 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Competencia militar. 

Corresponde a los tribunales castrenses conocer de la 
causa referente a los hechos delictuosos imputad»* a un 
militar en actividad y previstas y penados en el respec- 
tivo código de justicia, en el penal y en el decreto 53Ü/45. 

Dictamen del Piíocuuaoou Ukneual 

Suprema Corte : 

La aetividad ilícita atribuida al Mayor del Ejército 
D. Carlos Alberto Musió puede configurar infracciones 
militares cuyo juzgamiento está exclusivamente reser- 
vado a los organismos de la justicia castrense (artículos 
117 incisos V y 3*; 118 ine, 1», y 130 del Código de Jus- 
ticia Militar). 

Por ello considero que la presente contienda traba- 
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da entre la justicia federal de la ciudad de Córdoba y 
el señor Juez de Instrucción Militar, debe ser resuelta 
en favor de Ja competencia de este último. — Buenos 
Aires, febrero 9 de 1950, Año del Libertador General 
San Martín. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de febrero, Año del Libertador Gene- 
ral San Martín, 1950. 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que ante el Juzgado Federal X* 2 de Córdoba se 
procesa al mayor del Ejército, en actividad, D. Carlos 
Alberto Muzio, por infracción al art. C del decreto nú- 
mero 536/45 (actuaciones de fs. 10 y sigtes.). 

Que por los mismos bechos que han originado la for- 
mación de diclia causa liase instruido otra contra el mis- 
mo mayor ante la justicia militar, por entender ésta que 
aquéllos pueden constituir infracciones contra la disci- 
plina previstas y penadas por el respectivo código y 
porque en el supuesto de que el procesado fuera el autor 
del documento que motivó las actuaciones habría come- 
tido ios delitos de 4 * insubordinación* * y de "instigación 
a cometer delito # + provistos respectivamente en los arts. 
fi.15 del Código de Justicia Militar y 200 del Código Pe- 
nal (confr. fs. 20 y sigtes.). 

Que según el art, 20 de la Constitución Nacional 
" . . . Los militares y las personas que les están asimi- 
ladas estarán sometidos a la jurisdicción militar en los 
casos que establezca la ley. El mismo fuero será apli- 
cable a las personas que incurran en delitos penados por 
el Código de Justicia Militar y sometidos por la propia 
ley a los tribunales castrenses. . . ". El art 26 del Có- 
digo do Procedimientos en lo Criminal establece que la 
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jurisdicción atribuida por éste a la justicia federal o na- 
cional en nada altera la jurisdicción que corresponde a 
los tribunales militares. Por su parte, el decreto 536 145, 
dispone que "los tribunales militares aplicaran, dentro 
de la jurisdicción que les es privativa, las disposiciones 
del presente decreto, siempre que para los delitos aquí 
previstos no se hubiere dispuesto una sanción más gra- 
ve en el Código de Justicia Militar", Y con arreglo a 
lo dispuesto en el art. 117, del Código de Justicia Mili- 
tar, la justicia que éste organiza comprende "los delitos 
y faltas esencialmente militares" y "todos ios demás 
casos de infracción pennl que este Código expresamente 
determina". 

Que con arreglo a dichas disposiciones y a la juris- 
prudencia de esta Corte Suprema, el hecho cometido 
por un militar en actividad previsto y penado no sola- 
mente por el respectivo código de justicia sino también 
por las leyes penales no militares — como ocurre en el 
caso de autos — cae bajo la jurisdicción castrense (conf. 
Fallos: 202, 405 ; 212, 461), 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, declárase que el Sr. Juez de Instrucción Mili- 
tar es el competente para conocer de la presente causa. 
En consecuencia, remítansele los autos y hágase saber 
al Sr. Juez Federal de Córdoba en la forma de estilo. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. Ca- 
sares — Felipe Santiago Pé- 
rez — Atilio Pessaono. 
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RAMÓN A. ISLA CASARES 

AVTEStlCÁCION. 

Satisfechos los requisitos que, para autenticar los procedi- 
mientos judiciales con efecto en la República, exigen las 
leyes 44 y 5133, la legalización de los mismos con el fin 
de ser presentados en el extranjero, hállase reglada por 
el decreto de mayo 20 de 1885 cuyas diligencias corren 
a carpo del Ministerio de Relaciones Exteriores y Cultu, 
arr. 13, iiic, 13, de la ley de Organización N* 13.529, por 
lo que corresponde - devolver al juzgado de procedencia 
el exhorto destinado a un tribunal extranjero y remitido 
por aquél a la Corte Suprema "a los fines de las certi- 
ficaciones correspondientes" 



EDCAROO NELSOX IIORROCKS v. LUIS CAXEDO 

REYES 

JUIUSDK CIOX Y COMPETENCIA: Competencinl federal Com- 
petencia originaria dr la Cnrte Suprema. Atientes diplomáticos y mn- 
fulares. Embajadores >/ ministros extranjeros. 

• Es ajena a la competencia originaría de la Corte Supre- 
ma la causa sobre cumplimiento de contrato promovida 
por un particular contra el aprepado comerciut de una 
embajada extranjera, si esta última, en contestación al 
requerimiento que se le formuló para que exprese si el 
demandado se somete o no a la jurisdicción de la Corle 
Suprema, lia hecho saber que él go/.a de inmunidad di- 
plomática, 

JURFSniCCIOX r COMPETKXCiA: Competencia federal. Compe- 
tencia- originaria de la Corte Suprema. Atienten diplomáticas ¡t consu- 
lares. Embajadores ¡/ minirteos extranjtruA. 

La Corte Suprema no es competente para conocer en for- 
ma originaria de la demanda sobre entupí ¡miento de con- 
trato deducida por un particular contra el apresado co- 
mercial de una embajada extranjera que, después de 
promovida aquélla, dejó de pertenecer e dicha embajada. 



(l) 27 üe tVbrero. 
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«RM1SI0X DE AUTOS. 

Declarada la incompetencia de Ja Corte Supreimi pura 
conocer de una demanda promovida orí<r¡'iarinmente ante 
ella, no procede remitir las actuaciones al tribunul eoni- 
petentc sino archivarlas. 

Dictamen i>kl PíiocI'KAüok General 

Suprema Corte: 

Esta demanda por cumplimiento de contrato, lia 
sido promovida contra Luis Cañedo Reyes, que invisto 
el cargo de Agregado Comercial de la Embajada de la ■ 
República de Bolivia en nuestro país. 

Según se expresa en el informe de fs. 14, ln aludida 
Representación Diplomática^ al requerimiento hecho por 
intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores para 
que exprese si ni demandado se somete o no a la juris- 
dicción de V. E. lia contestado : 

4 'La Embajada de Bolivia, de acuerdo a prácticas 
internacionales, se permite observar que el señor Cañe- 
do Reyes goza de inmunidad diplomática." 

Dedúcese de la respuesta, que el demandado no ha 
renunciado a las inmunidades que tiene en razón del car- 
go que inviste, por lo que corresponde, de conformidad 
con reiterada doctrina, declarar que V. E. carece de 
jurisdicción para conocer y resolver sobre el presente 
juicio. — Buenos Aires, diciembre 21 de 1949. — Carloa 
G. Del fino. 

Dictamen del Pbocuhauoh General 

Suprema Corte: 

A las razones dadas en el dictamen de fs. 16 donde 
expresé que V. E. en rece de jurisdicción para conocer y 
resolver sobre el presente juicio, cabe agregar que el 
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demandado luí dejado de |>oi'teiioccr al personal de la 
Embajada de la República de Bolivia en nuestro país, 
seffún resulta" de la nota agregada n fs. 17, 

Reitero en consecuencia lo solicitado en el párrafo 
final del expresado dictamen, y estimo además improce- 
dente el pedido de remisión de los autos al juez civil, 
formulado a fs. 19. — Buenos Aires, febrero 9 de 1950, 
Ano del Libertador Genera! San Martín. — Carlos (!. 
Delfino. 

FALLO DE LA CORTC SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de febrero, Año del Libertador Gene- 
ral San Martín, 1950. 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que lauto en razón de lo manifestado por la Emba- 
jada de Bolivia — nota de IV. 14 — como por la circuns- 
tancia de haber cesado el demandado en sus funciones 
diplomáticas — fs. 17 y 19—, la procedente causa resul- 
ta ajena a Ja jurisdicción originaria del Tribunal (Fa- 
llos: 2U9, 'Mw; 192,488). 

Que es improcedente la remisión de los autos que 
60 solieita a fs, 19. — Doet. Fallos: 211, 323; 21.1, 2fln 
(eonsid, 4*) — . 

En su mérito y habiendo ti ic ta ni i nado el Sr. Procu- 
rador (rene ral, se declara que esta Corte Suprema caro- 
ce de jurisdicción para conocer en la demanda que an- 
tecedo. 

Luis R. Los oh i — Tomás D. 
Casares — Felipe Rantiago 
Pérez — Atilio Pkssaono. 
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MANUFACTURES CHIMIQUE8 DU NORD ETAHLISSE- 
MENTS < *&0HLMANN'' v LUCIANO AUGE 

CONSTITUCION X ACION AL: Derechos g garantios. Defensa en 
inicia. Principio* generala?. 

La garantía constitucional de la defensa en juicio no im- 
pide que la ley reglamente las condiciones nece/sarius 
para aetuar eomo querellante en las causas criminales y 
excluya a ios supuestos damnificados residentes en el 
extranjero. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos g garantías. Igualdad. 

La gH mutis constitucional de la igualdad no se opone a 
que la tey reglamente tas condiciones necesarias para ac- 
tuar eomo querellante en las causas criminal SS y exeluya 
a los supuestos damnificados residentes en el extranjero. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho» g gurautins. Derecho de 
propiedad. 

El dereelio de propiedad que asegura la Constitución Na- 
cional no resulta vulnerado porque la ley procesal inha- 
bilite para actuar como querellante en la causa criminal 
a los supuestos damnificados residentes en el extranjero. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Relación rfí- 
rerttt. Norman extrañas al juicio* Disposiciones constitucionales. 

No procede el recurso extraordinario fundado en la vio- 
lación de las normas constitucionales qne aseguran la de- 
fensa en juicio, la igualdad y la propiedad, contra la 
sentencia que interpreta las normas procesales respectivas 
en el sentido de que el mandatario de los directores de 
una sociedad foránea» domiciliados y residentes en el ex- 
tranjero, carecen de personería para querellar criminal- 
mente en el país sobre la base de un poder otorgado tam- 
bién afuera. 



Dictamen dfx Proco ador General 

Suprema Corte : 

La sentencia recurrida, que niega a la sociedad ape- 
lante la posibilidad de actuar como parte querellante en 
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un juicio criminal por la circunstancia do hallarse sus 
directores domiciliados fuera del país, es contraria al 
de rocho que el interesado lia fundado en las disposicio- 
nes constitucionales de los arts. 28 y 31 de la Constitu- 
ción Xacional. 

En consecuencia, es procedente la apelación extra- 
ordinaria (art. 14, inc. 3* de la ley 48) y corresponde ha- 
cer lugar al presente recurso de queja. — Buenos Aires, 
febrero 9 de 1950, Año del Libertador General Sun 
Martín. — Corlns O. Drffhio. 



FALLO I>E LA CORTE SUPREMA 

lineaos Aires, 27 de febrero, Año del Libertador Gene- 
ral San Martín, 1950. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el 
querellante en la causa "Kuhlmann" Manufacture Chi- 
miques du Xord Ktablissemeuts v. Auge Luciano" para 
decidir «obre su procedencia. 

Y considerando : 

Que con arreglo a la sentencia de fs, 153 de los au- 
tos principales — incidente de falta do personalidad y 
falta de acción promovido por el doctor Isaac Golden- 
herg, en la causa 472, caratulada Zubiaur Benjamín su 
querella por defraudación — el mandatario de los direc- 
tores íle una sociedad foránea, domiciliados y residentes 
en el extranjero, carece de personaría para querellar 
criminalmente en el país, sobre la base de un poder otor- 
garlo al efecto también i*n Francia, con arreglo a lo dis- 
pnesto en el art. 172 y siguientes del Código de Procc-* 
dimientos en lo Criminal. Filio sería así porque de la 
querella nacen responsabilidades de orden personal, que 
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imponen la existencia de particular «invigilante, así co- 
mo que éste "quede sometido a la jurisdicción del juez 
que conoce en la causa ", pues aquéllas pueden ser no 
sólo pecuniarias sino también de naturaleza criminal. A 
lo que debe agregarse que el mandatario actuando de 
í mena fe y dentro del límite de su mandato no incurre en 
tal responsabilidad, por lo que su presencia no suple la 
de los directores de la sociedad recUi rente. 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte 
—Fallos: 180, 13f>; 188, 173— la garantía constitucional 
de la defensa consagra la libertad del interesado do de- 
fenderse por sí mismo, pero no es óbice a la reglamen- 
tación por el Código de Procedimientos en materia cri- 
minal de las condiciones necesarias para actuar como 
querellante, ni sustenta el recurso extraordinario por no 
haber agravio sustancial que lo autorice, respecto del 
auto que a ¡nía separar de la causa a los presuntos 
damnificados residentes en el extranjero. 

Que es obvio que a igual conclusión ha de llegarse 
en cuanto a la garantía de la igualdad, pues con arreglo 
a constante jurisprudencia, no impide ta distinción ra- 
zonable entre quienes no se encuentran en la misma con- 
dición. Y es aquí poco dudoso que no es análoga, a los 
efectos indicados, la situación de aquellos que residen 
en el país —y cshín así sujetos al imperio territorial de 
sus leyes y magistrados— y la de ios que no lo están. 

Que como quiera que la inhabilidad para querellar 
en nada impide el ejercicio do las acciones civiles ten- 
dientes a la tutela del patrimonio de la sociedad recu- 
rrente, carece de color de fundamento la invocación de 
la garantía de la propiedad. E igual cosa corresponde 
decir respecto de la discriminación arbitraria entre ar- 
gentinos y ext ra nje ros. porque no se funda en la calidad 
de tales el requisito impuesto por el fallo en recurso. 
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Ku su mérito y baldeado dii-tainimido el Sr. Procu- 
rador Ge no ral se desestima la precedente queja. 

Li is H, Loxgiu — Tomáí» D. 
Oasahes — FELirK Saxtíaoo 

PÉREZ. 



CELESTINA F. Vo.v. DE ¡SABATER 

BÉt l ' USO 8 X TRA O R OI XA lll O - R,, t mtitns eo n nhr*, C, ñutan,,,. 

La cuestión referente ¡i la ilegalidad de hi aplicación de 
ta multa por el gobernador de ona provincia, ijnc i ni por- 
taría sacar u la recurrente de mis jueces naturales, no 
subsiste luc*ro de su apelación ante lu justicia federal, 
porque la sanción aparece así hit puesta en definitiva por 
nn iiuujistrado de lu jurisdicción requerida por la ape- 
lante 

PRECIOS MAXIMOS. 

La substitución del régimen «l** 'a ley 12.5ÍU por el de la 
12.830, no importa dejar impunes las infracciones de la 
primera ( 3 ). 



ERNESTO 8EGOVIA 

RECURSO EXTRAORDlXARiO: Rfi { umim imt¡,iw. ¡Marión <l¡- 
recta. Xurtrw* rj-t ruñan til juicio. ItinfmxKwites tonal iturioniites. 

Las cuestione* referentes a las cesantías de empleados 
dispuestas sin forma de juicio, son ajenas a la garantía 
constitucional de la defensa. 

RECURSO EXTRAORDINARIO; fírqmtilo* coman?*. Cantiña jira- 

Las cuestiones referentes a la cesantía de empleados ju- 
diciales no r-j aislen earáeter de justiciables susceptibles 



(I) 37 do febrero. Rillos: Lila, 50. 
(3) KiiIIon: 2U«, 028. 
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de fundar el recurso extraordinario, eu tanto no «c trate 
de medidas que excedan de las comunes tuya aplicación 
corresponde a los respectivos tribunales en ejercicio de 
mi» facultades de superintendencia. 

* 

FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de febrero, Año del Libertador Gene- 
ral San Martín, 1950, 

Vistos los autos: "Keeurso de bocho deducido por 
el recurrente eu la can su Segovia Ernesto s/ «pela re- 
solución de la Cám. de Ap. en lo ('omercial que lo scfmró 
del cargo de Secretario", para decidir sobre su proce- 
dencia. 

Y considerando : 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, 
las cuestiones referentes a ta cesantía de empleados dis- 
puesta sin forma de juicio, son ajenas a la garantía cons- 
titucional de la defeusn — doct. Fallos: 208, 5— . 

Que iideniás, en cuanto medidas dependientes de las 
facultades de superintendencia de los Tribunales, no 
constituyen [mu tos jusliciu liles susceptibles de dar lugar 
a recurso extraordinario en tanto no excedan de las co- 
munes cuya aplicación compete a aquéllos — dock Fa- 
llos: 211, 7-1 — ni sería por consiguiente «d remedio fe- 
deral la vía por la eiial esta Corté pudiera tomar cono- 
cimiento respecto de su acierto o error. 

Eu su mérito se desestima la presente queja. 

Lris R. Loxc.it i — Tomás D. 
Casabes — Fkufr Santiago 
Péiiez — Atujo Pkssaono. 



' * VAl.uis l.i; njwn; f-VPREMA 

ALEJANDRO Rl ANCHI Y Cía. v. NACION ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Relación directa. Sentencia con 
fuiulamentQfi no fvdtndes » fedérate* conten lido?. Fundamentos t h 
hecho, 

Es i m procedente el recurso extraordinario que no se fun- 
da en la cuestión referente a saber .si la ley de impuesto 
a las ventas autor iza a discriminar los trabajos cíe im- 
prenta en tu** etilpa "tle impresión", libérala de gra- 
vamen, y otra "de terminación " sujeta a 61, sino en que, 
por no hídierM. abierto la causa a prueba en la instaneia 
judicial, se habría desconocida el principio de que la 
prueba incumbo al contribuyente, incorporado al art. 76 
de la ley 11.6S3, t.o. en PJ47. contra la sentencia que 
considera debidamente acreditados los hechos con l as ac- 
tuaciones administrativas ofrendas por el Fisco y, acep- 
tadas por el contribuye n te. 



DlCTAMKN ÜJSL PhpCt'HADÓtt GkxKÜAL 

Suprema Corte: 

Siendo contraria la sentencia ¡i las pretensiones que 
id apelante fundamenta en normas federales, ei recurro 
extraordinario es procedente de acuerdo con el artículo 
14, inciso ."!' ilc la ley 4S. 

Kn cuanto al fondo del asunto él Fisco Nacional ac- 
túa por intermedio de apoderado especial, el que ya lia 
asumido auto V. K. la intervención que Je corresponde 
fls. K7). — Buenos Aires, diciembre 21 de 1ÍHÍ). — Cw- 
loé a. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de febrero, Año del libertador Gemi- 
rá! San Marfíii, l!*50. 

m 

Vistos los autos " Alejandro H¡ anchi y Cía. v. Fiseo 
Nacional I nireooHiti General del Impuesto a los Redi- 
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tos) s/eontencioso", en los que se ha concedido a fs. 83 
el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que la sentencia recurrida al reproducir los funda- 
mentos do la dictada por el Sr. Juez Federal, ha hecho 
lugar a la demanda por considerar, en primer término, 
que están debidamente comprobados con las actuaciones 
administrativas la suma cuya repetición se reclama y el 
concepto en que ingresó a la Dirección General Imposi- 
tiva, y, en segundo lugar, que es inadmisible la discri- 
minación que — no obstante reconocer que las tareas 
realizada» por el actor son propias de las denominadas 
'* trabajos de impresión por encargo" — pretende hacer 
dicha repartición al dividir el proceso del trabajo de 
impresión en dos etapas: de "impresión" la primera — 
a la que admite como liberada del impuesto a las ven- 
tas— y do "terminación" la segunda, sobre la que sos- 
tiene sev procedente el cobro del gravamen. 

Que la demandaba no funda el recurso extraordina- 
rio en lu cuestión referente a saber si la ley de impuesto 
a las venias autoriza la discriminación aludida — punto 
resuelto negativamente por la sentencia — sino tan sólo 
en que ésta ha desconocido en forma tácita el principio 
omts probauiÜ uclorem ineutnbU incorporado al art. 71* 
de la ley 11.08,*í t. o. en lí>47, porque el juicio no ftté 
abierto a prueba en la instancia judicial y ninguna ha 
podido, pues, producir la atítora. 

Que dicho fundamento es insuficiente para susten- 
tar el recurso extraordinario, porque la cuestión refe- 
rente a sulHjr si los hechos en que se funda la acción de- 
lieii considerarse o no prohados, no reviste, carácter 
federal y, en el caso de autos, la sentencia recurrida 
los ha estimado debidamente acreditados mediante las 
constancias de las actuaciones administrativas de la pro- 
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pia demandada ofrecidas a fs. 60 por ésta, que pidió se 
fallara la causa con ellas» y admitidas como prueba su- 
fifi en te por la acto ra a fs. 54. 

Que siendo irrevisiblcs las conclusiones de la sen- 
tencia apelada en cuanto a la apreciación de los hechos 
resultantes do dichas constancias administrativas y no 
habiéndose fundado el recurso extraordinario en la cues- 
tión referente a la interpretación de la ley del impuesto 
R las ventas acerca de la discriminación que pretendió 
hacer la demandada, el recurso debe ser desestimado. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, declárase improcedente el recurso concedido a 
fs. 83, sin costas por no ser aplicables en la instancia 
extraordinaria, conforme a ía reiterada y uniforme ju- 
risprudencia del Tribunal. 

Lns H. Lojíghi — Rodolfo G. Va- 
lenzitela — Tomás D. Ca- 
sares — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pehagno. 



MEMORIA CORRESI'OXOIENTK AL ASO 1949 

I 

Con arreglo a los términos del art. 77 del Reglamen- 
to para l:i ¿Tusticio Federal y Letrada de los Territorios 
Nacionales —dictado por esta Corte con fecha •! de mar- 
zo dé 1Í>48— ta memoria a elevarse al Poder Ejecutivo 
ha de haeer referencia "a las actividades del ano ante- 
rior" y "a las observaciones que el Trihuual estimare 
per) mentes eon respecto a la administración de la justi- 
cia federa] y letrada*'. 

1 ) Puéstó que se remiten adjuntas, como lo estable- 
ce la disposición mencionada, las estadísticas correspon- 
dientes al movimiento de las i-ansas durante el año 1!Í49 T 
es indudable que la mención detallada ríe tas tareas 
cumplidas al respecto importaría una inútil reduplica- 
ción del informe. 

Basta expresar aquí que lia sido cuidado constante 
de esta Corte la más rápida solución posible de las cau- 
sas de su competencia, y que tanto el trámite como la 
resolución de los juicios está a) día, sin más excepcio- 
nes que los casos en que ta trascendencia institucional 
de las cuestiones en litigio o la conexión entre juicios 
en que se debaten matices de un mismo problema, han 
exigido una más prolongada consideración. De eual- 
qnier modo, el número de causas en las condiciones pre- 
cedentemente enunciadas es mínimo en relación a la can- 
tidad que ha despachado el Tribunal. 
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2) Con respecto u lu superintendencia de esta Cor- 
te Suprema corresponde expresar, en primer término, 
qjBe sancionada la nueva Constitución Nacional, con el 
fin de dar inmediato cumplimiento a lo dispuesto por 
filis urfs. 32 y cláusula 3" de sus disposiciones transito- 
rias, esta Corte Suprema dictó la acordada de recua 14 
ríe marzo de ron ur reglo a la eual fué prestado el 

juramento do fidelidad a la patria y de acatamiento a 
ta Constitución por los magistrados, funcionarios y em- 
pleados del Poder Judicial de la Nación, en la forma a 
que lince referencia la acordada del 21 do marzo, opor- 
tunamente comunicada al Poder Ejecutivo de la Na- 
ción por intermedio del Ministerio de Justicia. 

Por otra parte, la necesidad de proveer provisio- 
nalmente, a Ja solución de las cuestiones referentes al 
ejercicio de la superintendencia por esta Corte Supre- 
ma y por los tribuna! s que dependen de ella, decidió 
al Tribunal a dictar la acordada de fecha ,*íl do marzo 
ríe 1949)1 por la cual se estableció que la superintenden- 
cia directa a que en aquélla se alude continuará entre- 
tanto ejerciéndose por dichos tribunales sin perjuicio 
de la facultad que el art. ÍH de la Constitución Nacional 
acuerda a la Corte Suprema. 

.'{) La instalación de hu Cámaras de Apelaciones 
de Jos Terri torios Nacionales del Norte y del Sud, lle- 
vada a cabo recien I emente, ha venido a llenar una sen- 
tida necesidad, cuya completa satisfacción requiere nún 
las reformas ya señaladas por esta Corto Suprema en 
su anterior memoria. 

Teniendo en cuenta que los decretos de creación 
de dichas Támaras no habían previsto la forma en que 
debería hacerse conocer a las partes la instalación de 
las mi -mas, así como las dudas que surgían de la inter- 
pivia- ión ilc aquéllos, y con el propósito de evitar los 
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conflictos, las dificultados y demoras que ello podría 
originar, esta Corte Suprema dictó la acordada de 8 
do septiembre de lí)4ít uniformando el criterio a seguir 
para la distribución de las causas existentes en las cá- 
maras federales de Paraná y La Plata y en los juzga- 
dos letrados do Kawson y Esquel, con la cual aquélla 
lia podido efectuarse sin inconvenientes. 

Además, el establecimiento de nuevos juzgados fe- 
derales en Córdoba y en la Capital lia requerido la 
reglamentación de la forma en que debía proeedersé a 
distribuir los asuntos en trámite y los que en lo suce- 
sivo so iniciaran, a cuyo efecto esta Corte Suprema 
adoptó las medirlas necesarias por acordadas de fechas 
5 de mayo y 2 de diciembre de 1949. 

4) Cabe señalar la falla de instalaciones adecua- 
das en el local de la Alcaidía del Palacio de Justicia 
para el debido alojamiento de las mujeres detenidas y 
puestas a disposición de los tribunales de justicia. A 
la posible solución do estas dificultades y de las que 
resultan del traslado do detenidos se alude en el capí- 
tulo II (punto 2) de esta memoria. Mientras tanto, 
esta Corte Suprema lia dictado por acordada de fecha 
5 de mayo del año ppdo., las medidas tendientes a ob- 
tener que las mujeres sólo permanezcan en la Alcaidía 
durante las horas de despuebo del tribunal a cuya dis- 
posición están, 

5) Con la eficaz colaboración de los soldados ofici- 
nistas facilitados primero por el Ministerio de Guerra 
y después por el Ministerio de Marina en reemplazo de 
los anteriores, lia sido posible realizar en el Arcbivo 
Federal los siguientes trabajos: 



I Expedientes recibirlas 
II Fichas confeccionados 
III Testimonios , , . . . . 



72.026 
68.362 
665 
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1 V" Oficios 

V Expedientes remitidos 

VI Expedientes consultados ., 

VII Protocolos recibidos 



93*2 
fi76 
855 
13 
88 



VIH Protocolos consultados 



IX ClttMifieuetón e índice de 2.85!) expe- 
dientes de carta de ciudadanía que se 
en<>(intrat>Hn eun los expedientes remi- 
tidos por el Archivo General de los 
Tribunales, 

i't\ Durante el añq VM'J se ha realizado el inventa- 
rio detallado del materia] bibliográfico de la Biblioti ja 
(h la Corte Suprema y la organización do dos fiche roa 
por materia y por autores, tanto do los libros existente» 
como dr» los artículos roe tenidos en las revistas que se 
reciben por canje o subscripción. También so ha prepa- 
rado un fichero do levos federales eon ta respectiva dis- 
cusión parlamentaria y se lia comenzado un fichero de 
decretos iiíieionales. Kn el lapso mencionado han sido 
adquiridla con la partida que el Poder Ejecutivo de 
la Nación puso a la disposición del Tribunal, importante» 
obras de dereelio y se está preparando la incorporación 
de muchas otras en el curso de esto año. 

Teniendo en cuenta la fuerza obligatoria que el 
nrt. '.H'} de la Constitución Nacional acuerda a los fallos 
de la Corte Suprema y la necesidad do que ellos sean 
conocidos por los magistrados que deben aplicarlos, se 
lian adoptado las medidas necesarias para que a partir 
del a fio en curso se lia ira llegar sin cargo la publicación 
oficial do los mismos a los tribunales de apelación y 
jueces letrados tanto nacionales romo provinciales» 
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Es particularmente el segundo punto de los men- 
cionados ni comienzo del capítulo I el que reviste capi- 
tal importancia para esta memoria. 

El urt. í>-t de la Constitución Nacional dispone que 
esta Corte "ejercerá superintendencia sobre los jueces 
y trimmalcs que integran la justicia de la Nación" y 
añade: *'En Ja Capital Federal todos los tribunales 
tienen el mismo carácter nacional". 

Con la unificación de fueros que la última norma 
comporta, ha aparecido el problema de las transfor- 
maciones que, en cuanto a organización y funciona- 
miento de los que fueron tribunales ordinarios de la 
Capital, el nuevo texto constitucional impone. Ello hace 
patente la uceen ida d de resolver con urgencia el pro- 
blema de la legislación orgánica de los tribunales de la 
Capital Federal y aun de todos los tribunales de la 
Nación. La que actualmente rige es múltiple, fragmen- 
taria y desconexa, de lo que surgen problemas que van 
desde la dificultad de información referente a los tex- 
tos vigentes basta la insalvable duda sobre su alcance 
y susceptibilidad de generalización, prescindiendo de 
lo anticuado de mué has disposiciones y de ius lagunas 
y la falta de criterio uniforme que el texto señala. 

Respecto a esta legislación caben dos criterios : 1*. 
sancionar una ley orgánica minuciosa y completa, lo 
que supone la madura preparación de la misma y el ne- 
cesario transcurso de cierto tiempo, por las conexiones 
y dificultades que el problema plantea; 2\ dictar una le- 
gislación transitoria, tendiente a adecuar los organismos 
existentes a las nuevas cláusulas constitucionales y a 
introducir las reformas más premiosas en la organiza - 
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■ion judicial, lo que pueda hacerse en un período relati- 
vamente breve. 

Por razón de la urgencia de la cuestión y también 
porque no importa obstáculo a la definitiva y completa 
ley orgánica, esta Corte propiciad segundo criterio, que 
es el adoptado en el proyecto enviado por el Poder EJe- 
cutivo Nacional al Honorable Congreso con fecha 2!) de 
agosto tío 1í>49. 

1) La ley orgánica definitiva a que se refiere el ca- 
pitulo precedente habrá de encarar y decidir numerosos 
problemas de los que no es el caso tratar en detalle aquí. 
Conviene, sin embargo, destacar que esa legislación, ade- 
más de la constitución de los respectivos organismos ju- 
diciales, del ministerio público y de los cuerpos auxilia- 
res; de precisar su jurisdicción y atribuciones; tendrá 
que o r< leñar el régimen a que estará sometido el perso- 
nal —nombramiento, remoción, disciplina, escalafón, 
etc.— y reglamentar también cuestiones de interés tan 
grande como la carrera judicial, el régimen de incompa- 
1 ih¡Ji< jados y otros. 

Ifcspeeto de algunos de estos tópicos el Tribunal ha 
expresad» opinión en su memoria correspondiente al 
ano VMH. Encuentra del caso, sin embargo, expresar 
ahora con carácter general, que considera necesario el 
enfoque completo de los mencionados problemas, con 
animo de buscarles solución de conjunto. Habrá de tra- 
tarse la organización y régimen de los distintos tribuna- 
les v organismos atendiendo en primer término a la ín- 
dole ile sus funciones y con la uniformidad que el 
csiiicio respeto de su eficiencia permita; de precisar su 
jurisdicción y al ri luiciones sobre la base fie principios 
racionales, que den hnse ndecuada y unívoca para la 
solución de las cues i iones inevitablemente imprevistas ; 
do organizar el régimen del personal con criterio ten- 
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diente a su mayor eficiencia, y a asegurar el imperio de 
lu justicia en el curso de su carrera, tanto para los em- 
pleados inferiores cuanto para los funcionarios de je- 
rarquía. V todas estas medidas habrán de estructurarse 
con la mira puesta en la dignificación de la función 
judicial, porque es el respeto y la devoción de sus con- 
ciudadanos una base indispensable para la humana rea- 
lización de la justicia. Además, será necesario conce- 
birlas con criterio eminentemente realista, es decir, 
buscando de bailar los procedimientos más adecuados 
para la obtención del fin enunciado, habida cuenta es- 
tricta del medio y oportunidad racionales, a fin de que 
sean efectivamente eficaces. 

Son soluciones concordantes con estos principios 
varias de las cuales han sido contempladas en el proyec- 
to del Poder Ejecutivo precedentemente citado; a) la 
reforma de la legislación a efecto de extender la tnaino- 
vilídad judicial a toda la magistratura nacional; 

h) la inclusión, en la medida de lo posible, de la 
justicia de paz de dichos Territorios en el cuadro de la 
magistratura; 

c) el establecimiento de un régimen severo de in- 
compatibilidades; 

<í) la adecuada dotación económica, tanto en mate- 
ria de sueldos como gastos; 

c) el establecimiento de un régimen racional para 
el ingreso y el escalafón del personal dependiente do 
los Tribunales y la atribución a las autoridades judi- 
ciales de las designaciones del personal de la justicia 
de los territorios nacionales, actualmente a cargo del 
Poder Ejecutivo; 

/) la orga ni /ación do la carrera judicial con la con- 
sagración dr un sistema de ingreso y promociones que 
atienda a la capacidad, honorabilidad y dedicación, sin 
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olvido de \a antigüedad y la limitación racional en loa 
cambios de jurisdicción, respecto de lo cual lian do te- 
nerse presentes las directivas I razadas en el capítulo 
V — rustida— del Plan de Gobierno para los «ños 1947 

a tm i 

la distribución de la competencia con arreglo a 
la materia con la que se conecta la estructuración de la 
jurisdicción contencioso -administrativa, sobre base ju- 
dicial; 

h) la mayor uniformidad posible en ln constitución 
de tos tribunales de apelación; 

i) la estructuración def ministerio público, distin- 
guie mío las funciones actualmente comprendidas y con 
adecuada organización jerárquica. 

-) Por su importancia práctica, el Tribunal esti- 
ma oportuno insistir en el problema de la adecuada ins- 
talación de las dependencias judiciales. 

lM dignificación de ta justicia a (pie se ha hecho an- 
tes referencia, requiere una mejor instalación y dota- 
ción de los tribunales del país, a cuyo respecto esta 
forte reitera la conclusión sostenida en ln memoria co- 
rrespondiente al año 1948, de que la solución adecuada 
de I» cuestión ha «le buscarse en un plan orgánico de edi- 
ficacionea judiciales. 

Pero en más de un aspecto este problema admite 
solución más pronta, como cabe sugerir, para la Capi- 
tal Federal, con la descentralización de los orgamamoa 
judiciales. Ksta medida es susceptible de cumplirse: 

ft) Instalando « esta Corte, que por su jerarquía y 
funciones no requiere asiento común con ningún tribu- 
nal determinado, y a sus dependencias inmediatas fuc- 
ni del 1 'alacio. 

h\ Destinando el Palacio do Justicia exclusivamen- 
te a dependencias judiciales y alejando de] misino a los 
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organismo auxiliares, en tod.* lo que fuere rigurosa- 
mente posible. 

c) Acerca mío al centro geográfico de la ciudad los 
Tribunales de paz y del trabajo, con lo que además se 
facilitaría el acceso a los mismos desde las distintas 
zonas del municipio, lo que es deseable en atención a las 
características de amlvos fueros. 

tí) Reuniendo los tribunales en materia criminal 
en un grupó de edificios separados de los demás orga- 
nismos judiciales. Fisto es también adecuado a la índole 
de la jurisdicción que, por lo tiernas, no requiere asien- 
to en el centro, comercial de la ciudad, y daría cumpli- 
miento a lo dispuesto en la ley n* 11.833. 

,*í) Otra cuestión de la cual calve hacer capítulo, es 
la que se refiere a la urgente necesidad do adoptar las 
providencias indispensables para facilitar la descon- 
gestión de los tribunales de los expedientes terminados 
o fuera de trámite. 

El archivo de (, stus actuaciones tropieza con difi- 
cultades provenientes de la insuficiencia de locales y 
personal necesario a ese fin y de ta existencia de trabas 
legales para la recepción de los expedientes en cuestión. 

lino y otro obstáculo pueden ser aminorados; el 
primero, por vía de una legislación (pie autorice un pro- 
cedimiento de incineración de los expedientes de no 
imprescindible conse rvucíóit más expeditivo que el pre- 
visto en la ley 12.9Í17; y el segundo, con retoques a las 
leyes vigentes en materia de sellos. Sería, en efecto, 
imprescindible autorizar el archivo sin trámite alguno 
de todas las causas paralizadas durante más de cinco 
años, dando así por cumplido, de oficio, en este lapso, 
la prescripción del sellado pendiente. 

4) En el curso del año 1ÍW0 fué sancionada la ley 
fie enjuiciamiento de los magistrados nacionales y, en 
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cumplimiento de sus reposiciones, so tomaron por esta 
Porte Ins providencias necesaria* para la constitución 
üt> Jos organismos previstos en la misma. Rl juicio del 
Tribunal respecto a) régimen así establecido sería, des- 
de luego, prematuro y t>bo reservarse para la oportu- 
ni dad en qpe el cuerpo cuente al respecto con suficiente 
experiencia. Buenos Aires, ;íl de marzo, Año del Li- 
bertador General San Martín, 1!>50. 
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R E S V M E N 

Aüo 1940 

Expedientes entrados - Mw? 

Expedientes fiillmlusi . . ■ ■ • ■ • * WjJ 

Expedientes que se hullnn a sentencia (') 82 

Causas uri-íinurias ■ * ■ ■ * 

Jmclos patalizadoa: 

liffiirsujt de hecho . , , ~~~ 
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AÑO DEI. LrBEaTADOR Gknkual Sax MabtÍn, 1950 



Marzo 



ALFREDO A. GUIDO Y JUAN C. P1GUEEOA 

JUMSDICCtOX Y C&MPKTk'ynA; P*mfr>Mm r™" f Tiríitni 
parlirular. Knmhiimiento, 
No correspondo a la justieia federal sino a la ordinaria 
conocer de la eauau referente al delito de encubrimiento 
del hurto de eosas del Ejército. 



Dictamen i>kl Phociuiadok General 

Suprema Corte: 

Se procesa a Juan Carlos Figaeroa y Alfredo An- 
tonio Guido, por haber adquirido ciortn cantidad de he- 
rraduras a un soldado conscripto del Regimiento 2 de 
Caballería "Lanceros General Faz", con asiento en la 
ciudad de Olavarría, perteneciente a la referida unidad 
del Ejército. El señor Juez Federal de Azul, a quien 
le fué remitido el sumario policial, se declaró incompe- 
tente pura conocer en la causa (fs* 33 y 47 vta.), 
y en análogo sentido, con respecto a su jurisdicción, se 
ha pronunciado el Juez en lo Criminal y Correccional 
del Departamento Sudoeste de la Provincia de Buenos 
Aires, (fs. 41). Ha quedado trabada así la contienda de 
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competencia negativa que debe dirimir V. B, de confor- 
midad con lo dispuesto por la ley 4A>">5 en su nrt. 9 9 . 

\ mi juicio, el liecho cae bajo las sanciones del nrt. 
771 del Código de Justicia Militar, (Libro III, Cap. IV. 
Delitos contra la propiedad) y dado que la mercadería 
adquirida era propiedad del Ejército Argentino, co- 
rres pon dé resolver el conflicto en favor de la competen- 
cia de ía justicia federal. Buenos Aires, diciembre 20 de 
1ÍMÍI. — Carlos Cu Ih lfino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

'l^uenos Aires, de marzo, Año del Libertador General 
San Martín, 1350. 

Autos y vistos: considerando: 

Que de bis declaraciones prestadas por quienes lian 
iivíenenido directamente en los beehos que han dado 
origen a la instrucción de este proeeso (fs. 1, 5, fi, 8, 9, 
11 vta.) no resulta, prima fácie, la existencia dei delito 
previsto en los arts, 102 y 40 del Código Penal, que el 
Sr. .1 uez del Departamento Sudoeste de la Provincia de 
Buenos Aires atribuye a los procesados (fs. 41), sino 
que, de baberse cometido alguno, sería el que establece 
el nrt, 771 del Código de Justicia Militar. 

CJrié esta ultima norma deja librado el juzgamiento 
del mencionado delito al 4 'juez o tribunal competente" 
y, como declaró esta Corte Suprema en la causa "Stor- 
per Salomón León y otro" {sentencia del 5 de setiembre 
ppdo), a falta de atribución {te competencia a la justicia 
federal por dicha disposición, siendo el encubrimiento, 
en nuestro derecho positivo, un delito independiente 
contra la administración pública y no contra la propio- 
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ciad, y no tratándose do alguno de los casos provistos en 
el art. 3 de la ley 48 y 23 del Código de procedimientos 
en lo Criminal, el conocimiento de este sumario resulta 
ajeno a la justicia federal. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr, Procurador 
General, declárase que el Sr. Juez en lo Criminal y Co- 
rreccional, Departamento Sudoeste, Azul, Provincia de 
Buenos Aires, es el competente para conocer del pro- 
ceso caratulado "Guido Alfredo Antonio y Figueroa 
Juan Carlos, nurto al Regimiento 2 de Caballería Lan- 
ceros Cral. Paa". 

Luis K. Lokíiiii — Rodolfo G. 
Valbnzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez. 



LIBTA E riPlNO VIUDA PE CABALLERO Y OTROS 
' v. FERROCARRILES DEL ESTADO 

RECURSO ORDINARIO DE APELACIOX: Tercera instancia. Ge- 
neralidades. 

La circunstancia de que en un fallo anterior que no 
contiene decisión formal sobre el punto, se hnyo expresado 
en los considerandos que por la Constitución Nacional vi- 
frente la Corte Suprema rió tiene otra jurisdicción ape- 
lada que la del recurso extraordinario, gobernada por las 
leyes 48 y 4055, y la del recurso de casación, que una 
lev deberá reglamentar; no es óbice para que el Tribunal, 
llamado a pronunciarse formalmente sobre la cuestión, 
acerca de cuya solución los antecedentes de la Conven- 
ción Constituyente ño son decisivos y dejan lugar a dufia 
respecto al límite de la jurisdicción de aquél, se abstenga 
de reducir la que siempre había tenido y declare proceden- 
te el recurso ordinario de apelación, con arreglo a lo dis- 
puesto por el art. 3 de la ley 4055, en una causa en que 
la Nación es parte. 



«2 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

ItECt'liSO O HUIS ARIO DK APELACION; Tercera instancia. Gv- 
neralidades. 

No procede el recurro ordinario de apelación respecto de 
ln resolución que impone una multa como medida discipli- 
naria en un juicio en que es parte la Nación. 

COSTAR: Naturales» del juifito. Daño» 1/ fterjitUio*. 

No habiendo razón suficiente pura eximir de las rostas al 
Estado, Vencido eit un pleito s«l>re indemnización de los 
daños provenientes de un accidente, corresponde imponerle 
el pago de aquéllas. 

DAÑOS- Y I'KHJriCfOS; Ueterminaeió» de l„ imh-mnitacián. Dañn 
material. 

Habiendo admitido la demandada la procedencia de la 
renaraeiñn de! daño moral originado por un accidente fe- 
rroviario, no corresponde discutir ese punta ante la Corte 
Suprema, y sí solamente fijar el monto de aquél y del 
daño material teniendo en cuenta la condición económica, 
edad y sit unción de familia del causante, lo «pie pudo re- 
presentar durante su vida probable en cuanto a la asís- 
teneia de su mujer e hijos si no hubiera ocurrido el acci- 
dente que le ocasionó la muerte y la falta de fijeza de los 
ingresos que obtenía dado l*i índole de los actividades a 
que se dedicaba. 



Sentencia del Juez Federal 



Rosario* octubre 19 de 1!H« 

Y vistos; El presente juicio sobre indemnización de daños 
y perjuicios promovido por Libia Emilia Pipi no de Caballero y 
otros contra la Arltninifd ración General de tos Ferrocarriles 
del Estado {Epte. » mil), del que resulta: 

Que el 9 de abril de I94(i compareció por medio de apode- 
rado doña Libia Emilia Pipino de Caballero por sí y sus hijos 
menores Fran visco Tristán y Enzo Miguel Caballero y Pipino, 
promoviendo demanda ordinaria por indemnización de daños y 
perjuicios, moral y material, contra la Administración (J ene- 
ral de los Ferrocarriles del Estado, estimando esos conceptos 
en la suma de cincuenta mil pesos nacionales, o la que fije 
el tribunal, con motivo del choque ocurrido el 8 de noviem- 
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bre de 1945 entre el tren de la empresa demandada — en que 
viajaba el esposo- y padre de aquéllas, señor Antonio Vitul 
Caballero— y otro del Ferrocarril Central Argentino, frente 
al Cabín N» 8 de aquélla, situado en la calle San (Jerónimo 
entre las de Tucttmún y lia facía de esta ciudad, en cuyo su- 
ceso el Sr. Caballero sufrió heridas que le ocasionaron la 
muerte. Pide se hago lugar a la demanda con interósea y 
Costas. El 1* de oetubre del mismo año líMli compareció do- 
ña Dora Magdalena Caballero Puolassi por sí y en represen- 
tación de su hermano Norberto Antonio Caballero Paofnssi, 
menor de edad, del cual es ella totora dativa según nombra* 
miento oficial que acompaña, y doña Nelda Libia Caballero 
de (írungetto, y en su carácter de hijo» de don Antonio 
Vital Caballero promueven también demanda, por los mismos 
conceptos, pero por la suma de treinta mil pesos nacionales 
o la que fije el juzgado en definitiva, más los intereses y las 
eostas. A fs. 17 vta., del expediente formado eon este segun- 
do reclamo se ordenó la acumulación de ambos juicios, con 
lo que corrieron desde entontes eon el mismo procedimiento. 
Oportunamente — a fs, !ílít y 31í> — , el señor Norberto Anto- 
nio Caballero compareció al juicio y ratificó lo actuado. 

A fs. 25 obra la contestación del Ferrocarril demandado, 
al'nmíndose a la reclamación formulada pero pidiendo el re- 
chazo del monto exigido por no coincidir ni remotamente con 
la realidad de los hechos. Igual contestación dió en los autos 
acumulados. 

Y considerando: 

Pfimero: Que dados los términos de la contestación a las 
demandas interpuestas, desde que el Ferrocarril acepta en 
el 'a H derecho de la parte actora a la indemnización de los 
daños y perjuicios morales y materiales, la única cuestión a 
resolver es la relativa al monto de esa indemnización. 

SiifjHttdo: Que el representante de la Empresa no ha 
negado la aseveración hecha en In demanda promovida por 
doña (jibia Km i lia Pipino de Caballero o hijos, de que el 
señor Caballero se dedicaba en el pueblo de Santa Teresa, 
Dpto. Iriondo, a la compra y venta de maquinas agrícola* y 
a la explotación de trilla y desgrane de cereales con sus má- 
quinas trilladoras, cosechadoras y desgranadoras de maíz, con- 
tundo con un taller bien equipado para la conservación y 
arreglo de esos efectos, con un camioncito marca "Ford", y 
una voiturette y un extenso galpón de material y zinc, lo que 
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hace un capital de freír** a treinta y cinco mil pesos. N*<» (i» 
observado, tampoco, las condiciones tic laboriosidad de la 
víctima <lol neeidente ferroviario, Y a pesar de qtte tal cosa 
importa »»i reconocimiento implícito de esos importantes vle- 
mental de juicio para ri.fitr la iíulamjii/acHin redamada, los 
adoros luí ti puesto empeño on probarlos, lian dejado osla* 
hlecido, on efecto, mediante copiosa prueba testimonial, que 
además tío ti (trunos uo<<ncin.H do compra y vonla do máquinas 
o implementos agrícolas, el Señor Caballero so ocupaba on 
la trilla, desgrane y molionda di' cereales y oleaginosos en la 
íona, 

Tm ' vn : Que el perito contador Señor [jamón .T. Collazo 
a fs. Ü02 .v siguientes, lia ordenado y resumido los dalos que 
recogiera de las constancias de estos untos y del sucesorio leí 
cansante, euyo inventario y avfilúo obra en Copia a fs. 242 
y sí-mi ionios de este juioio. oom luyendo en que el 'apitat de 
aquél ascendió a treinta y ciueo mil oehoeientos ochenta y seis 
pesos con setenta y ocluí centavos en la fecha del fallecimiento. 
Es ti mí (pie en el añi» 1ÍH-I. su retita probable fué de doce 
mi] novecientos sesenta y cuatro pos - coii treinta y eineo cen- 
tavos y en 1ÍM5, de nueve mil doso : dos cuarenta y tres pesos 
eon treinta y nueve eoutavos lü>" óu utioionnl, No lia eiieon- 
frailo el perito, seniin lo inam 1 '^ ' • mejores bases que laa 
dichas, de donde dediiee el .suscripto -pío no le será posible 
ampliar su trabajo para sntisfaecr el p dido de t's. ¡110, for- 
mulado por la demandada: oree suficientes esas sumas, por 
<.tra parte, en ausencia de los libros reglamentarios en los ne- 
froeios do referencia, partí fijar una indemnización de la natu- 
raleza de ipte se trata, por reflejar ellas una situación econó- 
mica bien delorininada. 

Cuarto Que bis cifras eon». 4 nadas revelan, sin lugar a 
dndas, la existencia do un mroeio en nuirelm. en el que la 
aolivMud personal hizo rendir mucho a un capital relativamente 
pequeño. Lo demuestra también la rotación del monto de los 
valore» y créditos activos inventariados en el sucesorio, con el 
de los débitos, pues también este aspecto del balance destaca 
la importunóla del factor personal, de donde se si>»ne ipie Ih 
muerte do| Señor Antonio Vital Caballero lin privado a su 
esposa e hijos, además do un gran apoyo moral, de un valor 
económico Importante. No puede decirse en el caso, en efecto, 
que el capital guarda relación 0011 el producido de las máqui- 
nas turneólas explotadas por el causante; «o se ve tampoco que 
aquél baya producido un interés comente, como afirmar que 
por sí solo, o simplemente administrado, pueda rendir lo ucee- 
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saríu pura solventar los «r¡i*¡|iK de ln familia; lia sido imlis- 
pcn*ablr. por el contrario, la dedicación persono] de su dueño 
para que las utilidades del negocio sobrepasen notablemente ese 

Quinto *• Que es así como el suscripto tiene en cuenta espe- 
cialmente en esta sentencia ése valor económico desaparecido con 
la muerte tlel causante. Tiene en cuenta ¡finalmente las aptitu- 
des ele laboriosidad cíe éste y !¡i edad — cincuenta años — -, que 
tenía al producirse el deceso, estimando asimismo, ile acuerdo 
a esa edad, qué pudú trabajar y producir todavía la suficienii 
I>ara formar todos sus lujos y aun para lotfraí un bienestar 
llegando a la conclusión de rpie la lesión patrimonial sufrida 
por los demandados, juntamente eon la que la muerte produjo 
en mus a Cerriones legítimas o sea con el daño moral, pueden 
justipreciarse rn la suma de cuarenta y dos rail pesos naciona- 
les, divididos por iguales entro Jos seis demanda lites. 

Sexto \ Que las costas deben ser impuestas al Ferrocarril 
demandado, pues al contestar la demanda no opuso reparo a la 
petición, en concreto formulada en este sentido por los actores, 
fin actitud por otra parte, nblíjró a csttw a proponer y ¡»estio- 
nar la prueba tendiente a demostrar el monto reclamado. En 
cuanto ti los intereses, debe también cargar eon ellos la Em- 
presa, desde el momento en que. siéndole notificada cada una 
de las demandas, que luego se «cumularon, vino a incurrir 
en mora. 

Por estas consideraciones, y atento lo dispuesto por lo« 
arts, 10W. 1078, 1084 y concordantes del Código Civil, fallo ¡ 

Condenando a la Dirección Oeneral de los Ferrocarriles 
del Estado a pairar, dentro de diez días « los actores, por 
i i.' nales partes ta suma total de Cuarenta y dos mil pesos moneda 
nacional, con sus intereses contados desde la notificación de 
In« demandas promovidas y eon rclaeión a los accionantes de 
cada una de ellas. Con costas, — Alejandra J. Ferraron». 



Sknti:nci v ras la CXmara Federaí 

Rosario, 14 de mayo de 1ÍMÍ), 

Vistos, en acuerdo, los autos "Cnbnllero. Libia Emilia Pi- 
piim Viuda de y otros contra Administración General de los 
Ferrocarriles del Estado — indemnización de daños y perjui- 
cios " (exp. X» 14.297 de entrada). 
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Kl Dr. Saecone dijo: 

Primcrni El recurso de nulidad no ha sido fundado, ni 
TOStentudo en la instancia, ignorándose así los motivos a que 
responde. Por lo demás, no se descubre en los autos viejo nljru- 
no que autorice .su interposición. 

Sffiun'lo: No se cuestiona el derecho de los actores a recla- 
mar indemnización, esto es, la responsabilidad de la entidad 
demandada por culpa indirecta, sino tan sólo al euantum en 
que se gradúa aquél ta, Claro está, que frente a los anteceden- 
tes del asunto, el puní o relativo a la responsabilidad se toma 
incontrovertible. T,a condena definitiva en sede penal del ma- 
quinista dependiente de l<« Ferrocarriles del Estado, hace de 
aplicación necesaria la regla del art, 1102 en funeión del 1113 
ilel Código Civil; y aun cabría agregar la obligación emergen- 
te del art. 184 del Código de Comercio, pues la víctima viaja- 
ba en un tren de di (lia empresa, en calidad de pasajero. 

Trrrrrn: El falto analiza con acierto, en términos frene- 
rales, la situación que pone de relieve la causa, acerca de la 
condición económica del esposo y padre de los demandantes, 
la naturaleza de la actividad que ejercía, su presunta producti- 
vidad, etc., para llegar al resarcimiento considerado justo. 
Sin embargo, alguna observación despierta el análisis ¡jrgg 
ende ta conclusión adoptada. Se ha comprobado que don Vital 
Caballero trabajaba en trilla, desgrane y molienda de perca- 
te*, con las máquinas de sil propiedad, cuyo detalle obra en 
autos; teniendo además los elementos meeánieos complementa- 
rios v un taller para reparaciones adecuado a las necesidades 
de su labor. La importancia de todo ello está dada en la valo- 
ración del capital que representa, según inventario y realiza- 
ción de las piezas pertinentes, permitiendo formar un inicio 
aproximado sobre aquélla, un tanto menor de la que se afirma. 
Además no resulta suficientemente que Caballero se ocupara 
también en la actualidad de la compraventa de maquinarias, 
ni míe obtuviera por ese concepto ganancias computables. En 
cuanto n las que se le atribuyen por la larca agrícola, no ofre 
een bastante certeza, a pesar del informe pericial, ante el pro- 

I j miento indirecto utilizado para dar la renta neta. — por le 

demás, «¿lo probable—, susceptible de reparos y propenso r 
ocasionar errores. Sin que valga la pena detenerse en otro 
aspecto aludirlo en el juicio, relacionado con la renta presunta- 
mente obtenida, parece razonable entender, frente a lo dicho 
que r. s tn última, no alcanzó las cifras pretendidas, guardando 
mnvnr proporción con el capital empleado y con los desmedros 
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inevitables; y esto, sin subestimar la ineideneia del factor per- 
sonal en el éxito de la empresa, que no cuesta admitir, en 
vista de las pruebas obrantes. En síntesis tomando en cuenta 
todos los factores concurrentes, incluso la edad de la víctima 
del infortunio y su presumible margen de actividad futura, 
«orno igualmente el criterio estimativo aplicado de ordinario 
por el tribunal en asuntos de esta índole, adaptado a las moda- 
lidades propias de cada caso, conceptúo justo fijar en treinta 
y cinco mil pesos el resarcimiento debido. Esta suma com- 
prende el daño material y moral irrogado por el acto il jeito, 
siendo de advertir que es procedente el secundo, porque dicho 
acto constituye u» delito del derecho criminal, al Iiaber sido 
condenado el* autor directo en el proceso respectivo y que la 
obligación de indemnizarlo alcanza también al responsable civil 
por culpa indirecta, según es de jurisprudencia corriente 

Cuarto i La forma en que el fallo distribuye la indemni- 
zación motiva un agravio especial de los representantes de la 
esposa sobreviviente y de sus tres-hijos menores, como se lee 
a fojas 3<¡5 y sigts. La cuestión se ha suscitado, como consecuen- 
cia de existir sendas demandas de cada rama familiar del can- 
tante en sus dos matrimonios, acumuladas luego y por tanto 
comprendidas en un sólo pronunciamiento, y en una sola esti- 
mación global del daño; pues obsérvase en rigor, los agravia- 
dos nada advirtieron en el primer tramo del juicio sobre cómo 
habría de repartirse el caudal indemnizatorio que se acordara, 
ni siiiuicra dentro de su propia demanda. La particularidad 
de esos antecedentes permite, no obstante, hacerse cargo de la 
cuestión propuesta. 

Es conocida la divergencia que despierta en la doctrina na- 
cional, el punto concerniente a la determinación de quienes 
tienen un derecho al resarcimiento de los daños originados por 
un hecho ilícito, en qué mecida y el carácter de la acción acor- 
dada. Por lo mismo, no es menester detenerse en la argumenta* 
ción desarrollada en tratados y monografías, — «uya cita re- 
milta innecesaria—, alrededor de la armonía u oposición entre 
el art 10*4 v ÍÓ85 por la otra ; igualmente acerca de su acción 
resareitoria otorgada al cónyuge y *us sucesores damnificados, 
es una acción propia o jare hereditatts o si disponen de am- 
bas, ejercitabas a su arbitrio, como se ha reconocido en diver- 
sos fallos judiciales. En realidad el conflicto de apreciación 
legal sobre que giran esos estudios, no se ofrece nmu, «onde 
no hay objeción de parte del demandado en relación a tales 
aspectos y donde la pretensión considerada refiere propiamente 
a un tema conexo ó resultante, —el criterio distribueional de la 
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indemnización entre las actores— sin enfocar aquéllos en fnr- 
roí directa y precisa. Por lo demás, en las demandas se eon- 
creta el título por el cual se acciona, exhibiendo la calidad 
de parientes de la víctima, pero invocándose expresamente 
los daño» materiales y morales sufridas cu sus personas. Este 
es el fundamento verdadero del reclamo, que mi mira a 1n 
vocación hereditaria. — aunque ésta se prueba luego — , y así 
obsérvase la constancia ciara del otrosí de fs. 6 vta., como la 
explícita puntualización (j ue se lee a fs. 17, exp. n* fitUO, l>c 
consiguiente, queda establecido el carácter de la acción iniciada 
en procura de un derecho propio de los demandantes, nacido 
en sus propias cabezas, con prese ¡ndencia de su condición de 
herederos; lo que permite eludir todo comentario sobre la cali- 
ficación que cuadraría asignar al resarcimiento, dentro de las 
categorías de bienes con templados en la ley n los efectos pura 
mente sucesorios, pues — sea cual fuere la opinión que se sus- 
tente-—, no se trata ahora de materia sucesoria. 

Ks oportuno consignar también, que las demandas no men- 
cionan expresamente aquellos preceptos, sino se apoyan en 
los artículos 1083, 1 1 0Í>, 1113 y concordantes del O. FJivil, 
referentes a la consistencia de !a indemnización y a tos supues- 
tos de culpa directa e indirecta del autor del daño. Pero ca 
claro que tratándose de un delito de homicidio y accionando 
la cónyuge y los hijos, vale decir herederos necesarios del 
muerto, aparece indudable el derecho emergente de los arts. 1084 
y 10s"i ; siendo asimismo que se trata de obtener lo necesario 
para la .subsistencia de aquéllos, quienes vivían del trabajo 
del marido y padre. Si se entendiera que esta última afirma- 
ción no alcanza a todos, el perjuicio para los excluidos resi- 
diría ciertamente en la ruptura de la unidad familiar afee 
tando la cooperación de bogar existente entre todos sus miem- 
bros y en la herida de sus afecciones legítimas. Con lo que rto 
cabría, cuestionar In apticnbilidad dt> la norma genera] conté 
nida en el art. 1019 del C. Civil. 

Quinto: La distribución se ha de hacer entonces con arre- 
filo a la real incidencia del daño en quienes lo recibieron. No 
es dudoso que la cónyuge sufre más intensamente las coime- 
cuencias económicas riel infortunio acaecido. — aparte de una 
Riayor lesión moral — . con referencia a sus propios hijos y con 
mayor razón, respecto de los hijos del primer matrimonio de su 
espaso, dadas las constancias ex isi entes. Resulta justo adjudi- 
carle la mitad de! caudal resarcí torio, por la dearateg ración 
del ttpgar, la desaparición de mi sostén material y la obliga- 
cita de proveer a la manutención de sus hijos menores. Debe 
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advertirse que este es el criterio de aplieabilidad o|dina*ia 
en esta clase de juicios, repartiéndose la indemnización entre 
madre e hijos como se anuncia, sin que, por cierto, se pro- 
muevan discusiones sobre el particular, salvo algún caso aisla- 
do, como el que motivó la resolución de la Cámara n» 14.297. 

En cuanto a los hijos, corresponde acordarles una porción 
igual. Si bien eabe sostener en principio la posibilidad jurí- 
dica de una adjudicación distinta —consecuencia de la premisa 
admitida—, debe señalarse el riesgo de una determinación se- 
mejante. Es sumamente raro que el material probatorio per- 
mita establecer distinciones precisas, porque el interés de los 
demandantes no se orienta en tal sentido y habitud mente se 
estima en eoncepto de daños una suma única en conjunto. Y, 
además, en lo tocante al daño moral, resultaría imposible W&- 
dnarlo desigualmente en los hermanos entre sí. El cuadro de 
autos no escapa a esa consideración, por la procedencia en el 
caso de la reparación del daño moral — según se dijo ya , y 
porque falta prueba cierta de diferente repercusión del daño 
material. Sólo hay alguna» manifestaciones en el acto regis- 
trado a fs 316-317, pero emanadas de quien se halla en situa- 
ción especial y que, por otra parte, no han sido materia de 
una demostración coneluyente. De todos modos la diferencia 
que podría anotarse entre los hijos del primer matrimonio 
—singularmente la h¡ja casada—, y los menores habidos del 
segundo, debe entenderse compensada con la mayor cantidad 
asignada a la madre con vistas al cuidado que requieren estos 
últimos. 

Sexto: Los intereses han sido dispuestos conforme al cri- 
terio que la Cámara aplica invariablemente. Corresponde en- 
tonces, mantenerlo, ya que por otra parte, si bien es dable 
notar discrepancias doctrinarias y judiciales sobro el punto de 
partida del cómputo, particularmente en supuestos de delitos, 
no hay aquí agravio alguno en tal sentido. 

Séptimo: En lo que atañe a las costas, es evidente que 
deben imponerse en su totalidad al vencido. El allanamiento 
verificado no reúne las condiciones proeesnlmente exigióles, 
desde que su condicional idad obligó a la producción de intensa 
prueba v a continuar el juicio hasta el fin. Ni siquiera conte- 
nía un ofrecimiento concreto de resareir que permitiera una 
conformidad contraria y zanjar así el pleito. De modo que ha 
carecido de eficacia a los efectos que naturalmente supone ese 
acto o sea, dar termino al litigio. Y adviértese que sólo en apa- 
riencia se facilitó el reclamo de los actores, pues la responsa- 
bilidad civil era incuestionable dada la declaración admims- 
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trativa de culpabilidad, y atentas las circunstancias existente» 
como s«- destaca en el párrafo segundo. 

Octavo-. La situación jurídica de la demandada se ha 
modificado durante el juicio. Ya no constituye una entidad 
descentralizada o autárqulca, desprendida del Estado en mira* 
a una administración independiente y con la personalidad de 
derecho inherente a esa condición. Ahora forma pnrte de 1« 
administración general, hajo la dependencia del Ministerio de 
Transportes. Ha de con eept liarse, por tanto, que la Nación 
misma actúa en la causa directamente, lo que debe tomarse en 
rumia a los fines consiguientes y en particular al previsto 
en el nrt. 7 de la ley 3í>52. 

En su mérito, opino que debe confirmarse en lo princi- 
pal la sentencia, con las modificaciones que dejo expuestas en 
cuanto al monto indemnizatnrio, su distribución entre los acto- 
res y la modalidad ademada de tal dispositivo; con intereses 
y costas. 

Los doctores Lubary y Granadas, adhieren al voto que 
antecede, por análogas consideraciones. 

En su mérito se resuelve: 

Desestimar lá nulidad y confirmar con las modificaciones 
expresadas, la sentencia recurrida, obrarte a fojas ¡142-344. 
En consecuencia, declárase que la Nación (ex-Administraciótt 
(¡enera! de los Ferrocarriles del Estado) debprá abonar a L¡ht n 
Emilia Pipino de Caballero, la suma de $ 17.500, y a Nelda 
Livia Caballero y Paolassi de Grangetto, Dora Magdalena Ca- 
ballero y Paolassi, Norbcrto Antonio Caballero y Paolassi, Fran- 
cisco Tristán Caballero y Pipino y Enzo Miguel Caballero y 
Pipino, $ 3.500, a cada uno, por los conceptos a que se refiere 
el presente juicio; más los intereses al tipo de Banco de la 
Nación desde las fechas de notificación de tas respectivas de- 
mandas y las costas totales del juicio. — Santos J, Sacrom. — 
Juan Carlos Lubary. — Manuel arañados. 



Auto de la CXmaha Federal 

Rosario, 28 de mayo ríe 1949. 

Vistos en acuerdo, los autns "Caballero, Libia Emilia Pi- 
pino Viuda de y otros e./ Administracñin General de los Ferro- 
carriles del Estado —indemnización de daños y perjuicios" 
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:* : 

(exp, N* 14.297 de entrada), para resolver acerca tle lo mani- 
festado en el escrito cargo N* 1023. 

Y considerando que: 

I. La manifestación del representante de la demandada, 
dejando constancia de su disconformidad con el fallo de la Cá- 
mara en Ion términos y con los conceptos que se leen en el 
escrito de hojas 403405, reviste un carácter inusitado y es con- 
trario a las normas procesales. 

II. La discrepancia con las decisiones judiciales tiene sn 
sede propia para expresarse, en las instancias revisoras, pre- 
vios los recursos de ley, sin que les sea dado a los litigantes 
formular por anticipado comentario o juicio alguno; debiendo 
señalarse que, simultáneamente con aquel escrito, se ha presen- 
tado otro deduciendo recurso apelatorío para ante la Corte 
Suprema de Justicia, que se provee en la fecha, 

III. En el sentir ds\ Tribunnl, la actitud de referencia 
importa una desconsideración, que debe sancionarse con la per- 
tinente medida disciplinaria. 

Se resuelvo: 

Rechazar por improcedente la manifestación contenida en 
el escrito de fojas 403-405 e imponer al letrado que lo sus- 
eribe, doctor Celio Spira:idelli, una multa de cincuenta pesos 
nacionales (art 23, ley 4055). — Juan Cario* Lubary. — Ma- 
nuel Granados. — Santos J. Saceone. 



Dictamen imi. Piiocubadob General 

Suprema Corte: 

Contra la sentencia de segunda instancia que con- 
dena a la Nación a pagar a la parte actora la sama 
de # 35.000 m[n. con intereses y costas en concepto de 
indemnización por daños y perjuicios, interpone la de- 
mandada con fecha 24 de mayo del corriente año (fs. 
407) recurso ordinario de apelación, el que le ha sido 
concedido a fs. 407 rta. 

El importe a que asciende el agravio contenido en 
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lu sentencia sería s» iciente, de conformidad con lo dis~ 
puesto en el artículo Ji* inciso 2* de la ley 4.055, para de- 
terminar la procedencia de la apelación deducida; nías si 
V. E. mantiene lo doctrina sustentada i» re "Unlííii 
Dolores (iil de y otras v. Gobierno de la Nación", y en 
mérito a ella conceptúa que la Constitución Nacional 
ha excluido la tercera instancia ordinaria, el recurso 
sería notoriamente impertinente. 

No puedo pues abordar el fondo del asunto sin refe- 
rirme previamente a la pertinencia constitucional del 
mencionado recurso, cuestión sobre la cual no me he 
expedido hasta ahora, y en la que discrepo respetuosa- 
mente con la opinión de lu Corte. Y si así lo destaco es 
porque V. E. ha admitido con elevado concepto que lu 
autoridad de los precedentes cede, especialmente en 
materia constitucional, ante la comprobación del error 
o Ja inconveniencia de las decisiones anteriormente re- 
caídas (183:409; 192:414), y la aplicación de este recto 
criterio ha permitido al alto tribunal revisar su propia 
doctrina en numerosos casos (ver, en eso sentido, entre 
otros, líi:i:4.í() respecto de 187:330; 166:220 respecto de 
154:216 y los al'í citados, y, a su vez, 17í> :21tí respecto 
de 166:220; 189:394 respecto de 1 7:í :330 ; 167:121; 181: 
305 respecto de 168:248; 178:25 respecto de los ahí ci- 
tados; 190:58 respecto de 188:102, etc.). 

Voy ahora a expresar las razones en que apoyo mi 
tesis de que dentro de la actual Constitución cal» la 
tercera instancia ordinaria. 

Kl artículo 95 de la Constitución Nacional, primer 
párrafo, enumera las causas cuyo conocimiento y de- 
cisión corresponde **a hi Curte Suprema de Justicia y 
a los tribunales inferiores ilr ta Xación", De éstas, al- 
gunas están repetidas en el artículo 96 como causas en 
que la Corte debe conocer originaria y exclusivamente; 
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respecto de las restantes sólo queda la prescripción cons- 
titueionnl de que en ellas corresponde "conocer y deci- 
dir a la Corte Suprema de Justicia y a los tribunales i«- 
f criares de la Nación'*. 

Y bien, si en tales causas, excluidas de la jurisdic- 
ción originaria y exclusiva de la Corte, ésta está llamada 
a conocer y decidir, alguno tiene que ser el medio suscep- 
tible de poner en vigencia la prescripción constitucional. 
Tal medio no puede ser el recurso extraordinario ni el 
de casación, pues uno y otro contemplun supuestos bien 
distintos a los del primer párrafo del artículo 95; el pri- 
mero por ser un control de constitucionalidad, y el se- 
gundo creado para uiiit'icar "la interpretación e inteli- 
gencia do los códigos u que se refiere el inciso 11 del 
artículo ti8", funcionan con independencia absoluta de 
las razones de lugar, materia o |>ersona que lian inspi- 
rado la creación de la justicia federal y la determina- 
ción constitucional de su competencia. 

■ Por tanto, dicho medio sólo puede ser un recurso 
ordinario que permita a la Corte intervenir eh carácter 
de tribunal de alzada, i Cómo admitir entonces que la 
Constitución proscriba el único medio que permitirá a 
V, E. hacer efectivo sobre ciertns causas el conocimiento 
que la misma Carta Fundamental le atribuye? 

Ln cuestión cobra particular interés tratándose de 
juicios en que siendo parte la Nación, la causa escapa 
a la jurisdicción originaria de la Corte; y se agrava 
todavía si no media en el pleito un caso federal que 
torne procedente el recurso extraordinario, o no se ba- 
ila en juego la interpretación de algún código común 
que haga pertinente, cuando esté reglamentado, el recur- 
so de casación. Por otra parte cabe destacar que la in- 
tervención de V. E. en los supuestos de tales recursos 
está limitada a las cuestiones de derecho, cerrándole 
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la importante y decisiva atribución del examen de la 
prueba. 

Ks tradición argentina que la alta ilustración y 
la erudición de criterio que .se ha reconocido siempre en 
los componentes de nuestro mas alto tribunal comportan 
en un doble orden de imparcialidad y acierto, la más 
seria garantía con que se pueden revestir las resolu- 
ciones judiciales llamadas n decidir cuestiones en que 
esté comprometido el patrimonio nacional. líe ahí, sino 
el fundamento constitucional de la tercera instancia, 
la necesidad para esos casos de su mantenimiento, ya 
que la Constitución Nacional, como lo sostengo, no la 
ha suprimido. Así lo ha entendido también el Poder 
Ejecutivo de la Nación, desde el momento que, con pos- 
terioridad al fallo de V. E. en el sentido de que la ter- 
cera instancia no cabe en la actual constitución, ha en- 
viado al Honorable Congreso an proyecto do ley con- 
cerniente a demandas contra la Nación, en el que se 
establece la procedencia del recurso ordinario de apela- 
ción ante !a jorte. Esa saludable iniciativa estaría lla- 
mada a fracasar aún cuando la ley se sancionara pues el 
recurso no podría funcionar si V. E. no revisa su doc- 
trina. 

El criterio de que la Corte, —sin las limitaciones 
propias de ía casación o del recurso extraordinario- 
está facultada para intervenir en los pleitos en que liti- 
ga la Nación está tan arraigado en nuestra tradición, 
que la ley 3952 dispuso en su artículo 6": "Los jueces 
letrados de los territorios nacionales elevarán en con- 
sulta, ante la Supremn Corte, aun cuando no se inter- 
ponen apelación, todas las sentencias definitivas que 
pronuncien en los casos comprendidos en la presente 
loy*\ Y esa "consulta", dentro de la constitución del 
53 que sólo admitía la intervención de la Corto por ape- 
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lación o en instancia originaría, era más objetable cons- 
titucionalmcntc qnc el recurso ordinario dentro do la 
actual cu la que el artículo 95, párrafo 1», no especifica 
el carácter de la intervención de V. E. para las causas 
que no repite en el artículo 96. 

Cuando al discutirse la citada ley se formularon en 
la Cámara do Diputados reparos a la constitucionalidad 
deesa "consulta", el diputado Lacasa los rechazó "por- 
que la Constitución se ha hecho para el bien del país 
y no para poner estorbos a la buena administración de 
Justicia". 

Creo que ese concepto, como criterio rector de her- 
menéutica constitucional, os también aplicable a nues- 
tra nueva caria fundamental. No es preciso a mi enten- 
der que la palabra apelación esté inserta en la cláusula 
constitucional para que ella pueda ser establecida por 
ley del Congreso, del mismo modo que no se ha conside- 
rado necesaria una disposición literal expresa en la 
Constitución para admitir la validez de las leyes que 
confieren a la Corte facultades para resolver contiendas 
de competencia entre los tribunales superiores de dos 
provincias. 

Veamos ahora cómo llegaron a sancionarse en la 
Convención Nacional Constituyente do 1949 los artículos 
95 y fifi, por cuya interpretación V. E. arriba a la con- 
clusíón que cuestiono. 

Su primer antecedente lo constituyo el "Antepro- 
yecto de Reforma de la Constitución Nacional", en el 
que con variantes de redacción se mantienen los artícu- 
los 100 y 101 de la Constitución del 53, calificándose las 
reformas a dichos artículos de "orden formal", de "me- 
ra fórmula" (pág. 52). 

En la Convención Nacional Constituyente el pri- 
mer proyecto de reformas sometido a su consideración 
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fué prcsontndo por el Sr. Convencional Mercante y 
otros 8 re», convencionales (ver Diario do Sesiones, png> 
ííl! y siguientes), en el que el primer apartado del ar- 
tículo KM) (ver pág. 38), hoy 95, expresa: 

. " Corresponde a la Coru j Suprema y a los tribuna- 
les inferiores de la Nación, el conocimiento y decisión 
de loilas las causas que versen sobre puntos regidos 
por la Constitución y por las leyes dt- la Nación, y por 
los tratados con las naciones extranjeras, con la reserva 
lieclm en el ine. 11 del artículo <¡7, de las causas concer- 
nientes a embajadores, ministros plenipotenciarios y 
cónsules extranjeros; de las de almirantazgos y juris- 
dicción marítima y aeronáutica; de ios asuntos en que 
la Nación sea parle; de los procesos que se substancien 
en la Capital Federal y en los lugares regidos por la 
legislación exclusiva del Congreso; de las causas que 
se susciten entre tíos o más provincias; entre una pro- 
vincia y los vecinos de otra; y entre la Nación, o una 
provincia, o sus vecinos, con un Estado extranjero". 

Y el artículo 101, hoy ÍJfí, dice: 

"La Corte Suprema conocerá originariamente en 
todos los juicios en que sea parte Ja Nación o una pro- 
vinein, o sus vecinos, con un Kstado extranjero; en las 
causas concernientes a ministros plenipotenciaries o 
cónsules extranjeros; y en las que alguna provincia 
fuese parte*'. 

Aparece aquí suprimida por primera vez, la ex- 
presión: "En estos casos la Corte Suprema ejercerá su 
jurisdicción por apelación según las reglas y excep- 
ciones que prescriba el Congreso", que contenía la Cons- 
titución del f>3 en su artículo 101 y conservaba el ante- 
proyecto citado. También aparece suprimida la expre- 
sión transcripta, del proyecto presentado a la Conven- 
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ción por la Comisión Rcvisorn de la Constitución (Dia- 
rio de Sesiones, pág. 206 y siguientes) . 

Y bien, i cuál fué el .sentido, de esti supresión! 
De lo que lio expuesto anteriormente resulta que 
ella, dentro de la interpretación lógica de los textos cons- 
titucionales vigentes, no tiene el alcance que V. K. le 
«signa y que por tanto sólo puede ser una reforma de 
redacción en lo relativo a los casos de jurisdicción ori- 
ginaria respeto de los que no gozan de ese privilegio, 
i Autorizan otra conclusión las actas de la convención t 
Al ser sometido a la consideración general de la 
Asamblea el despacho de la Comisión Revisora, el miem- 
bro informante de la mayor ¡a Sr. Sampay destaco , 
Fundó las reformas aconsejadas (Diario de Restónos, 
pág. 260 1 292) y la importancia de las mismas en un 
discurso que brilló por su elocuencia y la concepción doc- 
trinaria del orador. Y en esa exposición en que se seña- 
laron las modificaciones que se aconsejaban a la Cons- 
titución del 53 nada se manifestó acerca del propósito 
do introducir una modificación substancial en la ju- 
risdicción de la Corte. Igual observación cabe respecto 
de las palabras pronunciadas por los convencionales 
Valeimteln (pág. 3101:127), Luder (pág. 339|344), Ba- 
gnasco (3441351), Tarera (3511354) y Tcissaire f .» 
356). 

En los discursos que se pronunciaron al conside- 
rarse cu particular el artículo 3« del despacho, en el que 
4C proyectaban las reformas a los artículos 100 y 101 
de la Constitución del 53, tampoco se advierte la inten- 
ción de suprimir constitucionalmeute el recurso ordina- 
rio. Las reformas en el orden judicial fueron expuestas 
y fundamentadas por el convencional Alvarez Rodri- 
góos (pág. 530 y siguientes) con el objeto de "señalar 
concretamente aquellas normas constitucionales some- 
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Hilas a revisión para mostrar en que consisten, euál es 
su a j canee y cuáles son las razones que las han promo- 
vido". Tales reformas "son en algunos casos de orden 
formal que, aunque ineludibles, responden sobre todo 
a las exigencias de la técnica constitucional y en otros, 
modificaciones substanciales que merecen una más de- 
tenida consideración para esclarecer su verdadero ob- 
jeto. Refiriéndome a las primeras, señalo la supresión 
de aquelln disposición del artículo 98 de la Constitución 
vigente, que se refiere al juramento en la primera ins- 
talación de la Corte Suprema, disposición que carece de 
objeto. 

A continuación, Sr. presidente, voy a referirme a 
las modificaciones que considero substanciales" (pág. 
530. párrafos 4», 5* y (>'). 

Se desprende de estas palabras que la supresión a 
que me estoy refiriendo no fu'' incluida entre las refor- 
mas "de orden formal'*, y como tampoco aparece men- 
cionada entre las substanciales, tal supresión no puede 
tener otro sentido que un cambio de redacción. 

A estar ni informe del nombrado convencional, las 
reformas calificadas de substanciales son : a) el sistema 
de remoción de los magistrados; b) los requisitos para 
ser ministro de la Corte; c) la superintendencia de di- 
cho tribunal ; d) la unificación de fueros; e) la casación; 
f > la ampliación de la competencia de la Corte y tribu- 
nales interiores de la Nación a las cansas de jurisdic- 
ción aeronáutica y n las que se substancien en la Capital 
Federal y en los lugares regidos por In legislación del 
Congreso; g) ta supresión de la competencia federal 
en las causas suscitadas entre los vecinos de diferentes 
provincias y entre una provincia o sus vecinos contra un 
ciudadano extranjero, y por último la que establece la 
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jariadiccióti originaria de la Corte W bis causas en que 
sea parte un estado extranjero. 

No figura, pnes, entré esas reformas, ninguna que 
autorice suponer ín eliminación <le la tercera instancia 
ordinaria. 

En cambio, a través del informe de Alvaroz Rodrí- 
guez, aparecen expresiones que permiten afirmar su 
subsistencia. Así (pág. 530, penúltimo párrafo) hablan- 
do de la Corte, se hace referenciu "de los procesos so- 
metidos en última, instancia a su jurisdicción". Y el 
concepto "última instancia", no es equivalente al de 
"instancia extraordinaria", en la que el tribunal puede 
no dictar la sentencia definitiva (artículo 16 de la ley 
4H), ni al de tribunal de casación. 

También habla el convencional informante (pág. 
533 párrafo 5°) de la " ampliar ion de ia competencia de 
fu Corte Suprema y tribunales inferiores de la Nación 
o tas cansas de jurisdicción aeronáutica*'; y esa amplia- 
ción en lo referente a la Corte sólo puede resultar de la 
torcera instancia, toda vez que no se le atribuye el cono- 
cimiento por vía originaria. 

De todo ello se deduce que dentro del sentido y al- 
cance con que se concretó el informe de lns reformas 
proyectadas, no se bailaba incluida entre ellas la rela- 
tiva a la supresión de la apelación ordinaria; y es pre- 
ciso concluir entonces que con ese sentido y alcance fue- 
ron aprobadas y votadas por la Convención Constitu- 
yente, 

Xo resultando, pues, de la que considero interpre- 
tación lógica de los textos constitucionales, ni de sus 
antecedentes, que la reforma aprobada en la Convención 
de 1949 baya abolido la tercera instancia, solicito que 
por aplicación de la doctrina sentada por V, E. en el 
caso "Anderson Enrique N, y otros —Infracción a la 
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ley 12.ÍHKj'\ en ol 'sentido de que "las normas constitu- 
cionales vigentes no imponen necesariamente la caduci- 
dad de las disposiciones legales existentes en tnnto no 
se opongan a lo que establecen las primeras", declare 
la vigencia del artículo 3» de la ley 4.05;% y en mérito 
a lo que prescribe su inciso 2% decrete la procedencia 
del recur.su ordinario interpuesto por el Fisco y entre 
a conocer del fondo del asunto, sobro el que no emito 
consideración alguna por estar representada la Nación 
por apoderado especial, el que ya lia tomado ante la 
Corte la intervención que le corresponde. 

En cuanto a la apelación concedida a fs. 411, creo 
que es improcedente de acuerdo con la doctrina de V. K. 
(1M:223). Buenos Aires, agosto 22 de 1949. — Carlos 
O. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

riucrius Aires,, (i de marzo, Año del Libertador Genera! 
Sun Martín, 1950. 

t 

Vistos los autos "Caballero Libia Emitía Pipi no 
Viuda de y otros v. Administración Oral, do los Ferroca- 
rriles del Estado s/ indemnización do daños y perjui- 
cios", en los qu? se han concedido a fs. 407 vta. y 411 
los recursos ordinarios de apelación. 

Considerando: 

Que, aunque la sentencia de la causa "Galán Dolo- 
res Gil de y otros v. Gobierno de la Nación" (Fallos: 
Ul.'í, $10) no contieno decisión formal sobre el particular, 
expresóse en sus considerandos que la intervención do 
esta < orte con plena jurisdicción aparecía reservada por 
la nueva Constitución para los casos excepcionales de 
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competencia originaria y exclusiva, vale decir, que por 
vía de apelación sólo en virtud del recurso extraordina- 
rio y del de casación podrían ser llevadas a su decisión 
las causas judiciales. 

Que con todo, trátase, sin duda, de materia opina- 
ble, pues ni los textos ni los dictámenes y las exposicio- 
nes que se refirieron a ellos en la Convención Constitu- 
yente son por sí solos decisivos en el sentido de ninguna 
de las dos interpretaciones. Por ello, no obstante las 
consideraciones expresadas en la sentencia que se acaba 
de citar, [tuesto que cabe duda respecto al límite de las 
responsabilidades de esta Corte, lleva en sí misma un 
principio esencial de justificación la decisión que no res- 
trinja las que asumió basta boy y fueron propias de 
ella desde su origen. La admisión de una instancia más 
importa para todos —pues es para todas las partes esa 
instancia cuando la ley la establece — , ampliación y 
afianzamiento de lns garantías del orden judicial. En 
consecuencia, llamada en esta causa a pronunciarse for- 
malmente sobre la procedencia del recurso ordinario que 
— ya en vigencia la nueva Constitución — , fué deducido 
en ella de acuerdo con lo dispuesto en el nrt. 3 de la ley 
4055, resuelve abrirlo. 

Que en cuanto a las cuestiones sometidas a la deci- 
sión de esta Corte Suprema por medio del recurso ordi- 
nario de apelación concedido a fs, 407 vta ( corresponde 
establecer, en primer término, que la procedencia de la 
reparación del daño moral pedida en la demanda de 
fs, 4 no fué objetada en la contestación de fs, 25 en la 
cual, por el contrario, la demandada se allanó a la acción 
oponiéndose tan sólo al monto reclamado por la netora. 
Tampoco hizo aquélla cuestión al respecto en la expre- 
sión tle agravios presentada a fs. 371 contra la sentencia 
de primera instancia (fs. 342) que incluyó el daño moral 
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en la indemnización. Dicho pinito lia quedado, pues, fue- 
ra de disensión; por lo que no corresponde a esta Corto 
Suprema pronunciarse» sobre la procedencia de la repa- 
ración do oso daño sino tan sólo sobre su monto. 

(¿ue, teniendo en "cuenta la condición económica, 
edad y situación de familia del causante debidamente 
puntualizadas en la sentencia recurrida; lo que pudo re- 
presentar durante su vida probable en cuanto a la asis- 
tencia de su mujer e hijos si no hubiera sufrido el acci- 
dente que le ocasionó la muerte, y la falta de fijeza de 
los ingresos que obtenía dad»» la índole de las activida- 
des a que se dedicaba, así como el criterio aplicado en la 
decisión de casos anteriores (Fallos: 210, 766; 213, 329 
entre otros), esta Corte considera justa la suma fijada 
por la sentencia recurrida, en concepto de indemnización 
de los daños material y moral, distribuida en la forma 
que determina, ya que sobre este último punto no hay 
cuestión a decidir por el Tribunal. 

Que la imposición de las costas a la demandada es 
justa y concuerda con lo decidido por esta Corte Supre- 
ma en Fallos; 205, 20ÍÍ, 

Que el recurso concedido a fs. 411 es improcedente 
porque incumbe a los tribunales de la causa la aplica- 
ción de las medidas disciplinarías que no excedan de las 
comunes que les correspondan (Fallos : 211, 721 y los allí 
citados). 

Por tanto, liabiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, confírmase la sentencia apelada, con costas, y 
declárase improcedente el recurso concedido a fs. 411. 

Lns R, Lonoh] — Rodolfo O. 
Valkxzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessaono. 
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EUSEB10 BENEITEZ v. «IARDULLÍ Hnos. 

. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Relación di- 
recta. Sentencia con fundamento» no federales o federales consenti- 
dos. Fundamentos de índole loeal y procesal. 

Siendo una cuestión de índole procesal la referente a 1» 
determinación de los limites de la litis y no tratándose de 
un fallo arbitrario, no procede el recurso extraordinario 
fundado en que por basarse la condenación dispuesta por 
aquél en incapacidades no enunciada** en la demanda se 
habría violado la defensa en juicio. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencia con fundamentos no federales o federales consenti- 
dos. Fundamentos de índole local y procesal. 

No procede el recurso extraordinario fundado en haberse 
violado el derecho de propiedad al acordarse indemniza- 
ción por incapacidades cuya existencia fué negada en el 
pronunciamiento de la autoridad' administrativa y en un 
fallo (interior de la < Vi rosn a de Apelaciones de la Justicia 
del Trabajo, contra la sentencia de ésta que no es arbi- 
traria y excluye la existencia de cosa juzgada en razón 
de la índole de la causa — indemnización por accidente del 
trabajo — y de que se ha demostrado una reagravación 
manifestada con posterioridad al estado del actor teñid» 
en cuenta en el primer pronunciamiento. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantía*. Derecho de 
propiedad. 

A falta de razones que impidan reconocer el valor de cosa 
juzgada a la resolución administrativa, confirmada por sen- 
tencia de la Cámara de A pelar iones de la Justicia del Tra- 
bajo, que, a erecto de establecer la indemnización de un 
accidente del trabajo, determinó el salario que ganaba el 
obrero, debe cnucltiírve (pie existía un derecho adquirido 
amparado por la Constitución Nacional, que no ha podido 
ser válidamente alterado por un fallo posterior en un juicio 
entre las mismas partes por indemnización de secuelas del 
mismo accidente, manifestadas con posterioridad al primer 
pronunciamiento. 
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SENTENCIA DEL JlJEZ BEL TjtABA.lO 

Rs, Aires, 22 de abril de 1949. 

Y visto.; Estos autos, expediente n° 2.ífil, para dictar sen- 
tencia de loa que resulta: 

Que D Eusebia licneitez promueve demanda contra la 
firma ( > i : i r < 1 ti 1 1 i I Inris., por cobro de mSn. 4.717 emergentes de 
la ley 9688 y su Decreto Reglamentario. Relaciona que traba- 
jando parn fa demandada en circunstancias de cargar una bol- 
sa do papns resbaló eayendo ni suelo fracturándose las muñecas 
de umhns manos y sufriendo lesiones múltiples en la rodilla 
derecK». Que la Secretar ¡a de Trabajo y Previsión le asigna tina 
i*" opacidad del 2U 'í del miembro superior derecho, dejándose 
de lado las lesiones del brazo izquierdo y rodilla. Percibe pesas 
1.133 m ,'n. Imnnsibilitndo de realizar sus tareas, se liaee revi- 
sar pnr facultativo de su confianza quien considera que su esta- 
do ¡se lia reagravada considerando su incapacidad eñ % 
de ta total obrera, --pues presenta fractura en la muñeca de 
amhiis manos y en la pierna derecha — , 

(¿ue la parte demandada a fojas 8 opone la excepción de 
cosa juzgada fundamentando la misma. Sin perjuicio de la ex- 
cepción opuesta contesta la demanda y expone: Qne nic^a que 
el actor haya sufrido la reagravación qne diec tener ni las de- 
más lesiones en los miembros superior e inferior izquierdo, 
íiejrnndo también que dichas lesiones en caso de ser probadas 
tengan relación alguna con el accidenté de autos. 

Y considerando : 

T.) Que \a parte demandarla planten la defensa rte excep- 
ción de eosa juzgada. Funda tal excepción en que en el expe- 
diente tí* 09.403 — qtip so nsrrefrn pttr cnerda Poja— tramitado 
ante la instancia administrativa de la Secretaría de Trabajo y 
Previsión, el actor luego de ser si metido a una revisneión mé- 
dica, se le fijó una incapacidad laborntiva estimada en un 
20 % del valor funcional de! miembro superior derecho, la que 
le fué abonada de acuerdo a la res-ohir-ión del Director General 
de Asuntos Le ira les. es decir, prosigue la demanda, que tal 
resolución quedó ejei utonada pasando en autoridad d" co*a 
juzgada lo adí rancho. Que en la demanda se reclaman dos 
cosas distintas: La supuesta reagravación del miembro su- 
périór derecho; indemnización de .-upuesias lesiones que ten- 
drían origen en el accidente del 21/1/4fi sufridas en los miem- 
bro» inferior y superior izquierdos. Que con respecto a la 
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segunda, la sentencia so ha pronunciado por la negativa y ello 
no puede ser objeto de un nuevo juicio. 

Que en primer lu^ar el obrero actor en su denuncia de 
accidente de fojas 1 vta. del citado expediente administrativo, 
expresa que sus lesiones son: rodilla, pierna, cadera y costado 
derecho; la» dos manos y muñecas, y tales partes del cuerdo 
non las que fueron objeto de observación en los dos exámenes 
médicos cuyas constancias obran a fojus fl y a fojas 10 del citado 
expediente administrativo. Ante tul circunstancia no cabe du- 
da (pie el actor en su demonda cfpiivocadnmente hace referen- 
cia n rodilla y brazo izquierdo, cuando luego en el texto de su 
demanda, concreta su lesión en la pierna derecha. 

Se evidencia pues que todas las lesiones a que hace refe- 
rencia e) actor son las que fueron objeto de observación por los 
peritos médicos oficiales, y las míe fueron denunciadas como 
secuelas del infortunio del trabajo alegado por el obrero 
Beneitez. 

Aclaradas tales circunstancias se destaca que ambos infor 
mes médicos mencionados de fechas 16/V/4fi y 10/XT/46, es- 
pecificnn el estado del accidentado en el momento de ser 
sometido a examen, y se advierte además, en el segundo in- 
forme médico de fojas 19 vta. que: "En vista- empero, de 
que esta clase de alteraciones, constituyen una condición pro- 
picia para la instauración de secuelas rebeldes y a mentido 
protireunnm a cmttinuacUíu del accidente del trabajo". . . Ta- 
jes circunstancias, evidencian que a ln fecha de la iniciación 
de eafe juicio, pudo el obrero mentir reagravadas sus lesiones 
originarias. 

Que la jurisprudencia de nuestros tribunales, como as» 
también la doctrina de los autores de la materia es unánime 
en sostener que no existe coso juzgada con respeeto al grado 
de incapacidad del obrero cuando después de fallado un jui- 
cio anterior por accidente del trabajo, aquél sufre una rea- 
gravación objetiva e incuestionable en su dolencia; que en tal 
situación si bien existe identidad de persona y objeto, falta 
la identidad de causa, desde que Tas fenómenos de agravación 
de la enfermedad adquirida pyr el obrero eonstitnyen un he- 
cho nuevo, una causa sobreviniente, que no ha podido ser 
nuitcria del juicio anterior. 

Que en realidad la nueva reclamación importa una acción 
de revisión, que si bien no se halla contemplada en nuestra 
ley de accidentes ni en los decretos que la reglamentan, tam- 
poco se halla expresamente prohibida, que en tal circunstancio, 
el magistrado en los casos prácticos que se le presentan, por 
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vía Jnclíf ial interpretativa puede admitir su subsa nació», y 
ello en manera alguna, como se ha dicho violaría el principio 
fundamental de la cosa juzgada, ya que la decisión judicial 
sólo tiende a «justar la liquidación al verdadero y justo que- 
branto económico sufrido por el accidentado, integrándose 
la misma correlativamente al aumento de prado de incapacidad 
sobrevenido como consecuencia de la reagravación del mismo 
hecho generador de indemnización. 

Por tales fundamentos y oído el señor representante del 
Ministerio Público (ver fujas 67) resuelvo desestimar la ex- 
cepción de cosa juzgada planteada por Ja demandada, con 
rostas. 

Que la parte demandada también, a fojas 33, planteó la 
prescripción de la acción con respecto ul pago de indemniza- 
ción por las lesioiv s sufridas en los miembros superior e infe- 
rior izquierdo por el actor, defensa que opuso por vía de excep- 
ción, la (pie fué rechazada por el suscripto a fojas 36, a cuyos 
fundamentos me remito. 

II) Que las pruebas de las partes en autos, ha consis- 
tido en «l expediente administrativo ya citado, prueba testi- 
monial producida por la parte nctora y pericia médica legal, 
prueba común de laa partea. 

Que mediante la prueba testimonial de fojas 59 y 59 vta.. 
en que prestan declaración Antonio Lucero y Lorenzo Torres, 
rom pañeros de tareas del actor, queda acreditado por el acci- 
dente sufrido por Beneitez, lo que no ha sido negado por. la 
parte demandada, y tal reconocimiento surge del trámite del 
expediente administrativo. Acredita además que con anterio- 
ridad el actor era un hombre fuerte que realizaba trabajos pe- 
sados y de esfuerzo. Ambos testigos ignoran si en la actuali- 
dad el actor podría realizar los mismos trabajos anteriores. 

La parte demandada en lo que se refiere al fondo de la 
cuestión, ha negado la reagravación como la existencia de las 
demás lesiones que dice tener el obrero y que en el caso de su 
existencia niega que tenga relación alguna con el accidente 
sufrido; niega también el salario que se atribuye el actor. 

A fojas 42/50 se halla agregada la pericia presentada por 
el médico legista designado previo sorteo de acuerdo a la lista 
respectiva del juzgado. 

Según resulta de la misma, el perito médico ha tenido 
como antecedentes el neebo-acuidente, el expediente administra- 
tivo, los obrantes en autos, los personales del actor, a quien 
somete a un minucioso examen y en especial de las regiones 
afectadas denunciadas a su aeeidente del trabajo, examen que 
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realiza destín el pinito de vista clínico y radiológico; luego de 
expuner las consideraciones médico-legales concluye estable- 
ciendo que el actor padece: 1*) De una espondilartrosis refe- 
rible a las condiciones habituales de sus tareas de estibador, 
revelada y agravada por el accidente de trabajo motivo de 
autos; praduable de acuerdo al art. 39, inc. 2' del Decreto 
Reglamentario de la ley 96HH en la perdida parcial y perma- 
nente del 20 % del valor obrero total; 2") Artrosis de cadera 
derecha; con tendencia anquilosante iMtst -traumática, impu- 
table al accidente invocado en autos y graduable en la pérdi- 
da parcial y permanente del 30 % de la capacidad obrera 
totnl ; 3* Artrosis traumática de muñeca izquierda, por frac- 
turas del escafoides y estiioides radial, imputable al acciden- 
te de autos, y graduable en la pérdida parcial y permanente 
del 50 % del valor funcional del miembro superior izquierdo, 
o sea el 30 % de la capacidad obrera total. Finalmente esta- 
blece el perito que Beneitez presenta una incapacidad parcial 
para el trabajo que realizaba habitualmente, pero no transitoria, 
y permanente, pues no es susceptible de mejoría espontánea, 
¡rraduable en conjunto, en la pérdida del 80 % de la capaci- 
dad obrera total 

Que el suscripto acepta las conclusiones a que arriba el 
perito médico legista, atento a los fundamentos de orden cien- 
tífico y lógico que las informan, compartiendo ademas la esti- 
mativa de incapacidad laboral, que valora en conjunto en el 
80 Jo de la incapacidad total, por ser equitativa y ajustada 
a derecho <Art. 39, inc. 2» del Decreto Reglamentario de la 
ley 9688). 

III) Que la parte demandada ha negado también el sa- 
lario que se atribuye el actor y manifiesta que es el fijado y 
con el que se indemnizó al actor en la instancia administrativa. 

Que atento a los fundamentos que se exponen en el con- 
siderando I, y estimando que la justa indemnización se inte- 
gra con el promedio del salario real que es el que resulta del 
informe contable, de acuerdo al Art. 8», inc. d), de la ley 
9688 y 2* de la ley 12.921 CXV, el suscripto toma como base 
el de % 10,65 diario. 

Que consta en el expediente administrativo, el actor per- 
cibió de la demandada con anterioridad el importe de pesos 
1.133 m/n. en consecuencia corresponde percibir el actor el 
saldo de mín. 4.867, (Art. 8', inc. a) e inc. d) de la ley 9688). 

Por ello, probanzas de autos y ley 9688 y su Decreto Re- 
glamentario, fallo: Condenando a pagar a la razón social 
"Giartlulli linos." dentro del tercer día de notificada a D. 
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Ensebio Bencitea el importe fie cuatro mil ochocientos seaen- 
tu y siete pesos que deberá depositar en el Instituto Nacional 
de Previsión Social — Sección Ley 9688 — más stia intereses y 
costas. — Oreste Pcitoruti. 

SESTKSriA DE l.A CjÍMARA DE APELACIONES 1>E LA JUSTICIA 

del Trabajo 

Bs. Airea, julio 28 de 1949. 

Vistos y considerando: 

Por sus propios fundamentos, que el tribunal comparte 
en toda .su extensión, *e confirma la sentencia de fs. 68'71, en 
cuánto ha sido materia de recurso, imponiéndose a la deman- 
dada bis costa* de alzada. — Luis Camih García. — Electo 

Santos. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Tres son los agravios constitucionales que se alegan 
contra la sentencia definitiva corriente a fs. 87. 

a) Violación de la garantía de la defensa en juicio 
(ari. Uí> de la Constitución Nacional) por haberse conde- 
nado a la parte demandada a abonar indemnización por 
rubros no involucrados en la demanda, lo que la habría 
privado de esgrimir al respecto las defensas que baeían 
a su de recito; 

h> Violación de la garantía del derecho de propie- 
dad íarts. 2ü y .18 de la O. X.) en razón de obligar el fallo 
diclndo ctt nulos a indemnizar incapacidades cuva vincu- 
1 ación causal con el accidente habría sido ya negada y 
dcfinil ivanicnte resuelta con anterioridad, en ocasión del 
trámite que acreditan las actuaciones agregadas por 
cuerda separada ; y 

c) Violación también de la garantía del derecho de 
propiedad por establecerse en el nuevo fallo, o los efec- 
tos de la i iid carnización, un salario distinto y superior 
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del que con carácter definitivo so había fijado en las sen- 
tencias dictadas a fs. 20 y 27 del agregado. 

No hallo justificado el primero de los agravios enun- 
ciados. El demandante ha perseguido con este ¡juicio la 
indemnización por reagravación de lesiones que son se- 
cuela de un accidente concreto ocurrido el día 26 de ene- 
ro de 1946. Su obligación no era precisarlas en el texto 
de la demanda —ya que ello escapa a las posibilidades 
técnicas de un lego en medicina— sino comprobarlas en 
el transcurso del juicio, lo que se ha dado por efectuado 
mediante la pericia de fs. 42, cuyas conclusiones acepta 
el fallo recurrido. En todo caso, el derecho de defensa 
a este respecto lia estado suficientemente asegurado con 
la posibilidad que la ley otorgaba al demandado, y de la 
que éste no ha hecho uso, de designar su propio perito 
o de solicitar al nombrado de oficio las correspondientes 
explicaciones. 

Tampoco es aceptable la violación del derecho de 
propiedad que se alega en segundo término. La senten- 
cia de fs. 68 confirmada a fs. 87, no desconoce, en reali- 
dad, el derecho de propiedad que pueda adquirirse al 
amparo de la cosa juzgada, sino que, mediante una in- 
terpretación de carácter procesal, sostiene la inexisten- 
cia de identidad de causa fundada en que "los fenó- 
menos de agravación de la enfermedad adquirida por 
el obrero constituyen un hecho nuevo, una causa sobre- 
vi niente, que no ha podido ser materia del juicio ante- 
rior" (Considerando 1, parágrafo 5*, in fine). Tal deci- 
sión os, por una parte, ir re visible por la vía del remedio 
federal, ya que se trata de la resolución de una cuestión 
de carácter procesal ; y, por la otra, halla un razonable 
fundamento en las conclusiones de la pericia corriente a 
fs. 16 del agregado quo sirvió de baso a la resolución de 
fs! 20, en cuanto de acuerdo a ellas las alteraciones de- 
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generativas múltiples que padecía el actor en su aparato 
locomotor constituían una condición propicia para la ins- 
tauración de secuelas rebeldes y a menudo progresivas 
a continuación de accidentes del trabaje 

En lo que respecta, por fin, a la tercera y última 
de las cuestiones pin ideadas entiendo que existe agravio 
efectivo para el demandado, puesto que en este aspecto 
Ja resolución recaída entre las mismas partes en las ac- 
tuaciones agregadas fijó eon carácter definitivo e irre- 
visible todo lo que se refería a los elementos de la rela- 
ción contractual existente entre las partes y, entre ellas, 
el monto del salario del actor. En este sentido no puede 
hablarse de un lieeho nuevo como en el caso anterior. 

No cabe, en efecto, imagina r que hubiera prospera- 
do, luego del fallo anterior, una acción exclusivamente 
dirigida, por ejemplo, a modificar el monto del salario 
o a desconocer la existe neíu de la relación laboral ; y no 
altera esta conclusión la modalidad del presente juicio 
porque la identidad de objeto sólo está ausente en cuan- 
to a las secuelas no manifestadas del accidente. 

Por tanto, estimo que corresponde reformar el fa- 
llo apelado, ajustando el importe de la nueva indem- 
nización que se reconoce a favor del actor al monto del 
salario fijado en las actuaciones agregadas (resolucio- 
nes de fs. 2<> y 27). — Buenos Aires, diciembre 26 de 
104ÍK — Carlos O. Del fino. 

VALLO UK LÁ ( OlíTK SUPREMA 

Buenos Aires, (i de marzo, Año del Libertador General 
San Martín, 1ÍK>u. 

Vistos los autos "Beneilez Kusebio v, (iiardullt 
linos, s accidente", en los que se ba concedido a fs, í»7 
el recurso extraordinario. 
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Considerando : 

Que el primer agravio invocado por el recurrente 
como fundamento del recurso extraordinario —violación 
de la garantía de la defensa por fundarse la condenación 
de la sentencia apelada en incapacidades no mencio- 
nadas en la demanda — , no es atendible por la doble 
razón de que la determinación de los límites de la litis 
es cuestión procesal cuya decisión no es revisible por la 
vía del recurso extraordinario, salvo que existiera un 
apartamiento arbitrario de dichos límites, lo que no 
ocurre en este caso pues la sentencia considera el pun- 
to expresamente y lo resuelve con fundamentos legales 
y referencias a la pruelm de autos que de ninguna ma- 
nera pueden considerarse arbitrarios con el alcance que 
a esta calificación lia dado esta Corte reiteradamente 
(Palios: 207, 72; 209, 28 ; 211, 1534; 213, 198). 

Que también es cuestión procesal y ajena al recurso 
extraordinario la que se plantea como violación del de- 
recho de propiedad y que consistiría en halarse acor- 
dado indemnización por incapacidades cuya existencia 
fué expresamente negada en el pronunciamiento de la 
instancia administrativa ante la Secretaría de Trabajo 
y Previsión confirmado por la Cámara de Apelaciones 
de la Justicia del Trabajo. Trátase del valor que ten- 
dría dicho pronunciamiento, y en este punto, como en 
el anterior, la sentencia apelada no comporta arbitra- 
riedad, pues descarta la existencia de cosa juzgada en 
razón de la naturaleza de esta causa, — indemnización 
de accidente del trabajo—, y de que la prueba habría 
puesto en evidencia una reagravación, es decir, secue- 
las del accidente ma infestadas con posterioridad al es- 
tado del actor tenido en cuenta en «quel pronuncia- 
miento. 

" Que, como bien lo observa el 8r. Procurador (Jeiic- 



122 



FALLOS DE LA COKTE SUPREMA 



ral, existe «1 agravio invocado en tercer termino, puesto 
que respecto n la fijación del salario medio en la ins- 
tancia administrativa cuya decisión fué judicialmente 
confirmada no hay hecha nuevo que autorice a apar- 
tarse de din. VA pronunciamiento mencionado es formal- 
mente una sentencia y tiene el vítor y el alcance consi- 
guientes, y en la que es objeto del recurso no se da razón 
ninguna para no considerarlo como tal y para no reco- 
nocer a la fijación de que se trata, efectuada en ella, el 
valor de la cosa juzgada. Hay, pues, Hobrc el particu- 
lar, un derecho adquirido para el demandado recurrente, 
que goza de amparo constitucional, como lo tiene de- 
clarado esta Corte en reiteradas oportunidades (Fallos: 
20! 303 y los allí citados). 

Por tanto se declara improcedente el recurso ex- 
traordinario cu cuanto a Jos dos agravios mencionados 
en los considerandos primero y segundo y se revoca 
la sentencia apelada respecto ni salario medio sobre 
cuya base se ha de calcular el resarcimiento, debiendo 
volver los autos al señor Juez de la causa para la fi- 
jación de este último de acuerdo con e¡ pronunciamiento 
de la Secretaría de Trabajo y Previsión corriente a rs. 
2(1 y confirmado a fs. 27 del expediente agregado nu- 
men) 59.403, letra A, 1947. 

Luis li. Lonohj — Rodolfo 0. 
Valejízitrla — Tomás D. 
CaSakks — Pelípk Santiago 
Pékkz — Atujo Pessaonto. 
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JUNTA DE FOMENTO DE VILLA SAN JOSE v. S. A. Cía 
ENTItERRIANA DE TELEFONOS 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad t inconstituciúna- 
lidad. Ordenanzas muniei¡HtUa. 

La declaración de inconstitucional i<fad efectuada por la 
Corte Suprema con respecto al impuesto establecido por 
una provincia sobre cada aparato telefónico instalado 
en el ten .lorio de aquella por una empresa que prestaba 
servicios interprovinciales, no es de aplicación al caso de 
un gravamen municipal fundado en la ocupación de la 
vía pública por los postes y las líneas de la compañía. 

IMPUESTO: Confiscación. 

Para determinar el carácter confisca torio del gravamen 
municipal cobrado a una empresa telefónica intorprovin- 
cial, hay que tomar en cuenta el total de los ingresos, gas- 
tos y gravámenes de ella para referir al mismo el monto 
del que se intenfa repetir. Habiéndose referido la prueba 
de la productividad de la compañía a sus actividades en 
el municipio litigante, corresponde rechazar la impugna- 
ción. 

TELÉFONOS. 

El gravamen municipal cuya razón de ser está en la ocu- 
pación de la vía pública por los postes y las lincas de una 
compañía telefónica se halla comprendido entre las exen- 
ciones previstas eu el art 15 de la ley 750*4 y puede ser 
válidamente impuesto a la empresa interprovineial de 
telefonos. 



Sentencia dei, Juez en ixi Civil y Com ser \i. 

Colón, setiembre 30 de 1946. 

Vistos y considerando: 

Que la demandada, en este juicio de apremio seguido pol- 
la Junta de Fomcito de Villa San José contra la Compañía 
En treman» de Teléfonos S. A., ha opuesto las excepciones de 
incompetencia de jurisdicción, de ineonstítucionalidad y de 
prescripción. 
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A) Se fundamenta la primera en que la presente musa 
competería por razón de la materia al conocimiento de la jus- 
ticia federal, pues la dilucidación del caso habría de hacerse 
mediante la interpretación de las leyes nacionales 4408 v 

750 V 2 . 

Estimo que esta excepción no puede prosperar. 

l'or interpretación y aplicación de la doctrina fluye de 
los arts. 104 y 105 de la Constitución Nacional, entre los de- 
rechos que forman Ja autonomía de las provincias es primor- 
dial el de imponer ron tribuí-iones y percibirlas, sin interven- 
ción alguna de autoridad extraña, derecho que no podría ser 
ejercido con la amplitud e independencia necesarios si hubie- 
ra de hacerse efectivo por autoridades que no son más que 
delegaciones de los misinos poderes provinciales, circunscriptas 
a fines y límites administrativos, (pie la Constitución lia pre- 
visto como entidades del régimen provincial y sujetas a sus 
prnpias leyes por las Cuales ejercen también facultades impo- 
sitivas limitadas y cncxlcnsivas t u la parte del poder que pa- 
ra este objeto le acuerci ni las constituciones y leyes provin- 
cia les. Conforme a estos conceptos !a Corte Suprema de Jus- 
ticia de la Nación ha resucito que las acciones por cobro de 
contribuciones municipales son de la exclusiva competencia 
de los tribunales provinciales, sin perjuicio del recurso extra- 
ordinario que procedería si se hubiese planteado en la causa 
un raso federal: É C, Fallas, i 114. p. 282; 123, 422. Ha de- 
clarado también qué la justicia nacional es incompetente para 
conocer de las cuestiones sobre cobro de impuestos municipa- 
les mientras no se paguen y formulen después las acciones de 
repetición que fueren procedentes. S. C. Fallos: 114. 282; J. A. t 
t. 2. 5jj& y 194M-1 11-369. En la causa "Municipalidad de Vi- 
cente López v. F. C. Central Argentino" cuyo fallo se regis- 
tra en J. A., t, 2, p. 559, este altísimo tribunal estableció que 
aunque la demandada aduzca disposiciones de leyes naciona- 
les para oponerse al papo, la competencia por razón de la ma- 
teria depende del hecho y no de las leyes que se invoquen por 
las partes, sin que baste la objeción de tnconstitncionalidad 
de ordenanzas municipales o su oposición a leyes nacionales 
pará privar a los tribunales de provincia de la jurisdicción 
que 'es compete para conocer en causas regidas por disposi- 
ciones propias locales: que esos tribunales locales interpretan 
y aplican la Constitución y leyes nacionales según su crite- 
rio, quedando a salvo, contra sus decisiones, el recurso que 
prevé el itrí. 14 de la ley de jurisdicción y competencia de 
1í*6:i: que la disposición del inciso 2" del art. 14 de la ley 48, 
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necesariamente supone el conocimiento y decisión por Jos tribu- 
nales de provincia de casos regidos por la Constitución y leyes 
nacionales y en que se cuestiona la validez de una ley o decreto 
de autoridad provincial como repugnante a la Constitución, 
tratado o a leves del Congreso, de otro modo, y contra In le- 
tra do la Constitución, la jurisdicción de los' tribunales de 
provincia sería absorbida por la de los tribunales de la Na- 
ción, pues pnra ello bastaría que un litigante alegara que las 
leyes aplicables al debate eran contrarias a Ja Constitución o 
leyes especiales del Congreso. 

tas realas precedentes snn de estricta observancia en el 
*ub jjitlicc ya que se trata de un juicio de apremio seguido en 
procura de! cobro de dereebos municipales por la institución 
comunal respectiva ante el juzgado provincial que correspon- 
de: arts. Ó14, inc. 1*. Íi16. 3» y 4» del C, 1\ e» lo Gív, Coin. — 
cuya jnriscliccióii sobre el asunto "no es sólo originaria sí no 
excluyeme absoluta— y que elimina tácitamente la excepción 

de in apetencia de jurisdicción" (SeiwstiXn E. Alvo en J. 

A. t f. 23. p. (JOB) y no basta la excepción de incoustituciona- 
lidad de la ordenanza municipal en ln cual se establece el tri- 
buto cuyn pereepeióu se persigue o la aducida oposición ríe esta 
a las leyes nacionales 7;i() '/a y 4408 pnra privar al juzgado 
actuante de la jurisdicción (pie le compete. Procede, en con- 
secuencia, rechazar esta excepción. 

B) Plantea la Compañía Entre ir lana de Tele fonos S. A. 
la inctmstítuc finalidad del gravamen "llámese tasa o impues- 
to'*, cuyo cobro ejecuta la Junta de Fomento de Villa San 
¿osé en este juicio, a) por ser violatorio del art. 187 de la 
Coustst. de la Provincia; h) por ser eonfiscatorio; c) por ser 
contivi rio a una ley especial del Congreso, la 7-"í() 1/,. y por 
consiguiente a los arts. 31 y 33 de la Constit. Nacional. Hará 
el análisis de cada uno de cMos puntos materia de la inconsti- 
tucional idad opuesta, 

a) Arguye ta demandada que el gravamen de $ 0,05 c| 
metro de cable y redes te le Iónicas tendidas dentro de la juris- 
dicción del municipio de Villa San José, establecido por la 
Ordenanza Genera 1 de Impuestas de la actora para los años 
V.I'M a lí)43 inelu-slve, no se a justa al precepto del art. 187 de 
I a 1 "V^j*- I' nl ''G I*' » qwe crea la facultad municipal de 
imposición .sometida a la ley orgánica y con las limitaciones 
que ella esjfebléicn ; determinando esta ley orgánica — V 3001 — f 
en el art. 25, ine. 3 f , letra i ), como renta municipal el lt imt*' y 
"la ocupación fie la vía pública y el subsuelo", y gravando la 
ordenanza mencionada "el espacio aéreo" el tributo es viola- 
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torio del art. 187 de la Constitución de la Provincia, ya que 
el espacio aéreo aparece desgravado en la ley 3001. Carece 
de consistencia esta impugnación do inconstitucional i dad, en 
primer termino porque constriñe la expresión "uso y ocupa- 
ción de la vía pública" reduciéndola injustificadamente al 
plano o suelo de las calles y caminos no comprendiendo al 
espacio que se halla entre éstos. El art. 25, inc, 3* letra c), 
que declara renta municipal el "uso y ocupación de la vía 
pública y del subsuelo" y no el "uso y ocupación del suelo y 
del subsuelo" está indicando que en los términos ría ¡túblira 
se comprende nitro más que el plan» de la calle o camino. Fara 
el sosten im tentó de los cables y redes telefónicos es menester 
ocupar la vía pública con poste* enclavados en el sucio de la 
misma, columnas y soportes que hacen posible la extensión 
de los cables y reden que van sobre las calles y caminos, perú 
siempre (^upando el ámbito de la vía pública. La Ordenanza 
Oeneral de Impuestos de la Junta de Fomento de Villa San 
-losé, lleude PKW a 1ÍH3 inclusive según lo reconoce la de- 
mandada prava ta ocupación de la vía pública y es entonces 
indiscutible <pie los cables y redes tendidos en la mismo com- 
portan una "ocupación", desplazan una cantidad del espa- 
. ¡o de la vía pública en el (pie se encuentran ubicados, No se 
jrrava el acto material de la colocación dejos ca liles y redes, 
es decir el acto inicial de su instalación en la vía pública 
sino la ocu pación y uso ele ésta por el ob.j«*to ya instalado, allí 
existente, y se ¡rrava lomando como unidad económica el me- 
tro como término el año; siendo evidente, pues, que los cables 
y retí es instalados ocupan un lugar en la vía pública, esta 
ocupación está gravada por la Ordenanza conforme a la ley 
Orgánica de las Municipalidades y. por ende, a lo dispuesto 
con respecto a las facultades municipales enunciadas en el 
art. 1S7 de la Constít. Provincial. 

Pero aún cuando se interpretara que el art. 2¡>, inc, 3\ 
letra * ) mencionado, rio autnri/.a el cobro por la ocupación 
• leí ewpncjo aéreo sobre las calles y caminos, otras disposiciones 
ilc la ley Orgánica de las .Municipalidades y de la legislación 
civil de fondo evidencian el derecho a esc cobro por paite de 
Us Municipios, y descartan ta objeción de inconstitucional ¡dad 
basada en las prescripciones (u «misiones') de la ley 3001 y 
eU el texhi dd art. 187 de la Cotistit. de la Provincia. 

rotiforme al art. 2344 del Código Civil son bienes niuni- 
eipales "los que el Estado o los Estados lian puesto bajo el 
dominio de las municipalidades". Como enseña Salvat — 
Pnríf ff* ncml, núm. 1 -"* 1 4 — ellas son de don clases, como los 
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<le la Nación y los de la» Provincias: 1) bienes públicos muni- 
cipales que son loa que cada municipalidad ha destinado al 
uso y noce de los habitantes, como las calles, y que son i nal te- 
mibles, imprescriptibles, inembargables mientras dure su des- 
tino, y 2) bienes privados municipales que son Jos demás que 
los municipios poseen y que no están destinados al uso y goce 
de todos sus habitantes. En el caso de autos no puedo dudarse 
que se está en presencia de un bien de dominio público mu- 
nicipal, sobre el cual la Junta de Fomento de Villa San José 
tiene, en consecuencia, ta propiedad del suelo que se extiende 
a toda su profundidad y al «¿pacto aéreo sobre el suelo en 
líneas perpendiculares, siendo entonces dueña exclusiva de 
ese espacio; art. 2518 Cód. Civil. Cabe pensar, con toda ló- 
gica, que no ha estado en et propósito de quienes sancionaron 
la Constit. de Entre Ríos y la ley 3001 contrariar estas regla» 
civiles que consagran el dominio de los municipios sobre sus 
bienes públicos y privados y reducir este dominio al suelo 
de los inmuebles, excluyendo la disposición por las comunas 
del espacio aéreo que les pertenece. 

Dentro de la misma ley 3001 el derecho a cobrar por el 
Usó y ocupación de tal espacio debe considerarse previsto al 
prescribir: su artículo 11, inc. 7', letra 6), como atribución 
y deber de la corporación municipal, determinar las rentas 
que deben producir para el Tesoro Municipal sus bienes raíces 
y sus capitales; su artículo 12, que, además de las atribucio- 
nes y deberes enunciados en el nrt. 11 las corporaciones muni- 
cipales tienen todas las demás facultades y obligaciones oon- 
tenídas en la ley 3001, las que importan un derivado de aqué- 
llas y las que sean indispensables para hacer efectivos los fi- 
nes de la institución comunal; su artículo 25, inc. 2*, que se 
declara renta municipal el producido de la venta y arrenda- 
miento de los inmuebles de propiedad municipal; y sus artícu- 
los 130 y 143, que las Juntas de Fomento tienen las mismas 
facultades y obligaciones e igual manejo de sus rentas que 
las municipalidades. 

Debidamente autorizadas las Juntas de Fomento para 
fijar las rentas que deben producir sus bienes raíces, y decla- 
rado renta municipal el producido del arrendamiento de sus 
inmuebles por la ley 3001, conforme al art. 187 de la Constit 
Provincial, y extendiéndose el dominio de estos inmuebles 
al espacio aéreo sobre tos mismos, no puede discutirse la cons- 
titucional ¡dad del cañón impuesto por la Junta de Fomento 
de Villa San José a los cables y redes telefónicos que utilizan 
sus calles, sus caminos y su esnacio aéreo, gravamen que, co- 
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mo lo ha determinado la jurisprudencia es una compensación 
remunerativa por la locación u ocupación del bien público mu- 
nicipal. Corresponde no hacer lugar a la excepción de incons* 
titueionalídad fundada en que el gravamen disentido es vio- 
latorio del art. 187 de la Constit. de la Provincia. 

b) Aduce la Compañía Entrerriana de Teléfonos S. A., 
que el gravamen cuyo cobro es la finalidad de cate juicio de 
apremio es confisca torio, y por lo tanto inconstitucional dea- 
de que viola la garantía del art. 17 de la Constit Nacional. 
Para demostrarlo se refiere en el escrito en que propone las 
excepciones, al promedio de abonados y del importe anual fac* 
turado por abono local durante los años 1936 a 1943; estable- 
ce la proporción que guardan los importes recaudados por 
explotación y los impuestos y multas con que se prava a la 
en i presa, y, por peritaje de sus libros de comercio que obra 
de fs. H6 a 97 vta. que abarca el de los demás elementos conta- 
bles referentes al punto, tiende a establecer el monto de los 
ingresos que lia recaudado la compañía por el servicio telefó- 
nico prestado en jurisdicción municipal de la nctora; los gas- 
tos inherentes a su explotación; la relación entre los gas- 
tos y el gravamen que se pretende; la proporción de amor- 
tización, renovación v deprceia n ión sobre las instalaciones te- 
lefónicas de Villa San José; la diferencia entre ingresos y 
egresos y el capital invertido en las instalaciones para el ser- 
vieio ríe esa localidad. En el año 1942, dice, el total de im- 
puestos y multas es casi e! doble de los ingresos brutos; en 
el fifi o l^m es de 1.3 vec«>s, y en el promedio de los ocho años 
el total de impuesto representa el 77 % de los ingresos bru- 
tas: informaciones que ha tratado de corroborar con la prue- 
ba pericial mencionada. 

La cuestión de confiscatoriedad planteada pertenece a la 
especie de cuestiones que son extrañas al juicio de ineonstitu- 
eionalidad lepislario en nuestro Cód. de Procedimientos, jui- 
cio que es de puro derecho "lo que excluye la posibilidad de 
que dentro de su trámite puedan tener definición contiendas 
subordinadas a la verificación de cuestiones de hecho : restric- 
ción que aparece justificada si se atiende a que es una vía 
extraordinaria, de excepción limitada exclusivamente a loa 
casos en que el único objeto del juicio es el examen de una 
cuestión constitucional, !o que posibilita sólo una controver- 
sia de derecho (Exp. de Motivos, pág. IX); Contenido del 
fallo inserto en .Tur. de Entre Ríos, año 1942, p, 272, y en J. 
A., 1943, I. p. 309). 

ha circunstancia de haberse promovido la inconstitueio- 
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nalidad como excepción —y conjuntamente con otras defen- 
sas — en les presentes autos de apremio (la jurisprudencia la 
admite en toda etase de juicios) no cambia su naturaleza siem- 
pre es de puro, derecho y a su trámite son ajenas las cuestio- 
nes de hecho. Admitir lo contrario implicaría desvirtuar la 
característica y condición que ta ha dado nuestra ley procesal, 
y acordar a la inconstitucional i dad, dentro de la economía de 
la ley adjetiva, una extensión mayor como excepción que como 
acción y darle más amplitud en otros juicios que en el que le 
es propio y específico, lo qne no es lógico ni razonable dentro 
de lo jurídico. Lo que hace que la ennfiscatoriedad deba ser 
excluida de la consideración judicial en estos autos. 

Pero aiín decidiendo entrar al análisis del argumento de 
confiseatoriednd hecho por la Compañía éste no puede pros- 
perar. El gravamen impugnado no reúne los caracteres de un 
impuesto ya que no es general ni obligatorio para todos los 
habitantes del Municipio, conforme a la doctrina sustentada 
por la Corte Suprema de la Nación: "G. del Poro", t. 74, 
p. Ifi9. Tampoco es uno tasa que "es la «urna del dinero que 
la entidad publica, Estado, Provincia o Municipalidad o iiw- 
titueión aiitárnn'ca percibe de les contribuyentes con el fin 
¿e proveer a la realización de servicios especiales efeet nades 
con fines de utilidad general" Bielsa, Derecho administrativo, 
t 2, p. 352, pues en realidad, en la especie sub lite, la Junta 
de Fomento de Villa San José no realiza prestación o servicio 
alguno en tal sentido y su intervención se limita a conceder 
el uso y ocupación de la cosa del dominio público. Es una com- 
pensación, una retribución que la entidad municipal ex ¡fie 
por la locación n ocupación de un bien público de su dominio 
a quien lo ocupa v usa con 3iis cables y redes telefónicos: 
Ji A . t. 24. p. 459 \ G. del Poro, diciembre 23 de 1917; J. E. 
H„ año 1942, p. 843 

La Junta de Fomento de Villa San José en ejercicio del 
poder de administración que tiene en esa materia y de las 
facultades que son propias de todo dueño podía fijar el valor 
del arrendamiento, de la retribución que debía percibir, .sola- 
mente exigible at que oeupara sus calles, caminos y espacio 
aéreo con los cables y redes telefónicos, y ha estimado este 
precio de locación en S O.Üó el m?tro de. cable o redes tendi- 
das para ese uso. Por la otra parte, la compañía telefónica 
ha estado en libertad para realizar o no la ocupación y uso 
de un bien ajeno, municipal, esto último mediante el pago 
establecido, y de retirar sus redes y cables cuando lo creyera 
conveniente. Siendo los derechos fijados por la municipali- 
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fia i el precio de un arrendamiento no interesa en el particu- 
lar que la compañía localaria haya obtenido o no beneficio, 
o ¿ate sea mayor o menor, de la explotación del servicio que 
efectúa mediante la utilización de sus instalaciones telefóni- 
cos. Se trata de la compensación por el aprovechamiento de 
un bien extraña al régimen de las tasas y de los impuesto» 
fiscales; J. A.» 1942 III, p. 889; 194*, I, p. 322; y, por no 
tratarse de tasas es impropio hablar de equivalencia o pro- 
porción entre el servicio prestado y su retribución o de super- 
posición de tributos; siendo además inoperante pretender 
que el justiprecio del espacio aereo no pueda sobrepasar los 
limites o índices en relación con el provecho económico de 
quienes, para utilizarlo, deben pagar al titular del dominio un 
derecho establecido. Carecen pues de eficacia, en este caso, ol 
argumento y la prueba de la demandada que resulta así absolu- 
tamente innocua e inconducente para demostrar la confisca- 
toriedad alegada. La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
ha declarado que la inviolabilidad de la propiedad consagrada 
por el art. 17 de la Constitución Nacional no puede ser afec- 
tada por el gravamen cobrado por la municipalidad a las com- 
pañías telegráficas y telefónicas por la ocupación y el uso de 
la vía pública y el espacio aéreo para la colocación de sus postes 
y líneas. Corresponde por las razones expuestas, desesti mul- 
la exci jición de inconstitucional idad del gravamen fundada en 
el art. 17 de la Constitución Nacional. 

e) Alega por último con respecto a la defensa de incmisti- 
tueionalidad. la demandada, que el gravamen reclamado (hasta 
1D41 inclusive) es contrario a una ley especial del Congreso, 
la 750*2. dictada en virtud de facultades privativas de aquél 
y por consiguiente inconstitucional por vulnerar las disposi- 
ciones de los arts. 31 y 33 de la Constitución Nacional. Dice 
que el término extraordinario de liberación de impuestos esta- 
blecidos por el art. 16 de la ley 750V& ha regido hasta el 1* de 
enero de 1942, según reconocimiento espreso de la Provincia, 
mediante el decreto del 1*. E. del l» de marzo de 1932; que 
el impuesto impugnado no es de los exceptuados por el ort. 15 
de la ley 750^; que lo que este precepto prohibe a las pro- 
vincias (facultad de imposición) no puede haber sido conce- 
dido a las municipalidades; que las imposiciones que pueden 
exigirse conforme a esa ley serían las que tuvieran la condi- 
ción de tasas correspondientes a retribución de servicios, co- 
munes para todo el vecindario. 

Tampoco puede prosperar, bajo este aspecto, la inconstitn- 
c tona! idad. 
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Lft ley nacional 4408, art. i \ mW* comprendidas cu ¡as 
disposiciones de la Ley de Telégrafo» Nacional» del 7 de «ta- 
brc de 1875 (N* 750 1/ 2 ) a las empresas de teléfonos y radio- 
telegrafía que liguen un territorio federal con una P^ncia, 
dos provinciis entre sí, o un punto cualquiera de a Hfagi 
con m estado extranjero. La ley nacional .750% art. 15 con- 
«fría "las líneas telegráfica» existentes en la República, y la* 
Sn «delante se caleciesen serán libres ^o^pue^t» 
nacional provincial, con excepción de los municipales por el 
(ormino de diez anos contados desde la promulgación de la pre- 
senté ley o desde el día de su establecimiento . 

El Poder Ejecutivo de la Provincia de Entre Ríos ik>v 
decreto del 1' de marzo de 1032, resolvió declarar afjdip 
paso de los impuestos provinciales por el termino de diez, anos 
S fa Compañía Entrerriana de Teléfonos S. A. a partir del 
1* de enero de 1932, siempre que durante ese lapso subsistiera 
la concesión otorgada por el Gobierno Nacional. 

El Congr* w, ejercitando las facultades que le acuerda el 
art 67 ¿nes 12 16 v 28) de la Constitución Nacional, dicto 
I» leyes TO0¿ v 4408 en virtud de cuyos preceptos debe 

inundada— libres de todo impuesto nacional o provincial, por 
783* El decreto del P. E. de 

ha eximido a la Compañía del pago de los mipues os prov. | 
ciales por dicst años, a partir del 1* de enero < e 19J4. rcio 
ni Vías leyes nacionales ni el decreto provincial 
"Lresas telefónicas de! pago de impuestos municipales que 
exXptóa empresa y categóricamente de la excepción une acuerda. 
Lo que se demanda en autos tiene la naturaleza de una 
retribución especial en dinero «^/^«^!^ J 
Villa San José exige por la WiAn tic un bien 
su dominio, a la Compañía que lo ocupa y usa con 
Su» y postes para la explotación del servicio telefonie^ 
conforme a la doctrina dominante en la materia (J. A., 1 £ 
p. 459; d, «leí Fr.ro, Diciembre B¡l de 1917; J E R 1942 
p. 843). No es un impuesto nacional o provincial. Si ^ Wj 
¿¡miento no se halla en pugna entonces con la ley ™% ■» 
l ¿ 4408 No es tampoco violatorio porque solamente érame 
l añía Srerriana de Telefonos K A., tal decreto, de 

in ucstol provinciales: no de impuestos tasa, ^m^ o 
jMmtm nuinicipales, cuya excepeón no entra ^ cu las 
facultades del P. E. porque las municipalidades y Junta i de 
Fomento, en la esfera que les es propia, determinan sus rentas 
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y administran sus bienes de «cuerdo a la ley 3001 cu concor- 
dancia con el art. 187 de la Constitución Provincial. 

Cnmo la Suprema Corte de Justicia lia declarado, los 
derechos cobrados por la Municipalidad a las compañías tele- 
gráficas y telefónicas por la ocupación y uso de la vía pública 
y el espacio aereo para la colocación de sus postes y líneas, 
n« constituyen un impuesto: lia consogrado el Alto Tribunal 
que la percepción iW tales derechos — l]ámon«e éstos tasas, com- 
pensación remunerativa o precio de locación — no es ilegal ni 
incoustihicioníil : .1, A., t. *J7, p. 12S7; 24. 459, y esn .jurispru- 
dencia ha sido invariablemente aceptada y seguida en los fallos 
judiciales, ya pertenezcan estas sentencias a magistrados del 
fuero federal o del fuero ordinario. 

Xo siendo violatorias de las prescripciones constituciona- 
les riendas, ni de las leyes 4408 y *íñÜ%j las disposiciones de 
las Ordenanzas (ienernlcs de impuestos de la -Tunta de Fomen- 
t(t de Villa iSan José que fijan el gravamen que se impugna, por 
las consideraciones que termino de expresar, la incoii¿rtitucÍQ- 
nulidad aducida no puede prosperar en autos. 

C) Invoca la demandada la prescripción porque los gra- 
vámenes myo rohro se demanda se basan en las Ordenanzas Ge- 
neralas de Impuestos y Cálculos de Recursos de la Junta de 
Fomi r»:«) de Villa San José para los años 10.10 a 1044 inclusive, 
y por aplicación de lo dispuesto en el art. 4027, ine. 3» del 
Código Qíyif, los correspondientes a los años 193fi, 1037, 1038, 
10H0 y 1040 se encontrarían proscriptos. 

Ultimo que no es de aplicación »] cuso ¿iib-jnilic? la dispo- 
sición lepa! que si* pretende hacer valer para el progreso de 
esta excepción; sino la del art. 40*>3 del citado Código que 
determina que toda acción personal por deuda oxigihle s« 
prescribe por diez uño* entre presentes y veinte entre ausentes, 
aunque la deuda esté garantizada con hipoteca. 

Ln obligación de pagar un impuesto o una contribución 
municipal no es una obligación periódica anual inalterable 
di' las comprendida* en el arl. íírJT tle la ley civil, cuyo inciso 
3' dé|a establecida la prescripción quinquenal tle todo lo (pie 
debe pagarse, por año, o plazos o períodos iná.s cortas. Consti- 
tuye una obligación (pie se establece anualmente por la Orde- 
nanza respectiva de modo que cada anualidad es un crédito 
distinto e independiente de |i<< que le niitceeden. Las multas 
con que se recarga el pago n trasto lo d * tales impuestos o con- 
tribuciones son de índole administrativa, tienen un carácter 
compensa torio para el municipio pues éste para regularizar sus 
finanzas y cumplir sus funeiunes necesita percibir en término 
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oportuno los gravámenes, y es justo que cuando ello no suceda 
exija un resarcimiento por las sumas de que no ha podido dis- 
poner en las épocas previstas. Basta el incumplimiento para 
que la multa o recargo se adeude, .siendo estos multas un acce- 
sorio de la obligación principal. Estos conceptos lian sido apli- 
cados en casos que guardan analogía o similitud eon el caso 
de autos resolviéndose que los gravámenes municipales y las 
multas impuestas por su atraso sólo se prescriben a los diei 
años rigiendo al respecto el art. 4023 del Código Civil, no sien» 
do de aplieaeión el art. 4027; J. A., t 6, 294 ; 2, 661; 49, 57; 
54, 735; 75, 720; 43, 1003. 

Por las razones que dejo consignadas, llego a la conclusión 
de que no se ha operado la prescripción de la obligación que 
motiva este juicio de apremio y por ello la excepción opuesta 
en ta] sentido no puede prosperar. 

Por «.tas consideraciones, fallo: 

1* Rerlmzando las excepciones de incompetencia de juris- 
dicción, inconstituciunnlidad y prescripción opuesta por la eje- 
cutada en el escrito de fs. 40 a 45 vta. 

2» Mandando llevar adelante la ejecución hasta que la 
acto ra se liajra íntegro pago del capital reclamado, intereses y 
costas. — Aníbal Ravkl Guiot. 



Sentencia del Superior Twhunaij de Justicia* 

"En la ciudad de Paraná, Capital de la Provincia de En- 
tre Ríos, a 14 de febrero de 1949 reunidos en el Salón de 
Acuerdas los señores miembros del Superior Tribunal de Jus- 
ticia a saber: Presidente el Señor Vocal Dr. Héctor A. Costa 
y Vocales los Hits. Adolfo Lavedrá, Itci'tor P. Lobboseo, Car- 
los M. Bonnin, Ricardo E. Arca, Rafael M. CJayoso y Valentín 
Elena, integrando este úllinio por excusación del Señor Vocal 
Dr. Sta.cón Lena, fueron traídos para resolver los autos cara- 
tulados: ".Tunta de Fomento de Villa San José contra Compa- 
ñía Entrerriana de Teléfonos S. A. — apremio". 

Practicado el sorteo de ley resultó que la votación debía 
tener lugar en el siguiente orden: Señores Vocales Drcs. Bon- 
nin, Costa, Arca, Lobbosco, Oayoso, La ved ra y Elena. 
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Estudiado» tos autos el Tribunal planteó las siguiente* 
cuestiones a resolver : 

1* ¿Es competente! 

2* t Existe nulidad* 

3* ¿En caso negativo, es ajustada a derecho la sentencia 
de fs. 120/130 en cuanto rechaza ln excepción de ineonstitueio- 
nalidü l opuesta? 

A la primera cuestión el señor Vocal Honuín, expresó: 

La Junta de Fumen tu de Villa San José demanda a la 
Compañía Entrerriana de Teléfonos S. A. por cobro de gravá- 
menes establecidos en sus ordenanzas de pastos y recursos, pri- 
mero tomando como base de la imposición los cables tendidos 
sobre bis calles del municipio a razón de $ 0,05 m/n. el metro 
lineal — lüíítf a 10-13 — ; y después en 1044 a razón de * 1. — m/n. 
por eiida poste enclavado en la vía pública. 

Entre otras defensas se aduce por la demandada que el 
tributo establecí do en las ordenanzas de 1936 a 1943, es incons- 
titucional porgue [irnva el espacio aéreo y está en pugna con 
el art. 1ST de la Constitución Provincial y art. 25, inc. 3*, lí- 
nea e) de la Ley de Corporaciones Municipales — N* 3001 — 
impugnación ftíie el a quo analista en el punto b) de la senten- 
ein y la desestima en su parte dispositiva. 

Concedidos los recursos de apelación y nulidad para ante 
la Sida en turno y una ve/, sustanciados, por resolución de 
fe, 150 vía. se manda pasar los autos al Superior Tribunal, 
para (pie nc pronuiti'íc previamente sobre la iuconstitueionali- 
dad planteada» conforme a lo dispuesto en el art. 44, ine. T, 
siih. ine. a) del Decreto Orgánico de Tribunales, 

De ln» antecedentes relacionados resulta indudable la eoirt- 
peteueia del Tribunal para entender en la cuestión planteada 
como custodio de la Constit. Provincial, puesto une se at;ie;* 
la validez de una ordenanza municipal por estar en pugna 
con sus preceptos — nrt. 1 (57. inc. 2*. letra a) de la Constit. 
Provincial; art. 44, inc. 2', letra w) del Decreto Orgánico de 
Tribunales; J. E. lí., año 1042, piíg. 483; 1ÍW7, púg. t¡S0 ; 
1030. págs. 117 y 330; Libro de Sentencias, 3 do marzo 10 IH 
"Lanza Casteíli César Solicita devolución de lo alionado de 
más pur la C. Directa Urbana" — . 

Voto, pues, por la afirmativa en esta cuestión. 

- Por análogas consideraciones votan en el mismo sentido 
los señores Vocales Costa y Arca. 
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A la misma eiicst ión el seíior Vocal Lobhosco, dijo: 

Sostiene la parte ejecutada, por vía de excepción, dentro 
del juicio de apremio (ver fs. 43, apartado III y fs. 40 y 45 
petitivrio 2*) la inconstitucional ¡dnel del gravamen de S* 0,05 
el metro de cables y redan tendidos dentro del Municipio esta- 
blecidíw en tas Ordenanzas Generales de Impuestos de la Jun- 
ta de Fomento de Villa Sun Joftgj para los años 1936 a 1943 
inclusive, fundándose en: A) une diebo tributo está <-n pugna 
pon la norma del art. 1H7 de Ja Constit. Provincial y contraría 
el art. 25. ¡tic. 3», letra ú) de Ja ley 3001 ; B) en (|iie es confis- 
ca torio v, por lo tanto inconstitucional, desdt* que viola la 
garantía del art. 17 de la Constit. Nacional (fs. 43 vía.); C) 
ípie el impuesto redamado í hasta 1041 inclusive) es eontrario 
a tina ley especial del Congreso de la Nación fin 750 %) y por 
consiguiente -— diee — también resulta inconstitucional, citan- 
do los arta. 31 y ¡13 de la Constit. Nacional (fs. 45). 

Desestimada por el M\t l ?. « qtw la tnconstitueionalidad 
alefíflda (sentencia de fs. 130) y deducidos y substanciados los 
recursos, la Sala Civil Primera por auto de fs. 159 vta. de 
conformidad a lo dispuesto por el art. 44, inc. 2*. letra a) 
segundo apartado del Decreto Orgánico de Tribunales resuel- 
ve elevar los autos al Superior Tribunal a los efectos perti- 
nentes. 

Este Tribunal tiene declarado reíterai rameóte que su ju- 
risdicción en lo epte respecta a las demandas de ¡neonstitiu-io- 
tmlidad. tanto «i se las resuelve originaria o exclusivamente, 
romo si lo hace en ¡irado i«ir vía de apelación, .sólo comprende 
ms transgresiones a la Constit. Nacional y leyes dictadas por 
el Conpreso de la Nación (eonf. art. 167. inc t\ apartado c) 
e ine 2* apartado n) de la Constit. Provincial y art, 44. 
¡tic. V, hartado e) e inc 2*, apartado «> del Decreto Orgáni- 
co de Tribunales: Jurisprudencia de Entre Ríos, año 1945. 
páfrs. 8-Ki ; año 1íi:¡7. pág. y año 1943. pág. 310). 

Conforme a dicha doctrina, las impugnaciones de la eje- 
cutada ipic be determinado eon las letras Ií) y C) ni comien- 
do de este voto están excluidas de la competencia de este tri- 
bunal y por ende, del debate. 

En cuanto a la impuso ación de inconstitucional i dad que 
he determin; ¡tu eon la letra A) no cabe duda que «* este Tri- 
bunal el competente para resolverla. Ijos antecedentes del mth 
puliré que he expuesto al comienzo; la doctrina reiterada 
del Tribunal que invoco; la impugnación concreta que se for- 
mula, con independencia de los otros y que se la hace radicar 
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en la violación del art 187 de la Constitución local y del art. 
2ñ, ine. 3», letra c) de la ley 3001, y lo estatuido claramente 
por el «rt. 44, ine. 2*, letra a) secundo apartado del Decreto 
Orgánico de Tribunales que concuerda ton hts disposiciones 
constitucionales que he citado y además con el art. 187 de la 
Constitución local y el art. 25, ¡ne. 3*. letra a) de la ley 3001. 

Con esc alcance es que debe declararse la competencia del 
Tribunal y en tal sentido voto. 

El .señor Vocal Gayoso adhiere al precedente voto del 
Dr. HonniiL 

A la misma cuestión el Sr. Vocal La ved ra expresó: 

Adhiriendo a las <¡t osideraeiones aducidas en el voto del 
Dr. Tionnin y a las concordantes del Dr. Lobhosen, votó' tam- 
bién por la afirmativa 

El BTí Vocal Elena adhiere al voto del Dr. Lobbosco. 

A la secunda cuestión el Vocal Bonnin manifestó: No 
hahtc'ndn<íp fundado el recurso de nulidad, corresponde tener- 
lo por desistido —art. 2fiH del Cód. de Froccds. Civiles — . 

Por análogas consideraciones votan en el mismo sentido 
ios Sres. Vocales Costa, Arca, Lobbosco. Gayoso. Lavedra y 
Elena. 

A la tercera cuestión el fir. Vocal Bonnin, dijo: 

Dentro de nuestro raimen institucional, los municipios 
desempeñan facultades delegadas del poder provincial y el 
art. 187 de Ta Constittieión le reconoce facultades impositivas 
sobro personas, cesas o fornuis de actividad, las que debe ejer- 
cer conforme a su ley orgánica y con las limitaciones que ella 
establezca, respecto do sus bases o para impedir que se san- 
cionen gravámenes incompatibles eon los nacionales o pro- 
vinciales. 

El art. 25, ine. 3», letra t ) de la ley 3001 declara rentas 
tnuníi-ipjtlcs el producido de los impuestos y lasas que lr>« mu- 
nicipios establezcan por uso u óeupaetón de la vía pública y 
el subsuelo. Pero el mismo recurrente, en su memorial de fs. 
Í46 vta,. reeonrscp que por vía pública no puede solamente' 
consideraras la superficie p plano de la calle, sino todo el es- 
pacio nei erario para la libre circulación y desplazamiento de 
las cosas y persona*. 

Por lo tanto al sostenerse que las ordenanzas que exilien 
un friloit. tomando c< itio base de hi imposición el tendimiento 
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de cables sobre las calles del municipio, gravan el espacio aéreo, 
pretende poner un límite arbitrario al concepto de vía públi- 
ca empleado por la ley. 

Pero estimo que en sub examen no es necesario entrnr 
en definiciones gramaticales, ní distinciones bizantinas de lo 
que debe entenderse por vía pública. 

El hecbo cierto e innegable es que la red telefónica no 
tiene sustentación aérea y el tendido de cables, distribución y 
coordinación, descansa sobre postes y parantes enclavados en 
el suelo. 

En consecuencia, la explotación de] servicio telefónico, 
rerpiierc necesariamente la ocupación de la vía pública en la 
interpretación aún restringida que pretende dársele al con- 
cepto empicado por la ley. 

Y el a qtto. ha invocado tal hecho como argumento central 
y decisivo» para desestimar la impugnación, pero la recurren- 
te 'en su memorial de fs. guarda sücneio sobre tal 
circunstancia, tangencinndo el problema con definiciones y 
general i unciones, lo que no constituye expresión de agravios. 

Tan es así que sólo se impugnan las ordenanzas do 1936 a 
1943, que toman como base del tributo el metraje de cables 
tendidos y no la de 1944, que grava directamente el poste 
telefónico. 

Pero la circunstancia de que la comuna tome como base o 
índice de la tributación, ya sea el metraje de cablea tendidos 
sobre Tas calles del municipio o los postes telefónicos, en nada 
cambia la naturaleza del gravamen ni la cosa objntn de !a 
imposición, puesto que en ambos casos el tributo exigido obe- 
dece a la misma y única cansa, ocupación de la vía pública. 

POr tales consideraciones, las concordantes del a-quo y 
fiscal en su dictamen de fs. 161 y vta,, voto por la afirmativa. 

Por análogos fundamentos votan en el mismo sentido los 
Sres. Vocales Costa y Area. 

A la misma cuestión el Sr. Vocal Tiohbosco, expuso: Con- 
forme a lo que expuse al tratar la primera cuestión y circuns- 
cripta la materia en debate a la expresada en el apartado que 
determiné con la letra A), según se desprende de lo resucito 
por el Tribunal al tratar dicha cuestión, debo expresar que 
estoy de acuerdo con las fundamentos expuestos en el voto 
del Dr. Bonnin al tratar esta tercera cuestión a los que adhie- 
ro, como así me remito a los concordantes expuestos por el 
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Juez «f-giw cu H apartado a) del Considerando Hj de ta. 121 
vta., para fiar mi voto en el sentido de que se con Firme lii 
sentencia en cuanto rechaza la excepción de i neonstitiic tonali- 
dad on lo c|in* atañe al art. 187 de la Constit. Provincial y 
art. 25. iuc. 3', letra e) de la ley 3001. 

Los Drcs. Gayoso y Lavedra, adhieren al precedente voto 
del llr. Bonnin y concordantes del Dr. Lobboseo. 

El Dr. Elena lo hace por el voto del I.H . Lobbosco, 

Con lo que terminó el aeto, quedando acordada la sifruien- 
te sentencia : 

Paraná, 14 de febrero de 11*49. 

Y vistos: Por los fundamentos del acuerdo que antecede 
se tiene por desistido el recurso de nulidad y se confirma la 
■sentencia de fs. 120/130 en cuanto rechaza' la excepción de 
inconstitucional idad, —Costas al vencido — art. 88 del Cúd. 
fie Proreds. Civiles. — Héctor A. Costa. — Cartón Bonnin. — 
Héctor F. Lobbosco. — Ricardo Arca. — Rafael M. Gáyoso. 
- - Rudolfo Lavfflra, — Valentín Kh an. 



ShXTKXriA DK LA SaLA LN LO ClVíl. V GOMEHClAL DEL 

Sri'Eiiroa Tribunal i>e Jüsticta 

En la ciudad de Paraná, capital de la Provincia de En- 
tre Ráw a f) de ajrosto de líMít, reunidos los señores miembros 
de la Kxcma. Sala en lo Civil y Comercial Primera dél Supe- 
rior Tribunal de Justicia, en su Salón de Acuerdos, pura co- 
nocer de Jos recursos deducidos en los autos: "Junta de Fo- 
mentó de Villa Sari -Tose contra Compañía Entrcrriana de 
Teléfonos S. A. — apremio", respecto de la sentencia de fs, 
120 a 130, se practicó el sorteo de ley resultando que la vota- 
cien debía tener librar en el siguiente orden: Sres. vocales 
Felipa S. Bañéis, Héctor F. Lobbosco. Ricardo E. Area. 

Estudiando los autos ln Sala planteó las siguientes cues- 
tione-; n resolver: 

í* í Existe utilidad? 

2' /En caso negativo, se lia operado ln, pfeSCf ipciÓn de 
la acción civil emergente del eoliro del gravamen eonvspon- 



A 139 
DE JUSTICIA DE LA NACION 

cliente a lOfi comprendidos entre los afios 193<i a 1940 inclü- 
sivc ' 

3* í Es ajustada a derecho la sentencia apelada en ciian- 
to no hace lujar a ta declaración de ineonstrtucionahdad de 
los tributos por no ser eonf íseatorios í 

4* m es igualmente en cuanto resuelve que no son 
contrarié a la le? nacional 7Ó0 V, ni a lo, arte. 31 y 33 de 
la Constit Nacional t 

5' ¡Qué pronunciamiento corresponde en cuanto a las 
distas en ambas instancias í 

A la primera cuestión el Sr. Vocal Bauds, expreso : No 
habiéndose fundado el recurso de nulidad, ^^"t- 

(art. 268. Cód, de Proeeds. Cmles). As. vo o. 
Los Sres, vocales Lobbosco y Arca adhieren a este voto. 
A la secunda cuestión el señor votal Baucis, dtfr: Que los 
«navios st^os fun,la en que el a ,iie», al tratar el capitulo 
Tí, "nfiscatoriedad del tributo sostuvo que éírte, era con^- 
cencía de una locación v cuando se refiere a *" 
S l ZmL de impticto o contribución ^W*^ 
aoé dado su papo periódico, su bbcraeion nsta prevista en el 
ine Wm aít, 4027 del CM. Civil como se pretende. 

iliciones, el carácter de í >7^* i "» r ^ P'V^'^Í.' 1 ^ ^ 

-Jurisprnd. Entre l?í-.s. II, S. I. p. ano U-H. 

rt4w¡ 3(M) v aOíl v año 11)46, p. 461. 
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Suprema Corte Nacional, t. 60, pág. 437; Cám. Civil 1» de la 
Capital, t. 122, pág. 380; 54, pág. 572; VI, pág. 293; Cám. 
Ped. B. Blanca. J. A., t. 40. pág. 57; .1. do E. Ríos, Libro de 
''Sentencias" del Sup. Tribunal, t. IV, pág. 145. En conse- 
cuencia voto en el sentido do que no se ha operado la pres- 
cripción liberatoria invocado. 

Los Srcs. vocales Lohhosco y Arca adhieren por análoga* 
consideraciones al precedente voto. 

A la tercera cuestión el Sr. vocal Baucis, dijo: Si la 
impugnación ite im-onstitucionalidad por considerar el tribu- 
to coñfiscatorio hubiera sido entapiado como acción de acuer- 
do al art. 313 del Cód. de Prceed ; micntos, debió sustanciarse 
por el juicio ordinario y como cuestión de puro derecho, pero 
en o! caao en estudio lo ha sido como excepción en el presente 
juicio de apremio, debiéndose en consecuencia sin desnatura- 
lizarlo, darle el trámite une a ellas corresponde — J. de Entre 
lííos. año 1032, páfjH. 4fi3. 4fiS— por ío demás es el procedi- 
miento que aceptaron y consintieron Jas partes. 

Antes de valorar la prueba en su tramitación producida, 
considero necesario, como lo efectúa el n-qnv t determinar el 
concepto del importe cobrado por la municipalidad autora ya 
qnejle él surgirá la relación jurídica que los liga. 

En este orden de ideas, pienso como éste y la doctrina 
que invoca del pronunciamiento de la Exema. Sala Civil in- 
serlo en Jurisprudencia lio Entre lííos. año 1042. páir. 813 
en autos caratulados "Provincia de Entre lííos c. Cía. Entro- 
rrínna de Teléfonos S. A. —apremio", que no se trata de 
una tasa slrictn srtisv, Nn es tampoco un impuesto, porque 
no satisfice la condición específica ilo la generalidad, ni tiene 
por objeto servicio acumulativo, ni grava la rinueza poseída 
{Cnnf, Bifi.sa, Dfrrehn Administratiro, N» 503. in fine), En 
suma se trata de una contribución especial que dehe ser una 
«'compensación remunerativa" exigida por la Provincia a los 
que ocupen la vía pública, uní especie de arrendamiento 
íí'ouf. Caceta del Poro, año 102fi. pág. 50 ¡ Sup. Corte Na- 
cional, 127, páírs. IR a 34; J, A., 52. págs. 440 y sigtes.). 

Establecido el concepto del importe euyo cobro se per- 
signe, entro a cstnd : nr si aun dentro de él, corresponde con- 
siderar la eonfiscatoriedad cuestionada. Opino que sí. 

La apelante no discute ni alc™a que no se beneficie enn 
la ocu ilición de la vía pública y espacio aéreo por el tendido 
de sus redes dentro del municipio de Villa San José. Ninguna 
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¿¡•posición legal le autoriza que en servicio le sea gratuito. 
A mérito de atribuciones propias aquélla, como dueña exclusiva 
poede disponer de ellas y gravarlos fijando la compensa- 
ción por ese aprovechamiento particular de nn bien extraño 
al régimen de las tasas y de loa impuerto» fiscales. 

No necesita acuerdo de voluntades ni adhesión de los 
usuario* como tampoco requiere opinión a sus contribuyente* 
acerca de los conceptos 7 cuantum con que grava sus bienes 
y actividades. 

Puede extralimitarse en la apreciación de ese cuantum 
y ser arbitrarios o inspirados en un espíritu manifiesto de 
hostilidad hacia determinada persona o dase o su monto al- 
cansar una parte sustancial de la propiedad o de la renta de 
varios afios de espita! gravado, constituyendo despojo como 
lo ha declarado la Suprema Corte de Estados Unidos. En tales 
casos corresponde al Poder Judicial acordarle amparo aplican- 
do los principio» inherentes y fundamentales para la protec- 
ción del individuo contenidas en la Gonstit. Nacional — Snp. 
Corte J. A., 1 9, pág.' 674. 

En el caso en estudio, tildado de confutatorio el grava- 
men municipal, la cuestión debe juzgarse en base al promedio 
de las utilidades liquidas de la compañía y no al hecho cir- 
cunstancial y transitorio de una crisis de valores, lo cual en 
determinado momento puede llegar a la pérdida de la utili- 
dad, a la no utilidad del servicio prestado y como consecuen- 
cia del producido para pagar los gastos de explotación (Su- 
prema Corte, La Ley, t. 31, pág. 341). 

Para establecer que el gravamen materia de esta litis, no 
adquiere el carácter de gabela confiscatoria basta estudiar la 
prueba aportada. Consiste ella con carácter fundamental en 
el informe pericial obrante de f s. 86 s 97. No trasunta un 
estudio adecuado tendiente a dar por probado loa gastoa rea- 
les de explotación por todo concepto y las entradas netas que 
la oficina le proporcionaba a los fines de determinar su ganan- 
cia líquida para luego confrontarlo con el tributo cuestionado. 

El criterio que se tiene en cuenta al contestar los dife- 
rentes puntos sometidos a peritaje no es uniforme. Asi al con- 
testar el primero lo hace teniendo presente sólo las entradas 
habidas en la Oficina de Tilla San José según planillas per- 
tinentes sin hacer incidir sobre ellas las de las demás de la 
provincia, como se lo hace al contestar las restantes por lo 
que viene a hacer recaer sobre aquélla, no sus propios gastos 
sino un porcentaje que se atribuye de acuerdo a su número 
de abonados —ver punto TV, pág. 90 vta, a 93—, En la acia- 
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ratoria final dice el perito, que en el rubro impuesto se in- 
cluyen varias tasas. 

Como lo sostiene la actora, durante los años de disminu- 
ción de abonados debió ocurrir necesariamente el mal servi- 
cio que anuncia, lo que transitoriamente determinó una corre- 
lativa disminución de entradas. 

La prueba aportada no da así bases ciertas y suficientes 
a dar por probado* los hechos que se tuvieron en cuenta en 
su ofrecimiento. Por ello voto por la afirmativa. (J. de E. 
Ríes, año 1946, p. 461), 

Los Sres. Vocales Lobbosco y Arca adhieren por análo- 
gas consideraciones al precedente voto, 

A Ja 4» cuestión el Sr. Vocal Bauois, expresó : 

Ln apelante no agrega nuevos argumentos al alegato de 
bien probado de ía, 106 vta. y sgtes. tendientes a desvirtuar 
los argumentos del a-quo en cuanto no la considera comprendi- 
da en la exoneración impositiva prevista en el art. 15 de la 
ley 750Vfe y decreto del P, E. do la Provincia de feeha 1* de 
marzo de 1932. 

Por los fundamentos dados por el a quú en el punto e) 
de fia. 126 vta. tu fine a fs. 129 que comparto y doctrina y 
jurisprudencia que cita y fallo inserto en Jurisprudencia <!♦• 
Entre Ríos, año 1942, p. 843 voto por la afirmativa. 

Lo* Sres. Vocales Lobosco y Area adhieren por análogas 
razones, 

A la 5* cuestión el Sr. Vocal Bañéis, expuso: Considero 
que la imposición de costas al vencido ordenada por el a quo 
es justa a mérito de lo dispuesto en el art, 87 del C. de Proc. 
Civ. así como en esta instancia atento al resultado de este 
ac-nerdo que con firma en toda* sus partes aquel pronuncia 
miento —art. 88 eód. cít. — . En tal sentido voto. 

Los Sres. Vocales Lobbosco y Aren adhieren a este voto. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la siguien- 
te sentencia ¡ 

Paraná. 9 de agosto de 1949. 

Y vistos: 

Por los fundamentos del acuerdo que precede, se re- 
suelve .- 

1*) Tener por desistido el recurso de nulidad. 
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2?) Confirmar la sentencia apelada en lo que ha sido 
materia de recurso ante esta Sala. 

3*) Costas de esta instancia al apelante (art. 88, C. de 
Proc). 

4") En cuanto al pedido formulado en el punto 5°) de 
fs. 153 de <iuc se tenga por hecha la reserva del recurso ex- 
traordinario que acuerda el art 14 de la ley 48, no signifi- 
cando esa petición el ejercicio de un derecho sobre cuya pro- 
cedencia deba pronunciarse esta Sala, la declaración que se 
interesa no debe hacerse y así se resuelve (Coiif. Jurispruden- 
cia de Entre Río*, t. 7» serie 2» p. 107; ano 1944. ps. 38/3», 
43 y 49), — Héctor P. Lobbosco. — Ricardo E. Arca. — Fe- 
lipe A. Rancia. 



Dictamen del Procukadou General 

Suprema Corte: 

Estimo procedente el recurso extraordinario dedu- 
cido a fe. 187, pues si bien es cierto que en principio las 
sentencias dictadas en juicios de la naturaleza del pre- 
sente no revisten el carácter de definitivas, también lo 
es que el Tribunal apelado se ha avocado al conocimien- 
to de las cuestiones constitucionales planteadas por la 
demandada» en forma tal que la decisión recaída sobre 
las mismas podría considerarse revestida para lo futuro 
de la condición de la cosa juzgada (191 :125, Consid. 2*), 

Tres cuestiones son materia del remedio federal: 

a) supuesta confiscatoriedad del monto de la tasa 
cuyo cobro persigue la Municipalidad actora ; 

b) violación del art. 15 de la ley 750% —aplicable 
al caso en virtud de lo dispuesto en la ley 4408—, y con- 
siguiente desconocimiento del art. 31 de la antigua Cons 
titución Nacional (art. 22 de la nueva) ; y 
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c) violación del nrt. 95, tercera parte, de la Cons. 
titueión vigente. 

Las dos pri moras fueron introducidas al pleito por 
vía de excepción y la tercera con motivo del fallo de 
fs. 184. 

En cuanlo a la tacha de conf iscatoriedad nada tengo 
que dictaminar. Se trata de una cuestión de hecho y 
prueba cuya decisión queda librada al prudente arbi- 
trio de V. E. 

Carece, en mi opinión, de fundamento el segundo 
de los agravios invocados. El nrt. 13 de la ley 750 % que 
exime de impuestos nacionales o provinciales a las linean 
telefónicas nacionales (ley N° 4408), por el término de 
diez años, no es óbice al cobro de un gravamen que ha- 
lla su razón de ser en el hecho de la ocupación de bienes 
de pertenencia de la Municipalidad actora con instala- 
ciones de la demandada, porque tnl gravamen asume 
los caracteres de una especie de arrendamiento o com- 
pensación por el uso de la cosa ajena (198:18). 

Por lo que hace n la tercera cuestión planteada, ob- 
servo que lo resuelto por V. E. en el caso invocado por 
la recurrente carece do relación directa con el presente, 
ya que allí —contrariamente a lo qne aquí ocurre — se 
trata de un impuesto provincial que incidía directamen- 
te sobre el funcionamiento del teléfono y, por ende, so- 
bre la libertad de comunicación que garantiza la Carta 
Fundamental (213:467). 

Procedería, en consecuencia, salvo que V. E. admi- 
tiese la tacha de conf iscatoriedad alegada, confirmar la 
sentencia apelada. Buenos Aires, Uieiembre 7 de 1ÍÍ49. 
— Carlos (í. Del fin o. 
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Buenos Aires, 6 de Marzo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos "Junta de Fomento de Villa Kan 
José contra Compañía Ent remana de Teléfonos S. 
A. — Apremio en los que se lia concedido a fs. 104 
el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Qtie el recurso extraordinario es procedente por- 
gue están en tela de juicio garantía» y preceptos de la 
Constitución Nacional e inteligencia de una ley federal 
y la sentencia recurrida es contraria al derecho que la 
apelante funda en ellos. 

Que son tres las cuestiones federales planteadas: 
V) violación del art. í)5 de la Constitución Nacional por 
cuanto el Tribunal de la causa no se atuvo a la doctrina 
enunciada por esta Corte, en un caso análogo según la 
recurrente, respecto a la inteligencia de la ley 750Vjí 
•2iu) violación del art. 15 de esta última puesto que la 
exención dispuesta en él comprende a gravámenes de 
la especie del que se intenta repetir en este juicio ; 3a.) 
violación del derecho de propiedad porque dicho gra- 
vamen es confiseatorio. 

Que lo resuelto en el juicio "Fisco de la Prov. do 
Buenos Aires c| Unión Telefónica" (Fallos: 213, 467) 
no es de aplicación en esta causa, como bien lo observii 
el Sr. Procurador General, puesto que allí se trataba 
de un impuesto y aquí de un gravamen municipal cuya 
r azón de ser está en la ocupación de la vía pública pol- 
los postes y las lincas de la adora, con lo cual quedn 
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dicho que tampoco se trata aquí de un impuesto que, 
como el considerado en aquel caso —que obligaba a tri- 
butar un peso mjn. por eada aparato telefónico instalad» 
en la provincia— "recaiga de un modo directo sobre el 
servicio telefónico en cuanto tal". 

Que no hay violación de la ley federal 750^. I*n 
exención acordada en el art. 15 excluye expresamente 
a los gravámenes municipales y el que se cobró a la de- 
mandada es de la misma especie de los que se tuvo el 
deliberado propósito de excluir, pues aunque no se trate 
de una tusa en sentido estricto, es decir, del precio o 
compensación de un determinado servicio, es una retri- 
bución debida a! municipio actor por un motivo funda- 
mentalmente análogo, cual es la ocupación, mediante 
su permiso, de la vía pública y el espacio aéreo de ella. 

Que no hay prueba suficiente de la eonfisentoriedad 
alegada, porque ta relación del monto del gravamen 
con la productividad do la empresa no puede referirse 
sólo a las actividades de esta última en el municipio 
actor, por más que la contribución concierna a las ins- 
talaciones existentes en él, pues se trata de una empresa 
cuyas líneas se extienden por toda la provincia y están 
en conexión con otras tendidas fuera de los límites de 
esta última de tal modo que cada uno de los servicios 
locales, además del beneficio que como tales reporten, 
Je obtienen a la empresa el de constituir un eslabón que 
al dilatar la red de sus instalaciones la l>encfieia en to- 
*da su integridad. Por ello, el juicio sobre la eonfisca- 
toriedad tendría que tomar en consideración la totali- 
dad de los ingresos, gastos y gravámenes para referir 
a ella la porción del que se cobra en este juicio, lo que 
no «e ha hecho. 

Por tanto y habiendo dictaminado el Sr. Proeu- 
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i ador General so confirma la semencia apelada en cuan- 
to lia sido materia del recurso. 

huta ft. Lon(¡hi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares — Felice Santiago 

PÉREZ — ATILIO PeSSAGNO, 



mmO MANASSK 

RECURSO EXT RAORDl SAMO: Requirió* <Hh?isttncia 

,lt- tr>* reqmnitoa. 

Habiendo sido derogadas por el decreto 913/50 las uiapo- 
i ¡cienes de los decretos 6.605/43 y 13.684/46 que ae opo- 
nían a ta naturalización de alemanes y japoneses, carece 
de objeto que la Corte Suprema se pronuncie acerca de 
la interpretación de las normas derogada» y de su validez 
constitucional? por lo que procede remitir 
tribunal de procedencia para que el caso sea resuelto con 
arrc»ln al decreto viprente, 

FALLO DE LA OOKTE SUPREMA 

Rucias Aires, !) de Marzo, Año del Libertador General 
San Martín, 1ÍÍ50. 

Vistos los autos "Mnnassc Pedro s/sta. carta de 
.■iudaduníu" en los que se ha ronredido a fs. 26 el re- 
curso extraordinario. 

Considerando: 

Que t fundada en el alcance que atribuye a la prohi- 
bición establecida por los decretos «\605|43 (art. 1?) y 
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l.'Ui84 ( 4t¡ la sentencia apelada no hace lugar "por aho- 
ra" a la solicitud de carta de ciudadanía presentada 
por don Juan Pedro Claudio Manassé. 

(¿ue las disposiciones de referencia lian sido dero- 
gudas por el art. 1* del decreto X* 913, de fecha 19 de 
■ tu>ro piído, en cuanto se opongan a las de este último, 
cuyo ait. 2 9 autoriza a los alemanes y japoneses resi- 
dentes en el país que reúnen las condiciones prevista.-! 
i*n la ley X* 346 y decreto reglamentario de diciembre 
1!» de 1931, a gestionar su carta de ciudadanía argentina. 

Que teniendo en cuenta las nuevas normas vigentes 
así como él alcance con que ha sido dictado el pronuncia- 
miento recurrido, carece en absoluto de objeto que esta 
Corte Suprema se pronuncie acerca de la interpretación 
«le las normas derogadas y de su compatibilidad con la 
< 'onstitución Xacional. 

Por tanto, así se declara, debiendo ser devuelto* 
los autos al tribunal de procedencia a fin de que, previo 
los tramites correspondientes, se proceda a resolver el 
caso con arreglo a lo dispuesto en el decreto X» 913 '50. 

Rodolfo O. Valenzuela — To- 
. más D. Cas ah es — Felipe 
Santiago Pérez — Atilw 
Pessagno. 



JUAN CARLO.S D'OTTAVIO v. ADUANA DE ROSARIO 

.fiKrrnSO EXTHAOIiDlSARiO: Br^mUns comunes. Gravamen, 

Es improcedente por falta de gravamen, el recurso ex- 
traordinario interpuesto contra la sentencia que, si bien 
desestimó la nulidad de la resolución de la Aduana, revo- 
eó ¿sta en el único punto que pudo .ser y fué objeto de 
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a peí ación. La eiminstnneia de que la resolución admi- 
nistrativa mandara comisar, además, otras mercaderías lio 
pertenecientes al recurrente no basta para sustentar el 
recurso extraordinario. Tampoco procede admitirlo sobre 
la base de que la sentencia recurrida se baya referido, 
«demás, a la eliminación de la firma importadora para 
afirmar que es medida trrevisible por los tribunales de 
justicia, sin decidir nada al respecto en la parte disposi- 
tiva, si no medid recurso di* aclaratoria tendiente a salvar 
la omisión, si la hubo. 



Sentencia deu Juez Federal 

Rosario. 17 de marzo de 194Í». 

Y vistos: Los earatu'ados "D'Ottavio Juan Carlos a./ 
Aduana de Rosario — Recurso Cout ncioso" expte. & !>13fi- 

Y considerando: 

Y D. Juan Carlos O'Ottavio ocurre a la justicia fede- 
ral por la vía que autoriza el art. 79 de la ley J2.ÍÍ64, soli- 
citando que se declare nula o en su defecto se revoque —en 
!a jwrtc que indica — la resolución dictada por el Admi- 
nistrador de la Aduana de esta ciudad en e! espediente 

En la expresada resolución se dispuso, entre otras me- 
didas, comisar 14,300 kgs. de seda natural; 1,400 kgs. de seda 
(ínula; dos cajones con 100 kilos de pasta de tomate y un 
mantel usado. 

El expediente fué tramitado ante el Juzgado Federal 
N» 2 y vino a conocimiento del suscripto en virtud de la inhi- 
bición del magistrado titular de ese Juzgado, dispuesta en la 
providencia de fs. 32. 

2* Corresponde examinar, en primer termino, la nulidad 
solicitada en la expresión de agravios respecto a la resolución 
administrativa recurrida. 

El pedido de nulidad se funda en que la expresada re- 
solución fué dictada en base a un procedimiento víolatoriu 
de las disposiuiones consagradas por la ley 12.964, omitién- 
dose la vista de lo actuado que establece el art. 56 de la citada 
ley y las demás garantías procesales que, con amplia ^ interven- 
ción de los interesados, dispone» los artículos posteriores. 
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El ocurrente destaca que la violación de esas llorínas vul- 
nera el derecho de defensa amparado, no sólo por la ley 12.964, 
*ino por el art. 18 de la Constitución Nacional, 

3* Es exacto que durante el trámite administrativo la 
instrucción omitió, incxplicnltlemente, observar el trámite se- 
ñalado pnr los art». ;V» y sigtes. do la ley 12.964. ya que dictó 
resolución en base a las actuaciones sumariales cuya copia 
obra de fs. 1 a 10 del expediente adjunto, sin dar a" los pre- 
suntos responsables la vista que establece el art. f)6 de la 
citada ley, ni abrir la causn a prueba, ni dar oportunidad 
a los interesados para que alegaron sobre el mérito de la 
misma (arts. fiO y 70 de la ley 12.ÍÍ64). La única interven- 
ción de D'Ottavio consistió en la declaración prestada según 
constancia de fs. 4 del expediente nd junto. 

Pero es el caso que el interesado sólo interpuso contra 
la resolución administrativa el recurso de apelación que auto- 
riza el art. 79 de la ley 12.964. sin interponer el de nulidad 
que autoriza el art 84 de la misma ley, que debe presentarse 
conjuntamente eon aquélla dentro del mismo termino conce- 
dido para la apelación (v. fs. 27 del expediente adjunto). 

La falta de presentación del recurso de nulidad dentro 
del término establecido impide ahora que D'Ottavio pueda 
impugnar la validez del procedimiento administrativo a los 
efectos de que el Juzgado pueda proceder en la forma esta- 
blecida por el art. 85 de la ley 12.964. 

Previendo esta sit unción el ocurrente sostiene, en In ex- 
presión de agravios, que como media violación de una ga- 
rantía constitucional la nulidad debe ser declarada aún de 
oficio, pero el suscripto entiende que no corresponde tomar 
esta actitud porque, prácticamente, los defectos procesales de 
la instancia administrativa han sido subsanado* ampliamente 
en la instancia .indicia!, donde el ocurrente ha dispuesto de 
todas las gnrantías necesarias para su defensa en juicio y para 
la producción de pruebas, tanto en estos autos como en los de 
contrabando que se tramitan ante la Secretaría en lo crimi- 
nal de este Juzgado, que el proveyente tiene a la vista para 
este pronunciamiento. 

Este temperamento concuerda con el adoptado por la 
forte Suprema Nacional en un caso similar, en el que. no 
obstante no haberse oído al denunciado durante la tramitación 
administrativa, se desechó la declaración de nulidad porque, 
spüún se dijo. 41 la resolución administrativa no es la senten- 
cia a que se refiere ta Constitución, ya (pie no ha sido dictada 
por un juc¡t ni cierra ninpún recurso para la defensa que 
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puede hacerse ampliamente en la instancia judicial utilizan- 
do todas las alegaciones, medidas probatorias y recursos auto- 
rizados por las leyes procesales" (S. 6. X., t. 176, p. 233). 

Tal es lo que ha sucedido en este caso donde, a mayor 
abundamiento, puede agregarse que si bien es innegable la 
existencia de las violaciones procesales apuntadas, el ocu- 
rrente fué oído durante la tramitación administrativa en el 
curso de la cual, se le tomó la declaración que consta a % 4. 
Posteriormente, en estos autos, ha dispuesto de términos para 
expresar agravios (fa. ó), ofrecer pruebas (fs. 13 vta.) e in- 
formar sobre su mérito (fs. Ifl), en forma que el suscripto 
considera que su derecho de defensa no ha sufrido ninguna 
disminución y que, en el estado actual de las actuaciones, 
carece de' objeto una declaración de oficio de la nulidad del 
procedimiento administrativo. 

4» El recurrente funda también su pedido de nulidad 
en la circunstancia de que, según sostiene, se ha aplicado 
pena a una persona jurídica sin juicio previo,^ 

Se refiere aquí, a la parte de la resolución administrn- 
tiva que dispuso eliminar a la firma Bacearo y P'Ottavio del 
Registro de Proveedores Marítimos. 

A este respecto eabe expresar que la eliminación del Re* 
gis tro de Proveedores Marítimos no es en realidad nna pena 
sino una medida de carácter y competencia exclusivamente 
administrativos que no se halla comprendida dentro de las 
que pueden ser debatidas en esta acción contenciosa. Así lo 
resolvió el suscripto en un caso anterior que fué confirmado 
por la Cámara Federal de esta eiudad fart. 27 de la ley 12.964; 
v. "Eckstein e./ Aduana", Cámara Federal de Rosario, fallo 
número 22.512). 

Establecido lo que antecede es indudable que no puede 
discutirse en estos autos la legalidad del procedimiento se- 
guido por la Aduana para eliminar a la firma Bacearo y 
D 'O t ta vio del Registro de Proveedores Marítimos. 

5» Entrando a considerar el fondo del asunto el ocu- 
rrente limita sus agravios a la parte de la resolución adun- 
nera que ordena el comiso de ciento veinte kilos brutos y cien 
kilos neto de conserva de tomate. 

La falta de expresión de agravios respecto al resto de la 
mercadería comisada —14,300 kgs. de seda natural ¡ 1,400 kgs. 
de seda eruda y un mantel que servía de envoltura a esa 
mercadería— es* suficiente para originar la confirmación de 
la condenación administrativa por consid erársela firme a este 
respecto. 
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Xo está de más hacer notar, no obstante, que las cons- 
tancias del expediente administrativo eomo así también la» del 
su mu rio ¡M>r contrallando que tramita ante la Secretaría en 
lo Criminal y que, conm se ha dicho, se tiene a la vista para 
este pronunciamiento, demuestran en forma inequívoca que 
Ins piesías de seda procedían del va pin* italiano "Andrea 
(Jritti" y que se tas pretendió introducir clandestinamente 
a plaza cometiendo la infracción prevista por el art. 1036 de 
tas Ordenanzas dé Aduana. Dichas piezas fueron encontradas 
en el interior de un camión contratado por el ocurrente y un 
hermano suyo quienes, contradiciéndose entre sí. no pudieron 
justificar la procedencia de la mercadería, proporcionando 
una versión inaceptable y, desde luego, no comprobada en 
autos, tendiente a explicar mi presencia en el camión. 

6* Queda por considerar la parte de la resolución admi 
o ¡sicativa que ordena el comiso de dos cajones conteniendo 
10(1 kjís. de pasta de tomate, que fueron encontrados también 
én él interior del camión. 

Esa partida figuraba declarada en el permiso de prnvi- 
-done* tí* 2089 solicitado por la firma Baccnro y D'Ottavio. 
Dicho permiso contiene una constancia margina] de que la 
mercadería "no fué embarcada" (v. fs. fí del expediente ad- 
ministrativo}. 

La resolución aduanera admite que se trata de mercade- 
ría nacional y el infnrmc producido a fs. 18 por la firma 
Cam podón ico Hermanos permite presumir que la mercadería 
de que se trata es la misma que fué adquirida en dicha casa 
l>or Bacearo y D'Ottavio el día anterior a su secuestro. 

El ocurrente, en su declaración, expresa que como a bordo 
no quisieron recibir esa mercadería la earpó de nuevo en su 
camión para su represo a plaza con conocimiento del guarda 
Gutierres que atendió el embarque (y, fs. 4 del sumario). 

El guarda del Resguardo, Pedro Gutiérrez, dice nne el 
Boleto X 9 208Í» se cumplió en su totalidad, con excepción de 
una partida de 120 kgs. bruto y 100 kgs. neto de conserva de 
lómate mercadería ésta que el declarante no vió en ningún 
momento cu el buque ni en el mué] te ni en el camión. 

La resolución aduanera sostiene que aun cuando se trata* 
ra de mercadería de devolución no pudo salir a plaza sin el 
« onsiguiente permiso del Resguardo de acuerdo con lo dis- 
piiesto portel art. fill de las OO. de Aduana que establece 
que los artículos embarcados para rancho no podrán volver a 
tierra ni desembarcarse en ningún puerto de la Nación sin 
pagar derechos c onm introducción del extranjero. 
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Pero es el caso que esta disposición habla de articulo» ' 
"ambareados" que no podrán "volver a tierra" ni "desembar- 
carse " y en el caso de autos las constancias existentes y, espe- 
cialmente, las constancias del permiso de provisión y la decla- 
ración del guarda del Resguardo, no permiten afirmar que la 
mercadería haya llegado a ser embarcada en el buque, siendo 
admisible que la devolución se baya producido en tierra, tn 
que, habiéndose comprobado en forma inequívoca el origen de 
la mercadería, hace inaplicable al caso la disposición del 
art. filt de las 0. de Aduana que sirve de fundamento a la 
condenación administrativa. 

En consecuencia, procede dejar sin efecto esta parte de la 
resolución aduanera y así se declara. 

7» Las costas deben ser abonadas en el orden causado 
teniendo en cuenta la situación especial examinada al conside- 
rar la defensa de nulidad como as! también que, en lo que 
respecta al fondo del asunto, el ocurrente limitó su expresión 
de agravios a la parte relativa al comiso de los cajones de 
pasta de tomate, prosperando íntegramente su pedido. 

Por estas consideraciones, fallo: 

I. Confirmando la resolución dictada pur el Administra- 
dor de la Aduana de Rosarlo con fecha 6 de noviembre de 1947 
en el expediente 239-G-1947 en cuánto dispone el comiso de 
14,300 kgs. neto de seda natural de la partida n* 3054; 1,400 
kgs. de seda cmda do la partida u* 3061, y un mantel usado. 

II. Revocando la misma resolución en cuanto ordena el 
comiso de dos cajones conteniendo en total 100 kgs. da pasta 
de tomate de la partida ti» 195, penalidad que se deja sin 
efecto. Las costas se abonaran por su orden. — Emilio H. 
Tasada. 

Sentencia de la CAmara Federal 

Rosario, 9 de junio de 1949. 

Vistos, en acuerdo, los autos "D'Ottavio, Juan Carlos e./ 
Aduana de Rosario — recurso contencioso" (exp. n* 14.638 de 
entrada). 

Y considerando que: 

T. La sentencia apelada, confirma la resolución aduane- 
ra en cuanto dispone el comiso de 14.300 kgs. de seda natural 
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y 1.400 kg*. de seda cruda y un mantel usado, y revoca en 
la parte que cora isa dos cajones de pasta de tomates. 

La parte condenada, a fs. 27 del expediente administra- 
tivo agregado por cuerda, dijo; ' ' No estando conforme con el 
tallo administrativo recaído en el expte. 239-G-J947, en tiem- 
po y forma, vengo a interponer el recurso de apelación ptirn 
ante la Justicia Federe!". VA Administrador de Aduanas, dis- 
puso que habiéndose cumplimentado el nrt. 80 de la ley 12.Í>B4. 
se remitieran testimonios de lo actuado, por haberse elevad" 
con anterioridad los autos originales. 

IT. En la instancia judicial, el ocurrente sostiene que 
durante la substanciación de la causa, cu su aspecto adminis- 
trativo, se violó la defensa en juicio, principio consagrado en 
la Constitución Nacional, lo que trae aparejada la nulidad 
de dichas actuaciones. 

Arguye que no es íbice para ta procedencia del pedid» 
de nulidad, la omisión en que incurriere' de no haber inter- 
puesto esc recurso, supuesto que los vicios que denuncia se 
asientan en una garantía constitucional que da píe para que 
ta justicia se pronuncie aún de oficio, 

£1 a-quo rechaza la impugnación considerando indispensa- 
ble la interposición del recurso de nulidad establecido en el 
art. 84 de la ley 12.964 ; y porque además, los vicios procesales 
de la instancia administrativa prácticamente han quedado sub- 
sanados en la judicial, donde el interesado ha contado con toda 
ta amplitud necesaria para formular su defensa. 

III. En la alzada se insiste en los argumentos acerca de 
la procedencia de la nulidad de las actuaciones administrati- 
vas. Se apoya esa posición con citas de diversos pronuncia- 
mientos de la Cámara, en los que se destaca el carácter de 
la vía que acuerda el art. 106:1 de tas Ordenanzas, ante la 
justicia, d« las resoluciones condenatorias aduaneras. Por ese 
camino llégase a Ta conclusión que siendo una demanda la pro- 
movida en la sede judicial caen en ella toda clase de defen- 
sas que atañen al derecho debatido y entre los mismas, la de 
nulidad. 

Todo cuanto se haya dicho antes, debe ahora adecuarse a la 
ley 12,964. El art. Tí) de dicho ordenamiento legal, al igual 
que el art. 1063 de las Ordenanzas, habla de vía contenciosa 
para ocurrir a la- justicia; pero introduce una novedad con 
respecto a estas y a la ley 11.281, al legislar específicamente 
acerca de la nulidad de las actuaciones, originadas durante la 
tramitación administrativa. Antes de la vigencia de la ley 
12.í'64, no .se haría alusión, ni en la ley 11.281, ni en las Ordc- 
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lianzas, n la numera de salvar eii la instancia judicial los vicios 
anotados en la substancial- ióii procesal aduanera. 

La parte agraviada, apunta reiteradamente que la ley 
12.964 es de carácter adjetivo. Así es en la parte aludida y 
por eso mismo cuadraría aplicar en Jn sub cansa el conocido 
principio de que. las nulidades procesales quedan .subsanadas, 
si no se interpone el recurso correspondiente, en la misma ins- 
tancia en que se hayan cometido. 

Lo dicho, pone también de manifiesto que la violación de 
la garantía de defensa en qne se funda la inconstitucionalidad 
de la resolución administrativa, habría sido implícitamente con- 
sentida al no haber hecho uso del derecho que le confería el 
art. 84 de la ley 12.964. 

En la actualidad, no es que se considere que la nueva 
ley de aduanas, haya establecido un régimen en pugna con 
el concepto de que lo que acuerda el art. 1063 de lax Orde- 
nanzas es una acción ante la justicia, toda vez que, como se 
dijo en este mismo considerando,, el art. 79 alude a la vía 
contenciosa para ocurrir a ella, sino que al legislar sobre la 
nulidad procesal administrativa, — art. 80 — obliga igual que 
para promover ta vía contenciosa, a hacer conocer esa decisión 
ante la autoridad que dictó el fallo, dentro de] perentorio 
término de tres días hábiles y en caso de denegación, tiene 
a su favor todavía, el derecho de recurrir de hecho. 

Está demostrado que el interesado no hizo uso de esta 
facultad, en cuanto a la nulidad se refiere, lo que implica que 
no dio cumplimiento a la exigencia legal recordada, para poder 
sustentar en la instancia judicial, los defectos procesales que 
anotó en la tramitación aduanera. 

No cabe sostener con éxito — so color de que lo que se 
acuerda contra los fallos condenatorios administrativos para 
ante los jueces federales, es una acción contenciosa — , prescin- 
dir de normas explícitas y claras, relativas a la oportunidad y 
forma de hacer valer ante la justicia las deficiencias procesales 
que se adviertan en el proceso desarrollado en la aduana, ha- 
ciendo caso omiso de las dkíposiciones de los arts. 80 y 84 de 
la ley 12.964, 

De consiguiente, la tesis del a-quo es compartida por la 
Cámara en cuanto rechaza la nulidad sustentada por el peticio- 
nante. 

Cabe destacar — en consonancia con el criterio de la sen- 
tencia — que la resolución aduanera en cuanto elimina a la 
firma Baracco y D'Ottavio del Registro de Proveedores Marí- 
timos no puede ser revisada por la justicia, como deja sen- 
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tado el a-quo. El tribunal ya ha tenido ocasión de pronun- 
ciarse con anterioridad acerca de esta cuestión. A mayor abun- 
damiento sólo es dable recordar que solamente las sanciones de 
carácter represivo autorizan la vía del art. 1063 de !hs Orde- 
nanzas y no aquellas de naturaleza meramente administrativa. 

IV. El aspecto sustantivo del proceso, en entender ilel 
tribunal, encuentra también adecuada solución en el pronuncia- 
miento en recurso. 

En cnanto a los 14,300 k^s. de seda natural, 1.400 kjjjs. 
de seda cruda y un mantel usado, está plenamente demostrado 
■pie se pretendía introducirlos en el interior de un camión, indu- 
dablemente para burlar el pairo de derechos, lo que confinara 
una operación clandestina que define el art. 1036 de las OO. 
de Aduana. Debiendo hacerse notar además, que el interesado 
?u> se agravia sobre este particular. 

En lo relativo a los 100 kps. de pasta de tomate, que el 
ii-tjuo absuelve, trata en efecto de mercadería nacional que. 
por los datos que surgen del sumario, es de admitir filé tras- 
ladada desde esta ciudad con destino a) buque de ultramar 
"Andrea Gritti" Parece en realidad que no es de aplicación 
el art. fill y su correlativo el 548 de las Ordenanzas, en aten- 
ción a ¡as características especiales de la snh eausa. en que es 
dado razonablemente concluir que la mercadería cu cuestión 
no fué embarcada, sino devuelta desde el muelle y antes de 
que friera introducida a bordo. 

Kn su mérito, oído el Sr. Fiscal de Cámara, se resuelve: 
Confirmar la sentencia apelada, obrante a fs. 34/37 vta., que 
u su vez confirma la resolución dictada por el Administrador 
de la Aduana de Rosario con fecha fi de noviembre de 1!>47 
en el espediente n 9 2:í!)-G-1947, Las costas por su orden en 
ambas instancias. — Juan Carlos túbary. — Manuel Grana- 
d«w. — Santos J. Saccanc. 



Dictamen- orí. Procurador General 

Suprema Corte: 

La sentencia apelada trata y decide desfavorable- 
mente pura el actor la cuestión constitucional plantea- 
dn, y es adversa a las pretensiones que el interesado 
funda en la interpretación que asigna a normas federa- 
les. Pienso, pues, que el recurso extraordinario es pro- 
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ceden te de acuerdo con el inciso 3», artículo 14 de la 
ley 48. 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional 
actúa por intermedio de apoderado especial, el qu^ ya 
lia asumido ante V. E. la intervención que le corresponde 
(fs. 60). Buenos Aires, diciembre 20 de 1949. — Carlos 
G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de marzo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos: "D'Ottavio Jua.i Carlos c.j Adua- 
na de Rosario s.| recurso contencioso", en los que se ha 
concedido a fs. 56 el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que el actor Juan Carlos D'Ottavio, por derecho 
propio y por la vía contenciosa autorizada por la ley 
12.964, dedujo apela "ón de la resolución del adminis- 
trador de la Aduana de Rosario (expte. 239 G 947, fs. 
27) ; y expresando agravios a fs. 6, dijo también de nu- 
lidad de aquel pronunciamiento por hallarse afectada, 
según lo afirmó, la inviolabilidad de la defensa en jui- 
cio, añadiendo finalmente que si así no se decidiera pe- 
día la revocatoria del pronunciamiento en cuanto manda 
comisar 120 kgs. bruto y 100 kgs. neto do extracto de 
tomate marca "Spat", y disponiendo su devolución tfs. 
6, petitorio a y b) ; prueba ofrecida a fs. 17, minuta 
de fs. 23 punto IV, acta fs. 30). 

Que las sentencias de fs. 34 y 46, si bien no hacen 
lugar a la nulidad invocada, revocan la resolución admi- 
nistrativa precisamente en el punto materia de la ape- 
lación, vale decir que el agravio que la motivaba quedó 
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reparado; y ¿se es el único respecto del cual pudo el áe- 
tor recurrir, toda vez que, la otra mercadería comisada 
por la misma resolución no le pertenece según lo dijo, 
ni sobré ello fundamentó su acción en momento alguno, 
y en cuanto a la eliminación de la firma "Bneearo- 
D'Ottavio*' del Registro de Proveedores Marítimos, 
las referidas sentencias si bien expresan en sus conside- 
randos que ello es medida administrativa no revisible 
por la justicia, nada contieno la parto dispositiva de los 
pronunciamientos a su respecto y el actor no dedujo 
aclaratoria para que se salvara la omisión si la hubo. 

(¿ne es evidente así que satisfecho el único agravio 
del actor en la medida y extensión que le asignara, el 
recurso extraordinario deducido habría de decidir una 
cuestión teórica, de carácter abstracto y que aparece 
t ra nía por quien no puede invocar lesión alguna a su* 
derechos pues éstos, como queda dicho, han sido reco- 
nocidos y se luí admitido la justicia de su pretcnsión. La 
decisión de fs, 4tí ha sido en favor del derecho del ac- 
tor fundado en la interpretación, que allí se acepta, del 
art. ííll de las Ordenanzas de Aduana y por tanto el 
caso no encuadra en ninguna de las disposiciones de i 
art. 14 de la ley 48. 

Por ello y habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
Oeneral se declara mal concedido el recurso extraor- 
dinario 

Rooolfo O. Yai.kxziela — TomÁn 
D. Casares — Frlife San- 
tiago Pkhez — Atilio Pes- 

SAQXO. 
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s V PETROLERA AltGKNTINA l'LTUAM Ali v. míiEC- 
CIOX GENERAL IMPOSITIVA 

mCÜfiSÓ EXTUAOnDlSMtW: Brqnmtos eotétim. SiMftitffe 

fh h-"- requisitos. 

Importa desistimiento implícito del recurso extraordinario 
la fíiMniilaciú» «ntr lu Corte Suprema de petn-mnes que 
deben trnniitar v ser incididas en la instancia ordinaria, 
eóracj en el caso de quien pretende m-operse unte aquWla a 
los beneficios de Ja ley 13.649 (»). 



Vi, TOIII A DEVOTO DE CANEl'A V OTROS v. PROVIX- 
CIA Dt\ RUENOS AIRES 

Jf HfSDia tOS' Y ('(WPKTESCIA: Cf,ntrit>ttrhm>s o impüétiW 
tócale*. 

Los iacéés nacionales carecen de competencia para oono- 
eer de la demanda sobre eonaipiaelón de impuesto* pro- 
Viudales; carácter que reviste la dación en pagp <m» 
un juicio sobre repetición depuestos correspondiente* a 
"ños anteriores, a cuya arción se allanó 1» provme.a. haee 
Tactor de la suma que considera debe pagar por el a.m en 
"¿íTLmenor que la redamad» por la oficina recauda- 
dora— solicitando que en lo sucesivo se conforme el colim 
al criterio aceptado en dicha causa ( ). 

SB V TEXCIA : Ejecución, 

No es pertinente, a título de ejecución de sentencia en 
Tin inicio sobre repetición de impuesta correspondientes 
años anteriores, la petición tendiente a obtener que la 
provincia reciba en pajro del tributo del año en curso no 
comprendido en la litis, una suma mennr que la espida poi 
Tas oficinas recaudadoras de Aquélla (•)• 



(t> Ü <le manso. Fallos: 20», Mi. 
(i> «i iln marro. Pallo»! I»»'. 51 : 21-'. 
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LEANIMCO (JARCIA Y OTROS v. PROVINCIA DE BUE- 
NOS AIRES 

i'Üi'KHA: Perito*. 

El requcrimicnio d<* explicaciones a jos perito* es facultad 
judicial y. si bien cabo decretarlo a instancia de parto, en 
presencia ilf la upoMción deducida corresponde a la Curte 
Suprema decidir cuáles son las pertinentes (')■ 



ANICETO COARTE 

fíECUnSO EXTll.umiilSAlUO: fí'qumto* propio*. Cuestión fe- 
ttértif. CufHtionta fi>>f trate* /tim¡,h*. iHttrpretóéífa tas leiie» fe- 

Procede el recurso extraordinario fundado en la interpre- 
tación del decreto del 19 de diciembre de 1931. reglamen- 
tario de la ley 346. 

V WD Af> ASI A Y NATURALIZAMOS. 

La inhabilitación para obtener la ciudadanía establecida 
por el decreto del 19 de diciembre de 1931, refrtamentario 
de la ley 346, respecto de quienes hayan sufrido condena 
criminal pnr delito» contra la propiedad, aun mediando 
indulto, conmutación o amnistía, tiene el carácter de una 
calificación mora! de quienes los han cometido, formulada 
en atención a la exiseneia de conducta "irreprochable" 
que para otorgar aquella impone el mismo precepto Es. 
pues, ineficaz la invocación de haberse operado la prescrip- 
ción de la pena para obtener la ciudadanía. 

Sentencia del Juez Letrado 

Itawson, mayo 11 de 1949, 

Autos y Visttw: Para resolver sobre el pedido de carta de 
•■i udada ni a argentina formulado a fs. 6/7 por don Aniceto 
C triirte y. 



(l) ii <le mano. 
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« '<nisideraiido : 

Que con la partida de nacimiento debidamente legalizada, 
de f* 1/2. se comprueba la filiación e identidad del peíicto- 
unntc. 

Que con la declaración de los testas de fs. fl y vto. y 
14/15, certificado de la Dirección General de Migraciones fs 3 
v de buena conducta, fs. 5. se comprueba que el pfo»ngM" 
persona honesta, que goza de buen concepto lleva mas do dos 
«ños d<- residencia continua en el país, habiendo llenado a* 
educías establecidas por la ley 346 y su decreto regla- 
mentarlo. „ , T 

Que por el informe' del Fichero Nacional de Enrolado,, 
fs 17 vta surge que no le ha sido concedida, denegada o an* 
fída la Sudadania argentina en la República al peticionante. 

Que la condena impuesta a Aniceto Usarte (planilla p»* 
tn«ríí de fs 11 v certificado de fs. 18), se encuentra Dieaeef» 

f tT^^OT£. M v-. r dei coa. 

une ella no es óbice para que el recurrente sea declarado ciu- 
dadano argentino, según lo ha resucito este Tribunal aso 

„,e consintió el entonces Procurador Fisea Subrogante, ür. He 
uito Fernández, fallo que también coincide cou la WW™' 

Seneia sentada W la ta». f*f*»^^$? f \ 
Plata ÍJ A t 33. pag. 454; J. A,, fe -¡3. pag a. 
[ ÍS pág 510) y la de casi toda, los tribunakj del gafe 
en fallos registrados en J. A., t. 69, pá*. 543; t. 43 pag, 42; 
t 28 pTg 1004 ; t. 22, pag. 3 (Fallo de la Suprema Corte Na- 
eional de Justicia), etc. -«¿íáÍs. 

Por ello, no obstante el dictamen desfavorable del Ministe- 
rio Fiscal, ; 

Resuelvo: Aprobar en cuanto ha lugar por derecho la in- 
formación testimonial rendida en autos y.eoneeder la .nidada^ 
nía argentina a don Aniceto Ugarte, nacido el 8 de , juha de 
1M6 en Iá villa de Bermc* provincia ^^-^{J^ 
bi jo de Isidro y de María Ybargaray, quien « ebera »™P™ 
ante este Tribunal a prestar el juramento de ley y en cuy o acto 
Wwmmi la obligación que contrae de ""J^fJ 
de lew siete meses de su notificación, bajo apercibimiento de 
candársele la ciudadanía de conformidad ^ 
ni art. 22 de la ley 11.386. — **w$ Tcofúo t arrt no. 
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Sentencia av. la «*í,m;\ Federal 

La PJttta, 22 de agosto (té 1<U*>. 

V vistos: los de esta -ansa V. 2U2 ■' ligarle Aniceto — e»r- 
ra de ciudadanía" procedente del Juzgada Letrado de Rawso». 

M'ííor Pnii-'M-jiíliM 1 Fiscal 
if*. 2~). se confirma la sentencia en recurso de fe. 2:; que eon- 
eede la ciudadanía argentina id peticionante don Aniceto Lirar- 
te. — Jflrf/í- Bübao h Ftéjfl. — AjfVeífe» Pérez F<om ffi- 
fterfo C Costa. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, L! de marzo. Año del Libertador General 
San Martín, 1950, 

Vistos Ins mitos : "Fiarte Aniceto s. carta de ciu- 
dadanía", en los qne se lia concedido a fs. .10 el recurso 
extraordinario. 

( Jonsiderando : 

(¿ne os procedente el recurso extraordinario por- 
que fué debidamente randado en la interposición de tV 
L'!> y tiene por objeto la inteligencia de nnn norma fe- 
deral cual es o] decreto de! 1<> de diciembre de líttt re- 
glamentnrio de la ley 346; 

Que no obsta ni-' deponerse en dicho decreto —raya 
eonstitueionalidad no ésta objetada— que no se otor- 
gara carta de riiuladnnín a quienes liaran sufrido con- 
dena criminal por delitos contra la propiedad y estar 
acreditado que >o enndeuó al peticionante a dos años 
y tres meses de prisión por hurto calificado (fs. 1S) la 
sentencia de que se recurre acuerda la carta porque la 
condena está proscripta <art. <m inc 3» del 0. Penal). 

Que *i bien el alcance de la prescripción penal es. 
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en principio, una cuestión de derecho común ajena al 
recurso extraordinario, aquí se trata de la determina- 
ción de sus efectos en el régimen legal del otorgamiento 
de la ciudadanía. Es, pues, la inteligencia de este último 
lo qué está en tela de juicio, porque de esta inteligencia 
dependerá el alcance de la proscripción en orden a di- 
cho régimen. 

Que la mención de los delitos por los cuales se haya 
impuesto condena, hecha en el decreto del 19 de diciem- 
bre de 1931, tiene el carácter de una calificación moral 
do quienes los han cometido formulada desde el punto 
de vista de lo que se entiendo ha debido ser la conducta 
do quienes solicitan la ciudadanía argentina, pues según 
el mismo precepto dicho conducta debe ser "irrepro- 
chable". Este sentido del precepto está corroborado 
por su propio texto según el cual las condenas a que so 
refiere obstarán al otorgamiento de la carta aunque me- 
die indulto, conmutación o amnistía. Es que se trata de 
la significación morul de la condona ; en cuanto prueba 
una irregularidad de conducta que según la ley respec- 
tiva inhabilita para obtener la condición de ciudadano, 
l'iio os el criterio con que se juzga la incorporación a 
i a ciudadanía, que es un acto de gracia y excepción, y 
iilro que inspira el régimen de la preseri |wión en el or- 
denamiento jurídico común. La razón por la cual la 
pena incumplida no amenaza indefinidamente al conde- 
nado, no es aplicable a la prolongación indefinida de los 
efectos de la condena en la inhabilitación de quien aspira 
a la ciudadanía. En el primer caso trátase de poner tér- 
mino a una condición amenazada, mientras que en el 
segundo no hay ninguua inseguridad que remediar, lo 
que hay es una descalificación que no puede conside- 
rarse revocable para quien eludió la condonación con- 
digna mientras lo es para quien la cumplió. 
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Por tanto se revoca la sentencia apelada en cuanto 
ha sido materia del recurso. 

Rodolfo G. Valenzikla — Tomás 
D, Casares — Felipe San- ' 

TUCO PÉREZ — AtILIO Pks 

SAGN'O. 



WoLMAW ROSENBlEG Y KBEPtiAC 

AfH'AXA: Procedimiento, 

No es d#|init|ya ni tiene tuerza de cosa juzgada, la reso- 
loción del Slinisteriü de Haeienda que, si bien sobresovó 
en el su mu rio instruido con motivo de un déficit de hiía- 
dos de seda artificial en los estados demostrativos de in- 
versión y destino de esa n ercadería importada, admitió 
cu sum fundamentos la posibilidad de ocultaciones, errores, 
omisiones, maniobras maliciosas del industrial y aun in- 
conducta de mis empleados, «pie podrían provocar la ulte- 
rior declaración do responsabilidad de aquél, no obstante 
la aprobación de los estados y el sobreseimiento dispuesto. 
Por ello y porque el .sobreseimiento como forma de de- 
cisión o pronunciamiento que ponffa término a un suma- 
rio aduanero no ha sido previsto ni autorizado por las 
Ordenanzas, procede la revisión de la mencionada reso- 
lución administrativa. 



Resolución oel Administrador nn la Aupaba 
M la Capital 

Buenos Aires, setiembre 18 de lí>44 

Vistos: 

Que las presentes aet naciones tienen su orisren en las ob- 
servaciones y denuncias formuladas por las Oficinas de Lihros 
y Control do Importaeiones Condicionales a fs. 2. t) y vta.. 
19 '21 y 2?/23 eon sendos dictámenes suscriptos por el Sr. Ase- 
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sor Letrado fl fs. 9 vta„ 17 vta., 18 y 33. sin que las prnec- 
(aciones de la interesada íi fs. 15. l*i y 30 31 arrojen mayores 
luces para Su dilucidación ; 

Y considerando: 

Que la dificultad primordial tfüe se presenta en el estudio 
del expediente, es la fijación del saldo con que la finiría ini- 
cia sus actividades en el afín en cuestión, y* (pie la cantidad 
asignada en el libro Inventario difiere en tnuelio con la que 
a la misma feeha arroja el estado presentado. 

Que el fallo recaído en el expte. n« 464-lMíKW fija uno 
real al 31 de diciembre, de 4.8&S,Í5 kgs., que estaría compuesto 
por los 3.022,350 kjrs. acreditados en el estado del año 1938. 
más los 1.1(12.500 k<¿*. de la transferencia emitida n* 3,682-R- 
1!)37 y 1"S 130.300 kgs. considerada como un "aumento d** 
desperdicios". Sin embargo, esta última cantidad no puede 
figurar en tal éoncepíO aunque así se afirma en el fallo apro- 
bad*» de fu. 54 '50 al ser una diferem-iu faltaate entre los 
4 855.1:10 kgs.. y los 4.724.850 kgs. que anuían el saldo y la trans- 
ferencia omitida. 

Que acreditado tomo queda el saldo inicial al l g de enero 
de 1939, la única cantidad punible sería, ai final del ejercicio, 
preeisamente, esos 130,300 kgs. que H e i imiten como disponibles 
eu el estado y que desaparecen al 31 de diciembre al ser eoin- 
c ¡dente» los saldos que a esa feclia arrojan Manual c Inventario. 
La n probación del estado n' 68-X-1939 por expediente citado, 
ratificado por e! Ministerio de Hacienda por R. F. n* 197 y 
por la Dirección General de Aduanas por resolución n« 588, 
no permiten otra disensión sobre el kilaje realmente en exis- 
tencia. 

Que con respeelo a los 780.140 kgs. de tejidos semielabo- 
rados citados por e! señor Asesor Letrado eii sn dictamen de 
fe. 3, deben quedar excluidos de la investigación; ya que su 
consideración no liaría otra cosa que modificar el saldo tan 
disentido en el curso del presente, elevándolo a 5,fi35 T 290 kgs 
vitando el de 4.855,1 50 kgs. está perfectamente aclarado en sn 
composición a fs. 56 del expíe. n« 464-IU939. Tal es, por otra 
parte, la conclusión a que arriba la Oficina de Libros en su 
informe de fs. 37 vta,/ 38. 

Que no obstante lo expuesto, las observaciones sobreseídas 
deben servir como elemento primario para un ulterior juzga- 
miento condenatorio, sí la firma diera lugar a el. No deben 
admitirse a este respecto, ta justificación de nuevos errores en 
qfic pueda incurrir, euando para ello fuera del caso el ejercicio 
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de las facultades atemiatorjas concedidas por eí art. 10,16 de las 
00. de Aduana. Sirva lo manifés^dü GOMO un serio llamadfi 
ile atención a la fitina en causa, para la Tormo en que re-fin- 
ia sus relaciones futuras con esta Repartición y el cuidado que 
deberá prestar al llevar sus contabilidades comercial \ adna- 
nero. 

Que por último, esta Administración comparte en parte 
i-I criterio sugerido por la Oficina de Control de Importaciones 
Condicionales a f s . H vta./35 y 36. Las manifestaciones ver- 
tidas a los señores Inspectores interviú ¡entes por los eompn- 
uentefl de la aludida razón social y Jos obstáculos opuestos 
por los mismos a la investigación ordenada lo fundamentan, 
ai bien considera como suficiente sanción la suspensión de l;i 
firma por un tiempo prudencial, Se tiene presente al atenuar 
la sanción disciplinaria que las irregularidades observadas du- 
rante la tramitación del actual sumario ni» provienen de una 
mala fe puesta en juego para justificar la desviación del corree- 
lo destino t |e las partidas de hilados introducidas en frampiícjia. 
sino cu las discrepancias de las cifras de] Manual y estmlo. 

Por ello y de conformidad con lo dispuesto por los art 74 
d-' la Ley de Aduana y lOófi de la ley 810. 



Si VMittn : 

3" Imponer a hv firma Wolman, Títxsenlierií v Kivplak 
ona mulla ¡uual al valor ríe las ÜÍÍUOO kfrs. de hilado de seda 
artifteml, sin perjüitfió de exifíir.<e a la misma el pago de los 
derechos dispensados a los mismos y lu reposición de los sellos 
-adulos ; mulla «pie se adjudicará a total henetieio del Sr Ar- 
ma vil lo Heves, art. ltlflft de la ley 81ft. 

2« Suspender p f , r | término de ÍM1 días a la razón social 
u eatisa, .le los registros de importador e industrial I/- 
hrrtn Murguiondo. 



Rtcsoi.rnóN- hel MiNtsnio pe Haíilmu 

ií f o- m 

Dueños Aires, mayo 29 de l!>4«. 

Vistas; De conformidad con lo dictaminado por el se- 
ñor Procurador del Tesoro y con Jo aconsejado i>or ln Diree- 
.dón General de Aduanas, ennfínnase, por sus fundamentos, el 
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iailu dictado pin- U\ Ad u alia dé la Capital eu este sumario 
n" 1(i7-It-ir*42 ru lo que se refiere n la multa que en el misino 
se impone a la firma Wnlimiii, Iinsenber«r y Kreplak por falta 
de coro probación de destino de mía part ida de 130,300 kgs. de 
hilados para el telar introducidos pon menor derecho, y modifí- 
c&sc 011 lo qué hace a la ndjndieaeión del importe de dicha 
umita, el <|ue deberá distribuirse por partes ¡¿rúales entre el 
Kisi-o y el Sr. Annnndo líeyes en su carácter de «prehensor, — 
A. A falos. 



Unenos Ahvs. oetubre ló de 194*. 

Vistos y considerando: 

Que la Aduana de la Capital luí impuesto a la recurrente, 
ile acuerdo con Ib que dispnue el art. 74 de la ley de Aduana, 
una multa ¡jrual ¡il valor de loa 1-10.300 kilogramos del hilado 
de seda artificial que. s^fíiín el fallo administrativo de fs. 3!), 
se habrían omitido declarar como disponibles en el correspon- 
diente estad» dcnmslrativo. haciéndose así desaparecer un saldo 
cuya útil tención m> se ha comprobado, no obstante tratarse de 
mercadería, importada cotí liberación de derechos aduaneros en 
razón de su destino. 

Que la recurrente sostiene que no puede aplicársele una 
imilla por esa pretendida diferencia fallante, puesto (pie en un 
anterior fallo de la misma Aduana de ta Capital (fs. 50 vía. 
del sumario 4B4-TÍ-939 que miistilnyc la cabeza de esta cansa) 
se ia sobreseyó con respecto ¡i esa diferencia por qpi solevarse 
a la misma como nn "alimento de desperdicios". 

Qüé, en efecto, habiéndose constatado en dicho sumario la 
diferencia de 130300 kilogramos de hilados de seda artificial 
fien* la cual se condena en (a presente causa, bt Aduana resolvió 
empero, sobreseer a fs. óíi vt¡t. ilel mismo, p«r considerar que la 
referida diferencia era escasa frente al volumen de las opera- 
ciones y las cifras que habían sido necesario controlar, y que 
ella- puede obedecer a aumento de desnerdieioa, sobreseimien- 
to confirmado (i fs ííí) por el Min. de Hacienda. 

Que. siendo así. no es posible qne nnevameute »e instruya 
un sumario adunnem por imputarse que esa misma diferencia 
uo tiene coro probada sn utilización, lo que surgiría no de hechos 
nuevos que prueban el destino distinto del qne motivó la Fran- 
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quicio aduanera, sino de posteriores confrontaciones de c.sta- 
(tos demostrativos, 

Que el asesor letrado de la Aduana a fs. 8 vta. y :í.'t Ilegíi 
a una misma conclusión al dictaminar que na es posibl- re- 
vocar una situación que fué jugada y resuelta pe* la Adua- 
na y el Mi», de Hacienda, y que ha posado ni autoridad fio 
cosa juzgada conformo a lo presoripto cu el apt. 10HS, de las 
OO. de Aduana. 

Que, por i»1 ra parte, el error material al que alude el 
representante de la I)ir. Oral, de Aduanas <Fs, 113 vta.) y 
que sietfún el invalidaría el si ihrcsei miento anterior, no ha si- 
do constatado en estos antas. 

Por ello, rcvóVaiiNC Ifis ic-ntin-íni-N administrativos de 
fs, :í!» y (¡4 absolviéndose fie culpa y cargo a la firma Wnltnan. 
líoseiiherjr y Kreplak. í'.Ktfis por su orden atenta la natura- 
leza de la cuestión d.-lmtidn. - Ovar I), Palma fírlinítK 

Sentencia pe i.a i *ám \ka Feiuikai. 

lis. Aires. (K-tubrc *il de IM¿ 

Considerando : 

T Que se trata de una multa igual id valor de 1.10,300 
taJoji ramos de hilado de seda artificial ipte impusiera la Adua- 
na de la Capital a la firma rcniriente. después de una larga y 
accidentada tramitación de eanícter administrativo, qué, ii 
los fioes de la defensa alepada, es necesario puntualizar. 

Previa intervención de los inspectores de la Aduana, fue 
ron aproados por los autoridades aduaneras los estados de- 
mostrativos de qué la mercadería introducida con la franqui- 
cia condicional de menor derecho, halda tenido el destino pre- 
visto por el art. 4 W de la ley 11.2H1. 

En lí>.1ó. por transferencia de Rodiaaeta Argentina s, A. 
ta firma en causa obtuvo una partida de seda artificial, que 
fuera denunciad» como adquirida cu contra vención del art. 
Vi del decr. rept. de la ley 11.2S1. 

lia Ai luana sobreseyó al respecto y aprobó el estado pre- 
sentado por vVolman. Rosen berp y Kreplak. 

Los inspectores Reyes y IXuiuis efectuaron una amplia 
inyestíptnóu abarcando los estados demostrativos de los años 
103¿i-:tfi-;i7 y MS registrados ante la Aduana de la Capital: 
surgiendo dé dicho artísárío la dcuum'ia concreta de v ta di- 
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fcreuein faltan te de 130.300 kilogramos de hilado de soda arti- 
ficial. Eií esta denuncia la Aduana sobreseyó y elevados los 
mitos ni Míü. de Hacienda por lí. P. mím. 107, confirmó el 
sobreseimiento decretado por la Aduana, 

Después ile un sumario instruido respecto de la interven- 
ción de los inspectores, uno de éstos, basado cu que la defensa, 
el dictamen y la sentencia administrativa no habían dejado 
debidamente aclaradas las diferoiteias de saldos, volvió a for- 
mular la misma denuncia anterior. 

El dictamen del asesor letrado de la Dir. GraU señaló 
que la resolución anterior, al quedar firme y pasada en auto- 
ridad de cosa juzgada, había aprobado y repula rizado la si- 
tuación de las inversiones y operaciones a que se refieren los 
estados demostrativos. El asesor letrado de la Aduana de la 
Capital, a su vck. sostuvo que no era posible rever una situa- 
ción definitivamente resuelta. 

Sin embargo, la Aduana impuso a la firma, por segunda 
vez sumariada, una umita igual al valor de 130,300 kilogramos 
de hilado de seda artificial. Este fallo fué confirmado por el 
Min. de Hacienda de la Naeión. 

Contra la preindieada resolución administrativa se dedu- 
jo el recurso contcneioso-adininistrativo, sustanciado ante el 
juzgado federal. 

El señor juez a-qito revocó las resoluciones administrativa» 
condenatorias, en razón de que no era legalmente posible reabrir 
el sumario por una infracción ya considerada y resuelta, que ha 
pasado en autoridad de rosa juzgada. 

2" Se plantea, así, la consideración de la importante 
cuestión de la res jtidicata referida al acto administrativo. 

Los tratadistas han tomado partido entre las dos grandes 
escuelas que discuten si el acto administrativo puede dar o no 
liipar a la defensa de la cosa juzgada i es decir, en otros tér- 
minos, si el aeto administrativo es o no revocable. 

Los autores de derecho administrativo austríacos y ale- 
manes han optado por sostener la inmutabilidad de la decisión 
administrativa, mientras que los maestros de esla ciencia ju- 
rídica franceses e italianos enseñan lo contrario, sosteniendo 
que la Administración puede revo. ar hasta el acto legítimo 
que ha producido. 

Así lo puntualiza Exbico Tuuo Liermax en su libro so- 
bre Eficacia y autoridad de fa sentencia, al emitir su opinión, 
de acuerdo con RANEUrm. Romaxo, Baooi t Bobsi, en los 
siguientes términos: "El aeto administrativo no es definitivo 
para la Administración que puede siempre anular el acto si 
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lu considera ilegítimo y puede, por lo general, re turarlo aun- 
(¡tte sea legitimo, ya que su actividad está informada en las 
exigencias del interés público, que son mudables en el tiempo 
y también susceptible* ríe diversa valoración en momentos su- 
eesivos al de 1» emanación del acto, y a esta* exigencias debe 
confirmar su actividad sin sufrir obstáeufiw derivados de netos 
anteriores. Todavía menas puede hablarse, en cuanto a los 
actos administrativos, de una inmutabilidad de los efectos, 
esto en, de la verdadera autoridad de la eos» juzgada, porque, 
indudablemente, la autoridad administrativa, en cuanto puede 
revocar un aeto, puede tamba n emanar un secundo arto que. 
sin revocar expresamente el precedente, anule o modifique Sita 
éfeétOS; finalmente, ponpie. cuando existe lesión de itn dere- 
cho subjetivo del particular, el acto administrativo está, en 
general, sujeto al juicio de la autoridad judicial, la ^ual. aun 
cuando no pueda anularlo, conoce, sin embargo, de su legal i 
•latí y puede condenar a ¡a Administración a resarcir el daño 
in justamente producido o constreñirla a conformarse a su de- 
cisión anulando o reformando el neto ilegítimo" mp. eit.. 
p, 164). 

En Ta misma tendencia pueden citarse a DroriT. .Ifi/.i:. 
11 uniou, y, entre nosotros, a Bit'i.SA. 

* 'La decisión administrativa ejecutoria — escribe 11 Arame 
- es muy diferente do un pronunciamiento judicial que mi 
puede ser reconsiderado, ni rehecho por el juez, lo que cqni- 
vii le afirmar que aquella ti V cisión no time la solidez de la rima 
juzgada. Es, precisamente, una de la* diferencias que más 
han contribuido, en derecho administrativo f ranees, n estable- 
cer la separación de los poderes de la Adiu ilustración de íh luc- 
ilos que corresponden a la jurisdicción administrativa" i/V*- 
cit de droit adntinixtratif, ed. francesa. 1!K¡1. p, 402). 

A su ve¡£. el profesor Iíiklsa lia expresado que: "ha cosa 
juzgada en derecho administrativo no ev necesariamente la 
■ nnsagraeióu irrevocabJe de una situación jurídica. 

La decisión con fuerza de cosa juzgada es siempre dic- 
tada sobre supuestas legales y de hecho existentes. Los hechos 
pueden modificar esa situación y eí derecho sustancial n<» de- 
bí- permanecer inmutable en tal caso ; antes bien, en la protec- 
ción o defensa del interés público pueden ser dictadas normas 
nuevas y con efecto retroactivo, en cuyo caso aun la cosa juz- 
nuda cede o debe ceder. 

Claro es que las partes en litigio, antes y después de la 
sentencia civil, pueden disponer según contenga a sus intere- 
ses, y apartarse de la cosa iuzgada. Y así es también en el juicio 
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administrativo ; pero el efecto es entonces rnfer partes; no debe 
lesionar el interés público. 

La Administración pública, a mi vez, i- uva norma de ue- 
lividad y cuy» nieta es la realización del interés público, pite- 
de rt ver sus ttfcitifoncs, aunque hubieren sido dictadas en for- 
ma embrionaria de juicio" i Principios & derecho adminis- 
tra tiro, ed. 1!>42, p. 262). 

Han sido Jos escritores austríacos, los que han propugna- 
ilo por extender la cosa juzgada a Ion actos administrativos. 
En IStíti Berkatzjk publico su Recktskraft — la fuerza del 
derecha— en el «pie estudió el instituto de la tosa juzgada, 
emergente de la sctiteneia judicial, con relación a los actos 
administrativos, llegando a la conclusión de que dicho institu- 
to de lu res judicata rige los netos administrativos, cuando m- 
los son declaratorios de derceho. 

A I1i;un atzik, como observa Likoaian*. lo siguieron otros 
numerosos escritores, que ampliaron gradualmente sus resulta- 
do^ hasta <pie Mkhkl extendió la cosa juzgada a todos los 
actos del Estado, según el principio de «pie toda norma es ¡li- 
mitadamente válida en el tiempo, salvo una expresa disposi- 
ción en contrario. 

También adhirió a la doctrina sustentada por el profesor 
austríaco, el autorizado comen (arista alemán Otto Mayer. cu- 
yas Opiniones en esta materia, lian tenido excepcional gravita- 
ción sobre los fallos dictados por la Corte Suprema de la Nación. 

Según Mayes las decisiones de la Adminíst ración, en cuan- 
to declaran el derecho reglado u favor de un particular, re- 
• visten la jerarquía de una sentencia jurisdiccional. 

"La cosa juzgada", escribe Mayes, "significa, pues, al 
mismo tiempo, un» defensa para las autoridades; como esta 
defensa se hace en interés público, es independiente de Ja vo- 
luntad dé las partes. Es en ese sentido que se habla de la auto- 
ridad de la cosa juzgada absoluta. 

El interés público, en en general, una fórmula bastante 
vaga. Pero no es difícil ver de qué clase de interés puede tra- 
tarse aquí : es el interés de la certeza del derecho. La ley orde- 
na el derecho para hacerlo cierto. Pero en ku aplicación a los 
casos individuales vuelve a hacerse incierto. Es misión del juez 
devolverle la certeza en el caso individual; cuando se haya 
cumplido esta misión en la forma prescripta. con el concurso 
de la parte interesada, el interés público exige que ya no se 
vuelva a poner en duda el resultado obtenido. El derecho debe 
ser tuerto en lo sucesivo para el caso individual. Tal es la auto- 
ridad de la cosa juzgada absoluta. 
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Ese razonamiento es claro e irrefutable para el proceso 
civil, Lo en igualmente para lo contencioso administrativo 
cuando se trata, como en un proceso cfoil, de decir lo que os 
de derecho, de haecr wn acto de jurisdicción en ese sentido, de 
emitir, como her.ios dieho. una decisión" (Derecho adminis- 
trativo alemán, cd t Depalma, 1949, p. 277). 

Es por ello que el comentar ¡fita alema» manifestó estar 
de acuerdo con la definición dada por Berxatzik en su obra 
Ucjshtskraftf'La base de la autoridad de cosa jutfada material 
rs siempn sj erehisicamcnti un acto de jurisdicción". 

3» Antes de entrar a analizar el caso concreto sub judia , 
iuleresa dejar establecidas alguna* distinciones que inciden 
sobre la aplicación e improcedencia de la cosa juzgada a los 
netos administrativos. 

La relación jur id ico-procesal administrativa emanada de la 
relación de la Administración y los particulares confiere a 
¿atoa <" condigifln iMñrmadas o,"* 1 safeaa dp acaardo <-nii - 
el tecnicismo del derecho procesal, "partes" propiamente di- 
chas, 

Al respecto observa con exactitud Villar y Homero que: 
"En el derecho procesal administrativo no existen, cu realidad, 
partes contrapuestas —salvo casos excepcionales — , sino sólo 
una relación entre la Administración y el interesado, bien 
como consecuencia de una petición que éste dirige a aquélla, 
bien a causa de que la Administración se ve obligada a una 
actuación determinada (pie se refiere a nn particular cuyos 
derechos van a quedar en definitiva afectados por ta decisión 
que aquélla adopte. El particular y la propia Administración 
se relacionan, pues directa y únicamente entre si, si bien 1» 
intervención de la última lo es con doble enníeter: de un lado 
como órgano estatal que "juzga" la» pretensiones o actos (leí 
particular interesado; de otro como ente jurídico que queda 
también afectado —en mayor o menor grado — por la propia 
decisión que vaya a adoptar" (Derecho procesal administrati- 
vo, p. 18). 

En cuanto a las dificultades con que lia tropezado la ju- 
risprudencia de nuestros tribunales, señala Juan Francisco 
Linares, en su interesante libro titulado: "Cosa juzgada admi- 
nistrativa en la jurisprmlcncia de la Corte Suprema de ta Xa- 
rióu": "Cuando ta alteración (abrogación, revocación total o 
parcial) por razones de ilegitimidad o por razones de oportu- 
nidad (de bien público, do conveniencia, etc.) de un acto de 
los que venimos considerando, está autorizada en la ley en 
virtud dé la cual se dictó el acto, «> por una ley de alcance 
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general — que no existí* en nuestro país — , uo hay problema 
respecto a la facultad de la Administración. Tampoco cuando 
existen diaposiciones legales posteriores al acto que expresa- 
mente autorizan esa modificación. El problema nace en ton 
casos de silencio de la leu o "casos no previstos", pues se trata 
de saber sí allí el caso no previsto debe solucionarse en base 
al principio de la "extensión interpretativa" o sea mediante 
el recurso a la analogía jurídica y a lo» "principios generales 
del derecho" como en materia civil, 6 mediante la aplicación del 
principio de "restricción interpretativa'* que en pl derecho pe- 
nal se traduce en el aforismo nuü**m m'men itulta poena sinc le. 
!¡f, Ambas soluciones están a la mano del jurista y del juez. La 
Corte se ha decidido en esta materia a favor de la regla de la 
restricción interftretativa". Ha dicho así en el caso Cantón. Ele- 
na Carinan de v. Gobierno Nacional: "Que no existe ningún 
precepto de ley" que declare inestables, re visibles, revocables 
n anulablcs los actos administrativos de cualquier naturaleza 
y en cualquier tiempo, (tejando lew derechos nacidos o consol i- 
dados a su amparo a merced del arbitrio o del diferente criterio 
de las autoridades, cuyo personal sufre mutaciones frecuentes 
por ministerio constitucional, legal o ejecutivo; es decir que las 
resoluciones de !a Administración, aún en aquellas cuestiones 
en que se trata «le facultades rebladas, consentidas y ejecutoria- 
das, no "cansan estado", no establecen "derecha adquiridos", 
no hacen "cosa juzgada" (op. eit„ ps. 31 y 32). 

4* El caso en consideración no puede ser resuelto por 
los principios generales que rigen en materia de cosa juzgada, 
es menester determinar previamente la propia naturaleza del 
acto administrativo que, como enseña Miouel Sea na a Facun- 
des. en "O Controle dos otos administrativos pelo Poder Jitdi- 
ciaria", puede ser o no un acto jurídico. Cuando modifican 
situaciones jurídicas, son actos administrativos jurídicos o 
actos administrativos con efecto jurídico. Pero, en cambio, 
cuando el neto producido en ejercicio del poder de adminis- 
tración no crea, modifica, ni extingue derechos se puede afir- 
mar que carece de efecto juríd*co, en el estricto sentido de la 
expresión. 

En otros términos, es preciso dejar sentado si el acto del 
Poder Administrador afecta el interés o el derecho del admi- 
nistrada. Si se trata de un acto que sólo incide sobre el interés 
del Tcenr rente, de un neto administrativo que no crea, ni mo- 
difica derechos, no se puede hacer valer con el la autoridad 
de lo cosa ¡trnaadn. 

Antoxio Tlovo Villanova, en "Elementos de derecho ad- 
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minütratito", p. 595» ha tscritn que: "La distinción i-utre «l 
derecho y el interés ha sido defendida por muchos escritores, 
ciomo base de lo llamado "conteucioso-administrativo" y ha 
sido impugnada por los que afirman la unidad de la jurisdic- 
ción. Nosotros creemos que esa distinción es innegable y es 
compatible con la negación de lo contencioso. El interés es un 
perjuicio económico que no está sancionado por el derecho, 
que no goza de "acción" para ser reivindicado. El derecho es 
la protección legal de un interés, pero puede haber interés en 
obtener cosas que no pueden reclamarse en derecho. Esa dis- 
tinción se refiere a todo el derecho; tanto al civil como al ad- 
ministrativo. Tratándose de una relación entre la Administra 
ción y los particulares, a la distinción que indicamos ahora 
entre el "de»" ¿ho" y el *' interés" «"orresponde la doble natu- 
raleza de actos, que señalábamos en la potestad del mando, al 
dividir ésta en "reglada" y "discrecional". La Administra. 
pión, dentr o de su potestad "reglada", está obligada a respe- 
tar los derechos garantizados por tas leyes y reglamentos, La 
potestad discrecional no vulnera derechos pero lesiona inte- 
reses" (p. 595), 

Salvador Francone, en su obra fundamental de "piritto 
publico tmmhíintrativo", al definir los derechos individuales 
considéranos como límite a la órbita de acción en que se des- 
envuelve la Administración publica, dedica un capítulo al 
"criterio para establecer el derecho individual en las relaciones 
con la Administración y dificultad de definirlo distinguién- 
dolo del mero interés*\ 

Allí sostiene el ponderado profesor de derecho adminis- 
trativo de la Universidad de Ñapóles que el distingo debe bus- 
carse "ni la naturaleza misma de la controvirtió, aunque más 
no fuera por aquello de que por ta semilla se conoce la planta, 
al igual rpie por el efecto se puede encontrar la causa". Des- 
taca de que todo derecho involucra o aniñara un interés, pero 
no todo interés comporta tm derecho. 

"El derecho público, que se confunde con la justicia 
administrativa, en la vinculación de su acción con los admi- 
nistnohx — ew-ribe Fhancojíe — podrá lesinnar los intereses 
de éstos, pero nunca su derecho. El acto del poder público se 
regida por el derecho administrativo, al que repugna aceptar 
una lesión al derecho individual, porque no puede admitirse 
dsrecho contra derecho. Para poder afirmar que se ha herido 
el derecho subjetivo, es necesario que medie un quebranta- 
miento de las normas constitutivas del derecho objetivo y que 
este quebrantamiento produzca a su vez un daño en la pro- 





DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



175 



piedad o libertad del individuo. Be )u que fluye que toda le- 
sión al derecho subjetivo, importa una le-sjún al derecho objeti- 
vo, pero no viceversa" (op. cit. t p. 571). 

Para juzgar si procede o no la alegada defensa de cosa 
juzgada, ¡-sería imprescindible establecer si, de acuerdo con la 
naturaleza de la resolución administrativa motivante del re 
curso eonteneioso-administrativo, aquélla afecta ira derecho 
de la firma Wolman, Rosenberg y lireplak o un simpl< inte, 
res de la misma. 

5* En tos autos; "Massuk linos, c. Aduana, 58-L1942- 
M. 4607", este tribunal tuvo oportunidad de expresar: "En 
principio, la aprobación de un estado demostrativo crea sola- 
mente la presunción de una inversión carréela, al efecto que 
la Oficina de Teneduría de Libros haga el rimeargn de los 
mercaderías en la cuenta correspondiente (art. líi del dec. 
regí, de la ley de Aduana). Tal presunción, se añade. sólo 

piiffflp «¡cr destruid a p»i- Uiia «IniiiiiU'in formal e» que te Upor =-. 

ten hechos concretos de defraudación o mala inversión de 
material, lo que es posible por haberse hecho incurrir en error 
al inspector i ni er viniente o por sn dolo o negligencia. La 
Aduana conserva, en consecuencia, su poder de juzgar y con- 
denar, porque la aprobación de un estado demostrativo por 
la Dirección General de Aduanas, en ejercicio de las faculta- 
des acordadas por el art. 19 del dec. regí, de la ley de Adua- 
nas, no constituye un hecho irrevocable con carácter de cosa 
juzgada, ni produce los efectos del art. 1034, de la ley 810, o 
sea, la perdida de la jurisdicción ordinaria para juzgar ana 
defraudación pasada inadvertida. Muy al contrario, el^ carác- 
ter de la legislación especial en materia de mercaderías im- 
portadas en franquicia de derechos, extiende esa jurisdicción 
por el término de la prescripción, sin tomar en cuenta aquel 
hecho; (interpretación de los arts. 74 y 76 de la ley de Adua- 
nn, art. 1 del decreto del P, E. de marzo 28/938; 19 y 258 del 
dec. regí, de la misma ley)". 

El error material en que ha incurrido la Aduana en la 
resolución recaída en el exp. S/464-R 1939, era rcvisible. por- 
que ésta, si bien favoreció el interés de la recurrente, no le 
creó un derecho, ni menos la Administración, declinó, con ella, 
la facultad de rectificarse a sí misma, como lo bino en el exp. 
S/167-R-1942. 

En realidad, los 130,300 kilogramos no pueden ser con- 
siderados como "aumento de desperdicios", aunque así se 
afirme en el fallo recaído en el sumario nóm. 464-IÍ-1ÍÍ39, por 
ser una diferencia fnltante entre lo* 4.855.150 kilogramos y 
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\m 4.724.850 kilogramos que suman el saldo y la transferen- 
cia omitida. 

Que acreditado así el saldo inicia) al 1' de enero de 1939, 
la únifa cantidad punible sería, al final de) ejercicio, esos 
130,.'Í00 kilogramo* que se omiten como disponibles en el esta- 
do y que desaparece en diciembre 31 ni ser coinciden! es Jos 
Sálaos que á esa fecha arrojan Manual e Inventario, 

La aprobar iún de! estado núm. fi8-X-lí>39 por el expedien- 
te l itado, que después ratifica id Min. de Hacienda por R. F. 
núm 197 y la Dir. (Jral. de Aduanas por resolueiún núm. ."ÍSfi. 
no permiten otra discusión sobre el kilaje realmente en exis- 
tencia. 

En tales condiciones, la nueva denuncia formulada ha 
M íi íd (i a In instrucción Mimaría! elementos contables que han 
permitido a las autoridades aduaneras dictar las resoluciones 
administrativas de fs. 39 y 64. con las que rectifican su pro- 
ttgaefwaíento antemt . > V trata; pros; efe t ro ga¿u tfpn^rprcntv 
revocable. 

Por ello, se revoca la sentencia apelada de fs. lió y vtn., 
y se confirman las resoluciones administrativas que condenan 
a la firma WotmAn, Rosenberp y Kreplak. ni papo de una 
ni id ta eipti valen te al valor de 130300 kilogramos de hilado de 
snda artificial. Con costas. — ¡tomen Fernando Cdmrra. — 
Mn.rimüiauo Canso! i. — Ahi fortfo J. Montkl, 



DirTAMEV DBL PltOCt RAIlOll G EN ERAL 

Suprema Corto: 

• 

Siendo la sentencia apelada contraria a las preten- 
siones que el interesndo funda en cláusulas constitucio- 
nales y en la iiíterprrtnción que asigna a normas fede- 
rólos, el recurso extraordinario es procedente; y ha sido 
bien concedido a fs. Kííl. 

En Cuanto al fondo del asunto el Fisco Xaeionnl 
actúa por intermedio de apoderado especial» el que ya 
ha asumido ante V. % la intervención que lo correspon- 
de (fs. 146). Buenos Aires, Diciembre 20 de 194Í). — 
Carlos O. Del fino. 
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Buenos Aires, 13 do marzo, A fio del Libertador General 
San Martín, lí)óü. 

Vistos los autos "Wolnian, líosenberg y Kreplak 
— Aduana 107 — í? — 1942", en los que se ha concedido 
a fe. 139 el recurso extruordiiiario. 

Considerando : 

tor, aparece fundado en la violación riel art. ltHiií y con- 
cordantes 1064 y IOíjS de las Ordenanzas de Aduana, en 
qiK- se habría incurrido en la sentencia de la Cámara 
Federal de la Capital — fs. 124— cuando considera que 
la resolución 197 del Ministerio de Hacienda dictada en 
julio 18 de 1941 (fs. 58 del expte. administrativo 15i538j 
41) sobreseyendo en el sumario que se instruyera eóu 
motivo del déficit de 130 ks. 300 gs. do hilado de seda 
artificial en los estados demostrativos de inversión y 
destino de esa mercadería importada y correspondiente 
a tos años 1935 a 1939, no surte tos efectos de la cosa 
juzgada con relación a la X* 3707 de setiembre 18¡44 
adoptada en el expediente 167-R-42 que, en cambio, le 
impone una multa igual al valor de la referida merca- 
dería y le exige el pago de los derechos dispensados a 
la misma. 

Que para la determinación precisa de la naturaleza 
y alcance de una resolución capaz do provocar la de- 
fensa de cosa juzgada, ha de estarse desde luego, a sus 
términos exactos de los que, en el caso, prescinde el actor 
cuando al expresar sus agravios contra la decisión de 
la Aduana (fs. 92) y al aludir al sobreseimiento dictado 
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en la anterior lo atribuyo el carácter de "definitivo'* uo 
mencionado en ésta, que a la vez no so ajusta tampoco a 
los preceptos pertinentes de las Ordenanzas de Aduana 
que exigen, uniformemente, que los pronunciamientos 
sean absolutorios o con den a torios. 

Que en el caso no concurre una resolución definí - 
tiva, no sólo porque los términos de la parte dispositiva 
de la X* 1!17 no le acuerdan ese alcance, sino porque 
los fundamentos que en ella se invocan y en tos que se 
apoya 1c restan. tal calidad. 

En efecto, en los considerandos que preceden a la 
decisión se afirma que "la aprobación de un estado de 
cuentas de ningún modo puede relevar al industrial 
interesado de las responsabilidades emergentes del lie- 
ebo de descubrirse con posterioridad, errores, omisio- 
nes u ocultaciones que se traduzcan en desmedro de 
la renta fiscal; que esn doctrina no se opone, por otra 
parte, a que se mantenga lo resuelto en los estados in- 
criminados, mientras un hecho concreto no pruebe que 
tal resolución es la consecuencia de una maniobra ma- 
liciosa o de una deficiente actuación de los empleados 
fiscal izado res; que, en el caso de autos, las diferencias 
de cifras surgidas del cotejo de los distintos documen- 
tos analizados, no tiene fuerza suficiente para imputar 
la comisión de hechos fraudulentos, en tanto no ha po- 
dido probarse la venta de hilados, ni otras actividades 
desarrolladas por la firma en causa, en contravención 
a las disposiciones aduaneras". El carácter condicio- 
nal del pronunciamiento queda inequívocamente re- 
volado. 

Que por otra parto, el sobreseimiento como forma 
de una decisión o pronunciamiento que ponga término 
a un sumario aduanero no ha sido previsto ni autori- 
zndo por lns ordenanzas. Comprobada la efectiva omi- 
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sión en el destino de las 130,300 ks. de hilados de seda, 
y precisamente por citarse el urt. 1054, el Administra* 
dor debió absolver o condenar, como lo establece expre- 
sa y categóricamente ese precepto. La acepción del 
término "absolver'' no es, claro esta, sinónimo del de 
"sobreseí r", pues tanto el desistimiento de Ir preten- 
sión roiiio i>I cese en algún procedimiento que este últi- 
iiin significa, admite ln posibilidad de su subordinación 
u contingencia'- o condiciones que son absolutamente in- 
compatibles ron el primen» que importa en cambio, li- 
bertar lisa, definitiva y totalmente de la obligación o 
cargo, 

(Jne legal mente, la confirmación de la doctrina 
apuntada hállase establecida en el fód. *le Proe. Trini,, 
en rl que la adopción categórica tic alguna de las tíos 
calidades del sobreseimiento (definitivo o provisorio) 
son requeridas indispensablemente en el respetivo pro- 
nunciamiento para distinguir el alcance tic la decisión 
que habrá de mencionarlas en forma expresa porque 
sus consecuencias son funda mentalmente diferentes, 

Que cu el caso se lia omitido también fijar, cu todo 
supuesto, la calidad del sobreseimiento y el interesado 
no reclamó en momento alguno pidiendo la aclaración 
autorizada y exigida isa sólo por tratarse de una deci- 
sión que se aparaba en su contenido del concepto de 
las expresiones usadas por la ley, sino también porque 
los motivos aducidos y que conducían al pronuncia- 
miento, revelaban que éste no ponía término definitivo 
a las actuaciones, admitiendo, pnes, el descubrimiento 
de posibles ocultaciones, errores, omisiones, maniobras 
maliciosas del industrial, y aun de inconducta de los 
empleados, que podían provocar la ulterior declaración 
de responsabilidad del industrial, no obstante la apro- 
bación de los estallos y del sobreseimiento dictado, re- 



1*0 



KALL0S DE LA 001ITE Sri'REM * 



velando así In posibilidad de la reapertura del su- 
maria 

Que la resolución 197 de julio 18 de 1941, no puso 
definitivamente término a las actuaciones en la fornia 
que lo requiere el art. 10Ó4 y concordantes de las Or 
dennnzas de Aduana y por tanto no revistiendo los en- 
racteres fie la cosa juzgada puede ser revisada, como 
lo establece la sentencia en recurso, siendo la apuntada 
la inteligencia que ha de atribuirse a las disposiciones 
legales aludidas. 

Kn su mérito, y liabicudo dictaminado el Sr. Pro- 
CUrador O en eral, se confirma la sentencia de fs. 124 en 
■ t'uant;i ha p o did» zvv ma t eria del gégftfgja extraordi 
na rio. 

Rodolfo ( r. Yalenzi'ela — Tomás 
D. Casa ii es — Felipe Rax- 
tju;o Pérez — Atujo Prs- 

SAONO. 



FISCO NAriOXAI, v. .H AN 01 LRRXIA K HIJOS 

PASOS Y rEIt.lt ICIOS; Ciw fmUtih.. 

A fulla ile prueba que permita impuJar al patrón de una 
«•huta remolcada o u su tripulación la rotura det cable 
que la unía al remolcador, o fiiHa de realización de las 
maniobras que bnbieran podido efectuarse h raíz de im' 
aci 'Mente, un cabe atribuirle responsabilidad pnr lo** ht- 
clms ocurridos. Tampoco procede responsabilizarlo por el 
ehoque con mm baliza ocurrido después de haberse ten- 
dido un nuevo eable, si no se ha prohado que haya rea- 
lizado alpuna maniobra imprudente durante el remolque 
y está demostrarlo que ehoeó ilebido a la dirección que a 
la chata imprimió el remolcador al que hallábase total- 
mente subordinaría. Asimismo, no procede responsabilizar 
al piitrón del remolcador respecto de quien no se ha pro- 
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bado que haya procedido con culpa o negligencia, cons- 
tando, por el contrario, que los hechos ocurrieron por 
fuerza maynr proveniente del estado del tiempo y del río. 

DAÑOS Y PERJUICIOS: Cmo fortuito. 

Si los testimonios hábiles de varias personas coinciden 
• fundamentalmente en un relato de loa hechos según el 
cual lo ocurrido se debió a fuerza mayor, la imputación 
de impericia o negligencia al patrón del remolcador eo 
ir io causal del accidente, requiere pruebas con una fuerza 
de convicción que no tiene el dictamen del perito naval 
de una de las portes, que disiente del propuesto por la 
parte contraria, fundado sobre todo en los dntos pro- 
porcionados por las oficinas respectivas, conforme a los 
cuales el viento y la creciente del día y hora del suceso 
p ud iemn tonni» low payes efectoa « que se refieren los 
testigos p reseñe ¡ales, porque no es razonable preferir esa 
deducción teórica al testimonio de la fíente de mar que 
estuvo presente r>n 1» emergencia. 



Sentencia i>ei. Juez Feoühal 

Lo Plata, diciembre 10 de 1947. 

Y vistos: para dictar sentencia en el juicio seguido por 
el Fisco Nacional contra Juan Di Lernia c hijos por indemni- 
zación de daños y perjuicios, del que 

Resulta : 

1» Que el (i de octubre de 1944 el Sr. Procurador Fwq|j] 
promueve demanda contra la firma "Juan Di hernia c hi- 
jos" por lo suma de *¡ 1 1.{)(¡9,87. en concepto de íntlemmzncion 
de los desperfectos ocasionados por la ¿nata "Doña Teresa^ B . 
de propiedad de la demandada, a la baliza roja del Km. 7.7 4tí 
del Canal de aeeeso al puerto de La Plata. 

Afirma que el 15 de octubre de 1943, la chata de referen- 
cia, saliendo del puerto de La Plata, navegando en convoy, til 
romperse el cabo de remolque, fué arrojada a las piedras de 
los malecones y al ser Inepto tironeada por el remolcador pa- 
ra sacarla de ésa situación se rompió el cabo de acero que se 
le tendiera, por lo que, se tendió un nuevo cabo con el que se 
logró sacarla de allí derribando en esta circunstancia la 
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referida a la cual ocasionó perjuicios, que alcanzan a la suma 
que reclama. 

Sostiene que la responsabilidad de la demandada es evi- 
dente, y« que se trata de un perjuicio ocasionado por perso- 
nas que nceionaban bajo su dependencia, pues, la chata men- 
cionada estaba al mando de don José Biancolillo, dependiente 
de la demandada. Cita los arts. 1109 y 1113 del Cód. Civil, 
ya que el hecho causante del perjuicio cuya reparación se so- 
iieita se produjo por culpa o negligencia de quien estaba bnjo 
la dependencia de la demandada. Termina pidiendo la ngre- 
nación de los expedientes administrativos adjuntos, y que 
oportunamente se haga lugar a 1a demanda, condenando al 
pago del capital reclamado, intereses y costas. 

2» Que declarada la competencia del Juzgado se dio 
traslado de la demanda. la que a fs. 128 es contestada por la 
Sociedad "Juan Di Leruia e hijos", por medio de apoderado. 

Niega todos los hechos y derechos invocados por la aetora 
en cuanto no se ajusta a los reconocimientos que formula a 
ennttnuaeión, y niega asimismo toda responsabilidad emer- 
gente de los hechos que reconoce. Expresa que es exacta 1» 
relación de los hechos expuestos en Ta demanda, pero, que es 
incompleta, pues en ninguna parte se alude a las circunstan- 
cias que son fundamentales para la determinación de la res- 
ponsabilidad, como ser, hora en que ocurrió el hecho, inminen- 
cia del peligro para la chata y su tripulación, fuerza del vien- 
to, intensidad tic la corriente, marejada excepcional, «ran- 
cia del salvataje. etc. 

Reconoce que la chata marchaba en convoy, formado por 
un remolcador y un pontón y que por la acción conjunta del 
viento, de la corriente y de la marejada, se eortñ pl cable de 
remolque de la chata quedando ésta al garete y fué impulsada 
hacia el malecón con gravísimo e inminente peligro de nau- 
fragar. El remolcador puso en salvo al pontón " Ibera", fuera 
«le los malecones, y luego acudió al lugar, consiguiendo resta- 
blecer el remolque de la chata en la segunda tentativa, pues 
rompióse un cable en la primera. 

Así se logró sacar la chata intacta de cnsi sobre las pie- 
dras de los malecones, salvando la vida de todos los tripulan- 
tes v durnnte esta maniobra de salvataje de urgencia, la chata 
rozó la baliza roja del Km. 7.742. produciéndole desperfectos 
Esta maniobra se realizó a las 3.30 hs. de la madrugada y la 
chata, que carecía de propulsión propia, se encontraba a mer- 
ced de la marejada, de la corriente y del viento, sin posibili- 
dad de realizar por sí misma ninguna maniobra de salvación. 
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Sostiene en virtud de esos hecho* que el caso se ha pro- 
ducido por razones de fuerza mayor de la n»"B™*"< g" 
mente de toda responsabilidad, evitándose WjW^M»; 
rítima es decir daños infinitamente mayores del producto 
a ta boy? y obedeciendo al roce con la boya a la 
la corriente, del viento y de la marejada, en momentos en que 
el remolcador no se hallaba aún en condignos de gober m 
debidamente a la chata. Afirma que son de aplicación las nji - 
mas del art. 513 del Cód. Civil relacionados eo¡¡ 
900, 907 y 913 del mismo Código y t,e| Jás«£ 

Comercio y del art. 1261 de este último Código, 
sanción análoga, eximiendo de responsabilidad, para el caso 
?oSo en ef choque marítimo. Asegura que no m M Pjo- 
bado, ni siquiera determinado en el escrito de la demanda los 
« remos o circunstancias demostrativas de ja culpa o nogl - 
P encia "talmente, dice, el patrón de la *"¡¡¡¡ gj 
autoridad exclusiva de la embarcación, sin dependencia aigu 
ña del patrón, que tan solo puede influir en el destino «fe 
fYeteY ¿te pero nunca en la dirección de la navegación y de 
las maniobré y que desde luego, no existe la dependencia a 
Seí refiere el art. 1113 del Cód Civil Por fg^^ 
niendo la embarcación "Teresa B.' P™P"^ n j¡ J"*™ ™°: 
m propia, resulta indudable que el patrón carecer. i * le toda 
responsabilidad, que en el mejor de los ^ 
en el capitán del convoy, que es el efllli^»» 
En hipótesis de que se le atribuya T^pon.abd .dad por H 
cho del pleito, niega el importe de httjg ^^M^d! 
e impugna las cuentas que no conoce, ni de las que ha teiurto 
noticias: v fundamenta sus oblaciones al monto que se 
misma en concepto de reparaciones. Sostiene además la im- 
procedencia de la aplicación de intereses y pide que. en de- 
finitiva, se rechace la demanda, con costas. 

T considerando: 

Primero: Que ante el reconocimiento expreso de los he- 
chos fundamentales invocados en >» ^MjZ 
parte demandada a! contestar la acción a fe. 128 ^esuUa mne 
cesario el examen de la nutrida actuación J^tgMj. » ™' 
nistrativa v a.'.n de la judicial, debiendo partir del hecho in- 
d sentido de que la chata "Doña Teresa B" ™*^ h S * 
Sy el 15 de octubre de 1943. en horas de mmlruMa re 
mílcada por un remolcador, tomada ñor un cabo gl pontón 
-Iberá" v de éste a la chata "Doña Teresa B." que, por ha- 
hSsTcortad el cable que la unía a la última, fttí impulsada 
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liacia el malecón, siendo en esa oportunidad en que el mismo 
remolcador que formaba el convoy, luego de poner en salvo 
al pontón "Ibera" y después de una segunda tentativa, por 
haberse roto el primer cable que se arrojó desde la chata, 
consiguió sacarla de ese sitio rozando entonces la «lia ta a la 
baliza del Km, 7,742 produciéndoles desperfectos. 

Sfí{jtiit<lo : Que esta relación revela que ocurrieron do» he- 
chos distintos e independientes uno de otro. Primeramente, el 
accidente que- provocó que la chata "Doña Teresa B." que- 
dara al garete, y luego la tarca de salvamento de esta embar- 
cación. Las circunstancias que rodean ci primer hecho son 
ajenas al daño ocasionado a la baliza del Km, 7,742. de modo 
qué, no se considera necesario vincular deficiencias de mate- 
rial o descuido o negligencia en ía marcha de la embarcación, 
pues, aún de admitirse, no llevan necesariamente a la produc- 
ción del daño cuya reparación se persigne en estos autos. 

Tercero : El hecho base de 9a acción se vincula exclusiva- 
mente al acto de salvatnje de la lam-lm. careciendo de signifi- 
cación que el cnbo arrojado desde la chata "Teresa B." ni 
h volcador hubiera sido cortado y que el salvamento hubiera 
.cbidfi hacerse con el que arrojó el remolcador a la chata. 

Es exacto, según todas las constancias de autos y el mismo 

noci miento efectuado por la demandada, de qüé fué ln 
chata la que rozó a la baliza al salir de la posición en que ¡*e 
encontraba, P er ° también es exacto que la chata no salió del 
> ; íio de peligro por acción propia, sino por la acción de fuer- 
za dp] remolcador, pues la chata Carecía de propulsión propia. 
Sus movimientos entonces eran determinarlos por el remolca- 
dor, y nada hay en autos y ni siquiera se ha alegado, que 
demuestre que la chata hubiera tenido medios para ejercer el 
control de la dirección que le imprimía el remolcador, para, 
de allí, hacer derivar culpa o negligencia del patrón cncarga- 
do de su dirección. Xi las escuetas manifestaciones de la de- 
manda, ni las expresiones desarrollad a* con más amplitud cu 
el alegato por la acto ra. que no se refieren cono relamen le n 
hechos de imprudencia o a omisiones negligentes, que habrían 
tenido ocasión en esta parte de los sucesos, son suficientemen- 
te demostrativos de la vinculación del daño producido, con la 
acción de] patrón de la chata "Doña Teresa B.", para pre- 
tender su responsabilidad civil. 

Cuarto: Que ha sido fundada la demanda en los arta. 110!) 
y 111:1 ¿él Coá. Civil, pero, para que entren en juego estas 
disposiciones es menester que exista la vinculación directa 
entre el dañó producido y la cosa, vinculación snfieientemeu- 
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te capae de engendrar una responsabilidad, pero cuando, co- 
mo en este caso, se trataba, de una embarcación que venía 
navegando en convoy, es decir, bajo una dirección y control 
impreso por una embarcación distinta respeito de la cual no 
se ha establecido que su propietario sea el demandado, em- 
barcación que es la misma que luego, en el salvamento de la 
chata, le imprime a ésta una dirección y marcha durante la 
cual causa el daño, no puede sostenerse que haya un principio 
de responsabilidad directa. 

La chata actuaba en situación de subordinación total por 
razón de las circunstancias, a las determinaciones del remol- 
cador. No puedo pretenderse la responsabilidad del propieta- 
rio de la chata, dado que su dependiente, empleado o subordi- 
nado, que la tenía a su carpo se hallaba en la imposibilidad de 
realizar actos que pudieran evitar el daño causado a la baliza. 
De cualquier modo, no ha habido una acción propia del de- 
pendiente o subordinado de Di Lernia, sino del tercero que 
realizó las maniobras del salvataje y, si bien es cierto que 
ellas se han realizado en beneficio del demandado, no es esta 
causal suficiente para hacer derivar la procedencia de la acción 
cuando la cnlpa del dependiente estíi excluida por los mismos 
hechos en que se funda la demanda. 

Quinto. Cabe agregar a lo expuesto, que la nutrida actua- 
ción administrativa y las actuaciones de prueba judicial tam- 
poco traen la menor referencia a que. con motivo de la manio- 
bra de salvamento, hubiera sido de impresdindible necesidad 
embestir a la baliza, como consecuencia de la posición en que 
se encontraba la chata, caso éste que no se ha alegado y que 
hubiera obligado a vincular necesariamente esos hechos con 
las circunstancias antecedentes que determinaron el arroja- 
míentn de la chata hacia las piedras de les malecones. 

El informe pericial de fs. 198, emitido por el Asesor Téc- 
nico de la Prefectura General Marítima, expresa respecto a la 
maniobra "nunca debió el remolcador sacarla navegando ha- 
cia la baliza". . - y agrega: "la ehata no pudo en forma alguna, 
evitar el abordaje pues el vínculo de remolque la mantenía 
sometida totalmente a las maniobras del remolcador". . . 

Concluye el dictamen en este punto afirmando que el 
abordaje fué una consecuencia de un error de maniobra del 
remolcador" y, concord antemente, en el punto 5* expone: 
"La situación en (pie quedó la "Dona Teresa B. «faje* 
cortado el cabo de remolque no fué causa ' ' necesaria del abor- 
daje a la baliza que se habría evitado maniobrando debida y 
prudentemente; fué verdadera imprudencia el navegar re- 
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indicando a la chata, recostada en forma peligrosa sobre la 
baliza que abordó y pudo dar lugar a serias averías en la cha- 
ta comprometiendo su seguridad 

Sexto: Que de todo lo expuesto surge evidentemente la 
improcedencia de la demanda contra el propietario de la chata 
"Doña Teresa B." y que hace innecesario el examen de los. 
otros aspectos que subsidiariamente se plantean en caso de pre- 
cedencia de la acción. 

Por tanto fallo este juicio, rechazando la demanda enta- 
blada por el Pisco Nacional contra la firma Juan Di Lernia e 
Hijos, por indemnización de daños y perjuicios. Las costas por 
su orden, por ser de equidad así declararlas. — J. Bilbao la 
Vieja. 

Sentencia de la OAmaua Federal 

La Plata, marzo 17 de 1949. 

Y vistos: Los de este juicio "P. 3724, Fisco Nacional o./ 
Di Lernia e hijos s,/ indemnización de daños y perjuicios", 
procedente del Juzgado Federal n° 2 de esta sección. 

Estando arreglada a derecho y a las constancias de autos, 
se confirma en todas sus partes la sentencia en recurso de fo- 
jas 299/303. Las costas de esta instancia al vencido en el jui- 
cio. — Roberto C. Cosía. - Alfredo Pérez Varan. — Jorge Gar- 
cía González. 

FALLO 1>K LA CORTE SlPIÍKMA 

Bueno» Aires, líi do marzo, Año del Libertador General 
San Martín, 1ÍI50. 

Vistos los autos : "Fisco Nacional v. Di Lernia Juan 
e Hijos s/ tndemiiiznción de daños y perjuicios", en los 
qflié so ha concedido a fs. 310 vtn. el recurso ordinario 
de iv peine i ón. 

Considerando : 

(Jue la decisión de esta causa depende del juicio que 
se haga sobre ta relación o independencia de la maniobra 
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mediante la cual la chala fuá retirada por c;l. remolcador 
del lii^ir en que quedó sin gobierno — cortado que se 
hubo el cable que la unía al "lherá'\ próxima a las pie- 
dras del malecón — respecto del rompimiento del cable 
de remolque aludido y n las medidas adoptadas por el 
patrón de la chata cuando la misma quedó al garete. 
La sentencia de t's. 299, con firmada por sus fundamen- 
tos a fs. 318, rechaza la demanda porque considera in 
«lepe lidien tes los dos tiempos del suceso y limita la in- 
vestigación de la culpa a la segunda parte de él en ia 
cual no halla responsabilidad ninguna del patrón de la 
clmta. Y esa separación es lo que objeta el Sr. Fiscal de 
Cámara como representante del Pisco actor, en la ex- 
presión de agrarios de fs. 308 a la cual se remite en esta 
instancia el Sr. Procurador General. 

Que lo ocurrido tiene una fundamental unidad ines- 
cindiblc puesto que la maniobra con la cual la chata fué 
retirada de junto al malecón debe apreciarse teniendo 
en cuenta la urgencia con que debió efectuársela en ra- 
zón del peligro a que se hallaba expuesta. En consecuen- 
cia, es preciso comenzar por determinar cómo vino a 
quedar la chata en ese riesgo. 

Que ello ocurrió al cortarse el cable del remolque 
y quedar sin gobierno en la proximidad del malecón con- 
tra el que podía estrellarse. 

Que, en cuanto a lo primero —rotura del cable — , no 
hay en autos prueba suficiente de que el empleado no 
fuera del tipo que imponían las características de la bar- 
ca remolcada, la naturaleza de la maniobra y las circuns- 
tancias de lugar y tiempo en que se realizó. No se lia 
probado tampoco que el personnl de la chata se condu- 
jera irregularmente durante el remolque. La rotura pa- 
rece haberse producido a raíz de una maniobra violenta 
impuesta por la desviación hacia las piedras de las dos 
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barcas remolcadas « consecuencia del estado del río (ver 
fs. 47, 48, 53, 55, 57 y 5Í) expte. administrativo). Respec- 
to al empleo del ancla de la cliata no bien ésta quedó des- 
prendida, sin gobierno y unte la amenaza de que el vien- 
to o la corriente la llevaru contra el mu rallón, el perito 
Bariliiri considera que liuho una omisión indisculpable, 
pues la distancia que separaba la chata del malecón cuan- 
do se rompió el cable, permitía e imponía el recurso de 
echar el ancla, con lo cual se bubiera neutralizado el 
riesgo ile estrellarse que fue el que impuso la realización 
inmediata y apresurada de la maniobra y en el trans- 
curso de cuya ejecución se produjo en la farola de seña- 
les el daño cuya indemnización se demanda. La discre- 
pancia de los testigos sobre el particular es sensible, — 
confr. los testimonios citados en el considerando prece- 
dente—, lo que se explica por haber ocurrido los hechos 
en horas nocturnas y ser muy difícil el cálculo de las dis- 
tancias durante ellas a pesar de la claridad de la noche 
del suceso. Sin embargo, como todos ellos estiman en 
mucho menos de doscientos metros la distancia, no co- 
rresponde atenerse n la deducción del perito fundada en 
la determinación teórica de la línea por la que debía ir, 
presumiblemente, el remolque, máxime coincidiendo to- 
dos los testigos en que el viento y la creciente rápida del 
río empujnlmn fuertemente a las barcas sin motor hacia 
babor, donde estaba el muro de piedra. 

Que de lo ocurrido cuando el remolcador sacó a la 
chata del peligro y la condujo fuera de los malecones, en 
cuyo transcurso se produjo la colisión con la farola, pa- 
rece indudable que ninguna responsabilidad directa cabe 
atribuir al patrón de la chata, pues no se ha probado 
que realizase maniobra alguna imprudente durante el 
remolque, y si chocó con el farol fué a causa de la direc- 
ción que le imprimió el remolcador al que, como lo roco- 
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noce el perito de la actora, hallábase totalmente subordi- 
nada (fs. 200 vta.). 

Que si, como resulta de lo precedentemente expues- 
to, la chata vino a quedar en situación de real peligro 
sin culpa de su patrón, ni de ninguno de sus tripulantes, 
por la fuerza mayor que fué la rotura del cable a causa 
de una maniobra violenta impuesta por el riesgo en que 
la marejada y el viento puso a los dos barcos remolca- 
dos y la proximidad de los malecones contra los cuales 
fué llevada la chata cuando quedó sin gobierno —pues no 
tenía propulsión propia y, en esas circunstancias no era 
posible y hasta podía ser contraproducente el empleo del 
anchi—, y tampoco hubo imprudencia de su tripulación 
mientras se la remolcaba para sacarla de la embarazosa 
situación, la demanda sólo podría fundarse en la exis- 
tencia de culpa o negligencia en esta última maniobra 
por parte del patrón del remolcador a que la chata había 
recurrido para su conducción. 

Qne el perito naval propuesto por la acto t a conside- 
ra imprudentemente realizado el remolque final, mien- 
tras el perito de la misma especialidad propuesto por la 
dcmnndndn afirma que la maniobra fué "admirable". 
Lo cierto es que el juicio de la primera fúndase sobre 
todo cu que, según los datos de las oficinas respectivas^ 
el viento y la creciente del día y hora del suceso no pu- 
dieron tener los graves efectos a que se refieren las tri- 
pular-iones del remolcador y de los dos barcos remolca- 
dos. Pero no es razonable preferir una deducción teórica 
como ésn al testimonio de las personas — gentes de mar 
todas ellas (fs. 233, 235 vta., 2:19, 249, 256)—, que se en- 
contraron en la emergencia. Y como según estos testi- 
monios la marejada era fuerte, tanto que impuso la ma- 
niobra en la cual se cortó el cable que unía al "II>eriV' 
con la chata, es natural que al quedar ésta sin gobierno 
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en osas circunstancias, llevada contra las piedras de los 
malecones, quedara en situación de real peligro y la ma- 
niobra del rescate debiera nacerse con el apremio con- 
siguiente* a lo cual se agrega la escasa luz de la hora, 
—tres de ta ruad rugada — . En tales circunstancias, la im- 
putación de impericia o negligencia al patrón del remol- 
cador requería pruebas con una fuerza de convicción que 
no tiene la aportada por la actora y que consiste casi ex- 
clusivamente en las deducciones del dictamen de fs. 19S, 
- a las que se oponen los testimonios aludidos fundamen- 
talmente coincidentes en un relato de los hechos según 
el cual lo ocurrido se debió a fuerza mayor en todos sus 
episodios, si se tiene presente hasta que punto los trans- 
portes de esta especie son insuperablemente tributarios 
de las tuerzas naturales. Es, pues, de aplicación la nor- 
ma del nrt. ÍH)7 del C. Civil y por analogía la del art. 1261 
del O. de Comercio. 

Por tanto, se confirma la sentencia apelada de fs. 
318 en todas sus partes. Las costas de esta instancia se 
pairarán también en el orden causado. 

Rodolfo O. Valexziela — To- 
más D. Casares — Felipk 
Santiago Pérez — Anuo 
Pf.ssa<;xo. 



ANGELA Gl'MERSINOA RODRIGUEZ v. CORPORACION 
CEMENTERA ARGENTINA S. A. 

RECURSO EX TfíA OR DI XA RIO: Rttinhitu* propio». Tribunal su- 
perior, 

Ls sentencia de la Suprema Corte de Justicia tle la Pro- 
vincia de Buenos Aires confirmatoria, por vía del recurso 
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de inaplícabilidad de ley concedido a la parte actora, del 
falto del Tribunal del Trabajo que en instancia única re- 
chazó la demanda, no es la del superior tribunal de la 
causa a que se refiere el art. 14 de ta ley 48 ('). 



ANTONIO .1. KIGLEIRAS Y OTROS v. FERROCARRIL 

DEL SCD 

ttfíti/XAMO ¡tK Ai'Kl.AílOS: Trrarti iustattriu. 
i üm t u que /ii Natión e* ¡wtU\ 

La intervención del Ministerio de Transportes, al que se 
tuvo por parte, en el juicio seguido contra una empresa 
ferroviaria adquirida por la Nación, prueba que es ésta y 
no una entidad autárquica la que interviene en la cansa ; 
por lo que, con arreglo al art. 3, inc. 2*, de la ley 4055, 
procede el recurso ordinario de apelación para ante la 
Porte Snpri-tna Í 9 L 



CARLOS A. PODESTA v. PROVINCIA DE BUENOS 

AIRES 

CONSTITUCION NA( ION AL: CtwstitMciottalidad e incon*titHrio*a* 
Vuiad. 1m ¡mistos ¡/ coutribnnotnnt proriiirialett. Vario*. 

Procede rechazar ta demanda sobre repetición de lo paga- 
do en concepto del impuesto establecido por el art. 18 de 
la ley 5117 de la Prov. de Buenos Airea con respecto a las 
ganancias obtenidas mediante la venta de inmuebles, fun- 
dada en tratarse de un gravamen idéntico al que creó el 
decreto 14.342/ratÍfieado por la ley 12.922 y modificado 
por la ley 12.965. en el cual tienen participación las pro- 
vincia», si el actor no es contribuyente de este impuesto 
nacional. 



(1) 10 áv miirzo. Fallo»: _'(»."•, Ü6; 212, 2»n. 

(2) 16 de mar». 
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Dictamen* del Phocliiador Generai, 

Suprema Corte : 

De conformidad con lo resuelto in re "Buenos Ai- 
res, la Provincia el. Polledo Casimiro S. A. Comercial 
y Ganadera" (marzo 31 ppdo.), habiéndose tratwido la 
litis por demanda y contestación con anterioridad ni Ni 
di 1 marzo ppdo. |jroeede f a los efectos de la jurisdicción 
originaria de la Corte Suprema, estar a lo dispuesto 
en los preceptos de la antigua Constitución Nacional. 
Por tu ato, siendo la demandada una Provincia y cues- 
tionándose la validez constitucional de una ley locnl t 
estimo que V. E. es competente para conocer de estas 
actuaciones, (arta, 100 y 101). 

Sostiene el accionante que el art. 18 de la ley 5117 
de la Provincia de Buenos Aires que grava con un im- 
puesto progresivo las utilidades percibidas por venta 
de inmuebles, es contrario al art. 15 del decreto-ley 
1 4.342 !4<i (ratificado por la ley 12.922), y por ende vio- 
latorio del art. 31 de la antigua Constitución, (art. 22 
del nuevo texto). 

Como lo acepta el propio actor se trata en este caso 
del ejercicio de facultades impositivas concurrentes de 
la Nación y de las Provincias, no comportando, por tan- 
to, la simple circunstancia de la doble imposición un 
agravio a los principios de la Carta Fundamental. 

Sentada la precedente compatibilidad, no puede 
prosperar la argumentación tendiente a demostrar que 
la ley local 5117 es violatoria del artículo 15 del decreto- 
ley 14.342 146. Precisamente porque se trataba de facul- 
tades concurrentes, cuyo ejercicio por parte de las Pro- 
vincias no podría coartar el Gobierno Federal sin des- 
truir la autonomía de aquéllas, el texto de dicho art. 15 
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M limita a disponer que "las provincias sólo gozaran, 
dé esta participación (la que establece el mismo artícu- 
lo) cuando no apliquen gravámenes de características 
similares al que se crea mediante este decreto ley". 

En esta forma, lo único que se legisla es la .con- 
dición a que está subordinada la participación de las 
Provincias en el producido del gravamen nacional, pe- 
ro de ningún modo se prohÍ1>e establecer gravámenes 
locales de carácter similar, eliminándose así en el caso 
la posibilidad de desconocimiento del art. 31 (abo ra 
22). 

En tales condiciones, la circunstancia de que la 
Provincia de Buenos Aires continúe percibiendo parti- 
cipación en el producido del impuesto nacional, no obs- 
tante haber creado otro impuesto local análogo, es cues- 
tión ajena al interés del accionante y sólo susceptible de 
remedio por vía de acción entre las partes afectadas, es 
decir entre la Nación y la Provincia. 

Por tanto, y sin pronunciarme sobre cuestiones 
de hecho y prueba o de derecho común — como tales 
ajenas a mi dictamen—, opino que procede rechazar la 
presente demanda en su aspecto constitucional. Buenos 
Aires, noviembre 30 de 1049. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de marzo, Año del Libertador General 
Sa** Martín, 1950. 

Vistos los autos: "Podestá Carlos Alberto c.| Bue- 
nos Aires la Provincia s.| ilegalidad del art. 18 de la ley 
N» 5117 y repetición", de los que resulta : 

Que a fs. 5 comparece el actor promoviendo deman- 
da ordinaria contra la Provincia de Buenos Aires por 
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repetición de la suma de $ 1.352,50 y expone que, con 
fecha 9 de septiembre de 1947 vendió dos lotes de te- 
rreno de su propiedad situados en la localidad de Mo- 
reno (Pcia. de Buenos Aires), habiendo tenido que abo- 
nar a la demandada la cantidad de dinero cuya repeti- 
ción persigue, en virtud de lo dispuesto en el art. 18 de 
la ley provincial de sellos N» 5117 sancionada por la 
H. Legislatura a principios del año 1947. 

Que el nrt 18 de la citada ley grava con un impues- 
to progresivo las utilidades de todo vendedor de inmue- 
ble en la jurisdicción provincial teniendo en cuenta para 
ello la demasía existente entre el precio de compra o 
de la valuación fiscal y el precio de venta y, tomando 
como liase el precio de adquisición o de la valuación 
fiscal carga el 1 % sobre el excedente del 25 % hasta 
el 50 % del precio o valuación ; el 2 % entre el 50 % 
y el 75 % ; el 3 c /o entre el 75 Jo y el 100 % ; el 4 % entre e! 
100 % y el 200 % y el 6 % sobre todo excedente del 
200 %. Este impuesto, agrega, se percibe, en realidad, 
sobre las utilidades o ganancias del vendedor, pues el 
art. 17 de la misma ley provincial establece otro impues- 
to distinto sobre el monto de la trasmisión y que con- 
siste en el 6 o|oo a cargo del vendedor y en el 3 o|oo 
a cargo del comprador. 

Que considera ul gravamen creado por el trans- 
cripto art. 18 idéntico al establecido por el gobierno de 
facto mediante el decreto ley N v 14.342] 46, ratificado 
por el Congreso en la ley 12.922 y modificado conforme 
a la ley 12.965 ; gravamen que rige en todo el territorio 
de la República desde su aplicación en octubre de 1946 
y con efecto retroactivo al 1* de enero del mismo año. 
Conforme al art 5 de la ley nacional de impuesto a las 
ganancias eventuales (T. O. en 1947) —dice — el bene- 
ficio neto imponible se determina deduciendo del precio 
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de venta el precio de compra, el importe de las mejoras 
efectuadas para conservar o aumentar sn valor y el de 
los gastos necesarios; bailándose únicamente exentos 
los primeros $ 6.000 anuales de dichos beneficios (art. 
9). La tasa nacional se eleva al 20 % del beneficio neto 
(art. 13). 

Que el art. 15 de la ley nacional dispone que el pro- 
ducido de este impuesto se distribuirá anualmente en- 
tre la Nación, la Municipalidad de la Capital y las 
provincias, en la misma forma que el impuesto a los 
réditos, pero que las provincias sólo gozarán de esta 
participación cuando Üá apliquen gravámenes de carac- 
terísticas similares al que se crea mediante esta ley. 
Sostiene que, a pesar de esa disposición expresa y no 
obstante percibir la Provincia de Buenos Aires el por- 
centaje asignado en el impuesto nacional a las ganan- 
cias eventuales la demandada ha creado dentro de su 
jurisdicción territorial un gravamen similar, propio, 
mediante el art. 18 de la ley N» 5117, habiéndose apli- 
cado esa doüe imposición en la operación de venta re- 
lacionada en la demanda, o sea el impuesto nacional a 
las ganancias eventuales que, si bien declara el actor 
no haber abonado . un, en cambio — dice — deberá pa- 
garlo en la oportunidad de presentar su manifestación 
jurada a la Dirección General Impositiva, referente a 
los réditos del año 1947. Considera que este último pla- 
zo, que le corresponde en razón de su "habitualidad" 
y en virtud de lo dispuesto por el art. 9 de la Resolución 
N* 27 de fecha 26 de septiembre de 1946 dictada por la 
Dirección General Impositiva, en nada altera la doble 
imposición y el carácter similar de ambos impuestos. 

Que el actor sostiene que la Provincia de Buenos 
Aires no ha podido crear y aplicar el impuesto del art. 
18 de sn ley local N f 5117 porque se lo impedía el art. 
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15 de la ley nacional sobre impuesto a las ganancias 
eventuales y, no porque ella careciera —en principio — 
de facultades constitucionales para hacerlo sino porque 
al participar proporcionalmente del producido del gra- 
vamen nacional ha aceptado virtualniente la prohibición 
o limitación que le impone la última parte del mencio- 
nado art. 15, estándole vedado por dicha norma legal 
aplicar gravámenes locales de características similares 
mientras no renuncie a esa participación o denuncie esc 
convenio tácito. Igualmente sostiene que esa flagrante 
violación a la ley nacional ™n la cual la Prov. de Bue- 
nos Aires ha querido someterse voluntariamente — im- 
porta también una violación al art. 31 de la Constitución 
que impone el acatamiento a la ley nacional con prefe- 
rencia a las leyes y constituciones provinciales, por lo 
cual llega a la conclusión de que se trata de un pago in- 
debido o efectuado sin causa, siendo de aplicación los 
arta. 792, 7ÍM y concordantes del Código Civil. 

Que no desconoce el actor que la doble imposición, 
si bien técnica y económicamente inconveniente, no está 
proscripta por la Constitución Nacional cuando ésta no 
ha establecido en forma expresa el carácter exclusivo 
del impuesto, pero que en el presente caso la prohibición 
del art. 4 de la ley 11.682 ha sido extendida, mediante 
el art. 15 de la ley del impuesto a las ganancias even- 
tuales, a las provincias siempre que éstas optasen por 
participar en el producido de este último. En consecuen- 
cia, la Provincia de Buenos Aires no habría podido 
crear y aplicar el gravamen del art. 18 de su ley 5117, 
por lo menos mientras participe en la distribución de 
igual impuesto nacional, desde que se ba impuesto una 
autolimitación y ha delegado temporalmente en la Na- 
ción esa facultad impositiva específica. Considera que el 
principio de la delegación tácita de las facultades cons- 
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litucionnles por parto de lus provincias ha sido consa- 
grado por la Corte Suprema de la Nación en repetidos 
casos^espccialiucnte en relación con la ley N' 12.139 de 
unificación de los impuestos internos al consumo, cuyo 
art. 18 dispone que el derecho do adhesión y de partici- 
pación por los Estados particulares es correlativo de 
la obligación que ellos contraen de no establecer, duran- 
te toda la vigencia de la ley, impuestos, tasas, tributos 
u otros gravámenes comprendidos en la misma. Cita el 
caso " Cores Ltda. v. Provincia de Buenos Aires" don- 
do considera que la Corte Suprema sostuvo que la ley 
12.139 es,, en realidad, una ley-contrato entre las pro- 
vincias y ja Nación mediante el cual aquéllas delegan en 
esta, temporariamente, facultades propias a cambio de 
un» participación proporcional en el producido de im- 
puestos nacionales al consumo. 

Termina manifestando que el pago cuya repetición 
reclama fue realizado bajo protesta notificada ni Mi- 
nistro de Hacienda, Economía y Previsión de la Pro- 
vincia y que se trata de una causa civil, estando domi- 
ciliado el actor en la Capital Federal, por lo que corres- 
ponde entender originariamente a la Corte Suprema de 
la Nación. 

A fs. 12 vta. se tiene por acreditada la jurisdicción 
originaria del Tribunal y a fs. 19 comparece en represen- 
tación de la Provincia de Buenos Aires el Dr. Ramón 
Dolí contestando la demanda y manifiesta : que pide el 
rechazo de la acción instaurada, con costas, dado que 
la suma reclamada habríase cobrado al actor por el 
Fisco provincial a raíz de la venta de un terreno; estan- 
do calculada sobre las diferencias previstas en el art. 18 
de la ley 5117. 

Que la demanda incurre en un error visible al im- 
pugnar el art. 18 de la ley 5117 como contrario al art. 
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31 de la Constitución Nacional, por cuanto si bien esta 
cláusula establece la primacía del Estatuto fundamen- 
tal y de las leyes que en su consecuencia se dicten por 
el Congreso y exige a la* autoridades de cada provincia 
se conformen con ella, o sea a la Constitución y leyes 
que en su consecuencia se sancionen, olvida el actor que 
todas las leyes locales sancionadas por las provincias 
en ejercicio de facultades no delegadas a la Nación se 
sustraen a aquella primacía precisamente porque la 
Carta Magna, también en varias disposiciones y espe- 
cialmente por mandato de su art. 104, reconoce a las 
autoridades locales la facultad de legislar sobre toda 
materia que no hayan delegado al poder central. Si la 
ley local 5117 ba sido dictada dentro de las facultades 
constitucionales de la Provincia, agrega, y si la ley na- 
cional invocada por el actor también lo lia sido dentro 
de los poderes del Congreso, en todo caso se trata de 
facultades concurrentes y, entonces, el art. 31 de la 
Constitución no resultaría desconocido ni por la Pro- 
viiu i a ni por la Nación. 

Que la Provincia aplicó al actor el art, 18 de la ley 
5117, y éste sostiene que tul cosa no ha podido hacerse 
por cuanto la Nación ya había sancionado un impuesto 
análogo cuyo producido se distribuye entre la Nación, 
las provincias, y la Municipalidad de la Ciudad de Bue- 
nos Aires, sin reclamar porque ambos impuestos sean 
análogos y solamente porque la ley nacional cu cuestión, 
es decir la 12,922, art. 15, luego de ordenar esa distribu- 
ción agrega que tas provincias sólo gozarán de la cuota 
cuando no apliquen gravámenes similares. Interpretan- 
do este artículo sostiene que nada prohibe la Nación, 
pues lo que dispone es sencillamente no hacer partícipe 
del prodneido del impuesto a las provincias qne hayan 
sancionado gravámenes similares. Que si por error o 
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por cualquier otra razón la Provincia percibió la cuota, 
será el Gobierno Nacional quien deba encargarse de 
reclamar lo que correspondiere; el actor no puede tener 
Interés alguno en reclamar por actos en que no es parte. 

Que la mencionada disposición no eB un acuerdo 
entre la Provincia y la Nación, como en el caso de los 
impuestos internos que por equivocada analogía —di- 
ce— recuerda el actor. Es una manifestación unilateral 
de la Nación que de cualquier modo podría ser cuestio- 
nada entre las partes y no obliga al Fisco provincial 
respecto a sus contribuyentes. 

Termina expresando que, siendo la demanda sufi- 
cientemente clara al reconocer que la superposición do 
impuestos no sería inconstitucional, se limita la deman- 
dada a mencionar jurisprudencia de esta Corte Supre- 
ma en ese sentido. 

Que, abierta la causa a prueba se produjo solamen- 
te por la parto actora, según informa el actuario a fs. 
54, la que corre agregada de f s. 2!) a fs. 52. El represen- 
tante de la Provincia de Buenos Aires presentó su me- 
morial a fs, 58 y la demandante el que se encuentra a 
fs. 61 ; habiendo dictaminado el Sr. Procurador General 
a fs. 69. 

Que habiéndose trabado la litis con anterioridad a 
la vigencia de la actual Constitución Nacional, este Tri- 
bunal tiene la jurisdicción que le acordaba la anterior 
Carta Fundamental para entender en el caso, conforme 
a lo resuelto en "Buenos Aires, la Provincia v. Polledo 
Casimiro S. A. Comercial y Ganadera", con fecha 31 
de marzo de 1049. 

Y considerando: 

Que el actor sostiene habérsele aplicado una doble 
imposición, provincial y nacional, con motivo de la ven- 
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ta de dos lotes de terreno situados en la Provincia de 
Buenos Aires. En virtud del art, 18 de la ley local 5117 
se le cobró la suma de ¡$ 1.3r»2,!50 sobre las ganancias 
que obtuvo como vendedor do osos inmuebles y estima 
que tal gravamen es idéntico al establecido en el decreto- 
ley N* 14.342 1 46" que fuera ratificado por el Congreso 
mediante la ley 12.922 y modificado conforme a la ley 
12.965, de aplicación cu todo el territorio nacional. Aclarn 
su situación diciendo que, si bien es cierto que no lm 
abonado aún el gravamen nacional, se considera obli- 
gado a pagarlo en la oportunidad de presentar su de- 
claración jurada a la Dirección General Impositiva, co- 
rrespondiente a los réditos del año 1947, pues entiende 
que á^í debe hacerlo en razón de su **lmbi!ualidad"*en 
esas transacciones y de conformidad a lo dispuesto en 
el art. 9 de la Resolución X* 27, fecha 26 de septiembre 
de 1946 dictada por la Dirección General Impositiva. 

Que no se ha justificado en autos haber pagado el 
demandante suma algunu a la Nación por el misino 
concepto mediante el cual se encontró precisado a abo- 
nar a la Provincia de Buenos Aires la cantidad que 
reclama. La oportunidad a que se refiere el actor, o sea 
al formular su declaración jurada a Réditos de la Xa- 
ción para satisfacer el mismo impuesto, no pareciera 
que haya podido ocurrir teniendo presente el art. 3° de 
la ley 11,682 (T. O. cu 1947 sobre Impuestos a los Re- 
ditos) que dice usí: "La ganancia obtenida o la pérdida 
sufrido por una persona o entidad que venda, permute 
o de otra manera disponga de bienes muebles o inmue- 
bles, por valor mayor o menor del costo, o valor a la 
fecha del ingreso a su patrimonio a título gratuito o a 
precio no determinado, será considerada, para los efec- 
tos de esta ley, como aumento o pérdida de capital, según 
el caso, y no como aumento o pérdida de rédito, salvo 
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disposición especial en contrario. Pero la ganancia ob- 
tenida o la pérdida sufrida en las operaciones mencio- 
nadas será considerada como rédito, o como pérdida 
computante a los fines del impuesto, cuando tales ope- 
raciones se efectúen por personas o entidades que ha- 
gan profesión habitual o comercio de compraventa, cam- 
bín, venta o disposición de tales bienes". Conforme a 
este artículo el actor no estaría alcanzado por las leyes 
12.922 y 12.965 sobre impuesto a las ganancias even- 
tuales, como lo sostiene en su demanda, y solamente 
abonará el impuesto a los réditos. 

Que el art. 5 del decreto-ley N* 14.342 ¡46 —hoy ley 
nacional 12.922 — es concordante con el precitado 
art. 3 de la ley X» 11.682 <T. O. en 1947) cuya primera 
parte dispone que el impuesto a los beneficios eventua- 
les se computará **a condición de que no hubieran sido 
considerados para el impuesto a los réditos". 

Que cu contestación a un oficio librado por este Tri- 
bunal, la Dirección General Impositiva informa, a fs. 
40, que a D. Cario» Alberto Podes tú se le ba entregado 
certificado de habitualidad en la venta de inmuebles, to 
que está de acuerdo con las propias manifestaciones del 
actor en su escrito de demanda. Asimismo, deja cons- 
tancia el informe que el nombrado contribuyente no se 
encuentra alcanzado por el impuesto a las ganancias 
eventuales de lus leyes 12.922 y 12.965, ya que las obte- 
nidas por el misino caerían dentro del impuesto a los 
réditos. Esta manifestación de la autoridad competente 
en concordancia con lo expuesto en los considerandos 
anteriores, excluye la necesidad de un examen más ex- 
tenso de la cuestión, pues se llega a concluir, ineludi- 
blemente, que no se encuentra el Tribunal en presencia 
de impuestos idénticos aplicados por la Xación y la Pro- 
vincia y, en consecuencia, que la limitación de sus fa- 
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cuitados impositivas que habría consentido el Estad*» 
de Buenos Aires, según el accionante y de acuerdo con 
la ley nacional que invoca, ito tiene relación con el caso 
desde el momento que D, Carlos Alberto Podes tá no es« 
contribuyente de la ya mencionada ley 12.922, que in 
voca, cuyo art. 5 — correlativo con el art. 18 de la ley 
provincial X' r>l 1 7 — constituye el fundamento legal 
de la demanda. 

Que de todo lo expuesto resulta que, el actor no lia 
realizade» un pago indebido, como lo sostiene en la acción 
instaurada, y carece de todo derecho para reclamar sn 
devolución. 

Que esta solución impuesta por los términos en qui- 
se ha planteado la litis y la legislación vigente a la época 
en que ocurrieron los hechos que motivaron la deman- 
la, uo ¡«imite considerar las nuevas disposiciones le- 
gales cu vigor desde el 1* de enero de 1950. 

Por tanto, y habiendo dictaminado el Sr, Procura 
dor General, se rechaza la demanda, con costas, absol- 
viéndose en consecuencia a la Provincia de Buenos 
Aires. 

Rodolfo O. Valenzi-ela — To- 
más D. Casabes — Felipe 
Santiago Péiíkz — Atujo 
Pessaono. 



D 'ANGELO Y CALEGAItl v, ADUANA 

RECURSO ORDIXAMO VE APELAVWS: Trtrrw instancia. Cvh- 
■<.t* criminalt*. 

Con arreglo a lo dUpuesto por el art. 4 de la ley 7055. 
no derogado por la ley 12.967, es itn procedente el recurso 
ordinario de apelación contra las sentencias '*¿ la Cáma- 
ra Federal de la Capital en las causa* sobre defraudación 
de rentas nacionales, entre ellas la» aduaneras. 
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Dictamen dfx Piioclhahoh General 

Suprema C'ortf: 

Por las razones expresadas al dictaminar m re "Ca- 
ballero Libia Emilia Pipino Vda. de y otros v. Admi- 
nistración General de los Ferrocarriles del Estado s. : 
indemnización de daños y perjuicios", y que en home- 
naje a la brevedad doy por reproducidas, considero que, 
de acuerdo con el artículo 3\ inciso 2* de la ley 4.055, el 
recurso ordinario de apelación interpuesto ha sido mal 
denegado, y que corresponde hacer lugar a la presente 
queja. Buenos Aires, febrero 15 de 1950, Año del Liber- 
ladnr Seneraí San Martín. Curios (i, Delfino. 
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Buenos Aires, marzo 16, Año del Libertador General 
San Martín, 1950, 

Vistos los autos "Recurso de hecho deducido por el 
recurrente en la causa D 'Angelo y Calegari s.| Aduana 
íil-C-1947", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando; 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, 
el recurso ordinario de apelación no procede respecto 
de las sentencias de la Cámara Federal de la Capital, en 
las causas sobre defraudación de rentas nacionales, en- 
tre ellas las aduaneras. 

Que esta solución corresponde por aplicación del 
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art. 4 de la lev 70.V>, no derogado por la ley 12.007 —Fa- 
llos: 210, 1061 i 211, 1448; 214, 294 y otros—. 
En su mérito se destima la precedente queja. 

TtoDOLFO O. VaIJ!NS£UEL.\ — TOMAS 

D. Casares — Felipe San- 
tiago Pérez — Atilio P*$- 

SAGXO. 



NACION ARGENTINA v. JOSEFINA ROSSO DE NOVO 

DAfOS Y PERJUICIOS; Citlptt, Contractual. 

Corresponde rechazar la demanda del Estado en la parte 
referente al cobro, en concepto de indemnización de daño» 
v perjuicios, de los sueldos que pagó al personal de un 
dispensario durante el tiempo que permaneció inactivo por 
la demora en su iiwta'iirión debida a la negativa del locador 
a entregar la casa en que debía funcionar, si hay ra7.Mii 
para imputar a la propia autora por lo menos parte de los 
daños cuya reparación pretende. 



Sentencia i>el Juez Federa t. 

San Luía, diciembre 15 de 1948. 

Y vistos: Estos autos de los que resulta: 

Que a f». 196 se presenta el Sr. Procurador Fiscal y ex- 
presa : Que como consta del decreto del Poder Ejecutivo Na- 
«ional n* 28.171/1947, que corre en los antecedente» adminis- 
trativos que adjunta, ha sido comisionado para entablar en re- 
presentación de la Nación, formal demanda de cumplimiento 
de contrato v pago de les daños y perjuicios, contra Da. Jose- 
fina Rosso de Novo, domiciliada en Buena Esperanza, Depar- 
tamento Pedernera de esta Provincia. Los hechos: Incumpli- 
miento de contrato. 

Que la Nación en realización de altos fines de cuidado \ 
atención de la salud del pueblo, dispuso la instalación y fun- 
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cionamíento de un dispensario público Nacional Polivalente en 
la localidad de Buena Esperansa, Dpto. Pedernera (S. Luis) 
y ello de acuerdo a lo diapuesto en ta ley 12.778, según consta 
del expediente administrativo 2561/3947 (M. í, T. P.) qne se 
adjunta. Que se procedió a licitar la locación de un local para 
la instalación de dicha fundación, aceptándose la propuesta que 
hizo la demandada, suscribiéndose con ella el contrato de loca- 
ción que corre a fe. 116, y en copia a fs, 157. Ese contrato 
se aprobó por resolución ministerial de fecha 22 de mareo de 
1945 según consta a fs. 132 y 158. Por éste, la demandada 
se oh Miraba a entregar el inmueble, previa ampliación, modifi- 
cación y reparación a su cargo, en febrero de' 1945. Que a 
pesar del tiempo transcurrido, la demandada no ha hecho en- 
trega del inmueble habiendo incurrido en mora desde que se 
le ha requerido el cumplimiento de] contrato por corresponden- 
cia y telegrama colacionado — ver fs. 146, 150 y 157 — . Que 
la locadora del inmueble, por sí y ante st en forma arbitraria 
e injusta, pretendió la rescisión del contrato y la cancelación 
de sus obligaciones — fs. 150 — . Que en síntesis la demandada 
ha incurrido en mora en el cumplimiento de sus obligaciones 
emergentes del contrato y en cambio la Nación ha cumplido 
con la» suyas y está dispuesta a cumplirlas en todo momento. 
Que debe hacer constar que la primera obligación del locador 
es la entrega de la cosa locada — art. 1514 Gód. Civil — . Da- 
ños y perjuicios ■ Que el incumplimiento del contrato por parte 
de la señora de Novo en las obligaciones que et mismo le creaba 
ha ocasionad» a la Nación graves daños y perjuicios materiales 
y morales. Por eso su acción persigue también el resarcimiento 
de loa daños y perjuicios causados. Esos daños son, en primer 
lucrar, el impedimento para el funcionamiento de un instituto 
de salubridad con los perjuicios que cansa para la salud del 
pueblo. Que además, para la guarda de los muebles destinados 
a la instalación del instituto, hubo necesidad de alquilar un 
local provisorio a $ 12. — m/n. mensuales lo que en 24 meses 
hace la cantidad de $ 288 — m/n.. snma que se aumentará 
ha«ta que se consiga la entrega de la cosa locada. Otros daró« 
y perjuicios serían el pago del personal que se designó para la 
atención de) dispensario, que percibió haberes — fe. 141—. 
Todos estos daños los probará y pide se fijen en la sentencia 
de acuerdo con la acreditación que se hará o lo difiera al jura- 
mento del actor. Funda la demanda en los arta. 505, 510, 
1197, 1198, 1204. 1514, 506. 508, 509. 511. 903 y 904 del Có- 
digo Civil. 
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Pide se tenga por entablada la presente demanda, se corra 
traslado de ella y en oportunidad se dicte sentencia haciendo 
lugar a la demanda, mandando entregar a su mandante el in- 
mueble objeto del contrato y al pago de Ion daños y perjui- 
cio» reclamado*, costas e intereses. 

A fs. 205 la Sra. Josefina R. de Novo contesta la demanda 
y expresa : Que pide mu rechazo con costas fundada en las con- 
sideraciones de hecho y derecho que consigna. 

Que de acuerdo al art 86, de la ley 50, niega los hechos 
expuestos por el actor en cuanto no fuesen objeto de recono- 
cimiento por su parte. Que con fecha 22 de noviembre de 1944 
firmó con la Dirección Nacional de Salud Pública el contrato 
de arrendamiento que corre a fs. 116/18. Se estipulaba en el 
mismo un alquiler mensual de $ 140. — m/n., que se nbonará 
mes vencido, dejándose establecido que sobre el alquiler se prac- 
ticará la rebaja que establezca la Cámara de Alquileres de Ih 
Provincia, a la que se consultará al respecto, ya que la dueña 
hará las modificaciones y ampliaciones para adaptarlo a las 
necesidades de la Repartición/Tomaba así la Repartición con- 
tratante la obligación de hacer fijar por la Cámara de Alqui- 
leres de San Luía el alquiler definitivo, lo que no ha hecho 
hasta la fecha, debiendo concluirse que no existe hasta hoy 
precio de la locación, por culpa de la aetora. Que también se 
estipulaba que la entrega de ta cosa so haría el 15 de febrero 
de 1945. Para esa fecha la casa estaba lista y en numerosa* 
comunicaciones le hizo saber a la Dirección Nacional de Salud 
Pública tal situación requi riéndole fuera recibida. Dichos re- 
querimientos no fueron atendidos con el consiguiente perjuicio 
para ella. Esa situación se prolongó durante varios meses y 
luego de habérsele reconocido el alquiler desde la fecha fijada 
en el contrato (15 de febrero), la Dirección no dió señales de 
vida. Creyó así la recurrente, ante la falta de noticias, que la 
Dirección no alquilaría la propiedad y por no tenerla impro- 
ductiva instaló en ella un sanatorio. En estas circunstancias 
y recién en el mes de agosto y por intermedio de un médico 
se le exigió la entrega de la casa; esto era imposible porque 
tntaba ocupada o comprometida. Que es evidente que en esta 
situación ta Nación no puede accionar de acuerdo a lo dispuesto 
en el art. 1201 del Cód. Civil. La aetora estaba en mora en 
cnanto a la ohügaeíón de recibir la propiedad en la fecha fija- 
da y de abonar el alquiler desde esc día. Nada ha cumplido y 
su mora en ta recepción de la cosa ha creado la imposibilidad 
de cumplir el contrato por el nuevo destino dado a ésta y por 
aplicación de los arts. 889 y 895 del Cód. Civil. Por lo expnea* 
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to, basta para demostrar la improcedencia de esta de iianda. 
Que el contrato es inexistente a la fecha por el dolo civil eu 
el cumplimiento de las obligaciones por parte de la netora. 
Niega e! perjuicio alegado que de existir sería por culpa de 
ella. Pide el rechazo de la demanda, con costas. 

Considerando : 

Que la litis ha quedado trabada, alegándose por el actor 
que la demandada Sra. de Novo, en virtud del contrato de lo- 
cación celebrado con la Nación que corre agregado a ta. 116 
no ha hecho entrega del inmueble como está obligada, a pesar 
de los requerimientos hechos para su cumplimiento, preten- 
diendo en forma arbitraria e injusta la rescisión del contrato. 
Que en consecuencia ha incurrido en mora en el cumplimiento 
de las obligaciones emergentes del contrato y en cuinbio la 
Nación ha cumplido las suyas y está dispuesta a cumplirlas en 
todo momento. Demandando igualmente el resarcimiento de 
los daños y perjuicios causados. 

. Que la demandada a su vez si bien reconoce su obligación 
sobre entrega del inmueble en la fecha fijada en el contrato, 
alega en su defensa que es la actora la única culpable de 
no haberse entregado en la fecha convenida, pues en numerosas 
comunicaciones le hizo saber a la Dirección Nacional de Salud 
Pública qne la casa estaba lista, requiriéndole fuera a reci- 
birla ; requerimientos que no fueron atendidos. Que recién en 
agosto de 1945 se le exigió la entrega, la que era imposible 
hacerla por estar ocupaba o comprometida. Que la deman- 
dante estaba en mora en el recibo de la casa y en el pago del 
alquiler, siendo de aplicación la exteptio non adimphti con- 
tráctil*. 

Que no existe discrepancia entre las partes sobre la exis- 
tencia y texto del contrato corriente a fs. 116 y sigtes. aprobado 
por resolución ministerial de fs, 123, fecha 22 de marzo de 
1945, y reconocido judicialmente por auto de fs. 228. 

Que consta en autos, que la demandada al ser requerida 
para la entreva de la ca«a, se negó a ello, alegando "que con- 
sidera el contrato inexistente Documentos de fs. 141, 145, 
151, cartas reconocidas por auto de fs. 228, y posiciones de 
fs, 219, y dadas por absueltas por resolución de fs, 218, 

Dice la demandada contestando la demanda, que a la fe- 
cha indicada por el contrato, la casa estaba lista y en conse- 
cuencia cu numerosas comunica*. 1 iones se le hizo saber a la Direc- 
ción Nacional de Salud Pública, para que fuera recibida sin 
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resultado, por lo cual, ante esta situación de mora de la acto- 
ra, dio a su prnp'edad o*ro destino. 

Que esta defensa opm sta por la demandada, no tiene valor 
ni eficacia, pura ella por sí no podía dejar sin efecto el con- 
troto; pudo ejercer el derecho que creyera corresponder!*- 
nntc la justicia, lo que no lia hecho. 

Que a su vez, esta probado que la Nación estuvo dispuesta 
a cumplir el contrato ya que conminó repetidas veces a la Seño- 
ra de Novo para que le entregara la casa locada —véase tele- 
gramas de fs. 147. 150, 152, 168, inti marión** reconocidas en 
las posiciones tenidas pnr absueltas a fs. 218 — . 

Que además no es indispensable que la parte que demanda 
el cumplimiento del contrato ofrezca cumplir la obl : gación que 
le incumbe, porque al demandar implícitamente esta compren- 
dido tal ofrecimiento; no es una formalidad sacramenta) dice 
Llfrena. La Nación tiene el derecho entonces de exigir el 
cumplimiento de! contrato de fs. 116, y la demandada la obli- 
gación de entregar la cosa locada — art. 1514 CóU. Civil—, 

Que en la demanda se reclaman también los daños y per- 
juicios emergentes del incumplimiento del contrato por parte 
de lá firman nula —no entrega de la casa— La ley ve la falta 
de cuui[)I i miento y establece en principio general, qtte el deu- 
dor debe responder de los daños y perjuicios ocasionados por 
la morosidad o por el no cumplimiento, ya sea que esto pro- 
venga del dolo o de la culpa — arts. 506, 508, 511 del Cod. 
Civil—. 

El art. 520 establece: "En el resarcimiento de los daños e 
interese» sólo se comprenderán los que fueren consecuencia im- 
mediata u necesaria de la falta de cumplimiento de la obliga- 
vón". Dice Llerkna. al t. 2. p 447 de su obra: "Debe 
tenerse presente que al acreedor incumbe la pmeba del daño 
y une fui la rnnseeueneia inmcttiatff v necesaria de la falta del 
deudor, en virtud de esa prueba el Juez procede a su estima- 
ción. En cuanto a la determinación del cuantnm a papar por 
el deudor se tiene qtte dejar al prudente arbitrio del Juez, 
quien para la determinación del daño deberá inquirir sagaz- 
mente cuál es rt verdadera dnño y qwe e?tn sólo ¡te rexarza", 
Bajo estas normas legales y de interpretación, sólo considero 
como ilaño inmediato o directa sufrido por la Nación por el 
incumplimiento del contrato en cnanto se refiere a la entrega 
•le la casa, el importe del alqu'ler ¿o tr,i local para guardar 
lo* muebles destinados al dispensario, irados que suman la can- 
tidad de 4i 540 — m/n, acreditados por el informe de fs, 237 
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ile ía Secretaría de Sal tu! Pública, fs. 175 y declaraciones de 
fs. 224/25. 

Que no encuentro procedente fijar como daños y perjui- 
cios el importe de los haberes o sueldos percibidos por los 
Drcs. Luzuriaga Vivof y Mabuclli Guise, como Directores dc- 
k ¡puados para el dispensario, ni los pagados al Sr. José Oi- 
raudi como administnidrr del misino, pues no es prudente y 
justo estimarse comn un tlnño inmediato *> necesario de la 
falta de cumplimiento; pnes la Nación pudo retardar su nom- 
bramiento hasta la entrega del local o darles otro destino, ni 
tampoco está probado que aquellos empleados no prestaron ser- 
vicio al trono. 

Por estos fundamentos, fallo ¡ Haciendo lugar a la deman- 
da condenando a la demaudnda Señora Josefina Rosso de Novo 
a la entrega de la easñ locada que individualiza el contrato de 
fs. 11(>. en el plazo de 10 días y al pago de la suma de $ 540. — 
m/n. en que se fijan los daños y perjuicios reclamados. Con 
costas. — M. laborda Gwmzú. 



Senté n t c ta de la Címara Federal 

En la ciudad de Mendoza, a 29 días del mes de marzo de 
1040, reunidos en su Rala de Acuerdos los señores Veenle* de 
la Excma. Cámara Federal de Apelación de Mendoza, Drcs. Jor- 
ge Vera Vallejo, Ja*é Elias Rodrigues San y Agustín De lu 
Reta, trajeron a deliberación para dictar sentencia definitiva, 
los autos ii' 11 125-F4873. caratulados " Fisco Nacional c/ Jo- 
sefina Rosso de Novo — Incumplimiento de Contrato", veni- 
dos del Juzgado Federal de San Lirs a virtud del recurso de 
apelación interpuesto a fs. 258 por el Sr. Procurador Fiscal, 
contra la sentencia corriente a fs. 252/256. 

El Tribunal planteó las siguientes cuestiones a resolver: 

1* i Et. jti' ta la sentencia apelada T 

2* ¡Qué pronune : amiento corresponde dictar respecto a 
las costas de la alzada f 

De conformidad a lo establecido por el art. 156 del Regla- 
mento dictado por la Corte Suprema de la Nac : ón y 4- del 
de la Cámara, se estableció ñor porteo el siguiente orden de vo- 
tación : Dr. Rodríguez Saá. Dr. De la Reta y Dr. Vera Vallejo. 

Sabré la primera cuestión, el Dr. Rodríguez Saá dijo: 
Consentida la sentencia por la demandada quien ha sido 
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condenada a entregar la casa locada dentro del término de 10 
días, y, además, a pagar la cantidad de $ 540. — m/n. en con- 
cepto de daños y perjuicios ocasionados por haber tenido que 
alquilar el Pisco un local para guardar los muebles destinado» 
al Dispensario que iba a instalarse en Buena Esperanza (San 
Luis) y costas del juicio, sólo debe pronunciarse el tribunal, 
sobre la apelación interpuesta por el Sr. Procurador FiBcal, 
quien se agravia por no haberse hecho lugar al pago de los 
haberes o sueldos percibidos por el medico director y por el 
administrador del mencionado Dispensario, durante el lapso en 
que no pudo funcionar el mismo a causa de que la demandada 
no entregó la casa arrendada. 

El Sr. Fiscal de Cámara, en su dictamen de fs. 262 no 
ha rebatido los argumentos aducidos por el a-qno paro deses- 
timar tales rubros. Como acertadamente se expresa en la sen- 
tencia, no se ha probado que el médico director y el adminis- 
trador no hayan prestado servieio nlguno durante aquel pe- 
riodo ni que sean los perjuicios consecuencia inmediata y nece- 
saria de la falta de cumplimiento de la obligación. Por otra 
parte, pudo darles el Poder Ejecutivo otro destino, como acos- 
tumbra hacerlo en situaciones análogas. Pienso por ello, que 
la pretensión del Fisco es infundada, y que debe confirmarse 
la sentencia apelada, votando por lo tanto afirmativamente esta 
cuestión. 

El Dr. De la Reta adlrere por sus fundamentos al voto 
precedente del Vocal Dr. Rodrigue* Saá. 

Sobre la misma cuestión, el Dr. Vera Valle jo dijo: 

Concretados los pretendidos daños y perjuicios sobre que 
versan los agravios que le causa 'a sentencia recurrida a la 
parte aetora. que lo es el Fisco Nacional, en los haberes o 
sueldos perc'bidos por los funcionarios que desempeñaron los 
earfrns de médico director y administrador del Dispensario Po- 
livalente que debió insta'arse en la casa locada a la deman- 
dnda. diirtmte el lapso que no pudo funcionar el mismo a cansa 
de que esta ó I tima no cntreió la ca«a arrendada, es de obser- 
var, ante todn. nne tales sueldos abonados no pueden consi- 
derarse como "dañes c intereses" que esté oblipada a índem- 
n'Jtar la locadora ñor la inejecución de sn nh|itrae ; ón con arre- 
glo a lo establecido por el art. 519 del Cód. Civil» ya que en 
el caso de que aqnéPa hubiera entrrgado la casa locada en la 
fecha en que se ohlipó y oue se hubiese instalado entonces el 
Dispensa rio. lo mismo habría tenido que abonar esos sueldos el 
Estado, por lo que el pago efectuado no constituye una "per- 
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dida" ni una "utilidad" dejada de percibir por el Fimo, 
dado que esa clase de establecimientos no están destinados 
a producir beneficios de carácter pecuniario al Erario 

El perjuicio ocasionado por la demandada por la falta de 
cumplimiento de su obligación, no ha revestido, pues, el carác- 
ter de un "daño" patrimonial, que es el indemnizare, sino 
un perjuicio de orden simplemente social, al ™pedir que el 
Estado prestase a la población del lugar donde debía instalarse 
el Dispensario, los servicios profilácticos o médicos a que esta- 
ba destinado; pero ese perjuicio social, simplemente presunto 
y que ni siquiera se ha traducido en perjuicios concretos res- 
pecto de determinadas personas, o al menos no se ha alejrado 
ni probado, no es indemnizable al Pisco, que no ha sufrido 
desmedro en su patrimonio a consecuencia de la falta de ins- 
talación del Dispensario. f . 

Por estos fundamentos, voto también por la afirmativa. 

Sobre la «¡funda cuestión, el Dr Rodríguez Saá dijo: 

Dada la naturaleza de la cuestión debatida en esta ins- 
tancia, y en razón de no haber comparecido a ella la deman. 
dada, opino que las costas deben abonarse en el orden causado, 

ios Dres. De la Reta y Vera Vallejo, adhieren al voto 

PreC A € méríto de la votación de que instruye el «™eMo Pre- 
cedente, se resuelve: Confirmar Ta sentencia apelada, debiendo 
abonarse tas costas de sejrunda infancia en el orden causado - 
Jome Vera Valle;». — José Elias Rodríguez Saa. — Agustín 
Dé la Reta, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de marzo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos ««Pisco Nacional v. Josefina Rosso 
de Novo s.| incumplimiento de contrato*', en los que se 
lia concedido a fs. 269 el recurso ordinario de apelación. 

Considerando : 

Qae el recurso ordinario de apelación concedido a 
fs. 269 es procedente con arreglo a lo resuelto por esta 
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Cork* Suprema en la sentencia dictada el del corriente 
en la causa " Caballero Libia Emilia Pipino Vcln. de y 
otros v. Administración General de loa Ferrocarriles 
del Estado". 

Que estas actuaciones llegan en tercera instancia 
por apelación del rep regentante del Fisco fundada en 
que la sentencia no ndniite como daños y perjuicios, 
imputables a la demandada, el importe de los haberes 
que el Estado abonó al personal destinado a prestar 
servicios en el dispensario a instalarse en la casa alqui- 
lada, que debió permanecer inactivo, dice, por negarse 
lu locadora a entregar el inmueble. 

Que los fundamentos de la sentencia recurrida son 
suficientes para sustentarla, a lo que corresponde agre- 
gar que en el contrato de locación, corriente de fs. 1U¡ 
a 118, el locador se compromete a entregar el inmueble, 
en las condiciones estipuladas, para el 15 de febrero de 
1945 y de los elementos acumulados al juicio resultn 
que, efectivamente, la casa motivo del contrato se en- 
contraba lista para ser ocupada por el inquilino en esa 
fecha. Confrontar informe del Jefe del Departamento 
Asistencia Médica y Medicina Preventiva, fs. 145, quien 
aconseja que los médicos designados para el Dispensa- 
rio Público Nacional Polivalente que funcionaría en 
dicho local debían recibir instrucciones para hacerse 
cargo del mismo. i 

Que el informe precitado encuentra confirmación 
en otro del Director de Arquitectura Hospitalaria, fs, 
U>2 vta., donde se deja constancia que la locadora había 
dado cumplimiento al contrato, lo que se hizo conocer, 
agrega, en nota remitida por esa repartición al señor 
Di rector Nacional de Salud Pública el 17 de mayo 
de 1945. 

Que el dictamen del Asesor Letrado de la repartí- 
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eiótt confirma lo sostenido por la demandada sobre que, 
con fccJiu 2o de marzo do 1945, insistió ante In Dirección 
Gcnerul de Administración en que el inmueble arren- 
dado se encontraba a disposición del locatario. Esta 
situación so había mantenido sin modificaciones hasta 
agosto de 1945, techa en que el médico nombrado Direc- 
tor del Dispensario hace saber a la superioridad que la 
propietaria se negaba a entregar el bien objeto de la 
locación, alegando que daba por anulado el contrato res- 
pectivo ; f s. 146 y 175. 

Que de los antecedentes mencionados resulta que 
bny razón para imputar a la propia actora, por lo mo- 
nos, parte de los daños y perjuicios que dice haber su- 
frido. 

Por estas consideraciones y los fundamentos de la 
sentencia se la confirma en todas sus partes. Costas en 
el orden causado en esta instancia. 

Rodolfo G. Valenzuela — Tomás 
D. Casabes — Felipe Sak- 

T7A0O PÉREZ AT1H0 PrS 

SAONO. 



S A. FINANCIERA Y RURAL S.A.F.Y.R. v. DIRECCION 
GENERAL DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

ÍJIPVESTO A LOS REDITOS: Rédito* tM comercia, de ta ímíím* 

tria, profethHéa, etc. 

Es innecesario examinar si una sociedad ha hecho profesiñn 
habitual de la compraventa de bienes raíces, a rteeto d<- 
cobrarte el impuesto correspondiente a esa actividad cuan- 
do realice una operación de ese género, si ella figura «Un- 
ías que, aegím los respectivos estatuto* constituyen el obje- 
ta de la suciedad. 
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Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, diciembre 31 de 1945. 

Y visto»: Para resolver estos autos caratulados "S.A.F.Y.K. 
contra Oohierno de In Xaeión a./ repetición", de los que re- 
sulta : 

1») Que a fs. 7 se presenta la actora deduciendo formal 
demanda eontra el Superior Gobierno de la Nación sobre re- 
petición de la suma de $ 20.053,80 que le ba exigido indebida- 
mente la Dir. Oral, del Impuesto a los Réditos, en mérito a las 
siguientes consideraciones : 

Dice que es una entidad que se dediea a diversas acti- 
vidades financieras de todo orden. Que entre ellas invirtió 
en el año 1933 una fuerte suma que aplicó a la compra de dos 
establecimientos rurales ("La Carpa" y "San Alberto") los 
que mantuvo por espacio de varios años y se dedicó a su ex- 
plotación directa. Que en el año 1939 decidió liquidar dicho 
negocio vendiendo en consecuencia los establee i ni ientos de re- 
ferencia y haciendo en esa oportunidad una diferencia a su 
favor por la suma de % 401.076,06. Que sobre esos beneficios 
es que la Dirección le exigió el papo del impuesto cuestionado. 
Se afirma que tal producido no es en realidad más que un 
aumento de capital, toda vez que dicha operación con figura 
t>n forma definida una inversión de capital exenta en conse- 
cuencia de carpa impositiva alguna. 

Hace en este sentido una serie de consideraciones mas y 
pide en definitiva que se haga lugar a la repetición intentada 
con intereses y costas, 

2*) Declarada la competencia del juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda eí Sr. Pi-ocurador Fiscal, a fa. 43, se pre- 
senta contestando y dice: 

Que ía demanda es improcedente. Que de los propios esta- 
tuías de la entidad actora surge claramente que todas tas ope- 
raciones por ella formalizadas tienen por finalidad la obten- 
ción de un beneficio, lo que de por sí descarta toda posibilidad 
de haeer la discriminación que se pretende. Afirma qne la 
acción de compra y venta de los establecimientos rurales que 
motivan esta litis se halla comprendida dentro de c*a finalidad 
y que consecuentemente el impuesto ex ; gido ha sido legítima- 
mente cobrado. Luego de haeer alminas otras consideraciones 
sobre el particular, pide en definitiva el rechazo de la acción 
intentada, con costas. 
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Considerando : 

Que tal como so ha planteado la litis, sólo corresponde 
decidir en el caso si el beneficio percibido por los (actores en la 
venta de los establecimientos "La Carpa" y "San Alberto 
constituye exclusivamente un aumento de capital o fuente pro- 
duetora de réditos o si, por el contrario, el mismo debe consi- 
derarse un mayor valor en la mercadería que era objeto de m 
profesión habitual, como sostiene la demandada. 

De las constancias de autos surge: que la actora se con s- 
tituve en el año 1928 bajo el nombre "Banco Inmobiliario 
ArcVntino" teniendo por objeto entre otras espcciricaciones 
foSnadas en sus Jtatntos ../'adquirir y vender bienes 

raiCe Que entre los años 1933 y 1935 la sociedad efectuó ope- 
raciones de compraventa sobre dos inmuebles en la capital y 
uno en la Prov.de Bs. As., a los que consideró objeto d e su 
finalidad, abonando en su consecuencia impuestos determi- 
nado* por et art 25, inc. e), 2» parte, ley 11.682 (t. o.) y pro- 
testando el pago de los establecimientos a que fie refiere este 

caso t 

Que la actora esgrime como principal argumento para fun- 
damentar su defensa el factor tiempo, ya que alega que el lapso 
que media entre la compra y la venta de los inmuebles de la 
referencia es la mejor demostración de su intención de dedi- 
car lo* mismos a su explotación directa. Trae a colación la* 
actas de la sociedad a fin de demostrar tal * ™ 

es de hacer notar que en el acta de la sesión del 28 de abril 
¿e aprobó la moción del presidente de "hacer inversiones i en 
campes" y no de orientar los negocios de la sociedad hacia 
la explotación ganadera como dice la actora en su alegato 
(fs 82 vta ) 

Sin embargo, tales antecedentes carecen de eficacia para 
resolver el caso de autos: son hechos ciertos la existencia de la 
sociedad, que entre sus objetos se encuentra la compraventa 
de bienes íaíces y por último que ha exist.do un mayor valor 
en la venta de los campos objeto de este litigio. 

La enunciación existente en los estatutos a que se ha hecho 
referencia precedentemente y la realízac ón de operaciones den- 
tro de esa Órbita, llevan a considerar que la actora tiene como 
objeto de su comercio la compraventa de bienes raices y que 
por consiguiente los mismos deben ser considerados como mer- 
caderías de su profesión habitual. Dentro de este orden de 
ideas no es posible realizar la discriminación que préndela 
accionante: todas sus operaciones sobre bienes raíces serán 
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r<m»iilornclns dé igual manera pues <tc lo contrario importaría 
entrar a juzgar sobre intenciones en cada caso que se cuestio- 
nara con la consiguiente inseguridad en el régimen impositivo. 
La letra de la ley es clara y no admite las cuestiones que plan- 
tea la recurrente. 

Aunque como se ha expuesto éste es el principio que, ii 
juicio del suscripto, debe regir en casos de esta naturaleza, es 
de hacer notar que en la prueba de los hechos no surge en for- 
ma alguna que la adquisirón de los campos tuviera por finali- 
dad su explotación directa, sino por el contrario, que ello se 
hizo en salvaguardia de los capitales nmenazados con la deava- 
lorización y por ser tas inversiones en caninos "las primeras 
que tendrían las \'entajas de una valorización cuando la reac- 
ción general se produzca". 

He ahí explicado H lapso de tiempo que media entre la 
compra y !a venta y robustecido el principio que sostiene esta 
sentencia. 

Por todo lo cual fallo rechazando ta demanda interpuesta, 
con cestas. — Belísono Gaché Pirón. 



Sentencia oe i.a Cámara Federal 

Buenos Aires, 14 de febrero de 1949. 

Vistos estos autos seguidos por S A.F.Y.R. Sociedad Anó- 
nima Financiera y Rural contra el Fisco Nacional (D.O.l.R.) 
s,/ repetición, venídes tu apelación en virtud del recurso in- 
terpuesto a fs. 102 contra la sentencia de fs. 99, el Tribunal 
planteó la siguiente cuestión a resolver : 

|Es justa la sentencia apelada! 

Sobre esta cuestión el Sr. Juez T)r. Carlos Herrera dijo: 

Que en estos autos se plantea de nuevo la cuestión de ai 
las ganancias obtenidas en la venta de inmuebles por una 
sociedad que tiene entre mis ohjet : vos el de comprar y vender 
esos bienes, constituyen un incremento de su eapitnl o un vi* 
dito imponible. 

Que las circunstancias del presente caso son distintas a 
las que tuviera en vista la eiimnra al resolver el de lira ve 
( Corte Sup-, pilliMt 209. 129), pues allí era un particular 
que había real'zado d ¡venas operaciones, las cuales no f nerón 
consideradas suficientes ñora caracterizar una " profesión ha- 
bituar 1 en los término* del art. 25, iii P , «), ley 11.082; mien- 
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tras que en éste kb trata dé una persona jurídica tíiic tiene 
entro sus objetivos el de "adquirir y vender bienes raice» , 
8«<"ún c! art 3 de sus estatutos. Aquí ya no es necesaria I» 
habitualidad, siendo suficiente, de acuerdo con el texto legal 
indicado, que las operaciones constituyan uno de los ramos de 
su ermereio. Asi lo dejó establecido la Corte Suprema eti el 
caso de la S. A. Hesperia (Fallos. lí>6, 958) j y tal decisión 
no contradice la míe adoptara en el juicio de la S. A. Petróleo 
de Challacó (Fallos, 182, 417), porque eu éste se trataba de 
una sociedad que había vendido en globo ia totalidad de sus 
bienes, lo que permitid afirmar a la Cámara Federal, cuya sen- 
tencia fuera confirmada, que esa venta del conmuto de bis 
bienes soeiales "no es un acto que haga a la profesión habi- 
Ina 1 <le la soe'edad. ni su comercio, ya que ello implica el cese 
de las actividades de ta sociedad". Tamnoco son contrad-ct <- 
rV een la ttHs expuesta las sentencias dictadas por la Corte 
en los caso» de! Banco del Río de la Plata y de Bencich Hnns. 
(Fallos: 194, 442 y II». 251), pues en el primero la decisión 
fe adoptó por considerar ntie la compraventa dé títulos era 
"nrr festín habitual" del Banco; lo que no quiero decir, des- 
de 'nepo, que aun cuando no tuviere cea característica de habi- 
tual Mnd no la comprendiera el art. 25. ine. e), si fuere pj>r 
su* estatutos de las míe constituían objeto de su comercio, bn 
cuanto al juicio de Boncieh. la consideración decisiva fué la de 
<Vt-í A** ? « d«"vrt1nr"7nr : óu de lo» inmuebles, asi 

como el hecho de que la sociedad hubiese demostrado, con la 
ausencia do transacciones, que habla dejado de considerar « 
sus inmuebles como inercadera y une las trataba como mvrr- 
sienes de capital para producir renta. 

Que. finalmente, este t pinina!, en el juicio oiie sienifra 
Pedro D Duba' de contra la Nación en sentencia del 13 de ma- 
vo ppdo„ ha dejado establecido que ante la jurisprudencia de 
la Corte Suprema (Fallos. 19$ 359), confirmatoria de una 
sentencia de la Cfim. Fed. de líosario. carece de trascendencia 
determinar si una sociedad haec u no profesión habitual de ja 
compraventa de bienes raíces, pues siendo ese uno de los obje 
tr« ríe sn constitución, especificado en el contrato soe'al, es 
indiferente el número de operaciones que haya reíd izado, es 
decir, si ella* son o no habituales Basta que esa clase de nego- 
cios constitnva uno de sus objetivos para que el brneficm obte- 
nido de cualquier operación de tal naturaleza haya debido 
pajrar el impuesto a los réditos, de acuerdo con Jo |ne dispo- 
nía la última parte del ine. c) del art. 25, ley 11.682. repro- 
(lucido por el art. a del actual texto ordenado. 
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Por lo expuesto y Ion fundamentos de la sentencia apela- 
da, opino corresponde confirmarla en lo principal que decide; 
y revocarla en cnanto a las castas, las cuales se pagarán en 
el orden causado en ambas instancias, atenta la naturaleza de 
las cuestiones debatidas, de conformidad con lo establecido por 
la Corte Suprema en Faltos: 209, 129, 457, 537 y 556; 210, 
339, 391, 697, 757 y 1088 entre otros muchos casos. 

El Sr. Juez Dr. García Rams adhirió, por sus fundamentos, 
al voto precedente. 

Sobre dicha cuestión e! Sr. Juez Dr. Consol! dijo: 

Opino que corresponde confirmar la sentencia apelada, con 
coatas. 

No basta el término genérico: "atenta la naturaleza de las 
cuestiones debatidas", para eximir, en los presentes autos, la 
imposición de costas al actor. T menos está facultado el tribu- 
nal para liberar de las costas a los litigantes vencidos en sus 
demandas contra el Fisco Nacional, No hay que olvidar que 
la recaudación del impuesto tiende a llenar fines de beneficio 
general para la colectividad y que el Procurador Fiscal "no 
defiende intereses particu tares ". Corresponde a la Nación, 
que ha procedido eorr« tumente, ajustándose al imperio de la 
ley, "la igualdad en el trato de Jas partes". 

En esta causa —donde se debaten cuestiones, como engo- 
dos los juicios — corresponde aplicar las costas de ambas ins- 
tancias al vencido por las siguientes razones ; 

a) Porque este juicio fué precedido por una amplia dilu- 
cidación de los puntos debatidos en el expediente administra- 
tivo que corre agregado de fs. 16 a 41. 

b) Por la naturaleza del impuesto que cobra el Fisco y 
que incide sobre una ganancia de $ 401.076,06, obtenida por 
la actera en una simple diferencia de precio entre la compra 
y la venta de dos establecimientos rurales. 

c) Porque en la contestación a la demanda el Procura- 
dor Fiscal, Dr. Héctor Bullrich TJrioste, citó, entre otros fallos, 
el de la Cám. Fed. de Rosario, de jul. 22/942, confirmado por 
la Corte Suprema, tu re "Hesperia" (9. A.) v. Fisco Nacio- 
nal, en el que, como lo tiene ya repetido este tribunal, basta 
que los estatutos de una sociedad especifiquen como objeto de 
su constitución la compraventa de inmuebles para que las ga- 
nancias cmei'[rcnte<= de tales operaciones sean afectadas por el 
impuesto a los rédito». 
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d) Son muchos loa antecedentes jurisprudenciales contra- 
rios a las pretensiones de la recurrente que ésta tenía a su 
alcance y conocimiento untes de interponer su demanda de re 
peticióu; debiendo señalarse que la demanda fué instaurada 
en 11 de agosto de 1943. 

e) Porque, aun prescindiendo de la jurisprudencia y de 
la doctrina aplicables al caso *«6 lite, la habitual ¡dad, como 
acto de comercio, de la compraventa de propiedades, ha queda- 
do objetivamente patentizada en las operaciones de a aetora,- 
durante el término de prueba, según constatación del perito 
contador único en los libros de la sociedad. 

En consecuencia, debe confirmarse la sentencia recurrida, 
con las costas de ambas instancias a la aetora. 

Por lo que resulta de la votación de que instruye el acuer- 
do que antecede, se confirma la sentencia apelada ra cuanto 
rechaza la demanda interpuesta por S.A.F.Y.R. (S. A. r i- 
naneiera y Rural) contra la Nación, y se la revoca en cuanto 
a las costas, que se declaran en el orden causado en ambas ins- 
tancias. — Horacio García Rama. — Carlos Herrera. — Maxi- 
miliano Comoli (en disidencia parcial en cuanto a las costas). 

Dictamen del Procukadou General 

Suprema Corto : 

•Dadas las razones que expresé al dictaminar in re 
"Caballero Libia Emilia Pipino Vda, de y otros v. Ad- 
ministración General de los Ferrocarriles del Estado 
¿I indemnización de daños y perjuicios" y que en ho- 
menaje a la brevedad doy por reproducidas, considero 
que de acuerdo con el art. 3», inciso 2% de la ley 4055, 
el recurso ordinario de apelación interpuesto es proce- 
dente. 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional 
(D. G. I.) tiene constituido representante especial, el 
que ya lia asumido ante V. E. la intervención que le co 
rresponde (fs. 118), Buenos Aires, agosto 22 de 1949. — 
Carlos O. Del fino. 
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FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos A i ros, 20 do marzo, Año del Libertador General 
San Martín, 1050. 

Vistos los untos "S. A. F. Y. R. Sóe. Anón. Finan- 
ciera y Rural v. Fisco Nacional (Dirección General iiel 
Impuesto a los Réditos) s.¡ repetición**, en los que se 
ha concedido a fs. 110 vta. el recurso ordinario de ape- 
lación. 

Considerando; 

Que el recurso ordinario de apelación concedido ti 
fs. 110 vta. os procedente con arreglo a lo resuelto por 
esta < 'orte Suprema en la sentencia dictada el 6 del co 
rricnte en la causa " Caballero labia Emilia Pipino 
Vda. de y otros v. Administración General de los Ferro- 
cu rriles del Estado". 

Que la aotora se considera agraviada por la sen- 
tencia de la Cámaro Federal de Apelación de la Capital, 
dando como fundamento esencial de su actitud el hecho 
de que la Sociedad S. A. F. Y. R. se encuentra capaci- 
tada por sus estatutos para realizar toda clase de acti- 
vidades, salvo la de aseguradora, de lo que concluye que, 
al no tener objetivos específicoa sino una capacidad tan 
amplia como la que goza una persona física, en cuanto 
es compatible con su naturaleza, se impone verificar si 
la operación que motivó este juicio lin constituido o no 
un acto de su comercio habitual. 

Que el art, 3 de los estatutos do la actora — agrega- 
dos a fs. 17 —dice que * 4 La Sociedad tiene por objeto 
hacer toda clase de operaciones financieras, comerciales 
(salvo las de asegurador) . . . permitidas por las leyes, 
poíno también adquirir y vender bienes raíces..." etc. 
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Con esta mondón o x presa de los estatutos sociales no es 
necesario aportar prueba alguna sobro si han sido o no 
realizadas otras operaciones do compraventa sobro in- 
muebles, pues como lo tiene resuelto esta Corte Suprema 
en los autos "Pedro Dionisio Duhulde v. Nación Argen- 
tina" T. 211, p. 1254, no es necesario examinar si la So* 
ciedad hizo o no profesión habitual do la compra-venta 
de bienes raíces, una vez verificado que so trata de una 
actividad propia de la misma, para que proceda el pago 
del impuesto correspondiente a tal actividad cuando 
efectúe una operación de ese género. 

Que en cuanto a las costas, cabe hacor prosonte — 
como lo reconoce el memorial de la demandada — que 
el Fiscal do Cámara consintió la sentencia que rovo- 
cuba la del inferior en la parte que Impon (a las costas 
al vencido. Dada la naturaleza de las cuestiones debati- 
das corresponde» también, eximir de costas en esta 
instancia a la actora. 

Por las consideraciones expuestas y habiendo dic- 
taminado el Sr. Procurador General, so confirma la 
sentencia apelada en todas sus parles, sin costas. 

Rodolfo O. Valbwíükla — Tomás 
D, Casahks — Pklipb San- 
tiago PAríz — Atilio Pbs- 

baoso. 



PROVINCIA rite CORDOBA v. SUCESION ANGEL A. 

LEZICA 

JUItlSMCClOX Y COMPETENCIA: Santón. Futro di attae- 
t íVin, Ácviottcñ per/tonales d* ton úeteféom, 

El juicio sucesorio atme la» cjceii<:íonc* por cobro do tm- 
puestos provincial»; lo cual no importa violación de las 
autonomía* lóenle*. 



FALLOS DE LA COItTK SUPREMA 



Dictamen del pHOCüHADOtt Grneral 

Suprema Corte: 

Puní conocer en el juicio de apremio seguido por el 
Fisco do la Provincia de Córdoba contra la sucesión de 
Angel A. Lezica* se han declarado competentes tanto el 
Juez de 1* instancia en lo Civil de la Capital de aquella 
Provincia, como el de igual carácter de la Capital Fede- 
ral, donde tramita el expediente sucesorio (fs. 15 vta., 
16, cap. N* 48; fa. C vta., 7, exhorto N* 11.091, y fs. 35, 
exp. ffl 241 ), lia quedado planteado así un conflicto que 
debe resolver la Corte de acuerdo con lo dispuesto por 
el art. 9* de la ley 4.055. 

Del expediente respectivo traído ad effectum viden<H 
y que corre agregado por cuerda separada, resulta que 
el juicio universal se halla aún pendiente de divers' s 
trámites, y es doctrina reiterada de V. E. que t en tales 
condiciones el fuero de atracción de! juicio sucesorio 
afecta a la ejecución por cobro de impuestos fiscales se- 
guido ante otra jurisdicción (180, 11; 188, 157; 193, 107 
entre otros). 

De conformidad con lo expuesto, opino que corres- 
ponde dirimir la presente contienda en favor de la com- 
petencia del señor Juez en lo Civil de la Capital de la 
República. — Buenos Aires, marzo 1 de 1950, Año del 
Lil icrtador General San Martín. — Carlos O, Dclfhw. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de marzo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Autos y vistos: Considerando: 
Que con arreglo a lo dispuesto por los arts. 3284, 
¡né. 4" del Código Civil, y 12, inc. 1' de la ley 48 t la juris- 
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prudencia de esta Corte Suprema ha declarado reitera- 
damente que el juicio sucesorio atrae las ejecuciones por 
cobro de impuestos provinciales. Ha decidido, asimis- 
mo, que ello no importa violación del principio de la 
autonomía local asegurado por el art. 105 do la anterior 
Constitución Nacional —98 de la actual— por tratarse 
de normas legales que el Congreso ha podido válida- 
mente establecer en virtud de la atribución conferida por 
el art 67, inc. 11, de la Constitución anterior —68, inc. 
11, de la actual- (Fallos: 156, 62¡ 177, 36; 188, 157; 
193, 107). 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General, declárase que corresponde al Sr. Juez en lo 
Civil de la Capital ante quien tramita el juicio sucesorio 
de don Angel A. Lezica conocer del juicio de apremio 
iniciado contra la sucesión por el Pisco de la Provincia 
de Córdoba por cobro de los contribuciones y multas 
adeudadas por las propiedades situadas en el territorio 
de aquélla. En consecuencia, remítasenle los autos y 
hágase saber al señor Juez de Y instancia de Córdoba 
en la formo de estilo. 

Rodolfo G. Valenzübla — Tomás 
D. Casabes — Felipi: San- 
tiago Péhez — Atilio Pes- 



sagno. 



ADOLFO ARIZA Y OTROS v, 8. A. COMPAÑIA QUIMICA 
RECURSO EXTRAORDINARIO: RequMtot fórmale*. Introduc- 
ción dé la catión federal Oportunidad. Pateamiento en ti etertto 
de Ínter poticiú» del recurso extraordinario. 

Ann cuando la Constitución Nacional actualmente en vi- 
sor haya «do «melonada después de la fecha en que elrecu- 
rente expresó agravios contra la sentencia » dj J™ e ™ 
instancia de los tribunal™ de la justicia del trabajo de 
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la Capitnl Federal, y antes del Tallo de 2* instancia, no 
procede el recui"so extraordinuro fundado en las cláusn- 
Shs de aquélla, si no se intentó someter esa cuestión al 
conocimiento del tribunal de la causa y se las iiwoeó por 
primera vez en él escrito en que se interpuso dicho re- 
curso. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no fedérale». Interpretación tte normas y actos comunes. 

La interpretación de la ley 11 544 no constituye cuestión 
federal a los cfeetfs del recurso extraordinario aun cuan- 
do se invoquen cláusulas eonstitncn nales que no privan a 
aquélla de su carácter de ley común. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de marzo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos "Recurso de hecho deducido por la 
acto ra en los autos Arizn Adolfo y otros v. Compañía 
Química S. A.", para decidir sobre su procedencia. 

Considerando: 

Que cstn Corte Suprema ha admitido que, excepcio- 
nalmonte y por causa justificada, la cuestión federal 
puede ser planteada después de ta litis contestación, 
siempre que se lo haga on la primera oportunidad posi- 
ble, pues de otro modo aparecería como una reflexión 
tardía (Fallos: 188, 482; 210, 718; 212, 258). 

Que aun cuando fucru exacto que la actual Consti- 
tución Nacional ha sido sancionada con posterioridad a 
la presentación de la expresión de agravios por el recu- 
rrente, esa circunstancia no bastaría por sí sola para 
autorizarle a plantear por primera vez en el escrito de 
interposición del recurso extraordinario cuestiones fe- 
derales fundadas en las normas de aquélla, sin haber 
intentado antes someterlas al conocimiento del superior 
tribunal de la causa, de modo que éste pudiera admitir- 
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las y pronunciarse sobre ellas, o rechazarlas, dando así 
lugar a su invocación como fundamento del recurso ex- 
traordinario. .' , 

Que el recurrente no pretende haber intentado plan- 
loar en el juicio cuestión federal alguna con anterioridad 
n la sentencia apelada, de modo que no lia podido ser 
tomada en consideración por el tribunal que la dicto; 
a lo cual se agrega que ésto ha denegado el recurso ex 
traordinario precisamente por no haberse introducido 
oportunamente en el juicio dicha cuestión. 

Que, por otra parte, la queja fúndase eu " la inter- 
pretación errónea hecha de la ley 11.544 frente a los pos- 
talados de la nueva Constitución" y en no tratarse de 
"la aplicación sencilla de las leyes de derecho común, 
como se dice, sino —por el contrario— la falta de apli 
cación de un criterio ecuánime de la ley más benigna 
para el trabajador, conforme a la disposición constitu- 
cional correspondiente". En definitiva, trátase, pues, 
de la interpretación de una ley de naturaleza común aje- 
na al recurso extraordinario, lo que impide la proceden- 
cia de la apelación sobre la base de la invocación de 
cláusulas constitucionales que no privan a las leyes 
incorporadas a los códigos de ese carácter (Fallos: 214, 
196 y 423, sentencia del 10 de octubre de 1949 en el Re 
curso de Hecho Ortiz Severino v. La Blanca), conforme 
a lo dispuesto por el art. 15 de la ley 48 y a la jurispru- 
dencia de esta oCrte Suprema. 

Por tanto, desestímase la precedente queja. 

Rodolfo O. Valenzuela — Tomás 
D. Casabes — Felipe San- 
tiago Pérez — Atilto Fes 

SAONO. 
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ANA CORTES CARCAMO in re FAXNY DFAiOlSNI DE 
P1EKIÍO v. JOSEFINA SORIA GALVARRO 

RECURSO EXTIiAORDIN ARIO: Requisitos propio*. Cuixtiones 
no federales. Interpretación de normas y actos comunes. 

La interpretación de la ley 13.581 no constituye cuestión 
federal ('). 



OT ECO FERNANDEZ ARIAS v. COMPAÑIA AZUCARE- 

RA TCCCMANA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Relación di- 
retía. Smtenekt can fundamentas no federales o federales consentí- 
tíos. Fundamento» de orden común. 

No procede el recurso extraordinario fundado en la vio- 
lación de la* cláusulas eonst itucirnales referentes a los De- 
rechos del Traba jador que, según el recurrente, provendri» 
del error en que habrían incurrido tanto el juez de Ja 
causa como ta Cámara de Apelaciones de la Justicia del 
Trabajo, en la apreciación det alcance y espontaneidad 
de la renuncia que a su cargo formulara aquél, por vía 
de la deficiencia del análisis de los distintos elemento» 
de juicio acumulados a la en usa y por defecto en la apli- 
cación de los principios de derecho eomíín que rigen e) 
«aso { a ). 



SILVIO LUNARDI Y OTROS 

REflORSO ORDINARIO I)E APELACION: Tercera instancia. 
Juicios en f/iifí la Nació* es parte. 

No procede el recurso ordinario de apelación en tercera 
instancia ante la Corte Suprema respecto de la sentencia 
de una cámara ferleral que versa sobre la falta de derecho 
de loa defensores de los contrabandistas para detraer el 
monto de sus honorarios del valor de ln mercadería co- 
misada. 



(9) 20 il« marzo. 
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Dictamen uel Pbocuhadoií Grnehal 

S ti p rema Corte : 

Estimo u justada a derecho ta denegatoria de lo» 
recursos ordinario y extraordinario de apelación inter- 
puestas a fs. 293 a) del principal. 

En cuanto al primero de ellos, es exacto, como se 
nfirma en la resolución de fs. 300, que no media en el 
presento incidente de cobro de honorarios profesionales 
ningún interés fiscal, por lo que el caso no encuadra 
dentro de la hipótesis prevista en el art. 3*, inc. 2* de la 
ley 4.055. La oposición a los pedidos de fs. 248 y 252 no 
se halla, en efecto, sustentada por el Fisco sino sólo por 
los adjudicatarios de la mercadería en infracción, que 
en todo caso son los únicos que podrían resultar afecta- 
dos por el pago de lus honorarios en la forma que se 
pretende por los recurrentes. 

En cuanto al recurso extraordinario, opino que no 
está suficientemente fundado, toda vez que se omite la 
pertinente referencia a los hechos de la causa y a la 
vinculación que los mismos y las cuestiones debatidas 
en aquélla guardan con la cuestión federal que se pre- 
tende someter a la decisión de la Corte Suprema. 

Por tanto, correspondería el rechazo del presente 
recurso de queja. Buenos Aires, marzo 7 de 1950, Año 
del Libertador General San Martín. Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de marzo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido en la 
causa Lunardi Silvio, Tagoni Walter Jorge y Fritscher 
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Ernesto s/ contrabando", para decidir sobre bu proce- 
dencia, 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, 
toda vez que el recurso ordinario de los ines. 1 y 2 del 
art. 3 de la ley 4055 tiene por objeto proteger los inte- 
reses deJ Fisco Nacional, cuando se disputare un valor 
superior a m$n. 5.000, ta referida apelación es improce- 
dente cu tos supuestos en que no está en debate interés 
económico alguno del fíobierno de la Nación. — Fallos : 
203, 31)8. Oonfr. también doctr. Fallos: 203, 155. 

Que tal os sin duda el caso de autos, en que lo deci- 
dido por la Cámara apelada a fs. 281 versa sobre la falta 
de derecho do los defensores de los contrabandistas a 
detraer del valor de la mercadería caída en comiso, el 
monto de sus honorarios, cuestión debatida exclusiva- 
mente entre el particular denunciante y aquéllos y en la 
que el Fisco Nacional carece, en la especie, de interés. 

Que en cuanto al recurso extraordinario en cuestión 
es también claro que el escrito en que se lo dedujo — fg. 
200 a) del principal— está deficientemente fundado con 
arreglo a lo resuelto en casos análogos. (Fallos: 214, 
1ÍJG y 307 y otros). 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General, se desestima la presente queja. 

Rodolfo G. Valbnzüela — Tomás 
D. Casares — Fklipe San- 
tiago Pérez — Atilio Pes 
kac.no. 
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SIXTO JOSE ANIBAL BAFICO v. IMPUESTOS 

INTERNOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propias. Cuestionen 
no fedrralfs. Exclusión de Jas cuestiones de hecho. Impuestos u tasas. 

Las conclusiones de la sentencia apelada referentes a la 
comprobación del destino de la chafalonía y piedras co- 
rrespondientes a las alhajas desmontadas, así como a ln 
venta y pajio del impuesto de alhajas cuya ausencia se 
advirtió en la inspección que encabezó el sumario, no w>n 
susceptibles de revisión por vía del recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitas propios. Cuestione» 
no federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Impuestos 1/ tasas. 
No procede el recurso extraordinario fundado en la inte- 
ligencia del art. 27 de la ley de impuestos internos (t. o.) 
si la sentencia apelada 110 considera aplicable al caso dicho 
precepto porque no se han probado falsas declaraciones, 
actos u omisiones que tuvieran 41 por mira defraudar los 
impuestos internos" y el Pisco no pretende que dicha nor- 
ma pueda ser aplicada aunque no esté probada la inten- 
ción de defraudar. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, mayo 19 de 1948. 

Vistos y Considerando: 

Que al proceder los empleados de la Adm. Gral, de Impues- 
tos Internos de la Nación a la inspección del comercio de jo- 
yería, relojería y platería situado en ta calle B. Mitre 833, 
perteneciente al recurrente Sixto José Aníbal B^afico — snee- 
sor de Juan B. Bafico e hijo» joyeros inscriptos en dicha Ad- 
ministración— , se constató que faltaban del inventario de dieho 
comercio las alhajas identificadas bajo los núms. 1102, 10.104, 
26.633, 13.388, 18.409 y 1146. sin que en los libros correspon- 
dientes existiese anotación alguna que justificara su destino 
por lo enal en la resolución administrativa de fs. 72 se lies» 
a la conclusión que dichas alhajas habían sido vendidas, omi- 
tiéndose el pago del impuesto respectivo. 



sraa r\him de la corte suprema 

t¿ue si bien i* cierto que un existe obligación para el co- 
merciante (Je tener las alhajas en el negocio en el momento 
de la inspección, éü cambio, debe justificar la falta de la» mis- 
mas, ^isa que ño se ha hecho en esta causa con respecto a 
esas al lia jas, pne% la prueba aportada a ese efecto no ha «ido 
clara ni rféldilVa, debiendo confirmarse el fallo administrativo 
en cnanto a ellas se refiere, a im'rito de las siguientes razones ¡ 

I» La alhaja identificada bajo el núm. 1102 fué presen- 
tada con posterioridad, alegándose que había sido dada en con- 
signación a un cliente que procedió a su devolución, pero no 
basta la declaración del testigo Pablo Bianehi para dar por 
prohado ese hecho, ni se ha constatado que la alhaja presentada 
es la misma que la faltante, 

2* La núm. 10.104 (que según la recurrente faltaba por 
tratarse de un reloj en poder de un cliente que lo devolvió, 
sustit n vendólo por otro de diferente número de caja) no cons- 
ta en el correspondiente asiento de Ies libros, que es la única 
prueba de descargo ofrecida al respecto, dicho pretexto atc- 
gado, no estando, pues justificada la devolución y sustitución 
referidas. 

3° La núm. 26.633 (que también se trata de un reloj 
que habría estado en "uso personal" del recurrente y que, 
según éste manifiesta, fué devuelto con posterioridad & la ins- 
pección y vendido al Sr. Vérce) su tnrdía venta y la falta de 
identificación del reloj en el asiento respectivo, no pueden ser 
motivo de absolución al respecto. 

4» Las núms. 13.388 y 18409 (que la recurrente sostiene 
en su expresión de agravios haber exhibido con posterioridad) 
.su destino no puede ser debidamente probado con los asientos 
de los libros. 

5* La núm. 1146 que figura perdida; tal circunstancia 
fué corroborada por el perito contador, pero ella no es causal 
de descargo, pues, conm se ha dicho en casos análogos, de 
«eeptarse tal defensn sería en extremo fácil eludir las obliga- 
ciones impuestas por la ley. 

Que también se constató en la referida inspección, que 
además faltaban 2ílí* ni ha jas que la recurrente manifiesta haber 
roto para confeccionar nuevas alhajas y vender el resto como 
chafa lenía. y de la prueba realizada en esta instancia, y espe- 
cialmente de los informes periciales de fs, 1¡W y 234. surge 
que las 226 alhajas indicadas en la planilla A, corriente a 
fs. 14. fueron desmontadas y vendidas en la forma que f ; gura 
on les libros correspondientes, no pudiendo imputarse a la re- 
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curreute la infracción que importaba efectuar roturas sin in- 
tervención de la Adm. Oral, de Impuestos Internos, ya que el 
requisito de la autorización previa ha sido en la actualidad 
dejado sin ofceto, y, por tanto, caá disposición favorable a la 
sumariada debe nlcHiizurle, aunque el hecho de referencia sen 
anterior (art. 2, O. Penal). 

Que, cu cambio, con respecto a las 69 alhajas contempla- 
das cu la plniiilla B (Fs. 18), no existiendo constancias suFt- 
«icntemeiite explícitas de su rotura y venta, pues en el libro 
de "stock" no figuraban anotaciones fehacientes de dichas ope- 
raciones, debe confirmarse la penalidad impuesta por su falta, 
ya que ni la pericia contable (Fs. 198 y 234) ni las declara- 
ciones testimoniales de fs. 158 y 194 destruyen por completo 
las eonclusioues a que llega la Adm. Oral, de Impuestos Inter- 
nos en su resolución condenatoria con respecto a esos 69 cases, 
hiendo a la recurrente y no a esa Administracifin a qníen corres- 
pondía demostrar clara y fehaei«utemente el destino dado a las 
mismas. 

Que en cuanto a los artículos que ajiareeían inventaria- 
dos como objetos de adorno no gravados omitiéndose mencionar 
en su descripción las aplicaciones de plata que ostentaban, y 
a las tres alhajas adquiridas a particulares sin contabilizarse 
ta operación, de acuerdo con lo resuelto por este juagado y Ja 
Ctím. Ped. en los autos caratulados Melman, Natalio, I. 
[-48.791-941 y Huberman y Cía, I. I.-2250-1-943, sentencias de 
fechas marzo 21 y set. 6/944 y jun. 2 y set. 4/944. respecti- 
vamente, no debe considerarse en fraude dichas alhajas, apli- 
cándose ñor dicha causa tan sólo una multa de acuerdo con lo 
dispuesto en el art. 28 del t. o. de las leyes de Impuestos 
Internos. 

Que siendo así, corresponde aplicar a la recurrente una 
umita igual al décuplo del impuesto adeudado por las alhajas 
identificadas bajo los uíims. 1102, 10.104. 26.633. 13.388. 
18 409 y 1146 y las que figuran detalladas en la planilla B 
corriente a fs. 18, es decir, una multa de $ 23 328,63, debién- 
dose, además, aplicarle otra multa por las infracciones refe- 
ridas en el considerando anterior que se gradúa en la suma 
de I 2.000. 

Por ello, impónese con costas a S : xto Jnsó Aníbal Eafi- 
(!0 — sucesor de Juan B. Bafíco e hijo— una multa de 
$ 25.328,63, quedando así modificada la resolución administra- 
tiva de fs. 72/74. — Oscar J>. Palma Beltrán. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, 18 de noviembre de 1949. 

Considerando : 

1* Que los inspectores de la Adm. Oral, de Impuestos In- 
ternos, con fecha 31 de enero de 1944, iniciaron en los libros 
y papelea de la firma Sixto José Aníbal Bafico un inventarío 
y compulsa que se prolongó, mediante los datos complementa- 
rios y comprobaciones exigidos al sumariado, hasta mayo 
23/945 (acta de fs. 68 vta. a 69 vta.). Los inspectores dejan 
expresa constancia de que llalieo, en conocimiento de la mi- 
sión de aquéllos, "pone su casa a nuestra disposición y nos 
acompaña en todo nuestro cometido" (f. 23). 

Con fecha set. 8/945, la Adm. Oral, de Impuestos Eternos 
dieta resol nción condenatoria, en base a la disposición del 
art 27 de la ley de la materia, a cuyo fin confecciona las pla- 
nillas "A" y "B", en las que se registran i as alhajas que el 
interesado manifiesta haber roto o deshecho; en la planilla 
"C" se detallan tos artículos de bazar cuyos adornos de metal 
plata no figuran en los libros; se señalan 3 alhajas que el 
sumariado adquirió a particulares, cuyas piezas no fueron con* 
tabil izadas y, por último, se dan como f altantes los artículos 
núms. 1102, 1146, 10.104, 13.388, 18.409 y 26.633. 

£1 Sr. Juez a-qwo en su sentencia manifiesta: a) respecto 
de la alhaja núm. 1102, no acepta la explicación del sumaria* 
do. quien la presentó con posterioridad alegando que habla sido 
dada en consignación a un cl : ente que procedió a su devolución; 
b) referente a la núm. 10.104, tampoco admite sn devolución 
por tratarse, según la firma en causa, de un reloj en poder 
de un cliente, cuyo número de caja no es coincidente; e) en 
cuanto al núm. 26.633, que habría estado en uso personal del 
recurrente y fuera devuelto y vendido con posterioridad a la 
inspección, le declara inenrso en responsabilidad; d) sobre los 
núms, 13.388 y 18.409. la sentencia declara que m destino 
un lia podido ser debidamente probado con los asientos de los 
libros; e) y, por último, refiriéndose al núm. 1146, que figura 
como perdido, si bien tal circunstancia ha sido corroborada 
por el perito contador, declara que no es causal de descargo. 

De lus nlanilbis "A" y t, B , \ el Sr. Juez a-qnn acept» 
que las alhajas indicadas en la planilla "A" fueron de&mon- 
tartns v vendida* en 'a forma oitc fisruran en los libros corres- 
pondientes, no constituyendo infracción el hecho de efectuar 
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roturas sin intervención de la Adm. Oral, de Impuestas ínter- 
nos, porque el requisito de la autorización previa ha quedado 
sin efecto en la actualidad por el decreto de marzo 10/944. 
En cambio, confirma la penalidad impuesta respecto de las 
alhaja* contempladas en ta planilla "B" por considerar que 
no existen constancias suficientemente explícitas de su rotura y 
venta. 

Asimismo, si bien no deben considerarse en fraude los 
objetos de adorno a los que se ha omitido mencionar las aplU 
caciones de plata que ostentaban, ni tampoco las 3 alhajas ad- 
quiridas a particulares sin contabilizar la operación, la sen- 
tencia aplica «na multa de acuerdo con lo dispuesto en el art, 28 
de] t. o. de Tas leyes de impuestos internos. 

2» A los fines de constatar los cargos formulados por los 
inspectores de la Adm. Oral, de Impuestos Internos, el juzgado 
designó un perito oficial ún ; eo t quien produjo de fs. 198 a 208 
y a 234 vta. un informe minucioso, cuyas conclusiones objeti- 
vas y claras este tribunal acepta como valederas y decisivas. 
Uno de loa puntos fundamentales en que reposa la aplica- 
ción de la penalidad aplicada por la Administración y ratifi- 
cada por la sentencia, finca en la diferenciación de la planilla 
"A" y "B". 

Cabe señalar, sin embargo, que el juzgado que, como me- 
dida para mejor proveer» requirió del contador oficial de tri- 
bunales interviniente la ampliación de la pericia respecto de 
las constancias de ambas planillas, no ha dado razón alguna 
para separarse de lo dictaminado por dicho perito, quien a 
fs. 234 y vta., expresa que; "Los asientos del libro 1 Stock 
de la firma recurrente relacionados con Tas alhajas especifi- 
cadas en la planilla "A" (fs. 14, 15 y 16 del sumario) pre- 
sentan sendas leyendas que dicen: M Rnto Adler'\ 

"Respecto a las alhajas detalladas en la planilla "B (f. 18 
del sumario), las anotadme* de dicho libro "Stock'* ostentan 
las mismas leyendas que se reproducen en la columna denomi- 
nada «destino atribuido por el interesado" de la atada ptem- 
Va, salvo en 3 casos en que se advierte una pequeña vanante 
que no altera en esencia sn contenido*'. 

La firma sumariada presentó a fs. 62 una planilla detallan- 
do las ventas efectuadas a mayoristas joyeros de los brillantes 
y chafalonías correspondientes a las joyas desmontadas. 

La pericia de contabilidad refirma que dicha planilla coin- 
cide con las constancias de la contabilidad principal que lleva 
el comercio del sumariado. Además, las ventas fueron reali- 
zadas, según la misma pericia contable, a comerciantes inscnp- 
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tos y están debidamente asentadas cu el libro oficiul de "Deela- 
raciona Juradas de Impuestos Internas", libro que ha sido 
reiteradamente inspeccionado por funcionarios de dicha Repar- 
tición, y cuyas constancias concuerdan exactamente con las de- 
da raciones jurada* presentadas mensualmente por el suma- 
riado. 

De manera que la Administración conoció, en su debido 
momento,, las ventas efectuadas, quedando a cargo de los ma- 
joristas compradores el pago del impuesto interno a deven- 
garse en operaciones ulteriores. Desde otro punto de vista, co- 
rresponde destacar ta observación del perito contador — fs. 204 
y vta.— manifestando que en la cuenta de mercaderías de la 
casa del sumariado no han ingresado otras que las detalladas 
en el libro general de "Stock", de lo que debe inferirse que 
las alhajas de las planillas **A" y "B" han constituido el con 
junto de los artículos vendidos a los comerciantes mayoristas. 

También inciden en la decisión de ta presente causa las 
disposiciones de ta resolución núm. 582 de la Adm. Oral, de 
Imp. Internos, de fecha julio 19-945, cuyo srt. 24, textualmente 
preceptúa: "Fíjase una tolerancia uniforme del 2 *fo sobre el 
importe total de las ventas o transferencias de objetos auntaa- 
rios realizadas por el inscripto de balance a balance o compul- 
sa oficial, la que será recmwcida sin iucc*¡dad de prueba fl'- 
í/iiiw". 

Con relación a loa alhajas f altantes, ct perito contador da, 
en su dictamen, explicaciones suficientes que eliminan toda po- 
sibilidad de intención dolosa de parte del contribuyente. En 
efecto, de fs, 205 a 206 vta., el informe pericial consigna los 
siguientes detalles ¡ 

a) Artículo N* 1102. — "Según el libro "Stock" se 
refiere a «un par pendientes platino brillante, perlas negras» 
de un costo de £ :í.l24, el cual habría sido vendido en mayo 23 
de 1944 a la "8ra. Marta*' en $ 2.500. Acerca de esta venta el 
libro Caja registra al folio 78, y con igual fecha, un ingreso por 
ventas al contado de $ 2.550, cuyo importe se discrimina en el 
borrador de Caja, folio 241, en tres partidas, una de las cuales 
>e refiere a: *nrt. 1102 — Sra. Marta— 1 par tornillos perla» 
negras platino y baguet $ 2.500*'*, 

b) Artículo N* 10.104. — "Este artículo identificado con 
este número se refiere Kcgúu libro "stock" a; cun reloj pulse- 
ra oro 10 ktes. — Lougines — cuero» (Caja núm. 4.850.210* de 
un costo de $ 256,75, el cual fué dado de baja por venta efec- 
tuada a Ramírez Salchcx mu fecha abril 17-945 en $ 360. Figu- 
ra ingresado este impnrte al folio 140 del libro Caja núm, 14 
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involucrado en las ventas del día ascendentes a $ 1.189 y con 
e) siguiente detalle extraído del libro Borrador de Caja al folio 
53: tl0.1U4, un reloj pulsera oro 18»". 

e) Artículo N" 13.388. — "Individualiza este número 
del libro "Stock" cuna cigarrera plata y oro> de un costo de 
i 150 t 42 y figura vendida a Miguel Fernández con fecha enero 
31-946 e» $ 180. Esta venta se anota al folio 9 del libro de Ventas 
del ente sucesor, en igual fecha, debitado en la cuenta del com- 
prador Miiniel Fernández pur el detalle «una cigarrera plata y 
oro N* 13.388, * 180»". 

d) Artículo N* 18.40r. — "Bajo este número el libro 
"Stock" identifica: «un par tornillos platino y brillantes» de 
un costo de 1 403,76, apareciendo como vendido en mayo 28-94;i 
a Marcelo Martín en la suma de I 550". 

"El ingreso de su importe consta al folio 142 del libro Ca- 
ja núm. 14 confundido con laa otras ventas al contado del mismo 
día, mayo 28-945, que totalizaron $ 1 165 y que según el detalle 
que suministra el libro Borrador de Caja al folio 56, esta in- 
tegrado entre otras partidas por: «artículo 18.409: un par 
tornillos platino y 2 brillantes * 550»". 

0) Artículo N» 26.633. — "Con el número indicado el 
libro "Stock" singulariza a «un reloj hombre oro 18 K. U. 
Xardin» de un costo de * 230, el cual fué dado de baja gi 
mayo 21-945 por venta al *'Sr. Veree" en la suma de $ 400 
En el mismo libro consta otra nota que dice: «Uso particular 
A J B»" 

"Al folio 141 del libro Caja núm. 14 se registra la entra 
da de las venta» al contado de aquel día, mayo 21-945. que 
alcanzaron a * 656,50, cifra ésta que según el libro Borrador 
de Caja incluye el «artículo núm. 26.633: un reloj tambre 
oro 18 k. a vidrio U. Nardin, * 400»". - 

f) Artículo N* 1146. — "Este artículo, según el libro 
"Stock", correspondía a «una pulsera oro platino brillante» 
y zafiros» de un costo de % 277,44, figurando como vendida a 
Lizarralde, con una nota que dice «perdida» . 

Finaliza su dictamen el perito-contador expresando: Lue- 
go, informo en conclusión que los artículo» especificados en el 
resultado primero de la resolución administrativa de f*. *3 
romo foliantes del negocio en el momento de la inspección ini- 
ciada en enero 31-944, con excepción heeba del identificado 
con el núm. 1146 —que se da como perdido— fitfuran poste- 
riormente vendidos y tributando el correspondiente tmpucstv 
interno en la* fechas y por los importes que se expresan en et 
cuadro qué antecede". 
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La compulsa de los 5 libros oficinlizudos abarcó la con- 
tabilizaron de 29,500 artículos, de cuyo considerable volumen 
ilc mercaderías sólo queda injustificada una pulsera — articu- 
lo núm. 1146 — ettyo valor es de $ 277,44, y que el sumariado 
registra en sus libros como perdida. Su actitud negligente al 
respecto, al igual que la no consignación de las aplicaciones de 
pinto en objetos de adorno y la adquisición de 3 alhajas a 
* particulares sin contabilizar, le hacen pasible de una sanción 
a graduarse dentro del margen que contempla el art, 28 (t. o.) 
de ln ley de Imp. Internos. 

3» Fuera de las irregularidades precedentemente seña- 
ladas y a las que se aplicará una pena, los demás hechos impu- 
tarlos no generan responsabilidad alguna para el sumariado, 
en razón de que han sido satisfactoriamente explicados y acia 
rados a través de las nruebas rendidas en autos. 

Las partea ban discutido tanto en 1* como en 2* instan- 
cias el alcance del art. 27 (t. o.) de lo ley de Tmp. Internos, 
por lo que el tribunal, que no cree procedente su aplicación al 
caso de autos, considera oportuno y necesario expresar su 
pensamiento respecto de la sanción contenida en dicha dispo- 
sición legal. 

La ley 3764, a la que pertenece el art. 36, análogo al 27 
del t. o. en vigencia, según se desprende de ln discusión 
parlamentaria, tuvo, además del propósito de facilitar la per- 
cepción de los impuestos internos, una doble, finalidad cmiere- 
tada por el diputado Oigena, miembro informante del des- 
pacho de la Comisión de Presupuesto, en los siguientes térmi- 
nos: "Est* proyecto, además, tiene un objeto moral izad or y 
de higiene. De moral, puede decirse, porque garantiza al in- 
dustrial honesto h comité te nvia honrada u feal en el mercado.- 
y de kioiene, puede decirse también, porque viene a prestar 
una orón protección al consumidor, evitando que en lugar 
de artículos natura>* o bebidas naturales, se le ofrezcan ár- 
tico Iris adulterados, bebidas artificiales, sofisticadas, que mu- 
chas veees pueden traer daños a la salud y también peligros 
n la vida" (Cíím. de Dips.. "Diario de Ses/*. p. 243, sesión 
de nov ; embre 25-8Ü8). 

Al ort, 36 sólo se agregó que la pena de arresto sería 
aplicada "por los tribunales". El Senado lo votó sin reforma, 
como salió de la Cámara de Diputados. 

Vrmtiewo n r 't>s desiun'» de la vitrencia de la ley 3764. el 
art. 14 del Tít. ITT de la ley 11.252 incorpora el nuevo im- 
puesto n las piedras preciosas, alhajas y objetos de adorno de 
oro, plata o platino o que contengan basta un 20 % de estos 
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metales. Su implantación obedeció a razone* muy distintas 
de los ijttt informaron ta letj H?M. 

En efecto, según lo señaló el diputado J. R. Rodríguez 
en la sesión de junio 27-923, para evitar el contrabando se 
fijaron a las piedra;; preciosas y alhajas derechos aduaneros 
poco elevados, circunstancia que indujo ni legislador a crear, 
además el impuesto interno a aquellos artículos, que, una vez 
en el interior del país, fueran objeto de operaciones gravadas 
eou dicho tributo. 

En Ja jiarte final del prealudido art. 14 se estableció que 
se aplicaría en todo lo pertinente las disposiciones de la ley 
3764. A su vez, la Ilegl. Oral, vinculó a las penalidades del 
art. 27 ft. o.), "cualquier defraudación al Pisco por concepto 
de este impnesto" (art. 34). 

Es necesario, pues, destacar que en la intención del legis- 
lador, la responsabilidad emergente de la infracción varía se- 
gún so trate de alcoholes, cervezas, fósforos, etc. —ley £764— 
o de alhajas, artículos suntuarios, etc.. cuyos gravámenes se 
rigen por las disposiciones de la ley 12.2">2. 

Desde otro ángulo, i-abe distinguir esta penalidad —diez 
tantos de la suma que se ha pretendido defraudar íart. 27, 
t. o.)— de las multas establecidas por las 00. de Aduana, 
"cuyo rigorismo formalista, ha dicho la CorJ¡ Suprema, no 
es superado por otras leyes y no debe aplicarse a impuestas 
infernos, desde que el art. 36, ley :¡7(¡4. mencionn a "eual- 
qtiier falsa deela ración, acto ti omisión que tenga por mira de- 
fraudar los impuestos internos", es decir, se mencionan los 
rernudos de la "falsedad" v de la "mira de defraudar", no 
como los arK 1025 y 102fi de las Ordenanzas premeneionadas 
qnp USÍo exigen el hecho y la posibilidad de disminuir la 
renta" ( Palios. 175.5). 

En un fallo ulterior agrega: "Cabe rebordar que esta 
Corte hn tenido oportunidad de analizar el alcance del art. 
:lfi. lev ÍI761. Ha sentado, así, en el fallo recaído en los autos 
Míirtíneü y Tin. —en noviembre 3-937 — la doctrina de que el 
texto de oue se trata no sanciona la gola violación formal de 
las disposiciones de la ley o sus refflamcntns, por lo que. en 
consecuencia, las penas que prevé no son de necesaria aplica* 
riVÍM cuando el contribrtuentc justificara su falta de intención 
d^ defraudar, u las modalidades de ta cansa hicieran excusa- 
ole ¡a omisión en que ha incurrido*' f Palles. 179. 337). 

La Corte Suprema ha ratificado el alcance que asigna al 
texto del art. 36. lc.v 3764 —hoy 27 del t. o.— en reiterados 
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pronunciamientos: Pallo»: 177, 459; 180, 400; 182, 37, ¡141) y 
384; 184, 530, etcétera. 

En el juicio (¡romlonn y Cía. v. Imp. Internos, la Corte 
Suprema puntualizó ím causa* de atenuación, cxchitfcntes tif- 
ia inUncitín de defraudar — que son de estricta aplicación al 
caso suh juilii-f— manifestando: "Corroboran la ausencia 
de inteneión de perjudiear al Fisco las circunstancias que 
eoinprucha el Sr. Juez a fs. 62. —consid. 4* — a saber : la 
existencia de asientos en loa libras de comercio de ta recurren- 
te comprensivas de tas operaciones sujetas a impuestos difí- 
cilmente compatibles con el ánimo de ocultarlas; la colabora- 
ción de la firma can la investigación decretada; a lo que cabe 
ugrcpnr que no se pretende se haua incurrido en otras irre- 
gularidades semejantes a las que han sido tenidas en cuenta 
por el tribunal en varios de las antecedentes eitados en el 
transcurso del fallo'*. 

"Que en tales condie iones el caso de autos encuadra en 
el supuesto previsto por el art. 37, ley 3764 —28 del t. o.— 
correspondiendo, en consecuencia, la imposición de una mul- 
la a divo efecto el tribunal encuentra justa la aplicada por 
auto de fs, 62" (Fallos, 182, 349). 

Este tribunal se ha pronunciado, en la aplicación del 
art. 27 t. o., en el sentido de que aun en ta duda acerca de la 
comisión de infracciones a las leyes de impuestos infernos de- 
be absolverse al procesado, según lo ha establecido la Corte 
Suprema en Fallos, 83, 27. 

Asimismo, ante el pago efectuado por el sumariado del 
impuesto correspondiente a los artículos mima. 1102, 10.104, 
26.663, 13.388 y 18.409, es de tener en cuenta lo expresado por 
la Cám. Fed. de Tucutiián : "Siendo la multa en casos como 
el presente un accesorio de la obligación principal, el recibo 
del impuesto sin observación por parte de la oficina recauda- 
dora, ej-t inane aquélla, de acuerdo con la doctrina del art. 
52") del Código, sin que en tal circunstancia pueda establecer- 
se diferencia para la aplicación de esa recia, cuando el paso 
se haga voluntariamente de cuando medie interpelación ju- 
dieial. pues donde la ley no distingue no es lícito hacer dis- 
tinciones" M. A., t. 11, p. .">13>. 

l*nr último, en cnanto a la condenación de las mnltjis 
por i n fracciones formales y urad unción de las penalidades 
contempladas en los arts. 27 y 28, (t. o.) de la ley de ímp. 
Internos — sesrún lo estipulan los arts. 4' y 9* de la ley 13.649 
— y cuyas disposiciones invoca el sumariado, corresponde, a 
Tos fines ulteriores de esta causa y con el objeto de que haca 
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valer oportunamente su derecho, dejar establecido que aquél, 
en tiempo, lia expresado su voluntad de acogerse a los bene- 
ficios de la referida lpy 13.649. 

En mérito de his precedentes consideraciones y de la 
falta de comprobación de la mira de fraude, se reforma ta 
non í encía recurrida, y, en consecuencia, la resol uchíii adminis- 
trativa, que lia sido objeto del recurso contencioso, condenán- 
dose it Sixto Jost'> Atiíbol Bafico — sucesor de Juan B. Bafico 
— a una umita de $ 500, con costas. — Horneo Fernando Ca- 
mera. — Maximiliano Comoli. — Abelardo Jorge Montiel. 

Dictamen del Phocui¡ai>ok Gen* bu al 
Suprema Corte: 

« 

Hallándose en juego la ínter predación de normas 
federales, el recurso extraordinario concedido a fs, 259 
es. procedente. 

En cuanto al fondo del asunto, el Pisco actúa por 
intermedio de apoderado especial el que ya ha asumido 
ante V. E. la intervención que lo corresponde (fs. 270). 
Buenos Aires, febrero 16 de 1950, Año del Libertador 
General San Martín. — Carlos G. Del fino. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de marzo, Año jel Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos "Bafico Sixto José Aníbal s/ Tmp. 
Int. 2034-1-944", en los que se ba concedido a fs. 2f>9 el 
recurso extraordinario. 

Considerando : 

Qtie la sentencia de fs. 248 atenúa la condenación de 
I a instancia, en la cual se bahía reducido la de la Direc- 
ción de Impuestos Internos, por consideraciones de lie- 
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olio y prueba. En efecto, res poeto a las planillas A y B 
la sentencia juzga sat i sf actor! amonto comprobado mo- 
tilante constancias de los libros y papeles respectivos 
que so consideran llevados con regularidad, el destino 
de la chafalonía y las piedras correspondientes a las al- 
hajas desmontadas y el conocimiento que de ello tuyo 
la Administración (fs. 249 y vta.). En cuanto a las alha- 
jas f al tantos, en la sentencia se detallan los asientos que 
a juicio do ia Cámara acreditan la venta de cada una di* 
ellas y el pngo del impuesto. Y si bien se trata de ope- 
raciones que habrían sido realizadas con posterioridad 
a la comprobación de la ausencia — pero antes de (pie 
terminara la investigación — , la Cámara considera que 
las constancias encontradas demuestran satisfactoria- 
mente que la falta observada en la inspección inicial del 
;il ite enero de 1ÍÍ44 no constituye por sí sola prueba de 
que el eoinereiatite inspeccionado actuara dolosamente 
con los objetos deque se Irata (fs. 250 a 251 vta.). Lo 
cual es apreciación de la prueba, irrcvisiblc, como tal, 
en el recurso extraordinario. Las cuestiones relativas a 
las aplicaciones de plata que se omitió consignar en la 
mención de algunos adornos, a la adquisición de tros 
ni tía jas a particulares sin la contabiliznción correspon* 
diente y al registro de una alhaja como perdida, que han 
determinado la imposición de una multa, no se las ha 
hecho objeto del recurso (eonf. escrito de interposición, 
fs. 257 v 258, y memorial de fs. 270 a fs. 271 y 272). 

(¿ue tampoco es admisible o] recurso respecto a la 
inteligencia del art. 27 de la ley de impuestos internos 
f T. O.), La Cámara no considera procedente su aplica- 
ción en la causa porque no se han probado en ella fal- 
sas decln raciones, actos n omisiones que tuvieran "por 
mira defraudar los impuestos internos". Y como el Fis~ 
en recurrente no pretende que la sanción de dicho ar- 
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tirulo pueda aplicarse aunque no esté probada la inten- 
ción de defraudar (i's. 275) la eucstiónse reduce al juicio 
de la prueba de dielia intención, — lo cual es ajeno al 
recurso extraordinario — . Las consideraciones sobre el 
alcance de la reforma introducida por la ley 11.252 en 
el art. 36 de la 3764 no sustentan la decisión ni tienen 
relación directa con las * aestiones que están concreta- 
mente en tela de juicio. 

Que lo mismo ocurre con la inteligencia atribuida ul 
art. 24 de la resolución de Impuestos Internos N v 582, 
del 19 de julio de 1945, pues si bien se invoca la toleran- 
cia admitida en dicha norma ello se buce con carácter 
meramente subsidiario, pues respecto a las alhajas des- 
montadas (listas A y B) la conclusión de la sentencia es 
terminante en el sentido de que está probado el destino 
de la totalidad do estos objetos y el pago del impuesto 
pertinente 

Por tanto y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General se declara improcedente el recurso extra- 
ordinario concedido a fs. 259. 

Rodolfo O. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Atilio 
Pessaono. 



JUAN CARLOS 2U1LBERG Y OTRO o. PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES 

DAÑOii Y PEItJUIVIOS: RrupotMibiUtiad ttri Kstatlo. ÜttS&l «vi- 
río?. 

Ijii provincia demandada es responsable por los daños y 
perjuicios ocasionados al actor por la apertura de un 
camino en el «ampo tic aquél tV*clnradii irregular por ia 
Corte Suprema en el fallo que decidió el interdicto pro- 
movido por el mismo. 
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DA SOS Y PERJUICIOS: Determinación dé la indemnización. Da- 
ño material. 

ha era ve impresión do la prueba de los danos cuya in- 
dcmnijuición reclama el actor oblipa a resolver en favor 
del deudor las dudas que de ello se siguen. 
Demostrado que la apertura de un camino en el campo 
del actor, efectuada por orden de la autoridad provincial 
y declarada irregular por la Corte Suprema, impuso a 
aquél la construcción de un alambrado que después tuvo 
que levantar, respecto del cual es deficiente la prueba do 
sus características» clase y estado de los materiales utili- 
wuIhh, y c«istn de la mano de obra empleado para colocar* 
lo y levantarlo, corresponde aplicar la norma del art. 229 
del CYidigo supletorio. 



Dictamen del Procurador. General 

Suprema Corto : 

El presente juicio seguido contra la Provincia de 
Buenos Aires por indemnización de daños y perjuicios 
quedó radicado ante el Tribunal, mediante demanda y 
contestación, con anterioridnd al 16 de marzo ppdo., fe- 
cha en que entró en vigencia la nueva Constitución Na- 
cioal. En consecuencia, y de acuerdo con lo resuelto ta 
re " Buenos Aires, la Provincia v. Polledo Casimiro S. 
A, Comercial y Ganadera" (marzo 31 ppdo,), procede 
examinar el caso, a los efectos de la competencia de V 
E., a la luz de los preceptos de la antigua Carta Funda- 
mental. 

De acuerdo, pues, a los mismos, tratándose de una 
causa civil y hallándose acreditada la distinta vecindad 
de los actores non las constancias de fs. 20 y vta. de loa 
autos agregados, opino que V. E. tiene jurisdicción para 
cojioeor de la presente causa — Buenos Aires, mayo 
31 de iíMH. — Carlos C. fl* lfw», 
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FALLO DE LA CUltTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de marzo, Año del Libertador General 
San Mnrtín, 1950. 

Vistos los autos: "Milherg Jnun i Jarlos y M li- 
be rg Héctor Rtigero v. Buenos Aires, la Provincia s/ da- 
ños y perjuicios", de los que resulta: 

Que a fs. 4 se presenta D. Guillermo X. Viacaya, en 
nombre y representación de los Sres, Juan Carlos Mil- 
bcrg y Héctor Rugcro Milberg, demandando a la Pro- 
vincia de Buenos Aires por indemnización de daños y 
perjuicios. Funda la atolón en los lieehos y el derecho 
que, en síntesis, son los siguientes : 

El 2tí de noviembre de 1943 la provincia demandada 
tomó posesión violenta, sin cumplir requisito legal algu- 
no, de una fracción de campo propiedad de los actores, 
situada en el partido de Grnl. Villegas, a los efectos de 
abrir un camino y librarlo al uso público. Promovido el 
correspondiente interdicto posesorio, la Corte Suprema 
hizo lugaT al mismo el 7 de octubre de 1946, condenando 
a la Provincia a reponer las cosas en el estado en que 
se hallaban antes del 20 de noviembre de 1943, a su car- 
go y con coBtas. Como )n demandada no diera cumpli- 
miento a la sentencia referida, los Sres Milberg vióron- 
se obligados a ejecutarla por su cuenta, obteniendo ia 
restitución de la posesión recién el 30 de mayo de 1947, 
habiéndoseles privado del usufructo de la fracción de 
que so trata desde el aludido 2fi de noviembre del año 
1943. Nuevamente en posesión de la tierra, fué menes- 
ter levantar el alumbrado que al abrirse el camino de- 
bió colocarse en toda su extensión, toda vez que ahora 
parecía de objeto e impedía la racional explotación del 
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cnnipo. Por todo olio los actores reclaman el daño emer- 
gente y el lucro cesante, cayo importe estiman en m$n 
7.(HH). Kn cnanto al derecho, invocan los arts. 110Í), 1113, 
2VM y floncordaiitofl del C. Civil. 

Después ile referirse a la competencia originaria 
del Tribunal, f|ue se da por acreditada a fs. 7 vtn., ter- 
minan solicitando so condene a la Provincia do Buenos 
Aires ai ¡vago do la cantidad que so reclama, o a la quo 
en definitiva so fije, con sus interósea, costos y costas. 

Corrido traslado do la demanda, la contesta a fs. 
1(1 1). Cosme Lastiri, en representación de la provincia 
demandada, negando los hechos y el derecho invocados 
por los actores, salvo los quo expresamente reconozca. 

Dice que el dominio de la fracción de campo cuya 
posesión fué restituida a los Sres, Jlílberg pertenece a 
la Provincia por ser él el correspondiente a un camino 
público que los mismos actores habían clausurado por 
sí y ante sí, por cuyo motivo los gastos que so deman- 
dan deben pesar sobro ellos. Subsidiariamente, y para 
el caso que la acción prosperase, discuto el monto re- 
clamado, que juzga elevado. Niega también la posibili- 
dad de indemnizar en el caso e[ lucro cesante, toda vez 
que la restitución que se hiciera de la fracción do cam- 
po aludida no importa reconocer a los actores derecho 
de propiedad sobre la misma, arguyendo además quo no 
se ha concretado perjuie' > alguno ostensible en el pe- 
ríodo de la discutida desposesión. Sostiene, finalmente, 
que la Provincia no puede ser responsable por las con- 
secuencias de un acto que hace a su derecho y que no 
son aplicables al snh judice los preceptos legales que 
invoca la demanda. Termina solicitando su rechazo, con 
costas. 

Abierta la causa a prueba se produce la que el ac- 
tuario certifica a fs. 81, alegando las partes sobre su 
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mérito a fs. 83 y *JU. El Sr. Procurador General se expide 
a fs. 92, di dándose la providencia de autos para defi- 
nitiva a fs. í*2 vta. 

Y considerando : 

Que la responsabilidad de la provincia demandada 
por los daños y perjuicios que haya podido causar la 
apertura de un camino en el campo de los actores decla- 
rada irregular por esta Corte en la sentencia del inter- 
dicto respectivo, no puede cuestionarse. La defensa ale- 
gada cu la contestación de la demanda (fs. 10) y en el 
alefato (fs. 90 j une importa sostener, después de aque- 
lla sentencia, la regularidad del acto ejecutado por la 
Provincia es impertinente en todo sentido. 

Que el hecho de la apertura irregular del camino 
y el tiempo de la ocupación están probados con las cons- 
tancias del juicio posesorio. 

Que la construcción del alambrado, impuesta por 
la a]>crtura del camino so ha probado con las declara- 
eiones concordantes de fs. 30, 30 vta., 60 y 61. No hay 
prueba alguna de desearlo sobre el particular. 

Que la prueba es claramente insuficiente respecto al 
arrendamiento no cobrado por la extensión que ocupó el 
camino, pues si bien al cercarlo se habría substraído su 
extensión a la ocupación de los arrendatarios cuyas 
fracciones fueron cercenadas, no hay constancia nin- 
guna de que se les hiciera reducción en el arrendamiento. 

Que el alambrado no era de seis hilos lisos y dos de 
púa, como se dice en el ínter rogatorio de fs. 29 de la 
prueba actorn. El testigo de fs. 30 no puedo afirmar de 
cuantos hilos era ; el de fs. 30 vta. dice que en parte de 
su extensión tenía sólo cuatro hilos; y los do fs, <¡0 y 
(il afirman que cierta extensión era de cuatro hilos li- 
sos y uno de púa y otra de tros hilos de púa. 
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Que esta grave imprecisión do la prueba obliga a 
resolver en favor del deudor las dudas que de ella se si- 
güira lanío con respecto al costo del material empleado 
cuanto en lo relativo a lo pagado por la instalación y el 
levantamiento. Por !o demás tampoco hay prueba de 
que los materiales empicados fueran nuevos, y si eran 
usados cu qué estado se hallaban cuando se los utilizó 
en este ccrcumiento. Y la que se ha traído sobre el costo 
de la mano de obra no ilustra porque se refiere a los 
sueldos mensuales de los alumbradores, pero nuda dice 
sobre el tiempo que pudo insumir la instalación y el le- 
vantamiento de uu alambrado como el de que se trata 
en este juicio. 

Que todo ello no se suple sino deficientemente con 
las deeta raciones de fs. 30 y 30 vta. según las cuales el 
costo de los alambrados en la zona cuando se tendió el 
de tos actores era de más o menos $ 2.50 el metro oom* 
prendidos materiales y mano de obra, pues en todo caso 
éste sería el precio para los alambrados comunes, de 
seis hilos lisos y dos de púa con no menos de un poste 
y cuatro varillas cada diez metros, etc. Y ya se lia di- 
cho que el alambrado en cuestión no tuvo esas caracte- 
rísticas. 

Que, por lo demás, debe señalarse ,a omisión en la 
demanda de todo detalle sobre los gastos cuyo reembolso 
se reclama no obstante tratarse de erogaciones efectua- 
das por los actores y de las cnalcs debían tener, por 
consiguiente, constancia exacta. Y se debe señalar tam- 
bién que siendo así éstos "estiman" los perjuicios 
en m$n. 7.WK), — "o lo que en definitiva fijen los peri- 
tos" (fs. 5 vta.) y luego pretenden hacer valer una 
prueba según la cual el perjuicio ascendería a casi 
m*n. 20.000. 

Que, en suma, lo que está positivamente probado es 
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que la apertura irregular del camino impuso la cons- 
trucción de un alambrado en una extensión de máa o 
menos en torce mil metros y que el alambrado fué cons- 
truido. Pero en vista de las deficiencias de la prueba 
respecto a las características (leí que se construyó, a la 
clase y estado de los materiales empleados, — de lo cual 
se sigue la dificultad para determinar el importe de la 
depreciación cansada durante los tres años y medio que 
debió mantenérselo cu ese lugar — , a lo que puede costar, 
en este caso, la instalación y el levantamiento, es de 
aplicación ta norma del art. 220 de la ley supletoria, 
— Cód. de Proc. en lo Civil y Comercial—, pues está 
prohada la existencia de un perjuicio pero no se lia jus- 
tificado su importe como era posible y debido. 

Por tanto, se hace lugar a la demanda y se declara 
que la Provincia de Buenos Aires debe pagar n los ac- 
tores, en el plazo de noventa días la suma que éstos ju- 
ren adeudárseles dentro de la de pesos cinco mil moneda 
nacional que se fija con ese objeto. Con intereses a 
estilo de los que cobra el Banco de la Nación Argentina, 
desde la fecha de la notificación de la demanda, y con 
costas. Y llámase la atención a los firmantes de los es- 
critos de fs. 10 y 90 por el desconocimiento que los 
mismos implican de la autoridad de la sentencia pronun- 
ciada por esta Corte en el interdicto ventilado entre las 
mismas partes. 

Rodolfo G. Valenzitela — To- 
más D. Carakes — Atilio 
Pessaojío. 
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TOMAS V. ATTWELL v. MULLKTt l>K POMPERT Y Cía. 

XOTIFICACfOX. 

Vencido el termino del emplazamiento sin <j i n- la parte 
haya comparecido ante el tribunal tic apelación corres- 
ponde notificarle pur nota las resoluciones «pie se dicten. 

NOTiFlCAClOS. 

lia notificación del emplazamiento para comparecer ante 
el tribunal de apelación hcclia al letrado de la parte tnie 
actúa por derecho propio» no suple la que corresponde 
efectuar al interesado. 



lÍEsoí.uriÓN DE r,A (.'Ama ka Federal 

Paraná, 2 de diciembre de 1849, 

1 I¡d) ¡en do t musen rr ido el plazo de cineo días que estable- 
ce el decrrtn-ley 4l!óíi 4ó, sin que todas las partes hayan her'io 
uso del derecho de opción (jue dicha disposición les confiere, 
remítase esta cansí sin más trámite a la Exima, ('¡'¡mará de 

Apclaeii s para la .íustieia Letrada de Jos Territorios <lcl 

Norte cotí asiento en desistencia (Chaco). — Eduardo ./. A/a- 
vatro. 



Sentencia de la Cámara he Apelaciones de ws 
Territorios del Norte 

Kcsistciu-ui. U\ de diciembre de t í*. 

Y vistos: 

Por livs fundamentos dados en el expediente n" 1H<¡/Íi4y, 
"{innzález tiraría no c. Valentín Ljuirox sobre desalojo", en 
el fallo dH día 14 del corriente mes y año. ipie m- dan por re- 
prndilcidns, y no Jodiiendo la Cania ra Federal de Apelación 
de Paraná cumplido con Ja Acordad» de la Corte ¡Suprema de 
Justicia de la Nación del m de setiembre de este año, «pie ha 
ordenado, que- en estos casos, la notificación delie ser por cé- 
dula, por tratarse de un emplazamiento, (Tít. IX de la ley 50), 

Por ello, devuélvase el presente expediente a la Cámara 
Federal de Apelación de Paraná, invitándola en el cuso de 
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que insista en su incompetencia antes de llenar los trámites 
legales, para que los eleve a ta Excma, Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, a los fines previstos por el art », 
inc. a) de la ley 4055. — Valentín IfambtautL — Ilontcto N. 
Carien. — José R. Bergallo. 

Sentencia de la Cámara Fkdekal 

Paraná, 11 de febrero de 1950, Año del Liber- 
tador General San Martín. 

Y vistos: 

El expediente "AttweII Tomás e. Mullcr de Poinpert y 
Oía s cobro de pesos", devuelto por la Cámara de Apelacio- 
nes para la Justicia Letrada de los Territorios del Norte, en 
virtud de lo resuelto por la misma a fs. 92; y 

Considerando : 

Que el art. 3* del deereto-ley 4256/45 establece que una 
vez instalada la Cámara de Apelaciones para la Justicia Le- 
trada de los Territorios del Norte, con asiento en Resistencia 
(Clioc»), 1c serán remitidas por esta Cámara Federal de 
Paraná las caimas pendientes en la» que a aquélla le corres- 
ponda entender según la jurisdicción territorial establecida, 
si hubiere conformidad de partes y que se entenderá que exis- 
te esta conformidad si las partes dentro del término de cinco 
.lías de instalado el Tribunal no manifestaren expresamente 
su voluntad de nue la causa continúe en la jurisdicción del 
tribunal en que se halla. 

Que establecida cu esos términos la presunción de la con- 
formidad en la remisión de las causas a la Cámara de Ape^ 
I aciones de Resistencia para el caso de que no inanif estasen 
lo contrario dentro de los cineo días de instalado dicho Iri- 
Imnal, el decreto 425(1/45 omitió, sin embarco, determinar la 
forma en que debe hacerse conocer a las partes la instalación 
de la nueva Cámara, razón por la cual y con momo de una 
consulta formulada por el mencionado Tribunal con fecha 
5 de acostó de 1949, la Exema. Corte Suprema de Justicia de 
I* Nación ÍExp. de Superintendencia letra "F n» 21) en 
ejercicio de sus facultades de reglamentación dispuso en Acor- 
dada de fecha 8 de setiembre del misino año que la aludida 
instalación debe notificarse personalmente o por cédula en 
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decreto 4236/45 equivale u un emplazamiento para que las 
¡nirtes hagan uso de! derecho que a ellas se Ies otorga, lo cual 
requiere dicha forma de notificación conforme a 'o dispuesto 
en el Tít. IX de la ley nacional de procedimientos n' 50. 

(¿tic la referida disposición reglamentaria de la Exima. 
Corte Suprema, dictada contemplando los planteamiento» pe- 
ñérales formulados por la Cámara de Ttes : ¡rtcncia, lia sido 
observada invariablemente por esta Cámara Federal de Para- 
ná en los numerosos expedientes eii que se ha prese ntndo la 
sil nación más corriente que indudablemente es hi que se ha 
tenido principalmente en vista al elucidar aquellos plantea- 
mientos generales— en que las partes lian comparecido ante 
e.stn instancia. i*ero es evidente que dicha disposición regla- 
mentaria no puede, en eiimbio. tener una estricta aplicación 
literal en ciertas situaciones especiales, como la que se presen- 
ta en estos autos, en que al concederse libremente a fs. H7 vta. 
los recursos Interpuestos, las partes fueron debidamente em- 
plazadas para comparecer unte esta Cámara, sin filie, no obs- 
tante ello, hayan concurrido a ejercitar sus derechos en la 
instancia de alzada. 

Que en la situación expuesta resulta impracticable la 
notificación por cédula y serían ¡finalmente contrarias al ré- 
•rimen procesal vigente las medidas Sugeridas por la Cámara 
de Resistencia en la resolución recaída en el expediente "Gon- 
zález Graciano c Valentín Uniroz s desalojo citada en la 
resolución de fs. í)2, por cuanto "oficiar al Juzgado Letrado 
para une los interesados constituyan domicilio lepa! ante el 
Superior para luego notificarlas o bien emplazarlas directa- 
mente por el .Tuez mencionado que cumplirá la medida dis- 
puesta como funcionario delegado" serían medidas que equU 
valdrían a un segundo emplazamiento que esta Cámara no 
puede estar obligada a realizar, pnroue la ley no las ordena y 
porque ellos superarían el interés de las partes que a pesar 
del em piara miento va efectuado no han concurrido a esta ins- 
tancia a defender los derechos controvertidos en el juicio ni 
a enterarse de las circunstancias y continucticias suscitadas en 
su substanciación y porque, de admitir dicho manera de pro- 
ceder, sería menester obrar de igual modo en todas las situa- 
ciones previstas en la ley de modificaciones del procedimien- 
to federal n* :JC4fl acudiendo en cada caso ni lejano domicilio 
do litigantes remisos. 8i es obvio oue. en coso de ineompare- 
cencta de las partes, las sentencias definitivas v los tnterlneufo- 
rias con fuerza de tales que pronuncia el Tribunal se conside- 
ran válidamente notificadas por mito, resulta evidente por su 
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lógica que cu idéntica situación acaecida en estos autos, la 
nota puesta a fs. DO es perfectamente valedera, porque no 
puede considerarse que el presumible aunque incierto interés 
jurisdiccional de las partes es superior a su menos incierto 
interés respecto de la suerte Tin ai del pleito. Es de observar, 
sobre este particular, que todas las disposiciones procesales 
referentes a las notificaciones personales o por cédula presu- 
ponen que las partes tienen intervención acordada y domicilio 
constituido y reeonoeido en la instancia en que aquéllas deben 
practicarse, pues no es congruente hablar de notificación per- 
sonal a partes que no se lian apersonado en la instancia ni 
de notiricacióu a domicilio a partes que no lo han constituido 
ante la misma. Finalmente, concordando con el espíritn del 
fallo de la Excma. Corte Suprema Nacional registrado en el 
tomo 192, páií. 104, cabría afirmar qup no procede tener por 
acreditado el propósito de frustrar mediante la notificación 
por ñuta el derecho de opción jurisdiccional acordado por el 
decreto 4256/45 si ha mediado una nejílifrencia cierta de las 
partes "al no comparecer unte el Tribunal de apelación no 
obstante habérseles notificado la -oncesión de los recursos in- 
terpuestos para ante el mismo". 

Que, precisamente, previendo situaciones especiales como 
la producida en estos autos esta Cámara con fecha 21 de no- 
viembre de 1949, o sea el mismo día que tuvo conocimiento 
oficial de la instalación de la Cámara de Resistencia fijó en 
Acuerdo extraordinario la siguiente norma para el mejor 
ordenamiento de su propio proceder, a saber; "Que en todos 
los juicios de cualquier naturaleza y cualquiera sea su estado 
procesal en que se ttnllaren que se encuentran en esta Cámara 
en apelación o por consulta, procedentes de lew Juzgados f ' c - 
trados comprendidos en la jurisdicción atribuida por el decre- 
to 4256/45 a la nueva Cámara, así como en los recursos de 
hecho de cualquier índole une fueren, relacionados con rnusas 
radicadas en esos mismos Juzgados, se notifique personalmen- 
te o por cédula a toda» la* parte* comparecientes en eata ins- 
tancia, sus apoderadas y defensores haciéndoles snher la insta- 
lación de la Cámara de Ambiciones de Resistencia a fin de 
que en el niazo de cinco días a que se refiere el art. íf del 
decreto 4256/45 hagan uso del derecho de opción que les acuer- 
da la misma disposición M . 

Por lo expuesto, «e resuelve: 

Insistir en la resolución de fs. 90 vta. y atento el plan- 
teamiento formulado a fs. 02 por la Cámara de Apelaciones 
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de Resistencia, elevar esta causa a la Excnia. Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, a los fine» previstos en el art. 9\ 
inc. a) de ta ley 405;1. — Jmf Francisco Llorrm. — Enrique 
Varbó Funes. — Edunráo J. Nw&TQf. 

Dictamen* deí. PkocUBADOK General 

Suprema Corte: 

Por acordada de fecha 8 de septiembre ppdo. t V. E., 
a falta de disposición legal que establezca en qué fornui 
se liará saber a las partes la instalación de las Cámaras 
de Apclneiones para la Justicia de Paz Letradu de los 
Territorios del Norte y del 8ud, y en ejercicio de la fa- 
cultad de reglamentación conferida a la Corte Supre- 
ma, resolvió: 

■•Hacer saber a las Cámaras do Apelaciones crea 
das por los decretos -TJ.jí; |4ó y 4207 j4ó, a las Cámaras 
Federales de Apelación de Paraná y La Plata y a los se- 
ñores Jueces Letrados de liawson y Ksque!, que la ins- 
talación de los tribunales creados por los decretos men- 
cionados tU'bvrñ notificarse por ved uta en curia juicio a 
las jiartes del mismo, a partir de cuya notificación so 
contará el plazo de cinco días a que se refieren los artícu- 
los ;t y 7, respectivamente, de dichos decretos". 

Kn el présenle juicio, tramitado ante el Juzgad» 
Letrado de Resistencia (Chaco), y elevado en grado de 
apelación a la Cámara Federal tic Paraná, el tribunal 
de seguada instancia, de conformidad con lo establecido 
en los decretos y acordadas proindieadus, dictó el de- 
creto de fs. 90, por medio del cnal hacía saber a las par- 
tes la inslalación de la Cámara de Apelaciones para la 
Justicia Letrada de los Territorios del Norte, y las em- 
plazaba para que en el término de cinco días hiciera uso 
de la opción sobre la jurisdicción del Tribunal apvlado. 
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La notificación de eso decreto, tal como se resolvió 
en la parte transcripta de lu Acordada de referencia, 
debió hacerse por cédula y no por nota como aparece 
realizada al pie de la providencia. 

El hecho de que las partes no liayau concurrido a 
ejercitar sus derechos en la instancia de alzada, no al- 
tera a mi juicio la situación contemplada por cuanto la 
providencia que ha originado el conflicto, pudo ser no- 
tificada en la forma exigida por medio del exhorto. 

En mérito a todo ello, considero que los autos deben 
ser devueltos al Tribunal de su procedencia a fin de 
que proceda de conformidad con lo expuesto. Buenos 
Aires, febrero 128 de 1950, Año del Libertador General 
8an Martín. — Carlos (i. Dvlfitw. 
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Buenos Aires, 27 de marzo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Autos y vistos; considerando: 

Que esta Corte Suprema, interpretando el art. 213 
de la ley N' 50, ha declarado que vencido el término del 
emplazamiento sin que la parte haya comparecido ante 
el Tribunal, -debe considerársela notificada por nota 
{Fallos: 185, 26; 212, 14). 

Que la exigencia de la notificación por cédula esta* 
blecida por la acordada de fecha 8 de septiembre ppdo., 
presupone la posibilidad de realizarla por haber com- 
parecido las partes ante el tribunal de segunda instan* 
cía y, con arreglo a la jurisprudencia citada, es inapli- 
cable en los casos en que han omitido hacerlo. 

Que, ello no obstante, en este juicio el emplazamien- 
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to decretado por el Sr. Juez do 1" instancia a fs. 87 vía. 
aparece notificado personalmente al apoderado del ac- 
tor, mas no a la demandada, que actúa por derecho pro- 
pio, por lo que no basta la notificación personal de su 
letrado, qu« no lia pretendido ni demostrado tener man- 
dato de la misma para representarla en el pleito. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr, Procurador 
(inicial, devuélvanse estos autos a la Cámara Federal 
de Paraná a fin de que se nulifique a la demandada el 
emplazamiento decretado a fs. 87 vta. Hágase .-saber a 
la ('rimara de Apelaciones de los Territorio* del Norte 
en la forma de estilo, 

Rodolfo (1. Valenzitkla — To- 
más I), Casares — • Felice 
Santiago Pérez — Atilio 
Pkssaono. 



JUAN GUILLERMO WAOXEH 

í0\stlTrr/O,V XAf'KiSAL: i'rineifño* gemtakít, 

Liis disposiciones Icenles vientes con anterioridad a la 
actual Constitución Nac '< na? «tih^ten en tanto no se opon- 
fían a Iíis normas que pila establece. 

JffiCUmo ORDIXATUO m APBLACim: téreeta imtmtia, Can- 

vii ( rimnutlrít. 

La actual Const jt nción Nacional no se opone a la Subsis- 
tencia del art. 8*, in;- 5*. de la ley 4055; ptír ln fpue procedo 
la apelación ante la Corte Suprema interpuesta contra la 
sentencia di- una <'ámani F"rtcnil «le lre« miemhra-i míe 
condené al procesado a 18 años de prisión. 

No comete Ik ''.nicidin calificarlo sino eí delito previsto en 
el art. 165 leí Cód. Penal, quién asciende a un autonió- 
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vil de alquiler con el deliberado propósito de robar a su 
chófer y para adelantarse a una presunta reacción defen- 
siva de éste, lo mata sorpresivamente. 

Sentencia del, Juez Letkado 
Presid. Roque Sáenz Pena, 13 de octubre de 19-47. 

Y vistos : Estas causas de naturaleza criminal seguidas a 
Juan Guillermo Wagner, sin sobrenombre iii apodos, de ape- 
llido materno Sepkuski,, argentino, de 22 años de edad, sol- 
tero, chófer, con instrucción, domiciliado en Oberá, Territo- 
rio de Misiones, y no reineidente, por los delitos de homicidio, 
violación de dnmi cilio y abuso de armas, arts. 60, ines. 2? y 3*, 
150 y 104 del Cód, Penal de las cuales resulta: 

i. Que el día 4 de diciembre de 1945, a las 19,10 horas 
ante la comisaría de esta loealidad, se presenta el vecino Luis 
Enrique Trangoni poniendo en conocimiento de la instruc- 
ción policial que momentos antes su vecino Juan Mirón en el 
camino que va al domicilio del denunciante, sito cu lote 40 
de la Colonia Rivadavia había encontrado el cadáver de un 
hombre cuyo deceso se habría producido momentos antes, a 
juzgar por los rastros existentes, y que antes de tal constata- 
ción había visto un automóvil que según uno de sus hijos era 
el de Vittar, chófer de plaza de esta ciudad. Que ante la in- 
formación que le suministrara su aludido vecino, llegó hasta 
el liiííar del suceso reconociendo que en efecto la víctima era 
el mencionado chófer y que inmediatamente recurrió a la 
instrucción policial a dar parte de tas hechos. 

A fs. 1 vía. obra la diligencia de inspección ocular que 
constatara la existencia del cadáver de la víctima, manchas de 
sanpre y diversos efectos de Eduardo A. Vittar. A fs, 4 so 
consigna un croquis indicando el I ojiar del suceso, como así 
detalles indicadores de las huellas de automóvil que se encon- 
traran junto a la víctima y el recorrido de las mismas. 

Se deja constancia a fs, 6 vta. que a las 21 horas del día 
del suceso el chófer de alquiler Angel Ferreyra pone en cono- 
cimiento de la instrucción que en las calles Sarmiento y Las 
lleras halló estacionado el automóvil de alquiler de la víctima 
el une presenta gran mancha de sangre en el respaldo del 
asiento delantero en dirección al volante. .*e observan animismo 
en el asiento trasero del automóvil un pañuelo y una serville- 
ta eon grandes manchas de sflnsrre, tambión un zapato de la- 
víctima aparece en la parte delantera del automóvil lo cual 
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hace suponer, que el occiso recibió el impacto estando en el 
interior del coche y luego sacado al exterior y dejado por el 
victimario en el lugar donde fuera hallado, habiendo dejado 
posiblemente enganchado, un zapato en el interior del auto; 
aparecen asimismo en el piso delantero dos pedazo» de plomo 
al parecer del proyectil, completamente deformados, y por la 
constatación hecha <>n ta persona de ln víctima, puede estable- 
cerse que la bala después de atravesarle la cabeza fué a dar 
contra la madera de la capo! a donde dejara huella. 

De las investigaciones practicada 1 * se establece que el día 
de autos, un individuo cuya filiación es suministrada por tm 
chófer de la misma parada de automóviles a que perteneciera 
el occiso, tomó el coche de Vittar a las 17 horas y el^ mismo 
mí jet o puede establecerse se hospedaba en la fonda "Améri- 
ca" sita en la Avenida 1 de esta ciudad, donde se informa que 
se trata del prevenido por las referencias y datos suministra- 
dos. Consigue localizársele en la localidad Sautiagueña de 
Monle Quemado adonde se dirigía siguiendo rumbo a Metán. 
Se lo detiene y secuestra posteriormente su valija y efecto» 
personales, como asimismo un revólver Sraith Wesson calibra 

Se dispone su traslado y ya en esta localidad presta de- 
claración indagatora ante la instruccióu preventora mani- 
festando que se encontraba en ésta de paso y en busca de un 
trabajo temporario pues deseaba volver a su domicilio, expre- 
sando que iba hacia la Capital Federal pero en la ciudad de 
Resístenos extravió sus ahorros y resolvió venir a Saenz 
Peña a fin de trabajar y hacerse de unos pesos para regresar 
a Misiones; que como no conseguía trabajo y apremiado por 
la necesidad, nació en su mente la idea de lograr dinero come- 
tiendo algunos asaltos, idea que fué tomando más consistencia 
v eligió como víctima a un chófer d¿ alquiler; así fué como 
después de meditar la manera de realizar el hecho se dtrijrió a 
la esquina que forman las calles 12 y 9 donde acercándose a 
la victima que w encentraba en el interior de su automóvil 
hizo el trato para dar un pa<*eo en automóvil por los alrededo- 
res del pueblo en un recorrido de tres kilómetros aproxima- 
damente, trato que concretan en la suma de $ 5.00 m/n. y. 
va rn camino, tomando el que se indica en el croquis de fs. 4. 
en dirección E«te. después de un recorrido de 500 metro*, 
tomando un callejón hac'a el Norte, en el sitio qne más indi- 
cado le pareció al prevenido, sacando su revólver apuntó a la 
víctima ordenándole retuviera el vehículo, pern como ésta no 
acatara la orden y por el contrario, acelerara la marcha, na- 
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viendo Ademán de extraer algo del cajoneito de herramientas 
colocado a la izquierda Hizo que él deponente perdiera la se- 
renidad y se sintiera atemorizado, momento en que efectuó 
uno o dos disparos en dirección a la cabeza del chófer, desde 
una distancia que calcula de treinta a cuarenta centímetros. 
Que luego de esto tomó la dirección del automóvil y a cierta 
distancia lo detuvo en un lugar que consideró adecuado para 
despojar del dinero a su víctima y sacándola del coche revisó 
sus bolsillos apoderándose de la suma de $ 42 o S 37» pues no 
recuerda exactamente qué cantidad era, luego de lo cual, des- 
pués de limpiar el respaldo del asiento que presentaba man- 
chas de sangre y habiendo ocultado previamente el cadáver en 
et monte, puso en marcha el automóvil que abandonó dos cua- 
dras antes de la fonda donde so hospedaba, a la que llegó en 
formo apresurada y luego de lavarse abonó au cuenta y se 
trasladó a la Estación del Ferrocarril donde emprendió viaje 
hacia Pampa de los Guanacos, habiendo sido detenido en 
Monte Quemado; que con el propósito de ocultar su identidad 
en el momento de ser detenido manifestó llamarse Rolando 
Olmedo, negando que llevaba equipaje. 

A fs. 27 depone llamón Luis Cisnero chófer de alquiler 
quien presenció cuando el prevenido hacía trato con la víctima 
para ocupar su automóvil, 

Manuel Pinto a fs. 29 vta. manifiesta que estuvo conver- 
sando con la víctima momentos antes de que se le acercara el 
prevenido a ocupar el vehículo y que concluye que el mismo 
estuvo esperando <pie el deponente se retirara para aproxi- 
marse como lo hizo. 

Juan Mirón es quien pasando en su sulky descubriera a 
tres metros de un alambrado de la picada, el cadáver de Eduar- 
do Adala Vittar y a este hecho y diversas circunstancias se 
refiere en su declaración de fs. 32. 

Hipólito Tranfroni, ante el aviso del testigo precedente, 
se constituyó de inmediato en el lugar del suceso y aporta 
detalles de haber visto e! automóvil de la víctima en esas pro- 
ximidades conducido por alguien que está sojruro no era su 
amigo Vittar, haciendo constar que no oyó detomción de 
arma de fuego por cuanto en su domicilio, próximo al lugar 
del hecho, existe un aserradero y no podía oírse disparo por 
el ruido de las sierras, todo lo cual consta a fs. 34. 

A fs. 36 vta. declara Venancio Al mirón, chófer de alqui- 
ler, que encontrara el automóvil de su colega en la intersec- 
ción de los calle» 4 v 1 de esta ciudad. 

Eudaldo Toloza o fs. 37. manifiesta que conoce al prevé- 
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nido por haberse hospedado éíi ta fondn propiedad de su pa- 
dre donde llegó el día anterior al hecho, instalándose en una 
habitación ; que mientras comía esa noche preguntó a una her- 
manita del dicente a (pie hora salía el tren para Salta, expre- 
sándole (pie al día siguiente a las 18.10; que el día del suceso, 
después de haber salido en horas do la mañana, volvió a salir 
a las 14 represa nrlo alrededor de las 18 horas en que pidió se 
le preparara la cuenta y luego de lavarse pagó y se diripió a 
la Estación del Ferrocarril, 

Se agrega a fs. 43 nn inventario de las efectos contenidos 
en la valija del procesado que hiera secuestrada en Metán, 
entre los que figura el anua empleada en la perpetración del 
delito. 

Se practica la diligencia de reconstrucción del heuho cu- 
ya acta nhra a fs, 50 vta. 

A fs. fifi ohrn un testimonio de la partida de defunción 
de la víctima, 

10! informe del perito medico designado, se agrega en la 
( «usa a fs. 59 vta. expresando el mismo que la víctima presen- 
ta una herida de hala con orificio de entrada en la región 
parieto-oeeipital derecha y salida en el lado izquierdo de la 
región frontal ; que el proyectil productor era de calibre 38 
y fué disparado a una distancia máxima de G0 centímetros; 
que no se ohscrvnn oíros signos de viobnch; que 'a muerte lia 
sido s¡ nn instantánea en ferina inmediata y la herida lia oca- 
sionado en forma instantánea un estado de eomn. 

He fs. 7"» a S9. se producen actuaciones tendientes a ob- 
ten ir Informes retaeionndot con el prevenido. 

Se indaga a fete ante el Jmgado a fs. 92. en que se rati- 
fica de su indagatoria policial; a fs. 93 se dieta auto de pri- 
sión preventiva contra el procesado por el delito de homicidio, 
que previ e) art. SO, ines. 2* y 3", del Cóil, Penal. 

Teniendo pendiente el proi-csmln una cansa por delito 
más leve ¡míe e! Juzgado de Misiones, se declara ta competen- 
cia de est«' trihunaf en attihas cansas; se clausura el sumario 
a fia. 108 vta. y el Miirsterio Fiscal **e expide a fs. 110, solici- 
tando se aplique ¡d proejado la pena de reclusión perpetua 
por estimar que con toa hachos precedentemente relatados y 
los de la causa más leve, que .se ¡igregn. el prevenido - ■ halla 
i ocurso en los delitos tic hoto iridio, violación de domicilio y 
abUSO de armas — art.s. 80, mea. 2 y 3, 150 y 104. primera 
parte, del Código lVnal, en relación con el 55 del mismo 
Código. 

Al correrse traslado a !¡i IM'en-a, ésta en un meditado 
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estadio de la situación legal de su defendió, sostiene que es- 
tando a su propia confalón es perfectamente claro que no 
tuvo intención de mntur, sino que solamente robar, y que la 
muerte vino después como una contingencia desgraciada; tun- 
dado u citas jurisprudenciales sostiene que los hechos en- 
cuadran en las previsiones de los arts. 165, 150 y ¡íí> del t o- 
álgo PenaJi y por tales delitos solicita se aplique a su defen- 
dido la nena mínima. .. , V 
A fs 119 se presenta el querellante particular otorgando 
poder especial a favor del Dr, Roque K. Demnnte quien a 
fs 123 solicita se le dé la intervención que por derecho cor res- 
ponda ; no haciéndose lugar a lo solicitado por resolución de 
fs 124 Llámase autos para sentencia a fs. 12G vta. ( se dis- 
pone a fs. 108 la acumulación de la causa n* 2092 a la pre- 
sente; se ordena asimismo a fs. 129 vtn. la agregación i de 
ta causo 2232 —folio 46— año 1047, que registrara también 
el imputado ante el Jugado Letrado de Misiones y cuyo 
desglose se ordena a fs. 130 vta. por hahorse dictado en la 
Brisan auto de sobreseimiento provisional. 

II Causa n' 2092. año lí)45, Venida del Juzgado Le- 
trado n' 2 de Misiones. El día 19 de agosto de 194* y s.rndo 
h,s 9 de la mañana, en circunstancias que Pedro KostmK se 
había ausentado momentáneamente de su domied.o, penetro 
en el mismo el prevenido quien fue sorprendido por el dueño 
de .-asa ¡i su regreso mientras se encontraba revisando un lamí. 
En esta actitud, que disgustó a Kosf.uk, el prevenido desen- 
fundó su revólver y exigiéndole que levantara las. manos salió 
hasta el palio, donde acosado por los perros les hizo tres 
disparos, dándose luego a la ropa en un caballo que tema 
en las proximidades. Que al «lar aviso el damnifi^ido n SU 
vecino Pedro Poplnwsky, éste persiguió la prevenido quien le 
dirigió varios disparos. - , . 

Él imputado a fs fi confiesa lisa y llanamente los hechos 
en la forma relatada, explicando que concurrió al dnmreiliu 
del denunciante a visitar a una cl.iea y que habiendo 1 amado 
a ln puerta, como n«. le contestaran, penetro, habiendo, s-do 
sororenrlido por el dueño en el momento mismo de entrada; 
nue se. encontraba algo ebrio. Elevada* las actuaciones note 
este Juzgado, se clausura el sumario a fs. 34 disponiéndose 
la acumulación de la misma a ta presente. 

Y eonaiderand ó : 

1 La existencia de los del i los de homicidio y robo de 
tpie informan bis constancias sumariales de la presente causa, 
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w encuentra ae redil «do con las inspecciones neniare» de fs. 1 
vta. y 6 vta., detención del autor y secuestro de efeetos del 
delito informados por diligencia de fs. 12, peritación médica 
de fs. 59 vta,, partida de defunción del interfecto de fs. 56, 
confesión del autor de f&, 15 vta. y !)2, como así la de los 
delitos de que da cuenta ta causa iinexa en sus propias cons- 
tancias, todo ello de conformidad con las prescripciones de 
los arts. 207 y sietes, del Código de Proccd ¡tinentos Criminal. 

2. La responsahilidnd penal del prevenido derivada de 
la comisión de los delitos incriminados, se encuentra plena- 
mente probada <*n autos con sus respectivas confesiones, con- 
forme a las prescripciones de Ion arta, 316 y 321 del Código 
precitado. 

3. Para determinar el cncuadramiento legal del delito 
cometido por el acusado, en perjuicio de Eduardo Abdnla 
Vi t lar en las circunstancias de que informan los autos, es mc- 
m-Mcr basarse en Jas niani testaciones atenuativas que hace el 
autor de que el móvil fué el robo, y el homicidio uit evento 
que «e produce cuando aquél tiene comienzo de ejecución, al 
no b iiber otra fuente informativa y probatoria indicadora de 
lo contrario, lo cnnl oblign a calificar el hecho en el art. 165 
del Tód. Penal, y los de !a causa agregada en el 150 y 104. 
de violación y abuso de amias, en función todos ellos con el 
art.. 55 del referido texto legal 

4. Que a los efeetos de la graduación de la pena que 
corresponde imponer al acusado por los hechos delictuosos in- 
rriminadns. corresponde tener presentes las siguientes circuns- 
tancias: Falta de Antecedentes condenatorios que perjudiquen 
al prevenido, su instrucción, ta mnii i Fiesta peligrosidad del 
autor, la circunstancia de haber confesado los hechos delictuo- 
sos que se le imputan facilitando de esta numera la acción de 
Ta .justicia, naturaleza del medio ambiente en que actúa y de- 
más modalidades de la causa — arts. 40 y 41 del Cód. Penal—, 

Que a mériío de las consideraciones expuestas, disposicio- 
nes legales citadas y demás constancias do autos, oídos que 
han sido el Ministerio Fiscal y la Defensa, juzgando definiti- 
vamente en esta causa, fallo: Condenando a Juan Guillermo 
TVagner. de filiación ut sttprtt. de haber cometido los delitos 
fie violación de domicilio, abuso de armas y robo calificado, 
previstos por los arts. 150, 104 y 165, en función con el 
art. 55. todos del Código Penal, a sufrir la pena de dieciocho 
años de prisión, con accesorias legales v costas. — Valentín 
líambcaud. 
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Sentencia nu la CXmara Federal 

Pacnná. 14 de marzo de 1!>4Í> 

Y vistos: 

La presente causa criminal seguida a «luán Guillermo 
Wagncr, cuyos dato» personales obran en autos por los deli- 
tos de violación de domicilio, homicidio y abuso do armas ve- 
nida por apelación interpuesta por el Fiscal y ta Defensa con- 
tra la sentencia de fs. 132 a 137; y 

- 

Considerando ; 

í}\i? en te QMfi se refiere a la causa uuc se jé «igne al pro- 
cesado por los delitos de violación de domicilio y abuso tic 
armas, se encuentra proscripta, desdé que la pena máxima que 
pudiera cnrresponderle sería la de tres años de prisión y 
ese termine» ha transcurrido con exceso contándolo desde la 
comisión del delito de homicidio a que se refiere la presente 
«ama qne lo habría interrumpido de acuerdo a lo que dispone 
el art. 67 del Código Penal —ver arts. 62, ine. 2*, 63, 104 y 
IñO del mismo Código — . 

Que lo expuesto precedentemente se funda en la juris- 
prudencia de esta Cámara y de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, de conformidad a la cual cada acción se extin- 
gue con independencia de las otras, correspondiendo su de- 
claración aun de oficio por ser una cuestión de orden pu- 
MU-n —ver entre otros, fallo Suprema Corte Nacional, t 1HÓ. 
p. 28!*—. 

Que en la presente causa ir> 31í»2. año 19-15. seguida 
por homicidio del chófer Eduardo Andala Vittar, el Fiscal de 
Cámara sostiene que está equivocada la calificación que del 
delito cometido se hace cu la sentencia recurrida, siendo fie 
aplicación la disposición del art. 80. ine. 3, del Código Penal, 
por considerar que el homicidio cometido no fué un resol tailo 
accidental del robo, sino un medio de consumarlo, o de pre- 
pararlo u ocultarlo, y asegurarse la impunidad expresando 
para fundarla que el reo lo primero que hizo fue. matar a la 
víctima y después robarla —ver a fs. 141 de los autos—. 

Que para la calificación del delito cometido por Wagneis 
corresponde atenerse a su confesión por ser la única prueba 
existente y no haber motivos que auturicen a dividirla en 
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su perjuicio — aru. :tl>, 321 y concordamos del Código do 
Proeedimie utos Criminales—, 

Que resultando do acuerdo a ella que ol propósito dol 
reo era cometer el robo |>¡ir;i hacerse de dinero, a cuyo alíjelo 
y según propias manifestaciones "al llegar al limar que 
había elegido, que 1" pareció oí mas a propósito pitra ejecu- 
tarlo, sin vacilación t . desde <•! hisi:ir que ocupaba fii la parto 
trasera del ñuto, extrajo tic la cintura su revólver "Smith 
Wesson " calibre 88$ niquelado, eotj el que lo apuntó a la 
vez (pío le ordenaba detener «'1 vehículo, pero corno ésto lejos 
lio acatar bt Orden atolón» ta marcha o hixo adcnum adelan- 
tando (a mano izquierda Imoia ol oajourilo do herramientas, 
cuya actitud lo desorientó y atemorizó, haciéndole pordor la 
serenidad para hacerle uñó o tíos disparos on dirección a la 
cabera del chófer, desde una distancia do no a 4' 1 ccntítnetros, 
BjjaEtle n da haBec beaba hlaaiga-bjjaaMijb nl gH^&; 1 T "r n 
se }\\/u cargo del volante, ote." no cabe otra solución que Ta 
establecida en la sentencia recurrida, desdo que indudables 
mente el li< filicidio debe i considerarse etí estas eoiidie'ones, come- 
tido con motivo u ocasión ilel robo, que era ol propósito por- 
seguidb - -art. Ifi"» del Código Penal — . 

Que la interpretación antedicha e.-tá de acuerdo etn \m 
términos expresos (le la ley penal y doctrina estable- 

cida a su respecto, podiendo cit irse para confirmarla la opi- 
nión do Pacheco, citado por el tratadista Éusebio GÓmkz on 
su obra do })friejiu i'aruif. t. 4, p. 187, on ol que ofrece un 
ejemplo tic homicidio Con motivo u ocasión del robo: "salen, 
ti reí*, dos personas a robar a otra, de 'locho, on las caMes do 
la ciudad; y en vista de uno el áreme! ido quiere defenderse, 
le disparan los dos las pistolas o trabucos qué llevan y le 
cansan la muerte; lia Jodiido un homicidio con ocasión do! 
robo, expresa; el homicida es desconocido poro se ecuórea los 
ladrones ipie causaron aquél". 

Qne la Interpretación que ante le está por lo demás do 

acuerdo con la propia opinión do liorna, ko Momkjjo (h.) cita- 
do [tur ol Fiscal do Cámara, desde que c| homicidio del chó- 
fer Vittar. debo i'ensidcrarse de acuerdo a la confesión ante- 
di. Ka, cuino un necidente dentro del robo, provocado por la 
actitud de hi víctima, que hizo ademán de defenderse para 
Oponerse :i i< s designios del ladrón, por lo que en el sub-oausa 
no cabe decir une hubo homicidio para consumar el robo, sino 
con ocasión del mismo, que es e! caso previsto en el art, 1íi!í 
del Código renal. 

tjue en cuanto a la pena impuesta considera el tribunal 
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que por el delito cometido, dada la extrema peligrosidad ilel 
reo puesta do manifiesto en ln forma en que actuó, do rti-ncr- 
do a las propias términos de su confestón, ratificada p»r las 
demás pruebas relacionadas por el T ucz de la causa, corres- 
ponde que se con f i míe ta que le ha sido impuesta de IS años 
de prisión, no obstante haberse operado la prescripción en 
los referidos detitos de violación de domicilio y aboso de 
armas, por los que también Inora condenada arts. 165, 40 
y 41 del Código Penal— 

Por lo expuesto y sus fundamentos, se resuelve; 

V) Declarar preserípta la acción penal en la euusn asrre- 
liada por cuerda n* 20í»2. senuida por vuhieüvn de domicilio 
y abuso de armas contra el iu mhrad • .Mían (íuí Mermo Wag- 
iicr, sobreseyéndose definitivamente a su respecto — art. 454 
del Código de Proc. Criminales— . ^ 

t^i vY'TlMI llml lil i^iiÍIV-.u-ÍmTi di- IVlHI l-,|lifn ( |«"hi im 11.» 

en la sentencia recurrida e imponer per dicho delito ai nom- 
brado Warner lo pena de dieciocho años de prisión, papo de 
restas y accesorias legales. — Juli» A. ÜenUfá, — K. Carbó 
Funes' — Ahcl Natlaritiga. 



DlCTAMKN DEL FllOCU' ItAlHMl GkNEUAL 

Suprema Corle: 

El día 4 do diciembre de 194"), el procesado Juan 
Guillen no Wairner ascendió al automóvil de alquiler que 
guiaba Hduardo Abdala Vittar, y enn el deliberado 
pósito de ndiarU 1 se hizo conducir linsla las afueras do 
la localidad de Presidente limpie- Káonz IVfm U'ha- 
eo). Una vez en él 1 lisiar que juziíú propicio, desenfundó 
Wrfgner un revolver que a tal efecto llevaba intimando 
a Villar la dofeneion del yéníciilo paro poder así reali- 
zar mejor el fin (pie se había propuesto, pero como ob- 
servara en éste una maniobra defensiva, le disparó un 
balazo en la región parietal derecha que determinó la 
muerte momentos después. 

Lo expuesto se encuentra suficientemente probado 
en autos por la inspección ocular de fs. 1; testimonios 
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do fs. 27, 2\i vtu„ 31\ 34, 3tí vta., y 37 ; neta de reconstruc- 
ción do fs. 50 vta.; partida de defunción de fs. 56; in- 
forme médico de fs. 5í* vta. e indagatoria de fs. 15 vta., 
ral i finida a fs. en que Wagner confiesa con lujo de 
detalles los sucesos anteriores, concomitantes y poste- 
riores al hecho en examen, así como los móviles que lo 
impulsaron al delito. 

('nutra lo solicitado por el Ministerio Público en la 
requisitoria de fs. 110 y expresión de agravios de fs. 
141, que considera al reo iueurso en el delito de homici- 
dio calificado previsto y penado por el art. 80 inc. 2» 
y :í*d ol Código P enal, la sent encia a TH lada.encunilra^au. 
acción en lns previsiones del art. 165 del mismo cuerpo 
legal, y en su virtud lo condena a la pena de dieciocho 
anos de prisión, accesorias legales y costas. 

IV1 relato confesorio del abusado, único elemento 
que permite determinnr la exacta calificación legal del 
"sub-lito", y en especial de los pasajes en que expresa: 
"... que reñía como objeto robar al conductor del ve- 
hículo. ;t quien no conocía..." y "... que no pensó 
llegar at homicidio, el que fué una consecuencia impre- 
vista...", se infiere que Ja muerte de la víctima fué 
sólo tm resultado eventual o instantáneo no querido ori- 
ginariamente por su autor, extremos estos que me in- 
clinan a compartir el criterio sostenido en el fallo re- 
currido, y a descartar la calificación sus le otada a fs. 
tí'O y Ut. 

Pdr las razones expuestas, considerando equitativa 
la pena a que ha sido condenado el prevenido y ajustada 
a derecho la prescripción de la acción penal, en cuanto 
a los delitos a que se refiere la causa ngregada por cuer- 
da separada, solicito que V. K. confirme en todas sus 
liarles la sentencia apelada de fs. 147. Buenos Aires, 
mayo 11 de VM\*. - Carlos íí. Ihlfina, 
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Buenos Aires, 27 de manso, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos "Wíigncr Juan Guillermo s.| ho- 
micidio y robo", en los que se han concedido a fs. 151 
los recursos ordinarios de apelación interpuestos por el 
señor Fiscal de Cámara y el señor Defensor Oficial. 

Consider ando : 

Que en la sentencia de la causa 4 'Cabal Icio, Libia 
Emilia Pipi no Wa. de y otros v. Adm. Oral, de los FF. 
CC, del Estado" (0 de marzo 1950) esta Corte se ba 
pronunciado expresamente sobré la posibilidad cons- 
titucional de ciue la ley acuerde recurso ante ella, con 
plena jurisdicción, en las causas que enumera el art. 95 
de la Constitución vigente. 

Que es tambiéu doctrina de esta Corte la vigencia 
de las leyes anteriores a la nueva Constitución cuyas 
disposiciones no sean incompatibles con las de esta úl- 
tima (Fallos: 213,4fil). 

Que bajo el imperio de la Constitución anterior el 
Congreso Naeional en ejercicio de la facultad expresa- 
mente mencionada en la primera parte del art. iOl de 
aquélla, dispuso que serían apelables ante esta Corte 
las sentencias definitivas de las Cámaras Federales en 
causas criminales siempre "que la pena impuesta ex- 
cediera de diez años de presidio o penitenciaría" (ley 
4055, art. 3, inc. 5'). 

Que por lo expresado en los dos primeros conside- 
randos esta disposición legal debe considerarse vigente 
por lo cual y tratarse de una sentencia en causa cn- 
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minal proveniente de la Cámara Federal de* Paraná 
en la que se condena al procesado a dieciocho años 
de prisión, los recursos ordinarios interpuestos a fs. 
14í> y 14!> vía. por el señor Fiscal de Cámara y el señor 
Defensor Oficial lian sido Uicn concedidos. 

<¿ue el Sr. Procurador Genera] pide la confirma- 
ción de la sentencia y el señor Defensor Oficial se limita 
a solicitar en esta instancia la reducción de la pena im- 
puesta al encausado, aceptando expresamente la califi- 
cación que del delito so liace en la sentencia recurrida. 

Que las sentencias de ambas instancias puntualizan 
l.i. B í 'ii ¡ uL.I.....i safo luiiíu la* otiiaii> uViLLÍas del homici- 
dio, que no autorizan a considerarlo comprendido en el 
art. MO del Código Penal como lo sostuvo ci Fiscal de 
Cámara npHnnte, cuanto la gravedad «leí delito come- 
tida por Warner que mató sorpresivamente al chófer 
Eduardo Ahílala Vittar, a quien se había propuesto 
robar, para adelantarse a uaa presunta reacción defen- 
siva de este último. No está, pues, justificada ninguna 
modificación de la sentencia que es objeto de los re- 
cursos. 

Por tanto, sus propios fundamentos y los de la sen- 
tencia de primera instancia, se confirma la apelada «le 
fs. 147' en cuanto impone a Juan Guillermo Wagncr la 
peno di' dieciocho anos de prisión, con costas y acceso- 
rias locales. 

Rodolfo fl. Valknzi'kla — To- 
más D. Casauks — Felipe 
Santiago Pérez. 
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FISCAL DE ESTADO DE LA PROVINCIA DE MENDO- 
ZA v. JOSE F. GLAN SERBA Y OTRO 

RECURSO KXTRAOltntSAiilO: p&Bffi* towune». Cuestión 
justiciable. 

No procede el recurso extraordinario fundado en euestin- 
ries políticas, c-omo loa (pie sentón sobre la compatibilidad 
de la organización de los autoridades de provincia con 
el raimen republicano de gobierno previsto en la Consti- 
tución Nacional. 

RECi ftSO KXTRAORDI.VAtttO: Requisito* comunes Trihuml d 

Justicia. 

& m nÉút¡mm el muí rao extraordin ari o interpuesto 
contra ei decreto do un gobernador provincial si el rano 
no decide el asunto por el cual se adopte una medida 
administrativa en ejercicio de lo que aquel entiende ser 
su legítima facultad policial respecto de bienes que con- 
sidera del dominio público, sujeta en cnanto a 
y legalidad a la decisión t'itud de los jneces provinciales. 

DEtllETO DEL Oomill.VADOR DE LA 1'itOVlNriA J>K MENDOZA 

lh crt i'i .V' G21-E 
Visto el expediente ft- 21G0-F-1ÍJ41 , iniciado por el Señor 
Fiscal de Estado contra José (Vmnsena. Pablo Oynrz.bal 

1 recuperar la posesión de una parle del 
nei d San Mnrtín. mediante el competente interdicto pas^o 
rió del cual resulta: a fs. 1/9 corre agregado el ejerito MU 
l' e inicia la acción «Oyéndose que loa ^^^M 
inrhadn los dareehoa del Estado, sobre una fracción pertene- 
ció .1 Srniw. Tuna extensión de 2* bs. y mtd a mediante 
1 Menm^cLdestina; a h í% £ proveyó 
mandados, los cuales luego de varias ^ e ™^f^B* 
trámite contestan la demanda en bus audiencias do que instru 
vén Carta* "le H'í». B0/1CB, ofrecen prueba ambas par- 
c el ac oí a V B/9 W, *£ *1 W 107/110 y lo* deman- 
dados 1 fs 103 vta. 106, ill/I&i W rinde a de estos de 
fs ír»/206\ la del actor di & 237/411 ; certificado la causa 
ÍSÍSf -bre la prueba el m^^^ 

do fs 415/27, el Sr, Vicente Pujalto de fe. 428/30, el 8r . Jom. 
F Gianserm de fs. 433/43 por sí y en representación del 
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señor Pablo Oyarzábiil. amplifmdola u fs. 445; a fs. 447 se 
Un mu autos para resolver debidamente notificado a fu, 448 j y 

Considerando : 

Que el Poder Ejecutivo es competente para expedirá*) en 
el problema que motiva estas «ct naciones, como lo tía sostenido 
concord mi (emente la Suprema Corte de J usticia de la Provincia 
en el fallo producido en autos n 9 9Í145 "Gianserra José F. 
e./ Gjbierno de lu Provincia por inhibitoria", donde el alto 
Tribunal dice: "El Parque General San Martín de la Ciudad 
ile Mendoza según es de pública notoriedad, es un bien del 
dojpinio público del Estado según la terminología jurídica de 
nuestro Código Civil (Arts. 2309/40). Siendo así, de confor- 
midad con los principios inconcusos de derreho público el Po- 
der Ejecutivo representante y órgano ejecutivo del Estado, 

-iiu-ird'ián t]r] patrimonio fiscal. ,-. 

Que para resolver las causas en instancias administrativas, 
no hay normas procesales expresamente determinadas; sin em- 
barco el Poder Ejecutivo para dar el máximo de garantía a lo» 
particulares interesados en su decisión, le dió al expediente 

*el trámite que preceptúa el Código de Procedimientos Civiles 
para los interdictos posesorios, con lo que aquellos han tenido 
la oportunidad de expresar sus pretensiones y aportar pruebas 
en su r.poyo ; también el fallo de referencia es concordante 
con lo cpie se acaba ríe expresar, al decir en otro párrafo de 
su texto: "Si en el presente caso el Poder Ejecutivo a falta 
de prescripe iones sobre procedimientos administrativos ha que- 
rido adoptar un trámite análogo al seguido en la Adminia- 
tinción de Justicia, ello no significa que lo que resnelva pueda 
e<|ti i pararse a una sentencia judicial . . . y otro párrafo agre- 
da: "La circunstancia de que el Poder Ejecutivo a petición 
del señor Pisca! de Estado haya conceptuado pertinente escu- 
char previamente aquellos a quienes considera intrusos, no 
ohsta pnra cpie resuelva lo que estime del caso, en la forma 
escogitada por el señor Fiscal de Estado y aceptada en prin- 
cipio por el Poder Ejecutivo y aun prescindiendo de ella"; 

Que en las netnacinnes se ha planteado en forma indubita- 
ble f escritura agregada a fs. 313/16, planos de fs. 403, 404, 
40Í), 410, 411 y testimonios rendidos por los testigos ofrecidos 
por el señor Pisca I de Estado, especialmente a £«. 331/355, 
335/338. etc.) la extensión y límites del Parque General San 
Martín por lo cual el Poder Ejecutivo no tiene dudas sobre 
las circunstancias de que dentro de fate están comprendidas 
las 23 lias, y media, de que pretenden ser dueños los seño- 
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res Gianserra, Oyarzábal y otros, conocidos estas tierras como 
Parque del Sud y sobre los cuales el señor Fiscal de Estado 
pidió medidas a este Poder Ejecutivo para eliminar perturba- 
ciones en el ejercicio de los legítimos derechos del Estado sobre 
un bien del dominio público; 

Que al integrar la fracción aludida, el dominio público de 
la Provincia, tiene sus caracteres típicos y entre éstos : inalie- 
nabilídad e imprescriptibilidad, de modo que los particulares 
no pueden a lepar derechos sobre la misma, mediante preten- 
didos reconocimientos del Poder Ejecutivo, porque^ aunque 
pudiera entenderse que existen, lo que es inexacto, que no serla 
este medio idóneo, de acuerdo a las normas constitucionales y 
legales aplicaba-»; 

Que sí los interesados pretenden —entendiendo ejercer sus 
legítimos derechos — , que la naturaleza jurídica de esos bienes 
está regida por el derecho privado, deben prreurarlo ante el 
organismo conipeteute creado por la Constitución, instaurando 
la* acciones une corresponda, como tamban lo ha sostenido 
nuestro superior Tribunal en el fallo ya citado; 

Que teniendo el Parque Sud la naturaleza indicada, el 
Poder Ejecutivo en ejercicio de sus' facultades y cumpliendo 
sus obligaciones, como autoridad máxima y responsable de la 
administración general de la Provincia, debe tomar las medi- 
das adecuadas que elinvnen las perturbaciones que imniden o 
dificultan su uso y destino; criterio igual al de la Suprema 
Corte de la Provincia en el fallo antes referido, al decir: 
"...por lo que aquél en ejercicio del Pcd»r de Policía ha 
podido kíu forma de jn'cio, tomar las providencias neeesariaa 
para la defensa de los intereses del Estado. s : n neriuic ; o. claro 
está, de que los que se consideren lesionados ha<*sn valer sus 
derechos en la forma y modo que las leyes autorizan y ante 
quienes corresponda " ; 

Por tanto, y teniendo en cuenta los fundamentos expues- 
tos en concordancia con el señor Fiscal de Estado en su pre- 
sentación inicial y especialmente la de fs. 415/27, 

El Gobernador de (a Provincia, 

Decreta: 

Art. 1* — Declarar que ta fracción de tierra de Veintitrés 
hectáreas y media cenocida como Parque Sud, forma parte del 
bien del dominio público Parque General San Martín, el que 
tiene la superficie total de setecientas noventa y nueve hectá- 
reas y Jos límites generales siguientes : Sud, la confluencia del 
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Canal del Estado con la Hijuela Jarilla; Norte, terrenos de 
l>. Resaludo Olgufn ; Este, Ib Hijuela Canal Jarilla y Oeste, 
i><ui la hijuela del Estado. 

A r t. o* — Encomendar a la Dirección de Tierras, Geode- 
sia y Catabro el restablecimiento del pleno uso público y des- 
tino* de dicha fracción del Parque General San Martín, parn lo 
cual adoptará todas las medidas que sean necesarias que estén 
a su alcance, y propondrá a la Superioridad todas aquellas 
para las cuales necesite autorización. 

En todos los casos contará con el auxilio de la fuerza pú- 
hliea, que podrá solicitar directamente según lo estime nece- 
sario. 

Art. 3* — Fiscalía de Estado tomará la participación pro- 
cesal que corresponda con arreglo a la ley, en la medida que 
sea necesario para eliminar las perturbaciones que el Estado 
tenga en el uso del bien aludido y asegurar que las mismas no 
sean repetidas. 

Art. 4 T La Dirección de Urbanismo y Parques adoptara 

también las medidas administrativas y técnicas que le com- 
petan. 

Art. 5" — Comuniqúese, publiquen y dése al Registro Ofi- 
ciaJ. — Brisofi. 

Dictamen del Puocurador General 

Suprema Corte: 

La única de las cuestiones contenidas en el presente 
recurso do queja que aparece oportunamente planteada 
n los finos del remedio federal (ver fs. 90 y 434 del agre- 
gad»), es la que se relaciona con la presunta violación 
de los arts. 5% 29 y 95 de la antigua Constitución Na- 
cional (arts. 5, 20 y 90 de la nueva), habiendo sido la 
misma resuelto en la decisión que se recurre (ver co- 
pias corrientes a fs. 5 y sigs.) en el sentido de declarar 
que el Podei- Ejecutivo de la Provincia de Mendoza es 
el órgano competente para resolver el asunto que moti- 
vara las actuaciones agregadas sin acumular. 

V. K. tiene decidido al respecto que "es, desde lue- 
go, doctrina generalmente aceptada la de que, en prin- 
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ripio, la dilucidación do la compatibilidad de las insti 
tueiones provinciales con lo dispuesto en el art. 5' de la 
Constitución Nacional —forma republicana de gobierno 
división de poderes, delegación de los mismos — envuel- 
ve una cuestión de naturaleza política y está, como tal. 
vedada a Jos tribunales de justicia'* (187:79 y antece- 
dentes allí citados). Para el caso, el argumento alcanza 
también a las impugnaciones fundadas en los arts. 29 y 
95 que forman, con la basada en el art. 5 V , una sola e 
idéntica cuestión. 

Debe omitirse la consideración del caso bajo el 
perfil de los arts. 14, 17 y 18 de la Constitución (arts. 
26, 29 y 38 de la nueva) porque ellos recién fueron in- 
vocados en el recurso extraordinario, siendo así que el 
asunto era, en los aspectos allí alegados, perfectamente 
previsible al comienzo mismo del procedimiento tacha- 
do de invalidez. 

Por tanto, soy de opinión que corresponde el recha- 
zo de la presente queja. Buenos Aires, marzo 14 de 1930, 
Año del Libertador General San Martín. — Carlos G. 
Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de marzo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
el demandado en los autos Fiscal de Estado de la Pro- 
vincia de Mendoza c.| Oianserra José F. y Oyarzabal 
Pablo", para decidir sobre su procedencia. 

Y Considerando: 

Que como bien lo pone de manifiesto el dictamen 
del Sr. Procurador General en el trámite de los proce- 
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dimientos administrados que culminan con el decreto 
apelado» los recurrentes invocaron explícitamente los 
arts. 5, 29, 31 y Un de la Constitución Nacional deroga- 
da —fojas 96 vta, y 434 del expediente adjunto—. 

Que en efecto alegaron que la decisión de la causa 
por el Poder Ejecutivo de la Provincia de Mendoza 
importaba la violación del principio de la separación do 
loa poderes, la atribución al Gobernador de la facultad 
de disponer de los bienes de los habí tantos, la presein- 
dencia de las normas de la Constitución Nacional y el 
ejercicio por aquel funcionario de facultades judiciales 
todo lo cual sostuvieron ser incompatible con el régimen 
republicano de gobierno organizado en aquélla. 

Que una uniforme y reiterada jurisprudencia de 
esta f\irte ha declarado que fundamentos similares a 
los mencionados no sustentan e( recurso extraordina- 
rio. Trátase en efecto de cues*' -v. s que versan sobre la 
compatibilidad de la orgauiz^ríh. de las autoridades 
de las provincias con el régimen republicano de gobier- 
no previsto en la Constitución Nacional, condición bajo 
la cual el Gobierno de la Nación garante a aquéllas "el 
goce y ejercicio de sus instituciones". Son pues cuestio- 
nes políticas —Fallos: 206, 21 y 312; 210, 1031 y 1113; 
211, 682; 212, 105 y 202 ; 215, 17 y los citados en ellos—. 

Que es cierto que además se mencionó en las opor- 
tunidades recordadas el art. 18 de la Constitución Na- 
cional de* 1853 mas ello fué con motivo de modalidades 
del trámite impreso al expediente administrativo y es 
punto no comprendido en el escrito en que el recurso 
extraordinario se dedujo — fs. 1 y sgtes. del expediente 
administrativo n« 3583, letra O— 

Que por otra parte el recurso extraordinario se ha 
deducido respecto de un decreto dictado por el Gober- 
nador de la Provincia de Mendoza, o sea contra una 
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resolución que no emana de un órgano permanente dei 
Poder Judicial. Es cierto que la jurisprudencia de esta 
Corte lia admitido, a título de excepción, que el referido 
recurso es viable respecto de las decisiones adminis- 
trativas de carácter judicial. Pero lia exigido que se 
trate de pronunciamientos insusccptiblcs de revisión 
por vía de acción o de recurso, es decir que decidan la 
controversia con fuerza de cosa juzgada — Fallos: 209, 
164; 210, 411; 211, 1056 y otros—. 

Que por lo contrario de lo que se sostiene por los 
recurrentes, la decisión apelada —que corre agregada 
en copia a fs, 6 del expediente administrativo n' 3583, 
letra O. — salva por dos veces en sus considerandos la 
posibilidad de que los afectados por tas medidas dis- 
puestas interpongan las acciones que estimen corres- 
ponde ríes ante los pertinentes órganos judiciales, por 
manera que el caso «o encuadra en el supuesto contem- 
plado por la jurisprudencia arriba mencionada, 

Que así las cosas, la intervención de esta Corte ten- 
dría por objeto controlar "ab initio'* una medida admi- 
nistrativa, dispuesta en ejercicio de lo que el Poder 
Ejecutivo local entiende ser su legítima facultad policial, 
respecto de bienes que considera del dominio público, 
sujeta en cuanto a su validez y legalidad a la decisión 
final de los jueces provinciales. En tales condiciones la 
improcedencia de la queja es manifiesta. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General se desestima la precedente queja. 

Rodolfo Q. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Péiiez — Atfmo 
Pessagno. 
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SUCESION DE FELIX CANTOR 

IMPUESTOS INTERNOS; Rétfimvn represivo. Defraudación y *im- 
julet infracciones, 

La infracción provista en el art. 149 del T. O. de las 
leyes de impuestos internos no es meramente formal. Por 
su sola comprobación no es irrevisible y fatal la imposi- 
ción de pena, sino que, saj naturaleza permite demostrar 
Ifi inexistencia del hecho que la constituye y la improce- 
dencia de las sanciones que correspondería imponer como 
consecuencia. 

Los derechos de importación que dicha norma manda apli- 
car conjuntamente con la multa participan de los carac- 
teres de ésta, a justando su metí ida a la escala de aquéllo». 

IMPUESTOS INTERNOS; Procedimiento. Via contenciosa. 

No corresponde incluir en el juicio de apremio sobre cobro 
de ím puestos internos sino en el contencioso que verse sobre 
la multa impuesta por infracción a dichas normas, la cues- 
tión referente al cobro de los derechos de aduana previs- 
tos en el art. 149 del texto ordenado de las mencionada* 
leyes, aplicados, como la multa d" cuyo carácter participan, 
a raíz de un sólo y mismo hecho. 



Sentencia iiel Juez Federal 

Buenos Aires, agosto 1] de 1948. 

Autos y vistos: 

No pudiendo tener el recurso de apelación interpuesto por 
la Sucesión de Félix Cantor, cuya procedencia fué declarada 
a fs. 85 de acuerdo con lo dispuesto en el art 17 de la ley 11 683, 
otro alcance que el de obtener un pronunciamiento con respecto 
a la multa de $ 104.115,44 m/n. impuesta a fs. 611 por lo Direc. 
O rnl. Impositiva, ya que dicha disposición lepa! no confiere 
acción pata recurrir ante este Juzpado por el cobro de dere- 
chos de cualquier clase que sean, y de acuerdo con lo sr lici- 
tado a fs. 154, declárase que la presente causa no versa sobre 
la procedencia o improcedencia de los derechos aduaneros cuyo 
pnjro se exige en la resolución administrativa de referencia. — 
P. R. ft. Jo.ú Felipe Benitrs. 
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Sentencia del Juez, Federal. 

Buenos Aires, septiembre 15 de 1ÍI48 

AutOS y vistos: ~ 

Aclarando que la disposición legal citada en el auto de 
fs. 156 es la del art. 17 de las leyes de Impuestos Internos 
(T. O.) ¡ no pudiendo dar lugar a un recurso contencioso ante 
este Juzgado la referida exigencia de derechos aduaneros, pues 
su pago no se exige en concepto de multa sino de impuesto que 
se presume — de acuerdo con lo dispuesto en el art. 149 de 
dichas leyes — . No haber sido abonado en su oportunidad; 
atento lo* resuelto reiteradamente por la Cámara Federal de 
Apelación denegando el recurso contencioso en situaciones se- 
mejantes (entre otros expedientes; "Di Palma Santc — Ad. 
182-R-942", resolución de fecha 31 de julio de 1944) resolu- 
ción que puede ser aplicada por analogía al presente caso; y 
no oponiéndose a ello la jurisprudencia de la Corte Suprema 
de la Nación citada por la recurrente (la cual no resuelve la 
cuestión planteada sobre si corresponde o no recurso conten- 
cioso de apelación ante este Juzgado contra la resolución ad- 
ministrativa que exige el pago de impuestos aduaneros en los 
casos en que se aplica el art. 149 de las leyes mencionadas), 
mant iénese por sus consideraciones el auto de fs. 155 y eoncé- 
dense los recursos de nulidad y apelación que contra el mismo 
se interpnnen a fs. 161, debiendo, en consecuencia, elevarse 
estas actuaciones a dicha Cámara en la forma de estilo. — Osear 
D, Palma Belirán. 



Sentencia de la Casi a» a Federal 

Unenos Aires, 30 de jimio de 1949. 

Considerando : 

I) Que la actora ha deducido recursos de nulidad y ape- 
lación contra la resolución del Sr. Juca a-qito, une por vía de 
aclaración, deja establecido que el auto de fs, 155 se ajusta a 
lo dispuesto por el art. 17 de las leyes de Impuestos Internos 
(T. O.) ; en cuya virtud la exigencia de derechos aduaneros, 
en concepto de impuesto y no de multa, según lo dispone el 
art. 149, no autoriza ta sustanciaron de un recurso adminis- 



t'AMAA 1>K LA COItTE SUPREMA 



trativo tendiente a discutir la improcedencia del cobro de loa 
referidos derechos aduaneros. 

Concedido el recurso de nulidad t conjuntamente con el de 
apelación, cabe manifestar en cuunto al primero, que la reso- 
lución atacada de nulidad no presenta victo alguno, tanto en 
los elementos de hecho, como de derecho, que puedan invalidar 
el pronunciamiento judicial. En consecuencia, se rcebawi este 
recurso, 

II) En lo que respecta al recurso de apelación trátase 
de determinar si el gravamen aduanero es sólo una penalidad 
subsidiaria; o si, por el contrario, reviste el carácter de un 
impuesto omitido, que la D. O. I. percibe por cuenta y orden 
de las autoridades aduaneras, encarnadas de recaudar las de- 
rechos de importación. 

Este Tribunal tiene manifestado en el fallo recaído en la 
suceVÓn de Félix Cantor s. eobro de pesos (Imp. Internos) : 
F. 6024. que los términos del «rt. 149, (t. o.) distinguen: a) 
el impuesto interno: fc) las multas que se impongan y c) el de- 
recho de importación correspondiente. 

Tanto la disposición precitada, como la propia resolución 
de ta Dir. Oral. Impositiva, desvinculan totalmente ta multa, 
equivalente al décuplo del impuesto intemo t de los derechos 
aduaneros correspondientes, acorde con lo dispuesto en el art. 
61. tít. XVII de la Reglamentación General. 

III) Reproduciendo lo manifestado en el fallo preceden- 
temente indicado, corresponde expresar que desde et punto de 
vista del ordenamiento legal y reglamentario de las leyes, existe 
una distinción fundamental entre tas sancione* emergentes de 
las infracciones at impuesto interno, castigadas pnr ta multa 
del décuplo del valor del impuesto, según el art. (t. o.), y el 
pago de los derechos aduaneros. 

El caso sub jvdice, a tos fines de ta nplicación de la multa, 
la I). O. I. se basó en lo dispuesto por el referido art. 27 de 
tas leyes de Impuestos Internos, que sólo entra en jueiro cuando 
el imputado Im tenido la intención, ta mira de defraudar al 
Fisco. 

En cambio, en el pago de los derechos que corresponden al 
artículo gravado no incide el elemento intencional del obligado. 

Es, pues, necesario distinguir el impuesto o derecho adua- 
nero de la multa ; aquéllos podrían ser cobrados independiente- 
mente de la multa. Y ésta, dentro de lo preceptuado por el art. 
27 t. o., sólo es procedente cuando media la intención de de- 
fraudar. 
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El pago de un impuesto fiscal no importa una infracción 
a Ja ley penal ; ni m recurrible por la vía contenciosa la reso- 
lución que no reviste carácter condenatorio (art. 17 t: o.). Las 
resoluciones de la D. O. I. son condenatorias cuando imponen 
multas. La justicia federal, de acuerdo con la doctrina de esta 
Cámara en el caso "Di Palma Sante", no puede juzgar respec- 
to de la forma como ha sido liquidado el impuesto porque, de 
admitirse tales apelaciones ante la justicia, esta vendría a des- 
virtuar los principios legales tendientes a asegurar la rápida 
percepción de la renta. 

Contra el cobro indebido de un impuesto — dado el distingo 
que formula la parte ejecutada sobre "hilado" y "tejido" de 
seda — sólo procede la acción de repetición y no el recurso con- 
t encioso-ad ministrat ífo. 

En «u mérito y por sus fundamentes, se confirma el auto 
anclado de fs 155, ratificado por el de fs. 166. Con costas. — 
Horacio Garda Rom* (en disidencia). — José R. Jntsta Cornct. 
— Maximiliano Consoti. 

Disidencia 
En cuanto al recurso de nulidad : 

El Sr. Juez a-ouo, sin incurrir en nulidad, ha podido, co- 
mo !o ha hecho en su resolución de fs. 155, determinar el alcance 
del recurso cuya procedencia fué declarada a fs. 85. 

Por ello, se lo desestima. 

En cuanto al recurso de apelación : 

Que en materia de infracciones a la ley que establece el 
impuesto a ta seda, la Corte Suprema tiene decidido "que la 
presunción de fraude prevista por el art. 24 del decreto de 22 
de enero de 1937, es susceptible de ser desvirtuada por medio 
de la prueba fehaciente del pago oportuno del gravamen, en 
cuyo caso no cabe aplicar al interesado ni la multa del décuplo 
dei impuesto que establece el art. 36 de la ley 3764 (27 del 
t. o.), ni la pena accesoria que impone el art. 51 de la ley 12.345 
(149 del t. o.), sino alguna de las sanciones que autoriza el 
art. 37 de la ley 3764, (28 del t. o.), sin que ello importe esta- 
blecer que en el caso que no se produjera prueba del papo opor- 
tuno del impuesto interno, sea dado a los infractores justificar 
el origen nacional de la seda, para liberarse de la pena acceso- 
ria que establece el art. 51 de la ley 12.345 (149 del t. o.), et 
decir para no satisfacer a ese título la suma equivalente a los 
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impuestos aduaneros correspondientes a la mercadería en in- 
f moción, porque el gravamen aduanero es sólo la medida de «na 
penalidad agrrgada a la ordinaria del art. 36 de, la ley 3764, 
impuesta por las características del comercio del artículo y 
como tal compatible con los arts. 16 y 18 de la Constit. Nacio- 
nal*' (189:231). 

Que lo resuelto por el Tribunal Superior en el fallo trans- 
cripto — en concordancia coa el registrado en el t 186, 274 — 
se infiere que ia justicia, en casos como el ocurrente, está ha- 
bilitada en lindo conoce en recursos de esta naturaleza, para 
pronunciarse tanto respecto de la multa como del impuesto 
aduanero a la* sodns. 

En su mérito se revoca el auto apelado de fs. 155 y se de- 
clara que el recurso interpuesto a fs. 78 y cuya procedencia se 
aibnite a fs. 85, comprende la multa impuesta como también 
los derechos aduaneros cayo papo se ex ¡pe en la resolución 
administrativa de fs. 62. — Horacio Garda Rama. 

Dictamen del PnocxjRAtxm Gkkbral 

Suprema Corte: 

V, E. ha resuelto a fs. 199 la procedencia del recur- 
so extraordinario interpuesto en los autos principales. 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional ac- 
túa por intermedio de apoderado especial» el que ya ha 
asumido ante la Corte la intervención que le corresponde 
(fs. 206). Buenos Aires, noviembre 10 de 1949. — Car- 
los G. Delfhio. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, ,'ÍO de marzo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos "Cantor Félix (Sucesión de) — 
Impuestos Internos 20-1-1947", en los que a fs. 199 esta 
Corte Suprema deelaró procedente el reeurso extraor- 
dinario. 
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Considerando; 

Quo como resultado de los estados exhibidos, inven- 
tarios y diligencias practicados en la Fábrica Argentina 
de Tejidos de la Sucesión de Félix Cantor para estable- 
cer la correlativa utilización de hilados importados, li- 
bre de derechos, en la elaboración de tejidos en el país, 
la Administración de Impuestos Internos determino quo 
en el período comprendido entre el l 9 de junio de 1942 
y el 7 de mayo de 1943 existió una diferencia de hilado 
de seda mezcla no gravado y fuera de lns tolerancias 
reglamentarias de kgs. 5.659,060, provocando la exi- 
gencia del pago de $ 14.147,65 en concepto de impuestos 
internos; igualmente se estableció que, en el período 
transcurrido desde la última fecha señalada hasta el 29 
de agosto de 1943, los antecedentes aludidos acusaban 
un excedente de kgs. 4.732,520 de tejidos de seda mésela 
en igual condición al déficit precedente, y, por aplica- 
ción del art 149 del T. O. de la Reglamentación de Im- 
puestos Internos, que establece que * 1 todo tejido que se 
encuentre en circulación sin acreditar el pago del im- 
puesto interno, se considerará introducido del extran- 
jero, y su poseedor abonará además del impuesto inter- 
no y las multas que se impongan, el derecho de impor- 
tación correspondiente impuso también, por la misma 
resolución de 22 de noviembre de 1947 (fs. 62), a la 
firma recurrente, n ía multa de $ 104.615,44 exigién- 
dole asimismo el pago de $ 40.037,42 en concepto de 
derechos aduaneros; importe que se ajusta a la liqui- 
dación que se mandara practicar por la Aduana de la 
Capital (fs. 53). 

La Dirección General Impositiva, formula así, pla- 
nilla de cargo por el impuesto interno y por los dere- 
chos aduaneros aludidos, deduciéndose con ln base df 
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esa planilla, juicio de apremio, ante el Juzgado Federal 
en lo Civil y Comercial. Separadamente y por la multa 
impuesta en la misma resolución, se signe ante el Juz- 
gado Federal en lo Criminal y Correccional, el corres- 
pondiente juicio contencioso promovido por la firma re- 
currente. 

Ka el primero de dichos juicios, la demandada se 
allana al pago de la suma de $ 14.147,65 que se le exige 
en concepto de impuestos internos correspondientes al 
drfieít hallado en el primer período, y aduce que así lo 
hace porque (fs. S vta. expte. F-48-XIJ949) contra ese 
cobro, el art 15 del T. O-, no admite otras excepciones 
que las de pago y prescripción; pero se opone a la pro- 
secución del apremio en cuanto ul importe de los dere- 
chos aduaneros aplicados, porque considera que estos 
derechos participan del eariíctcr penal de la multa que 
se le ha impuesto por la existencia del excedente, cuya 
realidad niega, disponiéndose a probar su aseveración 
en el correspondiente juicio contencioso, y pide que eu 
éste se ventile conjuntamente la procedencia de la mul- 
ta y la del derecho aduanero que por el mismo hecho 
se le exige. 

En el segundo juicio, insiste en que se incorpore 
al mismo la cuestión referente al pago de los derechos 
aduaneros, lo que no admite el representante del Fisco 
sosteniendo en uno y otro que el derecho aduuncro exi- 
gido no tiene carácter penal, 

Kn el juicio de apremio, la Cámara Federal revoca 
la decisión de primera instancia que excluía de la eje 
cución el importe de los derechos aduaneros y en el 
contencioso confirma el pronunciamiento del Sr. Juez 
Federal en ]o Criminal y Correccional que no hace lu- 
gnr a la pretensión de la recurrente para que so ventile 
en el mismo l¡i imposición de la mulla y de los derechos 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



281 



aduano ros correspondientes al exceso que originó uno 
y otro. 

Ambas decisiones se apoyan en la interpretación 
de tos arts. 17, 27 y 149 del T. O. de las leyes federales 
de Impuestos Internos y siendo contrarias al derecho 
invocado por la recurrente, motivan ln concesión del 
recurso extraordinario acordado a fs. 199, 

Que, desde luego, la multa impuesta y el derecho 
aduanero aplicado simultáneamente, como consecuencia 
de un solo y mismo hecho, (la real existencia del exceso 
ya aludido), requieren que éste sea verdadero pura que 
la presunción de la ley, que "considera" introducido 
del extranjero el tejido que se encuentra en circulación 
sin acreditar el pago del impuesto interno, resulte cier- 
ta, pues si así no fuera y se probara en el juicio con- 
tencioso, que autoriza la ley y se ha deducido precisa- 
mente para revelar la inexactitud del hecho, que éste 
no tiene el alcance ni el carácter que se le atribuye, no 
sólo la multa habría de ger revocada, sino el importe 
del derecho, repetido, si hubiera sido pagado. 

Que ello evidencia que la infracción prevista en el 
art. 149 no es meramente formal o sea que por su sola 
comprobación es irrevisible y fatal la imposición de 
pena. Por el contrario su naturaleza permite la demos- 
tración de la inexistencia del hecho que la constituye 
y por tanto de la improcedencia de las sanciones que 
correspondería imponer como consecuencia. 

Que si bien es cierto que uno es el criterio con que 
debe juzgarse la procedencia de la multa (intención do- 
losa) y otro el que corresponde al cobro del impuesto, 
para el cual basta la comprobación de que no se pagó, 
no lo es menos que, en el caso del art. 149 esa omisión 
no se apoya en un hecho probado, generador del im- 
puesto impago, sino en una presunción; y supuesta, en 
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bipótesis, ln prueba acabada de que el exceso no existió 
o que el origen <Le] mismo es otro distinto al que la ley 
le atribuye presuntivamente, el importe de tos derecbos 
aduaneros aplicados no respondería evidentemente al 
concepto de impuesto de importación, demostrándose 
así que Jos que la referida disposición exige que se apli- 
quen conjuntamente con la multa, participan de los ca- 
racteres de ésta, ajusfando su medida a la escala de 
aquéllos. 

Por ello y habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General se revoca la sentencia de fs. 172 en cuanto lia 
podido ser objeto del recurso extraordinario concedido. 

Rodolfo O. Valenzukla — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Pérez — Anuo 
Pessagno, 



HUMBERTO ZIGARAN v. INSTITUTO NACIONAL DE 
PREVISION SOCIAL 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES: Jubilaciones. De- 
terminación dtl monto. 

El decrete a? 26.21 4/44 es aplicable a las jubilaciones acor- 
dadas e ira pille elevarlas sobre la base del cómputo del va- 
lor locativo de ta casa y de las asignaciones extraordinarias 
percibidas por el interesado antes de jubilarse, si omitió 
«ol ¡citar ese cómputo con anterioridad a la vigencia del 
mencionado decreto. 

Dictamen oe la Junta Seccional de la Ley 4349 

Bs Aires, 29 de agosto de 1947. 

Visto íjup don Humberto Zigaran, solicita se incluya en el 
promedio j ubi Inferió que sirvió de base para acordarle el be- 
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neficio que disfruta, el valor locativo y las sumas percibidas eu 
concepto de remuneraciones extraordinarias durante la presta- 
ción de su» servicios (fs. 24), y 

Considerando : 

Que el interesado se desempeñó como Inspector del Banco 
de la Nación Argentina hasta el 31 de enero de 1943, percibien- 
do haberes como beneficiario de esta Seccional, desde el 1» de 
febrero del mismo año (fs. 14 y 21). 

Que el art. 3 T del decreto ley 12 582 del 8 de mayo de 1946, 
prescribe: 41 Las disposiciones del presente decreto-ley regirán 
respecto de los afiliados en actividad a la fecha del mismo, sin 
que puedan ser invocados por quienes hubieran obtenido con 
anterioridad alguna prestación* '. 

Que el decreto-ley n' 26.214/44, no permite la computa- 
ción de ninguna sobreasign ación que haya gozado el afiliado, 
ni a los efectos del descuento, ni para fijar el monto de la ju- 

Dilación. eX p Ues|0í de conformidad co n lo dictaminado por 
el Sr. Asesor y lo aconsejado precedentemente por la Comimón, 

lia Junta Seccional ds la ley 4349 aconseja resolver: 

I» No se hatra lugar a la reconsideración interpuesta por 
el jubilado D. Humberto Zigarán. 

2» Elevar estas actuaciones al Directorio. — Daniel Rive- 
ra. — Solano Granñlo Fernández. — [Azaro M. Jtfon- 
teverde. 



BESOLÜCIÓN DEL DlRECTOlUO DEL INSTITUTO NACIONAL DE 

Pbevisión Social (Ley 4349 ) 

Bs. Airea, 16 de octubre de 1947. 

Se deja constancia que el Directorio 
de conformidad con lo aconsejado por la Comisión de Presta- 
ciones de la ley 4349 acordó adoptar como resolución el pro- 
yecto elevado por la Junta Seccional de la citada ley. — Jorge 
Gtwklick Pietranera, — fíeriberto A. de Seta. 
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Sentencia de la Cámara de Apelaciones de la Justicia 

del Trabajo 

lis, Aires, junio 2 de 1948. 

Vistos y considerando : 

Que el actor se ha jubilado en iwyo de 1943 (fs. 17 y 18), 
renunciando su puesto al 31 de enero de 1943 (fs. 13/14), des- 
de cuva fecba usufructúa tal prestación, de acuerdo a su ex- 
presa "conformidad, prestada, con el haber jubilatorio otorgado» 
desde junio de 1943 (fs. 20 vta.), dejando en esa WprJ]f £*> 
a salvo derechos, que no ejercita hasta mayo 3 de 1947 (fs. 24). 

Que tales circunstancias, de hecho y de derecho aplicables 
al caso ««6 lite, han sido exhaustivamente analizadas por el Sr. 
Procurador General del Fuero en su dictamen de fs, 48 y o¿, 
cuyo análisis y conclusiones hace suyos este Tribunal, de laa 
cuales resulta evidente que la defensa del actor en su memorial 
de fs. 43 a 46, no desvirtúan les fundamentos en que reposa el 
pronunciamiento recurrido, que concuerda con las constancias 
de autos y derecho aplicable, como en extenso lo puntualiza el 
Sr. Procurador General del Fuero en su dictamen, como asi 
también con reiterada jurisprudencia de este Tribunal en casos 
análocos, por ello, se resuelve: 1» Confirmar la resolución de- 
negatoria apelada, del Inst into Nacional de previsión Social, 
en cuanto ha sido materia del recurso; 2* ... — Jorge 8. Juá- 
rez. — Enrique Pérez Colman. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

La situación planteada en estos autos guarda mar- 
cada analogía con la resuelta por V. B. en 212:290 en 
sentido contrario a las pretensiones del recurrente. Por 
ello, y dejando a salvo la opinión que expuso al dieta- 
minar en ese asunto, pienso que corresponde confirmar 
el fallo apelado de fs. 53, en cnanto pudo ser materia 
de recurso. — Buenos Aires, febrero 28 de 1950, Año 
del Libertador General San Martín. — Carlos G. Del- 
fino. 
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Buenos Aire», 80 de marzo, Año del Libertador General 
San Martín. lí»50, 

■ Vistos los autos Zi liarán Humberto v. Instituto Na- 
cional de Previsión Social s/ apelación ley 4349, en los 
que a fs. !K) esta Corte Suprema declaró procedente el 
recurso extraordinario. 

De acuerdo con lo resuelto por este Tribunal en la 
sentencia pronunciada en los ni* tos "Carlos Klein v. 
Instituto Nacional de Previsión Social*' (Fallos: ¿12, 
1ÍÍHI), cuyos fuudnmentos se dan aquí por reproducíaos, 
y habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, se 
confirma la sentencia de fs. 53 en cuanto lia podido ser 
materia del recurso extraordinario, 

KonoL.ro Q. Valenzuela — To- 
más D. Casakes — Felipe 
Santiago Péisez — Atilki 
Pessaono. 



MANTEL FERNANDEZ FERNANDEZ Y 0TÜ08 

KXTHAlilC/OS: üitraditiún am ¡xtise» erlrmijcro*. (íenentUttath». 

Atonto lo dispuesto por el art. 20 del Tratado de Montevi- 
deo no es admisible el acogimiento del inculpado a la ju- 
risdicción de los tribunales argentinos fundado en el art. 
(MiO del C6d. de Procedimientos en lo Criminal. 

ÉX 7 RA UIVIOS : El t nufíeión cotí pa f*«fl ist™ n jttmx. ( Imh rul iiUvh s. 

En las actuaciones sobro extradiccinii el criterio judicial 
debe ser fnvorable al propósito de beneficio universal uu«* 
inspira a dicha institución. 

i 



FALLOS DE LA OOBTE SUPREMA 



KXTHAlilt'IOX : Ki-traaü-iñ» con ¡niísfs ittranjtró$. Identidad dé 
tu peruana rttfaañda. 

Probada la identidad del requerido y no adoleciendo el 
enjuiciamiento de deficiencia que obligue o autorice a to- 
mar en consideración lo que el inculpado alega sobre su 
residencia al tiempo de consumarse el delito, para demos- 
trar que no se trata de ta misma persona, procede hacer 
lugar n la extradición pedida. 



Sentencia «el Juez Federal 

Bs, Aires, agosto 20 de 1949. 

Y vistos; Pura dictar sentencia en el presente pedido de 
extradición texp. n" 11)0/948) formulado por el Juez de liis- 
trucción de Ja Provine ia de Lima. República del Perú, Dr. 
Teófilo I burra Samanes, de la persona de Gabriel Bernardo 
Aguiln Sáenz, o Gabriel Aguirre Aguiló, u Gabriel Aguirrc 
Sácuz. altas "el petiso Aguiló". a quimil se acusa de robo. Del 
examen di* los autos, re-mita i 

£); De fs. 2 a lK corren tos testimonios remitidos por el 
Ministerio de Relaciones Kx tenores y Culto y cuyo emiten ido 
es el siguiente: 

En el Segundo Juzgado dé Instrucción de Lima, Perú, se 
inicia un sumario ''por delito, contra el patrimonio en agravio 
de la "-Joyería Murguía", ron fecha 20 de diciembre de 1947 
(fs. 2). Se testimonia la denuncia, parte policial y declaracio- 
nes en tas que resulto u denunciados di vi rsos robos y estafas, de 
los fpie serían autores, entre otras personas, el "petiso Agüi- 
tó*' (fs. 11 ). sobre el cual se consignan alguno» antecedentes 
a fs. 11 vtn, 

A fs, 17 corre el testimonio del auto que ordena la deten- 
ción provisional, entre otro*. t |e "Petiso Aguiló alias el Petizo", 
aclarándose a continuación testimonio de dicho oficio informan- 
do (juc la Policía Argentina ha detenido al delincuente Gabriel 
Bernardo Aguiló KiieiiR. o Gabriel Aguirre Aguiló, o Gabriel 
Aguirre Sácuz (a) "El petiso Aguiló". por lo cual se dictó 
auto ampliatorio del «le fs. 1% (fs. 17 vta.) en el que se pide 
la extradición del inculpado Gabriel Bernardo Aguiló Sáenz 
o fiahriel Auiiirre Aguiló o Gabriel Aguirre Hácuz (a) "El 
petiso Amuló", " 

A fs. 17 vtn. y 18 se test i moni añ las disposiciones pertt- 
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nenies de 1a ley penal peruana que reprime los delitos contra el 
patrimonio, robo, ídem de banda, estafas y defraudaciones. 

A fs. 25 se agregó la rogatoria del Juez de Lima (Perú) 
que interviene en la causa. 

II) Obtenida la detención de Gabriel Bernardo Agüitó, 
bijo de OAbnel y Rosa Sauz, se le hizo comparecer a prestar 
declaración en audiencia de fs. 32. En ella el detenido se limita 
a manifestar que desconoce el hecho que se menciona en el ' 
exhorto, y que "nunca estuvo en el Territorio del Perú". 

*E1 abogado defensor, en escrito agregado a fs. 34 sostiene 
que es improcedente la extradición pedida, porque se trata de 
un argentino que reside en su país de origen, y que no se ha 
probado que tuviera participación en los hechos de que se lo 
acusa. 

El Procurador Fiscal, a fs. 35 pide se haga lugar al pe- 
dido por estar suficientemente identificado el detenido con la 
persona cuya extradición pide, y porque se han llenado los re- 
quisitos exigidos r»or el Tratado de Montevideo del que ea 
signataria la República del Perú. 

Y considerando: 

1*) El presente pedido de extradición ha sido formulado 
per las autoridades judiciales de la República del Peni, nación 
signataria del Tratado de Derecho Penal Internacional, firmado 
en Montevideo el 23 de enero de 1889, por lo que el procedi- 
miento para la misma será el establecido ñor los arts. 10 a 20 
del mismo y disposiciones concordantes del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal (título V, cap. II del libro IV, sea II). 

2*) Que concurren las ex'gencias contenidas en los arta. 
JO del Tratado Internacional citado y 651 del Cód, de Proce- 
dimientos, por lo míe. toda discusión sobre la procedencia del 
pedido deberá limitarse a las cuestiones enumeradas en el art 
655 del Código citado en segundo término. 

3*) Que no existen dudas sobre la identidad del déte- 
nido, puesto que en el auto de fs. 212. ampliatorio del de fs. 
lílfi de los ñutos originales, testimoniados a fs. 17 vta. ha que- 
dado perfectamente establecido que el pedido se refiere a 
Gabriel Bernardo Agüitó Sftcnx. y así se llama el detenido y 
aun cuando este no haga nso del apellido materno en diligen- 
cia de fs. 32. deja constancia en el texto de la misma que m 
hijo de Rosa Sáenx. 

4') Que el petitorio y documentación acompañados ion 
incuestionables en cuanto a sus formas extrínsecas y el caso 
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está comprendida en lo dispuesto por el art. 646, inp. 1", del 
Código (te Procedimientos. 

ó*) Que la acción penal no está prcacripta y el auto de 
detención emana de un tribunal competente del país que re- 
quiere la extradición. 

6*) Que concurriendo en consecuencia todos Ion requisi- 
to» formales* para la procedencia del pedido de extradición, 
debe hacerse lugar al mismo como lo sostiene el Ministerio 
Fiscal, desestimándose la* defensa* alegadas en los escritos de 
fs. 34 y 51. 

Por estas consideraciones y disposiciones legales citadas, 
fallo: Haciendo lugar al pedido formulado por et Sr. Juez a 
cargo del Segundo Juagado de Instrucción de Lima, Perú, y 
acordando la extradición de Gabriel Bernardo Aguiló Sáenx, 
o Gabriel Aguirre Aguiló o Gabriel Aguirre Sácnz (a) "el 
pettso Aguüó". — Miguel J. Rhas Argiiello. 



Xkvtiíxcia ok i. a Cámara Ffderal 

lis, Aires, 7 de febrero "Año del Liberta- 
dor Genrral San Martín", 1950. 

Vistos y considerando: 

Apela el Sr. Defensor del auto de fs. 55 que acuerda la 
extradición de Gabriel Bernardo Aguiló Sáenz Bol ¡citada por 
el juez de instrucción de la Provincia de Limn República del 
Perú. 

La impugnación del «pehinte motivada en la identidad per- 
sonul ha sido debidamente considerada en el auto recurrido a 
lo que nada eahe agregar. 

En cuanto al hecho que pretende acreditar cu esta instan- 
cia de que Aintiló se encontraba en Chile en la época de la 
«•omisión del delito, importa como lo puntualiza el Sr. Fiscal 
de Cámara, considerar el fondo del proceso que se le Instruye, 
cuyo ,j ligamiento compete al juez requirente, 

Por lo dotinis. se h»n cumplido en la rogatorin en cues- 
tión los requisitos exigidos por el Tratado de Montevideo de 
I88f) del que ex .si ¡¿naturia la República del Perú, y las d Upo- 
si ciojies que en su defecto rigen I» materia contenidas en los 
aria, 64fi y sigtes. del Cód. de Proc. Criminales. 

Prfr ello, conforme el dictamen del Procurador Fiscal y 
fundamentos concordantes se confirma el auto de fs. 55 que 
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hace lugar a la extradición de Gabriel Bernardo Artilló Sáenz 
o Gabriel Aguirre Aguiló o Gabriel Ají» ir re Sáenz (a) "el pe- 
tizo Aguiló", — Alberto P t fiarrionuevo. — José U. 1 rusta 
Carnet. — Juan César fíemero ¡barra. 

FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de marzo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos: "Fernández Fernández, Manuel; 
Aldo y Eduardo Escobar y Aguiló Suena Gabriel Ber- 
nardo s/ extradición", en los que se lia concedido a fs, 
73 el recurso ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que atento lo dispuesto por el art. 20 del Tratado de 
Derecho Penal Internacional de Montevideo (ley 3192) 
no es admisible el acogimiento del inculpado a la juris- 
dicción de los tribunales argentinos, pretendido a fs. 78 
vta., fundándose en el art. C69 del Cód. do Procedimien- 
tos en lo Criminal. 

Que la identidad del requerido está debidamente 
acreditada pues en el auto respectivo se pide la extra- 
dición de Gabriel Bernardo Aguiló Suenz, o Gabriel 
Aguirre Aguiló, o Gabriel Aguirre Sáeuz, alias "el pe- 
tiso Aguiló" (fs. 17 vta.) y la Policía informa a fs. 33 
que ha detenido a Gabriel Bernardo Aguiló o Aguiló 
Suenz o Aguirre Súenz (a) *'E1 Petiso Aguiló", y esta 
persona manifiesta en la declaración de fs. 32 ante el 
Juez de la causa llamarse Gabriel bernardo Aguiló, hijo 
tle Gabriel y de Rosu Sanz. Sólo liay r pues, una levísi- 
ma diferencia en <•! apellido materno. 

Que la alegación referente a la estancia del incul- 
pado cu Chile cuando se cometió el delito por el que se le 
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procesa, cuyo objeto es, según lo expresado en el memo- 
rial do fs. 77, prohar que no se trata de la misma perso- 
na es inadmisible, no sólo por los razones dadas en la 
sentencia de la Cámara (fs. 70) sino también porque, co- 
mo se acaba de explicar, la identidad está suficientemen- 
te prohada en este caso y el enjuiciamiento no adolece 
de ninguna deficiencia que obligue o autorice, como en 
la causa de Fallos: 180, 118, a tomar en consideración 
lo que se alega sobre la residencia del inculpado al tiem- 
po de consumarse el delito que se le imputa. Tanto más 
cuanto que, como lo tiene declarado esta Corte, en las 
actuaciones de extradición el criterio judicial debe ser 
favorable al propósito de beneficio universal que inspi- 
ra a dicha institución (Fallos; 178, 81). 

Por tanto y sus propios fundamentos, se confirma 
la sentencia apelada de fs. 70, 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessaono. 



FERMÍN ELIAS S. A. 

RECURSO EXTRAOftMSARlO: Requisitos propios. Cuntió» f*- 
deral. Cuestiones fedtrales compleja*. lnconstitudonatidad de norma» 
y actos nacionales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en que la in- 
terpretación de la ley 12.591 en que ae basa la sentencia 
■pelada para desestimar la prescripción invocad* viola 
disposiciones del Código Penal y contraría el art. 29 de la 
Constitución Nacional que dispone la aplicación, aun con 
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efecto retroactivo, de la ley penal más favorable al im- 
putado! 

PRECIOS MAXIMOS. 

Las leyes represivas de maniobras agiotistas, entre ellas 
ta 12.591, han creado un régimen de clara y distinta tipi- 
cidad extraño a las normas generales del Código Penal, 
cuyas disposiciones sobre prescripción son inaplicables a 
los casos que aquéllas contemplan, como resulta de los 
deeretos 15.531/46 y 7959/46 y de las leyes 12.830 y 13.492, 
normas que aun después de la derogación de la ley 12 ¡>91 
por el art. 19 de ta ley 12.830 son de estricta observancia, 
pues esta última reproduce y amplía loa alcances de aquélla, 

PRESCRIPCION: Tiempo de la prescripcióm. Leyes especíale». Pre- 
cio! máximo». 

Puesto que de la inaplicabilidad de las normas generatea 
del C. Penal respecto de tas infracciones de la ley 12.591 
no se sigue que la prescripción invocada no pueda hallar 
apoyo en el decreto-ley 15.531/46, cuya vigencia perdura 
para tos caso» anteriores a la derogación de dicha ley 
por la 12.830 y es aplicable a tos hechos producidos du- 
rante el curso de aquélla, corresponde revocar la sentencia 
que desestimó la prescripción fundada únicamente en la 
inaplicabilidad del citado código y devolver la causa para 
que se pronuncie nuevamente. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, noviembre 10 de 1949* 

Autos y vistos : 

Que la Corte Suprema ha resuelto en casos análogos al 
planteado por las firmas apelantes que el régimen establecido 
en el Código Penal sobre prescripción no es aplicable a tas 
infracciones de la ley 12.591. 

En consecuencia y de conformidad con lo dictaminado pre- 
cedentemente por el Procurador Fiscal, desestímase con costas 
la prescripción de la acción penal deducida en el escrito da 
fs. 124. — Migvr f Vignol*. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA . 

Buenos Aire-, 30 fie marzo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos "Elias, Fermín V. S, Á. s/infr. 
ley 12.591 en los que se ha concedido a fs. 134 vta. el 
recurso extraordinario. 

Considerando: 

Q je el recurso extraordinario deducido aparece su- 
firientenieute fundado toda vea que el alcance de la ley 
federal N* 1*2.591, que habría infringido el recurrente, 
dando motivo a que se le impusiera el 18 de julio de 
1946 (fs. 83), una multa de $ 2.000,00 m/n. t aplicando el 
art. H*, es cuestionado en autos en manto la sentencia de 
fs. 129 vta, desestima la prescripción de la acción que 
aquél invocara en su defensa; decisión que violaría dis- 
posiciones del Código Penal y contrariaría el art. 29 de 
la Constitución Nacional que dispone la aplicación, aun 
con efecto retroactivo, de la ley penal permanente más 
favorable al imputado. 

Que la particular c inconfundible naturaleza de la 
ley 12.591, derivada de la índole de su propio contenido, 
decidiendo la intervención del Estado y la aplicación de 
sanciones, por vía do excepción, en materia que, de no 
mediar abuso del derecho de comerciar en perjuicio de 
la colectividad en nn momento dado, se reserva habitual- 
mente al libre juego de los intereses privados ; la notoria 
repercusión de Ins demasías previstas por la ley en de- 
trimento de la satisfacción de necesidades esenciales de 
la sociedad ; ta condición de ley de orden público, decla- 
rada por la misma ; el carácter tic emergencia de sus dis- 
posiciones y la transitoriedad referida a su vigencia, 
revela inequívocamente la improcedencia de la aplica- 
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eíón extensiva y analógica que se pretende, en el caso, 
de las normas generales del Código Penal, esencialmente 
represivo de delitos, para casos previstos en esta ley 
especia lísima, y a despecho aun de la prohibición que 
al respecto contiene el art. 29 de la Constitución Na- 
cional. 

Sólo reemplazando el examen y consideración del 
régimen jurídico especial que contempla la referida ley 
y sn naturaleza, por un parcial y reducido enfoque que 
limita su visión a nn solo aspecto, vinculado con la im- 
posición de una de las sanciones que la ley autoriza, o 
sea de la de multa, es posible insistir en la tesis qne se 
invoca y que la jurisprudencia no ha admitido (Fallos: 
212, 64 y 134; 214, 425). 

El régimen de la prescripción de ta acción y de las 
penas previstas en ta ley 12.591 fué expresamente exami- 
nado en el decreto-ley 15,531 de 28 de mayo de 1946, 
anterior a la imposición de la multa, y dictado con el 
alcance que decisiones de esta Corte han fijado a decre- 
tos de esa naturaleza en Fallos : 21)8, 562, advirtiéndose 
en los considerandos de aquél que, 4 'los motivos que con- 
curren para acordar a un encausado los beneficios de la 
prescripción, aun pendiente la causa, no se justifican en 
los supuestos de la ley 12.591, por cuanto la naturaleza 
de las contravenciones contempladas en la misma, hacen 
aconsejable un tratamiento diferencial". 

Esas consideraciones que condujeron a establecer 
un tiempo especial de prewripción fijado en cinco años 
por el art. 1* de aquel decreto-ley, y la interrupción de 
aquélla por actos de procedimientos en el orden admi- 
nistrativo o judicial, fueron reiteradas en forma expresa 
por el Sr. Senador Kamella al tratarse el anteproyecto 
de la ley 12.830 que derogó a la primera en las condicio- 
nes que luego estableció el decreto 7959 de 21 de agosto 
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de lí>4#í (Din rio de Sesiones del H. Senado, año 1946, 
julio 11, pág. 221). 

Por esas razones se sancionó el art 13 de la última 
ley citada que reproduce en lo esencial lo concerniente a 
la interrupción del término de la prescripción por los 
actos de procedimiento administrativo o judicial, au- 
mentando el término a seis años y evidenciando así en 
la secuela de la deliberación legislativa y en los precep- 
tos sancionados, que el régimen jurídico especial creado 
por estas leyes, escapa a las normas del Código Penal. 

Y esas diferencias esenciales así reveladas adquie- 
ren, al sancionarse la ley N* 13. ¡492 de 13 de octubre de 
1948, forma de precepto expreso, pues se tradujeron en 
el texto del nrt. 2* que terminantemente establece que; 
"quedan excluidas de las disposiciones generales del 
Código Penal, las sanciones ya impuestas y las que se 
impongan por aplicación de las leyes 12.830 y 12.893 y 
ia presente. En los prontuarios policiales se dejará ex- 
presa constancia del carácter administrativo y no penal 
de tales sanciones". 

Normas éstas que aun después de la derogación do 
la ley 12.591 por el art. 19 de la N* 12.830 son de estricta 
observancia toda vez que como lo estableció el decreto 
7959 de 21 de agosto de 1946, "la ley 12.830 reproduce 
y amplía los alcances de la N» 12,591" y así también lo 
estimó esta Corte Suprema en Fallos: 211, 16, de suerte 
que por ello y por las demás razones circunstanciales 
que en aquél se invocan "continuarán en vigor los de- 
cretos y demás disposiciones dictadas en virtud de la ley 
12*591 y decreto 16.216, como reglamentarias de la ley 
12,830 que no hubieran sido derogadas expresa o implí- 
citamente". 

£1 proceso de estructuración de las leyes represi- 
vas de maniobras agiotistas, destacó en todo momento la 
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naturaleza especial ísima de ellas, creando un régimen de 
clara y distinta tipicidnd, extraño a las normas genera- 
les del Código Penal, culminando en el precepto legal ya 
transcripto que consignó expresamente esa individuali- 
dad, evidenciando la voluntad coincidente de los Pode- 
res Ejecutivo y Legislativo, en concordancia con las de- 
cisiones jurisprudenciales ya citadas. 

Que si bien ello es así, la sentencia apelada debe ser 
revocada porque de esa inaplicabilidad de las disposi- 
ciones generales del Código Penal, que es el único fuu- 
invocada no pueda bailar su apoyo en el decreto-ley 
15.531/46, cuya vigencia perdura para los casos ante- 
riores a la derogación de la ley 12.591 por la N 9 12.830, 
como lo señalara el decreto 7959 de 21 de agosto del mis- 
mo año, y cabe aplicarlo a los hechos producidos du- 
rante el curso de aquélla, manteniendo así la ineludible 
damento de la decisión, no se sigue que la prescripción 
igualdad y uniformidad en la observancia de normas ge- 
nerales que subsanan omisiones en evidente beneficio 
del imputado, siempre que, claro está, los actos de pro- 
cedimiento administrativo o judicial realizados en la 
causa no hayan interrumpido el curso de la excepción 
aludida; punto este que no corresponde a esta Corte 
Suprema decidir. 

Por estos fundamentos y con el alcance consignado 
se revoca la sentencia de fs. 129 vta. en lo que ha sido 
materia del recurso extraordinario, debiendo volver los 
autos al juzgado de su procedencia a fin de que se pro- 
nuncie nuevamente. 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessagno. 



FALLO* OE LA <:ORTB SUPHEMa 



MINISTERIO DE GUERRA v. MARIA BROÜZES 
DE ANDRIEU 

EXPROPIACION: Indemnisaeién, Determinaci/m del valor real. 

Consentida la expropiación por la propietaria demandada 
y habiéndose alcanzado el justiprecio del bien objeto de 
la transferencia por acuerdo de las partea debidamente 
representadas en el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, 
no es indispensable fijar judicialmente un valor distinto 
al de la valuación así obtenida en relación a la tierra y 
sus mejoras a la fecha de la toma de posesión, a falta de 
circunstancias especiales que autoricen un pronunciamiento 
diferente. 

E X PfíOPÍA CIO N ,- Indemnitación, Otro* daños. 

Corresponde acordar al dueño del inmueble expropiado la 
indemnización correspondiente a la desvalorización sufri- 
da en el aprovechamiento de la chacra lindera a la exnro- 
piada, que formaba con ésta una sola explotación, tenien- 
do en cuenta, no sólo la disminución sufrida por la produc- 
ción que subvenía a las necesidades de una familia la- 
brieps, sino también que en el bien objeto del juicio se 
encuentra ta casa habitación, palpones, aguada-*, córrale» 
y demás mejoras que constituyan la base de ta explotación 
conjunta de ambas fracciones, cuya indispensable reposi- 
ción en la chacra no expropiada requerirá tiempo y dinero. 



Sentencia del Juez Federal 

Bahía Blanca, 28 de diciembre de VMH. 

Y Vistos: 

Estos autos N* 132, año 1945 "Lo Nación c./ María Brou- 
íes de Andrieu, por expropiación", llamados para definitiva 
a fs. 101 vta. de los cuales 

Resulta : 

l fl ) Que de acuerdo con lo dispuesto en el decreto 
19133/44 dictado por el P. E. X. el 20 de julio de 1944 
(fs. 7), el Sr. Procurador Fiscal promueve juicio contra 
Marta Broustes de Aodrieu e hijos, por expropiación de las 
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chacras 20 y 35 de Pifié» partido di' Saavedra, eon una super- 
ficie aproximada de 200 H. ; acompaña comprobante de haber 
depositario la suma de $ 58.863,17 m/n. que pone a dispo- 
sioón del interesado como valor asignado at inmueble, in- 
cluso mejoras y toda otra indemn i lación. Pide la posesión 
provisoria del inmueble (O. Civil, art. 2512) y tpte se hapa 
lugar a la demanda, luego de sustanciarla; cou costas (fs. 15). 

2*) A fs. 22 se da la posesión al representante del Go- 
bierno, quien sólo toma la de la chacra Tí» 35. 

3') A fs. 35 el Sr, Procurador Fiscal, en virtud de lo 
dispuesto en decreto 774/46, del 11 de enero del año en 
curso, des : ste de la expropiación de la chacra 29 y mantiene 
la de la N* 35 a la que le fija un valor de m$n. 31.451, pi- 
diendo la devolución del excedente depositado en autos. 

4°) A fs. 72 se real'za la audiencia señalada; concu- 
rren el Sr. Procurador Fiscal, quien ratifica su demanda con 
tas aclaraciones de fs 35 y la Sra. de Andrieu asistida por 
el Dr. Roberto Sabores; contesta la demanda sin oponerse a 
la expropiación, pero manifiesta su disconformidad con el 
precio ofrecido, que considera bajo por razones que expresa y 
se analizan más adelante; pide $ 60.000 m/n. con intereses y 
costas, incluyendo la indemnización por desvalorización de la 
chacra 29 míe en un principio también se expropiaba; ofrece 
prueba y propone perito; el Sr. Fiscal se opone a la prueba 
testimonial y adhiere a la pericial, propon'endo el snyo. 

5') A fs. 75 se resuelve sobre la prueba; admitiéndose 
fínicamente la pericial, se desunan a los propuestos Ings. Ro- 
berto O. Izquierdo y Alfredo Sherriff. 

6») A fs. 78 el Sr. Fiscal p J de que se tenga por dedu- 
cida la demanda sólo contra la Sra. María Brouzes de An- 
drieu. por ser única propietaria del bien que se expropia. 

7*) A fs. 85 vta. se tiene por parte al Dr. Roberto Sabo- 
res, a mírito del poder de fs 85, y se ordena entregarle la 
suma de $ 31451 m/n. lo que se cumple a fs. 87. 

8») A fs. 89 vta. se designa perito tercero a! Sr. Arman- 
do Salvarezza. agrecándose de fs 91 a 99 la peritación prac- 
ticada conjuntamente por los trea peritos. 

9** A fs. 101 vta. se llaman autos pnra definitiva, y 
a fs. 106 la demandada alega sobre la prueba, (|iicdnndo lo» 
autos en estado de sentencia. 

Y considerando: 

I. Que de acuerdo con el art. 3 de la ley 12 737 que de- 
clara de utilidad pública los terrenos necesarios para el enmpli- 
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miento del plan de construcciones militares, el P. E. fui auto 
rizado a expropiar las propiedades necesarias a ese fin, de con- 
formidad con las disposiciones legales vigentes en la materia. 

II. Que para la construcción del Arsenal *'Sud Este", 
el P. E. eligió, entre otras cuya expropiación se resuelve en 
la fecha, las churras 29 y 35 de la Sra. de Andríen (fs. 7), 
habiendo reducido después la expropiación a la chacra 35, deci- 
diendo iniciar pleito por no haberle sido aceptado el precio 
ofrecido. 

III. Que trabada la litis en la audiencia de fs. 72, se 
planteó como única cuestión de índole jurídica la inconstitu- 
cionalidad del art. 18 del decreto 17.920 modificatorio de la 
ley 189, en cuanto legisla sobre costas, cuestión que se resol- 
verá más adelante. En lo demás, la titi$-conte$tatio ha que- 
dado reducida a la fijación del valor que deberá pagar el Go- 
bierno en definitiva. 

IV. Que para determinar el \&\or de la indemnización a 
que se refiere el art. 2511 del C. Civil, debe estarse a las dis- 
posiciones legales que lo reglamentan, es decir, la ley 189 y su 
decreto-ley modificatorio 17.920/44 especialmente en los arte. 15, 
16 y 18. De acuerdo con lo que dispone el 16 "La indemniza- 
ción debe eom prender el valor objetivo del bien y todos loa 
daños, desmerecí mienl os y erogaciones qne sean consecuencia 
inmediata y directa de la expropiación, no debiendo, sin em- 
bargo, tomarse en consideración circunstancias de carácter per- 
sonal y valores afectivos, ni ganancias hipotéticas". 

En ta audiencia realizada de conformidad con el art. 6 o , 
la demandada, ademas de objetar el precio expresó que sufría 
un desmerecimiento en la fracción de su campo formada por la 
chacra 29. 

Las normas establecidas en el art. 6', inc. a), de! decre- 
to 17.29G/44, y el art. 6 de la ley 189 vigente en materia peri- 
cial, determina de que* elementos ha de valerse el juzgador 
para fijar la indemnización. 

De los reunidos en autos sirven a esc fin, la peritación 
conjunta de fs. 91 y las apreciaciones que en cada rubro han 
servido a la demandada para fundar su pretensión (fs. 72 
y 106). 

Existiendo tres conceptos cuyo valor debe estudiarse, con- 
viene considerarlos por separado: 

a) El campo. En cuanto a su extensión y característi- 
cas no existe disparidad entre los peritos, señalándose única- 
mente una diferencia de 5 H. en la porción que los tres con- 
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fúderan diferente del resto del campo. El del actor valúa 
*ii $ 60 m/n. por unidad las 25 del campo inferior y en S 220 
m/n. cada una de las 73,683650 II. restantes ; el de la deman- 
dada en $ 110 m/n. para c/l. de 20 H. y t 310 m/n. para el 
resto, y el tercero de $ 100 para c/l. de las 20 H. de campo 
inferior y 310 para las restantes. Así resultan valores totales 
de $ 17,710,40 m/n., $ 26.591,93 m/n. y * 26.391.93 m/n.. 
respectivamente. El infrascripto en. atención a las razones ex- 
presadas por el perito tercero, a la proximidad de su tasación 
con la del demandado y a la pretensión de óste en el sentido 
de que se le fije precio a razón de $ 270 la H. (fs. 72 y 106), 
resuelve aceptar este valor y fijar para las 98,683650 H. un 
precio total de $ 26.644,58 m/n. 

b) Las mejoras. Hay, como en el caso del campo una 
notable diferencia entre la tasación del perito del Gobierno y 
lo practicada por los de la demandada y el tercero designado 
por el Tribunal, siendo muy próximas estas dos últimas, hn 
atención a que la demandada acepta en algrunos rubros pre- 
cios establecidos por los peritos de su parte y el tercero, re- 
suelvo fijar por todas las mejoras un valor de $ 26.630 m/n., 
distribuidos de la siguiente manera: casa. $ 11.500 m/n.; pal- 
pon y gallinero $ 4.200 m/n ; molino y accesorios, $ 3.500 m/n. ; 
corrales, * 500 m/n., y alambrados interiores, $ 6.930 m/n. 

e) Dewalorizaeión. En efecto, la reducción de la pro- 
piedad de la demandada a casi la mitad de la superficie en 
que desenvolvía sus actividades, le trae aparejado un desmere- 
cimiento, máxime si, como resulta en el caso sub-examen. las 
mejoras necesarias para la explotación se hallaban en la chacra 
de que abora se le priva. Son acertadas las razones en que hc 
funda la demandada y las anotadas por su perito y por el ter- 
cero, pero, atenta su disparidad en la apreciación pecuniaria 
del concepto, el infrascripto se ve precisado a apartarse de 
ambas fijándole un valor de * 5.000 m/n. 

V InconstitHciowilidad. Se la plantea con respecto al 
art. 18 del decreto 17.920/44, que se refiere a la aplicación 
de costas en esta clase de juicios, por las razones que funda- 
mentan el fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
qne se omite transcribir brevitatis causa y, que declara la cons- 
titucional idad de dicha norma, ae reitera dicho pronunciamien- 
to, rechazando la defensa del recurrente (ver "La Ley , 
22- VI -946 y DJA, del 25-6-46). 

Por estos fundamentos, fallo haciendo lugar a la demanda 
y declarando transferido al Gobierno Nacional e! dominio de 
la chacra N* 35 de Pigüé, con una superficie de 98,683650 H,, 
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de propiedad de Da, María Brouzes de And ríen, previo pago 
de la suma de * 58.274,58 m/n., de la que deberá deducirse 
la de I 31.451 m/n, ya recibida (fs. 87), dentro del termino 
de 10 días. Ton intereses al 6 % anual .sobre la diferencia 
de lo que ge manda pairar y la suma percibida. Las costas a 
cargo del actor en atención a la suma ofrecido, la pedida y 
la que se manda pagar por esta sentencia (decreto 17.920, 
art. 18). — Pedro Sempé, 

SENTENCIA DE KA CÍMARA FEDERAL 

líuhía Blanca, abril 27 de 1949. 

Vistos y considerando : 

Que el Tribunal de Tasaciones fija, con la conformidad 
del representante designado por la parte demandada, el valor 
de la tierra expropiada, incluíalas mejoras, en $ 45.860 ,75 m/n., 
a ta fecha de lu toma de posesión. 

Que, atenta esta unanimidad de pareceres de la comisión 
pericial de referencia corresponde tener dicha operación por 
base de la resolución de esta Cámara, pero se tomará en cuenta 
el desmedro para el resto de la propiedad que no aparece tra- 
tado en dicho dictamen, ní en los antecedentes que lo acompa- 
ñan, respecto de cuyo rubro el cuerpo está de acuerdo con las 
conclusiones de Ta sentencia recurrida; 

Por ello, fie reforma la sentencia en recurso, fijándose en 
$ 50.669,75 ni /ti, el monto de la indemnización total a pagar 
sin perjuicio de la deducción correspondiente de lu suma reci- 
bid n y se confirma en lo demás dicho pronunciamiento, — 
f,ni» fíontáhz Warcaldr. — fírmalo Snurrouitlc, — fít njamtit 
ttr ht Vvgá. 

VMAÁi l»K LA CORTE SUPREMA 

Huellos Aires, :íO do mu izo, Año del Libertador General 
Sun Martín, 1950. 

Vistos los untos "La Nación — Ministerio de <íue- 
na v, Andrieu, María Bromees de, h /expropiación**, en 
los que se bu concedido n fs. 139 el recurso ordinario de 
apelación. 
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Y considerando: 

Que dispuesta por decretos ¡del P. E. de fechas 20 
de julio de 1944 (fs. 7) y 11 de enero de 1946 (fs. 30) la 
expropiación de la chacra N* 35 de Pigüé, Partido de 
Saavcdra, Prov. de Buenos Aires, compuesta de 98 Hs. 
6836,50 rnts*, destinada a la construcción del Arsenal 
"Sud-Esto", y consignada la suma de f 31.451.00 para 
responder a su precio, incluidas mejoras y toda otra in- 
demnización, su propietaria María Brouzes de Andrieu 
(fs. 64) se allana (fs. 72) a la pretensión, pero señala 
que el valor del bien expropiado no puede ser menor a 
$ 60.000.00, por las razones que expono y en consecuen- 
cia deja así formulada su petición. 

Que requerido del Tribunal de Tasaciones el infor- 
me a que alude el art. 14 de la ley 13.264, aquel organis- 
mo se expide a fs. 22 del expediente respectivo fijando, 
por unanimidad, la suma de $ 45.869,75, incluido mejo- 
ras, romo tasación del inmueble expropiado; suma que 
la sentencia de segunda instancia (fs. 135), admite aña- 
diendo como también lo hiciera la de primera instancia 
(fs. 111) $ 5.000 en concepto de desvalorización en el 
aprovechamiento de la chacra N* 29 lindera a la expro- 
piada y que formaba con ésta una sola explotación, te- 
niendo en cuenta que en la que es objeto del juicio se 
encuentran la casa habitación, galpones, aguadas, co- 
rrales y demás mejoras que constituían la base de la 
explotación conjunta de amhns fracciones, ademas de las 
otras consideraciones expuestas por los peritos (pie in- 
formaron a fs. 91. 

Que como lo tiene decidido esta tuerte Suprema (Fa- 
llos: 214, 439), consentida la expropiación por la propie- 
taria demandada y habiéndose alcanzado el justiprecio 
del bien objeto de la transferencia por acuerdo «inci- 
dente de las partes debidamente representadas en el 
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Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, no es indispen- 
sable fijar judicialmente un valor distinto al de la va- 
luación así obtenida en relación a la tierra y sus mejoras 
a la fecha de la toma de posesión, ya que no concurren, 
acerca de ese punto, circunstancias especiales que auto- 
ricen un pronunciamiento diferente. La suma de pesos 
5.000 en que su valor se aumenta por las sentencias de 
primera y segunda instancias, aparece asimismo justi- 
ficada porque, en efecto, son exactas y procedentes las 
consideraciones que al respecto se hacen valer en ellas, 
en cuanto al desmedro que afecta al resto de la propie- 
dad, ya que la redneción a la mitad de la superficie total 
que se explotaba por una familia labriega, incide no sólo 
en la producción que obtenía, sino que, carente la cha- 
rra N» 29 de las mejoras requeridas para su normal 
aprovechamiento, las condiciones en que habrá de pro- 
seguirse resultan evidentemente deficientes y exigen ser 
subsanadas, mediante las inversiones y tiempo que ello 
demande. 

En su mérito, se confirma la sentencia apelada de 
fs. 135 que fija en cincuenta mil ochocientos sesenta y 
n nevé pesos con setenta y cinco centavos moneda na- 
cional, el monto de la indemnización total a pagar a la 
demandada, María Brouzes de Andrieu, por la expro- 
piación de la chacra N» 35 de Pigüe, Partido de Saave- 
dra, Provincia de Buenos Aires, sin perjuicio de la de- 
ducción correspondiente de la suma percibida, con las 
costas del juicio a cargo de Ta actora atento lo dispuesto 
en el «rt. 28 de la ley n* 13,26*. 

Rodolfo O. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Frlipm 
Santiago Pérez — Atilio 
PessaonO. 



Año r*x Libertador General San Martín, 1950 

Abril» 



ELEONORA LINA LEY DE BOCHE v. LÜDOVICO 

P. PÜCHS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fede- 
ral. Cuestiones federales complejas. Ineonstitucionalidad de normas y 
actos nacionales, 

Procede el recurso extraordinario contra la- sentencio ojie 
aplica una ley nacional impugnada por el apelante como 
inconstitucional. 

RETRO ACTIVIDAD. 

El principio de irretroactividad de la* leyes en materia 
civil no es de orden constitucional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho <!<> 
propiedad. 

El efecto retroactivo atribuido por el legislador a una 
norma civil no es violatorio de la Constitución sino cuan- 
do vulnera derechos adquiridos, 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de 
propiedad. 

Aun en él supuesto de leyes de orden público, la suprema 
necesidad de la garantía del orden y la seguridad gene- 
rales imponen el respeto esencial de los derechos irre- 
vocables y explícitamente reconocidos por sentencia ju- 
dicial o transacción válida, pero no hay óbice constitucio- 
nal que impida la modificación por una ley que revista 
aquel carácter del régimen vigente respecto de los dere- 
chos aun litigiosos. 
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Sentencia del Juez dk Paz Letrado 

Ba. Aire», octubre 10 de 1949. 

Y visto» y considerando : 

I) Que las presentes actuaciones han stdo iniciadas de 
acuerdo a lo preceptuado en el art. 3* de la ley 13.538, dero- 
gada conforme a lo dispuesto en el art. 47 de ta ley 13.581. 

II) Que no encoiitrándtwe el presente caso comprendido 
en el supuesto (pie contempla el «rt. 32 de la ley 13.581 y lo 
previsto en el art. 46 de la citada disposición legal en cuanto 
ordena (pie sus disposiciones son de orden público y deberán 
ser aplicadas de oficio, incluso en los juicios en trámite; Re- 
suelve : Previa reposición del papel archívense estos autos sin 
mhs trámite. P. A. & Pedro 1. Alvatez Spermii. 



SENTENCIA l>E LA CAMAItA DK APELACIONES OH 
LA .TllSTICIA DE PAZ LETRADA 

Bs. Aires, diciembre 15 de líMit. 
Y vistos; considerando: 
Nulidad. 

No resultando de autos «pie se hubiesen violado u omitida 
las ftirtnas substanciales del juicio une hapan procedente este 
recurso, correspiinde. desestimarlo. Así se declara. 

Afiriación. 

Que sancionada la ley 13.5H1 y promulgada el 5 de octu- 
bre de 1049, «US disposiciones (pie son de orden público —art. 

4f son. obligatoriamente aplicables, aun en los inicios con 

sentencia; V dado QUe por el art, V se prornifran Ins locacio- 
nes hasta él 30 de setiembre de ifli) }' por el art. 32 sólo se 
reconoce, eomo causal de desatojo, i|iie la transferencia se 
hubiese efectuado con posterioridad a la fecha de su sanción, 
es e vidente «pie lo resuelto por el juez .se ajusta a derecho. 

por ello se con firma el fallo recurrido. Las costas de al- 
iada también por su orden . — Jm¿ -V. banasta. — Juan A. 
CarlfinKtíjna. 
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Dictamen ihíi, Procurador General 

Suprema Corte: 

El apelante lia sostenido que la ley aplicada en la 
«i'iiteneia vulnera ana garantía que la Constitución le 
acuerda. Pienso, pues, que el recurso extraordinario es 
pertinente y que corresponde hacer lugar n la presente 
queja, 

En cuanto al fondo del asunto, respecto del que no 
considero necesariu mayor suwtaneiación, V. K. tiene rei 
te rudamente resuelto que la suspensión del trámite de 
los juicios de desalojos no es violatoria de la Constitu- 
ción Nacional. Por aplicación de esta doctrina procede- 
ría, pues, confirmar la sentencia apelada en cuanto pudo 
ser materia do recurso. — Buenos Aires, marzo 23 de 
1!>50, Año del Libertador General San Martín. — Carlos 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de abril, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos: "Kecurso de hecho deducido por 
e| actor en la causa Boche Eleonora Lina Ley de v. 
Kuclis Ludovico F.", pura decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que discutida la validez constitucional de las dispo- 
siciones legales aplicadas por la sentencia en recurso, la 
apelación extrnordinnria denegada ha debido conce- 
derse. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
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rador General so declara mal denegado el recurso ex- 
traordinario a fs. 48 del principal. 

Y considerando en cuanto al fondo del asuuto poí- 
no ser necesaria más sustanciacióni 

Que el principio de ir ret reactividad de las leyes en 
materia civil, no es constitucional, de manera que el 
efecto retroactivo atribuido por el legislador a una nor- 
ma no es violatorio de la Constitución sino cuando vul- 
nera derechos adquiridos. — Fallos: 214, 104 — . 

Que es cuestión igualmente decidida por la juris- 
prudencia — Fallo citado — que tal como lo dispone el 
art. 5 del Cód. Civil, nadie puede tener derechos irrevo- 
cablemente adquiridos contra una ley de orden público, 
como lo es la aplicada en la especie — doct. Fallos : 20íí, 
405; 211, 109!)— . 

Que si bien con arreglo a lo decidido en los prece- 
dentes citados, aun en tal supuesto la suprema necesi- 
dad de la garantía del orden y la seguridad generales 
imponen el respeto esencial de los derechos irrevocable 
y explícitamente reconocidos por sentencia judicial o 
transacción válida, no hay óbice constitucional que im- 
pida la modificación por una ley de orden público del 
régimen vigente respecto de los derechos aun litigiosos, 
como es el caso do autos. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador (lene ral, se confirma ln sentencia apelada de fs. 
43 en Jo que ha sido objeto de recurso extraordinario. 

Rouolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiaco Pérez — Atujo 
Pbssaqno. 
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JUAN GUISEN E HIJO 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos comunes. Tribunal dé 
Justicia. 

Es procedente el recurso extraordinario fundado en la 
violación de la defensa en juicio, contra la resolución 
condenatoria irrevisible de la Cámara Central de Alqui- 
leres fie la Provincia de Santa Fg dictada sin haber pro- 
porcionado al apelante adecuada oportunidad para su 
audiencia y defensa. 
CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Procedimiento 1/ sentencia* 

Es violatoria de la defensa en juicio la resolución de la 
Cámara Centrnl de Alquileres de la Provincia de Santa 
Fe por la enal se mantiene la condena impuesta por una 
cámara regional respecto del dueño de un inmueble sin 
haberte dado oportunidad de defenderse, puesMas actua- 
ciones de primera instancia fueron seguidas contra el 
anterior propietario y las citaciones que se invocan como 
oportunidades acordadas para la defensa de la sociedad 
que pn definitiva resulta condenada fueron cursadas al 
finalizar el proced i miento seguido ante la Cámara Cen- 
tral v dirigidas tan solo a uno de los componentes de la 
sociedad v no a esta última, que sólo intervino en segunda 
instancia* para impugnar !o resuelto sin su participación. 

Resolución de la CAmaba Regional i>e Aujuilebes 

Rosario, abril 9 de 1949. 

Visto ; La denuncia formulada por el Dr. Valerio S. Ca- 
rreras contra la señora Clara R. de Vakemtein por infracción 
al Decreto Nacional N* 1580, y 

Considerando : 

Que de acuerdo con las prueba» aportadas en relación con 
los hechos en discusión, y demás elementos de juicio acumu- 
lados a estas actuaciones, se llega a las siguientes conclusiones: 

Que la denunciada, por intermedio de su esposo apode- 
rodo general, Sr. Jaime Vakerstein afirma: Que la casa de la 
calle Dorrego N' 966 y Dorrego N* 968 era una sola, circuns- 
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tancia que niega rotundamente el denunciante Dr. Valerio S. 
Carreras, sosteniendo que son do» casas independientes y que 
así lo han sido desde hace varios años, probándolo debidamen- 
te con los recibos de Obras de Salubridad que corren agrega- 
dos a fs. 8, 13 y 14 qne demuestran que esas dos finca» esta- 
ban aforadas por separado, con sus respectivos valores locati- 
vos asignados, como también con los recibo» do impuestos 
Municipales agregados a fs. 15, 16, 17 y 18 tos que indican 
que esas dos casa» no solo tenían valor locativo distinto aino 
también destinos diferentes, siendo la dirección N* 968 un 
negocio de tienda y la N* 966. consultorio médico. 

Que el Sr. Jaime Vakerstetn, en nombre de su esposa 
agrega que la casa de la calle Dorrego N* 966 estaba ocupad» a 
fines de 1947, por su propietario Sr. Saúl Hanono, quien de 
acuerdo con lo convenido la desocupó con fecha 16 de febrero 
de 1948 y en razón de que era el propietario quien la habita- 
ba pudo contratar libremente et alquiler. 

Que por »u parte el denunciante Dr. Valerio S. Carreras 
afirma que el Sr. Saúl II añono, hacía más o menos cuatro 
año» que se había ausentado a la Capital Federal, probando 
su aseveración con la escritura pública de fs. 23. en la que se 
consigna que en fecha 26 de marzo de 1946 el Sr, Saúl Ha- 
nono era vecino de la Capital Federal ; con un contrato de 
locación obrante a fs. 36 y 37, debidamente sellado de fecha 
20 de noviembre de 1946 i con varios recibos, de fe. 26 a 34 
de pagos de alquileres hechos por el nombrado Ilanonn a la 
Administración Mateo B, Hartz referentes a la casa de la 
calle Juncal \ T * 2236 de la Ciudad de Bs. Aire»; con la pro- 
pia afirmación que hace dicho Sr. Saúl Hanono en su decla- 
ración prestada ante la Cámara de Alquileres de ta Capital 
Federal, al decir: que "vivió en la finca de la calle Dorrego 
X' 966, rnn su familia, desde su construcción hasta el mea 
de octubre de 1944. aproximadamente, fecha en que se tras- 
ladó u la ciudad de Buenos Aires", manifestación que aparece 
abonada y en perfecta concordancia con lo que dice el Dr. 
Mareo Ilanonn en su nota de fecha 14 de febrero ppdo., diri- 
gida a esta Cámara Regional de Alquileres y que corre agre- 
gada a estas actuaciones. 

Que fl hecho de que no era propietario 1), Saúl Hanono 
quien vivía en la casa de la calle Dorrego N* 966, en el lapso 
comprendido entre octubre de 1944 hasta fines de 1947, o 
sea hasta que In casa fué vendida, sino las Sres. Ezra Hanono 
y Dr. Mareo Hanono en calidad de inquilino», aparece sufi- 
cientemente probado, no sólo por las pruebas referidas en el 
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nárrafo anterior sino también «n forma concluyente por lo 
«„e manifiesta el nombrado Dr. Hanono en sn nota de 14 d» 
thrZ en uno de cuyos párrafos dice: "que juntamente con 
Li h^ano E,ra Hanono (y* f«««*lo) fuimos ijflnüjjg^ 
ía casa de la calle Dorrego N* 966 de esa cmdad_ octubre 
(más o menos) del año 1944 hasta fines de 1947 en la que la 
así fué vendida a la señora Vakerstcin, «¡¿¡¡^ffi 
las guías telefónica* en las que figuran mi nombre en dicha 

casa". ■ 

Que lo referente al precio que papaban por MfJ 
anteriores inquilinos Sr. Ezra Hanono y Dr. Igfl^g» 
afirma el denunciante era de $ 170 mensuales, sin i rebaja 
lUal almnia afirmación que está debidamente probada por 
d reeibo^co^eípondiente al mes de julio de 1945 pertenecien- 
t a la casa de la calle Dorrcpo 966 agregado a estas actúa- 
dones, y que ha sido reconocido por su f'™ ante * «J ¡"T 
pietar o Sr. Saúl Hanono ante la Cámara de Alquil^™ de 
a Capital Federal, prueba que esta abonada por la ñ eelara- 
ción prestada ante la referida Cámara, como asi también pni 
el ex inquilino Dr. Marco Hanono quien en su nota Jw™ 
a esta Cámara Regional, dice en el párrafo tercero que el 
importe del alquiler desde que oe« U casa gWM» 
la dejamos era de * 170 por mes. no habiéndose hecho rebaja, 
ni tampoco la solicitamos''. 

Que por otra parte, aparece eorroborH.la esta prueba 
con los recibos de Obras de Salubridad que asigna a U casa 
: ¿ Wvc de * 180 por mes y por los ^£¡j* 
ml „. (K mnnieinales (iue k as gnan un valor de * 120 mensua- 
^TZto.ípr^io fgado a la *^T1S£ 
de ft 140 mensuales, más el agua y con el 6 % de '^eiicnt 
2Wl. está ello plenamente probado con el contrato mW*f 
Migado a fs. 3 y 4 y el recibo correspnn.liente al mes de 
niavo de 1948. reconocido por ambas partes. 

' One el propietario actual de la finca Sr. Juan U.imen ha 
«¡nn ÍLo eíi Tbida forma, con fecha 7 de marzo del presente 
3£ ríhírinS^ de estas 

Aañ eon fecha 17 del mismo mes y ano, fui reiterada esa ciw 

„Tno habiendo comparecido, atento a los 
^■■respondientes, debe tenérsele por conforme con el procedí 
miento seguido. . . 

Que de acuerdo a todo lo que antecede se llega a la» si 
íriiientes conclusiones : , 

a) Las casas de la calle Dorrego 966 y 968 a fn.es de 
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19+7. o sea al tiempo de ser adquirida por la denunciada eran 
totalmente separadas c independientes. 

b) El ex propietario D. Snúl Ilanono no vivía en la easa 
de la callo Borrego 966 en el tiempo que vendió el inmueble 
ía fines del nfm 1947) ai no en la Capital Federal desde octu- 
bre de 1944, estando la easa indicada ocupada durante ese lapso 
por los inquilinos Sr. Ezra Ilanono y Dr. Mareo Hanono quie- 
nes papa han un alquiler mensual de $ 170, sin rehaja alguna 
y al ser desocupada por ios nomhrados fué alquilada por su 
propietaria Sra. Clara lí. de Vakerstein al Sr. Valerio S. Carre- 
ras a razón de $ 140 mensuales con el 5 % de rebaja lepa!. 

Que de conformidad a lo expuesto precedentemente, esta 
f n mu ra Regional considera : que el presente easo está qom- 
prendido dentro de los términos de la Resolución de la H 
í "" iar * ^"t™ 1 'le Alquileres de la Provincia de Santa Fe, de 
reefta 29 de abril de 1947, por la que se establece que el alquiler 
hacien de la locación de las casas ocupadas entre el V de julio 
ríe 1043 y el 30 de abril de 1947 será el convenido «m el pri 
mar locatario que haya habitado el inmueble, sobre el que se 
«pilcara la escala de rebaja que establece el Decreto Provin- 
eral de t. 4 flOG) de fecha 14 de julio de 1943. 



Por ello la Cámara Rcpoiial de Alquileres de Rosario, 
resuel ve i 



1* Hacer lugar a la denuncia formulada por el Dr. Vale- 
rio S. Carreras contra la Sra. Clara R. de Vakerstein por in- 
fracción a la ley 12.886 confirmatoria del Decreto Nacional 
15S0. por haber elevado indebidamente el alquiler que abona- 
han los anteriores inquilinos de la casa dn la calle Dorrego 966. 

2* Tener como alquiler básico el que se pagaba con anterio- 
ridad, o sea la cantidad de 3 170 mensuales, .sobre el que deherá 
practicarse la rehaja del 10 % establecida en el Decreto Pro- 
vincial de t. 4 UOfi) con efecto retroactivo al momento de la 
locación. 

3* Declarar nula la cláusula del contrato de locación que 
se relaciona con el precio pactado. 

4' Intimar a la ex propietaria Sra. Clara R. de Vakerstein 
y al actual propietario Sr. Juan Guisen para que procedan 
dentro de los diez días de notificada la presente, a devolver 
los importes cobrados de más, bajo apercibimiento de multa. 
Luí* Cárcamo. — Adolfo Sckmidt. 
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Resolución ihs la Camaka Centeal he Alquileres 

Visto: El recurso de apelación interpuesto por los Rres. 
dnan Guisen c lujo contra la resolución n» 6739 dictada por la 
Cámara Regional de Alquileres do Rosario y 

Considerando: 

Que las presentes actuaciones han sido iniciadas por el 
locatario contra la Sra. Clara R. de Vakerstein, que en el mes 
do mayo anterior, ya había vendido el inmueble a la firma 
Juan Guisen c hijo, según manifestaciones de aquélla en sus 
declaraciones a fojas 10. 

Que a los efectos de darle la participación que le corres- 
ponde por ley la Cámara Regional de Alquileres de Rosarlo, 
citó por dos veces consecutivas al Sr. Juan Guisen, según cons- 
tancias que corren agregadas a fs. 38 y 38 vta.. sin que el mis- 
mo se presentara; 

Que por otra, parto y conforme a los antecedentes agre* 
gados en auto», ha quedado debidamente demostrado que el 
alquiler básico de la finca en cuestión es de $ 170 mensuales: 

Que de acuerdo al criterio sentado por esta Cámara Cen- 
tral, el alquiler que se fija en esta Resolución, deberá regir a 
partir del mes próximo inmediato al de la denuncia presentada 
por el locatario, es decir a partir del mes de julio de 1!>4ft, per- 
teneciendo ya en ose entonces la propiedad del inmueble, a la 
firma Juan Guisen e hijo, por todo ello La Cámara Central de 
Alquileres, resuelve • 

Art. t" Hacer hifrar a la denuncia formulada por el Dr. 
Valerio S. Carreras, contra los señores JV h Guisen e hijo, por 
infracción a la ley 12.886. confirmatoria del Decreto Nacional 
1580/43, por haber elevado indebidamente el alquiler que abo- 
naban los anteriores inquilinos de la casa de la calle Dcrrepo 
N* 066, de la ciudad de Rosario. 

Art, 2* Tener como básico el alquiler que se pagaba con 
anterioridad, o sea, la cantidad de $ 170 mensuales, sobre el 
que deberá practicarse la rebaja del 10 %, establecida en el 
Decreto Provincial de t. 4 (106), con efecto retroactivo al 1* 
de julio de 1948. 
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Art. 3' Declarar nula la cláusula del contrato de lew*- 
ción que se relaciona con el precio pactado. 

Art. 4* Intimar al loeador Juan Guisen r hijo, para que 
en el termino de diez días de notificado de la presente reso- 
lución, proceda a devolver al locatario D. Valerio S. Carreras, 
los importes cobrados de más, tm.¡o apercibimiento do multa. 
Santa Pe, setiembn- 23 de tM9. — HfynahJo B, Varea. 

Dli IAMKN 1»KI. l'lHlt't ttAlHni tlKSKNAI. 

Suprema Corte: 

Conforme a la resolución corriente a fs. T2 del pri n- 
nipal —apelada mediante el recurso extraordinario (le 
fs 7«> v el presente recurso de queja— , la Cámara Cen- 
tral de" Alquileres de ta Provincia de Suida Fe 1m deci- 
dido: 1"> Hacer lugar n la denuncia formulada por don 
Valerio S. Carreras contra el propietario de la finca de 
la celK- Porrero ÍKio de Rosario por infracción al Decre- 
to Nacional 1580/4:*; **) Tener como básico mi alquiler 
de $ 170 mln. morís na les en lugar del de $ 410 m|n. fijado 
contraetuaimente; 3' Declarar nula la cláusula del con- 
trato de locación relativa al precio pactado; 4*) Tntimar 
al propietario, que es la firma Juan Guisen e hijo, de 
vuelva en et término de diez días al locatario Carreras 
los importes cobrados de más bajo apercibimiento de 

multa, 

De amos resulta que, luego de una tramitación se- 
guida con el anterior dueño de la finca en cuestión, re- 
cién a fs. 38 y vtu., inmediatamente antes de dictarse la 
resolución de' fs. 39, fué citado por dos veces el Sr. Juan 
Guisen, quien no compareció. Es sólo a fs. 4!t cuando se 
presenta a estar a derecho, por intermedio de apodera- 
do, el real propietario del inmundo, que lo es como allí 
se explica, la razón social " Juan Guisen e hijo'* y no el 
Sr. Juan Guisen que aparece condenado n devolver 
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i j ii portes cobrados de más cu el punto 4 V de la decisión 
ríe fs. 39. En tal oportunidad, es decir a fs. 43, el presen- 
tante taclia de vi obitorio del nrt. 29 de la Constitución 
Nacional o] procedimiento seguido por no habérsele 
dado intervención en defensa de sus derechos, al propio 
tiempo que manifiesta reserva de optar por la vía judi- 
cial de acuerdo a lo dispuesto en el nrt. ¡>* del decrct» 
1.580/43, reiterando tales manifestaciones a fs. 53, Fi 
nalmente, a fs. 72 se dicta» pero esta vez contra la firmn 
"Juan Guisen e hijo'* la resolución apelada que man- 
tiene sustuneialmente la de fs. 30, aclarándose en el se- 
cundo considerando de ella "que a los efectos de darle 
la participación que le corresponde por ley, la (Jamara 
Regional ^° Alquileres de Rosario citó por dos veces 
consecutivas al Sr. Juan Guisen, según constancias que 
corren agregadas a fs. 38 y 38 vta., sin que el mismo se 
presentara". 

Todo le» espuesto revela que se lia seguido en estas 
actuaciones un procedimiento i»or demás anormal. En 
primer lugar, las actuaciones de primera instancia apa- 
recen tramitadas en su totalidad entre quienes no resul- 
tan, en definitiva, condenados a fs. 72. En segundo 
termino, las citaciones «le fs. 38 y vta., — qnc luego se 
mencionan también a fs. 72, como la oportunidad de 
defenderse acordada a la firma condenada — , se pro- 
ducen recién al final del procedimiento seguido ante 
la Cámara Regional y son dirigidas a un tercero, el 
Sr. Juan Guisen, que es a quien se refiere la decisión 
de fs. 31». Por fin, a fs. 72, al conocer por vía de apela- 
ción, la Cámara Central de Alquileres de Santa Fe 
hace recaer los efectos del fallo sobre la firma — *' Juan 
Guisen c hijo*' cuya actuación espontánea, ya en se- 
gunda instancia, ha tenido por único objeto impugnar 
lo resuelto a fs. 39 sin su intervención. 
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En mi opinión, se lia Un configurada en autos una 
violación del derecho de defensa ©n juicio qtie garan- 
tiza el art. 2í» de la Constitución Nacional, dado que la 
sociedad colectivo es una persona de derecho distinta 
de los socios f|ne la componen y por lanío no cabe, eon- 
trariamente a lo afirmado a fs. 72, sos I ene r que eou las 
citaciones de fs. ÍÍS y vía. dirigidas a Juan Guise» se 
haya acordado a la sociedad "Juan Guisen e hijo" 
oportunidad suficiente de defender sus derechos. Kl 
caso es. por otra parte, susceptible de obtener amparo 
por la vía del remedio federal atento el oportuno plan- 
teamiento de la cuestión en la primera presentación del 
r< curren te verificada a fs. 4)i y por reunir el recurso 
i! fs. 7ti las exigencias, de funda mentación requeridas 
en ei art. í§ de la ley 48. 

Kn con secuencia, procedería hacer lugar al pre- 
sente recurso de queja y revocar la decisión de fs. 72 
dictada contra la razón social "Juan Guisen c hijo". 
Buenos Aires, marzo 14 de 1Í*50, Año del Libertador 
General San Martín. — Carlos (i. Del f i tío. 

EALLÍ l>E LA COK TE SUPREMA 

buenos Aires, 10 de abril, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
el recurrente en los autos Guisen Juan e hijo. Expe- 
diente 2it!>-G-lít4í» — Cámara Central de Alquileres de 
Santa Fe", para decidir sobre su procedencia. 

Y' Considerando: 

Que como lo pone de relieve la relación de la causa 
contenida en el dictamen del Sr. Procurador General 
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resulta de los autos que se luí dictado a fs. 72 la resolu- 
ción definitiva apelada, condenatoria de la firma Juan 
Guisen e hijo, sin haber proporcionado a ésta adecuada 
oportunidad para su audiencia y defensa. 

Que en efecto, además de las anomalías señaladas 
en el dictamen del Sr. Procurador General la prescin- 
denetn de ln recurrente es tanto más objetable cuanto 
que en Iti misma denuncia se hizo presente la existencia 
posible de un nuevo propietario — fu. 1 vta.— que fué 
denunciado n fs 10. 

Que en tales condiciones y toda vez que no se des- 
conoce el carácter final del pronunciamiento apelado 
ni los términos del decreto n* 225 ¡43 —que establece las 
facultades de la Cámara Central de Alquileres de San- 
ta Fe — permiten afirmar que sea revisible en todos sus 
aspectos, el recurso extraordinario denegado debe de- 
clarare procedente, conforme a lo resuelto en casos 
análogos —Fallos : 211, 105C ; 213, 449 y los allí citados—. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador General se declara mal denegado el recurso 
extraordinario a fs. 82. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto por 
no ser necesaria más substanciación : 

Que en el trámite de la causa se ha prescindido de 
la firma condenada basta después de la terminación de 
las actuaciones en primera instancia. Y aun entonces 
— f Si 38 — i n s citaciones practicadas lo han sido a Don 
Juan Guisen y no a la Sociedad Juan Guisen e hijo, 
siendo el primero el condenado a fs. 30 por la Cámara 
Regional de Alquileres de Rosario. 

Que la posterior comparecencia de la referida so- 
ciedad ha tenido por objeto impugnar el procedimiento 
y no convalida la sentencia de alzada, ahora condena- 
toria de Juan Guisen e hijo. 
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Fjii su mérito y habiendo dictaminado Sr. Procu- 
rador General se revoca la resolución apelada de fa. 
72. Y vuelvan los autos a la repartición de su proceden- 
cia a fin de que la causa se tramite eon arreglo a derecho. 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más 1). Casa n es — Felipe 
Santiago I'ékkk — At¡lio 
Pebsaono. 



PEDRO J. BOMRAL v. JOSE MADARIAGA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios, Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundndo en el 
art. lf) de la Constitución Nacional derogada y de la 
vigente, sobre la base del principio consagrado por ellos 
de que nadie puede ser obligado a hacer lo que la ley no 
manda, cuando el punto litigioso ha sido resuelto por in- 
terpretación y aplicación de preceptos comunes y locales, o 
por razones de origen jurisprudencial o doctrinario en 
materia federal (*), 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación di- 
rerta, Sentencia* ton fundamenta na federidrs n ffderaies ronsentido*. 
Fundamentos de orden común. 

Es improcedente el recurso extraordinario deducido con- 
tra la sentencia que fundada en disposiciones de derecho 
común y local y en circunstancias de hecho suficientes 
liara sustentarla, decide une mientras el interesado no ob- 
tenga autorización de ln mitnrid&d administrativa para 
efectuar las construcciones que le permitirían hacer efec- 
tiva la servidumbre que reclama, no incumbe a la justicia 
prenunciarse sobre su derecho a &ta. 



(i> lo de ül.ril. Pallo*: tU, ¿7H-. 214. 394; 215. M. 
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MAHG ABITA LEIIMANN DE BEL.AUNDE v. 
NACION ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: PítWWKW a los militares. Generalidades 

El Poder Ejecutivo no puede privar por sí a un oficial 
del ejército retirado voluntariamente, de la bonificación 
de pensión que por sen* icios prestados le había sido acor- 
dada por decreto fundado en la interpretación del art. 60 
de la ley 9675. * * 

El decreto ley 2864/46, que extendió el beneficio de la 
computación a todos los suboficiales, sin distinguir entre 
los retirados por denegación de ascenso y quienes no se 
hallaban en esa situación, tiene indudable valor aclarato- 
rio respecto del sentido y alcance de la disposición legal 
discutida y robustece la conclusión de que no procede dis- 
tinguir entre los oficiales según que se hayan retirado a su 
solicitud o por no haber sidíi ascendidos. 



SENTKNflA DEL JlTEZ FEDERAL 

Bs, Aires, febrero 7 de 1949. 

Y vistos: Los presentes caratulados "Belaunde, Margarita 
Ijehmann de, contra Gobierno Nacional, sobre reintegro de pen- 
sión y cobro de pesos", de lo» que resulta: 

I. Que, a fs. 1. se presenta la actora entablando formal 
demanda contra el Gobierno Nacional, para que se la reintegre 
en el goce de la pensión mensual de * 349,65 que le fuera otor- 
gada por decreto, en 1930, en su carácter de viuda del mayor 
retirado Julio A. Belaunde. y, asimismo, para qne se le «bonen 
las diferencias entre esa snma y su actual pensión de $ 2o2, 
devengadas en los 5 años anteriores a su demanda. 

I)iee que, por el carácter antes señalado, el P. E. le conce- 
dió, por el art. 34 del decreto de abril 11/929, una pensión 
mensual de * 252, equivalente a la mitad del sueldo que perci- 
bía el causante a la fecha de su fallecimiento; en virtud del 
art. 41 del decreto de jnlio 11/930, dicha pensión fué aumenta- 
da a $ 349,65, por computarse 9 años, 8 meses y 11 días, de 
servicios civiles prestados por su esposo en la Administración 
Nacional, conforme a lo prescripto en el art. 61 del decreto 
de abril 11/929. 
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Agrega que en mayo 30/933, resolvió el P. E. dejar sin 
efecto el aumento de su pensión, la que quedó reducida a la 
cantidad primitiva; para ello se invocó la derogación, por de- 
creto de diciembre 1/931, del nrt. 61, del dictado en abril 11 
de lí)2í*, que autorizaba el cómputo de los servicios civiles 
prestados par los militares en Ir Admití i st ración Nacional, con 
posterioridad a su pase a retiro. 

Considera qtte ha existido violación de la cosa juzgada, 
por pnrte del l 1 , E„ al dejar sin efecto el aumento de pensión 
oportunamente concedido. 

Invoca los arts. 17 y 18, í'onstit. Nacional, y demás dispo- 
siciones anteriormente mencionadas; cita jurisprudencia que 
hace n su derecho y pide intereses y costas. 

II, Rechazada a fs. 161 vta. y IGíi vta. la pereneión de 
instancia que a fs. 158 opusiera el procurador fiscal, a fs. 169 
este último contesta derechamente la demanda en nombre del 
Gobierno Nacional, y pide su rechazo, con costas. 

Niega todos los hechor invocados por la aetora, que n» 
reconozca expresamente, o que no resulten del ex peí líente admi- 
nistrativo acumulado. 

Cita el fallo do la Corte Suprema ín re "Tornessi, Paulina 
lí ritos de y otros v. Gobierno Nacional" en el rpie se estableció 
que tanto el decreto de abril 11/929, que permitió a los milita- 
res el cómputo de sus servicios civiles, como los que se dictaron 
en su consecuencia, adolecen de nulidad ¡disoluta c imprescripti- 
ble, por contrariar lo dispuesto en el nrt. 60. ine. «), ley 9675, 
y en el nrt. 86, rae; 2'. Constit. Nneioiud. por lo que han podido 
ser válidamente revocados por el P. E, 

Agrega que Iblnunde había sido ascendido de acuerdo con 
la ley 11,268, art, 4*, y por consiguiente no le eran computados 
los servicios prestados después del retiro, art. 60. ine, 2*, ley 
9675. los que sólo fMHlían sumarse a los que fundaron el retiro 
cuando el oficial no hubiese sido ascendido. 

Considerando: 

1* Que en razón de haber sido promulgada la ley 12.913, 
que ratifica el decreto-ley 29.375/44, es preciso determinar qué 
tejtto legal rge e1 caso de autos. 

Por aplicación del nrt. 225 de la nueva ley orgánica del 
Ejército, y de acuerdo n lo resuelto por la Corte Suprema ín 
re: Dufff v- Gobierno Nacional, marzo 13/946 (Palios, 204, 
230), y Bourniehon v. Gobierno Nacional, de setiembre 22 del 
ote, año, las disposiciones del aludido decreto "no se refieren a 
los cíisíis de pensiones otorgndas con anterioridad". 
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Como, en Ion presentes, la pensión fué concedida en 1929, 
y aumentada en 1930, es evidente que se encuentra compren- 
dida en la» leyes anteriores al nuevo texto legal de 1944. Lo que 
así se declara. 

2* El procurador fiscal invoca, como precedente pftTa 
este caso, el fallo dictado por la Suprema Corte de la Nación 
ín re : Tornessi Paulina Britos de y otros v. Gobierno Nacio- 
nal (Palios, 196, 422). Pero las hipótesis en ese caso y en el 
presente son fundamentalmente distintas. 

En el fallo precedentemente citado dijo el alto tribunal 
que los decretos dictados como consecuencia del art. 61 del 
decreto de abril 11/329 carecían en absoluto de valor, por 
cuanto dicha disposición era contraria al art. Í50, ine. c) T ley 
9675, y violatoria de la Constit. Nacional, art. 86, inc. 2*. 

Pero esa tesis se fundaba, precisamente, en que el citado 
artículo de la lev 9675, ine. e). se refiere a los oficiales no as- 
cendidos y se señaló que "sólo son oficiales, lo dice expresamen- 
te el art, 1* de la misma ley, los militares desde el grado de 
subteniente hasta teniente freneraP'. 

La extensión a los suboficiales del cómputo de los servicios 
civiles posteriores al retiro, cómo lo establecía el decreto cues- 
tionado —al no hacer distingos entre o riciales y siihuficia Ies- 
excedía las facultades reglamentarias del P. E.. por euanto 
violaba el texto preciso de la ley. 

Cabe puntualizar que el causante, en los autos citados por 
el proeuradnr fiscal, había sido suboficial, y por eso la Corte 
Suprema denegó la demanda de su vrnda e hijos; en el pre- 
sente caso es la viuda de un mayor quien pide que se le 
reintegre el aumento de su pensión, en virtud del decreto, de 
carácter general, de abril de 1929, y del art. 41 del decreto de 
julio 11/f>íí0. mediante el cual se concretó dicho aumento en 
la pensión de que gozaba la accionante. 

i» 1 ? ■ Kl decreto del gobierno "de facto" cuyo texto se ha 
acompañado a estos autos n fs. 174. a! bien no apoya el d> 
reeho que pretende la actora. por no estar comprendida en sus 
términos, significa una ratificación, por el P. E. N. del distin- 
go sentado por ja Corte Suprema, ya (pie expresamente, y con 
las I i mi raciones que en 61 se establecen, se involucra a h» sub- 
oficiales en los beneficios del art. 61 del decreto de abril 11 
de 1929. en atención a haber sido declnrados excluidos de los 
mismos por la jurisprudencia imperante. 

Segiín se comprueba con el texto de este decreto y con hi 
jurisprudencia citada en el considerando 2*. existe una funda- 
mental diferencia de situaciones entre los oficiales y subofjcia- 
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tea, n mis respectivos causahab ¡entes, f rento a ta revocación, 
por el 1*. E, tl(¡ los decretos que los aumentaban sus corres pon- 
dientes pensiones, y que fueron dictador como consecuencia dH 
nrt. til de] decreto general de 1.929. 

Expresamente aclaró la Corte Suprema, en o] caso: Tor 
nessí, Paulina Britos de y otros v. Gobierno Nacional "que los 
rasos rilados por la apelante (viuda de un suboficial) en su 
memorial : Llana. Narciso Rosa v. Gobierno Nacional (Ful los. 
189, 42) y Contal, Alejandro J. v. Gobierno Nacional (Fallos. 
191, 489) son distinto» y no pueden ser invocados. En el pri- 
mero se trataba de un ofiuial del Ejército y en el segundo de 
uno de la Armada". 

Pura los suboficiales, la revocación de ese aumento, por el 
mismo 1». E. es válida, ya que dicho Poder se excedió en sus 
facultades reglamentarias, al comprender loa en los términos 
dn la mencionada disposición de la ley 9fi75; para los oficiales, 
la solución es la inversa íasi: Cám, Fed. Cap., .1. A,. 1943-11. 
p. 714). 

4* En el caso Llana v. Gobierno Nacional «Fallos, 1S9. 
42), la Corte Suprema confirmó las sentencias de los tribunales 
inferiores, estableciendo que e] P. E. no puede, sin trasgredir 
los «rts. 17 y 18. Constit. Nacional, privar por sí y ante sí a 
un mayor del Ejercito, en situación de retiro, de la bonifica- 
ción de pensión que anteriormente le fui acordada con arreglo 
a lo dispuesto en el art. 61 del decreto de abril 11/929, que 
reconocía ln* servicios civiles prestndos por los militares re- 
Tirados. 

lint jilea así I» doctrina sentada en Fallos. 182, 207, y 
demás que si» citan. 

El Procurador Fiscal Imce cuestión del ascenso a mayor, 
concedido a lí el anude en 192-t (fs. 38), y comidera que. en 
virtud de ese ascenso, el aumento posteriormente concedido a 
•i n viuda es nido, por incompatibilidad letra I — invoca el art. 
íiit. inc é), ley 905; y art. 4'. ley 11.2H8— y dice que. en con- 
secuencia, el P. E, pudo válidamente revocarlo. 

Péro así como tío se presta a equívocos lo calidad de oficial 
o suboficial de. ii" militar, y, por tanto, pueden deslindarse 
lari luiente sus re* pee t i vik tlercrhos y obligaciones, on ocurre 
[o mismo en punto al valor y efectos jurídicos del ascenso de 
un oficial. Su infereneiii, respecto a la posibilidad de computar 
o no sus servicios posteriores al retiro, puede dar margen a 
controversia» judiciales, qije ui> corresponde resolver, por sí. ¡d 
P E 
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Esto aspecto Je la cuestión ha sido también resuelto ex- 
presamente por la Curte Suprema de la Nación, en un fallo 
posterior a loa arriba citados (Fallos, 202, 219), donde dijo 
que "suponiendo discutible la actitud del P. E. al computár- 
selos {los servicios prestados por el actor, posteriores a su re- 
tiro) aunque no hubiera existido postor-ración de ascenso, lo 
cierto es que no puede sostenerse que bubo nulidad absoluta 
imprescriptible, como «o la bubo en el caso Llana, favorable- 
mente fallado por esta Corte y los tribunales inferiores". 

Queda, pues, descartado, como caso de nulidad manifies- 
ta, declarable por el P. E. **per se", aouól en que si* trata de 
un oficial, beneficiado por el art. 61 del decreto de abril 11/929, 
y a quien se le discute su calidad de "no ascendido"; este 
aspecto de la cuestión, de acuerdo a la jurisprudencia del mas 
alto tribunal, es materia de obligada controversia judicial. 
Mantuvo así la Corte el respeto al derecho adquirido y el 
principio de su irrevocabilidad administrativa, cuyo "leading 
case" invoca la accionante en su primer escrito (caso Cantón, 
Elena Carinan de v. Gobierno Nacional; Pallan, 175. 368 y 
181. 224). 

La vía abierta al demandado, en estos casos, consisto en 
la demanda judicial de nulidad, la que no ha sido deducida 
respecto a la pensión que aquí se ventila. Ante la falta de este 
pedido de nulidad, y o la hivrsa de In que ocurre en los casos 
de los suboficiales, el P, E. no puede revocar los aumentos de 
pensiones concedidos a los oficiales y sus causahabientes, fun- 
dándose en la nulidad del art. 01 del decreto de 1929. ya que 
están comprendidos en el nrt. 60. inc. e). ley 967o. por lo que 
resultan válidos a su respecto, tanto el mencionado decreto, 
como los que, en su consecuencia, se dictaron en cada caso par- 
ticular. Sn revocación pugnaría con !a Constit. Nacional, arts. 
17 y 18. 

5» Por corresponder, como se ha dicho, el reintegro a la 
actora de la pensión de $ 349,6:>, surjre su dereebo a percibir 
las diferencias entre esa suma y la de * 252. monto de su 
actual pensión, a partir de los 5 nños anteriores a la fecha de 
la demanda. 

Por tanto, fallo haciendo lucrar a la demanda instaurada 
por Mar¡rarita Lchmann de Beíannde contra el Gobierno Na- 
cional, y declarando que debe ser reintegrada en el proco de la 
pensión de $ 349,65 mensuales, abonándosele las diferencias 
entro esa suma v la de mi actual pensión, a partir de los 5 añofl 
anteriores a la 'interposición de este juicio, sepún liquidación 
que se practicará; con intereses desde la fecba do la notifica- 
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ción de la demanda, al tipo de los que percibe el Banco de la 
Nación Argentina y las costas del juicio. — J<wé F. B> niir*. 



Sentencia de i. a t 'Ama ka Kedekh. 

Bs. Aire*. 21 de octubre de W49, 

Y vistos : Estos autos seguidos por doña Margarita Lob- 
n la na de Belaunde contra el Gobierno Nacional pnr reintegro 
de pensión y cobro de pesos, venidos en apelación en virtud 
del recurso interpuesto a fs. 1HS contra la sentencia de fs. 183 
a 1H7, el Tribunal planteó la siguiente cuestión a resolver: 

íEs justa In sentencia recurrida* 

Sobre dicha cuestión el Sr. Juez T)r, Maximiliano Consol i 

dijo : 

1 T Que lu viuda del mayor retirado Julio A. Belaunde, 
por Tn demanda de autos persigne el reintegro cu el poce de la 
pensión mensual de § 349.65 que le fuera otorgada por el 
art, 41 del decreto do julio 11/930, por habérsele computado 
n su extinto esposo 9 «ños. 8 meses y 11 días de servicios civi- 
les prestados en la Administración Nacional después de su 
pane £i la situación de retiro, conforme a lo prescripto en el 
art. 61 del decreto de abril 11/929. 

Por decreto núm. 22.420 de 1933 se dejó sin efecto el 
pie indicado art 41 del decreto de julio 11/930, rebajándose 
la pensión, de (pie gozaba la señora viuda de Belaunde, a sn 
importe originario de $ 252. El l\ E. dió como fundamento 
de su icmiI ución el hecho de haber sido derogado c! art. (SI 
del decreto de abril Ti !rJ9, que había autorizado (pie se eompn- 
tarnn lo* servicios civiles prestados por los militaros en la 
Administración Xacional, con p- sterioridad a su pase n retiro. 

El t: fjitá Ijjk'c lujrar al argumento central pii que la revu- 
r leu te apoya sn acción, al mauifestav que ha (shtido vinlnrión 
de h rmn juzgada pnr pnrte del P. E. al dejar sin efecto el 
aumento de pensión oportunamente concedido. 

Se reabre, así. una vez unís, la consideración de la "cosa 
juzgada*' en el orden administrativo. 

2* Es conocida la posición adoptada por la Corte Supre- 
ma en materia de aun labilidad y revncabilidad de los actos 
administrativos, definida con amplitud en el caso Cantón, Ela- 
na (arman de v. (Inbicrno \«c¡..iial ("Fallos", 175, 368). 
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Sostiene la Corte en dicho fallo "que no existe ningún 
precepto de tey que declare inestables, revocables o anuíanles 
lo* netos administrativos de cualquier naturaleza y en cualquier 
tiempo, dejando los derechos nucidos o consol ¡dudas n su am- 
paro a merced del urbitrio o del diferente criterio de las auto- 
ridades". 

En realidad, el tribunal declara irrevocables los ocios ad- 
ministrativos que reúnen las siguientes condiciones: 1} (jue no 
sean actos discrecionales, «ino cumplidos en ejercicio de facul- 
tades rebladas; 2) que no se trate de actos que contemplen 
intereses públicos, sino declarando derechos subjetivos, decir 
con referencia a intereses privados; y 3) que sean actos regu- 
lares, en cuanto a la competencia y forma de los mismos, incor- 
porando en éstos aún los viciados por error. El fundamento de 
esta declaración de irrevocabitidad finca en que constituyen 
actos administrativos jurisdiccionales, que tienen en su favor 
1a estaiilidad propia de todo acto con fuerza de cosa juzgada. 

Finalmente, es de advertir que en el lenguaje de la Corte 
la u nulidad*' se confunde con la "revocación", usa ambos tér- 
minos indistintamente. 

La doctrina de la cosa juzgada en materia administrativa 
ha dado margen a ardorosas polémicas entre los autores de de- 
recho público, habiéndose agrupado en dos cor Tientes princi- 
pales : la de los tratadistas germanos, por una parte, y. por ta 
otra, la de los comentaristas latinos. 

Este tribunal tuvo ocasión de señalar los aspectos más sa- 
lientes de esas dos grandes escuelas, optando, una, por la inmu- 
tabilidad de las decisiones administrativas, y, la otra por la 
revocación de los actos administrativos, en los autos **Wo11maii. 
Rosenberg y Krepiak, Aduana 167-R-1942-W. 484", 

3* Entre nosotros, el predominio de la tendencia repre- 
sentado por Otto Mateb en la jurisprudencia de la Corte Su- 
prema ha sido resistida por algunos autores de autoridad en 
ta materia. 

Del comentario del profesor Rafael Bikusa «1 fallo de la 
Corte Suprema: Cantón. Elena Carman de v. Gobierno Na» 
eional (J. A., t. 55, p. 382), destacamos, como concepto medu- 
lar, contrario a la tesis sostenida por el alto tribunal de jus- 
ticia, las siguientes observaciones : 41 El decreto por el cual se 
concede una jubilación o una pensión no tiene carácter de 
oosa juzgada, El concepto de cosa juzgada sólo se lo puede 
aplicar a actos jurisdiccionales, es decir, a decisiones dictadas 
en casos de índole contenciosa. Por eso solamente hay casa juz* 
yada en el acto jurisdiccional. No hay cosa juípada en los 
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actas dn jurisdicción voluntaria, en los actos preparatorios, en 
los tictes tic ejecución ni cu los llamados por Jebe actos-condi- 
ción. Por lo demás, es evidente que ln autoridad de la cosa 
juzgada afecta a la declaración do derecho y no a los hechos". 

"El neto de conceder una jubilación o una pensión, aunque 
el beneficiarlo haya debido probar, como se comprende, las 
condicione» para lograr la jubilación o pensión, un implica 
cosa juzgada; es simplemente una decisión administrativa que 
obliga a la Administración Pública ron fuerza absoluta o rela- 
tiva, según el caso, pero de esa ohli ¡ración para la Administra- 
ción Pública no resulta de que haya cosa juzgada, pues no la 
Imy. sino de Ja ''obligatoriedad " y "ejééttlnriédad'' de sus 
decisiones". 

"La decisión con fuerza de cosa juzgada es. como se coro- 
prende, la díciaila sobre supuestos legales y supuestos de hecho 
',ue sirven de base a la resolución. Lm berhos ptisf mores 
thn oh I fijar a modificar esa- situación, especialmente si revelan 
que la resolución es errónea o falsa en su fundamento. Y se 
comprende porque entonces el derecho reconoce esa mutaeión 
y enerva la fuerza de la cosa juzgada. De ahí los recursos 
de revisión". 

En apoyo del punto de vista precitado, podría recordarse 
ta tajante opinión de Flewer.: "La autoridad administrativa 
no puede estar ligada a sus propias decisiones, como el tribu- 
na] a mi sentencia. La actividad tic ln Administración no tiene 
por fin procurar la certidumbre jurídica — tal es la Función 
del inicio civil — sino alcanzar, en los límites del derecho, un 
resultado material útil ¡d Estado" (instituciones dr derecho 
administrativo, ed, 19:í:í, p S . 12ó y 126). 

4* Dada Ta equivalencia de conceptos con que la Corte 
. c upr>wn —en su anterior integración— ha encarado la "noli, 
dad" y la "revocación" de los actos administrativos, este tri- 
bunal considera necesario, en el caso sub jútlice. puntualizar la 
diferencia sustancial que media entre la anulación y ln revoca- 
i nria del acto administrativo. 

Para señalar la trascendencia de ese distingo, bastaría te- 
ner presente la admonición con que Rafael Resta, profesor de 
derecho administrativo de la Universidad de líari. inicia s« 
obra magistral sobre ha re roca th t¡fi atf\ ainminhtratÍVÍ: "fSl 
problema dr la revocación importa una de tan curtí iones cru- 
ciales del derecho administra? im'* (op. cit.. p. 1, ed. 19:19). 

Revocación es el retiro unilateral de un acto válido y efi- 
caz, por un motivo sohrcviniente. I.n anulación, por el contra- 
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rio, está destinada a retirar un acto inválido, ilegítimo desde 
su origen. 

El motivo de la revocación es posterior al acto original y 
se funda en condiciones de oportunidad, la anulación deriva del 
vicio original de ilegalidad del acto primitivo. 

El acto de revocación es de naturaleza constitutiva, el de 
anulación es de carácter declarativo. 

El acto que nace en infracción a la norma jurídica cu opo- 
sición ni orden normativo positivo es nn acto inválido, y, como 
tal, puede ser anulado. 

En cambio, la revocación tiene lunar por falta de. eficacia 
sohreviniente, o por deficiencias ulteriores, que afectan la vali- 
dez jurídica del acto administrativo. 

La revocación» por lo pene ral. sólo elimina a partir de ella 
los efectos del acto revocado ir e*> nitnc" mientras que la anu- 
lación lo produce con retroactívidad a la f celia en que se ori- 
ginó el acto anulado: u ex ÍW¿". 

La revocación es ajena a las condiciones y términos reso- 
luiorios, une producen la extinción de) acto administrativo ante- 
rior, pues aquélla supone la introducción de un motivo sobre- 
s-i niente que determina un acto posterior, diferente del original. 

Frente a la tesis, de carácter general, en que la Corte. Su- 
prema escuda la inmutabilidad de bis resoluciones administra- 
tivas, puntualizando que no hay ley que declare la re via- 
bilidad o aun labilidad de los actos administrativos de cualquier 
nato raleza v en cualquier tiempo, cahe observar que. en prin- 
t-ipio. a la facultad positiva de crear un acto, corresponde la 
facultad contraria de destruirlo. 

Mientras la leu no prohiba el ejerciera de eso facultad ne- 
gativa, implícita e inherente a la propia naturaleza del acto 
administrativa, el Poder administrador tiene la facultad genéri- 
ca de revocarlo. 

Si se desconociera en la Administración esta facultad de 
revocar el neto por ella producido, no ve podría lógica y valede- 
ramente afirmar que el particular puede hacer valer derechos 
adquiridos o derechos patrimon tales contra las resoluciones ad- 
ministrativas. 

Es por ello que de dos actos sucesivos, emanados del Poder 
1'iiblteo sobre el mismo asunto, se presume que sólo el último 
producé efectus jurídicos, porque configura la expresión de la 
verdadera voluntad de la Administración. Es la forma común 
que sp adopta en la revocación de los actos administrativos, 

5* ' La jurisprudencia tendiente a dejar sentada la irrevo* 
calididad de las resoluciones administrativas dictada» coa error. 
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es decir, con virios que afretan la voluntad del Poder público 
Umita la órbita tic acción de dicho Poder, te fija normas de 
carácter general a las que deberá sujetar la producción de sus 
actos, y contraría no sólo la razón de ser del recurso de revi- 
sión, sino también la propia naturaleza procesal del recurso 
con tenctosoadm ilustrativo, a sustanciarse ante los tribunales, 
cuya deducción presupone nn error de hecho o de derecho, un 
vicio o una negligencia que hacen auulable el acto adminis- 
trativo. 

Distinta es la situación que se crea a los derechos subje- 
tiva lesionados en aquello» países en que se ha negado a los 
tribunales facultades contenciosoadniinistrativas respecto de 
etertos actas de la Administración. Es así como In Corte Su- 
prema de Chile tiene declarado que : El Parir r Judicial ' s incom- 
¡«ttntr para apreciar, modificar o revocar las resoluciones del 
Presidente de In líe publica sobre jubilaciones, retiría, licencias 
y montepíos. Por consiguiente, ios tribunales carecen de ™m- 
pétencta pura conocer (te una demanda en que se pide el papo 
de una pensión de jubilación desde una fecha anterior y con 
arreglo n tin sueldo mayor que el decretado por el Presidente 
de la líe pública, aunque esa jubilación haya sido concedida en 
virtud de tina ley especial' " (sentencia de fecha oct. 8/937. ci- 
taila por Guillermo Varas. Derecha administrativo, p. .151). 

En nuestro país. la revocación por parte del Poder Ad- 
ministrador de los actos administrativos ntiuhiblcs. no puede, en 
ningún momento causar perjuicios irreparables^ porque en caso 
de no ajustarse a derecho, el particular puede ocurrir n la vía 
amplia que representa el recurso eoiitenciosnadministrativo pa- 
ra ohtener su rectificación. 

En el sub júdicc no se trata de la concesión de la pensión, 
sino tan sólo de la (tu presión de va aumenta otorgado por el 
P. E. En realidad, al concederse el aumento hubo una prime- 
ra revocación de ta resolución que fijaba el monto originario. 

Si dicho aumento fuera justo, sería im proceden te soste- 
ner la " irrevorahilitlad*' de la disposición administrativa. En 
iguales condiciones procede la revisión del aumento — por ra- 
zonps de equidad o legnlidad — , es decir, la posible rcvocabili- 
ilád del acto producido por el Poder Administrador. 

6* Admitida, pues, la facultad de revocación que compete 
al Poder Administrador, corresponde analizar los hechos pro- 
ducidos y establecer si el deereto del P. E. rebajando el monto 
de la pensión se ajusta a la equidad y sí lesiona o no el dere- 
cho de la recurrente. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



327 



El art. 61 del decreto de abril 11/92!), disponiendo que 
debían computarse para bonificar la pensión de retiro lo» ser- 
vicios prestados a Iti Administración Nacional con posterioridad 
«I pase a esa situación — que motivó el aumento de pensión a 
la Sra. de Betaundc — fué derogado por decreto de dic, 1/931, 
en razón de que se contrariaba lo dispuesto por el art. 60, 
inc. o), ley 9675, que sólo autoriza dicha bou i fie-ación a los ofi- 
ciales no ascendidos. 

La disensión judicial respecto de la derogación del art. 61 
del decreto de fecha abril 11/929, con resultado aparente- 
mente favorable al punto de vista sostenido por el P. E., se 
hizo en los autos "Torncasi, Paulina Britos de y otros v. Go- 
bierno Nacional", en los (|iie la esposa de un suboficial recla- 
maba los beneficios del «imputo de servicios civiles que la ley 
militar (art. 60. ine. e|) sólo establece pitrn los oficiales, eir- 
c-uostancia ijin* determinó el rechazo de la demanda y la decla- 
ración consiguiente de qué dieha disposición excedía las facul- 
lades reglamentarías del P. E. (Corte Kup.. "Fallos". 196, 422). 

Es exacta la observar ión formulada por el a quo respecto 
de la inaplieabilidad al caso de autos de las conclusiones a 
o ne llega la Corte Suprema en el fallo preindicado, pues, en 
el sub jútlicc trátase de la pensión correspondiente a la esposa 
snpérstite de un oficial: del mayor retirado. Julio A. Belaun- 
de. El carácter reglamentario del citado art. 61, referido a los 
servicios civiles prestados por los oficiales en retiro, no contra- 
ría ío preceptuado en el art. 60, ine. e). ley 9675, sino que 
aclara y precisa el verdadero alcance que debe darse a esta 
disposición legal. 

Tía bonificación de la pensión de los oficiales en situación 
de retiro, por los servicios prestados a la Administración Na- 
i-ional, mi obedece a una concesión de ¡;raeia, ni crea un privi- 
legio, sino que responde al ronce pío compensatorio — humano y 
equitativo — en que reposa el derecho de jubilación. 

Pero, aún colocándonos en el caso hipotético de que fuera 
procedente la revocación, del art. 61 del decreto de abril 11/929, 
dieha medida, por su propia naturaleza, debió producir efec- 
tos "ex nuiic", es decir, desde la fecha en que se dictó el 
decreto de revocatoria y no dándote un alcance retroactivo co- 
mo si se tratara de la anulación de un acto ilegitimo e inválido. 

En realidad, son razones ríe equidad, a cuya atenta y mi- 
nuciosa auscultación, en todo momento, están obligados los jue- 
ces, las que deben privar en la consideración y decisión del 
reclamo planteado por la recurrente. 
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lin efecto, asi lo manifestó c] I*. E. en el decreté núm. 2864 
de enero Í2G/946, al considerar los perjuicio* que irrigaría la 
anulación del recordado art, (¡1 del decreto de 1929, de ocucr- 
du con el fallo de la Corte Supremo, dictado en el juicio "Tor- 
nesai, l^inlina Jiritos de y otros v. (¡obierno Nacional", res- 
peeto de la improcedencia de hi bonificación (pie e» diclia ilis- 
posición se otorgaba a toa servicios civiles prestados por los 
suboficiales. 

Expresó, en los considerandos del decreto núm. 2864/4G : 
"Que* la' aplicación general de los principios del fallo citado, 
a todos los casos en que el personal i le tropa prestó los servi- 
cios civiles eon forme al decreto ya citado, trastornaría funda- 
mentalmente la economía de los numerosos interesados y sus 
familias, ocasionándoles un serio perjuicio a consecuencia d 1 * 
errares t n las disposiciones y reglamentaciones, de 1o$ que ellos 
no so o culpables. 

Que los servicios c uya computación se objeta, fueron pres- 
tados por los causantes, al amparo de disposiciones ;/ prescrip- 
ciones rt tjlamt nt arias que. daban derecho, en forma que no de- 
jaba layar a dudas, a su computarían, y teniendo especialmente 
en cuenta la bonificación que para el haber de retiro les reco- 
nocían las disposiciones vigentes" (Boletín Militar Público, 
núm, fi7S. p. 24í>). 

Kn mérito de las razones de equidad precedentemente ex- 
puestas -que comparto — voto afirmativamente la cuestión 
planteada. 

Los Sres. Jueces J>res. Mnntfoj y ( 'limera adhirieron al 
voto precedente. 

I'nir lo que resulta de la votación que instruyo ol acuerdo 
que antecede, se confirma, eon costas, la sentencia apelada 
de fs. 133 a fs. que hace lugar a la demanda instaurada 
por Margarita Lelimann de Itelaunde contra el Gobierno Na- 
cional, y declarando (pie debe ser reintegrada en el goce de ¡ja 
pensión de $ ¡í lü.fió, abonándosele las diferencias entre esa suma 
y la de su actual pensión, a partir de los f¿ años anteriores 
n la interposición de este juicio, según liquidación que se prac- 
ticará, con intereses, desde la fceha de la notificación de la 
demanda, al tipo de los ^ue percibe el Banco do la Nación Ar- 
gentina, y las costas del juicio, — Maximiliano ConsoH, — Abe- 
lardo ./. Mmttirl. — ¡futuro Fi ruando t'áwrra. 
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VALUO DI UA CORTE Hl" l'KKMA 

Buenos Aires, 13 do aliril, Año del Lilwrtador (leneral 
San Martín, 1050, 

Vistos los autos "Beluunde, Margarita Lebtnann 
de v. Gobierno Nacional s.¡ reintegro de pensión y cobro 
de pesos", en los que se lia concedido a fs. 209 vta. el 
recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que se trata en esta causa de una situación igual a 
la considerada en la sentencia de Fallos: 202, 219, donde 
se reiteró lo resuelto en Fallos: 189, 42 y 191, 489, pues 
el marido de la aetora era ofieial retirado a quien por 
aplicación del decreto del 11 de abril de 1929 le fueron 
computa dos para el cáleulo del Imber respectivo, servi- 
cios civiles posteriores al retiro, acrecimiento que se 
«le jó luego sin efecto en virtud de lo dispuesto en el de- 
creto del 30 do mayo de 1933. 

Que a diferencia do lo resuelto en Fallos: 19b", 422 
donde esta Corte declaró válida la rectificación dispues- 
ta en el último de los decretos citados porque el primero 
de ellos no liabía podido incluir a los suboficiales en el 
beneficio de la computación, dado que el fundamento 
de ella ora una disposición legal, (art. ÜU, del Tít. III, 
Cap. 1, de la ley 4707) exclusivamente relativa a ios 
oficiales, en los antecedentes citados al principio se 
consideró inválida la rectificación pues los retiros en 
cuestión eran de oficinles. 

Que el representante de la Nación impugna, sin em- 
bargo, lo resuelto en ambas instancias de la causa do 
acuerdo con la recordada jurisprudencia de esta Corte 
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porque sostioue que pura conformarse a ta ley respec- 
tiva, el (léeretp de 1929 solo piulo comprender a los ofi- 
ciales **no ascendidos*' y no es ese el easo «leí marido 
de la acto ra a quién se acordó el retiro no porque fuese 
postergado en el ascenso sino a su pedido y año y medio 
después tic habérsele ascendido. 

Qué en la primera de tas sentencias citadas esta 
(Jorte se hizo cargo de una observación semejante y ex- 
presó que aun "suponiendo discutible la actitud del Po- 
der Ejecutivo al computárselos (los servicios civiles) 
aunque no hubiera existido postergación de ascenso, lo 
cierto es que no puede sostenerse que huno nulidad ab- 
soluta imprescriptible como no la hubo en el caso Llana 
( Ka líos : 189, 42) favorablemente fallado por esta Corte 
y los tribunales inferiores". 

Que el criterio con que se decidieron las causas 
mencionadas en el primer considerando vino a ser co- 
rroborado por un acto legislativo, el decreto-ley *286"4j46 t 
«pie acordó el beneficio de la computación cuestionada 
a los suboficiales, sin distinguir entre Jos retirados por 
denegación «le ascenso y quienes no se hallaban en esa 
situación. Dicho decreto- ley tuvo por objeto, según sus 
considerandos, poner remedio a la situación de inferio- 
ridad en que respecto al beneficio acordado por el de- 
creto de 1929 vinieron a bailarse los suboficiales a raíz 
de la jurisprudencia de esta forte que lo declaró in- 
aplicable con resiHM'to a ellos. La igualdad para cuyo 
establecimiento se dictó el decreto-ley 28(>4j4tí í que tiene 
indudable valor aclaratorio respecto al sentido y alcance 
de la disposición legal considerada en los antecedentes 
jurisprudenciales de que se ha hecho mención, volvería 
a alterarse, — esta vez en perjuicio de los oficiales—, 
de no ser mantenido, como corresponde, el criterio de 
Fallos: 189, 42: 191, 489 y 202, 219. 
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Por tanto so confirma la sentencia apellida en cnuii- 
to ho sido materia del recurso. 

Rodolfo G. Valexzuela — To- 
más D, Casabes — Felipe 
Santiago Pérez — Atujo 
Pbssaono. 



AGUSTINA LAUR BE PAN ELLA v. IMPUESTOS 

INTERNOS 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Can- 
sos criminales. 

Procede el recurso ordinario de apelación para ante !a 
Corte Suprema contra la sentencia dictada por una Cá- 
mara Federal del interior en una causa sobre defraudación 
de los impuestos internos. 

MANDATO. 

Aun cuando no haya existido mandato a favor del marido 
de la actora para que pudiera firmar determinada* factu- 
ras, corresponde tener por ratificados esos actos si la es- 
posa cobra parte del importe de las mismas mediante che- 
que expedido sobre bancos locales. 

IMPUESTOS INTERNOS; Rñfm. n repr*$i*0. fhtmntlañún ij ,w- 

ples infracciones. 

La prueba de la infracción a las normas de impuestos in- 
ternos puede ser directa o por vía de presunciones. Si 
las anotaciones de los libros de bodega no eoneuerdan con 
las constancias de las facturas referentes a operaciones que 
han beneficiado al contribuyente, como son loa cobros de 
cheques discriminados como parte del papo de esas trans- 
acciones, corresponde presumir la intención de defraudar 
quedando a cargo de aquél destruirla mediante la aporta- 
ción de la pertinente prueba de descargo. 

IMPUESTOS INTERNOS: Régimen rtt/m sim. Urfrandarión ;/ sim- 

ptr.f infr j< , iones. 

Para la existencia de los actos u omisiones penados por el 
art. Sfi de la ley 3764 (27 del T. O.) no es indispensable 
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qni' haya tenido lupar H expendio del artículo gravado, íjiio 
.sólo ps requisito para oí pago iU*l impuesto, y del mismo 
modo debe considerarse cualquier maniobra por niedii» de, 
la rita] el tributo sen efectivamente eludido. 



Mendoza, noviembre 24 di- 1948. 

Autos y Vistos : Loa prescntps n* 645-C, caratulados u Agus- 
tina Laiir do Panolta contra Impuestos Internos, por recurso 
contencioso administrativo", llamados a fs. 97 vta. para dictar 
st-ntcncin y con el sumario administrativo ir* l4. r i0-23-194o\ 
agregado por cuerda Reparada, de los que 

líesillta: 

1* Que D. Carlos Panelln, con fecha 24 de marzo «le 1942. 
con p ii r rió a la seccional local de la Administración Oeneral 
ile Impuestos Internos reconociendo ante empleado» de la re- 
partición el contenido de dos facturas y un contrato corres- 
pondientes a ventas de vino efectuadas por su esposa Agustina 
T.anr de Panel la al bfidciruero .Tnsó Vinassa, como asimismo 
sus firmas puestas al pie de los citados documentos. Asimismo, 
suministró detalles sobre la forma utilizada para determinar la 
cantidad de vino trasladada cu ocasión de las citadas operacio- 
nes. Finalmente, hizo constar (pie no obstante aparecer firma- 
ilos loa citadas documentas por podpr de su esposa, la misma 
no le había otorpado poder escrito alguno. 

2' Que la seccional (oral, con fecha í) de junio del mismo 
■irm. c< infirió vista a doña Agustina Laur de Panella para que 
alegara en su defensa, formulándole el carpo de haber vendido, 
sin ihvbtrar a Impuestos Internas, en ocasión tic las operaciones 
-lV.-t nadas con el bodeguero Vinassa. la cantidad de 4:1.99-'? lí- 
1 ros de vino. 

ít*< (¿ue Agustina Laur dé Patulla, mediante el escrito 
de fs. 18 y siguientes del sumario, consideró apócrifas. o enmpla- 
■ ■¡entes bis firmas correspondientes a su esposo ya fallecido y 
sostuvo que las operncicnes efectuadas mu el bodeguero Vinussa 
alcanzaron bis cantidades de 100.000 y 00.f>20 litros de vino 
y no las de I02.72:{ y 102 190 consignadas en bis facturas. 
Asimismo, en apoyo de sus a firman ion es, hizo mérito de las 
constancias los libros offciátfts y de las declaraciones jura- 
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das presentadas a la Administración, eomo también respecto de 
un arqueo <le existencias de vino practicado a la época ilel falle- 
cimiento de su esposo 

4* Que !a Asesoría Legal, según dictamen de fs. 30 del 
sumario, aconsejó desestimar la defensa vinculada con la falta 
de valor de las facturas, señalando que correspondía a la suma- 
riada nportnr las facturas reales, sustituidas según la misma 
por las reconocidas por su esposo, como asimismo demostrar 
que los eheque-í indicados en estas últimas no fueron cobrado». 

5* Que el Banco de la Xrieiún Argentina, scjrúii nota 
de fs. 41 del sumario, informó que uno de los cheques indica- 
dos en las facturas cuestionadas, por un valor de S rt.7f56.fil, 
filó libmdo por don .losé Vinassii a la orden de Agustina Laur 
de Panella, siendo abonado el 17 de enero de 1940. 

íi'> Que el Administrador General de Impuestos Inter- 
nos por resolución de feclia 27 de mar/o de 1944, dcscsfímnn- 
do las defensas opuestas impuso a Agustina Laiir de Panel la 
la obligación de abonar en concepto de impuesto sobre 4Ü.993 
litros de vino la suma de $ 2íi,'lító.80 conforme con la sanción 
establecida por el nrt. 27 del Texto Ordenado. 

7* Que Agustina Latir de Panella, disconforme ran di-- 
cha resolución condenatoria, interpuso contra la misma, ante 
este •! uzeado, el recurso contencioso administrativo autoriza- 
do por el art. 17 del citado ordenamiento legal, y 

Considerando i 

T. Que la actor a, al fundar el recurso, resta, nuevamen- 
te, valor a las facturas reconocidas por su esposo en razón de 
carecer éste de poder suficiente; destaca la incongruencia de 
asignárseles mayor valor a tales facturas que a los libros ofi- 
ciales y declaraciones juradas que registraron las operaciones 
efectuadas con Vinassa de acuerdo con los documentos de 
iraslndns; señala la naturaleza de las operaciones cuestiona- 
das considera ndo que cu todo caso corresponde al bodeguero 
comprador c] pago del impuesto y finalmente, puntualiza la 
inexistencia de la materialidad de ta infracción. 

11. Que la infracción castigada por ta Administración 
consistiría en registrar parcialmente en los libros oficiales, 
básicos para el enbro del impuesto, dos operaciones de trasla- 
dos efectuadas entre la actor» como vendedora y José Vinassa 
como comprador, incurriendo en la falsa declaración castiga- 
da por el nrt. 27 del ft. Q¡) en atención a que ella permite la 
evasión del impuesto. 
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III. Que dicha infracción surgiría de la confrontación 
de los libros oficiales do timbas bodeguero» con las facturas 
reconocida» por el esposo de la actora en cuanto éstas regis- 
tran las operaciones de traslado por la cantidad total de 204.913 
litros de vino eo» detallas precisos sobre loa pagos corres- 
pond ientcs. 

IV. Que los elementos en que se «poya la Administra- 
ción, en atención a su carácter de pruebas directas e inmedia- 
tas, son suficientes para acreditar la infracción, no obstante 
i) o haber dejado esta huella material alguna, conforme lo 
admite Jofhé al tratar precisamente del euerpo del delito en 
su conocido Manual <le Procedimiento (t. II, p. ÍM>). 

Así, la confrontación de las facturas con la contabilidad 
nficial de la actora sirve para demostrar que ésta vendió 
partidas de vino superiores a las declaradas a la Administra- 
ción, correspondiendo destacar sin entrar a analizar el valor 
del reconocimiento efectuado por D. Carlos Panel la que la 
circunstancia de haber percibido ta actora los importes corres- 
pondientes a las ventas, acreditada por los informes del 
llanco de la Nación Argentina y del Banco de Mendoza, so- 
licitado este último como medida para mejor proveer, disipa 
toda duda con respecto a la autenticidad de las facturas cues- 
tionadas, 

V. Que los libros oficiales llevados por las hodoirueras 
en cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias 
no tienen un valor definitivo como lo considera la actora 
"sino en tanto en cuanto no haya prueba que demuestre error 
o falsedad en sus anotaciones" extremos que pueden acredi- 
tarse "por todos los medios de pruebas'', según lo ha establé- 
etelo la Kxcma. Cámara Federal de Mendoza en causas aná- 
logas a la presente. 

Vi, Que t¡i intcrven.'it'n de !a Administración en bis ope- 
raciones de traslado se limitó a la constatación de las anota- 
ciones efectuadas por los bodegueros en sus libros oficiales 
«■nrresp.nidieiiles a la salida y entrada de las partidas de vino, 
no practicándose en tal oportunidad arqueas de las existen- 
cias en lindera que determinaran ciertamente las cantidades 
tra-Jadadas. En consecuencia, no existió una verificación real 
de la* operaciones y no puede, asi, considerarse que la formu- 
lación del cargo base de la multa aplicada constituya una re- 
visión por parte de la Administración. 

Vil. Que la prueba aportada por la actora se vincula 
tunda menta fmente con las constancias de las declaraciones 
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juradas presentadas por la misma y con los resultados arro- 
jados por los arqueos practicados eii su bodega. Con respeeto 
a Tas primeras cabe sen a lar <pie ellas kc efectúan sobre la base 
(je las anotaciones de lus libros oficiales, cuestionadas en el 
presente juicio, <"<oi respecto a los sesruiidos cabe señatnr ftUC 
tales invt-ntarios no corresponden a la i'pnm precisa de bis 
traslados cuestionados, lío definitiva, la prueba apollada tiene 
un valor relativo. 

Víll. t^tie la circunstancia tic tratarse de operaciones 
de traslada en las que el producto sale de una bodega y entra 
en otra sin ir al eonsunio, no tiene en ti presentí» eaap ninguna 
influencia pne.s las deposiciones legales y reglamentarias per- 
tinentes, en cuanto eximen del piejo de impuesto al vino obje- 
to de los traslados, no amparan a los efectuados clandestina- 
mente, carácter que reviste eí exceso de 4¡J íl!M litros obser- 
vado en el presente easo. 

Por estas consideraciones, resuelvo: 

Xo linee r lugar al recurso contencioso administrativo in- 
terpuesto por Agustina Latir de Pftfjrlln L-uiitrn la resolución 
n-eaída en el sumario n v Hó< »-:>:!- 1! '43. maulen ¡endose, en con- 
secuencia, la multa de veintiséis mil Ir ese i en tus noventa y ci íl- 
eo pesos con oehenta centavos moneda nacional, aplicada, a I» 
mis ni a. con cusías. — (ictavitt (Hl. 



Kr.NTi:NCIA 1>K I-A C'.fMAIIA FEDEKAL 

Eli la ciudad de Mendoza, a diez días del mes de mayo 
de mil novecientos cuarenta y nueve, reunidos en su Sala de 
Acuerdos los Sres. Vocales de la Kxma. Cámara Federal 
A peine ion de Mendoza. Tires. Jarse Vera Valle jo, -losé Elias 
Rodríguez K ¡iá y Agustín De la Reta. trajeron a deliberación 
para resolver en definitiva los autos n* 1111 9-F-2s6i earaln- 
lados "Agustina Laur de Panel la contra Impuestos Internos 
por recurso contení iosn-adininistratívn". venidos ilel Juzgado 
Federal de Mendoza — Expte. u» 64"»-C — , a virtud de los re- 
cursas de apelación y nulidad interpuestos a fs. 106, contra 
la sentencia eorrienté a fs. 101/103 vta. 

De conformidad a lo dispuesto por el art. lófi d'd Reírla - 
mento para los Tribunales Federales dietado por la Corte Su 
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prema de !n Xación y 4* do) rlc la Cámara, se f^ttibloeio el 
«guíente orden de votación: Dr. Rodríguez Saá, Dr. De la 
Reta y Dr. Vera Valle jo. planteándose las siguiente* cuestio- 
nes a resolver: 

1" ; Es nula la opulencia apelada* 

2* Gn caso negativo, ¿es ella arreglada n derecho? 

3* ;Las costas? 

Súbre la primera weífifirii el Dr. Rodríguez Saa dijo: 

Kl representante de la aetora interpuso, junto eou el de 
apelación, id recurso de nulidad; peto al expresar los agravios 
que le cansa la sen tetuda, no lo ha manten ido. en cuya virtud, 
corresponde tenerle por desistido a sn respecto, ; voto en tal 
mentido. 

Lus Dres. De la Reta y Vera Val le jo. adhieren por sus 
tunda mentas til voto preeedente. 

Sobre la segunda cuestión, el Dr. Rodríguez Saá dijo: 

Expresando los agravios que le eansa la sentencia, el re. 
Htv-.cn ta iite de la í'i'cur rente sostiene que las conclusiones a 
■pie si- llega en ln sentencia sobre la prueba rendida no son 
las que le eorrespomlen, ya que las Facturan de fs. 51 y "i2 no 
son reales en razón de (pie quien las firma carecía de poder 
para hacerlo lo que está debidamente acreditado; que el a qti» 
resta valnr a las eonst jinetas de \m libros oficiales de bodega 
frente a las fací u ras. y que en las operaciones de traslados de 
vinos el vendedor po está obligado n pagar el impuesto y por 
consiguiente im ha sido posible en el ca.s<> defraudar el mismo. 

La recurrente insiste en que las facturas dé ls. ól y 52 
y hw eontratOS de compraventa de vino de ln- cosecha i leí año 
VXW, corriente este último a ls, 5 del expediente administra- 
tivo, trascriptos todos por su extinto esposo D. Carlos Panella, 
no son reales, por cnanto el nombrado careeín de poder para 
hacerlo ya que ella hahíu iisiimido la admití ¡sí me ión de sus 
bienes, habiendo acreditado además, que en ningón momento 
le otorgó poder para representaría. l*<>t- otra parte, el reootío" 
cimiente de toles documentos, efectuado por el esposo ante los 
empleados de fiftp; Internos, carecería de valor, pues en el 
íicta respectiva, se hace constar que no se acreditó su iden- 
tidad. 

Se Ini probado con el eertifieado agregado a Fs, 17 del 



ItC JT-STICIA ok l-A v u ión 



537 



expediente administrativo, ((tic efectivamente Dá. Agustina 
Lnnr de Panella, ron f celia 1'-' de junio de VJ'M, hizo manifes- 
tación ¡ni re el Registro Público de administrar sus bienes pro- 
pios, conforme a la disposición contenida en el nrt, 3*, inc. 2*. 
letra G¿ ley 11,367, y por lo tanto, es indudable que el esposo 
ile tu recurren te carecía de facultad pura adra ¡lustrar los bie- 
nes de la esposa, y que ésta pudo desconocer el contrato cele- 
brado por aquél, pero lo que interesa dilucidar, no es precisa- 
meuté tal cuestión, sino la de .si está arredilado cu autos la cele? 
hrnción del contrato de compraventa entre D. José Viuassu y 
I). Carlas Panel ln, y si dicho contrato fué ratificado por In 
esposa, ya que de acuerdo a lo dispuesto por el art. lltíT del 
Cód. Civil y sus concordantes arts. 1985 y 1936, el contrato 
celebrado a nombre de otro, de quien no se tenga autorización 
u representación legal, es de ningún valor y no obliga ni al 
que lo hizo, salvo que el tercero lo ratificase expresamente o 
ejecutase el contrato. 

Con ta pericia corriente a ta. 64 lia quedado acreditada 
la autenticidad de las firmas de D. Cario» Panella, puesta al 
pie de las facturas apegadas a fs. ól y ó2 de este expediente, 
como así también la del acta de reconocimiento corriente a 
fs. 61 vta.. 62. por lo que dfbe darse por acreditada la cele- 
bración del contrato. 

Por otra parte resulta indudable, que éste fué ejecutado 
por la Sra. Latir de Panella, ratificando así el contrato cele- 
brado por su esposo, pues los cheques Xros. 43.743 y 190.598. 
recibidos por el mismo según fact tiras de fs, 51 y 52 suscriptos 
por D. .losé Vinassa, y extendidos a la arden de Da. Agustina 
Laur de Panella. fueron cobrados pnr ésta según Informan 
los Bancos de la Nación Argentina y de Mendoza a fs. 41 del 
expediente administrativo y fs. 100 de los presentes autos. 
Tal liedlo, demuestra ¡ncquivoeadanicutc que la recurrente 
ratificó el contrato celebrado por su esposo, dándole cumpli- 
miento al mismo, pues de lo contra ri», no tendría explicación 
i pie hubiera cobrado el importe del vino vendido. 

En cuanto al valor probutorio de los libros de bodega 
frente a las constancias contenidas en las facturas, y a la 
exención del bodeguero trashulisla del pago del impuesto me 
remito a ta sentencia apelada que trata acertadamente tales 
cuestiones en sus considerandos V y VIII y a lo expuesto in 
txttnw por el Tribunal cu la causa seguida por la S. A. 
Agrícola, Industrial y Comercial Creraasebi linos, c, ímp. 
hilemos, confirmada por la Corte Suprema (Fallos, t, 2¡1, 
pág. 1344). Por ello, voto por In afirmativa. 
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Los Dre*. De la Reta y Vera Val tejo, adhieren por *u« 
Fundamentos a! voto precedente . 

Sobre ¡a irrcnrt rue.ittdn, el Dr. Rodríguez Saá dijo: 

Coresponde confirmar la condenación cu costas a la parte 
vencídn ■pie eunt ¡ene. la sentencia apelada, e igualmente deben 
imponerse l¡is de Menuda instancia; y voto en tal sentido. 

Los Dres. De !á Reta y Vera Vallpjo, adhieren al voto 
precedente. 

Por lo que resulta de la votación de que instruye el acuer- 
do que antecede, m resuelve: l*) Tener por desistida a la 
aetora t, 1 ■ -1 recurso de nulidad interpuesto; 2 V ) Confirmar en 
todas sus [Kiries la sentencia apelada, con costas de esta iris* 
taueia. — Jorge X'mi VnUejn. — Jas? $H0 tíódrigitez — 
Agustín tía la IMa. 



KAldn [>K l,A rOKTK SITIiEMA 

Buenos Aires, 13 de abril. Año del Libertador Oonefal 
San Martín, líftO. 

Vistos los autos "Agustina Laur de Panul la v. im- 
puestos tiiternos s. recurso contencioso administrati- 
vo 1 ', en los que se ha concedido n fs. 131 oí recurso or- 
dinario de apelno¡ón. 

Considerando : 

(¿no el recurso ordinario de apelación concedido a 
fs. 131 es procedente con arreglo a lo dispuesto por el 
mi. ;¡, ine. tí, do la ley $053 y ¡i la jursiprudoneia osta- 
blecida por esta Corte Suprema en el fallo pronunciado 
el (i do marzo ppdo., o¡ Iti causa "Caballero Libia Kmi 
lia Piióno \'da, de y otros v. Administración General 
do Jos Ker roen r rilen del Rstndo". 

(Jue la apelante se agravia principalmente por con- 
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sípmr qne él WP» a* reconocer la inexistencia del 
mándalo a favor del esposo de la actora, para que éste 
pudiera filmar, como lo hizo, determinadas facturas, 
rcstífilye tener por ratificados esos actos en razóa -le 
<mr la esposa cobró parte del importe de las mismas 
mediante cheques expedidos sobre bancos locales. A este 
respecto acepta que ella percibió el importe del cheque 
|lur :\:2tV2.Si) -irado contra el Banco de Alendasen 

por José Vinassn el día 7 ile marzo de 1940 a la orden 
de Agustina Laur de Paiiella, pero aclara que los che- 
ques X-oÜ-.TOÍ) por & l.G80,74 y W 4:i.74:i por $ W&m* 
mencionados eu el informe del Banco de la Nación 
Argentina agregado a fs. 41 del expediente ailmims- 
tralivo v extendidos a la orden de Enrique Albers y 
Agustina Laur de Panella, sí bien fueron cobrados no 
se consigna en el informa que lo hubieran sido por la 
adora, ni acreditados en su euenta corriente. Si a cm- 
ba^o> el referido informe es perfectamente claro cuan- 
tío dice que "los cheques números ó:17.709 y 43.74:! por 
las cah.hlades de $ i. (¡80,74 y $ 3.76$M fueron librados 
a la orden de los señores Pedro Enrique Albers y Agus- 
tina Laur de Panella, rvsiH'ctiiamvnte y abonados con 
fecha VI de agosto de 1930 y 17 de enero de 1940", ha- 
biendo sido expedidos ambos por José Vinassa. 

Que sobre la base de que la actora cobró un che- 
que, se sostiene que no basta él, por sí solo, para pro- 
bar la ratificación del contrato de mandato, ni que se 
1c pueda considerar como un pago parcial de la opera- 
ción fraudulenta. Pero es de tenor presente que no se 
trata de un solo cheque sino de dos, referido cada uno 
a una de las transacciones comerciales que dan origen 
a -la demanda» con lo que cobra vigor Ifl presunción de 
que el fraude fué realizado; a lo que corresponde agre- 
dir que las cifras de ainlws coinciden wm las asignadas 
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en las respectivas facturas donde consta En entrega de 
cada cheque, fs. "il y 82; 

(jné se pretende fundamentar otra impugnación 
contra la sentencia ni el heclui ik> que [os "linios de 
bodoya" so encuentran llevados en Legal forran y en la 
oircuiis ta uria de no haberse comprobado que con ten- 
irán falsas anotaciones, ni la materialidad de la infrao- 
eión, por lo que se impondría la IV que debe Otorgarse a 
«■sos libros, sobre todo por enante» una vez realizada su 
verificación o comprobación par bi administración pñ 
hliea sus efectos tienen carácter di' peruana neia en 
taiitn no se pruebe fehacientemente el dolo, 

tjne ii este respecto corresponde destí.ear que pre- 
cisa men le las anotaciones de esos libros de la parte 
actora no eoncuerdan eptf los beelms consignados en las 
factura* cuyas constancias, aunque negadas por ella, 
resultan referirse a operaciones que la lia a beneficiado, 
como son ¡Os cobros de cheques discriminados como 
parte de] pflgo de ti ansaceiones cuya existencia niejíu la 
< leí na luíante. Sobre el particular cabe hacer mención de 
la jurisprudencia establecida por esta Corte ¡Suprema 
respeclii a que presumiéndose la intención de defrau- 
dar, esa presunción solamente puede ser desechada so- 
bre la base de debidos elementos de juicio, que importen 
descargo y que sean I raídos por el con tribuyen te, Fa- 
llos: Jll, ¡Kil ; dado que la prueba de la infracción im- 
positiva puede ser directa <> por vía de presunciones. 
Fallos: 211, 1328 y KU4, 

t t >ue también se invoca cuino defensa la circunstan- 
cia de íicnnlrnrse sujeto al pago del Impuesto el 

trasladó de vinos de bodega a hotíega» de lo que resul- 
taría se dice, que aun cu e| supuesto de una falsa 
declaración verificada en los libros, siempre sería ne- 
cesario qué esa falsedad haya lenitbi eómo Finalidad el 
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propósito tic defraudar, o sea que mediara dolo, siendo 
así qué sí el acto encubierto por la decía ración no es- 
talla sujeto a impuesto no sería posilile imputar ninguna 
infrueeión y, por eude, calcular el importe de la inulta. 
Este Tribunal tiene resuelto que para la existencia de 
los actos u omisiones penados por el nrh 3Ü de la ley 
3jtí4 _i>7 del T. O. — no es indispensable que haya te- 
nido lugar el expendio del artículo gravado, que sólo es 
requisito para el pago del impuesto y que lo mismo ha 
de decirse de cualquier otra man i olí ra por medio de la 
cual el tributo sea efectivamente eludido. Fallos: 1*11. 
J32S¡ ya citado. 

Por estos fundamentos y los concordante* de la 
sentencia a] telada, se la confirma en todas sus partes 
coa costn s. 

Tomás D. Cahaüks — Fkuimí San- 

TtAOO PÉREZ — ATIUO PES- 
SAONO. 



ANTONIO Y VH'KXTE l OlilN v. IMPUESTOS INTERNOS 

RECVttSO OitmSAUfO !>H M'Kt.M'tOS: Trrrw, .*iWÍiaíei«. 6** 
aan 1-rimtHnli*. 

Phh-ímIi" el recurso ordinario de upHaeión para ante I» 
Corte Suprema contra I» sentencia dictada poruña t a- 
mura l'Yileral dél interior eti una cansa sobre delrawm- 
eián de Iíbh impuestos internos 

Es improcedente la adhesión al recurso ordinario en ter- 
e<*ra instancia. 

1MM' /■> TOS I A TKtt.XOS ; V inos. 

Es improcedente la impügattóíñn del inerme del perito 
desi-mado en la instancia Judicial formulada per el repre- 
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sentante del Fisco. |i-. r haberse efectuado et análisis so- 
bré mwístras que carecían de la tarjeta de ideutifiencitm, 
despn& de lifilii-r consentido que se hicicrim imi esas eon- 
tlieionea y do hiiliri* «mnoeidn el resultado de la peritación; 
tatito mas >\ existían en poder de U MimmMM bis" 

1 SjígÚ.iiaas lliuestras" que «Ola ínula presentar p a ra P l 
anñlisis pericial y no lo hizo, consintiendo, en cambín, 
que la prueba se efectuara ^fomenté con las "terceras 

muestras" exístentísí en poder del ron tribuyeme. 



SuNTES'i'lA í»Kr. Jfl'J! FEIWIMI. 

Mendoza, diciembre ]:í de V.i\S. 

Y visto»: Éstos miéis tí* 236^0, caratulados "Antonio 

í v " 1 - rm c. ímp. rutemos, s. recurso contencioso áu\- 

mmistrahvo". Humados a fs. lí>2 para dictar sentencia v con 
el snnifflvio n 2434 2t) agregado por cúérda separada, 

de Ins t|nr remita : 

I ' Que empleados d* ¡;i ádministraeiou General de Eran 
Internos, encontrándose, el día 7 noviembre fie 10-11. en 
yira ilo utópeeeidu por el departamento de lüvadavia. detu- 
vieron la marcha dé un sulfcy <|ue acababa de salir de la bo- 
dega de tTgritl linos, y luego comprofeailíon míe su c luctur, 

\ al. nlin ICspiiinsa Aguila?, transportaba das damajuanas, sin 
valoro t israb'S. conteniendo 10 Litios de vino blanco y 10 l> 
Ims de vino tinto rpu> le habían .sida vendidas, según su decla- 
ración, en el pitado establecimiento a tazón de ,* 2,20 111 'n. 
cada una sin impuesto. 

2 ? Que acta seguido, los citados empleados acompañados 
por Ks pinosa Ajnrilar se di Hirieron a ta bodega de G$ri'a 
Hitos donde su encargad". Lucio Quintana, les manifestó que 

las 20 litros de vino fueron enrícenlos .sin impuesto « forme 

con irntrufeiOttea impartidas por el propietario niel ostuble- 
cimiento y siguiendo una práctica observada éoiu frecuencia. 
Asimismo, tomaron muestras de control d«-l contenido dé cada 
una de fas. damajuana*. 

Que en lloras de la tarde, los mismos empleados. c on 
intervención del Sr. Amonio ÍVrin. quien ratificó la decla- 
ración del encargado Lucio Quintana agregando que los 20 
litro* ,|,. vino fueron entregados en calidad de resalo, prac- 
ticaron un inventario general de vinos v valores fiseales tuie 
arrojó una existencia de £69620 litros dé vinos comunes Ade- 



más. extrajeron nmeshas de emttrol do dos partidas do vino 
para ronsiniiti. uiifi de vino criollo ebiitt'niíla en ta -pileta se- 
ñalada con ci rt* 10, merma y con un total de 26.000 litros y 
<pic según el Sr. ITjrriri eorrespojulío al ceríil'ieado ríe aná- 
lisis 11* 2"0.4$B y otra de vino blanco contenido en I!'."» bote- 
llas ilc un litro ile < -aparcad, estampilladas y lista* para la 
venta y que se-zún las Fajas Aséales corraspoiulíá al eertitica- 
dn de análisis n* 22.'l.!to0. Finalmente, el Sr. IJgrin requerido 
pur los empleados, maní Tosió que a parí ir clcl 1* del me» en 
curso nn se había etVeinado niniíún movimiento do entrada o 
salida (le vinos por traslado*. 

V Que al día siguiente, jos mismos empicados concu- 
rrieron nuevamente u la lindera de Tiri-in linos, con e] objeto 
de compulsar las anotaciones de su libro oficial con las exis- 
tencias inventariadas el día anterior, i-omprohaudo un» falta 
de 2.953 litros de viim. Además, com probaron que el libro 
oficial registraba, ron fecha t drl mes mi ettrao, un ingreso de 
4.í>."0 [i tros di 1 vino, análisis 11 2'W 7T7. proee, lente di- la bo- 
dega d* 1 (¡aftriel Xetaro y ('ta., en eoni radieeión ctíñ la derla- 
raeión formulada el día anterior pur el Sr. 1'iírin : situación 
que éste explieó ex presa ud i que se traía bu de una parte de un 

traslado autorizado. 

5* Que el nrsitm día. los mismos empleados, se dirigieron 
a la bodega de Gabriel Srtar<> y Cíái donde su encarjíado. 
Edmundo Wenceslao Punes, los manifestó <jue existió cu el 
establecimiento, pendiente aun de trillado, una partida de 
20,000 liiros de vino análisis u' 2:¡0.717 do hi eiial so tomaron 
muestras de control. 

8* Que horas despu.'s. los mismos empleados, enneurrie- 
ron una vez más a la lindera de 1 "tjriti linos, y practicaron 
eotl intcrveneíloti del Xr. r^rin un nn<'vr> inventario general 
ile vinos que al arrojar una existencia de 27O.-1S0 litros detor- 
in ruó un exeeso de 1,207 litros eon respecto- a las anotaciones 
ilol libro oficial exhibido < n el a<*tn. Asimismo, el Sr, Ugrin. 
requerido por los empleados, manifestó tpie los 4.!1;~»0 litros de 
vino no i n presados sejrrtn el lihro nfieial el 4 del mes en curso 
y procedentes de la bodega de fiabriel Setaro y fía., habían 
sido i-ortadoK en cuanto Mesaron n\ establecimiento; CÍrCtins- 
tamin qqe impidió tomar muestras de eontrol, 

7* Que la O fiei a a Química Nacional de .Mendoza, previo 
análisis de las muestras extra nías en la bodega de Fgrin II mis., 
estableció las siiruiontrs clasificaciones >¡ 10 litros de vino tin- 
to contenido en una de las damajuanas. Bebida Artificial, 
arts. 11. ine. a) y 13. inc *\ ley 12372: 10 litros de vino 
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l>l.iif pntenido i'it lii olrn de las damajiuinas. Vino Uenui- 

iin ; 26.000 litros dé vino cHüll intenidn en ta pileta n" Tí. 

Ilcbida Artificial, «rls. 11. \w. y VX inc. «•) ley 12:172 y 
litó litros de vino blanco contenido en ÍS5 botellas. Vino (!>'- 
nuiuo sin eorespnndenria mil el auátisLs de nri<ren, 

H v Que bi Seccional lótíál do l ||l P- Internos, por resolución 
de fn-liu 27 tic diciembre de 1041, en atención ;¡l resultado 
arrojado por los análisis tu- las muestras, dispuso la interyen- 
i'iñii ilo las partidas de 26.000 litros de vino criollo conteniilH 
i M bt pileta n ' 111 y de lílfi litros de vino blanco cnntenidM en 
botellas ¡ no pudiéndose efectuar dicha medida por cnanto 
mt'iíii mu n i tentación del Sr. Vizrm. formulada al empleado 
encargad» de la misma, mnbas partidas habían sido libradas 
id consumo i>u su totalidad. 

!t" (¿ue t*í»rin linos., posteriormente, mediante el eseri- 
lo de fs. 5(1 del sumario, imuiifcsió su disconformidad ron el 
resultado arrojado por los pnáti*is y observó que uno de fotos 
no correspondía en realidad » la partida de 26.000 litros con- 
tenida en la pileta ti v 10. por cnanto la muestra analizada no 
había sido extraída tic ditdio envase, como lo consignaba el 
acta respectiva, sino de un lote di* bote] bis en preparación 
pura el ex fien t lio, Kn tal sentido, solicitó una nueva toma de 
muestras de tal partida indicando que aun existiendo cu bode- 
ira la cantidad de í¡00 litros la misma podía ei'ecl uarse. 

10" <¿nc la Terrera División de Contralor, se-rún infor- 
mes eiirrientes a fs. ">1 y ó0 vía. del sumario, consideró que 
los vinos contenidos cu las damajuanas se encontraban. <•! tin- 
to, en infracción al itrt. KM» del texto ordenado y el blanco 
en infracción a los arta. 100 y 101 de la misma Ordenación. 

Ku maulo ¡i la partida de 26.000 litros de vino criollo 

expendida, pcgiin planilla que presentara Ugrin Unos., por 
uu total de 2fi.:K)0 litro* y tributando el impuesto establecido 
por los arK 100 y 101 del t. o. — la consideró en infracción 
al art. de di<-hi ordenación legal. 

líespeeiíi de los invenía ri»s practicada» los díns 7 y S de 
noviembre consideró a la falla iirojnda por el primero COlun 
comprendida dentro de la tolerancia reglamentaria y n\ exee- 
so ¡H-usado por el Actinal-» en infracción al art 2't del título 
Vil de la Redamen ta>-ióu (¡eiteral. 

IT Que r-rrin linos., mediante el escrito de fs¿ 02 del 
sumario, solicitó la ex i miñón de todo cargo por impuesto y 
de toda sanción di- multn. 

En ta) sentido, sostuvo que: 1' 1-os 20 litros contenidos 
en f:is dtts damajuana* encontradas en poder de Espinosa 
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Agüita r constituían un obsequio, es decir, una operación sin 
ganancia que debía ser contemplada sin rigor; 2* El exceso 
acusado por el segundo inventario no era real sino aparente, 
derivándose del movi miento en que se encontraba lti bodega 
al practicarse el primero, señalado oportunamente a los em- 
pleados actuantes quienes sin «tender razone* hirieron firmar 
compulsivamente la.s actas respectivas en el local ilc la Poli- 
cía. Además, la diferencia encontrada sería exigua; :J V La par- 
tida de 2f¡.00 litros de vino criólo ion ten id a en la pileta 
o* 10 nn fué objeto de ninguna extracción de muestras, co- 
rrespondiendo la analizada a un lote de 80 botellas en prepa- 
ración para el expendio «1 que se consideró como procedente 
de dicha pileta, según lo podrían acreditar varios testigo*, 
como también la muestra en poder de ta Administ ración con 
su boleta fiscal correspondiente. Además, dicha partida, un» 
vez despachada, no fué objeto de ninguna extracción de mues- 
tras de control con lo que faltaría et cuerpo de la infracción. 

W Que los empleados actuante», según informe comen- 
te « fe; 7m yta., manifestaron que el contenido de la pileta 
rt* 10 sí fué objeto de extracción de muestras, con intervención 
del Sr. I Vvín. mientras se praetieahH el inventario de las exis 
t encías de la bodega y además que las muestras extraídas de 
un lote de botellas, con boletas fiscales, correspondían a otro 
producto, un vino blanco. Asimismo, señalaron que durante 
la actuación en la bodega solamente acompañó al Sr. tlgriii 
un obrero y <pic la actuación en la Policía tuvo por objeto es- 
tablecer la* identidad de Espinosa Aguí lar y no la obtención 
•le la firma de las actas. 

13* Que el Departamento en lo Contencioso, según in- 
forme de fs. 70. en atención a bis manifestaciones de los em- 
pleados actuantes y teniendo en cuenta que el duplicado de 
la muestra cuestionada demostráis que bahía sido eximid;* 
de la pileta n" 10 ya que el mismo no tenía boleta fiscal ni 
etiqueta comercial, confirió vista a tígrin linos, para que 
alegara en su defensa. 

14'' Que ITgrin Unos, mediante el eseriio de fs, 80 y 
^iiftes. reiteró su anterior solicitud. 

Ett tal sentido, declaró qwe: a) Ua partid» de 2W.0OH 
litros de vino criollo, en -itcnción ¡\ hi circunstanciadle haber- 
se eucon irado en muí pileta y no en un envase de circulación, 
no podía general' un cargo por niugiín eoneéptoj M El lote 
ile 10.1 botellas, en atención a la citvuiistiineia de haberse 
encontrado en lindera y estampillado, nn podía cónsul" ra rae 
en infracción ; el Kl exceso acusado por el segundo inventa 
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rio, *• r> atención a la circunstancia relativa al movimiento 

interior ti* 1 la bodega, señalada a los empleadas, un j india 
considerarse real sinn aparente. Además, existiría una defec- 
tuosa cubicación de íi latinas vasijas por ln <pie correspondería 

liiia 'va cubicación de las mtiuuk, 

l'i <¿u.- »■! Adm-nUt i'«i|nr < M'iM'ml. ñor resolución « Vi ■ 
fecha s d* agt&to de 1 1 > 4 1- no bizo lugar a la cubicación éoÜ- 
eitada, tenieíin'o en cuenta, i «• s t- tina partí', la conformidad «60 

los inventarios prestada en *n oportunidad por Antonio Tfirin 
y por tiini, las capacidad-es asignadas a tas boi'dplcsas en él 
secundo inventarío con respecto al primero, diez litros me 
nos pñta ciida una, 

]i¡ Que i'| Departamento en 1 ■ ► Contencioso, finalmente, 
eon fedia til de setiembre del mismo año, propuso el análisis: 
ile |o$ duplicados de las muestras correspondientes al vino tin- 
to de lina d" las damajuanas, a lá partida de tíf í.< *f tO litms di- 
vino efiolb [tenida en la pileta ti" M y ni Inte de litios 

de vine» Manen embotellado.; un realizándose tul medida no 
obstante reilerar Tirria linos, su disconformidad con los r.e- 
imitados a r miados por los análisis practicadas por la Oficina 
Qn Única Nacional de Mendoza, 

17" QltC el Administrador General, por rr-nlucrón de 
fecha *_'<! de marzo de 10-lií. considerando probados los caraos 
disentidos, impuso a I¡i sociedad Ifgrtri linos, la obligación 
de al'onar en concepto de impuesto |;¡ .simia tic $ j5¿Qlt$¿2'1 m 'ti. 
discriminada en Ta siL'uicote forma : £ 2,a(j m n, per el im- 
puesto omitido sobre 1 < i litros de vino tildo. Bebida Artificial, 
contenido en una de las damajuanas: £ O.ó'O ta n. por el 
impuesto omitido sobro 10 litros de vino blanco eonfcíudo en 
la otra damajuana y * ñ.010,1] p, r la diferencia de impues- 
to omitida sobre 2G.36Í) litros de vino criollo. Bebida Arti- 
ficial, contenido en parte en 9a pileta n" 10 y librada al Con? 
sumo con valores fiscales corcspondieute.s a vino genuino. 

Además, aplicó a la misma sociedad conforme con lo dis- 
puesto por |o.s arts, 27 y 28 del t. o., una multa de £¡ 51,u."m\.'í(> 
moneda nacional di.scrinii>utda en la siguiente forma: pesos 
25.00 ni n. equivalente ¡il décuplo del impuesto omitido snbro 
111 litros de vino tinto; .f íi.OO tn n, equivalente al décuplo, 
del iiaptevsto omitido sobre ll) liaros de vino blanco; £ 100 m !h. 
por no reflejar el libro oficial el innv bínenlo real de la bode- 
ira, en infracción al art, 15 del tílnln I dé la Retrlanietitaeiún 
General; $ 324.211 ta n, equivalente al décuplo del impuesto 
enrrespondier;::* a los 1,207 litr*w de vino bailados en exceso 
al practicarse él segundo inventario, en infracción al art. 23 
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del tít. Vil ilc la Retí- General ; $ 100 ni/n. por el expendio 
de 19"i botellus de vino blanco con nn análisis estámpalo en 
sns valores fiscales sin eorresponaetieiii con el de nrb#Er> en 
¡nfraceión ni art. 82 del lít. Vil dé la Reg. Géneralfy pwns 
50.101,10 ra n. e^uiválcáfe al déciiplq dé 1» diferent* oxigidft 
sobre los 2f»,:ifi!) litros de vino criollo, l'ebida A lA'icrnt. li- 
brada ni consumo con rnlorra fiscales correspoiidiedt>í| a vino 
genuino. 

1S" Que And mió y Vicente Upiu, integrantes de In so- 
ciedad de fiééiié lígrín linos., disconformes con dicha resolu- 
ción condenatoria, íntcrpnBicyon ante este .inzjíndo él recurso 
eonteiicinsn-adinini.strativo autorizado por el art. 17 del citn- 
do ordenamiento legal; y 

Considerande : 

I. Que los actores, id fundar el recurro, reproducen con 
mayor amplitud y profundidad Uis mismas defensas o-grimfe 
das ante la Administración. 

II. Que In transmisión de los 20 litros de vino, tinto y 
blanco, contenidos en las daina.jnan¡i.s desprovistas de los va- 
lores fiscales nered liantes del pago de impuesto, efectuada por 
la bodega de los actores a Valentín Espinosa Agullar, impone 
la aplicación de nna mulla. . 

Por nna parte, el '27 del t o. castiga cnttl<itiier acto 
míe ten "a por mira defraudar los impuestos y por otra, no 
existe nfhfttína disposición legal ó reglamentaria que ex nna de 
impuestos al vino destinarle al consumo - pro pin al cnal los 
actores equiparán al objeta de la transmisión so. ñ alada, «legan- 
do tratarse de nn obsequio y no de nna venta. 

Mns. en el presente caso, la mnlta aplicada por la Admi- 
nistración carece en parte de fundamento. En tal sentido, 
cabe observar (pie los actores, oportunamente, baciendo uso 
de una facultad establecida en el nrt. (¡."i del tít. Vil de 1» 
Rcg. General, ninnirestumn sil disconformidad con los resul- 
tados arrojados por los análisis practicados por la Oficina 
Química Xacional de Mendoza sobre las muestras extraídas, 
sin que la Administración procediera a la ratificación o recti- 
ficación de dichos análisis mediante la realización de uno 
nuevo en cada caso a practicarse sobre los duplicados de las 
citadas muestras, no obstante "que para resolver cualquier 
Impugnación de análisis la disposición referida exige a la 
Administración como requisito indispensable y esencial que 
ordene ese nuevo análisis aunque el interesado ini lo solicite 
o aun cuando requerido al efecto guarde silencio". 
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Así. *-dche considerarse sin fundamento legal la sanción 
apliega por ta AiliMiüivt ruvíán cu cuanto 1¡i iti isma lia sido 
estimada sobre la clasificación tlt* Bebida Artificial estable- 
cida paira el vino tinto por la Oficina citada, "ya que el aná- 
lisis invoca* lo i'iinw di" eficacia probatoria". 

Tal conclusión se ajusta a los pronuncian lientos dictados 

■■ni- Ni Kxt-Nia. C-inmr.i Federal de Mendoza, t leí- lias !íl de 

diciembre de 1937 y '21 de abril de lfWH. en las causas pro 
movidas por *s, A. BmTeifas y Viñedos Arizti y Deis II ñus., 
respcetivaiaente. 

III. Que la extracción de las muestra* correspondientes 
al virio criollo, cuestionada por los actores al afirmar ijue la 
misma se ¡practicó sobre un lote de HÜ hott litis, no puede sino 
ser juzgada conforme con el texto claro de fas actas labradas 
• ii su oportunidad, según las cuales tnl muestra correspondía 
a una partida "de vi ti» criollo conten ida en ht ¡tiirtn n" ¡ü'\ 

VA art. til* del tít. Vtl de la lieslaiaentación (¡eneral esp- 
íllele cpie los redamos sobre tomas de muestras sólo pueden 
formularse por los interesados antes de tener conocimiento so- 
bre el resultado de los análisis practicados .sobre dubas mues- 
tras y st>»iiu resulta de bis actuaciones del sumario adminís- 
tiativo la numifestaeión en tal sentido de los actores fué for- 
mulada depues de tener el citado conocimiento. Kn eonsceucn- 
eia. no corresponde considerar la prueba testimonial aportada 
por los actores tendiente a demostrar su afirmación; proce- 
diendo, además, .señalar «pie la impugnación tle bis actas de 
referencia, fundada en una indeterminada, presión ejercida 
por los empleados ju-i iinufes en el local de la Policía, no reco- 
uoce prueba mi ("jétenle «pie la sustente ya ipie n su respecto 

^ólo existe la declaración singular del ex empleado policial 
l'ruiidina. según la cual "oyó «pie el Sr. r«rnn discutía en alta 
\oz con los empleados de Impuestos Internos, alegando <p"* 
no iba a firmar el acta por cuanto no babían sido extraídas 
í.'is muestras de oir:i* vasijas, pero ipie i ¡inora si firmó o no 

■•1 acta" y que "no sabe si lia sido presionado físicamente 
porqué en caso de haberlo sido hubiera tenido qué intervenir 
PU SU catáeler de funcionario policial", l'or otra parte, resulta 
inverosímil que la referida presión pudiera ser ejercida jus- 
tamente en un li^ ,d de policía y además une una vez produ- 
cida no fuera comunicada a la Administración. 

Asimismo, correspondo admitir tpie iM.WiH litros de vino 
criollo, ron ¡¡rindes cai-ac<erís(ie;i> ipi,- las de las muestras ex- 
traídas de la pileta o"" ll>. fueron ex pendidas por los actores. 
Klfo resulta ilc la planilla presentada por los mismos a la Ad- 
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miiiKt ración v de *ii propia afirmación formulada ni rumiar 
,.| recurso, sejíiíu la cual "los 2(i.W)0 litros de vino encontrados 
el din 7 eti l« pileta ii" 10. fueron enriados esc mismo din i on 
..i v;i porción del misnt" vfno". 

IVro arcilla la tlimiiiifiMniiiUíl formulada por las actores 
v v\ comportamiento nbsorvndo por la Administración, seña- 
lados en el e^síderaridb anterior, corresponde, conforme coa 
las razones allí expuestas, considerar sin fundamento la san- 
ción aplicada por tlii-hn repartición n este respecto, fundada en 
la i-l uní tiene iím ile Hebilla Artificial establecida por la Oheina 
tjuímica Nacional <le Mendosa para el prtKlueto en cuestión. 

Además, un puede pasar inadvertido el análisis practi- 
cado sobre él duplicado de la muestra cuestionada efectuado 
a instancia < 1 los actores en este juicio cuyo resultado, según 
la opinión del perito Gaicano, permite establecer una corres- 
pondencia eoíi el análisis de origen clasificado oportunamente, 
como vino ¡renuino. 

IV Que el exceso de 1.207 litros de vino acusado por el 
«axmái de los inventarios practicados cu la bode-a de los 
«etoms. justifica la multa aplicada por la Adnmiistra.-.nn. 

Pur una liarte el art. 23 del til. Vil de la lie{rbimciitncuiu 
(Sene ral establece ipie ilrapitm del V de agosto toda existencia 
no declarada se ni e.msiderada en fraude, debiendo, cu conse- 
cuencia ser sancionada n los términos del art. 2f del 1. I». 
Por otra el art. :1S «Id tít. I de la Reglamentación General no 
admite impugnaciones sobiv el valor le-al de un inventario por 
« ansas <pie no resulten del acta labrada como consecuencia de-I 
mismo, cuando la operación, como en el presente caso, baya 
sido renli/.nda con intervención del propietario, y sejjun re- 
solta ile Ins actuaciones del suma rio administrativo, don An- 
tonio Ógfcíii prestó conformidad a las operaciones del iovnita- 
rio. En consecuencia, no corresponde considerar la prueba tes- 
timonial tendiente a acreditar la existeueia de un error en la 
apreciación de las cxisleueins; procediendo, asimismo, por las 
inKcNiies expuestas en el en m idei ¡nido anterior, rechazar la im- 
pugnación de las actas labradas en su oportunidad. 

Kn cuanto a la exigüidad del exceso, es de advertir tpte 
no existe uinfjuua disposición <pu> autorice tolerancias en tal 
sentido. 

V. Que la aplicación de boletas fiscales correspondientes 
a un vino genuino a envases <pie contienen un dislinto vino 
"ennino. eonstiluve una infracción prevista por el art. :(2 del 
lít. VII de la Keglámeutacióu (¡eneral. reprimida por ol art. 1.8 
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del T. O. fjiic castiga en fin -ma. ¡¿enera! todas las transgresiones 
i il régimen legal y reglamentario de los impuestos internos. 

sin embarco, en el presente caso, no obstante la oliser- 
va.tñn í'uriniifada pnr l?i Oficina guímiea Xueitmal do Men- 
doza íi! practicar el análisis de la muestra eurrespondiente al 
Inte de 195 botellas de Vino blanco, segjin la ciiaj no existiría, 
eorp*>pnndciii-ía ton el análisis de origen, corropiiiule consi- 
derar sin fnndáinénto l¡i sanción aplii-adu por la Administra- 

*'Ímii a este respecto atención a las raptuntos expuestas en el 

considerando segundo do «st n sentencia, colativas a la ittipn<r- 
nai'tón manifestada por los actores y »\ eomp rl amiento obser- 
vado pur didia Repartición, allí señalados. 

VI. Que la multa a pilcad a pin- la Administración ¡i los 
términos del art. <l-\ T. n„ reprimiendo una ipfrflísciáit 
al ¡irt. 15 del til. I de ta rtc^Iariientáeiott General; consistente 
'■u un reflejar el libro oficial de la bodega de los actores su 
movimiento real, i-areei* ile fundamento, 

Dicba infracción, vinculada eon una operación de tras- 
ládó eoneorlada enu la lindera de (¡abriel Setaro y fia., no 
se encuentra suf teientemente acreditada ya que a su respecto 

-óln t-xiste l;i dt-elaiMi-iñn >¡iii*ul«r del ein-arpolo de dicha bo- 
■ l'-íía. s!-_'ñii la cual el din g de noviembre aun no se luí liria 
trasladado ta partida de 4.í>óM litros enyo ingreso se regis* 
i raha en el libro oficial dé la bodega de ¡os actores eon fecha 
í del mismo mes, decía raí -ión en enuirattiecíiiii eim el propio 
libro d<- la boiiéga a su cargo, según resolta de las constancias 
agregadas a (& in:t de estos autos. 

Por estas eonsidi raeroneí-, resuelvo; Hacer lugar parcial- 
mente al recurso coutcneioso-adntinistratjTo interpuesto por 
Antinio y ^ieetíte 1 "sLrrin ««nitro la resolución administrativa 
recaído en <•! sumario n* '¿m 2:í VM-2 reduciendo a la suma 
de$ ni n. la mulla aplicada a la sociedad ÚgÜÚ Hin^s.. 

■'■ii castas. - 0étévífl ÍMl¡ 



Sentencia i>k la O-ÍMaba Fkokkat. 

Kn !a ciudad de Mendoza a días del mes de jimio di* 
ín-fM. reunidos en su Sala di' Acuerdos los señores Vncales de 
la Kx.-ma. Cá turra Federal de Mendoza. Drcs. JOrge Vera 
Va lie jii y Dr. Rodríguez Saá, e integrado el tribunal con el 
Sr Pisca] de Cámara Dr. I.nis Alberto darenzo, nombrado en 
reemplazo del vocal titular Dr. Agustín De la Reta, sopón 
providencia corriente a fs. 2!Mi vía., tomaron en consideración 
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»am dictar «enteneia definitiva los autos ü* 11.2*1 letra 
V ;í<> caratulados 11 Antonio l'firhi c/ Impuestos Internos 
s ' reeiirs» oontenei(wti ¡ulmini»tniHvo'» ( venidos del Juzgado 
Federal .le Mendoza, a virtud de lo» recursos Vtt^piMl 
fe 201 vta. v '204. contra la sentencia corriente- a fs. 184/¿U1 
vuelta de fecha 1» de diciembre de 1948, 

VA tribunal planteó las siguientes gestione* a resolver: 

Í* ¿Es nula la sentencia apelada 1 

2» En caso nefíativo. íes ella arreglada a dferjechol 

3» i Las castas ? 

De conformidad con lo establecido por él art látí de! 
Ke'dnmeiito de la Corte Suprema de la Nación y 4 del rtel.tr.- 
bimíí se estableció por sorteo el anuiente orden .le votación: 
Dr. Rodríguez Saá. Dr. Vera Vallejo y Dr. (arenzo. 

Saine Ut }>r¡mcm anfión, el Dr. HortríguM Saá, di>: 

El representante de la Dirección General Impositiva 110 
ha fundado el recurso «le nulidad, limitándose, al expresar 
agravios, a solicitar la revoentor.a de a sentencia. Ant. tal 
actitud, corresponde tenerla por desistida del recurso de 1 ult- 
dad. conforme a lo resuelto reiteradamente por el tribunal 
en casos análogos, y voto en tal sentido. 

Los Dres, Vera Valí ojo y Carenzo, adhieren al voto pre- 
cedente. 

smn Ití Mptnéa cuestión, el l>v. Mrí&iesi SaA. di.í»: 
Ambas partes han recurrido la sentencia de primera ins- 
lan ,i„. pretendiendo la actor». M^>n ""^^J J 
la absuelva de las multas cpie deja subsistente aquella, > e 
representante de la Dirección General Impositiva, que ^Ij 
modifiqm». confirmándose en todas sus partes la resolución 
eontlenatoria de la Administración 

A mi juicio la .sentencia recurrida es arreglada a aereen.» 
v debe .ser confirmada en todas su» partes. ' . 
" M infracción principal imputada a la Sociedad 1 gnu 
Unos es la de haber librado al consumo 26.1169 itr<* de vino 
atenidos en la pileta f 10. con tal-MJ ™ vmo 

»enuino, siendo tpie sejrún el análisis n* 23 1.8 ib — ts. w tie 
sumario administrativo- era behida artificial apta para el 
consumo lo* que tributaron en eonseciieucui $ 0,0b por turo. 



_ ni ¡nirar de $ 0,25 que determina i-I tirt. 10(¡ del T. O. Por tal 
infra<-e¡óu la Administración le impuso una multa de $ ólj, 
lf'1 10, equivalente al iK'Mipln de la diferencia entro añilan 
impuestos. Según resulta de] sumario administrativo, cuando 
se !«• ilii'i vista ili'l análisis a la Suciedad tT|frjii linos:., man i- 
fi stTi i'N|MVsam»'nli» su enmpMn disconformidad, a los electo* 
riel art. lí.'i del S. I». del 1J de enero de 1935, culi los análisis 
231. 876 f y 231.877, unpii'_ f u¡mdo al misino tiempo 
la toma de muestra efectuada con respecto a la partida de 
26.369 litros de la pileta n" 10. Ctáti íiulerioridad. la Adinínrs- 
traeión para mejor resolver, reuniere a 1¡i Sociedad, "une 
afilare si la disconformidad manifestada en el escrito de Es. 96 
respecto « los productos analizados bajo Ion N'rns, 231.n7(í. 
231 S7J v "J:íl s77, importa nu pedido de rectificación me- 
diante el análisis de las muestras". En caso afirmativo. del>er¡í 
manifestar asimismo si dielia operación desea sea efectuada 
con la presencia de un químico que elln desiime a |¡d efecto 
v esa seceiona], deberá acompañar los duplicados de las mues- 
tras que oliran se Departamento". 

Contestando dieha vista, la Suciedad expresa textualmente 
por escrito t(ue- eorre agregado a fs. Sil, t, t¡m in itrfsrnfncióu 
>h /_«, fifí, tiiti, ftti-iU'h t- (tt hnpngjificiÓn th lo$ análisis. Que 
cotí respecto a l;i r^tjfieaeílÍH de la dohlc muestra propoiigp 
que la operación se realice en la Oficina IJnímiea de Mendoza, 
donde ptiede designar un incaico que me represente, La mis- 
tna operación realizada en Híñenos Aires ate resultaría muy 
añeros» y por ello solicito qué se acepte el temperamento que 
propongo Que el técnico que me representaría ante l;i Oficina 
Qlífmiea d>- Mendoza sería el Dr. ltoherto Rnecbi". 

Proveyendo ilicaa pei ; e¡ón t*l Jefe del Tlcpariamcnt t 

lo Contencioso, linee saber a In sumariada que d análisis del 
duplicado de tas muestras debo efectuarse indefectiblemente 
pO'r la Oficina Químien Xacioiml de tu Capital, y por lo tatito 

deberá nm ni f estar si designará químico que pres ie la npe- 

ración de referencia. 

Notificada dieha resolución, la Sociedad OgJfiil linos., cu 

eserit irHente a fs. 91. expresa que no designara técnico 

Olí Buenos Aires. ;ilm cuando "que como las muestras existentes 
serán de evidente importancia como prueba en el coso de tener 

Simfanciar el recurso ctiUtcueiiisn. solíeitailius del Sr. Ail- 

¿limstrador se dig tísponer lo pertinente a objeto de que 

las iiuiestras qie' correspondan a este sumario no sean destrui- 
das y, por t'l contrario, sean especialmente conservadas para 
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el supncsk. dé que sean solicitadas por las áutwUtttdés jndi- 

La Administración no efectuó el análisis de la segunda 
niuctra. y sin más trámito dictó la resolución condenatoria 

""""«rírt 05 del decreto <le fecha H -le enero de 1» esta- 
blece «me ¿recibidos los certificados de aimlisia por la Admi- 
nistración General de Impactos Internos, estatal cii(n-gur» 
llns previo papo de los derechos de ley y le, .mil- 
ficaJá S *1W& s,rn,i proceda". "Lo. mteresados podr» . 
apresar su díscóní ormidad P«r y «m SUS fúndamen- 

os 1 dentro del .plinto día de la notificación, venólo cuyo 
& tl0 su re.ult.do se tendrá por consentido y defnnt.vo 

» /.« ,/í.v ■/«nifthrf * ni remella P« «Uta M *M de la 

t(ltwrjl muestra, cu lo* casos de rnifilis» ¡de Ubre circulado n, 
L <fc /« ^ en los demás easos Ese nuevo «¡MR* 
¡ iv'-íimrá -en todos los casóse la Oficina t¿unn.ca do la ta- 
nítll l •* »bi intensado tiene dereeho ¡i designar un quíinico 
¡on diploma nacional, para que presencie bis operaciones de 
rectificación de análisis. C.uuuL. haga uso de ese derecho, en 

el escrito de impugnneitm deberá hacei untar el nombre y 

título del profesional desanudo, tituló que la l>irecemn de 
Oficinas Químicas Nacionales, es la encargad* de juzgar para 
determinar si habilita para ejercer la represeutne.on teenua 
del recurrente" '* Eftctumlo il mtrvo analista (as actuaciones 
snuín líentelas a ht Atlmiiiist ración tU Impuestos Intimos a 
los efecto* dr la resolución qtu cotrtspoiula . 

Es deeir. que para resolver cualquier impugnación de 
análisis la disposición transcripta exige a la Administración, 
ñuño requisito indispensable y esencial, que Ordene ese nuevo 
análisis. Habiendo manifestado expresamente la sociedad re- 
currente su disconformidad con el análisis, la Adi.niiist ración 
no pudo dictar resolución prescindiendo del nuevo análisis que 
la rV-bimeiitación exige, por lo cual el valor atribuido al análi- 
sis impugnado es arbitrario, careciendo por lo unto de luii- 
damento la resolución recurrida. Así b» ha resuelto este tribu- 
nal, en las causas riladas por el a-guo, 

Da hireeeión (iciieral Impositiva, al expresar agravios 11 
fs 2ÍS sostiene rpie en el caso no era necesario el análisis de 
Ja aemínda tmiestra. porque la disposición reglamentaria del 
art tift exige «pie la impugnación o disconform. bid sea por 
rizones de orden técnico, es decir, porque la interesada pre- 
suma o pueda dudar de la pericia de los organismos encarga* 
,l„v de llevar a cabo la operación o p»r lo que podría llamarse 
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vicios intrínseeos, pero que mine i puede impugnarse o estar 
disconforme cnn el resultado de mi análisis cuando tal impug- 
na-ióii o disconformidad se finid ¿mienta en un hecho distinto, 
extraño 11 ln (pie es objeto del análisis, lo míe habría ocurrido 
*>n el caso, ya que en el escrito de fs, ."tO sostuvo '*quc en lo 
que se refiere ni análisis n p 231.876, e» ningún momento puede 
aceptar la cantidad de litres que se liare figurar, pnr cuanto 
fas muestras correspondientes fueron tomadas de un lote de 
botellas que estaban en preparación para el expendio y no se 
••\tnijeron de la pileta n* 10. como se liaee fijnirar cu el aeta 
respectiva", apresando " ¡uc en lo que se refiere al vino exis- 
tente a esa fecha en dieJio envase y que corresponde al análisis 
o 230.488, existen aún en bodega 600 litros, los que ponen n 
disposición fie esa Administración a tos efectos que hubiere 
liiírnr . 

Sostiene asimismo, en subsidio, que la Sociedad irprin 
habría hecho renuncia de su derecho a pedir el análisis de ln 
seoriinda muestra, al «irdiHíar en ei metáto que obra a fs. 91. 
que se conservaran las muestras ]>ara el supuesto de que fue- 
ran solicitadas por bis autoridades judiciales. 

Ninguna de tales alegaciones reviste consistencia. En 
entinto n la primera, expresamente la Sociedad Ufrrin mani- 
festó la disconformidad con el análisis a los efectos del art. 65 
del decreto de 1-1 de enero de 1935 — fs. 50 del expediente 
administrativo— sosteniéndose que los vino» eran pemiinos y 
aptas para el consumo, lo que importaba poner en duda la 
corrección del análisis efeetuado. La referencia que hace en el 
mismo escrito de que la toma de muestras se habría efectuado 
de un lote de botellas y no de la pileta n* 10, carece de impor- 
tancia para resolver el punto, ya que tanto en el sumario admi- 
nistrativo como en hi instancia judicial se había objetado tam- 
bién la toma de muestra, objeción sobre la que insi.ste el alu- 
dido escrito, 

Pnr otra parte el punto quedó perfectamente aclarado 
ruando, a requerimiento de la Administración, la Sociedad 
Tírrin manifestó en escrito eorrientc a fs, 89 que la presen- 
tación de fs. 50 tenía carácter de impugnación a los análisis. 

La alegación subsidiaria es igualmente infundada, pues 
del texto del escrito de fs, 91, no se desprende que en él se 
hatra renuncia *al derecho ya ejercitado de que se efectúe el du- 
plicado ile la segunda muestra. Lo único que en él se expresa 
categóricamente, ps que no se hará uso del derecho de designar 
un químico para que controle la operación en Buenos Aires 
por resultar muy onerosa. Por otra parte debe tenerse en 
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cuenta que lu intención de renuncia no se presume y que l*i 
interpretación de loa aetm que induzcan a probarla debe ser 
restrictiva, con forme a lo dispuesto por el art 874 del C'ód. 
Civil 

('otifnrme ¿i lo expuesto preceden temen te. nt recen de va- 
lor los análisis efectuados por la Oficina Químico Nacional, 
que fueron ¡nipují nados ftpOjrttl ñámente, y de los cuales no se 
hizo el análisis reetificatorio de la secunda muestra. Por lo 
tanto las multas impuestas a bu se di* tales análisis carecen de 
fundamento, por lo que la sentencia de primera instancia que 
así lu resuelve debe ser confirmada. 

En cnantn a la mulla por la trasmisión de 20 litros de 
vino, tinto y blanco, desprovistos de valores fiscales acredi- 
tantes del pa»o de iininiestos. y a la impuesta por el exceso 
do 1,207 tilms de vino acudida por él scjíundo inventario une 
la sentencia confirma, como también respecto a las infraccio- 
nes ni art. -V2. tít. VII y ort. 15. tít T de la lírglnmetitacmii 
General sobre las que la misma absuelve, estimo que debe 
confirmarse por sus fundamentas el pronunciamiento del it-qM. 

Voto por ello afirmativamente esta cuestión. 
Sobre h nmma cu<st>'ón, el Dr. Vera Valle jn. dijo: 

Siguiendo el mismo orden adoptado por el Sr. Vocal pro- 
opinante en las distintas multas aplicadas a la Sociedad acto- 
ra. debo ocuparme en primer término de la de § 50.101,10 m- n. 
eorreaponel lente a los 2fi.íltíí) litros de vino contenidos en la 
pileta n fl 10 en el momento de practicarse la inspección en la 
bodega de dicha Sociedad y librados después al consumo con 
valores fiscales de "vino frenuino" y que la Administración 
califica como "bebida artificial''. 

Si bien la impugnación a toa análisis Nros. 231 .«76, 
231.874 y 2:11.877, hecha por la autora a fs. !H¡ (hoy W) del 
sumario." no era explícita en cuanto a su alcance y objeto, la 
manifestación de fs. 135 (hoy 89) a requerimiento de ta Ad- 
ministración, en el sentido de "que la presentación de fs. %. 
tiene carácter de impugnación de los análisis", despejó toda 
duda en cuanto a su alcance y significado. 

En tal situación, lo que habría correspondido era que. 
de acuerde» a lo establecido por el art, 65 del decreto de 14 de 
enero de lí>35. la Administración ordenara un nuevo análisis 
sobre la segunda muestra por la Oficina Química de la Capi- 
tal ; pero es el caso (pie, requerida la actora pura que designase 
un químico que presenciara la rectificación del análisis cou- 
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forme a lo autorizado pnr dicho precepto reglamentario, aqué- 
lla manifestó a fs. 137 (hoy Í11), que no designaría técnico en 
Huellos Aires por resultarle muy oneroso, y *'ipie como las 
muestras existentes serán de evidente importancia como prue- 
ba, en el caso de tener que sustanciar un recurso contencioso, 
solicitamos al señor Administrador que Sp digne disponer lo 
pertinente a objeto de que las uWMhñBjt qtlé rorrrsptindnt tí es- 
h sumario iw sea» destruidas tf, par el contraria. Man espeeiat- 
mt ate en imr r radas para el supuesto de tjne sean solicitadas por 
las autoridades judteMés". 

V la Administración, sin duda atendiendo ¡i esa petición, 
no ordenó ja rectificación fie los análisis sobre las secundas 
-4üüC£tra^^oeed¡endo a dictar resolución cu liase a los análisis 
nbjcT ai [. .■^^--*a^^e^^_^mllll no deferir a ese pedido, ya que la 
Soeicdad netoni no pó 'fi Ij ^jLei cer as muestras, de las .pie 
podía valerse en el juicio n>iitetHns7TTr'Tr*4«^^ f nr . 
lindarle Cargo a la Administración por no haber7TeJoTTr-Trt«^^ 
licor Ins nuevos análisis, yn que, unte su pedirlo, pudo pensar 
que rio conservaba las terceras muestras, o no las tenía en 
condiciones reglamentarias para servir de control, por lo que 
habría sido atendible clicllO pedido; y por ennsi-.ru i en te. 110 
es justo ni razonable, que la propia Sociedad le impute a 9a 
Administración el no haber hecho practicar los miióIíxk b» Ins 
segundas tnnestras accediendo a m pedidu. 

Kn tal sil itaeión. no prevista en el Reglamento, dcUe con- 
siderarse a los análisis primeros, tomo válidos provisoriamente 
a Ins efectos le la resolución administrativa, pero impugnados 
jM.r ta parte afectada, para ser rectificados reción en el juicio 
contencioso que se promoviera con posterioridad, ya que tal 
ño- el pedid,» de la parte interesada y lo aceptó tácitamente 
la Administración. 

Ahora bien, cu el juicio ron t oneroso, b, Administración 
mi ofreció como prueba el análisis de las "secundas" mues- 
tras existentes en su poder, consintiendo, en cantólo, el ot're- 
ciinicnto hedió por la Sociedad octora del análisis sobre las 

l " terceras" existentes en sn poder (escrito de fs. 24/É8, pon- 
tos lí e 1, diligencia de notificación de flL 20 vtn.t, y niic según 
la constancia de fs. 2!l, se trataba de "das mueslras de vino, 
una Mane» emi >e||„ | 5l ere I.Í.. y otra eriolla con iwuil. andias 
n* Dáfí. sin tarjeta'*; babiendo intervenido el Sr. Procurador 
Fiscal en la disimilación del perito que debía practicar el aná- 
lisis de <sns muestras {acta de IV 144) sin hacer objeción «1- 
•_'iiiia en cuanto a las mismas, hasta que el perito presentó su 
informe a fs. 1fi5. y sólo ent mices, después de conocer el re- 
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BttífiitTÓ iW táí&\m } fáéio Enweionario hace a fs. 168 a impflf- 
nneifiii de las muestra pri^nltááS, por eáreeer m m WfiPPr 
Sitos exigidos por l.i W para SU Íd-nt¡lVaiinn, como que se 
tratase del mismo producto que se extrajera en la oportunidad 
de realizarse la inspeeeión a que ha dado moliv.. Miiiuirm 
„* 2434-23-1942; y ni aun erifóiicéa, ofrece para analizar las 
*'«effu ndas" minaras que debían encontrarse en poder de la 
Administración. 

Lu omisión de oíi r como prueba en su debida oportu- 
nidad dichas muestras y el haber consentido el ofrijctmietiju 
heclio por la áctora .lo i as .pie tenía en su poder, en las condi- 
ciones irregulares tic identificación que acusaba la eo^staiioia 
de fs. 2», igual a !a consignada en la de fs, <Í3 de entrega/le 
las tnue&rás al perito, ha hecho perder a lu Administración 
r\ dereehó (le impugnar esas muestras y su análisis* ya que 
habiendo pndido presentar las existentes en su poder y opo- 
nerse opnrt una mente al análisis de las presentadas por la ac- 
tor a su negligencia no puede servir después para favorecerle. 

V bien según el perito ílaleann {fs. Í65/«6), <4 ""'J 1 !* 1 * 
■^"TimTTT-^Jx^^^ eon el realizado en la Oficina 

Químíea fetoiuFde? Mendos y que lleva el f 330.4H8 — o 
sea el de orillen de los 26.000 litros de vino cnolln contenido 
,,,1,1 pileta ü* 10. según aeta de fs. 3 del sumario- siendo 
dicho vino, "genuino, apto para el consumo de acuerdo a la 
íev ríe Vinos n" 12;3T2; v habiéndose expendido el mismo eon 
boletas fiscales corrcspoñ di entes ¡. es» clase de producto, no 
nroeede imponerse multa alguna, y por ende, la sentencia de 
primara instancia que deja sin efecto la aplicada por la.Adnn- 
ir*t ración, es arreglada a derecho. 

En enauto a las multas aplieailas por el expendio de ¿U 
|¡,ros de vino, tinto v blanco, desprovistos lie valores finales 
acreditante* del pago del impuesto, que la sentencia reduce 
« s 12.00. en lujíar de los * 31.00 fijados por la A'"" 1 " «//.£- 

..j.oi 2Ó.U0 pur 10 litros de "bebida «rti al y § b.OO 

por 10 íl£*&*no genuino'^-, eomparto la opinión del Sr Vo- 
cal preopinante eu el sentido de que debe* vonfirimir.se el pro- 
nunciamiento del por las razones dadas en su voto y 
por ni» haberse produeido en el juicio contencioso, análisis 
ñl^nMM de las se-ruudas ni terceras muestras extraídas de los 
nroduetós contenidas en las dos damajuanas, según constancia 
de fs 2 del sumario, pues al perito Galea no no se le entregar 
i no para el análisis otras muestras que las consonad»» en la 
coriaÉüícia de fs. Ifi2, y que corresponden a los productos con 
análisis de origen n* 230.488 y 223.950, según -onstanem de 
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fn. t del sumario. Siendo ello a.si\ y estando objetados los aná- 
fisis practicados m |„s primeras muestras, ellns carecen de 
valor y. por onde, no puede considerarse rpie los producto* de 
referencia, no sean 'vino »enumo \ emuo lo pretende ta Ad- 
ministración respeto de uno de ellas. 

Por i» cpie respecta a la multa de * 72-1.21» m impuesta 
por a exwtenna "en más- de 1.207 litros de vino, constatada 
en el secundo tu venta rio de fs. 27 3;i del sumario, mi Idem por 
mus fin,. lamentos «1 voto precedente, en el sentido ,1,. IJIU , debe 
eim firmarse la sentencia ipic mantiene ilielia multa 

Bn cuanto a la de $ Hio.oo ,., „.. aplicada por la Admi- 

nwtracrfn por m,n ión al art. :12. tít. Vri, de !» Redamen. 

taetón General, respecto a 195 lilros de víiiO con un análisis 
■po* im corresponde al de origen, y r,ue el a-qw deja sin efecto 
my de opinión que dehe revocarse tal pronunciamiento por 
-Manto del informe del p^-ito Gaicano resulta que e] análisis 
de la muestra entreiía.la por h Sociedad aetora. de ñno hfan- 
- ; .n.imdual.zadn con el n" m¡M -que corresponde a las 
U " 11 r "^:-;'<" neta do fc 3 del sumaria, no e,s comparable 
"<"> el amtlwi* de orifpen, vale decir, que no corresponde al 
m»M ( ,o : por o .,..e la multa aplicada p,,r la Administración 
acuerdo al art. 2rt del T. <>.. es correcta. 

Y final mente, la multa de É 100.00 ,,, ,i. aplicada por la 
A.liinnistracion. por infracción al art. ló. tít. í de la Itcda- 

;;; i , ; l í' ,|on 77 »r »« i m a-S&i. 

m e», o real de la bndeira. y qué «.| tuqiio ¿j, sín efecto, opino 
'jne dehe revocarse también ese pronuiioiamiento. 

En ^efecto; wgtm el acta de itiapecefón de fs. :t de] suma- 
rio. i|p fecha , d e noviembre de líMt. re.pierrdn el Sr !'»riu 
para .pie manifestara si n.\,> en la bode-a aljinn movimiento 
(te entrada o salida de vinos par traslado n partir del din j* del 

Wmnu mes. manifestó f p,e ,,„ tuvo, y 1 ,' m «co movimiento 

iiahnm hi» |.oi- expendio al COnsuinu. Sin embnnio al exami- 
1 ll!,r " Pfíeml <t* bodega el día sijruicnte. 8 dé no vicía- 
los se constato ,,„e al folio ÓU se halda dado entrada á la 
■;'»rm.l,,.I - - 4 !t50 litros de vino, con fecha 4 de] mismo me, 
de noviembre por traslado .le la bodega tic Gabriel Setaro y 
' ia. y aitlorizndo por documento 11.2*7-2:1-1041 con certi- 
ficado de análisis ,r 2:10.717; y requerido para (pie ratificase 
- ratificase su anterior manif estación, contestó que. como ern 
shIo i,n« ]mvUí1a iM traslado que autoriza dicho documento 
un creyó necesario manifestarlo a los actuantes, motivo pnr 
-I jual dijo que no tuvo entrada ni salida de vinos en su 
hodeírn a partir del 1* de noviembre. Practicad,, en es„ misma 
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fecha una inspección en l:i Modela Sel aro y Cía. {(», 4 vta. 
y ó sumario), se requirió al encargado de la misma para 
que manifestara si tenía vinos en hodcpa con certificado do 
análisis, contestando afirmativamente, habuiuht pt-ndinitc de 
traslada dos partidas de vino de 20.000 litros cada muí. con 
análisis Jiros, 2.10.707 v 2^0.íl."iH. autorizados par dm-umentos 
11.287-2:1-1041 y 1UOO-2:U041. Vale decir, ipic ln partida 
»le vín» culi permiso do mistad» tío ta hodcirn «Sotaní a ta 
de Uprin. n* 1 1.287-2:1-1 041. con certificados dé análisis 
n" no habí» sido iiiin trasladada ¡i tu focha di' ln ins- 

pección, estando pendiente de clin íntegramente, p»r I» uno 
tu anotación hecha eii el libio de bodega l>i - iu. de 4.0;>0 litros, 
era inexacta y. por ende. m\ infracción «í nrt. 1"». tít. I. do ta 
Reglamentación (íeneral. 

En conclusión: < nrresponde confirmar la sentencia, en 
cuartto íléja sin Féeto bi milita, de •* ~i0.101.10 m ti.; reduce 
a í 12.00 m n, I¡i aplicada por los 20 litros de vino expedidos 
cu tus dos damajuanas intervenidas cu el acto de ln inspección, 
y que ln Adminisirneión fijara, en £ :11.00 m n. y mantiene 
til tic A 724.20 m n. por el excedente de 1.207 litros; y rovo- 
enría, en cnanto deja sin efecto las das multas de $ 100.00 
ni nacional oída una, por infracción ¡il nrt. :12. tít. Vil y 
nrt. ló. tít I. de Ut líeirla mentación ííenenil; debiendo en con- 
secuencia, elevarse el tntal de las multas aplicadas n la Soeio- 
ihid actnrn, a 1 ti suma de $ 0:il¡. 20 mu. y voto en tal sentido. 

El Dr. r¡iriw.<.. mi hiere par mis fundamentos al voto del 
l>r. Vera Val tejo. 

Snhn hi tMisera eiie$fiá». el Dr. Kudrúriicx S 4 m. dijo: 

Atento ltt resuelto por la Corte Suprema cu situaciones 
análogas * Fallos: t. 142. |is. 5, 1-tO. :t!*:i y 418), estimo que 
las costas de primer» instancia deben ser a rargn de la netnra. 
Igual pronunciamiento corresponde respeetu de las de segunda 
instancia, atento el resultado final del juicio. 

Los Dres. Vera Vallejo y Cnrenzn, adineren al voto pro- 
cedente. 

Por lo que resulta del acuerdo precedente, se resuelve i 
l'i mi firmar la sentencia apelada, cu cuanto deja sin efecto 
bi multa de * 50.101,10 ra n.: reduce a i 12.00 m/n. la apli- 
cada por los 20 litros de vino expendidos en las dos damajua- 
nas intervenidas en el acto de ln inspección, y que la Admi- 
nistración fijara en * '11.00 m n.. y mantiene la do $ 724,20 
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ta nacional pOí el c*x*-t»tlt'Uto do l-*-!OT lilw: y roAnoeNi a i-Os- 
tas; v >o la r.-v.ua t'ii cuanto deja sin eftvto las das multas 
ile $'100.1)0 m, u. o a.. J«»r infraeoiún ni art. :t2, tít. Vil y 
art. 15, tit. 1. tío la lie¡;lamonta«-iún tíonoral: olovánilnso. en 
consecuencia, el mi al de las multas a] ■ titulas a la Suciedad 
«clora, a la suma do $ W16.20 m n. : con obstas. — Jorge Vira 
YaUt jo. — José ElUu fíodríffW !¡thi. — /.im Alberto Carenzo. 

1>H l \MKN UKl. PíiOl i'IÍAlKUi (ÍHNK!¡\L 

Suprema Cortil . „ 

1W las rasiones dadas al dietamiññr í»? jv "Caba 
lloro Libia Emilia Pipían Ydn. do y otros v. Adminis- 
tración General de W Ferrocarriles del Estado a.j in- 
demnización de daños y perjuicios y que brevUath 
atusa doy por reproducidas, considero que los recursos 
ordinarios dé nulidad y apelación interpuestos, y eom 
cedidos a .*n<) vta., son procedentes «le conformidad 
cola lo que prescribe él artículo ;! ' inciso de la ley -l.Qüó. 

Ka i-nunto al fondo del asunto el Fisco Nacional 
actúa por intermedio de apoderado especial, el que ya 
ha asumido ante V. K. la intervención que le corres 
pande (fs. linones Aires, septiembre "J ile W¡>. — 

Cortos DeifiM* 

FALLO DK ta l'üIÍTK StTHKM A 

puenos Aires, 13 dé abril. Año del libertador tleneral 
San Martín. I!»á0. 

Vistos los aillo»: "Antonio y Yieente Ujírin e.¡ Im- 
puestos interno» per Recurso contencioso administra- 
tivo en los que se lia eoneedido a fs. MIO vta. el recurso 
urdinnrm de apelación. 
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Considerando: 

Que el recurso ortliuario de apelación concedido a 
fs. ntd vía. es procedente eon arreglo a lo dispuesto por 
el art. :i, ine. :í, de la ley 4005 y a la jurisprudencia osla- 
blccida por esta Corte Suprema en el Fallo pronunciado 
el tí de marzo ppdo., en la cansa "Caballero Libia Emi- 
lia Pipino Vda. ile y otros y. Administración tiene ral 
de los l-Yrr ocurrí tes del Estado.'*, 

QftjB el actor adinere al recurso mediante el memo- 
rial presentado ante esta Corte Suprema. Sobre el 
particular es de tener presente que este Tribunal lia 
resuello i]uc no pncede la adhesión en esta instancia 
< Paltos : 20t>i ±U). Así se declara. 

t¿ue la ileniandada pide la revocatoria de la sen- 
tencia en cuanto eon firma la de primera instancia que 
dejó sii. electo la multa de $ 50,101,10 impuesta n la 
aetora por el expendio do líti.íífií» litros de vino eon va- 
lores fiscales tic * 0,01 i para vino genuino, en lugar de 
llevar valores de $ t), 25 como correspondía por tratarse 
de bebida artificial, según clasifieaeión (pie se efectuara 
de! producto. También solicita revocatoria en la parte 
ipie inipnne una sanción de $ 12 per la venta de JO litros 
de vino en vez de $ ¡{1 que aplicó una resal ación admi- 
nistrativa, descompuesta en $ -•> por la venta de 10 
litros clasificados 0] el sumario administrativo comii 
bebida artificial y $ (i por la de 10 litros enmo vino ge- 
naino. Pide la confirmación de la sentencia en todo lo 
demás. 

Que fu mía menta la procedencia de la revocatoria 
del fallo respecto a la no aplicación de la multa de 
$ 50.101,H> en la circunstancia de que e! perito que in- 
forma sobre que el vino de referencia es genuino y ap- 
to para el consumo lia trabajado sobre muestras que 
carecían de tos requisitos exigidos por la ley para s*u 
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Ítlcnlifiru<-ión ron el producto iU*l nuil se dicu extraí- 
das, Xo acepta lina consideraciones de la sentencia fun- 
dadas en el hecho tic haber consentido el represen tu uto 
tic la Administración qtiG so practicara el análisis sobre 
esas muestras <pn olijrta a pQRÍer%Qri por ea rece r ellas 
de la tárjela tic identificación. Estima que no se puede 
dar validez a un elemento probatorio en condiciones 
irregulares paca decidir sobre 1111 hecho de nal maleza 
penal máxime cuando es el único y se contradice con otro 
romo es el realizado por Ja Administración (¡en eral de 
Impuestos Internos reuniendo lodos los requisitos re- 
glnment arios y légalos; y asceta 111» existir iiiiigflfi 
articulo tpic disponga el momento procesal en que se 
debe impugnar una operación que versa sobre el cuer- 
po o los elementos del delito o tlcL hecho imputado, Con- 
ceptúa haber impugnado 11 tiempo la peritación por 
haberla realizado dentro del plazo permitido por el 
procedí miento para la discusión tic la causa por ser 
anterior a la providencia de autos, arts. 4ÍKÍ y ■*!>:{ del 
Código de Procedimientos cu lo Criminal. Sostiene, en 
definitiva, que el tribunal no ha podido otorgar validez 
al análisis realizado en la instancia judicinl con el vicio 
ile la falta de identificjii-ióii de la muestra, frente a 
otro análisis practicado en el sumario con todos los re- 
quisitos Icenles. 

(¿ue es de considerar tpic una tic las normas esta- 
lileridas por el derecho fiscal, en esta tnnteria, dispone 
que los redamos sobre tomas de muestra sólo pueden 
formularse por los interesados antes de tener conoci- 
miento respecto al resultado de los análisis practicados 
en esas muestras, art. (Y2 % Tít. VU de la reglamentación 
(í enera I. I*u el mismo espíritu que inspira esta dispo- 
sición administrativa, el Fisco no puede alegar contra 
las muestras tic vino cuya presentación y examen coa- 
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sintió, uiin v&% qjie lia conocido el resultado dg la pe- 
ritación. Además, existían en poder tío la Administra 
ción las "secundas m nos tras* 1 que piulo presentar para 
el análisis del perito y no )o hizo — eoino se destaca éti 
la sentencia recurrida — consintiendo, en cambio, en upe 
la prueba se efectuara solamente con las "terceras maes- 
tras'* existentes en poder del contribuyente. Habiendo 
tenido el Fisco todas bis oportunidades para la defensn 
de sus pretensiones sin haberlas usado, n nadie puede 
responsabilizar de las consecuencias. 

<¿ue en lo referente a la sanción de $ 12 por la 
venta de 20 litros de vino en tugar de $ 31 que había 
aplicado la Administración de Impuestos Internos, co- 
rresponde confirmar lo resuelto en la sentencia por sus 
fundamentos. • 

Por tanto y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General» se confirma el fallo apelado, en todas sus 
partes, sin costas en esta instancia. 

Tomás D. Casabes — Felipe 
Santiago Pérez — Atilih 
Prssaono. 



FlíAN T í'tS€0 RAUL (¡OMEZ 

HKCVR.S0 EXTRAORPIXAIUO: Requisito* propios, Uehteión di- 
recta. Sentencias ron fundamentos ttn fcdvmle* o federales vomentido*. 
Fundamentos de hecho. 

No habiendo sido cuestión tula pnr el Ministerio Fiscal la 
conclusión de la semencia apelada según la eual, aun en el 
supuesto de (pie la incorporación a las filas del Ejército 
no se produzca por la sola declaración de que el ciudada- 
no es apto para el servicio, no es posible responsabili- 
siarlo en el easo de autos por no existir prueba alguna de 



FÁfiLOS I«« UA VéWtM 81 -l'HKMA 



que se iti hubiera citado nttevatoettte a los eíectos de 
Incorporarlo ¡ti servil-id. y «dendn dicha conclusión suficien- 
te para sustentar la decisión aj3etÍKÍia o írrevisible pm- la 
Corte Suprema, uu |ir*u-rth* el nviirso extraordinario fun- 
dado por »*' Proco runVr Fiscal en la interprrtíición del 
¡irt. Üít tic Ifl ley 12.!M:í. que carece a-sí de relación di- 
recta con la materia del pronunciamiento. 



Sksti-m i.\ Wh 'íf^ Kkukiiai. 

I.ii finta. agOfitü 2(i de 10*0- 

Autos y Vistos: 

Ksta causa n* 45,091 seguida contra (táijJ Francisco Oó- 
mc/, - lí+27. tunt rinda 6víf 4.337, I). M. n" 19—, por in- 

fracción til art. 51 de! decreto 29.37-í 344 ratificado pOr la 
ley lÉíjfJS; 

V consfidcrandrt: 

Primero. (¡¡¡iie el Sr. PrneurMür Fiscal querella a línúl 
Praiieis«p Sontei par infracción «1 art. 29 di- la ley 12.913 
i fs. 1 vta.h 

$i»¡tnt'fa. Que el querellado debía pi^ftfurse al líc*ri- 
ntii ntM 7 tle tnfáiitería el din lfi fie diciembre de 1ÍM7 a 

efectos ííe practicarle un reconocimiento medien y constatar 
¡ni aptitud para el servicio militar, siendo citado por pieza 
i-Ttif irada n* ÉÉ%057 (& 16*1 y 23) la que fué entregada 
oportunamente (fs. 24). 

131 informe de fs. 23 prueba que: El ciudadano se pre- 
M titó u en el regimiento en la focha para la cual raé citado, 
resultando "apto para todo servicio" siendo licenciado hasta 
el día 15 de enero de 1948, a efectos de su incorporación nn 
habiéndole presentada (iómez en cstii última fecha". 

El art. 51 castíjia al argentino que no se présenle sin causa 
¡tistifícada eii hi feejlíl fi.iada para entupí if con sus oblifraeto- 
nes d«' la cnnseripeión. Está probado que Gómez se presentó 
a la primera citación i fs. 23). Pero no a la setrunda. Esta falta 
está remitía pnr el art. 51 o debe ser .juzjrnda por la mi litar t. 
CS una infracción ni servicio mil i t ¡ir o es deserción. Para re- 
solver la cuestión planteada, conforme ni art. 220 de la ley 
12 Obi debe r»'enrr¡r*e a la re»hi mentación de l:i ley 4707. 



m .M'KTirlA DE t.A VM tÓN 



365 



Él apartado TUi '»*'■ 11,11 % h < M - 1 diée: " íjíls . 1,lli - 
[|:nli-s considerarán innn "altas efectiva»'* ¡i los conseriptns 
declarados aptos definitivamente, y se entenderá que éstos que- 
1 1 ¡i n so ai Halos ;t tas levos militares ana vez terminada li&v in- 
corporaeión, . . y el iyus, n) . - Jos distritos militaras remitirán 
a la respectiva unidad. . . amo filfas éfevUi'tts. ¡i los convocados 
íieularádds por l¡is juntas "aptos para lodo servicio". Inulta 
entonces que son e^ngirteraáos altas efectivos toa conscriptos 
que han sido declarados apios para linio servicio, VA inl'nrine 
de l's, 23 prueba que (¡mnez quedó en tales condiciones fe* 
clifi Ni de diciembre de 1047 y pmelm tandtíén que so presentó 
*'en la f celia fijada a cumplir ion sus obligaciones do la emis- 
uájwtón" (art. Til de la ley 12.913). El hecho ib- que poste- 
riormente no se baya presentado, no lo hace infractor a dicho 
art. m, pues se presentó en tiempo oportuno, debiendo consi- 
i ¡erarse ipji' id ciudadano ha sido incorporado máxime si se 
advierte que la ley n» distingue entre incorporación proviso- 
ria y definitiva. 

Tal es por otra parte la jurisprudencia (véase Fallos de 
la Suprema O. Nacional causa Itecuzzo, t, 192, pág. 11. y Ju- 
risprudencia Argentina lí>42, 111. pág. 88fi y de esto Juzgado 
causa Esteban Saturnino Simonetti 1¡)42). 

Que por otra parte si se pretendiera que el querellado 
debí» presentarse el quince de enero de VMS, a los efectos de 
su incorporación, como se dice a fs. 23. no existiendo en autos 
prueba alguna de que se lo bnbiera citado nuevamente para 
esa fecha, por no estar acreditada esa circunstancia, no es posi- 
ble responsabilizar al imputado, y aun en el caso de •haber 
sido citado como allí se dice la no presentación nf caería dentro 
de la sanción del art. á1 por lo dicho en él considerando -inte- 
rior en cuanto al momento de la incorporación. 

Por todo ello, rallo: Absolviendo th culpa ]t canto a Raúl 
Francisco Qámez por infracción ni art. SÍ drl órenlo 2fl.37*¡ / 
!M4 ratificwht por la. U y 12.913, ~ mnjamín A. .V. fíainhdl. 



SkNTKNCIA DE LA t'ÁM\K\ FlOKkAI- 

La Piala, .setiembre 23 de 1949. 

Y vistos; Los de esta causa C¡,-42n9, "fíómcz. Raúl Fran- 
cisco s/infraeeióu al art. 51 de la ley 12.013". procedente 
del Juzgado Federal n* 1 de esta i^eeídn. 

Por sus fundamentos, se confirma la sentencia apelada ile 
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fs. 27, que absuelve do ctilpn y i-arp-o « Raúl Francisco Gómez 
por infracción al art. 51 del '*« 29,37f»/944 ratificado por 
ta ley 12.013. —Jonjc Bübaó ta V'foja* — Roberto V. Costa. — 
Francisco L. Mencgazti. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenoa Aires, 13 de abril, Afm del Libertador General 
San Martí», líCjf). 

A'istos los autos "Gómez Raúl Francisco s.j Infrac- 
ción al servicio militar — art. 29 Ley Orgánica del 
Kjóreito", en los que se lia concedido a fs. 33 el recurso 
extraordinario. 

Considerando : 

Que, poniéndose en la hipótesis de que la incorpo- 
ración a las filas del Ejército no se prod .¿ca por la sola 
declaración do que el ciudadano es ■ 4 ,to j -ira el servi- 
cio, el Sr, Juez n-qiw afirma en el fallo de fs, 27, cuyos 
fundamentos acepta el dictamen a fs. 30 por la Cámara 
Federal, que no es posible responsabilizar al imputado 
por no existir prueba alguna de que se lo hubiera citado 
nuevamente para presentarse el 15 de enero de 1948. 

Que esa conclusión no ha sido cuestionada por el 
Ministerio Fiscal ni en manto a la circunstancia de 
hecho en que se funda ni respecto de la legalidad de di 
cha exigencia, 

Que no pudiendo, pues, ser objeto de pronuncia- 
miento por parte de esta Corte Suprema y siendo sufi- 
ciente dicha conclusión para sustentar la decisión ape- 
lada, el recurso extraordinario interpuesto a fs. 31 re- 
sulta improcedente por falta de relación directa e inme- 
diata de la cuestión en que se funda con la resuelta por 
i'I fallo apelado. 
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Por tanto, declarase improcedente ct recurso ex- 
traed i na rio eoncedido a fs. 33; 

Rodolfo (i. Vaí^nzitela — To- 
más D. Casabes — Felipb 
Santiaco Pkmv.7, — Atilio 

PkSSAOXO. 



THE N'ATlOXAti CITY BANK OF NEW VOliK v. 
AEBEHTO A. SALCADO 

RECURSO HXTRAOfíniXAMO: Iin¡itmtos comunes. Gravamen. 

El pronunciamiento del Tribunal Bancariú ipie. pat 110 
mediar litljrin culre las parles, declama su ¡iiLompetertpjfl 
para rectificar en abstractn el dictamen de la Comisión 
Asesora Épnorario neerea de la i-lsi^it it-ntiión correspon- 
diente a un empleado, cuyo valor declarativo reconoce la 
recurrente, mi importa violación del decebo dé defensa 
desde ipie no está en teta de juicio la existencia de una 
efectiva lesión a lu-s intereses del reinrrente. causada por 
el proinnieiaaiienlo declarativo aludido, ni es apelable por 
medio del recurso extraordinario «obre la base de esa su- 
puesta violación y de la inteligencia de la ley \2M7 y del 
decreto Í&355/46¡ puesto qué la decisión de la Corte Su- 
prema sería meramente teórica. 



{•¡KNTHNriA nliL T8IBUNA1, ÜANCAHIO 

Bs. Aires, mayo 12 de 1949. 

Vistos, estos autos, atento lo manifestado » fs. 13 por el 
demandado, y 

Considerando : 

Que en virtud de lo expuesto no existe litiffio o entredicho 
de partes que este Tribunal precise resolver. 



3 *8 KAU.OS DE LA CORTE PLTHEMA 

Que ]K)i' otra parte carece este Tribunal de facultad para 
rever í it-tib símelo actos o declaraciones dé la Comisión Asesora 
Honoraria, creada por el art. 6 f de la ley 12.H37. 

Por ello. El Tribunal lÍHiirmio de la Ciudad de Bínenos 
Aire*, resuelve: 

Declárase incompetente para enteiiddr en la demanda 
presentada. — Héctor F. VUtavtirán. — Ángd Y. liuhijué, - 
Jorge Migonc. 



Dictamen i»i:i. 1*hi« i a.\nop¡ Ceneral del Thaiia.w 
Exenta. Cámara r 

Estimo «pie en la especie no pueden prosperar los recur- 
sos interpuestos por lá parte actora contra la resolución dé 
fs. 14. 

Iíespfctu del de nulidad se hace innecesario abundar en 
mayores argumentaciones que las rpie Tuce la decisión de fs. 24. 
cuyos términos comparto íntegramente, 

En cuanto al de apelación, soy de opinión que no se bau 
aportado razones que de por sf puedan ser eapaecft de enervar 
las que se invocan en la resol ación apelada. 

Fu efecto, el propio actor en su escrito de fs. 7 comienza 
por reconocer que la decisión de la Honoraria Comisión Ase- 
sora es declarativa. No consta en modo ai puno que tal decla- 
rar ión hubiere tenido principio de ejecución que causare le- 
sión a los intereses del accionante, de modo que hasta el pre- 
sente como así resulta de la manif estación de fs. 13 y acerta- 
damente lo pone de relieve la resolución de fs. 14 no existe 
contienda de partes o I ¡tipio rjite pudiera dar lugar a la inter- 
vención del Tribunal Mancaría, pues de acceder a las pre- 
tensiones del recurrente, sp le obligaría a dicho Tríbnnal a 
pronunciarse sobre una cuestión abstracta que por tal escapa 
a su competencia. 

Por rilo es que en mi sentir corresponde confirmar la 
decisión recurrida. — Dfsfmrht). setiembre 28 de 1Í14Í). -— Vfr- 
for .1. Suredn G/rücUs. 
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Sentencia de la Cámara de Apelaciones de la Justicia 

del Tkahajo 

Bs. Aires, octubre 6 de 1949. 

Vistos y considerando i 

Haciendo suyo el Tribunal los fundamentos que susten- 
tan el dictamen del Sr. Procurador General, se confirma la 
resolución recurrida en cnanto fué materia de apelación. — 
Enrique Pírt z Colman. — Jorge Htreiliam Juárez, 

Dictamen del Procurador General. 

Suprema Corte: 

Como lo demuestra el texto del punto 5 V del peti- 
torio de la demanda corriente a fs, 7, el actor sólo per- 
sigue en estos autos una declaración respecto de la cla- 
sificación que dentro del esealafón banca rio corresponde 
ni demandado. Resulta, por tanto, ser exacto, conforme 
lo ponen de manifiesto los resoluciones de fs. 14 y fs. 
;íl, que no existe en el caso una controversia concreta 
entre las partes o cuestión justiciable actual susceptible 
de ser decidida por un tribunal de justicia. 

En tules condiciones, esa declaración reviste loa 
caracteres de abstracta y como lógica consecuencia 
también los asume la de inconstitucionalidad que se per- 
sigue ante V. E. por la vía del recurso extraordinario. 

Por ello, de acuerdo a la doctrina que inspira lo 
resuelto en 183:385, procede declarar mal concedido a 
fs. 41 el recurso de fs. 34. Buenos Aires, febrero 28 de 
1950, Año del Libertador General San Martín. — Car- 
los fí. Delftno. 
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FALLO I>K LA COK TE SHMÍEMA 

Buenos Aires, 13 tío abril, A fio del Libertador General 
S¡i n Martín, IfKiO. 

Vistos los autos " The National City Bank of New 
York (Sue. Bs. As.) v. Alberto A. Salgado s.[ clasifiea- 
eión del demandado", en los que se ha eoneedído a fs. 
41 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario es interpuesto por 
considerar uno la decisión del Tribunal Banca rio de- 
clarándose incompetente (fs. 14) confirmada por la Cá- 
mara de Apelaciones de la Justicia del Trabajo (fs. 31) 
viola ej derecho de defensa pues priva al Raneo recu- 
rrente del único camino legal por el cual puede obtener 
<pie sea rectificada la clasificación que de uno de sus 
empleados ha hecho el Director de Asuntos Gremiales 
del Ministerio de Trabajo y Previsión fundándose en el 
dictamen de la Comisión Asesora Honoraria creada por 
el art. fi de la ley n p 12.(i:í7, y ojie la sentencia recurrida 
hace errónea interpretación de normas federales como 
seta la ley 1*2,6\'J7 y el decreto lu.355|46. 

Que la declaración de incompetencia fúndase en 
que no existe litigio o entredicho de parles que el Tri- 
bunal Banca rio deba resolver y en que este último ca- 
rece de facultades para rever in abstracto actos o decla- 
raciones de la Comisión Asesora Honoraria. 

Que afirmado por el actor recurrente en su de- 
manda tener sólo valor declarativo los dictámenes de 
la Comisión Asesora — fs. 7 vta. — y dirigida la acción 
nada más que a obtener la rectificación de uno de ellos, 
el pronunciamiento del Tribunal Bancario, confirmado 
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a fs. ¡11, m el que so declara íiicoiiiiMíteiite para rectifi- 
car dichos di ct ¡míenos in abstracto, es decir, sin la fina- 
Hditd de reparar un determinado agravio concreto, no 
puede comporta r violación del derecho de defensa dado 
que, no habiendo sido puesta formal y oportunamente 
en tela de juieio la existencia de una efectiva lesión en 
los intereses del recurrente cansada por el pronuncia- 
miento decía ralivo aludido, —todo lo concerniente a la 
multa que se trae a colación a fs. 38 es ajeno a la litis y 
no hay de ello más noticia que lo manifestado por el 
actor—, no existe materia u objeto sobre el cual habría 
de recaer real y positivamente la defensa que se con- 
sidera menoscabada. 

Que si estos son los términos de la litis tampoco 
es atendible el agravio relativo a la inteligencia de la 
ley 12.637 y del decreto 15.355Í46 puesto que el pronun- 
ciamiento ¡pie se hiciese sobre el particular tendría un 
carácter y un alcance meramente teóricos. 

Por tanto y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General se declara improcedente el recurso extra- 
ordinario concedido a fs. 41. 

i 

Rodolfo ü. Valknzukla — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiaoo Pérez — Anuo 
Pessaüso, 



,T1jAN EDUARDO OVIEDO 

HOMICIDIO: Homicidio calificado. 

Atento a lo que nimiamente dispone el art. 80, inc. 1», 
del Gúd Pemil, corresjMmde aplicar la pena de prisión 
perpetua, nó Obstante sus buenos antecedentes, al respon- 
sable de haber dado muerte a su eapnna, de quien estaim 
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.apurado, si las constancias de autos no permiten presumir 
que aquél se hallase en estado de emoción violenta al tiem- 
po dé ejecutar el crimen ni que se trate de» un caso de 
exceso en la defensa desde que falta la pincha de la agre* 
sión que la habría provocado. 

PRUEBA: Prueba en materia penal. 

No habiendo otros testimonios sohre el hecho que el de 
la propia víctima y el de dos menores, corresponde tener 
en cuenta el de estos últimos, particularmente el que de- 
nuncia 17 años de edad, con el carácter a que se refiere 
la primera parte, ín fine, del art. 276 del Cód. de Proceds. 
en lo Criminal. 



Sestentía de Juez Letrado 
Presidencia Roque Sáenz Peña, abril íí de l!*4í. 

Y vistos: 

Estos autos de naturaleza criminal seguidos contra Juan 
Eduardo Oviedo, de apellido materno Gaicano, argentino, ríe 
42 años de edad, viudo, empleado, con instrucción, domicilia- 
do en Las Breñas de esta jurisdicción, y no reincidenfe por 
los delitos de homicidio simple y abuso de armas, arts. 79 y 
104 del Cód. Penal y de los cuales 

Rrsulfa : 

I, Que el día fl de diciembre de 1044 se presenta espon- 
táneamente ante este Juzgado el prevenido quien en carácter 
■le detenido presta la declaración indagatoria que corre ajrn-- 
gada a los presentes autos en incidente n* 3226; expresa m 
esa oportunidad que lo hace por haber dado muerte a su 
esposa Zulema Cairo el día 6 de cae mes en la localidad de 
Pinedo. Al hacer una relación del hecho manifiesta que con* 
trajo matrimonio con la misma en el año 1938 habiendo te 
nido 3 hijos, uno de los ctinles falleció; que la víctima no cum- 
plía con sus obligaciones de esposa desatendiendo los hijos, 
mostrando indiferencia hacia éi y por un leve disgusto que 
■fu vieron hizo abandono del hogar; que a pesar de sus «restio- 
nes e insistencia en las que hasta hizo intervenir al cura Pá- 
rrpeo de 1» localidad, sn esposa no quiso volver con él y en 



1>K JUSTICIA DE LA XAPIÓK 



37* 



esí estado de cusa* como el deponente pensaba radicarse en 
Santa Fe Uegfi el día de autos hasta el domicilio donde se 
alojaba la víetíma con ol objeto de ver a sn hijo y llevarlo si 
fuera posible, cuando encontró a su esposa con un hombro 
qne no conoce a quien la misma dijo: "ahí viene, mátalo 
i'or 1« que el referido tornó nn cuchillo y se dirigió bacía 61, 
circunstancia en qne el deponente efectuó varios disparos 
contra su apresar pero cayó ella y yendo el otro a socorrer la. 
alzó a su hijito y huyó. . 

Iniciado el sumario por la autoridad policial de Pinedo, 
practica de inmediato la inspección ocnlar de que se consigna 
a fs 2 la correspondiente acta, deja constancia a fs„ 1 de la 
presencia de la victima en «na cama en estado de pravedad, 
la que interrogada expresó que había sido herida por su es- 
poso enn una pistola porque no quería volver con el de quien 
se había separado. Observa la instrucción manchas de sangre 
en la cabecera de la cama donde se hallaría sentada la vwti* 
ma y encuentra 4 cápsulas explotadas correspondientes a dis- 
paros que efectuara el procesado. 

Helia Elisa Oarabajal declara a que se hallaba 

en el interior de la vivienda cuando oyó 4 disparos y al salir 
<ké a su hermanastro Pedro Viera qne sostenía por a cintura 
a la víctima, habiendo oído previo a los dudaros la ,yo* de 
Juan Eduardo Oviedo que decía "que andas h »^° ™* 
v algo coran "me andas teniendo a la criatura". Agrega que 
la víctima le había manifestado qne se separaron por la ma a 
vida qne le daba y que el prevenido solía amenazarla cuando 
]e pedía volviera a su lado. 

Pedro Celestino Vieyra a fs. 9 yta. expresa qne el día de 
autos se encontraba ocupado en cepillar un mango de madera 
para un hacha en el mismo escenario de loa hechos, cuando 
vió llegar a un desconocido que dirigiéndose a la víctima 
sentada 2 m. del deponente le dijo ".pié hace acá, 
tiene a la criatura aquí" y sacando *na P' st0 J a WSEJS 
mero al dicente como para asusta -lo y luego hizo » 
contra su mujer ta que al sentirá herida se l«ggM£*£ 
sujetarle las manos, pero de un empujón ta arrojo contra el 
catre v te hizo dos disparos mas; qne el deponente al hacer 
«na nianiobra para enfrentar al agresor cayo enred lade > en 
una silla, momento en que el imputado tomo a la criatura y 
haciendo un disparo más en su dirección, que no lo alcanza, 
se aleja llevando su hijo. 

Blanca Esperanza Carabajal. sobrina de la victima, ex- 
presa a fs. 11 que vió, desde un pozo de agua donde se encon- 
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traba, qup un hombre lo timba * tiros a su tía Zulema. 11c- 
vándpse luego á su primtto de mi año de eítaá. 

Kl Dr. Lev i Miiiuchin consigna en m informe médieo 
obrante a fs. 14, 1*) que la mujer Zulcmn Cairo estaba en 
estado de shock ; '2") presenta 3 orificios de entrada, produci- 
das por arma de Fuego localizados en mama derecha, «tro en 
región lumbar izquierda y otro en región abdominal, sin ori- 
ficios de salida; 3 o ) su fallecimiento se produjo por shock 
dé origen hemorrágicó. 

María Petronila Cairo a fs, 15. Melchor Darío ('uní po- 
ma ne a fs. líí y Rafael Lat ron icio a fs. 23. refieren haber 
oído toa disparos de referencia ; expresando la primera que el 
¡montado amenazaba de muerte a la víctima cuando discutían 
y aun después de separados. 

A fs. 2 vta. de la cansa ohra la declaración indagatoria 
del imputado ante la policía; manifiesta en esa oportunidad 
que el día de autos fué hasta el rancho de Caraba jal para ver 
a sn mujer y requerirle la entrega ile su hijo Carlos a quien 
quería llevar a Santa Pe para evitar que el mismo tuviera 
el mal ejemplo de su madre que mantenía relaciones con otro 
hombre; que al aproximarse su mujer instigó a quien la acom- 
paña ha a que lo matara y queriendo huir hizo los disparos sin 
el propósito de herir a alguien; que creyó que el que la acom- 
pañaba fuera el amante de su esposa. 

Lidoro Lelis Lamí riel a fs. 1S expresa que él fué quien 
informó al prevenido dónde se hallaba su mujer y que en la 
misma oportunidad con versando le exprés») que lo que él que- 
ría era rescatar su hijo que se hallaha eu poder de la madre, 
aurorando "que si le llegaba a abarrar con el Oviedo encima 
seria capaz de liquidarla". 

A fs. 2;"» vta. de Ja cansa obra la declaración indagatoria 
de Zulema Cairo de Oviedo. 

K) procesado ratifica su indagatoria policial ante el Juez 
de la causa a fs. 40; a fs. 47 se presenta el Dr. Jarobo Peldman 
en representación de !)• liosa Vda. de Cairo como parte quere- 
llante, teniéndosele como ta! a fs. 4H; seguidamente y en la 
misma foja corre el auto de prisión preventiva, teniendo lugar 
a fs. fif> la clausura del sumario. 

AI disponerse el traslado de los autos en vista al Ministe- 
rio Fiscal el mismo se expide a fs, 72 sosteniendo que por las 
características del hecho y agravantes que señnla. el mismo 
dche ser encuadrado en los arts. 80, iue. 1'. y 104 del C. Penal 
en relación con el .15 del mismo texto legal" y solicita para el 
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procesado la pena tlr- prisión perpetua con accesorias legales 
y costas. 

Por tinto ile fs. 7ti se «la por deeuído al querellante el de- 
recho que ha dejado de usar en el traslado ordenado i fs. 73 
vuelta, 

A fs. 77 presenta la Defensa sn extensa escrito que corre 
hasta fs. flí) vta. en el que solicita después de un profundo 
estudio sobro la situación legal de .su defendido se encuadren 
los hechos en los arts. 35. 84 o finalmente 81. ine. 1°. del 
O. Penal. 

Considerando : 

t. Qne la occisión de Zulenia Cairo de Oviedo que cons- 
tituye el hecho delictuoso central de las presentes actuaciones 
surge acreditada felun-i en t emente en ñutos, con la denuncio 
formulada por Rafael Latrónico que determina la inmediata 
inspección ocular de que se deja constancia a fs. 1 y 2 con lo 
expresado por la víctima, declaraciones testimoniales ya mcri- 
t undas en los resultandos precedentes, testimonio de la parti- 
da de defunción de Zalema Cairo de Oviedo que acredita de 
modo legal su fallecimiento, eomo así con el informe del perito 
medico de autos, todo lo cual permite dar por plenamente sa- 
tisfechas las exigencias de los arts. 207 y sietes, del l'ód. de 
Proccd. en lo Criminal. 

IT. En lo concerniente a la responsabilidad penal del 
procesado emergente del hecho delictuoso incr mimado, no exis- 
te desacuerdo entre el Procurador Fiscal. Procurador Fiscal 
Mac y ln Defensa que se expiden a Fs. 72, 153 y 77, resner- 
tivamentc. La Defensa muñía admite la imputal) i I ¡dad pemil 
del autor, al propugnar la tesis de que obró en la especie por 
imprudencia o exceso en la legítima defensa y subsidiariamente 
sostiene la tesis de que pudo obrar en estado de emoción vio- 
lenta qne las circunstancias de autos la tornan excusable. 

Que del contexto de la declaración indagatoria que pres- ■ 
tara el acusado ante la Instrucción Prcventora a fs. 3ií y que 
fuera ratificada íntegramente ante el Juez de la causa a fs. 40. 
se infiere que el mismo se reconoce autor material de un disparo 
de pistola que aunque efectuado sin hacer puntería désele cinco 
metros fué a herir a su esposa en la caja toraxica abatiéndola, 
apareciendo, entonces, el procesado en autos, convicto y con- 
feso del hecho delictuoso que se le incrimina, y en su confesión, 
con todos los re.pi ¡sitos y formalidades del art. 316 del Cód. 
de Proe. Crim. cumplidos. 
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Que, igualmente puede establecerse en la deposición, que 
el victimario intenta hacer prosperar la circunstancia eximente 
de responsabilidad, al alegar en su descargo, haher sido objeto 
de una agresión ilegítima por parte ele un hombre armado ilc 
euebitto que se encontraba con la occisa y que obró instigad" 
por la víctima. Esta circunstancia importante que hace califi- 
cada la confesión con forme a lo preceptuado por el 2" párrafo 
del art. .117 del referido texto legal, ohliga a dilucidar si ella 
puede no ser dividida de acuerdo con la existencia o no de pre- 
sunciones suficientes que arrojen las «onstoncias procesales. 

Que, a ese efecto, examinadas las probanzas de autos, 
surge una congerie de presunciones graves precisas y concor- 
dantes que desvirtúan completamente las manifestaciones cx- 
culpatorias del autor del delito, que aparecería en la especie 
integrada por las siguientes circunstancias: 

1» La testigo auditiva Delia Elisa Carabajal que depone 
a fs. 7 v. refiere la manifestación que le haec el acusado a su 
mujer y que inmediatamente percibió cuatro disparos segui- 
dos, en momentos en que se encontraba bañándose en la habi- 
tación a donde fué conducida la víctima después de ser lesio 
nuda 

2* El testigo ocular Pedro Celestino Vieyra, de diecisiete 
años de edad, no comprendido en inhabilidades para con las 
partes, refiere que el procesado se acerca hacia la víctima que 
se hallaba sentada sobre r i extremo de un catre ubicado den- 
tro de nn galpón, le expresa "qne hace acá que me lo tiene a la 
criatura aquí", extrae de entre sus ropas una pistola con hi 
que primeramente apunta al testigo con la intención de atemo- 
rizarlo y luego dirigiendo el arma hacia la víctima le descerraja 
un disparo que le hace levantarse y tratar de agarrarlo por las 
matms, lo que no consigue porque recibe un fuerte empellón 
que la hace caer sobre el catre recibiendo en esos momentos 
dos impactos más, se dirige hacia donde estaba urt hijito suyo 
y notes de Alcanzarlo le efectúa al testigo nn disnaro que su 
proyectil fué a dar a un metro de donde se encontraba. Debe 
destacarse que ente testimonio se encuentra plenamente corro- 
borado por las verificaciones hechas por la Instrucción Prc- 
ventora en el curso de la diligencia sumarial de inspección 
ocular de que dn cuenta el acta de fs. 2 consistentes en ta ubi- 
cación de la víctima y del testigo, lugar en que fueron halla- 
das las cápsulas, disttincia comprobada entre ellas y el sitio en 
donde se hallaba la víctima, ubicación de la valija que pre- 
sentaba dos perforaciones y la forma en que funcionaba el 
arma de fuego empleada qtie despide automáticamente hacia 
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nn costado las cápsulas vacías, elementas de canvictóióii los 
señalados que permiten, además, establecer el recorrido que 
podo efectuar el autor en la escena del crimen especialmente 
desde el instante en que se efectúa el primer disparo en ade- 
lante y la ubicación que tenía en el momento de efectuar los 
tres disparos a ta interfecta y el cuarto al menor Pedro Celes- 
tino Vieyrn sin dejar de reconocerse que la peritación medien 
hubiese resultado un antecedente conclusivo si no hubiera omi- 
tido indicar las trayectorias de loa proyectiles en el cuerpo de 
la víctima y la presentía de deflagración de pólvora en ropas 
y cuerpo o tatuaje de este último. 

3' La menor Blanca Esperanza Cnrabujid. de once años 
de edad, sobrina de la víctima afirma haber visto al prevenido 
cuando efectúa a su esposa cuatro disparos de pistola y hIzil 
a su hijo al encontrarlo de paso cuando se retiraba. 

Que, si es cierto que las testigos mencionados se eneneu- 
tvan afectados por inhabilidades legales conteinpl tulas por el 
art. 276 del Cód. de Procs. Crim. que deben ser avaloradas de 
acuerdo con la norma del art, 277 del texto legal aludido, no 
lo es menos que sus dichos cu el niih-litc pueden ser tenidos 
como conteniendo indudable valor circunstancial coadyuvante. 

4») Que. la declaración indagatoria del nocente debe ser 
considerada como carente de toda sinceridad o inverosímil por 
las siguientes razones: 1» por haber afirmado maliciosamente 
que hizo un solo disparo, cuando por los testigos y cápsulas 
vacías halladas en el lugar del hecho, se establece que fueron 
cuatro; 2*, contradicción en que incurre despnéa al afirmar 
que hizo un disparo, mientras que a fs. 119 v. expresó ser 
varios; 3 f , afirma que se encontrnba en relativo estado de 
ebriedad en el momento del sue.eso. aserción contradicha por 
el testigo Lindero Lclis Landríel a fs. 18 al sostener que bebie- 
ron dos botellas de cerveza en el almuerzo y el prevenido dur- 
mió siesta hasta que se retira para encaminarse a casa de la 
víctima ; 4*, la manifestación que hace el testigo Lindero Lelis 
Landriel de que sería capaz de "liquidarla" a m mujer; 
íi', que el disparo lo hizo desde cinco metras, cuando en reali- 
dad, por el sitio cu que fué hallada la vaina vacía mas próxima 
a la víctima se establece que la distancia mayor nunca pudo 
ser superior a dos metros; ti', la evidente " importante contra- 
dicción del imputado, al afirmar a f.s. 36 que efectuó el dis- 
paro sin hacer puntería contra su camino o el menor Vieyrn 
mientras que a fs. 119 v. exprés» que los disparos los hizo 
contra éste que se levantara con mi cuchillo en la mano con 
intención de agredirlo al oír el írrito de su mujer que se eucoii- 
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traba muy cerca de él : 7*. la eonl radiación en que también 
incurre al* referir ante la Policía que el menor Pedro Celestino 
Vieyra. '««i» ii» enehillo cuando instigado por I» víctima le 
dice "mátalo ahí viene'* mientras que a fs. II!* v. afirma que 
toma el cuchillo con el que !n agrede al u.r el grito profcritl i 
por la víctima; que tampoco existe ncordamirnro entre lo ma- 
nifestado a fs. 3t¡ y 110 v. por el procesado, en lo concerniente 
a la m n ne ra de accionar del nombrado menor (turante la pre- 
tendida ají res ¡mu ilegítima que le atribuye llegada contra el 
prevenido; íl*. el escaso grado de credibilidnd que ofrece el 
fundamento que ,m " f, l autor del hecho para considerar al 
menor Vicyra como concubino de su esposa y sostener que 
por ello trató de agredirlo en las circunstancias que refiere, si 
«c tiene en cuenta en los antecedente* probatorios contrarios 
vinculadas con esos hechos y demás elementas eoiiyiceioñales 
que fluyen (le otras constancias procesales. 

ó*) Que, «parte de las circunstancias señaladas, surfre 
otrn en cierto modo decisiva, para reihaxar al victimario las 
manifestaciones de descargo que intenta hacer prosperar con- 
sistente en que puede inferirse de la deposición de fs. Sj v. de 
que hace los disparos estando a los propios términos empleados 
por el acusado, después que alejándose corriendo hace impo- 
sible el alcance por el menor, es decir, que dispara el a raía 
en momentos en que había cesado todo peligro para él como 
consecuencia de haber cesado el acometimiento del referido 
menor qué accionaba con una especie de puñal del que no dan 
referencias bis constancias procesales, y, en tales condiciones, 
este sólo pasaje de su indagatoria enervaría las razone* en que 
inútilmente el acusado trata de hacer descansar sus manifes- 
teiones oyen! patorias que caerían en el inciso 6* del art»34 
del Código Penal. 

6*) La presencia de una herida en la reglón lumbar h- 
q tierda que hace constar la pericia de fs, 14 v. 

Que, las consideraciones que anteceden, autorizan a tener 
al procesado como autor material del homicidio perpetrado 
en la persona de su esposa doña Zalema Cairo Oviedo y divi- 
sible la confesión calificada y dar por acreditada su respon- 
sabilidad penal emergente de esc delito de conformidad con 
lo proscripto por el art. 321 del Código de Procedimientos en 
lo Criminul. 

III. Es en lo concerniente al entumí ramiento legal del 
hecho criminoso sobre lo que se extiende en consideraciones 
la defensa y sobre lo cual han emitido opiniones dispares les 
representantes del Ministerio Fiscal puesto que para el señor 
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Fiscal titular hay homicidio calificado, nrl. SO, inciso l* y para 
el ad-hoe, homii-idio en estado de em&cimi violenta, art, 82, 
ambas disposiciones del Código Penal. La defensa sostiene 
que el victimario debe ser responsabilizado como autor, por 
imprudencia y por exceso en la legítima defensa y snbsid ¡aria- 
mente obrando en estado de emoción violenta. 

Que, en el considerando que antecede quedó demostrado, 
que las manifestaciones de desearlo del autor del delito debían 
serle reehastadas como consecuencia de reputarse susceptible la 
confesión calificada que prestara en autos, lo qué comporta, 
no admitirle ninguna circunstancia calificativa atenuante del 
homicidio que perpetrara. 

Que, a pesar de lo expuesto y a mayor ubiinduiih uto, cabe 
hacer resaltar, que de acuerdo con las propios t>' mimos con 
que sl> expresa el inculpado a ?h. 35 v. él habría efeetuado los 
disparas; de pistola cuando bahía cesado el acometimiento de 
Vieyra y, consecuentemente había ya desaparecido todo dis- 
crimen para el sujeto activo del delito. 

Que. ciñéndose a lo expresado por el procesado, puede 
observarse, que cree ver atenuada su responsabilidad por ha- 
ber hecho un disparo sin hacer puntería sobre su esposa o el 
menor Vieyra. según lo relata a fs. 35 v. y contra este último, 
pero nue Fueron a herir a su esposa en ocasión de deponer a 
fs. 119 y. 

Que, en el primer supuesto se trataría de un acto ejecu- 
tado con intención dolosa y debe responder ,su autor por bus 
rebultados aunque lio baya querido disparar el arma* contra 
determinada persona de las dos que encontrara en el lugnr 
del fiiiceso. 

Que, en el secundo presupuesto, que se trataría de una 
"aberratio ietus". no quita voluntariedad al acto como lo tiene 
sentado la Excma. Cámara Federal de Bahía Blanca en la 
especie registrada en J. A., t. 37, p. 140, y debe responder 
por sus resultados el autor, y la Excma. Corte Suprema de 
Justicia de la Nación tiene también establecido, que "la cir- 
cunstancia de haber dado muerte a persona diferente de 
aqnella a quien iba dirigida la agresión no modifica la res- 
ponsabilidad criminal del autor del homicidio", J. A. t 30, 
pug. 17. 

Que. cabe agregar a lo dicho, que en los casos de la ** abe- 
rratio ietus". no debe considerarse que pueda existir más de 
una transgresión penal por el hecho de ser dos o más las per- 
sonas objeto de la agresión ilegítima del agente del delito. 

Las consideraciones que preceden demuestran a juicio del 
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gi^Veyente la fu Ha de asidero legal de la primera parle de la 
tesis dúC sostiene la defensa. 

Estado de motíién viólenla. Cna simple lectura que se de 
a la declaración indagatoria prestíala por el imputado per- 
suade que éste cometió el homicidio reflexivamente, exento 
completamente de las perturbaciones psíquicas que prodnee 
aquel estado anímico. 

Quéj alióádáiifló más el examen de la relación confesor ja 
del acusado v demás elementos eonviii-ionalea que fluye» de 
las otras eoüstnncias sumariales, es dable advertir primera- 
mente, que siendo divisible la confesión calificada porque hay 
presune iones en autos que permiten proeeder asi. ora al confe- 
sante a quien correspondía traer a la causa acreditación do las 
excepciones que adujo conforme a la doctrina que se desprende 
del art. TÍ18, seguido párrafo del Código de Procedimiestos 
cu lo Criminal, v en segundo lugar, se estableee en mitos. Opli 
las declaraciones de Pedro Celestino Vieyra y Deba Elisa 
Cara baja 1 que la víctima no profirió palabras contumeliosas 
algunas que pudieran ser consideradas como injurias graves 
ilícitas ni ejecutó tampoeo acto alguno (pie provocara la ran- 
CÍÓn violenta del prevenido, que no coneuttts el elemento sor- 
presa para ó! por el pretendido factor externo que atribuye a 
la víctima porqué como lo expresa el mismo victimario a 
Ts 26 v lmbía sido amenazado por ella y sus familiares y me- 
nos aun puede concurrir esa condición si el procesado va y 
comete el hecho en el propio domicilio de la victima, que 
conserva el autor un recuerdo detallado de la forma en que se 
desarrolló el suceso indicador de que no hubo en el aminia- 
micnto de eonciencia, quebrantamiento del dominio volunta- 
rio", como lo tiene sentado la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación cu t. 31, p. T:tí* de J. A.; que poco aates de ejecutar 
el acto homicida había exteriori/ado a Lidoro Landnel la po- 
sibilidad de "liquidarla" a la occisa en el encuentro que ¡pen- 
saba tener con ella, antecedentes los expuestos, que demues- 
tran palmariamente de que todas las circunstancias vincula- 
das con el hecho sub-exúmine no tornan excusable el preten- 
dido estado de emoción violenta que tanto ta Defensa como 
el señor Procurador Fiscal a<hhor a fe. 153, sostienen se en- 
contró el acusado en el momento de ejecutar el uxoricidio, 
criterio legal, que no encuentra apoyo en las probanzas suma- 
riales, ni tampoeo en las traídas por la Defensa a la causa en 
la estación condigna de la misma. 

Las consideraciones que anteceden y hallándose a fs. M 
agregada la partida de matrimonio de los protagonistas del 
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hecho $ub -catata, el encuadramiento correcto a hacer del mis- 
mo es el que prevé el inciso 1* del art. 80 del Cód. Penal «in 
la concurrencia del nrt. 104 primera parte del texto mencio- 
nado. 

IV. Que a los efectos de la individualización de la pena 
aflietiva a imponer al procesado se tienen presente las siguien- 
tes circunstancias: que no es relapso, su instrucción, el con- 
cepto acreditado por la Defensa en el plenario, la naturaleza 
del medio en que actúa, hipar en donde ejecuta el acto homi- 
cida y demás modalidades de la causa. 

V. No existiendo pedido del querellante sobre aplicación 
del art. 29 del Código Penal, se abstiene el proveyente de toda 
consideración sobre el particular. 

En mérito a las consideraciones expuestas, disposiciones 
lépales citadas v demás constancias de autos, oídos que lian 
sido el Ministerio Fiscal y Defensa, juzgando definitivamente 

Fallo: 

Condenando a Juan Eduardo Oviedo de filiación "nt 
supra" como autor responsable del delito de homicidio cali- 
ficado, art. 80, inc. Y del Código Penal, a sufrir la nena de 
prisión perpetua, con accesorias lépales y costas. — Valenttn 
Samheaud. 

fíKNTKNClA DE I.A CÁMARA FkIIERAL 

Paraná, 17 de marzo de 1949. 

Y vistos: 

Esta causa criminal venida por apelación comedida a f* 
171 contra la sentencia de fs. 1«1 a ll¡9; y 

Considerando: 

Que la sentencia recurrida está ajustada a derecho y co- 
rresponde confirmarla por sus propios fundamentos, desde 
que las causales a que se refiere la Defensa ante la Cámara, 
para solicitar su revocatoria, son las mismas invocadas en la 
instancia originaria y que las estudia con todo acierto y jus- 
ticia el juez de la causa, por lo que el Tribunal se remite a 
dichos argumento* para evitar repeticiones que son innece- 
sarias por la forma en que actuó el procesado y la falta de 
motivos que puedan justificar su acción. 
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Que en el mtb-cama las pruebas de autos demuestran, sin 
ninguna duda. <pie el menor Pedro Celestino Vicyra que se 
encontraba cerca de la víctima. ía señora Zulcnm Cairo, tra- 
bajando en arreglar un robu de Hacha, cuando llegó el esposo 
de i'Htn. Juan Eduardo Oviedo, era hijo del dueño de casa 
Moisés Serafín Va ral ta jal y ninguna relación amorosa tenía 
con la misma, ni efeetuó arto alguno 4111* pudiera dar lugar 
a los disparos que en esa ocasión hizo el nombrad» Oviedo en 
contra de su cónyuge, dándole muerte de Ires balazos, según 
resulta del certificado médico agregado a f's. 1-1 de bis autos. 

Que el delito cometido por el procesado está regido en 
i-inist'cueneia, como lo considera el Juez n-quo por la dispo- 
sición del art. KO, ine, 1* del Código lVnnl, por estar plena* 
mente comprobado el vínculo que lo unía a la víctima, que 
era su cónyuge, y 110 «er aceptables legalmente las manifes- 
taciones de descargo que formula en su indagatoria, como se 
demuestra con toda evidencia en la senleucia recurrida. 

Por !» expuesto, sus fundamentos y lo manifestado por el 
Ministerio Pisca) en ambn.s instancins, 

Se resuelve: 

Confirmar en todas sus partes, con costas, la .sentencia 
apelada de fs. 161 a 160. — Julio A. IhnUn. — K. OnrhA 
Funes. — Ahtt Mnrlaríttffa. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 do abril, Año del Libertador General 
San Mallín, 1Í150. 

Vistos los autos "Oviedo Juan Eduardo s/bomici- 
dio y abuso de armas", en los que se lia concedido a fs. 
lí)l el recurso ordinario de apelación. 

Considerando : 

Que, la atenuante de exceso en la defensa alegada 
en favor dé Oviedo requería para sor admitida, la prue- 
ba ile que buho una agresión de tal carácter que justifi- 
caba en principio el recurso a la pistola, de la que habría 
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hecho luego un uso que traspasó los límites hasta los 
cuales su empleo hubiera guardado proporción con la 
clase y magnitud del peligro a que sostiene el procesado 
haber estado expuesto. Pero no hay otra prueba de ella 
que la confesión del mismo en la cual sostiene que no 
disparó contra su esposa sino contra la persona que es- 
taba con ella y a quien, cuando él se acercaba, aquélla le 
dijo: "Ahí viene, mátalo". 

Que la sentencia puntualiza debidamente las razo- 
nes por las cuales la confesión es divisible en esta cau- 
sa (fs. 165 vta. y sigts.). 

Que si bien no hay otros testimonios sobre lo ocu- 
rrido que el de la propia victima (fs. 1) y el de dos me- 
nores (fs. 9 vta. y 11), — pues Delia E. Caraba jal (fs 
7 vta.) sólo oyó los disparos y algunas de las palabras 
cambiadas — , se justifica que con el carácter a que se 
refiere la primera parte in finc, del art 276 del Cód. de 
Ptos. eu lo Criminal, sean tenidos en cuenta los relatos 
de los dos últimos, y sobre todo el de Pedro C. Viéyra 
(fs. 9 vta.), de 17 años de edad cu ese entonces, a quien 
el encausado atribuye la agresión qne determinó sus 
disparos. 

Que ninguno de los testigos alude a expresión algu- 
na de la víctima cuando Oviedo se hizo presente. 

Que no hay prueba ninguna de que el menor Vieyra, 
hijo del dueño de casa, mantuviese con la víctima rela- 
ciones íntimas o de cualquier otra naturaleza que hiciera 
verosímil la instigación de esta última para que matase 
a Oviedo. 

Que según el testigo Landriel (fs. 18) el mismo día 
del crimen el procesado le expresó su propósito de reti- 
rarle a su mujer el hijo de ambos que mantenía consigo, y 
agregó que era capaz de matarla si la encontraba can 
su amante, pues le atribuía una determinada relación 
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ilícita. l'oro ni do la confesión del procesado ni de las 
i lóela raciones do los testigos que se hallaban en ol lugar 
del hecho, resulta §m. Oviedo hallase a su mujer en una 
actitud qne pudiera hacerle concebir sospechas respectó 
a Vi ovni, a quien no conocía, y que, como se ha dicho, 
ora hijo; do la dueña fio casa lo qnc oxpliou su presentía* 
del mismo modo ijno la de las menores Dolía y Blanca 
('aralujal y la madre de estílS ultimas y do Vioyra, if li- 
ria Polronila Cairo, iiormana de la víctima. 

Que tío p.ohuda la agresión de Vioyra es inverosí- 
mil la reí' ••rada afirmación dol acusado de que disparó 
contra r.qiiól y no contra su mu je i', tanto más cuanto que 
de los cuatro disparos efectuados n muy corta distancia, 
— cinco metros según el procesado, dos o tres según el 
luirá r t»íi que estaban las cápsulas — , ninguno diera en el 
bl mico al que los dirigió y tres hirieran a su esposa tan 
vitalmente. 

(¿no, por fin, no debe excluirse de los elementos do 
juicio, la breve declaración de la víctima, prestada ai 
borde de la muerte, y según ta cual no habría existido 
intervención de Vieyra, pues su marido le disparó tres 
tiros no bien estuvo ante olla (fs. 1 vta.). 

Que tampoco hay constancia que autorice a presu- 
mir en (hiedo nu estado de emoción violenta al tiempo 
de ejecutar el bocho. Ks verdad que la separación lo 
afectaba mucho y había intentado repetidamente ponerle 
fin. Pero, según mi propia confesión, el día del crimen 
no fué a la casa en que estaba su mujer para tratar de 
reanudar la convivencia, sino *■ 'con el objeto de ver a 
su hijito y si era posible llevárselo con él". Ya se lia di- 
cho que no hay prueba de que encontrara a su mujer en 
una actitud cuya comprobación pudiera desencadenar 
una emoción de esc carácter, ni de que mediaran mani- 
festaciones de día capaces de provocarla. 
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Que excluidas las atenuantes precedentemente con- 
sideradas, ni los Inicuos antecedentes del procesado, ni 
el estado de ánimo en que pudo hallarse a consecuencia 
de la desintegración de su hogar que se habría empeña- 
do tanto en reparar, permiten otra graduación de ta pe- 
na, atento lo rígidamente dispuesto por el nrt. 80, inc. I* 
del Código Penal, que la hecha por la sentencia en recur- 
so al no imponer a Oviedo reclusión sino prisión. 

Por tanto, y los fundamentos de la sentencia de 1" 
instancia mantenida por la que es objeto del recurso a 
t's. 1S8, confírmase esta última que condena a Juan 
Eduardo Oviedo a prisión perpetua con accesorias lega- 
les y costas. 

"Rodolfo O. Valkxzukla — To- 
más D. Casares — Fklipe 
Santiago Péhkz — Atilio 

Pessagnoí 



WENCESLAO NIFEB IIERBAEZ 

PRUEBA: Prurito en materia penal 

A los fines de lu indn<raeióu es inobjetable la validez de 
las declaraciones de las víctimas de los delitos tic violación 
y estupro. 

PRUEBA: Prueba en materia penal. 

A los efectos del inciso 7 del art. 3 Ib" del Cód, de Proc 
Criminales, es prueba sufieieiitc do la existencia del delito 
de violación, lu de Ja defloración consumada y la decla- 
ración do Ijís víctima» coincidenle cor el relato de los 
hechos proporcionados por el autor, 

VIOLACION. * 

Corresponde imponer catorce años de prisión a quien ha 
COinétidú reiteradamente los delitos de violación y estupro 
v Jificadoa con respecto a sus dos hijas menores, de cuya 
vida inmoral es respoittnble por su comportamiento bacía 
ellas, 
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Sentencia del Jrez Letrado 

Santa Jíosa, P do octubre de 1948. 

Y vistos: Esta causa <H fu pro criminal o* 84íi, ano lt>47. 
que por delito ile violación se sigue contra D. Wenceslao 
Ñifer Ifcrbáez. siendo éste su apellido materno, argentino, de 
nía renta y dus años, rasado, carrero, alfabeto y domiciliado 
en la calle Sa*ntíento, Barrio "El Salitral" de esta ciudad, 
de tfi riue 

Resulta: 

a) Que con las denuncias de fs. 1, 8 v. y 27. inspección 
neniar de fs, 11. croquis de fs. 12. informes médicos de fs. 24, 
25 y 2fi. declaraciones de Pedro Rodríguez Kuhial do fs. 15, 
Nazareno Montee i de fs, lo', Francisco Alcántara de fs. 17. 
Jesús Martín Tejedor de fs, 18, Tránsito Joaquina Pilotto de 
fs. ID, Juan ("arlos Martínez de fs. 20, Olga Elda Ilerbácz 
de fs. oO v„ de la denunciante de fs. ."52 y Nélida Herbáez de 
fs, ,77 v, ; indagatoria de fs. 4. 7 v. t 10, 13, 28 y 45 y demás 
constancias del proceso se atribuye al prevenido haber violado 
ii sus hijas menores Xélida y Elda Olga en diferentes oportu- 
nidades, usando, para ello de fuerza e intimidación. 

b) Que a fs. 50 vtn, se presenta la denunciante acom- 
pañando a su hija Oiga Elda quien se rectifica íntegramente 
fie lo declarado ante la instrucción, manifestando no ser exac- 
tas las afirmaciones que hizo en esa oportunidad, ya que su 
padre nunca tuvo con ella relaciones sexuales, 

A fs 52, hace lo propio la misma denunciante. 

c) Que el 8r. Fiscal ad-hoe Dr. Lázaro Romero encuentra 
plenamente prohados los hechos y la responsabilidad del acu- 
sado en el delito de violación que se le imputa, arta. 119 y 
122 del Código Penal, y solicita que se le imponga la pena 
de doce años de prisión y costas. 

d) Que el Sr. Defensor de Menores solicita la absolución 
de culpa y cargo de su defendido por no existir en el proceso 
pruebas mi fie ¡entes para su condenación, de conformidad con 
lo dispuesto en el art. 13 del Cód. Penal. 

Considerando ¡ 

Primero: Que carecen de consistencia los fundamento* de 
la manifestación formulada por el Sr. Defensor Oficial a fs, 68, 
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tendientes . «tablecer que "la polkía ¡"«ra, S*5S5S*S 
«n hecho que hasta ese momento desconocía y del r,ue fue m 

tando que la persona damnificada por el ^^.""J^Sd 

hecho en "desenvolverse 8»n 

«ara que la acción penal pueda ejereerj»e y u 
reatos (Suprema Corte, Bs. As., J. A. t 1943, TO>W tw 
b) En el mismo fallo eítado. la Suprema Corte, do B e- 

ni favorecerse con ella. , . 

i Exiate finalmente por sobre todo cato, una rajón 4ec£ 

sivate^ 

o guardador, que es justamente el easo de antas. 

Por «««siguiente, deben 
eedimiento» sumariales seguidos para ja ! ^ 

1>Ubl ¡Wnndo- Que con las constancia* coi.*i¡;iuulas en f m 
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la desastrosa si tuno ¡un económica orí que viven, agravada pro- 
fundamente, por cierto, desde que fué detenido. 

Afirman esta falsedad las siguientes circunstancias: 
a) Ln perfecta coincidencia entre las denu notas de fs. 1 
y H vía. enn jas declaraciones del procesado de fs. 5 y 7, ratí- 
fu-ada a fs. 7 y 4."í. im solamente en lo que respecta al hecho 
en m sino en todos sus detalles: lugares de realización, opor- 
tunidades en que lo hizo, días, horas y todas las demás cir- 
cunstancias que los rodearon. 

h) Manifiesta lír*a Sardi do Herbáes on su rectificación 
a fs. f>2 v. (1 ue al volver de la Comisaría en donde radie* la 
primera don une ta p| día 14 de noviembre, interrogó nueva- 
mente a m íiija Olga sobre lo ocurrido, quien le confesó qne 
no era cierto c|ue su padre hubiese hecho enn olla abuso de 
ningim género. Xo obstante oslo, eoneurre une va mente ni día 
«Suuntfl para ampliar su denuncia y lo hace por tercera vez, 
«lies días después, el 2") del mismo mes, .siendo recién a los 
cinco meses — cuando notó la falta do su marido— qno compa- 
see ante el suscripto ñ rectificar sus denuncias, haciéndolo 
iiasta en sus apreciaciones personales con respecto a la mora- 
lidad de su mando y al trato que de el recibía. 

c) De la declaración de la menor Olga Elda, de fs 50 
surgp con evidencia la influencia do la madre para hacerla 
retractar de sti anterior declaración, dando para ello razones 
fútiles y forzando sus argumentos. 

d) í,a menor Xélida. a pesar de incurrir en alguna» con- 
tradicciones, se mantiene a fs. 57 v. ( en sus dichos anteriores, 
en lo que respecta a los hechos principales qno dieron origen 
a este proceso. ^ 

Cuarto: Que corresponde, por lo tanto, desechar por in- 
fundadas las declaraciones de fs. 50 v. y 52, y aceptar la 
denuncia de fs. 1, corroborada por la amplia y reiterada con- 
fesión del procesado, la f M1 e por reunir los extremos requerido» 
por el nrt. ÍUfí del Cód. do Proc. en lo Criminal surte los efectos 
legales do la confesión y prueba acabadamente el detito, 
art. 312 del mismo Código. 

Quinto: Que habiendo tenido el imputado aeeeao camal 
con sus hijas Xélida y Olga Elda, corresponde analizar sepa- 
radamente estas dos hechos, a las efectos de determinar la ealí- 
fioaeiiui legal en que deben encuadrarse. 

Con respecto a Xélida. describe los hechos el imputado, 
Hiciendo que fue una mañana del mes de noviembre de 1045 
que viendo a ésta sola en la quinta, la agarró " , . .no obstante 
la resistencia que hiciera en el primor momento... 11 . De esta 
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partida „ — , „ . , 

cia física para conseguir su objeto. , 

lia trasgredido pues, por su calidad de padre > de la aic- 
tin.a la norma de los arts. 119, inc. 3' y 122 del Cód Penal. 

En cnanto a la menor Olga Elda, el hecho tiene las mis- 
mas características qne el anterior pero no surge de autos i qu^ 
hava sido realzado con violencia o intimidación, ni que haya 
mediado ninguna de la« «reunstane.as enumeradas en el 
art 111 para que se configure el delito de violación (había 
cumplido ya 14 años -ver partida de fe 25-) , por lo que 
dehe calificarse eomo estupro contempladlo en «1 art. l¿», 
con el agravante del art. 123 del mismo Cotliírc^ 

Sexto: Que la denuncia interpuesta a fu. 27 por la que 
se atribnve al procesado haber abusado deshonestamente de 
m** Elida Gladys, debe desestimarse 

por no existir en autos elementos suficientes para probar tal 

imputación. ... _ , f _„ 

Séptimo: Que para graduar la penalidad a imponer, ten- 
co en cuenta la habitualidad con qne el procesado realiza estos 
actos haciéndolo muchas veces en su misma cama de matrimo- 
nio aprovechando que su señora dormía, lo que pone de mani- 
fiesto el relajamiento absoluto de su moral Tengo en cuenta 
también, que no registra antecedentes judiciales, aunque al 
policiales, el pésimo ambiente en que vivía, el hecho de ser 
un hombre trabajador, el regular concepto que merece entre 
quienes lo conocen, su edad y las demás circunstancias enume- 
radas en el art. 41 del Cód. Penal. 

Por estas consideraciones y preceptos legales citados, oídos 
ctue han sido la acusación y la defensa, juzgando en definitiva. 
Pallo- Condenando a Wenceslao Nífer Herbaez, de las cir- 
cunstancia» personales antes citadas, a ta pena de catorce anos 
de prisión, accesorias legales y costa», eomo de ¿°i;.; eh " 
tos de violación y estnpro en la persona de W ™W Á *WWJ 
Olga Elda, arts. 119, inc. 3* 120, 122, 123 y 55 del Ood. Penal. 
— Agustín A. Coll ZuloaQa. 

Fallo de la CXmara Federal 

En la Ciudad de" Bahía Blanca, a los 27 días del mes de 
abril del año 1949, reunidos los Vocales de la Excma. Cámara 
Federal de Apelación para conocer del recurso ^terpuesto 
contra la sentencia corriente a fs. 71 y resultando del sorteo 
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practicado oportunamente el siguiente orden de votación: 
Doctores Benjamín tic la Vega, Luis González Warealde y 
Ernesto Sourrouilte, se planteó la siguiente cuestión: 

/Es justa la sentencia apelada? 

U Dr. de la Vega, dijo: 

Con los elementos de prueba acumulados en autos, que se- 
ñala el fallo de primera instancia, esté legalmente acreditada la 
responsabilidad punible de Wenceslao Nifer Herbáez como autor 
del delito de violación cometido en la persona de sus hijas meno- 
res de edad Nélida, de 13 años y Olga Elda, de 14 —partida de 
*w ? 6 y 25 — ■ R**P«to de 'a acción delictuosa ejercida contra 
NVIiila, debe eitiiiadrarse en las disposiciones de los arts. 119, 
me. 3» y 122 del Código Penal; y en cnanto a los actos sexua- 
Ies realizados con Olga, no resulta del sumario la existencia 
dé intimidación o violencia, ni las circunstancias taxativamente 
enumerada* en el art. 119, para que deba calificarse -como 
violación, por 1c» cual, teniendo en cuenta, además, que la 
mend| ya había cumplido 14 anos, el hecho, respecto de ésta 
constituye estupro, art. 120. con el agravante del art 123 del 
i ódigo Penal. La responsabilidad del imputado surge plena- 
mente de la confesión que formula a fs. f>, ratificada a fs. 7, 

i } J" nt,f,wul * a fs - Hfí Jos certificados medico-periciales 
«le fs, 2J vta.. 22 vtn. y demás piezas de autos y en ellas el 
procesado relata, con alarde de detalles, las circunstancias el 
tugar y las oportunidades en que tuvo acceso carnal con sus 
tujas, unas veces en ausencia de la esposa v otras aprovechando 
«pie esta se encontraba dormida. La defensa, en esta instancia 
reconoce que los hecho* investigados en la causa, así como la 
responsabilidad del acusado, aparecen cabalmente acreditados 
y qué la calificación hecha en la sentencia, es ajustada a de- 
recho y solicita se reduzca la pena impuesta, en razón del 
. luna y del ambiente en que se produjeron los hechos, adecua- 
do y propicio a este género de delitos. Efectivamente, el nía- 
trimonio de Herbáez con Ilusa Sardi tuvo nueve hijos una 
de ellas casada y toda la familia vivía en una sola pieza, con 
el consiguiente margen de promiscuidad y mal eje mi >!„ para 
los menores. Estos antecedentes de convivencia, el concepto 
social y moral de Herbáez. a que se refiere la planilla de fs. 35. 
«*n consonancia con las normas fijadas por los arts 40 y 41 
del código de la materia, conducen a regular la pena que le 
fue impuesta, reduciéndola a doee años de prisión. 

Voto, por ello, por la reforma de la sentencia en el sentido 

expresado. 
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El Dr. González Warcaldc adhiere al voto del Dr. de 
Ja Vega. 

£1 Dr. Sourrouille dijo ¡ De acuerdo con los arts. 55, 122 y 
123 del Código Penal, la penalidad correspondiente a los he- 
chos de la causa, debe oscilar entre 8 y 25 años de reclusión 
p prisión. En cnanto a la persona del procesado, se trata de 
un ebrio consuetudinario, como resulta de la planilla de infrac- 
ciones policiales y de la información de abono, fuera de la 
opinión que también manifiestan los médicos. Por todo esto, 
estimo que la pena ha sido bien graduada por el a-quo y que 
debe confirmarse la sentencia. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la siguiente 
sentencia: 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la siguiente 
sentencia: 

Y Vistos: Por lo que resulta de la presente votación, se 
acuerda: Reformar la sentencia de fs. 71, reduciéndose la pena 
impuesta a Wnceslao Nifer Herbáez a doce años de prisión. — 
Imis González Warcalde. — Krncsto Sourroititle, — Benja- 
mín de la Vega. 



VALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de abril, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los ouios : "Wenceslao Nifer Herbáez — vio- 
lación", en los que se lia concedido a fs. 85 el recurso 
ordinario de apelación, al Procurador Fiscal y al Defen- 
sor Oficial. 

Considerando : 

Que ninguna de las constancias de autos desvirtúa 
la confesión del procesado —plenamente responsable se- 
gún el informe de fs. 54 vta.— , hedía primero en la ins- 
trucción policial (fs. 4) ratificada luego ante el Juez sin 
ninguna variante (fs. 7 vta.) y reiterada tres veces en 
el transcurso del proceso (fs. 10, Í3, 4íi). Es obvio que 
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no la desvirtúa él examen médico, pues el tiempo trans- 
currido en los dos casos" desde el primer acceso camal 
hasta que se lo efectuó, bacía que fuese imposible obte- 
ner mediante él ninguna comprobación, lo que quiere 
decir que el no contenerla no importa descargo en favor 
del procesado. La validez de las deelai aciones de las 
víctimas es t a los fines de la indagación, inobjetable 
(art. 276 del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
primera parte). Las de la menor Xélida sólo discrepan 
entre sí en detalles que no tienen trascendencia, mien- 
tras la descripción de lo ocurrido que se baee en ellas 
coincide fundamentalmente con la hecha por el procesa- 
do en su explícita y reiterada confesión. Y si bien la 
menor Diga retracta a fs. 50 vta. lo declarado a fs. 1, 
no hay razón suficiente para considerar que fué veraz en 
esa oportunidad y no en la primera cuando biiío un re- 
lato de lo ocurrido que las confesiones del acusado con- 
firman por completo. 

Que la confesión reúne los requisitos » ¿*ablecidos 
en el art. 31 6 del Cód. de Proc. en lo Criminal. No puede 
sostenerse, como lo hace la defensa, que falten los de los 
incisos 5 y 7. Sobre la existencia de un delito de esta 
especie es prueba bastante, en circunstancias como las 
de esta causa, la de la desfloración consumada y la de- 
clurucióu de las víctimas, coincidente con el relato de 
los lucilos por parte del autor, Y respecto al requisito 
del ine. 5, en las condiciones de vida de la familia de que 
se trata, la verosimilitud de lo ocurrido es, desgraciada- 
mente, innegable. 

Que todo lo contrario de ser un argumento de des- 
cargo la vida inmoral de tas menores, que resulta de sus 
propia* decía racionas y de la información respectiva, 
agrava la responsabilidad del encausado puesto que 
nada más apto para empujarlas a esa vida que el com- 
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porta miento do «1 con ellas. Tanto que el Tribunal juz- 
ga deberse elevar la condena en la forma pedida por el 
Sr. Procurador General. 

Por tanto se reforma la sentencia apelada de fs. 82 
elevándose a catorce años de prisión la pena impuesta 
a Wenceslao Nifer Herbáez como autor de los delitos de 
violación y estupro calificados. 

líODOLTO O. VaLENZUELA — TO- 

más D. Casahes — Felipe 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessaono. 



a A. MARTIN Y CÍA. Ltda. v. DIRECCION GENERAL 
DEIj IMPUESTO A LOS REDITOS 

UONOItARiOS: Empleado* a suddo d* ta Nación. 

El art, í)7 de la ley 11.683, sólo autoriza a los represen- 
tantes del Fisco a percibir honorarios (ruando feto» hayan 
trido fijados por la sentencia. De esa norma no se des- 
prende que, a fnlta de regulación, el Pisco esté qbligndo 
a persi-guir al Vencido para eobrnrle honorarios. 

ItECUItSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Jui- 
cios en que ta Noción es parte. 

Puesto ijne la Xaeióti no puede tener interés legítimo e 
prolongar un litigio cuya solución lo lia sido favorable y 
el art. !>7 de tu ley 11.683 {t. o.) sólo autoriza a los re- 
presentantes del Fisco a percibir honorarios cuando estos 
hayan sido fijados por sentencia, as improcedente el re- 
curso ordinario de apelación interpuesto por la Dirección 
de Réditos contra la sentencia que sí bien le es favora- 
ble, ordena pagar las eost..s por su orden. 
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Dictamen del Proccbadob Ge seis al 

Suprema Corte: 

De acuerdo con lo dispuesto en el art. 3 9 , hic. 2? de 
la ley 4.055, y lo resuelto por V. K. en 212, 60, pienso 
que el recurso ordinario de apelación interpuesto por el 
Fisco Nacional contra la sentencia, en cuanto declara 
las costas por su orden, es procedente, toda vez que el 
importe de las mismas excederá, razonablemente, el im- 
porte de $ 5.000 m/n. 

Corresponder ín, por lo tanto, hacer lugar a la pre- 
sente queja. — Buenos Aires, julio 21 de 1949. — Carlos 
(í. Detfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, %$ de abril, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido pol- 
la demandada en los autos Martín y Cía. Ltda. S. A. v. 
Fisco National (Réditos)", para decidir sobre su pro- 
cedencia. 

Y considerando : 

Que estos autos llegan mediante recurso de hecho 
interpuesto por la parte demandada que ha obtenido sen- 
tencia favorable, con las costas en el orden causado y 
las comunes por mitad. 

Que en el escrito de instauración del recurso no se 
menciona las costas comunes impuestas por la sentencia, 
con lo cual queda limitado el agravio a las costas repre- 
sentadas por la intervención letrada. Por consiguiente 
ésta es la única cuestión a considerar. 
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Que al disponer la ley 11.683 t. o. en su art. 07 que 
los procuradores o agentes fiscales o los funcionarios 
de la Dirección que representen o patrocinen al Fisco 
tendrán derecho a percibir honorarios, salvo cuando és- 
tos estén a cargo de la Nación, se refiere lógicamente 
al caso en que la sentencia regule honorarios. 

Que el artículo de referencia sólo autoriza a los re- 
presentantes del Fisco a percihir honorarios cuando és~ 
tos hayan sido fijados por la sentencia y establece, a la 
vez, las normas según las enales serán distribuidos los 
mismos. De la mencionada disposición legal no se des- 
prende la obligación del Fisco —cuando no se hubieren 
regulado honorarios — de perseguir por ellos al vencido, 
toda vez que la Nación no puede tener interés legítimo 
en prolongar un litigio cuya solución le lia sido favo- 
rable. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General, se declara bien denegado el recurso ordi- 
nario interpuesto a fs. 252 del prineipaL 

m Tomás D. Casares — Felipe San- 
tiago PÉREZ — AtIUO Pes- 
SAGÍTO. 



JOSE OCTAVIO lítVEKO v. S. A. t'OMERClAL E IN- 
DUSTRIAL ROLF 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Vuestiottet no 
ff derales. Interpretación de normas y actos rom ti» f*. 

La cuestión referente al régimen de la jomada de traba- 
jo de los serenos, decidida por aplicación <le una reso- 
lución de la Secretaría de Trabajo y Previsión conside- 
rada compatible con la ley 11.544 por el tribuna) apelado, 
es de derecho común y no basta pi"*a fundar el recurso 
extraordinario aunque se invoque la ley 11.726, aproba- 
toria de la convención de Washinjrton. 



FAU/Hí Pr. l.A CORTE SUPREMA 



DlCTAMRN ÜISL PrOCUKAPOR OÍENEKAL 

Sufren m Corte: 

La cuestión federal en que se funda el presente re- 
curso extraordinario por vía directa fué tratada por la 
sentencia di* primera instancia (fs, 72 de los auto» prin- 
cipales) y mantenida en el trámite de la apelación por 
el hoy recurrente (contestación a la expresión de agra- 
vios, fs. 88). 

Por lo (aní o, ron sitiero (pie la circunstancia de que 
el fallo apelado no se haga cargo de tal cuestión importa 
una denegatoria de la misma. 

Corresponde, en consecuencia, que V. E. declare mal 
denegado i-I recurso de fs. 1Ü;j haciendo lugar a la queja 
interpuesta, — Buenos Aires, marzo 14 do 1950, Año 
del Libertador General San Martín. — Carlos G. Del- 
fino. 

FALLO DK IJi CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, l.'i de abril, Mo del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
la demandada en la causa Rivoro José Antonio v. Rolf 
Sociedad Anónima Comercial e Industrial", pnra deci- 
(íir sobré su procedencia, 

Y considerando: 

Que la cuestión debatida en la especie es de dere- 
cho común, referente al régimen de la jornada de tra- 
bajo del sereno actor. 

(¿ne aún cuando la causa aparece resuelta por apli- 
cación de la resolución 14f> de la Secretaría del Trabajo, 
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no cabe «latía r que t'l tribunal apelado la encuentre com- 
patible con los preceptos de la ley 11,544 — de carácter 
común — a cuyo artículo 4, inc. a) atribuye ana inteli- 
gencia similar a lo dispuesto en la resolución menciona- 
da. La. sentencia cu recurso reconoce así fundamentos 
irrcvisibles por esta í'oHe —Palios: 214, lí>6 y los allí 
citados — . 

(Jue la ley 1 1.7¿tí aprobatoria de la Convención de 
Washington sobre jornada de trabajo no sustenta el 
recurso extraordinario denegado. Trátase de una Con- 
vención sobre materin propia del derecho común íjue no 
lia introducido, según la a rgu mentación del recurrente, 
modificación al régimen de la ley interna X* 11.544, que 
en definitiva gobierna el caso —Fallos: 165, 144; 150, 
84 — con arreglo por lo demás, en lo que al punto hace 
con lo dispuesto en el art. XIX de la referida conven- 
ción —doctrina Fallos : 186, 258 — . 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador General, se desestima la precedente queja. 

Rodolfo 0. Valenzuela — To- 
más Casares — Felipe 
Santiacío Pérez — Atilio 
Pessagno. 



S. A. PALLAVICINI Y Tía. v, IMPUESTOS INTERNOS 

RECURSO DB XÜLWAU. 

Es improcedente el recurso de nulidad contra la senten- 
cia Je segunda instancia .si no ha nido fundado unte la 
Corte Suprema y del examen de aquéHa no surge eansal 
que lo justifique. 



>™ FAMAS HE L\ rOtlTr. SUPREMA 

MULTAS. 

A los fine» de las sanciones que impone el derecho pemil 
fiseal no se aplican las reglas comunes relativa» a la res- 
ponsabilidad por actos delictuosos. La acción penal pne- 
íle ser dirigida contra las personas jurídicas, y éstas ser 
condenadas a las penas pecuniarias que las leyes de la 
materia fijen, como una excepción a la regla general de 
la irresponsabilidad establecida por el art, 43 del Cfld. 
Civil. 

IMPUESTOS INTERNOS: Régimen represivo. Defraudación y sim- 
t>lrs infracciones. 

Pura la existencia de los setos u omisiones penados por 
el art. 3fi de ía ley 3764 —27 del T. O.— no es indis- 
pensable que haya tenido tugar el exiiendio de) artículo 
gravado, que sólo es requisito para el pago del frapnesto. 
Lo mismo debe decirse de cualquier otra maniobra por 
medio de la cual el tributo sea electivamente eludido. 

IMPV ESTOS INTERNOS; Régimen represivo. Defraudación y Hm- 
pies infracciones. 

El art. 36 de ja ley 3764 —27 del T. O. — no sanciona 
la sola violación formal de las leyes y reglamentos de im- 
puestos internos. Mas, acreditada la materialidad de la 
infracción a las normas de impuestos internos cabe presu- 
mir la intención de defraudar, en cuanto la contravención 
n. metida, sen eficiente a ese fin. Diclni presunción sólo 
puede ser desechada sobre la base de los debidos elemen- 
tos de juicio traídos a los autos por el contribuyente. 
Probado el faWi asiento, es decir, ta materialidad de la 
infracción, y debiendo presumirse la intención de defrau- 
dar, sólo la prueba fehaciente de su inocencia por parte 
del contribuyente justifica su absolución a cuyo efecto 
no basta que las maniobras necesarias para completar l¡i 
evasión impositiva no hayan sido esclarecidas o que los 
indicios de su existencia sean equívocos. 

Sententia i>ei j Jvkz Federal 

Mendoza, noviembre 5 de lí*4K, 

Y vistos: Estas autos n f 2841-C, caratulados: ,( E. Palla- 
vieini y Cía. S. A, contra Impuestos Internos, por recurso 
contencioso administrativo", llamados a fs. 61 vta. para dic- 
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tar sentencia y con el sumario n* 4182-234946. agregado por 
cuerda separada, de los que 

Resulta: 

1* Que con fecha 31 de enero de 1946, empleados de 
Impuestas Internos, se constituyeron en la bodega de Patla- 
vieini y Cía. S. A., inscripta bajo el n* 237-A, y acompaña- 
dos por el señor Juan ÍIL Carmona, representante del estable- 
cimiento, procedieron a efectuar la compulsa de los libros de 
impuestos internos y a practicar inventario general <1e '»» 
existencias de vinos, el que arrojó un excedente de 10.326 
litros. 

2* Que conferida vista a la interesada para que alegase 
en su defensa, ta contesta a fs. 8 manifestando (pie la dife- 
rencia de más que arrojó el inventario se debe u la circuns- 
tancia fíe que al efectuarse el traslado de 621)11 litros de vino, 
con cargo al Doe. 1509-23-1946, por un error del encargado 
del movimiento de vinos de la bod^a que omitió tener en 
cuenta un tonel de 105 hectolitros, se denunció a la Adminra- 
t ración y se anotó en loa libros oficiales de ambas bodegas, 
un movimiento de 52.011 litros, resultando así (pie vn la bo- 
dega n° 237-A de Ouaymallcn se dio ingreso a 10.500 litros 
menas que los realmente ingresados y en la 2424- A de Maipú 
se dió solida a 10.500 litros menos de los que realmente sa- 
lieron. 

3* Que el Administrador General , por resolución de fe- 
cha 4 de octubre de 1946, desestimando la defensa opuesta, 
impuso a la razón social E, Pallavicini y Cía., la obligación 
de abonar en concepto de multa la Mima de m$n. 6.195,60 
equivalente al decuplo de los impuestos correspondientes a los 
10.326 litros de vino de mas declarados en fraude, conforme 
a lo dispuesto por los arts. 23 del tít. VII de la Reglamen- 
tación General y 27 del Texto Ordenado de las Leyes de Im- 
puestos Internos 

4* Que disconforme la sociedad multada con dicha re- 
solución, interpuso contra la misma, ante este Juzgado, el 
recurso contencioso administrativo autorizado por el art. 17 
del citado ordenamiento legal, y 

Considerando : 

l. Que reproduciendo la defense opuesta al contestar 
la vista conferida en el sumario, la actora funda su recurso 
en la inaplicabilidad del art. 27 del Texto Ordenado. Sostiene 
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que el propietario dr. bodegas que traslada sus vinos de una 
bodega propia a otra propia, bajo ningún concepto está obli- 
gado a pagar impuesto conforme a lo dispuesto por los arta. 28 
del tít. VII de la II. General y 10 de la ley 12.;t72 y, por 
consiguiente, no puede ser objeto de la sanción del art. 27 
del T. Ordenado, aun cuando fueran trasladado* en infrac- 
ción del reglamento, puesto que el mismo supone la obliga- 
ción de pagar impuesto, sin cuya obligación no puede halier 
fraude ni intento de defraudar. Expresa, asimismo, que la 
í'orte Suprema de Justicia de la Nación, en reiterados casos, 
lia sentado la tesis de que el citado artículo no castiga la 
violación formal, de modo que la disposición no es aplicable 
"cuando el contribuyente justifica su falta de intención de 
defraudar o las e i ivi instancias de ñutos no permiten concluir 
razonablemente que lia existido esa intención"; y agrega que 
en el caso de autos sólo liabría esa intención si el excedente 
hubiera sido librado al ponsumo, pero encontrándose en la 
bodega se liabría producido — en el supuesto de que no pudiera 
justificar que sólo ha existido un error en la anotación de los 
libros — una violación formal a los reglamentos, pasible de la 
sanción de! art 2R del T. Ordenado. Finalmente, alega que 
no se puede motivar la sanción aplicada n lo dispuesto en el 
art. 4* del Texto Ordenado, presto que en el caso no hay 
expendio en el sentido que se da a esta expresión en la doc- 
trina sentada por la Corte Suprema Nacional, en la qne al 
, fijar el alcance de la palabra expendio ha dicho que el im- 
puesto prava el consumo y que debe entenderse por expendio 
su libramiento al consumo. 

ti. Que las defensas vinculadas con lo dispuesto por 
los arts. -P del Texto Ordenado y 28 del tít. VII y 19 de la 
ley 12,372, resultan improcedentes para resolver el presente 
caso. La existencia de vino de más tpie acusa el invenlario 
practicado en la bodega n? 2.17- A, configura uno de los su- 
puesto* previstos y penados por el art. 27 del Texto Ordenado, 
ya que ella importa una falsa declaración que permite la 
evasión del impuesto desde que el exceso de 10.32tí litros de 
vino, observado en el sub-tite. pudo librarse al expendio sin 
abonarse aquél. No modifica tal conclusión la circunstancia 
anotada por la actora de tralarsc de una operación de tras, 
lado en la que el producto sale de una bodega e ingresa a otra, 
pertenecientes al mismo dueño, sin ir al consumo, ya que las 
disposiciones legales y reglamentarias pertinentes no pueden 
amparar a los traslados clandestinos, carácter que reviste el 
exceso señalado. 
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La circunstancia de que el inventario realizado en la 
l^udega ii' 2424- A de Maipú acuse una falta de 11.299 litros 
de vino v el practicado en la bodega n' 237-A de Guaymallen 
un excedente lie 10.326 litros, no demuestra que se haya 
cometido nn error al anotarse en los libros oficiales de ambos 
establecimiento* una de las partidas de vino del traslado auto- 
rizado por Doc. 1509-23-1946 ni tampoco que el exceso cons- 
tatado provenga de dicho traslado. 

III Que respecto a las defensas ensayadas en el alegato 
sobre la' inexistencia del cuerpo del delito y a la inaplieabih- 
dad del art. 27 del Texto Ordenado por la violación del art 2í 
del tít VI 1 dé la R. General, hay un error en sostener que 
las diferencias en más no declaradas, no están comprendidas 
vn el art 27 del T. Ordenado, por cuanto no habían salido al 
consumo, pues, como lo ha declarado la Corte Suprema Nacio- 
nal la mercadería no anotada si bien no pnede ser conside- 
rada cuerpo del delito de defraudación, ya que para expen- 
derse necesita salvar ciertas formalidades, puede ser sin em- 
bargo el principio de una maniobra fraudulenta. 

IV Que en cuanto a la aplicación de multa a una per- 
sona jurídica, cabe señalar que la responsabilidad de la actora 
deriva dé su calidad de propietaria del vino, conforme a a 
expresa disposición del art. 21 del Texto Ordenado (81 de la 
lev 3764), norma que, al responsabilizar a "lo* propietarios 
de las mercaderías "en cuanto a las penas pecuniarias por 
el hecho de otras personas (factores, agentes o dependentes), 
no excluve de tal responsabilidad a las personas jurídicas. 

Por* otra parte, el concepto de la responsabilidad de las 
personas jurídicas, consagrado por leyes especiales como las 
de impuestos internos entre otras, importa sin duda una excep- 
ción, que se abre camino hoy por hoy en el campo de la legis- 
lación v la doctrina, a los principios generales del derecho en 
esta materia, hasta el punto de considerar a las personas jurí- 
dicas no como simples creaciones del legislador sino como suje- 
tos reates que actúan en la vida jurídica al igtial y aun erm 
mnvor eficacia que lns de existencia visible (C. S._ N.: t._¿w. 
n 419). Es por ello qne la Corte Suprema Nacional, i* re 
Impuestos Internos v. Saad <J. A.: t. 74. p. 218) ha resuelto 
que la responsabilidad del socio capitalista, en cuanto a las pe- 
nas pecuniarias motivadas por actos dolosos de los flores 
de la sociedad, está regida por los arts. 30 y 31 de la ley 3764 
(20 v 21 del T. O. ), que no requieren el dolo personal del intere- 
sado para que sea pasible de las sancione» correspondientes a 
los actos de sus gestores, agentes o factores. 
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Por eshw consideraciones, 
Resuelvo : 

No hacer lugar at recurso contencioso administrativo inter- 
puesto por E. Pallavicini y Cía- S. A. contra la resolución de 
la autoridad administrativa de fecha 4 de octubre de 1946 
cor non te a fs. 10 del sumario n' 4132-23-1946 y mantíénese, en 
consecuencia, la multa de seis mil ciento noventa y cinco peno* 
con sesenta centavos monería nacionnl. aplicada *a la misma 
Con costas. — Octavio Gil. 



Sentencia de la Cámara Federal 

En la ciudad de Mendoza a los 21 días del mes de abril 
rlp l!*4fK reunidos en su sala de acuerdos los señores Vocales 
de la Exorna. Cámara Federal de Apelación de Mendoza, 
Dres. Jorge- Vera Vallejo, José Elias Rodríguez Saá y Agustín 
Do la Jichi, trajeron a deliberación pira dictar sentencia defi- 
nitiva, lo* autos n* 11.007-P-392, caratulados "E. Pallavicini 
y Cía. S. A, e./ Impuestos Internos p,/ Recurso contencioso- 
adin ilustrativo", venidos del Juzgado Federal do Mendoza 
— Expte. 2841-C- a virtud de los recursos de apelación y nuli- 
dad interpuestos a fs. 67 contra la sentencia corriente a fs. 63 
y sigtes. 

El tribunal planteó las siguientes cuestiones a resolver : 

1* i Es nula la sentencia apelada! 

2* Caso negativo, ¿es ella arreglada a derecho T 

■ t* ¿ Las castas I 

De conformidad con lo dispuesto por el art, 156 del Re- 
glamento de la Corte Suprema de la Nación para los Tribuna- 
les Federales y 4 del de Ja Cámara, se estableció por sorteo el 
sámente orden de votación: Dr. De la Reta, Dr. Rodríguez 
Saá y Dr. Vera Vallejo. 

Sabn la prmera cuestión, el Dr. de la Reta dijo: 

El recurso de nulidad no ha sido mantenido en esta ins- 
tancia, por lo que de acuerdo a la constante jurisprudencia del 
tribunal en casos semejantes, corresponde tenerlo por desisti- 
do, y en ese sentido doy mi voto. 

Los Dres. Rodríguez Saá y Vera Vallejo, adhieren por ana 
fundamentos al voto precedente. 
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Sobre la segunda cuestión, el Dr. De la Reta dijo : 

En su escrito de expresión de agravios corriente a fs. 71 
y ha., la recurrente reproduce las defensas que ya hiciera en 
su escrito de alegato las cuales el a-qm ha rechazado en la 
sentencia recurrida, tales defensas en concreto consistirían: 
1) En que siendo la multa una sanción de carácter penal, 
no puede imponerse a una razón social que constituye en de- 
recho una persona de existencia ideal desde que éstas no pue- 
den cometer delitos; y 2) De que la diferencia en más, encon- 
trada en m bodega de Guaymallcn, se debió a un error o des* 
cuido acaecido en los asientos en que incurriera el empleado 
encargado de asentar los traslados. 

El a quo con toda razón, no ha hecho lugar a tales de- 
fensas, hacienda mérito para ello, de disposiciones legales, lo 
que tiene declarado la Corte Suprema Nacional y este tribunal 
en caso» semejantes. Así esta cámara, en su sentencia de 
dic. 24/947 en autos "S. A. Vicente Lauriente v. Impuestos 
Internos'*, refiriéndose a la primera cuestión, ha dicho: "Que 
con respecto a la ilegalidad de la sanción impuesta a la actora, 
por tratarse de una sociedad, tal cuestión no ha sido planteada 
por la misma al fundar el recurso contencioso ante el a tjuo 
ni posteriormente; no obstante lo cual, y a mayor abundamien- 
to, cabe observar, que la defensa alegada carece de fundamento, 
porque la responsabilidad de ta sociedad actora por la multa 
impuesta, deriva de sn calidad de propietaria, del vino encon- 
trado de más en su bodega, conforme a la expresa disposición 
del art. 21, t. o., de las Leyes de Impuestos Internos (art. 31, 
ley 11764) norma que, al responsabilizar a los propietarios de 
las mercaderías en cuanto a las penas pecuniarias, por el hecho 
de otras personas (factores, agentes o dependientes), no excluye 
de tal responsabilidad a las personas jurídicas'*. 

En la misma sentencia a que se hace referencia, se ha pro- 
nunciado este tribunal respecto a la segunda defeiwa, en los 
siguientes términos: "Que constando en autos que el inventario 
de la bodega se llevó a cabo en oct. l"i/°40 (en el presente 
caso, en enero 31/946), fecha en que se encontraba vencido 
con exceso el término para anotar las existencias en los libros 
respectivos que establece el art. 23, Tt. VII de la Reglamenta- 
ción, la omisión de la declaración de la existencia de vino de 
más, debe considerarse en fraude, de conformidad a la expre- 
sada disposición reglamentaria, siendo pasible, por consiguiente, 
de la sanción pecuniaria establecida por el art. 27, t. o., de 
las leves de impuestos internos íart 36, ley 3764) coma lo 



404 



FAIJjOS OE LA t'OBTE SLTREMA 



tiene declarado la Corte Suprema y este tribunal en reiterado» 
casos". 

En análogos términos a los empleados para rechazar la pri- 
mer defensa, se ha pronunciado este tribunal en sn sentencia 
de i .ha dic. 14/946 en los autos núm. 8406-G-302 caratulados 
Bodegas y Viñedos Gargantini (8. A.) v. Impuestos Interno», 
por recurso contencioso administrativo. 

Por lo expuesto, y consideraciones concordantes de la sen- 
tencia recurrida, doy mi voto en esta cuestión por la afir- 
mativa. 

Sobre ta misma cuestión, el Dr. Rodríguez Saá dijo : 
El actor no ha producido prueba alguna tendiente a de- 
mostrar que la diferencia de 10.326 litros de vino en más que 
arrojó el inventario practicado en la bodega inscripto bajo el 
N* 237-A, se debía a un error del encargado del movimiento de 
vinos, el que habría omitido tener en euenta un tonel de 10r» 

hectolitros. , , ,i 

No habiéndose anotado dicha existencia en mas en los lihros 
i espectivos, y encontrándose vencida la fecha para hacerlo, ella 
debe considera rae en fraude, conforme a lo dispuesto por el 
art. 23. Tít. VII de la Reglamentación General, sin que por 
otra parte destruya aquella presunción el simple hecho de que 
en otra bodega del actor se haya constatado una existencia cu 
menos, pues ambas bodegas funcionan con independencia, y 
porque la aceptación de una compensación podría facilitar po- 
sibles maniobras tendientes a eludir el pairo del impuesto, va 
que podría tenerse en una de las bodegas vino en más, sin 
declarar, para venderlo o expenderlo sin el pago del impuesto, 
y en la otra una diferencia en monos, que podría hallarse com- 
prendida dentro de las tolerancias reglamentarias. Lo que per- 
mitiría la evasión del impuesto con toda impunidad. 

En cuanto a la defensa sobre la ilegalidad de la sanción 
impuesta, por tratarse de una sociedad, y a la alegación de in- 
Htnstitucionalidad del art. 21, t. o., que establece que los pro- 
pietarios de las mercaderías serán responsables en cuanto a Ins 
penas pecuniarias, comisos y gastos del hecho de sus factor»-*, 
agentes o dependientes, deben sor desestimadas por haber sido 
planteados en el alegato y en el escFito de expresión de agra- 
vios, y no cuando se fundó el recurso eonteivioso, como co- 
rrespondía. 

Por estas fundamentos y los concordante* de la sentencia 
apelada y los del voto precedente, voto también afirmativamente 
esta cuestión. 
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.Sobre la misma cuestión, el Dr. Vera Valle jo dijo: 
De los inventarios corrientes n fs. 2/5 del sumar i» 
n' 4.182-23-1946, agregado por cuerda floja a los autos, y i l 
fs 42/47 de estos últimos, practicados en enero 81 y feb, 1W 
en las Bodegas núms. 237-A y 2424-A, ambas de propiedad 
de la Sociedad recurrente, ubicadas en el Departamento Guay- 
mallén. la primer», y en el de Maipú, la Jgj^J^^ 
en aquélla se constató una existencia "en mas Ac 10.326 litros, 
y S esta última, una "en menos" de 11.299 lita», por a 
primera de las cuales se le ha formulado cargo, considerándola 
en fraude por aplicación del art, 23, Tít. Vil, de la Regla- 
mentación General de Impuestos Internos, y aplicándosele la 
multa del décuplo del impuesto defraudado establecida por el 
art. 17, t. o., de las leyes de la materia. » 

Si bien es verdad H iie ( a citada disposición reglamentaria 
presume fraudulenta toda existencia de vino no anotada en los 
libros de bodega antes le agosto V del ano de m &]™™j»¡- 
ello no importa estable, cr que toda existencia en mas cons- 
tatada deba necesariamente ser declarada en f rancie sino sim- 
plemente que así debe presumir* mientras el contribuyento no 
demuestre lo contrario, esto es. que puede destniir esa presun- 
ción probando que el error u omisión en que pueda haber in- 
currido al hacer las anotaciones en sus libros oficiales no na 
tenido por mira defraudar el impuesto correspondiente, como 
lo ha resuelto reiteradamente la Corte Suprema de la Nación 
("Fallos", 209, 317, entre otros). 

Ahora bien ; esta debidamente acreditado en autos con la 
tiricia de fs 24/27. que la Sociedad recurrente fué autorieada 
5S tñmMm General 

cha oet. 5/945, a trasladar de su bodega N* 2424-A *» 
a la N* 237-A de Guaymallén, una partida de 140.000 litros 
de vino, traslado que se efectuó en dos operaciones, uñaren 
el mea de octubre y la otra en noviembre del mismo 
anotándose en los libros oficiales de ambas bodegas, la pr me. 
ra por la cantidad de 41.586 litros, y la segunda por 52.011, lo 
que daría un total de 93.597 litros, vale decir, 46.403 litros 
menos que lo autorizado. 

Según lo expresó la recurrente al corrérsele vista del cargo 
formulado en el sumario ñor la existencia "«jé*"* JJ?5f 
litros, constatada en la bode R a N» SOTA, la última operaron 
de traslado fué en realidad de 62.511 litros, habiéndose denun- 
ciado y anotado en los libros de ambas bodegas aólo la canti- 
dad de 52.011 litros, por simple error del encargado del moví- 
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miento de vinos, que omitió tener en cuenta ini tonel fie 10ñ 
hrctolitros, que hacen 10.Ó0O litros. 

Pese a que no se lia producido prueba directa, de que 
realmente esa segunda operación do traslado fuó de 62 511 
litros y no lie 52,011, como se anotó en los libros de ambas bode- 
gas, el becbo de que la eantidad de ta existencia "en más" 
constatada en una de las bodegas (10.326), sea prácticamente 
igual a la de la existencia "en menea" constatada en la otra 
(11.2ÍM) —ya que la diferencia de 973 es insignificante y des- 
preciable frente al movimiento de vinos en ambas bodegas; — , 
constituye una fuerte presunción de que el exceso acusado en 
una bodega y la falta constatada en la otra, se debe simplemente 
a ¡id error de anotación de bi cantidad trasladada en ta filti- 
trm operación; presunción que adquiere la fuerza de prueba 
plena, ante la consideración de que la recurrente no tenía inte- 
rés en trasladar clandestinamente esos 10.326 litros (pie apare- 
cen coimi existencia "en más", pues al no descargarse de los 
libros de Ja otra bodega esa eantidad de vino trasladado, y de 
dónde resulta la existencia "en menos" de los 11.2ÍW litros, 
debía abonar el impuesto correspondiente a la misma, con arre- 
glo a Id establecido por el nrt. 4 del t. o., segón el cual, la 
base par,i el cobro del impuesto será la declaración jurada del 
fabricante y bis asientos de sus lihros, Y si a olio *c agrega 
que Ja recurrente estaba autorizada para hacer un traslado por 
una cantidad de 140.000 litros y solo aparece efectuado por 
lilms. no se advierte por "qué razón habría ocultado el 
traslado de esos 10.32fí litros que aparece como existencia "en 
más", para colocarse en una situación irregular, sin necesidad 
ni interés alguno. 

Tampoco puede presumirse que en la liodegn X* 237-A se 
Hubiera realizado una elaboración clandestina superior a la de- 
nunciada, y que Ja existencia "en más" constatada proviniese 
de esa supuesta elaboración clandestina. ]Mirquo de haber sido 
'•tío mi !i> lógico habría sido que la recurrente hubiera tras- 
ladado vino de dicha bodega a la N* 2424-A para cubrir la 
existencia "en menos" que aparece en el inventario. 

Si, pues, dentro del orden lógico de las cosas, puede expli- 
carse razonablemente el excedente que aparece en una de las 
bodegas de la recurrente, y no existen antecedentes desfavo- 
rables de la misma, anteriores al hecho imputado, según resul- 
ta del informe de fa, í) del sumario, no es dable persistir en 
la presunción de fraude establecida por el citado art. 23, Tít. 
VI I, líegl. Gral., porque sí bien, en nrineípio, las leyes imposi- 
tivas deben aplicarse con severidad para que ellas puedan surtir 
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todos sus efectos, no dcbfi extremarle sn rigidez desoyendo 
toda razó» debidamente abonada, porque elto entrañaría un 
espíritu persecutorio, ciego e injusto, y por ende, inadmisible, 
así se trate de intereses del Estado, pues como ío tengo dicho 
en voto emitido en la sentencia dictada por el tribunal en la 
causa "Diez linos, v. Impuestos Internos sobre recurso conten- 
ciosoadm ilustrativo", s¡ bien el Estado tiene privilegios para 
la percepción de sus rentas, elto es siempre sobre la base de la 
justic ia y Ja equidad. 

Descartando, pues, el fraude imputado a la recurrente, no 
procedí: la aplicación de la .sanción establecida por el art. 17, 
t. o., para ese delito; pero como se incurrió en la infracción 
simple de la errónea anotación en los libros oficiales de las 
cantidades realmente trasladadas, que debe atribuirse a falta 
de la debida diligencia y contralor tío las operaciones realiza- 
das, en violación al tirt. 15, Tít. I, Regí. Oral, corresponde 
reprimir esa infracción con la pena de multa de 8 25 a $ 2000, 
establecida por el art. 2H, t. o., graduándose la pena de acuerdo 
a la importancia de la falta cometida. 

Por todo lo x puesto, voto por la negativa, 

Sobre la 3* cuestión, el Dr. Do la Reta, dijo: 

Atentóte! resultado del juicio opino que las costas de ambas 
inxi uncias deben ser a cargo del actor, y voto en tal sentido. 

El Dr. Rodríguez Saií, adhiere al voto precedente. 

Sobre la misma cuestión, el Dr. Vera Valle jo dijo: 

En atención a la conclusión a que lia llegado la mayoría 
del tribunal sobre la 2* cuestión, que hace sentencia sobre el 
particular — y salvando mi opinión personal — , adhiero al voto 
precedente sobre la presente cuestión. 

A mérito de lo que resnlt.i del acuerdo que antecede, w 
resuelve: 1* tener por desistida a la recurrente del recurso de 
nulidad interpuesto; 2* confirmar en todas sus partes la sen- 
tencia recurrida, con costas de esta instancia. — Jorge Vera 
Vallrjo. — José Elias Rodríguez 8a». — Agustín de la Rfta, 

Dictamen mL Piiocurador Geneiíal 

Suprema Corte : 

Dadas las razones que expresé al dictaminar *» re 
"Caballero Libia Emilia Pipiiio Vda. de y otros v. Ad- 
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minia t ración General de los Ferrocarriles del Estado s/. 
indemnización de daños y perjuicios" 7 que en homena- 
je a la brevedad doy por reproducidas, considero que, de 
acuerdo con el art. 3», inc. 2' de la ley 4055, el recurso 
ordinario de apelación interpuesto es procedente. 

En cuanto al fondo del asunto el Fiseo Nacional (D. 
G, I.) tiene constituido representante especial, el que ya 
ha asumido ante V. E. )a intervención que le correspon- 
de (fs. 97 y 99). — Buenos Aires, agosto 22 de 1949. — 
Carlos G. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de abril, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos : "E. Paliavicini y Cía. S. A. v. Im- 
puestos Internos s/ recurso contencioso administrati- 
vo" en los que se han concedido a fs, 93 los recursos de 
apelación y nulidad. 

Considerando: 

Que la actora interpuso los recursos de apelación 
y nulidad contra la sentencia de la Cámara Federal. No 
habiendo comparecido en esta instancia a sostenerlos, 
el Tribunal no conoce los fundamentos de la pretendida 
nulidad y del examen de dicho pronunciamiento no sur- 
ge causal alguna que la justifique. Así se declara, no 
haciéndose lugar a la nulidad solicitada. 

Que tanto en primera cono en segunda instancias 
la sociedad Paliavicini y Cía. S. A. ha fundado su defen- 
sa en la improcedencia de aplicar multas a una persona 
jurídica de existencia ideal, así como también en el he- 
cho de que el propietario de bodegas que traslada vinos 
de un establecí miento propio a otra bodega que le per- 
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tenecc igualmente, lmjo ningún concepto esta obligado a 
pagar impuesto, razón por la cual no pueden esos tras- 
lados, aun cuando fueren cometidos en infracción al re- 
glamento, ser objeto de la pena establecida en el art. 27 
t. o. de la ley sobre impuestos internos, desde que éste 
supone la obligación de abonar impuesto, sin cuya obli- 
gación no puede existir fraude, ni intento de defraudar 
al Fisco. Por último sostiene que la infracción descu- 
bierta no puede merecer sanción legal porque no tiene 
las características de los actos fraudulentos. 

Que en cnanto al primer argumento, se trata de una 
cuestión reiteradamente resuelta por esta Corte Supre- 
ma en el sentido de que para los fines de las sanciones 
que impone el derecho penal fiscal no se aplican las re- 
glas comunes relativas a la responsabilidad por actos de- 
lictuosos y, por lo tanto, esa acción penal puede ejerci- 
tarse contra las corporaciones o personas jurídicas y 
éstas ser condenadas a las penas pecuniarias que las le- 
yes de la mnteria —o las ordenanzas de aduana— fijen, 
como una excepción a la regla general de la irresponsa- 
bilidad penal do las personas de existencia ideal estable- 
cida en el art. 43 del Código Civil, Fallos: 200, 410 y 
los allí citados. El Tribunal no encuentra motivos para 
cambiar esa jurisprudencia. 

Que el segundo fundamento de la demanda ba sido 
también objeto do pronunciamientos do parte de este 
Tribunal ni resolver que para la existencia de los actos 
u omisiones penados por el art 36 de la ley 3764 (27 del 
t. o.), no es indispensable que haya tenido lugar el ex- 
pendio del artículo gravado, que sólo es requisito para 
el pago del impuesto, y que lo mismo ha de decirse 
de cualquier otra maniobra por medio de la cual el tri- 
buto sea efectivamente eludido, Fallos: 211, 1328 y los 
nllí mencionados. 
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Que la tercera deferían consiste en afirmar que el 
hecho acriminado no tiene las carctcrísticns ele un frau- 
de por cuanto sólo se trataría de un error o descuido 
del empleado encargado de asentar en lo» libros de im- 
puestos internos el contenido de un tonel de 105 hecto- 
litros, que es lo que ocasiona el cargo y la condena sub- 
siguiente. 

Que sobre el particular la Corte Suprema tiene de- 
clarado que la materialidad de la infracción compro- 
bada autoriza a presumir la intención de defraudar, 
que solamente puede ser desechada sobre la base de los 
debidos elementos de juicio traídos a los autos, Fallos: 
211:, !fc>l y los eawOs que en el mismo se relacionan. 
También ha dejado establecido que el art. -7 t. o. no. 
sanciona la sola violación formal do las leyes y regla- 
mentos de impuestos internos, pero que esta afirmación 
debe ser completada con In consecuencia, también ad- 
miíidu por el Tribunal, de que, ante el hecho de tu in- 
fracción, en lie presumir el propósito de defraudar en 
cuanto ta contravención cometida sea eficiente a ese fin. 
Desde luego los falsos asientos en los libros oficiales 
constituyen una infracción a la ley y a su reglamento 
y resultan actos apropiados para la defraudación de 
los impuestos internos, en cuanto precisamente esos li- 
bras son previstos por la ley y reglamentos como medio 
para el pago del gravamen y para el indispensable con- 
tralor tic la administración. Probado el falso asiento, 
es decir la materialidad de la infracción y, debiendo 
presumirse la mira do defraudar, sólo la prueba feha- 
ciente de su inocencia por parte del contribuyente jus- 
tifica su absolución, no resultando esto de la sola cir- 
cunstancia de que las maniobras necesarias para com- 
pletar la evasión impositiva no hayan sido esclarecidas, 
lo que viene a ser lo mismo, que los indicios de su exis- 
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(encía sean equívocos; Fallos, 211, 1328 y 1344. En el sttb 
jwlice precisamente la autorización pura el traslado de 
vinos de una bodega a otra, ambas del mismo propie- 
tario, pudo ser la oportunidad para la realización de 
una maniobra fraudulenta cuyo comienzo estaría en la 
Pulsa anotación asentada en los libros, por cuanto sus 
constancias no coinciden con la existencia real de vinos. 
A lo que debe agregarse que, como lo sostiene la sen- 
tencia recurrida, al no haberse anotado en los libros 
la cantidad en más y al encontrarse vencida la feehn 
para hacerlo, debe considerarse en 'fraude el total de 
10.326 litros no declarados. 

Que el informe pericial ofrecido como prueba de 
descargo por la actora carece de trascendencia para 
modificar las precedentes conclusiones. Al evacuar la 
consulta contenida en el punto d) dice que si bien es 
cierto que en el ingreso y egreso se consigna en los tras- 
lados de vino las mismas cantidades, la diferencia po- 
dría ser el resultado de lo declarado en menos, pnesto 
que en una bodega sobra y en la otra falta más o menos 
la misma cantidud. Agrega que "como el suscripto no 
ha intervenido directamente en el traslado, no está en 
condicioné^ de afirmar que en la bodega 2424 A de 
Maipú se registran salidas inferiores a las reales que 
tuvieron entrada en la bodega 237 A de Ouaymallén, 
del mismo propietario, pero a mi juieio bien podría co- 
rresponder a un error al practicarse las anotaciones 
respectivas en los libros de movimientos de vinos, yu 
que lo que sobra en una falta en la otra". Con lo trans- 
cripto en nada cambia la situación legal planteada en 
Tos precedentes considerandos dada la falta de elemen- 
tos de juicio para modificarla. Por consiguiente existen 
fundamentos suficientes para sustentar lo resuelto por 
la Administración General de Impuestos Internos so- 
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bre que Ja sumariada no presenta en bu defensa razones 
que legalmente constituyan eximentes de responsabili- 
dad, fs. 10 del sumario administrativo. 

Por tanto se decide desestimar la nulidad y se con- 
firma la sentencia apelada en todas sus partes, con las 
costas de esta instancia a cargo de la aetora. 

* 

Ltms R. Lonuhi — Rodolfo G. 
Valexzuela — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérez — Atimo Pessaoxo. 



S. A. AHORRO Y CAPITALIZACION 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal «*- 
perior. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra el fallo 
de la Suprema Corte de Justicia dé la Provincia de lís. 
Aires confirmatorio por vía de los recursos de inconsti- 
tueionaüdad e inaplicabilidad de ley, tle la sentencia de 
mía cámara de apelaciones, pues no os aquólla sino ésta 
el Tribunal Superior do la causa a los efectos del art. 14 
de la lev 48 (*). 



CELESTINO MARTINES! CAMACIIO 

HOMICIDIO: Homicidio simple. 

Resultando do autos que el procesado no corría un peli- 
gro que lo obligare a volver sobre sus pasos y a disparar 
su pistola contra la víctima, no procede admitir la defen- 
sa legítima invocada sino calificar ol hecho como homi- 
cidio simple, condenando a su autor a la pena de 15 años 
de prisión. 



C l > W d« alífit. Fallos; 187, 675; 1BJ, 450; 205, 66; 212, 290; 
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Sentencia del Juez Letrado 

General Roca, julio 27 de 1045. 

Y vistos: 

Esta causa n* 3772-aiío 1942 seguida por homicidio, con- 
tra Celestino Martínez, de apellido meterno Caiuacho, siendo 
el nombrado sin sobrenombre ni apodo, español, de treinta y 
' "«tro años de edad y veinticinco de residencia en el país, sol- 
tero, jornalero, analfabeto y domiciliado en General líoca de 
rsta jurisdicción, de la que 

Resulta: 

A fs. 1 se deja constancia por la Policía de la denuncia 
que el menor Julio Quiroga (hijo) haee que su padre había 
sido herido por disparo de revólver efectuado por un sujeto 
de apellido Camaeho. Ella ocurrió el 9 de octubre de 1943, en 
la localidad de Fuerte General Roca. También se deja cons- 
tancia de la presentación espontánea a la Comisaría de Ce- 
lestino Martínez Camocho, a las 19 horts del mismo día, quien 
manifestó que poco antes y en circunstancias qne pasaba por 
frente de la casa de Julio Quiroga, éste lo insultó, por lo que 
efectuó contra el nombrado un disparo de pistola; ignoran- 
do si lo hirió. Hizo entrega del arma marca Victoria, calibre 
7,65 milímetros n» 63.116, con el cargador vacío y sin pro- 
yectiles ni cápsulas. 

La policía dispone la instrucción del sumario, dando cuen- 
ta al juzgado según constancia de fs. 3. 

La instrucción se constituye el mismo día en la easa de 
Julio Quiroga, ubicada en el barrio de Mataderos y prac- 
ticando inspección ocular constata : Que en el patio sobre una 
ma t ra se encuentra tendido Julio Quiroga el que presenta 
una herida de bala, en el pecho, lado izquierdo que su estado 
♦*ra grave y daba ayes de dolor y se retorcía en convulsiones 
y no pudo contestar al interrogatorio; se incauta la instruc- 
ción de un sombrero dejado por el victimario en su huida ; 
— no se encuentra arma en poder de la víctima — ; se observa 
\a presencia de numeroso público en el lugar. 

A fs. 7 se amplía la inspección ocular y se describe la 
escena producida por ta víctima y victimario en el lugar del 
hecho, se completa con el croquis figurativo de fs. 10. 

Juana Oodoy declara a fs. 18 vta. y expresa que el día 
del hecho, siendo las diecinueve horas, mientras su concubino 
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Julio Quiroga arreglaba una f tilinta en la huerta de su casa, 
vió que un hombre bajo, que transitaba por la vereda en direc- 
ción Norte, y que luego enteróse que se llamaba Camacbo, m 
par6 frente ni cerco y sin que mediara discusión alguna, hizo 
un disparo de revólver contra Quiroga, después de lo cual »f 
dió a la fuga. Que presenció de muy corea el hecho y Vio 
{•liando Quiroga después de recibir el impacto din ayes de 
dolor, se llevó las manos al pecho y eliminando con dificultad, 
atravesó el corredor, cruzó la encina y cayó sin fuerzas detrás 
de la casa, limar donde lo encontró la policía. 

Que no habiendo otro testigo a excepción de Cristina, 
hija de la víctima, a la vez que la dieente esperaba a Quiroga 
[iiira comer el asado que esta última había preparado. 

Niega (pie Quirofra haya osado arma alguna ni la pala 
que secuestró la policía, Reconoce la pala y el sombrero, pero 
no la pistola qiif* se le exhiben. 

Florentino Auxiliar expresa a fs. 20 vta. que esc día y 
hora indicadas, nyó una detonación de arma de fuego y salió 
de su casa por curiosidad para ver qué ocurría y observó que 
Martínez Camocho caminaba a largos pasos y mirando insisten- 
temente iiura atrás e iba en dirección al canal; que el deela- 
rante no supo atribuir la actitud extraña del acusado pem 
Juego se enteró por decires de la gente, que éste había herido 
de un tiro de pistola a Quiroga siendo recién entonces que 
asoció la actitud observada al nombrado. Que momentos tintes 
li tibia visto a Quiroga trabajando en ta huerta y usaba la 
pala que reconoce. Tnmbién expresa que el sombrero que se 
le exhibe es parecido al que solía usar el acusado y como el 
que viera caído frente al domicilio de la víctima. 

Salvador de Angel ¡a a fs. 22 vía. expresa que sabía qué 
Quiroga y Martínez se hallaban enemistados desde hacía más 
de un año ignorando las causas. Conoce el hecho por referen- 
cias y estuvo ausente cuando ocurrió. 

Teodoro Rodríguez, a fs. 23 vta, conoce el hecho por re- 
ferencias ignorando lo demás. 

Leoncio Faceto se encargó del traslado de la víctima para 
los primeros auxilios; refiere lo que le contara el Oficial de 
Guardia, de la presentación espontánea de Celestino Martí- 
nez en la Policía. 

Tomás Rodríguez, a fs. 27, expresa que al oir la detona- 
ción salió de su casa y vió que un hombre huía hacia el canal; 
luego se acercó a la casa de Quiroga y lo vió herido de bala 
en el pedio y supo que lo había sido por Martínez C amacho. 
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Agrega que colaboró para los primeros auxilios de la victima 
ignorando todo antecedente. 

Daniel García, a fs. 28 vta. declara en forma idéntica al 
anterior; de que oyó el disparo, se acercó al lugar y rió llo- 
rido de bala en el pecho a Quiroga y supo después por Ion 
comentarios que el autor había sido Martínez Camacho. igno- 
ra todo lo demáa. 

Ramón K. Heredia, a fs. 31 vta. manifestó que el día del 
hecho, se encontraba prestando servicio de Guardia Cárcel y 
sólo sabe lo ocurrido por comentarios públicos. Ignora en 
absoluto las causas del mismo y como vecino de diez años de 
Quiroga nunca vió a este discutir con Martínez Cn macho ni 
insultar o intentar pegar al acusado. 

Celestino Martínez, declara a fs. 11 "que sabe que está 
detenido por haber disparado un tiro de pistola contra Julio 
Quiroga*', 

Refiere que siendo las 19 horas del día del hecho tran- 
sitaba hacia la pasarela del barrio de Mataderos en dirección 
a la easa de un zapatero, y en momentos que pasaba por frente 
de la casa de Julio Quiroga que en ese momento se encontra- 
ba en ta huerta o jardín existente sobre la parte delantera de 
su casa; donde el nombrado parecía estar arreglando unas 
plantas por la posición en que se encontraba; que al ver al 
declarante que ya iba llegando a la terminación del terreno 
que ocupa la casa de aquél, de inmediato Me incorporó y lo 
insultó diciéndole: "gallego de m... que sea la primera y 
última vez que pasás por la vereda de mi casa", acto segui- 
do tomó una pala en actitud amenazante e intentó salir a la 
vereda y el declarante retrocedió dos o tres pasos y luego 
dió un salto atrás ubicándose al borde de la acequia, desde 
cuyo lugar asustado ante la actitud hostil de Quiroga, sacó 
la pistola e hizo un disparo contra el atacante sin poder pre- 
cintar si lo hirió. Se retiró apresuradamente y se presentó a tu 
Comisaría constituyéndose en detención. 

Que se encontraba enemistado con Quiroga desde hacía 
un año y medio por una deuda de diez pesos que Quiroga le 
mandó cobrar con el hijo, respondiéndole el d Ícente que dije- 
ra a Quiroga que fuera a cobrar al cuñado del exponente, 
con quien tenía cuenta y el que a Quiroga a su vez debía. Que 
por ello varias veces Quiroga lo provocó y se vió precisado de 
vender su casita ubicada cerca de la de Quiroga para evitar 
una incidencia grave. Reconoce el arma que ut ilizó en el hecho 
y la pala. 

A fs. 17 reconoce el sombrero que llevaba puesto el día 
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del hecho. A fs. 46 presta indagatoria «ntc el Juzgado y rati- 
fica m declaración anterior y agrega: Que íl no quería tener 
incidencia; que Quiroga en el momento del hecho estaba den- 
tro deí jardín separado del dice ntc por un cerco de ramas y 
alambre de un hilo de un metro veinte centímetro» de alto y 
desde allí lo amenazaba eon ta pala por encima del céreo i que 
hizo el disparo y apuntó hacia un lugar no determinado pero 
en dirección más n menos donde hc encontraba Quiroga, a 
quien no quíao herirlo sino «Mistarlo aunque tuvo mala suer- 
te; que no acostumbra carear revólver pero esta vez lo hi/o 
porque era peligroso salir a esa hora por el barrio de Mata- 
deros. 

A fs. f> se. expide el perito de balística; obra a fs. 26 el 
aeta de di unción de la víctima, de fs. 34 a 36 la información 
de abono que le favorece; a fs. 37 vta. el informe médico, que 
establece que Julio Qijiro&u presentaba una reridn de bata al 
nivel del primer espacia inlercostal izquierdo, n dos centíme- 
tros det borde esternal que interesó el pulmón y posiblemente 
ln arteria pulmonar. lo que determinó el deceso. 

Que por el diámetro del orificio de entrada, el proyectil 
debió corresponder a un arma de pequeño colibre sin poder 
determinar eon precisión. 

La posición del hertdor era oblicua eon respecto a la víc- 
tima y hacia el lado derecho de la misma, a juzgar por la 
trayectoria de la bala y a una distancia de tres o etiatro me- 
tros más o menos. Que la víctima se hallaba en estado normal, 

A fs. 48 figura la planilla de antecedentes del procesado 
y de fs. 50 a 52 las de reincidencia, a fs. 48 vta. se le dicta 
prisión preventiva a Celestino Martínez Cn macho como su- 
puesto nufor del delito de homicidio, art 79 del Cód. renal. 

A fs. 53 vta. obra el informe módico de capacidad para 
delinquir ¡ a fs. 54 se clausura el sumario, eleva a plenario y 
el Fiscal produce acusación a fs. 65. 

Dicho funcionario manifiesta que el hecho de homicidio 
que se imputa a Celestino Martínez Cumacho está probado 
en autos por propia confesión, la que debe dividirse en su 
contra, por los fundamentos que expresa, agregando que ha 
procedido con alevosa. Para justificar esta calificativa ex- 
presa que existen en autos una serie de circunstancias que 
aet anulas y coordinadas en el período de prueba dan a la etapa 
final del proceso, sensación absoluta, de que el victimario obró 
fría y alevosamente. Que no medió discusión y efectuó el 
ilispnro cuando no había peligro para él, que procuró la opor- 
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t unidad para hacerlo sorprendiendo a la víctima cuando au 
aptitud para la defensa era nula. 

Califica el hecho en el art 80, inc. 2* del Cód. Penal y 
termina pidiendo la pena de "prisión perpetua", accesoria* 
legales y costas. . m 

La defensa contesta la requisitoria Fiscal a fs. 69 y ma- 
nifiesta: que las pruebas de cargo, reunidas en el proceso, 
entre otras, la confesión del acusado acreditan plenamente el 
hecho esencial de la muerte de la víctima Julio Quiroga y la 
culpabilidad de su defendido como autor, motivo por el cual 
considera improcedente intentar un pedido de absolución en 
mu favor. 

Agrega, sin embargo, que la calificación dada al delito 
por el Agente Fiscal es equivocada, porque en autos no hay 
pruebas que justifiquen que obró con premeditación, cuando 
menos con alevosía. Además diee, se presentó espontáneamen- 
te a la comisaría. Termina pidiendo el mínimo de la pena 
fijadn por el art. 79 del Cód. Penal. 

Considerando : 

1» Que con la constancia Policial de te. %, declaraciones 
«le ¿mina Godoy, fs. 18 vta.; de Florentino Anozibar, fs. 19: 
de Salvador de Angel ts, fs. 22 vta.; de Teodoro Rodríguez, 
fs. 27; de Daniel García, fs. 28 vta.; de llamón B. Ilcredta. 
fs. 31 vta.; inspección ocular de fs. 2; informe médico de fs. 37 
vta., acta de defunción de 26 y propia confesión del acu- 
sado, se establece la comisión del hecho del homicidio por 
medio de herida de bala, del cual resultó víctima Julio Qui- 
roga y victimario el acusado Celestino Martínez. También 
se establece con ello, y el secuestro de la pistola de autos la 
existencia del cuerpo del delito, art. 207 y concordantes del 
Cód. de Proceda, en lo Criminal. 

!» Celestino Martínez expresa que. después de terminar 
su trabajo fué a su casa donde tomó café con leehe y cargó la 
pistola que tenía una sola bala y salió para la cnsa del zapa- 
tero que vive en el barrio de Mataderos. Que al pasar por la 
vereda de la casa de Quiroga, vió a éste que estaba arreglan- 
do nnas plantas en el jardín ; que al notar su presencia, Qui- 
roga lo insultó diciéndole: "Gallego de m. que sea !a pri- 
mera y última vez que pasás por la vereda de mi casa , con- 
testándole Martínez "que por qué no lo iba a hacer' y que 
entonces Quiroga, en actitud amenazante, tomó una pala e 
intentó salir a la vereda para agredirlo, sin llegar a concretar 
sn neeión y por sobre el cerco de ramas y alambre que tiene 
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im metro veinte de alto, amenazaba tirarle cou Ja pala; que 
por ello <lió primero dos o tres paso» atrás y después un salto 
hasta colocarse al borde de la acequia desde cuyo lugar, asus- 
tado ante la actitud hostil de Quiroga sacó su pistola e hizo 
un disparo contra su atacante sin poder precisar si lo hirió, 
habiéndose presentado luego a la Comisaría. 

La, relación del hecho que hace el acusado, coincide cu lo 
principal con lo ocurrido, pero difiere en cuanto a la forma 
de producirse. La única testigo presencial a excepción de la 
hija menor de la víctima, fué la concubina de Quiroga, Juana 
Godoy. Esta expresa a fs. 18 vta. que Martínez Camacho 
efectuó el disparo de pistola contra su concubino Julio Qui- 
roga desde la vereda y frente al cerco, sin que mediara dis- 
cusión alguna, después de lo cual se dió a la fuga. Que pre- 
senció el hecho desde muy cerca y vió a Quiroga cuando 
despula de recibir el impacto, se puso la mano al pecho y 
i-a minando dificultosamente salió de la huerta, cruzó el corre- 
dor y la cocina y cayó sin fuerza detrás de ta casa ; niega que 
Quiroga haya usado como arma la palu que se encontró cla- 
vada en el jardín de la que se incautó la policía. 

Como se ve, mientras el acusado espresa que hubo ten- 
tativa de agresión e insultos en su contra por parte de la 
víctima; que medió discusión por lo cual efectuó el disparo 
en defensa propia; la testigo Godoy expresa que no medió 
palabra entre víctima y victimario y niega que aquélla haya 
usado la pata como arma. 

Ante todo para tratar de dilucidar este aspecto dudoso, 
se debe tomar en consideración lo que resulta del informe mé- 
dico de f&. 37 vta. Allí se espresa que Quiroga presentaba una 
herida de bala de pequeño calibre en el primer espacio inter- 
costal izquierdo a dos centímetros del borde esternal que inte- 
resó el pulmón del mismo Jado y posiblemente la arteria pul- 
monar. Que con la trayectoria seguida por el proyectil, se 
infiere que el heridor estaba con respecto a ta víctima en posi- 
ción oblicua y hacia el lado derecho y se efectuó ct disparo 
a una distancia de tres o cuatro metros. Estos datos sólo expli- 
can la posición de los actuantes en el momento del hecho 
tomando como punto de referencia la trayectoria seguida por 
la bala. De la relación que del hecho hace el acusado se sigue 
que éste no quería herir ni tener incidente con Quiroga, pero 
que ante la actitud hostil de la víctima retrocedió dos pasos 
y después dió un salto en igual sentido para ubicarse al borde 
de la acequia ; desde allí sacó la pistola y medio de costado, y 
sobre su hombro izquierdo, apuntó hacia nn lugar no deter- 
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minado pero hacia mas o menos donde estaba Quiroga con el 
objeto de intimidarle y a quien sin embargo, hirió. Por una 
parte expresa que hizo el disparo para intimidar y no para 
herir a Quiroga ; por otra que apuntó apoyando sobre el hom- 
bro izquierdo aunque a un lugar no determinado e hirió a la 
víctima. Ello encierra una contradicción. En efecto, para inti- 
midar a una persona mediante un disparo, no es necesario hacer 
puntería y menos hacia la persona a quien no se desea herir, ta 
la que en este caso, se la tiene enfrente y con quien el acusado 
mantuvo discusión en ese momento» como el mismo lo expresa. 

El hecho de ubicarse al borde de la acequia, de tener 
tiempo de apnntar sobre el hombro demuestra que su propo- 
sito ha sido, sino de matar a la víctima, por lo menos de he- 
rirlo aunque en el caso se debe estar al resultado de su acción. 
Demuestra también que Martínez no corrió mayor peligro_en 
mi integridad en ese momento por la agresión inmediata, efec- 
tiva o presunta de parte de la víctima, de la cual lo separaba 
el cerco de ramas de un metro veinte de altura que hacia me- 
nos posible tal agresión, todo, para que pueda aceptarse que 
el mismo haya obrado en legítima defensa. 

En cuanto a si existió o no discusión, no habiendo prue- 
bas que la demuestran —porque el sólo dicho de la testigo 
Godoy no es suficiente—, ante la duda, debe estarse a lo más 
favorable al acusado en este aspecto, art. 13 del Cod. de Proc. 
en lo Criminal. 

El acusado explica, como causa de la portación del arma. 
Iii de que era peligroso andar de noche en el Barrio de Mata- 
deros, hacia donde iba cuando acertó a pasar por i» casa de 
Quiroga; agrepwdo que no acostumbraba a usarla, Al tomar 
' «examen de visu" expresa lo contrario, esto es, de que acos- 
tumbraba a hacerlo, pero ello y a esta altura del proceso, debe 
interpretarse como deseo de favorecer su situación anterior. 

Siendo así, a falta de pruebas demostrativas y teniendo 
ademas en cuenta la posición de los protagonistas en el mo- 
mento del hecho, corresponde desechar la circunstancia cali- 
f ícativa de alevosía que el señor Agente Fiscal encuentra pro- 
bada en autos. Probada, expresa, por las constancias del 
proceso y "antecedentes" recogidos por Él "personalmente 
— fs 66 vta.— > vale decir, fuera de juicio. Debe decirse a este 
respecto, que todo antecedente referido al hecho que no conste 
en autos, carece de valor probatorio y no puede servir de 
fundamento a la requisitoria, cuanto menos a una sentencia. 
El acusador debe analizar laa pruebas acumuladas en el suma- 
rio las aportadas por las partes en el plenario y a través de 
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ellas analizar el hecho, para luego fundar en derer.hu la cali- 
ficación f|ue corresponda, pero iodo, dentro de las constancias 
del juicio y según la lev. Toda opinión personal del funciona- 
rio que no se ajuste a esa regla, es independiente y ajena id 
proceso y no puede servir de fundamento. 

ka única circunstancia supérente en el sentido anotado, es 
la de que el acusado tuvo tiempo suficiente para extraer él 
arma y apuntar donde estaba la víctima, lo que denotaría en 
cierto modo, tranquilidad de su parte y ausencia de peligro, 
e imluco a pensar en la posible idevnsía; sin embargo, esta 
presunción y el solo testimonio de la Oodoy, concubina de la 
víctima, no son suficientes para concluir en tal sentido, ya 
que dicha califica! i vu. por la gravedad que c« importa, debe ser 
plenamente probada. En consecuencia, a falta de prueba ple- 
na, es obvio desechar también la legítima defensa que alega 
el acusado. 

Kn cohsecaérieia debe encuadrarse el hecho en el art. 7í> 
flel G. P., esto es, eomo homicidio simple y ntento los funda- 
mentos precedentes y lo que resulta del informe médico de 
fs. r>.1 vta., corresponde declarar responsable del mismo a Ce- 
lestino Martínez. 

Para la graduación de la pena tomo en consideración el 
proceder temerario e imprudente del acusado al decidirse a 
pasar por frente de la casa de la víctima, conociendo como 
conocía su untura! airresivo, su diferencia física que supo apre- 
ciar y pl antecedente inamistoso que los separaba, y el hecho 
que anota fie haberse visto precisado a vender la casa de Sil pro- 
piedad, próxima a la de Quirega, y mudarse del lugar, para 
evitar una incidencia grave con su cnemifio. Todo esto indica de 
su parte una actitud imprudente e inconsulta y en cierto m do 
sospechosa que debe tenerse presente para la graduación de 
la pena. 

3») Siendo así. ja acusación Fiscal es procedente en cuanto 
considera ai reo autor responsable del delito tic homicidio pero 
no con la calificativa que expresa sino de homicidio simple, 
y en cuanto pide pena: también es procedente la Defensa en 
cuanto se conforme a les presentes fundamentos. 

4*) Probado el hecho, individualizado el autor, estable- 
cido el cuerpo del delito toca graduar la pena aplicable, para 
lo cual tengo en cuenta la naturaleza e importancia del hecho, 
furnia o mudo y circunstancias en que se ha cometido: calidad 
de las personas actuantes; información fie concepto de fs. 34 
a 3fi, (pie favorece al acusado, antecedentes del mismo y demás 
circunstancias establecidas por el art. 41 del (Vid. Penal y en 

» 
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espeté! lo áúé recita del informe medico M^-g** I«>r *#0 
lo cual, jm¿o prudente aplicar a Celcst.no Martínez, la pena 
de quince arlos de prisión. , „ ' 

Por estos fundamentos, disposiciones Urales citadas y 
pídoa el señor A-rentc Fiscal y Defensor, jugando en defini- 
tiva. 

Fallo : 

]«) Condenando a Celestino .Martínez, di- apellido mu 
lerno ('amacho, de filiación que .se expresa, a sufrir ta pena 
de quince años de prisión, accesorias leales y «¡rtj» p nr el 
delito tic homicidio que se le procesa (art. (O del Cod. 1 cnal). 
— Sergio Guerra. 

Sentencia de la Camaka Fedkkai. 

En B. lilanca a las 30 días de $UW© de 1ÍUÍÍ, reunidos los 
Vocales de l:i Bjtóma. Cámara Federal de Apelación para con» 
ccr del recurso de apelación interpuesto sobre la sentencia 
corriente a fe 74 v resultando del sorteo pract-cado oportu- 
namente el siguiente orden de votación: Drcs. Er nesto bou - 
rmnille, Benjamín de la Vega, y Gustavo Perramon , este ul- 
timo integrando el Tribunal por vacancia del Dr. mM& 
Warealde, licencia del Sr. Juez Federal e impedimento del 
Sr. Procurador Fiscal, se planteó la sámente cuestión ¡ | hs 
justa la sentencia apelada? 

151 Dr. Sonrrouille dijo; 

Para la debida apreciación de las um.ust andas f^M* 
delictuoso de euva comisión se encuentra acubado C f*^*°¿J*£ 

n^Camacl.o, conviene tener en «.«Un ciertos 
suttantes de este mismo proceso y de los acumulados. E> , 1 U 

dMo encausado por cuestiones ^'^^#JS^cS 

de puno en una cimera con un eompaTM.ro, («jetuuo licmtcz 

v es despedido del trabajo por el dueño del §^™!jg$ 

día siguiente armado de cuchillo y hiere desde «tras 

te/ quien descuidado seguía un surco ocupado en sembi r 

papas No cabe duda aerea del desarrollo del 

presenciado por dos testigos y como «mea 

<,ue Bcuítez lo insultó, cosa incierta. Aunque la « ^ 

I ió no se trata de juzgar el hecho sino de considerarlo como 

SAffi de conducía del procesado, 

ñera de proceder. En 1934. en otra chacra, tiene otra cuestión 
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con un capataz y se insultan mutua mente, se dirige de ni me- 
diato al lugar donde tenía su abrigo, regresa con un arma de 
fuego y hace un disparo que el denunciante dice le fué diri- 
gido, pero que el acosado expresó fué al aire, no podiendo un 
único teMigo que miró al oír la detonación aclarar sino que 
viü el arma apuntada hacia arriba. En el mismo año presencia 
la actuación de un peón municipal que desmonta una ealle 
quemando malezas, frente a una quinta domle había trabajado 
> se le había despedido y en presencia del obrero y otro testigo, 
toma un tirón o manojo de yerbas encendidas y "prende fuego 
ni eprvo de tamarisens de la finca retirándose 'tranquilamente 
ante la sorpresa de dichos testigos, inculpando luego al obrero. 
Ksta vez es condenado por daño intencional. Puede, pues, cole- 
girse la verdad de las apreciaciones del ilustrado informe psi- 
quiátrico de los Dres. Ha y Arisiuendi (fa. 114), quienes en 
un pasaje atribuyen todas estas aberraeeiones de eondueta al 
desmedido eoncepto de la propia personalidad, Se trata de 
un engreído violento y vengativo, para quien todo lo que es o 
supone ngravin a sti persona es motivo que justifica la reac- 
ción inmediata o tardía, como proceso reivindicatorío. Con 
relación a su actual víctima, dice que ésta estaba agraviada 
porque tiempo atrás Quinfa le bahía vendido una partida 
de estiércol para su terreno y en ves de pairarle directamente 
sn importe, pretendió el encausado compensar su deuda con 
«ifra que la víctima tenía con un cuñado de Martínez. Dice 
Martínez ("amacho en su indagatoria de fs. 11. ratificada 
luego y ampliada ñute el Juez a fs. 46, que por dicha causa 
quedaron enemistados un año y medio antes del suceso v que 
Quiroga le conservó rencor y no perdía oportunidad de 
insidiarlo y atropel Jarlo en actitud amenazante, debiendo él 
huir para evitar ser polpeado, pues era un hombre más fuerte. 
1 legando a tempi-lo tanto que vendió una casa de su propiedad 
que tenía próxima al domicilio de dicho Quíroga y donde habi- 
taba, para no tener nuevos encuentros con el mismo. Que no 
..listante, el día del suceso Invo que ir allí y para dirigirse 
a ese barrio poco seguro y por esto, aunque no suele cargar 
atmas, decidió proveerse de su pistola, que al pasar por lo 
fie Qiiiroga éste andaba en su huerta, agachado sobre la tierra 
arreglando unas plantas y cuando ya había pasado por frente 
¡i él. y estaba llegando al linde de fa fracción con otro terreno, 
IV visto por aquél, quien incorporándose prontamente le dijo 
"Gallego de m. , , que sea la primera y última vez que pasas 
por mi casa", tomando al propio tiempo una pala y haciendo 
ademán de salir hacia la vereda por el terreno contiguo, por 
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lo qit.e dice Martínez que retrocedió pnr la misma vereda por 
la cual había venido dos o tres pasos a fin de mantener en 
medio el cerca, avanzando entonces Quiroga ya de frente, pnr 
cuya razón dió un «alto hasta el borde de la acequia que costea 
la calle y desde allí, asustado, ante la actitud hostil de su 
agresor, sacó su pistola y te hizo un único disparo, sin dete- 
nerse a comprobar su resultado. A pesar de que esta relación 
es ratificada ante el Juez diez días después, agregó ciertos 
nuevos detalles. En su primera declaración dijo que se enea- 
minaba a la casa de un zapatero, pero luego ratifica que n» 
iba allí directamente sino a lo de su cuñado, previamente. 
Quiroga habría proferido un insulto más grave; le habría 
salido éste al encuentro cuando retrocedía, el disparo lo habría 
herido "medio de costado y por sobre su hombro izquierdo *\ 
apuntando hacia un lugar no determinado, pero más o menoi 
hacia Quiroga, a quien no habría querido herir sino asustar, 
"pero con tal mala suerte que lo hirió". Aclara que entre 
ambos mediaban unos tres metros de distancia, y un cerco de 
ramas, con línea de alambre, de altura de un metro y véiiite 
centímetros. A pregunta directa sobre cómo le había salido 
Quiroga a! encuentro, hace dichas aclaraciones y reconoce que 
la víctima no salió de su huerta pero que le amenazaba con 
la pala "como para tirársela". El examen crítico de estas 
manifestaciones convence de que no dice el declarante la ver- 
dad. Si bien uno de los testigos que menciona conocía la ene- 
mistad entre los protagonistas — Salvador de Angelis. fs. 22 
vuelta — no aparece conocer ni menciona detalle alguno rela- 
tivo a la supuesta prepotencia de Quiroga, ni nadie tiene 
noticias de las actitudes atribuidas a éste (ver parte de fs. 22 y 
declaración de Tlodríguez, fs. 2» vta., etc.), que si fueran 
reales, por el conocimiento de los antecedentes judiciales del 
procesado, es lógico suponer que hubieran provocado conflicto 
inmediato. Mas lógico aparece en cambio que el matador ha 
sido a la larga ofendido por su víctima al no pagarle y que 
ha maquinado la venganza a que lo conducía su natural demos- 
trado. La necesidad de armarse para ir al barrio llamado Ma- 
taderos, donde ocurre el suceso, no aparece manifiesta, desde 
qne había vivida allí hasta tiempo antes y sin acostumbrarse 
a cargar armas. La mujer Juana Godoy, que se había unido 
en concubinato con Quiroga días antes, declara a fs. 18 vuelta 
que presenció el suceso; que estaba esperando que su compa- 
ñero se desocupara para cenar, observando su trabajo desde 
el corredor de la casa ; que en eso vió a un hombre bajito que 
venía por la vereda, detenerse y hacer un disparo contra aquél 
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sin pronunciar palabra, dándose de inmediato a la fuga, al 
emprender la cual se ti* cayó el sombrero, en tanto une c< 
Marido dundo aves, caminando con toda dificultad, vino hacia 
la cusa y cruzando la cocina cayó del otro lado fiel edifietn. 
" Agrega que por lo reciente de su vinculación con Qnirogn, ni* 
tiene ennocinreuto de antecedentes del hecho ; que e.s inexacto 
que su concubino tuviera la pala en la mano, y que habiéndola 
utilizado momentos antes la había clavado en ta tierra y en 
el sitio donde la polieía la encontró antes de incautarse de 
ella líe la diligencia de inspección neniar de fojas 7 y croquis 
ilustrativo de fojas In. resulta que la pala fué bailada clavada 
en tierra a dos metros y treinta cciitímolros del reren que 
si'para la huerta de la calle; que el lugar señalado por Ja 
íiodoy como correspondiente a la situación de Quiroga, dista 
del cerco tres metros con sesenta centímetros. El lugar que 
indicó Martínez Camaclio a la instrucción como posición d>- 
la víctima al hacer el disparo, está on un punto tal que pata 
clavar la pala, ludiría tenido que alejar»' Quírnjw de la direc- 
ción de retirada hacia el edificio para ir cerca del eereo di vi 
sorío con el terreno lindero y luciío recién encaminarse a !a 
casa. El testigo Anqzibar — tu. 20 vuelta — , al oír el tiro 
desde la vecindad se asoma y ve a Martínez, ("amacho que 
huye y no a Quiroíra. a quien vió una hora antes ttahajand' 
en su terreno; al salir el testigo Rodríguez -—fojas 27 • y aun- 
qilc desde más lejos también vió al procesado que luna pero 
encontró ya a Quirojm caído del otro lado de la casa y allí 
filó d'inde se agolpó la gente hasta la i u media ta intervención 
policial. Por otra parte la contradicción entre la <it>doy y Mar- 
tínez se encuentra control da por elementos objetivos de otra 
especie, resultantes de la pericia médica fie fs. ÍÍ7 vta, ICI ex- 
tinto no había recibido el balazo de frente, sino que le había 
*ido inferido por un tirador que se encontraba a su derecha, 
a tres o cuatro metros y ésta es la distancia que corresponde 
a lo dicho por la mujer, así como la posición, El matador 
menciona también la distancia de tres metros, pero entre el 
cerco y la acequia sólo mediaban dos metros treinta centone- 
tros, (pie es el ancho de la vereda y aun como el disparo se hizo 
desde ella y el procesado pretende que la víelima se paró del 
Indo de adentro en el punto h cal izado por él bajo el número H 
en el croquis de fojas 10, es decir, junto al cerco, siempre 
habría que tener en cuenta la disminución de dicha distancia 
por el brazo en tensión al apuntar. Esto es lo que, sin duda 
pretende resolver CU su favor al mencionar luego la. extraña 
posición que explica en su declaración ante el Juca y no en la 
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prest tula ante Iíi instrucción y ratificada, I» cual ito coincide 
tanipaeo con la intención nocente del disparo apuntando qtte 
confesó 011 su primera deposición. De lo examinado surge en 
cambio la premeditación en el proceder del encausado, que 
lia ocurrido urinmio exprofoso al Iti^ar, ya determinado a pro- 
ceder sin preámbulos n su acción, tal cuino resulta del dicho 
ile la ¿nica persona qne presenció el atentado. Cuando hirió 
a Henítc/. procedió en la misma forma artera, tomando despre- 
venida a la víctima y rio teniendo em (jacho en imputar a ésta 
provocación a pesar de la presencia de testigos (pie lo desmen- 
tían. Había madurado su agravio desde el día anterior. El pa- 
ralelismo en el proceder es manifiesto y entre los dos actos 
media el nexo de una misma psiquis, el cual se prolonga lue«o 
en la impavidez con que se dice insultado o provocado o ata- 
cado. C'on todo no puede reputarse que exista alevosía, porque 
bis cireimstimeias conducen a suponer (pie así como tomó al 
descuido a Qniroga, lo mismo lo hubiera atacado en estado 
de prevención de la víctima, obrando con su soberbia vindi- 
cativa característica. No encuentro desequilibrio entre !a adop- 
ción de la calificación de homicidio simple verificada por el 
a-qua y la pena impuesta, como lo halla la de tensa . ÑO obstante 
el convencionalismo con que la práctica policial procede a for- 
mar su información de vita ct mm-tihut ron los dos primeros 
testigos que le pueden haber sido sufren tíos, la acumulación 
del historial delictuoso de este sujeto está probando su elevada 
peligrosidad, a pesar también del resultado de tos procesas. 
El transcurso del tiempo podrá eximir al procesado de con- 
denas no pronunciadas en tiempo, bi duda puede haberle 
favorecido, pero subsiste la prueba de circunstancias del pro- 
ceder del sujeto que son también índice de su personalidad 
y son también información menos adocenada de vida y cos- 
tumbre^ En cuanto a sn hnputabilidad, el dictamen fiscal de 
este proceso, producido por especialistas, es terminante y pue- 
do juzgarse a Martínez Cainacdio responsable en el momento 
de cometer su acción, a pesar del episodio de sus alteraciones 
reales y simuladas, o simplemente exageradas, como lo es ac- 
tualmente. 

En mérito de las consideraciones que anteceden, voto por 
la confirmación de bi sentencia en recurso. 

Las Drcs. Benjamín de la Vega y Oustavo Verramón 
adhieren al voto del Dr. Ernesto Sourrouille. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada ta si- 
guiente sentencia: 
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Y vistos: pr>r lo filie resulta de la presiente votación, se 
acuerda: Confirmar la sentencia de fs. 74 en tortas sus partes. 
— Emento Sourronillc, — Bcítjamin de la Vega. — Gustavo 
Perramón. 



Dt( TAMK.V DEL PlifHM'RADniL GeNKIIAT, 

Suprema Corto • 

Por las razónos ex prestidas al dictaminar i« re 
"Caballero Libia Emilia Pipino Vda. de y otros v. Ad- 
ministración General de los Ferrocarriles del Estado 
s.¡ ¡ndonmiznción do daños y perjuicios", y que «n ho- 
menaje a la brevedad doy por reproducidas, considero 
que, de acuerdo con el articulo 3*, inciso 5* de la ley 
405f», el recurso ordinario de apelación interpuesto es 
procedente. 

Consentida como lia sido por el Ministerio Fiscal 
la sentencia dictada por la Cámara Federal de Bullía 
Blanca, y frente a las terminantes conclusiones de la 
pericia médica de fs. 110 sobre el estado mental del pro- 
cesado, solícito a V. E confirme por los fundamentos 
de las sentencias dé primera y segunda instancias, y 
consideraciones concordantes expresadas por el señor 
Procurador Fiscal de Cámara, el fallo apelado de fs. 
V2G que condena a Celestino Martínez, de apellido ma- 
terno Camaclio, por el delito de homicidio simple, a su- 
frir In pena de quince años de prisión, accesorias lega* 
Ies y costas. Buenos Aires. Setiembre 27 de 1949. — 
Carlos fi. Dflf'nm. 
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FALLO DE LA COItTE SUPREMA 

Rueños Aires, 17 de abrí!, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos "Martínez Camnelio Celestino s.f 
homicidio", en los que se ha concedido ¡i í's. 132 el re- 
curso ordinario de apelación. 

Considerando : 

Que el Sr, Defensor Oficial ante esta Corte Supre- 
ma plantea dos situaciones extremas, en legítimo cum- 
plimiento de su misión. Existiendo como elementos de 
convicción sólo dos testimonios, dice, uno el del proce- 
sado que alega provocación seguida de agresión de la 
víctima, lo que le habría colocado en situación de legíti- 
ma defensa, y el otro relato — diametrn luiente opuesto, 
del único testigo — , que niega haya habido provocación 
ni agresión, la vía legal sería, a su entender, o conde- 
narle conforme con el dicho del único testigo de acuerdo 
con el inc. 2°, del art. 80, del Código Penal o, desechando 
esa declaración, aplicar al procesado la repulsa legí- 
tima excedida, prevista por el art. 35 del Código Penal 
en función del art. 84, de acuerdo con lo que el mismo 
ha declarado. Por ello solamente solicita reducción de 
pena, admitiendo la responsabilidad del procesado y la 
calificación de homicidio simple. 

A su vez el Sr, Procurador General solicita se con- 
firme el fallo por sus fundamentos en atención a las 
terminantes conclusiones de la peritación médica de fs. 
119 sobre el estado mental del procesado, la cual ase- 
gura que la psicogénesis del hecho delictuoso carece de 
todo elemento patológico que permita aceptar la exis- 
tencia de inimpntabilidad psíquica, no pudiendo tampoco 
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en la actualidad hablarse de alienación mental; no es 
mi alienado delincuente y las referencias dudosas deri- 
vadas del interrogatorio del agente se configuran como 
si mu lac ion para beneficiarse de una situación legal do 
no punibilidad, todo de acuerdo con el informe de re- 
ferencia. 

Que el procesado declaré, durante la inspección oeu- 
lar, fs. 7, que el día del incidente que sostuvo con la 
víctima transitaba por la vereda de la casa do éste, 
rumbo al norte, >* "habiendo llegado al extremo del 
coreo fué entonces insultado por Quiroga, por cuya 
causa retrocedió unos pasos, ubicándose cu otro lugnr 
— que señala — en cuyas circunstancias Quiroga se apro- 
ximó al cerco trayendo una pala en la mano..,", etc. 
Kn la indagatoria a que le somete la policía, fs. 1! t 
confirma que "cuando iba llegando a la terminación 
del terreno ipiu ocupa la casa de aquél (la víctima), éste 
se incorporó y lo insultó. . . " etc. Durante la declaración 
prest ¡nía ante el J«í»z Letrado, fs. 4f>, repite que al pa- 
sar frente al domicilio de la víctima ésta le insultó y 
**le amenazó con la pala y el ¡miagado caminó dos pasos 
adelante y creyendo que iba a salir Quiroga por delante 
se volvió para atrás porque no quería tener incidencias, 
pero al volver para atrás Quiroga le salió al encuentro 
'•011 la fíala y lo atropello, entonces sacó la pistola...'* 
etc. Como se desprende de las mencionadas actuaciones 
e| procesado confiesa que volvió sobre sus pasos, siendo 
así que sí —como lo dice — su intención fué evitar el 
incidente, debió seguir hacia adelante dado que había 
llegado al límite del terreno donde se encontraba la 
víctima. Ks inverosímil que fuera a salir Quiroga de- 
lante de su victimario pues, como el mismo Martínez 
í 'amacho declara, al volver bacía atrás aquél le salió a 
su encuentro. Xo resulta de lo expuesto que el victima- 
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rio corriese realmente peligro frente a un hombre que 
permanecía a distancia, detrás de él, separado por una 
cerca de un metro veinte centímetros de alto, teniendo 
en sus manos solamente una pala. Esto aspecto funda- 
mental de los hechos unido al examen que la sentencia 
apelada hace de la trayectoria del proyectil, de acuerdo 
con el informe médico, revela plenamente que el pro- 
cesado no corría un ¡leligro que le obligase a volver 
sobre sus pasos y a disparar con su pistola, como lo 
hizo. 

Que tales constancias del sumario obligan a no ad- 
mitir la defensa legítima alegada por el Sr. Defensor 
y a aceptar la existencia de homicidio simple por las 
circunstancias en que se desarrollaron los hechos, así 
como la graduación de la pena, en la forma en que lo 
hace la sentencia apelada y por las causales invocadas. 

Por tanto, se confirma el fallo recurrido, en todas 
sus partes, con costas también en esta instancia. 

é 

Luis R. Jjosohi — Rodolfo G. 
Yalenz ( ; el a — Tomás D. 
Casabes — Feufe Santiago 
Pkhrz — Am.io Pkssaüxo. 



FIDEL si p ü rih o siDEs 

HOMICIDIO: nomiiÁith sim/ite. 

Corresponde elevar a veinte años de prisión la pena im- 
puesta ni autor del del ¡tu de homicidio simple en atención 
a In ausencia de motivos determinantes del acto, la fufia 
posterior del reo, ln* (¡ondcaas anteriores que registra por 
delitos contra Ins personas y el estado de ligera ebriedad 
en m ie se hallaba al tiempo de ejecutar el hecho. 
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PRESCRIPCION i Prescripción en materia pemil. Titmpo. Código 
Penaíi 

Habiendo transcurrido desde la fecha en que fueron co- 
metiiljis las lesiones praves y leves el plazo fijado en los 
arta, tíí!, ine. 2, y 6.1 del C. Penal en orden a lo estable- 
cido en los arta. 89 y 90 del mismo, sin que haya mediado 
interrupción con ar repto al art. 67. corresponde declarar 
proscripta 1» acción penal. 



Skntkxcia nr.i. Jvez. Lkthaisi 

íi enera 1 Tiwa, Mayo 4 de 1948. 

Y vistos*: Esta causa n f 1858, año IÍ142, seguida a Pide! 
t'id, 8id o Sido,, o Oregorio Alarcón, de apellido materno 
Hora lea, de sobrenombre "Gregorio", chileno, de 45 años de 
edad, con !Il de residencia en el país, soltero, de profesión 
jornalero, con instrucción y domiciliado en Maiqué de este 
Territorio, por el delito de homicidio, lesiones graves y lesio- 
nes en perjuicio de Juan Orel limo. Isabel Ochoa y Orfelin» 
Villaprán de Mirabolit, respectivamente, hecho oeurrído en el 
paraje denominad» "Campo de la sucesión Zorrilla", juris- 
dicción de este Trihunal. de la que: 

Resulta: 

Que a fs. 1 se presenta ante la instrucción policial de 
Villa flcginn Francisco Méndez, domiciliado en el citado cam- 
po, quien expone que se había presentado a su domicilio la 
mujer Orfelin a Villagrán de Marabolit solicitándole compare- 
ciera ante la autoridad policial para poner en su conoci- 
miento de fpte Juan Orel laño e Isabel Ochoa habían sido he- 
ridos de pravedad A«rro~a que no conoce nada en absoluto 
del hecho y que sabe por referencias de la citada persona que 
el nntor de esos heclms había sido Sides. 

Dispuesta la instrucción del sumario pertinente por de- 
creto de fs. 2, declara » fs. 3 la vi* tima Juan Orellano, la que 
en el transcurso de su deposición expresa: que el día 24 de 
mayo, romo a las 21 horas, en su domicilio, por causas que 
no puede explicarse fué herido de una puñalada por su com- 
padre Fidel Sides, e! que también hirió a su concubina Isabel 
Ochoa ; que en ese estado se internó en un monte cercano a su 
domicilio, siendo auxiliado por Orfelina Marabolit; que el 
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hecha lo prepucio un tal Ramírez ; que ambos estaban uMjiqeo 
bebidos y que mi compadre (negó del hecho tomó una bicicleta 
dici.'ndolu que iba a dar cuenta a la policía. 

A rs. 4. depone UnM OcIiimi, y din- que el .lia va "¡fé- 
ridu, eonio a la. 21 lunas, cneoutráudose en el .Imiiicilin .le 
|.'i,li>l Cides, con tu concubina de éste Orfetma \ diñaran lleg$ 
José Ramírez, a quién conoce ifo v islas, que éste ni tuno le pi- 
dió permiso al palrón f('iiU^) pala hacer una IVstltn; que 
asi salió a comprar vino, trayendo i-íncn litros-, une luego (U 
babee cenado todos, como así tamban Juan GreUunO coi.cu- 
bino d« la declarante «i» poder precisar -1 motivo, Sutes, que 
w encontraba aleonolistadoi tuvo mu. discusión con Oreiiano 
v sacando un éutóíiiUí» pequeño ele an cintura e Ml?u(?o. 4 W 

puñalada v luego dirigiéndose a la exp ni" «* »»joi > 

tenés la culpa M , aplicándole un tajo cu el rostro y otro i un tazo 
üí vientre, dáiidose luego a la Fuga cu la bicicleta «• «fe* 
llano Que éste se encontraba en estado normal. Que bules, 
cuándo negara a la tarde, va estaba bastante ebrio y que atri- 
buye el heebo en parte al estado anormal en que este se en- 
traba. 

A h í> vía. consta una diligencia policial en la que e 
eseribietite ib- polieía Manuel Eustaquio Gamas* tía euentn del 

resultado .1- la cü^ision que ^ t emendara, para lo epá) 

ve constituyó cu d lugar del hecho : raí panado por "I medico 
Dr. NVhbiii, con qni^u. en un monte próximo u la ehrwa ciu-on- 
t ni t on como a unos sesenta metres, caído en el simio, tapad-i 
coi) una Trazada, a Juan Grellano. quien tic inmediato lúe 
fi>isfiilo por el nombrado fiieultativo. 

A fs. 7 iienpta el cargo el perito médico designado Iñ\ José 
Ramón N'ebbia, agregándose croquis ilustrativo dd lagar a 

A fs. 11 y siguientes depone la concubina del proejado, 
Or felina, Villograil de Mnrabolit, quien en mi irnnsenrsn ma- 
nifiesta que la noelie del heebo, lingo de haber ceñíalo Juan 
Omino Isabel Óchoa, Jos,'. Ramírez. Fidel Cid y la deela- 
rante que en i daba en ese momento una «natura, quedaron 
sentados Ks nombrados haciéndose chistes y otras bromas, en- 
tre Orellnno y Cid. mientras Ramírez permanecía callado y 
ewmehaiulo. Que siendo las til, encontrándose en la ramada 
acostando a la criatura oyú una discusión entre t id v Ura- 
liano como de que este último le recriminaba n ai piel, entre 
otras' cosas, paiabras de que le "montaba" la mujer Que eom.i 
viera que el tono de la discusión subía, solio en dirc-cinn al 
lugar ciicontrándase en la puerta a Ramírez quien, a su reque- 
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rimieiito, le manifestó que recién terminaba Cid de herir a 
Orcllano con un cuchillo, habiéndole abierto In panza, Que no 
las vió en la cocina, viendo en él patio a Oíd que decía "vuel- 
va, vuelva, no se dispare", posiblemente dirigiéndose a Ore- 
llano, teniendo en ese instante un cneliíllo en la uuiuo. Que 
volviendo su mirada a la encina, observó que Cid dirigiéndose 
» la Oclioa, 1c dijn "por causa tuya lie herido al otro", apli- 
cándole un corte en la ejira i el ciuhillu y un puntazo a la 

altura del vientre. Que ante tal actitud le dijo a su eoncubino, 
al ver gue se disponía a tomar la bicicleta de Orcllano "¡tárate 
cobarde", tralamlo de i impedir mi hipa, aterrándose a la bífet- 
cíela, pidiéndole «pie diera pacte a ta policía. tmnaudo aquél 
la oniquina a viva fuerza, diriéndole (pié él .iría a dar cuenta 
a la autorhlíid. Que mienjra* trataba de contenerlo con el ma- 
nubrio 'le la maquilla. Cid le produjo una lesión en el dedo 
médíó de \» mallo izquierda. Qlie Vive en cnnenhuuiln eotl Cid 

de.stle hi diez, años ron quien tiene dos lujos. Que el cuchillo 

ile Cid. y o ue utilizara |iara lesionar a las personas nombra- 
das, i's de linjfi filosa-, cabo de madera nejrra eon tres remaches. 
Q#e con los nombrados tanto la declarante como Cid mante- 
nían hiienas rotaciones con íjftiéniés viyían en conjunto desde 
dos meses antes de] liedlo, (¿ue atribuye e] misino estado en 
que se encontraba cid ,-i ton ééios de Orel la no. Que sube que 

este [THiuiO Un tenía niilias (!SC día, ni hizo uso de ellas. 

De Es. 11 a Hi vi», presta declaración el testigo -losé fia- 
mírrx qnieu i-vpre-a: Que él ilía ilel hcebu, siendo aproxima- 
damente las opee lloras pns¿ por el rumbo de Cid. siendo invi- 
tado a almorzar por éste y así lo hizo. Que por la tarde, mien- 
tras c! declarante se quedo eon Tas dermis persona- habitante*, 
del rancho íómaiuto mate y charlando. Cid fué en bu- en de 
pati rcirrcsaiiil" a la entrada del sól, invitándole a cenar al 
declarante siempre chic trajera un poco de. vino, lo que así 

hizo adquiriéndola en el holiehe de un tal Cordero, Que meii- 

¡¡utrna a cenar como a horas díejs y nitévc. coim-r-niido anima- 
damente y bebiendo vino a djticróeion, notando en Cid una 
cierta duíeonfornitdad cuando Orelliinp hablaba. Que bebieron 
hasta dar fin al eoiiteilíclo de la damajuana, y que como a ho- 
ra.-. 21, Orellítuo se acostó sobre unos úv ios. así vestido; que 
estaba éste jiIjím bebido, se encontraba eonverstnlor. escuchan- 
do que ¡e dccífl a < id "tu mu¡i*r se eciipa en. ¡levar cuentos. 

che nj.;idre". resjiundtendo el nti'o iieffat ivameiite, haciendo 

un .-amhio de palabras, (¿ue prosiguió Orcllano diciendo: "Vas 
también arulás mn mi mujer". Que en esc instante Cid se 
acontó junio ii a interpelante IcruiinauilHi entre ambos un 
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jarro de vinti. Que se levantaron y se Éeiitat^ín a orillas ilel 
fogim; donde se finí mi tú ba el qué deejara y las dos mujeres. 
Que rei nielada entre amhos |a eon^cr^aetón siempre sobre el 
mismo tema I *ul dirigiéndose a la Óehoa que tenía a la ¡zqttjér* 
da, aplicóle una bofetada en el rost-n dieléndole "Amlá a 
acostarte i-nu 1i> macho". Que ante tal actitud Orellano se 
puso de pie lo mirmo que su contrincante Sido*, diciéndole aqufl 
"Vos «O sos quien paro cast gar a la mujer", siguiendo la 
disensión mientra* la Villatirán se fltrigfá a la pwSÉa (Spntigiia 
y lo Ochen lloraba, (¿tic en tal instant.- el dtcentr salió afuera 
n buscar leña. (|ue al regresar luego tic tíos infinitos nina o 
rtienof y al enfrentar la puerta de la eneíttaí vi ó que Juan 
Orellano salía por la püéíia fbíttfinflose el vientre, y dceííi al 
vi»- al declarante '*Nidt*s toe acaba de tirar las tripas Át lina 
inundado". Que Sides salió detrás de su víctima duendo 
■tos voy a terminar de cagar matando?'. Que como al parecer 
Orcllann diera la vuelta por detrás del rancho no fué visto 
por aquél, y volviéndose a dirigir a la Ocho» le dijo "por 
cansa tuya he herido a Orellano" "ye debí haberte eeliado de 
casa", aplicándole mi tajo en t¡i cara, «atiendo Su- at'neifá, 
luego de In i-nal no lo vio más. Que. Orelínno lio poseía armas; 
no habiéndote vislu cuchillo, que no vió tampoco al herido 
pretendiese defeuderse;¡ A fn. presta declaración indaga- 
toria el mencionado IÍjituÍccsí. 

A fs. 7.1, presta nueva derlaracién fsabel <Mi.m. quien 

se ra ti rica de sti anterior rnrroboi'aiido 1<» manifestado por ¡os 
nombrados üaitirn'z y nefelina Vil lacran. 

A IX .Vi a 65 y 77. Éorren b>* informes médicos pertt- 
n entes. 

De fs. 21 a .18; lili a 7Ü. Si a MU, corren agregados di- 
versas diligencias tendientes a obtener el paradero del homi- 
cida, ionio asimismo fotos, dccuinenfos y croquis. 

A fs. 80. sí * agrega la partida de delum-ión de Juan 
(1 reí la no, 

Ép lia I lia í llanca se procede a la deHuión de] inetdpa.1i> 
Fidel Cid, según la ennumicneión que se agrega a R 107 
quien presta declaración indagatoria a fs. 117 a tlf. fn la 
que niega terminantemente ser "l auim* de los hechos qne se 
le imputan, explicando une la imehe del hecho luego de haber 
croado, Orot ta no. n raíz de una incidí m-ia provocada por su 
concubina Isabel Oelma al enlocnrse en sil nación inconvenien- 
te rrenlc al invitad.» líaniírcK. extrajo SU cuchillo, penándole 
a ésta dos o tres hachazos en la raheza y una puñalada en el 
vientre, qin* el deponente en esos instantes lo abrazó a Ore- 
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llano y lo s¡;,-ó para afuera reci ¡murándole su pn Ut. i* in- 
festándole Orclhirio * f £jjlie Hit] ^¡a«1 ii'm si para vos nlcan/a y 
pava utros más que vos" y diciendo ésto ton ti ctidiHlo en 
la mano* arrinconándolo contra el poste de la ramada !•> tiró 
ni deponente tres hachazos (pie I© a'eauzaron pji la cabeza 
\ luego una puñalada eH c] ejiérpo la que logró esquivar 
alcanzando ti zafarse de su aurpsor quien en compañía de 
[{amíréz salieron disparando. Que o! rato como veinte minu- 
tas después sintió tiritar a < indiano que decía "vendan a ver- 
im> qué nie eneueni ro lastimado". 'J' 1 " 1 11 rompan in «I» 1 *n con- 
cubina Or felina Villajrrán, a • j n ¡i- e l había contado lo oeurri- 
<Io, so. dirigieron al tugar comprobando une Orellano se halla- 
lio herido en él vientre y que se le salían tos iutestinos, a lo 
<tm\ sacando la faja, Fajo al herido lomando ht bicicleta dijo 
< i>n* iba a dar cuenta a l» policía, lo ¡que no eíe«4un por temor 
a tjne la misma sospechara de «'•! y lo castigara. Que no h» 
i ¡nulo ninguna d'seusión con Ot'ellnito. (&Éie Üamírez contri- 
buyó cOn dos litros dé vino qué bebieron todos. Qué 110 lia 
icnulo luego de la cena palabra aígnua et o Oréllano. Que n«» 
aplicó bofetada alguna a la Ocdioa. (Jim* mi concubina, la Vi- 
II i'/róti li> ánimo para que ¡'acra a dar q tienta tic lo ocurrido, 
Que el día de) hecho llevaba un cuchillo de uno-, o" a 7 cen- 
tímetros de hoja muy angosta que debe haber quedado en 
•■I limar porque al día siguiente nn lo encontré más en ¡¡¡u 
poder presumiendo que se te haya caído cuando se sacó la 
fája. (¿tic el cuchillo usado por 1 (rellano era de hoja tundía 
líe iiiins "2'y a rtf > cent íinet ros, (Jue luego de su fuga no se 
carteó ni vió a mi rom-ubi no. Que líamirc/ tan sólo presen- 
ció l<'> bo-hos lio teniendo en las misinos ningún t intervención. 

A fs, 1 1 ! >. se le dicta prisión preventiva por considerár- 
selo "guaina faeic'* autor responsable do tos tietitcM de homi- 
cidio, lesión - "Tuves y lesiones i At'ts J[\, f)0 y SO del Cód- 
renal). 

A fe. 123 Orfeliiia Vil Jíi^rá 11 de Marabolit, declara ante el 
Juzgado, ratificando sus anteriores, y agrega, que es verdad 
que Cides fajó con su faja al herido Orellano. 

A fs, 125, amplía su decía ración, ante el Juzgado Isabel 
Oehoa, quien se ratifica asimismo de sus anteriores declara- 
ciones ¡("regando que Urclbnm intima usaba cuchillo ni tam- 
poco el día del hecho. Que fiamirez ninguna intervención tuvo 
BU los mismos. 

A fs. 137 y 138, se agrega planilla de antecedentes del 
inculpado, quien registra das condenas por lesiones. 
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A fs. 1-10 se agrega el i" tormo médico, del que kc des- 
prende que Púlel Cid es mi individuo física y psíquicamente 
normal, con capacidad para delinquir. 

A Él. 140. se clausura el sumario, se eleva a plena ri» y se 
pasa al señor PíseaJ a lo* fines dispuestos por el art. 4"»7 
fiel <\ de 1\ C. 

A fs. 14a formula sensación el «-ñor Pisca i. que consi- 
dera u fítl responsable de les delitos i|ne se le imputan, ba- 
sando su dictamen en las declaraciones de las testigos presen- 
ciales del hecho y demás constancias de los autos. Solicita 
se le condene eu definitiva a siifiir la pena de veintitrés 
año» de prisión. 

Tórrido traslado a la defensa ésta se expide a fs. 1ó4. 
y por Ins consideraciones de que lim e mérito en su memorial 
solícita se absuelva de culpa y cargo al d.e|eut1wlo. 

Abierta la causa a prueba, a l's. 155 vta. se produce por 
ta Defensa la que ¿orre de fs. ló!) a fs, 17:1. ilurante \¡i cual 
es careado el procesado cotí 1 su bel Oehnu a fs. ltr> vta. miui- 
teniéndose ambos eu sus respectivas declaraciones, Declara 
esta última a fs. Iliti. ratificándose de lo manifestado en ante- 
riores deelaraeiones. Ampliación de la indagatoria de Pide! 
r¡.t de fs. t"t y deebnieVm de l'edro íiodoy de fs. 171 vía. 
o informe imVieo de fs. I7Ü. 

A fs. 174. ti los fines del art. 4!>li del Cód. de Proc, se 
señala audieticia, la qué no se ceálíka i>or in^mipareeeúéia 
•le ins partes, se^ítn asi lo Kertiftca el Actuario ¡i l's. I7ó. 

A fs. 17"» \ta. se practica el examen de viail del preve- 
nid'., llamándose autos para sentencia i\ f>. I7ó vta. y 

( 'onsiderando ¡ 

I. t¿we se procesa a Pidel cid t. side*. por considerár- 
selo autor responsable ¡le Ins delitos .le homicidio, lesione^ gra- 
ves v lesiones en perjuieio de Juan Oréllahó; Isabel (Mina y 
OrlVliun Villa'jráu dé Maraholit. résped ivamente. hecho ocu- 
rrid» el día M de mayo .le VM2 en el paraje denominado 
•'i'iítupn de la stteesiñn borrilla". ¿uRtwIiecióit de la * ""¡nt- 
élÉn de Villa Regina. 

De las declaraciones de -limn OreJlaUO (í$ :í> - Nanel 
Qchoá i. 7:t, Pió: curen de fs. lfi.'i y L(í6)> nefelina Vi- 
llatífáii Warabolit (fs, 11 a 13 y 124) y •fose líflmire? 
- IV. 1-t fi 1 i » h . itúrgjS claraniícnte que el proce adu el día eje! 
hecho, luego de cenar con los nombrados, luvn un ligera alter- 

,.;„!, ti (trelbmo a ipiien binó luego de una puñalada eil ''1 

vientre. pcrsH'uiéiidnln Inicia unos amules dótale este último 
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se dirigía, regresando instantes más tarde el heridor a! interior 
de h\ i-ociiui-ounimadn en cuyo lugar y momento, infirió un 
tji.ji» eri la capá y tres puntazos en el vientre a la eoncnbiua 

del pitado Qr0t , Isulifl OchcKi. dándose a la fujca para lo 

citíi I si* apoderó fie la bien Iota dejada iillí por «ii primera 
víctima hiriendo en tal esfuerzo h mi propia **inn-iil*itia Orfe- 
litiri V¡n¡iL r nii) de Maraliolii. « nando ésta intentaba deteha£lo¡ 

Esta es ia forma como ocurrieron los hechos a estar a lo 
relacionado por las proi^itín |n« personas, cuyas deposiciones 
son contestes entre sí. 

Ahora bien t' 1 procesado Fidel Cid, en -u declaración inda- 
gatoria de fs. 117 n 11!). «pie presta ante el Jufcgado luego 
de más de di« años de ocurrido él licehOi Iti relaciona en forma 
cumple lamen té distinta a aquéllos, tratando de rehuir toda 
responsabilidad que pudiera recaer sobre él, presentándose 
corno el apaciguador de una incidencia que, segiiu manifiesta, 
hubo entre Oi'ellrtno y sil concubina teabél (Mion. aírregando 
que los legiones «me esta úllinni presentaba fueren inferidas 
[mi- aquel (pie asimismo lo lesiono a él en Iíi raheza; ■ raíz 
dé •«u interposición en el iileideule que relata, 

Estos dieltos carecen de tuda consisteneía para que pueda 
el suscripto admitirlos cohio verosímiles y así lia de quedar 

demostrado lueyo de un análisis de las constancias sumariales. 

RÍ mi ai deelarjar, uparte de que en 'todo momento dis- 
erepa ron jo manifestado por demás protagonistaa del Jie- 
eh . no guarda relación ninguna en su antojadiza furnia de 
describir --f hecho y así tenemos que manifiesta ". . .Que ppe- 

ll.-inn le entitestií "qm m padrón si naca v«*s alcanza y para 

atas une Vi *" dil'ióndote ' -i El el cucbiUo en ta mano arrin- 
conándolo contra el poste de la enramada I Erándole (Orelland) 
al depom ote tres hachazos que lo alcanzaron en la cabeza tirán- 
dote llieífo i¡fia puñalada ril el ene roo. I.¡ ÍJUC foiíi'n e«i;|MÍyar 

porque alcanzó a tomarlo de la mano idealizando a ¡talarse de 
su agresor (fue en compañía fie Ramírez sa.1Ícron diSparfiiido 
hacia el Sur. 

Este relato es en alto pirado ^gc^tivo. pues no es posible 
admitir, o pin* lo menos no tiene ni un mínimum de l^íaa el 
hecho de que *o agresor fOrellnun'i luego de mantener GOI1 él 
una raf riega armado de un cuchillo del que ludm de zafarse 
no sin trian esfuerzo — seííún sostiene — saliera en compañía 
de Ramírez hacia el Sur sin niiurún objeto determinado, cosa 
que no se justifica y de la que no da, por otra parte ninguna 
explicación par |n monos aceptable el procesado. 

Seguidamente explica " . . .que al rato, como unos veinte 
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minutos «1 deponente sintió gritar a Orelhino que decía 

"wan a verme que m« cneuerif™ lasttnmdo^ Que en se- 
-111(1»%! declarante, en compañía de. su eoneubina Orfelum Vi- 
Ita-nin u> Mambolit, quien habla contado lo ncm-rido. se din- 
■deron al lugar donde habían nido el grita, constatando que 
brolhmn so hallaba herido en el vientre y que le saltan f> 
intestinos a lo que sacando la faja que llevaba fajó al he- 
rido, i. ta M 

Que en cuanto a este punto y a falta de snt.sfaecioii en 
su íntacatoria. estaríamos frente al enigma de saber qu.en pudo 
ser el autor dé las lesiones que presentaba OreUann. ctutndo 
ocurrió él pro.-esad» en auxilio, si Hainíre/. según lo afirma 
Sidcs a fe. 11* vta. linca. 23 y 24 -nada tuvo que ver con 
| m hecho»-. Así las cosas, quedarían jttstiíieadas, en toflo 
¿aso, las le.sio.ns sufridas por la OHimi. pero nunca las de 
Orellano a no ser i|ue en él momento prenso en qitn este ultimo 
salI6 a fuera con Ramírez, nlgnieii se encontrara en el mear 
liara herirlo. 

Pero lodo ello es. a todas luces, inadmisible, y no pítele. 
aaWr sino ell el eseaso poder mental .le quien COMO Rules, in- 
ventara un hecho que litcgn csfiñme en forma ríe desesperada 
defensa para su íleseargft, no aportan^ ni siquiera el menor 
detalle de quién pudo ser aquel " fantasma" que hiriera pra- 
vemetitc a Orel laño. 

Fs i >vidcnt- su proposita usando un derecho procesal para 
desliarse de la responsabilidad que indudablemente lo ea be en 
A hecho que motiva estos obrados. En la va eitada de lara- 
• *, indagatoria al ser interrogado ^ llevaba un ™** «»^ 
mm seis n siete eentimetros de hoja, esta muy angosta. «( « 

l|{ ,he haber r dado en el linar porque al día siguiente no o 

¿mtro más en sn-poder presn adeudo se le haya MAotmufa 
saeó la faja para fajar a Orelmtiu '\ < J«, teno • da al 
mv careado cu Isabel Oehon y de h, que da cítenla la Id.-en- 
■ . i de h Hif. vta.. dice: "... Que el enehdhto que el dreln- 
rante usaba en esa fecha, la del hecho era de tamaño eluco 
v de pura lata, que ni pefrar una puñalada se dobla todo i, qvi. 
r.m n fiche no lo llevaba m su po&er. 

Si bien es cierto que medió un tiempo largo entre una y 
otra diliíMU'ia (dos añas y diez meses) no e.s .líenos Cierto 
(me el misino es insuficiente para olvidar un detalle que inrht- 
dnblenicnte. era de suma importancia para m situación *n 
,abe duda algttna que. durante el tiempo de.de 
nido en Había Blafíea desde que se le reetbio indairiitoim plft- 
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ii pó su defensa (iiio un pudo sostener en detalles en el momento 
del eareo aludido. 

I'nra emir luir emi lo alegado por el reo, hemos de dedicar- 
nos al estudio de la prueba que oportunamente aportó en sn 
cansa y que eon.si.ste en: careo entre él e Isabel Oehou (fs. ltió 
vta,). declaración de esta última a fs. \m. ampliación de inda- 
gatoria de Cid fs. 171 y derbiraeinn de Pedro fíodoy de 
fs. 171 vta. 

Todas estas diligencias ningún resultado a sn favor arro- 
jan, si algo .saliente heñios de ¡motar t>s precisamente lo rpie 
-'11 nada le beneficia, Kfreti vamento en sil ampliación ya 
citada es'ptiea fjrie: "... Orel bino huí Sll m-lulln <>u h mano 
corrió a -losé Rain ¡res? . . " lu cpie significa suponer con todo 
derecho que aquél tendría segur¡imentr intcncimics nada san sis 
para eon Ramírez, Sin embarco tenemos prnhudo basta el 
cansancio epu- el lesionado resultó ser Orellano, que era el ipie 
e^rimfa el arma según Cid y Hainircz » perseguido V mida 
tuvn ijiii' ver mo \<>* beidxiv tal como To admite el mismo hi- 
ualpado. 

Kl informe médim de fs. 17;í vta. (pie es -I rebultado de 
un reconocimiento solicitado en sn prueba, tendiente a dejar 
establecido si existen señas en sn cabeza de los hachazos que 
dijo haber recibido ÓC ntvlhino, Kl mismo expresa "eertiri.-M 

une be examinado cu la fecha previo raspado del enero eabe- 
linde para mejor examen, lie comprobado que Fidel Cid o f'i- 

dffl presenta una cicatriz dü nvs ceutímrl los de longitud para- 
!'la a la línea ne-din íi ■ i i ■ pejltímetro de ella y a su izquienhi 
rpie nace donde enero rain-lindo sobre la frente v se ¿Hrige 
hacia ¡itrás y tiene mi aitelio de 3 mm También presenta dos 
«•¡caí rices m¡ís en bi región parietal cérea de línea media - v 

próxima a la región i ipital ííe :i ^utímetros de longitud 

cada una y dos mm, de ancho. Q) síon próximos y m- dirigen 

una de derecha a ¡¿órnenla y de adelante baria' atrás y la 
otra de izquierda a derecha y de ¡irnlui lumia abajo..." 

Qim SI loen en prinejpio i>tb) pffede sÍL r niftear UU altado 

de mi Ro.ste.nida en deseargój debe tenerse cu cuenta en primer 
lugar que di'-ln. facultativo un especifica ul siquiera el tiempo 
aproximado de las cicatrices que présenla, y. cu segundo lugar, 
ellas bien pueden ser también el producto de su i¡¡n agitada 
v iila ni margen de la ley. 

Ha ile destacarse además que JYdm Uodny al deponer a 
fs, manifiesta que al H' irar Cid la noche dr¡ hecho a pedir 
pilchas "... no lo noté nervioso ni preocupado. . . el mcuno 
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testigo anle el J ñapado 11 fs. 17.1 vta. dice (|iic "... no piulo 
ver si esta ha herido pues llepó con porra". 

Si las heridas que dice haber recibido <lt* Orel latín ipie » 
estar a su» dichos, debieron ser pravos, seguramente, cuanto 
(pie pretende (pie le sean reconocidas después de más de cuatro 
años. . . ¿e* posible que no le hubieran producido un estado do 
malestar como nata tuifl ta hubiera notado (índoy? Además. 
; pudo haber usado tan libremente, la porra sin mancharla vi- 
siblemente eou sangre en hipar tan profusamente irrigado? 

Finalmente, y para concluir con todo lo que se relaciona 
a su declaración. Kn autos no se ha producido el secuestro de 
arma nlpuiia, ni mocho menos la del hecho, y sin embargo Ore- 
llano fué muerto de una «herida cortante. Admitiendo que el 
desconocido heridnr la haya llevado consigo, por lo menos de- 
biera haber estado en el 1 turar, o muy eeivn. el cuchillo con que 
Ore lia no hirió a la Oeboa. el mismo con (pie corrió a Ramírez, 
id menos de que el autor huya dado muerte a Orellann luepo 
de haberle quitado el arma que empuñaba. Todas estas son con- 
jeturas ajustadas ni relato de Cid, pero (pie de ninguna forma 
caben dentro de las reglas de la sana lógica. 

Destruida así h débil y desliilvattatTfi defensa asumida por 
i-l procesado y aceptado en consecuencia det'htil ivameiile que 
no puede ser admitida bajo ningún punto de vista como vero- 
símil por las ra/unes apuntadas y lo que surge del resto de 
Iíh at-t nación es, veamos los testimonios de los testigos presen- 
ciales del suceso que. por estar en absoluta i «mlamjja en 

-us dielins, una simpU unciai-ióu de ellos es el mejor arpu- 

iin-nto que pueda ostentarse; 

-luán Oreíianp I víctima, fallecido); Isabel Oclioa (vícti- 
ma • : Orlelina Villaprán de Maraholtt (víctima), y José lía- 
mífez en sus respectivas declaraciones y ampliaciones, cuyas 
constancias obran cu auios. relaiau el hecho cu una misma y 
única forma, aun en ^os menores detalles, lo que 1 lógicamente 
hace no ya suponer, sino afirmar sobre la i^spbnifMibílidad de 
Fidel ( id o Cides como autor de los delitos ya mencionados. 

1.a visible paridad de dichas manif CstgftloilcS, disipa luda 
duda en euanlo a un posible acuerdo entro todos ellos, para 
deponer en contra del procesado, tesis c.>tn (pie cobra aún ma- 
yor consistencia en cnanto ha de tenerse en menta que se 
trata de pente que carece de loda instrucción ; que con posterio- 
ridad al hecho, y hasta el momeólo de comparecer ante la ins- 
trucción, no tuvieron el liempo suficiente, para el caso que 
hubieren resuelto cumplir ese propósilf). por lo menos con el 
test ipo líamírez. que enino se ha vi>fo se alejó del lupar medin 
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hora después de lo ocurrido, v t finalmente, pon (tic la mujer 
Octltoa herida de gravedad Du h» estado seguramente con el 

estado de ánimo sulieient uno pura acordar con Ramírez. 

en la media hura citada, una posterior defensa en beneficio 
lie OrHInno cuya inerte por ntra parte nada subía olla en 
ese momento. 

En lo referente a cata prueba testimonial el suscripto en 
cuya virtud de la facultad que le confiera el ¡n i. .'10Ó del Cúd. 
de Proc. Criminal rpi'e puede apreciarla seijún las ir ir las de bi 
Mina crítica para establecer *u Tuerza probatoria, y. en mérito 
a tas consideraciones precedentes estima qne deben tenerse 
cómo plena prueba a tenor de |o dispuesto por los arts. 30(> 
y 'í07 del sitado ordenamiento legal quedando así establecida 
la culpabilidad del prevenido por lodo I" expuesto y demás 
constancias ib* autos, tal como lo prevén los arts. MT>7 y 358 
del e/aligo citado, 

Kl hecha de ser la Villn<rr¡in concubina del inculpado eo- 
imt asimismo la Ocboa de Orcihmo. no suponen a juicio del 
suscripto que puedan tener ínteres en la causa y por lo tanto 
no se encuentra bi situación de ambas comprendida dentro de 
la inhibición enumerarla por el art. 270 ine. H' del Cúd. de 
fíroe. Criminal. 

Kn caso de la primera nombrada, por ejemplo, habién- 
dose establecido que viví» en eoncnbinato eon el procesado 
de-de hacía 10 año»., emi ijiiH U se llevaba bien, lo más lógico 
sertaj, suponer ipie su sil nación se debiera haber i ue i i nado a 
bregar | »■ .i- so inocencia. 1" (pie no lia acontecido y por el con- 
trario mi testimonio coi rde en un todo con el resto de la 

prueba acumulada tío lineen sino aportar una evidencia má* 
conducente a proba r la responsabilidad delictual del aludido. 

Por otra parte, es de hacer notar (pie no existe «u autos 
la rectificación de la declaración a que alude el señor Defensor 
en -.o dictamen de fs, ISA atinente a OrlVIEua Villuwrán de 
Marabolit, pues ante el Jitógado a fs. Vil. .se ratifica amplia- 
mente de lodo t-i ya declarad". 

Como bien lo hace notar el señor Procurador Fiscal en su 
requisitoria de K 1 l."t y siguiente*. <>] cuerpo ild delito ha que- 
dado acreditado, ifáti la .""tuarión del escribiente (Jumas quien 
en compañía del Facultativo Dr. Nebbia comprobaron la exis- 
' tenida de las heridas sufridas por Orel bino, como así las decla- 
raciones de la víclima. informes médicas agregados en autos, y 
partida de defunción. 

Kl perito médico ipte reconoció a (►rellano cuyo informe se 
airn-ira ¡i fs. Ó!I. dice: "... Kl lesionado Juan Otellailo pre- 
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sentaba cumulo fué examinado por el firmante. . - una evisce- 
vaeión tic órganos abdnmittatés a travos (k una herida de la 
pared del abdomen. Mezclados con la* ropas del herido, reían- 
se it na masa de ansas intestinales, de una longitud, de gTÓSO 
modo, de dos metros dilatados y con signos de asfocelo; además 
y con ¡-rúales sismos veíanle ol mesen ferio eorrespon diente a 
esas ansas. Interrogado el herido manifestó que había sido 
herido de una puñalada... el firmado concluyó por reconocer 
une era inútil toda tcnfátívs de envíárh. a un centro quirúrgi- 
co a fin de ser Ojjératfo, pnes hm lesione» de las ansas encefá- 
licas v del mesénterio de las mismas a causa del tiempo trans- 
currido, trece a catorce horas, nsí como el verdadero ostran- 
gtiianiicnto qiie ejercían los labios de la herida sobre las partes 
de lo* orgáiiós ou la atravesaban, quitaban toda esperanza de 
curación... Rra herida cortante de arma blanca, cuchillo, si- 
tuada en la región umbilical del ábdoníén y hacia la izquierda 
de ht línea meilia. su dirección era de arriba Inicia abajo y de 
izquierda a derecha: tenía sólo seis centímetros de longitud e 
interesaba en pi-ofundídad, pie!; tejido álülar, ^íbciitanéo, apo- 
neurosis de la carn anterior del uiimWuln recto izquierdo del 
abdomen, minúsculo izquiadu aponen rosis do ta cura posterior 
del minúsculn v peritoneo parietal. Examinado el resto del 
cadáver no bailabas-* ni ra lesión. Ks .vidente que la cansí de 

lñ muerte fue Iti herida anles desoripta ; pero el fin te hace 

KOUStar no sóii forzosamtntr moríate*, si fas leswncg q»e prc- 
sÉiite&fffí haritlm ¡""'I' " «ir atendida* en Váz pru&rai 
hora* y en un Mfivjcfa qniríirgien bien moiitarto, un grlin por- 
eentaje de ellos pueden Heirar n la curación". 

Esto razonamiento bien fundado por cierto. "» eidiné de 
responsabilidad al prevenido como autor del delito tic anmici- 
dio puesto que en el picante caso, eomp en su gran mayoría, 
difíeilmente la víctima puede ser titendíila con la premnr. 
necesarín miicíio más cuando un n1to porcentaje de ellos se 
suceden en limares apartados de hi población como el presente. 
lp que de nintíima manera puede ser motivo para quien, cobar- 
demente, v por insitrnifieanles motivos hiere de gravedad ¡i Uii 
semejante, puedo desl^ar^e de -u responsabilidad por el sólo 
hecho de no tener el occiso la asistencia medien necesaria en el 
mismo instante. En esa forma y con acertado criterio lo sos- 
tiene el Sr. Procurador Fiscal en su requisitoria cuando dice : 
"... lleva a la conclusión lógica, de que no pndicnd» preme- 
ditar tales circunstancias, osns heridas son murtales, como pue- 
de inferirse de los efectos que el médico detalla, constatados 
en el cadáver. . , " 
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Lo esencial del eaao, en cuanto leñemos que referirnos n 
dicho informe, os que el mismo facultativo os conel oyente al 
afirmar (pie "... la causa de la muerte os la herida autos dos- 
rrijita. . . " y ello os de sobra suficiente para que la respousa- 
bilidad deUetüaJ de Cid o Sidos quede eñetiádradá dentro de 
lu disposición lo-ral dot nrt. 7^1 del Cód. Penal, en osa parto del 
hH'ho. muoho más cimillo <pio el do-oso dé Orollam» so produjo 
escasamente a un día do diferencia del hecho —pues como so lia 
declarado en un caso reeíeute en excelente resumen aunque 
la lesión inferida al occiso im hiera necesariamente murtal P»r 
sí sola eotreSponde re«iion^UUíííar al autor de ella como ineurso 

en el delito dé iKHiiicirlío simple si puede establ ■■■ " <[I10: 

existió relación de causalidad entre la lesión y el fallecimiento } 
la lesión fm* idónea y afiélente para producir la inuérte y fie' 
candiel ¡i? sito «¡mt mn de la iuÍmiui. l>iari<> de 4unsprndeinda 
Argentina, "Jü de tfíbrtl tíe U)48 Eii igual sentido <¡n\¿.tn;/ 
Kot;itA t 3- 13 j Moiuíno. :t, 324: Soler, 1. &i OtmtmK I " Kd- 
pag. !'4 y sigtiientes; cóm;/.. II. 1:1. Caro; Féd. BaUífl Rlatiea 
fi\ La Ley, !>, 127, efe 

El informé médica de fs. 77, referente a la. lesiones que 

presenta Isthe! Oeima* expresa: "... la qtte |W?eserital el 

momento., mía herida cortante en la cara Irtelo izquierde en 
forma horizontal «[tu- abárea toda esto costado, otra herida 
cortante en la región epigástri'iíti, otra punzo corlante en la 
rcgioii dorsal dei-eeha y "¡ni a la altura de la cadera herkíife 
de carácter leve, prodiiei(bv¡ i-on un ii^trune-nii ■tanto, «-li- 
mo Ib puedi? ser un eucíiiíiní son enrabies en din- sin dejar 
defectos físíeos a excepción de la herida líe hi cara •("" dejara 
desfigiiraeioíi eq el r*w*trn. ..." 

Kf precedente informe .sobre el recónoeiiuíeuto de la lesión 
pr^Séiifaiia por íírféííltti V'iljagrán de Miirabnlil oí que expresa: 
•«.i presentaba cuando Fué examinada una única lesión 

Tratase de Una herid; rían ti i perdida 'I- -nM; ¡a. >i- 

fHíuhi fii Cl dedo medio de \» mano izqiiicrdli y a la altura de 

la articulación de falaitgiva y mi lu cara radial del dedo. 

Es de t'-rma ovoidea; sil ojo mayor «pie coincide con ol eje 

loiijritudmal < I -■ - 1 dedo, mide o qtímctrti y, en mi parte más 

ancha alcanza a *ci> milímetros lí;' «»do causada por Un w> 
truniento cortante y tardari^en curar Satvo Kq.pipHe8«Íífl«««» 1111 
lapso tío ttciíipO de veinte día*. 

]*i r todo lo expuesto corresponde njantpner la califk'acion 
efeefnadu en •*! auto de prisión preventiva de IV. Ilí». que coíi- 
sidéra a Fidel Cid. Sid o Sides, o tiregorio Alan-ón. aiitor. res- 
rHinsabie de los delito« do litimíeidio. lesiones grav-es y lesir.m- 
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leves (Arts. 79. !KI y Mi» < U*l t'i'i>t. IVnal.i, y \mt ende aceptar 
los términos de la acusación fiscal como así lo rtatsidcra y 
recliozar por ¡iüpfOfí í tk , nP' ¡a defensa en cuanto solicita la abso- 
lución líe culpa y earjro del nombrado. 

l'ii ra gniíluaV la pera si imponerse, tengtó en cuenta los 
antecedentes que registra el imputado y que dan cuenta las 
planillas de t's. 137 y ISS, consistentes en dos condenas por el 
delito de lesiones. características del heelio, 1¡: calidad de los 
damnificados, medio anioícnte en 'pie vive, y demás eircunstau- 
CÍas a qué *e refieren loa arts. 40 y 41 del Código penal. 

I'in- iodo clin, disposiciones legales citadas y oídos que fue- 
ron el Fiscal y Defensor, juzgando en definitiva» 

Pallo: ¡Condenando a Fidel *'id. Sid, o Sídcs o Qvep^tip 
Aljji-í-nii, eoiidicimies nt-supra a sufrir la peini de veinlnm año*. 
i!c prisión, como autor responsable de les delitos de homicidio, 
lesiones L't'avi's y lesiones leves. - - 0$ettir A*. f$?mttf¿ft Peifa. 



Sí:nti;no.\ ni: L'A iáuaiía PÉnatAL 

JCm la ciudad de Bahía lllnm-a a Jos 1 días de julio del 
año l!>4!), reunidos lus vocales de lu Exorna. cámara Federal 
de Apelación para conocer del recurso interpuesto sobre la 
sentencia corriente a JV 17i¡ y reáiiltandb del sorteó practicado 
oportunamente el si un i inte orden de votación ; Dres. Ernesto 
SnunuiMlle, líejijainín de la \V«ra y r.'sar O. Loiiir ; es!e últi- 
mu por varante de la vocal ía Sr, Luis (Íoti?,álrz Wnrcalde y 
hallándose impedido el Sr, Proeiri'&dófc ÍPÍSéái en razón de sus 
funciones y cem licencia el Sr. Juez Pederá! de sección, se 

planteó la siguiente eiie>lióii: 

; Ks justa la sentencia apelada? 
El l>r. Sounonille dijo: 

La imputación cié la víctima •loan O rellano, antes de su 
deceso, atribuyendo al procesado Fidel Sides haberle inferido 
la eucbillada en el vientre que Efe ocasionó la muerte, está 
|i robada plenamente, no obstante que el hecho tnismo — no 
así sus circunstancias inmedia lamen te, antecedentes y subid - 
finiente fué presenciado por persona alguna — . La sentencia 
transcribe detalladamente las declaraciones de Isabel Oehna, 
Oríel i na Vilhijirán de Manibolit y José Ramírez, las cuales 
no dejan duda alguna acerca de ser Sides el autor del hecho, 
oyendo los* tres testigos la frase proferida por éste, antes de 
al «car e inferir lesiones u la Olma "por causa taya he he- 
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rtilit u I Qtfó" confesión inmediata y paladina de la acción 
cometida, la que por otra parte, tic no existir, era innece- 
saria, pues el tenor di- la discusión en que se habían tra- 
barlo, limbos ebrios. Oréjtano y Sides, la aparición de éste 
con cuchillo en mano, el encuentro inmediato de Orellano 
herido. la excitación del procesado y su fuga inmedintn. cons- 
tituyen cuadro suficient" de hechos cnimeidos, ■ | u h conduci- 
rínn a igual convicción y a desec har Eás afirmaciones y ft&úé- 
tractones contenidas cu la deposición del Hombrado Sides. 
actor por otra parte, de otros delitos de sangre por los que 
hit' anteriormente condenado en du> -ocasiones, demostrativo 
dé su proclividad hacia la violencia. Las considenicioncs de] 
a*(¡un respecto a 1¡i puuilulidad del encausado eorao homicida 
se ajustan a hi doctrina letra I. puesto que el actor de Una 
acción ttblo^a es responsable de todas las consecuencias cir- 
cunstanciales previsibles, como ser la agravación de bis can- 
sí eiieneias de una legión de por sí grave y peligrosa para la 
vida. |ior falta de" asistencia medien oportuna, episodio prc- 
paríalo por Fa distancia, b» falta de medios para demandar 
pronto socoírrií, bi incapacidad de dos mujeres desamparadas 
para proceder i-mi proniituil y la indiferencia del único hom- 
bre! 'pie quedaba en el lugar, fontótero y pasante ocasional, 
no menor, por otra parte, «pie la del propio Sides ¡d simular 
que iba a preseritars^ a la autoridad, sustraer la bicicleta fie 
la victima para ausentarse y desparecer en fuga sin preocu- 
parse por la suerte de So- lesionados. La falta de un rápido 
auxilio por lo> demits, no reúne las condiciones legales \ floo 
lirituirias il- bi e-iMcHiisn. id es equiparable de esta, suponiendo 
que la ley la admitiera en calidad de eximente del homicidio. 
Kti ]n tocante a la* lesiones. In acción pena! se encuentra 
preseripta, conforme a lo «.obtenido por el Tribuna) en casos 
anulcgfis respecto a la prescripción particular y separada de 
i>ada delito; Kl hecho subsiguiente encuadra en el art. 7 n de] 
( ''"d. Penal, pero desapareciendo «d ncorsO de otros Ta pena 

debe *er reducida, siempre de ai-UCI'do e<*U los elemento* de 

individualización qn Baía <d tallo recurrido iw di". « pi- 
no q lébe fijarse dicha pena en catorce años de prisión y 

ci stfis. 

Kl D*\ de la Vc.'ü adhiere ai voto del Dr. Sourrouilfc. 

K! lo* boitg dijo: , 

Qüe la eomisióii del delito de homicidio en ta persona 
ile Juan oreliau". lesiones {graves a Isabel Qchoa y lesiones 
leves a Orfelina ^Üíagran de Marabolit, respectivamente. 
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■pie se atrillare «I procesado Fidel Sides, istít plenamente 
comprobada eon la declaración ríe la víctima Juan Ore- 
INmk». de fs. :í; Uc Isabel Oehoa, de fs. 4: TAi 125 v careo 
de l's j|g ti(J; de OrMina Vilhigrán de MnrulHilii. tic* IV. 11 l:t 
y 124; José liamíre/.. de Fs. 14 a 1t¡: informes de fs, 4: 50 i¡U: 
$t, 77: partida dé defunción dé fs. so. Que consta en 

autos. i|iit" el jm esado. el día del becbn, 24 de mayo de ÜM2. 

luego de cenar con Ion nombrados, tuvo un incidente eon Ore- 
I liiíio y sacando íifj cuchillo le aplicó mía puñalada en id 
rientré. en cuyas circunstancia* éste sé dirigió" a unos montes 
eereanuH penando por Sides. lujantes después Sides, in- 
timido inicvjj nir-j]f «> < ■ ii el interior de 9a ramada-rocina, infirió 
uü tajo en la cara y tres puntazos en et vientre a Isabel 
Ochoa, concubina dé (hvllano y de inmediato se iliú a la fuga. 

apoderándose de ta bicicleta que su primara víctima Orel laño 
lialu'a dejado allí. hiriendo ni i al cin-nuMane ¡a. a su propia 
eonpTibilifl Orfelihti VillaL-rán ile Manihotit. <pu- intentaba 
impedirle l;i fu«a. Tal l;i forma i'ii que lian ocurrido bis 
hechos de acuerdo a las constancias de autos. ipie lo señalan 
a Sides como autor di* los hechos referidos» debiendo descar- 
tarle fu absoluto <-l dicho de! procesado eórrieute a fs. 117 
11!' pnr inconsistente e inverosímil y un estar corroborado 
(••ir iiinííima otra constancia de ¡nim-. <¿iie ii:iialinei>te enlista 
én .míos, ipte tanto orcllano. eotho Sides y el testigo Ramírez, 
ebrias eii el instante de ta comisión del delito por parte ib*l 
procesado Sides. ile.-Iara.-inn de la víctima de fs. :t ("ambos 
se encontraban un pin*» bebidos*'), Isabel OcllOH a. 4 ("Si- 
des que se t-m-nittraba aljín alcoholizado" l, Ofelia Vil latirán 
de Maraliiibt fs 11 bl ("Ambos ya en estado de ebriedad") 
y José ííamíre/ fs, TI H> t^qwe también et declarante estaba 
algo ebrio y bastante ©rellano, mientras tpie Sid <i Sides es- 
taba rct-idar"). (Jue a Ion antecedentes que se dejan enume- 
rados debe agregarse la consideración de que no existe en 
autos indicio alguno que pueda hacer surgir la idea de ipte 

Bidés, nf cometer los delitos ipie se le imputan, baya obrado 
<-í>h premeditación, sino (|Ue han sido te! resultado direetn e 
inmediato tle una discusión circunstancial, agravada por et 
esceso de bebida. Que aun cuando im pueda est i mar^e Contó 
una ein-iiu.si aínda eximente la ebriedad parcial de Sides. de- 
be sin embargo, ser considerada como un atenuante al fira- 
ituar ta pena correspondiente al procesado eon el criterio de 
une informan los art.s. 4(i y 41 del Cwt Penal. Que. cono lo 
sostiene él Sr. Pisca! de Cámara. ;i Es. 2Ó4. se ha operado la 
prescripción: de la a« vión iiemil por los del ¡tus de lesiones gra- 
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ves y leves cometida* por el procesado Sides en perjuicio de 
habel Oi-Ikpji y ftrlVIina Viljagráu dé Marabolit. i¿m> cu éon- 
secuencia y atonto la prescripción operada, el delito coniettilb 
por Nides, es el de homicidio previsto y peniid» por o] ¡irt. 79 
del Cód, Penal. Que ;ior estos fnndnmcntos, computo romo 
ajinan uto los procesos a <juc aluden las plaiulíaS de fs. 137 
y 1:¡S y atenuante Ja ebriedad parcial Fnr ello opino f[UO debe 

reformarse ta sentencia «¡triada, aplicando ni procesado Fidel 

Kide.s la pena de M años di* prisión, cort costas. 

Con 1" cjite terminé el acto quedando acordada la siguiente 
sentencia : 

V vistos; por !o oite resulta de la présenle votación, se 
¿cnerda : Iíel'(>nnar l¡i sentencia do t's. 17(i. condenánt'isr a Fidel 
Sidos o catorce añoade prisión, — Ernesto Smtrrwiíte, — Bt m- 
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Buanop Aires, 17 dé ¡ilnit, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos las untos "Sid o t'iil o 8íilcs Fidel s.j homi- 
cidio, lesiones graves y lesiones'*, en los que se han 
roneodnlo ii fs. 'IV) los u nirlos ordinarios de apelación 
irrlerpuestns por el señor Procurador Fiscal y él señor 
I (ofensor i Mieiul, ' 

( ¡onsiílevando : 

(¿tic las senleiieius de fs. 17(i y fs. 20(i examinan 
mu acierto la p vuelta agregada a los autos y que legal- 
mente acredita el delito de homicidio perpetrado por 
el acusado Fidel Sidos o Sid o Cid o Gregorio Alareón 
en la persona de Juan O rellano (fs, 50 a 61 y 80), y en 
las circunstancias de lugar, tiempo y modo que los refe- 
ridos pronunciamientos relatan con precisión, ajustán- 
dose a las enlista acias del proceso. 
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(¿no la calificación legal iladn ni delito por la sen- 
tencia recurrida <juc lo encuadra en el art. 79 del Cód. 
Penal, es la procedente, pero la pena debe sor elevada, 
en la medida solicitada por el Sr. Procurador General, 
teniendo en cuenta la naturaleza y modalidades del 
Ueehn, la ausencia de motivos determinnntes dfel acto, 
la fuga posterior del acusado, asi" como las condenas 
nat moros qué registra por delitos contra las personas 
(fs, 20), el i'stado ih> ligera ebriedad en grite el roo se 
hallaba en el momento do cometer el hecho, todo ello t 
con forme ¡i las normns de los arts. 40 v 41 del ( Vid. 
Penal. 

§m <"ii respecto a In prescripción de la acción pe- 
nal corres pondictj te a los delitos tic lesiones graves a 
Isabel Oehon, leves a Orfelina Villagrán de Marabolit, 
corresponde confirmar la referida sentencia en la parte 
qne así lo decide, coincidiendo con lo dictaminado, acer- 
ca de ese extremo, por el señor Procurador General 
(fs. 214) atento que los hechos referidos aparecen con- 
sumados el 24 de mayo do 1942 y desde entonces lia 
transcurrido con exceso el termino (¡ue fijan los arts. 
6Sj¡ inc. 2, y 6S*, del Cód. Penal, en orden a lo establecido 
en loa arts. 89 y 90 del mismo, sin que haya mediado 
interrupción con arreglo al art. 67 —(arts. 44."., inc 8', 
y 454 del ( ód. Proe. Criminales) — . 

Por ello, se confirma la sentencia de fs. 20(¡, en 
cuanto declara operada ia prescripción de la acción 
penal en esta causa respecto de Fidel Sidos por los deli- 
tos do lesiones graves a Isabel Ocboa y leves a Orfelina 
Vil labran de Marabolit, sobreseyéndose def¡ ni ti va men- 
te conforme al art. 454 del Cód, Proe. Criminales. Se la 
confirma, asimismo, en cuanto condena al nombrado 
Kidel Sidcs o Cid o Sid o Gregorio Alnroóu, por homici- 
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dio, reformándola respecto de la pena que se fija en 
veinte años de prisión, accesorias de ley y las costas del 
juicio. 

Lrjs R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atujo Pkssauxo. 



BAHIA BENITEZ DE DoMINÍil EZ 

tlOmÜWlO: 11» m u i'tin aiUf ¡caih». 

Corresponde «¡difii-ar wnm* limnieidm inmetid ni ale 

. r>sía. auminc no se» pnsihle aplicar la pena cnri-espon- 
diente poi no mediar recurso del Procurador Fiscal, ni 
consumado por quien 06 muerte a su amante fftediante 
varios disparos de revólver efectuados fría y síjíilosameii- 
te y sin riesgo contra la víctima mientras ésttt dormía 
y después do haber reflexionado serenamente a reten del 
plan ideado; todo lo cual y la falta de circunstancias que 
nafran excusable la neciún elimina la posibilidad de qué 
mediare emoción violenta. 



VALLO W LA t'DiíTK SITHEMA 

Humos Aiics 17 d^ iiliril, Año del Libertador General 
Sun Mari iii, 1050. 

Vislos los autos: "Boiiítez de Domínguez María s.í 
linmictdin'*, en los r|ue se }tn concedido ti fs. 1128 el re- 
curso ordinario di- apelación. 
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Considerando: 

Qne la confesión de la acusada Alaría Bou í tez de 
Domínguez (fs. líí, 110 y 48) corroborada por los elé- 
mentos de convicción ijac ln sentencia de fs. 109 enumera, 
acredita legalmente y conforme a los arts. lílo*. 321, 
."{.jT y 35S del (V«l i «o de Procedimientos en lo Criminal, 
que el día !.» de marzo de 1943, siendo ja hora 4 aproxi- 
madamente,; en Basa i 1, Territorio del Chaco, la nomina- 
da dio muerte, a tiros de revólver, a sn amante Segismun- 
do Buiz Díaz O's. -Í8), aprovechando que éste dormía en 
la misma cania en que momentos antes había tenido eoíi- 
láétq i-a mal con ta Bení te/., quien se prestó a ello y 
simuló entregarse también al reposo para inspirarle 
confianza y poder vendarse en la forma que lo hizo, 
del projMjsito que el occiso le anunciara de poner tér- 
mino a las relaciones íntimas que eon ella mantenía y 
contraer matrimonio con otra persona. 

Tres, de los cinco disparos que la acusada confiesa 
líate efectuado (fs. 1$') y que el certificado de fs. -Ti 
confirma, han penetrado por la espalda de la víctima, 
como lo demuestra la peritación médica de fs. 8 y íí. 

Las circunstancias que so dejan puntualizadas y 
las propias manifestaciones de la acusada que se refie- 
ren a Ta simulación ya aludida, a la posición de la víe- 
lima en la cama, dándole la espalda facilitándolo así su 
temeraria acción, las reflexiones a que se entregara y el 
propósito de venganza a que arribó, el plan qne conci- 
biera para realizarlo, la forma sigilosa y el mayor cui- 
dado que pusiera para no ser advertida en los movi- 
mientos que debía realizar para tomar el revólver que 
se hallaba debajo tic la almohada y el uso de la linterna 
para hacer su primer disparo, en forma certera, des- 
cartan todo índice qne autorice a considerar la posibi- 
lidad de la emoción violenta invocada por la defensa. 
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No concurren circunstancias 0.11c Unirán eNciisnUlc 
la acción, ladn vez que la procesada es mujer reparada 
del marido de común acuerdo (i's. ÍÍ7) precisamente por 
haíber sido sorprendida en relaciones sexuales con In 
víctima, cu el propio domicilio conyugo] ; que no vivía 
con jptÍH¡ Díaz, y que hruorulia la decisión de su amante 
de contraer matrimonio, poniendo término a sus ¡riv- 
uulnrcs relaciones como nnto> lo tiiciera ella con las 
legítimas. Toilo cía t|i- pública notoriedad se¿nin m ex- 
presan los testigos de l/s. *7, 88, KM, S!í vta., í)0. M y 92; 
'I.' siiet'té míe <1 pretendido raptos emocional no se ad- 
mire tampoco en la serenidad del plan ideado y en el 
recuerda prolijo de todas las ci rciinst¡iuei¡is anteriores, 
simultaneáis y ponterioféa al liecho. 

Por el contrario, jtodo revela iuequíyocn y legalttien- 
ie ta conducta alevosa do In imputada, al disparar ivpe- 
I id;¡ nn'iiti' y sin riesgo, contra Ja víctima inerme, dormi- 
da s do espálela, luego ilo íiaioer ret'iexionado üéerctl jjel 
actn (¡mí se disponía a realizar y <pic llevó a calió ¿ígj, 
\< -ámenle, como ]o dice. 

La calificación legal di- ese Ueebo es ia de liomicidio 
ejeiutadn pon ah vosín (leí arf. Si), inc. 2»; ele) Código Pe- 
nal, y en consecuencia la pena debió ser la qué Tija el 
inianio precepto, pero no mediando recurso en tal sen- 
tido, loda VeiSípie el señor Fiscal de Cámara, lia consen- 
tido lis. 124 vta.) el pronunciamiento míe impone a la 
acusada doce años de prisión por homicidio simple del 
ai i. 7!' del Código citado y mte el señor Procurador Ge- 
neral lia solicitada a ts. 14.'1 se confirme, esta Corte 
Suprema no p le modifica r|n en per.juieio do la con- 
denada. 

Por cito y con la salvedad que se señala, se confir- 
ma la sentencia apelada tic ts. Il'H. en cnanto condona a 
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María Béníteas dé Donúngvioz, por homicidio, a ln pona 
de «l(K'o años de prisión, accesorias de ley y rostas 
del juicio. 

LytS R. LoNOJII — Ropolfo U. 
Valhxzitela — Tomás l). 
Casares — Felipe Santjauo 

PÉREZ — AtILIO PeSSAONO. 



VACIOX AHOENT1NA v. FRANCISCA P A 11 A NO l>K 
VICINo Y HEREDEROS DE HORACIO VICINO 

fíKCritSO Q#Mm#lO ÜK M'KLACIOS: tercera imtáncia. Jui- 
cio* #« fftw i» Xnt ifUi rs parte, 

Habiendo aceptado el procurador tWiil ritiera! (pie se 
fije eoinQ precio por la ej^ropiiieiñit la xufim estnblcei- 
,1a por el Tribnmil ile Tasaciones y iu> excediendo 4c 
$ r,.iHM). la diferencia entre ella y la determinada en la 

setítcaei» de hw apela — < pr^indeneía de las conde- 

niiciiHU's aiee*i>rins— debe tlei- turarse improcedente el re- 
curso ordinario de apelación para ante la Curtí- Suprema, 
prevista en el nrt. :i. Iiíc. 2\ de ln ley 40Ó5. 



Dictamen DEL PiairritAtiott (Íenkieai. 

Suprema Corle : 

Por Ins razones expresadas al dictaminar ln W 
'■Cnballoro Libia Kmilia Piprnt» Vdá, de y otros v. Ad- 
ministración (¡enera! <% los Y\ rrocnrriles del Kslndo 
s. in.lemniziieiÓn de dáftOs y perjuicios", y qtíe en ho- 
motm.je n la brevedad doy por reproducidas considero 
cjue, il» 1 acuerdo con el artículo ¡F, inciso 2* de la ley 
4.055, el recurso ordinario de apelación intci puesto ha 
sido mal i le aerado, y 'pie corresponde luí ce r Inorar n la 
presentí 'pn-ja. Buenos Aires, febrero íí de j^M¡$ Año (lól 
ybertadríi' (¡enera! San Martín. - Carina (¡, Delfín». 
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FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

BueriOH Aires. 17 do abril, Ano clel Libertador General 
Su ii Martín, 1050, 

Victos los autos "liccnrso de hecho deducido por el 
Procurador Fiscal de la Cámara Federal de Apelación 
de liosa rio en la causa Gobierno de la Xa r ion e.¡ Vicino, 

tóca Para no le y borederos de 1 [o vacio Vieino", 

para decidir sobre su procedencia. 

V considerando: 

Que él Fiscal de la Cámara Federal de Rosario, 
refiridudosc a la apelación deducida por el Procurador 
Fiscul contra l-i sentencia de primera instancia, expresó 
-a fs. liM-- . jin - t i recurso se dedujo "por cuanto el 
fallo del inferior fija como precio y por toda indemni- 
zación,, una suma mayor que la eslimada por el Tribu- 
nal de Ta liciones en el acuerdo a que hace mérito el 
acta de fs. ¿S". 

i l >ii.- en eas acta el referido Tribunal de Tasaciones 
valuó fa propiedad expropiada en la suma total do 
Uifn, LS.7."í4,s;! y en por esa ra /mi que el mismo Fiscal de 
(amara expresa, en su ya citado memorial de fs. V2ii 
-fs. Í2?, in fim ser la referida cantidad de m£n. 
JS.7; } 4.s:! iquélla a que pide se rednzea por la Cámara 
Federal de Rosario, ta condena de lo que, por toda in- 
demnización "di Oh» pagar a los expropiados el Gobierno 
Xaeional ". 

. Qne Ja sentencia de la Cámara Federal de Rosario 
de fs. 1*J!' ñon firma la de primera instancia de fs. 110 
en Ki que hace al monto de las condenaciones que con- 
tiene. ICn definitiva el monto de la indemnización fijada 
es así de tn£n. .TU H K), con intereses y costas. 
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(¡ue por último, con nr reglo a la jurisprudencia de 
esta Corte "para la procedencia del recurso ordinario 
se requiere que la suma disputada exceda de los m$n. 
5.000, entendiéndose al efecto por suma disputada, aqué- 
lla en que so pretende se modifique la sentencia recu- 
rrida*' a lo que lia de agregarse que no se computan a 
eso fin las condenaciones accesorias como intereses y 
eoalas —Fallón : 214, 599 y los allí citados— 

Que toda vez que el único apelante es el Ministerio 
Fiscal y que la diferencia entre ni$n 33.000 y 28.754,83 
es inferior a mln; 5.000, el recurso ordinario lia sido 
denegado cor recta mente a fs. 132. 

F.n su mérito se desestima la precedente queja. 

Lvis R. Loxghi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 

PÉRE35 ATILIO PeSSAGNO. 



RICAKDO BAIiBIN 

RECUJtSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes, Subsisteticia 

de Iok requisitos. 

Habiéndose dcclarndo incompetente para continuar en- 
tendiendo en la causa el juez federal respecto de euya in- 
leí-vención w> ha interpuesto, nnte la respectiva efimnra, 
el recurso de liábcas eorpus, fundado en las inmunidades 
parlamentarias del procesado, resulta evidente que ha 
desaparecido la causal que di ó oriíjon a las actuaciones, 
por ¡o que cualquier resolución de la Corte Suprema im- 
portaría un pronunciamiento abstracto que le esta expre- 
samente vedado. 



4o1 FALLOS DE L.\ i'OBTE SÜPKfcMA 

JiKrtfíSO EX TU A t) HIíj y.i I{¡(); Rcymitos pnpioé. Cvstión 
drrah eWMlfotiés ffttrmh» */>..,,/,,. ruterprrhicttm f h- í„ s fr,, PM t tút . 
rales, fotm frdrrale* tfa vnttkttr firacesal. 

La ••itoKtión referente a \n competencia dé muí cámara 
federal es ilt- índole procesal y ajena a la jurisdicción 
extrjmn linaria «le la forte» Suprema, 

XENTENriA m: la Camama Federal 



ha Pinta, marzo 27 de) Año del Ubertadpr 
General Han Martín. 195Q; 



V vistas: 



Los de estas aeturtéiones; P. 4(i7:l caratuladas: ■• Frondíx- 
?i Arturo y Mercader Amílear A." deducen recurso de A4itar* 
«or#Ks n íavor del l>r, Ricardo nalhín". 

Considerando.- 

(¿un. wínin resulta de los propios términos del .-sólito d<> 
r», ? y síítcs.. lo| Sivs, L,-t rudos Dres. Amílcar A. Mmader 
y Arturo Frondia», interponen, originariamente ante este 
rnfaninl. n-.-urs., de A «freos cwpm en favor ■].- s„ defendido 
ur. lücarctn nailon fntidarido «'1 mismo en la .-irritnstam-iH 
de m ,,(1 este se encuentra actualmente detenido por urden del 
mMm Federal de s im íncolas, y que tal deteneíon, a miem 
(« l"s i urn>ut<-s, M'riíj ilegal. 

Qm\ ante lodo, i-abe establecer que h Tribunal eareee 
de .inriMtu-.-r.Vn originarla piten etinoeer en ."L pttes tratando 
*R de un Tribunal de 2» instancia, mis ntriburioims .strtu li- 
mitadas a las ,,ue le otorga la ley uut. 17 y cone. de la lev 
IOS»}, riivnnv..|iptns a entender en las recursos di* alzada 
■■nutra las resoluciones de los jueces de 1" ¡nsianeia, v en los 

■ hre.Mos de beeho por denegación o retardo de justicia t 

l"s do revirón, todos ello* .-numerados taxativa v expresa* 
mejite en ta» leyes, 

Que, tal enuiueraetón, no <-s susceptible de ser ampliada 

> !l '!'"* l>) loeitriiento d.> un asunto extraño a la órbita de 

S M, facultades, llevaría en -3 la satirión de una absoluta 
nulidad por carecer de jurisdicción, ti s un elemento escu- 
eta! para li validéis de loa pronuneiamientoH judiciales 

qm, l*»fo él arr. 29, ultim.» párrafo, de 'ta Coiistitu-íó., 
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Xiji-timitl. como el fUT y c6hcoifdajit«s .Ir-I rú,|. ,u- Prooeds. 
(Y i ni i n a fes establoi-oti <pie el reenrsn de ftóheas c^ppm debe 
interponerse anta tu uiitoriduil judicial competente qué lo 
muí tai jueces do 1" instiineia, (urt. (¡K <ód. ,1.- f^ro^Is.) o 
Corte Suprema tli- Justina tic la Xación en el caso del urt. 20 
tic la ley 4S, habiendo ésta interpretado ipie tal eonoc ¡miento 
está limitado q los casos en qne rila. pm- mandato de la Cüm- 
tit lición Xteeionul. entiende origináriaiaé|Lte por rtmtn do his 
pCí^Wa», mundo so tirata di' asuntos eoiicornientis a eraba 
jadoroí*. ministros o cónsules extraujems < sin . 101, (\ N. de 
lilaila y íl(i C. X. vií-onto v primero lev — C. S. Fallos- 
32,120; 14.375; 52. 272). 

Tal principio tiene on In ley la sida excepción que con- 
sagra el art. fi2:i tlol Cód. do Fjftwcflt, on lo Criminal que fa- 
cllltá, tanto a un tribunal oomo a un juez, a oxpodir aun dé 
ofició, auto do hábeas tarpus ruando alguna persona o.s man- 
tenida on custodín, detención « confinamiento por funciona- 
rio p inferior inliiiinislrntívo do su dependencia y (pie esté 
i-ii riejgo do sor transportada o sufrir un perjuicio irrepara- 
ble. Tal íaonltad no rige, cuando, oomo en ol caso de ñutos, 
la orden do detención resalta haberse dudo por un juez, pues 
ella está limitada para euondo la restrin-ión tío la libertad 
einátta de nn funcionario " inferior administrativo. 

Siendo así. y do conformidad con )¡i invariable junspni 
dencia del Tribunal (v, X. 777) la Cámara (¡arece de jnris- 
diecióu originarla parte rnnoecr del roentáo ,v así debe de- 
fía ra rse. 

A mayor abiiudamiento, debe tenerse presente que¡ en el 
orden federal ol iveurs" de húhtns iwpitx "nn e> un procedí 
miento encaminado ti! examen en sí de In jiiKtie.¡8 o Ín|u8tieiu 
do la sanción restrictiva de la libertad". . . y que en él "se 
examina sólo la competencia de hi autoridad 5 ' iC. S. Palios; 

im 2oí)), 

( liando el restrüigido en su libertad In ha sido por orÚ$n 
t svi-itn di imturUlatl etmifH ttittt (urt. 2ü d<- la '(*; X. l las le- 
yes proefsales lo otorgan todos t»s recursos ueresarios para 
hacer cesar ¡te posible ilegitimidad í]c restricción (aelarato 
rin. revocatoria, nulidad y apolaeión > ¡inte hi propia auto- 
ridad c*ni>¡iftmti ,, bien, en su caso, ante ol superior jerár- 
((Hl CO, los direetns do rHurdo o denegación de justicia. En 
tal easo no rige la institución del flíibeds corpHi, reservada, 
en lo federal, cxeinsivauieute. para cuando la n , strii" ióii emu- 
na do una autoridad que lio está fa.-tdtada por la ley para 
decretarla. 
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Por tanto: y de conformidad con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador Fiscal (fs, 6) t se declara fine el Tribunal ca- 
rece de jurisdicción para conocer originariamente en el pre- 
sento recurso. — Eduardo Oarek Quiroya. — Roberto C. 
Csta. — Jonje Bilbao la Vieja. — Tomás M. Rojas. — Diego 
Vtetni. 

FALLÍ» DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de abril. Año del Libertador General 
S¡i n Martín, 19ÉL 

Vistos los autos "Frondiazi Arturo y Mercader 
Aniílear A., deducen recurso do hábeas corpas a favor 
del Dr. Ricardo Balbín", en los que so ha eoncodido a 
í's. 1"> vta. <•] recurso extraordinario. 

Considerando ; 

Que sean cuales fueren las causales de orden cons- 
titucional qite se lian alegado o el mérito de las diversas 
razones de ra ráete r procesal aducidas en los escritos 
(Je fs. 1, 10, H>" y 23, lo cierto es que, como bien lo señala 
el señor Procurador Ciencia 1 en su vista de fs. 22, los 
propios recurrentes se lian apresurado a reconocer que 
.■1 señor Juez Federal de San Nicolás se ha declarado 
incompetente para continuar entendiendo en la causa 
y por lo mismo — en cnanto al recurso de huleas cor pus 
interpuesto a Es. 1 para enervar los efectos de su inter- 
vención — resulta evidente que ha desaparecido la cau- 
sal que dió origen a las presentes actuaciones. En eon- 
Sééuenria. cualquier resolución do esta Corte Suprema 
en tales condiciones, importaría un pronunciamiento 
abstracto sobre rada una do las cuestiones introducidas 
en el recurso, proimnei a miento que de acuerdo a las 
disposiciones del art. 2 de la ley federal n* 27, le está 
expresamente vedado. 
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Que, por lo demás, la cuestión referente a la com- 
petencia de la Cámara Federal es de índole procesal 
v ajen» al recurso extraordinario, conforme a la reite- 
rada jurisprudencia de esta Corte Suprema (Fallos: 
Iffi; 3¿7; 18í¡, 41 ; 1M, 4.16; 193, 123; lOG, 354; 203, 211; 
W9i 154). 

Por tanto, se declara improcedente el recurso ex- 
traordinario concedido a fs. 15 vta. 

Lilis ít. LoNCiHI — Kodolfo G. 
Valen huela — Tomás D. 
Casahes — Felipe Santiago 

PKHKSE — ATILIO PeSSAONO. 



vicToiuo conovrLLA 

U ASEAS CORPUS. 

La aménazá ¡i Iti libertad como heelip susceptible de ¡n- 
viii arse pfcra deducir el recurso de htiimia rrtrf/nx confor- 
me al art. 2$ de la Constitución Niieional, requiero in- 
. tuililiU'iiu'itti' no sólo que de la veintiún dé los Lechos que 
Tai eonstituvau resulte su TerosimtHtttd y la naturaleza y 
entidad del rics¡ro que afi-fta ría lu libertad individual, 
sino también la demostración de su positiva existencia, 
de sus caracteres y modalidades en orden a la necesidad 
de juztrar la real cuncurren* 'ia de esas particularidades y 
la grave eonspcucucia que ron d recurso se procurn 
impedir. 

So procede, pues, el Itálicas cor/ms fundado ea la amena- 
za de expulsión del país que posa sobre el interesado y 
en ta nulidad de la diligencia de la notifiraeion a 
propósito practicada por las nutoridiidas, policiales, si de 
la exposición de los hechos resulta que dicha diligencia 
un .sólo no configura amenaza a ln libertad sino que im- 
portaría liaeer conocer al recurrente ln existencia de 
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áetriarioiiesi eti qtte le twi^poudarra ittvoeáp lo* dere- 
chos t> isí.Iim i> asistirle, iiún ¡niti^ dé qjie fié adopté 

irtmlyjtifer dÍHposieÍóu «pn- pñujllerá afeotar es¡i lihortad. 



Sl.MI.MH íttítí .1117, H'WíKKAI. 

lis. Aires, iiova>ml»re 1!t de líM¡>. 

Autos y vistnv; l'in'jj resolver este recurso de hóhuts c»- 
n" *>lí !»-!!'. interpuesto a favor • t*- Vidorin Cndovilhi. 

Y considerando: 

Qüe de liis i or^Tíinoias tU*l .-M-nto presentado i fs. T vt¡i, 
no -.iirtri* que I* libertad personal del noiuhrado haya sid¡> 
amenazada d t i \*> efectivo y cniejróricn, según Jo pre- 
visto por él art. M'«;uinl.t apartado de la Constitución 
XjH-inllill. 

Por i-lto: pe avílenlo t) h> p/jpemh'titeimmte dictaminado 
por el Sr. Procurador Kiscnl. y un hallándose comprendido 
vi i'íimí en las previsiones •)■■ la cilatlíi Tarta Kuuda mental n¡ 
leí art. LIT del (V>it. Vi** Preeda. en h< Criminal. 

Resuelvo: Rechazar el presente recurso *lt» amparo a la 
libertad interpuesto por los Dees. Sclunerkin y Mayor en 

favor de Victnrin Codovrlhi, i -ostas. - Viffitrl J. Éipm 

Anfih ff„. 

Sf.VII .WlA DK LA l'Á.MAHA FEDERAL 

¡'•s, Aires, dieiemhiv V2 de Í04f). 

Vistos v ijunsidérando : 

Que <'<ano lo decide i'l fallo apelado par;i !¡i prnoede-iieia 
del reeíitfco de htíbctin mt^pm autorizada por t>l art, :íít de la 
(*i>jistitíiejoti Nacional. h\ amenaza a la libertad itídiyídoai 
ili'hc mt efectiva y eategoríea. 6$ devit* provenir de funcio- 
nario que por sis jerarquía pínula reputarse ha b¡ litarlo para 
adoptar medidas eoiiereías, qué aJfeetéii o puedan afectar la 
liLi-rlad individual de 1111 habitante di- la líe pública. 

ijne df| t-M-ritn de I**. I tíouio así también del memorial 
presentado ii ote esta íVniuiia cu sustitución del informe i» 
>■■„■' no mtgé qtte In liheiirol di* t'odovilla *e halle amenazada 
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( <n el sentido tíxpiítesátlOi pcre So que no es viable la profcdenéiá 
(li'l pnwnte recurso. 

por filo y |>or los fundamentos concordantes (leí auto ile 
fs 15 so ío con'irmn, en cuanto rechaza t'l recurso de anipnro 
ti la libertad interpuesto por las On*. S- luncrkm y Mayor, 
en favor áé Vietorib t'ndnvilU. con «wtas. — .W /í. Znirffl 
Carnet. — /ima íV.swr Romero Itxtrni. — áiflrá^fa .Varo .Vnr- 

Plp DE LA CÓHfl srPHEM A 

Unenos Aires, -JO de nluil. Año del Libertador (¡eneral 
Sun MjttrttUi 1!>Ó0. 

Visins los aillos "Nclunerkin, Samuel; Mayor, Fe- 
dmi-o F. s; interponen rer-nrso de há liras en r pus en fa- 
vor de Vi el o rio 1 *fuln\ illa'% en los qac ae ha concedido 
a i'.-. :i1 el roen rao i«xl ra ordinario. 

Considerando: 

Qu,e la nMífieacldti 'pie menciona el escrito tic fs. 1 
interponiendo id recurso tic hitlmis éorpuS, se refiere a 
düigepéias procesales de ciirácler administrativo, de las 
i pie se hnliríu dado así noticias al recurrente» previas a 
la n-solución (pie podría recaer en ellas, pues la expul 
sión (|He se leiue cuino finalidad piuMile, sería dis 
puesta por el Pudor Kjeculivn uute el cual el interesado 
orurmú. sc^ún se afirma, mando recobro la libertad. 
|)o au(os no aparece estar privailo de ella, existiendo 
por el contrario, a fs. lió, la ñola de la Policía Federal 
que acredita que no se eneueníni detenido, corroborada 
por la constancia de fs. ^1 dennwt rativa de su eoiupnic 
reacia ante la Kxcnm. Támara Federal de Apelaciones 
de la Capital. que responde a su citación. 

Que la amenaza, como circunstancia susceptible de 
ser invocada deduciendo recurso de MbWs cortms. con- 
forme al art. J!) de la Consl i Ilición Xa ei o nal, requiera 
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ineludiblemente no sólo que fio la relación do los hechos* 
que la constituyan, resulte su verosimilitud y la naturn- 
leza y eutitlaf! del riesgo que afectaría la libertad indi- 
vidual, sino también la demostración de su positiva 
existencia, de sus caracteres y modalidades en orden 
a la necesidad de juzgar la real concurrencia de esas 
particularidades y de la grave consecuencia qué edil e) 
recurso se procura impedir. 

Que de la exposición de los hechos resalta que, In 
diligencia de notificación aludida, y cinc los recurrentes 
estiman además nula, lejos de configurar una amenaza 
a la libertad, importaría haber hecho conocer al intere- 
sndo la existencia de actuaciones en las cuales le co- 
rrespondería invocar, si fuere el caso, los derechos que 
creyere le asisten, aún a ni es de la adapción de cualquier 
disposición que pudiera afectar esa libertad, que así. 
no aparece amenazada nt restringida. 

Por etlo se confirma la sentencia de fs. 2(¡ en lo que 
ha sido materia del recurso extraordinario. 

Vvm li. Lonoíí] — Rodolfo (1. 
Valejízi-ela — TOMAS I). 
Casaüi-s — Felipe Santiago 
I'küez — Atilio Pessaoxo. 



BÍíBRÓí XA PULI V Cu. v. IMPUESTOS INTERNOS (') 
iurcksros ixtkrxos: v¡»o$. 

La* merma* previstas \u>v las parles eu una operación de 
compraventa de vinos tío pueden opmmrst» al Viuvo Ka- 
fin nal par» justificar una reducción <U-I impuesto co- 
rrespóadiertte. 



| i . Kh I.'i iVi'Iki y cu i-I mismo sentido si? recidivo l:i causa ''Uncu 
!»■« Antunii) J. [inpuúetoa tntcrao» ,í . * 
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tMPÜÉST&S ISTICUXOS: Vinos. 

Habiéndose convenido la ycnjta de un millón de litros 
de vino euyo retim de la bodega de los vendedores se 
hizo efectiva tres mese* después de formalizada la ope- 
mción, la circunstancia de (pie los compradores recibie- 
ron Milu mente 988.897 litros no permite inierir que In 
diferencia fuera omitida en la declaración con miras a 
su venta clándéstina, si. con preseindeiiciu de lo estipulado 
entre las partes en cuanto a mermas, dicha diferencia 
corresponde a la tolerancia que la reglamentación vi- 
gente da por producida en concepto de mermas de los 
litios en bodegas a partir del euarto mes siguiente u la 
conclusión de Ir eoseeha y sin exigir prueba al respecto. 



Si:vt[;.m ia mu. -Inz Fi:oi:'¡.w. 

Meiidowí; ago«tn lM de Í$4&- 



Y vistos: Est<»s autos ir 'Üt.Vi-C e¡i militados : "Bocio, 
Vápnli v fía. contra impuestos Internos, per recurso con- 
tení- toso-ad ministril ti vit". llamados a fs. vta. para dictar 
sentencia, y con el sumario if \VK 1045, agregado por cnerda 
separada, de los que: 

Resulta : 

V Que empicados de Impuestos Internes, con fecha « 
de julio de 1944. concurrieron ni escritorio de D. Antonio J. 
Thó-spe. ubicado en esta ciudad, con el objeto de proseguir 
mía compulsa de sus libros comerciales y oficiales. 

En tul oportunidad, dichos empleados comprobaron de- 
terminada diferencia entre el libro oficial de ta bodega n i w- 
A inscripta a nombre del citado y el libro dé comercio im- 
ite*' llevado por el mismo. Así. en el libro oficial figuraba, 
con f celia 8 y 9. 11 al 16 y 18 de aposto de 1941 . la salida de 
'188 807 litros de vino con destino n la bodega Ü? 6a-A. per- 
teneciente a la firma Boero. Nápoli y Cía. En cambio, en el 
libro de comercio aparecía la misma operación por la canti- 
dad de 1.000.000 de litros de vino, concordante enn mía liqui- 
dación que presentó el Sr. Huespc y qjie suscribió dando re 
de ta Operación realizada en esns condiciones. 

Acto continuo, el Sr. lluespe atribuyo la diferencia pun- 
tual i zuda a mermas producidas en su bodejia durante el tiem- 
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po que permaneció el vino basta el momento del retiro v sos- 
tuvo oue la sniidji real era la anotada én el libro oficial. 

p Que los mismos empleados, en ¡prual fecha, concu- 
rrieron j t lii luidla jíertcnccionte a lo finan líoero. NVipoti y 
ríii., ubicada en Maipú. con el Objeto de nmplinr la inves- 
f ¡pación. 

Km di. ha ecasión. | (1S actuantes comprobaron (pie el lihrn 
oficial del establecimiento cnineidia en sus «notaciones con el 
eorrespOMdientp a la Imdeg» de Huespe. Igualmente, luviéron 
a la vi.stH la factura nríprinnl currespom Mentí» n la operación 
enueertada con Huespe y <pie se encontraba suscripta por éste. 
Piñal mente el apoderado local de In firma líoero, Nfipoli y 
fía.. D. Alberto CJelestino Bocltfto, r»ci!¡tó a los empleados ci- 
tados un ejemplar de] contrato correspondiente 11 Ni operación. 

V Que distinh.* empleados de Impuestos Internos, con 
ic-lia 2~t ile fietnhre ilel misino ano. concurrieron a los escri- 
torios ile In firma Bocro, ííápoli y Cía. en Rosario v compro- 
barón eti el _ filtro cié comercio "Dinrio" perteneciente a la 
misma la existencia de asientos cores pon dientes a la ciaupra 
ejechu.dn a Antonio J. Huespe por un millón de (¡Iros de 
vino. Asimismo. n. Romero T. Bianchi, gerente de la firma, 
manifestó ipie el Sr. Tin es pe no efectuó ninguna devolución 
r-n efectivo correspondiente a la diferencia existente cutre 
W lltraje convenido y el reciliido por cuanto tenía dérécho 
a una merma de W.WW litros reconocida en el cío, tinto v uuc 
fa diferencia de 1.10:1 litros en excedente Bobre la citada' mer- 
ma era tan escji^a ipie a su résped o no se hJíO cuestión. 

-P Que el departamento de Inspección, con fecha 3 de 
noviembre del mwtto aun, dispuso In re» ligación de inventa- 
r-ns en his bodegas tntervinienfes, arrojando el corrospon- 
diente » la de Antonio -I. FTucspe un» diferencia en mas de 
fíl litros de vino, 

Ó' 1 t v tne ta División Sumar ios i fecha 27 de febrero de 

1!»!"». «infirió vista » Antonio J. Huespe y a la firma Bqero. 
Panoli y fía, para oue a)i'!í».sen en su defensa. 

ii n 'Jur Antonio J, Huespe. mediante el Perito de fs, 
- s 'I'' 1 -Niimrio. snfieitó el sobreseimiento del mismo, Kn t»l 
sen i ido. reprodujo la explicación relativa n la diferencia enn- 
i;ddc 0bser v «d». Asimi-nm, formuló nitro na* consideraciones 
legales, 

7" Que el Administrador fieneral, por resolución de fecha 
17 de abril de lí*4.">. desestimando las defensas opuestas, im- 
puso solidaria mente a Antonio .J. Huespe y a Hoero. N'ápolj 
y Via. la oldi-raeión de alionar cu .niiccpto de impuesto soloe 



DE JUSTICIA I>E LA NACIÓN 



-JG3 



11. 103 litros de vino la cantidad de mtn. 666,18 v además 
aplicó a Antonio J. Huespe ana milita de m«n. 6.703,60 equi- 
valente al décuplo del impuesto correspondiente a los 70 li- 
tros en más arrojados por el inventario. Asimismo, aplicó a 
Boero, Nápoti y Cía., una multa de m$n. 6.661,80 equivalente 
al décuplo del impuesto correspondiente a la diferencia conta- 
ble ya señalada. 

8* Que Boero, Nápoli y Cía., disconforme con dicha 
resolución condenatoria, interpuso ante este Juzgado el re- 
curso contencioso-administratívo autorizado por el art 17 del 
texto ordenado, y 

Considerando : 

I. Que la sociedad actora tanto al interponer como al 
fundar el recurso reproduce la explicaeión formulada por el 
gerente de la misma en Rosario respecto de la diferencia 
observada. Asimismo, resta valor a las constancias comerciales 
frente a las oficialas y finalmente, alega la nulidad de la 
tramitación sumarial apoyándose en la circunstancia de no 
habérsele dado en la misma Jn intervención que le corres- 
pondía. 

II. Que la infracción castigada por la Administración 
consistiría en haberse trasladado de la bodega de Antonio 
J. Huespe a la de la firma aetoru una partida de 1.000.000 de li- 
tros de vino registrándosela en los libros oficiales de ainhos esta- 
blecimientos por la cantidad de 988.897 litros solamente. De 
tal manera, al no haberse registrado en estos libros, básicos 
para el cobro del impuesto, ta cantidad total trasladada, se 
habría eludido el pago correspondiente a la diferencia no 
contabilizada de 11.103 litros de vino. 

II I. Que la infracción, según la Administración, surgi- 
ría de la confrontación de los libros oficiales con los comer- 
ciales en cuanto éstos registran la opr ración de compraventa 
por la cantidad de 1.000.000 de litros de vino y m pairo 
correspondiente, concordantes con la factura respectiva fir- 
mada y reconocida por Huespe. 

IV. Que la explicación sobre la diferencia observada 
so apoya en una estipulación del contrato concertado con An- 
tonio J. Huespe y que a continuación se transcribe: 

"Se fija como plazo para el retiro del vino motivo de 
este contrato hasta el 25 de agosto próximo venidero, sin re- 
cargo alguno por alquiler de bodega y reconociéndose al ven- 
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dedor el uno por ciento en concepto de merman hasta el mo- 
mento del retiro. Los compradores abonarán por concepto de 
cuidado y conservación hasta esa fecha la suma de m$n. 100. 
El vino a esta fecha debe haber tenido un trasiego después 
del descube debidamente desborrado". 

Pero, entiende el suscripto que la estipulación transcripta 
nn permitía el reconocimiento del uno por ciento en concep- 
to de mermtis sino a partir del plazo señalado para el retiro 
riel vino. Lie va a tal conclusión lo ilógico que resultaría admi- 
tir un reconocimiento por mermas desde la fecha misma del 
contrato, es decir, desde un comienzo. Según la estipulación 
sólo correspondería hasta el 25 de agosto el pago de m$n. 100 
en concepto de cuidado y conservación. Refuerza además di- 
cha conclusión la falta de una estipulación para el caso in- 
dicado, estipulación necesaria para justificar la explicación 
esgrimida. Finalmente, las constataciones comerciales no ha- 
cen referencia a ningún reconocimiento por mermas. 

V. Que los elementos que sustentan la resolución con- 
denatoria, en atención a su carácter de pruebas directas e 
inmediatas, son suficientes para acreditar la infracción, no 
obstante no haber dejado ésta huella material alguna, con- 
forme lo admite Jofré al tratar precisamente del cuerpo del 
delito en su conocido Manual de Procedimiento. 

Los libros y papeles de comercio tienen en materia penal 
nn valor probatorio ilimitado, indiscutible en la investiga- 
ción de una infracción, segrn lo han declarado nuestros Tri- 
bunales, correspondiendo agregar que el reconocimiento de 
los libros y de la factura ante los empleados actuantes tiene 
la misma fuerza probatoria qne un reconocimiento judicial en 
virtud de la facultad acordarla a loa mismos por el art. 22 
del texto ordenado para osar de todos los medios probatorios 
autorizados por las leyes comunes. 

En consecuencia, dichos elementos demuestran que la 
actora recibió partidas de vino superiores a las que registró 
en su libro oficial ya que es lógico concluir que la redacción 
de la factura y la regist ración en los libros comerciales co- 
rrespondiente a ta compra de 1.000.000 de litros de vino y al 
pago de su precio no son sino consecuencias de la recepción 
de dicha cantidad de vino. 

VI. Que, en cambio, los libros oficiales llevados por los 
bodegueros en cumplimiento de las disposiciones legales y 
reglamentarias no tienen un valor definitivo "sino en tanto 
en cnanto no haya prueba que demuestre error o falsedad en 
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ñus anotaciones" extremos que pueden acreditarse "por to- 
dos los medios de prueba, incluso los comerciales del propio 
contribuyente, siendo a tal efecto que el art. 44 de la ley 3764 
obliga al contribuyente a exhibir a la Administración de Im- 
puestos Internos los libros de comercio en la parte relativa 
al Impuesto de que se trate» • asignándoles en tal forma "fuer* 
za probstoria en contra del contribuyente en cuestiones rela- 
tivas a la materia impositiva " (consideraciones contenidas 
en la sentencia pronunciada por la Excma. Cámara Federal 
de Mendoza en la causa seguida por la S. A. Agrícola Indus- 
trial y Comercial Cremasehi Hnos. contra Impuestos Internos). 

VII, Que respecto de la nulidad de las actuaciones su- 
mariales cabe observar que la División Sumarios, oportuna- 
mente confirió vista a la actora para alegar en su defensa no 
nudiendo admitirse, como la misma lo sostiene, que tal vista 
se vinculara con el resultado arrojado por el inventario prac- 
ticado en su bodega por cuanto tal operación no arrojó nin- 
gún saldo desfavorable. Por otra parte, cualquier defecto en 
la tnimitacion sumarial no podría traer aparejada la nulidad 
de la resolución condenatoria ya que ella no cierra ningún 
recurso ante la justicia, ante la cual tiene oportunidad el 
interesado de alegar sus defensas. 

VIII. Que Ta infracción cometida configura uno de los 
supuestos previstos y castigados por el art. 27 del texto or- 
denado-de las Leyes de Impuestos Internos ya que importa 
una falsa declaración que permite la evasión del impuesto. 

Por estas consideraciones, resuelvo: 

No hacer lugar al recurso contencioso-administrativo in- 
terpuesto por Boero, Nápoli y Cía. contra la resolución recaí- 
da en sumario n» 1138/23/1945 y, en consecuencia, mantié- 
nese la multa de seta mil seiscientos sesenta y nn pesos con 
ochenta centavos moneda nacional, aplicada a la misma con 
rostas. — Octavio 00. 



Sentencia de la CAhara Federal 

En la ciudad de Mendoza a 9 de marzo de 1949, reunidos 
en su Sata de Acuerdos de la Excma. Cámara Federal de Ape- 
lación los Brea. Vocales, Dres. Jorge Vera Vallejo, José Elias 
Rodrigues Saá y Agustín De la Beta, trajeron a deliberación 
para dictar sentencia en virtud del recurso de apelación in- 
terpuesto a fa. 49 contra la sentencia de fs 39/42, 
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El Tribunal planteó los siguiente» cuestiones a resolver: 
1* ¿Es justa la sentencia apelada? 
2* i Las costas! 

Conforme a lo dispuesto por el art. 156 del Reglamento 
puní la Justicia Federal dictado por la Corte Suprema de 
la Xaeión y 4' del de esta Cámara, se fijó por sorteo el si- 
guiente orden de votación ¡ Dr. Vera Valle jo. Dr. Rodríguez Saá 
y Dr. De la Reta. 

Sobre la primera cuestión, el Dr. Vera Vallejo, dijo: 

La sociedad recurrente ha sostenido en el sumario admi- 
nistrativo y en la instancia judicial que ta diferencia existente 
entre la cantidad de 1 000.000 de litros de vino comprada al 
señor Antonio J. Ilnespe con fecha 27 de mayo de 1941 y la 
de 988. H97 litros trasladada desde la bodega de éste en el mes 
de aposto del mismo año, es debida a las mermas producidas 
durante el tiempo que estuvo en la bodega es presada, las que 
están previstas en el contrato respectivo que autoriza a dedu- 
cirlas sosteniendo en su escrito de expresión de agravios que 
el rt-í/iio ba interpretado el mencionado contrato apartándose 
de su texto expreso. 

El contrato de compra-venta de la cantidad de 10.000 
hectolitros de vino corriente a fs. 6 del sumario administra- 
tivo, celebrado entro la Sociedad Boero, Xápoli y Cía. y el 
señor Antonio .T. Hucspe con fecha 27 de mayo de 1941, opor- 
tunamente sellado, contiene como última cláusula la siguiente: 
"Se fija como plazo para el retiro del vino, motivo de este 
ion trato, bnsta el 2"} de agosto próximo venidero (2¡í) sin re- 
cargo alguno por el alquiler de hodega y reconociéndole al 
vendedor el 1 % en concepto de mermas basta el momento del 
retiro. Los compradores abonarán por concepto de cuidado y 
conservación hasta esa fecha !a suma de $ 100 m/n. El vino a 
esta fecha dehe haber tenido un trasiego después del descuhe 
debidamente desborrado' 

Concordante eon lo expresamente pactado en el art. 4» 
del nicncionndo contrato, la operación fué liquidada en la 
misma fecha, de acuerdo al documento de "liquidación de 
vino" de fs. 5 del sumario, recibiendo el Sr. Huespe la suma 
de dinero y los doonroratos que el mismo expresa en pago del 
vino, operación que fué asentada en los libros comerciales 
de Huespe con fecha -10 del mismo mes y año en loa de Boero, 
Xápoli y Cía., que se llevan en la Ciudad de Rosario de Santa 
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Fe f eu junio y noviembre del año mencionado (actas de fs. 7 
a ÍO vta. del sumario). 

Con fecha 4 de agosto de 1941, ambas firma» solicitaron 
según documento de fs, 1 del sumario, el traslado de 1.000.000 
de litros de vino, y terminada la operación, se hizo saber a 
Impuestos Internos que se bahía trasladado la cantidad de 
988.897 litros, anotándose ésta en los libros oficiales de am- 
bas bodegas (constancias de fs. 4 y 1 vta, del Sumario). 

La cláusula contractual antes transcripta y demás ante- 
cedentes relacionados, explican y justifican debidamente & mi 
juicio, )a diferenein existente entre la cantidad de vino adqui- 
rida y anotada en los lihros de comercio y la realmente trasla- 
dada y anotada en los libros de bodega después de descontadas 
las mermas producidas, que conforme a lo pactado, correspon- 
día deducir. 

La mencionada cláusula del contrato, es suficientemente 
clara en cuanto reconoce al vendedor el derecho de deducir 
"el 1 % en concepto de normas hasta el momento del retiro" 
del vino, para el que fija un plazo determinado, y por consi- 
guiente no es admisible la interpretación que de ella se hace 
en la sentencia apelada, estableciendo en contra de su texto 
expreso, que las mermas deben admitirse "a partir úvl plazo 
señalada para el retiro del vino'*, para el caso de que éste 
no se retirase dentro del término fijado. 

Las mermas se producen desde que el vino se elabora, 
más aún, son mayores cuando está recién elaborado, debido 
a los desborres y trasiegos a que debe ser sometido. Es por ello 
que la Reglamentación General de Impuestos Internos en el 
art. 26 de su título VII, acuerda las siguientes tolerancias por 
mermas para los vinos en bodega: el 3 % para el primer mes 
que signe a la conclusión de la cosecha ; el 2 % en el 2\ el 
1 fo en el tercero y el % % en cada uno de los meses subsi- 
guientes. Teniendo en cuenta que en el caso el vino fué com- 
prado en el mes de mayo y que antes de su retiro, según lo 
convenido expresamente en el contrato, debía " haber tenido 
un trasiego después del descube debidamente desborrado' \ el 
1 % convenido por todo el periodo comprendido entre la fecha 
del contrato —27 de mayo— y la del retiro del vino, que se 
produjo entre el 8 y 18 de agosto, lejoa de ser exagerado, re- 
sulta* muy inferior al admitido por la Reglamentación. Por lo 
demás, siendo la Sociedad Boero, Nápolt y Cía. la propietaria 
del vino desde que la separación se realizó, quedando el ven- 
dedor como depositario encargado del cuidado del mismo, es 
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lógico que fuera aquélla y no éste quien soportara la* mermas 
que debían producirse y así lo convinieron. 

Si bien la cantidad de 11.103 litros de vino, cuyo traslado 
se ha omitido, excede en 1,103 litros a la de 10.000 que corres- 
pondería al 1 % convenido, resulta admisible la explicación 
dada tanto por la recurrente como por Huespe, de que ella 
por ser tan exigua en relación al volumen de la operación 
rea lirada, tío se tomó en cuenta, tanto más t cuanto según que- 
da dicho, las mermas pactadas son muy inferiores a las que 
admite la Reglamentación, por lo que resulta natural que las 
mermas reales fueran mayores al momento de retirar el vino. 

Estando pues, demostrada la inexistencia de la infrac- 
ción imputada a la Sociedad Boero, Nápoli y Cía., corros- 
ponde revocar la sentencia apelada y voto en tal sentido. 

. 5» P rpa - Sa » y De 1« Reta, adhieren por sus fundamen- 
tos al voto precedente. 

Sobre la segunda cuestión, el Dr. Vera Vallejo dijo: 

Corresponde imponer las costas del juicio a la parte ven- 
cida tle acuerdo a lo dispuesto por el art. 83 de la Ley 11 6fi3 
(texto actualizado en 1947), expresamente aplicable al caso 
por imperio de la Ley 18.237, art. 13, y teniendo en cuenta 
ademas que los elementos probatorios qne acreditan la inexis 
tencia de la infracción se agregaron al sumario administrativo 
cnando el mismo comenzó a instruirse. 

Sobre la misma cuestión el Dr. Rodríguez Saá, dije- 
Estimo que las costas de ambas instancias deben abonarse 
en el orden causado, atento la naturaleza de las cuestiones 
debatidas, conforme a lo resuelto sobre el particular por la 
ÍÍJÍ* Sl, P rPma dp la Naeíón con fecha 10 de diciembre de 
1948 m-re Muro Bustelo y Cía., recurso contencioso. 

Sobre la misma cuestión el Dr. De la Reta, dijo que por 
sus fundamentos adhiere al voto del Dr. Vera Vallejo. 

Por lo que resulta del acuerdo precedente, se resuelve : 
«evocar In sentencia apelada; y en su virtud, se hace lu«ar 
al recurso con tenc i oso-administrativo promovido por ta Socie- 
dad Foero, Nspoli y Cía. contra la resolución de fecha, 17 de 
abril de 1945 dictada por el señor Administrador General de 
Impuestos Internos en el Sumario n» 1138*23-1945, por la qne 
se aplica a la expresada Sociedad una multa de $ 6.661,80 «% 
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la que se deja sin efecto; con costas de ambas instancias a 
cargo del Pisco. — Jorge Vera Vallejo. — José Blíat Rodrí- 
guez Saá. — Agustín de la Reta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de abril, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos "Boero, Nápoli y Cía, v. Impuestos 
Internos s.[ recurso contencioBO-administrativo", en los 
que se ha concedido a fe. 71 vta. el recurso ordinario de 
apelación. 

Considerando : 

Que los actores admiten la diferencia de 11.103 li- 
tros de vino que motiva la aplicación de la multa corres- 
pondiente y de la que recurren, pero en su descargo 
atribuyen ese déficit a mermas que se habrían producido 
durante el tiempo que la mercadería que ellos adqui- 
rieron permaneció en la bodega de los vendedores, o 
sea desde la fecha de la operación de compraventa, 
hasta la del retiro del producto; mermas que habrían 
sido previstas expresamente por los contratantes en el 
convenio respectivo, cuyo original obra a fs. 10 del 
sumario. 

Que sin duda alguna las estipulaciones del contra- 
to en punto a mermas no pueden ser opuestas al Fisco 
Nacional para justificar una reducción del impuesto 
correspondiente. 

Que, sin embargo, la consideración del caso desde 
el punto de vista de las reglamentaciones vigentes en 
materia de mermas, y con prescindencia de la estipula- 
ción contractual, da explicación satisfactoria de la dife- 
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rencia comprobada entre la cantidad de litios objeto de 
la operación de compraventa realizada por Huespe non 
Bocro, Xápoli y Cía., y qne según los libros comerciales 
de los contratantes fué de un millón, y la que los segun- 
dos retiraron efectivamente de la bodega del primero en 
el acto de la entrega hecha con intervención de la Direc- 
ción de Impuestos Internos (fs. 4 del exped. adni.). En 
efecto, no se desconoce que el contrato se suscribió el 27 
de mayo de 1941, que el vino fué retirado de la bodega 
de JIuespe el lio de agosto del mismo año y que se trata- 
ba de vino de la cosecha de 1941. Y conforme a la regla- 
mentación vigente hay una tolerancia por mermas de 
los vinos en bodegas de y¿ % a partir del cuarto mes si- 
guiente a la conclusión de la cosecha. Luego, por el 
tiempo transcurrido desde qne se firmó el contrato has- 
ta que se entregó el vino, el solo hecho de la permanencia 
en la bodega autorizaba a descargar de la cantidad exis- 
tente el 27 íle marzo el 1 y y 2 %. Lo que quiere decir 
que no obstante haberse convenido la venta de un millón 
de litros, si el retiro de lo comprado se demoró tres me- 
ses, está justificado que con motivo de dicha operación 
sólo se retiraran el 25 de agosto 988.897 litros que es lo 
que consta en el libro de bodega y en la presentación 
de fs. 4 del expediente administrativo. Esta diferencia 
no es una cantidad de vino cuyo expendio no ha sido 
declarado, de donde quepa concluir que se vendió clan- 
destinamente, como se afirma en la resolución do Im- 
puestos Internos (fs, 32 del exped. administ.), sino una 
merma producida en la bodega y que por aplicación de 
la reglamentación recordada Iiuespe pudo descargar con 
toda regularidad, a los fines del pago del impuesto, de 
la cantidad de vino existente en su poder. 

Que si esa merma no obstante ser tal aparece ven- 
dida a Boero, Xápoli y Cía., es en razón del tiempo trama- 
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currido desde que se concertó la operación hasta que el 
vino fué retirado por ei comprador do la bodega de! 
vendedor, pues en este caso el contrato puso a cargo 
del comprador, (pie no iba a retirar el vino de inmedia- 
to, la pérdida producida por la merma que ordinaria- 
mente ocurre mientras el vino está en la bodega y que 
¡a reglamentación citada tiene en cnenta para no cobrar 
impuesto sobre su magnitud presunta conforme a los 
plazos y porcicntos que en dicha norma se establecen. 

Que no se toma, pues, en consideración la merma 
supuesta en el contrato, sino la que, sin exigir pruehu 
de su efectiva producción, da por producida, a los fines 
del cálculo del impuesto, la reglamentación citada. 

Qne as. explicadas las cosas con prescindencia del 
contrato, no hay duda que los términos de éste son una 
corroboración de lo explicado, si se tiene presente que la 
Dirección de Impuestos Internos no cuestiona la reali- 
dad de la operación a que el mismo se refiere. 

Que de la misma explicación se sigue no importar 
anomalía la diferencia entre el monto de la operación 
consignado en los libros comerciales y el que, en cuanto 
a cantidad de vino, consta en libros de bodega. Se vendió 
un millón de litros y se cobró el valor de esa cantidad 
pero el co -nrndor que lo pagó sólo retiró 988.897 litros 
porque h uiierencia fué la merma producida durante 
el tiempo que transcurrió desde que la compraventa se 
convino hasta que el vino fué retirado, merma que, no 
importa a quien se considerase pertenecer el vino du- 
rante ese lapso o como convinieran liquidar la pérdida 
los contratantes, correspondía descargar para la liqui- 
dación del impuesto, porque era una disminución de can- 
tidad que para los tres meses transcurridos la regla- 
mentación pertinente tenía por producida. 

Por tanto se confirma en lo principal la sentencia 
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apelada y se la reforma en cnanto a las costas qne se 
pagarán por su orden en todas las instancias en razón 
de la naturaleza do la cuestión debatida. 

Luis B. Lonqhi — Rodolfo 6. 
Valenzuela — Tomás D. Ca- 
sares — Felipe Santiago Pé- 
rez — Atilio Psssaoho. 



FIRESTONE DE LA ARGENTINA Y TJNITED STATES 
RUBBER EXPORT Co. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio*. Cuestión fe 
darat. Cuestione» fedérale» compleja». Inconetüucionalidad de norman 
y acto» nacional»». 

Procede el recurro e* .1 «ordinario fundado en la ínter 
pretación de la ley 12,591 y en que el rechazo de la 
prescripción alegada viola disposiciones del Cód. Penal 
. y contraria el art. 29 de la Constitución Nacional qne 
dispone la aplicación, aun con efecto retroactivo, de la 
ley penal permanente más favorable al imputado. 

PRECIOS MAXIMOS. 

Las leyes represivas de maniobras agiotistas, entre ellas 
la n* 12.591, han creado nn régimen de clara y distinta 
tipicidad extraño a las normas generales del Código Pe* 
nal, cuyas disposicionec sobre prescripción son inaplica- 
bles a los casos qne aquéllas contemplan. 

PRESCRIPCION: Tiempo de ta prescripción. Leyes especióle», pri- 
eto» máximo*. 

De la inaplieabilidad de las normas generales del Código 
Penal respecto de las infracciones de la ley 12.591 no se 
sigue qne la prescripción no pueda bailaran apoyo en 
el Decreto-Ley 15.531/46, cuya vigencia perdura para los 
casos anteriores a la derogación de la ley 12.591 y pro- 
ducida durante el curso de ésta, siempre que loa actos 
• de procedimiento administrativo o judicial no hayan im- 
portado interrupción. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de abril, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos "Firestone de la Argentina S. A. 
y United States Bubber Export. Co. <Exp. Adm. 3328/ 
44) s./ Infr. ley 12.591* % en los qne se ha concedido 
a fs, 162 vta. el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el recurso de que se trata se encuentra sufi- 
cientemente fundado, ya que se cuestiona por el recu- 
rrente el alcance de la ley federal N* 12.591, qne éste 
habría inflingido dando motivo a que se le impusiera 
por decreto N' 1851 de 28 de junio de 1946 (fs. 50) una 
multa de $ 50.000.00 % por aplicación del art 9 de dicha 
ley, y en cuanto la sentencia de fs. 157 vta. al desestimar 
la prescripción de la acción alegada, violaría disposicio- 
nes del Código Penal y contrariaría el art 29 de la Cons- 
titución Nacional que dispone la aplicación, aun con 
efecto retroactivo, de la ley penal permanente más fa- 
vorable al imputado,. 

Que el presente caso es sustancialmente igual a los 
resueltos por esta Corte Suprema en fecha 30 de mar- , 
so ppdo. en autos "Elias, Fermín V. S. A s/infr. ley 
12591" y "Valcauda y Cía. s./ infr. ley 12.591", y en 
los qne se estableció que el proceso de estructuración 
de las leyes represivas de maniobras agiotistas, desta- 
có en todo momento la naturaleza especialístma de aqué- 
llas, creando un régimen de clara y distinta tipicidad, 
extraño a las normas generales del Código Penal, pero 
que de la inaplicabiiidad de las disposiciones generales 
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de ese Código, que es el tínico fundamento de la decisión, 
no se sigue que la prescripción invocada no pueda ba- 
ilar su apoyo en el decreto-ley 15.531/46, cuya vigencia 
perdura purn los casos anteriores a la derogación de la 
ley 12.5Í>1 y t -educidos durante el curso de ésta, siem- 
pre, claro estií, que como lo dispone el art. 2 de dicho 
decreto-ley los netos de procedimiento administrativo o 
judicial realizados en la cansn no hayan interrumpido 
el curso de la excepción. 

Que no procede tomar en consideración el pedido 
que formula el apoderado de ln United States Rubber 
Export Co, Ltdu. en el escrito presentado a fs. 173, pues 
a esta Corte Suprema sólo incumbe pronunciarse sobre 
el único recurso extraordinario interpuesto y concedido, 
o sea el referente a Firestone de la Argentina S. A. In- 
dustrial y Comercial. 

Por e!lo y con el alcance consignado, se revoca la 
sentencia de fs. 157 vta, en lo que ba sido materia del 
recurso extraordinario, debiendo volver los autos al Juz- 
gado de procedencia a fin de que se pronuncie nueva- 
mente. 

Rodolfo G. Valenzusla — To- 
más 1). Casabes — Felipe 
Santiago Pkhez — Atujo 
Pessaono. 



8.I.A.M. DI TELLA LTDA. 

IMPUESTO: Interprttmió* de normas impovilita»* 

Las excepciones a las leyes impositivas deben ner inter- 
pretadas restrictivamente y en todo caso ser consecuencia 
de textos claros e inequívoco*, que no susciten razonable 
duda. 
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ADUANA: importación. Libre de derecho*. Cato» vario». 

La franquicia que acuerda el art, 2* t ine. m) de la Ley 
11281 (t o.) respecto de lo» artículos destinados a la 
fabricación de heladeras automáticas en ei país compren- 
de solamente loa necesarios para hacerlas, con prescinden- 
cía de loa empleados en la instalación de las unidades y 
en la atención de la garantía de las maquinan a que el 
fabricante .se obliga frente a los adquirentcs. 

Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, junio 2 de 1949. 
Vistos t Considerando : 

Que la resolución administrativa de % 29 involucra tres 
cuestiones diferentes: 1' la de las válvulas 
fie los Bases de freón y cloruro de metilo y 3* la del anhídrido 
sulfuré Triones que la Aduana d; la Capital ha resue^ 
imponiendo sendas multas por considerar en los tres casos 
distintos que la recurrente l»a infringido el art. 74 de la Leyde 
Aduana (T. O.) al no haber dado a dichos artículos importa- 
dos con liberación de derechos el destino que motivo tal fran- 

^QuídS^dUposieióu legal establece que los artículos 
importados con franquicia en ratón de su destino no podran 
hadarse fuera del sitio en que naturalmente debieran encon- 
trarse, cosa que no ha ocurrido con las válvulas termontát cas 
de rTfereneii las cuales se ha comprobólo que ^™ 
zadas en tas heladeras para cuya fabricación se las importó 
con franquicia de derechos, no pndiendo, por tanto «P»carw 
nena al puna a su respecto aunque la recurrente no haya dado 
SmpSto a lo dispnestn en el art. 50 de decreto regla- 
mentario de la ley de Aduana, ya que esa omisión poi s. .m¡m 
no basta para determinar la imposición de la pena establecida 
en el art 79 de dicha ley, máxime cuando como en es e caso, 
se ha comprobado la correcta utilización de las válvulas ter- 
mostáticaa^ dd m r dfi la U y de Aduana esta- 

bleee que «osarán de franquicia aduanera los artículos desti- 
nados • la fabricación de heladeras automáticas en el país, 
a ineluve entre esos artíenloa tos (rases refrigerantes, pero 
tanto el ras freón y el cloruro de metilo denunciados como 
fXutoi m fueron utilizados en la fabricación de dichas 
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heladeras sino en la explotación comercial de las mismas al ser 
empleados para asegurar su buen funcionamiento y ajustar 
sus garantios y, siendo así, la utilización de esas cantidades 
de gasea refrigeradores ha implicado una transgresión el mo- 
tivo de su franquicia, debiendo imponerse pena sobre las dife- 
rencias resuttantes de la pericia de fs. 76 que son de 1,522,900 
kilogramos de gas freón y de 2.740,120 Hgrs. de cloruro de 
metilo. 

Que, en cambio, el anhídrido sulfuroso de referencia fin'? 
verdaderamente utilizado en la fabricación de las heladeras, 
ya que no puede sostenerse que las pruebas previas a que fue- 
ron sometidos los equipos refrigerantes no constituyen otras 
tantas etapas de la fabricación y, habiéndose utilizado el anhí- 
drido sulfuroso denunciado en esas pruebas, su empleo fue 
correcto y no corresponde imponerse pena en cuanto a él se 
refiere. 

Por ello, impónrse. con costas, a la firma 8, I. A. M. Di 
Telia Ltda. una multa igual al valor de mil quinientos veinti- 
dós kilogramos con novecientos gramos de freón y de dos mil 
setecientos cuarenta kilogramos con 120 gramos de cloruro 
de metilo, absolviéndosela respecto a las demás infracciones 
al art 79 de la Ley de Aduana que se le imputa, quedando 
ahí modificada la resolución administrativa de fs, 29 vta. — 
Miguel J. Rivas Arguello. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, octubre 26 de 1949. 

Considerando ¡ 

Que la Aduana de la Capital aplicó a S. I. A, M Di Te- 
lia Ltda. las siguientes sanciones: 1' Una multa igual al 
10 % del valor de 110 válvulas termostiticas; 2* Una multa 
igual al valor de 1.950.880 kgs. de freón y de 5.879,250 kgs. 
de cloruro de metilo; 3' Una multa igual al 50 % del valor 
de 1.578,250 kgs. de anhídrido sulfuroso. 

El señor juez a guo absuelve a la sumariada respecto de 
la multa originada por el destino dado a las válvulas termos- 
táticas, como también de 1* emergente de la utilización del 
anhídrido sulfuroso; en cambio, confirma la multa aplicada 
por la falta de loe gases refrigerantes — gas freón y cloruro 
de metilo— qne no fueron utilizados en la fabricación de Itx 
heladeras, sino en la explotación comercial de las mismas. 
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S. I. A. M. Di Telia Ltda. arguye en sn defensa, que ese 
material ha sido utilizado para probar heladeras o para aten- 
der et servicio de las mismas, defensa que este Tribunal no 
puede aceptar en orden a los términos del apartado ra) del 
art. 2* de la Ley de Aduana, que como puntualiza el n-quo 
sólo acuerda el beneficio del menor derecho a los artículos 
destinados a la fabricación de heladeras automáticas en el 
país, pero no a los que sean empleados, como se confiesa, en la 
explotación comercial de las mismas, aspecto excluido de la 
liberalidad aduanera. 

El hecho de que S, I. A. M. Di Telia garantice a lo* com- 
pradores de la* heladeras automáticas sn perfecto funciona- 
miento por un término determinado, en nada altera ta situa- 
ción, ya que no está comprendido en toa términos del apar- 
tado m) del art. 2» de la Ley de Aduana, esa modalidad neta- 
mente comercial, establecida como propaganda en beneficio 
de la misma. 

Desde otro punto de vista, es procedente la observación 
que formula el representante del Fisco al sostener que la 
firma sumariada debió acreditar, en la forma y con tos libros 
que preceptúa et art. 11 del Decreto Reglamentario de la Ley 
de Aduana, la utilización de los gases refrigerantes. La firma 
en eaosa no ha aportado a los autos dicha prueba. 

También señala con exactitud el representante de la Adua- 
na qne la sentencia apelada, por error, fija cantidades de gases 
f altantes distintas de las expresadas en la resolución adminis* 
trativa. Este Tribunal ratifica el peso señalado en la resolución 
de la Aduana. 

En sn mérito se confirma ta sentencia apelada, en cnanto 
absuelve en parte de las infracciones que se imputan a S.I.A.M. 
Di Telia Ltda., y se la modifica, ratificando ta resolución admi- 
nistrativa, imponiendo a ta indicada firma una multa igual 
al vator de 1.850,880 kgs. de freón y de 5.879,710 kgs. de 
cloruro de metilo, con costas. — Borneo Femando Cámera. — 
Maximiliano Cons&li. — Abelardo Jorge Montül. 

Dictamen del Procubadob General 

Suprema Corte: 

De conformidad con mi dictamen de f s. 150 V. E. ha 
declarado a fs. 151 la procedencia del recurso extraordi- 
nario interpuesto en autos. 
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Ün cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional ac- 
túa por intermedio de apoderado especial, el que ya ha 
asumido ante V. E. (fs. 157 ) la intervención que le co- 
rresponde. — Buenos Aires, marzo 28 de 1950, Año del 
Libertador (leñera! San Martín. — Carlos G. Deifimt. 

VALLO DE LA CORTE SU PRESTA 

Buenos Aires, 20 de abril, Año del Libertador General 
San Martín, lí>50. 

Vistos los ñutos "S.I.A.M. Di Telln Ltda. v. Admi- 
tía 7fi-(í-1045 M f en los que a fs. 151 esta Oorte declaró 
procedente el recurso extraordinario. . 

Considerando: 

Que con arreglo a lo reiteradninente decidido por 
esta Corte, las excepciones a las leyes impositivas delwn 
ser interpretadas restrictivamente y aparecer fuera de 
razonable duda —Fallos: 204, 110 ; 210, 1088 ; 211, 8fi4 
y otros — . 

Que en la especie l¡i franquicia de que se trata es la 
acordada por el art. 2, inc tu) de la ley 11.281 — t. o.— 
que beneficia a los "artículos destinados a la fabricación 
de heladeras automáticas en el país, a saber: . . . gases 
refrigerantes". Y se discute si ella alcanza a los emplea- 
dos en la instalación de las unidades y en la atención de 
la garantía de fabricación a que la recurrente se obliga 
frente a los adqui rentes. 

Que si por fabricar ha de entenderse, con arreglo 
al diccionario de la lengua, en *u acepción más am- 
plia, hacer o elaborar una cosa o producto, por medio 
de un trabajo adecuado, resulta sin esfuerzo que exis- 
te fabricación una vez que el objeto de que se trata está 
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acabado, con prescindencia de los trabajos o reparacio- 
nes que pueda requerir la efectividad de su utilización 
durante un lapso cualquiera. Por otra parte, el otorga- 
miento de la franquicia a la fabricación nacional supone 
su diferenciación de la fabricación foránea y es obvio 
que esta última no puede comprender ni la instalación 
ni la atención de la garantía de las heladeras, que nece- 
sariamente ha de tener lngar en el país respecto de las 
importadas, lo que no es obstáculo a la evidencia de que 
se trata de aparatos "fabricados" en el extranjero. 

En su mérito se confirma la sentencia recurrida de 
fs. 120 en lo que ha podido ser objeto de recurso ex- 
traordinario. 

Luis R. Lonohi — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pkssagno. 



COOPERATIVA VALLE FERTIL LTDA. v. IMPUESTOS 

INTERNOS 

CONSTITUCION NACIONAL: Conítitucionalidad ¡ inconstUntiona* 
Mttd. Decreto* nacionales. Impuestos internos. 

La Reglamentación General de Impuestos Internos ha 
sido dictada por el P. E. en uso de sus facultades consti- 
tucionales. 

IMPUESTOS INTERNOS: Régimen represivo. Defraudación y sim- 
ples infracciones. 

La Reglamentación General de Impuestos Internos forma 
parte de la ley de la materia y su violación afecta al ré- 
gimen creado por ésta, 

IMPUESTOS INTERNOS: Vinos. 

La multa aplicable en el caso en que un mismo hecho 
importa contravención simultánea a la ley general de 
vinos n v 12.372 y a loa reglamentos de impuestos internos, 
no eo responde a infracciones independientes que den la- 
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Jujear a accione* Reparadas y autoricen decisiones correla- 
tivas. Trátase de un lieeho único y de una situación re- 
suelta por la Ley 12.372 con criterio fiscal, acordando pre- 
eminencia a la infracción impositiva y fijando como san- 
ción la pena mayor autorizada por las normas en con- 
curso. 

i'HESCMPClOX: Preseripcifin en materia penal. Tiempo. Leye* 

itHÍWÜttiVUlt, 

La prescripción de la acción para reprimir no hecho que 
importa ni mismo tiempo infracción a la Ley 12,372 y a 
la Reglamentación de impuestos Internos se rige por la 
Ley 11.5B5. 

I'HESCRIPCIOS: Presrrí peiún rn materia penal (ie»eraJ¡dade$. 

No habiendo recaído pronunciamiento condenatorio no es 
oponihle la prescripción de la pena. 



Resolución ora, Administrador General dk Impuestos 

Internos 

Rítenos Aires, 15 de noviembre de 1946. 

Visto este sumario n* 2447 — Sercióu 4 — año 1946. se- 
guido contra la Cooperativa Valle Fértil Limitada, con domi- 
cilio en la localidad de Fuerte General Roca. Territorio Na- 
cional de Río Negro, y 

Considerando ; 

Que. de ncuerdo a las constancias del acta inicial, al prac- 
ticar inspección en la eliacra n° 236, donde la encausada posee 
inscripta ante esta Administración la bodega registrada bajo 
el certificado n* 1137 A., se comprobó ta habilitación de dis- 
tintos envases para depósitos de vino, sin hallarse previamente 
autorizados, entre ellos, uno señalado en el plano oficial como 
aljibe, fuera de la delimitación en rojo de la parte conside- 
rada como bodega, conteniendo 44,800 litros de vino, estable- 
r ¡endose, además, el atraso del libro oficial, la falta de eoncor- 
dam-iu de los saldos de valores, lo que configura infracción a 
los arts. fi, 15 y 67. ine. c), Título I, de la Reglamentación 
General. 

Que, en el transcurso de la inspección se comprobó asi- 
mismo, que una persona del establecimiento retirab.* de una 
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pileta que contenía 65.000 litros de vino, tina manguera ver- 
tiendo agua, constando a fs. 18/20 loa detalles relativos a tal 
hecho, proced ¡endose luego a la intervención de la referida 
pileta y del aljibe precitado, de cuyos productos se extrajeron 
muestras y de las existencias en bodega, practicándose además 
inventario de las mismas. 

Que, conforme a los certificados de análisis adjuntos, han 
sido observadas los partidas correspondientes a los 65.000 li- 
tros de vino referidos, clasificados como Bebida Artificial, 
art. 13, i ni*, a), Ley 12.372, apto para el consumo (certificado 
n* BB, 25.896 a fs. 142) y 69.200 litros como Vino Genuino 
con principio de enfermedad, art. 39, tít. VII de la Regla- 
mentación General (certificado n v BB. 259.17 a fs. 165), que- 
dando regularizada esta última partida, que no pudo inter- 
venirse (fs. 219) según dictamen de la Oficina Química Na- 
cional de la Capital a fs. 227, fundado en el análisis del tri- 
plicado de la muestra. 

Que a fs. 224 ha sido contestada la vista conferida de 
acuerdo con el art. 65 del H. D, de fecha 14 de enero de 1935, 
impugnando el resultado del análisis n' BB. 25.896 y solici- 
tando el análisis del duplicado de la muestra correspondiente, 
el que practicado, ratifica el resultado obtenido anteriormente, 
sep'm dictamen producido a fs. 229 por la Oficina Química 
Nacional, en el que informa que si bien el producto cuestio- 
nado puede considerarse de composición normal para el tipo 
denominado "clarete" de la zona de Río Negro, atento a las 
constancias de fs. 1 y 2, habría sido elaborado en contraven* 
eión al ine. a) del art. 11, — ley 12.372 — y que, mientras no se 
desvirtúe tal hecho, corresponde mantener la clasificación de 
" Bebida Artificial", criterio que ratifica a fs. 250 vta., en 
oportunidad de requerirse su intervención, con motivo de ha- 
berse aportado los antecedentes de elaboración del producto. 

Que, la comprobación de tal hecho, por su carácter obje- 
tivo, es incuestionable, sin que para su apreciación medie la 
mayor o menor proporción de agua que pudiera haberse adi- 
cionado al vino, en consecuencia, no siendo las razones alega- 
das en la defensa eximentes de responsabilidad y constituyendo 
las comprobaciones realizadas, infracción al ine. a) del ar- 
tículo y ley citados, más la concurrencia de las apuntadas en 
el primer considerando, corresponde hacer pasible a la suma- 
riada de las sanciones penales del art. 31, ine. b) de la ley 
12.372 y art. 28 del T. O. de las Leyes de Impuestos In- 
ternos. 

Que, consta a fs. 237 vta . el informe de la 3ra. División 
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de Contralor, aconsejando la aprobación sin cargo, del resul- 
tado del inventario practicado en fecha 26 de abril de 1945 
y a fs. 240 vía. la desintervención de los 44.800 litros de vino 
mencionados en el primer considerando y que con interven- 
ción fiscal, fueran trasegados a las piletas tíos. 56, 36, 65 y 69. 

Por tanto y habiendo sido oída la encausada, se resuelve: 

V) Aplicar a Cooperativa Valle Fértil Ltda. una multa 
de $ 33.000 descompuesta en los siguientes conceptos: 
$ 32.500 % a razón de $ 0,50 %. por litro sobre 65.000 litros, 
y el saldo por las infracciones a disposiciones reglamentarias 

cometidas. 

2*) Disponer el comiso de la citada mercadería y proveer 
oportunamente su oferta en licitación, para su venta con ex- 
clusivo destino a destilación 

3 o ) Exigir el pago de $ 2,40 importe de los valorea 
sobrantes no retirados. 

4") Los referidos importes deberán depositarse dentro 
de les cinco días de notificada la presente en el Banco de la 
Nrción Argentina, remitiendo a esta Administración los com- 
probantes de pago, bajo apercibimiento de disponer su cobro 
por la vía judicial. 

5*) Aprobar sin cargo el inventario practicado con fecha 
26 de abril de 1945 en la bodega de la encausada. 



Sentencia del Juez Letrado 

General Roca, junio 10 de 1948. 

T vistos : - El recurso contencioso interpuesto por al 
Dr. Carlos Boltshauser y el Sr. Héctor Julio Medhi en su 
carácter de vicepresidente en ejercicio y secretario respecti- 
vamente de ta Cooperativa "Valle Fértil Ltda.", contra la 
resolución de la Administración General de Impuestos Inter- 
nos de fecha 15 de noviembre de 1946 dictada en el expe- 
diente administrativo n» 2447, sección 4* año 1946, de loa 
que resulta: 

Que el 25 de abril de 1945, a las 21,30 horas, una inspec- 
ción de Impuestos Internos se constituyó en la chacra n* 236 
de esta Colonia, propiedad de la Cooperativa Valle Fértil 
Ltda., asiento de la bodega inscripta en Impuestoa Internos 
con certificado n* 1137-A y. al penetrar en la misma, encon- 
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trñronse con que ana persona que resaltó ser Afilio Salassa, 
enólogo del establecí ni tentó, en ese momento retiraba de la 
pileta certificada bajo los Nos. 25 al 28, de capacidad de 
70.000 litros, según plano oficial, y que contenia vino clarete, 
una manguera impelente cuyo grifo vertía agua, como lo com- 
probaron los actuantes, por lo que procedieron a interrogarle 
sobre el motivo por el que aguaba el vino, manifestando "que 
en realidad su propósito no era el de agregarle agua a dicha 
pileta, que solamente se encontraba lavando la manguera im- 
pelente con agua para mejor conservación de la mencionada 
manguera". Preguntado para que diga cuántos litros de agua 
le puede haber agregado a la pileta en cuestión y que contiene 
vino clarete, contestó lo siguiente: "Que solamente él cree 
puedan haberle caído un cuarto litro de agua" (fs. 19 y 20 
del expediente administrativo). Acto seguido se procedió a 
establecer el litraje del contenido de la pileta, comprobando la 
existencia de 65.000 litros de vino clarete ; se obtuvieron mues- 
tras, se intervinieron las existencias, en fin, se adoptaron los 
recaudos usuales en tales casos, labrándose acta de todo ello 
que fué firmada sin observación por los inspectores y el señor 
Salassa. 

Al día siguiente se continuó el procedimiento, compro- 
bándose que los libros no se encontraban actualizados; empla- 
«ado el Sr, Salassa para que los presentase en forma, compro- 
bóse que en los mismos se había omitido consignar el litraje 
de vino obtenido, explicando el enólogo que no díó los datos 
respectivos a la persona encargada de llevar los libros, porque 
acostumbraba a hacerlo una vea terminada la elaboración 
(fs. 27 y 28 del expediente administrativo). 

Siguiendo la inspección y fuera del recinto de la bodega, 
se comprobó la existencia de una pileta subterránea no de- 
nunciada como tal ni existente en el plano oficial, que conte- 
nía 44.800 litros de vino clarete en fermentación, explicando 
el mencionado Sr. Salassa y el Sr. Medhi, Secretario de ta 
Cooperativa, que se trataba de un aljibe que fué habilitado 
como pileta de fermentación eircunstaneialmente y por carecer 
de mayores capacidades; que sólo pensaban utilizarlo a esos 
fines unos días, por lo que no solicitaron la habilitación oficial. 

Igualmente se comprobó que se estaba utilizando otra 
pileta de reciente construcción, la que no se encontraba habi- 
litada ni cubicada oficialmente, cuya terminación no había 
aún sido denunciada, explicando los representantes de la bo- 
dega que no se había esperado la habilitación oficial, por loa 
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"grandes apuros que siempre suelan tener en épocas de ela- 
boración'] (■, 32/33 del expcdicntf administrativo). 

Por último, real izado un inventario de la bodega» resultó 
una diferencia de menos de 43.664 litros en vinos viejos y un 
excedente de 1.109.574 litros de vinos nuevos, diferencias que 
fueron explicadas por los cortes hechos con vinos viejos y no 
haberse aún anotado el producido de la nueva elaboración- 
Practicadas las demás diligencias administrativas, en tas 
que por cierto, se dió oportunidad a la sociedad sumariada 
para presentar sus descargos, se dictó la sentencia a que se 
ha hecho mención y que corre a fs. 263 del expediente admi- 
nistrativo. 

Que interpuesto el recurso que prevé el art. 27 del T. O. 

£ traído al tribunal el expediente administrativo del que se 
a hecho relación, por intermedio de apoderado, la Coopera, 
tiva Valle Fértil Ltda. expresó agravios de fs. 9 a 12. solici- 
tando se declarase proscripta la acción o, en su defecto, la 
revocación en todas sus partes de la resolución administrativa, 
con costas, y. corrida vista al Sr. Procurador Fiscal, contestó 
los agravios a fs. 13/17, pidiendo ta confirmación con costas 
de la misma resolución. 



Considerando: 

Que ante todo, y por si fuese procedente, ha de exami- 
narse si la prescripción de ta acción se ha operado como lo 
pretende el representante de la Cooperativa, aduciendo que 
en el caso, no se imputan »■ tus de defraudación fiscal sino 
de policía sanitaria y, por consiguiente, no son aplicables las 
disposiciones especiales de la Ley 11.585 sino las comunes del 
Código Penal. 

Que. como lo señala el representante fiscnl, repitiendo pa- 
Inhros del Sr. Fiscal de Cámara, la Ley 12.372 General de 
Vinos, ha modificado snbstancialmente el carácter de las in- 
fracciones con respecto a la anterior n* 4363 de Policía Sani- 
taria del Vino, porque los art*. 44, 45 y 46 de aquélla contie- 
nen remisiones a las leyes de Impuestos Internos, de tal ma- 
nera que la prescripción ha de ser gobernada por el régimen 
correspondiente a las leyes impositivas. En el caso, se imputa 
a la Cooperativa Valle Fértil las siguientes infracciones: a los 
arts. 11, ine. a), y 31, inc. b), de la Ley 12 372. y art. 28 d«l 
T. O., concurso contemplado en el art. 46 de aquella ley, e in- 
fracción a los arts. 6, 15 y 67, inc, c), tít. I, de la Reglamen- 
tación General de Impuestos Internos, situación contemplada 
en el art. 44 de la Ley 12.372. 
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Que la Corte Suprema en un caso análogo en que es parta 
la misma sociedad recurrente y que se registra al t. 208. p. 372 
de la Colección Oficial, ha declarado: "Que la existencia si- 
multánea de contravención a la ley de Im; uestes Internos y 
a la de Policía de Vinos ha sido contemplada por el art 46 
de la segunda, que dice: Cuando de un mismo hecho resulta 
prima facie infracción a las leyes de Impuestos Internos o 
a sus reglamentos y al mismo tiempo a las disposiciones de la 
presente, o sus reglamentos, et sumario será instruido y re- 
suelto exclusivamente por la Administración General de Im- 
puestos Internos, quien aplicará la sanción correspondiente 
a la infracción castigada con pena mayor. Que comprobado 
en la especie que los vinos analizados no corresponden al aná- 
lisis de origen y que los mismos deben ser calificados como 
bebida artificial apta para el consumo con arreglo al art. 13, 
inc. a), de la Ley 12.372, es asf correcta la aplicación de las 
penalidades del art. 36 de la Ley 3764 — 27 del T. O. — no 
siendo por consiguiente, ajustada a dereebo la sentencia ape- 
lada en cuanto declara operada la prescripción de la acción 
penal — Ley 11.585, arta, 1 y 3 — ." 

Que ha sido la misma Corte Suprema en el fallo del 
t. 209, p. 161 y los alti citados, la que ha declarado que "si 
bien es cierto que la autoridad de la jurisprudencia no es 
siempre decisiva, no lo es menos la evidente conveniencia de 
sn estabilidad en tanto no so alleguen fundamentos o medien 
razones que hagan ineludible su modificación*'. 

Que, por lo tanto, siguiendo la orientación impuesta por 
el alto Tribunal, corresponde considerar como término de 
prescripción de la acción, el quinquenal fijado por la Ley 
n* 11.585 y, datando loa hechos cuya sanción se persigue del 
25 y 26 de abril de 1945 y mediando además actos de proce- 
dimiento judicial interruptivos, corresponde desestimar la ex- 
cepción de prescripción interpuesta y entrar a juzgar las de- 
fensas opuestas. 

Que, como se lia expresado, de la multa de $ 33.000 
$ 32.500 % se imputan a la supuesta adición de agua a una 
partida de vino, cuya equidad luego se examinará, y el resto, 
o sean $. 500 %, corresponde a las demás infracciones impu- 
tadas. En cuanto a esta ultima incriminación y multa, el recu- 
rrente no ha expresado agravios ni producido prueba, no obs- 
tante lo cual corresponde sea considerada por haberse solici- 
tado la revocación "en todas sus partea" de la sentencia ad- 
ministrativa. Las infracciones por la que se impone esta parte 
menor de la multa, como ya se ha expresado, corresponde a los 
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iiguientes rubro»; a) No tener los libros al día tu haberse in- 
sertado en loa mismos el «traje obtenido en las últimas elabo» 
raciones y operaciones de corte con las consiguientes diferen- 
cias entre la existencia real y la anotada en los libros, lo que 
constituye infracción al art. 15, tít. I, de la Beglaiocntación 
Ueneral de Itnp lestos Internos, penada por el art, 28 del T. O, 
El motivo dado por el encargado de la Bodega: Tener la cos- 
tumbre de dar los datos al encargado de los libros una vez 
concluida la elaboración, ni es aceptable, ya que la reglamen- 
tación exige las anotaciones diarias, ni es exacto, ya que se- 
gún la propia declaración del enólogo la elaboración había ya 
concluido, lo que concuerda con la circunstancia de que en 
la bodega se comprobó no había ya existencia de materia prv- 
ma; b) Haber habilitado un aljibe como pileta de fermenta- 
cion y otra pileta de reciente construcción, que no habían 
sido habilitadas oficialmente por Impuestos Internos, alegan- 
do el encargado de la bodega como descargo "los grandes 
«puros que siempre suelen tener en época de elaboración". 
Talca habilitaciones constituyen infracciones al art 6, tít I, 
de la Reglamentación General, que prohibe la modificación de* 
los locales o instalaciones sin permiso previo v modificación 
de los registros, hechos estos sancionados por'el art. 28 del 
T. O., no siendo excusantes tampoco las razones invocadas; 
ej Se comprobó por último una pequeña falta de concordan- 
cia de los saldos de valores con la existencia de t 2,40 de 
valores sobrantes no denunciados lo que constituye infracción 
al ¡ art. 67 inc. c), de la Reglamentación General penado tam- 
bién por el mencionado art. 28 del T. O. 

Que, aparte de que como lo ha señalado la Corte Supre- 
ma de Justicia de la Nación (t. 206, p. 508 y los allí citados), 
en presencia de la materialidad de la infracción a la ley de 
impuestos Internos, incumbe al contraventor la prueba' de 
descargo —Palios: 198, 310— para lo que no basta la alega- 
cióit de la ignorancia de los preceptos legales", de todas las 
m fracciones enumeradas precedentemente, o no se han dado 
expiaciones, o se las ha dado tan de poca eficiencia que no 
pueden ser consideradas se amenté a los fines de la exención 

. Sf u* y sí róto de ltt (Fonación de la multa. Al res- 
pecto debe tenerse en cuenta que se trata de una sociedad 
remóldente y que hay concurso de infracciones, las que aun 
consideradas separadamente, son graves, por lo que el tribu- 
nal considera aún benigna la sanción impuesta por estos con- 
ceptos y, por consiguiente, debe confirmarla. 

Que la parte más importante de la multa se imputa a 
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la supuesta adición de agua a una partida de 65.000 litros 
de vino clarete, hecho este negado por la recurrente, por lo 
que han de examinarse las pruebas producidas sobre el punto. 

Gomo se ha dicho, a las 21.30 horas del 25 de abril de 
1945, al penetrar los empleados de Impuestos Internos a la 
bodega, comprobaron que D. Atilio Salasao, enólogo del esta- 
blecimiento, retiraba de la pileta una manguera impelerte 
curo grifo, en ese momento, vertía agua. Tal circunstancia 
no puede, a esta altura del proceso, ser negada ni aun discu- 
tida, pues ha sido asentada en el acta referida, que no ha 
sido observada por las partea y que el Sr. 8alassa ha firmado 
con expresa aquiescencia. Tal acta tiene todo el valor de un 
instrumento público no argüido de falso desde que reúne los 
requisitos del art. 979, ine. 2 y art. 980 del Cód. Civil y, 
por lo tanto, hace plena fe de los hechos enunciados en ella 
(€. C, 995). 

La recurrente pretende — repitiendo lo que desde el pri- 
mer momento sostuvo Samwa (acta cit. y fs. 29 expte. jud.) — , 
que en todas las bodegas "al terminar de llenar las piletas se 
conecta con una canilla de agua para limpiar la manguera 
a efectos de que para el easo que hubiera que trasegar vinos 
de diferentes colores y clases, no tomen los unos el sabor 
y el colorido de los otros; siendo este trabajo sencillo y rá- 
pido, pues de inmediato que termina de caer la última can- 
tidad de vino en la pileta se retira la boca de la manguera 
y se deja caer el agua al suelo" (fs. 9). 

Esta afirmación sólo ae ha intentado probar mediante la 
pericia del Sr. Miguel A. Rodríguez (fs. 37 y sigtes.) pero, 
cotejando las conclusiones tan escasamente razonables de éste 
con las desde todo punto de vista lógicas del perito Godoy 
(fs. 31 y sigtes.), es forzoso reconocer en esta parte de la 
pericia de Rodrigues una evidente falta de fuerza convictiva. 
Afirma en efecto, que para limpiar las bombas de trasiego es 
imprescindible pasar agua por dicha maquinaria pero, para 
evitar la mezcla del agua con el vino, se hace trabajar la bom- 
ba con aire, formándose así una cámara de aire que impele 
el \ino y lo separa del agua que luego se conecta a la man- 
guera y, cuando el chorro de vino se corta bruscamente, es 
indicativo que ha terminado el vino, en cuyo instante se 
efectúa la separación pertinente. Ahora bien, para desalojar 
el agua, según Rodrigues, hay que realizar la operación con- 
traria, es decir, se hace pasar vino desechando la primera por- 
ción que es de agua, y así hasta el infinito. Bien, tal opera- 
ción, como lo iteñala el perito Godoy, teóricamente es admi- 
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sible con reparos muy fundados que enumera a fs. 33 vta, 
por lo que se descarta por ¡lógica e inoficiosa puesto que su 
fin no resulta satisfactorio para ninguno de los objetos lícitos 
que se buscan, siendo lo práctico y corriente que, una ves ter- 
minada la labor, se desconecte el aspirante y el impelente *!<■ 
la bomba, se escurra el contenido en tinas que para ese efecto 
disponen todas las bodegas y luego se proceda recién al lavado 
de máquinas y caños. Si se admitiese la posibilidad de la 
formación de una cámara de aire, ¿por que no esperar que 
el aire inyectado desalojase todo el vino existente en la man- 
guera para recién conectarla con el agua J j No lo enseña 
así la más elemental lógica T /.Por qué, en todo caso, no diri- 
gir el grifo a otro depósito vacío y móvil, una tina por ejem- 
plo, para evitar una probable mezcla, y vaciar luego el vino 
así separado a la pileta t Por ultimo, prolijamente anali- 
zadas las palabras de Rodríguez, debe concluirse que éste no 
afirma, concretamente, que la práctica enológica sea la que 
señala Salassa sino que en términos ambiguos y generales indi- 
ca que una vez terminado el vino "se efectúa ta separación 
pertinente" pero no se aventura a afirmar que esa última 
parte del vino ha de ser derramada directamente a la pileta 
común. 

Qne se ba aceptado ya, qne en el momento qne Salas» 
retiraba la manguera — es necesario repetirlo — , ésta vertía 
agua, lo que significa aceptar que algo del líquido cayó en 
la pileta y descartado el móvil invocado, debe reconocerse el 
propósito de aumentar la existencia de vino disminuyendo su 
calidad mediante el agregado de agua. A esta flagrancia que 
es irrefutable y decisiva, han de añadirse numerosos elemen- 
tos ile juicio que constituyen, de por sí, pruebas indiciarías 
serias directas y corroborantes: la hora intempestiva en que 
se realizaba la maniobra, cuando ya todos descansan y es 
insospechable una inspección fiscal; la falta de anotación en 
los libros oficiales del litraje obtenido en las últimas elabo- 
raciones, euando por la ley la anotación debe ser diaria y la 
elaboración había ya terminado según Salassa y no quedaba 
materia prima, omisión ésta que permitía alterar arbitraria- 
mente las cantidades reales obtenidas; la falta de relación 
entre la uva empleada y el vino resultante en la última ela- 
boración, seirún cálculos realizados en base a datos dados por 
el enólogo de la sumariada, que no han sido refutados y de 
los que se infiere qne hay más vino del que pudo ser fabri- 
cado con la uva comprada fía. 45 a 49 del expte. administra- 
tivo); además, pueden agregarse elementos indirectos como 
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lo son los antecedentes de la recurrente que ha «ido ya moti- 
vo de anteriores sanciones, la fuerza impelerte de la man- 
guera, ete. Son todos ellos elementos coadyuvantes que llevan 
necesariamente a la confirmación de la sentencia. 

Que sin embarco, el análisis del vino clarete aguado dió 
"bebida apta para el consumo" ' (fs. 227 del expte. adm.) y 
la Oficina Química Nacional de la Capital, dictaminó que el 
producto podía considerarse de composición normal para el 
tipo denominado Clarete de la zona de Kío Negro (fs. 229 
vta.). Tale» comprobaciones, que hacen a la calidad intrínseca 
del producto, no modifican las conclusiones a que se ha llega- 
do respecto a la adición de agua medíante el examen de las 
demás constancias de autos. En efecto, es sabido — y el prove- 
yente ha obtenido estos resultados mediante operaciones arit- 
méticas hechas en base a serias informaciones técnicas obran- 
tes en otros juicios — , que un vino de graduación alcohólica 
elevada, como lo son los de esta zona, puede resistir grandes 
proporciones de agua sin alterar visiblemente sus condiciones, 
así, cti 65.000 litros de vino podrán añadirse 520 litros de 
agua sin que la graduación baje más que un décimo de grado 
y, para rebajar un grado, lo que no es mncho en un vino de 13* 
por ejemplo, será necesaria la aprectable cantidad de 5.200 
litros de agua lo que significa una ventaja económica bien 
considerable y de donde debe concluirle que el informe de 
fs. 229, ya mencionado, no aporta un elemento favorable a 
la defensa si bien se lo examina. 

Que también se ha señalado, no haciendo de ello una 
cuestión fundamental, que en todo caso el responsable sería 
el enólogo Sal asna, persona ajena a la sociedad, pero este ar- 
gumento carece de validez no sólo porque mediante la abso- 
lución de posiciones del Presidente de la Cooperativa, obran- 
te a fs. 23 vta. 24 y 25, ha quedado acreditado qne Salassa 
es enólogo de la Bodega, tiene amplias facultades de la Co- 
misión Directiva de la Cooperativa en cuanto se refiere a la 
elaboración del vino, conociendo dicha comisión todos los 
procedimientos a que es sometido el vino por el enólogo, sino 
porque la ley expresamente dispone (art. 21 t. o.) que "los 
propietarios de las mercaderías serán responsables en cnanto 
a las penas pecuniarias, comisos y gastos, del heeho de sus 
factores, agente o dependiente" y el artículo anterior respon- 
sabiliza a los poseedores de los efectos en contravención, 
reuniendo en el caso la Cooperativa Valle Fértil Ltda. estas 
dos condiciones de ser propietaria y jioseedora de los efectos 
en fraude. 
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Que lo único que no ha sido debidamente acreditado ea 
ta eantídad dé agua que se agregó al vino clarete contenido 
en ta pileta, ya que Salassa admite en et sumario adminis- 
trativo que sólo puede haberle añadido nn cuarto litro de 
agua, lo que si bien es poco admisible si se tiene en cuenta 
el contenido total de la pileta, es suficiente para considerar 
confesada la infracción que está incriminada por los arts. 11» 
inc. a), 31, inc. b), de la ley 12.372 y 28 del T. O. de leyes 
de Impuestos Internos. La pena es única, consistente en una 
multa de $ 0,50 m/n. por litro de producto y comiso del 
mismo (art. 31, inc. b) r cualquiera sea la cantidad de agua 
adicionada al vino (art. 11, inc. a), manteniéndose la clasi- 
ficación del vino como bebida artificial (art. 47, tít. VII de 
la limpia mentación General de las leyes de Impuestos Internes). 

Las «ostas han de imponerse al vencido regulándose ho- 
norarios al Representante Fiscal de conformidad al art, 14 
del t. o. de las leyes de Impuestos Internos. 

Por todo ello, resuelvo: Confirmar en todas sus partes 
la resolución administrativa del 15 de noviembre de 1946, 
corriente a fs. 263 y 264 del sumario n* 2447, Sección 4» 
año 1946 por la que se resuelve aplicar a la Cooperativa Valle 
Fértil Ltda. una multa de pesos 33.000.00 m/n. y dispone el 
comiso de la mercadería en fraude; con costas, — Oscar E. 
Serantat Pifio. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Babia Blanca, julio 13 de 1949. 

Vistos y considerando: 

Que la infracción motivo de los procedimientos admi- 
nistrativos fué comprobada el 25 de abril de 1945, y consis- 
tente en haber realizado la bodega intervenida una práctica 
cnológica prohibida (adición de agua durante el proceso ela- 
borativo) por el art. 11, ine. a), de la ley 12.372. Conforme 
a los análisis químicos que sobrevinieron, la producción in- 
tervenida fui clasificada como bebida artificial, dentro del 
art. 13, ine. a), de la misma ley citada, es decir, como "pro- 
ductos a los que se les agrega sustancias que, aun siendo na- 
tu ra les en los vinos gen ui nos, alteran bu composición o dea- 
equilibran la relación de los componentes de un vino genuino". 
La infracción, es. pues, prima fnde, de índole exclusivamente 
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unitario. No había llegado el momento, siquiera, de qne el 
líquido elaborado pagara el impuesto y que es "a la salida 
de Ja fabrica". 

Que, sin embargo, para saber si, además, et aeto podía 
comportar infracción al régimen financiero basta tener en 
cuenta, con prescindencia, por el momento, del elemento in- 
tencional de la maniobra descubierta en el acto de la inspec- 
ción y según lo que consta en el acta n* 9 que entonces se 
labró, que los permisos de elaboración eran para producir 
vino genuino y que por tal pasaba el producto manifestado 
no solamente en las preguntas de los inspectores que lo dan 
por supuesto, sino también en las respuestas del enólogo de 
la bodega qne igualmente dan por supuesto que las piletas 
contienen vino. Existió, pues, evidente infracción correlativa 
del régimen de fiscalización del impuesto. 

Que, de acuerdo con esto, y aunque el caso presenta con 
relación al precedente que contra el mismo recurrente se 
siguió en los autos de qne da cuenta la publicación de Fallos 
de la Suprema Corte Nacional, en su tomo 208, p. 372, la dife- 
rencia fundamental de que no se trata de vino en circulación 
comercial sino en proceso de elaboración, le es aplicable la 
misma conclusión que sentó entonces dteho alto tribunal acer- 
ca de la coexistencia de ambas infracciones. 

Que examinando ahora el elemento intencional de la in- 
fracción, resulta indiscutiblemente existir violación a los re- 
glamentos de elaboración y al propio tiempo de fiscalización, 
de índole formal por el sólo hecho de no constar que se 
hubiera solicitado permiso para elaborar bebida artificia). 
Esto, por lo pronto, conduce a encuadrar legalmente el asunto 
en el art, 28 del t. o. que reprime las infracciones financieras 
de índole formal. Pero interesa, aparte de esto, determinar 
ai los hechos no han llegado en grado a conformar infracción 
de carácter doloso, de las previstas por el art. 27 del mismo 
t. o. y caracterizada por la mira de defraudar los impuestos 
internos. En el caso del precedente citado, asi lo reputó la 
Corte Suprema, pero en et mismo mediaban las circunstancias 
de que el vino ya estaba en circulación y de que la adición 
de agua se había realizado alterando el producto después de 
obtenido el análisis de origen o de libre circulación. Esto no 
concurre ahora y la propia autoridad administrativa, consi- 
derando los hechos, no los ha juzgado sino como infracción 
sanitaria e infracción de índole formal, aplicando por la pri- 
mera la multa de I 32.500,00 m/n. que corresponde según la 
cantidad de bebida en infracción por el art. 31, ínc. b), de la 
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ley I2..172. más el comiso que esta misma disposición establece 
y por la segunda la multa ele I 500,00 m/n. que completa la 
con den He i ón. Vale decir, que no se ha reputado que ha exis- 
tido mira de defraudar el impuesto y esto mismo cree el tri- 
bunal, examinando los antecedentes. La clandestinidad de la 
operación que se ha sorprendido se explica suficientemente por 
la prohibición legal de emplear como práctica enolójrica para 
reírla r el producto, el aguaje a (pie recurrió seguramente el 
enólogo para condicionar la proporción de extracto seco o por 
otro motivo semejante o por aumentar, en perjuicio de la pe- 
nuinidad del producto, el volumen de la producción, dentro de 
las proporciones de extracto seco que la ley autoriza. 

Que eon estos antecedentes, la coexistencia de infracción 
al rógimen de los impuestos internos hace que no esté operada 
la prescripción de la acción penal y en cuanto al fondo del 
asunto, que. la multa y comiso aplicados sean de toda justicia. 

Por ello, confírmase la sentencia en recurso, con costas. — 
Krwstft tfttttrrtntittf.-— Bntjam'm dr ta Vet/a. — Pedro Sempf. 



FALLO DE LA COETE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de abril, Año del Libertador General 
San Martú., 1950. 

Vistos los autos: Cooperativa " Valle Fértil Ltda." 
Recurso apelación en juicio: "Impuestos Internos de la 
Nación, sumario Nro. 244711946 Sec* 4", eu los que se 
ha concedido a fs. 92 el recurso ordinario de apelación. 

Considerando : 

Que la sociedad "Cooperativa Valle Fértil Ltda.", 
condenada por la sentencia de fs. 86 a pagar al Fisco 
Nacional, la multa de $ 33.000, provenientes de las in- 
fracciones a que alude la resolución de la administra- 
ción de Impuestos Internos de fs. 263 del expediente ad- 
ministrativo agregado sin acumular, opone a fs. 98 la 
excepción de prescripción de ln acción penal, fundán- 
dose en que no es aplicable el art. I o de la ley 11.585 
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sino las disposiciones generales del Código Penal, en 
materia de prescripción, porque aquella sanción obedece 
al inc. 1») del art. 31 de la ley 12.372 que "no es de im- 
puesto», sino de policía sanitaria, de control de elabo- 
ración, de mejoramiento técnico y de fundamento eco- 
nómico " y porque habiendo transcurrido el término de 
dos aííos que fija el art. 62, inc. 5» de aquel Código, des- 
de que la infracción habría sido cometida, la acción se 
ha extinguido por el trascurso del tiempo. 

Que la mayor infracción imputada a la "Coopera- 
tiva Vallo Fértil Ltda.", hállase prevista simultánea- 
mente en la ley general de vinos N* 12.372 y en el "Re- 
glamento General de Impuestos Internos, pues, la adi- 
ción de agua al vino, prohibida por el inc. a) del art 11 
de dicha ley, califica al producto así obtenido de "bebi- 
da artificial según lo establece el inc. a) del art. 13, 
y su elaboración en los misinos locales en que se fabrica 
vino genuino — como es el caso — viola, también, la pro- 
hibición contenida en el art, 94, Título VI I do ta Regla- 
mentación General de Impuestos Internos (Decreto de 
diciembre 26 de 1922). Y mientras para la primera, el 
art. 31 de la ley dispone el comiso del producto y una 
multa de $ 0,50 por litro de esa "bebida artificial**, 
multa que asciende en el presente a ♦ 32.500, la segunda 
exige que el impuesto se pague de inmediato, sin espe- 
rar su expendio y sin perjuicio de la pena que corres- 
ponda aplicar por la infracción de elaborar nna bebida 
no declarada y aunque aquella elaboración hubiere sido 
accidental. 

Que dicho decreto reglamentario, dictado por el 
Poder Ejecutivo, en uso de sns facultades constitucio- 
nales (art. 83, inc. 2*, de la Constitución Nacional) for- 
ma parte de la ley de impuestos internos y su violación 
afecta el régimen creado por olla, como lo consigna la 
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doctrina do Fallos ¡ 1ÍH>, 301 y 407 ; de «norte que la con- 
currencia simultánea de la contravención a la ley general 
de vinos N* 12.372 y a los reglamentos de impuestos in- 
ternos, contemplada especialmente en el art. 46 de la 
misma, y que señala que "la instrucción del sumario 
se hará por la Administración de Impuestos Internos, 
quien aplicará la sanción correspondiente a la infracción 
castigada con pena mayor", resulta de estricta obser- 
vancia (Fallos : 208, 372), y pone de manifiesto lo inope- 
rante de la defensa deducida y referente a la naturaleza 
de la ley 12.372, en cuanto se la considera extraña a la 
de impuestos internos. 

En efecto, no se trata de una multa impuesta por 
infracciones independientes que den lugar a acciones 
separadas y autoricen decisiones correlativas, sino de 
un solo y único hecho, que aparece previsto en dos dis- 
posiciones que lo sancionan de manera diferente. 

No cabe pues la prescripción de la acción que se 
pretende fundada exclusivamente en la ley 12.372, por- 
que aquélla respondería a tina calificación legal, o sea 
se decidiría una cuestión meramente teórica o abstrac- 
ta, ya que por la otra calificación del mismo y único 
hecho la acción correspondiente no resulta extinguida 
en manera alguna. 

La propia ley 12.372 ha previsto entonces la situa- 
ción y ha resuelto el concurso formal de disposiciones, 
con el criterio fiscal inherente a la materia impositiva 
afectada, acordando preeminencia a la infracción con- 
templada en la reglamentación de impuestos internos, 
a cuya Administración ha conferido así, la atribución 
exclusiva de instruir el sumario correspondiente, y ha 
fijado a la vez, como sanción especial del hecho único 
aludido, la pena mayor autorizada por los preceptos en 
concurso. Ha evitado así la acumulación de sanciones 
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de diversos caracteres por la misma infracción como 
podía ocurrir según lo ha admitido, por otra parte, esta 
Corte Suprema en Fallos : 191, 233. 

No se trata pues, en este caso, de la aplicación pro- 
pia o exclusiva de la ley 12.372, sino de sancionar un 
hecho que afectando asimismo la reglamentación de im- 
puestos internos que, por su parte, también lo califica 
y reprime, reclama por su característica configuración 
y entidad, la imposición de la pena pertinente, fijada 
para el caso, en la más grave que señalen, indistinta- 
mente, cualquiera de las leyes afectadas. Tal es el al- 
cance del art. 46 do la ley 12.372, 

Por consiguiente, la naturaleza de la infracción, 
conforme a los preceptos legales examinados, define 
a la sanción que corresponde, como multa propia de las 
leyes impositivas mencionadas y hace que el precepto 
del art. 1« de la ley 11.585 (art. 36 T. O.) rija la pres- 
cripción de la acción que, en este juicio, no se ha ope- 
rado por no haber transcurrido el término de cinco años 
desde el 25 de abril de 1945 fecha del acta de fs. 1 a 26 
del expediente administrativo. Respecto de la prescrip- 
ción de la pena que también se ha opuesto, conjuntamen- 
te con la de la acción, su improcedencia resulta asimismo 
evidente, ya que no habiendo recaído aún, pronuncia- 
miento condenatorio que se halle firme, ni siquiera ha 
podido comenzar a correr el término necesario a tal 
fin. 

Que en cuanto a la prueba del hecho imputado que 
da base a la imposición de lu multa de $ 32.500 la reso- 
lución de fs. 263 del sumario administrativo y la de las 
infracciones que también contempla dicha decisión y 
las sentencias de fs. 62 y 86, así como respecto de la 
responsabilidad de la recurrente, el Tribunal comparte 
los fundamentos on que se apoya la recurrida de fs. 86, 
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que aprecia con neierlo el valor de los elementos ile con- 
vicción acumulndoH y que acreditan plena y legalmente, 
los extremos indicados. 

En su mérito, no se hace lugar a las excepciones de 
presen |K*ión de la acción y de la pena y se confirma, eon 
rn*tns f la sentencia de fs. *6\ 

Luis R. Lojíohi — Rodolfo O. 

ValK NíttTELA — FeLJPE SAN- 
TIAGO Pérez — Atujo Pes- 

SAGNO. 



A LBKRTt ) B KLTll A X PA VA R tO 

ItEWttSO EXTfíAOItfUXAfílO: Requisitos prot»™*- Sentencia de- 
f ¡Hit iva. Resoluúi&nea «nh-riore* a ta *rnte»cia definitiva, Varían. 

La resolución que deniega el pedido de que se suspenda 
i't trámite del juicio, no reviste carácter de sentencia de- 
finitiva y por lo tanto no procede contra ella el recurso 
extraordinario. 

JUHISDICCWX Y COMPETENCIA: Conflictos entre jueces. 

La resolución que deniega el pedido de suspensión del trá- 
mite del juicio, no es violatoria del ai t. 39 del Código 
de ProeedhnicnmH Criminales ai no existe trabada cues- 
tión de competencia, «o se ha formulado pedido de extra- 
dición ni meuoscuhado ln defensa y el interesado no se 
halla privado de su liht-rtad personal. 



ExilOllTO DEL .ÍVKZ OE INSTRUCCIÓN 

Presidan te Cámara de A [Clariones cu lo Criminal de Ro- 
sario —Rosario Sta. Fe— S u <-. 44. Bs. As.. 31-182-915. Ofi- 
cial urgente. 6/12/49. Tengo H affrado de dirigirme a V. E. 
en sumario 16.776 seguido contra Alberto Bcltrán Fa vario por 
¡n fracción al Art. 300 de) C. Penal y a fin de que se sirva 
disponer lo necesario para que se informe a este .Jotrado si 
por ante ese Tribunal encuentra en frrado de apelación 
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nansa alguna seguida contra el nombrado, causa ústa que 
fuera remitida por ei Jugado de Instrucción de Rosario, doc- 
tor Marc. Sec. Di Paolo. Caso nfirmativo estado actual de la 
misma delito o delitos porque se le procesa al nombrado, fecha 
de comisión de los muimos y calificación del delito que se in- 
vestiga en la mencionada causa, llago constar a V. E. que este 
pedido lo formulo con mención del art. 39 del Cód. de Proe. en 
lo Criminal para la Capital Federal. Ruego, exhorto a V. E. el 
ililigcnciamiento del presente ofreciendo reciprocidad para ca- 
sos análogos. Saludo á V. E. con toda consideración. — Oscar 
H. J. Berlingeri. 



Sentenha de la Sala en- lo Criminal de la C amaba 
de Apelaciones 

i wmm* Ro8 " i0 ' diciemb " i 22 * 1M9 - 

Y vistos: El pedido de paralización del procedimiento en 
esta cansa formulado en el escrito de fs. 1/2 —Causa "Beltrán 
Pa vario Alberto Sust. y I)e«t. Documentos" — . 

Y considerando : 

Que de acuerdo al contenido del oficio agregado en copia 
a fs. 8 no surge del mismo planteada ninguna cuestión sobre 
aplicación del art. 39 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal de la Capital Federal, sino nn simple pedido de informe 
con respecto al estado del juicio, delitos por los cuales se pro- 
cesa a Alberto B. Favnrio y calificación hecha por el Tribunal. 

Que por lo demás y como lo expresa el querellante a 
fs, 12/17 vta. no aparece aun demostrada con prueba feha- 
ciente la necesidad de la preval encía, o sea la imposibilidad de 
que ambos procesos continúen simultáneamente. 

Por tanto, se resuelve: No hacer lugar, con costas, a lo 
solicitado en el escrito de fs. 1. — Carlos J?. Corré. — Pedro 
Sánekes Z. Zefada. — Jaime M< , finiré. 



Sentencia de la Sala en lo Criminal de la CAmara 
de Apelaciones 

llosa iiu, diciembre 27 de 1949. 



Visto el recurso extraordinario interpuesto por el Dr. Al- 
berto Símian en la presente cansa; 
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Y considerando i 

I. Que por el auto de fs. 19 se ha resuelto uo hacer lugar 
a la paralización de esta causa solicitada pnr el señor De- 
fensor del procesado Alberto Beltran Favario por no haber 
planteado el Sr. Juez de Instrucción de la Capital Federal 
Dr. Berl ingerí tal situación legal, limitándose exclusivamente 
dicho magistrado a solicitar informe sobre el estado de la 
causa que se tramita ante este Tribunal. 

IT. Que por otra j rte el Tribunal ha entendido que no 
aparece demostrada la necesidad de la prevalencia o sea la 
imposibilidad de que ambos procesos continúen simultánea- 
mente. 

1 IT. Que en consecuencia dada la naturaleza de lo resuel- 
to y no trátame de una sentencia definitiva que aparezca 
comprendida en la previsión del art. 14 de la Ley Nacional 
n* 48, no corresponde hacer lugar al recurso extraordinario 
interpuesto. 

Por tanto, se resuelve: 

Declarar que por los fundamentos expuestos no precede 
el recurso deducido, A lo demás téngase presente, — Carlos 
Mt Carrf. — redro Sánchez Zctada. — Jaime Me Ottire. 



Dicta hk.v dkl Procurador General 

Suprema Corte: 

Procede él recurso extraordinario deducido a fs, 22 
del incidente pregado sobre la base de lo establecido 
on los nris. 38 y 39 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal por tratarse de disposiciones de carácter emi- 
nentemente fedornl (entre otros: 194, 242; C. 162, L, 
XI., fallada el 21 de noviembre ppdo.) y haber sido el 
caso resuelto cu contra del derecho que el apelante lia 
fundado en ellas. 

Cabe observar, por otra parte, que la negativa al 
pedido de paralización de la causa formulada por la 
defensa del procesado, ocasiona a éste un gravamen 
irreparable, habida cuenta de las razones invocadas 
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por V, E. al decidir el caso de 171, 221 (considerando 
6') en el sentido de que el art. 38 del Código citado 
contribuye a garantizar al doble procesado toda la am- 
plitud posible de defensa conforme a lo establecido en 
la disposición constitucional respectiva (art. 18 de la 
antigua Carta Fundamental; art 29 de la nueva)» dis- 
posición ésta que también ha sido oportunamente in- 
vocada en el caso por el recurrente. 

En consecuencia, opino que corresponde declarar 
la procedencia de la presente queja, declarando mal 
denegado el recurso extraordinario interpuesto contra 
la decisión corriente a fs. 19 del agregado, — Buenos 
Aires, marzo 23 de 1950, Año del Libertador General 
San Martín. — Carlos G. Delfino. 
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Buenos Aires, 20 de abril, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos "Recurso de hecho deducido por 
el procesado en la causa Beltrán Favario Alberto s/ 
supuesta ocultación y destrucción de documentos", pa- 
ra decidir su procedencia. 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, 
la resolución que deniega el pedido de suspensión del 
trámite del juicio, no es sentencia definitiva a los efec- 
tos del recurso extraordinario — Fallos: 190, 19. 

Que por otra parte, no existiendo trabada cuestión 
de competencia, ni formulado pedido de extradición, ni 
apareciendo menoscabada la defensa en juicio, toda vez 
que el procesado tiene defensor ante la Cámara de Ape- 
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laeiones de Uosario —que entiende en este inciden te- 
ir no hallándose tampoco privado de su libertad perso- 
nal, ni limitada en forma alguna la amplitud de aquella 
defensa, es evidente que la norma del nrt. 39 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal no aparece vio- 
lada por aquella denegatoria. 

En sn mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General, se desestima la precedente queja. 

írtíís R. IíOKohi — Rodolfo O. 
Valexzuela — Tomás D. Ca- 
sares — Felipe Santiago Pk- 
keü — Atilio Pessaqno. 



JORGE ALrBERTO RASION PEREYRA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal Delitos ,» 
particular. Varios. 

El delito de libramieuto de cheque sin provisión de fon- 
dos reprimido por el art. 302 del Código Penal Re comete 
en el acto de la entroja del documento, oportunidad en 
que m ataca la fe pública que se procura defender, aunque 
el librador no sea pasible de pena sino cuando deja de 
paparlo en el plaso que dicha disposición establece. El 
juez del ln¡rar en que fué entregado el cheque es el compe- 
tente para conocer del respectivo proceso aunque otro spa 
el lufrar donde tiene su sede el Ramo contra el cual fué 
librado el documento y se hizo el protesto. 

Sentencia del Juez de Instrucción' 
Rosario, setiembre lí) de 194Í». Año de la Constitución. 
Autos y vistos: 

Las presentes actuaciones sepiiidas contra Jorge Aíbertr 
Ramón Tereyra. a los efeoos de establecer el delito de defrau- 
dación que habría cometido en perjuicio de José Zfiboinik 
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hecho denudado ante el Seño,; ^%^tflÍ^Í 
■le Villa María, Provincia de Córdoba, el 28 de julio ppclo. > 
Ini» a esta jurisdicción por entender que así correspon- 

día; y 

Considerando : 

Oiig como lo exprés el Sr. Agente Fiscal, Dr. Blas E. 
Troi o en eí dietamen de fe 22, el delito ¿izarse «¿J 
Jo7raudaeión que prevé y reprime el art. 172 del Código Penal. 

Que en esta «ituacíón es indudable, que tk i existir - d«ta 
defraudación, ésta ae habría cometido en jurisdicción de la Fro- 
v££d« Córdoba, mediante el ardid de un cheque m *ro- 
vSóí de fondos y a loa finca de obtener la prestación de un 
servicio, el que también se efectuó en dicha provincia. 

Que de lo expuesto resulta que de conforaidad can la 
dispSn del art S y siguientes del 

tos en lo Criminal, los tribunales de la Ciudad de Rosar e ^son 
incompetentes para entender en esta causa, pues si bien - m 
cierto que el cheque que entregara Pereyra es de un ' «*" 
en esta titulad y qne el protesto también aquí se ^ f j« 

aSvertir como ya'se apuntó P^^A^r^ón de 
entrega de dicho cheque y la obtención de la P^^ 6 " J** 1 
3 se realitó en la Provincia de Córdoba, hlgar por con- 
síSte donde se consumó el hecho que se imputa como dehc ; 
X va que como lo ha declarado la Eicma. Cámara a l 
Criminal de la Capital Federal, el lugar que ^gnan como 
de Hbramiento los chequea y el protesto, el de la «fr^M? 
la mercadería y el del domicilio de librador, ««g 
tancias atributivas de jurisdicción. "La bey , t. 1", pag. *w. 
Por ello, oído el sefior Agente Fiscal, 

Resuelvo: 

Declarar la incompetencia de <*té Tribunal para enten- 
der en esta causa, la que se remitirá a *™¡wm *gMJ£ 
ñor Ju« de Instrucción en. tumo de la ciud ^ * e ™aMa 
ría, invitándolo desde ya para que en caso de ^nform,dad 
eleve las actuaciones a la Corte Suprema Nacional para que 
dirima la contienda de competencia de acuerdo al «™™> 9 
letra "d", de la Ley Nacional n' 40o5. — José h. Maggi. 
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Sentencia í>ei. Juez de Tnstrlcción 

Villa María. 28 de octubre de 1949. 

Y vistos: los autos "Pereyra Jorge Alberto Ramón, p. s. a. 
de infracción al art. ¡102 del C. Penal". 

Considerando ¡ 

l e ) Que según resulta de las constancias de antes, el hecho 
denunciado y acriminado a Pereyra, en el caso de .ser delic- 
tuoso, "prima facic", constituye la figura típica del -pago con 
cheque sin provisión de fondos, prevista y penada por el art. 302 
del C. Pena!, y no el de estafa. Así surge de loa propios tér- 
minos de la denuncia en la cual se consigna que Pereyra 
entregó a Zaboinik el cheque N* 75.617 sobre el Banco Comer- 
cial de la Ciudad de Rosario que obra a fs. 5, en pago de los 
servicios que el denunciante prestó al imputado y cuva entre- 
Ra se había previsto para el caso que no llegaran a tiempo 
al lugar del destino. Esa circunstancia, a juicio del prove- 
yente, no constituiría el elemento de la defraudación que hu- 
biera determinado a Zaboinik a la prestación del servicio que 
se le solicitaba. La infracción al art. 302 exige para su con- 
sumación además de la acción enunciada en el verbo, el pro- 
testo y la falta de pago en la forma y plazo que fija, y cuando 
hace la salvedad del art. 172, no ha hecho otra cosa que pre- 
ver el caso de qne por este medio se defraude, sin hacer otros 
distingos como la preexistencia o no de la deuda por la cual 
se entrega el cheque doloso, para lo cual es necesario el aná- 
lisis de la forma del pago y condiciones del instrumento del 
mismo. 

Por otra parte, la figura penal que analizamos y que 
tuvo su origen en el capítulo de las defraudaciones' como 
una forma de ellas, en el Código vigente pasó a constituir 
nna figura independiente, un delito contra la fe pública para 
garantizar la circulación de valores. Y es pnr ello que debe 
procederse con cautela para no llamar estafa a cualquier en- 
trega de cheques dolosos. En el caso que examinamos kc han 
cumplido los requisitos exigidos por el art. 302 y el delito 
se ha perfeccionado en la ciudad de Rosario, contra cuvo Ban- 
co fué pirado y allí fué protestado. 

2*) Que siendo así, corresponde a los Tribunales de la 
Ciudad de Rosario el conocimiento de la cansa y por ello dis- 
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trepo con el criterio sustentado por el Sr. Juez de Primera 
Nominación de la referida ciudad en el auto de fs. 24. 

Que planteada la cuestión de competencia entre los Tri- 
bunales de dos Provincias, corresponde a la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación la resolución de la misma. 

Por ello, lo dictaminado por el señor Agente Fiscal a fs. 27 
y lo dispuesto por el art. 9, letra d) de la ley "nacional 4055, 

Resuelvo: 

No avocarme al conocimiento de estos autos y elevarlos 
a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para que dirima 
la cuestión de competencia suscitarla entre el señor Juez de 
Instrucción de la Ciudad de Rosario y el proveyente. — fíaúl 
E. Vastas Pardiñas, 



Dictamen im* PiiocmtAnon Genehal 

Suprema Corte: 

Resulta de autos que el 20 de julio de 1949, Jorge 
Alberto Ramón Pereyra contrató los servicios de José 
Znhoinik pura realizar un viaje de Villa María a Alma- 
fuerte (Pveia. de Córdoba), abonando luego su importe 
con el cheque de fs 5, girado contra el Banco Comercial 
de Rosario, el cual fué protestado por carecer de fon- 
dos su librador (fs. 1). 

El Juez de Instrucción de Villa María sostiene que 
la actividad ilícita de Percyra ha configurado el delito 
previsto y penado por el art. 302 del Código Penal {pa- 
go con cheques sin fondos) ¡ y el de igual carácter de la 
ciudad de Rosario, a quien le fueron remitidas las ac- 
tuaciones, considera que trátase de una defraudación 
(art. 172, C. P.), cuyo juzgamiento compete al juez con 
jurisdicción en el lugar donde fué perpetrada (fs. 21, 
24 y 28). 

La diligencia de fs. 32 vta., revela que el acusado 
reconstruyó un camino y arregló la playa de un campo 
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situad» en Alma fuer ti-, que manifestó haberlo adquirido 
eon objeto de lotearlo. Tal circunstancia liaría vero- 
símil on gran imite la» razones aducidas por Percyra 
para convencer a la víctima e inducirla a la prestación 
del servicio, según lo revela la denuncia de fs. 1. 

Tra tar ínse entonces, prima-facie, de un pago efec- 
tuado con cheque sin fondos, delito que se ha perfeccio- 
nado en Rosario, donde funciona el Banco contra el cuul 
fué emitido, y donde fué protestado. 

Por las razones expuestas, considero que la pre- 
sente contienda negativa debe ser dirimida en favor de 
la competencia de la justicia de instrucción de la ciudad 
de Rosario. — Buenos Aires, marzo 28 de 1950, Año del 
Libertador General San Martín. — Carlos G. Del fino. 
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Buenos Aires, 24 de abril, Año del Libertador General 
San Martín, 1ÍÍ50. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que las declaraciones formuladas por el denuncian- 
te (fs. 1/2) y la circunstancia mencionada en el prece- 
dente dictamen del Sr. Procurador General, a las que se 
agregan el pago ulterior del importe del cheque (fs. 13) 
y las explicaciones dudas a fs, 20 por el acusado permi- 
ten, prima fack, suponer fundadamente que los hechos 
imputados no constituirían el delito de defraudación pre- 
visto en el art. 172 del Código Penal sino el de libra - 
mientn de cheque sin provisión de fondos que reprime 
el art. :102 del citado Código. 

Que el hecho denunciado, en el supuesto de resulta r 
delictuoso, constituiría un delito contra la fe publica 
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que se realiza al entregarse el cheque sui tener provisión 
de fondos o autorización para girar en descubierto y 
110 pagarlo en moneda nacional de curso legal dentro 
de las veintienntro horas de haber sido protestado (art 
302 del Código Penal). 

Que dicho delito se comete en el acto de la entrega 
del cheque, oportunidad en que aparece atacada la fe 
publica que se procura defender, aunque el librador 
no sea pasible de pena sino cuando deja de pagarlo en 
el plazo precedentemente mencionado (Confr. sentencia 
de la Cámara de Apelaciones en el Criminal y Correc- 
cional de la Capitid del 26 de abril de 1938 en la causa 
"Boni, Angel Luis", publicada en Jurisprudencia Ar- 
gentina t. 62, p. 211). 

Que, en el caso de autos, el cheque fué entregado 
por el acusado al denunciante en la localidad de Alma- 
fuerte -Provincia de Córdoba- según se expresa en 
la denuncia de fs. 1 y también resulta de lo expuesto 
por el librador en el escrito agregado a fs. 20. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
Ueneral, declárase que el Sr. Juez de Instrucción de Me- 
nores de Villa María, Provincia de Córdoba, es el com- 
petente para conocer de esta causa promovida cor. Ira 
Jorge Alberto Ramón Peroyra por denuncia de José 
¿aboinik. En consecuencia, remítansele los autos y há- 
gase saber al Sr. Juez de Instrucción de Rosario en la 
forma de estilo. 

Luis R. Lojíohi — Rodolfo G. 
Va le ira tola — Tomas D. 
Casares — Felipe Santiago 
pérez — - atilio 
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-JESUS ELISEO FERNANDEZ 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia militar. 

Corresponde a la justicia militar el conocimiento de la 
causa hist lid» contra un gendarme, por el homicidio que 
ha cometido en acto ilel servicio. 



Dictamen dfx Procurador Generai, 

Suprema Corte: 

I>e acuerdo con ln jurisprudencia sentada por V. E. 
con fecha 20 de diciembre ppdo., ht re "Brieva Felipe 
S, s.f lesiones*' (Exp. C 176, L». XI.) t y dejando a salvo 
mi opinión personal vertida en la causa "Ledesma 
Aquilos — suicidio" (210, 126*2), opino que la presente 
nonüenda negativa debe ser dirimida en favor de la 
competencia del señor Juez de Instrucción Militar. Bue- 
nos Aires, marzo 2$ de 19Ó0, Año del Líl>ertador Gene- 
ral San Martín. — Carlos O. Ihlfhto. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de abril, Año del Libertador General 
San Martín, 19:W. 

Autos y vistos : Considerando : 

Que en estos autos se procesa al Gendarme Jesús 
Klisco Fernández por infracción al art. 79 del Código 
Penal (auto de fs. 87 vta. del expediente n° 165, año 
1949, tramitado ante el Juzgado Federal de Santa Fe), 
hecho cometido en acto del sen-icio según resulta de las 
declaraciones del encausado y del informe del señor 
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* 

Jefe de la Sección "Reconquista" do la Gendarmería 
Nacional (fs. 4, 43, 74 y 95 vta* del expediente citado, y 
fs. 5 vta., 14 vta. y sigtes., 41 vta. y sigtes. del expediente 
n» 6a|49 del Ministerio de Guerra). 

Que, por ello, lo dispuesto en el decreto 6358 146 ra- 
tificado por la ley 12,913 y en el art. 117, inc. 2% del Có- 
digo de Justicia Militar y la jurisprudencia establecida 
por esta Corte Suprema en Fallos: 210, 1262 y en la 
sentencia pronunciada el 29 de diciembre de 1949 en los 
autos "Felipe S. Brieva s.j lesiones", procede resolver 
la contienda sometida a 1» decisión del Tribunal en sen- 
tido favorable a la competencia de la Justicia Militar. 

Por tanto, liabiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, declárase que el Señor Juez de Instrucción Mi- 
litar es el competente para conocer de la presente causa. 
En consecuencia, remítanselo los autos ni señor Minis- 
tro de Ejército de la Nación y hágase saber esta reso- 
lución al señor Juez Federal de Santa Fe en la fonnu 
de estilo. 

Luis B. Longeu — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomas D. 
Casares — Felipe Santiago 
pérez — atilio pessaono. 



ANTONIO CINAT v, RUFINO RODRIGUEZ 

NOTIFICACION. 

A falta de comparecencia de loa partes ante la Cámara 
Federal de Paraná con motivo del recurso de apelación 
concedido en relación en la causa tramitada ante el juz- 
gado letrado de un territorio, corresponde notificarles por 
nota tas resoluciones que se dicten. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



JUMSniCVlOX Y COMPETENCIA: Prórroga. Trámites judiciales. 

Si nu obstante habérseles notificado la concesión del re- 
cilfto de apelación en relación, las partes no comparecie- 
ron ante la Cámara Federal de Paraná, y, notificadas 
ante ésta por nota de la instalación de la Cámara de Ape- 
laciones de loa Territorios del Norte, omitieron manifestar 
si optaban por Ja intervención de ésta o de aquélla, co- 
rresponde atribuir el conocimiento de la causa al tribunal 
mencionado en segundo término. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

En este juicio por cobro de pesos, tramitado ante el 
Juzgado Letrado dé Resistencia (Chaco), fué concedido 
en relación a fs. 40 vta., el recurso de apelación inter- 
puesto por In demandada contra la resolución do fs. 38, 
y los autos se elevaron a la Cámara Federal de Paraná 
con la nota de fs. 45 el 22 do diciembre de 1047. 

Con fecha 5 de diciembre de 1949 la Cámara, de 
conformidad con lo establecido en el decreto 4256 [945 
y la Acordada de V. E. del ó de Hcptierabre ultimo, dis- 
puso hacer saber a las partes la instalación de la Cámara 
de Apelaciones para In Justicia Letrada de los Territo- 
rios del Norte a fin de que opten por una u otra juris- 
dicción dentro de los cinco días de notificadas interpre- 
tándose el silencio de los interesados como una opción 
por la jurisdicción de la nueva Cámara (fs. 46). La Cá- 
mara de Resistencia objeta la notificación de este últi- 
mo decreto hecha por nota y con este motivo llegan los 
untos a V. E. para que dirima et conflicto planteado 
(fs. 48 y 50), 

Con fecha 27 de marzo ppdo., y ratificando decisio- 
nes anteriores la Corte, interpreta udo el articulo 213 
de la ley 50 ha declarado "que vencido el término del 
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emplazamiento sin que la parte haya comparecido ante 
el Tribunal debe considerársela notificada por nota 
(Attwell Tomás v.j Muller de Pompart y Cía. s.| cobro 
de pesos, exp. O, 236, L. XT; fallos: 185:26 y 212:14). 

£1 decreto concediendo el recurso aparece debida- 
mente notificado a las partes fs, 40 vta., y como las mis- 
mas no se lian presentado al tribunal de segunda ins- 
tancia según lo informa la nota de fs. 45 vta. T la exigencia 
ile la notificación por cédula establecida en la acordada 
del 8 de septiembre de 1949 es iuaplicable al caso de 
autos tal como lo establece la doctrina del fallo ante- 
riormente citado. 

Por las razones expuestas considero que a la Cá- 
mara de Apelaciones para la Justicia Letrada de los 
Territorios del Norte le corresponde entender en la 
apelación deducida. Buenos Aires, abril 11 de 1050, Año 
del Libertador General San Martín. — Carlos (?. Drl- 
fhw. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de abril, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Autos y vistos: Considerando: 

<¿ue los recursos de nulidad y apelación interpues- 
tos a fs. 40 por la parte demandada fueron concedidos 
por el Sr. Juez Letrado en relación por auto de fs. 40 
vta., del que las partes se notificaron personalmente a 
fs. 40 vta. 

Que no habiendo comparecido los interesados ante 
la Cámara Federal de Apelación de Paraná, es inapli- 
cable la exigencia de la notificación por cédula esta- 
blecida por la acordada de esta Corte Suprema de fecha 
8 de septiembre de 1949, conforme a lo resuelto el 27 
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de marzo ppdo. en la cuestión de competencia trabada 
entre dicho tribunal y la Cámara de Apelaciones de los 
Territorios del Norte en la causa " Atwell Tomás v. Mu- 
11er de Pompert y Cía.» cobro de pesos". 

Por tanto, atento la notificación por nota a que se 
refiero la diligencia de fs, 46, el silencio de las partes, 
lo dispuesto por el art. 3 del decreto n° 4256 ¡945, y ha- 
biendo dictaminado el Si\ Procurador (lene ral, declárase 
que el conocimiento de la presente eausa caratulada 
"Cinat Antonio v. Rufino Rodríguez s | cobro de pe- 
sos", corresponde a la Cámara de Apelaciones de los 
Territorios del Norte, a la que se remitirán los autos, 
haciéndose saber a la Cámara Federal de Apelación de 
Paraná en la forma de estilo. 

Luis R, Longhi — Rodolfo ti. 
Valenzuela — Tomás D, 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérkz — Atilio Pkssaono. 



MANUEL MOMNARI — SUCESION 

JOIilSMCCIOS Y COMPETENCIA: Sumíúh. Fuero de atracción. 

A la Cámara do Apelaciones que con arreglo a lo dispues- 
to por el art. 3 del decreto 4256/45 es competente para 
intervenir en un juicio sucesorio, corresponde conocer tam- 
bién de los incidentes del mismo. 

ItlCTAMKN DEL PltOCTTBADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Salvo variantes de detalle, el presente caso guarda 
marcada analogía con el que motivó mi dictamen de 
lecha 11 del corriente, itt re: "Cinat Antonio c] Rodrí- 
guez Rufino s. 1 cobro de pesos" (Exp. C. 247, L. XI.). 
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Por los fundamentos del aludido dictamen que doy 
por reproducidos brevitatis causa, opino que a la Cá- 
mara do Apelaciones para la Justicia Letrada de los 
Territorios del Xorte le corresponde entender en la 
apelación interpuesta contra la regulación de honorarios 
de fs. 139. Buenos Aires, abril 13 de 1950, Año del Li- 
bertador General San Martín. — Carlos G. Delfino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA^ 

Buenos Aires, 24 de abril, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que de acuerdo con lo resuelto por esta Corte Su- 
prema el 27 de marzo ppdo. en la causa "Atwoll Tomás 
v. Muller de Pomport y Cía. s.| cobro de pesos" y en el 
día de la fecha in re "Ginat Antonio v. Rufino Rodrí- 
guez s. ¡ cobro de pesos", en sentencias cuyos funda- 
mentos se dan aquí por reproducidos en lo pertinente 
para evitar repeticiones innecesarias, la Cámara de 
Apelaciones de los Territorios del Norte es la compe- 
tente para conocer de los autos 14 Molina ri Manuel, su 
juicio sucesorio". 

Que a dicho tribunal corresponde también interve- 
nir en la causa ** Alvarez de Pérez Consuelo Ci| sucesión 
Manuel Molinari s.| escrituración", por tratarse de un 
incidente del mencionado juicio sucesorio. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, declárase que el conocimiento de los juicios 
mencionados en los considerandos precedentes corres- 
ponde a la Cámara de Apelaciones de los Territorios 
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del Norte, a la que se remitirán los autos haciéndose 
saber a la Cámara Federal de Apelación de Paraná en 
Ja forma de estilo. 

Lins B. Ijonghi — Rodolfo O. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessagno. 



AL EJ ANDRINO SAMiUEIRO 

HOMICIDIO: Homicidio *implr. 

Teniendo en cuenta las eiminstancias en que fué" cometi- 
do el homicidio, respecto del cual no existen anteceden tes 
que lo expliquen; la condición de agente de policía del 
autor, que U obliga a cuidar su conducta de manera espe- 
cial ; su estado de alcoholización, sin llegar a la embriaguez 
total que, por lo demás, habría resultado un agravante 
por no haber sido involuntaria o accidental, y sus demás 
antecedentes, corresponde condenarlo a la pena de 17 años 
de prisión. 

Dictamen- del Procurador General 

Suprema Corte: 

Por las razones expresadas al dictaminar tu re 
''Caballero Libia Emilia Pipino Vda. de y otros v. Ad- 
ministración General de los Ferrocarriles del Estado s.| 
i i idein ilinación de daños y perjuicios" y que en home- 
naje a la brevedad doy por reproducidas, considero 
que, de acuerdo con el art. 3?, ine. 5* de la ley 4.055, el 
recurso ordinario de apelación interpuesto es proce- 
dente. 

En cuanto al fondo del asunto; el 20 de diciembre 
de lí»47 f en el interior de la oficina de guardia de la sub- 
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delegación Paso de los Libpes (Corrientes) de la Policía 
Federal, el agente de esa dependencia Ramón Julio 
Avalos fué muerto de un disparo de revólver por el 
procesado Alejandrino Salgueiro, agente de la policía 
provincial, quien había sido detenido momentos antes, 
en circunstancias en que, vistiendo de civil, se había 
hecho sospechoso a las autoridades federales. 

Pretende el acusado en su indagatoria de fs. 40 a 
42, ratificada ante el tribunal a fs. 77, encuadrar su ac- 
ción en la eximente contemplada por el art. 34 inc. 1* 
del Código Penal, alegando en su descargo que el estado 
de ebriedad en que se encontraba le impedía recordar 
los sucesos ocurridos en la dependencia policial, pero 
tal causal de exculpabilidad debe descartarse en abso- 
luto por no revestir los extremos legales y encontrarse 
contradicha |>or las declaraciones testimoniales obran- 
tes en autos, que enervan por completo la defensa in- 
vocada. 

Las sentencias de primera y segunda instancias im- 
ponen al reo la pena de doce años de prisión, accesorias 
Icgules y costas, calificando acertadamente el hecho en 
examen en los términos del art. 79 del Código Penal, 
atento a la ausencia de circunstancias agravantes o ate- 
nuantes, pero considero que, teniendo en cuenta los 
malos antecedentes del acusado (fs. 126-127), su carácter 
provocador y pendenciero acreditado a fs. 51 y 52, la 
forma fría y repentina en que ultimó a la víctima y su 
mismo carácter de empleado de la policía provincial, 
que le imponía asumir en la emergencia nna actitud acor- 
de con su investidura, ponen de manifiesto su extrema 
peligrosidad, que debe ser sancionada con la pena de 
dieciocho años de prisión, solicitada por el Ministerio 
Público en ambas instancias. 

Por las razones expuestas y tas consideraciones 
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concordan tes expresadas a fs, 118 y 140 solicito se con- 
firme In sentencia a peínela en cnanto condena a Alejan- 
drino Snlgueiro como autor responsable del delito de 
homicidio simple (Cód. Penal, art. 79) y la modifique 
en cuanto al monto de la pena que pido sea elevada a 
dieciocho años de prisión, accesorias legales y costas. 
Buenos Aires, septiembre 1 de lí)49. — Cartas G. Del- 
fiun. 

FALLO DE LA CORTE SITREMA , 

Buenos Aires, 24 de abril, Año del Libertador Geuernl 
San Martín, 1930. 

Vistos los autos "Salgueiro Alejandrino, homicidio 
de Hamón Julián Avalos — Paso de los Libres'*, eu los 
que se lian concedido a fs. 146 los recursos ordinarios 
de apelación interpuestos por el señor Procurador Fis- 
cal y el señor Defensor Oficial. 

Considerando : 

Que la defensa se funda en el estado de ebriedad 
de Snlgueiro y acude, para confirmarla, al informe me- 
dico de fs. 15 vtn. Dicho informe es muy escueto pero, 
a pesar de esto, suficientemente claro en cuanto afirma 
haber constatado que el homicida se encontraba alcoho- 
lizado pero, ello no obstante, con capacidad para diri- 
gir sus actos. 

Que el testigo sobresaliente en esta causa es Maxi- 
n na no Alegre (fs. 25) , amigo del procesado y a quien 
acompañó, desde la mañana, en el día en que tuvo lugar 
el homicidio, hasta el momento en que fué consumado 
«1 hecho. Este testigo declara que Salgueiro, conocido 
suyo, le invitó a desayunar en una churrasquería donde 
comieron carne y tomaron unas copas de cerveza. Luego 
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se dirigieron ambos a la población brasileña de Uru- 
gunyana en uu ómnibus de los que atraviesan el puente 
internacional. Ya en Uruguaya na, el declarante sólo 
sabe que allí el procesado bebió un vasito de anís en su 
compañía, pero que al parecer, cuando ascendieron al 
ómnibus, de rectoso, venía algo tomado, "pudiendo en- 
tender y dándose a entender, caminando y hablando 
bíen M , fs. ÍXJ vta. Al llegar a la población de Paso de los 
Libréis traían dos botellas de caña adquiridas en el 
Brasil, las cuales les fueron retiradas en la aduana ar- 
gentina, lo que dió ocasión a Salgueiro para protestar, 
diciendo que si hubiera traído sn revólver no se las hu- 
biéran quitado y que iría a buscar esa arma en el nego- 
cio donde almorzaron pnes allá la dejó en la mañana, lo 
que efectivamente hizo subiendo imnediatamenfe en otro 
ómnibus que iba hacia el puente internacional, ya ar- 
mado, y prosiguiendo en sus amenazas contra los guar- 
das aduaneros dijo —cuando descendieron frente al 
puente — "que les ibii a meter bala". 

Otra prneba de que el procesado -no se encontraba 
totalmente ebrio, al extremo de perder todo control está 
en el hecho de que el oficial encargado de la Comisaría 
le entregase el revólver que acabaran de secuestrarle, 
una voz constatado que se trataba de un agente de poli- 
cía de la Provincia. Los demás testigos declaran en el 
mismo sentido. Por ello no puede aceptarse la manifes- 
tación del procesado respecto a que no tenía ningún re- 
cnerdo del hecho cometido. Por lo demás, en este caso 
la embriaguez más bien resultaría un agravante pues 
no surge de los elementos acumulados qne hubiere sido 
involuntaria o accidental 

Que el homicidio perpetrado resulta sin ningún an- 
tecedente que siquiera lo esplique pues el agente Avalos, 
a quien dió muerte, no ern guarda aduanero ni había 
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tenido cuestión alguna con Salgueiro; a lo que debe 
agregarse la condición de empleado policial de éste, que 
le obligaba a cuidar de su propia conducta de manera 
especial. 

t¿ue el testigo Pascual Alinirón, Cabo segundo 
de la Prefectura General Marítima, declara a fs. 43 
que pocos meses antes del hecho que motiva este proceso 
fué objeto de un proceder abusivo de parte del agente 
Salgueiro, a pesar de haberse hecho reconocer en su 
carácter de marinero de la Prefectura, llegando a apun- 
tarle con un revólver al cual apretó varias veces el ga- 
tillo haciendo jugar el percutor pero sin que felizmente 
saltera el proyectil por falla del arma. A fs* 126 consta 
que le fué decretada prisión preventiva en un proceso 
por lesiones un año antes de promovida esta causa; y 
a fs. 127 hay constancia de otro proceso, también por 
lesiones, donde mereció una condena de cuarenta y cinco 
días de prisión. Estos antecedentes demuestran la peli- 
grosidad del procesado y hacen procedente el aumento 
de la condena, como lo solicita el señor Procurador Ge- 
neral. 

Por tanto, se confirma la sentencia apelada, por 
sus fundamentos, en cuunto condena a Alejandrino Sal- 
gueiro como autor responsable del delito de homicidio 
simple, encuadrado en el art. 79 del Código Penal y, te- 
niendo en cuenta lo dispuesto en los nrts. 40 y 41 del 
mismo Código se la modifica en lo relacionado con el 
monto de la pena la que se eleva a diecisiete años de 
prisión, accesorias legales y costas, 

Luis R. Lonohi — Rodolfo (j. 
Valenzuela — Tomas D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessaono. 
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S A INDUSTRIAL Y COMERCIAL J. F. TETAMANTI 
v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

COSTAS: Desarrollo del juicio. Desistimiento. 

La sola manifestación de existir nueva jurisprudencia de 
la Corte Suprema es insuficiente para eximir de las cos- 
tas a quien desiste de la acción por esa circunstancia. 
Tampoco procedería eximirlo en el caso de que el actor 
haya entendido referirse a fallos que son anteriores a su 
demanda y, ademas, condenatorios en costas a los acto- 
res <"). 



DIRECCION NACIONAL DE VIALIDAD v. 8. A. CRIS- 
TALERIA LOS ANDES 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o federales consenti- 
dos. Fundamentos de hecho. 

No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que desecha la indemnización pedida por un yacimiento de 
arcilla y sílice existente en el inmueble expropiado* sobre 
la base de que las circunstancias de hecho que. menciona 
permiten concluir que el valor atribuido al yacimiento es 
solamente presunto. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición 

del recurso. Fundamento. 

Es improcedente el recurso extraordinario, si el escrito 
de interposición esté deficientemente fundado. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

* 

El recurso extraordinario interpuesto a fa. 239 ca- 
rece de la fundamentación que exige para bu proceden- 
cia, el artículo 15 de la ley 48. 



(i) 24 de abril. 
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Kilo es suficiente para desestimar la fiueja dedu- 
cida por su denegatoria, lo que así corresponde decla- 
rar. Buenos Aires, margo 23 de 1ÍI50, Año del Liberta- 
flor General San Martín, Carlos (l. Del fino. 



FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de abril, Ano del Libertador General 
San Martín. 1950. 

Vistos los autos ** Recurso de hecho deducido por 
Liquidador de Ja Sociedad Cristalería Los Andes en los 
autos Dirección Nacional de Vialidad v. S. A. Cristalería 
Los A míes' \ para decidir sobre su procedencia. 

f>' re 

Y considerando: 

(¿iu> tanto ¡ii sentencia de primera instancia como 
ta apelada de fs. 234 del principal desechan la indemni- 
zación pedida por el yacimiento de arcilla y sílice sobre 
la base de que las circunstancias que mencionan hacen 
aplicable la jurisprudencia sentada por esta Corte en 
la causa 4 * Fisco Nacional v. Dolores Barbosa de Re- 
iMtyras" —mayo 18 do 1942, libro de sentencias t. 64, 
pá ir. KÜI — . 

(¿ue entre los fundamentos del referido precedente 
figura e| de que, en condiciones similares a las de autos, 
el valor atribuido al yacimiento es solamente presunto 
—"supuesto" según Jo entonces expresado — es decir 
que la denegatoria de la indemnización reconoce entre 
otros fundamentos la circunstancia de hecho referida. 

Que ademas es exacto que el escrito de fs. 239 del 
principal está deficientemente fundado —Fallos: 214, 
l!Mi y M7 y otros—. 
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En su mérito y habiendo dictaminado el señor Pvo- 
eunidor General »o desestima la precedente queja. 

Lris R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Felipe San- 
tiago Pérez — Atilio Pes- 

SAONO. 



FRANCISCO JIJAN VELA v FERROCARRIL PACIFICO 

RECURSO GRUIS ARIO DE APELACION: Tercera instancia. Ge- 

neratída&és. 

El recurso ordinario de apelación en tercera instancia pro* 
cede ante la Corte Suprema en los casos previstos en la 
ley 4055. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Sen- 
tencia definitiva. Concepto. 

La tercera instancia ordinaria, sólo proeede respecto de 
las sentencias definitivas o sea aquéllas que ponen fin al 
pleito o hacen imposible stx continuación, siendo inapli- 
cable para este recurso el procedimiento de equiparación 
admitido para el extraordinario respecto de los autos que 
causan gravamen irreparable. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Sen- 
tencia tiefittitiea. Resoluciones anteriores. 

No procede el recurso ordinario contra la resolución que 
se limita a exigir el cumplimiento del requisito previsto 
en el art. V de la ley 11.634. 



Dictamen uel PitocuiiAuon General 

Suprema Corte: 

La resolución apelada no poue fin al pleito ni im- 
pide su continuación. Por ello, y po | aplicación del cri- 
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teño sustentado por V. E. en 203: 398 ("S. A. Mercado 
de Cereales a Término de Buenos Aires v. Nación Ar 
gentina"), el recurso ordinario denegado en los autos 
principales es improcedente. 

Corresponde, pues, desestimar la presente queja. 
Buenos Aires, abril 17 do 1950, Año del Libertador 
General San Martin. — Carlos G. Delfitio. 

VALUO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de abril, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
el demandado en la causa Vela Francisco Juan c.| Em- 
presa del Ferrocarril Pacífico", para decidir sobre su 
procedencia. 

Y considerando: 

Que con arreglo a lo decidido en loe autos 11 Caba- 
llero Libia Emilia Pipino Viuda de y otros v. Adminis- 
tración General de los Ferrocarriles del Estado s.| in- 
demnización de daños y perjuicios" —sentencia del 6 
de marzo del corriente afio — el recurso ordinario en 
-tercera instancia procede ante esta Corte en los su- 
puestos que prevé y legisla la ley N* 4055, — Confr. 
también Fallos : 214, 599—. 

Que es también jurisprudencia del Tribunal esta- 
blecida por interpretación dft la ley mencionada, qur 
la tercera instancia ordinaria sólo se abre respecto de 
las sentencias definitivas, o sea aquéllas que ponen fin 
al pleito o impiden su continuación, siendo inaplicable 
para este recurso el procedimiento de equiparación ad- 
mitido para el extraordinario, respecto de los autos 
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que causan gravamen irreparable, —Fallos: 2V2, 309 y 
los allí citados — . 

Que por último esta Corte ha resucito también que 
lo decidido en cuanto al cumplimiento del requisito pre- 
visto en el art. V de la ley 11.634, no constituye senten- 
cia definitiva susceptible de apelación ordinaria a: (l- 
esta Corte. —Fallos : 208, 125 ; 209, 413—. 

En su mérito se desestima la precedente queja. 

Luís B. Lonohi — Rodolfo Q. 
Valenkuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atujo Pessagno. 



RICARDO BALIÍIN 

RECURSO DE REPOSICION. 

Las resoluciones de la Corte Suprema no son susceptibles 
de recurso de reposición, aún intentado por vía de acla- 
ratoria. 

FALLO DE LA COKTR SUPREMA 

Buenos Aires, abril 27, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos "Frondizi Arturo y Mercader 
Amílear A., deducen recurso de babeas corpus a favor 
del doctor Ricardo Balbín", para decidir con respecto 
a la aclaratoria pedida a fs. 37. 

Considerando : 

Que el pedido formulado importa un recurso de re- 
posición que es improcedente contra las sentencias de 
la Corte Suprema aun cuando se lo intente por vía de 



522 



FALLOS OE LA CORTE SUPREMA 



aclaratoria (art. 10 (le la lev 27; Palios: 206, 372; 212, 
443; 214, 509). 

Que, por otra parte, la resolución de la Cámara Fe- 
deral de La Plata que desestima la nulidad alegada por 
la defensa y confirma la prisión preventiva decretada 
por el Juez de Sección en el expediente B. 119 ~— libro 
XI de Ja Mesa de Entradas de esta Corte Suprema, ele- 
vado por medio del recurso extraordinario, contribuye 
aún más a poner de manifiesto la absoluta falta de ob- 
jeto del presente recurso de babeas corpus. 

Que, además y eoino se dejó perfectamente estable- 
cido en el fallo sobre el que se solicita aclaratoria, los 
recurrentes plantearon cuestiones de carácter procesal, 
ajenas al mecanismo legal, la doctrina y la jurispruden- 
cia del recurro extraordinario. 

Por lo tonto, desestímase la aclaratoria preceden- 
temente solicitada. Téstense por Secretaría las palabras 
subrayadas con lápiz rojo, por no guardar estilo. 

Lris Tí. Loííghi — Hodole^ G. 
Valexzuela — Tomás D. 
('asakks — Felipe Saxtiauo 
Pérez — Atilio Pessac.no. 



KICAIiDU BALB1X 

EXCUSACION, 

Es improcedente el pedido de excusación fundado en «ali- 
sales no comprendidas en el art. 75 del Cód. de Proceda, 
en lo Criminal. 

JUECES. 

No existe incompatibilidad entre el ejercicio do la magis- 
tral ora judicial y el del mandato de constituyente, que 
no importa en sí ingerencia política sino el cumplimiento 
de una irmiuneiable función publica. 
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PALLO DE LA CORTE SIPREMA 

Buenos Aires, 27 de abril, Año del Libertador General 
San Martín, 1050. 

Autos y vistos; Considerando: 

I) Que las causales de excusación planteada y 
la oportunidad elegida, contravienen los arts, 75, 77 y 
81 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

II) Que la doctrina argentina es contraria a la 
incompatibilidad alegada y por ende a la inhabilidad 
que se invoca (Conv* Nae. de 1ÍH9; debates, pág. 538; 
Conv. de Buenos Aires 1870 - 73; debates, pág. 722 y 
discurso del Dr. Aristóbulo del Valle). 

III) Que, además, el ejercicio del mandato cons- 
tituyente no importa en sí mismo ingerencia política si- 
no el cumplimiento de una ir renuncia ble función pública 
(ley 13.233). 

IV) Que no existe el resentimiento invocado. 

V) En su mérito no lia lugar a lo solicitado; e 
importando los términos empleados en el escrito que 
se provee una manifiesta desconsideración a todo el 
Tribunal, apercíbese a sus firmantes. 

Luis R. Lokohi — Rodolfo G. 
Valenzufxa — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérez — Atelio Pissaono. 
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LUIS I>OLUR v. IMPUESTOS INTERNOS 

IMPUESTOS 1NTERXOS; fí,' t ,im^ r,prezi» . Defraudación y sim- 
ples infracciones. 

Para la existencia de íor actos u omisiones penados poT 
el art. 36 de la ley 3761 Í27 del t. o.) no es indispensable 
que haya tenido lugar el expendio del artículo gravado, 
que sólo es requisito para el pago del impuesto. La cir- 
cunstancia de qnc se haya aplicado una multa del décu- 
plo del gravamen sin formular cargo por este tiltimo no 
hasta, pues, para absolver al procesado. Lo mismo debe 
decirse de cualquier otra maniobra por medio de la cual 
el tributo sea efei-tivamente eludido. 

ntl'rr ESTOS IXTERSOS: Alhajas. 

Resultando de los elementos de prueba reunidos cu el 
expediente que las alhajas encontradas en poder del con- 
tribuyente estaban destinadas a ser vendidas clandesti- 
namente, en la misma forma que antea enajenó otras, y 
no siendo admisible que un comerciante con negocio de 
compraventa ignore que procedía en violación de la ley, 
corresponde imponerle una multa equivalente al décuplo 
del impuesto que pretendió defraudar. 



Sesteni ia dei. Juez Federal 

lís, Aires, setiembre 1K de 1948. 

Vistos y considerando: 

Que dos son las multas qnc la Administración Gral. de 
I ni puestos Internos ha aplicado a la recurrente, ana da pe- 
sos 1,665,50 por no haber abonado oportunamente los impues- 
tos internos, que ascendían a $ 166,50, y que adeudaban los 
artículos suntuarios vendido* según se detalla en loa recibos 
agregados de fs. 2 & fs. 12, y otra de $ 1.901,50 en virtud de 
haberse encontrado en poder del mismo las alhajas que se 
enumeran en el acta corriente a fs. 13 y considerar dicha 
Administración que hubieran sido negociadas en iguales con- 
diciones que los anteriores, es decir, sin abonarse los corres- 
pondientes impuestos internos, a no mediar la intervención 
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fiscal que p iso en descubierto las actividades clandestinas de 
referencia. 

Que Ja primera multa debe ser confirmada, pues las ex- 
cusas formuladas para justificar el fraude cometido al no 
abonar los impuestos internos que adeudaban al Fisco los 
artículos suntuarios vendidos, no pueden ser aceptadas ya que 
la prueba realizada no ha demostrado la veracidad de esas 
excusas, como bien se manifiesta en el a! epato de fs. 76. 

Que, en cambio, no corresponde confirmarse la segunda 
de dichas multas, porque, sí con respecto a las albajas en- 
contradas en poder del recurrente, la Administración de 
Impuestos Internos no se puede sentir defraudada pues los im- 
puestos sólo serán percibidos cuando se vendan esos artículos, 
es forzoso reconocer que por la mera tenencia de los misnuis 
no cabe aplicar sanción penal alguna, como lo resolvió la 
Cámara Federal de Apelación autos: "Rettes Soc. Anón. Ltda. 
v. Impuestos Internos 2913-1 -939" —sentencia de fecha 15 
de noviembre de 1943 — 

Por ello, impónese con costas, a la firma Luis Dolub una 
multa de $ 1.665,50 m/n., quedando así modificada la reso- 
lución administrativa de fs. 34. — Oscar D. Palma Beltrán, 



Sentencia dk la CAuara Federal 

lis. Aires, noviembre 18 de 1949. 

Considerando: 

Que el 7 de julio último se allanó el domicilio particular 
de Dolub, estableciéndose que comerciaba con objetos suntua- 
rios al margen de la* disposiciones del art. 145 del Texto Or- 
denado (Decreto 9907) pues, además de numerosas alhajas, 
se encontraron en su poder 17 recibos de compra de diversas 
piezas sujetas a gravamen (fs. 2). 

La Dirección Oral. Impositiva aplicó al recurrente una 
doble multa; a saber: una de $ 1.665,50 m/n. correspondien- 
te al decuplo de los impuesto* omitidos -y otra de $ 1.901,50 
que representa el décuplo del impuesto que se pretendió de- 
fraudar. 

La sentencia recurrida confirma la primera de las san- 
ciones no así la segunda de diehas multas, porque la mera 
tenencia de los artículos no puede originar la imposición de 
una multa, de acuerdo con lo resuelto por este Tribunal en 
la causa: "Rettes 8. A. Ltda. v. Impuestos Internos 2313-1- 
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1939", en el que se dijo en primera instancia y se ratificara 
en e«t« Cámara que: "en el posterior inventario que se prac- 
tica aparecen cinco de las once alhajas f altantes, este lieclio 
la lleva a la Administración a no exigirle el pago del impuesto 
sobre dicha» alhajas pues lo tendrán que abonar en el momen- 
to de su venta, pero le aplica una multa por fraude en esos 
artículos". "Si la multa que se aplica equivale a 10 veces 
los impuestos defraudados, y si la misma administración no 
se siente defraudada y dice que percibirá los impuestos una 
vez que se vendan loe artículos, es forzosa la conclusión pe 
íjue respecto de esas 5 alhajas no cabe la aplicación de sancio- 
nes penales". 

Por ello y los fundamentos de la sentencia apelada de 
fs. 78 y vta.. se la eonfirma eon rostas, en cuanto impone a 
Luis Dolub una multa de * 1.665,50. — Romeo Femando 
Camera. — Maximiliano Contoli. — Abelardo Jorge Montiel. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de abril, Año del Ulwrtudor tiene ral 
San Martín, 1H50. 

Vistos los autos "Dolub Luis — Imp. Internos 
G537-1-19W\ en los que a fs. 102 esta Corte Suprema 
declaró procedente el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que la sentencia recurrida no hace tugar a una 
multa de ♦ 1.901,50 que representa el décuplo del impues- 
to que pretendió defraudar el artor, dando como fun- 
damento que la mera tenencia de los artículos no puede 
originar la imposición de una multa. Si la multa que se 
aplica —expresa Ta Cámara Federal— equivale a diez 
veces los impuestos defraudados, y si la misma admi- 
nistración no se siente defraudada y dice que percibirá 
los impuestos una vea que se vendan los artículos, es for- 
zosa la conclusión de que respecto a esas alhajas no cabe 
la aplicación de sanciones penales. 
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Sin embargo, la jurisprudencia sentada por esta 
Corte Suprema se orienta en otro sentido. Ta en una 
sentencia del 21 de septiembre de 1945 — confirmando 
normas anteriormente expuestas, que se registra en el 
volumen 202 página 520 de su colección de Fallos— dijo 
que no siendo indispensable para la aplicación del art. 
36 de la ley 3764 (27 del t. o) que se haya realizado el 
expendio del artículo gravado, previsto por la ley tan 
sólo como requisito para el pago del impuesto, no basta 
para absolver al procesndo la circunstancia de que la 
Administración General de Impuestos Internos le haya 
aplicado una multa del décuplo del gravumen sin for- 
mular eargo por esto último. A lo que agregó en otro 
pronunciamiento "que lo mismo ha de decirse de cual- 
quier otra maniobra por medio de la cual el tributo 
sea efectivamente eludido". (Fallos: 211, Í>M, 1328 
y 1344). 

Que en el présenle caso, la maniobra para eludir 
el impuesto resulta plenamente evidenciada. Al allanar- 
se el domicilio del actor se encontraron numerosas al- 
hajas con etiquetas agregadas, conteniendo los precios, 
y recibos referentes a ventas que había realizado Do- 
lub de otros artículos suntuarios. En el acta labrada 
con tal mofeo (fs. 13), éste declara ser dueño de los 
negocios establecidos en esta Capital, calle Libertad 
31 1 y en sociedad con otra persona de otro negocio sito 
en la misma calle X* 484. Manifiesta, también, que las 
alhajas son de su propiedad y corresponden a las acti- 
vidades comerciales a que se dedica, independientes 
de los negocios que tiene establecidos en la calle Liber- 
tad. Agrega que no se encuentra inscripto como eo- 
raerciante en artículos suntuarios, no paga patente ni 
sufraga, tampoco, ningún impuesto por las operaciones 
realizadas. Tiempo después solicitó Dolub que se deje 
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gilí efecto ta intervención dispuesta sobre las joya*, 
fundándose en que las mismas se encontraban fuera de 
comercio, no siendo tampoco esa mercado rín de su per- 
tenencia sino que le fué entregada en consignación (fs. 
24). En otra presentación afirma que lo encontrado en 
mu poder estnha destinado al uso de sus familiares 
(fs. 32). 

Que, en consecuencia, de los antecedentes mondo 
nados, surge la convicción de que los efectos encontra- 
dos en poder del actor estaban destinados a la venta, 
en lu misma forma de clandestinidad en que ya había 
enajenado otros ; no pudiendo éste alegar ignorancia de 
que procedió violando la ley por cuanto se trata de un 
comerciante con negocios de compra-venta que nece- 
sariamente lia de encontrarse bien informado de las le- 
yes y reglamentaciones fiscales. 

Por tanto, parcialmente y por sus fundamentos, se 
confirma la sentencia apelada en cuanto impone al ac- 
tor una multa de un mil seiscientos sesenta y cinco pe- 
sos con cincuenta centavos moneda nacional por no 
baber alionado oportunamente el impuesto de ciento 
sesenta y seis pesos con cincuenta y cinco centavos por 
ii rt ¡culos ya vendidos y se la revoca en cuanto absuelve 
al demandante del pago ele la multa de un mil novecien- 
tos un pesos con cincuenta centavos de igual moneda. 
En consecuencia se condena a Luis Dolub también al 
pago de esta últimn cantidad, todo con costas. 

Luis R. Longhi — Rodolfo O. 
Valexzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 

PÉREZ — ÁTIL10 PESSAOSO. 
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H W. BOBERTS Y Cía. v. ADUANA 

ADVANA: Importación. Aforo, 

La facultad de la Administración Aduanera para esta- 
blecer cual ha de ser el cncuadramicuto legal de deter- 
minado artículo, máquina o dispositivo que por sus espe- 
ciales características no se ajuste estrictamente a lo* 
conceptos de la expresada nomenclatura de la tarifa, es 
inherente a la función que incumbe a aquella repartición 
pública y con mayor razón al Ministerio de Hacienda, 
cuyas resoluciones sobre tal materia pueden provocar con- 
troversia ante la Justicia y el correspondiente pronun- 
ciamiento de ésta, si resultasen claramente arbitrarias. 

AfíVAXA: In fraccione*. Manifestación inexacta. 

La exactitud de los términos de la declaración previa 
formulada en ocasión del despacho, requiere que refleje 
la verdad que defina el artículo en todos sus caracteres 
esenciales y particulares de manera que su clasificación 
al coincidir sin esfuerzo con la correspondiente partida 
del arancel permita el ajuste de los derechos debidos aun- 
que se prescindiera del acto de la verificación. 
Una declaración que se limita al enunciado genérico de 
la partida 2338, "puesta en marcha para motores", res- 
pecto de una mercadería que, además de esa finalidad, 
hállase integrada por dispositivos y accesorios diversos 
previstos en distintas partidas de la tarifa, prescinde de 
la norma especial vigente que contempla precisamente la 
mercadería en cuestión y viola los arta. 1025 y 1026 de 
las 00. AA., haciendo procedente la sanción impuesta y 
autorizada por el art. 69 del t, o. 



Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, abril 23 de 1940. 

Vistos y considerando; 

Que la recurrente manifestó "puestas en marcha de hie- 
rro» partida 2338" y la Aduana de la Capital considerando 
que se trata de "arrancadores o contractores eléctricos auto- 
máticos con resistencias y relays de sobrecarga para motores 
eléctricos cuyo despacho debe hacerse con arreglo a su valor 
en depósito con el derecho pene ral del 25 %" atenta la nor- 
ma de despacho existente para esa clase de mercadería, resol- 
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viú comisar la misma, además de imponer 11 na multa igual a 
la diferencia de derechos resultante con respecto a los cables 
de cobre que también se importaron en infracción por venir 
-i ii envoltura. 

Que en cuanto a esta última multa la recurrente no apeló 
por reconocer cometida la infracción imputada, pero con res- 
pecto al comiso decretado sostiene ijm 1 no existe falsa mani- 
f estación pues eomo informa la Escuela Industrial de la Na- 
ción y el Ministerio de Obras Públicas a fs. 94 y 98 vtn., la 
mercadería de referencia es, tal como fué manifestada, 
"arrancadores normalmente empleados para puestas en mar- 
eha y parada de motores eléctrico» de ascensores, en máquinas 
útiles, etc.". 

Que no obstante lo que se manifiesta en dichos informes, 
corresponde confirmarse la resolución administrativa en to- 
das sus partes, yo «pie. como surge de tas resoluciones de ta 
Pireee'ón Oral de Aduanas y del Ministerio de Hacienda 
ipie fueron debidamente publicadas en el Itoletín de ta Ptrer- 
ción Oral, de Aduanas (volúmenes VII y XI). existía una 
norma "le «lespacho clara y terminante con respecto de que 
cuantío las puestas en marcha de hierro tuvieren "his carac- 
terísticas que presentan las (pie motivan esta cansa, deberán 
s,, r di-^i luidas por su valor declarado al lí-"> ''i % 

Que siendo así. dicha norma de despacho era oh I Naturia 
para la recurrente de acuerdo con lo dispuesto en tos arts. 
150, K»l y 154 del decreto reglamentario de la Ley de Adua- 
na y lo resuelto re : teradamente por la Cámara Federal de 
Anelacftwes qm« s < las ton id festae iones compronietidns no se 
ajustan a bis norman de despacho debida mente publicadas con 
anterioridad, corresponde imposición de pena (entra otros: sen- 
tencia de fecha 1M de noviembre .ic VM7 ti tetada en autos 
"Canipbcll ( olin M.-Ad. ^s-n. !»i.-> -i. 

Por ello, confírmase, con cactus, la resolución admiuis- 
T ra ti va de fs. 25 en toda-; .mis p ( irtes. ■ Otrar />. Patmn 
Jícltrán. 

Skxti:ni I.\ DE l.l l'ÁMAKA FEnKHU. 

Bs. Aires, 2b tic octubre de .1!'4!>. 

Considerando: 

I.) Que el recur»i. de nulidad no lia sido sustentado en 
esta instancia, ni se advierte vicio alguno que pueda deter- 
minar mi procedencia. En consecuencia, s? U desestima. 
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11/ En cuanto at (le apelación: 

Que se manifiesta puestas en marcha de li ierro para mo- 
tores eléctricos de la partida 2338, kilo bruto 0,4* al 25 %. 
denunciándose relayes electromagnéticos de valor declarado al 
25 % vale decir un arrancador o contactor eléctrico, automá- 
tico, con resistencias y relay» uo sobrecarga para motores 
eléctricos, que se emplean para iniciar la ma relia de motores 
eléctricos, en condiciones que eviten sobrecargas perjudiciales, 
dado que la corriente de arranque de los mismos es macho 
mayor que la que éstos consumen en su régimen de marcha 
normal y que puede dar lugar, en ciertos casos, a fraudes da- 
ños para el bobinado de esos motores. 

tjue en definitiva, expresa el Tribunal de Clasificacio- 
nes, se trata de un contador automático, para motores eléc- 
tricos, que no puedo concille] arse un;i simple puerta en mar- 
eba como se manifiesta teniendo en cuenta lo resuelto en el 
Xuevo Estudio 100 de 1042 (Bol. D.lí.A.. vol. Vil, pág. ¿54) 
a las puestas en ma relia que tuvieran bis característiéas di' 
los interruptores de mecanismo completo y automáticos y por 
ende excluidas de la partida 2338. 

A su vez la Aduana señala que existe uorum para el 
despacho tic esta oíase tic mercadería (consultas lTtS y 159 de 
M43 y 1,17 ile 1!>44, Bul. D.G.A.. vol. VII. pújrs. 3,Í8, ;¡ó!» y 
1U3S. respectivamente) y li. F. 31(1 de diciembre 20 de 1!U5 
(Bol. D.O.A., vol. IX, páf¿ 70) que ordenaron despachar 
las mismas de valor declarado al 25 %. 

En definitiva, la Aduana de la Capital decreto el comiso 
de la mercadería en infracción. 

El Tribunal considera que el presente caso Uo encuadra 
dentro dbl enterio. tpie informa el fallo de la Corte Suprema, 
remido en los autos "Dueñas Esteban v. Aduana. 113-R- 
1946-1). 3021 " : ya que no m tr>tfa de una simple discrepancia 
d? vtjf'ficücnht, sinn de saber si el importador estaba o UO 
obligado por una norma de despacho vigente. 

¡■¡obre el particular la Corte Suprema tiene resuelto en 
los autos "Gabriel Estcrlieh v. Ln Xación Argentina'*, t. $10, 
p;íg. 1irj:>. en fecha 10 de maro de 1!'4>: "(¿ne a la obligato- 
riedad de la norma tic despacho sólo puede oponerse la demos- 
tración de que la norma importó una interpretación arbitra- 
rla de las partidas respectivas de la Tarifa do Avalúos, es 
decir, una alteración de la ley reglamentada". Agregando a 
continuación: "Que haya o uo error en clasificar a estos equi- 
pos como heladeras incompletas es cuestión discutible; peni 
a juicio de esta Corte que se remití* sobre el particular a I» 
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artmnicntado en considerando VI de la sentencia de primera 
instancia, no lo es, que no existiendo, como no existía partida 
en la cual estuvieran comprendidos explícita e indudablemen- 
te estos equinos, ta clasificación hecha en la norma que se 
considera na puede conceptuarse arbitraría, pues se trata de 
la parte esencial de bis heladera;; automáticas. Por consiguien- 
te, se está en el wmbifé de lo que corresponde a la reglante n- 
f ación administro* i, a pertinente. Xo cabe en este punto sus- 
tituir el criterio de la Administración por el de los jueces 
mientras el primero no comporte violación f Infriante de lu 
ley".^ 

Kl Sr. Juez a-quo, invocando lo resuelto reiteradamente 
por est^ Tribunal, a partir del fallo dictado en "Campbell 
Colín II. v, Aduana. 28- II- 194"»", de fecha 19 de noviembre 
de 1947. man t iénese la resolución administrativa de fs. 25 en 
todas *\\s partes. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de fs..l22 
y vtn,. con castas. — Romeo Wermndc Camera. — Maximi- 
liano Consol i. - .\hf hrdtt Jorge Monticl. 



FALLO DE LA CORTE SlTHEM.A 

Buenos Aires, 27 de abril. Año del Libertador General 
San Martín. 1Ü50. 

Vistos los autos "Robería v Oía. H. AV., Aduana 
124-F-l!¡4(i'* en los rpio a fs. 172 se ib •claró procedente 
el recurso extraordinario. 

Considerando.; 

Que la facultad de la Administración Aduanera para 
establecer cual ha de ser el encuadra miento lega] de de- 
terminado artículo, máquina o dispositivo que por sus 
especiales carai-terís ticas uo so ajuste estrictamente a 
los conceptos de la expresa nomenclatura de la tarifa es, 
sin duda, inherente a la función que incumbe a aquella 
repartición pública y con mayor razón al -Ministerio de 
Hacienda, cuyas resoluciones sobro tal materia, pueden 
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provocar controversia ante la Justicia y el correspon- 
diente pronunciamiento de ésta, si resaltasen claramente 
arbitrarias, como lo ha establecido la jurisprudencia de 
esta Corte Suprema (215, 305). 

Que evidentemente no se halla comprendida en el 
último supuesto señalndo la resol ación que se objeta, 
pues la expresión "puestas eu marcha para motores", 
de la partida 2338 del nraucel de 1938, no es sinónima de 
"arrancadores y/o contactores eléctricos automáticos 
con resistencias y relava de sobrecarga para motores 
eléctricos" que contempla la norma impugnada y cuya 
observancia imponen los arts. 150, 151 y 154 del Decre- 
to Reglamentario de la Ley de Aduana. 

Que como lo ponen de manifiesto el gráfico de f s. 18 
o informe de fs. 17, los aparatos cuya importación pro- 
cura el recurrente además de la única finalidad contem- 
plada por la partida 2338, de poner en marcha motores, 
búllanse integrados por otros dispositivos y accesorios 
de funcionamiento automáticos, interruptores de co- 
rriente eléctrica de igual modalidad, reguladores de mar- 
cha, etc., que traduciendo los adelantos logrados en la 
lubricación de los arrancadores y contadores así per- 
feccionados, se sintetizan en un mecanismo de múltiple 
acción y de evidente complejidad, y en el cual se encuen- 
tran reunidos elementos que por su parte, la tarifa pre- 
vé en diversas partidas, separadamente, todo lo cual 
revela que una declaración que se limita al enunciado 
genérico de sólo una de aquéllas y omite toda referencia 
ii las demás, prescinde de la norma especial vigente que 
contempla preci saínente la mercadería en cuestión, *y 
viola los nrts. 1025 y 102(1 de las QO.AA. haciendo pfoce- 
dente la sanción impuesta y autorizada por el nrt ©> 
del T. O. 

Que la exactitud de los términos de la declaración 
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previa formulada en ocasión del despacho, requiere une 
ella refleje "ln verdad que defina el artículo en lodos 
sus caracteres esenciales y particulares", como lo lia es- 
tablecido ta doctrina en el fallo ya citado (215, 305), de 
manera que "su clasificación ni coincidir sin esfuerzo 
e inequívocamente con ta correspondiente partida del 
arancel, perniita él ajuste de los derechos debidos, aun 
cuando se prescindiera del neto de la verificación", Y 
en el caso, como queda dicho, ln declaración no sólo lio 
xv ha ajustado a fas modalidades y características f *n- 
daméntalcs que distinguen los aparatos traídos, de los 
que la tarifa pudo prever en en la partida l^iS 

shiu que se aludió a esta desechandó la norma esj iál 

que específicamente los contempla. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentettcia 
apelada (Je, fs. I.'ÍP, en ln que luí >idu materia del recurso 
extraordinario fóiic&dklb a fs, 17-, 

Lóis K. Losghi — RonoiiFO (¡. 

Y.\|.RXZt'KI.\ — ToM VS ÍK ( Iát 

s \i;ks — Fkmck Raxtlyoo Pk- 
uyy. — Atujo Pkssaoxo. 



GABRIEL < UíTKtíA y. \.\riu\ AliüKXTIXA 

REMISION m AÜ.TQÓ; 

f.ji itci'hii'in'iMii di* su Íucoiii|H<ti>ii«'ia pur parte di* los tribu- 
nales ilt* l:i i 'npitnl por onti'iuliT t|iu- ln cnu>a es de juris- 
dicción federal no autoriza, en los jimios civiles, Ta re- 
misión ilc les untes ¡i la justicia federal para la continua- 
i'iún tic s'i trámite ante ella. 

jritisi*n T.'o.v )' OÚMPÉTlSNCÍAi r,i.,t¡,.u.. - i r -t<-, »<>•>. 

Inti'rt't Hvi n (ío CortA Suprema. 

No cormpondiES a la forte Suprema decidir una cuestión 
de competencifl SoHre la nial sólo mí ha pwnuntíiadp cu 
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el i|p la Cámara de Apelaciones de la justii-m de- pnz. 
mas no la Cunara Federal que so ba nejAido n iwibii* el 
expediente enviado por aquélla pata q"<' 1" falle «» 
sc^undu instancia. 



S! "XTIíM'IA OE Úh CÁMAHA ni' 1*AK LkTII.MiA 

Bs, Aires, marzo 18 de 1ÍM0. 
Autos ; vistas; considerando: 

t líl presente ¡juicio ordinario por inileinni/neióii de 
da üos y perjuicios, promovido con motivo de un contrato de 
transporte ferroviario y dirigido per nu partiiiihir contra I» 
empresa privada Ferrocarril BüStré Ríos, *e iniciú el 4 de 
marzo de lt»4S. gristanciacla la eáüsá ni primera instancia y 
al tiempo dt> presentar su memoria de ¡(•muios unte este Tri- 
bu mil. la parte demandada —coa sentencia adversa y rmi- 
rridn— pide se declare la ¡m-ompcterieln de lá jmtiaja de 1 n» 
betratte liara entender en la cañan, sosteniendo que por ser 
actualmente la Xneión titular y propietaria del ferrocarril 
demandado su conocimiento compele n los ,j ucees federales, 

lf. Siendo exacto v de pública notoriedad bis nn* 
predas ferroviarias de 'capital británico —entre las rindes 
mienta la demandad» en autftft— han sido y se ludían meo*- 
ponida* al patriiaoniú de ta Nneam (deeret.i 5780/48}, y en 
virtud de Ío dispuesto en el art, 10(1 de la Conshtiiemii Na- 
cional, la justicia competente para intervenir en el sitb-hU 
es la r.Hlera1 —ley 27. urt. 4"; ley 48, »n. IT. iue. ■, a mé- 
rito de (pie en la demanda es "parte" la Xaemn — rouf,, til. 
p 7P7 Rentepcias Sbki IV v ¡juicio "Cía. Sudamericana BTB 
S. A. e. F. C, del E." del 21-2-1(1 también de este Tribunal— 
así !¿ ba resuelto recientemente la Subí 2 a de esta Cámara, i'ii 
ra "Caballero Ricardo E. v. F. C. C. A., exp. 18.678, dieiem- 
pre 20 de 1!»4S. v por lo dermis, tratándose de jurisdicción 
privativa y exelüyente (art. 12. ley 48) la incompetencia 
j Minie v delie ser declarada en cualquier estado del pleito, a 
p>ilMo"de pane o de ollein, indiferentemente; ver l.tt mu, 
i. 47, pi'iL*- A21. 

Lo ex puesto demuestra que lo solicitado a is. IOi no es 
improcedente, porque la Nación es paite en el juicio, m ex- 
temporáneo, porque éstese balín aún en trámite: y tratándose 
COMIO »e trata de materia que afeeta al orden púliheo. L. I... 
t. Mí*. pa>. IOS. no interesa que las partes hayan ndnutulo y 
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consentido durante el procedimiento seguido ante el juzgado 
una prórroga de jurisdicción K¡n duda ilegal y por consiguien- 
te revocable en esta instancia, siempre que ta Sala tenga cono- 
cimiento del motivo existente. 

Por esto» fundamentos y de t-uuformidad eun el dictamen 
del Sr. Agente Fiscal se declara la incompetencia de la Jus- 
ticia de Paat Letrada para seguir actuando en este juitúo, sin 
cosías, atenta la naturaleza de la cuestión debatida. Y vuelvnu 
a primera instneia a fin de que oportunamente se remitan las 
ti litaciones al ju/cado federal que corresponda, — Juan A. 
rttrtnmtitttw. — José .V. Safjfistfi. 



Sentencia dei. Jubb Fedehai, 
Autos y vistos; considerando : 

Que el Sr. .Jue?. de I*asc Letrado, en cumplimiento de lo 
resuelto it fs. 124 por lii Kxcma. Cámara de esa jurisdicción 
al declarar la incompetencia de la nusma pura conocer en estos 
aulos. los remite al suscripto sin expresar a que fines. 

Que sean ellos cuáles fueron, tul remisión es improceden- 
te ya que. salvo el caso de contiendas de competencia por 
inhibitoria, en materia civil no procede la remisión de las 
«utos por el jaez que se declare incompetente al que concep- 
túe cor responderle conocer en los mismos ya que tal decisión 
está reservada al Superior — y la Excma. Cámara de Apela- 
ciones de la Justicia de Paa Letrada, sin perjuicio de su je- 
rarquía, no lo es del suscripto — por lo que debió limitar su 
pronunciamiento u declara* la incompetencia y ordenar el 
archivo do las actuaciones hieunilnondo a las partes deducir 
nuevamente su acción ante la jurisdicción que ellas estimen 
corresponder. 

Tal es la jurisprudencia establecida por la Corte Supre- 
ma cu situaciones análogas (198, 281; 211. 132.1) y el criterio 
adoptado por el suscripto al resolver muí cuestión similar ta 
jv Fisco Xaeinnal e. José' Bungas (setiembre (i de 10+8), de- 
volviendo ai Sr Juez Federal de Córdoba Ins respectivas 
actuaciones, 

Pbr estos emolumentos, resuelvo: Devolver til Sr. Juez 
•le i*»-/. Letrado es*os autos caratulados ** Ortega Gabriel o. la 
Nación, por cobro de pesos' " a los efectos que estime perfi 
nenie Jaéí flrnitrs. 
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Sentencia pe; la ('Asi. mea ue Paz Letrada 

Bs. Aires, setiembre 9 de 1949. 

Y vistos: considerando : 

Dentro del procedimiento de 1» ley 11.924 la resolución 
consecutiva al pronunciamiento del Sr. Jnest Federal no era 
u oh providencia de mero trámite, .sino un auto interlocutorio, 
que pura ser válido debió necesariamente fundarse a lo menos 
en el voto conforme do la mayoría de la sala. Esto es incues- 
tionable, de acuerdo a lo dispuesto por los arts. 26, 28 y 29 
de nuestra ley ritual. En consecuencia y no linhiéndnse cum- 
plido con dielio requisito procesal, el decreto de fs. 132 carece 
de validez y debe quedar sin efecto, dictándose adecuadamen- 
te el proveído que en derecho correspondí! a la .situación crea- 
da por aqnel magistrado con el ñuto de fs. 129. 

Este tribunal se pronunció n fs. 124 con respecto a ta 
cuestión planteada a fs. 107 por ser la parte demandada, de- 
clarando la incompetencia de ta Justicia de Paz Letrada para 
scpiiir iiet uando en et juicio, y disponiendo la remisión de los 
antos al Jugado Federal. No dijo a (pié fines. Pero es indu- 
dable - y tal fué el sentido y alcance de la resolución — que 
to fué para que el Sr. Juez etevarn el expediente a la Cámara 
hVderal de Apelaciones que en definitiva resolvería sobre los 
recursos interpuestas a fs. 89 contra 1» sentencia de prime- 
ra instancia. 

Si bien es cierto que la Corte Suprema tiene establecido 
■pie tícela cada la ineompetciu-iii tas nct naciones carecen de 
validez y debe ordenarse su archivo (y tal doctrina lia sido 
consagrada también por la Cámara de Paz Letrada en acuer- 
do plcnario de abril 17 de 19.'tf»), no lo es menos que tal prin- 
cipio no puede regir cuando la causal de iuennpctencia es 
posterior a la i ni nación del pleito, vale decir, que la excepción 
no pudo ser npucslii s'uo por mi lieeho sohreviniente y ajeno 
a las piirlcs. máxime cuando, como en el *nh Htr sí* hn dietndo 
ya sentencia y el juez de primera instancia se lia desprendido 
de las actuaciones mediante la concesión de recursos ffs. 97 
vía.) introduciéndose la cuestión de competencia simnltíincn- 
mente con la memoria de agravios (fs. 107). 

Estnblccidii lo que antecede y atent» la negativa de fs. 
129 procede ahora, por razones de economía procesal remitir 
tus autos a tu Cámara Pederá! para (|üe si lo jtnurn proceden- 
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te ante ella y eu grado de apelación continúe el trámite de 
la causa; y en caso contrario o denegado so proceda por ta 
vía correspondiente a sustanciar y dirimir la contienda sus- 
citada. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Aírente Fiscal déjase 
sin efecto el proveído de fis. 132 y a los fines indicados re- 
uníanse los autos a la Bxcma. Cá niara Federal de A pe!at« io- 
nes, enn nota fie envío, — Jmn A. Cnrtomnam. - Jasé XI. 
Sn (fasta, 

Ki:sTi:v. r \ de la CfaiÁÜA Fi:iu:hai. 

lis. Aires, 21 ile noviembre do HMi*. 

AutOH y vistos: ■■on»ider¡litd<> : 

Que es! as actuaciones fian sido rendí idas a este Tribunal 
pnr la i 'timara ile Vnv. Letrada, auto de i's. 147. a fin de que 
"m> continúe el trámite dé la en usa sentenciada én primera 
instancia ante el ür. Juey, de Paz Letrado, o en ca-so contra- 
nn proceda por la vía correspondiente a .sustanciar y dirimir 
la contienda suscitada". 

Qué el Tribunal estima que debe pronunciarse tiegatívá- 
meiito résped (i de las dos cuestiones traídas a su decisión. 

Que eu lo que -e refiere a ln primera, ya la tJorte Sujpre- 

toa tiene resuelto, en el caso (pie recuerda cu sil dictamen el 
Sr. Procurador Fiscal de (Vi nutra y que guarda estricta ana- 
l«'i:iíi cotí el presente, que la declaración de su incompetencia 
por parte de los tribunales locales, por entender que tu can- 
sa es de jurisdicción federal, no autoriza en los juicios civiles 
la remisión de los autos a ta justicia nacional a tos efectos de 
Ja continuación ante ella de su trámite, t. 211. pfig.*Í32U. 

Que eu lo que atañe a la segunda, involucrada implícita- 
mente dentro de la anterior, calo' espresar, que por el proce- 
dimiento seguido no lia piulido hacerse surtir la jurisdicción 
del tribuna! por no existir • uestión de competencia planteada 
i'i'it arretrlit a dercedo, desde que si la Justicia ile Paz Letrada 

l)¡i declarad» su ¡u apetencia sñ|<> a los interesado»! eorrés- 

|)ottde acudir a la jurisdicción 5'edernl si |<i einn |w>riiueiiti . 
■ 'XTieinn un cumplido en la especie. 

En su mérito, y de acuerd" con lo dielaminado por el 
Sr. Procurador Fiscal de f 'amara corresponde declarar que no 
procede el pronuneiamiento i'equeridn y devolver l< t s autos ii 
la Cámara de origen. — Óscar de ta fáma tgarzábal. Alber- 
to Fabián Barrioi\MVO, — J*,<úx Xi„t Un un). 
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Dictamen i>el Procurador General 

Suprema Corte: 

Ante la justicia do paz letrada de esta capital don 
Gabriel Ortega» por medio de apoderado, inieió juicio 
contra los Períoca r riles de Entre Ríos por indemniza- 
ción de dníios y perjuicios el 4 de marzo de 1948» que- 
dando t raliadu la litis por demanda y contestación» el 3 
de mayo subsiguiente. 

Con feclia 15 de noviembre de 1048 se dictó senten- 
cia en I a instancia» haciéndose lugar a la demanda en 
todas sos parles. Recurrid» esta resolución, y al expre- 
sar agravios ante la Cámara respectiva, la parte vencida 
opuso excepción de incompetencia en rasión de que el 
patrimonio íntegro de la Empresa del Ferrocarril do 
Futro "Ríos había sido adquirido por el Superior Gobier- 
no de la Nación. La Cámara de Paz hizo lugar a la ex- 
cepción y ordenó hi remisión de las actuaciones al Jun- 
gado federa I que correspondiese (fs. 124). 

El Juez Federal a fs, 129, consideró improcedente 
la remisión de los autos sosteniendo que: 

" . . . salvo el caso de contiendas de competencia por 
inhibitoria, on malcría civil no procede la remisión de 
Ins notos por el Juez que se declare incompetente al que 
conceptúe cor responde He conocer en los mismos ya que 
tal decisión está reservada al Superior — y la Exorna, 
Cámara tic Apelaciones de la Justicia do Viva Letrada, 
sin perjuicio ele su jerarquía, no lo es del suscripto — 
por lo que debió limitar su pronuncia miento u declarar 
ja incompetencia y ordenar el archivo de las actuaciones 
incumbiendo n las partes deducir nuevamente su acción 
ante la jurisdicción que cllns estimen corresponder". 

Más adelante, expresa que tal es la jurisprudencia 
establecida por la Corte en 1ÍIS, *JSt y l!U, V.V2X 
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Devuelto el expediente, la Cámara ele Paz Letrada 
por resolución <le fu. 147 resolvió enviarlo n la Cámara 
Federal la cual, de i-onformidiid eon lo dictaminado por 
el Procurador Fiscal de ('¡'miara, n fs. 154 y repitiendo 
los nrgu meatos del n-quo, sostuvo i[ue no existía cuestión 
efe eoaipeteacia planteada eon arreglo a derecho y re- 
mitió los autos a la Cámara de origen (fs. 157). Con la 
insistencia de fs. 1G0, se eleva 1» causa a V. E. [jura que 
dirima el conflicto planteado. 

Como se sostiene en los fallos de fs. 12!» y 157, es d«- 
aplicación al caso la doctrina de V. E. en 211, 1323. Nn 
se lia cuta lila do demanda ante la justicia federal qac 
obligue a p roñan ciar se sobre su competencia, y puesto 
que, como lo tiene resuelto la Corte "la declaración de 
sa incompetencia por parte de los tribunales locales, por 
entender que la causa es de jurisdicción federal, no auto- 
riza en los juicios civiles, la remisión de los autos a la 
justicia nacional a los efectos de la continuación ante 
ella de su trámite" (211, 1326)* opino que corresponde 
confirmar por sus fundamentos el fallo de fs. 157. — 
Buenos Aires, marzo 8 de 1950, Año del Libertador Ge- 
neral San Martín. — Carlos G. Del fino. 



FALLO DE LA CORTE SUPItEMA 

Buenos Aires, 27 de abril, Año del Libertador General 
San Martín, 1050. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que con arreglo n la jurisprudencia de esta Corte 
Suprema ( Fallos : 108, 281; 211, 1326) la declaración de 
su incompetencia por parte do los tribunales de la Ca- 
pital por entender que la causa es de jurisdicción federal 
no autoriza, en los juicios civiles, la remisión de los 
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autos a la justicia federal para la Continuación do su 
trámite ante ella. 

Que en el caso de autos no existe contienda de eoim 
peteneia trabada, pues uo la constituyo la negativa de ln 
Cámara de Apelación a recibir el expediente (Fallos: 
181, 241; 210, 471), ni se trata de un cóniTieta que im- 
porte dejar a las partes sin jueces pues el actor puede 
acudir a la justicia todo ral y provocar allí el pronuncia- 
miento que corresponda (Fallos: 210, 464); por lo (pu- 
no incumbí) a esta Corte Suprema diciar aun pronun- 
ciamiento alguno sobre la cuestión di' competencia (pa- 
sólo ha sido resuelta por la Cámara de Apelaciones de 
!a Justicia de Paz Letrada. 

Por tanto, así se declara, debiendo ser devueltos los 
autos a la Cámara de Apelaciones de la Justicia de Paz. 
Letrada de la Capital, Iiaeiéndose salte v a la Cámara Fe- 
deral de la Capital en la forma de estilo, 

Luis R. Losen i — Rodolfo (í. 
Valenzi kla — Tomas D. Ca- 
SAitEs - - Felii'e Saxtiaco Pk- 
Mus — Atujo Pessagso. 



JOSE V, ARRIO O v. EMPRESA DEL FERROCARRIL 

DEL SUD 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Terrera instancia. Sen- 
tencia definitiva. Concepto. 

La tercera instancia ordinaria sólo procede respecto M la* 
sentencias definitivas o sea aquéllas que ponen fin al 
pleito o impiden su prosecución, no siendo aplicable a 
este recurso el procedimiento (\p equiparación admitido 
para el extraordinario respecto de los autos que causan 
■rravamen irreparable 



<t) 27 úv iil>rll. FíiIIüh: >\Í. :W. 



Aso i.ki. Ijiu-iíTvbnit (Íknku.m. Kax M uítÍs. tttSÜ 

Mayo 



S\\A s A. COMERCIAL. FINANCIERA E INMOBILIA- 
RIA v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

COSTAS: Bmrrullf <M j»Mo. Desistimiento. 

Pioeede eximir del papo de eortaa n quien desiate de ¡» 
un ión en virtud dé que. estando en trámite el juicio, a 
Corte Suprema ha r«tttMto nn raso ¡«nial reentrando la 
demanda m\ ¿asías (')■ 



PROVINCIA DE TCCCMAN v. S. A. COMPAÑIA KAN 
. PABLO DE FABRICACION DE AZCCAK 

RECURSO EXTRA ORO ISA til O: Requisitos propios. Cutttionf* 
W ftdrrolt*. Interpretación <tr norma* .« atítOB lávale* en general. 
Son irrevihibtes en instancia extraordinaria las eueslio 
nes que veisan exclusivamente «obre puntos* de deiwlm 
lowtl; eomo son los atinentes a la interpretación y alean 
i> ( > de las Vves provincial»* api iradas por el tribunal ape- 
ludo, salvo i uie se tinte de un pronunciamiento arbitrario. 

RECURSO EXT RAO ROI XA RIO: Re,,nhit<>< propios. Senteneia <h- 
Unitiva. Resulmhon* antrriore» a ta smiemia definitiva. Jnieio* it* 
apremia it ejei utiia. 

El recurso extraordinario es, en principio, improcedente en 
los juu-Mw ejecutivo» o de apremio, aumpie se invoque i* 
inconstitueionalidad de la ley que establece esos pro.v 

<n :¡ Í¿ mfé- Paflo»; Vfa 350; ,ií;! - 14n * 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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diiuiente*. Tampoco lo autoriza la circunstancia de que 
la Kcntencia interpretando las normas que rifren iil apre- 
mio, decida nn tratar las cuestiones constitucionales plan- 
teadas por el recurrente ; y .si bien e.stii doctrina admite 
excepción en los i-asoa extraordinarios en (pie la interven- 
ción de la Corte Suprema sea de inmediato necesaria ¡tara 
tutelar el derecho invocado, esa circunstancia debe resultar 
de Iok autos y no puede consistir en el solo planteamiento 
de una etus'tión de constitucional id itd. ni ser sin más, 
fundada cu el monto del .inicio. 

( OXSTITUCIO.X .V .U IOS AL: [}rrr,h<^ y ystetútim Inferna en 
mirto. I'tot tilintifititi tf srutt Hi ia. 

Kl procedimiento fie apremia lio es lesivo ile la defensa en 
juicio. 

DlrTAMKX IpKI. PltOlM-HAMU! ÍtKNKUM, 

Suprema Corte: 

Kl auto denegatorio del recurso extraordinario co- 
rriente a t's. £12 del principa) so fundamenta en que la 
sentencia apelada no reviste el carácter do definitiva, 
porque como se lo afirma recordando a V. E. *'no son 
tales las dictadas en los juicios de apremio puesto que 
mis efectos son reparables en el pertinente ¡juicio ordi- 
nario librado al demandado*' (ver auto de fs. 118), 

Frente n tal declaración y conforme a la doetrina 
expuesta cu el considerando W del fallo de 149, 379, co- 
rrespondería, pues, el rechazo de la presente queja, sal- 
vo (pie V. E. considerase, dé acuerdo a su prudente arbi- 
trio, <pio el caso encuadra cu alguno de aquellos supues- 
tos anómalos determinantes de la apertura excepcional 
iie la vín del remedio federal (ver, entre otros, 182, 
L'Jt.'í y 100, V24K 

La cuestión que se plantea en la queja sobre la base 
de lo resuello en lóo, HÍHi (Fisco de la Provincia de San 
Juan v. Si<rifrcdo Ba«án Smítb) no es a mi juicio aten 
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rtible, porque «.'íi este aspecto la tacha tle ineonstitucio- 
nalidad so funda en la inipioceSénéía de la vía do apre- 
mio para el cobro do multas do la naturaleza de la que se 
persigue en autos, y os lo cierto que, contó, resulta de los 
recaudos acompañados a los autos O. 88, L. XI, fs. (i 
— en los que también dio lamino en el día de la feclia— se 
ha resuelto lo contrario sobre la base de normas y ouii- 
sidoraeiones do carácter estrictamente procesal, nomo 
tales irrevísiblcs por la vía del remedio federal. — Bue- 
nos Aires, abril l| de 1^50, Año del Libertador (Jeneral 
San Martín. — Carlng G. Delfbw. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, :t do mayo, Año del Libertador General 
San Martín, IflóO. 

Vistos los autos: "Koourso do hecho deducido pol- 
la demandada en la causa Gobierno de la Provincia de 
Tueumán v. S. A. Cía. San Pablo de Fabricación de 
Azúcar", para decidir sobre su procedencia. 

V considerando : 

Que tal como lo pono do manifiesto ol precedente 
dictamen del Sr. Procurador General lo decidido res- 
pecto de la legalidad del procedí miento seguido es ir re- 
visible por esta Corte en instancia extraordinaria por 
ser claro que versa exclusivamente sobre puntos de de 
rocho local como son los atinentes a la interpretación y 
alcance de las leyes provinciales api i catín s por el Tribu- 
nal apelado, y que el caso no encuadra en la jurispru- 
dencia de excepción referente a pronunciamientos arbi- 
trarios —Fallos : 209, 28 y otros—. 

Qnc es doctrina reiteradamente establecida por los 
precedentes de esta Corte que, en principio, las resol u- 
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ciónos dictadas en procedimiento?, «le apremio son insu<- 
ceptibles de recurso extraordinario. —Fallos; 387 
y los allí citados—. A esto iui di» agregarse ahora que ftp 
bonifica el recurso la circunstancia di- invocarlo la iti- 

constitneionalidad dé la ley M uc estable* I apremio, 

impugnándola mino violatmia de la defensa en juicio, 
Porque admitido desdo anticuo que el apremio cu cuan- 
to tal. un es lesivo de la referida iíaranlía —Fallos: 
17!), 54; 19% H08 y otros — falta <le ordinario el agravio 
sustancial a aquella cláusula de la Constitución indi* 
pensnhlo para la procedencia del recurso. 

Qué es también jiirispnuleiicia de esta Corte qupe no 
da lufcar a recurso extraordinario la sentencia dictada 
cu juicio de apremio que, interpretando el régimen le- 
ggj del mismo, <lecide no tratar en él las cuestiones 
constitucionales planteadas por oí recurrente. —Fallos: 
205, 9— . Es cierto que esta doctrina admite la excepción 
di- los casos extraordinarios en que la intervención de 
esta Corte aparezca como de inmediato necesaria para 
la tutela del dereclio invocado. —Fallos: "2U\. :¡!N¡— . Pe- 
ro es claro, tal como se lo expresó en Fallos: 214, 58'., 
que la referida circunstancia Un de resultar de los autos, 
no puede consistir en el planteamiento de una cuestión 
de constitucionalidad, en cnanto la excepción admitida 
por tal vía bastaría para derogar el principio, ni puede 
sin im.Ís ser fundada en el monto del juicio, con arreglo 
;t lo decidido en ÍMlOs: £10, "SOo" y otros. 

Fu su mérito y habiendo dictaminado el Si*. Pro- 
curador General se desestima Ja precedente queja. 

LÚXS li. LoNoiti — Tomás R 
Casabks — Frmpf Santjaoo 
Pkükz — Atujo Pkssauno. 
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DE JÜSTICIA Í*E fe* NA' 88* S4? 

ELOISA VIPKLA DÉ AKKt'lI AVALA v. MARIA VI DELA 
¡>K (JIM ICXEZ Y AL15J ANDIH I A. p. Ut'jrit ANDI T 

RKCVHSti hXt HAinWlSMtlfl: ftt< t »i*itt>* prnpfof. V*mth**$ 
„„ ñthrttic*. InmprÜacíén é mtntié fótiféi procedimiento. 
La eu««H6ti référéuíé ¡i la <-orMiin<-ión tribunal ffls 
la cansa no f» dr nal m aleza federal ni lo iliH-itlulo sobre 
ella es susceptible de n-visatse por la vm m mm® 
cxiniordiiiarin (*)• 

tt&CÜMO KXTHAOHt'tSAlfHt: Rtqnmtm p&jtfft». Snitemiu ífe- 

tinitir», í'tmrf/»/» '/ ttrurrti¡iit»thf. 

No es sentencia definitiva n tos efectos del I 'vuimí extra- 
urdiuario t¡ nulo por el cual m* dcscslima ln nulidad que 
ta adora f linda en la circunstancia de suscribir H t«I1í> 
dictado por una cámara civil «1" la Capital, un «.,-al qite 
anterioridad & liabría desprendido del eOTtoeaifienta 
de las actuaciones. 



INSTITI TO NACIONAL 1)K PRETOÍOH SOC^L v. 
KFKAIN" tioTLIB 

RECURSO KMItAtittDISAJttO: Re^hH»* t »op¡<*. GlteetjoMa Mo 

frth mi, ,. ÉgÜHÜá* 'i> m mmí. # ***** ün'™t'" ,t ifUt - 

VA nmito referente a la delerniiiuumti del pre.-io de la 
éó»» #pmpiaAa ¡ b sea la exactilud de la eqiii valencia de 
bi máérriiüxaéíón <¡0ii el valor de I» expropiado, es cues- 
tión ele li»elm y prueba mspMcepíihte dé dar hipar al re- 
curso extraordinario. 

h Xl'RíH'í lf tO.\: itiihmuUut i'm. (¡> Ht ntlithitlf». 

V\ precepto legal que limita al valor objetivo del bien 
expropiad» el monto de la tmlettmfeS* exihtye las va- 
lores puramente personales, pero no suprime la l acuitad 
judicial dé la apreciación del precio. 



(i) :t áe iiiayu. Falliré 1^34. 
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DlíTAMK.V DKL TIÍAlHil! (tKXKRAI. 

Suprema 0prte : 

Duda la interpretaeión que \". K. ha dado reitera- 
damente al nr1. IT» de la ley 4S, pienso que oí recurso 
extraordinario interpuesto a fs. Íí74 no esta fundado 
confprnic a las exigencias que impone la citada pres- 
cripción legal. 

La apelación es por tanto ¡iii|iroeeilenle y corres- 
pondo desestimar la queja deducida por su denegatoria. 
Buenos Aires, ALril 1!» de 1950. Año del Libertador 
< ¡cuera 1 San Martin. — Carlfis G. Del fino, 

VALLO !>E LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, :! tic mayo. Año del Libertador General 
San Martín, líCiO. 

Vistos los autns; "Recurso de hecho deducido por 
el nctor en la causa Instituto Nacional de Previsión 
Social iv fl olí ib Kfraín". para decidir sobré su proce- 
dencia. 

Y considerando : 

Que lo referente a Ja determinación del precio de 
la cosa expropiada, o sea la exactitud de la equivalencia 
de la indemnización eon el valor de lo expropiado, es 
punió de bocho y prueba insusceptible de dar lindar a 
recurso extraordinario con arreglo a reiterada juris- 
prudencia. —Fallos: M, :í7r>; lílfi, 604; 219; 213» 
1HT y otros — . 

(.¿uo por lo demás en el establecimiento do la rete- 



DH JUSTICIA DE LA NACIÓN 



549 



mía equivalencia necesariamente hiti-i vít-ne el criterio 
del Tribunal que la estima. Tal kwM es desde luego 
aieuo a la 'imitación leiral de la indemnización al valor 
objetivo «leí bien expropiado, con lo que qm$W *'» 
excluidos los valores puramente personales, mas no la 
¡mpfcstán de la inevitable fncnUad judicial ífe !a apre- 
ciación del precio. 

gue, por lo demás, el escrito de fa. 374 uo esta de~ 
Indamente fundado en los términos de la jurispruden- 
cia de esta forte* t 

Fui su mérito y habiendo dictaminado el Si. I 
curador General se desestima la precedente queja. 

Lvis K. Lo so ni — Tomás 1». 
Oas.miks — rV.i.irk S.vstiao.i 
Píxkz — Atu.io Pkssaoso. 



WEIL Y Ha. v. S. A. ÍKIMSTIIIAL Y roM Klít 1 Al. 
DEL SEL LTUA. 

precios máximos. 

Los Brttt 1* 2* v 16 de In ley 12.ii.ll, así c.vniu dórelos 
números UJ5.4Í2 y 107.(¡2(¡. ripea respecto dato* relacio- 
nes dol Estado con el dueño de los ti*!*»!** aleetmlos po 
la expropiación, pero no contemplan los BOnfUetOB mu a 
raí* de ésta pueda» suscitarse entre el propietario y Cr- 
eeros adquitentiw de In mercadería apropiada. 

RECURSO EXTRAORMXARIO: Requintos propios, Cuestiones W 
f rtlrr(tl<?. lnt?r\iretm°ivH fie normas y actos vomunía. 

No procede el recurso extraordinario mm j" «nj^l* 
que decide el juicio por aplicación de disposiciones tfc d«- 
reelio común. 
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Si v rrvr M i.r i. A\ yj, hk Comercio 

lis. A i iv». aposto 27 de 1045. 
Y viwii* : ]<■■* pro -iiios autos ilo los «nales 
Resulta ¡ 

t. A t's. lh m* pre^entjin los seno íes Isidoro Weil y Cía. 
entablando demanda pin- cobro do la cantidad de -< 24.295, 
sus intereses y postas, contra la Sociedad Anónima Comercial 
*■ Industrial li. y \, Del Sel Ltda. ivx presan que con fechas 
r do murzo y 2!' do abril de 1ÍM1 adquirieron de los doman- 
-lados rtnO.CKíO bolsas nuevas, tamaño 10/47. siendo 200.000 
a razón de $ (V:tH '4¡ y 100.001) a $ (1.4270 a reeihir durante 
los meses de noviembre y diciembre del expresado uño. De 
acuerdo con la « arta, cuya copia acompañan, solicitaron, pu- 
sieran a disposición l¡is bolsas compradas, contestándose con 
la de fecha 7 atesando la falta de Iterada de los vapores en* 
respondientes ti los embarques do julio y agosto. Posterior- 
mente y en eolios ¡miento (le la llegada de los vapores proce- 
dentes de Calaíta, insistieren en sn pedido, con resultado 
negativo, lo cpi» motivó la remisión del telegrama colacionada 
que transcriben y la contestación al mismo redi ¡izando su 
contenido. Manifiestan que. como es público y notorio, el 
ííohieriio Nacional expropia las bolsas del tipo adquirido, al 
precio de $ 0,4H01.") lo que representa una diferencia sobre los 
precios contratados de $> 0,09al5 y $ O,0f»2(ió. A pesar —dicen 
de que tendrían derecho a exigir el estricto cumplimiento 
del contrato o en su defecto el papo total de todos los daños 
y perjuicios, limitan su reclamación a exigir el cumplimiento 
del contrato mediante In entrega del cq ni va lente en pesas mo- 
neda nacional que papa el Gobierno Nacional cu virtud de la 
expropiación, equivalente que sustituye la cosa expropiada a 
los efectos de ludo derecho de tercero, en virtud de los princi- 
pios de la llamada subrogación real, establecida por el art. 14 
de ln lev ISA. Tazón por la cual reclama la cantidad de pesos 
24.295. Entiéndese que, a pesar de que los demandados pre- 
tenderían declinar su responsabilidad en el Pisco Nacional, la 
acción directa no lea corresponde. Fundan su derecho en los 
arts. (Í04. (¡06 y siprtes. y 11ÍÍ7 del Cód, Civil. 14 de la ley 
y 17 de la Constitución Nacional y solicita se hft«ra luiíar a la 
demanda, con costas. 



i»k .irsTiriA ni: la v 



II \ fs II l se contesta la demanda reconociendo que los 
actores compraron en his fechas indicadas en 1» demanda las 
bolsas de arpillera detalladas en los boleto* que éfcrWM a f*. 1 
v 2 bajo las .omíneme* peñérale* y Particulares '¡^"P™" 
L referidos contratos. De acuerdo con la clausula 0>«^ 

,.i¡ la actora sabe -dicen- tic que la arpillera necesaria 

míÍIh ...ml'i-rrióii de tas holsas ha llegado úmcíin.etitc al pa* 
1M ( i (i0L , - im raí-amento y 2Ó.2!) <* otro, y la cxprn- 

.„ ión de las mismas por el «Jnbierno de la Nación y su di»- 

tSd directa por .-1 .Ministerio de Agricultura a los gfr 
su.ni.lnrw Bxpri-J... -|tie el 1*. B. ejercitando l"satnbue,0^ 
«„¿ ]e muriere lev nacional de emernene.a 12-aM, y la de 
'■xpropiación ,r !WI inició jiii-m de expropiaron efe g «g 
llera v b..lsa.s nuevas v usadas contra rada uno de los inipoi- 
tadorU v latineantes .le bolsas, entre los cuales se encuentra 
é) «*mido .mil ra ellos por ante el Jiutfiu o Federal a carpo 
del f)r (¡ouKález. Secretaría del Dr. Uhite. realzándose U 
expropiación h IOS precios máximos déte mil nados por el rte- 
33* !. IfláOBl de 3 do. octubre de 1Í>41. Kste aeto de ivierno 
y inHdu-iid,, -expresan- la prohibición e ««posibilidad de 
llevar 'adelante ta ejecución de los .«ntratoH de ^fjW* 
existentes éon anterioridad a la expropiación, le . que impidi • 
darles ,.,.ni P liimeiit» por iuem. mayor, art * 1. de ocL 
Civil oiiodaiido rescindidos por tales eaiLsas. Niegan que 
ierres enjau dereeho para demaudar ¡afija que en virtud 
de las reservas hechas en la cláusula 'Observaciones 

" • 1. . t.....i.. ....1 Kiurilitll |>1 



v ex* 



de as reservas mnim « » ; . . * ■<■ ■„ 

presamente aceptadas, es de estricta fP^^^tS 
Lío del art. 1137 y concordante** del Ind. í mi. Sostun n 
e art 14 de la lev 1H!> n» ha previsto caso» como el de 
qlU 1 ' " rr : ... 2 „" n „\ n » mm todas Ins COSas de una misma 
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¿Utos en que se expropiaron todas las vasas de una 
éspede. IV r otra parte, los áetorCS no han alc¡radn en 
m n en ti. -pie *> hubieran visto obligados a comprar en pía» 
precio de expropiación las bolsas que no reeibio. Tíe^u- 
iendó expresan que se han visto oblados a no cu.nphr los 
n raU por dos causas: a) por no haber lleudo ni país la 
3 totalidad de la casa objeto de la Pg^LÍ^ JS 
razón de fuer/e mayor lo que impidió cumpln con las < o n 
[Snes e.uerwcnics de las contratos dfi eompraventa en g 
Ü M 3 ¿» ^ aue la demanda pudiera P*®£¡^^ 
pla.itea.lo el caso federal para recurrir ante la orto bupre 
,,a de Justada de la Nación «na arre-lo al .mas» -t del ait H 
Tía ley 48 y S> de la 40:,5. Solicitan el reeha.o ,le la deman- 
da. i on costas. 
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Y considerando ; 

1* La relación de derecho **i ■ t t--f* las parles luí quedado 
debidamente csiablccida con los escritos de demanda y con- 
testación, tic (1 nulo resulta que entre actor y demandado ae 
suscribieron los contrate» di* coMprAventá de bolsas de que 
informan las bf-íetns* de. fs. 1 y 2. 

í.ns obligaciones emergentes de Uú-lios contratos se en- 
cuentran fnn<r,.'ionfldas al cumplimiento de las cláusulas "con- 
venidas cutre las partes, entre b ■>»ic fisrnrii bajo él nombre 
de ''fihwrvueionf-s" ¡ Vt qt< •■« ci niplituiento del contrato 
<le parle de b<s vendedores qnco., -i¡,¡i to a las condicicuies que 
actual mente rigen o regirán tic la Cabo ta Yute Fábrica Ship- 
pee» Association para u¡ adquisición (le la arpillera para esta 
venta''; 2% a ln feliít llegada a Hílenos Aires de los vapores 
que conducirán ¡a arpillera del embarque de julio y agosto de 
lí>41; y 3') que cualquiera sea la cansa de «pie impida en 
Calcuta el embarqne de la mercadería para esa venta o su 
feliz Iletrada a Hítenos Aires, ex r ie al vendedor de su obliga- 
ción de entrega y sin indemnización de ninguna especie. 

2*} l>e mu riera que teniendo en consideración las cláu- 
sulas ele ex ¡luición de responsabilidad prc insertas, la enes* 
tióu se cireuTin ribe. cu el su6 jmU'ce. a verificar si ellas se 
cumplieron, eon el objeto de determinar la culpa del incum- 
plimiento por parte de los demandados, partí entrar, recién, al 
análisis ulterior del derecho de subrogación real (pie reclaman 
para sí los accionantes. 

3") flesultíi de la pericia contable de fs. 240 y sigujen- 
Tes que los den. andadas recibieron como correspondientes ¡i 
embarques de julio y aposto 2.377,440 mts. de arpillera de 10 
onzas, y de K '¿ onzas cnrrespnndíeules al mismo pcrínilo d<* 
en iban pie la en ni ¡dad dé 5^640 ints. (ver fs. 252 i. 

Resulta asimismo; q»e de acuerdo con el cuadro auxiliar 
n" 1 de i lidia pericia y constatado a fs. 252 vta.. las bolsas 
de 10 onzas vendidas por U. y X. Del Sel Ltda. con embarque 
a julio v agosto suman 2.745,338 mts. y 168.731 mts, cnu p re- 
cio en firme íi's. 241 v, y 242). de 10 unzas, y 323.138 de 
3 1 -i onzas. 

Ks decir que para responder a la cantidad de 7.I!J0.2">1 
metros que los demandados tenían vendidos eon embarque a 
julio y agosto, tínicamente recibieron 2.02t¡,u*() mts., esto 
es. se encontraron con un déficit de 4.264.171. 

4* Sostienen los demandados que en los casos tío falta de 
arpillera para tUtrcgiir bolsas a todos ios agricultores ha 
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Heetuado sieiutnv el prorrateo cutre \us existencias y las com- 
pras v que el regunéli del prorrateo es el utilizado por el 
Estado en su función reguladora, trayendo rumo ejemplo de su 
aseveración el techo de que la parte aetora pidiera a la Di- 
visión de Envasé Textiles IHO.dOO tafea* de distintos tipos 
"habu-tuWle entregado únicamente las (pie por prorrateo Ene 
posible, es deeir BSUMW" < fs. 408 y 406 v.l. 

Los demandados no lian probado en autos que el régi- 
men del prorrateo que alude sea una costumbre comercial y» 
<iue las disposiciones que al efecto haya establecido el astado 
como resultado de la expropiación de la arpillera existente en 
el país para ser distribuida a prorrata de las necesidades de 
los aiir ¡cultores no puede ser invocada eojtto procedente, por- 
que el Estado en su función tutelar, en la emergencia, ha 
tenido une apartarse de un régimen jundaso normal para, en 
bien de la enleriividad. distrihnir las envases eu proporción de 
las necesidades. „ 

Xo es éste el etiso de los demandados. En ningún mo- 
mento pueden a1ribuir.se la tutela de los intereses de terceros 
con quienes, al ipil»! que los aetmvs, tenían contratos pendien- 
te de ejecución. El régimen jurídico permanente base de la 
estabilidad soeial debe ser respetado por los contratantes en los 
convenios exist-ntes si no les asisten razones legales para opo- 
nerse a su cumplimiento, , 

Quedan en pie. entonces, las disposiciones de carácter ge- 
neral que. en romo el presente, deben ser cumplidas, sin 

^"''Vn^m'seeoenei». los demandados, de acuerdo con las noi- 
m de I* «H, ulos 1V.I7 y 11*18 del Código Civi uVhen dar 
debido euinplÍMirnto a las prestaciones a que se obligaron ion 

las prefereu-ias a M ue se refie. I at-i. 5ft3 del mismo cuerpo 

de leves 

En caso de lio cumplir, se punen en movimiento las dispo- 
siei..nes referentes a los daños y perjuicios emergentes .le esa 
falta de . umplimiento con las WUmWÚ&^Wm ¥ 
bleeidas en los propios contratos .arts. 216 del Código de Co- 
mercio v r»1 1 del C. Civil). 

' Los demandados alegan de que su taita de cump - 
miento de los estratos de fe. 1/2 se debe a la mg^M 

de hacerlo por causa ^ &™ «UJ* ~~ iMl ¿ U . . „¿« 
Civil- en razón de haber el Poder Ejecutivo Nacional expro- 
piado la arpillera y bolsas nuevas y usadas de la misma teta 
existentes en el país y de los cargamentos venidos 

En los caso, de expropiación de cosas por el poder publico 
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Tin i^iioflf hahl.irse de fuerza mayor, máxime si .-c tiene en 
dienta ta garantía entiM ¡tucionn) de. que toda expropiación dehe 
ser previamente indentumuh». porque tas causeen eneias de la 
fuerza mayor o eas» fortuito debidamente establecidas ^n el 
precepto de] i'óili«;r, Civil, un serían de aplieiición cuntido ha 
existido un prn-io de expropiación. Seria "suma injuria", 
sería írrito desdi* cualquier SJtgulO eu que se coloque, sostener 
que quien lia ice i lodo la ¡interna i/ación correspondiente n la 
,.,.>a •'Xpmpindii pueda excrpeionarse Coi) ta disposición del 
ttvt. 5lé del Código Civil que li > exime de toda responsabilidad, 
ya tjtíé doctrina de semejante naturalo-a no e* til jurídiea ni 
rvoiiómica mentí» aceptable. 

I>- Descartada, entonces, en el presente caso !a excepción 
n puesta de Uiv-/.u mayor, por ciumto i as consecuencias de ésta 
no se avienen con la naturaleza <lc aquél, corresponde estable- 
i*cr en qué consisten los perjuieicw sufridos por las actores jau- 
la falta de enlucimiento por parle de tos demandados, teniendo 
mi consideración la situación en que se encontraron ¡inte las 
medidas del poder público. 

Por otni parte, las rímenlas de exiinieión de los boletos de 
tV 1 *!. a que nos liemos referido en el considerando 1* no se 
han cumplido; \a que. de acuerdo ion lo establecido en el 
■ onsiilcramlo :t la mercadería de embarque «le julio y njiosto 
lleyó a fstíi capital en ln proporción estíibleciihi en el mismo 
considerando, 

7* La jjariíjpnidi'neia tiene resuelto que la indemnización 
que corresponde en los caso» de iueumplimieutu de los ennve. 
nios de compra venta d<- mercaderías debió hacerse, sin que sea 
necesaria la proeba de reventa de la* mismas (J, A., t. 12. 
pág. TíM). 

Si bien en el presente caso el incumplimiento por parte 
de los demandados ha .sido determinado por tus medulas adop- 
tadas por el Gobierno Nacional en beneficio de la coleetmi 
ti ¡id. lo eíerto es (pie It. y N. Hel Sel Ltda. pe re ib i ero ti por 
dicha expropia tifa un precio mayor que el consignado eu los 
bolftos de fs. 1/2 He manera que puede lomarse eoiuo precio 
tle |>la¡ta el impuesto por el V. E. Nacional para dicha rx- 
propiacióü. 

Consecuenti con lo preeeílentcnierite expresado, (os deman- 
dados deben paifur a las actores esa difereneia relacionándola 
con lu cantidad de bolsn> adquiridas, o la sutnii de $ ¿2,00"), 
sin que sea óh¡ c ji ello la fnrmnliteióii de doet riñas .jurídicas 
referentes a ja .-uotol'Ucíón real, ya que en los presente- obra- 



dos torio se reduce al incumplimiento de ÍWí rom ratos suscrip- 
tos v a su rousjfruieilte resarei miento. 

' Pnr estas consideraciones y disposiciones lépales citadas: 
Fallo : Haciendo hipar a la demanda, en la medida que surpe 
rie los precedentes considerandos, y en consecuencia, condeno 
a K y N. Del Sel Uda. Sociedad Anón i nía. papue a Isidoro 
Weil y Cía. dentro del término de ri¡e/. días la cantidad de 
f 22.095 m/n. — Quima Contó. 



SENTKNdA HK 1.A ( "ÁM.MtA l>E Al'KI.AflÜN KS ES M> COMERCIA!. 

En lineiuts Aires, a los 2 día* de diciembre de 1949. 
reunidos los señores vocales en la Sala de Acuerdos y traídos 
para conocer los autos seso idos por Weil y Cía. Isidore e./ 
lí v X Del Sel Ltda. sobre cobro de pesos, se practico la 
insaculación que ordena el art. 256 del Códipo de Procedí - 
m ientos. resultando de ella que la votar ión debía tener lupar 
en este orden : doctores Pereyra, Williams. Rodrigue* Ribas. 

Estudiados los autos la ('amara planteó las sipuientes cues- 
tiones a resolver: 

V ;Es ¡mecada a rierecbo la sentencia apelada de 
fs. 424 ! 

2* En su naso, / qué pronunciamiento corresponde? 

A la primera cuestión el señor Vocal Dr. Pereyra, dijo: 

Al estudiar las constancias del proeeso, a los efectos de 
formular mi voto, obra en mí poder, un proyecto elabornri« 
por el ex voeal de esta Sala. Di-. Boúquet. y a quien le corres- 
pondía expedir en primer término, conforme al sorteo practi- 
cado en su oportunidad. 

Qiifl si bien él no se encontraba completado, debo exponer 
que las conclusiones de mi particular estudio coinciden con 
las apreciaciones jurídicas que el referido proyecte» contiene, 
en todo lo que r,a sirio materia de análisis, ranhi por la cual, 
be rie reproducir v completarlas en cuanto lia sido necesario, 
para la resolución definitiva del caso que motiva este pro- 
nunciamiento. 

Trabada la litis en los términos transcriptas de la deman- 
da v su contestación, la cuestión del cumplimiento rie los con- 
tratos que se reclama se reduce a resolver como punto central 
riel litipio si por la expropiación del Gobierno de la Nación de 
tai» bolsas que constituyen su materia y la situación en que 
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contemporáneamente el administrador se colocó de vendedor 
único de los artículos a los precios por el mismo fijadas, la 
ejecución de liii aludidos contratos se cumple mediante el pago 
o entrega por el vendedor de la diferencia en dinero entre el 
precio de la venta efectuada con anterioridad a ese acto guber- 
namental 5 ej de la expropiación percibido, o si de contrario, 
el acto tic poli i cr lio indicado ha i ai plivado en la posición de 
autus la ¡mpo-ilólid¡id del cumplimiento de dichas contratos 
y su resolución ipSQ jttn , sin derecho n redamación de nin- 
L'iina naturaleza por causal alguna. 

Aun cuando en ambos, i-oiitratos ct destino de la mcrca- 
deria es "A indicar por los compradoras mercadería fuerte 
sobre vaiíón en Unenos Aires", uo es dudoso que en principio 
se trata ría de i nmpra-venta marítima desde que recae sobre 
mercaderías transportadas o que se deben transportar por mar 
(Ra mella A.. I.tt r< tulitit nrll mwifrno diritto. t. n* 277). Así 
resulta aquí de los contratos agregado» conforme a los cuales 
todo queda condicionado a la feliz llegada a Buenos Aires de 
los vapores que conducen la arpillera de las embarques de 
julio y agosto dé VM\ procedentes de Calcuta, viajando Ja mer- 
cadería por cuenta y riesjrn del comprador. 

Lo confirma además, el hecho de que en la primera de 
estas cláusulas citadas o sea, que quede ''todo condicionado a 
(a feliz llegada a Buenos Aires de los vapores que conducirán 
la arpillera", pretende ampararse el vendedor arguyendo que 
ía expropiación de la mercadería por el tínhicritn a su llegada 
n Buenos Aires, configura la rescisión del contrato sin respon- 
sabilidad alguna, por haber ocurrido la excepción prevista que 
ocasiona la resolución del contrato, puesto que la obligación 
por el vendedor de en trepar los efectos sólo rifre en caso de 
feliz llegada a destino. 

Mas. si bien tal argumentación confirma que se trata de 
compra-venta marítima, de mercaderías (pie deben atravesar el 
mar ion forme el concepto clásico, de ningún modo encuadra 
legalmente la expropiación dentro de la condición de feliz arri- 
bo, ya que esta cláusula en la inteligencia de la ley y de la 
práctica, usos y costumbre* comerciales de la navegación ma- 
rítima, sólo couti mpla los ríeseos e ineon venientes propios del 
transporte por agua, que hacen a la inseguridad de la llegada 
del barco con relación a la hieertiduiuhrp sobre la posibilidad 
del transporte para el arribo en tiempo propio y en estado de 

entrega y recibo. 

No varía esa situación la circunstancia üe tpic se la cali- 
fique de condición suspeiVsjva o condición resolutoria, campo 
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ea nne se divide la doctrina. porque en uno y otro caso los 
cfeeios son los mismos toda vez que en los contratos comer- 
ciales la condición resolutoria se entiende iraplícitameiita coin- 
prendida con ai reño al art. 21<> del G& de Coni. 

l'or otra norte, atendiendo a qué en 1<>* contratos en qu< ; 
se venden "cUis ciertas", sólo cesa la responsabilidad del 
ven.lr.lur quedando el contrato rescindido de «le.-e.-lu. enaiido 
la falta de entrega obedece a mi perecimiento o deten,,», n 
«ulpadel deudor por accidentes nnprcvistos (Cod. I <v 
v fúd de Com. art. 4671. no es jurídicamente posib le cqui- 
ímrar la expropiación por causa «le utilidad publica a f-w- 
SSEo o de la mcwidería, o falts de tel.. lleuda 

a destino, figuras to«las que se ngeu por otras normas > 

* ■ 

,,Pm pSr°U» restante en esta defensa .le la demandada es de 
tomarse en cuenta tanto para su más concluyeme "ri¡«*«™ 
para perfilar el or Sentamiento ^adyuvante a la solución ü i 
litigio, que media la segunda cláusula citada, es decir, que la 
mercadería viaja p.ir cuenta y riesgo del comprador . 

En cuanto a lo primero, si la demandada pretende excu- 
se el cumplimiento de los co.il ratos en la salvedad prevista de 
.Me M ''«reos portadores de bi mercadería no tuvieron feliz 
llecada porqne la éüá vendida fué expropiada a su arribo. 
óívM es que involucra este riesgo entre Loa otros que, »in su 
cuma, pudieron impedir la regularidad del transporte v «Han. 
esta que siendo así ningún derecho le asiste para hacerlo valer, 
puesto que esos riesgos eran a «-arpo «leí comprador 

Ton respecto a lo segundo, estimo previo considerar si en 
la especie la cosa vendida era cierta y determinada pues siendo 
incierta e indeterminable la solución podría ser quiza muy dis- 
tinta en el ejercicio del derecho que esgrime el comprador, 
porque especialmente en el comercio marítimo reviste decisiva 
trascendencia «pie la cosa vendida sea cierta y determinada y 
en su defecto determinare por \w Mm ^JEPISESS? 
los contratante (C Civil, arts. 11,0, 1173 y m Seíiowa. 
V Civil i 1 Nota 25 al art. 133.» : Machado, t. IV. p. l¿i > 
KCts ) Y se juzga determinada la cusa, cuando lo es en espe- 
cie, aunque no lo fuera en la cantidad, con tal que esta pue«la 
determinarse por terceros o por el -luez o por peritos farts. UiU 
v 1171 citados), o cuando sien.lo incierta, fuese determinada en 
mi especie v .-antidad {art. 1333), porque la cosa se juzgara 
indeterminable euancb, se vendieren todos los acnés presentes 
o futuros o parte, de ellos (art. 1») bajo la salvedad del 
arl. 1335. 



PALIjOS HE LA fOElTE SUPREMA 



Como en lí..-. contrato* de autos está i'xpreüüOa ia cantidad 
y determinada Ib especie por bolsas nuevas vacías de arpi- 
llara procedentes de Calcuta tamaño 40/47. hi cosa vendida 
cierta y determinada sin qtie obste 11 ello que no se hubieran 
embarca* l<> 1«< l'i'lsK> confeccionadas sino la arpillera para con- 
Feecionadas; poique en este caso lo que habría corrido por 
• lienta y riesgo del Comprador «cría osa arpillera para confec- 
cionarlas, que es I>> rpie habría expropiado no variando la <fiíIo> 
«ación anterior; y ponpic tul circunstancia no desnaturaliza Ni 
caracterización de contratos de compra- venta mercantil en opo. 
sícíóu al de locución de obra, porque no dejan de serlo las obras 
4 ne realizan y venden los empresarios, fabricantes o producto- 
res. aun cuando en la cosa vendida pongan la tuaterin prima, el 
trabajo de obreros y empleados de su dependencia y demás 
materiales, útib-s y enseres necesarios para fabricar el artículo 
rpie parcial o casi total mente transformado es lo que por venta 
destinan a la circulación y tráfico comercial, incluyendo en p! 
precio los gastos y financia calculada, posición distinta a cuan- 
do se encarda particularmente ti mi fabricación no destinada «1 
comercio general, inteligencia a la que no si' opone el art. Ib'JÜ 
del Cñd. Civil, en base a lo (pie en materia ipic le es propia 
preceptúa el art. H. inc. V. ¿ ? y 5*, arta. 450 y 4"il y I del 
Título Preliminar del Cód. de Comercio. 

Siendo las coas vendidas, ciertas y determinadas con techas 
prefijadas de embarque en Calcuta y entrega en Buenos Aires, 
la cláusula de qiíe la mercadería viaja por cuenta y riesgo 
del comprador rifie en todo viaje, Cierto es ipie en las diversas 
modalidades contractuales y contratos tipos que eoneiernen a 
la compra- venta mercantil marítima, podrá cuestionarse en doc- 
trina si las legislaciones, como la nuestra, no lo estabb n ex- 
presamente, cuándo comienzan los riesgos y para quién y cuán- 
do se transfieren del vendedor ni comprador ; ppro cuando ha 
sido estipulado ti car fio de quien corresponde sobre mercadería 
«ierta y determinada a embarcarse, y osla se ha embarcado en 
el tiempo también cierto y determinado fijado, según ocurre 
en la especie, no cabe discutir o dudarse sobre quién carga con 
sus consecuencia* en la eventualidad de producirse sin culpa 
del vendedor habiéndose pactado que los riesgos son a cargó 
del comprador y tanto menos en el caso de ñutos que incluido 
en el prc io de compra se establece une para In arpillera i» 
embarcó *\ el flete de Cali-uta a Buenos Aires ha sido éaleü- 
ladn en .10 htlities cada ¿>Ü pies cúbicos, el cambio a- razón 
í 15 por Ulna i berlina y el seguro de guerra en 1/4 r i . air re- 
dándose no sól.i cualquier diferencia en peso o en contra que 
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se produjera será reajustada una vez llegad» la tela «I «fe 
«¡no que los pn . ios nu comprenden ningún derecho ui aceto- 
na *de Aduana v en el ea*o de que el Gobierno as repuliera 
o cobrase «uaíquíer impuesto a las arpilleras o bolsas, «era por 
cuenta exclusiva del comprador, corrnboraciou incontrovertible 
de que la mcr,adería viajaba desde su embarque por cuenta > 
riesgo del comprador, que también tomó a su rosta el pago 
suplementario tío posibles derechos impositivos, adicionales e 
impuestos que el Gobierno pudiera reponer e imponer. 

En este a*PfCto de los riesgos cabe reeordur a may^r 
abundamiento qué en transacciones «obre clausula t . I. es 
esencial que la> mercaderías viajan a nesgo del comprador, > 
«ando bajo dieha venta el embarque de ^j^^ 
sicnifira la transferencia de su dominio al comprador nada 
obsta a que el pasaje de los riesgos al comprador pueda ope- 
rarse en distinto tiempo y lugar al de la transferencia de la 
propiedad que se opere con la entrega de lo» conocimiento» y 
documentación de embarque, lo que es perfectamente admisi- 
ble v viable porque la mercadería se encuentra asegurada a 
favor del comprador y no se vulnera con ello ninguna disposi- 
Ción de orden publico y ni siquiera de la ley, actuando la 
libre convención en orden a ta libertad de contratos. 

Podría árgüirse que en los términos expuestos y cuando el 
riesgo acaecido comprende la pérdida total o parnal de la 
cosa vendida, se iría contra el principio de que las cosas se 
pierden para su dueño porque mientras no se haga la transfe- 
rencia de la propieuad por la entrega de los 7»*^ ,eu *;* 
su duefio es el vendedor, pero a ello cabe contestarse. En 
primer lugar nue, emno antes fué dicho, no «endo una regia 
de orden públire sino destinada a resolver los conflictos comu- 
nes nada impid*» la convención en eontrario, siendo en su com- 
pensación que funcionad seguro en favor del comprador, por 
el nue é«te obtifiie conforme al monto asegurado que depende 
de mi exclusivo arbitrio (ar. ; iMf ^^W^^ 
gral o parcial del daño serón sea total o parcial la Pf™" ', 
deterioro con arreglo a lo preceptuado por km arta. .ilí> > » 
del C. de Com.. lo que demuestra que sin afectar a,p,el pn - 
WM es normalmente posible en nuestro derecho dcsvim-n- 
2 ía transferencia de la propiedad que por el derecho ;¡ omnn 
van unidos. desde que la pérdida, detenoro o ayena de J«g¡ 
cadería so indemniza con el seguro como M equivalente, < uní m 
lo que carece de influencia la observación de que puede a, . 
ocurrir que el comprador al adquirir la propiedad de los efer- 
?o" por la transferencia del dominio postenor al cargo de lo* 
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nesgo* a>umidos <-on el embarque, puede ser ocasionado a ad- 
quirir sin saberlo cosas y* ineiwtcntp¿» por su perecimiento, 
pero ello no es bastante para desvirtuarlo por cuanto apar ti- 
fie ser una contingencia más que se corre en esa naturaleza de 
contrató, es lo cierto que el seguro en ese caso vendría a ser 
sobre las buenas o malas noticias que autoriza el art. 1158 del 
Cód. de Cora. (LOBDT, Obtigatieni Comercióle, t. 2. n* 501). 
Y en secundo hipar, el riesgo reeién se transfiere al comprador 
••naudo el vendedor lia cumplido con todas su» obligaciones pa- 
ra la remisión y ba procedido al embarque de la mercadería, 
de modo que m se alcanza el texto o doctrina lepal opouible 
a que en esas condiciones, el vendedor, aun antes de hacer tra- 
dición de la cose, vendida, se desligue de los riesgos y el com- 
prador los tome a su cargo, porqu» la compra-venta no se 
desnaturaliza. 

Natural mente, una cosa es la naturaleza y calidad de la 
cosa vendida y basta su cantidad, estado y vicios propios que 
son de cargo del vendedor de acuerdo a las estipulaciones del 
i-Hidrato y otra muy distinta los tropiezos de la navegación que 
normalmente el comprador toma al suyo cuando los efectos 
viajan n su riesgo. 

En este particular, tanto en los contratos C. 1, F., como 
tciuns los de tipo en que el comprador los toma a su carpo 
viajando la mercadería por su cuenta y riesgo, median como 
antecedentes calificados de especificación de riesgos compren- 
didos los que suministra la interpretación judicial, a través de 
los fallos pronunciados y jurisprudencia sentada por Tribuna- 
les de Comercio de Aix, Marsetle, Argelia, del Sena, del Havre, 
de Roñen, de Burdeos, de Amberes. de Nan tes. de Rennes, 
Corte de Casación Francesa, Corte de París, Tribunal de San 
Pablo (Brasil) feonf. Francisco .1. Uaro, Tratado th ios vom- 
prevenías rom creiatex y marítimas, t II, n" 1014 y citas Cáma- 
ra C. de la Capital, J; A., t 3, p. 538). 

Conforme a ello, los riesgos con que corre el comprador 
son; Pérdida total de la mercadería por acontecimientos marí- 
timos de naufragio, incendios, tempestad u otros siniestros del 
mar como torpedeamiento del buque, diferencias de peso por 
mermas propias de la travesía cuando la compra-venta versa 
sobre peso entrecado, siendo a cargo del vendedor las diferen- 
cias en que no se prueba esta circunstancia (Cámara Comercial 
fíe la Capital en Jur. Arg. f t. 3, p. 538) ; desvío de ruta o tras- 
bordo dispuesto por el Capitán del barco aun en violación de 
las cláusulas del contrato de transporte; retardo del viaje de 
mercadería embarcada en tiempo en las condiciones del contra- 
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n, de compraventa v de la. «invenida* para el transporte ; 
conttíbn¿ÍÓn á 1» averia común ; perjuicios por errores de adua- 
na del puerto de destino, pero no el rechazo de la mercadería 
por negligencia o culpa del vendedor de lo que responde este 
mm. rom. Cap. en J. A., t. 3, p. 430) ; sustitución fraudulenta 
de ta mercadería después de su embarque (Um Cora. Cap. en 
,1 A t 26. p. 330); estiba de la carga indebidamente dis- 
puesta por el Capitán sobre el puente del barco, gastos de 
cuarentena; pérdidas y averías en el lugar de destino; pérdi- 
da» parciales y disminuciones debidas a acontecimientos marí- 
timos o faltas del porteador, sus dependientes o caso fortuito; 
por último, por requisición de acuerdo a lo resuelto por el 
Tribunal de Comereio de Marselle el 8 de octubre delJlft- 
.1, imprudencia de Marselle 1918/1/50 y Tribunal ce Comer- 
do del Havre el 1* de diciembre de 1920. Jurisprudencia del 
Havre 1920/1/71. 

Si pues todos estos riesgos corren a cargo del comprador 
v entre ellos se cuenta hasta la pérdida total de la mercade- 
ría y aun su requisición, ya se dibuja que, a lo menos en prin- 
cipio, no es lisa y llanamente admisible como simplemen c 
normal v procedente, que por no habérsele hecho tradición de 
la cosa 'vendida a dicho comprador que tm corrido por su 
cuenta y a cargo con tales eontingencias. se le niegiie el >um- 
plimiento del contrato cuando el barco lia tenido feliz llegada, 
aduciéndose para el incumplimiento el caso fortuito o fuerza 
mayor respaldado en una expropiación de los efectos por el 
Gobierno de la Nación, efectuada en sus preliminares al arribo 
del buque y descargue de los efectos, pero no consumada a las 
fechas en que el comprador judicial y extrajudicialmente re- 
dama el cumplimiento, octubre 6. 22 y 30 de dieiembre de 1941 
por las cartas de fs. 3, 6 y colacionado de fe. | siendo que el 
juicio de expropiación se promovió recién el 14 de noviembre 
del año 1941 y los contratos debían cumplirse en diciembre y 
noviembre del mismo año. 

La expropiación, en el caso, realizada por el Poder Público 
conforme a leyes preexistentes a la fecha de la celebración del 
contrato, justificadas por poderosas razones de utilidad pu- 
blica (constancias del juicio de expropiación agregado), en res- 
guardo de sagrados intereses colectivos y en defensa de írre- 
nunciables deberes de gobierno, no significa en la especie , 
que la cosa objeto del contrato hubiere "perecido ' o se liubie- 
re "deteriorado", en los términos y doctrina de los art. 407 
última parte del C. de Comercio y 513 del C. Civil (Cabo, obra 
citada, t J, ps. 436 y sgK). no constituyendo en eonsecuen- 
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fia, el "caso fortuito*' o de fuerza mayor ii (jue so refieren 
las disposiciones le¡r«1es citadas, y que podrían justificar 1*11 
derecho la rescisión ipso jure del contrato. 

Conforme a tus consideraciones expuestas prenden temen- 
te, pienso, qtf Ja expropiación, constituye en el snh.h'tr, un 
" riesgo", que. conforme a lo convenido cu el intrato entre 
las parto* (nrt. 1197 del C. Civil), corrió a cargo fiel compra- 
dor (actas cu estas actuaciones). Consecuentemente, hi expro 
P ¡ación realizada sobro la cosa en las circunstancias di- lugar, 
tiempo y modo, expuestas, sólo afecta ai éste y un al vendedor. 
(Obra citada. [>. 274, parágrafo 2"), 

Sobre la bn.se de todo lo expuesto, conceptúo innecesario, 
extenderme en mayores consideraciones respecto del rutu-epto y 
disposiciones Jemales que riyen la "tradición*' ''como acto me- 
diante el cual se traspasa la disponibilidad de la cosa al com- 
prador", como asimismo, sus distintas modalidades (real, sim- 
bólica, cnnseiisi J), (Cabo, Obra eitatiti, t. I. ps. 231 y sgts.) 
desde que es e> m lente, que en el presente proceso, lo que inte- 
resa, por lo que se bu visto, es la "tradición" judicial o for- 
zosa, que se opera y se produce, por secuestro ú r»trega en 
cumplimiento de órdenes de las autoridades judiciales, sin que 
se consulte para nada al deudor, ni se requiera su consenti- 
miento (citas, Seíjovia, notas 44 y 50 a los arts. 2379 y 2384 
C. Civil respectivamente). 

Cabe recordar como complemento, que la expropiación por 
eauaa de "utilidad pública, debe ser -al i f ¡cada por ley" y 
sujeta a las disposiciones determinadas en el art. 2511 del 
(\ Civil y como lo dice el doctor FEnERtro D, (¿riNTEBOs, en 
su trabajo sobre "siibrojriieión real" citnmlo a Bielsa. "el prin- 
cipal efecto jurídico de la expropiación es que ella se opera 
no 'entre partes* sino 'enra iminra " (obra citada, p. 178 y 
art. 17 ih la C. Nacional). 

Pina luiente, como sosten í» en el proyecto a que he aludi- 
do, argumentación l**gal que comparto, cabe decir "que el ar- 
gumente» de (¡no el bien expropiado y ocupado por el expro- 
piante, dche ser reputado como definitivamente desaparecido 
del patrimonio del expropiado, no sólo está contradicho por las 
disposiciones lépales relativas a la garantía de la propiedad 
antes citada, sino también que él régimen legal del dominio, 
según el cual la posesión sólo constituye un elemento integran- 
te de este cuando se encuentra en su plenitud, y cuya pérdida 
no determina la extinción del dominio, recuperable por vía de 
acción reivindicatoría (art. 2758 del C. Civil). 

En el mismn aspeein. !¡i pmumción del juicio de expro- 
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tñacióii tmmo p««l« ser njHÉI» ««»»<> »" ,ued ! 1> . ,e B aI . tle 
trasladar él dontínio «I exptppiWite, ya que cabe ¡el desistimien- 
to do la acción conforme a la díwtrinu do la Wm wprema 
de la ¡faetón (t & p, ia$fc M , . ■. ■ 

Sintetizando, y coincidiendo con la tesis del actor, debo 
«mduir que las disposiciones d, la h<> 1S*J1 ^fift** 
diciembre de 1039. *on pe. fu-tameute compatibles con el con- 
tenido del art U de la ley n' 189; eíi virtud del cual, y por 
las tmm va expuestas, los derecnos del actor, deben consi- 
derarse transferidos de la «usa a su precio. Acepto pues la 
tesis en la tópeeie, de la (rabrogkcion real, como medio o proce- 
dimiento .jurídico, de .pie el actor puede rea haarau derecho^ 
dentro de los limites justos do su demanda I Qi t inti-jio>, Obra 
eitaila. ps. 177 y 178 V , _ 

Como eonqtáfténfo diré: que la tesis contraria estaría en 
pugna; con Loa principios fttndanieñtaléa que hacen a la buena 
fe ?ü el cumplimiento de los contratos, y violaría las normas U<- 
justicia y equidad .pie rigen las máximas de enn.pice .miento 

sin causa. , . 

Las consideraciones que se formulan n.t« : «9. en el eapi- 
tufe lvlVr cntc al "Precio de la expropiación -^¿^S^ 
la justicia de Ir. suma que f reclama por ^Jg 1 *» * 
precio" entre el fijado por las parte* en el c.ntfcto > c I per 
E por el vendedor, conforme a las normas qVe establee o 
m m oportuniUttd, el expropiante y a que se ahí* en la sen- 
tencia recurrida. 

Voto por la afirmativa. 

Por aiñilogíis razones los señores Vocales doctores WilUams 
y Rodríguez Ribas adhirieron al voto anterior. 

A la segundo cuestión el señor Vocal doctor Pereyra. dijo: 
A tenor del boleto de & 1 n" 2641, cou fecha V de marzo 
de 1)4 la razón social "Isidro Wéil y Cía. compro a la 
firma N y I M Sel Ltda.. Sociedad A, «minia Industrial 
v Comercial", 20<U>0(> bolsas nuevas 10/4< al precio tta 
1 o Js t m /n cada una. Fué estipulado que dicha compra, 
t , ta se" realizaba de acuerdo con las condiciones genérale* 
impresas e„ el dorso, que ha,, ,, parte integrante del boleto, 
v otros término particulares que «e expreaai, en e jn™. 
Istos términos particulares son? Entrega, noviembre/diciein- 
ír Tic 1041. Mo a inoiear por ¡os compradores Merjj, 
dería puesta «obre vagmi c Hueuos Ajres. Pago: 
n,ía v/o entrera de la mercadería. Observaciones: el cumplí- 
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miento del presento boleto por parte ile lo* vendedores, queda 
sujeto a las condiciones que actual mente ripen o regirán, de la 
"Galcutta Yute Fabril» Schippers Assoeiation" para la ad- 
quisición de arpillera para esta venta, une el comprador declara 
expresamente aceptar; todo, condicionado a la feliz, llegada « 
Buenos Aires de lo» vapores que conducirán la arpillera de 
embarque de julio de 1ÍU1. procedentes (le Calcuta. Asimismo 
cualquiera que sea la cttu»8 que impida en Calcuta el embarque 
de la mercadería para i-^ta venta. o su feliz 1 lepada a 1 Sítenos 
Aires, exime al vendedor de sn obligación de entrega y sin 
indemnización de ninguna especie. 

Integran tas condiciones tronérales impresas al dorso, !as 
siguientes: Iiá mercadería viaja por cuenta y nesgo del 
comprador. 4* Los precios no comprenden ningi'in derecho ni 
ailicinnal de aduana v en el caso de que el Gobierno lo repusiera 
o cobrase' cualquier impuesto a la* arpillen» o bolsas, sera por 
cuenta exclusiva del comprador. .V Las entregas se efee- 
tuanin en las reina* estipuladas, salyo huelgas generales ■ par- 
ciales, incendios v casos fortuitos o de fuerza mayor se^ún la 
lev, que afecte a la casa vendedora. En tal caso la entrega 
se efectuará en seguida que las circunstancias lo permitan y 
siempre que la demora no exceda de treinta días, en cuya ulti- 
ma emergencia la porción atrasada podrá ser cancelada n 
opción del comprador. 8* Cuando se especifican, sin otra in- 
dicación, dos o más meses para las entregas, estas se harán 
proporcional mente en cada uno de los mese* mencionados, sien- 
do a opción del vendedor el día dentro de cada mes estipula- 
do". IIP Si una de la* partes no cumple eqil los términos del 
presente boleto, y es periid mente en lo que respecta al compra- 
dor, si éste no verifica el pago en la ópoea convenida o ño 
da las instrucciones para la entrega de la mercadería, confor- 
me a lo que se determina en la cláusula 9', la otra parte tiene 
el derecho de dar por rescindido el boleto, sin necesidad (te 
interpelación prev'm ni intervención judicial, debiendo compro- 
bar que ba cormr.íendo telegráficamente a ta otra parte ce- 
ni ¡mi su decisión de rescindir el boleto". 

Ocurrida la rescisión, la parte que ejerce esle derecho, 
queda autorizada paró cubrir en plazo, por medio de un co- 
rredor designado por la H. Cámara Gremial de Yute y afines 
de la Bolsa de Comercio de Buenos Aires, la misma mercade- 
ría constada en el boleto, y la diferencia de precio que 
resulte deberá ser pagada a título de indemnización. La com- 
pra o venta deberá ser ordenada dentro de los cinco días de 
la fecha de la referida comunicación telegráfica. No usándose 
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de este n^diMeiit*, la difernim de precio deberá se. esta- 
blecida por la II. Cámara Gremial de \ute y afines <lc « 
Boka ele Co,ne,eio de Buenas Aires «1* Olfclqm** d.fc II- 
Ha que se snscite entre bis partes «Hi motivo del presente 
boleto podrá ser sometida h la H Cámara Gremial de Yute > 
Aliñes de la Bolsa de Comerció de Buenos Aires, hn caso ríe 
recurrir a los tribunales, las partes se someten para sus di. o- 
rencias a la justicia ordinaria, con renuncia a la íctleral 

fon fecha 29 de abril también de 19+1 y en igual formo- 
hn-in ,le! ptosado boleto n 2641. las mismas partes HMfggm 
ntrn , Kllrto ,l, compra-venta n* 3391 -fa 2- por 1MMK» 
bolsas nuevas 10/47 al precio de * 0,42 3/4 m/n.. flftltfO a 
idénticas cnmtirioTies generales impresas en el dorso del holct-, 
v tos otras términos particulares que se expresan en el mism». 
salvo en esto Último, que además de la variación de la emiti- 
da.! v prceio que va b,wedÓ consignado, se agreg* <*n e Wn» 
''Observaciones'' (pie el embarque será en juho tic 

50 % v en agosto de 1941 el otro SO%; y «I pun-vio 

lo que "se especifica la cantidad y precio que: par- la a.pi- 
£S a embarcarse, el flete de Calcuta a Buenos Aires, ha s.d 
calculado en 140 chelines cada oO pies cúbicos, el cambm a 

51 * 15.,./». por libra esterlina, y el seguro de guerra 
en 1/4 %, v cuabjuier diferencia en pro o en contra que se 
produjera será rea pistada una vest 1 lepada la tela al pato . 

Bajo esos antecedentes, ta compradora por carta de octu- 
bre ti de 1941. eomunica a la vendedora, que en reterencia 
□ 1()S jos cOtítratOS indicados, deberán poner las tym 11 *" 
disposición del 4 al 8 de uovieinhre próximo, pías para esa 
Uti* lf indicarían el destino de las mismas impin K ¡ • 

Esta caita es contestada al día siguiente p.o \a vendedora, 
lamentando que, en el momento no pueden comprometerae-J 
cumplir con el podido, en razón de no haberse aun reedndo d < 
Calcuta los embarques de jubo y agosto, a los cuales .st-in 
ftfectados esos negocio»; no siéndoles posible anticipar para 
cuando creen poder disponer de la tela, porque tos embaí ques 
S^SlJmm&M debido a la situación internacional 
une ha producido una sensible escasez de bodegas. 

Además, le bucen notar que el Gobierno de a Nación de- 
cretó la incautación de las arpilleras llegadas al país lo que 
lo mismo ocurrirá con las que lleguen en el futuro, por lo que 
le recomiendan que desde ya consulten a la División de En- 
vases "Textiles", oué posibilidades tienen de que los auto- 
ricen a retirar las "bolsas compradas, en el caso supuesto de 
q, lH ellos como vendedores estuvieran en condiciona de etitie- 
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garlas en la época dé la eoscelia, dado que dicha repartición 
tiene a su cargo la fiscalización de estos asuntos (original fe, 4). 

En su respuesta, la compradora cursó a la vendedora la 
curta del 22 de octubre de 1941 que en copin obra a fs, 6, en 
cuyos términos acusan su sorpresa por el anuncio de que no 
podrán ponerle a disposición las bolsas contratadas para et 
4 de noviembre, cuando en lew diarios lian visto que les lian 
1 lirado do Calcuta varios cargamento;; de arpillera a su consig- 
nación y no tienen ¡iidica'ión de que algún buque que hace la 
carrera entre Calcuta y Bueno* Aires, no haya llegado a des- 
tino por naufragio o apresamiento. Rechazan que tengan, como 
comprador, que cardar con las consecuencias de la imprevisión 
de los vendedores al tío tomar todas las medidas necesarias 
correspondientes para dar fiel cumplimiento a los contratos 
concertados, lo iiue les era obligatorio atenta la situación crea- 
da por el conflicto bélico. Se quejan de que no se les haya 
comunicado oportunamente el nombre del vapor o vapores en 
que viajaba la arpillera que lea era destinada y terminan mau- 
len iendo el pedido formulado por la carta de fs, 3 del (i de 
octubre de 1941 

Siguió a lo expuesto el telegrama colacionado que la com- 
prador» remitió a la vendedora el 29 de diciembre de 1941 
reit erándoles el pedido de que pusieran » su disposición las 
:i00.00|) hiit-siis de entrega en noviembre y dicicinhrc. bajo adver- 
tencia de que eu caso contrario reclamarán indemnización, el 
que fué respóndalo el 3 de enero de 1942 con otro colacionado 
de la vendedora, por el que ai propio tiempo que rechazan el 
contenido del anterior, les manifiestan " Bolsas contratas 
Nos, 2fí41 y 3391 imposible de entregarlas por fuerza mayor. 
Porque cantidades parciales de arpillera llegadas al país co- 
rrespondientes embarques julio y agosto pactados, fueron ex- 
propiados por el Superior Gobierno de la Nación seprún 
ley 12.591. 

Declinamos en el Fisco Nacional toda responsabilidad, si 
hipotéticamente alguna pudiera existir por este incumplimien- 
to ajeno a nuestra voluntad" f fs. 8 y 7). 

Las discrepancia» a.*-! surgidas se concretaron en este jui- 
cio, por el que la compradora demanda el pago de $ 24.295 m/n. 
con más sus intereses y las costas y cuyo rechazo con costas 
requiere a sn vez la vendedora. 

Argumenta la parte a«tora después de referir los hechos 
ya relacionados, que el Qobierno Nacional expropió las bolsas 
del tipo por ella adquiridas, al precio de $ O.4H015 m/n. cada 
una, lo que representa una diferencia de $ 0.09515 y * 0.05265. 
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resoectwiüiieiitií, soferé el PWm P or el1a «rntraliitUi. hn sn 
mérito exipe el ruin pl ¡miento del «intrato limitado a la eutrepa 
ñor la vendedora del equivalente en pesos moneda nacional 
míe pagó el Gobierno de la Xm-ión .mi virtud de la expropia- 
ción e,piivalenie que substituye la eosa expropiada a loa 
eíéetos de todo djft&fo de tercero, en virtud de los principios 
de la «anuida snbro»aeUm real, establecida por el art. 14 (fe 
la lev de expropiación (n* 180). 

Anta» que con referencia a la petieiou formulada por 
la demandada en el juicio de m^^^^^M 
¡Tute el .Invado Federal a cargo del doctor Orinado* Secreta- 
ría dei pSPmm ™ ei íl< * » u<! d , T'T 322 

declaren rescindidos los contratos por ella celebrada hace 
reserva ile une reputa inconstitucional por contraria al art. 
17 de la Constitución, toda medida que rescinda 
privados en virtud de una expropiación, sin previa indemni- 
zación a la parte perjudicada, ya que importaría una pn ■ 
tiótt de derecbos que debe considerarse comprendido, dentro 
riel término penérico de propiedad. _ ■ . v 

\pova su decebo en los arte. 60*, 606 y «pie* y W <W 
Cód Civil 14 de la ley de cxpropmción 189 y 1j de la íon*- 
ti ueión Nacional, y termina peticionando la condena de la 
demandada a la cantidad expresada, como d.fe.eu,», entre el 
precio de compra y el de expropiación (ts. 18). 

La demanda fué contestada después de «puestas y rega- 
zadas las excepciones previas de incompetencia de jurisdie- 
,-ién v "litis pendencia", basada la primera en que la < us- 
tión aquí planteada, tenía que tramitar como incidencia lo- 
gia v necesaria del expediente de expropiación P^#° 
ante el Juagado Federal y secretaría citado por la actora, 
atendiendo a que en él obraban todos los anteante «ami- 
nistrativos y judiciales que. sin tener para 
existencia de contratos de compraventa de arpillera habían 
dado hipar al estado de cosas en que se apoya la demanda. 

la segunda en que ante diebo Jugado Federal tramita £ 
uicio d í e expropiación que le sigue el Oobiei^. Jo 1» Xa««n 
en el que se Ka articulólo la rescisión dejos eo.it nttns cele 
lirados con la demandante (fs, 36, 41. 4¡i ? .n y ¡>B1. 

Por el escrito de responde de fs. 61. se arguye en primer 
hipar en oposición al propreso de la acción. .pie los contratos 
preferencia eslabón condicionados en su .-nn.pl, miento aja 
feliz llegada de los vapores que conducían VZÍÍ«?o/iE 
cualquiera que fuera la oausa que impúbera el ^JP« para 
esas ventas, o su foliz llepada a Buenos Aires, eximia al ven- 
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dedor (lo sn tld ilación de entrejía de |¡[ cosa vendida sin 
lagar ¡i indemnización de ninguna especie, conforme a be* coti- 
diciones pactada» insertas cu los boletos, y rjue son th* apli- 
cación por cnanto lii ii i pil lera necesaria para la ctmfecL*ión de 
las bolsas objeto de esos contratas, Hejró al país tínicamente 
un tiC.ilí* r ' r en mi cargamento y 'i;V3 en otro, lo (pie ya le 
hi»-i*Tf m presente a la compradora por el tnuiscrito cnlue in- 
undo de fs, 7. Ku secundo luirar, o,ue e] p. K. en función de 
la-i levos 12..VM y 1*9, promovió juicio de expropiación de 
la arpillera y lm1>as nuevas y usadas, de acuerdo 11 medida-» 
dispuestas pin* Decretos NI. 412 de f relia 7 de noviembre de 
1941 y li)7.f¡2H cleí 9 de diciembre del mismo año, expropia- 
ciones Beal izada- a los precios máximos establecidos por el 
Decreto Idrí.OHI del .'t de octubre también de 19-31. llevándo- 
se a efecto con carácter y alcance de urirente utilidad pú 
ídii-a, neto de gobierno <pic implicó la prohibición e imposibi- 
lidad del ewnpl i miento de bis contratos anteriores a la expro- 
piación, tocto lo t$nc era de conocimiento de la compradora al 
concertar sus eran (iras el Y de marzo y 2i) de abril di- 11)41. 
y por c-otisiírukiite de rpie la ley de cmefgéhciti 12-593 bi ex- 
ponfá a la Mu fin npdt lición de bis mismos, eiiat asf ocurrió por 
ta expropiación ipie. como caso de- fuerza mayor en loa térmi- 
nos del art. 5Í3 del t'ód. Civil, ocasiona la reseisión de los 
contratos sin (Iet;ceho a indemnización. 

Kn tercer lugar, que en presencia de esos liedlos reinita 
infundada la pretensión de la aetora tatito por las reservas 
■ pie ei'iii'i vendedora hizo en la cláusula de ''Observaciones" 
di' i*» bolcins ijnc hace de estrict i aplicación el art. 1197 del 
i úd. ( ¡vil. roiiM por iíh) ser de aplicación el invocado art. 604 
de 1 mismo t-xtn. ni tampoco el 14 de h. ley lHít en Virtud del 
principio de la llamada subrogación real, ipie no puede existir 
en el easn de autos, porque la expropiación real izada fué lie- 
cha sobre la totalidad de las bolsas licuadas al país, produ- 
ciendo la confusión ile las cosas nf celadas a terceros y de la 
«pie sólo parte estaban afectadas al cumplimiento de jos con- 
tratos cotí la actora. Añade epte la subrogación sólo puede 
actuar en el ea«n de expropiación de una cosa determinada, 
respecto de la eaal se tl&gs a la fijación judicial de su precio 
con presrindeucia de Inda otra circunstancia, y en el caso de 
autos el precio unitario fijado para la expropiación (pesos 
fl.4MH.Vi y recibido por el expropiado por cada bolsa, no es 
■1 preein de las que parcial mente debía como vendedora en- 
tregar a la compradora, sino el tpie resulta teniendo en cuenta 
el 'pie la actora debía paitarle (I.427.V "y el mayor ípie 
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otro adquinmt» de bolsas debía a su wz también pagarle 
(0,54 por ejcm|»ío) En cuarto lugar, Iucjím de afirmar que 
el espíritu v iu' finalidad di* la ley 12.5ÍH. muy posterior a In 
18Í). demuestra que el art. 14 de esta última es incompatible 
cutí las expropiaciones autorizadas pnr bi primcni : y ipie es 
de aplicación .m la especie el art. Éñtá del i'M, Civil, concluye 
expirando en este capítulo qtte, por otra parte no se lia ale- 
irado por la compradora que se hubiera visto obligada a adqui- 
vir en plasta al precio de expropiación, las bolsas que lio h* 
fueron entregadas, resultando de filo *pte bajo la pretensión 
de un cumplimiento de contrato, se encubre en realidad una 
indemnización por inrumpl ¡miento de danos y perjuicios no 
sufridos. Y por último, cierra ese capítulo con el resumen de 
rpio "se ha visto oblando a tío CUtnplir bis recordados con- 
tratos por ilos (ansas: a 1 ! por no haber llegado al país la 
cantidad de la cosa objeto de la prestación, circunstancia pre- 
vista v aceptada pnr el actor; b) por raxóu de fuerza mayor, 
en cuyo caso, como dice el ilustrado comentarista Sibiw. 
t. lV,*p. 75. mediando imposibilidad material por f nerita mu 
yor. o raso fortuito, la resolución, se produce, no por el art. 
21Í5 del Cód de Comercio, sino en atención a las disposiciones 
sobre la imposibilidad de pago mrts. 888 y siptes. del Cód 
Civil) y agregó qtíé por aplicación de los arts. 513 y 5í>n del 
Cód- Civil y süíS concordantes lépales". 

Finalmente, dedica capítulo apolle :i los efectos de la 
expropiación, para decir que esa medida de Gobierno fué de 
carácter putero! haciéndolo en espeeie de toda la existencia 
de bolsas nuevas y usadas de SU propiedad, fijando el precio 
en base a los cálculos sobre costos, -.'listos de fabricación^ y 
utilidad fijadas por la ley 12.591. sin discriminar los precios 
mayores al fijinb> por el P. E. existentes en numerosos con- 
tratos de enmura venta y ios precios menores al mismo, como 
el caso de autos. Y (pie' la fuerza mayor que incidió sobre sn 
voluntad como vendedora, fué manifiesta y evidente, y que 
por consiguiente en virtud de las disposiciones lépales ya 
invocadas, las ubi i «aciones que sobre ella pesaban, emergentes 
de los t tratos de compra venta cuestionados quedaron extin- 
guidas ipso-jitre. 

Así trabada la litis por demanda y contestación, la cansa 
fué resuelta por la sentencia de fs. 424 en el sentido de qui- 
la misma informa, consintiéndola la parle aetora y recomen- 
dóla la dcmanih.da por nulidad y apelación, recurso este ulti- 
mo de! que exclusivamente cono ! Tribunal por haberse 

desistido el .le nulidad (fs. 472 y 
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\\*r análogas razones i.v- señores vocales doetofea Wi- 
IHams y Rndriyufz Ribas arthirierpii al voto anterior. 

Cmi ln i|in» terminó rsh* nnimln que firmaron los sefiorífl 
vocales ríVrnrc4 IVrcyni, Williams. HnnM»uez Ti ¡has. 

Y vistos: 

INij* lt>s t inflamen t»*- tJt'l |*rfi'(MÍ( nte ^cuento, y «lesesli- 
mánilosfi el recurso de nulidad interpuesto, se «uiifirma en 
todas sus j lurtes y con costas. En sentencia apelad ti de fs. 424- 
— Ismael T. rnrifm E<htttrtlu Williams, — Vitcníe Ro- 
drífjin : fíiha*. 



DlCTAMKN mt. PRilSéirRAlJO» (¡KNKfi.M- 

Suprema t 'nrte : 

Estimo i nic la sentencin apelada ha decidido cues- 
tomos de dentello común, y, como tales, irrovisLbles en 
la instancia oxhaordinai in. 

Pienso pues qnc el remedio federal deducido en los 
a ii tus principales lia sido bien denegado a fs. 514 de los 
mismos, y «pie corresponde por tanto desestimar la pre- 
sante queja, Buenos Aires, abril 18 de 1950, Año del 
Libertador General San Martín. — (*arlo,* f¡. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, ."i de mayo. Ano del Libertador General 
San Martín. 1050. 

Vistos los antos: ■'Keeiirso de hecho deducido por 
la demandada en la causa Weil y Cía. e. Del Sel Ltda. 
S. A. Industrial y Comereial, R. y XV \ para decidir 
sobre su procedencia. 




DB JUSTICIA DE LA N'ACIÓS 



571 



Y considerando ; 

Que tanto loa arts. 1, 2 y 16 de la ley N» 12.591, co- 
mo los decretos Nos. 105.412 y I07.tí*26 rigen respecto de 
las relaciones del Estado expropiante con el dueño de 
los artículos afectados por la expropiación. Ninguna 
disposición contienen destinada a prever los posibles 
conflictos que con motivo do tal medida, se produzcan 
entre el referido propietario y tereeros ndquirentes de 
los productos expropiados. 

Que decidida la cuestión de que trata la sentenciii 
apelada por aplicación de disposiciones de derecho 
común, la improcedencia del recurso extraordinario 
denegado en el principal es clara porque ocurre que el 
fallo recurrido tiene fundamentos no federales suficien- 
tes para sustentarlo. 

Kn su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General se desestima la precedente queja. 

ítrK K. Lonuiii — Tomás D. 
Casares — Fklipe Santiago 
Pkkbz — Atilio Prssaono. 



LOHENZO BERGB'SE v. LA MERCANTIL ROSARINA 

RECURSO DE QUEJA. 

Corresponde archivar las actuaciones deducidas con mo- 
tivo del error que, según el recurrente, se habría cometid" 
en un ice u isa de hecho con motivo del requerimiento de 
la presentación de copias, agregando las pertenecientes a 
otro juicio, si el alegado error sería sólo imputable a lo 
expresado v actuado por el interesado y su apoderado y 
las copias 'correspondían, por lo demás, al .inicio cuya 
sentencia motiva la queja. 
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KALU> I>F LA CORTK MTREMA 
Buenos Aires. íí de muyo, A fu» fiel Libertador (ieneral 

San Martín, 1950. 

Vistor los autos; " Recurso de hecho deducido por 
e] actor en la causa Be t írese Lorenzo c. La Mercantil 
Rosarína". 

V eoiiaidér ando i 

Que según lo pone de manifiesto d preeedent*-» in- 
forme de Secretaría el recurso de hecho deducido ante 
*-da Corte ea junio 10 de 1Í14D, por el letrado firmante 
di* la ii" ta de f s. '3\ romo patrocinante de D. Lorenzo 
Bergose — apoderado señor Mario Armas — lo fué en 
los autos seguidos por Bergese contra ,4 La Mercantil 
Rosa riña", como por lo demás Inequívocamente se lo 
expresa a i's. 1 de la queja . 

Que la providencia recaída al escrito de fs, 1 en 
15 de junio de 1A4Í1 —a fs. ~> vía — dispone solamente: 
"Acompáñese copia simple de la resolución apelada, del 
«■serito en (pie se interpuso el recurso extraordinario y 
del auto que lo denegó" y fué ei mismo apoderado señor 
Alario Armas quien acompañó, con el escrito de fs. 17, 
los testimonios que corren agregados de fs. 6 a fs. lo", 
pertenecientes a la causa "Bergese lorenzo o. La Unión 
Gremial", sobre la base de los cuales se dictó la reso- 
lución de fs. 18, notificada por cédula en lít de septiem- 
bre de 1ÍHÍ) y consentida largamente. 

Que la referida resolución desestima la queju, res- 
pecto del recurso di* casación, en razón de sur el mismo 
improcedente porque falta la necesaria ley reglamen- 
taria y en en» ato al extraordinario por haberse funda- 
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<lu deficientemente el recurso, omitiéndose al deducirlo 
las requisitos exigidos por la jurisprudencia que ei "fallo 
del Tribunal menciona. 

t¿ue ocurre así que no aparece de lo actuado defi- 
ciencia alguna imputable al Tribunal o a sus dependen- 
cias, ya que tanto el alegado error de la carátula, como 
la agregación de las copias acompañadas — por lo de- 
más sin duda correspondientes al juicio cuya sentencia 
motivó la queja— fueron debidos a lo expresado y ac- 
lnado por el mismo peticionante de fs. 31 y su apode- 
rado. A lo que cabe añadir todavía que también son 
Htribuibles a aquél los deficiencias observadas al re- 
curso por la resolución que lo desecha. 

Kn su mérito se decide ordenar el archivo de las 
aet «aciones, previa notificación, en el domicilio consti- 
tuido, de la presente resolución que se transcribirá ín- 
tegramente en la cédula. 

Lmjs R. Losen i — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessagso. 



KATí ATOl'N ZAKAKI AN v. BASMA1WI AX Unos. 

LEY pÉ SELLOS: Ejencinnr*. 

Cnrrcsponde se admita en papel simple el recurso rela- 
cionado con la aplicación de leyes del trabajo, ¡f» 
partes dentro de los términos del decreto n f 10.58b del 
28 dé abril de 1M4 (*). 



(l) 3 de majr. 



5V4 



FALIjOS DE LA TORTF SUPREMt 



ACÍIKUM A. UliASKSCn v. KKlílít KAUKIL 8U1> 

Jt'ttiSOlf ( U>.\" V t'OMVETEXt'IA: Principio* ururrate.». 

La circunstancia de i|iit> cu la Capital tic la íícpúblñn 
todos l»s tribunales de justicia tengan ra ráete r nacional 
en virtud de lo dispuesto por el art. f>4 de la Constitución 
Nacional, no obsta a la aplicación de las normas legales 
vigentes en materia de jur ¡«dicción y competencia en 
tanto un se opongan n los preceptos constitucionales. 

RECURSO K X TU AO R Í>/.V A RIO: Requisitos propia*. Resolución 
confraríif. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de 
la Cámara de Apelaciones en lo Comercial de la Capital 
denegatoria del fuero federal, fundado por el recurrente 
en normas federales. 

JVRlíWti CWX Y COMl'ETEXCIA: Principios genérale». 

A los efectos de la jurisdicción ha de atenderse al estado 
de «'osas existente en el momento de la demanda y la 
conte«tación ; de modo míe, radicado un juicio ante los 
tribunales competentes, no es admisible la ulterior invo- 
cación de! fuero federal sobre la base de un hecho so- 
breviniente. cual es el traspaso de las empresas ferrovia- 
rias ile capital británico al Estado Nacional. 



DíOTAMBK liKL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : 

La decisión judicial que atribuye competencia a los 
tribunales como re tu íes de la Capital no comporta, a loa 
efectos de la procedencia del recurso extraordinario, de- 
rtegaloria del fuero federal dado el carácter que aqué- 
llos tri huí talos invisten de acuerdo con el art. !M "in 
fino" do la Constitución Nacional, 

En efecto; si por aplicación de estn norma y confor- 
me lo lia reconocido V. K en 213:416, todos los tribu- 
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nales de la Capital timón la misma investidura cnnsti- 
lucioiial, sería ilógico admitir que la competencia de uno 
de osos organismos en perjuicio do otro pueda obedecer 
a un fuero do excepción que funcione, dentro del terri- 
toriu do la ciudad de Buenos Aires, cuino garantía de 
orden constitucional. 

Pienso, pues, cjue oí remedio federal os improce- 
dente. 

En cuanto «l fondo dol asunto, el Ministerio do 
Transportes de la Xnción actiía por intermedio de re- 
presentante especial, el que ya lia tomado unto V. K. 
¡a intervención que le corresponde (fs. 491). Buenos 
Aires, marzo 14 de 1950. Año del Libertador General 
San Martín. — Carla* O. Del futo. 



FALLO UE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de mayo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos *VB ra sosco, Aurelio A. v. Ferro- 
carril Sud s o. $ 27.789,44 — ()rd.*\ en los qne se lia 
concedido a fs. 498 el recurso extraordinario. 

Considera lulo : 

Que, como lo lia declarado esta Corte Suprema en 
Fallos: t. 213, púgs. 451 y 461, la circunstancia de que 
en la Capital de ta Hepúblicn todos tus tribunales de 
justicia tengan carácter nacional en virtud de lo dis- 
puesto por el nrt. 94 de la Constitución Nacional, no 
olista a ta aplicación do las normas legales vigentes en 
materia de jurisdicción y competencia en tanto no so 
opongan a los preceptos constitucionales. 
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Que por ello y por f andarse ta competencia de la 
justicia dé sección de la Capital invocada por la recu- 
rren te, en las disposiciones de la Constitución Nacional 
y de la ley federal n'48 (nrts. 2 y 12) y en la adquisición 
de los ferrocarriles nacionales por el Estado, el recurso 
extraordinario interpuesto contra la resolución dene- 
gatoria del fítécó éh cuestión es procedente (eonfr. 
Palios: 213, 103). 

Que es, asimismo, jurisprudencia reiterada de esta 
Corte Suprema, que a los efectos de la jurisdicción lia 
de atenderse al. es lado de cosas existente en el momento 
de la demanda y la contestación ; de modo que, radicado 
un juicio ante los tribunales competentes, ro es admisi- 
ble la ulterior invocación del fuero federal sobré la liase 
de hechos solnevinientes (Fallos: -13, (iíi; 215, 122 y 
240), 

Que en el caso de autos, el juicio quedó radicado an- 
te los tribunales de comercio de la ciudad de Buenos 
Aires al contestarse la demanda el 15 de diciembre de 
1947 {cargo de fs. 280 vta.). 

Que el convenio de adquisición de los ferrocarriles 
nacionales celebrado el 13 de febrero de 1947, lo fue 
'*ad referendum'* del instituto Argentino de Promoción 
del Intercambio, que lo ratificó en la sesión del 26 de 
febrero de 194S, según se expresa en los considerandos 
del decreto u* ")789J48, por el cual se decidió que se pro- 
cedería a tomar la posesión de las empresas ferrovia- 
rias de capital británico el P de marzo de 1948, como 
efectivamente se hizo. 

Que la radicación del presente juicio ante los tri- 
bunales de comercio de la Capital se operó, pues, con 
anterioridad al momento en que las empresas ferrovia- 
rias de referencia pasaron a poder del Gobierno Nacio- 
nal, razón por la cual este hecho ulterior, conforme a los 
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principios impuestos gil los considerandos anteriores, 
no permite alterar la competencia fijada con antelación. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, confírmase la sentencia apelada en lo que ha 
podido sor materia del recurso extraordinario. 

Luis tí. LoNom — Tomás 1). 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atujo Persaano. 



BUENAVENTURA A VELLO v. CARLOS AL-VAHEE 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requintos comunes. Gravamen. 

La impugnación de inconstitucionalidad formulada con- 
tra el arh Cfi de la ley 5377 de la Provincia ilc Buenos 
Aires, en entinto impone a los abogadas domiciliados fue- 
ra de su territorio la obligación de efectuar aportes a la 
Caja de Previsión aunque no puedan gozar de sus bene- 
ficios mientras no trasladen su domicilio a la provincia, 
no basta para sustentar el recurso extraordinario contra 
la resolución que ordena depositar judicialmente el im- 
porte de los honorarios si esta exigencia responde tam- 
bién — según lo declara en forma irrevisible la sentencia 
apelada — a otros fines no cuestionados y el pronuncia- 
miento no causa gravamen al recurrente ni decide una 
enestión real y concreta pues se ignora si la Caja, que no 
ha sido oída en el incidente, decidirá percibir o no los 
aportes. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

La providencia de fa. 78 vta., mantenida por el 
anto de fe. 89, se limita a ordenar el depósito del monto 
de los honorarios regulados al letrado-apoderado de la 
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parto demandada, do conformidad con lo dispuesto en 
t'l nrt. 185 de la ley 3.177 de la Provincia de Buenos 
A i res. 

Por rilo, y teniendo en cuenta que el organismo 
interesado en 1" percepción de iba upo ríes cuya eonsti- 
tueiounlidud impugna el recurren te no lia ntuu i testad» 
basta el momento su posición en el caso, Opino que el 
remedio federal es prematuro por falta de gravamen 
irreparable actual, Cabe, en efecto, observar que la 
; elación directa de Las garantías invocadas (arts. 28 y 
ÍS5 de la Constitución Nacional) eOli la cuestión plantea- 
da sólo surgí'"*», t*n términos concretos, en la hipótesis 
cíe ipie la Caja de Previsión Social respectiva afirme la 
procedencia del aporté en la situación especial cpie alega 
ei apelante. 

Kstinto, por tanto, ipic debe declararse mal conce- 
dido a fs. 1(H) vta. el recurso de fs. 91. Buenos Aires, 
marzo 30 de VXá\, Año del Libertador General San Mar- 
tín. — Carh>* O. B$fÍHO, 

KALU) DE LA CiHíTK Sl'PKKMA 

Hneitos Aires, 4 de muyo, Año del Libertador (¡ene ral 
San Martín, ÍÍPÓO. 

V istos los untos: "Avello Buenaventura <■. Alvarez 
Carlos s. indemnización por despido*', en los ipic se ha 
concedido ¡i fs. 1 1 H » vta. el recurso extraordinario. 

Considerando: 

(¿ue por la resolución de fs. ~s vta., mantenida a 
f& 83, se ordenó intimar a la demandada, bajo aperci- 
bimiento, el deposito del importe de los honorarios regn- 
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Indos en este juicio a) letrado, que le représenlo y patro- 
í -i m>. 

(¿uc la impugna -ión del recurrente se furnia en la 
inennstitucionulidad del art. (JO de, la ley 5177 de la 
Provincia de Buenos Aires, modificado por la ley Ó445. 
en cnanto impone n los alionados qm tienen su domici- 
lio real fuera de la provincia la obligación de efectuar 
aportes a ta Caja, aunque no puedan gozar de los bene- 
ficios de la misma mientras no trasladen dicho domicilio 
al territorio provincial, 

Que si liten esa cuestión ha sido resuelta por la 
sentencia apelada cu sentido contrario al sustentado 
por el recurrente, corresponde tener en cuenta, por una 
parte, ipie según si- lia declarado a fs. 83, la exigencia 
del depósito tiene por (dijeto tanto asegurar el cumpli- 
miento del arancel profesional como el de los impuestos 
fiscales y de los fondos destinados a la Cajú de Previ- 
sión, y, por otra parte, que la Caja de Previsión no ha 
percibido la simia correspondiente al aporte impugnado, 
ni lia hecho saber si lo percibirá o no y ni siquiera lia 
sido (tilla en la cuestión resuelta por la sentencia de fs. 
SÉ sin intervención nlgunn de la misma, 

(.¿ue, 110 1* consiguiente, ni la impugnación en que se 
lumia el recurso extraordinario bastaría por sí sola 
para hacer caer la resolución apelada —establecido co- 
mo está por ello en forma irrevisible por esta Corte 
Suprema (pie la exigencia del depósito de los honorarios 
responde también a otros fines no cuestionados— ni di- 
cho pronunciamiento cansa al recurrente gravamen su- 
ficiente para sustentar el recurso ni decide una situación 
de hecho real y concreta sino meramente hipotética, 
pues depende de la actitud que en su oportunidad asu- 
ma la Caja de Previsión. 
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Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
(lene ral, declárase improcedente el recurso extraordi- 
nario concedido a fs. 100 vía. 

Li js R. Lonohi — Tomás D, 
Casares — Felipe Santiago 
PÉREZ — AtILIO Pessaono. 



G-O.A.R.F.I.R K CONSORCIO ARGENTINO FINANCIERO 
Y DE RE ASEO PROS S. A. v. GOBIERNO BE LA 

NACION 

RECURSO E X TR AOfíDÍ XA RIO: Requisitos propios. Cuestiones fió 
federales. Exctustón de las cuestiones de hecho. Impuestos y tasas. 

No procede rever por vía del recurso extraordinario las 
conclusiones de una sentencia respecto de la aplicación 
♦ííl-art.- 94, ine. k) del decreto 9432/44, fundadas cu los 
términos du la demanda y en el almuce que corresponde 
atribuirles 



KKXITO LEDKsMlA 

RECURSO EXTIiAORIUXAHIO: fojwítos propias. Sentencia de- 
finilira. Hrsohirhnci posteriores a la sentencia definitiva. 

No reviste el enráeter de sen tenerla definitiva a los efectos 
fiel rccuisw extraordinnrio. Ja resolución que establece la 
forma en que debe liquidarle el beneficio acordado por 
el fiuíó quc-deeidió el Hl-ijgío ( a 1. 

TtECt RSO EXTRAORWXARIO: Ttrqnitito* propios, t >,c*tiún 
deral. Cuestiones federales simples, interpretación >tr otras normas u 
ortos i nierales. 

Hp ini|MJi't¡in<]ti n]un-l»itiifUto de lo resuelto en su opor- 
tunidad por la Corte Suprema ni palmario ftescoúocimieii- 



(t) 4 ilc m.'ivo. 

(a) 4 <!e mayo. I-'mIIos: CrtS, i!U. 
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to de lo decidido por la Cámara en el Fallo que aquella 
wMm>0^& <M ocurso cxtraordinano. n„ pro ; 
íede cT que ahora se intenta contra la raso ucióu de 2 
SSl^ dispone la forma SE¡?M 
henefieb. aVordado por el fallo detimtivo .le la causa ( ). 



DOMINGO PAVU'U'H t sucesión } 
JURISDICCION Y COMPETENCIA: Prórroga. Trámites judiciales. 

Xo obstante la naturaleza ^.J^^ 

especulo por ■ jj art « - ; hau 

lrl ,li-,.rpt-, 4""><i, 4.-1 v rsli'ui .■i.nipKnA*» entre l»s ■"»» 

'£ £¡rf¿1« ,M l¿ >l«r I- " ,, ™' ,Cr S,,,í " n 

1« inrisfVift'ón territorial establéenla . , 
Si 3 o obÍ nto habérseles .lotificado la resolución que 
ord nó elegir los autos en consulta, Jas partea 

fófifS CtShSU. de. Norte, 
tlm si optabau pw la interven, .mi tu- -ta o M u lHJ. 
eorresponde atribuir el conoeimleiito de la causa a] 
nal mencionado en segundo termino. 

' Dictamen n?x Pkooutiaooi: «kskkai- 

■ 

Suprema Corte i 

Snlvu variantes de detalle, el présenle caso guarda 
careada aualogía con el que motivó mi dxetamende 
fecha 11 de, comento, ííí re, ?G*rt Adorno c R - 
dríffuez Rufino S.| cobro de posos» Ü^M • 241,1. 

Por los fundamentos del aludido diclamen qne dov 
por reproducidos brrvUotis causa, opino que a la Cuma- 
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ra de Apelaciones (tara la Justicia Letrada de los Terri- 
torios del Xorte Ir corrospo tule entender en la consulta 
dispuesta por la resolución de tt*. 27, Buenos Aires, abril 
is de l'HM). Afín del Libertador (¡ene ral San Martín. — 

Curtos (i. Itrlftih». 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de mayo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Autos v vistos: Considerando; 

Que* no obstante la naturaleza del procedí mié uto 
de la consulta establecido por el art. 4*2 de la ley 
b»s juicio* elevados por esa vía a la respectiva cámara 
federal de apelación no lian sido excluidos en modo 
¡ilffiiun de la disposición establecida por el art. ."i' del 
decreto 4'J.Ki 45 y, por el contrario, ludíanse compren- 
didos entre ''las causas pendientes en las qne le co- 
i respumla entender seffim la jurisdicción territorial es- 
mbleeida". 

Que, sin embargo, ello no es óbice para que el cono- 
cí n dentó del presente juicio corresponda a la Cámara 
de Apelaciones de los Territorios del Xorte con arreglo 
a lo resuelto por esta Corte Suprema el 27 de marzo 
ppdo. en la causa "Atwcll Tomás v. Mullo r de Pompert 
y i ía. sobre cobro de pesos" y el Ü4 de abril en los autos 
■■Cinat Antonio v. Rufino Kodn'íruez s.| cobro de pe- 
sos", en sentencias cuyos fundamentos se dan aquí por 
reproducidos en lo pertinente, a fin de evitar repeticio- 
nes innecesarias. 

Por tn uto y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General, declárase que el conocimiento de este 
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jui. in caratulado "Pavicich Domingo s.: sucesorio" m- 
cnmhc 11 ta Cámara do Apelaciones de los Territorios 
del Norte, a la que se remitirá el expediente haciéndose 
Bttber a ta Cámara Federal de Apelaciones de Paraná 
en la forma de estilo. 

Lr rs R. Loxuui — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pkssaoso. 



NACION ARGENTINA v. D* AL VIA II LIOS 

EXPROPIACION: h\dritíaizac,iún. Determinación del valor real. 

Corresponda fijar como precio de la partida de caucho 
expropiada por el Gobierno el mismo por el eual mi due- 
ño se habí» comprometido ti venderla ti un tercero en esa 
t'poea. 

EXPROPIACION: lnd emú Unció», Otro» tía ñon. 

No corresponde incluir en el resarcimiento debido por la 
expropiación de ana partida de caucho los daños pro- 
ducidos por la intervención de la mercadería —pastos de 
almacenaje, desmedro por dcRhidrataeión y curso de in- 
h-reses— porque le cansa directa e inmediata de ellos no 
r« la expropiación. sin perjuicio de que puedan ser objeto 
de una ae?ión independiente. 

CONSTITUCION NACIONAL: Candil m-mudidad r i» co li *t Hit ciana- 
¡¡dad. Decreto* Xncfonale*. Varios. 

La disposición del decreto u" 17.920/44 por la eual se 
reforma el régimen establecido por el art. 18 de la ley 189 
no es violaloria del derecho de propiedad en los casos en 
que, por no llegarse en el monto del precio fijado, al 
importe que resulta de la operación que manda practicar, 
debe cargar el expropiado con parte de las costas. 
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Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, diciembre 1^ de 1947. 

Y visto»: Para sentencia estos autos seguido* por la Na- 
ción (¡i D'Alvia Hijas s./ expropiación de los que: 

Resulta i 

I. 8e presenta el Sr. Procurador del Tesoro en repre- 
sentación de la Nación entablando demanda contra D'Alvia 
hijos por expropiación de 70.000 kilos de. cancho. Deposita en 
pago la suma de $ 770.000 m/n. t importe que representa el 
costo estimado de dicha mercadería con más un 10 %. 

Funda la ceeión en disposiciones de la ley 12.501 y pide 
que previos los trámites de estilo se declare definitivamente 
transferida a la Nación la propiedad de dicha mercadería. 

II, La firma expropiada ¡se presenta por medio de apo- 
derado y manif iesta su disconformidad con el precio ofrecido 
por la aetoni. por estimar que el que corresponde es muy 
superior, 

XÚ'ííü que el runcho ste comprendido entre los artículos 
a qué se infiere el artículo Y de la ley 12.591. Ataca luego 
de inconstitucional a esta ley, so pretexto de (pie su art 2" 
importa una delegación de facultades contraria n los artícu- 
los 17 y correlativos de la Constitución Nacional, por cuanto 
autoriza al IV K. a calificar de utilidad pública de una ex- 
propiación. o sea, a ejercitar utia facultad que es privativa 
del Poder Legislativo. También es inconstitucional dicha ley 
■ -airéela - por el hecho de prefijar el precio de la expropia- 
ción, siendo que el referido art. 17 de la Constitución sólo 
autoriza previa indemnización y Comp tal se entiende la repa- 
ración del daño total experimentado por lu desposesióu. 

Se refiere, neto seguido, a los daños y perjuicios que la 
intervención y fa expropiación le fian causado, haciendo un 
detalle de los mismos. 

Por último, pide que se le indemnice conforme al valor 
real del catre la. eu plaza que estima en $ 17 por kilo, — sume* 
riéndose, de cualquier modo, a las resultas de la prueba que se 
produzca , ¡Ñilisidhiriamciilc y para el caso de que se deSés- 
rim.uvu sus ajenaciones de. inconstitucional i dad solicita que se 
te abone el precio real de costo más un 10 %. 

Reclama también el pago de $ 74M8M m n, en con- 
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eepto de indemnización por Jos daños y perjuicios motivados 
por la intervención de la mercadería. Todo ello, ron intereses 
y costas. 

Considerando: 

1* Que el juicio de expropiación .se luí iniciado invocan- 
do las disposiciones de la ley 12.591, y el decreto n* 142.038 . 
del Poder Ejecutivo, de feclia 2 de febrero de 1943, une le 
sirve de antee 'Me ti te. se funda en el artículo 16 de la misma 
ley. 

Se pretende que el caucho no mi comprendido en las 
previsiones de whi ley, la tpie cu su artículo V sólo habla de 
los artículos le alimentación, vivienda, vestidos, materiales 
de construcción, alumbrado, enlef acción y sanidad. Si bien 
esto es exai to. no lo es menos que por el artículo 2* de 1u 
misma, se aul oriza al Poder Ejecutivo para ampliar sus enu- 
meraciones a otro* productos ipie afecten la vida y el trabajo 
nacionales y es público y notorio que la escasez de caucho y 
su encarecimiento en el mercado interno, en la época en que 
se dictó el de.-ictn mencionado; afectaron sensiblemente el 
transporte de pasajeros, de pniduetas alimenticios y de otros 
artículos de primera necesidad para la población. No puede, 
entornes, dudarse que en esas condiciones, el Poder Ejecutivo 
ha podido incluir el caucho entre los artículos sujetos a las 
restricciones que esa ley estableció. 

La demandada impugna como inconstitucional a este ar- 
tículo 2". a r¡ru mentando que importa una delegación de fa- 
cultades Icfíislativas. contraria a articulas 17 y correla- 
tivos de la ( 'institución Nacional. 

Niniruna importancia práctica tiene esta defensa frente a 
la posición adaptada en autos por la demandada, pues ésta 
no se opone u la expropiación y. por el contrario, ha aceptado 
la entrcjia de la posesión que, por razones de m-pencia, fué 
dispuesta npnrl unamente conforme a lo dispuesto en el artícu- 
lo f de la ley 189. y sólo hace cuestión en cuanto al precio 
ofrecido por considerarlo inferior al que debe pagársele. 

Así pues, en esa situación, en que la demandada no pre- 
tende que se le devuelva la mercadería de que fué desposeída, 
la decisión que recayera sobre esa impugnación de inconsti- 
tucionalidad sólo tendría carácter declarativo, sin resultados 
ni consecuencias prácticas, lo que es ajeno a la misión de los 
tribunales federales (ley 27. art. 2'\ Por ello, se desestima 
esa defensa, sin más trámite. 
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2" Que la ley t2i5íll. sancionada éüi un uioiueiito ex* 
¡■epeiÓntd, cent i*' fin dé contener y reprimir una desmedida 
e injustificada especulación, luí limitado los precios máximos 
tli> venta iil ji'itilii-H ilo los artículos de | n-itiu- ¡-¡i necesidad y 

i iil re liis medidas adoptad:» pata lograr esos fines incluye 

1,1 autariíaicióii ele i i x|n-op¡sirlns. lo misino que las materias 
primas necesarias para su elaboración. 

Ahora bien A los electos (le esa expi'opiajeipM, ta ipy 
establece prncet:¡niirutos distintos, según se trate de merca- 
derías y artículo* mniítifaettír^rtoíí i» w materias primas* Pa- 
ra este último di su. (jiic es el i(ii4' interesa pura la decisión 
■ tr esta i-an*». dispone ipic debe consignarse el precio tle 
contó más una milemniziiejón que no podrá exceder ik> un 
diez por ciento. 

Ku este caso, el (¡ohicruo Nacional lia Consignado Goinó 
precio del caucho el de í 10 ui/u. el kilo y pretende que sea 
esc el precio qitr se fije (sano definitivo para la expropiación, 
más la indemnización del ÍO %, Pero ni el decreto n* 142.038 
ni en la Remanda ni durante él período respectivo, lia prohado 
que ese liayti sido el precio ele costo. La demandada se ha li- 
mitado a negarlo y nada tenía que probar al respecto. Esa 
prueba correspondía al actor y esté uadn lm hecho eon cae 
fin. siendo de notar ipie. se¡rúu se dice expresamente en el 
art. 2" del ili*ertt«. esa cantidad es lu que se estima proviso- 

riainent mío costo del caucho puesto en esta capital, Xo 

i-iilic i Ittiln. entonces, ipie oí administrativa ni judicialmente, 
im 'ni prohado cuál ha sido el precio de eoüto real del caucho 

ii expropiar. 

Lo único que « este respecto cabe agre^r 68 que el pre- 
cio de $ 1U el kilu f i judo i-oino precio de venia del eaneho 
por decreto n" 14í'.2!'T de mayo ti de lfM:l. no tiene ninguna 
influencia para la decisión de esta causa, pnr cuftíttq ese tle- 

i-rettt es posterior a la iniciación de esti .juicio y. además con- 
forme a lu iju * dispone el artículo H¡ de la ley. sólo es de 
aplicación para la expropiación (!e mereaderías y artículos 
iininiifaetnmdi's y im para la de materias primas, en que, 
1*01110 ya se ha dicho, sirve de liase el precio de costo, 

.T Que habiéndose apartado así el propio Gobierno 
Narinnal del régimen especial dé la ley 12.ó!>1. esta expropin- 
i'ióu dehe te.L'ijsc pm- \q¿¡ principios legales que gobiernan la 
materia, es decir, por las disposiciones de la ley ltffl. 

Esta, en >n artículo lli, dispone (pie la indemnización de- 
herá comprender todos los jíravánienes >> perjuicios que sean 
consecuencia forzosa Ülé la expropiación y agrega que »<» 
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deben tomarse en consideración las ventajas o ganancias hipo- 
téticas. 

Kn este caso, la demandada lia probad» que eou anterio- 
ridad a la iniciación del juicio teiiía concertada la venta de 
la partida de caucho eou la Corporación do Transportes de 
la Ciudad de líuenos Aires. En el informe de ésta última, 
que corre n fs. 169. sp ox presa (pie el ¿reren te había firmad» 
eon D'Alvia Hijos boleto de compra, ad referéndum del Co- 
to ¡ti'- Ejecutivo, tic 70 tonelada* de caucho al precio de $ 1<1 
el kilo y que eo su reunión del "27 de enere» de 1943 el Comité 
Ejecutivo aprobó esa compra. A fs. 155 del legajo de expe- 
dientes administrativo*, <pie corre por cuerda separada, está 
una nota dirigida por el tí érente fieneral de la Corporación 
al Presidente d? la Comisión de Distribución del Cam bo, el 
12 de febrero de 1943. en la que. al referirse a la partida de 
caucho expropiada, dice (pie había todo adquirida condicional- 
mente por la Corporación a IV Al vía Hijos. 

Está así probado en forma fehaciente que poco antes de que 
el Oobicrno Nacional decidiera promover el juicio de expro- 
piación, los demandados, habían convenido la venta del cau- 
cho al precio de trece pesos el kilo. Este precio es. pues, el 
que corresponde fijar como total iudemn ¡¡alción, pues, ese erti 
el precio real y cierto por el cual estaba ya convenida la ven- 
ta. Es indudable, entonces, qué el un poete resultante de la am- 
pliación de ese precio unitario e.s el perjuicio real sufrido por 
los demandados al imposibilitárseles la Operación ya conveni- 
da, como consecuencia directa de la expropiación. Eu ese 
precio está comprendida la indemnización por todos los con- 
ceptos enumerados por los demandados, pues si libremente lo 
convinieron así con la Corporación, es porque lo consideraron 
como su ficient emente reino nerador del costo y de la ganancia 
pretendida, no habiendo entonces razón para pretender un 
mayor precio, porque esa exigencia está en contra de lo que 
expresamente depone el art. 15 de la ley 189. 

En cuanto al peso de la partida expropiada se acepta, eo 
definitiva, como cierto el que resultó al retirarla de los depó- 
sitos de los demandad»*., por ser ese el peso que realmente reci- 
bió el Gobierno de la Nación i la conformidad de los expro- 
piados, según así resulta de las planillas que obran de fs. 69 
a fs. 85 vta. del legajo de expedientes administrativos. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando definí; ¡valúen- 
te transferida p favor de la Nación ta pr»piedad de la parti- 
da de 65,952.790 kg. de cundió, mediante el pago de Ja can- 
tidad de $ 857.386.27 m/n, — Eduardo Orth HasuaUiv, 
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Sextexcia de la Cámara Federal 

Bs. Aires. 31 de octubre de 1949, 

Considerando:: 

I. Que el recurso de nulidad no lia sido sustentado ni 
ni a 11 ten ido ante esta instancia, ni se advierte vicio alguno 
que. pueda determinar su procedencia, En consecuencia se ÍQ 
desestima. 

II. En cuanto al de apelación: Que la Nación repre- 
sentada al efecto, por el Sr. Procurador del Tesoro de mandil 
a I» razón soci.d D'Alvia Hijos por expropiación de la canti- 
dad de 70.000 kilos de caucho de procedencia boliviana en vir- 
tud del decreto n* 142.038 consignando la suma de ♦ 770.000 
moneda nacional en que estima su costo mas el 10 %, solici- 
tündo la posesión de la materia prima todo ello en virtud de 
las prescripciones» de la ley 12.591. 

La demandada, además de otras defensas que hicieron 
valer, manifiesta no aceptar el precio ofrecido por el Gobier- 
no de la Nación, en razón de que el valor del caucho es mucho 
mayor, solicita se le abone el precio de plaza que resulte de la 
prueba, mus los daños y perjuicios. 

En realidad, ante esta instancia la única cuestión que se 
debate es la referente al precio que es necesario asignar ni 
material expropiado. 

A tal fin. la demandada kaee valer las ofertas de compr¡i 
que tenia recibidas de varias firmas de plaza por un valor 
que oscilaba entre $ 17 y 8 14,60 el kilo t puntualiza que la 
Comisión de Distribución del Caucho informa qne las tran*- 
acciones efectuadas en la ¿poca de la expropiación llegaba 
hasta $ 21 m/n. el kilo de caucho, trae a los autos la prneba 
de que el Gobierno de la Nación compra al Banco Agrícola 
de Solivia mediante contrato, a $ 14,82 m/m el kilo de cancho. 

A su vez el representante de la Nación actora sostiene 
que el valor reñí del caucho es el precio fijado provisoriamente 
en $ 10 m/n. el kg. por el Decreto n* 142.038 de fecha 2 de 
febrero de 1R43 v ratificado, con carácter definitivo, por el 
Decreto n* 149.291 de fecha (i de mayo de 1943. 

El perito único. Ingeniero González Ziinmermanu. des- 
pués de un minucioso y concienzudo du-lauirti en el que toma 
en consideración y analiza todos los factores que inciden en 
la determinación del precio de dicho artícnlo en plaza llega 
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a la conclusión que el precio del kilo del caucho boliviano al 
<1¡a de la expropiación tuvo un precio medio de S 16,70 el 
kilo. 

Sin embargo, el Señor Juez a-quo so aparta de la estima- 
ción pericial y fija, como valor del precio del mercado del 
caucho la suma de $ 13 m/n. el kilo. 

Para proceder en esa forma, el juzfrador se basa en un 
hecho cierto y de inmediata anterioridad a la expropiación 
que gravita de manera decisiva e incontrovertible en la diluci- 
dación del prctio del caucho. Dice al respecto la sentencia : 
'*La demandada ha probado que con anterioridad a la ini- 
ciación del juicio tenía concertada la venta de la partida de 
caucho con la Corporación de Transportes de la Ciudad de 
Ilnenos Aires. En el informe de éste último que corre a fs. 169. 
se expresa que el gerente había firmado con D'Alvia Hijos 
boleto de compra, od referéndum del Comité Ejecutivo, de 
7(1 toneladas do caucho al precio de trece pesos el kiln y que 
en sn reunión del 27 de enero de 1943 el Comité Ejecutivo 
aprobó esa compra. A fs. 155 del lepa jo de expedientes admi- 
nistrativos, que corren por cuerda reparada, está una nota 
dirigida por el Gerente General de la Corporación al Presi- 
dente de la Comisión de Distribución del Caucho, el 12 de 
febrero de 1943, en la que. al referirse a la partida de cambo 
expropiada, dice que Había sido adquirida eondieioualmente 
por la Corporación a D'Alvia Hijos. 

Está asi probado en forma fehaciente que poco antes 
de que el Gobierno Nacional hiciera promover el juicio de 
expropiación, los demandados habían convenido la venta del 
caucho al precio de $ 13 el kilo. Este precio, es pues, el que 
corresponde fijar como total indemnización, pues esc era el 
precio real y cierto por el cual estaba ya convenida la venta- 
Es indudable, entonces, que el importe residíante de la apli- 
cación de esc precio unitario es el perjuicio real sufrido por 
bis demandados al imposibilitárseles la operación ya conveni- 
da, como consecuencia directa de la expropiación. En ese pre- 
cio está comprendida la indemnización por todos los conceptos 
enumerados por los demandados, pues si libremente lo con- 
vinieron así con la Corporación, es porque lo consideraron 
eomo suficiente remunerador del costo y de la ganancia pre- 
tendida, no habiendo entonces razón para pretender un ma- 
yor precio, porque esa exigencia está en contra de lo que ex- 
presamente dispone el art. 15 de la ley 189". 

El Tribunal encuentra plenamente justificadas las prece- 
dentes consideraciones de la sentencia ; como asimismo que el 



590 



FALLOS DE LA fOHTE fíLTREMA 



peso de la partida expropiada, no puede ser otro que el que 
resultó ni retirarla el Gobierno de (a Noción de lo* depósitos 
de la demandada, eon la conformidad de los expropiados. 

En atención al procedí miento ofreeido por la Nai-ión, I» 
indemnización pretendida por la expropiada, la fijada por la 
sen teñe i» y lo dispuesto por el urt. 28 de la ley 13.264, las 
costas del juicio se deberán pagar en el orden causado y «tí 
se declara, 

En su mérito y por sus fundamentos se confirma la sen- 
tencia recurrida de ía. 391 a :¡íM en cuanto declara definiti- 
vamente transferida a favor de la Naeión la propiedad de ln 
partida de 60 902 kilos 790 (Tramos de caucho mediante el 
pago de la cantidad de * 857.386,27 ni/n. — Romea Fernán- 
elw Cavara. — Maximiliano CansoH. — Abríanlo Jarqr Man- 
tiet. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Huenos Aires, 4 de mayo, Año del Libertador (í ene mi 
San Martin, 1950. 

Vistos los autos M La Nación v.| D'Alvia Hijos s.¡ 
expropiación' \ en ios que a fs. 437 esta Corte Suprema 
declaró procedente el recurso ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que el precio fijado por la sentencia en recurso 
pura las 70.000 toneladas de caucho objeto de la expro- 
piación es justo porque es el «pie, de linln-rse obtenido 
conformidad del Ministerio do Agricultura babríu reci- 
bido, en esa misma époen, —pues el permiso aludido es- 
taba en gestión óuaudp se dudó el decreto en el que se 
dispuso lu expropiación y se procedió en consecuencia 
a tomar posesión del caucho expropiado — , de la Corpo- 
ración de Transportes n la cual lo había vendido con- 
dicionairnentc. Luego, de lo que la expropiación privó a 
los dem n ndndos fué de lo único que en esc momento 
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podían obtener por la mercadería en cuestión cuya venta 
tenían comprometida. 

Que el resarcimiento de que se trata en este juicio 
no puede comprender, fuera del precio de lo expropiad», 
sino los perjuicios de los cuales la expropiación es causa 
directa c inmediata. Y la indemnización de los daños 
que según los demandados causó la "intervención" del 
caucho desde el 1* de diciembre de 1942 hasta la despo- 
sesión del 13 de abril del año siguiente no tienen esa 
causa. En efecto, no es la expropiación lo que ha deter- 
minado gastos de almacenaje, ni desmedro por des hidra 
t ación, ni curso de intereses durante el tiempo que habría 
durado la prohibición de disponer de la mercader ía. 
Todo ello podría, en todo caso, dar fundamento a una 
acción independiente y distinta de esta, pero no puede 
ser incluido como partidas del resarcimiento debido a 
causa de la expropiación, que es de lo único que se trata 
en este juicio. 

Que lo decidido sobre las costas se ajusta a lo dis- 
puesto en el art. 18 del decreto ley 17.920)44 cuya apli- 
cación no impugnó la denv idada en su oportunidad 
como lo hace con el art. 28 de la ley 13.264 por conside- 
rar inconstitucional atribuirle efecto retroactivo. Lo 
único que sobre ese régimen alegó la demandada fué lo 
que consta en el otrosí de fs. 387, sobre lo cual existe 
jurisprudencia de esta Corte en sentido adverso n dicha 
alegación (Fallos: 204, 534; 206, 515). 

Por tanto, y con el alcance determinado en el penúl- 
timo considerando, se confirma la sentencia apelada en 
todas sus pnilos, con costas. 

Lns R. Longhi — Tomás D. 
Casares — Fi-xipe Santiago 

PÉltEZ — ATILTO PeSSAGNO. 
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JOSE ALONSO v. FEDEltK'O BOLDT S. K. Ltoa. 

RECVRSO EXTRAORDIXA RIO: RrqmuUo* formales. Inter posición 
del recurso. Fundamento. 

Procede el recurso extraordinario si el escrito eíl el cual 
so lo interpuso contiene las enunciaciones necesarias para 
apreciar .sus fundamentos y !a cuestión sobre la i'iial ha- 
brá iln pronunciarse la Corte Suprema ('). 

CONSTITUCION XACIOXAL; íhtecho* y tfitruntút.*. ¡)e.fen#a en 
junio. Procedimiento y sentencia. 

En viofatoria de la defensa en juicio asegurada por el 
art. 20 de la Constitución Nacional, la sentencia que, a 
pedido del Ministerio Público, sin oír al interesado ni 
* birle oportunidad alguna de hacer valer su derecho, re- 
voca la resolución del inferior ipie le eximía de la reposi- 
ción del sellado de ley f a ). 



JOHliE SEGUNDO PAYICirii v. NACION ATÍO ENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*, Cuestionen no 
ff tíerale». Exclusión de las cuestiones de hecho. Varios. 

Las conclusiones de la sentencia apelada respecto de la« 
circunstancias en que se produjo el accidente que funda- 
menta et reclamo de pensión militar, se refieren a cues- 
tiones de hecho ajenas al re, urso extraordinario. 

PENSIONES MILITARES. Pensiones « los militares. Inutilización 
para Ja carrera militar. Ejército. 

U sola éiii un-staueia de que el accidente haya ocurrido 
en un cuartel del ejército no basta para considerarlo acae- 
cido en act« del servicio, expresión que se refiere a los 
actos relativos a las funciones que corresponden a los 
mili tares per el hecho de pertenecer a la* fuerzas atina- 
das, en cumplimiento de una orden o de una obligación 
impuesta por ln> lí \ v *' s n ,,,s reglamentos. Así, no eorres- 
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pande considerar ocurrido eu íctó del servicio y no hace 
surgir derecho a pensión militar el accidente sufrido por 
un conscripto en un intervalo de descanso de las tarcas 
que cumplía en el tallar d.' herrería de la Escuela de 
Artillería, ni golpear en el yunque una cápsula utilizan- 
do un clavo y un martillo, sin que mediara orden o nece- 
sidad alguna de hacerlo. 

Sentencia del Jcez Feuekvi, 

Buenos Aires, setiembre 20 de 1948- 

Y vistos: Phra resolver este juicio seguido por Jorge Se- 
gundo Pavicich contra la Nación sobre otorgam lento de pen- 
sión militar y, 

Resultando: 

I. Que el actor demanda a la Nación para que le otor- 
gue el retiro militar que le corresponde de acuerdo a lo pre- 
ceptuado por el art. H¡. capítulo V. título III de la ley 4707 
y «e le abonen las mensualidades que se le adeudan desde la 
fecha del accidente, con intereses y costas. 

Diee que el 22 de noviembre de 1938. eu circunstancias 
que prestaba' servicio militar como conscripto en la Escuela 
de Artillería, recibió órdenes superiores de realizar determi- 
nadas tareas de herrero, sufriendo en dichos trabajos la pér- 
dida de las tres primeras falanges tle los dedos pulgar, índice 
y medio de la mano izquierda. 

Después de ser atendido en el Hospital Militar de Cam- 
po de Mayo, en el mes de julio de 1939 fué licenciado y de- 
clarado apto para servicios auxiliares. Y por esta última razón 
y pese a su incapacidad manifiesta, se le neíró el retiro que 
había solicitad ». 

Funda su derecho en la jurisprudencia existente y dis- 
posiciones pertinentes de la ley de la materia y por todo 
ello pide se haga lugar a su demanda. 

II. Que el Sr. Procurador Fiscal después de negar todos 
los hechos expuestos por el actor eu cuanto no los reconozca 
expresamente, solícita el rechazo dé la demanda con costas, 
pues según resulta de ta prevención sumaria que se levantó 
con motivo del accidente, éste se produjo fuera del servicio y 
por imprudencia de aquél. 
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Plantea el caso federal por «i so reconocieran las preten- 
siones del actor y asimismo, la prescripción del art. 4027 del 
Cód. Civil para las mensualidades devengadas con anteriori- 
dad a los einco años de iniciada esta ae< ión. 

Y cnnsiiiiH-nido : 

l Que redamándose d gocé de una pensión que aun 
do había sido acordada por el P. E. rige, de conformidad a 
lo resuelto por la Corto Suprema en el fallo que w» registra 
en el t. 204, p. S»0 de su colección, la nueva ley 12.913. 

2. El art. 209 exige eoino requisito para que proceda la 
pensión de retiro, que el accidente que ocasionó la inutiliza- 
t-ión del conscripto haya ocurrido en y por actos del servicio, 
exijreneia similar a la contenida en los arts. 16, 17 y IR del 
Cap. V, Tít. ITI de la ley 4707. 

En este caso no resulta que la herida sufrida por el 
actor haya ocurrida en acto de sen* icio. El P. E. lo ha ne- 
gado ex presa in - nte al denegar el pedido de pensión y «u re- 
presentante en juicio ha negado, también en forma expresa, 
esa circunstancia. A su vez los t esticos que declararon en la 
prevención sumaria levantada inmediatamente después del ac- 
cidente, lian negado que el actor estuviera realizando ningún 
acto de servicio, por lo que la pensión que se pretende no 
cor responde, por faltar un requisito esencial para su proce- 
dencia. 

Por estos fundamentos, fallo: Rechazando esta demanda 
se-rtiida por Jorge Segundo Povieich contra la Nación, sobre 
otorgamiento de pon ióu. con costas. E. A. Oríh Bnsanldn. 



Sixtexcia PE la Cámara Federal 

Buenos Aire*. 27 di- julio de 1040. 

Y vistos; Estos autos seguidos por D. .íor<re Segwttdo 
Pavificli contra el Gobierno de la Nación sobre otorgamiento 
fio pensión militar, venidos en apelación en virtud do los ro- 
en rsos interpuestos a fs. 50 contra la sentencia de fs. 48, el 
tribunal planteé las siguientes cuestiones a resolver: 

V j Es p'-oeedentc el recurso de nulidad interpuesto! 
2* * Es justa la sentencia recurrida? 
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Sobro la primera cuestión el Sr. Juez Úr. García Rama 
dijo : 

Dicho recurso resulta en absoluto improcedente dado que 
ni en el trámite de la causa ni en liis formas de la sentencia 
se observa vicio procesal alguno que lo autorice, de. acuerdo 
con lo dispuesto por el art. de la lev .'.0. Kstimn, cu 
cnnsecucncin, (|tie debe ser desestimado. 

Los Sres. Jueces tMtfis. Consoli e I rusta Coruct adhirieron 
id voto precedente. 

Sobre la segunda mtiMün el Sr. Juez Dr. Murcia Rains 
d.jo: 

Si bien el actor en su declaración prestada a fs. V, vía. 
del expediente administrativo acompañado, ha sostenido que 
el aeeidente que lo incapacitó para coutinunr en el servicio 
activo se produjo en circunstancias en que. trataba de sacar 
del fuego de k\ fragua una vaina de proyectil, la demás prue- 
ba rendida en esc expediente, espeeiidmcn 1 testimonio tle 

Manuel Antonio Kspeehc de fs. 7 vta., Mario Luir Camero 
de fs. !) v Pascual Arista de fs. 11, acreditan .pie el actor 
se lesiono al hacer explosión dicha cápsula debido a haberla 
golp .ido, utilizando un clavo y un martillo, romo se constato 
al encontrarse junto al yunque la cápsula atravesada por 
dielto flavo y en el martillo vestigios del bronce de la misma. 

La ley 4707 exige para une proceda acordar el beneficio 
de la pensión de retiro que la incapacidad del militar se baya 
producido en servicio activo y por ¡utos de servicio, y el 
8¿t s27 del Código de Justicia Militar dispone que se entien- 
de por acto de .servicio aquel que se refiere o tiene relación 
con la fti-ciÓn que a cada militar corresponde por el liedlo de 
pertenecer a las fuerzas armadas, por lo que sólo puede repu- 
tmse tal el que se realiza en desempeño tle esas funciones o en 
cumplimiento fío órdenes recibidas. Ampliar ese concepto —ha 
dicho este Tribunal al fallar en ti de diciembre de 194» la cim- 
sa seguida contra la Nación por Juan S. Morí claro— y con- 
siderar producido en ndo* de servicio todo accidente que ocu- 
rra en el cuartel v durante las horas de trabajo, sin tener 
cu cuenta las causas que lo han determinado, sena contrario 
a toda lógica, y ul propósito que ha inspirado al legislador al 
acordar el beneficio que se reclama. 

' Como resulta del acta de fs. I de) referido expediente, si 
bien el actor se encontraba en el taller de herrería de la Escue- 
la de Artillería desempeñando las fundones de ayudante la-- 
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rradbr, el hecho rourrió durante im período de descanso y 
evidentemente por culpa exclusiva del actor, que sin ser inhe- 
rente a sus funciones, ni haber recibido ortlen alguna al res- 
pecto, se puso, por propia iniciativa, a martillar la cápsula 
en cuestión, ara ten t en cuenta que con ello podía determinar 
su explosión. 

l*o r lo expuesto considero justa la sentencia recurrida que 
desestima Ih demanda interpuesta. 

Los Hres. Jueces Drcs. GoDSoli e I rusia Cornct adhirieron 
por sus fundamentos al voto precedente. 

Por lo que resulta de la> votación que instruye el acuerdo 
que antecede, so confirma la sentencia apelada de fs. 48 que 
rechaza la demanda deducida contra la Nación por D. Jorpe 
Scjíundo Pavicuh sobre otorgamiento de pensión, con las cos- 
tas de ambas instancias al actor. — Iforaeio O'ircítt Rams. — 
José É. I rusto Cornéi. — Maximiliano Ctmmli. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Hílenos Aires, 8 de mayo, Año del Libertador General 
Sun Martín, 1050. ' 

Vistos Ins autos: '*Pavicieh Jorge Segando e.j (lo- 
bienio de la Xacmn s/ pensión militar — Ley 4707", 
en los que so lia concedido a f$. fifi el reeurso ex t mor- 
dí na rio. 

Considerando: 

(¿no, según la sentencia apelada, el accidente en el 
nial resultó lesionado el actor se produjo durante un 
período de descanso tic Ins tarcas que le correspondía 
cumplir en el taller de herrería de la Escuela de Arti- 
llería y se debió a un bocho ajeno a aquéllas, consistente 
én haber golpeado en el yunque una cápsula utilizando 
un clavo y un martillo, sin que mediara orden ni nece- 
sidad alguna de hacerlo. 
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Que dichas conclusiones, por referirse a cuestiones 
do hecho, son irrevisibles por medio del recurso extraor- 
dinario y corresponde atenerse a citas para decidir la 
causa (Fallos; 213, 24ti). 

Que la sola circunstancia de que el accidente haya 
ocurrido en un cuartel del ejército no basta para consi- 
derarlo acaecido en acto de servicio. Esta expresión se 



refiere a los actos relativos a las funciones que corres- 
ponden a los milita res por el hecho de pertenecer a las 
tuerzas armadas, en cumplimiento de una orden o de 
una obligación impuesta por las leyes o los reglamentos 
respectivos. (Confr. Fallos: 175, 253; 196, 53í>; 2(X>, 69; 
211, 817 y 788). 

Que cotí arreglo a lo expuesto, el hecho que la sen- 
tencia recurrida considera probado no constituye un 
acto del servicio ; por lo que falta uno de los requisitos 
exigidos por la ley para tener derecho a la jmnsión de 
retiro fijada para los casos de incapacidad por acci- 
dente. 

Por tanto, confírmase la sentencia de fs. 61 en lo 
que ha podido ser materia del recurso extraordinario. 



S. A. Cía. SAVITT OE LA PLATA v. NACION A lí(i ENTINA 



ADUANA: Importación. Libre tle derechos, fíttnhtri imientos que ela- 
boran materia prima nacional. 

No está eiimpreiutida en Ih liberar i mi do doreulms adua- 
neros que ruloriz» el iirt. Ít3 ile la ley 12.H4.Í In hojalata 



Luis R. Lonohi — Rodolfo Gh 

VALKNZtrKLA TOAtAS l>. CV 

sarks — Feupr Santiauo 
Ppjíeís — Anuo Pessaono. 
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que m< impoita para envasar productos elaborados con ma- 
teria prima nacional; per» lo» derechos abonados en tal 
concepto pueden ser recuperados si el material vuelve ni 
exterior como envase de productos de fabricación nacional, 
i'nn arre jjlo a los términos ilel art. 40 dp In misma ley. 



Sen-temía oei. Juez Federal 

Buenos Aires, noviembre 25 ilc 1948. 

Y vistos: A fs. 7 se presenta, por apoderado, la Cía. Swift 
de La Plata, Sociedad Anónima, demandando al Fisco Nacio- 
nal, por el pago de la suma do $ 17.883,56 m/n. f en concepto 
de devolución de derechos aduaneros indebidamente cobrados. 

Con posterioridad, a fs. 14, reduce la misma en razón de 
haberse hecho luprar parcialmente a la devolución por el Mi- 
nisterio de Hacienda, dejándola entablada por $ 8.823,30 m/n.. 
o lo que en definitiva resulte, por haberse cobrado indebida- 
mente derechos de importación a una partida de hojalata, des- 
tinada al establecimiento que la Compañía posee en el Puerto 
de La Plata, donde sería emplead» en et envase y elaboración 
de productos 4(2 materia prima nacional exclusivamente. Que 
en virtud fie la ley n* 11.281 dicha importación se encuentra 
libre de derechos en razón de la franquicia que esa ley otorga 
en su art, 4". a los establecimientos que "elaboran materia pri- 
ma de producción nacional". <¿ue la referida franquicia fué 
ampliada y extendida por la ley n" 11.588 y 12.345, y de acuer- 
do eon la interpretación aflda a estas leyes por la Suprema 
roete, la hojalata in> debió tributar derecho ak-uno. Pide in- 
tereses y costas. 

A fs. 24 contesta la demanda el Sr. Procurador Fiscal en 
turno, p'»r el Gobierno de la Xación pidiendo el rechazo de la 

misma, ron costas. 

Sostiene que no se halla suficientemente acreditado el pa;, r o 
del derecho eñesj ionado y que en cuanto al protesto no llena 
los requisito* necesarios que ha establecido la jurisprudencia ; 
invoca además el art. 10 de la ley n v 50, Asimismo, la acción 
resultaría imprícedente desde que el material cuestionado no 
Síi ludia considerado dentro de los comprendidos en el art, 33 
de la ley n* 12.: 145. ya que la hojalata tiene utu régímeii espe- 
cial en el art. 40 de ilicha ley. que ordena la d evolución de 
derechos cuando, eíf reexportada. Que aun en caso de duda debe 
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entender** ipic la hojalata no está expresamente contemplada 
en las leyes 11.281 y 11,588 y por lo tanto estima que debe 
regirse por la ley 12,574 aclaratoria de aquéllas, y que la ex- 
cluye de la franquicia, razcin por la que deberá denegarse lo 
peticionado por la aetora. 

Y considerando : 

Que la aetora ha cumplido con lo eatubloeido por el art. 10 
de la ley 50, al indicar con precisión en la demanda loa docu- 
mentos que hacían a au derecho, individualizándolos claramente 
y especificando la repartición u oficina donde se encon traban. 

Que ha probado haber etVetuado el papo de la suma recla- 
mada con las constancias de fs. 4/5 del expediente administra- 
tivo, v el protesto efectuado con las notas de fs. 6/10 que' a 
juicio del Juzgado y segñn reiterada jurisprudencia, llena los 
requisitos necesarios para esta dase de actos. Por todas estas 
razones deben desecharse la* defensas articuladas por el se- 
ñor Fiscal. 

Que en cuanto a la procedencia o improcedencia del cobro 
de los derechos de importación cuya repetición se intenta, debe 
tenerse presente que si bien la Corte Suprema en diversos fallos 
ha declarado exentos de derechos de importación materiales 
introducidos con destino a la confección de envases de pro- 
ductos elaborados con materia prima nacional (169, 275; 185, 
¡12; 186. 513, erstre otros), ha de advertirse que se trataba de 
importaciones anteriores n la .sanción de la ley 12.Ü45 en cuyo 
nrt. :i3 tunda la aetora su demanda. 

Que el mencionado jirtíeido libera ¡i "los materiales utili- 
zados en el proceso de elaboración de todas aquellas materias 
primas en dichos establecimientos que sea necesario introducir 
por no producirlas la industria nacional", disposición enyji 
recta interpretación sólo autoriza a declarar comprendidos en 
ella los materiales que se incorpúrpn a) producto elaborado For- 
mando parte del mismo condición que, como es obvio, no se 
cumple respecto de la hojalata con relación ti los productos 
alimenticios que elabora la demandante (carnes conservadas). 

Que corrobora esta conclusión la circunstancia — invoca- 
da por el señor Procurador Fiscal— de que la citada ley 12.34-1 
en su art. 40, inc. a) contempla especialmente el caso de autos 
estableciendo que "los derechos de importación pagados por 
hojalata destinada a la ennFeccióu de envases serán devueltos 
al exportador d" prnthirtos «V fabrif/idon nacional cuando sal- 
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gan dichos productos con destino al exterior, contenidos en 
i's<^ envases", 

Que ello Significa, a juicio del suscripto, que ln hojalata 
se halla sometida a un régimen especial y por consiguiente 
los derechos piados por importación de 1» misma sólo seráfi 
devueltos en el caso de ser luego exportada, circunstancia que 
no concurre en el presente. 

Que. en consecuencia, para la decisión del caso resulta 
inoperante la circunstancia de que hace mérito la autora en el 
sentido de (pie los productos que elabora son sometidos a un 
proceso final de cocción dentro de los envases pues ello no 
motlifica ni desvirtúa en manera alguna las consideraciones que 
se dejan formuladas. 

Por estos fundamentos, fallo ¡ líccha/ando en todas sua 
parte I» demanda instaurada por la Compañía Swift de La 
Plata S. A. contra Cobierno de la Nación sobre repetición, 
con costas. — Jusf Fd¡¡tc fíenitiit. 



S i:\TK Sí I A PE LA ('AMARA FeHEKAI. 

Buenos Aires, noviembre 2¡t de 1!M!>. 

Vistos estos autos seguidos por bi "Cía. Swift de 1.a Pla- 
ta S A contra el (iohieruo de la Nación sobre repetición", 
venidos en apelación en virtud del recurso interpuesto a fs. 6í>. 
contra la sentencia de fs, <¡f¡ y sipts.. el Tribunal planteó la 
siguiente cuestión a resolver: 

¡Es arreglada a derecho y a las constancias de autos la 
sentencia apelada? 

Sobre dicha cuestión el señor .luez doctor Ahelardo J. 
Mouticl, dijo : 

Que la Compañía Swift de Lft Plata S. A. se presenta 
demandando al Mohiento de la Nación por repetición de la 
suma de $ 17.^3. ">6 ta/a., cobrados por la Aduana de la ciu- 
dad «le La Plata, en concepto de derechos de importación sobre 
material^ que Ja recurrente alega estar liberados de tale» de- 
rechos por no m»j- producidos por la industria nacional. Luego 
redujo la demanda a ¡? R.823,31 m/n., circunscribiendo su re- 
clamo n las fMrti(la# fíe hojalata, las que por no ser producidas 
en el país y estar destinadas al frigorífico y utilizadas en el 
proceso de elaboración de la materia prima nacional que allí se 
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industrializa, se encontraría amparada por ta frampiiciu del 
art. 33 de la lev UM». 

El art. 40 de la misma ley 12. ¡14.1, une invoca el autor, 
preceptúa en su inc, a) que: "Los derechos de importación 
pagados ]wir hojulutii destinada a h\ confección de envasen, se- 
rán devueltos h! exportador do productos de fabricación na- 
cional, indo salgan dichos productos, con destino ai exterior, 

contenidos en dichos envases". De modo (pie. dentro de la mis- 
mn ley. la hoja hita tiene un régimen especial, de acuerdo con el 
cual, el tratamiento preferencia] hacia la misma, sólo procede 
cuando es reexportada envasando productos de fabricación na- 
cional. 

El señor .Inest o quo hasá tido.se en lo dispuesto por el 
nrt. 40. inc a) de la ley 12.345, rechinó en todas sus pintes 
la demanda instaurada por la Cía. Swift de La Plata S, A. 
contra el Gobierno de ta Nación. 

Por t imio voto por la cmi ilinación de la sentencia, sobre 
la cuestión propuesta. 

L»s señores J ucees doctores Itotneo Fernando ráinera y 
Maximiliano ( 'mi sol i. «din rieron por sus fundamento* al voto 
procedente. 

Por Iit ipie resulta de la votación que instruye el Acuerdo 
(pie antecede. >e continua, tu sentencia apelada de fs. fifi a 
fs. #8, en minuto rechaza en Inda* ,stts partes la demanda ¡ns- 
tan rada por la Compañía Swift de Ln Plata R. A. contra el 
íiohieriiii de ta Nación sobre repetición, con costas. — Romea 
Fermiulf Cihit^m, — MtisiinHúnto Votmtli. — A brhtrfla Jorge 



PALLO r>K LA CGRTK Sl'PlíKMA 
Buenos Aires, 8 do mayo. Año del Libertador General 

§m Martín, i!»5n. 

\*UtQ$ los autos **0Di, Swift de )u Plata, S. A. con- 
tra Gobierno de la Xaeión sobre repetición" en los que 
n fs. 12!* esto Corto declaró procedente el recurso ordi- 
narío de n polución. 
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Considerando; 

Qüe por disposición del art. A'.i de la ley Ii\.'i4r> están 
liberados de derechos de aduana u . . . los materiales 
utilizados en el proceso de elaboración do todas aquellas 
materias primas (las de produjeron nacional) que sea 
necesario introducir por no producirlos la industria na- 
cional". Y en el art. 40 'me a) de la misma ley se esta- 
blece que "los derechos fie importación pagados por 
hojalata destinada a la confección de envases serán de- 
vueltos al exportador de productos de fabricación na- 
cional, cuando salga u dichos productos, con destino al 
exterior, contenidos en esos envases*'. 

t¿uc según el citado art. 40 la hojalata importada 
que se utiliza paro envases de productos de fabricación 
nacional debe pagar derechos de importación, aunque 
sin perjuicio de obtener la devolución do ellos cumulo 
los envases y productos salgan al exterior. Taiego, la 
hojalata en cuestión no puede considerarse comprendida 
en |a franquicia del art, 33 que consiste en no tener que 
pagar el impuesto me no ¡o ruido al tiempo de introducir 
el producto. En efecto, si la hojalata que so importa pa- 
ñi envasar producios clattorndos e»n materia prima 
nacional (art. :tM), —lo qué equivale a los "productos 
fie fabricación nacional", del art. 40— . hubiera do con- 
siderarse comprendida en la franquicia del art 33 por- 
que este debe ser interpretado en el sentido de que el 
envase forma parle del "proceso de elaboración" de lo 
envasado en ellos, el régimen especial del art. 40 care- 
cería de objeto pues equivaldría a establecer la posibili- 
dad di' obtener la devolución de derechos quo no se ha- 
bría tenido la obligación do pagar. I>o donde se sigue 
que la determinación del alcance con que se estableció 
la liberación del art. .'i.'i en orden a la hojalata utilizada 
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para en vas» r los productos elaborados con materia 
prima nacional está dada por el art. 40. Cuando este 
material es introducido para ese objeto delie pagar de- 
rechos de importación. Derechos (pie podrán ser recupe- 
rados si el material vuelve al exterior como envase de 
prod netos de fabricación nacional. 

Que teniendo el régimen en cuestión el preciso al- 
cance que se acaba de explicar la conclusión no puede 
modificarse porque para la conservación del producto, 
— no para su elaboración propiamente dicha — , el pro- 
ceso de envasarlo en recipientes de hojalata influya 
sobre sus condiciones del modo que se explica en la pe- 
ricia de fs. 50. 

Por tanto se confirma hi sentencia apelada en to- 
das sus partes, con costas. 

Luis R. Loxoiu — Rodolfo O. 

VaLENZUELA ToMÁri D. 

Casabes — Felipe Santiago 

PÉREZ — ÁTIMO PeSSAONO. 



SMMÉ FISCHBEKG v. MINERA INDUSTRIAL, ACHICO- 
LA QAXAMSKA ARGENTINA 

RECURSO EXTRA0RU1S AR/O : Réqni*¡tfin formules. Introducción 
de la cuestión federal. Oportunidad. Manteamiento en 2» instancia. 
Es improcedente el recurso extraordinario fundado en una 
cuestión federal planteada por primera vez on el escrito 
de expresión de agravios, si aquélla pudo ser prevista é 
introducida en primera instancia y no fué tomada en i*on- 
sideración pw el fpllo de la Cámaro ('). 



(i) 8 de mjiyo Av 1S>">0. Pililo»: 19& 4S2: 210, 71 S; L'14. flüfl. 



óOi 
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VICENTE L. NAAIM 

HKt'VRSO EXTR.WRMSARIU: Requititu* propios; Rrímiñn fti- 
trttfí, Ñ&rmttM itXÍ¥aÜá$ ttl juietn. ttinftf^it¡t>N".f nmxtitmiamtlrx. 

La constitución ilel tribunal local i|uc lia fallado la causa 
ck cuestión regida por liis leyes procésalos tic orden tam- 
bién local (riii* gobiernan el punto y no da lugar al recurso 
extraordinario por invocación de las garantías constitu- 
cionales de la defensa en juicio ann cuando lo decidido 
versara sobre la recusación de alguno de sus miembros. 

COXSTITUVIOX XAClUXAI.: ÜemhfíK y qawufm». n?ftn*a fn 
jnirio. ¡'roctdimit ttln 1/ ^rnteut íit. 

La frarautíti constitucional de la defensa en juicio no re- 
i|iiiere la debte uistmicia judicial. 

DuTA.MKN OKI. PlHlí THAiadl ( j KN KlíAL 

Suprema < 'orto: 

Aparte de que 1» cuestión articulada es, por su na- 
turaleza, de carácter procesa?, y por tanto ajena a la 
instancia extraordinaria, el escrito en el que se interpo- 
ne la apelación carece de la fimdauieiitaeión que exige 
el artículo 15 de ia ley 48. 

Pienso pues que corresponde desestimar la pre- 
sente queja, Buenos Aires, abril 13 de 1950, Año del 
Libertador General Snn Martín. — Carlos G. Delfhw. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, S de mayo. Año del Liliertndor General 
San Martín, 1050. 

Vistos los autos "Recurso de becho deducido por el 
querellante; Juan A. Bracamente en la cansa Saadi Vi- 
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cfcnté I*. s.| defraudación", para decidir sobre su pro- 
cedenein. 

Y considerando; 

Que según es jurisprudciniu de esta Corte la cons- 
titución del Tribunal local que luí fallado la causa es 
cuestión regida por las leyes procesales de orden tam- 
bién local que gobiernan el punto, y no da lugar al re- 
curso extraordinario por invocación de las garantías 
constitucionales de la defensa en juicio aun cuando lo 
decidido versara sobre la recusación de alguno de sus 
miembros —Fallos: 214, 91; Sil, 1534 y otros—. 

Que igualmente lia decidido esta Corte que como 
quiera que la segunda instancia no es requisito de la 
garantía constitucional de la defensa en juicio, la cues- 
tión referente al procedimiento seguido en la alzada 
queda reducida también n una incidencia procesal, ajena 
en ese carácter al recurso extraordinario —Fallos; 211, 
4óS4-y-ms allfxíitados=r" 

Que a lo expuesto ch1h> agregar que el auto por el 
cual el Tribunal apelado desestima el recurso extraor- 
dinario — fs. 3 del expediente respectivo — iuvoea razo- 
nes de becho y de procedimiento, irrevisibles en cuanto 
tales por esta Corte y con arreglo a los cuales el trámite 
seguido en el principal sería el pertinente. 

En su mérito y babiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General, so desestima la precedente queja. 

Lris R. Loxíihi — Rodolfo G. 
Vaijoxzi'kla — Tomás D. Ca- 
sa it es — Felii*e Santiago 
Pérez — Atomo Pessagno. 
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JOSE SAN MKil'KL 

* 

IIABEAS CORPUS. 

El art. 2Í» de bi Coustitucióu Nacional de líUtf no ha. in- 
novado en cuanto a la naturaleza del recurso de babea* 
enrpus t siendo de estricta observancia la jurisprudencia 
existente al respecto. 

El babeas corpus tiene por finalidad asegurar la libtntHil 
personal o f ísica. La detención o arresto que importa pri- 
vación de tu libertad personal dispuesta por autoridad in- 
competente, y aun la amenaza de ello, son Itis causales ex- 
clusivas del liábeas corpas previsto en el art, 29 de la 
Constitución Nacional. 

El liábeas corpus como remedio universal de la violación 
de cualquiera y cada uno de los derechos individuales cu 
particular, es inconciliable con los regímenes legales, civi- 
les y penales establecidos de acuerdo con los arta. 2G y íí'i 
de la Constitución NhcíoíihI, que especialmente prevén los 
atentados, sea contra la libertad de prensa, o de la de tra- 
bajo o Iok cine pudieran afectar el ejercí» ¡o del derecho 
de propiedad o la inviolabilidad del domicilio, etc., deter- 
ni ¡mm las sanciones en sn respectiva materia y natura- 
leza en las causas de responsabilidad (pie se intentaren en 
su consecuencia, y proveen con las leyes procesales los me- 
dios para hacer cesar de inmediato la anormalidad. 
Es improcedente el recurso de babeas corpus deducido con 
el objeto de amparar el libre ejercicio de tós derechos de 
usar y disponer de los bienes, de locomoción, de trabajo, 
de contratar y de publicar las ideas por la prensa, que se 
pretenden vulnerados por la clausura de un diario dispues- 
ta por una comisión b ¡cameral del Congreso Nacional. 

H AREAS CORPUS. 

El recurso de háhen.s corpus tiene en la Constitución Na- 
cional de 1ÍM9 una mnyor amplitud que en la anterior, 
correspondiente a un nuevo espíritu, congruente con la pre- 
dominancia de! sentido social sobre el político en la nueva 
Ley Suprema. 

La restricción considerada arbitraria respecto a un dere- 
cho incuestionablemente comprendido entre log que la Cons- 
titución Niicional reeonnee a los habitantes del país, para 
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cuyo remedio no existe procedimiento especial en la legis- 
lación vigente, autoriza ol recurso de babeas cor pus. ( Voto 
fiel Dr. Tomás I), rasares). 



Sentencia del Juez Fedekaj. 

Rosario, enero 13, Año del libertador Oral, San .Martín, I!í."i0. 

Autos y Vistos; El presente recurso de amparo inter- 
puesto por José H. San Miguel. 

V considerando (pie: 

Primero : El recurso de amparo establecido por los arta. 
617 y concordantes del Cód, de Proe. en lo Criminal y 2!). 
última parte, de la Constitución Nacional, se refiere exclusi- 
vamente al easo en ipic se encontrare en juego la libertad de 
las personas. 

Ello no ocurre en el caso de autos en que el recurso ha 
sido interpuesto a raíz de la cláusula del diario "La Repú- 
blica", de esttv ciudad, por orden del Presidente de la Co- 
misión Bicamcral que investiga las actividades ant ¡argentina* 
fv, informe de fs. 9). 

Segundo : Estima el suscripto que si la medida adoptada 
puede afectar los derechos del ocurso, éstos deben ser recla- 
mados por las vías legales correspondientes, interponiendo las 
pertinentes acciones, ya sean de carácter civil o criminal, ante 
quien corresponda y discutir allí las Facultades de la preci- 
tada Comisión, pero nunca por medio de la del sumario bre- 
ve del babeas eorpus o del recurso de amparo. 

Tercero: Er> consecuencia, y no surgiendo de lo expuesto 
que el recurso haya sido deducido por razón de detención de 
persona o amenaza de ello sin orden escrita de autoridad com- 
petente, de acuerdo a tos funda inentos del dictamen del se- 
ñor Fiscal que el Tribunal hace suyos y da p*ir reproducidos : 

Resuelvo: 

Xo hacer lugar al recurso interpuesto por D. .losé S. 
San Miguel. Con cosías. — Ixmatl ¡t. Panoplia. 
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Sentencia de la CAmara Federal 

liosa rio. ti do lebrero, Año del Libertador General San Mar- 
tín, 1950. 

Vistos, en acuerdo, tos ñutos "San Miguel Jost; 8. — re- 
r tirso de amparo*' (exp. n* 15.260 de entrada). 

Y considerando que: 

Primero: El recurso de nulidad debe ser desestimado. El 
ocurrente en el escrito de presentación ante el o quo, después 
de aludir al art. 36 de 1a Constitución Nacional expresaba: 
"Invocando esta sabia disposición y el último párrafo del 
artículo 29, es por lo que resolvemos presentarnos ante V. S. 
para pedir amparo, etc." (fs. 7 vta.). Esta disposición cons- 
titucional refiere expresamente al recurso de hábeas eorpus 
que se acuerda a todo habitante, según lo dispone el precepto 
mencionado, en rusa de "restricción o amenaza a ta libertad 
de su persona". Fue en mérito de lo peticionado» que el 
« qtto imprimió al proceso el trámite respectivo, sustancián- 
dose el mismo sin objeciones del interesado; no apareciendo 
por lo demás, que el auto en revisión haya sido pronunciado 
con violación de tas formas sustanciales exigidas, por lo one 
la nulidad alegada no puede prosperar. 

Segundo: De lo expuesto se desprende que. como se con- 
signa en el dictamen de fs. 11. la gestión en examen no im- 
porta otra cosa que un verdadero recurso de hábeas cor pus. 

El recurso a que so alude — cuyo origen algunos creen 
encontrar en H interdicto romano homine libero trkibfmU) y 
otros en la Magna Curta Itijrlesa de 1215 y posteriores estatu- 
tos y que entre nosotros se bailaba admitido en la ley 48 y 
reglamentado en el Cód. de Proe. en lo Criminal—, ha sido 
incorporado a la Constitución Nacional de 1949 (art. 29, 
i ti fine). 

Esta Cámara en punto al mencionado recurso, tiene dicho 
que ni la ley 4fi (art. 20) ni el Cód, de Proe. en lo Criminal 
(Libro ÍW'Src. II. Tít. IV) contempla otra hipótesis que el 
arresto o prisión de aquél en cuyo favor se deduce y que a 
pesar de algunas tentativas doctrinarias y judiciales para ex- 
tender el alcance del mismo — a lo que se ha hecho alusión 
también en el informe in poce — la Corte Suprema ha declara- 
do que el recurso de referencia sólo protcjre la libertad indi- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 609 

vidual de locomoción, sin comprender los restantes aspectos 
de la libertad humana (fallo 13.309, junio 10 de 1937 en 
Jurisp. Sta. Fe f 16-124; La Ley, 8-433). 

El fallo traído a colación, seguía a la letra la doctrina 
de la Corte sentada en un caso precisamente de esta juris- 
dicción — ilosé G. Bertotto contra et Jefe de Correos y Telé- 
grafos de la ciudad de Rosario, por detención indebida de 
impresor- donde el alto Tribunal dejó explanado que el 
recurso de amparo de la libertad o de hAbeas corpus, se otor- 
ga en favor de toda persona detenida o arrestada, sin orden 
escrita de autoridad competente o restringida en su libertad 
personal, en las mismas condiciones y aun con toda la am- 
plitud que esta Corte ha reconocido a tal procedimiento tute- 
lar, consideradas las garantías constitucionales que lo infor- 
man (Conf. Fallos, t. 139, p. 154; t. 151, p. 211; t. 117. 
p 155) nunca se entendió que él alcanzara a la protección de 
todos los derechos y garantías allí preceptuados o im P» cl t¡¡: 
mente consagrados según el principio general del art. 33. Ni 
en la letra, ni en el espíritu, ni en la tradición constitucional 
de la institución del hábeas eorpus se encuentran fundamentos 
para aplicarlo a la libertad de la propiedad, del comercio, de 
la industria, de la enseñanza, del transporte de corresponden- 
cia, etc.; contra los abusos e infracciones de particulares y 
funcionarios respecto de esos derechos, las leyes y la juris- 
prudencia consagran remedios administrativos y judiciales 
que contemplan las respectivas situaciones sin confundirlas 
con las del arrestado, impedido de locomoción o de reunirse 
con fines útiles, etc., que encuadran en los artículos 14, la. 18 
y 33 de In Carta Fundamental" (Corte Suprema, t. 168. 
pag. 15). 

Tan categórica resolución, reiteradamente mantenida 
(t. 369, p. 103; t. 183, p. 44; t. 208, p. 39) y la doctrina que 
comporta, sienta una jurisprudencia a la que deben confor- 
mar sus pronunciamientos los tribunales nacionales inferiores. 
En igual sentido se ha orientado la jurisprudencia de otros 
tribunales del fuero ordinario (Cám. Civil de Ap. de Ros., J. 
de S, F.. t. 10, p. 254 ¡ CAm. en lo Criminal de Roa J de S. 
F.. 12-691; Sup Trib. de Sta. Fe. J. de S. F., 11-501; Cód. 
Crim. y Corree, de la Capital, I, 462). 

La jurisprudencia sentada en las resoluciones citadas en 
el informe de la instancia, no es aplicable al caso en examen 
toda vez que aquéllas contemplaban situaciones de caracterís- 
ticas diferentes, debiendo señalarse particularmente, en lo 
que respecta a las decisiones de esta Cámara, lo expresado en 
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el considerando primero *le*l fallo u* 1**2.4:28 y por la Corte 
en el primer apartado del registrado cu el tomo 174. pág. 184 
de hu colección. Final mente cabe advertir que hi doctrina del 
fallo de fecha V de diciembre de 100 (J. de S. Fe. í>-3f>¡l). no 
fué manteuidu atenta U jurisprudencia del alto Tribunal de 
que se lia hecha mención precedentemente. 

Tercero: Como ya se dijo untes, el art. 2!t íti fine de la 
('(institución, «cnerda el recurso de luihnta cor¡ms para reme- 
diar cualquier restricción o amenaza a la libertad de la per- 
Mina física de todo habitante del país. V si alguna duda 
cupiera acerva del alcance que caite dar al instituto en exa- 
men, debí- tenerse presente que en la Asamblea Naeional Con* 
l ¡tuve nte. al informar al respecto el convencional Sr. Lascado, 
después de expresar (pie entre las reformas y* agregados in- 
troducidos por la Comisión Revísora en el art. 1H de la Cons- 
tituí-ion del 53, figura "la incorporación al texto constitucio- 
nal del recurso de húbain corpus" agregó que el ínianio "se 
concede ya sea en razón de la privación material dé la liber- 
tad o de su simple amenaza" (Diario de Sesiones, lt) de marzo 
de líUO. págs. 471 y 472). Es como se vé. el háUrax óorpu* 
clásico, que tiene por objeto el resguardo de la libertad cor- 
poral, jitx movendi rt ambulamii. 

De allí que lo estatuido por el art. H17 del Cód, de l*roe, 
debe aplicarse con la extensión acordada en el dispositivo cons 
titueional citado, vale decir en todo casi) de restricción o ame- 
naza sin derecho a la libertad física de una persona, y siempre, 
claro está, une la situaeión no encuadre en alpinas de las 
excepciones taxativamente enumerados en el art. <»18. una tic 
las cuales, como lo consigna el Sr. Fiscal, es cuando la orden 
de detención "emane de algunas de las Cámaras del Congre- 
so" (ine. 3'>. 

Cuarto: A mayor abundamiento cabe advertir que en el 
recordado escrito de presentación (punto 4\ del peUtuni, 
fs. S) se inani fiesta que el objeto de lo solicitado es que la 
jiistii-ia decían- "nula, ilegal e inconstitucional*' ta resolución 
que ordena la claiiMtrn del diario La República, finalidad 
ipic. a juicio del Tribunal, no puede alcanzarse por tu vía es- 

cogitada. Farei hvio destacar, que la circunstancia de lio 

ser viable dicha vía. no puede significar la anulación del 
< leí echo supuestamente lesionado, sino tan sólo que el remedio 
perseguido, ha de ser buscado de acuerdo a las normas legales 
y reglamentarias correspondiente*. No debe olvidarse al res- 
pecto, que para la protección de los derechos garantidos pol- 
is Constitución, es indispensable —ha dicho la Corte— que 
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las acciones y recursos llamados u ttacec efectiva la fítirantía 
di- esos derechos, se ejerciten en el moda y dentro de los tér- 
minos señalado* por his leyes de forma (pie son de orden pú- 
blico y por tnnto de estríela observancia (Fallos, t. 135, p. 356). 

Por estas consideraciones y fundamentos concordantes del 
aulti de fs. 14 y de acuerdo t oo lo dictaminado por el Sr. Fis- 
cal de Cámara, se resuelve: Confirmar la resolución apelada, 
(pie no lince lugar «I recurso interpuesto por I). JoaS S. San 
Miffiiel. Con costas en ambas instancias. — Manuel tlmmdox. 
— Alejandro J. Farrarofíft. — Juan Caria.* biibary. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 flie muyo, Año del Libertador General 
San Martín, V,m. 

Vistos los auto- "Son Miguel, José S. s./ recurso 
do amparo", en los ipie so lia concedido a fs. 33 el recur- 
so extraordinario. 

Considerando: 

Que los dueños del diario "La República", de la 
ciudad de Rosario, estiman <|ue "cualquiera fuera la li- 
bertad restringida o suprimida" {fs. -8), l"s urts. 29, en 
su última parte, y 36 de la Constitución Nacional, fun- 
damentan la garantía (pie supone el recurso «le liúljeas 
corpus y que ellos deducen para amparar, dicen (foja 
citada), el libre ejercicio de los derechos de usar y dis- 
poner de sus bienes, de locomoción, de t ra bu jo, de con- 
tratar y cumplir los contratos, y de publicar sus ideas 
por la prensa, (pie liabrían sido vulnerados por la clau- 
sura de aquel diario, dispuesta por lu Comisión Bica- 
meral que mencionan. 

Que es patente Ja confusión de conceptos institucio- 
nales y técnico- jurídicos en que incurren los peticio- 
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liante» cuando pretenden incluidos eii el babeas corpus 
o amparo de la libertad individual, los resgaa rd os lega- 
les .de protección y garantía de los derechos patrimo- 
niales y personales. El *' recurso de amparo a las ga- 
rantías constitucionales" que aparece en ciertos Esta- 
tutos Políticos y que alguna vez fuera auspiciado en 
conferencias, no es el babeas corpus reconocido en el 
art. 29 de la Constitución Nacional que mantiene con 
fidelidad el principio de la anterior en esta delicada 
materia y que motivara la abundante jurisprudencia 
establecida con el misino alcance que boy se le acuerda 
y que así resulta de estricta observancia. 

El babeas corpus, como remedio universal de la vio- 
lación de ( aalquiera y cada uno de los derechos indivi- 
duales en particular, es inconciliable con los regímenes 
legales, civiles y penales establecidos de acuerdo con 
los arts. 2G y 35 de la Constitución Nacional, que espe- 
cialmente preven los atentados, sea contra la libertad 
de prensa, o la de trabajo, o los que pudieran afectar 
e| ejercicio del derecho de propiedad o la inviolabilidad 
del domicilio, etc., etc., y determinan no sólo las san- 
ciones en su respectiva materia y naturaleza, en las 
causas de responsabilidad que se intentaren en su con- 
secuencia, — más aún si ellos fueren ejecutados por un 
funcionario público con abuso de su autoridad—, sino 
que con las leyes procesales concurren a proveer lo* 
medios para hacer cesar inmediatamente la anorma- 
lidad. 

Que el recurso de babeas corpas ampara la libertad 
personal, por ser ésta la condición ineludible y funda- 
mental para el ejercicio de todos los derechos indivi- 
duales sin excepción, pero no es el remedio constitucio- 
nal ni legal para hacer cesar las violaciones o resfrie- 
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(tafia que puedan afectar a cada uno de éstos en par- 
ticular, enumerados o no. 

La latitud v universalidad que le atribuyen los re- 
currentes, inconciliables desde luego, con la acepción 
derivada de su propio enunciado, haría innecesaria y 
^uperflua, además, la legislación reglamentaria que, no 
optante, la propia Constitución impone para la deter- 
minación de la forma y condiciones del ejercicio de los 
derechos, sus limitaciones y garantías, teniendo en cuen- 
ta la naturaleza y particulares modalidades de cada 
uno de ellos. 

Que contrariamente a lo que se sostiene en el pre- 
sente juicio, la Constitución Nacional de 1949 no innovo 
en modo alguno respecto a la naturaleza del recurso de 
hateas corpus. Lo que en verdad hizo fué reafirmar su 
fundamento institucional, con el expreso y categórico 
propósito de "no confiar ese recurso a la simple ley y 
menos aun a la f o» nial, cuya sanción ha sido atribuida 
a las legislaturas locales" (Diario de Sesiones de la 
Oonv. Const, pag. 598), como lo había sido huta en- 
tonces; v su contenido y alcance, asi como su amplitud 
v espíritu, fué asimismo claramente expuesto y debida- 
mente puntualizado, en la sesión del 10 de marzo (Dia- 
rio citado, pág. 472), por el miembro informante de la 
mavoría Dr. Lascano, cuando dijo que ese "es el reme- 
dio legal que, desde su origen, se considero el mas in- 
dispensable para hacer eficaz la garantía <h hi segttri- 
dad personal Por cierto, si alguien fuera detemdo, en 
virtud de una orden escrita de autoridad incompetente. 
' o lo fuera sin orden alguna, o simplemente amenazado 
en el ejercicio de su libertad, ¿qué recurso legal le que- 
daría para hacer cesar inmediatamente m detención 
o la amenaza T Y más adelante, concreta su exclusiva fi- 
nalidad cuando en el punto 2' de sus enunciados, expresa 
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"que si' concede vil sen en razan dr la privarían tuati rial 
dr lu ¡Hurtad..,", Y qiie la iulcución bien manifiesta 
es " . , , asegurar en esta parte del texto las garantías 
de la ¡Hu rtad per banal a física, para qué uo pueda du- 
darse de que el pensamiento de la representación mayo- 
rita ria del pueblo uu sé ha apartado dr esú liara cía- 

■ 

IVivación niatei'ial di' la libertad física o detención, 
teoría clásica del habeas corpas, etc., son conceptos da- 
ros <j uc no admiten interpretaciones extensivas, ajenas 
a sa contenido. 

tiu plena y estrecha concordancia con esos funda- 
mentos el art. 2Í) autoriza a interponer el recurso a Jos 
"parientes y amibos ", y si el pudiera tener por objeto 
el amparo de derechos personales p patrimoniales, no se 
explicaría cómo habrían esos terceros de invocar perso- 
nería para ejercerlos a nombre de su titular, sin mediar 
otra condición que la aludida de amistad o parentesco. 

Ks que la frase que eotu píeme tita ese párrafo con- 
curre a robustecer el concepto que se propugna, toda vez 
que con ese recurso se procura "investigar la causa y 
eJ procedimiento de cualquier restricción o amenaza 
a la lih» -itnd dr ¡a prrttaaa". Y añade fitialmente qae*'el 
liilmmil hará rtiwparrcrr al rrrumnfr y comprobada en 
forma sumaria la violación, hará cesar inmediatamente 
la restricción o la amenaza". I,n comparecencia del re- 
currente ante el Juez, si uo se hallase privado de su 
libertad por haber sido indebidamente detenido, resul- 
taría de evidente inocuidad. 

Ks ¡jsí exacto, como lo establece la sentencia recu- 
rrida, que la detención o arresto que importa privación 
de la li licitad personal dispuesta por autoridad ineone 
pétente, y aun la amenaza de ello, son las causales ex- 
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elusivas del húbeas eorpus previsto en el art. 29 de la 
Constitución Nacional, 

Que los derechos individuales que se dicen vulnera- 
dos, a] igual de los otros que se reconocen y enumeran 
en el art. 2(U\v la Constitución Nacional, o que resultan 
de Ja soberanía del pueblo y do la forma republicana 
de gobierno tari. :if¡) liál lause condicionados, tnntn en 
su ejercicio como en los procedimientos pura bacer efee- 
livus sus particulares garantías, a las leyes refflamen- 
t arias correspondientes. 

Que es menester, pues, recurrir a ollas para dedu- 
cir ias acciones pertinentes, cu el modo y términos pre- 
vistos por las mismas, porque siendo leyes de orden 
público, tanto las que contemplan las violaciones de los 
derechos individuales de ta índole invocada, como las 
que determinan la forma de hacerlos valer en justicia, 
su estricta observancia resulta inexcusable; más aun 
cuando, los hechos que afectan su ejercicio, pueden 
provocar no sólo aquellas acciones civiles y crimina les 
que tienden a obtener las correlativas reparaciones, lue- 
go de la substanciación de la controversia si la hubiere, 
sino tpie autorizan las medidas de antejuicio, precauto- 
rias y de resguardo (pie Hacen a la instantánea protec- 
ción de esos derechos. 

Que los derechos que se hallarían afectados, según 
se expresa, no se encuentran, por tanto, sin la debida 
protección, sino que la equivocada vía y medios utiliza- 
dos en el caso, así como su finalidad, impide a esta Corte 
Suprema p ron iniciar se acerca del punto, vale decir, 
mientras no se haya reclamado la reparación con arreglo 
a las leyes, y obtenido la decisión definitiva respecto de 
la lesión particular sufrida por el recurrente y que, en 
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caso de resultar adversa, autorizaría La intervención 
del Tribunal conforme a su jurisdicción y competencia. 
Por ello, se confirma la sentencia apelada de fe. 23 
en lo que luí sido materia del recurso extraordinario, 

Lris R. Lonohi — Rodolfo G. 

Valenzcela — Tomás I). 

Casares {en disidencia) — 

Felipe Santiago Pérez — 

ATILIO PeSSAONO, 

Disidencia del Su. Ministro Dr. D. Tomás 1). Casares 
Considerando: 

Que según el relato con que se promueven estas 
actuaciones y el informe policial de fs. 9, el Presidente 
de una Comisión parlamentaria nacional dispuso )a clau- 
sura del diario "La República" que se publica en la 
ciudad de Rosario, porque en la edición de determinada 
fecha no incluyó la leyenda "Año del Libertador Ge- 
neral San Martín", impuesta en el art. 2 de la ley ir* 

Que los dueños del diario se presentan ante el Juez 
Federal de aquella ciudad invocando los arts. 26, 29 y 
3íi de la Constitución para que se les ampare en el goce 
del derecho de trabajar y en el de publicar ideas por 
medio de la prensa, que consideran restringidos por 
quien no tenía para ello legítima autoridad, por lo cual 
alegan asimismo la nulidad de la resolución que impuso 
la clausura. 

Que el Juez y la Cámara no hacen lugar conside- 
rando que lo deducido es un recurso de babeas corpus 
el cual, de acuerdo con la jurisprudencia de esta Corte 
Suprema, sólo nmpnrn la libertad personal. 
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Que se trae recurso extraordinario porque ¡a inteli- 
gencia atribuida a los preceptos constitucionales men 
5U* al 

las violaciones mencionadas. 

Que sin dada lo interpuesto es un 
cornus. Los recurrentes se acogen a el, no obs ante ,w> 
meTar a su respecto restricción física de la libertad, 
Tr entender que no lu,biendo garantía oonst.tnc.onn o 
pálmente enunciada de modo «preso par. agraes 
dTesta especie a derecbos que les asisten mouesUona- 
Memento pues están «enumerados" en la Constitución 
,i loa nrineipios de dicho recurso no se aplicaran en el 
ca " lo expresado en el art. 36 de la Constitución - 
Tas . - garantías que enumera. . . no aeran entendidas 
«orno negación de otras... no ennmeradas"- seria 

'''^refiriéndose la apelación a nna sentencia ** 
declara formalmente inaplicable el * 
amparo escogido, nada de lo qnc constituye el fondo del 
TuntÓ! -competencia del Presidente de la Com = 
Parlamentaria para disi«mer la clausura por la causa 
que 1» dispuso-, está abor» en tela de juicio. Soto se 
?"ata de determinar si no mediando una restricción - 
s ca de la libertad de los recurrentes el babeas eorpus 
SioTdo es o no vía Hábil para procurar el amparo ju- 
SS los derechos que se dicen menoscabado, voo- 
rwsBoiKle o no. en consecuencia, su substanciación Xa- 
da se P^nzga con ello so.,., lo que seria procedente de- 
cidir si la sustanciación correspondía. 

Que para el adecuado entendimiento de la cucst.on 
se 1.a de tener ante todo presento que el amparo se pide 
con motivo de .... acto ejecutivo consumado por «na auto- 
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rielad naeioitál y que im tiene ]nn* objeto la sanción de la 
irreiíulnridud que se le atribuye ni la reparación del da- 
ño une de él pueda seguirse, sino obtener el levantamien- 
to do la restriorión en vista de la falta de competencia de 
la autoridad que .1.1 ha dispuesto y hecho efectiva: nná- 
Logamcnte ti como para el amparo del goce de la prn- 
piedad, —do lo que luí se liiitn en este caso por más 
que la libre disposición de las cosas que integran el 
< lia rio sen condición del eje reí ei o de los dos deveehos 
sobre los cuales lia recaído previa y formalmente la res- 
trieeíóu— , los interdictos procuran la restitución inme- 
diata de las cosas al estado anterior sin perjuicio de ta 
indemnización di' daños o de hi acción criminal que por 
usurpación, violación de domicilio o abuso de autoridad 
pudiera corresponder. 

<¿m\ por otra purte, el babeas corpns no se deduce 
at|Ui pura entraren ej ejercicio de un derecho porque se 
haya delicado la autorización a la «pie está lejía I o re- 
^lameniaria monto supeditado, sino pura remover la in- 
terrupción de su ejercicio en el cual se estnhu cou cono- 
cimiento y sin objeción tío la autoridad* 

Que respecto a los dos derechos invocados en esta 
causa, el de trabajar y el de publicar ideas por medio 
de la prensa, 110 hay cu la t'oiistitnción ni en las leyes 
procedimiento expresamente rehitivo a hi «raían tía do 
>u ejoreicio, has acciones de responsabilidad qúc dan 
las leyes con motivo de cualesquiera violación jurídica 
tienen, tanto en lo civil como en lo criminal nn objeto 
distinto, cual os imponer una reparación, no ase/jurar 
de un modo efectivo, inmediato y actual que en la mo- 
flida di- la libertad correlativa el ejercicio del derecho 
un sea impedido m refringido sin legítima autoridad. 
V esto ni timo, lío inanición. fes |n «pie define la ga- 
rantía. 
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Q«e la realidad concreta de los derechos está con 
dicionada por la existencia de fiara» tías efectivas para 
su ejercicio. Por eso se aclara en bl art. 36 de la Cons- 
titución <jue la enumeración de garantías hedía en ella 
no debe entenderse como negación de las no encuera- 
das. Lo cual no sólo abre ta posibilidad de que las leyes 
completen con otras el cuadro de las enumeradas sino 
que, cuando la garantía de un derecho no está expresa 
y especia luiente legislada, impone una interpretación 
de la garantía de la libertad con que se cierra la enume- 
ración del art. 2U tan amplia como sea necesario para 
que el derecho en cuestión no quede sin esa indispensable 
condición de su vitalidad o vigencia real. 

Que no se trata c" realidad de variar el criterio de 
la jurisprudencia existente sobre el particular sino de 
lijar la inteligencia de un texto constitucional distinto 
del que dicha jurisprudencia tuvo en vistn. Mientras todo 
lo que la Constitución anterior decía a este respecto 
era que "nadie podrá *m. arrt'sttuht sino en virtud de 
orden escrita de autoridad coi n pétente", la actual dis- 
pone que 'Modo habitante del país podrá interponer... 
recurso de hálieas cor pus ante la autoridad judicial com- 
petente para que se - .-silguen lu causa y el procedi- 
miento de cualquier restricción o amenaza a la libertad 
de su persona 1 ', y que comprobada en forma sumaria la 
violaeión se *' liará cesar inmediatamente la restricción 
o la amenaza \ til recurso tiene en el nuevo precepto 
constitucional una mayor amplitud a la que corresponde 
un nuevo espíritu, congruente, por lo demás, con la 
predominancia del sentido social sobre el sentido polí- 
tico en la nueva Ley Suprema. Si bien se le sigue lla- 
mando de babeas corpas, y se menciona literalmente la 
libertad personal, la referencia expresa a "cualquier 
restricción" de ella impone una inteligencia qne ase- 
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ííure en todo su lluevo alcance la efectiva eficacia con 
que el amparo de que se trata debe actuar, efectiva ei'i- 
raeia que no puede desentenderse de la relación de la 
lil>crtad personal con el recto ejercicio de los derechos. 

Que la aludida interpretación extensiva no contra- 
ría la naturaleza y la finalidad del recurso tal como 
lo establece la parte final del art. 29 de Ja Constitución 
actual pues su nueva extensión tiene además un sentido 
de profundidad relativo a la recíproca relación esencial 
existente entre el dereclio y la libertad personal. En 
el se considera especia lfmMiígel amparo de la libertad 
personal porque ésta es la comtición primera del ejer- 
cicio üe todos los de red ios. Pero a su vez, la libertad 
depende de la posibilidad de ejercer los derechos. Es 
así, por ejemplo, como una libertad sin que el ejercicio 
del derecho de trabajar esté eficazmente amparado y 
sin posibilidad efectiva de acceso al derecho de propie- 
dad no sería un atributo real sino un espectro. De ahí 
que la restricción considerada arbitraria, — es decir, 
i a usada ñor acto de quien se sostiene que carece para 
ello de legítima autoridad—, respecto a un derecho in- 
cuestionablemente comprendido entre los que la Consti- 
tución reconoce que asisten a los habitantes del país, 
—pues ftqpaf se trata de derechos consignados en su 
t^xtn— , para cuyo remedio no exista procedimiento es- 
pecial en la legislación vigente, autorice el recurso al 
babeas corpus del art. 2!>, pues ese menoscabo comporta 
restricción de la libertad de la persona que es titular del 
derecho en cuestión. 

(Jue con ello no se atribuye a los derechos indivi- 
duales una primacía absoluta que no tienen. La verda- 
dera primacía es siempre la del bien común, fruto na- 
tural de un orden público justo y condición de todo bien 
individual. Y es precisamente la justicia del orden lo (pe* 
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esta interpretación de la garantía consagrada en la 
parte final del art. 29 de la Constitución afianza pri- 
mordialmente. La autoridad que hace cumplir las leyes 
no actúa en el sentido de ln restricción de la libertad in- 
dividual sino en el de su plenitud, porque la perfección 
de la libertad está en el fiel cumplimiento de la ley; 
pero por lo mismo, la virtud de esta aeción está formal- 
mente condicionada por la sujeción de cada autoridad 
a los límites que la ley que la ha instituido fija a su 
competencia. De ahí la posibilidad de controvertir ante 
la Justicia, para afianzamiento de la autoridad, preci- 
sa mente, tanto como para resguardar el ejercicio de los 
derechos indi vid nales, la competencia formal con que 
un órgano de esta última ejeeuta un acto que comporta 
afectación concreta de uno de estos derechos, siempre 
que la intervención judicial no interfiera en la ejecución 
del aeto ni pretenda pronunciarse sobre su valor intrín- 
seco, sino que, después de realizado, sólo juzgue la com- 
petencia de la autoridad que lo ejecutó. Que es sobre lo 
que recae el pronunciamiento dé la Justicia en el recurso 
de hábeas corpus. Así como recae — no importa cuál sea 
la autoridad de que provenga la privación o restricción 
— cuando so trata de la libertad considerada en sí mis- 
il ui, «leí mismo modo, con el mismo título y para el mismo 
fin delMJ recaer cuando se trate de la privación o restric- 
ción de ese requisito de la efectiva existencia de ella, 
que es el ejercicio de un derecho, mientras ta ley no 
i astil uva una forma distinta y especial de garantía. 

Por tanto, se revoca la sentencia apelada en lo que 
ha sido materia del recurso, debiendo volver los autos 
al Juzgado de origen para que se dé trámite al recurso 
interpuesto.— Tomás D. Casaiies. 
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AMADEO ALLOCATI 

HA HKAS COfí$&S, 

K\ babeas corpus tiene por finalidad asci/unn- la libertad 

personal o física. Riendo improcedente el interpuesto i 

el fin «le obtener el levantamiento de In intervención y 
vigilancia ordenadas por una comisión btcamcral del Coii- 
fíresu Xaeional cou rctypggfa a una asociación de a b opa dos, 



Sentencia del Ave/, Feoeral 

1K Aires, 11 de enero del Año del Libertador (¡ral. 
San Martín. lí)f>0, 

Xo amparando el recurso de htibnts Corpus la situación 
que se plantea en el mérito premíente, (art. 29 de la Consti- 
tución Nacional), no lia fogar al recurso interpuesto. — Mi- 
gutl v ignota. 



Sentencia oe u Cámara Peoeral 

Rs. Aires. 16 de febrero de líKH). Año del Libertador 
(íral. San Martín. 

Y vistos; ( 'onsiderundo : 

Se deduce apelación eontra el auto de ta. fi vía. por no 
liaber.se heeho lupar al reenrso de amparo interpuesto ron el 
fin de Obtener el levantamiento de la intervención y vigilan' 
eia ordenadas contra la Asociación de Abobados de Huertos 
Aires y el retiro de la fuerza policial deatacada en sn Sede 
Social, ealfe La va lie n* 157». 

líl recurso dedtieido, »jue es el de tnth'aa mrpüs coima* 
grado en el art. :>!l de la Constitución Xaeional y a ipie hace 
relVii'íirjfi i-I art. H17 del (Vid. de Procedimientos en materia 
criminal y él art. 20 de la ley 4*. ampara la restricción p 
amenaza Je la libertad física de las personas, conforme luí sido 
reiteradamente resuelto por los tribunales nacionales, siguien- 
do la doctrina de la Corte Suprema, rpie lia declarado: *'Éj| 
recurso ríe amparo ;i !,. libertad ■> h Abras Corpus se otorga en 
favor de toda persona detenida o arrestada sin orden escrita 
de asitoíidad iuntpeleritv n rt'strinpidu en su libertad [terso 
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nal; pero no alcanza a proteger «tnts derecho», como ser ta 
libertad de la propiedad, del comercio, di' la industria, de la 
enseñanza, del transporte, de correspondencia, etc.. contra las 
abusos o infracciones de particulares y funcionarios respect» 
de esos derechos — t. 168, páfr. lí> — . 

En consecuencia, ajustándose a déreelip y u la doctrina 
jurisprudencial citada la resolución recurrida, que no hace 
lugar al recurso de amparo interpuesto, se la confirma, con 
t .„stas. _ Alberto F. Barriúnurro, — jBtjpqf Romero Uni- 
ría. — Jnav fí. Intxta Carnet . 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 do muyo. Año del Libertador General 
San Martín, lí»f>0. 

Vistos los autos "Allocati Amadeo s.[ Mtibeas coi - 
pus u favor de la Asociación cte Abogados de Buenos 
Aires", en los que se ha concedido a fs. 33 el recurso 
extraordinario. 

Considerando: 

Que como lo luí decidido esta Corte Suprema un el 
pronunciamiento recaído cu la fecha y en el expediente 
"Sun Miguel, José S. s,| recurso de amparo »\ cuyos 
fundamentos se dan por reproducidos, evitando repe- 
ticiones, tanto la violación de los derechos individuales 
que se mencionan en autos, como el abuso de autoridad 
que se Habría cometido, constituyen materia extraña 
al recurso de liábeas corpus interpuesto, y todo ello en 
cuentra su perfecta inmedinln protección en los medios 
que Ins leyes nacionales pertinentes establecen, así co- 
mo Gil la» sanciones para los responsables y en las formas 
de requerir lu efectividad de las garantías; siendo ine 
ludible la puntual y estricta observa nein de esas normas 
por ser de orden público. 
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Por esto* fundamentos ac confirma la .sentencia de 
fs. lfi én lo que ha sido materia del recurso extraordi- 
nario. 

Tii is R. Lonohi — Rodolfo 0. 
Valenzubla — Felipe San- 
tiago Pérez — Atojo Pes- 
saono. 



AMADEO ALLOCATI 

HA HE A* CORPUS. 

El recurso de hábeas cor pus litMie por final Idád asepurar 
la lihcrtad personal o física, siendo iin proceden te el inter- 
puesto con el fin de obtener el levantamiento de la inter- 
vención y vigilancia fiel estudio de un abobado ordenadas 
por una comisión bintmeral «leí Congreso de la Nación. 



Sentencia del Juez Federal 

lis. Aires, 11 de enero del Año del libertador Gral, 
Stm Martín. 1950. 

No amparando el recurso de hábeas cor pus la situación 
que se plantea en el escrito precedente, (art. 29 de la Consti- 
tución Nacional), no ha hipar al recurso interpuesto. — Mi- 

Virtióla. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

lis. Aires, lfi de febrero tic 1950, Año del Libertador 
(ind. San Martín 

Y vistos; Considerando: 

Se deduce apelación contra el auto de i's. S vta„ por no 
haberse hecho hipar a] recurso de amparo Interpuesto con el 
fin de obtener el levantamiento de la intervención y vigilan- 
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via del Estudio Jurídico del Dr. Amadeo Allocati, y el retiro 
de la fuerza policial destacada en el mismo, sito en la calle 
Uruguay n* 546, 5* piso, dio. 10. 

El recurso deducido que es el de húbcaa corpwt consa- 
grado en el urt. 2Í> de la Constitución Nacional, y a que haee 
referencia el art. í¡17 del Cód. de Procedimientos en materia 
criminal y el art. 20 de la ley 48, ampara la restricción o 
amenaza de la libertad física de las personas, conforme lia 
sido reiteradamente resuelto por Jos tribunales nacionales, si- 
guicmlo la doctrina de la Corte Suprema, que ha declarado: 
"El recurso de amparo a la libertad o hábetis corpm se otor- 
ga en favor de toda persona detenida o arrestada sin orden 
escrita de autoridad competente o restringida en su libertad 
personal - pero no alcanza a proteger otros derechos, como ser 
la libertad de la propiedad, del comercio, de la industria, de 
la enseñanza, del transporte, de correspondencia, etc., contra 
abusos o infracciones de particulares y funcionarios respecto 
de, osos derechos" — t. 168, pág. 15 — . 

En consecuencia, ajustándose a derecho y a la doctrina 
jurisprudencial citada la resolución recurrida, que no hace 
tugar al recurso de amparo interpuesto, se la confirma, con 
costas. — Alberto F. Barrionurva. — Jim;» César Romero Iba- 
rrm — José R. I rusta Cornet. 



FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de muyo, Año del Libertador General 
San Martín, 19:1(1. 

Vistos los autos "Al loca ti Amadeo s.| Hábeas cor- 
pus", en los que se lia concedido a fs. 'JO el recurso ex- 
traordinario. 

Por los fundamentos que in extenso deciden el in o- 
uunei a miento de esta Corte Suprema, dictado en la 
faclin, tu re "San Miguel, .Fosé 8. sj recurso de amparo", 
que se dan por reproducidos y poique la a mena xa que 
se invoca, tampoco afecta la libertad personal con el al- 
eance requerido por el recurso de babeas e«rpus, ni re- 
viste los enracteres que se puntualizan en la resolución 
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que con fecha 20 do abril ppdo., recayó i» pe "Oodovillu 
Victorio s,¡ recurso de amparo"', se confirma la sentón 
fia apelad» de fa, 16 en lo que ha sido materia del riv 
enrió extraordinario. 

Lris R, LoNiiiu 
U Vale azuela 

'HAGO PÉUK/ 
- SAONO. 



— Rodolfo (í. 

— Felipe San- 

— A TI lid Pk> 



ARMANDO F CiirsTn v. NACION ARGENTINA 

Fl WZA. 

Kl fiador dé na éttipleado público puede oponer la pre-s 
cripcidn un nal «leí art, 40:í7 del (Yul. Civil, en el juíein 
Ordinario fie repetición miIH fruiente al de apremia por el 
i|iu> sí' ojeciitn lii fimiza. 

f'AfwO: Pnifri tntirhuiti, fírpftivhiu ftr ¡o pagad» *tu cauMt. 

La repetición de la sama cobrada en juicio de apremio »1 
fiador de un ex empleado público, declarada procedente 
ea el juicio nrdimtrio porque la obligación principal es- 
taha prese ripta, eranprende los interesa cobrados coui't 

aceeHorio 



Skntkviia del -Ii k/. Fi,oi:nu „ 

B* Aires, nbril 12 de la47 

Y victos: partí «.en teñe i ¡ir este juicio aeiruidii por 1) Ar- 
iiuiiiild F. fí insto e la Nación repetición de pup» y 

Resultando : 

I í¿itc p¡ actor demanda ii Ui Njicióu por repetición (Je 
1n faini de $ 5.(107.(1*1 m/n.. con más sus intereses y eostas 
l>i.4ui cantidad fin* sjit ¡sfccliii cu juicio de apremio ijne 
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se le siguiera y en fl « uní mi» pudú oponer Uis defensas que te- 
nía duda la íiatiiralexa de dicho juicio. 

Dice que a los efectos que establece el iift. !)2 de la ley 
de Contabilidad, con focha 1á de julio de UWI suscribió una 
i-arta dirigida al Sf. Ministro de Hacienda de la Nación, 
por ta cual se hacía responsable en todo tiempo, de cualquier 
perjuicio que ocasionare al Fisco hasta 9a eanlidad de pesos 
53)00 ai/11, 1>. José Marambio Catán, 

El nombrado ocupó el cargo de Receptor de Aduana de 
Neeoehea desde junio de líK'lií lui^ti* noviembre de 1933, fecha 
en que a su pedido fué trasladado h prestar servicios a la 
Ádiiana de la Capital. 

Posler ¡orinen te. la Contaduría ííem-ral de la Nación cons- 
tató que el auxiliar 8* de dicha Receptoría. D. Luis .Muría 
Miró, habla defraudad! > al Fisco en la cantidad do 8 27.068.24 
moneda nacional. 

Kn razón de ello la mencionada Contadui ía con fecha 12 
de inarzn de VMñ dictó la resolución n v l(i8H en la causa fis- 
cal (píese instruyó, por la cual formuló i-arjío solidario por la 
expresada cantidad contra Miró y Maramhio Catán, hacién- 
dolos responsable* de ese déficit, el que según ÍÓ expresó fué 
provocado por las maniobras delictuosas del primero y la ne- 
gligencia del secundo. 

No tiene duda que hi resolución antes aludida que nace 
responsable a Maramhio Catán por la defraudación que reali- 
zará Miró carece de todo fundamento y por ende que (lo han 
podido ser decía rudos deudores del Fis.-o ni aquél ni él cu su 
ea ra éter de fiador. 

Por <lc pronto desea dejar establecido que en momento 
alguno se imputó a Maramhio Catán participación directa ni 
indirecta ni con ni vencía cu el delito eomelido por Miró. Im- 
hiendo continuado éste prestando sus servicios en la Aduana 
hasta que se jubiló. 

Además, la falta de control de la Omladuría en la In- 
cepción de los Fondos que reeaudtiba Miró eximirían a Maram- 
hio Catán de toda responsabilidad y por ende a sn fiador que 
to es él. 

|»or todo ello y fundado cu la jurisprudencia que dicta y 
arts. 784, 78íi y concordantes del Cód. Civil, pide el rechazo 
de la demanda, con costa*. 

Ampliando la demanda * fa. 11 «pone por vía de acción 
la proscripción liberatoria legislada en el art. 4037 del Cód. 
Civil pues los hechos que motivaron el juicio de apremio que 
m> le wgúifi ocurrieron en el año líWi y la resolución de la 
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Contaduría (i ene ral de la Nación es de fecha 12 de marzo de 
1ÍÍ35. 

De cualquiera de esas fechas hasta el 4 de noviembre de 
1937, día en i|iie el Fisco inició el citado juicio de' apremio ha 
transcurrido eon muellísimo exceso el tiempo necesario para 
que la prescripción se opere. 

II. Que el Kj\ Procurador Fiscal al contestar la deman- 
da niega en primer termino todos loa hechos expuestos en la 
tiiisnui en cnanto no los reconozca n resulten aureditados en 
las actuaciones mlminist r«t ivas agregadas y niega, asimismo, 
el dereehfj que invoca el actor. 

Con respecto a ta prescripción tío es procedente, pues la 
acción para hacer efectiva la fianza otorgada sólo podría pres- 
crito r a los 10 años de constatada la existencia de la deuda 
uirt. 4ÍKEI del Cód, Civil). 

Tampoco es procedente la argumentación principal adu- 
cirla por el demandante en cuanto alega la caducidad de la 
fianza por incumplimiento de la obligación de la Contaduría 
»!<• cont rolar deh idamente la percepción de los fondo* que mar 
nejan sus emplearlos pues dado el cargo que desempeñaba 
Miró, con un» mayor fiscalización por parte de Maramhio 
Catán se podrían haber evitado los hechos ocurridos. 

Cita en apoyo de la tesis ppie sostiene una jurisprudencia 
que entiende le es favorable y en mérito de todo lo expuesto 
pide el rechazo de la demanda, con costas. 

Y considerando: 

1. (¿tic habiéndose opuemtn por -■! actor por vía de acción, 
la excepción <lc prcsrripeiún legislada po- el art . 40:i7 del 
í'ód. Civil, corresponde sea hatada en primer término, piien 
si ella prosperase, se liaría de todo punto innecesario pronun 
ciarse sobre las demás cuestiones planteadas. 

Dicha prescripción es aplicable al caso pile- según re- 
sulta fie la resol m-íón de la Contaduría (¡'.-neral de la Nación 
que fin servido de base para e| apremio que se siguiera al 
actor. Itt deuda que se ejecutó proviene de hechos delictuosos 
cometidos por Miró y la circunstancia de que su cobro se 
persiguiera por hi vía civil y en base a una liquidación formu- 
lada por la Conladiirín Cencral, no cambian la naturaleza 
de la misma. 

Establecido lo [irecedente y con prescinden ci« de la fecha 
en que fueron ellos realizados, desde el día de la citada reso- 
lución rpte l« ex el 12 de marzo de l H t:t." hasta el de la inicia- 
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ción del juicio de apremio, 30 de octubre de 1937 según cargo 
KS& * **» vta., del citado ^J^^t 
con exceso el tiempo necesario de un ano para que ella st 
opere v así se declara. 

II* Que eon respecto a la suma de * (¡07.6n m/tt. que se 
repito en concepto de intereses, según J^'^StS^ 
í ?¿ procedente, toda ve* que el actor pudo eludirlo» efw- 
unudre! pago en oportunidad y eon las reserva, consigmenU*. 

Por estas consideraciones, fallo: declarando ««€ la Na 
ciói, debe devolver al actor Armando F Gi* U « 
f 5 (KM) «fe en" interese, estilo llanca de la Nación des a la 
notificación de 1« demanda y las costas .leí juico. - ^fvar- 
do A. Ortiz Basuatdo. 

Sentencia i>k la ( amara Feoekai. 

Bs. Aires, 30 de noviembre de 

Vistos estas autos seguidos por D. Armando P. «»«¡J 

,a Nación 8. Mtt »» ^^^1^ 
de los recursos interpuestos a fs, W y id/'/. » » °" ¿" 
fs. 66 y sptes.. el Tribunal plante.» la siguiente cuestión a 

resolver : 

¿Es arreglada a derecho y las constancias de autos lo sen- 
tenefa apelada? 

Sobre esta cuestión el Sr. Juez T)r. Abelardo Jorge Mon- 
tiel. dijo: 

One el actor suscribió una carta dirigida al Exr.i.u. hr. 
Ministro de Hacienda de la Nación declarando que conoce a 
n Tose aiarambio Catán como persona moral honrada y com- 
petente para desempeñar un puesto eu el Mmrterm e Ha- 
cienda v a la vez, se hacía responsable en todo tiempo «le 
SSflUiS peduicio'que ocasionare al Fisco hasta la eant.dad 

llP prenombrado Marambio Catán ocupaba el 

cargo de ¿eecí or de la Aduana de Xecoebea c Ausd.ar 8 
I «is María Miró defraudó al Fisco en la cantidad de p«.c» 
« «MaS mñ ?>a Contaduría General de la Nación declaro 
rLmmdle de ese clS a Miró y Marambio Catán en ra- 
3TÍÍ1 -mSm delictuosas del primero y la urgencia 
en que incurrió el segundo. 



Mn PALtAS I>K f.A COR TE SUPREMA 

MarauTbiu Catón desentranló el cargo de Keeeptor de la 
Aduana dje Necochea basta noviembre de Iíkíü y la resolución 
condenatoria de la Contaduría í ¡enera! de la Nación llera 

fecha del 12 itc marzo de ÜKÍfi. 

O. Armando F. (¡insto satisfizo en el juicio de apremio 
que le siguiera el Fisco la simia de $ -tAyOlJu m/ii., íiorrespon- 
diendo * óiOOO m/ii. ruxCm «I* 1 la fianza y * (¡OTíló m/n. 
en concepto de intereses. 

El Fisco inició el juicio ile apremio el IW de octubre do 
I!*:í7. KiuaiuiMito hi responsabilidad que se atribuye a Miiram- 
hio Catán de un cuasi delito cotí figurado por l.i ncffli<fcucia 
(pie se le imputara en el cumplimiento de sus deberes, Gmsto, 
en virtud de lo dispuesto por el ari. #03? del Cód. Civil, «le- 
jío la prescripción de la acción por luiber transcurrido con 
exceso el término de un año, 

El actor fundado en las disposiciones (!é los «rts. 2004, 
2020. 2021 y 2022 del Cód. Civil. <n .su entidad de fiador 
opuso la defensa de prescripción. 

Kl Si-, Juez a-ijuti hizo lu«rnr >i la prescrip-ión alegada 
reapeeto dé la suma de s 5.000 ra/n.. reclamada como capital, 
pero rechazó dicha defensa en cuánto a la sama de $ fi07.(¡á % 

alionada eil concepto de intereses. 

La razón adueidn por el a-t/un para que no prosperara la 
deukunda en esta última parte no e.s admisible frente a las 
disposiciones legales que amparan al fiador no m'iIo en cuanto 
al capital abonado, sino también résped o de tos intereses sa- 
tisfecho* coaiK uhlicai ii'in subsidiaria y cíñamela de la prin- 
cipa!. 

Por Iti expuesto opinn corresponde confirmar la senten- 
cia recurrida cu cuanto manda devolver al actor Armando F. 
(i insto la suma d<- $ 5;000 m 'n. con intereses y costas como 
también >e baga tapar a la demanda en lo que respecta a la 
suma de $ ti07,o"i m u. que debe devolverle al actor, con 

intereses y costas. 

Por tanto voto por la afirmativo, con la salvedad prece- 
dentemente expresada sobré la cuestión propuesta. 

Lns Síes. -Jueces Ores. Maximiliano ('onsoli y Romeo 
Fernando «amera mili ¡rieron pm« sus fundamentos al voto 
precedente. 

I'nr In que resulta de la votación que instruye c| Acuer- 
do que antecede, se confirma la semencia apelada de fs. (iti- 
tift. en cuanto hace liijfar a la demanda y .se la modifica en 
cnanto a la s ata que declara debe devolver la Nación, que 
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debe ser tu (le * o.í¡(l7,ti5 con intereses a extiU* Baiuni de la 
Nación desde la nutíficHción de la demanda y las custas del 
juicio. — Romea Femando ('Amero, — Maximiliano Qmm% 
- Aholardo .Torpe Mniitiri. 

FAU(» l»K LA CIIHTK SlTUKM A 

lim no> Aires, U de mayo. Ano del Libertador < lene ral 
Su 11 Martín. 1D50. 

Vistos los autos "(iiusto Armando F. <■. la Xaeión 
s.| Repetición de pago", cu los que esta ÚQtt$ lm de- 
clarado a fs. 105 que procede el recurso ordinario de 
apelación, 

Y considerando ¡ 

Que atento lo dispuesto un los arts, 2020* Wffl y 
2trJ*J del V. Civil el fiador den laudante pudo oponer la 
prescripción anual del art. 4037 del mismo Código, pues- 
to que la defensa asistía incuestionablemente al deudor 
principal por tratarse de una obligación emergente de 
na cuasi delito. 

Que si la obligación principal estaba prescriptu 
cuando se la hizo efectiva y de ello se sigue la repetición 
dispuesta en este juicio, ésta debe comprender en jus- 
ticia los intereses cobrados como accesorio. A raíz tic 
la sentencia dictada en el apremio era de la misma natu- 
raleza la obligación de pagar ol capital (pie la de pagar 
los intereses. Y por la misma causa ipie se hace lugar 
a la repetición de lo primero corresponde la de los se- 
gundos. En la hipótesis de que fuera válido el argu- 
mento de orden procesal con el que se lia sostenido la 
improcedencia de la repetición de las costas impuestas 
en la ejecución citando en el juicio ordinario se manda 
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devolver lo cobrado en aquélla, no es aplicable respecto 
a los intereses tle que aquí .se trata porque éstos no es- 
tán relacionados con la ejecución del modo como 1<> es- 
tán las costas. 

I'oi tantu se confirma con costas la sentencia api* 

latía. 

Lns R, Ijovom — Tomás I), 
Cahaher — Felipe Santiaco 

PÉREZ — AflUO PkssaOSo. 



JUAN O A Vil ) U VE RO HEVES v. A DM f N I KT R A C ION 
HE RENTAS NACIONALES 

0ASOS Y l'Elt.l VICIOS: ' »!}•>'■ K'trtH'ontractnni. 

Aunque ci accidente se haya debido h culpa concurrente 
del conductor del vehículo y del niño de .seis años que 
resultó víctima, no *** justo colocar en un mismo plano, 
para apr'viar !a -i-sputisabilidad y bus i-onsecueneias, la 
natural imprevisión di't menor y la exifrible precaución 
y conciencia * i « - su* actos de un conductor de vehículos, 1 
hahilitado. ron experiencia y obligado a conoeer y evitar, 
en la metí ida de J<. pos ¡Me. Ins peligros inherentes al ejer- 
cicio di j mi oficio con relación a terceros. 

/' I \(JS i 1'KK.IV ICIOS: lOtpouwhiUáad del E.*ta<k. Generalidades. 

El Estailo es responsable por el acto de uiiu de «as agen- 
tes que procediendo con eulpn o negligencia y en ejerci- 
cio de sus funciones, ha producido un daño a otras per- 
sonas. 

DAfOS Y PE ItJ VIVIOS: UrUrmiuaiión de ta itulemm,av¡ón, liai,» 

l'ara fijar «■! monto de 1,8 mdcmmíwicióii *|U<- el EmúíIo dc- 
lic pairar a la madre del menor que resalló víctima de un 
aceidi-ntc di- trí'oisito. ii,rrrs[>oinlr tener en cuenta la con- 
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eurrenda de culpas y la circunstancia de que la muerte 
de un hijo menor de edad importa la privaeifin de un 
bien susceptible de a precian ion económica. 



Sentencia del Jckz Feokr ai. 



Mendoza, febrero '¿ó di- 

Y vistos: los autos caratulados '.Juan David Lucero líe- 
ves e Administración de Rentas Nacionales, por indemniza- 
ción de daños y perjuicios" llamados a fe 209 vta. y de los 

que resulta: ■ _ 

a) Se presenta a fs. 3 Da. Petrona Reyes —en su ca- 
ráeter de madre natural del menor Juan David Lucero Reyes, 
iniciando demanda ordinaria cuntra el Fisco Nacional, por 
cobro de la suma de $ 10.0ÜÍ) m/n. en concepto de indemni- 
zación de daños v perjuicios. Futida la acción de indemniza- 
ción en el accidente de tráfico que tuvo luírar el 11 de octubre 
de Vm » raíz del cual perdió la vida su lujo .man Dayid 
Lucero Reyes. Se afirma que el accidente ocurrió por la ini- 
prudencia del conductor de tina camioneta rural de propiedad 
de la Nación, que circulando a exceso de velocidad por la calle 
Pedro Molina v sin prestar atención, no tuvo tiempo de ma- 
niobrar y embistió ul menor que estaba en la calzada. Discute 
las conclusiones del sumario criminal donde recayo sobresei- 
miento definitivo a favor de Carlos Estrella Puebla, conduc- 
tor tle la camioneta, Funda la responsabilidad de la Nación 
cu razón de ser el autor del liecho empleado de la Aduana y 
la camioneta de propiedad de la Nación, rifando sobre el punto 
la jurisprudencia y doctrina de autores. En definitiva, smV 
cita se bau'ti lugar* a la demanda, con castas. 

b; A fe TU el Sr, Procurador Fiscal en representación 
de la Nación, contesta la demanda, Niega, en general los be- 
dios v afirma que el accidente que da bast a la acción se pro- 
dujo por culpa de la víctima, la cual sin advertir la presencia 
de la camioneta sorpresivamente pretendió cruzar la calzada, 
estrellándose contra el costado izquierdo de la rural, y reci- 
biendo, a raíz del golpe, lesi-mes mortales. <¿ue la inculpabili- 
dad del < ductor lia sido declarada cu sede penal.. poT so- 
breseimiento definitivo, y «pie tal pronunciamiento tiene el 
alcance de la cosa juzgada, por cuyo motivo no cube reverse 
en el juicio civil por indemnización. Pide en definitiva el 
rechazo de la demanda, con costas. 
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t 'oiiMdri ao ln ; 

Que se trata mi autos fie mi juicio t-¡ vil por indemniza- 
ción de dimos y perjuicios, ocasionados a miz de un accidento 
de triifini, eu el i-nal perdió 1h vida >in hijo do ta aotora. En 
el procedo pena) se dictó sobreseimiento definitivo a favor *lol 
conductor del vehículo. Esta circunstancia, da liase a la t)fi(- 
tensa tío cosa juzgada, (pie inierpone cu representación del 
Fiwi» Nticioual. el Se. Procurador Fiscal. 

Que el Miseripto en reiteradas oportunidades lia resuelto 
que el sobreseimiento definitivo o el pronunciamiento absolu- 
torio remido en sede penal, no obsta a la redamación por da- 
ños y perjuicio* eu I» jurisdicción civil, en donde eabe apre- 
ciar nuevamente la responsabilidad de los autores del hecho, 
desde e) punto de vista del derecho civil. Es la doctrina gene- 
ra Intente aceptada por la jurisprudencia del país. Las Cuma-, 
ras Civiles en pleno (te la Capital convocadas para pronun- 
ciarse sobre el punto, por mayoría, han sentado la siguiente 
doctrina: "El sobreseimiento definitivo o la sentencia abso- 
lutoria del procesado recaída eu el juicio criminal, no hace 
i-osa juzgad» en el juicio civil; el itrimero, en absoluto, y la 
segunda respecto a la culpa del autor de] hecho, en cnanto a 
su responsabilidad por los daños y perjuieios ocasionados' 1 

Arg.. IÍ)4fi-[. pág. 803). 

Qih' corresponde entornes apreciar la culpa civil en qüe 
ruido haber incurrido el conductor del vehículo que ocasiono 
el daño, no obstante el sobreseimiento definitivo dictado, a sn 
favor, en el proceso pemil. 

CJue en este orden de ideas, y I uego de compulsada la 
prueba rendida en autos, he llegado a la conclusión de que 
el accidente ha tenido lugar por culpa concurrente de la víc- 
tima y del conductor de la camioneta de propiedad de la Na- 
ción que ocasionó el daño. 

t¿ue en euanlo a la imprudencia de la víctima. los enns- 
taneiaa del sumario criminal, no tnodif ieadas con las pruebas 
aportadas en este juicio, son definitivas. Ellas evidencian ipie 
el menor distraído con otros compañeros de juego, sin adver- 
tir la proximidad del coche rural, intentó cruzar la calle, en 
cuya oportunidad fué alcanzado por el costado izquierdo de 
la camioneta. 

(¿ue im obstante, entiendo (pie el conductor del coche rn- 
ral. también «bró con imprudencia, no observando la diligen- 
cia que las circunstancia.* aconsejaban. Jn«go, en primer la- 
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gai\ que la camioneta circulaba eon excesiva velocidad. El 
propio acompañante del conductor diré a fs. I tí>, que el día 
del hecho la rural manejada por l'arlos Estrella Puebla, via- 
jaba de Este a Oeste por la ralle Pedro Molina, "a una velo- 
cidad de mus de 40 kilómetros por hora'" y más adelante 
agrega "que al Sr. Carlos Estrella Puebla le gustaba correr, 
citando manejaba y tenía coraje para hacerlo". El testigo 
presencial Vicente Calixto dice n fs. 132 vta. que en la inter- 
sección de la calle Pedro Molina y el Callejón Lemos "vtó 
pasar un coche rural de naciente a poniente por calle Pedro 
Molina, y a excesiva velocidad, conceptuando el deponente 
que lo hacía a más de 60 kilómetros por hora". El conductor 
dice que viajaba a unos treinta kilómetros por hora aproxima- 
damente (fs. 3 del sumario), y .losé Pclleprino García, uno 
de los acompañantes, también declara en el mismo sentido 
(fs. 7). Aún admitiendo que la velocidad que llevaba la rural 
fuera de treinta kilómetro» por hora, si se repara que el acci- 
dente ocurrió a distancia de la intersección de la calle Pedro 
Molina con el Callejón Leinos. debe concluirse que la rnral 
circulaba a exceso de velocidad, pues su conductor debm dis- 
minuir su marcha, en el cruce de la desembocadura del ('alie 
jón Lemos, precaución que de haberse adoptado, no hubiera 
sido posible a los pocos metros imprimir al vehículo la velo- 
cidad que llevaba cuando ocurrió el accidente, A esta circuns- 
tancia debe agregarse que el conductor de la rural, no obs- 
tante haber advertido la presencia de los menores junto a la 
acera, no adoptó ninguna medida de precaución, untes por el 
contrario, todo haré presumir que continuó su mu relia, sin 
prestar mayor atención al grupo de menores. Kn efecto, en la 
indagatoria' de fs, 3 del sumario, Carlos Estrelfo manifiesta 
que "yendo a una velocidad de unos treinta kilómetros por 
hora aproximadamente, como a dos metros de la ealzada, cos- 
tado sud y como a 20 metros al oeste sobre este costado de I» 
arteria, el d ícente vió a tres menores que estaban jopando y, 
en el preciso momento que el expolíente pasaba por frente a 
ellos, uno de estos, de corta edad, sin apercibirse del vehículo 
corrió hacia el centro de la calle, estrellándose contra el eos. 
tado izquierdo de la rural". Es derir que habiendo advertido 
la presencia de los menores, ni disminuyó sn marcha, ni tam- 
poco frenó oportunamente, cuando vió que el menor preten- 
día dirigirse hacia la calle, a pesar de que viajando, como o 
hacía, a unos dos metros de la calzada tenia tiempo, por lo 
menos, de mitigar el golpe si hubiera apltáatto los frenas en 
tiempo. Sólo la distrneción del coiiduHur pudo diir lugar a 
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que el golpe fuera tan violento, Destaco que las manifestacio- 
nes del conductor vertidas en el aeto de reconstrucción del 
hecho, no las tomo en cuenta no sólo por no reunir los recaudas 
ile Ja prueba testimonial sino también por estar en patente 
contradicción con el contenido de la indagatoria polieial. y los 
demás testimonios de los testigos presenciales del hecho. 

t¿ue ateniéndome: entonces a la versión del sneeso dada 
por el propio conductor, estimo, como queda rlicbo, que la 
presencia de los menores jugando d ¡traídamente junto a la 
••alzada, obligaba al chófer de la rural a adoptar excepcionales 
medidas de precaución. "Los niños de eorta edad son acree- 
dores de un grado de atención proporcional a su inhabilidad de 
prever y apreciar los peligros que los acecha». Toda clase de 
wfneraos razónalas deben adoptarse por los conductores de 
vehículos cuando descubren a un menor cu la vía pública o en 
proximitlades peligrosa* ; su omisión donde tal ves pudo con- 
jurara el daño comporta responsabilidad" (Cámara Civil 2* 
de la Capital, J. A. 1942. III. pág, 557). 

Que establecida la responsabilidad del conductor Carlos 
Estrella y no controvertida su dependencia con el Estado, la 
obligación resareitoria de la Administración por el hecho 
ilícito de su -m picado, n» es discutible atento lo dispuesto en 
1 s art. 1112 y 1113 del Cód. Civil y la doctrina sentada por 
ta Corte Suprema de Justicia de la Nación a partir del caso 
"Tomás Devoto y Cía. v. (.¡obienio Nacional" en sentencia 
del 22-1X-933. mantenida, en reiterados pronunciamientos, y 
en virtud de la cual las disposiciones pertinentes del Cód. 
Civil, son aplicables en el derecho administrativo, para juzgar 
ile la responsabilidad aqn diana del Estado (Spot a en nota 
J, Arg* III, p»P. 604). 

<¿ue a l<ts efectos de la estimación del daño considero que 
la muerte de un hijo menor de corta edad importa la priva- 
ción de un hien susceptible de apreciación económica, por 
cuanto representa la pérdida de gastos efectuados en su crian- 
za, como también quedan anuladas las legítimas esperanzas 
de los padres para obtener ayuda económica o beneficios cuan- 
do el hijo llegara a mayoría de edad. Juzgo entonces que el 
daño ocasionado alcanza a la suma de ¡í 7.000 m/n. correspon- 
diendo pagar a la Naeíón la mitad de ese importe, en razón 
de que la culpa de su empleado la estimo en un 50 %. 

l*or tanto, resuelvo: Hacer lugar a esta demanda por 
indemnización de daños y perjuicias entablada por Da, Pe- 
trona Heves contra la Administración de lientas Nacionales, 
declarando que . 'mm debe pagar a la a clora en el término de 
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iiiez días de ejecutoriada la presente, la suma de ¥ :í .OCIO m/n. 
con más sus intereses al tipo del 6 % anual desde ln notifica- 
ción ile la lemanda v costas del juicio. — Octavio (Jil. 



Sentencia de la cámaka Federal 

En Mendoza a 3 días de agosto de 1949 reunidos en su 
Sala de Acuerdos los Srea. Vi ales de la Excma. Cámara Fe- 
deral de Apelación de Mendoza Ores. Jorge Vera Valle jo. y 
José Elias Rodríguez Saá y el Sr. Conjuez Dr. Julio II, Las- 
martres, dignado cu hipar del Sí% Vocal Dr. Agustín De la 
Reta, por providencia de fs. 243; trajeron a deliberación para 
dictar sentencia los autos "Juan David Lueer*» Reyes contra 
Administración de Rentas Nacionales por indemnización de 
daños y perjuicios" en virtud de los recursos de apelación 
interpuestos : 

El Tribunal planteó las siguientes cuestiones a resolver: 
1» ¿Es arreglada a dereeho la sentencia apelada? 
2» ¿Las costas f 

De acuerdo a lo establecido por el Art. 15ü del Regla- 
mento para la Justicia Federal dictado por la Corte Supr-ma 
de la Nación y el art. V del de esta Cámara, se fijó el siguiente 
orden de votación: Dr. Vera Vallejo. Dr. Rodríguez Saa y 
Dr. Lasmartre*. 

Sohre la primera cuestión el Dr. Vera Vallejo, dijo: 

La sentencia ha sido apelada por ambas partes; y al 
expresar agravios en esta ¡ns*:incia, la actora solicita se con* 
dene a la demandada a pagar 1p la suma de $ 10.000 reclama- 
da en la demanda; y la demandada a sn vez, se revoque la 
sentencia, rechazándose la demanda. 

El hecho originario de la acción deducida en autos, es un 
accidente de tránsito acaecido en Calle Pedro Molina de esta 
Ciudad el día 11 de octubre de 1 !*:». a las 18+30 más o me- 
nos, y del que resultó víctima, con perdida de la vida el 
menor Juan David Lucero, a consecuencia de haber dado vio- 
lentamente contra un vehículo automotor, una "rural" de 
propiedad de la Aduana Nacional, manejada por el chófer a 
sueldo de la misma sosteniendo Ih actora que el accidente se 
produjo por culpa del conductor del vehículo, al circular con 
excesiva velocidad y sin la* debidas precauciones; y la de- 
mandada que ]o fué por imprudencia de ln víctima al pre- 
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tender atravesar la calle de improviso, en el momento en que 
pasaba la "rural", sin advertir su proximidad y sin prever 
. el peligro, estrellándose contra el vehículo a ln altura de Ja 
.inunda puerta del costado izquierdo, lo que le produjo he 
ridiLs que le ocasionaron la muerte, como quedó establecido en 
el su ma rio judicial instruido con tal motivo, eti el que se 
dictó sobreseimiento definitivo en favor del conductor, y por 
ende la inexistencia de culpa del mismo, resolución que tiene 
la f uenta de la cosa juzgada. 

Rechazada esta última defensa por el a quo y no balden 
ibda mantenido el Sr. Fiscal de Cámara eii esta instancia, 
resulta inoficioso entrar a considerarla nuevamente; pudien- 
do sin embargo aducirse, a mayor abundamiento, que tal de 
cisión se ajusta a la constante jurisprudencia sentada por el 
Tribunal sobre la materia 

La cuestión fundamental a resolver consiste, pues, en es- 
tablecer si el accidente se produjo por culpa del conductor 
del vehículo 6 por i ni prudencia del menor, o por ambas cansa*. 

Y bien; el á quo hace al respecto un detenido y juicioso 
esf udio de las probanzas allegadas a los autos llegando a la 
«inclusión, con toda prudencia y justedad, que el conductor 
de ta ''rural" obró con culpa al circular por una calle de 
la ciudad a una velocidad excesiva y sin aminorar ln mar- 
cha en la boca -cal le existente a pocos metros antes del lugar 
donde se produjo el accidenté, y sin lomar las debidas pre 
cauciones aconsejadas por la presencia de los niños que se 
encontraban jugando junto a la acera; y que a su vez el me- 
nor Lucero incurrió en imprevisión al intentar atravesar la 
calzada, sin advertir la proximidad del vehículo que corría 
por la misma calle. 

Estoy de acuerdo con el a quo en cuanto a la coiicu 
rreneia de culpas, remitiéndome a sus ajustados razonamien- 
tos y análisis de la prueba, para evitar inútilmente repeti- 
ciones; y sin que obste a tal declaración la circunstancia de 
que al contestar la demanda, el Sr. Procurador Fiscal no haya 
imputado culpa al menor Lucero, por cuanto para declarar 
la concurrencia de culpas en un accidente de tránsito no es 
óbice el hecho de que las parte* no h» hayan solicitado, según 
lo tiene establecido la jurisprudencia (J. A.. t!>47-l-642 1 
Sóln debo agregar, «pie la aetora no ha probado que el conduc- 
tor del vehículo de referencia hubiera tocado la bocina, ni al 
llegar al callejón Lcmos, ni al acercarse al lugar donde s< 
encontraban jugando los menores al borde de la acera, como 
era de elcmeiunl prudencia para llamarles ta atención, y que 
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de haberlo hecho, probablemente el menor Latero lo hubiera 
advertido y no hubiera intentado atravesar la calzada, Y tan 
ha debido sentirse responsable de la desgracia acaecida el 
dicho conductor, que según lo declara el testigo Vicente Calix- 
to (fs. 132/124). al acercarse al lugar deí accidente, presenció 
que una persona que estaba parada al lado de una bicicleta, 
increpaba al conductor de la "rural" como el causante del 
accidente, sin que el mismo se defendiera en forma alguna, 
lo que indudablemente no hubiera ocurrido, si él no se hubie- 
ra sentido culpable del hecho ocurrido. Este mismo testigo, 
dice que el vehículo no locó bocina. 

La circunstancia, hecha valer por el Sr. Fiscal de Cá- 
mara, de que la calle Pedro Molina carece de boca-calle en 
el costado sud y (pie se prolonga por más de un kilómetro, no 
excusaba ai conductor de la ''rural" tocar la bocina e« la 
intersección del Callejón Lemos y disminuir la velocidad al 
acercarse a la misma, como tampoco tomar las debidas pre- 
cauciones al ver ti los menores al borde de la acera, previendo 
cualquier imprudencia propia de los niños, para poder sal- 
varla a tiempo. 

La apreciación de la culpa, en cada caso, queda librada 
al criterio del Juez, según las circunstancias de las personas, 
del tiempo y del lugar, como lo enuncia en principio el art. 512 
de) Código* Civil y Lo explica ampliamente el codificador en 
la ñola respectiva; y en tal orden de idens. es de la mayor 
equidad y prudencia, declarar que hubo t-ulpa de parte del 
tonductor en mayor medida que la imprudencia del menor 
por cuanto él era una persona adulta, conducía un vehículo 
de suyo peligroso cuando está en movimiento, y vio a 
menores jugando al borde de la acera ; en tanto que ej menor, 
además de su natural imprevisión, estaba disimulo y desaper- 
cibido de la proximidad del vehículo cu marcha. 

Por ello estimo que debe fijarse la responsabilidad de la 
demandada en un 80 %. 

En cuanto al monto del perjuicio sufrido por la actora. h> 
aprecio en $ 8.000, teniendo en cuenta el criterio adoptado 
por el Tribunal en casos similares; por lo cual la suma que 
deberá abonar la demandada, alcanza a ¡? ti.400 nt/tt, y voto 
cu tal sentido. 

Los Dres. líodrigmv. Saá y Lasmartres, adhieren por sus 
fundamentos al voto precedente. 

Sobre la segunda cuestión, el Dr. Vera Vallcjo dijo: 

En atención a la naturaleza de la causa y resultado del 
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juicio, las costas mn a cargo de la demandada, como parte 
integrante de Ih indemnización, tanto las do la primera como 
las de la seprunda instancia, —y así voto — . 

Lor Drcs. Rodríguez Saá y Lasmartres. «dliieien al voto 
precedente. 

Por lo que resulta de la votación de (pie instruye el acuer- 
do ipie anteeedr, xc confirma en todas sus parte* la senten- 
cia apelada, modificándola en cuanto at monto de la indem- 
nización mandada n pagar, la que se eleva a la suma de 
$ (5.400 m/n.. con costas. — Jorge Vera Valle jo. — José Elias 
Rudríguei 8a>'i. — Jttlio II. ÍAtsmartres. 

FALLA) I1K LA CORTE SUPHKMA 

Buenos Aires, 11 de mayo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los nulos "Juan David Lucero Beyes w Ad- 
ministración de Renta* Nacionales s.J indemnización de 
daños y perjuicios", en los que se lia concedido a fs. 
2$I el recurso ordinario de apelación. 

Cotí si de rundo: 

Que es de conocimiento de esta Corte la presente 
causa, de «cuerdo con el art. 3* inc. ** t de la ley 4.055. 

Recurre el Pisco Nacional de la sentencia de la Kx- 
cma, Cámara Federal de Mendoza que condenó al Esta- 
do a pagar n la acto ni la suma de $ G.400,<M) ra}»., con 
costas, en concepto de indemnización por loa daños y 
perjuicios emergentes de la muerte del menor de seis 
¡iños, Juan David Lucero Reyes, acaecida en un acci- 
dente de tránsito en la ciudad de Mendoza el día 11 de 
octubre de 1939, a consecuencia de haber sido embestido 
por un vehículo automotor de propiedad de la Aduana 
Xaeimuil. nía nejado por el cliófcr a sueldo de la misma. 
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Se disiente en cuanto a ta responsabilidad del chó- 
fer en el accidente y. en todo caso, u la medida de su 
culpa. 

Que de las probanza!» de autos resulta incuestiona- 
ble, como lo advierte la Excma, Cámara Federal de 
Mendoza en el pro Mandamiento apelado, que si bien hu- 
bo en el hecho, concurrentemente, culpa del conductor 
del vehículo e imprudencia del menor que resultó vícti- 
ma, es prudente y justo no colocar en un mismo plano 
a los fines de la apreciación .le la responsabilidad y de 
hu consecuencia material, la natural imprevisión de un 
menor de seis años de edad, y la exigióle precaución y 
conciencia de sus actos de un conductor de vehículos, 
habilitado, con experiencia y obligado a conocer y evitar, 
en la medida de lo posible, los peligros inherentes al 
ejercicio de su oficio con relación a terceros. 

Que atento a lo que disponen los arta. 1112 y 1113 
del Código Civil y concordantes, no puede negarse In 
responsabilidad del Estado ya que el daño que causó 
su agente le es imputable, siquiera en parte, en estos 
autos. 

Que esta Corte ha mantenido el criterio de la 
responsabilidad del Estado en la materia, cu repetidos 
pronunciamientos: Fallos: 182, 5 y 210; 190, 457; lftt, 
269; 192, 207; 196, 101 y 211; 203, :10; 204. 428 ; 205, 
635 ; 206, 247; 208, 343. 

Que establecida la procedencia de la acción cor res- 
ponde fijar el quantum de la indemnización de los daños 
y perjuicios, en cuya materia en primera instancia, n 
fs. 219, se tuvo en cuenta el justo criterio de que la 
muerte de un hijo menor de edad importa la privación 
de un bien susceptible de apreciación económica, por 
cuanto representa la pérdida de gastos efectuados en su 
rrinnzn, y ln anulación de las legítimas esperanzas de 
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lo* padres ík> derivar de su bijo, llegado a lú mayoría 
de edad, ayudn o compensación ivinióinü*n por sus den- 
ve lew. 

Que si bien el pronunciamiento de primera instancia 
fijó el dnilo acgiiti el criterio enunciado en $ 7.000,00 
tttjn.f y íi tribuyó nt empleado del Kstado, que responaa- 
biliza a éste, el cincuenta por ciento dé la culpa, la Kx- 
crtta¡ Cámara Federal de Mendoza en el fallo recurrido 
rectificó este último extremo mediante un nuevo aná- 
lisis de ios hechos, y también el monto del perjuicio 
total, fundándose en el criterio reiteradamente aplicado 
por ene tribunal en casos análogos. 

Por todo elln kc confirma la sentencia apelada* con 
rostas. 

Lris R. Loso ni — Honor-ro O. 
\'Ar.BNXi?ELA — Tomas D. 
Casares — Felipe Santiguo 
Pérez — Atujo Pkssaoso, 



I.KPKSMA SHIAU STATES AND KKPININll í\y 

ADUANA: Imipcrtaaión, Lihrr de áertehón. GeMTaUdtídt». 

Las importaoíonis qué nozan de libcrnaón <> menor uX- 
recho cendicional, constituyen un régimen de cxcepeión 
dentro de la* nonüaa y prácticas udunneraN. earattert- 
ssado por 1$m pbifcagifrnes que se imponen a los lumefioía- 
rioH y eujro iin'iiinpliiiiientu «la lugar ti la cancelación de 
Ih t'rnuquh'iti y id cobro de los derechos pertinentes y 
de la» multas i«itiihti-f¡dns. 

ADtJASA: importación, Libre i/- lirmlm*. KfiabUcmientOA Qttfi ría- 

horan materia ¡irimtt nacional, 

VA urt, Nt ríe Iti ley ]2.:i45. sanciona dos transsrrcHione* 
de di venía naturaleisa: Una ('(insistente en estar las mer- 
raderÍHM "fuera del sitio » cornNWóii eñ que néturalmen- 
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fié debcrmu nn-ontrarse", y la otni i>n hallarse "en lugar, 
estado. iDndi«HÍn « utiliaación que implique una trans- 
Brmínn ul motivo de la franquicia". 
La empresa que introdujo libre de dettftbH maquinarias 
dest ¡nadas a establecimientos que elaboran materia prima 
de producción nacional, y las vendió sin conocimiento de 
1» Aduana y sin comunicar a los compradores la exención 
con que habían sido introducidas, incurre en transgresión 
al art. 3t¡ de la lev y es pasible de pena aunque 

el comprador baya aplieado bis máquinas ul motivo de ta 
Franquicia. 

ADIJASA: importación. Libre tic dernhm. Establecimiento* que 'la- 
boran materia prima nacional. 

Las maquinarias que se introdueeii y destinan a estable- 
cimientos industriales que elaboran materias primas de 
produce ion nacional —liberadas del pago de derechos adua- 
naos— catán Hujctas a la eomprobaeión periódica de la 
exactitud de su destino y a la prohibición de ser vendutas 
sin ln previa autorización de la Aduana. 



RePUUXIÓX 1>EI< A D M 1 N I ¡*T R A I JOB I>E LA ADUANA 

Buenos Aires, lebrero 13 de 1946, 

(Espte. V 1U0-L-1ÍH4. — Ledcsma Sugar States and Ii<'fin¡»g 
C¿ l^til. presenta estado demostrativo.) 

Vistos: 

El precedente informe de ta oficina de Sumarios. 
Y considerando: 

Que de la investigación realissada surge la infracción en 
que ha incurrido la firma Ledesma Sugar States and Ref.mng 
t'o Ltd al desprenderse de las maquinas introducta* libres 
de derechos, sin eonocimiento de la autoridad aduanera y las 
Haneionea legales a que se ha hecho acreedora, las que vanaran, 
necesariamente, en concordancia con el destino ulterior dado a 

la* mismas, . , , 

Que con respecto a los materiales introducidos por desjnv 
chos Ñas, 57.524/198S y 75.471/1036 -dos maquinas clasifi- 
cadoras de arroz— que aparecen vendidas u la firma La Arro- 
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cera del Norte S. A." corresponde Id aplicación de las sancio- 
nes establecidas por el art, 74 de la Ley do Aduana, aunque 
cabe a su respecto hacer uso de las facultades atermal o nas con- 
cedidas por el art. 1058 de la ley 810. 

Que la presentación de la compradora pone cu evidencia 
que "no tuvo conocimiento de que las máquinas aludidas bu> 
fifM'n sido introducidas al país con alguna franquicia de de- 
recho condicional" y "que el vendedor en ningún momento 
puso en su conocimiento que esas máquinas fueron introducidas 
libres de derechos o con derechos condicionales" y demuestra 
cuál será su proceder y cuál es. en consecuencia, ta situación 
futura del material para la Aduana. Si se las excluye, por el 
sólo hecho de la trasmisión, de cualquier control sobre su ulte- 
rior destino, es lógico también que se prive a ese material de 
Ja franquicia de que trozaba, máxime para quien, con pleno co- 
nocimiento de la legislación pertinente, vende ese material sin 
ninguna advertencia que permita a la compradora ponerse en 
situación idéntica o similar para el cumplimiento de las obli- 
gaciones que pesaban sobre la primera. Sólo el destino dado y 
que resulta del informe de fs. 38. el legal, permite una ate- 
nuación de ta sanción a imponerse a la vendedora. 

Que la máquina para filtrar azúcar introducida por des- 
pacho V 35.839/1936, fué vendida a los Srea. Juan B. Pezza 
Ltda.. que no se encuentran inscriptos en ningún carácter ante 
esta Repartición. No ea, como lo afirma la importadora, un 
simple intermediario, sino el verdadero comprador, informe de 
fs. 31/32, ya que en aquella función actúa el Sr. Ing* Eduar- 
do A. Tate. Aparece, posteriormente, vendida a Refinería de 
Maíz s. R, L. quien la utiliza en el filtrado de almidón pro- 
ducido por el tratamiento del maíz de producción nacional 
Los mismos argumentos condenatorios y atenúa torios expues- 
tos precedentemente son de aplicación a esta venta y posesión. 

Que los dos re< alentadores especiales introducidos por la 
denunciada, y adquiridos por la Fábrica Argentina de Alpar- 
gatas, no están aún colocados en el establecimiento. En el in- 
forme de fs. 33 vta. 34 se hace notar que por expte. N* 315-C- 
1038, se impuso a la misma una multa y se exigió el pago de 
los derechos de las máquinas importadas en razón de que las 
mismas elaboraban materia prima extranjera. En igual situa- 
ción se encuentran las máquinas en estudio, por lo que no pue- 
den alcanzarlas los beneficios de la atenuación autorizada por 
art. 1056 de la ley citada. 

Por ello y de conformidad con lo dispuesto por las disjw- 
sic iones legales antedichas. 
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Se resuelve: 



D Imponer a la firma Lcdesiua Sugar States and Re 
fmine Co Ltd. «na multa igual al 20 % (veinte por ciento) 
deT ?alor de las máquinas introducidas por despachos 
Nos. 57.524/1935 y 75.471/1936, «¡n perjuicio del pago de os 
derechos dispensados a las mismas y a re^um «le los seUos 
causados, multa adjudicable por partes iguales entre el Pisco 
y el Sr, Roberto Casanova, art. 1030 de la ley 810, 
y vf Imponer a la misma firma una multa igual al 20 % 
(veinte por ciento) del valor de la maquina ^troducida i p«i 
despacho N* 35.839/1936. sin perjuicio del pago de los dere- 
chos dispensados a la misma, multa adjudicable por artes 
¡píales entre el Fisco y el Sr. Roberto Casanova. art. 10-10 de 

,B %) 10 'i mpon er a la misma firma denunciada una multa 
igual al valor de un calentador marca ' ' Maschinenfabrik Impe- 
rial G.M.B.H. Meissensa" 1936 y un calentador de igual marca 
N* 1938, sin perjuicio del pago de los derechos dispensados 
a los mismos, multa adjudicable por J partes iguales entre el 
Pisco y el Sr! Enrique J. Gril. art. 1030 .le la ley 810. _ Al- 
berto Mvrffuiondo. 

Sentencia del .Icez Federal 

Buenos Aires, octubre 20 de 1949. 

Vistos y considerando : 

Que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha decla- 
rado que la sola omisión de la correspondiente autoniacion 
parí efectuar la transferencia de lo importado con iteración 
de derechos, no es suficiente para imponer I» « d *»P£ 
dor podía disfrutar de la misma franquicia aduanera ( p»tt^ 
operaciones de transferencia, aunque no hubieran sido ^ descu- 
biertas, nunca podían MM^Mf n0 ^ sm,n » ir U 
r^nta aduanera (Palios: 135, 197; 152, 51). 

Que esta jurisprudencia mantenida hasta el presente es 
en todo aplicable al caso que motivó la multa de la cual se 
recurre, pues tanto las máquinas como ^J****?*?™ rñZn 
lados con liberación de derechos en ratón desu de^o fueron 
vendidos por la recurrente a las firmas Fábrica Aijentma de 
AlpargataVs. A.. Arrocera del Norte S. A. y la Refinería de 
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Maíz Soc. de Resp. Ltda., respectivamente, —según asi resulta 
de las constancias agregadas a fs. 19, 33 vta., 34, 35¡ 36, .'í7 
y 38 — y de esas firmas compradoras do» estaban ¡nseriptas en 
- la Aduana como importadoras, y las tres elaboraban pon dichas 
máquinas materia prima de producción nacional (f*. 70. 79 



Que, por otra parte, debe tenerse en euenta para absolver 
a la recurrente que todas la» ventas que realizó del material 
importado con liberación de derechos, se hallaban registradas 
en sus libros rubricados (fs. 12), todo lo cuol prueba que el 
único hecho que se 1c puede imputar es el ¡10 haber solicitado 
ta autorización proscripta por el art. 16 del decreto reglamen- 
tario de la Ley de Aduana, omisión que por sí sola, y atenta 
la .jurisprudencia citada, no constituye la infracción al art. 74 
d*> dicha ley por la que fué condenada administrativamente. 

Por ello, revócase la resolución administrativa de fs. 41 
vta.. y se absuelve de eulpa y cargo a la firma Ledesma Sugar 
States and Uefining ¡0p. Ltd.. de ta infracción que se le impu- 
ta. -- Miguel V ignota. 



Considerando: 

Qup la senteneta rei-urrida. basándose en ta jurispruden- 
cia de la Corle Suprema (Fallos: 135. 197; 152, 51), que tiene 
decorado que la sola omisión de la autorización aduanera para 
la transferencia de las máquinas importadas con liberación de 
derechos, no es suficiente para imponer pena, si el comprador 
se halla habilitado para gozar de la misma franquicia aduane- 
ra, absolvió de culpa y cargo a la firma sumariada. 

Trátase de la exención que consagran los arts. 4* de la ley 
11,281. 3' de ta 11.588, y 33 de la ley 12.345. 

Las tres firmas compradoras de las máquinas enajenadas 
por la recurrente, según las pruebas aportadas a los autos, se 
encuentran inscriptas en la Aduana como importadoras y sólo 
elaboran materia prima de producción nacional. Es, pues, exac- 
to el argumento que linee valer Ja sentencia apelada, dando por 
sentado de que en ningún caso — aun no mediando denuncia — 
pudo sufrir disminución la renta aduanera. 



y 80). 



Sentencia de la CAmara Federa i. 



Buenos Aires, diciembre 2:j de 1949. 
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En cnanto al fallo de la Cort*- Suprema, registrado en el 
t. 187, p. 506, que cita, como postenor, el Sr. Fiscal de Cáma- 
ra f>n mu expresión de agravios, no contempla una situación 
similar a la que se resuelve en el sub-judice. ya que se tra- 
taba de la transferencia de hitado de seda introducido al país 
como materia prima con franquicia aduanera y sujeta a com* 
probación de destino. 

Kn su mérito y por los fundamentos de la sentencia ape- 
lada, se la confirma en cuanto absuelve de culpa y cargo a la 
firma Lcdcsma Sugar States and Refining Co. Ltd., de la 
infracción que se le imputa. — Romeo Femando Camera. — 
Maximiliano Comoli. — Abelardo Jorge Montiel. , 

FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de mayo. Año del Libertador General 
San Martín, 1950, 

Vistos los autos "Lcdesnia Sugar Estates And Ke- 
fining G v — Aduana 199 — L — varios — 1944", en loe 
que se ha concedido a fs. 124 el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que las importaciones que gozan de liberación o 
menor derecho condicional, constituyen un régimen de 
excepción dentro de las normas y prácticas aduaneras, 
caracterizado por las obligaciones que se imponen a los 
beneficiarios y cuyo incumplimiento da lugar t no sólo 
a la cancelación de la franquicia, con su consecnencia 
inmediata, el pago de los derechos pertinentes, sino tam- 
bién a las multas establecidas (arts. 4, ley 11.281 ; 3, ley 
11.588 y 33, ley 12.345). 

Que dentro de ese régimen ludíanse las maquina- 
rias que se introducen y destinan a establecimientos in- 
dustriales que elaboran materias primas de producción 
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nacional y que, por ello, están sujetas, por una parte, a 
la comprobación periódica de la exactitud de su destinó, 
de acuerdo con los arts. 15 y 16 del decreto de enero 
líi de 1935, reglamentario de la ley 11.281, y por otra, 
á la prohibición de ser vendidas sin la previa autoriza- 
ción de la Aduana, según lo preceptúa el nrt. 13 de ese 
mismo decreto (16 de la reglamentación actualizada). 

Que con ello, no sólo se persigue evitar un perjuicio 
a la renta, sino también asegurar la verdad del destino 
único que, conforme a Ja ley, ha de darse a esa maqui- 
naria, como así se expresa en los considerandos del de- 
creto de 31) de enero de 1337, el que fijando el alcance 
de las inspecciones comprobatorias de aquel exclusivo 
aprovechamiento, ha dicho que; "... no basta que las 
máquinas hayan sido vistas en el establecimiento para 
dar por terminada la jurisdicción fiscal sobre esos efec- 
tos. Ella subsiste, lógica y legalmente, para evitar que, 
dándose después un destino distinto del que motivara la 
franquicia, se burle la ley y se menoscabe la renta". 

Que la empresa "Lcdesma Sugar Estate» and Re- 
fining Company Limited S. A." ha violado ese- régimen 
legal a que estaban sometidas las maquinarias, para 
cuya introducción se la eximió del pago de los derechos 
pertinentes, en razón de su naturaleza y de su destino, 
pues no sólo las vendió sin conocimiento de la Aduana, 
faltando a la obligación impuesta por el art. 13 del de- 
creto reglamentario de la ley 11.281, sino que con motivo 
de esa venta clandestina hecha sin comunicar a los com- 
pradores la exención con que habían sido introducidas 
y la consiguiente obligación de mantenerlas en el des- 
tino que motivara la franquicia, ha perturbado la pe- 
riódica comprobación del misino, impuesta por el art. 
lñ del decreto citado y decreto del 30 de enero de 1937. 

Que .si bien se afirma que los terceros adquireutes 
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utilizan las máquinas aplicándolas al -motivo de la 
franquicia" acordada al recurrente (art. 36 de la ley 
19 345) —pues, según la sentencia recurrida, esta pro- 
bado que todas las maquinarias búllanse destinadas a 
la elaboración de materia prima de producción nacional 
(art. 33 de la misma), cuestión de lieclio ajena al recurso 
extraordinario-, la decisión de la Aduana tiene tunda 
mentó legal, va que el art. 3b\ no sólo sanciona el hecho 
de que las mercaderías eximidas se hallen en 'Mugar, 
estado, condición o utilización que implique una trans- 
gresión al motivo de la franquicia", sino también el de 
que se ubicaren "fuera del sitio o condición en que na- 
turalmente deberían encontrarse". 

Ahí resulta del examen de las dos partes del pre- 
cepto transcripto, que no se refieren a una misma forma 
de transgresión, expresadas de dos modos distintos, 
sino a dos transgresiones de diversa naturaleza, como 
lo revelan sus respectivos enunciados y la conjunción 
disvuntiva que los separa. En efecto, la» máquinas, ma- 
teriales o mercaderías a que se refiere el artículo " , . .no 
podrán hallarse fuera del sitio o condición en que natu- 
ralmente deberían encontrarse...", y añade ' '...«t 
en lugar, estado, condición o utilización, etc.' . Se pro- 
hibe, pues, no sólo desviar a estas máquinas del destino 
que motiva la franquicia, sino también del sitio o con- 
dición en que naturalmente delten encontrarse. Y esa 
ubicación o condición natural es la que esta dispues a 
por las normas reglamentarias respectivas, con el objeto 
de asegurar eficazmente que sean mantenidas en el des- 
tino pertinente. En este caso, el sitio o condicionen que 
naturalmente debían hallarse, era el que se había co- 
municado a la autoridad, cuando se obtuvo la exención, 
es decir, el que importaba la obligación de la recurrente 
de instalarlas en sus plantas de elaboración azucarera 
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y dedicarlas :il eor respondiente procedo industrial, todo 
lo cual fué violado, como se deja establecido. 

Que ta jurisprudencia de esta Corte, citada en las 
sciiteneias de fs. lll* y 121, no es de aplicación en este 
raso, pijes si bien so refiere a ana exención análoga, 
tratábase de una nonna legal completamente disíi-ita, 
cual es el árt. 8 de la lev r>315. 

l'or tanto, se revoea la seuteaeia apelada en lo que 
ha sido materia del recurso, debiendo volver los autos al 
juez de la causa fuña que se pronuncie sobre la resolu- 
ción de la Aduana, objeto del recurso eoneedido a fs. 
124, con sujeción la interpretación que del art. 3(i de 
la ley 12.345 se hace en esta sentencia y monto de las 
sanciones que hubieran de corresponder en su caso. 

I.ris ft. Loxom — Rodolfo tí. 
VAi.E.vzrKLA — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 

PÉHEZ — ATILIO PESSAGNO, 



s. A. BODEGAS Y VIÑEDOS 1H'FlUNO Ltda. 

IMPUESTOS IX TERSOS: Vitm». 

Si los dos análisis correspondientes u ana misma muestra 
tle vino dividido en dos envases, extraída en 1a estación 
de destino, no currcspuiulen al análisis de origen, y según 
el informe de la Oficina Química hay tales di IV rene i as en- 
tre las dos primeros análisis que no pueden considerarse 
relativos a un mismo vino, y si la firma imputada es ajena 
al error o confusión producidos pues las muestras se ha- 
llaban en poder de las dependencias oficiales desde que se 
las extrajo, no procede imponerle sanción. 
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SENTENCIA PEI. JüEfc Federal 

San .luán, 26 fie julio de 1949. 

Y' vistos: Estos autos caratulados "S. A. Bodegas y Vino- 
dos Rufrano Ltda. Recurso contención-administrativo'', y 

Considerando í 

Consta a fs. 28 del expediente adm ¡ilustrativo agregado n 
este recurso que el día 8 de agosto de 1945, empleados de la 
Administración de Impuestos Interno» de la Nación procedie- 
ron en 1a Estación Cruz del Eje (Córdoba) a la extracción 
de muestras de control, de una partida de 5.537 litros de 
vino tinto contenidos en 25 bordelcsas consignadas a Pedru 
Roldan y remitidos desde esta por la 8. A. Bodegas y Viñedos 
Rufrano Ltda. 

Practicando el análisis de las muestras extraídas por la 
Oficina Química Nacional, el producto resultó no corresponder 
al análisis S. J. 221.009 dado como de origen, siendo inapto 
para el consumo (art. 12. ine. e) de la lev 12.372 (cerifica- 
dos cb 22.392/93 ) . 

En base a estos antecedentes la Dirección General Impo- 
sitiva declara en fraude el producto — art. 27 T. O. — y aplica 
a la bodega remitente una multa de $ 8.620.30 equivalente al 
decuplo de la diferencia del impuesto entre vino genuino y 
hebida artificial. 

Apelada la resolución administrativa." al expresar agravios 
la ai-tora sostiene que el producto cuestionado es un vino ge- 
nuino y que no puede haber sido prueba suficiente para aplicar 
la multa impuesta los análisis 22.392 y B 384.624, rectificación 
del anterior, ya que entre ambos existen diferencias fundamen- 
tales no obstante que han sido efectuados sobre un mismo vino, 
o sea, sobre ta misma muestra dividida cu tres ejemplares. Como 
prueba solicita que se libre oficio a la üficina Química Na- 
cional para que informe : 1* Si los análisis n* 22.392 y su recti- 
ficación 384.624 por su composición denuncian a un mism»» 
vino o se refieren a dos tipos distintos. 2* SÍ el producto ana- 
lizado por certificado B 384.624 puede provenir de la elabora- 
ción de tus uvas que se del alian en los partes de cosechas qui- 
se acompañan. 

La Oficina Química Nacional, al contestar el informe al 
primer punto manifiesta que el producto identificado por el 
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análisis H. .'í*4.624 un es el mismo que le corresponde al 
«•b 22.392. por lo que 9a interpretación analítica se ve seriamen- 
te comprometida ya (pie mohos análisis corresponden a una 
misma muestra dividida en ilw envases, lo <pie demostraría que 
lia existido una confusión de parte de la Oficiua Química Na- 
cional o un error al practicar !••** análisis lo que hace perder 
tuda base lepal para sancionar la multa impuesta por la Ad- 
miniat ración. 

Por otra parte la misma Oficina Química Nacional admite 
la posibilidad que el produeto analizado bajo el n 384.624, 
acaptanddi los antecedentes aportados puede clasificarse como 
"vino genuilió inapto para el consumo". 

Atente a lo informado por la Oficiua Química Nacional 
enr responde aceptar que el vino cuestionado es un * * vino ge- 
nuino inapto para el consumo", nmdif ¡cando en tal sentido la 
clasificación de ' bebida artificiar' asipnada por la Adminis- 
tración. 

(¿ue nti obstante ello, corresponde aplicar a la firma ape- 
lante las sanciones previstas por el art. 32 Título Vil de la 
R, (í por haberse aplicado al envase una boleta correspondiente 
a otro vino genuino. 

Por ello y teniendo presente la importancia de la infrac- 
ción resuelvo: hacer lu#ar it \ recurso interpuesto dejando sin 
efecto la multa de echo mil .«ixcirntos rrt'ntr pt'sos treinta cen- 
favos moneda nacional aplicada a da S. A. Rufrano Ltda. — 
Carlos Alheño Cuello. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Mendoza, febrero 2f\ Año del Libertador General San Mar- 
tín. 1950. 

Vistos • 

Los autos caratulados "S. A. Bodegas y Viñedo» Rufrano 
Ltda. Recurso contencioso administrativo", venidos del Juga- 
do Federal de Sitn -Tuan en virtud del recurso de apelación 
interpuesto a fy. 93 vta., respecto de la sentencia de fs. 92/93. 

Por sus fundamentos, y de acuerdo a lo resuelto por este 
Tribunal en la causa 9071-M-35I, "Muro Bustelo y fía,, por 
recurso contencioso administrativo'' — Exp. n* 645/46 — . se 
eoti firma la sen Inicia «pelad», — José Klias Rodríguez Haá. - - 
Octavio (¡il. — Arturo II, Rui~ Vitlanuca. 
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Buenos Aires, 11 do mayo, Año del Limitador General 
San Martín, 1950. 

Víbíos los autos: "S. A. Bodegas y Viñedos Rufrano 
Ltda. Recurso contencioso administrativo*', en los que 
f*e ha concedido a fs. 117 el recurso ordinario de ape- 
lación. 

Considerando i 

Que tanto el análisis 022.392 como el 384.625, corres- 
pondientes ambos a una misma muestra dividida en dos 
envases, extraída cu la estación de destino (Cruz del 
Eje, Córdoba), no corresponden al análisis de origen, 
221.009, por lo cual se sostiene en la resolución de fs. 53 
«pie el vino en cuestión no lia sido debidamente identi- 
ficado. 

Que según el informe de la Oficina Química Nacio- 
nal de San Juan corriente a f s. 81 entre los dos primeros 
análisis hay tales diferencias que no pueden conside- 
rarse relativos a un mismo vino. 

Que cualquiera sea la causa del error o confusión 
producidos es patente que la f irma a la que se imputa 
la transgresión es ajena a ellos, pues las muestras ana- 
lizadas bailábanse en poder de las dependencias oficiales 
desde que se las extrajo. 

Que siendo así, se carece de fundamento cierto para 
imponer sanción pues la discrepancia indicada prueba 
que por lo menos uno de los dos análisis está equivocado 
o lia sido hecho con una muestra que no era la que co- 
rrespondía. Y este error o confusión, que no es posible 
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determinar a ciencia cierta a cual de Ioh dos análisis *e 
refiere, obliga a admitir ln posibilidad de que en Ux 
dos se liiiyii incurrido en una falla análoga. 

Por tanto y sus propios fundamentos, ae confirma 
la sentencia n pelada de fs. 113. 

Luis R. LoNoni — Tomás 1). 
Carakks — Felipe Santiaoo 

PÉREZ AtII.IC» PeRSAONO. 



M A RCELO M. SAN JUAN K HIJOS 

AMIAS A: Importación, Ku nmrrai. 

No habiéndose formulado el aviso que autoriza el art. W»ft 
de ta» O. O, de A, A. corresponde considerar que hasta las 
48 horas posteriores a la nitrada del buque no tenía el 
interesado reparo alguno que señalar respecto a la esm 
t curia de lot tejidos do seda en el cajón consignado a su 
nombre, La inexistencia de dicha mercadería, acreditada 
por el Vista después de cumplido regularmente el procedi- 
miento aduanero establecido, al comprobar que el t-ajón ae 
hallaba varia, encuadra en c! concepto de "diferencia in- 
ferior o menor" prevista en el art. I'Ji» de las mismas Or- 
denanzas y autoriza la exigencia ciel pago de Ion derechos 
de aduana con arreglo a lo manifestado. 

Kesoutión ni: i.a Dirección ok Í'onta ochía i>k la Aovan a 

Señor Adnituivt» -ador : 

De conformidad con lo Cfljtableetdb por el art. 12!> de las 
OO. de Aduana a juicio dé esta Toutaduría corresponde afo- 
rar, liquidar y cancelar el despacho de que se trata, no hnciéu- 
dosi> lugar a lo solicitado por improcedente. — (Viiitiiduría, ju- 
nio Ni de VM1. Carlos if. Ortet/a. 
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REKOLtfCtÚN PEI. Al>HINISTIIAl*>ll DK LA A DUINA 

.1 unió 23 <J« !1>47, 

Téngase por resolución lo establecido preceden te.mmtc pm- 
la Dirección de Contaduría. - - Orlando WfWim 

Sentencia del .He/. Fedeual 

Buenos Aires, junio tí dfl Í949. 

Vistos y Considerando i 

Que la firma Marcelo U. Sin Juan S Hijos, $«nm# 
«M deapncho directo n' 4*0 del año liMB, «iiTespondient^» 
la canra del vapor - Atlantic Sea" paquete a" 14.273. »n ea|6n 
marca "O v Cía " «' 6.422. e ignorando contenido. 

Que e\ cajón (le referencia fué recibido, en el deposito 
fweal, en malas condicione* y completamente vacio <f*. 2 y 
111 Dicha círeunataucia, constituye una prueba de haber sido 
substraído su contenido, ya sea en el buque transportador o 
antes de ser cargado en el puerto de ongea. m¡¡a&ñ 

Que igaOTándoae dónde y cuándo ocurrió e** sustracción 
v no resultando .le autos prueba alguna de que a mereaderia 
VsKante baya sido intn«1ueidft al país en forma l™f" iaT >^ 
mita una sanción *¡n fundamento le«al el pretender eobrai 
derechos aduaneros por la misma, pues no se ha probado la 
..¡tistencia de un hecho fraudulento que pudo ocasionar pcrjmc o 
ni Fisco Nacional, como así lo ha resuelto m¡w^"^ te J* 
( amara Federal de Apelación, entre otrwn Marcelo M Sait 
}„Tc Hijos, solicitud n' M.947-8-19fl^ 9#&M* * 
15 de mayo de 1048. . .. i A # a n 

l'or ello se revoca la lesolucmii adm ilustrativa de Is. 
v «e absuelve de culpa y cargo a la finí». Marcelo M. San Juan 

SENTENCIA DE LA t'ÁMAItl PEOERAL 

Buenos Aires, noviembre 25 de l!>4íi. 

Considerando: 

One t i CSB0 de autos es similar al resuelto por el Tribunal 
en esta adama folia, -u los autos: "Solar/ .la. me. «ilicitud 
5 i: i 37 U-!»4(i. recurso de hecho. S. 4919". por cuyo mnh- 
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vd y en razón de tas consideraciones «11: fottnul&das, se revoca 
ta sentencia de fs. 38 y vta., que absuelve de culpa y careo a 
tíi firma M.'irrelo Ai. Kan Juan h Hijos y se confirma la resolu- 
ción administrativa de fs. 5, que. manda aforar, liquidar y can- 
celar el despacho n* 430 del año 1!MG, correspondiente- a la 
carda del vapor "Atlantic Sea", paquete n* 14.273, un cajón 
marta O. y Cía. n" (¡422. Las coatas por su orden. — ftatiim 
Fernando i'ámrra, — MqximiHano ÜonSúH. - Ahr fardo Jorge 

FALLO II K LA CORTE .SUPREMA . 

Buenos Aires, II de mayo, Aíio del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos: 14 San .Juan e hijos, Maréelo M. 
Aduana 80. 458-S-ÍÍ47— r.jhecho", en los que a fs. 64 
esta Corte Suprema lia declarado procedente- o| recur- 
ro extraordinario. 

( 'onsiderando : 

Que el recurrente solicitó el despacho directo de 
un cajón consignado u sn nombre, descargado el 10 de 
enero de 1ÍJ47 (fs, 2), y declaró el 18 del mismo mes que 
contenía wti Kgrs. 510 gis. de tejido de seda artificial 
(fs. 1 vía.), y el 12 de lebrero so presentó nuevamente 
expresando ojíie se había comprobado que el referido 
cajón se hallaba varío, razón por la cual pedio ser exi- 
mido dd pniío de los derechos aduaneros correspon- 
dientes a la mercadería fallante. Denegada la petición 
por la Aduana que dispuso, en cambio, el aforo, liqui- 
dación y pago del aludido despacho, el inte resudo re- 
currió ante el Juez Federal obteniendo sentencia favo- 
rable, la <pie o su vez fué revocada por la Cámara res- 
pectiva, confirmando así la decisión administrativa. 
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Contra ese pronunciamiento se interpuso el recurso ex- 
traordinario concedido a fs. 64. 

Que la sentencia de la Cámara Federal invoca como 
fundamento de su decisión los que informan su pro- 
nunciamiento de la misma fecha, en autos "Solarz Jai- 
me —132, 37(¡— s/46, Recurso de becbo-S-4919", y el 
que fuera confirmado por esta Corte Suprema, en la 
focha. 

Que si bien en ambos casos, falta la mercadería 
destinada a su importación, ías circunstancias particu- 
lares que se dejan consignadas precedentemente, difie- 
ren de las que concurren en el juicio que se cita, pues, 
en este ultimo, los bultos que debían contener la mer- 
cadería denunciada en el manifiesto general de la carga 
y en los conocimientos, no aparecieron al terminar el 
buque su operación total de alije, en tanto en el pre- 
sente, el cajón debidamente individualizado fué bajado 
a tierra y trasladado al almacén de verificaciones, don- 
de el Vista, comprobó la inexistencia de los tejidos que 
debía contener. 

Que en estas condiciones, el precepto legal aplica- 
ble es el del art 120 de las Ordenanzas de Aduana, in- 
vocado por la Aduana a fs. 4 vta. y 5, y no las dispo- 
siciones que deciden el caso de "Solarz Jaime'» ya 
mencionado. 

En efecto, no habiendo el recurrente formulado el 
aviso que autoriza el art. 808 de las 00. de AA., corres- 
ponde considerar que, basta las 48 horas posteriores a 
la entrada del buque, no tenía aquél reparo alguno que 
señalar con respecto a la existencia do los tejidos de 
seda en el interior del cajón, consignado a su nombre. 

Luego, descargado ese bulto o introducido en los 
almacenes de la Aduana a los finos de verificar su con- 
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tenido, se presenta el pedido de despacho directo de la 
consignación, de acuerdo con lo preceptuado por los 
arfa, 102 a 1(ts de las Ordenanzas de Aduana; se for- 
mula más tarde, la expresa declaración relativa a la 
clase y cantidad de la mcrcadei ia traída (art. 43» ley 
11.2H1 y fs, 1 vta.) y se tramita esa gestión, en un todo 
de acuerdo a las normas legales y reglamentarias que 
rigen la secuela regulai del procedimiento aduanen», 
en casos como e! de autos; acreditándose» así» plena- 
mente, (pie ese manifiesto X' 430/947 fué debidamente 
sustanciado, alcanzando la etapa de la verificación por 
el Vista, con el resultado previsto en el art. 129 de aque- 
llas ordena meas, aja© así aparece de estricta obser- 
vancia. 

La inexistencia de la mercadería, que se declarara 
oportunamente como contenido del cajón de referencia 
y acreditada por el Vista, encuadra en el concepto de 
"diferencia inferior o menor", a que alude el mencio- 
nado art. 129, que se apoya en el resultado nutural que 
a-roje Ja confrontación de los enunciados de la decla- 
ración previa —inalterable por no haber sido rectifica- 
da en tiempo y que es así, el eje fundamental de las 
operaciones del despacho al que, por tanto, rige—, con 
la realidad comprobada, cualquiera sea su medida o 
proporción, para imponer en consecuencia, el pago de 
los derecbos de aduana con arreglo a lo manifestado, 
en casos de la naturaleza del que se examina. 

Fian luiente cuU* advertir que aquella falta de mer- 
cadería, no denunciada formalmente, en ninguno de los 
plazos y términos autorizados para ello por la ley (art, 
934 (X). AA.), y cuya verdadera causa no se menciona 
ni ofrece probar, es evento del que no calw impu tai- 
responsabilidad alguna a la Aduana, conforme lo seña- 
la el art. 194, ni puede oponerse al Fisco para eludir el 
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pago <té los derechos correspondientes a una mercade- 
ría que aparece transportada por el buque y descarga- 
ba ■ y ello tanto por los fundamentos expuestos cuanto 
porque, además, "después de pedido el manifiesto de 
despacho directo, no puede dejarse sin efecto el todo 
o parte de él, si no es para retornarse o trasbordarse 
adentras las inerrancias estén a bordo", según ] dis- 
pone e] mí W$t exeepeión esta última absolutamente 
extraña al eflso que se juzga. 

LN>i estos fundamento* y eou la salwdnd apunta- 
da, se confirma la sentene : n de fs. 49, en lo que lia sido 
materia del recurso extraordinario. 

Lns R. Losom — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 

PÉREZ — AT1LI0 PüSSAONO. 



JAIME SOÍ AKZ v, API ANA 

AVUASA: Operaciones vtt r « 

I a reeeivión de la mercadería en el puerto de embarque, 
pí '"í;;, encargado de» treparte, ¡a m Jrijdd. 
-ste v U existeneia de los efectos a bordo de la embarca- 
,¡nn'e» el momento de su arribo al puerto d* destino son 
hechos que se documenta» legalmente, mediante el otorga- 
5 de los conocimientos por el agénte ^ns^rtador 
Ih visación consular y el manifiesto general de la arga 
presentado a las autoridades aduaneras ,lel puerto de desti- 
ne a la Hepada del buque. 

1 * «te^naricióu <le esa mercadería debe ser denunciada 
Ü rieSEÍ «Vernalizar la entrada del buque o en e 
SfS para la enmienda del manifiesto y p or e 
oXiiatario en el plazo de las 48 horas siguientes a aquel 
acto "í *«vo defecto la Aduana cobrará « estos ultimo. 
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los derechos correspondientes a la mercadería que, eipn*- 
sada en los conocimientos v en el manifiesto general, apá- 
rese* consignada a sus ordenes. 



Sentencia del Juez Federal 

Rueños Aires, julio 7 de 19-R 

Vistos y Considerando: 

Que en el manifiesto general del vapor americano i- Asto- 
ría". paquete n* 10.053, entrado al puerto de esta Capital el 
día 1"j de septiembre de 1946, se documentó por despacho di- 
recto ti* fiH.ns del año 1946, lo siguiente': " J, S." n* 1/5 — ciu- 
eo cajas iguales, en total cincuenta kilos cortinas material plás- 
tico, exclusivamente para baño (fs. 5/7). 

Que habiendo faltado a la descarga las cinco cajas de refe- 
rí ■))<■ ,. las cuales fueron rebajadas del manifiesto general 
por el agente del vapor "Astoria" (solicitud n* 128.892-8-1946, 
corriente a fs. 17), el recurrente recabó del Administrador de 
la Aduana de la Capital, por solicitud n* 132. 376- S- 1946 (fe. 
1), se le eximiera del pago de los derechos correspondientes 
por no haber sido la mercadería introducida ni país, pedido 
que le fué denegado n fs. 2 vta. 

Que de las constancias de autos no resulta que dicha mer- 
cadería haya sido introducida al país, ignorándose dónde y 
cómo ocntrifi mi falta; y. en tal circunstancia, la pretensión de 
cobrar derechos aduaneros por Ja misma, importa una sanción 
sin fundamento, pues no se lia probado la existencia de un 
hecho dolaso que haya cansado perjuicio al Fisco, como así 
lo lia resuelto reiteradamente la Cámara Federal de Apelación, 
entre otros casos, en el que dió lugar al espediente "San Juan 
e Hijo, Marcelo M., Aduana, solicitud n* 83.942-S4946", ijtó 
corre agregado por cuerda separada. 

Por ello, se revoca la resolución administrativa de fs, 2 vta. 
y se absuelve de culpa y cargo a la firma Jaime Solarz. Costas 
por su orden atenta la* naturaleza de la cuestión debatida. - - 
Osear D. Palma fícllrán. 



DE JUSTICIA Dti LA NACIAS 



661 



Sentencia oe la Cámara Federal 

Buenos Airea, noviembre 2r> de 1949. 

Omsiderando : 

Que por vapor norteamericano " Astoria*' mirado al ^ 
to d i Capital, el 15 de septiembre de 1946, se documenta 
n^s^l» 68.118, una partida de cinco cajas eon un 
E .le kilos de cortinas de material plástico para 

^Habiendo faltado de la descarpa las 5 cajas de ^fcron,ia 
ra adora se presentó pidiendo se le eximiera del pago de os 
déS» mimkiátm. Sobre dicho pedido recayó resol,,- 
eWSe^Sl y » «curso de »f^^f£ 

lálntól federal, invocando al respecto la doctrina de la 
jurisprudenm, su,hM,tada, por esta Cámara, en numerosos ca- 

S ° S Bu Realidad, en fecha reciente, el Tribunal, ha teñid-. 
oporniUad d'¡ abordar el .estudio de la cuestión que vari* 
a plantearse en el sifl» júdtce. 

De nrimera intención, parecería obvio que si la m 
dería noZ s Ío i ñt roí «cid a a pUu», el importador no pueda 
ser blijrado a abonar derechos aduaneros por tal coueep to. 

Sin* embargo, estando el caso 
aduanera, es preciso ceñirse al ngonsmo formal de la misma 
yS pWÍte. que a Ion finca de 

derechos privan las constancias remiradas en el inanifio.tn 
v en los conocimientos presentados a la Aduana 

Con tal motivo, el tribunal tiene resuelto de que no co- 
rresponde e pas» de derechos de importación cuando se trata 
Jl^cadcría que ka sido substituida antes de ser ^barcada, 
v anarei emente, ha sido transportada en condiciones norrna- 
fea'^^Sl haher sido violentados los envases o cajones 

^1? diario, el reclamo es « ^ 

a mercadería faltantc; pues, en tal caso, incumbe al impor 
tXmm de' acreditar en qué «^MM» » 
düjo la pmm sustracción o retiro de la 

De aceptarse la teoría simplista de que no ¡4g*g£ft£ 
mereaderia'Unya importación ha ^ «^Jj^ Te- 
tada y documentada- no pa B a derechos de Apiana se «ra 
Srfa col todo el raimen aduanero que. dentro de la lapnla 



662 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



eión impositiva vigente en el país, représenla el punto más 
álgido en materia de nrdemmiicjito tributario, objetivo y for- 
mal. 

IV nada valdrían el manifiesto general y los conocimientos. 
En tal supuesto, los derechos de importación quedarían trclu- 
sivamenté librados al cuidado del <t importador de la merca- 
dería 1/ ti la merced de ta» más hetertujénem y contradictorias 
i'ontiiujtneias sobn finientes desde el puerto de embarque has- 
ta la lie riada de hs artículos que, según documentación legal 
en padtr da las autoridades aíluancras. dehfan considerarse 
COfHú importados al ¡yaís. 

De validarse la tesis de la recurrente, pasando de los .con- 
ceptos estrictamente impositivos y fiscales al terreno de la re- 
presión penal, el contrabando resultaría mi mito. So basta, 
para liberarse del pago de los derechos aduaneros, constatar 
el hecho de ln faifa de mercadería, es necesario e imprescindi- 
ble conocer — y el importador debe probarlo — porque la mer- 
cadería falta. 

Y para ello musirá legislación aduanera adopta el pro- 
eedimUnht que licite prc fisto para justificar Jas arenas, el 
consumo, obligado de artículos alimenticios durante el viaje, ln 
destrucción total a parcial de la mercadería por efectos del 
mar. o I» venta de la misma para cubrir gastos de arribada 
forzosa, etc. 

En la causa "M. 4-107 - Mil leí y Itottx S. A. Tom. e Ind. 
e. la Nación s. devolución de derechos", fallada en octubre 
26 ppdo.. el tribunal, por intermedio del Camarista l>r, Abe- 
lardo J. Monticí, puntualizó que; "Al recibir la carpa, la fir- 
ma importadora constató rpie en conjunto faltaban 30 kilos 
Mili re el peso total riel cargamento, por cuyo motivo solicitó 
de Ih Aduana la devolución de derechos de importación a razón 
de n$s. V2H por kilo de mercadería. I>iclia petición fué dene- 
gada por la Dirección General de Aduanas y el Poder Ejecu- 
tivo ratificó la resolución administrativa, expresando: Que en 
el casi» ile autos la falta de la mercadería en cuestión no ha 
stilo justificada por ninguna, de bis causales admitidas en los 
arts. HOñ y 80fi de las OO. de Aduana, por lo enaí, tal como 
lo dispone el art. 807 de las mismas, corresponde el pago de 
los derechos de toda la cantidad de mercadería expresada en 
el manifiesto y en los conocimientos. 

La aetora ocurrió por la vía nmt endiosa -mini i nistrut iva 
ante )a autoridad judicial fundándose en que el pago carecía 
de cansa legítima y pidiendo la devolución del importe de los 
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demhos aduaneros oblados en virtud de lo dispuwto por loe 
nrts. 792 v 7f»"» del Cód. Civil . - 

El Si- diiez «^iio, no hiso lunar a la demanda, en razón 
de «me contrariamente a lo que manifiesta la firma actora. los 
ZjZs Ateniendo la mercadería de que se trata fueron rec,- 
hidos en la Secc-ió» Depósitos de la Aduana do la Capital, en 
malas condiciones"* etc.*'. , 

El tribunal también adhirió al voto emi ido por d \ oca 
Dr Romeo Fernando Camera, en los autos R. -tüoH - «ossi 

mw^t S». * sw*^ de ln w ' >n *■ il<,vo,,,e,oti » 

en el que expresó: . . * 

-Las manifestationcs del a<-tor, de que la mercadería .fal- 
lante lo fué en pueHos extranjero* de embarque O perdidas 
lurante la través», son. aparte de constituir una *Pfm& 
personal, indiferentes pura la ley pitó* a ^l^M^S 
Jne le interesa es que, en defecto de Mg^^^S 
d«-be darse, los consignatarios de los efectos deberán abonar 
la totalidad de los derechos de la Tne^aderm expresada en el 
ma.iifi.-sto general y en los conoe. miento». ( liando existe un 
texto le P¡ d que contempla el caso que se discute. .Jdpl 
discusión sobre la justicia de sus previsiones resulta inope- 

rant por otra parte, no és P M% acatar qne 2a »»™f^ 
Amia vodido foliar en el tmerto de embarque, pues t« a*i A«- 
él Capitán debió de hacerlo constaren elco- 
noZurnto de acuerdo con lo di*$ÜMo por los <*rts. 913 y tOW. 
inc. 4\ itel Cód. de Comercio. 

En cuanto a ta jurisprudencia que se c.ta. nc , m ; de apu- 
ración al easo de autos por diversas razones, entre las que es 

no se trataba de la aplicacón de los arts. 801 y 807 c e las OU 
de Aduana, cuya interpretación ahora se discute» ~) «' 
trataba de sustitución de mercaderm u «o $ 

^íi'Stata transcriptos precedentemente, surgía la 
obligaeión de la recurrente de probar que jámente se 
habían llenado Us crtremas requerid™ por él nrt. 801 fíe «** 

°° D^fafTas^isDoaiciones legales citadas, m m ¡¡ 
dades aduaneras quienes -deben probar a fM^rJíJa 
efectos f altantes", como se arguye en la sentencia >P«MJ 
ni me^os que a ellas incumba demostrar en que oportunidad 
E pmnnS sustitución pndo haber tenido lugar, eomo tam- 
bién lo exigiera en su decisión, el Sr. Jues a-qm . 
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A mérito de las colisidt me iones formuladas <>n los - ílsos 
precedentes, se revoca la sentencia apelada de fs. fiO y se 
confirma la resolución administrativa de fs. 2 que ordena el 
pago de Ion derechos de importación correspondientes a las 
i'Ííhmj cajas indicados como f altantes. Las costas en el orden 
causado. — itoinco Fernando Camera. — Maximiliano Conmli. 
— Abelardo Jornr Montid, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 do mayo, A fu» del Lilwrtador General 
Kan Martín. 1950. 

Vistos los autos "Solarz Jaime — Solicitud N* 
I32,37íí — S — 946 — r/heeho", en los que a fs- 95 esta 
forte Suprema declaró procedente el recurso extraor- 
dinario. 

Considerando ; 

Que el recurso extraordinario concedido a fs. 95, se 
tunda en que la sentencia de fs. 70, confirmatoria de la 
resolución aduanera de fs. 2, hace indebida aplicación 
del art. Sül y concordantes de las Ordenanzas de Adua- 
na, por cuanto la inexistencia de mercaderías que de- 
bían hallarse a bordo del buque "Astorin" que las re- 
cibió y conducía, pero que habrían desaparecido, no 
constituye un enso que pueda considerarse similar al de 
las averías en el concepto aduanero y que contemplan 
las referidas disposiciones legales. 

Que la recepción de la mercadería en el puerto de 
embarque, por e] buque encargado de su transporte, 
así como la realidad de éste y luego la existencia de 
los efectos a l>ordo de la embarcación en el momento 
de sil arribo al puerto de destino, son hechos que se 
documentan legalmente, mediante el otorgamiento de 
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los conocimientos ])or v\ agente teau^vtadó% la visa- 
ción consular v el manifiesto general tle la earga pre- 
sentado a las autoridades aduaneras del puerto de des- 
tino, en ocasión de la llegada del buque (art. 837 de las 
Ordenanzas de Aduana). 

Que la posible desaparición de esa mercadería, 
romo hecho cierto que modificaría el estado resultante 
de la referida documentación, debe ser denunciada por 
■el capitán al formalizar la entrada del buque o en el 
termino liábil para la enmienda del manifiesto (arts. 
847, inc. 4', Ordenanzas de Aduana y 90 Ley de Adua- 
na) y por el consignatario en el término de las 48 horas 
siguientes a aquel acto, como lo disponen los arts. 807 
v 808 de las Ordenanzas de Aduana. De no liacerlo asi, 
¡a Aduana cobrará a estos últimos los derechos corres- 
pondientes a la mercadería que, expresada en los co- 
nocimientos y en el manifiesto -enera!, aparezca con- 
signada a sus órdenes. 

Que ia aplicación y oí alcance señalado a los pro* 
eeptos aludidos, en casos, como el ocurrente, aparecen 
incorporados a las prácticas aduaneras desde largo 
tiempo atrás, como puede verse en los términos de de- 
creto de abril 25 de 1902, inserto en la pág. 2fe9 del Di- 
gesto de Hacienda de 1904 (tomo I), en el que expresa- 
mente se alude a la mercadería faltaute en el carganien- 
to de un buque, "en cuyo cnso, determina, es de rigor 
el Heno de los requisitos enunciados en el art. 801, pues, 
se ha querido garantizar al Fisco de que los bultos que 
faltan no l.an sido contrabandeados". Y en consecuen- 
cia "en los casos de falta de parte del cargamento, de- 
clárase que es imprescindible el cumplimiento de los re- 
quisitos que establecen el art. 801 de las Ordenanzas 
de Aduana". Esa norma de despacho fue adoptada 
como tal, según resulta inequívoca mente de los tenru- 
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nos iic la inisiiiii resolución, pues ordena su aplicación 
"para Un Jos los casos que si» produzcan". 

La referida norma, pin* otra parte, se impone como 
comportamiento ajustado legalmente a un hecho de la 
naturaleza del constituido por la taita de mercadería, 
iino no caite admitirlo producido por causas insnscepti- 
blm ilc ser prohadas y recién advertido por el capitán 
y r\ consignatario, no en ocasión de trámites previos, 
sim> cuando la descarga total del buque ha concluido, 
y ello sin ipic se acredite que el libro de sobordo regis- 
tre novedad alguna durante la travesía, ni se invoquen 
circunstancias producidas en el curso de la estada o 
alije del buque en el puerto, que pudieran justificar el 
suceso, en tanto' la documentación ya referida al prin- 
cipio y aun la solicitud de despacho formulada por el 
recurrente, revelan que la mercadería fué cargada en 
el lnque. transportado y (legó al puerto de destino. 

Que el vapor **Astoria" que conducía ta mercade- 
ría tallante, entró al puerto de Buenos Aires el 15 de 
setiembre de 1í»4t¡ (fs. 1 vtii.K terminando su descarga 
el ->H del mismo (fs. 14b y mientras la gestión de los 
agentes marítimos dando cuenta de la novedad es de 
fecha 1' de octubre (fs. 17), la del consignatario recu- 
rrente se deduce recién el 19 de este último (fs, 1), Ks 
así evidente qüe los términos fijados en las disposicio- 
nes legales pertinentes habían vencido en ambos casos, 
antes de formularse las denuncias respectivas que no 
tendían, por lo demás, a salvar errores en el manifies- 
to genera], como lo revela el caso en examen. ("al>e aun 
advertir y a mayor abundamiento, ipie eu la solicitud de 
los primero*, se decidió por las autoridades aduaneras 
acordarles un plazo de (¡O días | fs. lí» vta.), en noviem- 
bre li 4<i, pura que mediante corta del cargador o certi- 
ficado de hi aduana respectiva, se probaren las causas 
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determinantes Jo la falta nidada, sin que de r.utos, y 
no obstante el tiempo transcurrido, aparezca cumplida 
la resolución v satisfecho el requerimiento. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia de 
fs. 70 en lo que Im podido ser materia del recurso ex- 
traordinario. 

Lris R. Losuhi — Tomás D. 
Casases — Felipe Santiaoo 
PÍbéz — Atilio Pessaqng. 



NACION ARGENTINA 

iUPUESTO A IOS REDITOS: fítdit™ cífl cmntn¡o t <h la iuduttrh. 

profmones, We. . 
Las compañías de seguros de vida deben pagar el 
£ a ta red &Te~ M de retención sobre las uto- 
KA? ariBMtl» a sus asegurados, deducidas de esta* el 
Importe de 1» sobreprimas abonadas por ellos para poder 
participar tle dichos tifflütím 

Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, noviembre 30 de 1945. 

Y vistos: Para resolver estos autos ^rabilados "S. A. 
Snd UB Compañía de Seguros do V da e. Gobierno de 
ta Nací6n. s. repetición "\ de los epie resulta: 

V One a fs 10 se presenta la aotora deduciendo formal 

~<2¡ ínm^at nW » *&¡ a. ta 
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nhliguda a abonar Nt cantidad ■•W'stitunidu, nbcdceicndo a 
una exigencia de la Dií. de Réditos referente n las pólizas de 
soy uro «1 e nom i i) n<l oh "con participación de utilidades". Apre- 
sa que esa Dirección ha entendido que I¡j» Sumas obladas por 
la compañía en ese concepto, encuadra expresamente dentro de 
la disposición contenida en el nrt. 24. ine. c), ley 13.682. 
fundamento legal en que se apoya pñfñ liquidar <*' tlRpuesto 
cuestionado. Por su parte la presentante afirma que la liqUi* 
.Un ión de los henef icios distribuidos a los tenedores de esas 
pólizas, no .significa en forma alguna hacerlos partícipe» de 
utilidades, porque en realidad y de acuerdo al sistema técnico 
y actuaría! aplicado a esos contratos, ello no es otra cosa que 
una devol lición de prima resultante del reajuste que perió- 
dicamente se hoce pata los titulares de póJiüas expedidas en 
osas condiciones. So expresan a continuación y en este misnm 
sentido una serio de consideraciones tendientes a demostrar la 
verdad de lo expuesto, para concluir en consecuencia que es 
ilo aplicación al caso la exención provista y expresamente de- 
terminada en ol arf-, 5, itic. h), ley 11.682. Formula una im- 
pugnación do carácter constitucional fundada cu los arta. 17 
y 67, ine. 2*. Const. Nacional para el caso que no se diera a 
la ley 11.6H2 la interpretación que se le asigna. Solicita en 
definitiva que se haga Ih^jít n la repetición i mentada, <¡on 
intereses y costas. 

2* Declara ta competencia del juzgado y corrido Iras- 
lado de la demanda al Procurador Fiscal, a fs. :il se presenta 
contestando y dice : 

Que la demanda es improcedente. Afirma que la liquida- 
ción del impuesto practicada por !a Dir. General es correcta 
y se ajusta estrictamente a lo dispuesto por el art 24, ine. c), 
ley 11.G>i2, cuya aplicabiltdad no puede ser dudosa en el caso 
de a utos. Hace en este sentido una ferie de consideraciones 
tendientes a demostrar ía verdad de su punto de vista, al mis- 
mo tiempo que procura destruir los argumentos que en forma 
contraria formula la fletora a fs. 10 y 24, Sostiene en tal sen- 
tido que las Mimas abonadas por fcW pólizas en cuestión re- 
presentan una verdadera participación on las utilidades, lo 
que de por sí pone fuera do toda discusión el argumento 
sosten i ilo por la actórá, Pido en definitiva que se rechace la 
demanda, con costas. 

Considerando: 

1* Que la cuestión que se sometí a .juicio en estos auti>s 
trar a los est nidos de la justicia un problema novedoso dentro 
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,lo los anales dé la jurisprudencia en materia dé impuesto a 
l0S 'KnloVma concreta y definitiva lo «^rf^^tíí 

dores de las palizas denominadas rom m mente •«« P™' 
pSn Se utilidades', son grarap f^^,^^ 
S la ley 11.682 (art. 24, liu. el) y 8, ^^ÍSSifflS 
*c hallan exentos de tal gravamen de conformidad con lo 
nueslo ñor el art. 5*. inc. h), da la misma 
P ¿a irt.. interesadas en el pleito fundan sus opinión* 
divertís en los siguientes términos: afirma la aetora por 
MX que tales beneficia ..o deben ser Rravados rn r« 
de q o elS, no obstante la denominación con que se mdiv,- 
X^mmm motivo de é*tó litis (enn par -cipaeión en 
lüs utilidades), no traducen en la realidad de los hechos } 
.Tnío 1 ^ tecnicismo eonta.de seguido fe**^* 
que n,i reajuste de la prima abonada por 
¿m&h consiguientemente Que clin implica una devoluci un 
S*¿ termino, del art. 5' ine. h) ^ gg™; 
mente, la demandada sostiene que la repartición de tBlea bem 
8S significa» una verdadera distribución ^e utilidades 
lavables dentro de 1» disposición eontemda en el art. -4, 

Ín<! ' cómo y D uede 2 a<lvi>rti.^ ( existen en el supuesto dos dispn- 
M^W^M aparentemente eontem^an una misma 
situación, resolviéndola en forma contradictoria. 

Tal hipótesi* debe desde luego ser ^^ üíh ^\T^ 
diendo en consecuencia resolverse previamente cual es la ie.i- 
S« iSalS que encierra el contrato de «eguro toma, a > en 
a forma denominada -con participación en las utilidad * 
y» íme de acuerdo a ello dependerá la suerte que deben seguir 
esos beneficios frente a la ley impositiva. 

Ante todo debe señalarse en primer tenn.no nu« 1n s mplc 
denominación del contrato no puede ser un «r^. ¡erj . * 
los efectos de atribuir a determinada distribución de MMg 
étcSae^r de «'«ti! ¡dudes", porque dentro de una re a 
e ón Irífoi dada, la realidad de la naturaleza de la misma 
« i m" encierra él concepto <!<• su propia de ni.eion y nn la 
a?aren?cmente podría inducirse de la simple denominación 

puesíos la cuestión a decidir. 

nrímer luirar eii/il es en a realidad de los hechos, la natura 
ETdí Ki-deU hecho* por l» compañía aetora a loa teñe- 



6T0 



FALLOS DE LA CORTE SUPBtVA 



dores de las pólizas tienpminbd&s "con participación en Las 
utilidades o en li>s ífenafieíwi*'. 

A fws efectos las partes linn ofrecido tumo prueba tu 
pericia contable, practicada por los Sres. González (Jalé, Ma- 
nuel A. Rico y José P. Domínguez, cuyo informe corre agre- 
gado ile fs. wO a 122 ile estos autos. 

Dos peritos informantes son coinciden tes y terminantes 
en ana conclusiones. Contestando 1» 0* pregunta (ver fs. 121 
vía.) afirman ('«teóricamente que desde el punto de vista 
técnico las Mamadas "participaciones en los beneficios o utili- 
dades", cuando son efectuadas en la forma que lo lias e la actora. 
constituyen «imples reajustes de primas, realizados teniendo 
en cuenta los costos efectivos resultantes para la» operaciones 
de seguros contratadas. 

La información y opinión de lo* peritos en este aspecto 
fundamenta! de Ja cuestión no puede ser más terminante y 
concreta. Esas llamadtis "participaciones en las utilidades o 
beneficios" no significan, en la realidad de los hechos y de 
acuerdo a la forma en que procede la compañía actora, otra 
UOSá que un reajuste de |ir;inti. A esa conclusión se liega áes- 
ptiés fie hacer mi prolija y elaro análisis de la forma en que 
se procede a lu determinación del costo de lu prima. 

Sobre este punto de vista, los peritos en la parte preli- 
minar de mi informe, dejan claramente establecido en qué 
forma se proced» al reajuste iH «feto «le "prima"'. Según t-e 
desprende claramente de lo allí expuesto, dentro del negocio 
del seguro existen en realidad dos valores de costo de "pri- 
ma", l'no que representa e] valor teórico y que es el que se 
toma como base en todo contrato de esta naturaleza y el otro 
qúe es el verdadero o real. 

l'ara fa determinación del primero se toma como base una 
tabla ile mortalidad que excede siempre el pon enlaje normal 
de decesos; se calcula ¿ni tipo de interés inferior al valor co- 
rriente en plaza: y proporeionalmente, un cesto d*> producción 
(comisiones, gastos de administración, etc....). que es a su 
vez superior en cierta medida al que realmente debe hacer 
Frente la compañía. Esos elementos ñámeos superiores :i lo* 
que la experiencia demuestra, responden al hecho de que la 
émpresa debe proceder con suma prudencia a los efectos de 
poder hacer frente con toda seguridad al riesgo que cubre, y 
al mismo tiempo garantir una ganancia razonable que respon- 
de al fin comercial de la misma. Ahora bien, frente a esta 
situación, la componía permite a quienes así lo desean, me- 
diante fl pago de una sobreprima, reembolsarles e«as difer'ti- 
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i \»s de costo de prima obrada en exceso, lo que se obtiene 
mediante un icajuste practicado con posterioridad ul período 
durante el cual ¡te na debidu hacer l íente ;tt riesgo. 

La razón «le proceder de esta manera es muy lógica y ÜQ 
merece mavores explicaciones para entenderlo. Las leyes que 
gobiernan "la mortalidad dentro del género bu mano, res pon - 
den a principios di' orden biológico, que, como tales, un son 
inmutables v, por tanto, no es posible predeterminar en el 
momento de contratar un seguro de esta naturaleza 1» medida 
e\acta del riewgo a cubrir. La falta de este elemento básico 
liaee (pie la empresa sólo puede llegar h determinar el valor 
exacto del "costo" después de ocurrido el plaxo dentro de! 
cual debe hacer frente al riesgo y es precisamente en razón de 
ello que ha debido llegar al procedimiento de reajuste posterior 
para devolver el exceso cobrado por ese concepto, 

lia claridad de la exposición hecha por los peritos sobre 
el particular, exime al juzgado entrar en mayores considera- 
ciones para aceptar, como allí se afirma, el hecho de que las 
llamadas participaciones en los beneficios o pananeias, no es 
otra cosa que una devolución de prima. 

Las mismas o semejantes reflexiones cubrían acerca de los 
otros rubros que forman parte del costo de la prima (tasa de 
interés y pastos de administración), razón por la que el jua- 
jrado cree innecesario abundar en mayores consideraciones al 
respecto, remitiéndose a esos efectos :d informe de fs. 8 * í ; 1 ^* 
íl f También ha sido suficientemente aclarado y explicado 
por los señores peritos, contrariamente a lo que se sostiene a 
fs. 155. el heclm de que dentro de los beneficios distribuido* 
por el concepto i-tiestionndo, no se involucran para nada los 
verdaderos beneficios o ganancias de la empresa (ver contes- 
tación al punto 7* del cuestionario de fs. 102 y 103). 

Ni tampoco es aceptable el «riteriu sustentado en el men- 
cionado escrito de fs. 155 en el sentido de que como los bene- 
ficios cobrades por los tomadores de póh»as "eon participa - 
eión", revisten cierto carácter aleatorio, ello demostraría (pie 
en ri¿or tul circunstancia nos pondría en presencia de una 
inversión de capital. 

Ese arguinentO falla frente a lo expuesto anteriormente, 
donde se ha demostrado que como el riespo asepurado no res- 
ponde a una lev constante, lógicamente el reembolso de los 
"beneficios" distribuido» debe seguir la misma suerte, 

4* Que a mayor abundamiento, y como argumento deci- 
sión en la cuestión a-ial izada, conviene señalar asimismo que 
de aeuerdo al criterio aceptado por la Pir. del Impuesto a tos 
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Réditos, de eonformídad con lo dispuesto por el art. 66 del 
decreto reglamentario do la ley. el impuesto no se aplica cuan- 
do Ibm "utilidades" de que se trata se liquidan cu forma 
global y no por período» anuales tomo ocurre en el caso de 
ñutos. Esa dualidad de criterio, aparte de arbitraria, demues- 
tra acabadamente que la ínaplicabilidnd del tributo, es doble- 
mente justificada en la h i pateáis, puesto que a estar al infor- 
me pericial (fs. 80-122) el llamado elemento "toutinario" 
que alguna gravitación podría tener en el reparto de las "uti- 
lidades", desde el punto de vista en que se coloca la parte 
demandada, pierde precian mente toda signifiencJóir en la for- 
ma de distribución anual, frente a los «tr>i« factores, que de- 
terminan su constitución, según se ha visto anteriormente- 

Si por tanto de acuerdo al referido precepto reglamenta- 
rio diebas utilidades no son gravables cuando el reembolso se 
hac» en forma global, ninguna razón feria ni atendible existe 
para considerarían como "utilidades" gravables por el sólo 
hecho de que su diatribución se haga en forma periódica. Ello 
no puede por la sola circunstancia apuntada modificar la na- 
turaleza de las mismas frente a la ley fiscal. Y sobre el par- 
ticular conviene recordar que la Corte Suprema de la Xaci^n 
in r* Carreras de Pinasco v. Gobierno Nacional (ver Fallos, 
ISil, 21»), resolviendo una situación otie, aunque no análoga, 
reviste cierta similitud con la que motiva esta litis, sostuvo 
(jue el hecho de que el seguro dotal se pagara en forma perió- 
dica no modificaba en nada su naturaleza jurídica a los efec- 
tos impositivos (ley 11.682). 

ií* (¿ue ante bis consideraciones precedentemente expues- 
tas y enuformo h la información pericial que ha servido de base 
para llegar a ellas, el suscripto se inclina por la aceptación de 
la demanda en lns términos dé fs toda vez que la situa- 
ran! analizada encuadraría perfectamente dentro del concepto 
establecido y previsto por el art, 5*. inc. h), ley 11.682 (t. o. "i. 
tiiiitn más si nos ut encinos al criterio que de la renta informa 
el art, 2" de la misma ley. nsí como la interpretación que dicho 
artículo ha merecido dentro de la jurisprudencia (Corte Su- 
prema. Paltos 1*2. 41* : C. Fed. Cap.. 3. A„ t. % pág. 617, 
etcétera); 

t 'niivceucuremcntc. la repetición intentada debe asimismo 
prosperar; debiendo previamente, a lo* efectos de determinar 
>'l monto de lo ijiie corresponde devolver, practicarse una li- 
qili dación de acuerdo a las constancias ile autos 

Y por último, en lo que se refiere al pago de los intereses 
también reclamados en la demanda (ver fs. 10) contraríame!!- 
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te a Id allí sostenido v de ijóriíorraidad con l« resucito por ta 
Corte Suprema de la Nación en casos análogos, corresponde 
decidir que ellos deben correr desde la fecha de la notifica- 
ción de la demanda (ver Fallos. 181, 255; Evoli Vicente v. 
Gobierno Nacional, junio 3-942). 

Por las precedentes consideraciones, fallo deel aramio que 
el Gobierno de la Nación deberá devolver a la "Sud América" 
(Via. de Seguros de Vida), la suma que resulte tle la IM- 
eión que oportunamente se practicará en la forma señalada 
en el considerando 4' de esta sentencia, más sus intereses al 
estilo de los que percibe el Banco de la Nación Arpentma des- 
de la fecha de la notificación de la demanda, sin costas, en 
atención a la naturaleza de las cuestiones debatidas. — Reli- 
cario fíachc Pirón. 



Sentencia de l.\ C k mará Federal 

Bs. Aires. 25 de noviembre de 1949. 

Vistos estos autos sepilióos por "Sud América Cía. de Se- 
guros de 'Vida e. el Fisco Nacional sobre repetición", venidos 
en apelación en virtud del recurso interpuesto a fa. 163, con- 
tra la sentencia de fs. 158 y sigtes., el tribunal planteó la si- 
guiente cuestión a resolver: 

jEs arreglada a derecho y a las Constancia* de autos la 
Kcntencia apelada? 

Sobre dicha cuestión el Sr. Juez Dr. Muxiniilano Consol i 
dijo: 

Se trac a la revisión de! tribunal una sentencia dictada 
cu 1* instancia en noviembre 30-945 por el entonces juez fe- 
deral Dr. Belisario Gaché Pini.i. quien expresara en ej enca- 
bezamiento del primer considerando de la misma: "Que la 
cuestión (pie somete u juicio en estos autos trae a los estra- 
dos de la justicia un problema novedoso dentro de los anales 
de la jurisprudencia en materia de impuesto a los réditos". 

1* Ta! observación me decide a sintetizar !os términos 
de la demanda, las de la contestación y las consideraciones de 
la propia sentencia, antes de abordar la* cuestiones de fondo 
que se plantean. 

a) La Gia. de seguros de vida actora. promovió deman- 
da contra el Gobierno Nacional, en su ex Dir. Oral del M- 
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puesto a lo» Réditos, por devolución de la *uiua di- $ 592.92!) 
moneda nacional, más sus híteme*, gastos y costas, cuyo im- 
porte la Dirección exigió en con. epto de impuesto » la' renta 
sobre los beneficios liquidados 11 los asegurados vida. 

Manifiesta Iti actora, que emite seguros con o sin parti- 
cipación en la* utilidades de la compañía. Lo* elementos que 
per mil n fijar la prima en cada seguro, son la* eonocidaa ta- 
blas; de mortalidad, tipo de interés y la* cargas para •fastos de 
producción y de administración. 

El asegurado "pie opta por el plan "con utilidades" papa 
una prima mayor, de manera que la Compañía qnedi a cubier- 
to de posible* quebrantos en caso de epidemia o *¡ ocurre una 
acentuada baja del interés o s\ debe satisfacer mayores gasto* 
peñérales. Pero un elemental principio de equidad consignado 
en la póliza, establece que si la* primas pagadas por el ase- 
gurado, lian sido mayores que la* requerida*, como acontece 
cuando no sobrevienen circunstancias catastróficas, debo ha- 
cerse al asegurado tina devolución sobre el excedente. Dicha 
devolución es ío que origina la participación en las utilidades 
o sea a los dividendos. Es lo que constituye la reserva de di- 
videndos, (pie es idéntica a las reservas matemáticas que res- 
paldan el cumplimiento de las obligaciones principales de la 
compañía, 

Et llamado dividendo ni asegurado, no es más que una 
devolución de prima y, eonm tal. no está sujeto al impuesto a 
los réditos. Xo es el producido de su capital, ni de una inver- 
sión mobiliaria o ríe su trabajo personal, Lo que se distribuye 
al asegurado es un .simple retorno de prima. Es así coino un 
ascííurado de 30 añns con participación, paga una prima anual 
de $ 292.20 y sin participación £ 2-"i8, lo que arroja entre uno 
y otro seguro umi diferencia anual de S 34,20. 

Dentro de la ley de rédito, según señala la actora sido 
hay das disposiciones atinentes. La una, h del inc. h) del 
art. ó', ley 11,682. dice: "Quedan excluid.* de este grava- 
men.,, las devoluciones de primas que paguen las compañías 
de seguros. 

La otra, la del iiu*. e} del art. 24 de la misma ley. dice 
así: "No se admitirán deducciones por la» siguientes causa- 
Ins.- ...participaciones... que las compañías de serums pu- 
gnen n los asegurados**. 

Partiendo de bi verdadera naturaleza de la operación, 
con prescindeucia de la denominación, debe privar la dispo- 
sición del art. f>*. ley ll,fi*2. puesto que el art. 24 se refiere a 
las útil ¡darles que perciben Ins empleados habilitados o a la* 
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producidos a la manera de los accionistas. Que el caso se 
tratn de una mera devolución de prima destinada a cubrir 
riesgos qne no acontecieron. 

Que en realidad, las trompa trías se ven utilizadas a mar un 
léxico gráfico al aleante del público ¡ así, cuando devuelve una 
prima por no haber acontecido el riesgo para el cual la retuvo, 
Miele decirse cpie lo hace partícipe ib» un beneficio. Tal es la 
nal 11 raleza de los segWOS mol lia mudas "con partir i pación en 
bis utilidades". 

b> El Sr. Prtóuirador Kiscal. en representación del Go- 
bierno Xm-íoniiL sostiene que el seguro de vida consiste en pa- 
par un precio para obtener. t*n ciertas circunstancias un capi- 
tal o una renta, ya *c trate de un seguro con participación o 
sin participación en los beneficios, 

til asegurado (pie opta por el plan de segur» con partici- 
pación abona una prima y. además, lo que I» misma actora lla- 
ma sobreprima. La prima da derecho a la .suma asegurada. 
Ija sobreprima acuerda un derecho en potencia sujeto a con- 
dición: tpie bi compañía obtenga utilidades. Y así. viceversa, 
los derechos y obligaciones del asegurador son: recibir nna y 
otra prima y pagar capital y utilidades en SÜ cas». 

Estas prestaciones, cualquiera sea la naturaleza jurídica 
que renga. 110 son confundibles. Por consiguiente, no es exacto 
come «firma la actora que t»do lo que abona el asegurado seo 
prima en el sentido de precio de capital asegurado y todo lo 
t|ue desembolse el asegurador capital o aún devolución de 
prima. 

Eu el seguro de vida Con participación, el asegurador 
toma a su cargo, por una parte, una obligación determinada, 
y por otra, una que no i» es. Se obliga a abonar el capital 
asegurado L-ntindo se cumple el término establecido u ocurra el 
«nuestro: M obliga además a disiribuir beneficios cuando y 
cu la medida eu que se obtengan. 

\ai empresa u egoradnra que periódicamente hace pagos 
—conocidos como beneficios asegurados vida— y recibido» por 
los asegurados como uua ganancia, podrán con fines contable» 
y técnicos considerarse como una rebaja o bonificación sobre 
ía prima que los asegurados papan ; pero. lo que Fiscal raen, te 
00 es admisible, es ipie esas pnnaucias. esos beneficios que los 
asegurados obtienen un se les consideren tales. 

Eu consecuencia, es de estricta aplicación lo dispuesto 
clara y expresamente por el art. 24. inc. e). ley 11.ÍMÍ2 {t. o.), 
jgfp concretamente ronche sobre el caso planteado y que su- 
jeta al gravamen, lo que la actora pretendí no sea gravado. 
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e) La semencia del tt-rjn», sostuvo en primer término 
que 1» .simple denominación del contrato no puede ser mi 
Argumento serio a los efectos de atribuir a determinada distri- 
bución de beneficios el carácter de utilidades, porque dentro 
de una relación jurídica duda, In realidad de la naturaleza 
de lá misma, es la que encierra el concepto de su propia defi- 
nición y no la que aparentemente podría iudueírse de la de- 
nominación que las partes Je han dado. 

Apoyándose en las conclusiones de los peritos, la senten- 
cia afirma que desde el punto de vista técnico, las llamadas 
"participaciones en los beneficio* o utilidades", cuando son 
efectuadas eu la forma que lo hace la acto ra. constituyen sim- 
ples reajustes de primas, realizados teniendo en cuenta los cai- 
tos efectivos resultantes pjira las Operaciones de seguros con- 
tratados. 

Frente a los dos valores de costo de ''prima'" —el teórico 
y el verdadero - la compañía permite a quienes as: lo desean 
r. -embolsarles Ins diferencias, mediante él pago de tina "sobre- 
prima*'. 

Dentro de tus beneficio* distribuidos por la empresa iiu ae 
involucran para nada los verdítdems beneficios o ganancias de 
la empresa. 

Que de acuerdo con el criterio de Ih Dir. del Impuesto a 
los Réditos y lo dispuesto por e' nrt. fifi del decreto reglamenta- 
rio de la ley, el impuesto no se aplica cuando las " utilidad?» 
se liquidan en forma global y no por períodos anuales, como 
nnirre en el caso de autos'*, 

fin definitiva, el ti-t/HO acepta Jos términos de Ja demanda 
en base a (pie la situación analizada encuadraría perfectamente 
dentro del concepto establecido por el art. ó*, inc, h), ley H.68*_» 
(t. o.), y con mayor razón ateniéndose al criterio de la renta, 
según el art. Ü" de la misma ley c interpretación que dicha dis- 
posición ha mércenlo a la jurisprudencia {Corte Suprema. Fa- 
llos, lKi\ llh; C. Fed., en J, A., t. 74. págs. fil7 74. etc.). fin 
cuanto al pago de interese?; también reclamados en la deman- 
da, éstos deben correr desde la fecha de notificación de la mis- 
ma. Lias costas por SU orden en atención a Ib naturaleza de las 
cuestiones debatidas. 

2 T Fuera de las constancia» del expediente admiiúsl rah- 
vi >, en autos \us partes han producido, como única prueba, la 
resultante del dictamen pericial, presentado por los tres peritos 
designados, de mutuo acuerdo, por ambas partes. 

Dicho peritaje constituye una colaboración meritoria para 
la justicia, por cuanto los peritas lian encarado con detcnimien- 



PE JUSTICIA Iré LA NACIÓN 



677 



to y plena comprensión ilc la materia, la* Éfl^Uones debatida» 
en el presente juicio. . .. 

Considero, pni&í ü«#esario;, a los fines (le lu decisión^ trans- 
eribir los conceptos más salientes del mismo, 

Dentro del desarrollo de la llamada "participación en uti- 
lidades o en los beneficios" de las eoinpamas de sobros, sus 
procedimientos se dividen en tres órdenes. Un? de dichos sis- 
temas, finca en el recargo de las primas de los seguros con 
participación". El recargo se destina, juntamente con sus inte- 
reses a ser distribuido entre los asegurados en épocas prefija- 
da* Más que un sistema de "participación cu los beneficios o 
en las utilidades", es un sistema de fondo de acumulación, en 
el cual los asegurados suden beneficiarse —no siempre— reci- 
biendo en devolución de la Compañía, aparte de los recargos 
más sus intereses, los rectfrgü* pagados por aquellos aseguradas 
une dejan de pertenecer a la masa asegurada por abandono 
de sus pólizas por rescisión del contrato o por falleeimien a. 

Que los elementos que las compañías de sc¡rnras utilizan 
para formular sus tarifas son los siguientes: 1) la tabla o 
ablas de mortalidad que adopten ; 2) la tasa o tasas de mtCTjS 
que juzguen conveniente utilizar; 3) cargas para gastos d,. 
producción v administración. Con la integración de los dos 
primeros elementos, se cálenla la prtma pnra Y cuando se c 
agrega el tercer elemento destinado a afrontar los gastos que 
deben efectuar las compañías de seguros se obtienen las llama- 
das primas de tarifas. 

El recargo en el caso de los contratos con derechos a par- 
ticipación, representa el SO % de la prima de tarifa, mientras 
eme para los contratos sin derecho a participación representa 
et g!ffl> % de ta prima, de tarifa, es decir un recargo explícito 
igual al 4.50 fe de las primas de tarifa. 

La denominación de "participación en las utilidades o 
"dividendos" no altera el hecho de que constituyan un reajus- 
te de primas, en virtud del cual se reconoce haber cobrado del 
aserrado, sumas que la experiencia demuestra son superiores 
a las realmente necesitadas. Tales reajustes no revisten el mis- 
mo carácter que las devoluciones de primas que pagan las com- 
pañías aseguradoras en forma de valor de rescate, porque los 
llamados "valores de rescate", son porciones de las primas 
cuya apropiación no puede en ningún momento efectuar la 
compañía, estando obligada a reservarlas necesariamente, de 
acuerdo con lo cpie resulta de la tabla de mortalidad y de la 
tasa de interés adoptada por la compañía, cualquiera sea el 
resultado de la explotación, arroje utilidades o perdidas, nuen- 
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tras que las sumas que la compañía devuelve por concepto de 
participación en las utilidades o dividendo son de pago alea- 
torio, por lo menos en cuanto al monto. 

Estableciendo una correlación entre las "reservan mate- 
máticas" y la 1 * reserva de dividendos" a los asegurados, loa 
peritos señalan que: el compromiso no es idéntico; pues, la 
constitución fie las reservas matemáticas es obligatoria para la 
compañía y su monto está predeterminado, mientras que las 
reservas para distribución de dividendos, está subordinada a la 
existencia ríe excedentes en la cuenta "Administración", pero 
una vez establecido el monto de las utilidades del año, la for- 
mación de la reserva corres] lond lente es tan obligatoria como la 
constitución de la reserva matemática del contrato principal. 
Sostienen los peritos fpie una vez constituida la reserva de par- 
ticipación en los benef icios, ésta <■* de propiedad drt grupo de 
asegurados ron portirifuteiún a las utilidades 

Al formular tos pernos un resumen da su extenso dicta 
men, bajo el rubro "Beneficios asegurados vida", expresan 
que; ha imposibilidad, pues, de poder fijar por adelantado 
los costos exactos, determinó la idea de devolver er toé asegit- 
rodos limo fiarte de lo que habían abowidt* di más, de acuerdo 
a ln« resultados de la experiencia, o de la mejor fortuna que 
habían tenido los negocios. 

Es tan importante este aspecto del seguro, que la ten- 
dencia moderna es llevar las empresas de capital al sistema de 
las mutualidades, devolviendo a los aseguradas partí de los 
excedentes. Por otra parte, es él único medio de que pueden 
valerse las sociedades citadas para aproximarse a las mutuali- 
dades, forma ideal de explotación del seguro de vida y que per- 
mite llenar ampliamente sus fines a esta importantísima ins- 
titución de seguridad social. Esta tendencia ha dcjndo de ser 
una mera espíe ni ación doctrinaria y varias de las más grandes 
sociedades de seguros de vida del mundo, operan en forma de 
mutualidades, devolviendo a sus sucios asegurados los remanen- 
tes que arroja la ex (dotación del hégoeío: 

finalmente, los peritos refiriéndose a la naturaleza de las 
partiei paciones, Megan a la conclusión de que: Desde el punto 
de vista técnico, las llamadas "participaciones cu los benefi- 
cios o en las utilidades", cuando son efectuadas en la forma 
que lo hace la aetora, constituyen simptt* najnshs de primas, 
realizados teniendo en cuenta los costos efectivos resultantes 
para Ins operaciones de seguros contratadas, 

X Aparentemente la conclusión a que arriban los peritos 
sobre la base de] eonct-pto de "reajuste dr primos" justifica el 
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reclamo míe plantea la actora, mediante la instauración de esta 
demanda contra el Fisco Nacional por devolución de las sumas 
papadas a la ex Dir. «ral, de Impuesto a los Hálitos 

Es también esa errónea ínterpretaciun dada al reajuste 
de prima" — env* amplitud deberá ser reducida a sus justos 
límites— la causa determinante del pronunciamiento de 1* ins- 
tancia, en el que las prensiones de la actora triunfan en la 
totalidad de la demanda. 

Es por ello que, antes de nbord.ir el fondo misino de Ja 
cuestión v a título de aclaración y complemento de 1 a recordada 
conclusión pericial, sintetizaré la opinión que el Dr. Cabixis 
Pikeaux — prestidos» autoridad en materia de se«runw— , con- 
creta en su libro Axturancc ft Pláceme ate : , 

Entre las compañías de seguros, son las que explotan el 
seirnro vida, las que han tratado dé crear u na semeja nza apa- 
rente entre las operaci.mes de apuros de vida y las opera- 
ciones de inversión de capitales, mediante la participación de 

los beneficios. „. , 

Las empresas se complacen, con un fin de propaganda 
eomereial. £ utilizar la palabra "nene Ucim T ^gmM 
Iletrado a ofrecer al público contratos en los que ellas garanti- 
zan un beneficio''. . 

Este beneficio '* garantido" evidentemente solo tiene el 
nombre de beneficio, y, en realidad, los bechos acontecen en la 
«itmiente forma: Las primas de los contratos con beneficios 
Garantidos" son aumentadas (mejoradas) en una novena par- 
te (119) por ejemplo, con relación a las primas de contratos 
ordinarios y después se devuelve al asegurado „ lia parte de 
s« prima, fijada con antelación, que se denomina beneficio. 
Como se observa el propio asegurado papa su participación, 
pero tiene la satisfacción de percibir algo y creer asi. que eiee- 
tua un menor desembolso. , i -¡ 

Existen igualmente otras combinaciones en las que las pri- 
mas son presentadas como produciendo un interés en provecho 
del asegurado, pero se trata siempre do primas aumentada* 
(mejorad») ™ las que los "intereses" abonados por la em- 
presa constituyen te restitución total n parcial <hl mrao rfe 

tes primas, m . - 

Por lo común el recargo de las primas iiu cubre ningún 

riesgo especial, sirve para sef. r simplemente la diferencia 

entre las tarifas de los seguro* .sin participación y aquellos con 
participación. Es así como antes de la guerra, las empresas 
francesas de seguros acostumbraban aumentar las primas de las 
tarifas eon participación en 1 'fl con relación a las tarifas sin 
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participación, dando en esa forma a los asegurados, un dere- 
cho al ">ü r r de los beneficios de su categoría, Mmiifiesr amenté, 
parece poco rae ion ul este sistema que i*on*is*e. en definitiva, en 
requerir a los asegurados, un suplemento de prima que se Ies 
restituye más tarde. Sin embargo, toa-neutra su justificación 
práctica, en el estado de ánimo de muchos do lo» asegurados, 
que no teniendo capacidad para distinguir entre los (pie desem- 
bolsan y lo que se les da, o lliej'T dielio lo que se les promete, 
prefieren la coiuhimición en la que ellos tienen probabilidades 
de recibir algo más que el capital asegurado, au tupie deban pa- 
gar una tarifa unís elevada. 

Este estado de ánimo fué explotado, en una época por al- 
gunas compañías, sobro todo americanas, que habían ideado un 
sistema espeeial de participación conocido oon ol nombro de acu- 
mulación, La parte correspondiente a los asegurados fallecidos, 
volvía a los asegurados sobrevivientes, y la sobreprima de par- 
ticipación, servía para alimentar una verdadera toutinu. opues- 
ta en el hecho h1 seguro por fallecimiento. 

Por último, escribe Pinkaux. p. Ü06. «p. cít., dada la difi- 
cultad pura catti logar los beneficios realizados por las compa- 
ñías aseguradoras; según Jas divisiones comunes de beneficios 
de mortal iilud. do gestión y do inversión, cuando la prima de 
un contento ha sido recargada con relación a la tarifa mínima, 
dicho seguro debería sor i-atalogado dentro do una nueva clase 
de beneficio, que podría mt denominado "beneficio de sobre 
prima". 

De manera que el llamado "reajuste do primas'' no afecta 
u la prima desembolsada por ol asegurado como precio de la 
prest lición que le debe el asegurador, sino que tiende a eviden- 
ciar y a ilostai-ar del fondo común de las primas, la sobreprima 
— o, como dice Réditos, la "ex imprima"— abonada por el 
asegurado. k 

4* El concepto emitido pot los peritoá respecto de la ten- 
dencia moderna de llevar las empresas do capital al sistema 
d»' las mutualidades, devolviendo a los aseguradas parte de los 
excedí-utos, se basa, en realidad, cu la esencia misma del con- 
trato de seguro. En efecto, como lo puntualiza un autorizado 
comentarista, lodos los contratos del asegurador, constituyen 
uini comunidad do riesgos. El asegurador clasifica cada unidad, 
por determinado estado del riesgo, al momento de la celebración 
del contrato, y para ello debe conocer todas las circunstancias 
pura evitar una clasificación errónea y percibir una prima me- 
nor. La comunidad no debe soportar el daño, [gual protección 
debe darse contra la alteración arbitraria del estado del riesgo : 
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«dabón de la eran cadena. & menester que no e*e?d* de la 
eJaítíoWl P ovil, porque de Ib cpWrai*, .se rompen, As,- 
S n ¿ v despiU dd «mestm es necesar.» observar a 
"S¿trp^ S tab1eLu por el asegurador. /«"«^JgSg 
igualdad en esa comunid.ul y derruirla. 7«rf«* « ~ ' 

4 excepciones insignificantes- sn-rni n«ni c^^/m,» /ijnr. 
¡S^fen^ «f«í« rfrZ/if-tf*; |»« diluir y 
¿fin imnedir la materialización del riesgo. 

Y coi referencia a la prima, que « la ^traprestaeián 
del aseA rado es decir *1 pAffo n, y la remnnerae.on 

SlS^de al asegurador por las o>Hgaeionea que n«i.m... 
Saca que con el fondo de primas deberán alentarse toda» 
Wts erogaciones impuestas por el contrato. 

I a prima está integrada por dos parte»: ft) la prima neta 
pura teEa \ estadística : y b) la prima bruta, comercial, 

*^*4¡£ pura pn.ua neta es e, val,, del ñ^,^, 
lado una h iHitcsis estndísti. a y una hipótesis financiera : 
indl-a los 9^¿*t%£Sfi deberán a 
oa asegurados según la experiencia; y la financiera, el inteus 
SteSTS mWWto prudente: ai las dos son exacta*, 
bastarán para afrontar los siniestros. 

Se ditennína en base a catm 
unidad de tiempo deten» i na. la. suma asegurada, din acón del 
separo, tusa del interés. ín 

La» prima, tienen, como objeto propio, m 
él I de los siniestras. A tal fin se c.»st,tuye la reseca 
, a enn t ica voladera garantía colativa para el conjunto de 

Porque U prhm perte*** WWm#*< * 
S p ede afilarse qne b. reserva también es de propiedad 
do íaemíu-esa aaegitrado ra : mu V h* el jurado tcnaa torreha 
l^Sf^KtóH rfr la* prW definitivamente mcorpo- 
£ a h reserva matemática, qne es el órgano ¡"diaponM 
#$g&m ES a las obligaciones futura,, previstas en el plan 

"^M, SÍ m concepto de la «» * f| 
lüllS^ q«c constituyen 1?,^^^ 
ha pretendidn que el ast-urado participa de los beneficios Cte 

" IFSS^S^ -dita y bien meditada obra sobre 
El cáirt*» *«fl«m escribe él I>k. Ero %*?^ J J. 1 * ST 
ShSESS de las pólizas de seguros de vida establece» «la na - 
íicípaS dH asegurado en las utilidades» del Ug^g; % 
nís eslranjcnis -francesa de ISOSv alemana de 1008- pre- 
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véii mi n'fíiin*'»: en nuestro país queda librada a | pactado 
en la póliza. 

Se practica en (tiftintilí forma*. , {W v \ aburado elifre: 
api ira Ha* ni im^. ,1,. l lls primas, --oiivei-tidas **ti mu wwirn sal- 
dado récjbflflas eii efectivo^ 

. Técnicas ti i jurídicamente, el iwe(?iira(]or esta obligado a 
conceder tal «participado»». IVm su concesión un es una me- 
ra •¿rucia: r*nri s¡»>mO tl mut wbrvprima t/nr sirve para rteti- 
fwar h,s ffífcwíos tlti ttst (litradttr : si con ln percepción de la 

si.brcpHinn se prmt tu, Mx^«*i!ftit<*. la restituye H l H.se¡.urado 

ni la forma indicada, mi las condicione* <fuc rij» ) n póliza. 
Con f'srn cvitíi muí rebaja de tarifa. dándole un funcionamiento 
L-omlioioiiHl y ht .,¡,i„ U „r„¡ dé , nt ht »' firh t, <¡rm ht, qm atrae 
a ht cJitmtcfa, 

Es|ta ppesta pariielpfl^ióñ en los beneficio*, no da dere- 
ehu al asftrnratln a com rolar la marcha de la empresa, ni a par- 
ti. tpar en la rtiseusióri y voinrión de las «ttil ¡rindas : no puede 
verificar cifras; debe aceptar las pe l H empresa fije, siempre 
•pie M ajusten a las liaste indicadas di la póliza v no ha va 
dolo ". 

V criticando el carácter 1 1 1- una asociación en participa- 
ción ip i( > le «tribuye Viv\xte> H I)h. Ham-üíiÍ-v. completa mi 
pciiftainieutn a^-rc-rando <pie : "La iiistítitción funciona aparen- 
temente como un» asociación cu participación ■■ pero sus. cárac- 
u ' rr * *■'»•» I; -íi' ió» rotunda de ésta ; en realidad. ot »nfa 

(f*¡ pmrtdimhiü,, pntftko para rrtttituir a lúa (tsfgitrüflm 
(l i-'rmyn tt* ht pi hua, Cobrado para salvar errores posible* de. 
cálculo. lm distintas aplicaciones practicadas son formas ñus- 
cadas j Hlt a luner esa restitución menos onerosa parn el asejrura- 
íjor. ffi )wtnhn di €pttrlir,pfiv¡,hi t n tas haufititis*. „nda dice 
f/»í su natur/tléza; ' * un rrcnrxo dé propaganda comercia^ para 
pnsnihtr mam tutu tjrarta u n ahijo, uña restitución n dcgW- 
metm >h l<r prím»i impuesta por fa rnmprttnria". 

■V pagamos jim. «Jcsfod's de haber analizado bajo ilLstin- 
(os aspi rtns | ;t «ncsfióti sn| rH 'tida a i'onlroverüia, al punto fnn- 
danifiita] alegado por la ériipresa aetora v aceptado interínen- 
te por la M iiti n. ia que '-orre de f Si \m a HL' vuelta. 

Puede fleHisi. el armamento n-ntral de la rei-urmite 
-mri.rpnrado l oiim partí- esencial en i*l fallo MihexHlUen— fin- 
ea en e| coneepto th- "re«justf d>> primas", al <|in> tárabieii alu- 
den los perito* >*n su dictamen. 

Pero, en nulidad el "n-ajuMc ' es mi pracMmúenio, un 
Hieflio estrietameute Umita, ipie, d- pot* si. M m lk- V)l ¡, dist-ri- 
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minar y evidenciar la naturaleza, el fondo constitutivo de la ope- 
ración 'llamada participación en los beneficios del seguro. 

En cuanto la participación en los beneficios supone una 
ganancia para el asegurad» — benefician de administración y 
utilidades que hubieran correspondido a los asegurados que 
han dejado caducar aus pólizas— dicha ganancia esta gra- 
vada por la ley de impuesto a los réditos. 

En cambió, dicho gravamen no puede incidir sobre el des- 
embolso que efectúa el asegurarlo al solo fin de cubrir la posi- 
bilidad de un riesgo, es decir rpip el tributo »o purtk af criar 

la mbré prima. , 

Por oposición a cierto* tipos de legislación como la fran- 
cesa nuestra lev de réditos, en vez de aplicar el gravamen m- 
bre toda clase de beneficio, sólo prava "como rédito el rema- 
nente neto, o sea el sobrante de las entradas o beneficios, sobre 
los gastos necesarios para obtener, mantener y conservar dielios 
réditos " fart. 2. ley 11,682. t. o.). 

En consecuencia, si bien la achira, debió pagar el impuesto 
a los réditos, como agente de retención, sobre las utilidades 
asignadas a sus asegurados, debió hacerlo solamente. sobre las 
sumas resultantes una vez que hubiera deducido ríe dichas uti- 
lidades, el importe de las sobreprimas abonadas por los asegu- 
radas para poder participar de dichos beneficios. 

Es precisamente, el temperamento i|ue según lo» apuntes 
supletorios del informe "in voec", sugiere ante este tribunal 
el representante de la Dir. Oral, del Impuesto a los Réditos, 
por vía de hipótesi*, al expresar rpie "si el tribunal conceptúa 
de rigor, una distinta armonización de los arta. 2, 5 y 24, ley 
11.682 (t. o.), se deja debidamente aelarado que, de seguirse 
entendiendo que las participaciones en los beneficios, constitu- 
yan reajustes • devolución de prima, ello sólo tftía admmble 
hasta ta concurrencia de lo nbmutdo ru concepto de extraprtma . 

Por lo expuesto, el Gobierno Nacional debe devolver la 
diferencia entre las «urnas abonada» en concepto de sobreprima 
por los asegurados y lo que el Fisco debió percibir como rédito 
en las ganancias obtenidas por los mismos asegurados, en la 
participación de los beneficios. 

Por tanto, voto por la negativa *nbre la cuestión propuesta. 
Los señores jueces l>res. Abelardo Jorge Montiel y Ro- 
meo Fernando Camera adhirieron por sus fundamentos al voto 
precedente. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el acuerdo 
que antecede. *e modifica parcialmente la sentencia apelada de 
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fs., 158 a fs. 162 vta. y, en consec upucíh, *e derla ra que la 
Nación deberá devolver a la **¡ánd América" (Cía. de segums 
de vida), la suma que resulte de la lian ¡dación a practicaran 
de acuerdo con las bases establecidas precedentemente, más sus 
interese» a estilo de los que cobra el Banco de la Nación Ar- 
gentina, desde la fecha de la notificación de la demanda, sin 
costas, en atención a la naturaleza de ta cuestión debatida. — 
Maximiliano Comoli — Abelardo Jorge Montiel. — Rameo Ft r- 
nando Cánura. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires^ 11 do mayo, Año de) Libertador General 
San Martín, 1950. 

V r istoe losan tos 44 Sin I América" Cía, de Seguros de 
Vida v. Fisco Nacional s/repetición" en los que a fs. 
201 esta Corte declaró procedente el recargo extraor- 
dinario. 

Considerando: 

(¿ne la cuestión motivo de este juicio ha sillo am- 
pliamente examinada en el informe de fs, 88 n 121 sus- 
eríptp por los tres per i tus que designaron las partes, 
de común acuerdo, en la audiencia de que da cuenta el 
aeta de fs, 39. 

Que sus Conclusiones son debidamente utilizadas 
en la sentencia recurrida, donde se ha realizado un 
completo análisis de las mismas. Ese esclarecimiento de 
los puntos técnicos, involucrados en la demanda y su 
contestación, ha permitido demostrar que en el sitb ju- 
(Uce doJien ser aplicados los artículos 5* iac. h) y 24 
inc. e) de la ley N" 11.0*82 t. o. en ta fon na y con ol sen- 
tíÉó con que lo linee |u sentencia de la Cámara Federal 
de Apelaciones. 
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Que, en su consecuencia, no se estima necesario for- 
mular mayores consideraciones sobre las cuestiones de- 
batidas. 

Por tanto se confirma, por sus fundamentos, I a sen- 
tencia apelada, sin costas también en esta instancia. 

Luis B. Loxoni — Ruholfo Cf. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 

PÉREÍ5 — ATUJO PkSSAOSO, 



TRAXQriIJNO FAR1AS 

HOMICIDIO: IlnmirÚlio calificado. 

Oorrespoude aplicar la pena de prisión perpetua al autor 
de mi homicidio calificado cometido mientras la víctima 
dormía, eon el fin de apropitn-se de su dinero, único móvil 
que puió al victimario. . 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de mayo, Año del Libertador Oeneral 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos "Faiias Tranquilino s homicidio 
y rol ro en los que se lia concedido a fs t 24l > el recurso 
ordinario de apelación. 

Considerando : 

Que el procesado se encuentra convicto y confeso de 
liaber dado muerte a Luis Pardo, hecho acaecido en Cen- 
tenario, Xenquén, el 10 de aposto de 1945. Que encon- 
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tráíKiose mi el domicilio de. la víctima, a invitación de 
ésta, aprovechó la circunstancia de que Pardo se queda- 
ra dormido, para agredirlo, asestándole ua fuerte golpe 
fii la caliezu, y luego dos pufiahu 1 is que de ten ni liaron 
la niuerte instantánea. Qne a continuación se apoderó" 
H inculpado dé una billetera de la víctima, a la que sal na 
poseedora de cierta suma de dinero, huyendo con ella. 
Que analizadas las distintas piezas procesales váli- 
damente aceptables, es evidente que el homicidio se con 
sumó con propósito de robo, porque aunque este pro- 
nunciamiento no pueda fundarse sobre la única base de 
lot* testimonios 4b 1 quienes oyeron a Furias abrigar ese 
propósito, es evidente que si no liubo lucha, como está 
probado, el único móvil que guió al victimario fué el del 
apodera 11 líe 11 to del dinero que sabía en poder de la víc- 
tima. Que a esta conclusión arribó el juzgador en primera 
instancia, deteniéndose a considerar si el a pode rumien lo 
de la billetera fué consecuencia fortuita o causa del cri- 
men, ya que la distinción hace variar la calificación del 
hecho, y la peta) correspondiente, y decidiéndose por el 
segundo criterio, después de un análisis exhaustivo de la 
prueba pericial médica, testimonial y confesional, con- 
denando a Tranquilino Farías a sufrir la pena de pri- 
sión perpetua, encuadrando su delito en el art. 80, iiic, 
del Código Penal. Que las conclusiones del juez fueron 
corroboradas por el voló en disidencia de fs, 23R, donde 
se estima que ln naturaleza de las lesiones que pre- 
sentaba el cadáver de Pardo demuestra que éste fué 
sorprendido inerme, mientras dormía, y que el informe 
m&Hco de t's.. 74 demuestra acabadamente que no hubo 
lucha, y ipie las heridas no pudieron producirse por en- 
terramiento, durante clin, del arma esgrimida por la 
víctima. 

En tale- condiciones, ln neción del acusado encuadra 
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en Id provisto en los inc*. 'i y ,'!, Úé\ art. 80, del Código 
Penal, conclusión abonad» por el análisis de la causa, el 
tallo de primera instancia y el voto en disidencia de 
fs. "238 y siguientes. 

Por todo ello, en su mérito, se reforma U* sentencia 
apelada, condenando a Tranquilino Farías, de apellido 
materno Torres, por el delito de homicidio calificado 
(Cód. Penal, art. 80, inca. 2 y 3), a la pena de prisión 
perpetua, accesorias legales y costas. 

Luis R. l&mw — Rodolfo G. 
Valen zuela — Tomás D. Ca- 
sares — Felipe Santiago Pé- 
rez — Atilio Pessaono. 



PRIMO DOMINGO TULLI y. NACION ARGENTINA 

RKCVRSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestión fe- 
deral. Cationes federé* fag» itfktpréi**** de l'W f ed - 
ralrs. 

Es procedente el recurso extraordinario si el perito en 
«ue el mismo se interpuso se halla suficientemente fuu- 
.lado y está en cuestión la inteligencia del art. 16 y otros 
del Cap. V, Tít. III, de la ley 4707. en el cual basa su 
derecho el recurrente. 

RECURSO KXTRAORIHSARIO: Remlmiá». Reiocnein» de la 
tencia apelada. 

Por tratarse de un jlüfjp sobre otorgamiento de pensión 
militar y haber sido revocada anteriormente la sentencia 
definitiva por la Corte Suprema, que dispuso devolver los 
au tos para que se dictase un nuevo pronunciamiento, que 
ha sido ahora recurrido, corresponde que aquella se avoque 
al conocimiento del pleito con el alcance del art. Ib. P par- 
te, de la ley 48. 
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VES S IOS ES MILITARES: Pensiones a lo* militare*. Inutilización 
f,ara la carrera militar. Ejército. 

lía jo el régimen do la ley +707, para l« existencia de dere- 
cho a pensión de retiro. He requería i|iie ei militar quedare 
inutilizado para la carrera de la» armas, tomo consecuen- 
cia de enfermedad o defecto físico producidos en servie-io 
activo y por actos de servicio, no siendo entonces requisito 
pura tal derecho, la existencia de incapacidad parada vida 
civil. 

PENSIONES Mi LITARES: Pensiones a los militares. Inutilización 
¡rítra la varrera militar. Ejército. 

Las cuestione» referente* a la aptitud para el servicio de 
las armas son de carácter técnico militar y están reservadas 
á la decisión de las pertinentes autoridades militares. 

PENSIONES MILITASES: Pensionen a los militares. Inutilización 
para la tarrera militar. Ejército. 

El ciudadano que a raíz del accidente sufrido mientras 
cumplía la conscripción, no es apto para todo servicio y 
debe ser clasificado como "disminuido en sus aptitudes 
físicas", según lo informado por la Junta Superior de Re- 
conocimientos Medico*, con motivo de la medida para me- 
jor proveer dictada por la Corte, tiene -derecho armia-peir: - 
sión de retiro que, no habiéndose hecho cuestión por las 
parte.s acerca de la extensión con que se le había acordado 
antes por la sentencia respectiva, debe ser equivalente al 
cuarenta por ciento del sueldo de cabo, conforme a lo dis- 
puesto por i*l decreto 22.559/45 



Sentencia d*s la C ta ara Federal 

Buenos Aires, octubre 21 de 1ÍMÍÍ. 

Y vistos: Kst<is autos seguidos por 1>. Primo Domingo 
Tul) i contra ta Nación por otorgamiento de pensión militar, 
venidos nuevamente a conocimiento del tribunal en virtud de lo 
resuelto ;i K ¡W pnr la Suprema Corte de Justicia í 1 ); el tri- 
bunal planteó la siguiente cuestión a resolver: 



(i) Pallo*: ->u. ¡US. 
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¿Es justa la sentencia apelada de fs. 68 f 
Sabré dicha cuestión el Sr. Juez Di\ Cmisolí, dijo: 
Iji Suprema Corto ha devuelto estos autos para que el tri- 
bunal dicte nueva sentencia apreciando In situación del actor 
con arreglo al régimen establecido por la ley 4707, por conside- 
rar que conforme con lo prescñpto por el art. 2' del decreto 
19 285/44 no son aplicables en el caso de autos las disposicio- 
nes del decreto n' 29,375, ambos ratificados por la ley 12.913. 

A diferencia de lo que dispone la nueva ley orgánica del 
Ejército, la lev 4707, en los arts. 16 a 18 del Capítulo V, del 
título III, establece que para tener derecho a la pensión de 
retiro es necesario, aun tratándose de cabos y soldados cons- 
criptos, que el militar haya quedado inutilizado para continuar 
su carrera como consecuencia de enfermedad o defecto físico 
producidos en sen-icio activo y por actos de servicio, situación 
en la que indudablemente no se encuentra el actor, toda vez 
que la Junta Superior de Reconocimientos Médicos en su dicta- 
men de fs. 47 del expediente administrativo agregado lo ha 
declarado apto para todo servicio aun en caso de movilización. 

Dado que ese informe emana de la autoridad a quien com- 
pete determinar si el militar que ha sufrido lesiones en actos 
de servicio ha quedado o no inutilizado para continuar su 
carrera, su valor probatorio no puede discutirse y es induda- 
- ble -que i^v a*regte-a^éUlebe deM^wsi^a-^mawla^^ «*- 
habersc acreditado que el actor tenga derecho al beneficio que 
reclama, conforme a lo que estatuye la ley 4707, 

Por tanto voto afirmativamente la cuestión propuesta. 
Los Sres. Jueces Dres. A. J. Montiel y Romeo F. Camera 
adhirieron por sus fundamentos al voto precedente. 

De acuerdo con la votación que instruye el aeuerdo que 
antecede se confirma la sentencia apelada de fs. 68 que deses- 
tima la demanda interpuesta por D. Primo Domingo Tullí con- 
tra la Nación por otorgamiento de pensión, con las costas en 
ambas instancias en el orden causado en atención a la natura- 
lesa de la cuestión resuelta. -- Romeo Fernando Camera. — 
Maximiliano Consol i. — Abelardo Jorge Montteh 
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FALLO [>R L.\ CORTE SUPREMA 

Buenos Airen, 15 de mayo. Ano del Libertador General 
San Martín, 1*150. 

Vistos los autos: "Tulli Primo Domingo v. Gobier- 
no de la Xaeión s/ pensión militar'*, en los qite se ha 
concedido a fs. 10K vta. el recurso extraordinario. 

Y considera lulo; 

Que el escrito de U. 106 —cu que se dedujo el re- 
curso extraordinario— contiene un relato detallado do 
las circunstancias de la causa y expresa fundar la apela- 
ción en la inteligencia del art. 16 y otros del Cap. V, 
Tít. MI de la ley 4707, con el alcance de atribuir al re- 
currente el derecho porque litiga. Habida cuenta que 
la sentencia de esta Corte de fs. ílíl revocó la anterior de 
-la Cámara de -fe_-84--y-(lispuso-dutíiivJU*- los-auto^parjL 
que aquel Tribunal se pronunciase sobre la situación del 
actor bajo el régimen de la ley 4707. ta apelación resulta 
suficientemente fundada. 

Que, por lo demás, dada la naturaleza del juicio y 
las circunstancias a que se ha hecho referencia, el Tri- 
bunal encuentra del caso avocarse al conocimiento del 
pleito con el alcance del art, 16, 2* parte, de la ley 4*. 
— Doct. Fallos: 'J12, 64 y otros—. 

Que esta Corte concuerda con la sentencia en recur- 
so de fs. 103, en la conclusión de que, bajo el régimen de 
la ley 4707, para la existencia de derecho a pensión de 
retiro, se requería que el militar quedara inútil irado 
para la carrera de las armas, como consecuencia de en- 
fermedad o defecto físico producidos en sen-icio activo 
y por actos de sen-icio. No era entonces requisito para 
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tal déreeho la existencia de incapacidad para la vida ci- 
vil — Art. 1H, ley citada-. -Fullas: 195, 17; 200, 99 
v otros — . 

Que es igualmente exacto que las cuestiones reteren- 
t<« a la aptitud para el servicio de las armas son de ca- 
rácter técnico niililnr y están reservadas a la decisión 
de las pertinentes autoridades militares — Doctr. Fa- 
llos ; 147, 07—. 

Que lo informado a ts. 118 por la Junta Superior 
de Reconocimientos Médicos — ¡i raíz de la medida dis- 
puesta para mejor proveer a fs. 114— en el sentido de 
que Tnlli, como consecuencia del accidente sutndo en 
lila, no es apto para todo servicio y debe ser clasificado 
«orno "disminuido cu sus aptitudes físicas" remueve 
el obstáculo legal más ai riña mencionado para la pro- 
cedencia de la demanda. 

Que ninguna de las partes ha hecho en los autos 
cuestión de la extensión con que la pensión se acordó a 
Tnlli por la sentencia de fs. 84. Por lo demás la upheu- 
bilidad del decreto 2155í»|4r> ha sido admitida en casos 
similares en Fallos: 'J10, 841 y 1036; 

Ku su mérito se revoca la sentencia arlada de ts. 
VI® y en consecuencia se declara que la Xación delie 
acordar a Primo Domingo Tullí la pensión de retiro 
que le corresponda equivalente al cuarenta |K>r ciento 
del sueldo de Cabo v abonarle las mensualidades atrasa- 
da» desde el 3 de julio de 1940, con intereses a estilo 
banenrio a partir de la notificación de la demanda. 
Costas por su orden en todas las instancias. 

hvm R. Lojí«m — Tomás 1). 
Casare» — Felipe Santiago 
PÉfiEZ — Atilio Pkssa-íxo. 
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Sor. de Rasfc Ltoa. BOGIIAX COMERCIAL INDUSTRIAL 
Y KlNAXí'IERA v. ESTADO O GOBIERNO Rt'MANO 

IMHUESTO f)K jrSTÍClA. 

La ejecución fie untt sentei .a arbitral es un procedimien- 
to ejecutivo ¡iiÍcíh) unte la justicia, comprendido en lo» tér- 
minos del «rt. !*4. hic. * ) del decreto \m*2M —ley 12.922—. 

Dictamen nm PiíocrHAoou General 

Supremo Corte: 

Kn cuanto al impuesto de justicia : 

La presente do ni a nd a, sobre ejecución de un laudo 
arbitral d tetado privadamente, sin intervención de tri- 
buna los judiciales, tiende a que se haga efectivo el cobro 
de una sum» de dinero a cuyo pago ha sido condenada 
una de las partes. Este no ha podido obtenerse por los 
procedimientos ex trajud ¡ciatos seguidos ante el expresa- 
do tribunal arbitral. 

Con el aludido laudo, pues, eomo título ejecutivo. 
se inician atitr V. E. estas actuaciones judiciales. 

Kl «rt. í>4 inc. a) del decreto 9432 ¡44 (Ley N* 
sobre papel sellado nacional establece claramente un 
"impuesto de justicia" para las demandas "ejecutivas 

y de apremio" que se sigan en las condiciones de la de 
autos; y se fija el monto de aquel tomando eomo baso 
e| importe reclamado. 

La circunstancia de que en dicha disposición legal 
no se mencionen expresamente las ejecuciones de laudos 
arbitrales como pasibles del impuesto de justicia no 
puede en forma alguna ser óbice al cobro de éste, toda 
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vez que es innegable que se trata aquí de un juicio de 
trámite ejecutivo, como el mismo interesado lo ealitica 
ni rcclamnr el procedimiento para la sustanciación de la 
causa. 

Cualquiera sea el nombre que se pretenda dar a la 
presente acción, es innegable que ella está comprendida 
entre las que enumera el art. 94 citado de la ley de papel 
sellado. Aceptar lo contrario importaría autorizar una 
evasión impositiva a base de una equivocada aplicación 
de dicha ley, suponiendo en la misma una omisión que 
no existe. 

No es, pues, el caso resuelto por V. B. en 209: 87, 
que cita el interesado, referente a una demanda por ex- 
propiación, acción ésta que, efectivamente, no figura 
entre las enumeradas en la ley de sellos. 

Corresponde, y así lo solicito, se intime el pago del 
impuesto de justicia que corresponde a estas actuacio- 
nes ; bajo apercibimiento. 

En cuanto a la jurisdicción : 

i 

De acuerdo con lo dispuesto en el art. 96 de la Cons- 
titución Nacional vigente, las demandas contra estados 
extranjeros son de competencia originaria de V. X*. 

Corresponde, en consecuencia y de acuerdo con lo 
resuelto en 215: 252, librar oficio al Ministerio de Re- 
laciones Exteriores, a objeto de poner en conocimiento 
de la Legación de Rumania la iniciada a fs. 11 ; solici- 
tándole manifieste si su país se somete a la jurisdicción 
argentina. Buenos Aires, abril 17 de 1950. Ano del Li- 
bertador General San Martín. - Curios G. [><>lfnw. 
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Buenos Aires, ii de mayo, Año ele] Libertador (ieueral 
San Martín, JÍI5& 

V istos los aillos: "Bogban Comercial Industrial y 
Financiera S. R, L. e. Rutado o Gobierno Ttmnano s,| 
juicio ejecutivo". 

V Considerando: 

<¿ne la ejecución de tina sentencia arbitral es un 
proeedimiento ejecutivo inicia) ante la justicia, qué no 
existe motivo ¡jora excluir de los términos del art. ÍH, 
ine. a | de la ley de sellos. A tal efecto sería preciso acor- 
dar a la locución 1 'inicios ejecutivos" que la ley emplea, 
su significado más restringido, eon violencia cierta del 
propósito de la ley y del criterio interpretativo sentado 
por esta Corte en Fallos: 179, .337; 180, 360; 182, 486; 
lítS, 1!>;¡ y otros. A lo que cabe agregar que la falta de 
mención expresa de los juicios de ejecución de senten- 
cia, por razón de la existencia común de actuaciones ju- 
diciales en 1 1 ni • el gravamen lia sido sastisfeclio, no im- 
pide la inclusión de las mismas en el concepto genérico 
de las ejecuciones, en casos como el presente, en que son 
judicialmente originarias. 

En su mérito intímese a la actora la reposición del 
impuesto de justicia solicitado por el Sr. Procurador 
< leñera I en el término de cinco días y bajo apercibi- 
miento. 

ítViS K. Lnxom — Tomás 1). 
Casares — Kkmck Rantiaoo 
Vi.uv.z — A nuo Pf.ssai,\*o. 
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PROVINCIA DE .rr.H Y v. LEDESMA 8UGAR STATES 
AND REFININO Cf HIPAN Y LIMITED 

ffiimma de reposición. 

ha» resoluciones de la Corte Suprema no son susceptibles 
fie recurso de revocatoria, antique se lo denomine recurro 
de «claratoria 

COS'STITt'ClOS NAClOSAL: *'»».*! itiirionaUtiad e Ítu<tHHtitw:iú»n- 

litlad. Ltfff» nat-tonalca. Tartán. 

Si bien es exacto ijiie la Corte Suprema ha admitido la 
validez fie Jos actos procesales cumplidos con arreglo a Ibk 
leves en vigencia en la oportunidad en que se los dispuso, 
esa doctrina reconoce excepción en los supuestos en que la 
Hplicación de la ley posterior no causa gravamen a los in- 
tercaadns, como sucede con la resolución de la Corte Su- 
prema que deja sin efecto la prueba de peritos ordenada 
v da al Tribunal de Twacíones ta Ínter vención prevista per 
el fcirt H de la ley 13.264. 

EXPROPIACION: Procedimiento. Procedimiento judicial 

Ninguna razón impide encomendar al Tribunal de Tasacio- 
nes la determinación de la superficie del inmueble expro- 
piado. 



ADA STEIN l>E BERO v. PROVINCIA DE 
RI ENOS AIRES 

LE Y OE SELLOS: /¿fraccione* y p«*w. 

La renuncia al mandato formulada con posterioridad a 
la liquidación del sellado y a la intimación de su repo- 
sición es inoperante a lo» efectos de esta última; por Jo 
que corresponde imponer al mandatario la multa del quin- 
tuplo del impuesto adeudado y remitir los autos al juei 
federal en turno a los efectos del cobro. 



(1) 11 úf mayo. 



6<)<> 



FALLOS DE LA CORTE SUPKEÜA 



Dn'TAMKX DEL PhoíTRADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

A la liquidación efectuada a fs. 29 corresponde agre- 
ga* * ijsSÍ pot dicha foja. Kn t¡il forma manifiesto con- 
formidad con lii misma. 

Xo habiéndose opuesto reparo a esa liquidación, no- 
ti f irada a fs. 30, corresponde que V. E. la apruebe e 
intime a la parte acto ra para que dentro del término 
de cinco días efectúe su reposición; bajo apercibimiento 
de multa (arts. U'2, 110 y 145 de la ley de papel sellado 
en vigencia). 

Asi pido a V. K. se sirva declararlo. Buenos Aires, 
Noviembre 10 de 1ÍI4Í). — Cario* O. Detfino. 

DlCTAMEX DEL PROCURADOR GEXERAL 

Suprema Corte: 

s 

Atento el incumplimiento de la intimación decretada 
por V. E. a fs. 35 vta., notificada a fs. 37, corresponde 
y así lo solicito, se haga efectivo el apercibimiento allí 

ordenado. 

En lo que concierne a la ulterior renuncia al man- . 
dato conferido al apoderado Alberto M. Stainoli (fs. 
MK), ella es intempestiva a los fines del cumplimiento 
de la preindicada intimación atento el momento procesal 
en que la formula. Xo puede, pues, surtir efecto alguno 
al respecto, basta tanto no resulte legalmente suplida 
su represen tacióir en esta causa. La vista conferida a 
fs. 41, notificada a fs. 42, y aún no contestada por el 
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expresado Stainoh, demuestra que su renuncia al man- 
dato todavía no ha podido sustanciarse. 

Son de aplicación al caso los arts. 19 f 20 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Civil y Comercial de la 
Capital de la República, supletorios en lo federal (Ley 
N* 50, art. 374) concordantes con los arts. 1870, inc. 6*, 
1904, 1949, 1978 y 1979 del Código Civil; y la doctrina 
de V. E. en caso similar "Xicolai Paraschiva í)umi- 
trachi contra Provincia de Buenos Aires, sobre devolu- 
ción de pesos", sentencia de 6 de octubre de 1949. Bue- 
nos Aires, mayo 3 de 1950, Año del Libertador General 
San Martín. — Cartas G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 15 de mayo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que la renuncia al mandato formulada a fs. 38 re- 
sulta inoperante a los efectos de la reposición del papel 
intimada a fs. 35 vta., atento lo dispuesto por los arts. 

del código procesal supletorio y 9¿ de la ley de sellos 
—Fallos: 215, 32—. 

En su mérito y por los fundamentos del precedente 
dictamen del Sr* Procurador General, impónese al inte- 
resado la multa de ciento cinco pesos moneda nacional 
eorresíM>ndiente al quíntuplo del impuesto adeudado de 
veintiún pesos de igual moneda ; y, en consecuencia, re- 
mítanse los autos al Sr. Juez Federal en turno de la 
Capital a los efectos del cobro del impuesto y multa de 



tí 



FALLOS HE I.A CORTÉ sll'KfcMA 



referencia, debiendo asimismo ser repuestas las actua- 
ciones que corresponda, y que por ser posteriores a la 
liquidación «le fs. *Jít no se lian incluido en la misma. 



I'AIÍTIIX) LABORISTA TU VM AN( > 
KEVURSO EXTIi.\ORI>I\AItlO; Requisito', f fírmate*, Interposi- 



• ián del rrt Hrmt, Tfrmino, 

Nn procede i-I recurso extraordinario intet puesto en Mib- 
siclio ílf* útro tic recowsideraeWD <|tie fué dcrlarailn ira- 

procedente: 

MirUHSO KX THA tUfUIXA RIO: fín t itisit»* utmuuc*, ( nt-tiúu 
tuiabie. 

\u sim susteptible* de reeurso extraordinario las regola* 
i-iittie.s 1)0 los trihuniih's olfi-lm-alt'*. dicttolits en p| ejen-icio 



Buenos Aires, 15 de mayo. Afro del Libertador Uencrat 
San Martín, 1!»50. 

Vistos los autos: "Recurso de lieclio deducido cu la 
ra usa Partido Laborista Tucumano apela resolución del 
Tribunal Electoral", para decidir sobre su procedencia. 



V considerando : 

QüO ron el precedente esi rito 1). Fia vio Stisa, ftü su 
raráeter <le apoderado titular del partido "Laborista 



Rodolfo <¡, Valenzcela — To~ 

más I). Casabes — Felipb 

SaNTIAOO PÉhEZ — Atilio 

Pessacíxo. 



ilc >te* funciones t*pci*íf toas. 
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Tucumano", solicita de usta Corte Suprema declare mal 
deuegado el recurso extraordinario que oportunamente 
dedujo respecto del pronunciamiento del Tribunal Elec- 
toral de la ciudad de Tucumán que resolvió; 1' "desco- 
nocer personería al Partido Laborista Tucumano y en 
consecuencia negar su intervención en las elecciones del 
12 de marzo próximo" y 2% "rechazar la lista de candi- 
datos presentada por dicha agrupación política". 

Que según lo manifestado ei» la queja contra tal re- 
solución se dedujo recurso de reconsideración fundado, 
entre otras razones, en la invalidez constitucional de lo 
resuelto, agregándose al final del misino que "para el 
caso de que V. K mantuviera la resolución cuya recon- 
sideración pido, se me deje expedito el recurso extraordi- 
nario para ante la Exema. Corte Suprema de Justicia 
de la Nación". 

Que no es así dudoso que el recurso extraordina- 
rio aparece deducido en subsidio del de reposición, es 
decir de manera que, con arreglo a la jurisprudencia, 
no autoriza la concesión del mismo, aun en caso de lle- 
narse los demás recaudos de ley —Fallos: 210, 452; 

l'U, 257 y otros— . . 4 . 

Que, por otra parte» es también jurisprudencia rei- 
terada que el recurso extraordinario para ante esta 
Corte no procede respecto de las resoluciones de los Tri- 
bunales electorales, dictadas en el ejercicio de las fun 
cienes específicas de aquéllos —Fallos: 128, 314; 148, 
215; 189, 154 ; 203, 242 ; 208, 125 ; 210, 47 y otros-. 

En wn mérito se desestima la precedente queja. 

kyis B. I -ONU ni — Rodolfo G. 
Valkszi kl.v — Tomás D. 
Casahks — Felipe Santiago 

, PÉREZ — AT1LTO PKSSAfiNO. 
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FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Jl'AX CEU VI So v EMPBESA DIARIO CRITICA 

RECCRSO EXTRAORUIXARtÜ: ttequiiítos propios. Cuestiones no 
fedérale*. Interpretación tte norma* y actos tomaues. 

La interpretación de las normas comunes — como lo son 
lu ley 11.72? v el decreto ir 33.302/45 t ley 12.921— no 
dan liifíar hI recurso extraordinario (')■ 

RECCRSO EXT RAORDlX ARIO: Requisitos propia», Relación di- 
neta. Sentencian con fundamentos no fedérale* a federales consenti- 
da*. Fundamentos de orden eomñn. 

ha decidido respecto ni alcance del art. 67 de) decreto 
33.3(12/45. ley 12.021. por lu sentencia apelada, es ir re- 
visible por la Curte Suprema, que no puede conocer al 
respecto ni ti un si ib re la base de lu existencia de decisiones 
eácout radas sobre la materia ( s ). 

RECURSO EXT RAtlRDlS ARIO: Requisitos formales. Introducción 
de la cuestión federal, ttportnnidad. Planteamiento en el em-rito de 
intrr posición del recurso extraordinario. 

Es improcedente el recurso extraordinario si la cuestión 
federal en (pie 86 funda no fué plnntcada oportunamente, 
a pesar de que era previsible antes del fallo recurrido, 
máxime si *e tiene en consideración (pie dicho pronuncia- 
miento confirmó el de primera instancia ipie había hecho 
liiffir a la demanda f 3 ). 



DIRECCION GENERAL DE EKCTELA8 DE LA PRO- 
VINCIA DE MENDOZA y. FRANCISCA ORTIZ DE 
DESPREZ (sivesión) 

RECCRSO EXTRAORDl SARJO: Requisitos propios. Tribunal su- 
perior. 

La Suprema Corte di la Provincia de Mendoza nu es, de 
ordinario, el superior tribunal local a los efectos del art. 
14 de la ley 48 {*). 



(i) ]"> de tnuyo. 

(ü) Faltón: 187. 33». 

(3) 15 de miivo. Fallos: 214, 305. 

(A) Pulios : 211, «2. 
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RFt ritSO EXTRAORD1XARIO: B*9»M«« pr°P'°*- Ración 

de*. Fundamento* de orden local o procesal. 

Fm iiisuspeutible de recurso extraordinario el pronuncia- 
re" ¿tan improcedentes determinad,* . i_ 
cu el orden local, por versar sobre gestiones de hecho y 
de derecho local (*)■ 

RECURSO EXTRA 0RDIXAR10 : Remitan propio,. f^¡¡¿ 

da*. Fwt#ie«Nto de o"'*'" » 

Son de naturaleza procesal g jW^^^^ 
por la Corte Suprema en instancia extraordinaria la* 
cstiones referentes a los efectos del desistimiento de a 
StS en .aso de adición a ella, a **pfí» g 
preclusión y al término en que la» causas han de w W- 
iueltas con arreglo a leyes locales, máxime cuwdo d JaÜo 
«pelado no puede f u»dadametite_ ser tachado < c jrb tra- 
ruV ni de los recaudos acompañados resulta 
Sinfín respecto al fondo del asunto suseept.ble de 
ser considerado en otro juicio. 



-EL INDIO" K. A. AGRICOLA GANADERA 

RECURSO EXTRAORDIXARIO: Requisitos propio*. CMtithW ** 
federales. Interpretación de norma» y acto» comune*. 

Es ajeno al recurso extraordinario lo 

de celebración de los contratos y a la aplicación del art. 

11 de la ley 12.842, sobre arrendamientos rurales. 

RECURSO EXTRAORDIXARIO: Recito* propios. Relación di- 
rnla. Xormas extra*** al juicio. Di*pomhne* estaciónale». 

Xo procede el recurso extraordinario fundado en que lo 
dolido impone al recurrente una obligación carente de 
Le Ie*al punto que en definitiva depende de la inter- 

|"etaSdíl h » * * **** ,,0rma * 
común. 



(i> Fallo*: 211, 15 y I0l»¡ 



'°~ KALLOS db la corte SUPRKMA 

RECURSO EN THAOItDINA Rio : R*qni#¡lo* propio*, Relación di. 
recta. Normas enroñan al jiiü-io, Disposiciones constitucionales. 

La garantía (le In igmddad no ubre la apelación extra- 
ordinaria a los fines de revisar la heterogeneidad de la 
aplicación de la* leyea no federales. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* » garvwtá». ZM/ta* «i 
jwiVia. Principie* generales. 

Mediando razones de interés publico suficiente, y en pur* 
tienlar en Jo referente al régimen del trabajo, determina- 
das cuestionen pueden ser sometidas a la decisión de orga- 
nismos administrativos, en tanto la actuación ante los mis- 
mos satisfaga las exigencias mínima» de la garantía dé 
la defensa en juicio. 



PALLO 1>K LA COHTK Sl'PKKMA 

Buenos Aires, 1"> de mayo. Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos: "Recurso de bocho deducido en 
la causa "El Indio" S, A. Agrícola Ganadera apela re- 
solución del Ministei'in de Agricultura para decidir 
sobre su procedencia. 

a 

Y considerando i 

Que es punto ajeno a la jurisdicción de esta (jorle 
la decisión de si los contratos a que Ja queja se refiere, 
han sido o nr celebrados al modo canadiense, así como 
si es del caso In aplicación del art. 11 de la ley 
< Fallos : L'10, 401 ; 213, 489 y otros). 

Que en cuanto a la aserción de que io decidido im- 
pone al recurrente una obligación carente de base legal, 
es de observar míe no constituye tampoco cuestión fe- 
deral suficiente para fundar el recurso extraordinario. 
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Que ei| efecto, ©ata Corte lia decidido que tal cues- 
tión remite en definitiva a la ínter pretaeióu de las nor- 
mas aplicadas por el pronunciamiento apelado, irrevi- 
siblc por el Tribunal cuando, como en la especie, no se 
trata de preceptos federales —Fallos: 215, U y Vm y 
otros — . 

Que por último lia de añadirse que la garantía de la 
igualdad, también invocada, no abre la apelación a los 
fines de revisar la heterogeneidad de la aplicación de las 
leyes no federales —Fallos: 202, 211; 205, 310; 210, 
Ü8H y otros — . Y que esta Corte ha admitido que median- 
do razones de interés público suficiente, y en particular 
en lo referente al régimen del trabajo, determinadas 
cuestiones pueden ser sometidas a la decisión de orga- 
nismos administrativo*, en tanto la actuación ante los 
mismos satisfaga las exigencias mínimas de la garantía 
de la defensa en juicio —Fallos: 211, 105fi y otros—. 

En su mérito se desestima la precedente queja. 

Lns U. LojíGHi — Tomás D. 
Casaiuís — Fklipk Santiago 
Pkkeh — AtiTjio Pessagno. 



S A VICENTE LAUMENTE LTDA. v. IMPPENTOS 

INTERNOS 

ros a .reza. i» a. 

Rechazatlasi en I" sentc-Hcia <|iie í»« arlada sotó me el 
Ffotraj de VA niara, la defensa de prescripción y la que 
se funda en el lieeho de la liquidación de la sociedad acto- 
ra dicho rccnáio quedó firme y no corresnonde prommcia- 
mi'entü de l¡) Suprettta al respecto. 
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FALLOS DE LA CORTE SUPBSMA 



IMPUESTOS IÑf BESOS: Pr »• Mímenlo. Via tO»tetiv¡asa. 

Las (-irt-iiii.stniKíia.s de que pI empleado de Impuestos [nter- 
nm encargado de la pertinente investigación carezca de ti- 
tulo <le contador o perito mercantil, nn haya prestado jura- 
mento y tenca interés en el resultado del sumario, no 
autorizan para invalidar su informe basado en el examen 
de los libros de I" firma sumariada, que puede demostrar 
ta inexactitud de sus conclusiones mediante la prueba de 
desearlo tanto en la instancia administrativa tomo en 

la judicial. 

IMPUESTOS iSTEfíSftSr /{¿gimen re¡irrs¡vo, fh frtíwOti ii'nt i) étm- 
pUi infracciones. 

Las falsas auotac jones en los libros oficiales stni prueba 
suficiente de la materialidad de la ¡nfraerión y dicha 
falsedad puede resultar de las eonstaueias de Ih contabili- 
dad deí contribuyente; por lo cual, acreditada la discor- 
dancia entre aquéllas y ésta, la absolución del interesado 
requiere que el misino eom pruebe positivamente su inn- 
cenéla, pues ta sola circunstancia de que las maniobras 
necesarias para completar la **vas¡í*ni ¡tu positiva no hayan 
sido esclarecidas, no autoriza a absolverle, 

/ ,W Pf IB8T08 i -V TERSOS : Vino *. 

La circunstancia de haberse comprobado en la contabili- 
dad comercial de la sumariada, por las empicados de Im- 
puestos Internos, operaciones de compraventa de vino que 
no figuran en los libros oficiales, es decir, realizadas 
haber tributado el impuesto correspondiente, conclusión 
no desvirtuada por dicha firma que, con posterioridad a 
ta investigación imposibilitó la verificación de las cons- 
tan cías del informe objetado alegando la peni ida de sus 
libros de comercm. que aparecen sustraídos con notoria 
malicia n la respectiva invcsl ilación, a lo cual «e agrega 
ta i nex pilcada conservación de fajas usadas, lince aplica- 
ble la sanción del art, ifti de ta ley :t7í>-| '21 del t. o. 

skntkn* t\ del Juez Federal 

Mendoza, noviembre US de 1i»4v 



Y vistos r Estos autos n* li44-< \ caratulados "S. A, Yi- 
. ente Lam iente Ltda. contra Impuestos iuleruos, por recurso 
conteneioRO administrativo llamados a IV lf',2 vía. para (He- 
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tur sentencia y con el sunmriu ti" 1939, 23/ 1941, agregad» por 
cuerda separada, de los que resulta: 

1* (¿ue empleado» de la Administración General de Im- 
puefltoH Internos, en el mes de octubre de 1940, concurrieron » 
la bodega perteneciente a la $. A. Vieente Lauriente Ltda., 
ubicada en Guay mallín, comprobando en compañía del ent-ar- 
gado del establecimiento. Miguel Angel La ur ¡ente, las siguien- 
tes sítnaciones: 

a) Que un emplead» de Ih bodega, itiieiar.se la ¡ns- 
pección, retiraba del local de embotellamiento un cajón eon- 
teniendo aparentemente basuras, destinadas, según su declara- 
ción, a ser quemadas, pero que examinadas por los actuantes 
resultaron ser 1.770 fajas usadas para botellas, con un valor 
unitario de 6 0.06, selladas algunas por la S. A. Vicente Lsu- 
riente Ltda. y otras por "Sucesores de Diego Landi" y ucon- 
die tonadas en envoltorios sobre cuyas cubiertas se iimsignaba 
un nombre y la eantidad contenida; situación que el señor 
Lanriente explicó expresando que dichas fajas habían sido des- 
pegadas de botellas que contenían vino turbio y que los nom- 
bres consignados en los envoltorios correspondían a repartidores 
que adquirían vino *>n Ib bodega y Agregando que ignoraba 
por qué Algunas fajas estaban selladas por "Sucesores de Die- 
go Landi". 

b) Que las existencias en bodegas apreciada, mediante el 
correspondiente inventario, acusaban una diferencia en menos 
de 4,955 litros de vino común y una diferencia en más de 220 
litros de vino licoroso con respecto a las anotaciones de los 
libros oficíales. 

c) Qnc los libios comerciales de la sociedad exhibidos 
a solicitud de los actuantes, en su mayor parte rubricados, no 
estaban al día correspondiendo sus últimos asientos al año 
1938. 

2' Que nn empleado de la citada repartición, en el mis- 
mo mes v año, cumpliendo instrucciones superiores comunica- 
das a Ja*S. A. Vicente Lanriente Ltda., inició una compulsa 
de la contabilidad oficial y comercial perteneciente a la misma , 
comprobando que el rubro consumo local, según el libro Dia- 
rio, a pfirtir del año 1935, acusaba una entrada varias veces 
superior a la registrada en los años anteriores, como asimismo 
que dicho rubro a partir de tal año estaba vinculado en forma 
directa con Alejandro Brugiapaglia, y finalmente que existían 
registraciones correspondientes a compras de vino, mosto, eti- 
quetas, botellas, etc. vinculadas también con dicho señor, 
motivo por el cual solicitó del mismo las explicaciones corres- 



tOO FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

poudiente.s, quien reconoció une las ventas por i'óiisiuimi local 
tic la sociedad estuvieron a su earíru h partir del año 1!>:í5 en 
atención h iiii contrato verbal, pero manifestó que no poseía 
ningún comprobante relativo a talen ventas, 

T Que el mismo empleado, con techa noviembre 1 1 nob- 
irn ¡t-iii iliñ término a la ri-ff* ridu compulsa, siendo atendido 
en ta oportunidad por el presidente fie la sociedad. 1). Vicente 
Latineóle, quien » su vez confirmó las de«*la raciones formuladas 
anteriormente por Miimel Lamiente y Alejandro Itrugiapaglia, 
admitió que este último efectuó enm liras y ventas ele vino por 
intermedio de la Sociedad» afirmó que no conservaba » ¡nerón 
comprobante relativo a las operaciones i!e la misma y finalmen- 
ie. manifestó que no podía explicar las diferencias que acusaban 
dos planillas confeccionadas por el empleado actuante. 

4" (¿ue la sección local, con fecha diciembre :¡T del mismo 
año. remitió al 1 o- parta ni en tn del Interior las actas labradas 
v además un informe producido por el empleado a cargo de 
la compulsa, destacando que de ésta surgía, presuntivamente, 
la comprobación de grandes defraudaciones sobre el impuesto 
al vino. 

.V <¿ue el Departamento en lo Contencioso, con fecha 

julio 2 ÍM1. dispuso Ih prosecución fie dicha compulsa hasta su 
terminación, iniciándose, sin resultado, una serie de diligen- 
cias tendientes a obtener nuevamente la exhibición fie Jos li- 
bros comerciales que terminó ante la manifestación de D. 
V Ícente LaurifUite. formulada con fecha junio relativa 
a la pérdida de dichos libros. 

G T Que el mismo Departamento, cutí fecha agosto 12 
de tíí-Kl. en atención a la situación plautcnda. confirió vista 
a la S. A. Vicente Lamiente Ltda. respecto n la tenencia de 
f;t]as fiscales usadas y a las diferencias determinadas por in- 
ventario, conforme con las comprobaciones iniciales; como 
también respecto a un ingreso y expendio de 270,855 litros 
«le vino sin declaración oficial, resultante de la compulsa de 
los libros comerciales. 

V (¿ue la S. A Vicente Lamiente Ltda.. median t" f\ 
escrito de fs. 45 y ss del sumario, solicitó la eximición de todo 
cargo pfir impuesto y fie toda sanción de multa. En tal sen- 
tido, afirmó que las diferencias arrojada* por el inventario 
debían atribuirse a defectos en la medición de Jos vinos: con- 
sideró que la compulsa de la contabilidad comercial carecí» 
de valor en razón de haberse efectuado sin la intervención de 
representante de la sociedad: sostuvo <jiie las declaraciones 
pre-tadas ante los empleados actuante* no servían para acred,- 
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tur uumuna infracción; destacó ipie n» fi ¡Miraba « n el sumario 
n i njnni comprobante o planilla í\\ip llevara la tirina de. Bljíún 
componente d- la sociedad j señaló <jue 1"* libros f»fii*íalt-s no 
acusaban defecto» o virios; ale»ó une la contabilidad oficial 
debía prevalecer M,bn- la comercial; indíeú «pie el informe 
producido con motivo dé la compulsa por el empleado actuante 
contenía varia» contradicciones; adtijo nue los libros comer- 
ciale* de la sociedad registraban euiitraa^ientos que no fueron 
ti miadas cu consideración por dicho empleado y finalmente, 
puntualizó la inexistencia del cuerpo de la infracción con r# 
pccto a la compra y venta de vino sin declaración oficial. 

tf (¿ue la asesoría letrada, se^úu dictamen de fs. 63 del 
sumario, aconsejó desestimar la impugnación formulada res- 
pecto a la compulsa señalando ipie la actuación administrativa 
revestía el carácter de la investigación i)e un hecho punible 
y puntualizando une la sociedad sumariada tuvo desde un co- 
mienzo conocimiento respecto de la compulsa. 

ir* Que el administrador general, por revolución de fecha 
mayo 30 ÍÍ4+. dasestimandn Jas defensas opuestas y apoyan- 
do^* en la> conclusiones fdueidas por la asesoría legal, ÉpiH 
a la S A Vicente La úñente Ltda. la obligación de abonar 
en concepto de impuoto la suma de $ lb'.ttíáJO correspon- 
diendo * 16.HU.3ll a lo- litros de vino expendidos 
en fraude v * 2*4.10 a los 4.73-í litros de ¡¡mal producto f al- 
tante s#gi'iii inventario. Además, aplicó a la misma una multa 
de * 16*113. correspondiendo * 166.113 al decuplo del im- 
puesto omitido sobre los '276.H.V, litros de vino ya señalados 
v $¡ 2 000 a las infracciones consistente* cu la posesión de las 
1 770 fojas usadas, la elaboración de vino licoroso sin la 
autorización correspondiente y la reírist ración irreyular del 
movimiento d- la bodega en los libros oficiales, conforme con 
las disposiciones de los arts. 27 y 2* t. o. de las leyes de im- 
puestos internos. 

10 Que Vicente S, (.aúnente, invocando la re ¡presen ta- 
ción dé la S. A. Vicente Lauriente Ltda.. interpuso ante este 
¡mitrado el recurso eonteneif.so-adm¡ni*trativo autorizado por 
el art. 17 del citado ordenamiento legal, 

( 'onaiderandü ¡ 

L (¿ue Vicente S. Lauriente. al f ulular el recurso, plan- 
tea cuno cuestión previa la disolución y liquidación de la S. 
A Vicente Lauriente Ltda. y la responsabilidad de la misma 
cu atención a -u naturaleza jurídica. A-imismo. aleya la pres- 
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t rijii iñii de la aeción penal. Kiiiíil nn*nt «-. reproduce con mayor 
amplitud y profundidad las mismas defensas esgrimidas ante 
la Administración agregando algunas explicaciones sobre la 
ppflesíúll de las 1.770 fajas usadas, sobre el resultado arrojado 
por el inventario y pri ir- ¡pul mente sohre la eompra de 27(Í.Kr»íi 
litros de vino que según lo consigna "se trataba de movimien- 
to de uvas". 

II. Que el procurador fiscal, por su parte, solicita la 
ron filmación de la resolución administrativa ampliando los 
fundamentos de la misma y apoyándose en determinadas dis- 
posiciones fiel ('. 0, ¡ f. Com. y C. p. y de la ley 11.585. 

III. Que la disolución y liquidación de la S. A. Vicente 
Lamiente Ltda. constituye una cuestión que ya ha sido ma- 
teria de resolución, en igualdad de condiciones, en los autos 
in'mi. 05 202 promovidos por la misma ante este juzgado. En 
("nseeiiewin. breviíatU causa, corresponde dar por reprodu 
cidas las consideraciones contenidas en la sentencia dictada por 
la ("a ni. Fed. de Mendoza en el mencionado juicio. 

IV. Que la responsabilidad de la S, A. Vicente Latir ¡en- 
te Ltda. por las infracciones castigadas por la Administración 
resulta clara de las disposiciones contenidas en los arts, 20 y 
21, t. o„ (|iie la estableeen. sin liaeer distinción alguna respecto 
de las personas jurídicas, para los que poseen o transmiten 
efectos en contraven ción y para los propietarios de las mer- 
caderías por el hecho de sus fjo-tores, «gentes o dependiente*. 

V. Que la posesión de las 1.77(1 fajas fiscales usarlas, 
comprobada al inieiarse la inspección de la bodega, con ínter 
vención del encargado ríe la misma, justifica la aplicación de 
la sanción establecida por el art, 26, t. o., por cuanto consti- 
tuye ti na infracción prevista por el art. «7, inc. e), del Tít. I 
de la Be$t (leneral. 

Las explicaciones formulada- a su respecto no modifican 
ta! conclusión. Según ellas dichas fajas fiscales usadas "fue- 
ron despegadas de botellas que contenían vino turbio" o bien 
"se habían desprendido de las botellas devueltas". La prime- 
ra no justifica el sellado de algunas fajas por Sucesión de 
IHego Latid i, firma ajena al establecimiento. La segunda no 
justifica el acondicionaanento especial lie las fajas y siibre todo 
que las mismas no estuvieran destruidas. 

Finalmente, los testimonias aportados al juicio, corres- 
pendientes a repartidores que adquirían vino en lu bodega, 
sólo demostrarían que éstos no intervinieron en ta obtención 
de dichas fajas. 
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VI ta ta elaboración tic vhift licoroso sin la correspon- 
diente íutorfcaeióu, comprobada al practicarse el inventario 
de las existencias en bodega, con intervención del encargado de 
la misma, justifica, tamba' n. la aplicación de la sam-mu esta- 
blecida por el art. 28. t. n., por cuanto importa una traeré- 
sión a las disposiciones de ios art*. 48 y ss. del Tit. VII de la 
Regí. General. 

A este respecto, la parte aetora no formula ninguna es* 
pl ¡unción ni aporta prueba alguna. 

VII (¿ue la regist ración irregular del movimiento de la 
bodega en loa libros oficiales, resultante del referido inventa- 
rio justifica, igualmente, la aplicación de la .sanción estable- 
cida por el art. 28, t. o., por cuanto importa la inobservanc. * 
de las disposiciones del art. 15 del Tít. I de la Eegl. General. 

Las explicaciones formuladas a su respecto no modifican, 
tampoco, ta! conclusión. Según ellas el resultado arrojado por 
el inventarin debe atribuirse a "defectos en la medición de Jos 
vinos contenidos cu la vasija" o bien a otro "inventario prac- 
ticado en la bodega siete días untes-' que habría permitid" 
"haber arrastrado una cantidad en los libros que no era la 
real" Pero, por una parte, el inventario determinante de la 
infracción disentida, no fué objeto de impugnación oportuna 
alguna, según resulta de las actuaciones correspondientes cir- 
cunstancia que decide su validez legal, conforme con lo pre- 
ceptuado por el art, 38 del Tít 1 de ta BegL General Por ..tra, 
d inventario practicado 7 días antes fue materia de eons.de 
ración v resol lición definitiva, según resulta del expediente 
nfiSñ 95.202 de este juzgado, estableciéndose que con su moti- 
vó se apreciaron correctamente las existencias reales que de- 
bieron ser fijadas en los libros oficiales, conforme con lo pre- 
ceptuado por el art. 40. del mismo título y replanieiitacoii. 

VIII Que el expendio en fraude de 276í§o5 litros de 
vino, castigado por la Administración con la sanción estable- 
cida por el art. 27. t. o., surge de la compulsa de la contabili- 
dad oficial y comercial practicada por un. emplead.» de dicha 
Repartición. Según ellas los libros comerciales registraban 
eiertas compras de vino, por la cantidad indicada, que o no 
figuraban en los libros oficiales o íiguraban parcialmente. 
\sí la falta de declaración oficial con respecto al ingreso d»l 
vino determinaría el carácter fraudulento de su expendio. 

A este respecto pesan sobre la parte aetora vanas cir- 
eunstaneias: 1) La posesión de las 1.170 fajas fiscales usadas, 
necesarias para efectuar cualquier expendio clandestino: 2J 
Los resultada arrojados por los inventarios practicados en la 
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bodega, demostrativos de una situación irregular; :í) La in- 
existencia de comprobantes comerciales, inexplicable en un» 
suciedad anónima importante ; 4) La desaparición de los li- 
bros comerciales, un acreditada en forma alguna y fomun ¡ca- 
da a la Administración cerca de dos años después de iniciadas 
las diligencias tendientes a obtener nuevamente la exhibición 
de dichas libros; 5) La.s distintas explicaciones formuladas* 
ante la Administración y ante este juzgado, respecto de las 
operaciones de c ompra de vino cuestionadas, demostrativas de 
ti mi falta de seguridad en la defensa. 

Xo obstante, algunas particularidades de 1» compulsa, la 
inexistencia de reconocimiento respecto de las compras en 
cuestión y determinadas pruebas aportadas, imponen, necesa- 
ria a n-nte un ii resolución favorable a la actora. 

Sin entrar a c»nsidernr el valor legal de la compulsa, co- 
rresponde advertir que algunas regist raciones contables, con- 
sideradas en la misma, le restan fuerza a sus conclusiones. 
En efecto: la comparación de los libros comerciales con los 
oficíale*, en lo relativo a las salidas tic vino por exportación, 
demostraría un beneficio fiscal sin finid tinento, eij ni vidente al 
impuesto correspondiente a la cantidad de 1 !?•'). *2"»:í litros de 
vino, yii une los libros citados cu primer término registrarían 
tilles sididas por una cantidad total de :t.2:{!t.*»W litros y los 
citados en segundo término las registrarían por la igualmente 
total de ÍU162.545 litros. Además, el libró rubricado inventa- 
rio demostraría una concordancia cutre la i tabilídad comer- 
cial y la nfii'inl ya qué bis operaciones registradas en el mismo 
ti cusirían iguales existencias de vino fpic las deda radas a la 
Administración, circunstancia une daría fundamento a !n afir- 
mación de la parte adora según Ih cual el emj leado ti carpo 

«le |¡ mpnlsti efectuó deducciones de asientos parciales, vale 

decir; sin tomar en cuenta determinados coiitratisientos. 

t*nr otra parte, las de lalaciones de Miguel Angel Lau- 
rieufe. Alejandro Brugiapaglia y Vicente Lilimente, relativas 
g la existencia de una vinculación comercial entre el segundo 
y la sociedad bodeguera para la explotación de las ventas por 
consumo lucid, no importan un reconocimiento de bis compras 
y ventas de vino clandestinas. Asimismo, la manifestación de 
Vicente Laufleute, relativa a la imposibilidad de explicar las 
diferencias acusadas por dOs pluu illas confeccionadas por el 
empleado a cargo de la compulsa, no importa, tampoco, un 
reconocimiento, máxime atendiendo a la imposibilidad actual 
de individualizar ta Ees [dan illas en razón de no haber sido 
suscritas en su oportunidad por el citado Lauriente, 
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Pfaalkente. las facturas agregada* h f*. l»0 y ss. de este 
íujÜb, reconocidMe» su firma y rortenhlo por *w otorgantes, 
en i ¡Ararían, atendiendo la identidad de «a «latos correspon- 
dimites a las fechas y « Isa cantidades, como las operaciones 
de compra de vino cuestión atlas Uto serian sino operaciones 

sofera «va. 

IX lino las conclusiones consonadas precede ntemente 
eximirían al suscrito considerar la prescripción do la acción 
penal, defensa alegada solamente con respecto al ingreso y es- 
.nidio de vino sin declaración oficial. Sin embargo, atento m 
planteamiento expreso, cabo consignar que la misma no se ha 
operado. Las primeras operaciones considerada* en infracción 
por la Administración se habrían efectuado, a estar a los 
datos de la compulsa, en el ano 193o . De tal wm*> 
transcurrido hasta ta presentación del Procurador al a* 
iieitando la confirmación de la inulta correspondiente, efec- 
tuada 011 inavo 28/945, más del tiempo necesario para consi- 
derar cumplida la prescripción de la acción, conforme con los 
términos de la ley 11.585. Poro, es do advertir une las_ opera- 
ciones consideradas en infracción correspondientes , al ano l.KH. 
v las infracciones constatadas en el mes de octubre de 1.H0. 
'relativas a la posesión de 1.770 faja* usada*. Ja elaboración de 
vino licoroso sin autorización y la registraron irregular del 
movimiento de la bodega en los libros oficiales, han intorrun - 
nido el curso do la prescripción por aplicaron de las uwp»i- 
SSn pertinentes del art. 67, (\ E, -según la ji.rispmdcnem 
de la forte Suprema de Justicia de la Nación. 

Por estas cousidorac iones, resuelvo hacer lugar parcial- 
mente al recurso eontencioso-adm ilustrativo interpuesto por la 
S A Vicente Lauríento Ltda. contra la resolución administra- 
tiva recaída en el sumario nóm 1939-23-1941. reduciendo a a 
Mima de * 2.000 ni/n. la multa aplicada a la misma, con costas. 
— (Moví» (til 
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En la ciudad de Mendoza a :U .lias del mes de diciembre 
de 1!U¡>. reunida en *u Sata de Acuerdos, los Srcs Vocales 
de la Exema. Cámara Federal de Apelación de Mendoza, doc- 
tores Arturo H Rníz Villanucva y dos,, hlias Hodriguei Saa, 
v el Sr Juez Federal de Mendoza l>r. Alejandro Antequeda 
Monzón designado para integrar el Tribunal por Oe^M^ 
rriente « fs. 30íi. trajeron :i deliberación para dictar sentencia 
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definitiva W autos n 1 1.047- L-2 12. caratulados "¡S. A. Vi- 
cente Lamiente Ltda. v. Impuestos futirnos", venidos del 
Jusepadn Federal de Mendozfi — Expíe, n" 644-C- -, a virtud 
de los recursos interpuestos a Fs. 272 vtii. y 274. contra hi 
sentencia corriente a fs. 266/272 de lecha noviembre 1U de 

í)i- conformidad a lo dispuesto pm el mi. l.*>(i del líenla- 
mentó ¡aira las Tribunales Federales dictado por la ÍJOítí 
Suprema de Justicia de la Nación y 4" del de la Cámara, se 
estableció H siguiente orden de votación : Dr. íiodrífruez Saá. 
Dr. Kmy. Villauurva y Dr. Antc<{ncda Monzón, planten mlnse 
las, siguientes cuestiones a resolver: 

1" ¿ Ks nula ln sentencia afielad»? 

2' ; Ku Caso negativo, es ella arreglada a derecho .' 

:i" j fustas? 

Stihn !'i ftrntn m cwstió», et Dr. l(odri<ruc;í Saá. dijo: 

El represen tan le de la S. A. Laurietite Ltda. solicita en 
el apartado l"i del escrito de expresión de agravios, que *e 
declare unta la sentencia de 1" instancia, por haber sido con- 
demida la sociedad, mi obstante (pie la iuímiui había dejado de 
existir y estaba d ¡suelta y liquidados sus bienes cuando se 
dicto la resolución administrativa. Tal ale-ración de nulidad, 
debe mt desestimada, en primer lugar, porque la recurrente 
no interpuso al apelar a IV 274, el correspondiente recurso de 
nulidad; y en se<rundn. pimple tal cuestión ha sido plumeada 
COItlú defensa de fondo, (pie deberá ser considerada id tratarse 
el recurso de apelación. Por estos fundamentos, voto negativa- 
mente esta cuestión. 

Los Dres, líuiz Villanuev» y Antcqueda Monzón adhieren 
por mis fundamentos al voto precedente. 

Sobre tu ¡iujiuuin mistión, el 1>r. Kndríguc/ Saá, dijo: 

Tanto la actora como el representante del Fisco, han re- 
currido la sentencia de I* instancia. La primera, después de 
insitir sobre las defensas de prescripción y de falta de acción 
contra la S. A, Vicente Lnurieute. solicita la revocatoria del 
fallo en cuanto confirma !a multa de $ 2.000 impuesta por la 
Administración por" las. infracciones reírla menta na* constata- 
das. Kl fiscal de cámara, a su vez, solicita que se revoque la 
sentencia en cuanto absuelve a la actora de la multa impuesta 
por haber expendido 276,850 litros de vino en fraude y pide 
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adennWque sé áfrik una umita .1, * 2 |»»r ha b-r eli uli- 

dn tü papo .le impuesto rorrespond.e.ne a 4 l.hns «pie fcll- 
tnl.au sepún el inventan» realizad.. <on techa petare 20/SHO. 

fon respeeto a la defensa de prescripción, debo ser fila 
chazada, pues el pronunciamiento del se ajusto a . a 

reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema de la Nuc» > . 
sc<nm la cual, las inTraecinncs cometidas .-un posterioridad 
interrumpen el termino de la prescripción por M 
afl r>7, 2« paite, C. 1*. (atvtos s, A. Agrícola Industrial 3 
Comercial f remasehi Huos. v. Impuestos Internos), 

También resulta improcedente la defensa fundada en la 
disolución v liquidación m >a S. A. Vicente Lauriente Ltda. 
SS resulta del «inmri» administra, iv... as mtraccione. 
fuenm constatadas eü octubre 22/íUO y h. disolución (le la 
sociedad se resolvió en marzo 12/94-2 — cdiwtanwa de Fs. 1*" 
vta _ pmnnciínnW la liquidación de la misma, ron posto- 
,.,„,' ¡dm, it .sM i-ü.nm f-vl.a. lín.tal situación la saneum pecu- 
niaria disentida en la presente causa, «instituye una cuestión 
niie debe finiquitar la soledad, «informe a la reírla eatabü- 
,!¡da por el art. 422. l\ fon... el cual despula (le enumerar las 
camal** en virtud de las males las soc.edade* se <lisuelv.ii 
tota luiente, prce.qitña expr.~amH.tc que "en todos o* fijaos 
éU continuar la sociedad, solamente para PW,»» 
eiós mdfaitt*, proeediendose a la liquidación de los rniali- 
Midas" "Las sociedades, diee el art. 435 del mwmo eod.fro. 
sólo ae consideran epatantes a los efeetos de su liquidación . 
v por liquidación debe entenderse la finaliza, ion de TOS nrp.- 
cios pendientes y la liquidación de los fiiud./ados Los wg* 
4:ifi v m dan las normas que nison la 1 muida. -ion, tle las eua 
los resulta que el pujío de las deudas sociales es el principal Ei« 
de aquélla I.a S. A, Vil-ente Lauriente Ltda.. a quien se unpu- 
tan las ¡ulruceioues n las leyes de impuestos internos, es rea- 
pMi.sal.le de las multas impuestas ante la Administraron, y la 
posterior disolución dé la soeiedad y liquidaron de sus bin»*. 
no induce necesariamente li. desaparición de la misma eoni» 
sujeto de dereelios y ol»li»»oim,es. Ella, como dice patomente 
Thuxkii, "no puede desaparecer. Existe una regla general de 
honestidad que domina todo el derecho privado; es que tm 
deudor, persona moral « física no puede desaparecer o dejar- 
se al- orlier por un ser nuevo en detrimento do sus propios 
acreedores ,,mtr« la voluntad de éstos" ( Trailf. de -droit tm- 
mernal. p. 24M. La sociedad Vicente Lauriente Ltda • *«bs * . 
irnos jurídicamente, v está obleada » responder por la multa 
impuesta por la Adm i nist ración dé Impuestos Interin*. Asi 
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lo tiene resuelto el tribunal en los autos mim, !I1S7*I.-IK0 se- 
ü nidos cutre his mismas partes. 

Kn cuanto a las infracciones reglamenta rias par las que 
si- lia impuesto muí mulla de $ 2.(HK>. no corresponde pronun- 
ciamiento alguno por haberse «cogido el infractor cou ante- 
rioridad a Jo* beneficio* de la ley l-"t.í>4!t y haber el Tribunal 
hecho lugar al mismo par mito tic fs. ¡109. 

Como queda expresado, el fiscal dé cámara si* agravia en 
cuanto la sentencia deja sin éfeetq Ins mullas por las simias 
de * 2*841, eorresi poi u líente al decuplo del impupstfl otnitiijq 
sobre 4.7:í"i litros encontrados en menos y en cnanto u la multa 
de í¡ 180.113. aplicada |j«»r haberse espedido en fraude ü70.H;kí 
litros de vino. 

Con respecto a la primara, cabe advertir (pie la sentencia 
no contiene pronunciamiento alguno al respecto. # v ello se ex- 
plica, por cuanto In resolución administrativa de fecha mayo 
30/944. corriente a fs. 05, si bien liace referencia a dicha in- 
fracción, no aplica tan ha algUQll por la misma, limitándose 
,i su respecto a imponer a la nombrada sociedad, la obligación 
de ii Imi un- el impuesto correspondiente a los 4.735 litros de 
vino excedentes sobre las merinas reglamentan ¡as. En tal si- 
t nación, corresponde que la justicia subsane la omisión en que 
pueda b iiber incurrido Ni Administración, pues el recurso 
contencioso se luí deducido para mejorar la situación de la re- 
currente y tío pura agravarla. 

l.ii Administración lia impuesto a la Sociedad adora Vi- 
cente lamiente una multa de £ 110.113 m/n. por considerar 
que la misma ha éspendido en Fraudé ¡Í70.85;> (¡tros de vino, 
inl'niccióri ipte surgiría de la compulsa de la contabilidad ofi- 
cial y comen-ia!, practicada ]>or el empleado de la repartición, 
auxiliar mayor líaúl de León. Seg&n ella los libros comerciales 
registraban ciertas compras de vino, por la < utilidad expresa- 
da* que o no figuraban l * tl los libros oficiales o figuraban par- 
cialmente. La falta de declaración oficial con respecto al in- 
greso del vino determinaría el carácter, fraudulento de su 
expendió. 

Tanto mi la instancia administrativa como en la judicial, 
la recurrente ha impugnado el valor le^al de la compulsa 
efectuada por el auxiliar mayor líaúl de León, y ha nistenidu 
adémfis la ímprocedcnt-ia de la multa impuesta, por no estar 
debífbiinenie acreditada la infracción que v lé imputa. 

La impugnación » la compulsa se funda en que el em- 
pleado ile León, que la efectuó, can d" calidades técnicas. 

pues no tenía título de contador público o de perito mercan- 
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til en (ivie no l^stñ H^-iimoni t> antes de efectuar ¡a compulsa 
v 'noniiic el misma na podía actuar con imparcialidad por 
tmt U ínteres personal en la aplicación de la multa, ya que 
Fue declarado denunciante y por lo lauto tenia participación, 
juntamente con los otros empipados actuantes, en el 50 % de 
la inulta, conforme a lo dispuesto por el art. 2, ley 3i(,4, 
"en todos los casos de infracción o presunta infracción a las 
teves de impuestos internos o a los decretos reglaméntanos, 
el empipado que los descubra, debe sin demora, adoptar toda* 
las medidas v acumular todos los elementos probatorios que 
conduzcan a 'constatar et hecbo de que se trata . En c mas 
breve plazo comunicará el hecho a la Adm. Oral, de Impues- 
tos Internos, euvo jefe dictará las providencias tendientes a 
ampliar el sumario". "El funcionario encargado de instruir- 
lo tendrá facultad para citar y recibir declaraciones de test. - 
-os. bajo juramento y de usar los demás medios probatorios 
Motorizados por las leyes comunes". 

Conforme a la disposición transcripta el funcionario en- 
cargado de instruir el sumario ha tenido amplias tacultades 
para tomar todas las providencias necesarias para constatar 
la infracción v ba podido usar de todos los medios probato- 
ríos autorizados por las leyes, pero su actuación no es discre- 
cional, v por lo tanto en la recepción de la prueba ha debido 
observar las formalidades que las mismas leyes establecen a 
fin de garantizar los derechos de las parles. 

Tratándose de una infracción que resultaba de los libros 
de comercio de la actora. ba debido la Administración rete- 
m-rlos en su poder, y si creyó necesario efectuar compulsa, 
debió hacerla practicar por perito o peritos contadores, bajo 
juramento. En el caso que se considera, la compulsa la efec- 
tuó el empleado de León, quien reconoce al prestar declara- 
ción a fs 225, -que no tiene título de contador o de perito 
mercantil ; que el estudio a fondo lo realizó solo, y que es 
verdad que no prestó juramento. Si a ello se agrega las eir- 
«umtaueias de que no habiendo habido denunciante, la Admi^ 
mstracióii tiene por tales a los empleados actuantes los cua- 
les tienen derecho a percibir el 50 ft de la multa que se 
imponga, «informe a lo dispuesto por el art 4o. Ley ■ Uto*, 
derecho que fué expresamente reconocido a fs, 82 vta. (leí su- 
diario, resulta indudable, a mi juicio, .pie no puede tu debí 
' atribuirse valor probatorio alguno a la referida com pulsa. í 
siendo ella la única prueba de infraecióu. corresponde dejar 
sin efecto la mulla impuesta. 

Pur otra parte, y prescindiendo de lo espuesto participo 
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de las conclusiones a que arriba el a qu<t con respecto a la 
pericia misma, a íttyOS fundamentos* me remito, agregando 
solamente, que la situación <Ie duda que el caso plantea, debe 
resolverse absolviendo a la firma acusada ((informe al princi- 
pio consagrado por el ftrt. 2f> de la Constitución, Por ello, 
voto afirmativamente esta cuestión, debiendo en consecuencia 
COI) firmarse la sentencia rerurridm. 

Los Dres. Bufo Vütanm«M y Antequeda Mumón adhie- 
ven por sus fundamentos it \ voto precedente. 

Sobre ta 3* cw sifón el doctor líodríjíucz Saá dijo: 

Que en cu» uto a las costas estimo que deben pagarse en 
•O urden causado no obstante prosperar el recurso, en razón 
de <jue objetivamente ha existido I» infracción imputada, y 
dadas las razones que Fundamentan la absolución. 

Los Dres. líuiz VÍ]tanüPva y Antequeda Monzón adhic- 
ivn 11 1 voto precedente, 

A mérito de la votación de que instruye el acuerdo prece- 
dente, se resuelve: I* rechazar el reeursn de nulidad; 2° con- 
firmar la sentencia apelada en cuanto ha sido materia de re- 
>nr ni »; modificándola en cuanto a las costas (pie se declaran 
en el orden causado cu ambas instancias — Jmé Él RodrU 
uuez San. — Arturo ÍF. ttuiz Villa tiu> ni. Alfjunrfra Añtt- 
queúa Mnnión. 



DlCTAMKX im. PKtKThAlMlR Gexekal 

Suprema @orte: 

VA recurso ordinario de ¡i polución y nulidad costeo- 
dido a fs, JJ17 es procedente, do conformidad con lo re- 
suelto por Y. K. itt re "Caballeril Libia Emilia Pipi no 
\'da. de y otros c. Administración (¡o acial de los Ferro- 
carriles del Estado sobre indemnización de daños y per- 

juicios". 

Ku cuanto ul fondo del asunto d FWn Xneional ( l>. 
tí. L) actúa por intermedio de apoderado especial, el 
Qpo yn lia asumido ¡inte Y. K, la intervención que le eo- 
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rrespnnde (fs, 321 y 330(335). Buenos Aires, abril 
27 <lo 1950. Año del Libertador General San Martín. — 
Carlos O. Ddfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de mayo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos 4í S. A. Vicente Lamiente Ltda. v. 
Impuestos Internos s.j recurso contencioso administra- 
tivo'*, en los que se han concedido a t's. "*17 los recursos 
ordinario de apelación y nulidad. 

Considerando : 

Que la sentencia de h, 310 fué apelada sólo por el 
Si . Fiscal de Cámara. Kn consecuencia, el rechazo que 
en ella se hace de la defensa de prescripción y de la que 
se funda en el hecho de la liquidación de la sociedad, 
quedó firme y no corresponde pronunciamiento de esta 
Corte al respecto en la oportunidad del recurso que se 
está considerando. 

(¿ue este último se circunscribo a lo decidido sobre 
la inulta de * 168.113,00 ni n. impuesta en razón de hn- 
hi-ise comprobado en la contabilidad comercial de la 
suma riada operaciones de compraventa de 276.855 li- 
tros de vino que no figuran en los libros oficiales, lo 
<pic querría decir ipie se trataba de operaciones efec- 
tuada?, sin tributar el impuesto correspondiente. 

l¿uc la su ación aplicada por la autoridad adminis- 
trativa y revocada en la instancia judicial se funda en 
his comprobaciones que el empicado de Impuestos In- 
terno* enea l irado de la i te rt incide investigación, hizo 
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sobre la base dej examen de los libros do la .suma riada 
cuyas rowhiHoiies constan cu el informe de fs. VA y 
sigtes. 

(¿uc contra la val'n 1 z de dicho informe se alega: 
T' que ño fué realizado por nn técnico, pues el empleado 
no era contador ni perito mercantil, ni se prestó jura- 
mentó antes de efectuarlo; que se trataba de una 
persona interesada cu el resultado del sumario, ya que 
• le imponerse multa corres pon díale como denunciante 
el 50 % de ella (urt. 45, ley 3764) ; 'A* que ios represen- 
tan tes de la sumariada nunca reconocieron la exactitud 
de >us ('(inclusiones ; 4* que el informe contiene errores 
graves, como el relativo a las salidas de vino para expor- 
tación que según la contabilidad oficial fué de V23,2~v¿ 
litros más que lo consignado cu la contabilidad comer 
cial : Ó" que según el libro Inventario habría concordan- 
cia cutio la contabilidad comercial y la oficial; íí ? que, 
a lo sumo, sería este un caso de duda insalvable en el cual 
corresponde pronunciarse en favor de la procesada (art. 
Uff de la Constitución Nacional ). 

Qué no son atendibles las objeciones fundadas en 
la falta de título del empleado informante, en el hecho 
de no liatier prestado juramento y en el interés del mis- 
mo en el resultado del sumario. l,o primero y lo segundo 
porque no se trataba de una prueba pe ricial que debiera 
ceñirse a determinadas formalidades legales sino de la 
investigación preliminar y del sumario que la ley cu- 
comienda a los funcionarios y empleados de la admi- 
nistración uirt, 'A2, ley .'i7<i4). A la sociedad investigada 
quedábale la posibilidad de contradecir los elementos 
probatorios reunidos en esa investigación mediante 
prueba de descargo que podía producir tanto en la ins- 
tancia administrativa (art, J54) como en la judicial (art. 
27), Lo tercero porque de admitirse la validez del ar- 
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güiliento se seguiría una invalidación radical de todas las 
averiguaciones hechas por los empleados que comprue- 
ban infracciones y a quienes la misma ley, que les acuer- 
da la participación indicada, les impone la obligación 
de "acumular todos loa elementos probatorios que con- 
duzcan a comprobar el hecho de que se trata" (art. 32). 
Kl resguardo de la investigada respecto a la posible in- 
fluencia de este interés en la veracidad de la investiga- 
ción, hállase en el amplio derecho de defensa que le 
asiste. 

Que la imposibilidad de verificar las constancias 
del informe objetado, se debe a que los libros comercia- 
tes de donde se extrajeron los habría perdido el presi- 
dente del directorio (fs. 4) y a que el Sr. A. Brugiapa 
glia, autorizado por la sociedad para efectuar compra* 
y ventas de vino por cuenta de ella en io concerniente a 
-Consumo local" las efectuó sin ninguna documenta- 
ción (declaracióu de fs. 3 vta,). Dos irregularidades de 
suma gravedad respecto a las cuales no «e ha dado nin- 
guna explicación seria. 

Que, en efecto, es inexplicable que* operaciones de la 
importancia de las de esta bodega se realizaran en el 
orden local con intervención de una persona que de- 
clara tener una participación del 50 % en ellas mediante 
un contrato verbal, quien no conserva ningún com- 
probante, limitándose a recibir el precio en efectiva 
y a hacer entrega de él en la misma forma al presidente 
de la sociedad (declaración de fs. 3 vta. del sumario). 
Y en cuanto a la " pérdida" de los libros consta en el 
sumario que después de efectuada la compulsa con la 
que se comprobó la irregularidad, do la cual tenia cono- 
cimiento el Presidente del Directorio pues las planillas 
A y D le fueron exhibidas en oportunidad de la decía- 
ración de fs. 4 <ll de noviembre de 1940), —la misma 
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en f|Uf manifestó no poder explicar la,-* diferencia- fine 
arrojaban — , se decidió la liquidación de la Sociedad. Y 
cuando lo*, libros fueron requeridos a la l 'omisión li- 
quidadora en mayo de 1942 sos miembro- manifestaron 
"que fu» r-ou.«iderahnn jn-i"t ¡ 11**11 lo por ahora la exhibi- 
ción*' (I"-. 27). Estas mismas personas declaran el 2"> 
de setiembre, ante una nueva intimación, que los libros 
no entán en su poder. El 27 de mayo de un empleado 
de impuesto- Internos se constituye en la bodega y re- 
quiere la presentación de los libros, a lo eual responde 
»•! Sr. Vicente S. Lauriente que "dentro de diez días 
contestará la notificación ** que se le hace en ese acto 
(fs. ;S4 vta.>. V por fin el 8 de junio fís. 37 J presenta es- 
crito ex pitea lid o que los libros se le habían perdido en 
un viaje a Rosario efectuado con anterioridad al 28 de 
agosto de lí»41. es decir, muelio antes de que se iniciaran 
y llevaran a término las diligencias precedentemente 
relatadas en ninguna de las cuales ge aludió a semejante 
extravío. 

Que a todo ello Se agrega la circunstancia no ne- 
gada de que cuando s ( . inició la investigación — octubre 
de ÍÍHO — los últimos asientos de los libro.* comerciales 
eran del año 1ÍW y que el día del allanamiento se coui- 
probó la existencia de vario- envoltorios conteniendo 
177i * fajas w.*<i*My t*orres|tomlit-nt.*> a botellas de un li- 
tro y tic un valí u- unitario de seis centavos, exi.-tencia 
fie la cual tampoco se da explicación satisfactoria. 

Que ante tan ¡r ra ves irregularidades en el debido 
registro de las operaciones comerciales y la debida cus- 
todia de cosa tan importante como los libros de comer- 
cio, substraída* cotí tan notoria malicia a la investiga- 
ción no bien hicieron en ellos las comprobaciones que 
constan en el informe de fs. 14. a lo cual se agrega co- 
rno otro -í it toma de conducta más qne &6speebosa la in- 
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explicable i on.-* rvueión de faja* usadas, no es de ningún 
modo aventurado atenerse a las conclusiones del infor- 
me en cuestión, ni afirmar que si no se pudo verificar 
sus constancias fué jior culpa de la sociedad investigada, 
frióte uo es un caso de duda. Trátase de una comproba- 
ción fundada en las constancias fehacientes de la con- 
tabilidad de esta ultima examinada a su vista y pa- 
tencia, pues el examen se hizo en el local de la sociedad 
que durante todo el tiempo de él conservó los libros en 
sn poder, y sí no tuvo ingerencia fué porque no la pidió. 
Comprobación que no fué posible confrontar luego en la 
fuente donde se la obtuvo porque los rcsr>onsables de su 
conservación eludieron primero la presentación de ella 
y concluyeron declarando que la habían perdido, ni en 
otra clase de documentación pues las operaciones se rea- 
lizaban sin comprobante alguno. A todo lo cual se agrega 
que no obstante saber que el informe contenía la com- 
probación de una grm^a irregularidad, la Sociedad no 
h- preocupa de hacer descargo alguno hasta tres años 
después, y lo que es particularmente significativo, cuan- 
do los libros habían desaparecido. De que el empleado 
informante haya incurrido en error respecto a la can- 
tidad de vino destinado a exportación, uo se sigue que 
deba ponerse en duda la totalidad de su informe al cual 
no se le lineen, por Jo demás, objeciones serias, pues no 
lu es pretender unas veces que los asientos se refieren 
a compra de uvas y no de vino, y otras que la diferencia 
proviene de uo hul»er tomado en cuenta los eontrasientos 
(fs. 51 ), dos explicaciones incompatibles que por lo mis- 
mo se destruyen muuiamente. E*. pues, aplicable, el art. 
:ítí de la ley 3764 (27 del t. o.). Cabe repetir en esta cansa 
lo expresado por la Corte en Fallos : 1&4, 417 ípág. 
455): "de esas infracciones a la ley (se trataba de la 
destrucción de los libro* comerciales antes de los veinte 

* 
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años a que se refiere el art. 67 del t'ód. de Comercio) y 
a la ética merca útil surgen deficiencia* en la directa 
comprobación de ciertos hechos del procesó* pero no re- 
sulta fia ro ni lógico que de oculta mientos e infracciones 
de los procesados se extraigan argumentos favorables 
a su inocencia". Si a comprobaciones romo estas no se 
les reconoce en principio valor de prueba, o si el hecho 
de la desaparición inexpHcada de sus fuentes mientras 
estaban o a poder de la sociedad investigada, responsa- 
ble di" su conservación, basta para enervar dicho valor, 
la comprobación di- infracciones de esta especie se ha- 
ría imposible con simia facilidad. 

Que la regularidad de los inventarios verificado* 
por Impuestos Internos nada pruelmn en descargo de 
la Sociedad multada, pues es clara que el vino con el que 
se operaba fraudulentamente fuera suhst raído a dichas 

comprobaciones. 

Que como lo tiene reiteradamente declarado esta 
( orte las falsas anotaciones en tos libros oficiales son 
prueba suficiente de la materialidad de la infracción, y 
dicha falsedad pnede resultar de las constancias de la 
contabilidad del contribuyente. Por lo cual acreditada 
ta discordancia entre aquéllas y ésta la absolución del 
interesad o requiere que el mismo compruebe positiva- 
mente su inocencia, pues la sola circunstancia de que 
las maniobras necesarias para completar la evasión 
impositiva no ha van sido esclarecidas, 110 autoriza a 
absolverle (Palios; 211. 132$ 1*44. 1870. UKS4 y 21% 
LÍ41 ; y sentencia del 17 de abril ppdo. en "E, Pallavicini 
y fía. S. A. v. Impuestos Internos"!. 

Por tanto se revoca la sentencia apelada de fs. 310 
y consecuentemente se confirma la multa de ciento se- 
senta y ocho mil ciento trece pesos moneda nacional 



PE .1PSTICIA L»E LA NACIÓN ,Z3 

i metala un la resolución administrativa de fs. 65 del 
expediente respectivo. Impónese a la S, A. Vicente Lau- 
réente Ltda. Ja obligación de pagar las cusías del juicio. 

Lrw H. Lonühi — Rodolfo G. 

V ALEN Z U E LA — ToMÁS D. 

Casares — Felipe Santiauo 
Pérez — Atilto Pesbaono. 



OmM BRAVO 

sERVIflO MILITAR. 

No está comprendido en la Repelón prevista ea el art. 
41 ine. 4* de lo» decretos Í£2É8fi/45 y 14.584/46 el ciu- 
dadano ciue atiende con su trabajo personal a la subsis- 
tencia de su hermana mayor de edad, no incapacitada 
para trabajar (M. 



ALBERTO GONZALEZ ALBAKRAt'IN v. JOSE J, MA1ÍONI 

RECURSO KXTRAORD1SAR10: Requisitos fórmale*. Introducen 
ttf la cuestión federal OpvrUtnidatt. Planteatnínito en 2d«. (Hátaflefe. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
inemistitneionalidad de la ley 12.998 reformada m 
lev 13.288 que, no obstante baber podido ser prevista y 
planteada por el actor cuanilo promovió la demanda sobre 
desalojo, fué tardíamente invocada después del tallo (le 
primera instaiieia que rechazó la acción, en el escrito de 
interposición del recurso de inaplicabilidad, sin darse co- 
noci miento de ella al demandado ni habérsela decidido por 
la cámara de apelaciones al fallar dicho recurso ( ). 



ii) •!•> di> majo. Fiillus: 1L¡. 

(*) í?2 t» * mayo. Fnllo*: 214» r>09: 21fr, :nd. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio*, r,„:*tÍo»v* »o 
fedérale*. Interpretación de norma* fócale-, >te procedimiento». 

\n reviste carácter federal el punto relativo a saber si de- 
terminada cuestión se halla o no comprendida en la litis 
—en c) easn. la referente al uso ilel departamento alqui- 
taro — . por lo que tto incumbe a la forte Suprema rever 
tas conclusiones establecida* h! respecto en la sentencia re- 
currida i 

im VRSO KXTRA ORMXA RIO: %<tqui¡$m propia. Senteiteia 4c 
finitim. Retaluciomtt anteriores a la tténtentia definitiva. Varia*. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que si bien rechaza la demanda sobre desalojo, ex- 
presamente deja a salvo el derecho de] actor para hacer 
valer en otro juicio ta causal en que funda su pretensión, 
lo que deniüestra que dicho pronunciamiento no tiene e«- 
ráeter definitivo ni causa uravarnen irreparable al recu- 
rrente ("). 



MONTE AYMOND ESTANCIAS Ltda. v. DIRECCION GE- 
NERAL, DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 



RKCt'RSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencia» ppn finiflfimetito* no fedérale* o federales ronsniti- 
dn*. Fu tul a me uta* de hecho. 

No procede el recurso extraordinario Contra la .sentencia 
que fundada en razones de hecho suficientes para susten- 
tarla, desconoce ]» existencia de sucursal de la netoi'M en 
el país y rechaza, por ello, su demanda sobre repetición 
de las sumas pairadas en concepto del recargo dé alisen- 
tismo previsto i<u el art. 1(¡ de la lev Tl.fiS'J ¡ t. o.) (*\ . 




(M Fallo»: Jsl. S;i; lí>.'5. 7. 
(21 FaÜM: IW. :is<». 
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PEDRO M A MANI Y OTIÍOíí 

jvnismcvios y competkscia: J"^ 

1.a justU-ia fedural tiene prelaeión para juzgar a la per- 
sona m-oeesada al mismo tiempo ante ella y ante los tri- 
bunales de una provineia, par dos delitos d istmios 
Ello no sifíiiifiea que la juntiña provincial deba aosleiier- 
se de toda aetuaeióii en tanto no interfiera ta aeeiou de la 
jufttkia federal ni trabe ln defensa del encausado. 

■ 

Dictamen del Pawr i:\nou (.¡knehal 

Suprema Corte: 

Manuel Antonio Hidalgo está procedido unte el 
.Turulo Federal de Jujuy por suponérsele autor del de- 
lito previsto y penado por el »rt. 35* del Decreto-Ley 
ai Ó36|45 ; y se lo acusa además, por def raudaeión ante 
la Justicia del Crimen de la nombrad» Capital. 

Los jueces que entienden en los respectivo* juicios, 
reclaman prioridad pnra jnssfinr al prevenido, y con tal 
motivo se ha suscitado un conflicto que llega a V. K. pata 
ser dirimido. 

La solución del caso la da el art. 38 del i' Migo de 
Procedimientos en lo Criminal, que establece: "Kn «d 
caso de que uno de los delitos perteneciera al tuero fe- 
deral y otro a la jurisdicción provincial o a la ordinaria 
de la Capital o Territorios Nacionales, deberá ser juz- 
gado primero por la jurisdicción federal". 

Do oonfonnidod con la disposición transcripta, co- 
rresponde declarar la prioridad del Juez de Sección de 
Juiuv para juagar al acusado Manuel A. Hidalgo, Bue- 
nos Aires, abril 19 de 1950, Año del Libertador Oeneral 
San Marlíu. — Carlos O. Delfino. 



TALUD& DE I A CORTE SUPREMA 



FALLO T>E LA CORTE SVPREMA 

Buenos Aires, 22 de mayo, Año dci Libertador General 
San Martín, IftfHK 

Autos y vistos: Considerando: 

t¿uc atitf el Juzgado Federal de Jujny y el Juzga- 
do del Crimen de 2a. Nominación del mismo lugar se pro- 
cesa aL mismo tiempo a Manuel Antonio Hidalgo por in- 
i raeeiún al art. 35 del decreto nacional r>3f>'4;i y por de- 
fraudación respectivamente, habiéndose decretado en 
antlias causas su prisión preventiva y denegada en la 
qm tramita ante la justicia provincial la excarcelación 
del procesado. 

*¿ue, desde luego, con arreglo a la norma federal 
que, cu ejercicio de sus atribuciones constitucionales 
ha establecido el Congreso en o! art. 38 del Código de 
Pr ocedimientos en lo Criminal, con el objeto de resolver 
tos conflictos provenientes de la coexistencia de las ju- 
risdicciones nacional y provinciales, el caso de autos 
deberá ser juzgado primero por los tribunales fedé- 
rales. 

Qtie ello no significa, sin embargo, que la justicia 
provincial deba abstenerse de toda actuación respecto 
del individuo procesado también por la justicia federal, 
en tanto no interfiera la acción de esta ultima ni trabe 
la defensa del encausado, nada de lo cual ocurre en el 
caso de autos. 

Que asi resulta de las palabras empleadas en la 
norma de referencia, conforme a la cual el delito será 
"juzgado" primero por la jurisdicción federal, lo que 
no es lo mismo qué decir que será "substanciado" con 
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esa prelanóu, «le tnoilo que no impide que. en las cir- 
cunstancias expresadas, puedan proseguirse ambas cau- 
sas simultáneamente por los tribunales de aquel fuero 
y del provincial, sin perjuíeio de que los de este ultimo, 
llegada la causa al estado de sentencia, esperen el pro- 
nunciamiento de la justicia federal. 

Que, por otra parte, esta solución no vulnera nin- 
gún prineipio constitucional ni legal y es la que mejor 
concuerda con la función de defensa social que tienen 
a su cargo los tribunales del crimen y también con la 
doctrina de recientes pronunciamientos de esta Corte 
Suprema (Confr. Fallos: 2ir>, 165; sentencia del 20 de 
abril ppdo, en el recurso de hecho "Bcltrán Favano 
Alberto, supuesta ocultación y destrucción do docu- 
mentos"). 

Por tanto, liabietido dictaminado el Sr. Procurador 
General, declárase que el gr. Juez Federal tiene prio- 
ridad para juzgar a Manuel Antonio Hidalgo, con el 
alcance determinado en el tercer considerando de esta 
sentencia. Devuélvanse los expedientes a los respectivos 
jueces y hágase conocer esta resolución al Hr. Juez Fe- 
deral en la forma de estilo. 

Lms R. Los«m — Rodolfo tí. 
Valenüublv — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessagno. 
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(LEMA XK1.IIIA FKIíKAIÍl DE ZOTHXKK v. HBHJ AW» 
CBMTRAL DE KbTTOS s. A. 

RKCCRSO h'X TRAORDiXA RlO-f /fe 7 ío pmpi»*. <ftfóffe§» »» 
fidtrüte$, ínter ¡ít fhtcum dr normas y. tu tos t imítate*. 

E> improcedente el reeurso extraordinario fundado eon- 
eretaineute <>n la interpretación del urt. V de Iti ley 12.911». 
—de índole eoniún como la ley 11.72!) y el decidió 33.302' 
4") — conforme al eiial a partir de su promulgue ion n,ueil<i 
comprendido en las disposiciones del decreto 33.302/45 que 
enumera, todo el personal incorporado al ré-rimen jubila - 
torio de ferroviarios establecido por |íh ley 10.600 y rom- 
plétneiitaríés. 

DlCTAMES mu. PilpeüRADOB (ÍKNKRAf, 
Suprema ( 'nrte : 

V. K. tiene reiteradamente resuelto que la ley 1Ü.6.V> 
os tle carácter federal, lo que impone concluir que aque- 
llas normas de la ley 12.919 destinadus a modificarla o 
complementarla participan dei mismo carácter. 

En oslas últimas el interesado ha fundado una 
pretensión que el fallo apelado, por la inteligencia que 
les atribuye, lia resuelto desfavorablemente. 

Pienso pues que media en la especie un cuso fe- 
íieral que torna procedente el recurso extraordinario, y 
que corresponde en consecuencia hacer lugar a la queja 
interpuesta por su denegatoria. Buenos Aires, abril 21 
de IMD, Aiu» del Libertador General San Martín. — 
Carln* (i. Delfiuo, 
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KALLO PK LA I DUTK SITUE» A 

Buenos Airen, 22 de mayo, Año del Libertador General 
Snn Martín, 1950. 

Vistos los autos t "Recurso de hecho deducido pol- 
la demandada cu la cansa Zbthner Clelia Xélida Ferrari 
de c; Mercado Central de Frutos S. A.'\ para decidir 
sobre su procedencia, 

Y considerando: 

Que d recurrente no desconoce la jurisprudencia 
de esta Corte, con arreglo a la cual los beneficios de las 
leves tle jubilaciones y pensiones no son excluyentes de 
los concedidos por las leyeH de derecbo común por res- 
ponder unas v otras a necesidades y finalidades distin- 
ta -Fallos:' 207. 201»; 'IOS, 35. 117 y 474; 213, 329 y 
otros—. — Conf. fs. 37, esp. a fs. 59—. 

Que tampoco está específicamente en cuestión la 
hermenéutica de la ley lO.ooü, pues según se dice en el 
escrito de fs. <>8, el régimen especial del personal ferro- 
viario no ha sido fundado "en la ley 10.650 o en las 
que posteriormente la modificaron, ni tampoco en una 
posible incompatibilidad entre ellas y la ley 11.729, 
sino en una razón de fondo o sea que el gremio ferro- 
viario no puede ser tratado en igualdad de condiciones 
con el perteneciente a cualquier otra empresa comer- 
cia I". 

Que de manera concreta el recurso deducido se 
funda así en la inteligencia a acordar a la ley 12.919, 
que se invocó en el escrito de contestación de la deman- 
da como excluyen te del lwiiefiein otorgado en autos — 
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fs. lb\ esp. punto [I, in fint% fs. 17— según raciocinio 
expuesto a fs, 48 y ~>7 y reiterado a fs. dU 

Que desdo luego tanto la ley 11.7211, reformatoria 
del ('. tle Comercio, i onio el decreto 33.302|45 — ley 
12.ÍÍ21 — en lo referente al régimen de remuneración de 
las personas comprendidas en el misino, es de orden co- 
Tiiún — Conf. Fallos; L'll, 1447 y los allí citados y Fa- 
llos: 208, 474; 210. 481 y otros—. En particular se ha 
declarado en el precedente citado en Último logar que 
Ja determinación de las personas comprendidas en los 
beneficios del decreto 33.302, no es cuestión federal. 

Que de consiguiente corresponde reconocer igual 
carácter a la ley V2MVJ — art. V— que prescribe que a 
partir de sn promulgación queda comprendido en las 
disposiciones de los artículos que enumera del decreto 
33&02}45, todo el personal incorporado al régimen jubi- 
latorio de ferroviarios establecido por la ley 10.650 y 
sus complementarias, a lo que no obsta el carácter fe- 
dera! do éstas últimas — Doct. Fallos: 193, 264 — . 

(¿lie en consecuencia la denegatoria del recurso ex- 
traordinario de fs. 72 vta. del principal es ajustada a 
derecho. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General se desestima la precedente queja. 

Lina H. Longhi — Rodolfo O. 
Valenzuela — Tomás D, 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérez — Atujo Pessagnq. 
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RAL-L A 1j. FEKMEPIN v. PROVINCIA DE BUENOS 

AIRES 

AFIRMADOS. 

Para establecer si la contribución q«e se cobra por el afir- 
mado es o no confiscatoria, debí tomarse r-oiiui base de com- 
paración el pago de aquélla al contado. 

AFIRMADOS. 

No procede considerar eoufi«eatorio el cobro de $ 5,219,97 
moneda nacional en eoiu-epto de afirmado con respecto al 
iiimuebh- euvo valor e.s de * 8.419 m/n. antes de la con* 
tracción de la mejora, según el perito único designado en 
el juicio, y fué adquirido poco después por el actor al pre- 
cio de # 11.875 m/n.. si no hay razón para no atribuir La 
diferencia a dicha mejora teniendo en cuenta que la peri- 
tación sólo establece una estimación presuntiva que no «e 
apoya sobre bases concretas e individualizadas, el inmue- 
ble estaba tasado en * 1.870 m/n. para el paga del impues- 
to territorial y la equivalencia entre la obra publica y la 
valorización que produjo c* ¡nsiweeptible de una exacta de- 
terminación. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Aún cuando no se ir» te do causas civiles, la jurisdic- 
ción de la Corte Suprema procede —según lo lia decla- 
rado recientemente V. E. t reiterando anteriores pronun- 
ciamientos— por razón de la materia, en los juicios que 
versan sobre cuestiones de naturaleza federal, siempre 
que el pleito no comprendí! puntos de índole local» como 
son los referentes a la concordancia o contradicción que 
pudiera existir entre las normas, actos o instituciones 
locales, a menos que dichos puntos constituyan u:ia sim- 
ple referencia ítmrítinal {Podostá y Pogasnno y otros v. 
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Provincia de Buenos Aires — fallo de setiembre "20 
ppdo). 

Ka el presente caso, pose a impugnarse la contri- 
bución de mejoras cuya devolución se repite como con- 
traria a los arts. 4, Mi y IT de la Constitución Nacional, 
s<> .sostiene además en la demanda que ella es vtolatoria 
de lo dispuesto en el art. I o , ble. a), de la llamada ley 
Arana de la Provincia de Buenos Aires (fs. 32 vta. y 
."Vi), i n sintiéndose «obre este aspeeto en el alegato hasta 
afirmar, lue^" de señalarse el silencio de la demantlü de 
sobre el punto, que "es ésta una situación particular 
que V. K. deberá tener presente a los efectos de este 
juicio" (fs. 241 vía. y 242). 

En vista de ello, opino que V. K. debe declararse in- 
competente para conocer del presente juicio en instan- 
cia originaria. Buenos Aires, noviembre 8 de 1ÍM8. — 

Curios O. Delfiño, 

FALLíi HE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de mayo. Año del Libertador General 
San Martín. 1 !»">(). 

Vistos los autos "Fermepín Kaúl Antonio Lorenzo 
c. Buenos Aires, la Provincia &| iueonstitucionalidad 
del ímp. dfe contribución al afirmado", de los que re- 
salta : 

Que a fs. 2ti se presenta D. Tito Trebíno, en nombre 
y representación de Raúl Antonio Lorenzo Fermepín, 
demandando a la Provincia de Buenos Aires por devo- 
lución de la sarna «le m$n. .'Í.U34.48, que su representado 
lia pagado bajo protesta en concepto de contribución 
por el afirmado construido fíente a un inmueble que le 
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pertenece, niñeado en el Partido de Seis de Septiembre, 
paraje denominado Villa Sarmiento, de 1.874,80 m a ., y 
conforme id régimen de la ley provincial n p ¡Í782.— 

Después de referirse a la jurisdicción originaria del 
Tribunal, dice que la Dirección de Rentas de la Provin- 
cia lia practicado por tal concepto y para la propiedad 
del Sr. Fermepín una liquidación que alcanza a la can- 
tidad de m$n. 5.219.ÍI7, deuda que registra bajo el n* 
Í253, Y como su representado lia optado, bajo protesta, 
por el pago en cuotas, su propiedad se ve recargada 
í-oti 86 servicios trimestrales de $ 117.87, lo que repre- 
senta un total do m|n. KM.16.&!, de los rúales lia abo- 
nado h«tsta el momento de iniciar la demanda m$n. 
:t,ÍW4.4H, cantidad cuya devolución reclama. 

Sostiene quo dicho pago es improcedente, porque 
luí sido hecho en violación do los nrts, 4, 16 y 17 de la 
Constitución Nacional entonces vigente. Arguye que la 
contribución de que se trata os mu ni Hostilmente confis- 
catoria desde que el inmueble quo la soporta ha sido ta- 
sado, a los efectos del impuesto inmobiliario y con pos- 
terioridad a la construcción del pavimento, en m$n. 
9.500. Y teniendo en cuenta que se pretende cobrar so- 
bre la misma una contribución por afirmado de m$n. 
1 0.K16.82, resulta patente el exceso, ya que dicho grava- 
men representa un 11)6.70 ?í del valor de la propiedad 
afectada. El tributo impugnado no es, así. equitativo 
ni proporcional, como lo exige el art. 4 de la Constitu- 
ción Nacional, ni tampoco respeta la garantía de la 
igualdad asegurada por el art. 16 de dicho Kstatnto 
Fundamental. 

Después de aludir a ta jurisprudencia del Tribunal 
sobre el punto de que so trata e invocar la ley general 
de pavimentos de la provincia do Buenos Aires, del 17 
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de octubre de 11*11 ? que limitara a un 0Q % del valor de 
las propiedades afectadas el monto de la contribución 
que por tales conceptos habrían de soportar» termina 
solicitando se condene a la demandada a devolver a su 
representado las sumas reclamadas, con sus intereses, 
í-ostos y costas, previa declaración de que la Provincia 
carece de derecho para exigir la contribución impugna- 
da por ser atentatoria de las garantías constitucionales 
invocadas. 

Que corrido traslado de la demanda la contesta a 
fs. 40 por la Provincia de Buenos Aires D. Ismael Oa- 
saux AIsinn. Dice que el actor olvida que la demandada 
sólo ha pretendido oobrarle la cantidad de m$n. 5.219.97, 
por ta contribución de pavimentos que impugna, y que 
si eso importe se ha elevado a m$n. 10.136,82 ello se lia 
debido a las facilidades de pago que él mismo solicitara. 
Con ello, el pretendido carácter confiseatorio del gra- 
vamen deja de ser tal. Señala además, que el decreto 
n* 2827 del 28 de abril de 1941, que otorgara facilidades 
de pago y al cual s» acogiera el actor, según éste lo de- 
clara, tija en su art. 3* como condición ineludible para 
poder hacerlo *'el reconocimiento de la deuda". Resulta 
así que el Sr. Fermepín pretende repetir judicialmente 
el pago de una suma que expresamente ha reconocido 
deber. Y más sorprende esa circunstancia porque pudo 
consignar la cantidad de que se trata e intentar bu de- 
volución por la vía judicial, si realmente estaba conven- 
cido de la ilegalidad de ese cobro. 

El representante de la demandada niega, en fin. 
termina ule y expresamente el carácter confiseatorio c* 
inconstitucional de la contribución impugnada, cita en 
apoyo de su tesis jurisprudencia del Tribunal y afirma 
el mayor valor adquirido por el terreno del actor como 
consecuencia del afirmndo construido. Termina solici- 
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tando el rechazo de la demanda, con expresa condena- 
ción en costas. 

Que deducida la pereneíón de la instancia a fs. 52, 
el Tribunal la rechazó a fs. 6*2, y abierta la causa a prue- 
ba se produjo la que el actuario certificó a fs. 231, Sobre 
mu mérito alegaron las partes a fs. 234 y 244, y el Sí. 
Procurador General dictaminó a fs. 248. A fs. 248 vía. 
se dictó la providenria de autos para definitiva y 

Considerando: 

Que antes de la pavimentación del inmueble de que 
se trata estaba valuado en $ 1.870.— pura el pago do la 
Contribución Territorial, (fs. 201 vta. y 216). 

Que el perito único estima dicho valor en la época 
inmediatamente anterior a la ejecución de la obra pu- 
blica, —concluida a principios de 1931, (fs. 200)—, en 
m*n. 8.419.— (fs. 212 vta.). 

Que el perito afirma, asimismo, no haber producido 
valorización de ]a tierra el pavimento construido en uno 
de sus frentes (fs. 214). 

Que, sin embargo, el 25 de julio de 1932 el aetor ad- 
quiere el terreno por el precio de # 11.875 (fs. 67), Dé- 
bese tener presente que el título de lo comprado lo cons- 
tituía una información de posesión treintenaria. 

Que no hay razón para atribuir a la mejora que la 
pavimentación de una calle de tierra en zona urbana 
representa incuestionablemente la diferencia entre los 
valores mencionados en los dos primeros considerandos 
y el que resulta de la operación a que se acaba de aludir. 

Que si bien comparada dicha diferencia, —pesos 
3.456.00—, con el precio de la obra pública para el pago 
ii I contado —$ 5.219.97— que es del que debe partirse en 
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el juicio de la confiscatoriedad alegada (Fallos: 210, 
1 145) habría un exceso de $ 1.7G3.07 no compensado por 
la valorización no cabe tener por acreditada la confis- 
catoriedad en que se fonda la repetición puesto que: 1* 
el valor que el perito atribuye a este inmueble antes de 
la pavimentación es sólo una estimación presuntiva he- 
cha, por lo demás, en este caso sobre bases que no se 
indican concreta e individnalizadamcnte (conf. fs. 210 
vta.) ; 2» no se debo prescindir por completo del elemento 
de juicio suministrado por la valuación oficial de ese 
entonces; y 3* ha de tenerse presente que la equivalencia 
entre el precio de la obra pública y la valorización por 
ella producido es insuseeptible de una exacta determina- 
ción porque lo es el valor de la tierra antes de ta mejora 
y la incidencia de ésta sobre aquél. (Fallos: 177, 373; 
206* 160 —consid. 4*— ; 2U7, 194; 210, 78; 211, 1483). 

Por tanto se rechaza la demanda, debiendo pagarse 
Jas costas en el orden causado, 

Luis R. Lonoiii — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
O asares — Felipe Santiago 

PÉREZ — AXILIO PESSAGNO. 



Vv ADI IIADDAD Y OTROS 

HKCOItSO EXTIiAORDlXARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral C un. ¡iones federales simples. Interpretación da las leyes fedé- 
rale*. 

Tratándose de decidir si el ni cunee del art. 3 T de la ley 
11.585 pnmprende o excluye diversos actos de procedi- 
miento realizados en el juicio, procede el recurso extraor- 
dinario fundado en la interpretación de dicha norma. 
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PltKSVtill'VlOX: Inscripción en materia pemil. Interrupción, 
Son actos interruptivos de la prescripción, de acuerdo con 
lo dispuesto en el art. 3* de la ley 11.585, las realizados 
para adelantar los trámites conducentes al cumplimiento de 
la pena, cualquiera fuese su resultado. Tiene ese carácter 
el pedido formulado con el objeto de obtener el remate 
del camión embargado, aunque no haya prosperado por 
razones procesales, así como otro posterior por el cual se 
solícita la expedición de los testimonios necesarios para 
promover la ejecución de la pena. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de mayo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos "Wadi Haddad, José María Riva- 
rola, Baúl Mariano y Rene" Mario Echaide, Ventura y 
Manuel González s.¡ contrabando" en los que se ha 
concedido n fs. 47ti el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario concedido a fs. 476 
es procedente (Fallos : 211, 308). 

Que de acuerdo con lo dispuesto en el art. 3" de la 
ley 11.585, son actos interruptivos de la prescripción los 
realizados para adelantar los trámites conducentes al 
cumplimiento do la pena, cualquiera fuese su resultado. 
(Fallos: 207, 171; 213, 190). 

Que, con arreglo a ese criterio, corresponde recono- 
cer carácter interruptivo de la prescripción al pedido 
formulado a fs. 409 con el objeto de obtener el remate 
del camión embargado, aunque no baya prosperado por 
raaones procesales (fs. 409 vta.), así como el de fs. 445 
por el cual so solicita la expedición de los testimonios ne- 
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rosarios para promover la ejecución conformp a lo re- 
suelto a IV. 409 tftá, 

Por tanto, conf írnmse la sentencia apelada en lo que 
ha s*uln materia del recurso extraordinario. 

Roimilfo O. Valbnzuela — To- 
más D. Casabes — Pklipk 
Santiago Pérez — Atilio 
Pbssaíino. 



u;is RAMOS 

RECUJtSÓ KXTfíAOlt IH SAMO: Requisitos itro¡>ios. GtteStUh* fe- 
deral. C«r*timir* federales síw/íffs. Inte rprrtitnñ» de la* let/es fede- 
ralrs. 

Procede el recurso extraordinario contra ln sentencia (pie 
interpreta el nrt. 41. ¡nc. :t. del decreto W 14.584/46 — ra- 
tiflcado por la ley 12.!>13— en sentido «>puesto al susten- 
tado pnr el recurrente. 

MWMW MILITAR. 

\n PKtá comprendido ea ln excepción prevista en el «rt. 41. 
¡ne. S). del decreto N T 14.584/46, el ciudadano que sos- 
tiene ser el úuieo sosten di' la dennminuda "madre de 
criáttza", aunque invoque los normas sobre ln adopción 
que u<> lia demostrado haberse realizado con arrecí» a las 
disposiciones de la ley N* 13.252; 

Ses tkxí i a okl JVM Fkderal 
Rosario, febrero 17. Afín del Libertador General San Mar* 

tín, 19S& 

Aillos y vistus: Los pr .se lites snbi'P excepción del si-rvieio 
militar déí ciudadano indis Ramos, clase lí>2!*. matrícula nú- 
mero 5.981.021. l>. M. 3:t, 
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Y eOlIMdeialldo: 

Primeni ■ En íim^uno de los supuesto» de los previstos en- 
tre U»s causales de excepción del servicio militar que detalla 
el ar i 41 del fíecceto N* S0M '44. en .¡Vigencia por ley mm, 
se eneuerilía el de atender al sostenimiento de la madre de eimii- 
^ que se pretende enenadrar en el Mfe =1' del meneionatl» 
artículo 41. 

Se-'undo- A inavur abundamiento, la señora .María Sandez 
no se vería aban.liina.la si el peticionante se incorporara a las 
filas del Ejército, Las constancias de autos demuestran qne 
vive en la misma fine» que 1» haee un hijo casado, propietario 
de la casa, que trabaja y perétáe un discreto jornal como em- 
pleado ferroviario. 

De conformidad COil el dietameu del Sr. M de fs. 17. 

Uesuelvo: 

mWm que el cas» planteado por el ciudadano 
¡n®. no está comprendido vil 1» "ansa de.C| je ff^Sw 
Z | artículo 41. cap. 11 del deneto 2?«44 (ley 1¿91J. - 

/sííNJf/ & /Wí/ÍHI. 



. SKXTKNt U DE 1.A CÁMARA FEDERAL 

líosario. 13 de abril. Año del Libertador General San Mar- 
tín. iá">o. 

Yisto^eu acuerdo los autos, "liamos. Luis excepción mi- 
litar'. * 

Y Coiwideraiido que : 

fm L-onilusión a que llejia el Sr. Juez « ««<»> es justa y 
■lebe SlSSC «e Apli a la doctrina untada por esta * 'amara 

„ if'íio n' &m <tue suarda gran analu*.» eon d 
resé .te A situación en que diee encontrarse el peticionar . 
Svenir L necesidades de la .«adre de crnin.a- no es » 
eontempladfen las previsiones, de ttwtt JT. de) ait. 41 dü 
mfevo ordenamiento de la Ley Onfánwn Militar. 
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Por ello y de acuerdo con lo dirt inmundo por el Sr. fiscal 
do Cámara, se resuelve: 

Goníiniuu- ];i resolución apelada, obrante a te. 2!í, que de- 
cían que <■! caso planteado por ol ciudadano Luis TEamóá, no 
está comprendido en la causal do excepción del servicio mili- 
tar, provista en e] art. 14 inc 3' del decreto ir* "J!).:]?" /44 y 
sus ooftlpléminiiiiins, ratificados por la ley 1¡!.ÍU:t. — Matute! 
Granados, — Al' ¡amlm ./. $BrrnrnHs, — Juan Curios hit- 
bar, i. 

FALLO 1IK LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de mayo, Año del Libertador í lene ral 
San Martín, lOoO. 

Vislns los autos: "llamos Luis s/excepeión mili- 
ta r ,f , en los que so lia concedido a fs. 29 el recurso ex- 
trnordinu ri<>. 

Considerando : 

Que el recurso os procedente por cuanto tu ato él 
como la sentencia apelada se fundan únicamente en la 
interpretación di-I art. 41, inc. ¿í, del decreto 14.584/46, 
ra ti fioado por la ley lÜ.IUlí. 

Que dicha norma exceptúa dol servicio militar "al 
liijo natural o legítimo, único sostén con su trabajo per- 
sonal, de madre viuda, soltera ó divorciada, o de padre 
septuagenurio o impedido". 

Que, evidentemente, los términos de esc inciso no 
comprenden el caso de la denominada "madre de crian- 
xa", siendo improcedente invocar las normas sobre la 
adopción puesto fpie no se lia demostrado ni se pretende 
que se buya realizado con arreglo a las disposiciones 
de la ley 13252, que la introdujo en nuestra legislación, 
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Por t tinto, confírmase la sentencia apelada en lo 
que lia sido materia del recurso extraordinario. 

Rodolfo <J. Valejízuela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Sastiago Péhez — Atilio 
Pessaono. 



WOL.F WARSZAWSKI 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Por la 
materia. Causas excluidas de la competencia federal. 

Corresponde a las tribunales de la justicia ordinaria co- 
nocer de las actuaciones referentes a la prueba supletoria 
del nacimiento de un extranjero, tendiente a la obtención 
de In carta de ciudadanía argentina. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de mayo, Año del Libertador General 
San Martín, 1950. 

Vistos los autos: 41 Warszawski AVolf «/carta de ciu- 
dadanía", en los que se lia concedido a fs. 15 el recurso 
extraordinario. 

Considerando : 

Que la sentencia recurrida se ajusta a la reiterada 
jurisprudencia de esta Corte Suprema, conforme a la 
cual corresponde a los tribunales de la justicia ordina- 
ria conocer de las act naciones referentes a la prueba su- 
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pidona « It-I nacimiento (FjiIIos: 1H>S, 244 y los allí cita- 
dos ni la nota 1). 

Qne lo resuelto cu el raso efe Fallos : líííL, :ií»8 es ía- 
nplíeahle al de autos, paos en aquél se consideró uaa 
situación distinta ea la que se intentaba demostrar, me- 
diante una iaforniarióu producida ulteriormente en un 
tribunal ordinario, la inexistencia del requisito de la na- 
cionalidad «jac la justicia federal había considerado pro- 
bado íiI olorizar la enría de ciudadanía. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, ront'írniUKO In sentencia apelada en lo que ha 
sido materia del recurso extraordinario. 

TíonoLKo (í. Vales zi'kla — To- 
más T). Casares — Felipe 
Santiago Pérez — Atilto 
Pessaono. 



i 



.JOSE GARCIA LoHiZ 

JÜftfSDlCeíQN Y CQMPETESC1A: Competencia fedeuth Cauta» 
penalix. rasos varios. 

\'u r-fini|Ti'lt' ;t ta justicia (Vilrml. siitu ii la ordinaria, uouo- 
t-t'v «'ti La i-iiusa i rtmiital en que sóln so atusa a! imputado 
de retener ¡a libreta ele jubilación * l • - 1 denuuciante, sin 
i|in' de ;i acusación se desprenda la existencia de infnic- 
íiiSn i-üiu-rela al deereto .ll.íiu'.l '44 ratificado por la 
ley ÍJII21 ni <lcfi';miliiiiñii en perjuicio drl Instituto 
Ñacional de previsión Sneial, ni tampoco \n comisión de 
delito alguno de oorapéténcia federal que investigar. 
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Ou'tamkn i>ki- Pwhthaiioii Oknkiiai, 

Suprema Corte: 

],, | fl denuncia formulada a fk 1 nüificada a 
«urge solamente el presunto dolitn de retcncum de la I - 
S cíe NiflaeW hecho del «J ei denunciante acusa a 

Kl decreto N* SbW -.44 ratificado por la ley 12*921, 
Wo establece pena alRiina pura tal negativa, y en ta es 
coñdieíoS la causa, por razón de la matena o de las 
personas, escapa al conocimiento del fuero tederal. 

Por estas consideraciones y demás fundamentos de 
ta rt.solu.-i6n de fs. 7, opino que corresponde dirmnr la 
oyente contiendo en favor de La competencia de In Jos- 
Mi del Crimen de la Capital Federal. - Buenos Aires, 
, n avo ID de 1050, Año del Libertador General San Mar- 

* - 

Buenos Aires, <¡$ de mayo, Año del Libertador General 
Han Martín, 1í*fjO. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que sólo se acusa al imputado de retener la libreta 
da iubilaeión del denunciante, quien se limita a nicncio- 
J £ mera posibilidad de que su ex-patron M 
(Jo efectuar los aportes correspondientes al Instituto 
Nacional de Previsión Social, sin afirmar en ningún mo- 
nolito que ello baya sucedido. 



7 •*» FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Que no se denuncia, pues, infracción concreta algu- 
na cuya represión encomienda a los tribunales de justi- 
cia el decreto 31.665 '44, ratificado por la ley 12.ÍÍ1Í1 , ni 
tampoco defraudación cu perjuicio del Instituto Nacio- 
nal de Previsión Social. 

Que, como Jo declara el Sr. Juez Federal, no resalta 
existir, liasta ahora, delito nlgiino da Competencia fede- 
ral fjue investigar, quedando tan sólo por averiguar si 
los lieclios denunciados pueden constituir algún delito 
de índole común. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr, Procurador 
General, declárase {pie corresponde al Sr. Juez de Ins- 
trucción de la Capital conocer de la presente causa cara- 
tulada "García López José — Acusado de defraudación 
por Mateo Rásale"; En consecuencia, remítansele los 
autos haciéndose saber al Sr. Juez Federal en la forma 
dé estilo. 

Rodolfo G. Valknzukla — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Pérez — A timo 
Pessaono. 



